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§1. 

Entre  las  acusaciones  que  á  la  ciencia  económica  se  diri- 
g'en,  acaso  ninguna  tan  fundada  como  la  que  se  refiere  á  su 
propia  construcción  científica:  es  irracional  negar  al  objeto 
económico  la  cualidad  de  científico;  pero,  es,  justo  reconocer 
qne  la  economía,  como  organismo  de  ciencia,  está  por  formar, 
y  que  tanto  por  la  vaguedad  de  los  límites  que  se  le  atribuyen, 
como  por  el  desorden  que  se  nota  en  la  exposición  de  tíu  inte- 
rior variedad,  queda  por  hacer  en  esta  importante  disciplina 
lo  más  difícil  y  lo  principal.  Bien  al  contrario  de  lo  que  opinan 
los  qme  dan  por  agotado  el  estudio  teórico  de  la  economía  y  se 
atienen  en  todo  á  los  maestros  y  fundadores,  muy  dignos  de 
respeto  y  de  atención ,  pero  cuyas  obras  sólo  pudieron  abrir  el 
camino,  y  necesitan  desarrollo  sistemático. 

Aún  más  precaria  es  la  situación  de  la  estadíptica  come 
ciencia:  hasta  ahora  sólo  se  ha  reconocido  su  utilidad,  á  vuelta 
de  largas  discusiones,  y  en  la  práctica  se  ha  hecho  algo  para 
allegar  materiales;  pero  como  ciencia,  aun  después  de  los  tra- 
bajos notables  y  irecientes  de  Mayr  y  Block,  vive  en  un  pe- 

(1)  Presentado  para  los  ejercicios  de  oposición  ala  cátedra  de  esta  asign  atura  ▼  a- 
cante  ea  la  Universidad  de  Salamanca. 
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ríodo  poco  menos  que  caótico;  es  un  embrión  de  alguna  doc- 
trina científica  que  se  forma. 

El  presente  trabajo,  si  ha  de  cumplir  lo  que  la  ley  exige, 
debe  tener  por  objeto  precisamente  lo  que  reclaman  con  más 
necesidad  una  y  otra  ciencia^  lo  que  mira  el  organismo  cien- 
tífico y  toca  al  método,  al  sistema,  al  plan  euristico,  y  espe- 
cialmente al  didáctico.  Demás  está  decir  que  sin  ninguna 
esperanza  de  acierto  emprendemos  una  tarea  que,  según  nues- 
tras primeras  palabras,  es  la  más  difícil  de  las  doctrinas  ie 
que  se  trata,  y  es  asimismo  la  que  está  sin  hacer,  en  definitiva. 
Pero  exige  la  ley  un  programa  de  estas  ciencias  propio  para 
su  enseñanza,  y  un  razonatniento  en  que  se  funden  el  plan  y 
el  método  escogidos,  y  es  preciso,  sin  detenerse  por  la  dificul- 
tad de  la  empresa,  hacer  lo  mejor  que  se  pueda,  previa  la 
franca  declaración  de  que  el  resultado  que  se  ofrece  no  se  tiene 
por  científico  en  la  acepción  rigurosa  de  la  palabra,  esto  es, 
como  siendo  la  verdad  cierta,  evidente ,  sistemática^  una  é  in- 
alterable de  las  ciencias  respectivas. 

El  abandono  de  la  doctrina  de  la  ciencia  y  demás  partes 
de  la  lógica,  así  real  como  formal,  es,  á  nuestro  entender,  una 
de  las  causas  principales  del  estado  de  confusión  y  vaguedad 
que  lamentábamos.  Aun  economistas  distinguidos  cometen  en 
esta  parte  errores  imperdonables,  que  dañan  no  poco  al  fondo 
de  la  misma  economía.  Así  se  ha  visto,  y  se  ve  ahora,  luchar 
á  los  partidarios  exclusivos  del  método  sintético  con  los  defen- 
sores del  método  analítico,  no  menos  inijransigentes:  unos  y 
otros  olvidan  que  no  cabe  ciencia  verdadera  sin  la  unión  y 
composición  de  análisis  y  síntesis;  y  no  costaría  trabajo  ad- 
quirir la  dolorosa  evidencia  de  que  los  campeones  de  la  sín- 
tesis entienden  por  tal  una  mera  deducción  subjetiva,  arbi- 
trjiria,  dogmática  y  de  todo  punto  desautorizada,  y  que  los 
mantenedores  del  análisis  se  refieren  al  análisis  empírico,  que 
por  sí  solo  nada  vale,  nada  significa  en  el  terreno  de  la  ciencia. 

Noi^tros,  al  hacer  nuestro  programa,  hemos  procurado 
penetramos  de  la  importancia  real,  no  puramente  escolástica, 
de  la  forma  científica,  y  hemos  recurrido  á  la  lógica  en  sa 
parte  del  método  y  de  doctrina  de  la  ciencia,  según  la  expre- 
sión de  Fichte;  no  quisimos  creer  á  tal  economista,  que,  como 
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Mr.  Batbie^  por  ejemplo,  después  de  presentar  distintas  defíai- 
'piones  de  un  objeto  mismo,  el  capital,  y.  gr.,  añade  que  esta 
cuestión  de  las  definiciones  y  dÍYÍ§úon^s  es  de  interés  secun- 
dario en  la  economía.  Nada  más  erróneo  ni  más  funesto  para 
«1  progreso  de  la  ciencia.  Creamos  más  bien  á  Macleod,  ([ne 
exalta  la  importancia  de  la  deñnicion  y  del  método,  y  sobre 
todo,  creamos  á  la  propia  conciencia,  que  pide  riguroso  mé- 

)  todo  y  sistema  propio,  según  el  objeto;  porque  eífta  es  la  ver* 
dad  capital  en  este  punto:  en  el  conocimiento  de  todo  objeto 
no  es  la  arbitrariedad  intelecttílal  quien  guía,  sino  la  presencia 
del  objeto  mismo  ante  el  que  conoce. 

A-  esto  se  reduce  en  rigor  la  llamada  cuestión  del  método; 
el  método  no  es  otra  cosa  sino  la  aplicación  artística  de  la  ac* 

'  tividad  del  pensar  al  objeto  del  conocimiento,  según  su  pre- 
sencia en  el  conocer  y  bajo  su  ley  propia.  Se  ven  aquí  dos  tér- 
minos y  una  relación:  objeto  conocido  y  sujeto  que  conoce,  y 
la  relación  es  de  conformidad  del  conocimiento  con  la  presen, 
cia  del  objeto.  Dedücense  fácilmente  las  exigencias  de  esta 
relación:  pide  tin  punto  de  apoyo  ^  de  partías,  un  estado  de 
conocimientc^en  que  hacer  pié,  por  decirlo  así,  pues  de  la  pura 
nada,  del  no  conocer  absoluto  nunca  partimos:  siempre  se 
mueve  eL  pensar  de  algo  conocido  á^  1q  por  conocer,  pues  de 
otro  modo,  si  no  supiéramos  algo  del  objeto  en  que  pensamos, 
jamás  nos  ociirriria  hacer  cuestión  de  él.  Esta  reflexión  sen- 
cilla y  de  Terdad-  bien  clara  es  olvidada,  sin  embargo,  por 
muchos,  y  cuánto  importa  pronto  tendremos  ocasión  de  verlo. 
Mas  si  se  mueve  el  pensar  desde  un  punto  de  partida  >  como 
conocimiento  necesario,  es  que  ese  conocimiento  no  basta,  no 
satisface,  pues  de  otro  modo  no  buscaríamos  jamás  conoci- 
mientos, todo  lo  tendríamos  sabido.  Lo  que ,  se  busca  es  un 
punto  de  término,  un  conocer  mejor. 

¿Cuál  es  la  ley  que  rige  esta  actividad  del  pensar  que  se 
mueve  del  punto  de  partida  al  de  término?  Ese  conocer  mejor 
que  se  busca,  ¿en  qué  consiste?  ¿Cuándo  se  conoce  mejor,  en 
suma?  Cuando  se  conoce  el  objeto  como  él  mismo  es.  Para  esto 
ha  de  haber  en  el  que  conoce  medios  adecuados  á  la  presencia 
-del  objeto^  según  su  naturaleza;  así,  el  objeto  ha  de  presen- 
tarse con  unidad,  él^  todo  lo  que  es  de  una  vez  y  en  todo  la 
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qae  es;  á  esta  propiedad  de  la  presencia  del  objeto  corresponde: 
en  el  sujeto  que  conoce  la  noción  ó  el  concepto.  Pero  esa  uni- 
dad de  la  presencia  del  objeto,  ¿cómo  es^  Interiormeáte  varia;, 
posee  un  contenido  en  que  toda  ella  es  la  misma,  un  contenido 
de  propiedades,  y  el  medio  adecuado  en  el  que  conoce  es  eL 
juicio,  en  que  se  advierte  la  relación  de  partes.  Por  último,  las 
partes  del  objeto  están  relacionadas  con  el  todo,  y  éste  con  ca- 
da una  de  ellas  y  todas  juntas;  para  percibir  esta  armonía,  el 
conocedor  tiene  el  razonamiento.  Esto  es  lo  que  se  ha  llamada 
la  tesis,  posición,  la  antítesis,  oposición,  y  la  síntesis,  composi- 
ción. Luego  veremos  que  en  la  ciencia,  así  en  su  forma  siste- 
mática como  en  su  exposición  didáctica,  corresponden  á  estos 
tres  aspectos  de  la  presencia  del  objeto  la  parte  general,  la 
especial  y  la  orgánica  en  el  sistema,  y  en  la  exposición  formal 
la  definición,  la  división  y  la  demostración  á  la  noción,  al  jui- 
cio y  al  raciocinio. 

Tales  son  los  elemenxos  de  que  el  método  ha  de  valerse;, 
ahora  veamos  con  la  misma  brevedad  las  leyes  de  esos  elemen- 
tos.  Si  va  el  pensar  délo  que  «s  conocido  á  lo  desconoci- 
do, es  decir,  alo  no  visto  y  reflexionado  aún  en  la  conciencia». 
el  método  ei^  este  primer  momento  es  analítico;  parte  de  la 
noción  previa  que  reconocimos  como  indispensable,  y  sin  salir 
de  la  presencia  del  objeto,  en  la  conciencia  penetra  y  ahonda 
en  esto  mismo,  sin  hacer  nunca  otra  cosa  que  conocer  objeto» 
según  son  para  la  conciencia.  El  análisis  no  da  la  última 
verdad  de  lo  que  presencia,  á  saber,  el  fundamento  de  la  pre- 
sencia misma;  ve  lo  que  es,  no  porque  es;  no  basta  para  la 
verdad  científica  conocida  en  d  fundamento  y  bajo  el  funda- 
mento; pero  sin  ^1  tampoco  es  posible  esa  verdad,  y  ha  de  pre- 
ceder á  todo  otro  conocimiento,  pues  la  presencia  del  objeto 
sólo  en  el  análisis  se  halla;  objetos  sólo  los  conoce  el  análisis. 
La  síntesis,  que  es  la  que  nos  da  la  razón  de  ser,  el  fundamento 
no  nos  ofrece  la  presencia  de  objeto  alguno,  ni  aun  del  ser  del 
fundamento  mismo;  sólo  nos  ofrece,  como  se  ha  dicho,  un 
debido  de  ser.  Basta  con  esto  para  reconocer  que  análisis  y  sín- 
>  tesis  se  completan,  se  necesitan  para  la  formación  del  conocer 
científico,  que  es  la  presencia  del  objeto,  sabida  con  verdad,  j 
«sto  lo  da  er  análisis,  y  con  certeza  de  la  conformidad  de  la 
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Terdad  con  la  presencia,  segnn  es  recibida;  ésta  certeza  tam- 
iMen  la  da  el  análisis;  pero  de  la  realidad  de  la  conformidad 
con  eí  objeto  bajo  el  fundamento,  que  exige  también  la  cien- 
cia, sólo  se  puede  saber  en  la  síntesis.  A  la  composición  del 
método*  analítico  y  sintético  se  le  ha  dado  el  nombre  de  cons-^ 
tracción;  sos  reglas  son  la  comparación  de  los  resultados  de  la 
síntesis  con  el  análisis,  la  aplicación  de  éste  á  la  síntesis  y  la 
yerifícacion  de  unos  por  otros  resultados.  Esta  sería  toda  la 
doctrina  que  respecto  del  método  recordáramos,  si  no  reinaran 
sobre  el  particular  tantas  y  tan  poderosas  preocupaciones:  la 
principal^  por  sus  resultados  en  la  ciencia,  es  la  que  niega  al 
conocimiento  analítico  el  carácter  de  científico  y  de  objetivo; 
nace  esto^  en  general,  del  predominio  idealista,  y  especial- 
mente de  la  Criiica  de  Kant,  que  concreté  la  esfera  analítica 
al  puro  subjetivismo,  á  la  apariencia,  desconociendo  la  realidad 
de  la  presencia  de  los  objetos  en  la  conciencia.  Si  el  análisi» 
sólo  diese  apariencias,  sería  indtil  en  la  ciencia;  da,  por  el  con- 
trario, realidad  tan  indiscutible  como  puede  ser  la  verdad 
cierta;  no  da  el  fundamento  de  esa  verdad,  ni  ese  es  su  objeto; 
pero  de  la  realidad  de  la  presencia  del  objeto  en  nosotros  puedo 
responder  el  análisis,  como  respondemos  de  la  realidad  de  que 
somos.  Nadie  que  reflexione  dirá  que  el  insistir  en  este  punto 
m  apartarse  del  objeto  presente:  lo  que  ahora  se  trata  no  es^ 
ajeno  á  ciencia  alguna;  la  economía,  como  todas ,  necesita 
cerciorarse  de  la  legitimidad  de  sus  conocimientos,  y  los  que 
debe  poseer  épriori  por  el  análisis  serian  nulos  si  prevaleciera 
la  negación  kantiana. 

No  hay  deducción  que  valg^,  si  lo  que  suministra  al  cono- 
cimiento el  análisis  es  pura  representación  sin  realidad  algu- 
na; entonces  tendria  razón  Heráclito;  cada  hombre  sería  la  me- 
dida de  todo  y  la  ciencia  se  haria  imposible.  Véase  si  importa 
ó  no  á  la  economía  la  aclaración  de  esta  materia. 

Pero,  no  menos  que  los  que  desdeñan  el  análisis,  se  equi- 
Tocan  los  que  sólo  á  sus  formas  parciales  atienden,  á  alguna 
con  exclusión  de  las  otras  y  con  desconocimiento  de  la  unidad 
de  este  método.  £1  análisis  consta  de  una  composición  inte- 
TÍor,  y  atender  sólo  á  una  de  sus  partes  ó  modos  es  falsear  el 
jmétodo  por  completo.  Entran  en  el  método  analítico  elemento» 
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^  priori  y  necesita  los  de  las  propiedades  esenciales,  catego- 
rías, los  sensibles,  ya  internos  ya  de  relación  exterior,  y  ha 
de  valerse  de  la  observación,  de  la  generalización  ,y  de  la  dia- 
,léctíca.  Ahora,  bien;  la  mayor  parte  de  los  que  se  entusiasman 
<5oa  el  análisis  y  sólo  por  él  quieren-  ir  á  la  ciencia,  sólo  reco- 
nocen el  carácter  analítico  científico  á  los  datos  empíricos  y 
«u  ordenación.  Esto  ha  hecho  la  escuela  escocesa  y  con  ella 
no  pocos  autores  modernos  franceses. 

El  método  sintético  ha  sufrido  también  aplicaciones  é  in- 
terpretaciones erróneas;  baste  recordar  todos  los  abusos  de  la 
escolástica,  y^las  increibles  orgías  del  pensamiento,  como  se 
ha  dicho,  á  q^^e  llegó  el  idealismo  alemán.  Decía  Hegel  de 
fíchelling,  que  su  sistema  se  ponía  en  el  principio  como  de  un 
pistoletazo;  pues  lo  mismo  podría  decirse  del  suyo,  y  en  gene-  . 
ral^  de  todos  los  en  que  se  prescinde  de  la  parte  analítica.  El 
fundamento  nunca  podrá  ser  conocido  propiamente  sino  desr 
pues  del  largo  proceso  que  desdo  el  punto  de  partida  llega  si 
principio;  y  para  obtener  la  construcción  científica  es  indis- 
pensable la  composición  de  la  analítica  que  nos  dice  lo  que  soü 
para  nosotros  los  objetos,  en  la  conciencia,  únÍQo  modo  posible 
■de  su  presencia,  y  de  la  parte  sintética  qué  á  partir  deductiva- 
mente del  fundamento  nos  da  el  debido  de  realidad  de  todos 
los  resultados  del  análisis.  Las  funciones  del  método  construc- 
tivo prueban  la  necesidad  de 'la  cooperación  de  esos  dos  mé- 
ijodos  elementales,  que  mantienen  respectivamente  los  auto- 
res con  tan  funesto  exclusivismo. 

§  11. 

La  breve  exposición  de  la  doctrina  del  método  que  ante- 
^ede,  nos  servirá  de  guia  para  tratar  El  método  en  la  Economía 
:y  en  la  Estadística,  Respecto  de  la  primera  ciencia,  conviene 
atender  al  estado  presente  de  su  estudió,' con  relación  á  nues- 
tro asunto  de  ahora.  ;  ^ 

La  discusión  entre  los  partidarios  de  la  deducción  y  los  de 
la  inducción,  e^tá  lejos  de  terminar;  hoy  se  presenta  animada 
<en  los  diferentes  países  en  que  la  Economía  se  cultiva  con  más 
provecho. 
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La  antigua  escuela  inglesa,  que  abogaba,  por  ejemplo,  en 
el  libro  de  Stuart  Mili,  por  el  método  deductiro,  hoy  se  ve 
combatida  por  campeones  temibles  de  gran  saber  y  talento; 
Cliffe  Leslie,  entre  otros,  pretende  demostrar  que  la  materia 
eoonSmicano  puede  ser  reconocida  ápriúri,  porque  su  objeto 
radica  en  el  deseo  humano,  en  cuanto  es  necesidad  real,  y  las 
necesidades  son  distintas,  según  las  condiciones  del  clima,  de 
la  opinión,  de  la  moda,  eic.  Tras  esto,  Cliffe  Leslie  declara 
imposibles  las  aspiraciones  de  Rossi  y  de  Sénior,  respecto  al 
método  deductivo.  Rossi  decia  que  la  Economía  política,  con- 
siderada en  lo  que  tiene  de  general,  es  más  bien  una  ciencia 
racional  que  de  obseryacion.  Cairns  ha  formulado  ideas  aná- 
logas, y  en  cuanto  á  Sénior,  dice  textualmente:  «La  economía 
política  descansa  en  un  pequeño  número  de  proposiciones  ge- 
nerales, cuyo  fundamento  es  este  axioma :  que  todo  hombre 
desea  aumentar  su  riqueza  con  los  menores  sacrifícios  posi- 
bles.^ En  ésta  tendencia  exclusiva  de  la  deducción,  aun  se  ha 
ido  más  léjos^  se  ha  querido  reducir  la  ciencia  económica  á 
ciencia  exacta,  exponiéndola  en  serie  ordenada  de  teoremas  y 
acompañada  de  todo  el  aparato  del  cálculo  matemático.  Al 
mismo  tiempo  que  Jevons,  en  Inglaterra,  trabajaba  en  este 
sentido,  que  ya  tenía  allí  antecedentes,  León  Walras,.eii 
Wand,  sin  noticia  de  los  estudios  de  su  colega  inglés,  desen- 
V5)lyia  el  cálculo  del  cambio,  no  sin  dividir  la  materia  econó- 
mica en  científica  ó  exacta,  industriar  y  moral,  división  coa 
que  salvaba,  en  gran  parte,  los  errores  inherentes  á  conside- 
rar una  ciencia  antropológica  por  el  método  puramente  mate- 
mático. Pero  aun  en  los  límites  en  que  se  detiene  Walras? 
¿cabe  esa  rigorosa  aplicación  matemática?  En  nuestra  opinión^ 
tío  puede  tener  carácter  científico  en  ninguna  de  las  esferas 
de  la  economía,  porque  los  que  los  economistas  matemáticos 
estudian  como  hechos  naturales  necesarios,  participan  por  sus 
complejos  elementos  del  carácter  de  libertad,  de  necesidad  y 
de  contingencia,  en  combinaciones  variables  al  infinito,  y  ni 
lo  contingente  ni  lo  sometido  al  libre  albédrío  humano  puede, 
ser  examiuado  en  serie  teoremática  de  deducciones.  Mas  no 
por  esto  damos  la  razón  á  los  partidarios  más  ó  menos  exclu- 
flíYos  de  la  inducción  analítica,  que  como  ya  indicábamos,  en- 
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tieaden  por  análisis  el  empírico  que  puso  en  tan  alto  predica- 
mento la  escuela  escocesa.  No  es  éste  lugar  de  atender  álos 
orígedfes  de  estas  tendencias  que  hoy  parecen  predominantes 
en  toda  ciencia^  bfista  mirar  á  los  resultados  que  son  en  todas 
partes  favorables  al  sentido  llamado  positivista.  Las  más  en- 
contradas escuelas,  parece  que  escojen  como  terreno  neutral, 
'en  que  se  entienden  éste  del  análisis  como  propio  de  la  cien- 
cia. Dameth,  por  ejemplo,  que  combate  á  los  katheder-socialis- 
ten,  conviene,  sin  embargo,  en  este  punto  y  canta  alabanzas 
en  loor  de  Bacon  y  Descartes,  por  que,  á  su  juicio,  son  los  fun- 
dadores del  sentido  a^alítico-empírico,  que  es  al  que  se  refie- 
re. Ya  lo  hemos  dicho,  el  análisis,  entendido  de  tal  manera, 
parcial  y  exclusivamente,  ni  siquiera  es  científico;  y  log  abu- 
sos que  se  hayan  podido  autorizar  con  el  nombre  de  síntesis, 
nada  dicen  en  favor  de  un  procedimiento  opuestp,  no.  méño» 
arbitrario.  La  economía  alemana,  tanto  en  la  escuela  histórica 
como  en  la  modernísima  de  los  socialistas  de  cátedra  que 
busca  en  aquélla  su  abolengo,  es  también  inductiva,  porque 
obedece  al  movin^iiento  de  reacción,  hoy  tan  poderoso  en  aquel 
país,  saturado  hace  años  de  idealismo  y  ahora  entregado  atan 
diferentes  influencias.  Funk  Brentano,  por  ejemplo,  que  se  de- 
dica á  los  estudios  de  los  orígenes  y  de  la  biología  social,  nie- 
ga en  absoluto  las  leyes  naturales,  constantes  y  universales, 
y  como  Spencér  y  Wundt  y  todos  los  evolucionistas  y  positi- 
vistas,'*Teduce  el  .estudio  de  la  vida  social  á  la  observación  y 
generalización  empíricas.  Wagner,  Held  y  tantos  otros,  na 
hacen  otra  Cosa,  y  en  cuanto  á  la  jüeyade  ilustre  de  los  últi- 
mos economistas  italianos,  se  puede  decir  lo  mismo,  pues  si- 
guen los  pasos  de  sus  correligionarios  alemanes.  Es  esta  la 
tendeiicia  general,  el  tono,  pordecirlo  así,  déla  ciencia  actual^ 
y  la  economía,  como  todo,  habia  de  seguir  este  derrotero.  En 
Francia  existe  cierto  eclecticismo  sobre  el  particular,  com- 
ponenda insuficiente,  como  han  sido  todas  las  fabricadas  en 
ese  país  para  el  uso  de  los  filósofos  oficiales.  Recientemente, 
Mr.  Courcelle  Seneuil,  buscaba  una  armonía  y  encontraba  una 
división  abstracta,  según  la  cual,  la  economía,  es,>  ante  todo, 
la  ciencia  pura  de  los  princijíios;  deductiva  para  él  en  este 
concepto,  después,  es  arte,  y  se  compone  de  reglas  jurídicas 
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empíricas  y  de  reglas  de  aplicación  denlos  principios  paros  . 
Mr.  Garnier,  defendiendo  á  la  economía  de  los  ataques  dé  los 
jurisconsultos,  sienta  parecidos  conceptos,  y  bien  puede  decir- 
se, en  resumen,  que  en  punto  al  método  de  la  economía,  reina 
por  todas  partes  la  confusión  y  el  desorden.  Nosotros  no  espe- 
ramos que  del  seno  n\ismo  de  la  economía  surja  la  clave  que 
nos  dé  la  armonía  deseada,  el  sistema  real.  Yiven  una  existen- 
cia anárquica  las  ciencias  ñlosófícas  en  nuestros  días;  la  ló. 
gica  no  se  toma  con  toda  la  seriedad  que  merece^  y  al  par  que 
los  debates  se  multiplican  y  los  ingenios  se  ejercitaai,4as  cues- 
tiones se  embrollan,  si  vale  ia  frase,  y  las  ciencias  no  ofrecen 
los  resultados  que  la  cultura  esperaba  legítimamente. 

Cesando  .en  estas  consideraciones,  nos  limitaremos  á  la 
aplicación,  que  juzgamos  oportuna,  délas  leyes  del  método. 
El  concepto  de  la  Economía  es  la  primer  cuestión,  vestíbulo 
necesario,  ineludible.  Para  conocer  el  objeto  económico,  es 
preciso  verlo  en  su  unidad,  y  esta  vista  sólo  se  consigue  me- 
diante el  análisis  reflexivo;  ¿de  qué?  del  concepto  previo  co- 
mún. ¿Existe  este  concepto?  Las  dificultades  del  nombre  no 
son  reales,  y  por  una  aclaración  etimológica  fácil  Se  llega  á 
resolverlas;  queda  luego  determinar  la  característica  de  la 
económico,  y  es  el  procedimiento  empírico  de  eliminación  en- 
tre los  conceptos  históricos  el  que  procede  enseguida,  mas  no 
para  detenerse  en  él^  sino  para  compararlo  con  los  datos  de  la 
conciencia  sobre  el  punto  así  dilucidado.  En  este  camino, 
¿cabe  ya  \k  cuestión  de  los  exclusivismos  metódicos?  De  nin- 
gún modo,  y  el  análisis  se  impone  como  primer  necesidad,  ley 
de  la  conciencia  y  de  la  ciencia,  de  que  no  es  posible  prescin- 
dir. Pero. desde  el  primer  momento  del  análisis  del  concepto 
económico  se  señala  su  carácter,  su  valor^  no  subjetivo,  que 
entonces  no  serviría,  pero  sí  puramente  de  inmanencia,  y  se 
vé  inmediatamente  la  necesidad  de  la  síntesis,  que  dá  el  fun. 
damento  de  lo  reflexionado  analíticamente. 

El  resultado  del  análisis  del  concepto  nos  ofrecerá  una 
composición,  única  así,  de  diferentes  elementos  que  entran  á 
formarlo,  esto  es,  la  interior  variedad  del  objeto  tal  como  nos 
es  presente;  esta  es  la  cuestión  de  la  variedad  en  la  Econo* 
mía,  el  contenido  que  importa  estudiar  también  con  relacioa 
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al  método,  porque  eegan  la  índole  de  las  leyes,  relacioires  y 
«¿res  relacionados  de  qne  trata  la  Economía,  así  convendrá 
en  el  análisis  uno  ú  otro  de  sus  modos  y  en  la  síntesis  la  de- 
ducción de  distinta  forma.  Si  reconocemps,  por  ejemplo,  que 
la  Economía  es  ciencia  antropológica  de  rels^cion  entre  el 
hombre  y  la  naturaleza,  por  cuanto  todo  lo  económico  se  re- 
fiere, al  cabo,  á  la  humana  actividad  obrando  sobre  la  natu- 
raleza para  fines^  propios,  la  anterior  variedad  del  objeto  eco- 
nómico  nos  pedirá  el  método  analítico  úb  priori  de  las  catego- 
rías de  la  naturaleza,  del  espíritu,  de  la  unión  de  c^spíritu  y 
cuerpo  y  de  su  relación  al  mundo  natural^  la  observación  de 
los  hechos  sensibles  de  sus  relaciones  por  la  generalización  y' 
y  la  dialéctica  será  también  necesaria,  y  se  verá  entonces  en 
qué  se  encierra  la  legitimidad  de  tantas  reclamaciones,  como 
hacen  los  pa^rtídarios  de  la  indagación  empírica.  Análisis  y 
síntesis  serán,  pues,  indispensables  para  conocer  la  variedad 
de  la  Economía.  Y  respecto  *de  su  conocimiento  armónico,  de- 
más está  decir  que  si  consiste  en  la  composición,  bajo  la  uni- 
dad y  la  ley,  de  los  distintos  elementes,  será  preciso  proceder 
en  este  estadio  también  compositivamente,'  por  análisis  y  sín- 
tesis, comparando,  aplicando  y  verificando  los  resultados  de 
ambos  métodos  en  el  constructivo.  Las  fuerzas  naturios»  las 
fuerzas  morales,  rsus  leyes  respectivas  y  sus  relaciones,  todo 
esto  entra  en  el  estudio  económico,  y  es  imposible  emprender- 
lo con  esperanzas  de  acierto,  á  partir  de  un  esclusivismo  cie- 
go que  se  condena  á  no  ver,  por  lo  menos,  todo  un  ♦aspecto  de 
la  vida  económica,  aspecto  que  la  penetra  toda  y  es  necesario 
para  formar  la  ciencia  por  el  sujeto. 

Sin  dar  á  la  materia  la  extensión  que  exigiría,  veamos  de 
un  modo  somero  cuáles  son  las  principales  aplicaciones  de 
análisis,  síntesis  y  composición  en  lo  económico.  De  parte  del 
cuerpo,  como  el  ser  de  las  necesidades  económicas  (tal  es  el 
sentido  en  que  explicamos,  el  objeto  económico),  es  necesario 
el  análisis  para  todo  lo  que  en  él  depende  de  las  influencias 
de  lugar,  tiempo,  etc.;  así  las  circunstancias  etnográficas,  cli- 
matológicas, históricas,  etc.,  etc.,  han  de  ser  consideradas,  y 
esto  sólo  es  posible  por  el  análisis;  lo  mismo  sucede  con  las 
que  86  refieren  á  la  fisiología  individual^  las  de.temperamen^ 
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to,  etc.;  y  por  parte  de  la  nataraleza,  como  el  ser  de  loe  me- 
dios econdmicos,  existen  determinaciones  que  sólo  empírica- 
mente pueden  ser  estndiadae.  A  su  yez  el  espirita  humano^ 
agente  que,  mediante  sn  vida  de  relación  natural  por  el  cuer- 
po satisface  en  el  medio  nataraleza  los  fines  del  cuerpo  mis- 
mo, ofrece  puotoa  de  consideración  que  aólo  pueden  ser  aten- 
didos a  náuticamente;  pues,  por  ejemplo,  laa  determinaciones 
históricas  del  libre  albedrío,  las  modificaciones  que  sufre  la 
relación  econdmica,  por  esas  mismas  determinaciones,  sólo 
empíricamente  pueden  ser  "estudiadas;  sin  que  esto  sea  negar 
que  la  libertad  misma  y  todo  lo  moral,  6  psíquico  mejor  dicho, 
deje  de  estar  sometido  í  leyes  de  su  esencia;  pero  es  iina  de 
estas  leyes,  precisamente,  la  libertad  de  determinación,  que 
no  es  posible  conocer  por  deducción  sintética.  Con  todas  estas 
esferas  y  sus  mutuas  relaciones,  que  son  tantas  y  tan  varia- 
das, el  método  que  proclamaba  Rosei  es  imposible;  la  deduc- 

.  cion  no  podria  aplicarse  á  nada  de  esto. — Quédale  no  pequeño 
espacio  á  la  síntesis  en  el  cuadro  de  la  Economía,  pues  cada 
una  de  las  esferas  de  ser,  tjue  con  sus  relaciones  entran  á. 
constituir  su  objeto,  son,  antes  qne  nada,  realidades,  esencias, 
capaces  de  estudio  deductivo;  pero  entiéndase,  no  de  deduc- 
ción sin  análisis,  sino  de  deducción  que,  bajando  del  funda- 
mento, comprueba  el  resultado  analítico.  Si  la  reflexión  ana- 

'  lítica  nos  dio  por  resultado,  sea  un  ejemplo,  que  la  Economía 
es  la  ciencia  de  la  propiedad  en  cuanto  es  ciencia  de  la  reía- 
cion  de  la  naturaleza  para  los  fines  del  cuerpo  mediante  la  ac- 
ción del  espíritu  humano,  sdlo  podremos  saber  que  esto  es 
conforme  con  la  realidad  del  objeto  cuando,  habiendo  llegado 
al  principio  de  todo  ser,  podamos  deductivamente  hallar  en  su 
contenido,  entre  el  sistema  de  las  propiedades  de  relación, 
entré  los  seres  universales  finitos  esta  de  la  propiedad,  que  en 
la  conciencia  ya  había  sido  vista  como  algo  real  en  nosotros  y 
supuesto  en  lo  trascendente. — Baste  con  lo  dicho  para  indicar 
cnál  es  el  procedimiento  metódico  que  seguimos,  por  creerlo 
armónico  realmente  y  fundado  en  la  naturaleza  del  objeto 
o  económico. 
Tratamos  del  método  en  la  estadística  en  párrafo  aparte. 
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El  método,  según  acabamos  de  considerarlo,  se  refiere  al 
fondo  del  conocer,  y  así  todo  lo  dicho  sobre  el  método  en  eco- 
nomía es  general  á  toda  clase  de  conocimiento  económico, 
así  científico  como  precien  tífico;  y  es  qne  de  uno  á  otro  modo 
de  conocimiento  no  va   diferencia  esencial;  no  se  aprende  ^        ¿ 

«n  la  ciencia,  por  serlo,  algo  nuevo  y  nunca  oído;  no  nos  re- 
vela la  ciencia  un  mundo  nuevo  de  conocimiento  de  objetos  no 
{pensados  antes  de  llegar  al  saber  científico.  Es  el  mismo  el  I 

fondo  de  la  ciencia  y  desconocimiento  vulgar;  éste  puede  ser   .  \ 

tan  extenso  como  el  científico;  la  diferencia  está  en  las  condí-  ' 

cienes  del  conocimiento.  Cuando  es  verdadero,  y  sobre  esto  su  ' 

verdad  es  sabida  como  real  por  el  sujeto  con  certeza,  existe 
ciencia  sin  más;  á  esa  certeza  completa  en  el  fundamento  y  on 
las  relaciones  todas  del  objeto,  interiores  y  ej^teriores,  que  son 
indispensables  para  su  conociíniento  íntegro,  sólo  se  llega  en 
«1  conocimiento  sistemático,  y  éste  constituye  la  forma  de  la  j 

ciencia.  Si  el  conocimiento  científico  es,  pues,  uno  ante  todo  -1 

con  el  conocimiento,  con  todo  conocimiento,  las  distinciones 
consisten  en  el  modo  del  conocer;  pero  estas  distinciones-,  ¿en 
qué  se  fundan?  En  el  modo  de  la  presencia  del  objeto  ante  el 
conocedor,  y  esta  presencia  será  al  modo  científico  cuando  sea 
conforme  á  lo  que  es  en  sí  el  objeto  y  el  sujeto  sepa  de  esta 
conformidad.  El  sistema  de  la  ciencia  es,  pues,  del  objeto  en  la 
presencia  para  el  conocer,  no  del  sujeto  que  lo  forma  de  tal  6 
cual  modo,  como  bien  le  parece.  Esta  objetividad  del  sistema 
se  desconoce  generalmente,  y  así  se  ve  lo  mismo  en  la  ense- 
ñanza que  en  la  indagación  doctrinal,  que  muchos  se  inclinan 
á  tal  ó  cual  sistema,  como  dicen,  como  si  cupiera  esta  elección 
racionalmente,  determinándose  en  uno  ú  otro  sentido  por  mo- 
tivos más  ó  menos  plausibles  en  sí,  pero  absurdos  bajo  el  punto 
de  vista  de  la  ciencia  misma.  ¿Quién  no  ha  visto  en  los  autores 
frases  como  éstas:  «Conviene  considerar  de  tal  ó  cual  forma  la 
ciencia  para  este  nuestro  fin  particular?»  Por  este  camino  es 
imposible  llegar  á  la  ciencia.  Cierto  es  que  existen  distincio- 
nes entre  la  indagación  ó  parte  eurística  y  la  exposición  6        • 
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«didáctica;  pero  estas  mismas  distiuciones  se  faadan  eu  la  na- 
turaleza del  objeto  mismo  del  conocimiento;  es  decir,  que  asif 
^omo  la  indagación  ha  de  establecer  el  plan  arquitectónico  y 
el  orgánico,  en  vista  del  sistema  real  del  objeto  mismo  Como 
presente  para  la  determinación  científica,  asi  también  en  e^ 
plan  didáctico  es  preciso  atenerse  á  lo  que  el  objeto  es  en  sí^ 
por  más  que  se  atienda  también  al  grado  del  desarrollo,  á  la 
educación  intelectual  de  aquellos  para  quien  es  la  exposición. 
Si  por  allanar  dificultades  enseñamos  algo  que  es  fácil,  perq 
que  no  es  .la  ciencia,  ¿qué  hacemos  de  proYecho?  Nada;  en 
cambio  los  perjuicios  son  incalculables.  Importa  mucho  esta 
materia,  y  nos  sirve  para  explicar  nuestro  proceder  en  este 
panto.  Entre  los  grados  de  la  enseñanza  figuran  aquellos  en 
que  la  educación  debe  ser  atendida  especialmente,  pues  n,i  aun 
en  esos  la  instrucción  debe  ser  deliberadamente  antisistemi- 
tica;  pero  menos  debe  serlo  en  el  grado  de  enseñanza  á  que 
corresponde  la  disciplina  para  la  que  figuramos  ser  nuestro 
programa.  Cierto  es  que  aun  en  este  grado  es  preciso  abstenerse 
de  desenvolvimientos  minuciosos  que  corresponden  á  los  espe- 
cialistas; pero  los  elementos  de  la  ciencia  deben  de  ser  consi- 
derados íntegramente,  y  su  forma,  su  sistema,  respetados  ann^ 
que  ofrezcan  complicadas  y  múltiples  relaciones.  Se  ha  creido 
por  muchos  expositores  que  la  gracia  y  la  claridad  están  en 
tratar  aisladamente  cada  materia,  y  cuando  más,  establecer 
hilos  de  comunicación  entre  ellas,  con  uno  principal  que  baje, 
Bsí  se  dice,  desde  el  principio  á  las  partes,  para  que  todo  se 
mueva  como  por  un  resorte.  Esta  fácil  pero  mezquina  y  casí 
grotesca  idea  del  sistema  suele  abundar  entre  los  economistas. 
Entre  ellos  hay  quien  dice  que,  en  sabiendo  lo  que  es  valor, 
lo  demás  se  nos  da  por  añadidura.  Nada  más  sencillo,  pero 
nada  más  trivial,  que  estas  abstractas  formaciones  de  sistemas 
puramente  subjetivos.  Nosotros,  sin  huir  dificultades,  aunque 
•en  ellas  nuestras  fuerzas  se  agotaran  sin  servir,  hemos  respefr 
tado  ante  todo  la  dignidad  de  la  ciencia,  que  consiste  en  con^ 
^servar  sin  falsedad  los  datos  de  la  reflexión  sistemática:  hemos 
visto  que  las  doctrinas  particulares  de  la  economía  se  enlazan 
jr  entrelazan,  no  sólo  >ina3  con  otras,  sino  con  materias  de 
«otras  ciencias;  hemos  visto  que  puntos  que  muchos  autores 
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tratan  una  sola  vez  es  preciso  considerarlos  muchas,  según  los? 
respectos,  y  aunque  esto  diera  más  tarea  y  exigiese  esfuerzosr 
de  atención  superiores,  lo  hemos  preferido  todo,  menos  ense- 
ñar lo  que  no  pensamos  como  cierto,  6  lo  que  es  lo  mismo, 
menos  ocultar  lo  que  creemos  cierto.  Pero  dejando  esta  que  es 
digresión,  aunque  pertinente,  volvamos  ala  consideración  del 
sistema,  decíamos  que  éste  es  de  la  presencia  del  objeto  con- 
forme á  su  propia  naturaleza;  esto  nos  hace  entrever  ya  la» 
partes  interiore^  del  sistema,  su  división  propia,  sus  armónica», 
relaciones.  Dijimos  que  ló  primero  en  el  objeto  es  su  unidad, 
que  corresponde  en  el  que  conoce  af  concepto;  pues  en  el  sis-» 
tema,  que' es  el  conocimiento  científico  conforme  á  la  realidad 
del  objeto,  lo  primero  será  su  consideración  en  unidad,  y  & 
esto  corresponde  la  parte  general  en  toda  ciencia.  El  objeto- 
tiene  una  interior  variedad;  consta  de  partes  relacionadas,  que- 
dependen  unas  de  otras  y  constituyen  la  integridad  del  objeta 
mismo;  pues  en  el  sistema  de  la  ciencia  habrá  también  parte-^ 
especial  que  atienda  al  interior  contenido.  Por  último,  las  re- 
laciones de  las  partes  á  la  unidad,  bajo  ella,  y  de*  ésta  con 
cada  una  y  todas  las  partes,  son  reales  en  el  objeto;  y  en  la^ 
ciencia  son  atendidas  en  su  estudio  orgánico,  que  es  la  tercera 
y  última  división.  El  sistema  es  del  objeto,  como  objeto  do' 
ciencia;  pero  el  sujeto  es  el  que  determina  para  sí  la  presencia 
del  sistema,  el  que  va  reflexionando  los  datos  de  larealidad,-^^ 
este  trabajo  del  sujeto  es  el  plan.  Pero  el  plan  puede  ser  con- 
siderado en  la  investigación  del  que  procura  para  sí  el  conocer 
científico  ó  én  la  exposición  de  los  resultados  adquiridos:  el- 
primero  es  el  plan  eurístico,  el  segundo  el   didáctico.  Res- 
pecto del  turístico  tenemos  que  decir  que  se  divide  en  arqui- 
tectónico, que  es  el  plan  de  la  ciencia  misma  según  su  propio*- 
sistema,  y  en  orgánico,  que  es  el  plan  en  su  ejecución  por  el 
sujeto  que  indaga.  El  plan  arquitectónico  es  el  plan  ideal,  eiv 
plan  perfecto  según  la  ciencia  misma,  en  éste  no  caben  dife- 
rencias de  tiempo  á  tiempo,  de  capacidad  á  capacidad;  la  cien- 
cia en  su  sistema  es  siempre  una  y  la  misma,  y  el  plan ,  ó  sea . 
la  forma  del  sistema,  su  arquitectónica,  no  puede  sufrir  alte- 
ración sin  adulteración.  El  plan  orgánico  no  es  en  la  esencia 
distinto  del  arquitectónico,  pero  dice  relación  á  la  activídacL 


0f 

PBOQBAMA  DB  ECONOMÍA  POLÍTICA   .  19 

r 

^el  pensar,  es  el  proceso  del  pensamiento  en  su  for¿ia,  es,  por 
decirlo  así,  como  la  huella  del  conocedor  por  el  camino  del 
conocimiento  científico.  En  este  punto  es  donde  se  advierte, 
en  la  formación  subjetiya  de  la  ciencia,  la  necesidad  del  punto 
de  partida,  del  concepto  analítico,  del  desarrollo  de  su  unidad 
como  tema  general,  que  contiene  variedad  interior  de  temas- 
Bien  se  comprende  que  el  sistema  de  la  ciencia  en  sí,  y  su  plan 
propio,  no  es  analítico  y  sintético,  pues  esto  se  refiere  al  mé-^ 
todo,  esto  es,  á  la  actividad  del  que  investiga;  por  eso  es  en  el 
plan  orgánico  donde  aparece  la  necesidad  de  este  modo  de  in- 
yestígacion,  toda  vez  que  el  sujeto  no  comienza  sino  desde  el 
estado  precientífico,  y  necesita  seguir  todo  el  proceso  analítico 
para  alcanzar  el  fundamento,  según  hemos  visto,  Á  más  de 
este  procedimiento^  necesita  el  sujeto  atender  al  modo  de  la 
presencia  del  objeto  según  indaga  y  halla,  lo  que  ya  indica- 
mos, la  tinidad,  la  variedad  y  la  armonía  á  que  corresponde  en 
su  trabajo  la  investigación  de  la  parte  general,  de  la  parte 
especial  y  de  la  parte  orgánica.  La  unidad  temática  que  ve 
ante  todo  el  que  indaga  se  desenvuelve  en  organismo  de  temas 
cuya  proyección  es  posible  desde  el  punto  de  unidad  sucesiva- 
mente, penetrando  en  la  complexión  de  los  temas,  que  á  su 
Tez  muestran  contenido;  así  es  posible  el  planteamiento  de- 
sistema^  en  su  forma,  para  el  sujeto,  el  plan  orgánico.  Cada 
cuestión  no  se  presenta  aislada,  sino  en  relaciones  de  coordi- 
nación, de  subordinación,  superiores,  y  la  suprema.  A  todo 
esto  ha  de  atender  el  que  forma  su  ciencia  para  el  plan  eurís- 
tico-or^ánico  de  la  misma. 

Llegamos,  por  fin,  al  plan  didáctico.  La  Didáctica  nace  de 
la  relación  social  de  la  ciencia.  Si  existen  distinciones  entre  el 
plan  didáctico  y  el  eurístico,  no  por  esto  se  rompe  la  unidad 
científica.  Fácilmente  se  prueba  esto  con  sólo  atender  á  lo  que 
es  en  el  sujeto  mismo  el  plan  eurístico  y  el  didáctico,  si  en 
esta  relación  así  pudiera  llamarse;  cada  cual  aprende,  ó  se  en- 
seña al  propio  tiempo,  y  del  mismo  modo  que  investiga.  Es, 
pues,  la  relación  social  la  que  engendra  la  distinción.  Para 
todos  son  las  leyes  del  pensamiento  las  mismas,  pero  hay  des- 
igualdades temporales  en  los  sujetos;  no  es  cuestión  de  esen- 
cia en  las  facultades,  sino  de  grado  en  el  desarrollo;  por  eso  la 
exposición  didáctica,  sin  perder  nunca  de  vista  el  plan  de  la 
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ciencia  en  sí,  busca  la  presencia  del  objeto,  ante  el  que  conoce 
según  es;  y  desde  el  girado  y  modo  en  que,  y  como  halla  esa 
presencia  ep  el  que  aprende,  así  el  que  expone  dirige  su.plan; 
pero  esto,  más  que  nada,  confirma  lo  que  decíamos  de  la  ne- 
cesidad de  ir  siempre  con  la  realidad  del  objeto,  por  guía,  y 
que  no  cabe  modificación  en  el  objeto  de  la  ciencia,  sino  que 
ba  de  ser  el  sujeto  el  que  vaya  preparándose  para  Uegar  á  su 
presencia  real  y  científica.  De  aquí,  la  necesidad  de  la  intro- 
ducción en  el  plan  didáctico.  La  introducción  no  consiste  en 
esa  exposición  preliminar  pegadiza  que  suele  acompañar  álos 
tratados  didácticos:  es  una  parte  real  del  plan  mismo,  indis- 
pensable en  la  didáctica,  porque  coloca  al  que  aprende?  en  una 
situación  racional  respecto  de  la  ciencia.  Como  la  ciencia  es 
también  un  hacer,  pues  es  lá  actividad  del  pensar,  exige  jus- 
tificación, y  lo  primero  que  ocurre  es  saber  lo  que  se  va  á  em- 
prender; de  aquí  la  cuestión  del  concepto  del  objeto.  Una  vez 
hallado  analíticamente,  ocurre  penetrar  sus  elementos,  que 
nos  ofrecen  relaciones  exteriores  á  otros  objetos,  y  por  consi- 
guiente de  la  ciencia  que  se  estudia  á  otras  ciencias  y  al  priní^ 
cipio  de  todas:  esta  es  la  cuestiondel  lugar  enciclopédico  y  de 
las  relaciones.  La  cuestión  de  la  utilidad,  que  se  suele  tratar 
bajo  un  punto  de  vista  puramente  práctico,  con  el  sentido  de 
utüitarioy  es  de  este  sitio;  pero  vista  con  más  altó  criterio,  del 
lugar  que  ocupe  el  objeto  propio  en  las  relaciones  de  los  seres 
ó  en  su  propia  esencial,  se  concluirá  la  utilidad  de  la  ciencia, 
que  es  siempre  útil  por  sí,  por  la  dignidad  del  conocer  cientí- 
fico. Del  Concepto  del  objeto,  no  sólo  se  pasa  al  estudio  de  sus 
relaciones  exteriores,  sino  á  la  consideración  de  su  contenido, 
y  esta  es  la  cuestión  del  plan.  Si  hasta  aquí  ya  examinado  lo 
que  se  va  á  hacer  y  el  camino  que  se  tiene  delante,  falta  co- 
nocer cómo  se  va  á  hacer  y  con  qué.  medios,  y  viene  ensegui- 
da el  tratar  del  método  propio,  según  se  ha  visto  que  era  el 
objeto  y  de  las  fuentes  de  conocimiento  apropiadas  también  á 
la*  naturaleza  del  objeto.  Después  de  esto,  ya  se  puede  entrar 
en  el  objeto  en  su  unidad,  sabiendo  todo  lo  que  precisamente 
necesitábamos  para  que  fuese  racional  nuestra  empresa,  y  uno 
tras  otro  seguirá  el  estudio  de  las  partes  que  hemos  recono- 
cido como  propias  de  la  ciencia,  según  el  sistema. 

Lo  dicho  hasta  aquí  de  la  didáctica  es  doctrina  común  á 
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iodos  los  grados  de  enseñanza  y  modos;  pero  tdmbien  es  ne- 
cesario atender  á  la  parte  especial  de  la  didáctica  misma  que 
se  determina  según  la  aplicación.  Según  sea  la  relación  de 
maestro  á  discípulo,  así  la  didáctica  se  modifica,  pero  siempre 
bajo  el  criterio  dicho,  de  caminar  en  busca  de  la  verdad  del 
objeto,  tal  como  es  en  sí.  Varía  la  relación  del  maestro  al  dis- 
cípulo, y  por  consiguiente,  la  forma  do  la  exposición ,  ya  por 
condiciones  del  discípulo  mismo,  ya  por  atenciones  exteriores 
á  la  ciencia,  y.  gr.,  pedagógicas,  ya  por  el  medio  de  la  rela- 
ción científica.  Así  es  distinta  la  enseñanza,  según  es  oral  6 
escrita,  dialogada,  en  forma  de  discurso  ó  conferencia,  indi* 
vidual,  colectiva,  etc.;  etc.  Sea  un  ejemplo  la  enseñanza  en 
los  diálogos  de  Platón  comparada  con  la  enseñanza  en  nues- 
tras cátedras.  Las  modificaciones  consiguientes  pueden  con- 
sistir ya  en  la  misma  introducción;  así  en  lásta  hay  capítulos 
necesarios,  que  son  los  indicados,  y  otros  potestativos,  como 
las  exposiciones  históricas,  críticas,  etc. 

Se  ve,  por  ejemplo  de  estas  modificaciones,  que  suele 
acompañar  á  la  exposición  didáctica  la  refutación  de  los  erro- 
res que  han  aparecido  sobre  los  distintos  puntos,  la  discusión 
de  las  polémicas  originadas  entre  los  autores,  y  en  esto  hay 
que  dejar  mucho  á  la  ciencia  y  á  la  prudencia  del  que  expo- 
ne. Respecto  de  la  definición,  división  y  demostración,  formas 
de  la  exposición  científica,  hay  algo  invariable  que  nace  de 
sus  propias  leyes,  pero  en  no  poco  queda  libre  el  expositor 
para  atender  á  las  exigencias  peculiares  de  su  enseñanza.  Así 
la  definición  ha  de  ser  rigorosa  en  su  fondo,  no  en  las  pala- 
bras, no  ha  de  ser  una  fórmula;  así,  la  demostración  ha  de 
iparchar  sin  defectos  lógicos,  pero  sin  trabas  escolásticas. 
Respecto  del  lenguaje,  en  general,  debe  comprenderse  que  en 
él  estriba  no  poco  del  éxito  bueno  ó  malo  de  las  lecciones,  y 
sin  desconocer  la  utilidad  de  fijar  el  significado  técnico,  dé- 
bese, sobre  todo  al  principio,  huir  de  alardes  escolásticos. — 
Otras  muchas  son  las  consideraciones  propias  del  presente 
asunto,  pero  ya  desistimos  de  tratarlas,  y  pasamos  á  la  apli- 
cación que  hemos  hecho  de  la  anterior  doctrina,  y  de  su  des- 
arrollo, que  aquí  no  cupo,  á  nuestro  particular  objeto. 
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§  IV. 

Él  trabajo  que  la  ley  exige  es  un  programa,  y  éste  ha  de 
ser  la  exposición  temática  del  plan  didáctico.  En  este  concep- 
to, nos  limitamos  ahora  á  razonar  brevemente  el  por  qué  de 
la  forma  qué  hemos  escogido.  Hemos  atendido,  primero  que  á 
todo,  al  que  creemos  mejor  concepto  de  la  Economía;  no  es 
este  lugar  de  discutir  nuestra  opinión  y  las  contrarias;  baste 
decir,  y  esto  lo  juzgamos  indispensable  para  que  lo  ulterior  se 
entienda,  que  para  nosotros  el  objeto  de  la  Economía  es  la 
propiedad.  Sin  esta  declaración  todo  sería  vaguedad  y  confu- 
siones en  nuestro  razonamiento.  Distinguimos  la  propiedad 
del  derecho  de  propiedad  y  de  su  título,  y  entendemos  por 
ella  «la  relación  de  la  naturaleza  á  las  necesidades  del  cuerpo 
mediante  la  acción  del  espíritu.»  Hé  aquí  ahora  cómo  hemos 
desenvuelto  la  ciencia  de  la  propiedad  en  uii  programa,  que 
corresponde  al  plan  didáctico,  tal  como  lo  entendemos,  de  la 
ciencia  económica.— Adoptamos  la  forma  descriptiva,  y  no 
embarazaremos  la  exposición  con  repeticiones  de  la  doctrina 
estudiada  en  el  párrafo  anterior. 

Como  el  programa  es  de  un  plan  didáctico,  exige  una  in- 
troduccion.  Hemos  dado  á  la  de  nuestro  trabajo  una  exten- 
sión, que  sólo  podrá  parecer  excesiva  á  quien  no  h^aya  medi- 
tado el  triste  estado  de  la  Economía  respecto  á  la  determina- 
ción de  su  concepto,  de  sus  límites,  de 'sus  relaciones  y  de  su 
método;  si  no  se  mira  esto  despacio,  es  imposible  dar  un  solo 
paso  en  firme;  en  nuestra  humilde  opinión,  no  puede  ofrecer 
la  menor  garantía  de  haber  penetrado  la  importancia  de  esta 
ciencia  y  la  necesidad  de  sus  progi^esos,  quien  trate  de  ligero 
y  de  pasada  punto  de  tal  interés.  Autores  ilustrados  nos  dan 
el  ejemplo  en  este  punto:  Baudrillart,  Dameth  y  el  ilustre 
Minghetti,  sin  recordar  las  obras  alemanas,  han  escrito  lar- 
gos y  notables  tratados  sobre  los  puntos  de  la  introducción,  y 
aun  concretádose  al  de  las  relaciones  en  algunas  ciencias;.  A 
este  asunto,  el  de  las  relaciones.,  le  damos  en  nuestro  progra- 
ma gran  extensión,  porque,  á  nuestro  juicio,  con  la  compara- 
ción de  los  diversos  objetos  de  ciencia,  se  concreta  y  aclara 
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mejor  el  de  la  Economís^.  Especialmente  hepos  insistido  en 
las  relaciones  al  Derecho  como  Enciclopedia  jurídica  y  políti- 
ca, tanto  por  la  naturaleza  de  la  ciencia  económica  y  el  estado 
actual  de  su  estudio,  en  que  reinan  tantas  confusiones  con  la 
materia  jurídica,  cuanto  porque  la  asignatura  objeto  de  este 
programa  pertenece  á  la  Facultad  de  Derecho  y  es  oportuno 
-explicar  su  destino  entre  Is^s  compañeras.  A  esta  propósito, 
tienen  razón  los  economistas  franceses  que  ahora  defienden 
contra  los  jurisconsultos  la  enseñanza  oficial  de  la  Economía; 
su  lugar  propio  quizá  no  sea  la  Facultad  de  Derecho  en  una 
clasificación  científica,  pero  sí  es  cierto  que  el  jurisconsulto 
necesita  los  conocimientos  económicos. 

La  parte  general  ha  de  ocuparse  en  el  objeto  uno  de  la 
Economía,  y  comprende  dos  subdivisiones:  la  primera  trata 
'  4o  la  propiedad  en  sí,  pero  en  dos  partes  distintas;  la  primera 
atiende  á  la  determinación  taxativa  del  concepto  hallado  para 
la  aclaración  y  decla^-acion  de  flus  límites  y  propio  contenido; 
ia  parte  segunda  estudia  los  elementos  del  objeto,  de  la  pro- 
piedad, en  dos  secciones:  en  la  primera,  el  sujeto  de  la  pro- 
piedad, que  es  el  cuerpo,  á  cuya  conciencia  y  la  de  sus  lími- 
tes y  necesidades  determina  el  análisis  como  se  llega. — La 
flegunda  sección  atiende  al  objeto  de  la  propiedad  en  dos  ca- 
pítulos; el  primero  es  el  de  las  fuerzas  naturales,  el  segundo 
>el  de  los  servicios  humanos. 

En  ellos  se  ve  que  la  materialidad  de  la  propiedad  es  un 
-error,  ni  más  ni  menos  que  el  vulgar  respecto  á  la  producción 
y  el  consumo. — Pero  en  la  unidad  del  objeto  económico  hay 
algo  más  que  considerar;  la  propiedad  tiene  su  vida  propia, 
se  desenvuelve  en  actos,  y  de  aquí  la  segunda  subdivisión  de 
^la  parte  general:  el  acto  económico.  En  óste  se  consideran  tres 
partes:,  la  primera  estudia  el  fin  de  la  vida  económica  como 
sistema  de  exigencias,  ó  sea  las  necesidades;  la  segunda  los 
medios  ecoiiómicos,  y  comprende  los  tratados  de  la  utilidad, 
•del  valor  y  de  la  riqueza.  La  tercera  parte  se  refiere  á  la  unión 
de  los  fines  y  los  medios,  á  su  acción  recíproca.  El  olvido  de 
esta  reciprocidad  ha  contribuido  no  poco  al  atraso  de  la  Eco- 
nomía; Usí  han  podido  autores  como  Rossi  y  Stuart  Mili  con- 
-«iderar  ajeno  al  estudio  económico  el  consumo,  que  con  tanta 
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razón  autores  bien  antiguos,  muy  anteriores  á  la  aparición  dé- 
la ciencia,  ,teníaa  por  buy  atendible;  por  ejemplo,  Tucidides, 
Xénofonte,  Platón,  Aristóteles.   Hoy  se  no^ta  una  favorable- 
reacción  en  este  sentido,  que  por  nufestra  parte  creemos  de  ca* 
pital  importancia.  Comprendé,  en  suma,  esta  tercera  parte  de 
la  segunda  subdivisión,  las  funciones  de  la  producción  y  del 
consumo,  que  son  las  esenciales  en  todo  acto  económico,  como 
que  corresponden  á  los  fines  económicos  y  á  sus  medios. — El 
tratado  especial  de  la  producción  abarca  tres  capítulos:  (Capí- 
tulo 1**   Consideración   general  de  la  producción.  —  Capítu- 
lo 2°  Los  elementos  de  la  producción:  Artículo  F  La  Natura* 
leza. — Art.  2**  El  trabajo,  ó  sea  lá  acción  económica  del  espí- 
ritu.—¿Por  qué  n©  consagramos  un  artículo  aquí  al  capital? 
Porque  Sobre  no  considerarlo  en  la  misma  jerarquía  que  el 
trabajo  y  la  naturaleza,  sino  como  un  modo  de  la  acción  del 
espíritu,  entre  otros,  á  taber,   el  modo  de  la  acumulación,  de 
lo  natural  y  de  los  efectos  del  trabajo  para  la  reproducción; 
además  de  esto,  decimos,  el  capital,  como  su  característica 
pide,  tiene  su  lugar  propio  en  la  teoría  de  la  reproducción, 
esto  es,  en  una  derivación  del  consumo. — En  el  capítulo  3^ 
de  la  producción  se  considera  el  resultado  de  la  misma,  es 
decir,  su  objetivo,  la  industria.  Trátase  primero  de  la  dis- 
tinción entre  la  industria  técnica  y  la  industria  económica, 
que  evita  tantas  confusiones  y  es  de  gran  trascendencia  para 
los  problemas  del  presente.^— Este  capítulo  se  divide  en  dos 
artículos:  el  V  comprende  la  importantísima  cuestión  del  pre- 
supuesto en  la  industria  económica,  y  trata  de  las  leyes,  fuer- 
35as  y  organismo  de  la  misma  industria.  El  art.  2°  se  refiere  á. 
lu  distinción,  no  clasificación,  que  esto  no  corresponde,  de  las^ 
industrias  económicas.  Aquí  se  ve  cómo  son  industrias  toda^ 
tois  profesiones  en  cuanto  económicas,  y  que  todas  las  técnicas- 
soii  económicas,  pero  que  no  todas  las  económicas  son  técni- 
cas. En  esta  aclaración  está  acaso  la  rectificación  de  mucho» 
equivocados  conceptos  del  objeto  económico.  Por  último,  la 
sección  segunda  de  esta  tercerit  parte  trata  de  las  funcione» 
del  consumo,  cuya  importancia  hacemos  notar,  y  pn  tres  ca- 
pítulos expone:   1°  la  relación  del  consumo  á  la  producción^ 
«stoes,  el  medio  adecuado  al  fin,  el  medio  deficiente  y  el  me- 
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4fo  uxcesivo/ germen  de  la  cuestión  del  ahorro  en  la  economía 
indÍTÍdual  y  de  la  del  crédito  en  la  social;  2**  la  teoría  del  gas- 
to; y  3°  la  economía  de  los  gastos  en  que  entre  el  tratado  dei 
capital.  Con  esto  se  cierra  la  parte  general,  cuyos  temas  son 
de  aplicación  constante  á  cualquier  asunto  de  Economía,  sin 
distinción  de  esferas.  Para  tratar  de  la  Economía  según  la 
aplicación,  se  desarrolla  la  Parte  especial. 

Esta  contiene  también  dos  subdivisiones:  la  primera  tiene 
por  objeto  el  contenido  de  la  economía  en  vista  del  ser  de  los 
fines,  que  es  el  cuerpo  humano  en  sus-necpsidades  naturales^ 
pero  no  (^onsiderado  abstractamente,  sino  en  los  seres  de  que 
ee,  es  decir,  en  los  seres  humanos;  la  segunda  subdivisión  s& 
refiere  á  los  medios,  esto  es,  á  la  distinción  por  razón  de  las 
industrias.  La  primera  subdivisión  comprende  dos  partes:  la 
esfera  económica  individual  y  la  social.  La  esfera  individual 
«e  trata  en  dos  secciones:  primera,  el  individuo  en  sf,  porque 
hay  sin  duda  ona  esfera  económica  en  qué  no  es  preciso  con- 
biderar  la  telaciou  social  en  sí;  cada  cual  sabe  que  por  sí  pro^ 
pió  tiene  que  atender  á  las  necesidades  de  su  cuerpo,  y  hay 
leyes  que  rigen  la  actividad  en  este  punto  con  peculiar  apli- 
cación; pero  el  individuo  además  se  ve  influido  por  la  acción 
lK>cial^  é  influye  á  su  vez  en  la  sociedad,  por  cuanto  es  su  ele*- 
mentó  generador,  y  en  consecuencia,  procede  el  estudio  de  la 
economía  individual  en  relación  á  la  sociedad,  que  forma  1^ 
sección  segunda  de  esta  primera  parte. 

La  economía  social  es  la  materia  de  la  parte  segunda  de  la 
primera  subdivisión  de  la  economía  especial.  La  mayor  parte 
de  los  autores  estiman  que  la  economía  sólo  se  refiere  á  esta 
parte,  y  de  aquí  el  nombre  de  economía  social  y  el  mismo  de 
economía  política,  de  que  es  preciso  prescindir.  Sin  embargo, 
nosotros  sólo  llegamos  á  este  punto  en  la  ciencia,  después  de 
haber  considerado  otras  esferas  no  menos  propias  de  su  ob'- 
jeto.  La  primera  sección  de  la  economía  social  trata  de  sú  as* 
pecto  general,  y  examina  las  funciones  de  producción  y  con*- 
sumo  al  mojio  como  se  presentan  en  este  respecto,  naciendo 
aquí  naturalmente  la  teoría  de  la  circulación,  del  cambio,  á  que 
^mbien  se  ha  querido  reducir  el  estudio  de  la  economía,  con- 
tándose entre  los  que  así  opinan  el  sagaz  Maccleod,  y  aquí  en 
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España  el  Sr.  Azcárate,  bien  que  éste  reconoce  que  la  econo* 
mía  de  lo  porvenir  será  la  ciencia  de  la  propiedad.  Ladistribu- 
•cion  se  trata  en  seguida,  porque,  como  piensa  acertadamente 
un  jdven  profesor  español,  la  distribución,  en  su  aspecto  eco- 
nómico, único  que  debe  tratarse,  viene  á  ser  la  aplicación  del 
x^ambio.  Serán  muy  interesantes  las  cuestiones  que  se  dilucidan 
con  motivo  de  la  distribución;  pero  es  lo  cierto  que  no  es  la 
«conoiftía  quien  puede  resolver  tales  problemas,  y  debe  limi- 
tarse  á  suministrar  los  datos  propios  de  su  esfera  de  conoci- 
miento. La  segunda  sección  déla  economía  social  atiende  alas 
sociedades  particulares  que  dan  forma  á  la  vida  social.  El  pri- 
mer capítulo  es  el  de  las  sociedades  personales  que  se  han  lla- 
mado necesarias,  y  que  tienen  su  propia  economía,  según  ta 
extensión  de  su  esfera,*  y  se  atiende  en  este  punto  á  la  socie- 
dad familiar,  á  la  municipal,  á  la  provincial  y  á  la  nacional, 
en  cuya  consideración  nos  detenemos  á  tratar  de  las  relaciones 
del  Estado  en  general  como  Estado  público,  por  ser  la  última  y 
más  alta  forma  del  Estado  reconocida.  El  capítulo  segundo  se 
reñere.álas  sociedades  constituidas  parala  actividad  orgánica 
de  los  fínes  racionales,  pues  también  estas  sociedades  tienen 
8u  esfera  económica,  que  es  preciso  no  confundir  con  el  aspecto 
económico  industrial  de  las  profesiones  respectivas,  aspecto  que 
no  dice  relación  á  las  profesiones  en  sí,  sino  á  los  que  las  pro- 
fesan en  sus  necesidades  económicas.  Él  capítulo  tercero  tra- 
ta de  las  sociedades  formales  para  fínes  económicos.  La  segun- 
da subdivisión  de  la  parte  especial,  que  atañe  á  los  medios,  se 
ocupa  en  la  economía  especial  de  cada  industria  bajo  el  aspecto 
económico,  pero  sin  atender  á  la  relación  técnica,  que  es  aje- 
na á  la  ciencia  que  tratamos  de  exponer.  Tales,  dejando  sub- 
divisiones de  menor  importancia,  el  plan  de  la  parte  especiaL 
La  economía,  ¿no  tiene  parte  orgánica?  Según  la  doctrina 
expuesta,  la  pregunta  es  ociosa;  sí  la  tiene  sin  duda;  pero 
hasta  ahora  nada  se  ha  hecho  por  su  determinación.  Es  obra 
«in  duda  superior  con  mucho  á  fluestras  fuerzas  el  formar  un 
plan  de  esta  parte;  el  que  nos  sirve  para  nuestro  programa  es 
cin  bosquejo  vago,  que  en  nada  estimamos,  pero  que  hemos 
ideado  en  vista  del  objeto  real  de  la  economía  y  de  las  condi- 
ciones sistemáticas  de  toda  parte  orgánica. 
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Por  fin,  debe  considerarse,  ya  que  es  tal  el  uso  y  tal  vez  la 
exigencia  de  la  ley,  la  parte  histórica  de  la  ciencia  económica. 
Esta,  en  realidad,  es  otra  ciencia,  es  decir,  es  la  economía 
misma  bajo  otra  fase  de  su  estudio.  Nosotros,  en  breves  leccio- 
nes, atenderemos  á  dar  un  carácter  crítico  á  las  descripciones 
y  narraciones  de  la  historia,  porque  así  se  completa,  en  bos- 
quejo, la  enciclopedia  económica,  toda  vez  que  la  ciencia  filo- 
«ófico-histórica  de  la  economía  forma  parte  de  ella. 

Nuestro  programa  ofrece  un  desarrollo  temático  que  viene 
á  darle  aspecto  de  índice  analítico;  no  negamos  el  derecho  á 
los  que  procedan  de  otro  modo,  por  grandes  rasgos,  con  enun- 
ciados que  abarquen  mucha  materia;  pero  hemos  creido  cum- 
plir mejor  con  el  fin  que  se  proponen  estas  pruebas  reglamen- 
tarias, haciendo  lo  que  hicimos;  mas  no  en  todas  las  ocasiones 
fué  el  mismo  el  proceder;  las  doctrinas  más  trilladas  y  cor- 
rientes quedan  enunciadas  en  nuestro  programa  de  manera 
análoga  á  lo  que  hemos  visto  en  otros  trabajos  que  nos  mere- 
■cen  respeto,  pues  nada  nos  es  más  grato  que  seguir,  siempre 
que  podamos,  la  autoridad  legítima  de  la  ciencia  y  la  sabiduría» 

Como  última  observación  diremos  que  en  todas  las  leccio- 
nes hemos  procurado  recordar  y  traer  á  examen  las  relaciones 
del  punto  tratado  con  otros  de  la  misma  Economía  ó  de  las 
4)iencias  más  afines.  Sin  esto  la  Econom'ía  no  se  presenta  con 
toda  su  importancia,  que  debe  hacerse*  evidente,  no  con  decla- 
maciones y  lugares  comunes,  sino  con  estudios  comparados. 
Por  otra  parte,  es  de  no  menor  interés  trazar  bien  los  límites 
propios  de  la  ciencia,  y  así  se  verá  en  nuestro  programa  que 
cualquiera  que  sea  el  atractivo  de  un  tema,  como  sea  de  otra 
ciencia  en  su  principal  respecto,  así  lo  consignamos  inme- 
diatamente. Sirvan  de  ejemplos  los  muchos  enunciados  es- 
critos para  dejar  á  la  ciencia  del  Derecho  lo  que  es  suyo. 

Respecto  al  grado  de  la  enseñanza  á  que  se  refieren  estos 
trabajos,  sólo  diremos  que  lo  consideramos  como  el  más  alto 
en  la  escala  de  la  instrucción  pública,  y  que  sería  ofender  á  la 
juventudespañola  suponerla  necesitada  de  aperitivos  para  pe- 
netrar en  el  santuario  de  la  ciencia.-^En  cuanto  á  las  reglas  es- 
peciales, no  ya  didácticas,  sino  pedagógicas  propias  del  caso, 
ni  la  ley  las  exige,  ni  caben  en  una  exposición,  que  ha  de  ser 
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breve  y  ha  de  tratar  las  cuestionen  árdnas  y  extensas  del  mé- 
todo y  del  plan  didáctico. 

En  el  último  párrafo  aplicaremos  brevemente  nuestra  doc- 
trina á  la  parte  del  programa,  que  expone  el  plan  de  la  Es* 
tadistica  elemental. 

Decíamos  al  comenzar  nuestro  trabajo,  que  el  estado  pre^ 
senté  de  los  estudios  estadísticos  no  nos  autorizaba  para  reco- 
nocer en  ellos  una  ciencia  formada  con  propio  sistema  y  coa 
límites  y  relaciones  claramente  determinados.  Tío  es  esto  negar 
el  objeto  científico  en  sí;  pues  nada  hay  de  la  realidad  que  ne 
pueda  y  deba  ser  científicamente  conocido;  es  á  la  ciencia, 
como  de  formación  humana,  á  lo  que  nos  referimos  al  afirmar 
que  la  Estadística  no  reúne,  hoy  por  hoy,  los  caracteres. cien- 
tíficos necesarios.  Reconocido  esto,  debemos,  sin  embargo, 
procurar  recoger  los  elementos  que,  así  en  la  parte  de  método 
como  en  la  constructiva,  nos  suministra  la  literatura  de  la  Es- 
tadística, trayéndolos  á  una  ordenada  consideración,  según  la 
doctrina  que  acerca  del  método  y  de  la  formación  de  la  cien- 
cia tenemos  por  cierta. 

El  objeto  de  la  Estadística  no  se  deja  conocer  inmediata- 
mente por  su  nombre,  y  esta  dificultad  ya  embaraza  no  poca 
el  camino  de  la  ciencia.  A  juzgar  por  los  trabajos  en  que  pue- 
de decirse  que  comienzan  los  estudios  propiamente  estadísti- 
cos, el  concepto  predominante  desde  un  principio  fué  el  que 
concreta  á  la  esfera  del  estado,  en  todas  sus  relaciones  políti- 
cas, el  campo  propio  de  esta  ciencia;  así  Conring,  que  puede 
considerarse  como  el  primer  profesor  de  Estadística,  titula  su 
obra:  Exercitatio  histórico  política  de  noiitia  singularis  ulicyr- 
jus  repiiblica,  comprendiendo  en  cuatro  «causas»  la  materia 
estadística,  á  saber:  Territorio  y  población  (causa  materialis); 
fin  y  medio  del  Estado  (causa  finalis);  forma  de  Gobierno 
(causa  formalis);  los  poderes  públicos,  el  ejército  y  la  arma- 
da, etc.  (causa  efficiens).  Con  este  mismo  sentido  se  presenta 
la  Estadística  cuando  se  le  dá  el  nombre  *que  aún  lleva. 
B.  G.  Struve  y  Martin  Schmeitzel  escriben,  el  primero:  De 
statu  reffini  germanici,  6  bien  Notitiam  staiuum  G-ermanica; 
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j  el  segando:  Coll^ium  statisticum.  Aquí,  sin  embargo,  apa- 
rece, ja  en  Struve,  la  palabra  estado  slgniñcando  situación^ 
que  es,  según  muchos,  la  característica  de  la  ciencia.  Achen- 
^wall,  que  fué  el  primero  que  usó  en  alemán  la  voz  estadística, 
tituló  su  libro  Consúifucion  dé  los  priftcipales^  estadas  actuales 
de  Eurepa.  En  el  mismo  sentido  trabajó  Schloezer  y  cuantos  \e 
«ucedieron.  Hasta  aquí  la  Estadística  es  puramente  descripti* 
Ta,  y  el  consiguiente  método  el  analítico  empírico;  pero  al 
formarse  la  Aritmética  política,  que  pretende  deducir  de  la 
combinación  de  las  cifras  referentes  á  materias  políticas  ense» 
jaanzas  útiles  á  los  estados,  se  hace  necesario  recurrir  al  mé- 
todo sintético  y  proceder  en  el  cálculo  por  deducciones  mate- 
máticas. Con  Fl  orden  divino  de  J.  P.  Süssmilch  se  ensanchan 
los  moldes  de  la  Estadística,  y  se  trata  la  materia  bajo  un 
punto  de  yista  filosófico  histórico,  que  habia  sido  olvidado  , 
hasta  entonces.  Arreciaba  la  lucha  entre  los  partidarios  del 
sistema  puramente  descriptivo,  que,  como  el  citado  Schlcezép, 
opinaban  que  la  Estadística  es  «la  historia  que  se  para»;  y  IO0 
defenso^'es  de  las  aplicaciones  aritméticas,  que  haciendo  con- 
sistir el  fondo  de  lo  estadístico  en  las  cifras,  llegan  á  ellas,  á 
falta  de  datos  exactos,  mediante  conjeturas,  cálculos  y  aepro- 
ximaciones.  Por  fin  parece  ser  el  triunfo  de  los  que  se  incli- 
nan á  yer  en  las  cifras  y  sus  combinaciones  el  fondo  del  ma* 
terial  estadístico;  pero  nosotros,  creemos  indispensable  consi- 
derar la  Estadística  como  ciencia  filosófico-histórica,  y  proce- 
der según  eV  método  propio  de  las  de  este  orden;  así,  pues, 
para  la  determinación  de  los  fundamentos  y  relaciones  esen- 
ciales de  nuestra  ciencia,  atenderemos  al  análisis  de  concien* 
cía  para  llegar  á  las  deducciones  necesarias  por  el  único  ca<- 
mino  que  reputamos  científico;  y  por  lo  que  respecta  á  los 
hechos,  único  objeto  de  la  Estadística,  atenderemos  al  análi* 
^is  empírico,  yaliéndpnos  de  la  observación  en  sus  distintas 
esferas,  de  la  generaliracion,  sfegun  sus  leyes,  y  de  cuanto  la 
dialéctica  y  la  crítica  puedan   suministrarnos.   La  historia, 
como  ciencia  de  hechos,  tiene  su  ciencia  propia,  tanto  filosófi^ 
ca  como  histórica  y  compuesta;  así  hay  una  filosofía  de  la  his- 
'toría  y  una  historia  de  la  historia  misma.  En  la  Estadística^  en 
su  fondo  de  material  histórico,  á  todos  estos  respectos  hay  que 
xnirar  y  proceder  según  el  método  que  cada  uno  exige. 
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Bastan  estas  breves  observaciones  en  punto  al  método,  y 
expongamos  el  plan  porque  hemos  guiado  nuestro  programa 
de  Estadística  elemental. 

La  introducción  con  que  damos  principio  al  programa 
atiende,  ante  todo,  al  concepto  de  la  ciencia  estadística,  y  ex- 
pone los  antecedentes  históricos  ^e  este  punto<  Porque  cree- 
mos que  conviene  tal  proceder  para  la  mayor  claridad  en  el 
planteamiento  de  la  cuestión  en  el  capítulo  de  las  relaciones 
con  las  otras  ciencias,  insistimos  en  aquella  parte  que  mejor 
sirve  para  declarar  los  propios  límites. 

La  parte  general  comprende  tres  subdivisiones:  la  primera 
trata  de  la  Estadística  en  su  unidad  considerando  dos  partes: 
la  de  los  fundamentos  filosóficos  y  la  de  los  fundamentos  his* 
tóricos. 

La  segunda  subdivisión  se  refiere  al  acto  estadístico,  y 
consta  á  su  vez  de  dos  partes:  1*  consideración  general  ó  teó- 
rica de  los  medios  estadísticos;  2*  práctica  de  los  medios.  La 
subdivisión  3^  atiende  á  la  composición  de  los  elementos  de  la 
Estadística. 

La  Estadística  especial  abarca  dos  subdivisiones:  en  la 
primera  se  trata  la  materia  distinta  por  razón  del  objeto,*  en  la 
segunda  subdivisión  se  considera  la  Estadística  especial  por 
razón  de  los  fines.  Por  último,  la  parte  orgánica,  que  es  un 
somero  bosquejo,'  y  no  podría  ser  otra  cosa  en  la  actualidad, 
atiende  á  las  relaciones  de  los  distintos  objetos,  medios  y  fines 
estadísticos,  bajo  el  criterio  de  la  universalidad,  á  que  como 
aspiración  deben  tender  los  trabajos  de  esta  ciencia,  así  espe- 
culativos como  prácticos;  viendo  de  paso  lo  que  hay  hecho  en 
este  sentido.  Las  lecciones  que  dedicamos  á  la  historia  de  la 
Estadística,  como  actividad  y  como  ciencia,  vienen  á  ser  el 
estudio  de  aplicación  y  de  crítica. 

Tal  es  la  forma  en  que  nos  ha  parecido  oportuno  exponer 
el  programa  del  plan  didáctico  de  esta  cienciaj^  cuyo  estudio, 
á  pesar  de  su  escaso  desarrollo  científico,  es  de  verdadera  im- 
portancia. 

Leopoldo  Alas  y  üreña. 

Oviedo  11  de  Agosto  de  1878. 
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ExcMO.  señor: 
La  medida  general  á  que  tiende  el  acuerdo  de  V.  E.  de 
í  del  presente  Abril,  debe  buscarse  en  B.qué[  punto  de  confluen- 
cia qup  sea  el  que  univoque  y  haga  coincidir  el  sentido  común 
que  enlace  el  decreto  de  las  Cortes  de  14  de  Enero  de  1812 
(restablecido  en  favor  del  libre  uso  de  los  montes  por  el  de 
23  de  Octubre  de  1836)  lo  prevenido  en  los  artículos  23  y  133 
de  la  ley  de  3  de  Febrero  de  1833;  lo  dispuesto  en  el  Real  de- 
creto de  31  de  Mayp  de  1837;  lo  ordenado  en  Reales  circulares 
de  24  de  Febrero  de  1810,  4  de  Mayo,  23  de  Diciembre  de  1838 
y  9  de  Marzo  de  1839;  y  lo  formulado  en  las  Ordenanzas  de 
23  de  diciembre  de  1833,  consideradas  hasta  ahora  como  códfgo 
de  procedimientos  en  los  negocios  de  montes.  Este  es  el 
resumen  adecuado  de  todas  las  disposiciones  superiores  que 
juegan  en  la  materia:  el  punto  en  que  coincidan  todas  ellas 
debe  dar  la  clave  de  enlace  para  arreglar  el  sentido  directo 
de  cada  una  en  particular;  y  la  publicación  de  esta  clave  de 


,  (1)  El  autor  de  este  notable  informe  es  D.  Francisco  Biez  González  que  nació  en 
La  Mata,  provincia  de  LeOn,  en  1790.  Canónigo  de  San  Isidro  de  Madrid,  por  opo- 
cicion,  de  1820  á  IM^,  catedrático  del  Seminario  de  Astorga  siendo  obispo  el  Señor 
Amat^  chantre  y  deandel  cabildo  de  la  catedral  de  León,  diputado  á  Cortes  en 
1831,  afiliado  al  partido  progrresista  toda  su  vida,  ha  dejado  en  la  provincia  que  se 
honra  contándole  entre  sus  hgos,  un  recuerdo  imperecedero  por  sus  virtudes,  la 
entereza  de  su  carácter  y  lo  profundo  de  su  talento.  Bien  puede  decirse  que  nació 
para  filósofo,  siendo  la  metafísica  el  elemento  natural  para  aquel  espíritu  que 
instintivamente  buscaba  la  razón  de  las  cosas  y  la  raíz  de  los  hechos,  asi  en  líi 
conversación  privada  como  en  los  trabi^os  que  escribió  sobre  asuntos  políticos  y 
filosóficos.  Nuestro  amigo  el  Sr.  Azcárate,  que  nos  facilita  el  que  publicamos,  se 
ocupa  en  reunir  algunos  con  el  propósito  de  darlos  á  luz,  honor  bien  merecido  sr 
liemos  de  juzgar  por  el  mérito  de  éste,  de  otro  sobre  el  idealitfno  trascendental  que 
kemos  tenido  ocasión  de  ver,  y  de  los  discursos  qua  pronunció  en  las  Cortes  en 
1837,  donde  se  granjeó  las  simpatías  y  el  aprecio  de  hombres  como  Donosa 
CSortés,  D.  Fermin  Caballero  y  otros  no  menos  ilustres. 
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interpretación  será  la  pedida  general  que  llene  los  deseo« 
vehementes  con  que  la  Diputación  anhela  conducir  sin  tro- 
piezo los^erecíios  incontestables  que  los  pueblod  de  esta  pro- 
vincia tienen  para  no  peMer  la  posesión  de  todos  los  montes 
que  basta  ahora  han  disfrlitado  como  pertenecientes  á  sus 
propios  y  comunes.  Esta  clave  luminosa,  que  por  lo  dicho  se 
apetece  en  concepto  de  expresión  del  verdadero  sentido  quie 
-concilio  las  disposiciones  superiores  y  los  derechos  de  los  pue- 
blos, no  puede  ser  otra  cosa  que  la  operación  lógica  que,  apli- 
cando á  los  hechos  reconocidos  los  principios  generalísimos 
{<5  dígase  i  priorij  de  derecho  de  apropiacioTt,  decida  de  lo 
existente  y  adjudique  su  pertenencia,  bien  ala  Nación,  bien  á 
ios  pueblos.  El  método  regular  de  esta  operación  lógica,  des- 
peja con  seguridad  la  incógnita  sin  más  diligencia  que  la 
exposición  sencilla  de  los  principios  generalísimos  y  la  con- 
cisa narración  de  hechos  reconocidos.  Comencemos,  pues,  por 
io  primero. 

Exposición  sencilla  de  principios  generalísimas. — ^Fuera  de  la 
«ociedad,  ni  se  da,  ni  es  posible,  derecho  de  apropiación :  el 
nomadismo  y  selvagia  nada  circunscribe,  no  conoce  términos, 
no  conoce  límites,  no  conoce  vallas,  no  conoce  ijiás  que  usu- 
fructo simple;  pacífico,  cuando  no  sobreviene  competencia,  y 
decretado  por  la  mayor  fuerza,  cuando  ocurre  un  competidor; 
pasado,  ó  no  ocurrido,  el  momento  de  uso,  todo  entre  los 
nómadas  es  vacante,  todo  es  baldío,  todo  es  pouh^  como  se 
«xplicaa  nuestros  Bercianos.  Todo  pasa  al  contrario  en  la 
sociedad:  estriva  ésta  eu  que  la  plenitud  absoluta  del  movi- 
miento racional  sea  y  se  entienda  espontáneamente  consen- 
táneo;  de  suerte  que  sociedad  sea  de  hecho  anagrama  de  cies 
{derivación  de  ciOf  verbo  latino  que  significa  mover)  de  sim^'l^ 
juntamente  (adulteración  de  somul,  que  descompuesto  vale  lo 
mismo  que  sud  multo]  y  de  la  terminación  castellana  dad 
{vale  por  modificación  para  dar  al  radical  la  significación  de 
estadOf  profesión  6  forma  inmanente,  como  se  vé  en  amis-tad, 
complici-dad,  continuidad,  activi-dad).  El  movimiento  social 
{que  descompuesto  vale  se-cion-sub  multaV  es  la  gran  ley,  el 
tipo  normal,  el  civismo  económico:  y  reducido  el  movimiento 
tsocial  á  estado  6  forma  inmanente  que  envuelva  el  significado 


1 


TTN  INFOBHi:  SOBBE  UNA  CUESTIÓN  DE  MONTES  33 

^e  la  terminación  dad;  nace  entonces  el  derecho  de  apropiación 
para  medir  j  arreglar  el  usafrpcto  á  la  escala  gradual  de  la 
•eonsentaneidad  ó  consumdad:  y  según  que  la  consentaneídad 
^  consuno  es  ó  muda,  6  minifiesta,  6  semipronunciada,  6  pro-' 
ííunciada  hasta  el  detall;  así  las  cosas  (particularmente  las 
-qne  son  dones  gratuitos  de  madre  Naturaleza)  se  constituyen 
^n  baldíos,  realengos,  comunes  de  propios  ó  privativo-pecu- 
liares,  y  asi  es  como  aparece  la  comunidad  negativa  en  los 
baldíos;  la  coinrmidad  positivo-general^  en  los  realengos;  la 
-comunidad  positivo-particular ^  en  los  comunes  de  propios,  y 
l2L peculiaridad  QTilaí  propiedad  como  derecho  individual.  En 
los  baldíos  (sobre  los  que  el  consenso  estuvo  mudo)  posee  la 
nación;  en  los  realengos  (sobre  los  que  el  príncipe  dejó  para 
^IJEstadoJ  posee  la  administración  pública,  ó  sea  la  economía 
política;  en  los  comunes  de  propios  (sobre  los  que  á  vista,  cien- 
cía  y  paciencia  de  todos  se  echaron  unos  pocos,  mantenién- 
dose en  posesión  de  excluir  á  los  demás)  posóle  el  común  veci- 
nal, llamándolos  propios  en  señal  de  ocupación  más  explícita 
iá  individualizada  que  la  que  se  verifica  en  los  realengos :  en 
los  privativo'peculiares  (sobre  los  cfirales  la  consentaneidad  se 
pronunció  hasta  modular  ciertas  y  determinadas  maneras  de 
-consagrar  el  goce)  posee  el  individuo,  y  los  tiene  en  peculiar  y 
6  dígase  á  manera  áepecus^  única  propiedad  de  los  primeros 
iiamanos.  En  conformidad  con  estas  razones  dpriori  del  dere- 
cho de  apropiación,  se  gradúa  éste  por  la  latitud  que  se  dé  á 
Isl  facultad  de  privar  el  uso  de  la  cosa  domeñada:  así  es  que 
entre  los  nómadas  Ib,  facultad  de  privar  va  al  nivel  del  capri- 
cho y  de  la  fuerza,  no  conoce  raya:  entre  los  socializados,  la 
facultad  de  privar  es  común  á  toda  la  nación  en  los  baldíos^ 
respecto  de  extranjeros;  es  común  á  los  agentes  de  la  admi- 
nistración pública  para  en  los  realengos,  y  respecto  de  todo 
-común  de  vecinos;  es  común  al  concejo  de  vecinos  pai^a  en 
los  propios  y  respecto  de  otros  concejos,  y  la  facultad  de  pri- 
var se  concreta  á  individuos  para  en  las  cosas  privativo  pecU' 
liareSy  y  respecto  de  todo  otro,  sea  este  individuo  ó  sea  agenta 
-46  administración  pública,  de  comunidad  nacional  ó  de  co- 
innnidad  extranjera. 

Al  lado  de  esta  enunciación  sencilla  de  los  principios  gene-^ 
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ralísimos  y  razoB  d  prioH  del  deredio  de  apropiación,  pdn-^ 
ganso  ahora  los  hechos  reconocidos  acerca  de  monj;es,;y  con- 
3id¿r^se  en  éstos  el  influjo  de  consentaneidadi   consuntdadi.. 
movimiento  social  y  espontaneidad  racional  que  lo»  caracte- 
rice, sancione  y  sostenga  formando  reverso  á  la  cohfasíon,  ya 
tamultaaria,  ya  inerte,,  en  que  los  usafractúan  los  nómadas. 
Narración  de  hechor  reconocidos, — Para  que  la  narración  de-^ 
hechos  reconocidos  en  razón  de  la  apropiación  de  montea  sea 
adecuada  al  paso  que  concisa,  conviene  trazarla  sobre  todoa 
los  cuatro  grados  que  la  escala  de  apropiación  tiene  en  cor* 
respondencia  de  los  otros  cuatro  modos  con  que  la  consenta-- 
neidad  social  se  ofrecía  á  la  vista,  ya  mudamente,  ya  mani- 
fiestamente, ya  pronunt^iadamente,  ya  pronunciada  en  detall 
acerca  de  ellos.  Ningún  hecho  hay  reconocido  que  nos  dé 
muestras  de  un  monte  que  en  nuestra  provincia  sea  de  parti- 
cipación nacional,  y  permanezca  aún  en  aquella  comunidad 
negativa  (propia  de  los  baldíos)  en  que  los  hubo  constituido- 
la  primitiva  ocupación,  cualquiera- que  sea  la  que  se  suponga 
sobre  el  territorio  español  en  masa.  Tampoco  se  reconoce 
hecho  alguno  de  aquellos   que   caracterizan  la  comunidad 
positivo- general  (divisa  del  realengo)  adjudicando  los  montes, 
ya  para  gastos  del  Estado,  ya  para  recreo  del  Príncipe,  ya 
para  patrimonio  dinástico.  Lejos  de  reconocerle  en  nuestra 
provincia  semejantes  hechos  para  símbolo  de  alguno  de  lor 
dos  primeros  grados  de'  la  escala  de  apropiación,  lo  que  se 
reconoce  es  que  sobre  los  montes  de  León  ó  no  acaecieron 
jamás  tales  modos  de  apropiación,  ó  fueron  desvanecidos  en 
fuerza  de  otro  modo  máa^  enérgico  sobrevenido  después:  por- 
que e^s  de  advertir  que  así  como  las  tinieblas  se  interrumpen 
y  cercenan  en  presencia  de  la  luz  difusa,  y  la  luz  difusa  se 
abate  y  amortece  delan^  del  crepúsculo,  y  el  crepúsculo  des» 
£sLllece  delante  de  la  luz  en  sombra,  y  la  luz  en  sombra  se 
desvanece  en  presencia  del  sol  abierto,  así  la  tenebrosa  con-^ 
fusión  de  los  anúiapropiadores  nómadas  se  intei'rumpe  y  cer* 
cena  en  presencia  de  una  ocupación  social^  que,  sea  la  que 
fuere,  establece  en  el  momento  la  comunidad  negativa,  y  la 
comunidad  negativa  se  abate  y  se  hunde  delante  de  la  comu— 
:nidad  positivo*general,  y  la  comunidad  positivo-general  des— 
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;  aparece  caando  sobreviene  la  comunidad  positivorpartionlar, 
qae  á  sa  vez  se  desvanece  también  caando  la  apropiación, 
tocando  en  so  cúspide,  se  consolida  y  erige  en  peculiaridad 
de  estricta,  rigurosa  y  ultimada  propiedad:  tal  es  la  condición 
de  los  hechos  cuando  se  realizan  por  una  escala  que  los  esta- 
blezca en  dependencia  graduada  de  menor  á  mayor:  tal  lo 
proclamó  el  órgano  más  ñlosofador  de  que  se  sirvió  la  sabidu- 
ría increada:  cum  adveneritf  dijo,  quod  ftñrfectwm,  est^  evacúa^ 
ütur  quod  ex  parU  est:  tal  lo  demuestra  la  experiencia  gene- 
ralísima del  equilibrio,  neutralización,  destrucción  y  prepon- 
derancia de  fuerzas  en  todos  sus  géneros,  y  tales  fueron,  y  no 
pudieron  menos  de  ser,  los  hechos  de  apropiación  acerca  de 
nuestros  montes. 

En  efecto,  dado  que  todos  ó  alguno  de  ellos  hayan  estado 
por  algún  tiempo  en  la  comunidad  negativa  (creadora  de  los 
baldíos),  ó  en  la  comunidad  positiva  general  (creadora  de  los 
realengos),  es  indudable  que,  sin  excepción  alguna,  pasaron 
todos  después  al  estado  de  comunidad  positiva  particular  (base 
de  los  propios  de  comunes  vecinales),  ó  al  de  peculiaridad  pri- 
vativa (carácter  distintivo  de  la  propiedad  establecida  en  un 
derecho  de  individuo);  es  indudable,  porque  indudable  lo  ha- 
cen los  hechos  públicos,  manifiestos,  notorios  y  reconocidos 
de  la  prolija  minuciosidad  con  que  por  de  propios  de  los  pue- 
blos eran  detallados  en  los  memorables  catastros,  y  figurados 
y  circunscriptos  con  sus  límites,  .linderos,  cabida  y  produccio- 
nes; el  haber  pagado  el  contingente  por  100  de  cuantos  rendi- 
mientos metálicos  sacaron  de  ellos  los  pueblos,  como  lo  acre- 
ditan todas  sus  cuentas  de  propios  desde  el  origen  del  impues- 
to; el  nonibre  mismo  de  adeudada  con  que  eux  los  pueblos  de- 
nominan este  impuesto,  para  dar  á  entender  que  no  es  pago 
ni  precio  de  cosa  de  pertenencia  ajena,  sino  un  impuesto  como 
cualquiera  otro  con  que  el  Supremo  imperante  puede  gravar 
la  propiedad  á  los  que  le  viven  sometidos;  el  derecho  libre  que 
siempre  han  tenido  para  pastar,  rozar  y  cortar  en  ellos,  con 
sola  la  diferencia  de  que  lo  han  hecho  á  discreción  en  los 
montes  llamados  calvos,  y  para  hacerlo  en  los  que  titulaban 
cotas  reales  solicitaban  licencia  en  las  dependencias  de  la  ex' 
tinguida  Conservaduría;  la  historia  misma  de  las  tales  cotas^ 
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que  vinieron  á  tomar  este  nombre  y  el  de  catadas ,  porque  asf 
lo  quiso  la  mencionada  Conservaduría  que,  creada  al  compás 
de  Monarquía  de  vidas  y  haciendas,  sirvió  de  este  modo  á  su 
instinto  de  prosapia,  ensanchando  su  tutela  á  manera  de  pro- 
tección; la  circunstancia  de  que  todo  este  ensanohe  (fruto  de 
una  dependencia  destinada  á  realizarlo)  nunca  pasó  de  la  lí- 
nea de  tutela  y  protecdon,  ni  le  valió  más  que  un  mero  acota- 
miento, ni  le  adquirió  más  pertenencia  que  la  de  dar  licencia^ 
que  significaba  lo  mismo  que  aflojar  la  ligadura  de  acotamien* 
to  establecido  en  señal  de  protección  tutelar,  sin  que  jama» 
osase  reclamar  precio  ni  pago  de  las  cortas,  rozos  ó  pastos;  la 
otra  circunstancia  de  que  «los  Visitadores  que  sin  sueldo  po- 
nía la  Conservaduría»  eran  el  único  símbolo  de  sua  atribuciO'^ 
nés,  y  de  la  participación  que  al  Estado  competía  sotH*e  nues- 
tros montes;  la  particularidad  de  que  estos  Visitadores  toma- 
ban por  ordenanza  cuatro  ducados  en  cada  pueblo  como  emolu- 
mento y  retribución  por  la  vigilancia  protectora  en  que  se  ocupa- 
ban; la  limitación  de  circunscribir  esta  inspección  tutelar  á  las 
cotas  privilegiadas,  sin  entenderse  para  nada  con  los  otros 
montes  llamados  calvos,  es  decir^  sin  relaciones  ni  transcendéis 
cias  de  pagar  adeudado  ni  sufrir  visitas,  ni  estar  sometidos  á 
los  cuatro  ducados;  y  últimamente,  la  plena  facultad  con  que 
los  pueblos  excluyeron  y  excluyen  de  participar  en  los  mon- 
tes de  la  comprensión  de  su  término  al  Concejo  lindero,  al  ve- 
cino de  otro  pueblo  y  á  cualquiera  español,  aunque  natural  6 
vecino  de  la  misma  provincia,  del  mismo  partido  ó  del  mismo 

Ayuntamiento Esta  facultad  de  excluir  á  otros  y  que  es  el 

distintivo  característico  de  dominio  y  pertenencia,  las  circuns- 
tancias calificadoras  del  único  acto  que  la  Nación  ejerció  sobre 
nuestros  montes,  y  el  cúmulo  de  hechos  notorios  (amparados 
de  estas  circunstancias  calificadoras  y  robustecidos  con  aque- 
lla facultad  amplísima  de  excluir  á  otro)  son  un  testimonio 
evidente  de  que  estos  montes  leoneses  están,  sin  excepción 
alguna,  en  los  grados,  bien  3^,  bien  4^  de  la  escala  que  mide 
la  línea  entera  del  derecho  de  apropiación;  grados  que  por  sí 
mismos  destruyen  y  desvanecen  los  que  les  hubiesen  precedida 
para  colocarlos  en  baldíos  de  comunidad  negativa,  ó  en  rea- 
lengos de  comunidad  positiva  general. 
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T  si  para  ponerlo  en  estado  de  indabiiable,  se  quisiere 
pedir  la  razón  qne  lo  motÍTÓ  y  la  ¿poca  en  qne  se  yerífícó,  la 
invasión  de  líarracenos  y  el  gobierno  feudal^  que  de  sus  re- 
sultas dilaceró  la  unidad  de  la  Monarquía  española,  dan,  no 
solamente  la  explicación  apetecida,  sino  una  nueva  ga- 
rantía que  legitima  la  apropiación  con  que  nuestros  Cencejos 
poseen  y  dominan  sus  montes  en  comunidad  vecinal  y  en  con- 
cepto de  verdaderos  propios.  Sabido  es  que  en  las  cordille- 
ras de  esta  provincia  se  organizó  la  resistencia  dura  é  imper- 
térrita que  obligó  á  retroceder,  replegándose  sobre  su  base, 
el  orgullo  sarraceno:  al  arrojo,  valor  é  intrepidez  de  sus  na- 
turales y  á  la  fuerza  de  su  brazo  deben  las  cordilleras  leo« 
nasas  la  gloria  de  no  haber  sido  sarracenas;  y  el  prez  inme- 
diato de  haberles  granjeado  tanta  gloria  es  el  título  robusto 
con  que  aquellos  valientes  los  legaron  á  hijos  y  sucesores  en 
pertenencia  indisputable,  y  cual  fruto  de  una  conquista  la  más 
sana,  la  más  pura  y  la  más  razonable.  Por  lo  mismo  no  pudo 
menos  de  respetarla  la  arbitrariedad  incontestable  de  tanto  se- 
ñor feudal  como  se  alzó  eu  esta  tierra:  en  medio  de  sus  innume- 
rables castillos,  á  despecho  de  sus  conatos  jurisdiccionales,  y 
entre  todas  las  incursiones  que  hicieron  con  su  derecho  de 
avasaUage,  son  contados  los  montes  qae  se  atrevieron  á  apro- 
piarse. Y^uando  el  feudalismo  (á  quien  nadie  acusará  de  in- 
dolencia ni  flojedad  en  el  ejercicio  de  la  soberanía  y  del  alto 
imperio)  respetó  en  los  montes  el  patriotismo  leonés,  que  puso 
raya  al  furor  sarraceno,  bien  se  puede  asegurar  que  un  Go- 
bierno templado,  al  son  de  los  principios  eternos  que  rigen  la 
sociedad,  no  puede  monos  que  mantener  á  nuestros  Concejos 
en  el  grado  de  apropiación  en  que  de  tan  antiguo  están,  ex- 
cluyendo de  la  comunidad  en  el  riso  de  ellos,  tanto  á  la  nación 
como  á  cualquiera  particular  que  no  sea  parte  del  respectivo 
común  ó  Concejo. 

Soire  el\senfádo  directo  qm  conviene  dar  d  las  leyes  y  Reales 
órdenes  solre  esto,  materia. — En  vista  de  esta  serie  de  hechos 
tan  remarcables  y  reconocidos,  y  bajo  la  irresistible  luz  d^  los 
principios  generalísimos  del  derecho  de  apropiación,  para  de- 
terminar el  sentido  directo  de  las  leyes,  Reales  decretos  y  ór- 
denes-circulares que  rigen  en  la  materia,  no  se  necesita  ya 
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más  que  tejer  ligeramente  su  hidtoria^  considerar  so  tenden* 
oía  y  ajar  la  atención  en  el  objeto  que  las  univoca  y  liga  al 
interé$  de  un  proyecto  determinado  y  escogido.  Este  proyecto 
deslumbrador  y  lisongero  se  encierra  en  la  idea  de  emancipar 
la  industria  y  riqueza  rv/talj  y  fué  uno  de  los  primeros  con 
que  se  anunció  la  aurora  de  nuestra  reforma  política:  consig- 
náronlo las  Cortes  de  1812  en  el  decreto  memorable  de  14  de 
aquel  Enero;  prescindieron  de  sus  Respetos  las  Ordenanzas 
de  montes,  publicadas  (bajo  la  influencia  de  un  Ministerio  que 
se  apellidaba  de  Fomento  interior)  en  23  de  Diciembre  de  1833, 
y  volvióse  á  invocar  su  espíritu  en  23  de  Noviembre  de  1836, 
restableciendo  para  el  uso  libre  de  los  montes  lo  dispuesto  por 
las  Cortes  de  1812.  Como  la  industria  y  riqueza  rural  tienen 
por  base  la  propiedad  mlaterial,  preciso  era  que  su  emancipa* 
cion  para  el  uso  libre  de  los  montes  se  ajustase  á  las  dimen- 
ák>nes  de  la  base  y  marchase  de  concierto  con  las  reglas  de 
apropiación  y  con  losi  fueros  del  derecho  generalísimo  de  pro» 
piedad*  Así,  y  por  pasos  naturales,  se  vino  á  reconocer  que  la 
Nación  debia  administrar  sus  montes,  y  1^  provincias,  Ayun-^ 
tamientos,  pueblos  y  particulares  administrarían  los  suyos,  y 
también  se  reconoció  que  al  lado  del  interés  (garante  capital 
dé  la  emancipación,  alma  de' la  industria  y  elemento  de  la 
prosperidad)  una  Conservaduria  era  cosa  incompetente,  y  en 
cierto  modo  incompatible.  Fenecida,  por  tanto,  á  manos  del 
tiempo  la  indefinida  Conservaduría,  y  reemplazándola  el  inte- 
rés respectivo  de  sus  t^lientes  ya  emancipados;  el  Gobierno 
sintió  lo  que  le  incumbía,  no  precisamente  como  Gobierno^ 
sino  como  guardador  y  administrador  de  las  pertenencias  del 
Estado;  y  para  sólo  este  deber  (no  tuvo  otro  objeto)  moduló  el 
Beal  decreto  de  31  de  Mayo  de  1837,  estableciendo  una  Direc- 
ción para  administrar  los  montes  áe  la  Nación  á  la  manera  re- 
cibida para  las  demás  Administraciones  de  rentas  públicas. 
Así  es  que  lo  sustancial  de  este  decreto  se  absuelve  en  su  ar- 
tículo P,  que  dice:  «Los  montes  baldíos,  realengos  y  de  dueño 
»no  conocido,  como  pertenecientes  á  la  Nación  en  general,  soa 
»administrados  por  el  Gobierno.»  Los  otros  nueve  artículos  á 
que  se  extiende  el  decreto  son  puramente  reglamentarios,  de 
plantilla  y  de  sustitución  de  la  nueva  exigencia,  y  entre  ello» 
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Uaiftít  la  atención  el  art«  b^y  en  que  se  dispone:  «que  la  Direc» 
^cion  se  encargue  desde  luego  de  les  montes  que  noiariam^U 
.;»pertenezcan  á  la  Nación^  y  que  se  dedique  á  averiguar  y  des* 
>lindár  con  toda  claridad  los  que  deben  pertenecer  á  la  indi* 
^cada  clase.>  La  Dirección,  comq.era  regular,  comenzó  sus 
tareas  aplicando  todos  sus  conatos  al  cumplimiento  de  esto  ar« 
tículo,  que  encierra  el  preliminar  indispensable  paira  redon* 
dear  el  campo  de  su  ejercicio;  y  las  circulares  de  24  de  Febre* 
ro,  10  de  Mayo  y  23  de  Diciembre  de  1838  y  9  de  Mayo  de  1839 
no  tienden  más  que  üfáUeitar  el  requisito  de  este  notable  preli^ 
minar,  y  estorbar  los  menoseoAos  que  entre  tanto  pudieran  suf- 
Jrir  los  montes  de  pertenencia  nacional.  La  circular  de  24  de 
Febrero  asentó  las  bases  para  la  averiguación  y  el  deslinde; 
la  de  19  de  Marzo  determinó  los  empleados  y  la  clase  de  fon- 
dos para  hacer  y  pagar  la  operación;  la  de  23  de  Diciembre 
excitó  á  las  Diputaciones  y  Ayuntamientos,  para  que  impidie** 
sen  los    rompimientos,  descuajes  y  cortas  de  consideración 
aun,  en  los  montes  de  propios  y  comunes;  y  la  de  10  dé  Mayo 
no  tiene  más  trascendencia  que  la  que  por  analogía  se  deduce  < 
de  haber  S.  M.  aplaudido  el  celo  de  la  Dirección  en  anular 
una  licencia  que  el  Jefe  político  de  Cádiz  había  dado  al  común 
d,e  Tarifa  para  una  corta  en  su  término. 

Clave  de  interpretación  de  las  circulares. — Esta  es  la  histo* 
ria  fiel  de^  los  decretos  y  de  las  circulares  que  han  nacido  del 
pensamiento  legal  de  emancipar  los  montes.  EUa  descubre  el 
origen  fundamental  que  tuvieron;  ella  sola  pone  en  claro  el 
objeto  que  las  preside,  la  idea  que  las  enlaza  y  el  fin  que  las 
liga,  y  ella  sola  nos  conduce  como  por  la  mano  hasta  dar  de 
frente  con  el  sentido  directo  de  cuantas  disposiciones  encier- 
jran.  La  histeria  de  estas  circulares  es  el  verdadero  trazo  de  la 
línea  recta  del  criterio;  y -así  como  en  Geometría  no  es  posible 
tirar  entre  dos  extremos  más  que  una  recta  sola,  así  en  el  cri^ 
terio  no  cabe  entre  dos  términos  más  que  un  solo  sentido  di* 
recto,  que  en  la  materia  presente  tiene  que  ser  aquel  camino^ 
más  corto  posible,  por  donde  el  entondimíento  suba  desde  las 
<;irculare8  á  su  fin  inmediato,  desde  este  fin  á  la  idea  (ó  dígase 
medios)  que  el  mismo  encierra,  desde  la  idea  al  objeto,  y  des- 
«4e  ésto  al  último  término,  ó  sea  punto  central  de  todo  el  con* 
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tomo.  Recorriendo  menudamente  este  contorno  histórico/se^ 
Te  en  claro  que  el  deslinde  acordado  en  el  Real  decreto  de  31 
de  Mayo  de  1837  es  el  ñn  á  que  se  anudan  y  en  que  se  enla^ 
zan  las  posteriores  órdenes-circulares;  que  aquel  Real  decreta* 
es  consecuencia  del  otro  de  23  de  Diciembre  de  1836,  que  res- 
tableciendo el  de  las  Cortes  de  Enero  de,  1812,  puso  la  Con- 
servaduría en  caso  de  incompetente  é  innecesaria;  que  pl  De- 
creto de  las  Cortes  y  la  disolución  de.  la  Conservaduría  fueron« 
provocados  por  el  interés  privado  llamado  á  ejercer  su  in^ 
fluencia  en  los  arbolados;  y  que  la  habilitación  del  interés  pri* 
vado  fuó  obra  4^1  deseo  de  fomentar  la  riqueza  é  industria  ru>^ 
ral.  Recorriéndooste  contomo  se  ve  en  claro  que  el  Gobierno 
(no  como  Gobierno,  sino  como  administrador  celoso  de  las  per- 
tenencias de  la  Nación)  tuvo  en  estas  circunstancias  su  interés- 
privado  que  explotar:  se  ve  en  claro  que  las  circulares  publi- 
cadas bajo  semejante  influencia,  no  representa  más  que  la  ex- 
presión de  los  medios  que  el  celoso  administrador  concibió  con- 
venirle para  salir  airoso;  y  finalmente  se  ve  en  claro  que  la 
expresión  pura  y  neta  de  los  medios  elegidos  para  la  más  útil^ 
administración  de  una  Renta  Nacional...  la  expresión  de  unas 
medidas  administrativas...  ésta  expresión  precisa  y  concreta... 
ésta  única  expresiones  el  sentido  legal^  único  directivo  que  sabe 
dar  alas  enunciadas  circulares  de  24  de  Febrero,  10  de  Mayo,  23^^ 
de  Diciembre  de  838y  3  de  Marzo  de  839.  Todo  lo  que  sea  sacar- 
las de  esta  significación  precisa,  es  apartarlas  de  la  línea  rec- 
ta, despojarlas  del  sentido  directo  y  entablar  una  acta  de  acu- 
sación leg^l  contra  el  Ministro  que  las  aconsejó.  Por  el  con- 
trarío, mirados  estos  documentos  dentro  del  ámbito  de  su  ór- 
bita naturaL  ellas  (las  circulares)  ni  lastiman  los  principio» 
sagradoaiíe  apropiación,  ni  falsean  )iu  propia  liístória,  ni  ía* 
comodan  la  sana  razón,  ni  chocan  con  el  buen ,  sentido,  nk 
ofenden  al  Ministro  que  las  aconsejó:  antes  bien  se  restablece- 
el  equilibrio,  se  ponen  las  cosas  en  su  respectivo  lugar;  toda 
entra  en  cajai  y  el  entendimiento  se  complace  en  verlo  univo- 
cado, ligado  á  razón,  enlazado  con  sentido  directo,  y  lo  que- 
suele  decirse  lógicameníe  sostenido.  Tía  única  incoherencia  que 
«ntónces  queda  es  la  de  las  bases  que  para  el  deslinde  pone  e&/ 
BU  considerando  la  circular  de  24  de  Febrero:  mas  esta  diso-»- 
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nancia  (además  de  estar  en  cierto  modo  cubierta  por  la  grave- 
dad y  mesara  con  qne  sus  tres  artículos  reservan  el  respeto  á 
la  propiedad,  y  á  títulos  que  for  cesión^  compra^  posesión  sin^ 
morialt  otro  legítimo  hayan  adquirido  los  pueblos)  todavía 
se  puede  salvar  por  la  ley  de  plausible  celo^  cuando  no  por  la 
áe  roduskeer  el  poder  que  evB,  el  lemB,íhvorito  de  la  época  de 
su  fecha.  Y  si  estas  circulares  en  vez  de  salir  por  Gobernación 
hubieran  sido  publicadas  por  Hacienda^  es  bien  seguro  que 
nadie  haria  jamás  artículo  sobre  semejante  incoherencia;  por<^ 
.que  todos  entenderían  el  considerando  al  son  de  las  cosas  de^ 
Hacienda;  cómo,  por  ejemplo,  se  entiende  la  prohibición  de  - 
levantar  frutos  de  la  hera  antes  que  los  colectores  concurran 
d  hacer  su  deber;  pues  nadie  se  acordó  jamás  de  pensar  que 
por  esto  se  quisiera  poner  á  pares  y  nones  la  propiedad,, 
dominio,  y  pertenencia  que  de  suyo  tiene  el  cosechero.  Lo  mis- 
mo hubiera  sucedido  con  lo  de  dar  los  propios  y  comunes  por 
basé  para  intentar  la  averiguación  y  el  deslinde  (por  si  la  am- 
bición dé  los  pueblos  hubiese  hecho  algún  percance),  y  lo- 
de  prohibir  descuajes  y  cortas  de  consideración  en  los  montes  re^ 
futados  defrofios.  Si  estas  medidas  se  hubieran  vaciado  en  el 
molde  de  un  Ministerio  de  Hacienda,  naJLie  las  traduciría  como- 
acto  de  invasión  y  de  ataque  de  fuerza;  sino  que  todos  las  con- 
siderarían (como  en  efecto  son)  medidas  de  previsión  y  señales 
de  cartela. 

La  Diputación  dará  á  la  cadena  de  estas  observaciones  el 
valor  y  mérito  que  apareciere  en  la  balanza  de  la  ilustrada 
prudencia  que  ha  tomado  por  norte  de  sus  acuerdos :  el  dipu- 
tado que  las  redadfca  en  obsequio  de  la  comisión  que  se  le  ha 
dado,  las  considera  digúas  de  la  Diputación  y  del  lugar  que  . 
esta  ocupa  entre  el  Gobierno  que  le  da  las  órdenes  para  la 
ejecución  de  las  leyes,  y  los  pueblos  que  depositaron  en  ella 
su  confianza  para  que  les  guiase  en  marcha  noble  por  la  senda 
fiel  al  orden  constitucíonaL  Vencidas  como  están  ya  las  difi- 
cultades que  ocurrieron  para  la  ejecución  del  Real  decreto 
de  31  de  Mayo  de  1837,  es  llegada  la  hora  de  emprender  cuanto- 
antes  la  averiguación  y  deslinde  de  los  montes  que  se  han  de- 
agregar  á  los  notoriamente  nacionales;  los  jefes  de  provincia 
deben  estar  á  estas  fechas  deliberando  el  número  y  calidad 
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.  de  aguates  quo  hfin  de  emplear  en  la  operación:  y  caando  loa 
«encillofl  puebloa  de  nuestras  montañas  Vean  qne  después  de 
haberles  prohibido^  no  sólo  descuajes,  sino  hasta  cortas  de 
consideración,  se  derraman  agentes  á  reconocer  los  montes» 
medirlos,  deslindarlos  y  contradecirles  la  posesión  en  que  han 
estado  de  su  pleno  aprovechamiento;  se  verán  perplejos,  tal 
¥e2  sospecharán  que  se  trata  de  arrebatarles  este  elemento  de 
vida,  y  mirarán  como  una  ilusión  la  persuasión  en  que  esta* 
ban  de  que  el  Gobierno  de  Isabel  II  era  el  más  equitativo» 
porque  les  habia  librado  de  la  plaga  de  visitas,  que  bajo  el 
prestigio  de  una  Conservaduría  les  escatimaba  periódica» 
mente,  reservándose  para  cuando  viniese  bien  el  sacriñcarles 
por  medio  de  una  denuncia.  La  Diputación  sabe  muy  bien 
que  estas  futuriciones  son  algo  más  que  unos  recelos  conge* 
turales.  Sería  de  lamentar  que  llegase  un  día  en  que  se  arre-^ 
píntiese  de  no  haberles  Miado  importancia,  á  lo  menos  para 
resolverse  á  ilustrar  el  candor  y  sencillez  de  los  habitantes, 
manifestándoles  con  nobleza  y  buena  fe  el  sentido  directo  y 
valor  de  las  leyes.  Reales  decretos  y  órdenes  circulares  que 
han  acasionado  el  deslinde  proyectado,  induciéndoles  á  coope*- 
rar  con  su  ^no  desmentido  candor  á  la  pronta  ejecución  del 
deslinde  para  llegar  más  pronto  ai  uso  libre  y  desembarazado 
de  los  montes  que  tanto  aprecian,  y  enseñándoles  con  este 
motivo  el  camino  de  la  obediente  sumisión  legal,  como  prenda 
de  las  grandes  ventajas  que  se  pueden  esperar  de  un  Gobierno 
bien  constituido. 

Por  estas  consideraciones,  por  la  de  haber  de  llenar  el 
objeto  de  Qsta  comisión,  acordada  con  el  fin  de  abrir  camino 
para  una  cosa  que  pueda  llamarse  una  medida  general;  y  final* 
mente,  porque  las  ideas  esparcidas  en  este  informe  podrán 
•servir  al  jefe  que  manda  con  suceso  la  provincia  para  arre- 
g;lar  eoh  la  precisión  digna  de  su  exactitud  la  operación  del 
deslinde  y  el  número  y  calidad  de  los  agentes  que  ha  de  ém«- 
plear;  el  autor  del  informe  se  atreve  á  proponer  á  Y.  E.  que 
^después  de  acrisolarlo  y  purificarlo  de  las  muchas  imperfec* 
cíones  y  desbarros  que  indudablemente  tendrá)  se  acuerde 
darle  publicidad  para  que  surta  los  efectos  lisonjeros  de  una 
medida  adoptada  para  facilitar  el  deslinde,  canonizar  la  bon- 
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dad  intrínseca  de  las  disposiciones  que  juegan  en  la  materia, 
acreditar  el  Gobierno  que  las  da  impulso  y  crear  en  los  poe- 
'blos  aqaeila  docilidad  discreta  que  es  base  firme  de  indefinida 
-obediencia.  A  la  verdad,  estos  y  ningunos  otros  fineS|  han 
mandado  la'plttma  del  que  propone.  Lá  Diputación  resolverá, 
<omo  Siempre^  con  su  detenida  prudencia. 
León  28  de  Abril  de  183d. 


( 

Fbanoisoo  Diez  González. 


i 


¿Conviene  restablecer  la  jurisdicción  especial  de  comer^^ 
cío?  En  caso  afirmativo,  ¿cómo  deberia  organizarse?    ^ 


Discurso  pronunciado  en  el  Congreso  nacional  mercantil 

]0or  D.  E.  ücélay  (1). 

El  Sb.  Ucelat:  Permitidme^  señores,  qne  antes  de  decir 
una  sola  palabra  acerca  del  tema,  cumpla  un  deber  de  corte* 
sía  y  de  agradecimiento  respecto  al  señor  presidente. 

Recordareis  que  en  el  elocuentísimo  y  por  todo  extremo 
notable  discurso  que  pronunció  el  Sr.  Sanromá  en  el  acta 
inaugural  del  Congreso  antes  de  ayer,  comenzaba  recordando 
y  comparando  dos  fecHas  para  deducir  de  ellas  el  progreso,  el 
desarrollo,  el  adelanto  en  que  el  comercio  se  encontraba  y 
hacer  ver  especialmente  cómo  el  comercio  de  Madrid  habia 
realizado  una  aspiración  de  largo  tiempo  atrás  acariciada.  Un 
joven  entusiasta,  decia  el  señor  presidente^  iniciaba  en  Di- 
ciembre de  1865  la  idea  de  un  Congreso  mercantil  en  donde 
se  discutiesen  los  puntos  graves,  los  dolores,  las  necesidades* 
del  comercio  y  se  buscase  y  pidiese  para  ellos  el  apetecido  y 
posible  remedio.  Y  recordaba  á  la  vez  el  señor  presidente  un 
documento  que  tuve  la  honra  de  redactar  como  secretario 
entonces  de  la  comisión  del  Círculo  de  la  Union  Mercantil  de 
Madrid,  documento  que  alcanzó  más  aplauso  y  suerte  de  la. 

(1)  El  Gongrreso  nacional  mercantil  celebrado  en  Madrid  en  el  mes  de  Diciem- 
lire  último,  ha  discutido  como  uno  de  sus  temas  la  conveniencia  de  restablecer  la 
jurisdicción  especial  de  comercio  y  la  forma  en  que  la  misma  debia  organizarse* 
Como  esta  es  cuestión  de  actualidad,  puesto  que  el  Gobierno  se  ocupa  en  esta 
reforma,  y  la  discusión  allí  tenida  ha  sido  importante  por  haber  tomado  parte  exv 
ella  distinguidos  jurisconsultos,  oreemos  que  verán  con  gusto  nuestros  lectores 
él  luminoso  y  notable  discurso  pronunciado  en  aquel  Congreso  por  nuestro  coIa> 
borador  O.  Enrique  Ucelay,  tomado  taquigráficamente.  A  la  vez  que  trata  \% 
«uestion,  sirye  para  dar  completa  idea  de  las  opiniones  allf  emitidas  por  otroa^ 
compañeros  nuestros  y  del  criterio  dominante  en  sus  reuniones.  (N.delaR.) 
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que  merecía,  y  en  el  cual  ciertamente  toda  la  gloría,  sí  alguna 
•copo,  tocábale  al  Círculo,  al  comercio,  no  al  humilde  indÍTÍ- 
dúo  que  ahora  os  dirige  la  palabra,  que  no  hizo  más  que  dar 
forma  é  interpretar  las  aspiraciones  de  sus  amigos  y  censo» 
cios.  Doy,  pues,  las  gracias  al  señor  presidente  por  aquella» 
frases,  por  aquel  recuerdo  y  me  congratulo  de  que  la  aspira- 
ción que  hace  diez  y  seis  años  consignaba  el  comercio  de  Ma- 
drid dirigiéndose  á  sus  hermanos  del  resto  de  España,  aspira- 
<;ion  que  no  pudo  realizarse  entonces  porque  se  mandó  cerrar 
por  el  Gobierno  el  Círculo,  como  recordareis  todos,  haya 
Tenido  á  realizarse  hoy  de  este  modo  tan  solemne. 

Por  mi  parte  puedo  decir  al  Sr.  Sanromá  y  al  Congreso 
que,  si  no  jdyen  como  entonces,  abrigo  y  tengo  el  mismo  en- 
tusiasmo, la  misma  ferTorosa  y  arraigada  conyíccion  por  los 
grandes  principios  y  libertades  que  el  comercio  de  Madrid 
consignaba  en  aquel  manifiesto  en  favor  de  todas  las  reformas 
que  han  de  realizarse  para  engrandecer  á  este  país,  y  que  le 
^grandecerán  seguramente  como  tengamos  diez  años  de  paz 
y  nn  poco  de  juicio  los  enconados  partidos  políticos. 

Y  dicho  esto,  poco  he  de  añadir  acerca  del  tepia,  porque 
realmente  los  Sres.  Silyela,  López  y  Carreras  y  González  han 
presentado  acerca  de  él  los  puntos  de  vista  más  importantes 
que  podían  desearse.  Especialmente  el  Sr.  Silvela,  más  apro- 
ximado al  criterio  que  en  esta  cuestión  tiene  el  humilde  indi- 
viduo que  os  dirige  la  palabra,  ha  agotado  la  materia  bajio  el 
punto  de  vista  científico,  de  tal  suerte  que  me  hace  cambiar 
por  «completo  el  plan,  si  plan  podian  tener  las  indicaciones 
que  sin  carácter  de  discurso  y  únicamente  bajo  el  punto  de 
vista  práctico,  me  voy  á  permitir  presentar  al  Congreso. 

'  Dejo:á  un  lado  todo  lo  que  hace  referencia  á  la  índole  esen» 
cial  y  distintiva  de  los  actos  comerciales,  á  su  carácter  espe- 
cial, á  esa  imparcialidad  que  decía  el  Sr.  Silvela  y  en  que 
convenía  también  el  Sr.  López,  aunque  con  criterio  diame- 
tralmente  opuesto  de  clasificarlos  y  distinguirlos  de  .los  que 
^bn  propios  del  derecho  civil. 

Tiene  razón  mi  ilustrado  amigo  el  Sr.  Silvela;  ni  los  actos 
de  comercio  están  ni  pueden  estar  bien  definidos  ni  en  el  Có- 
digo que  los  regula  se  encuentra  una  fórmula  concreta  y  has- 
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tante  comprensiva  qne  abrace  todos  los  actos  mercantiles  j 
qne  Kaate  la  Ifoea  de  difereacia  qae  hay  eatre  ellos  ;  lo» 
paramente  civiles. 

y  esto  no  es  maravilla  sí  se  tiene  en  cuenta  qne  las  opera- 
doñea  de  comercio  tienen  tantos  puntos  de  contacto  ooq  los 
negocios  de  la  vida  civil,  qae  raya  casi'  en  lo  imposible  seña- 
lar con  exactitad  matemática  la  línea  qae  las  separa  y  los 
caracteres  qne  dan  á  los  ^tos  la  índole  de  mereastilee.  Difi- 
cnltad  que,  como  dice  el  distinguido  jarisconsalto  francés 
Mr.  Mas3<^,  cuyo  importante  libro  alcanza  merecida  aatt^dad 
en  materias  comerciales,  se  ha  preseatado  en  todos  los  Códi- 
gos extranjeros,  qne  no  han  podido  resolverla  y  ^  todavía  un 
obstáculo  para  la  ciencia. 

Así  es  que  la  misma  comisión  revisor»  del  Código  de  co- 
mercio, en  la  oKppsicion  de  motivo»  del  proyecto  de  oi^;«qí- 
zacion  de  los  tribanales  de  comercio  que  presentó  á  las  Cortes 
en  1863  el  actual  ministro  de  Gracia  y  Justicia,  qne  lo  era  á 
la  sazou  de  Fomento,  y  á  pesar  de  qne  era  partidaria  y  defen- 
sora de  la  conservación  de  los  mismos  decía  al  ocuparse  de  los 
límites  de  la  jurisdicción  mercantil  lo  qae  voy  á  pennitjrms 
leer:  «La  enuineracion  que  en  el  Código  se  hace  de  loa  actos 
»de  comercio  es  más  demostrativa  que  limitada:  sirv«  para 
saclarar,  coino  todos  los  ejemplos,  y  para  manifestar  onál  pa 
»el  espíritu  que  domina  al  legislador,  qne  en  la  imposibilidad 
ude  dar  reglas  precisas  y  terminantes,  tiene  que  contenerse 
»con  revelar  su  espíritu  y  dejar  que  la  inteipretacion  y  la 
«jurisprudencia  completen  la  obra,  en  la  eegaridad  d»qoe 
ssalc  imperfecta  de  sus  manos.  Por  esto  no  basta  boy  decir 
sque  todo  acto  de  comercio  cae  bajo  la  competencia  mercan- 
»t¡l,  porque  la  duda  queda  en  pií  por  la  falta  qne  hay  de  una 
»rcg]a  segura  para  determinar  los  actos  judiciales.» 

T  con  razón  se  decía  esto,  señores,  porque  el  Código  actual 
lo  mismo  qiiií  et  proyecto  que  el  Gobierno  ha  publicado  en  la 
Gaceta  para  crjaocimiento  de  todos  y  para  que  emitan  informe 
las  Juntas  y  corporaciones  facultatiras,  sí  bien  tienen  mucho» 
artículos  que  hablan  de  actos  de  comercio,  de  tráfico  mercan- 
til, de  operaciones,  obligaciones  y  negociaciones  comercialeSr 
no  tiene  ninguno  claro  y  terminante  que  señale  la  verdadera 
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línea  qne  expresamente  los  separe  de  loe  demás  actos  de  la 
TÍda  cítíI  de  saerte  que  al  cabo  ha  de  venir  á  atender  á  las 
personas  y  á  degenerar  la  jurisdicción  mercantil  en  un^priyi- 
legio  de  clase,  cuya  abolición,  por  más  qae  otra  cosa  diga  el 
Sr«  Parreras  y  González,  reclamaba  al  publicarse  el  decreto- 
ley  de  6  de  Diciembre  de  1868  imperiosamente ,  la  ciencia,  la 
igualdad  ante  la  ley  y  la  Constituciopix  del  Estado. 

To  comprendo  que  se  defienda  el  restablecimiento  de  los 
Tribunales  de  Comercio  bajo  el  punto  de  yista  de  la  mayor 
rapidez  de  las  actuaciones,  si  éste  fnera  Qxacto,  y  de  la  sepa- 
ración en  el  procedimiento  y  en  la  marcha  de  los  negocios  de 
los  demás  pleitos  y  causas  que  hoy  abruman,  sobre  todo  á  los 
Juzgados  de  primera  instancia;  pero  no  comprendo,  que  se  de«- 
fiendan,  como  lo  ha  hecho  el  Sr.  Carreras,  bajo  el  punto  de 
vista  de  los  /iteroi  de  clasBy  que  resueltamente  sostenía,  ni 
tampoco  que  por  esto  solo  se  censure,  como  lo  lia  hecho  mi 
distinguido  compañero  Sr.  López,  el  decreto- ley  del  Gobierno 
provisional,  que  sabiamente  estableció  la  unidad  de  jurisdic- 
ción. ¡Los  fueros  de  clase,  señores!  ¿Quién^  que  pertenezca  á 
la  escuela  liberal,  y  mucho  más  que  conozca  la  ciencia  del 
derecho,  puede  sostenerlos?  Nacidos  del  privilegio,  otorgados 
por  el  &vor  cuando  no  por  el  capricho,  fuente  constante  de 
desigualdad,  motivo  perenue  de  perturbación,  de  competen* 
cias  y  de  conflictos  entre  las  autoridades  y  los  Tribunales,  ca- 
yeron los  fueros  de  clase  sobre  España  como  lluvia  de  males^ 
y  fueron  poco  á  pooo  secando,  hasta  en  sus  más  hondas  raices, 
el  árbol  de  la  justicia. 

Hicieron  bien  los  legisladores  que,  á  raíz  de  la  revolución 
de  Setiembre,  dieron  en  tierra  con  los  fueros  especiales,  apli<- 
cando  un  fecundo  principio  proclamado  por  la  ciencia  y  á  la 
vez  por  la  Constitución.  Tiempo  hacía  que  España  suspiraba 
por  reforma  de  tal  cuantía;  tiempo  hacía  que  venía  siendo  esa 
la  iaspiracion  y  la  doctrina  de  los  publicistas  de  la  escuela  li- 
beral, el  deseo  de  los  Gobiernos,  la  mente  de  los  legisladores. 
Sus  libros,  sus  discursos,  sus  tentativas,  habíanse  estrellado 
hasta  entonces  contra  el  poder  y  la  preocupación  de  unos  po- 
«os.  Esos  fueros  y  esos  recursos  se  oponen  á  la  unidad  y  á  la 
igualdad  en  la  administración  de  justicia:  la  historia  y  la  filo- 
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-Sofía,  maestra  la  primera  de  lo  pasadp,  y  razón  la  segunda  de 
lo  que  fué  y  de  lo  que  debe  ser,  enseñan  que  perjudica  en  la 
opinión  pública  al  Gobierno  y  á  la  aplicación  de  la  justicia  la 
falta  dé  igualdad  entre  los  ciudadanos  respecto  del  Tribunal 
que  ha  de  juzgarlos,  y  que  los  privilegios  cuando  de  la  justí* 
€ia  se  trata>  son,  á  más  de  odiosos,  contrarios  á  la  cónvenién* 
cia  pública. 

No  es  tampoco  exacto  lo  que  se  ha  afirmado  aquí  hoy  por 
los  señores  que  han  sostenido  la  necesidad  de  restablecer  la 
jurisdicción  de  comercio,  respecto  á  que  el  decreto-ley  de  Di- 
ciembre de  1868  fuese  la  única  disposición  que,  súbitamente  y 
-sin  preparación  ni  reclamación  de  nadie,  yino  á  abolir  aque- 
llos Tribunales.  Pronto  se  há  olvidado,  señores,  la  historia  de 
«ste  asunto,  que  conviene^  recordar  á  este  Congreso. 

Ya  en  las  Cortes  Constituyentes  de  1854  á  56,  cuando  se 
trató  de  las  bases  orgánicas  de  los  Tribunales,  creyó  la  comi- 
sión de  Diputados^  nombrada  para  formularlas  y  presentarlas 
á  la  discusión,  que  era  llegado  el  dia  de  suprimir  los  Tribu- 
nales de  Comercio  y  de  llevar  á  la  jurisdicción  ordinaria  los 
negocios  mercantiles;  pero  estableciendo  al  propio  tiempo  que 
•en  ellos  la  cuestión  de  hechos,  lo  relativo  á  usos  y  costumbres, 
fuera  calificado  por  un  jurado  especial  de  comerciantes,  que 
es  la  misma  solución  que  yo  propongo  al  tema  que  se  discute. 

Si  el  tiempo  reglamentario  lo  permitiese,  leería  aquí  el  no- 
table preámbulo  del  dictamen  que  suscribían  hombres  de  to- 
dos los  partidos,  algunos  de  ellos  banqueros  y  comerciantes  j 
que  demuestra  cuan  profunda  era  la  convicción  que  aquéllos 
abrigaban,  de  que  nada  adelantaban  los  negocios  de  comercio 
con  su  jurisdicción  especial.  No  llegó  el  caso  de  discutir  aque> 
proyecto,  ya  por  las  reclamaciones  que  hicieron  las  Juntas  de 
comercio  y  la  misma  clase  mercantil,  ya  por  la  angustiosa 
vida  que  las  turbulencias  políticas  hicieron  arrastrar  á  aque- 
llas Cortes « 

Posteriormente,  en  1867,  un  Gobierno  moderado-histérico 
resolvió  la  supresión  de  los  Tribunales  de  Comercio  y  la  pre- 
sentó al  Congreso  de  los  Diputados  como  una  base  ó  artículo 
•de  la  ley  de  presupuestos,  ocurrencia  peregrina,  porque  refor- 
mu  de  tal  importancia  exigía  mayor  solemnidad,  mayores  ga-^ 
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rantías  de  acierto  y  ser  colocada  en  un  proyecto  orgánico  de 
la  materia  y  no  deslizada  como  de  soslayo  en  una  ley  de  pre- 
supuestos. 

Las  consecuencias  debian  ser  las  que  todos  preyimos  ante 
error  tan  incomprensible  y  las  que  tave  la  honra  de  exponer 
en  Tários  artículos  que  pablíqué  en  una  revista  jurídica  con 

este  motivo:  aquel  Gobierno  tuvo  qae  prescindir  de  la  reforma 
qae,  por  cierto,  no  provocó  el  clamoreo  y  reclamaciones  que 

la  intentada  en  el  mismo  sentido  por  las  Cortes  Constituí 

y  en  tes. 

Tales  antecedentes  tenía  la  reforma  llevada  á  cabo  por  el 
Gobierno  provisional  en  Diciembre  del  68,  contra  la  cual  tam- 
poco reclamó  el  comercio,  porque  estaba  en  la  mente  de  todos 
y  era  la  aspiración  general,  que  debia  ponerse  coto  á  los  abu- 
fsos  qae  venían  cometiéndose  á  la  sombra  del  faero  de  comer- 
cio y  á  las  competencias  que,  suscitándose  á  cada  paso,,  difi- 
cultaban la  administración  de  justicia.  T  puedo  decir  que  mu- 
chos comerciantes  de  los  que  conozco  y  tengo  la  honra  de 
tratar,  se  felicitaron  de  la  supresión. 

Y  recordados  estos  precedentes,  veamos  señores  lo  que  nos 
ha  enseñado  la  práctica,  lo  que  hizo  pronunciarse  á  un  gran 
número  de  ilustradros  comerciantes  contra  la  utilidad  y  la 
existencia  de  los  Tribunales  de  Comercio.  To  no  puedo  menos 
de  recordar  y  de  decir,  al  ver  como  en  estos  dias  y  especial- 
mente como  en  este  Congreso,  como  en  el  Círculo  donde  se 
reúne  ha  tomado  cierto  incremento,  cierto  calor  y  vida,  la  idea 
de  restablecer  los  Tribunales  de  Comercio,  lo  que  eran  estos 
Tribunales  y  BU  especial  jurisdicción.  Pues  qué,  ¿los  dignos 
comerciantes  que  me  escuchan,  especialmente  los  ya  antiguos 
que  asisten  á  este  Congreso,  los  que  frecuentan  esta  casa,  pa- 
lenque de  la  discusión,  de  la  vida  comercial,  abierto  á  todas 
las  ideas  y  tendencias,  han  olvidado  ya  lo  que  era  el  Tribunal 
de  Comercio  en  Madrid  y  fuera  de  Madrid?  ¿Han  olvidado 
cuánto  hemos  padecido  los  que  á  él  íbamos,  ya  como  defenso- 
res de  los  negocios,  ya  como  litigantes,  por  la  forma  en  que 
^Uí  se  administraba  justicia?  ¿Se  han  olvidado  aquéllos  volu- 
minosos pleitos,  aquéllos  autos  de  quiebra,  y  recuerdo  ahora, 
por  ejemplo,  la  casa  O'Shea  en  que  habia  ochenta  ramos  *de 
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autos  que  yo  he  visto  llevar  en  ua  carro  á  casa  del  Abogada^ 
que  debia  despacharlos?  ¿Se  ha  olvidado  aquél  Tribunal  de 
Comercio  que  negaba  fuerza  ejecutiva  y  carácter  privilegiado»- 
á  los  billetes  del  Banco  de  España  sosteniendo  que  era  preciso- 
un  pleito  ordinario  para  su  caijibio  y  fué  preciso  que  la  Audien- 
cia de  Madrid,  en  segunda  instancia,  esto  es,  los  Abogados,  lo» 

Jueces  de  derecho  que  ahora  rechazáis,  volviese  por  los  fuero» 
,de  la  razón  y  dijese  que  el  billete  de  Banco  era  título  ejecuti- 
vo por  su  propia  naturaleza?  Pues  bien,  los  que  eso  dijeron 
eran  comerciantes,  los  que  remediaron  el  daño  causado  y  tran-- 
quilizaron  la  opinión  pública  y  el  crédito  alarmado,  eran  ma- 
gistrados. 

Todos  recordareis  también  que  los  pleitos  en  aquel  Tribu- 
nal se  eternizaban,  y  puedo  deciros  que  al  tiempo  de  ser  su- 
primido  y  al  repartirse  entre  las  diferentes   escribanías  de  ac 
tuacipnes  de  Madrid,  los  pleitos  más  difíciles,  más  caros  y  más^ 
voluminosos,  eran  los  pleitos  mercantiles;  no  habia  casi  nin- 
gún pleito  civil  que  tuviese  los  senos  insondables  de  un  pleito- 
del  Tribunal  de  Comercio.  No  es  posible,  al  ver  como  ha  avan- 
zado y  se  sostiene  aquí  la  idea  del  restablecimiento  de  esos 
Tribunales,  dejarse  de  preguntar  ¿qué  ha  sucedido?  ¿qué  car- 
gos se  hacen  al  procedimiento  común  6  contra  los  Tribunales  ^ 
ordinarios  para  que  volvamos  á  pensar  de  este,  modo  en  el  res- 
tablecimiento de  la  jurisdicción  especial  de  comercio?  Aquí, 
en  este  debate,  que  era,  señores,  donde  debian  presentarse 
esos  cargos,  esas  acusaciones  contra  el  procedimiento  de  hoy, 
que  si  tiene  ciertamente,  imperfecciones,   representa  un  pro- 
greso bajo  el  punto  de  vista  liberal  y  de  la  constitución  políti- 
ca del  país  por  todos  aceptada,  ¿qué  cargos  se  han  presentado?' 
Ciertamente  qne  si  algo  se  ha  indicado,  no  por  el  Sr.  Carreras, 
que  no  ha  hecho  más  que  una  excursión  puramente  histórica, 
en  la  cual  me  permito  decir  que  he  encontrado  ciertos  errores 
de  hecho  y  de  apreciación,  sino  únicamente  por  el  Sr.  López, 
que  ha  venido  á  motejar  la  lentitud  del  procedimiento  civil 
que  todos  deseamos  remediar  y  á  poner  de  relieve  alguno  que- 
otro  detalle  de  esos  que  pueden  ser  fácilmente  corregidos,  pero 
que  yo  no  negaré  que  son  de  gran  bulto  é  importancia  y  que-- 
e6  preciso  y  por  extremo  urgente  que  por  medio  de  una  com— 
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bmacion  que  indicaré  se  procure  remediar  facilitando  la  mar- 
cha de  los  negocios  de  comercio. 

¿Qué  actos,  que  vicios  -son  los  que  han  podido  motivar  en 
el  tribunal  del  fuero  común  esta  cruzada  que  se  levanta  en  el 
comercio  contra  ellos?  A  mi  vez,  y  apelo  al  recto  sentido  y  al 
testimonio  de  los  señores  que  componen  el  Congreso  y  de  los 
cotaerciantes  que  me  dispensan  la  merced  de  escucharme,  no 
existe  ni  encuentro  más  motivo  de  queja,  más  razón  para  que 
pensemos  todos  sobre  esto,  que  las  cuestiones  siempre  graví- 
simas que  surgen  en  los  juicios  de  quiebra.  Si  realmente  hay 
algún  punto  en  el  cual  tengamos  todos  razón  para  quejarnos 
de  la  forma  en  que  sojuzga;  si  hay  algún  juicio  en  que  todos 
debemos  procurar  el  remedio,  es  el  juicio  de  quiebra  cuya 
marcha  no  es  conveniente  ni  rápida,  ni  responde  á  los  fines,  á 
la  indudable  trascendencia,  quizás  de  orden  público  que  lleva 
consigo  el  procedimiento  en  las  quiebras.  * 

Pero  esto  mismo,  que  es  á  lo  que  se  reduce  el  cargo  fun- 
damental  que  hace  la  Junta  de  Agricultura,  Industria  y  Co- 
mercio, en  el  informe  que  se  está  publicando  en  el  periódico 
jB7  Comercio  Español,  si  tiene  imperfecciones  y  defectos  y 
exige  su  reforma,  no  consiste  precisamente  en  los  Tribunales 
que  aplican  la  ley ;  no  está  tan  sólo  en  su  índole  constitutiva, 
de  la  clase  de  fuero  ó  de  jurisdicción;  está  en  el  enjuicia- 
miento, está  en  el  Código  mismo  que  ha  de  reformarse,  y  que 
como  sabe  perfectamente  el  Congreso,  se  reforma  en  el  pro- 
yecto antes  citado  en  muchos  puntos,  y  entre  ellos  en  lo  que 
hace  referencia  á  sus  quiebras,  si  bien  no  todo  lo  que  fuera  de 
desear.  Si  hay  abusos,  si  hay  quejas,  si*  es  verdad  que  los 
extranjeros  nos  acusan  de  poca  rapidez  en  la  marcha  de  los 
negocios,  si  es  verdad  también  que  muchísimas  casas  que 
facilitan  sus  géneros  y  sus  capitales  á  los  comerciantes  de 
Madrid,  se  ven  defraudadas  en  muchas  ocasiones,  es  porque 
en  el  Código  mismo  se  encuentran  graves  defectos. 

Mientras  continúe  el  sistema  actual  de  formar  el  comer- 
ciante quebrado  su  activo  y  su  pasivo,  mientras  sea  posible 
que  se  inventen  y  simulen  acreedores  que  vengan  á  las  jun- 
tas á  formar  la  mayoría  á  gusto  del  quebrado  ó  de  un  defen- 
sor ó  consejero  poco  escrupuloso,  por  no  emplear  otro  califi- 
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cativo  que  quiere  escaparse  de  mis  labios  y  que  me  veda  em- 
plear el  respeto  que  debo  á  esta  reunión  y  el  sentimiento  á  la 
vez  con  que  veo  los  medios  de  que  se  valen  ciertos  compañe- 
ros de  profesión  en  casos  tales ;  mientras  no  sea  una  verdad 
el  arresto  del  quebrado,  no  en  su  casa,  como  hoy  se  hace,  sino 
en  la  cárcel  pública,  según  sean  las  circunstancias;  mientras 
sea  posible  que  quebrados  fraudulentos  continúen  insultando 
con  cinismo  y  quizás  con  su  lujo  la  desgracia  de  sus  acreedo- 
res verdaderos,  escudados  en  los  falsos,  no  tendrán  remedio 
ni  correctivo  alguno  esos  abusos  que  deplora  la  Junta  de 
Agricultura,  Industria  y  pomercio,  y  que  han  llegado  á  pro- 
vocar hasta  reclamaciones  de  los  Ministros  extranjeros,  aun- 
que se  restablezca  la  jurisdicción  especial  de  comercio.  La 
culpa  no  está  en  la  jurisdicción  ni  en  el  Tribunal,  sino  en  la 
mala  fé  de  esos  comerciantes  que  olvidan  el  antiguo  axioma 
de  lá  verdad,  sabida  y  buena  fe  guardada^  y  además  en  el  Có- 
digo y  en  el  procedimiento.  Refórmese  éste,  pero  no  atribuya 
el  comercio  estos  abusos  y  los  perjuicios  que  les  producen  á 
los  Abogados  y  á  los  Tribunales. 

Bien  sé,  señores,  que  existen  detalles  que  exigen  urgente 
é  imperiosa  reforma;  pero  aun  en  orden  á  estos  mismos  deta- 
lles, ¿tiene  la  culpa  la  actual  organización  de  que  el  perso- 
nal que  la  forma,  lo  mismo  de  Jueces  que  de  Escribanos  actua- 
rios, no  responda  por  su  ilustración  y  actividad»  á  los  fines 
para  que  fueron  nombrados?  ¿No  es  fácil  el  remedio?  ¿No 
puede  hacerse  que  ese  personal  sea  mejor  de  modo  que  estas 
ruedas  auxiliares  de  la  administración  de  justicia,  que  son  á 
veces  su  más  grave  entorpecimiento,  y  de  ello  tenemos  prue- 
bas todos  cuantos  intervenimos  en  los  negocios  respondan  á 
.su  fin?  Si  los  comerciantes  que  tienen  litigios  pendientes  se 
han  quejado  de  algunos  escribanos  actuarios,  ¿no  pueden 
reemplazarse  éstos  con  secretarios  letrados  ó  profesores  mer- 
cantiles que  ofrezcan  garantías  de  probidad  y  competencia,  y 
sobre  todo  con  sueldo  fijo  y  sin  los  actuales  derechos  de  aran- 
cel que  son  no  pocas  veces  la  causa  de  ese  sin  número  de 
diligencias  de  que  vemos  cubiertos  los  expedientes,  y  de  esa 
absurda,  funesta  é  inmoral  prolongación  de  los  pleitos?  Cul- 
pemos á  los  malos  Jueces,  á  los  malos  Escribanos,  á  los  malos 
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abogados^  á  los  comerciantes  de  mala  íé,  pero  no  atribuyamos 
todo  eso  á^  la  jurisdicción  ordinaria  y  al  sistema  establecido 
por  el  decreto-ley  de  6  de  Diciembre  de  1868. 

En  cuanto  al  argumento  que  se  aduce  por  los  sostenedo- 
res de  la  jurisdicción  mercantil  relativo  á  la  inconveniencia 
de  entregar  á  la  jurisdicción  ordinaria  los  negocios  de  comer- 
cio y  á  su  impericia  para  decidirlos,  fácilmente  se  alcanza 
cuan  fútil  es  y  cuan  infundado. 

Aun  prescindiendo  de  las  consideraciones  anteriormente 
expuestas  sobre  la  dificultad  de  separar  los  actos  mercantiles 
de  los  civiles  y  señalar  sus  diferencias,  siendo  así  que  las  ope- 
raciones de  comercio  tienen  hoy  tantos  puntos  de  contacto 
con  los  negocios  comunes  de  la  vida  civil,  ¿es  sosten ible  esta 
aseveración?  ¿Puede  decirse  que  el  Juez  letrado,  que  estudia 
y  prueba  para  serlo  en  las  Univesidades  el  Derecho  mercantil, 
que  tiene  que  conocer  á  fondo  el  Código  de  Comercio  y  la  ley 
que  regula  su  enjuiciamiento^  que  cursa  además  la  Economía 
política,  la  Hacienda  pública,  el  Derecho  administrativo  y  la 
Legislación  de  Aduanas  nacionales  y  de  los  países  con  quie- 
nes España  tiene  más  frecuentes  relaciones  comerciales,  es 
menos  competente  para  conocer  y  fallar  los  pleitos  mercanti- 
les que  un  comerciante  por  práctico  é  ilustrado  que  sea? 

Aunque  tenga  que  disentir,  señores,  del  parecer  de  mis 
amigos  los  Sres.  Carreras  y  López  y  de  algunos  dignos  comer- 
ciantes que  veo  sentados  á  mi  lado,  no  vacilo  en  afirmar  que 
no  son  sencillas,  sino  por  el  contrario,  difíciles  y  complicadas 
las  cuestiones  que  se  agitan  de  continuo  en  el  for%mercantil. 
Las  menos  veces  versan  sobre  usos,  costumbres,  estilos  ó  prác- 
ticas, sometiéndose  en  estos  casos  al  fallo  de  arbitradores  uom- 
brados  por  las  partes  antes  del  acto  de  conciliación  ó  en  el 
aeto  mismo.  Raro  es  el  pleito  de  esta  clase  en  que  no  se  agite 
7  se  ventile  una  cuestión  de  derecho,  y  entonces  la  competen- 
cia de  los  comerciantes  no  puede  equipararse,  no  puede  po- 
nerse en  parangón  con  la  de  los  Jueces  letrados.  Decía  bien 
el  Sr.  Silveht  cuando  afirmaba  esto  en  su  discurso,  por  más 
que  no  haya  gustado  en  todas  sus  afirmaciones. 

Cuando  el  jurista  español  se  limitaba  á  estudiar  el  Derecho 
romano  y  el  Derecho  canónico,  con  ligeras  nociones  de  la  Le- 
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gislacion  civil  patria;  cuando  no  conocía  ninguno  de  los  ra- 
mos de  las  ciencias  modernas,  y  el  comercio  se  regia  por  la 
verdad  sabida  y  la  buena  fé  guardada,  que  era  el  desiderátum 
de  los  antiguos  Consulados  y  de  lo  que  se  llamaba  entonces 
la  «honrada  mercaduría»,  comprendemos  que  se  negase  su 
competencia  y  que  se  resistiese  por  la  clase  mercantil  que  los 
Jueces  letrados  interviniesen  en  sus  negocios  para  garantir  y 
hacer  efectivas  las  obligaciones  que  de  ellos  nacían.  Pero  hoy, 
llevada  á  cabo  la  codificación  mercantil;  convertida  su  legis- 
lación en  una  ciencia  separada  y  que  forzosamente  ha  de  es- 
tudiar el  que  aspire  á  la  honra  de  vestir  la  toga;  encomenda- 
das á  las  Audiencias  y  al  Tribunal  Supremo  las  apelaciones  y 
los  recursos  de  casación,  no  cabe  en  razón  y  en  buen  sentido 
semejante  afirmación. 

Tened  en  cuenta,  además,  que  la  administración  de  justi- 
cia reclama  que  los  Jueces  de  comercio  se  reúnan  diariamen- 
te en  el  lugar  destinado  para  celebrar  sus  sesiones,  teniendo 
en  euenta  que  la  circunstancia  de  que  éstas  no  sean  diarias 
produce  dilación  indudable  en  los  términos  de  los  juicios,  poi- 
que, 6  retienen  los  litigantes  en  su  poder  los  autos,  ó  yacen 
en  la  escribanía  esperando  que  llegue  el  caso  de  dar  cuenta 
de  ellos.  ¿Quién  podía  exigir,  por  otra  parte,  que  los  dignos 
comerciantes  en  quienes  recaian  estos  nombramientos,  que  en 
verdad  no  eran  muy  codiciados,  sino  eludidos  siempre,  desem- 
peñasen estas  honoríficas  judicaturas  con  la  perseverancia, 
con  el  incesante  estudio  y  con  el  vivísimo  celo  que  exigen  los 
intereses  ée  los  litigantes,  abandonando  los  -suyos  *propios  y 
contradiciendo  el  gran  principio  económico  de  la  división  del 
trabajo?  Fuera  esta  exigencia  vana,  que  no  puede  tenerse.  Y 
á  pesar  de  su  estudio  y  de  su  buen  deseo,  pocas,  muy  pocas 
serían  las  veces  en  que  los  Priores  y  Cónsules  se  hallasen  en 
situación  de  fallar  por  sí  mismos,  sin  dictamen  de  Letrado,  los 
pleitos  de  comercio,  siendo  siempre  difícil  que  extraños  á  la 
ciencia  jurídica  pudieran  disentirse,  siquiera  con  resultado, 
sobre  los  fundamentos  en  que  descansaban  las  sentencias  que 
les  proponian  los  Consultores. 

Pero  olvidaba,  señores,  el  precepto  reglamentario  de  en^ 
cerrar  nuestros  discursos  en  el  espacio  de  veinle  minutos  y  mi 
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'afiunciado  propósito  de  tratar  el  aspecto  práctico  de  la  cues- 
tión, que  es  realmente  el  que  hemos  de  buscar  para  que  los 
4ebates  de  este  Congreso  produzcan  algún  resultado,  ya  que 
se  han  iniciado  tan  felizmente.  Y  si  hemos  de  buscar  lo  prác* 
tico,  no  es  posible  que  se  afirme  y  declare  que  conviene  resta- 
•  blecer  la  jurisdicción  especial  de  comercio,  que  tampoco  existe 
*«n  países  como  en  Inglaterra  y  Holanda,  que  deben  toda  su 

importancia  y  poderío  al  comercio 

(El  Sr.  Ruiz  de  Velasco:  En  Inglaterra  existe  el  Jurado). 
No:  donde  existe  el  Jurado,  que  puede  llamarse  mercantil,  es 
;  en  Portugal;  en  Inglaterra  conocen  de  estos  negocios  los  tri- 
bunales ordinarios,  y  para  demostrarlo  he  de  permitirme  leer 
lo  que  acerca  de  este  punto  consignan  en  sú  excelente  obra 
sobre  el  derecho  comercial  fraücés  y.  extranjero  los  escritores 
Hoechster  y  Ondin,  que  con  el  autor  italiano  Excole  Vidari 
son  hoy  los  más  autorizados  Qn  la  materia. 

Allí  hay  Tribunal  de  quiebras,  cómo  le  hay  de  abintesta* 
tos,  como  le  hay  de  ciertos  ramos  especiales  de  policía;  pero 
este  Tribunal  aplica  la  legislación  común,  porque  tampoco 
hay  Código  de  Comercio,  ni  escuela  especial  de  comercio  con 
carácter  oficial. 

Allí,  donde  las  quiebras  se  cuentan  por  miles,  siendo  bien 
frecuentes  en  las  poblaciones  fabriles  y  comerciales,  coino 
Londres,  Manchester,  Birminghan  y  Liverpool,  ha  iiabido  ne- 
-<5esidad  de  establecer  un  Tribunal  especial,  como  aquí  suele 
nombrarse  un  Juez  especial  para  conocer  de  ciertas  causas  de 
gravedad  é  importancia. 

Y  ya  que  de  esto  hablo,  importa  hacer  constar  para  los 
que  se  quejan  de  La  lentitud  y  de  los  vicios  de  que  adolece 
nuestro  procedimien|;o,  que  en  este  punto  tenemos  poco  que 
«envidiar  á  los  prácticos  y  mercantiles  inglese»,  en  cuya  legis- 
lación y  en  cuyo  enjuiciamiento  reina  la  verdadera  confusión, 
-de  que  es  prueba  la  cita  que  acabo  de  leer. 

Comprendiéndolo  así,  -han  tratado  de  reformarlo  y  ha  pre- 
sentado el  Gobierno  á  las  Cámaras  un  proyecto  de  ley  sobre 
quiebras,  que  por  dos  veces  se  ha  retirado  para  modificarlo,  en 
*¥irtud  de  las  reclamaciones  hechas  contra  él,  ya  porque  no 
quedaban  suficientemente  garantidos  los  acreedores,  ya  por- 
gue se  daba  demasiada  intervención  á  la  autoridad  judicial,  j 
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hoy  se  piensa,  según  anuncian  los  periódicos  mejor  informa- 
dos de  aquel  país,  en  crear  para  esta  clase  de  juicios  un  fun- 
cionario ó  representante  que  intervenga  en  las  quiebras  en 
nombre  y  para  la  defensa  de  los  acreedores,  lo  cual  significa 
una  tutela  del  Estado  parecida  á  la  que  se  ejerce  entre  nos- 
otros, en  interés  y  no  siempre  en  beneficio  de  los  menores. 

Concluyendo,  señores,^  entiendo  que  podia  contestarse  ne- 
gativamente el  tema  en  el  extremo  relativo  á  si  es  conveniente 
el  restablecimiento  de  esa  jurisdicción,  declarando  que  no  lo 
es;  pero  podemos  agregar,  y  esta  es  mi  opinión,  que  es  nece- 
sario y  urgente  por  extremo  reformar  la  organización  exis- 
tente por  medio  de  la  separación  absoluta  y  completa  en  todas^ 
las  instancias  de  los  asuntos  civiles  y  criminales,  separación 
que  debe  pedirse  ahora,  siendo  ia  ocasión  altamente  oportuna^ 
puesto  que  se  halla  presentado  por  el  Gobierno  y  pendiente  de 
la  aprobación  de  las  Cortes  el  prpyecto  de  juicio  oral  y  pública 
para  las  causas  criminales,  en  el  cual  se  comete  el  error  de  no 
separar  por  completo  lo  civil  de  lo  criminal.  Es  de  lamentar 
que  por  circunstancias  que  no  acierto  á  explicarme,  ni  se  la» 
explicarán  cuantos  se  interesan  por  la  administración  de  jus- 
ticia, no  haya  hecho  extensiva  el  Sr.  Ministro  de  .  Gracia  y 
Justicia  la  separación  que  establece  en  las  Audiencias  á  la 
primera  instancia  ó  á  los  juzgados  de  instrucción;  de  suerte 
que  seguirá  dándose  el  caso  de  que  un  Juez  que  esté  cono- 
ciendo de  un  embargo  provisional  de  tramitación  urgentísima 
ó  presidiendo  una  junta  de  quiebras,  tenga  que  abandonaj  6 
suspender  estos  asuntos  para  ir  á  levantar  un  cadáver  ó  á  re- 
cibir una  declaración  á  la  cárcel. 

Pero  si  todo  esto  es  cierto,  como  lo  es  también  y  no  pueda 
menos  de  convenir  en  que  las  necesidades  del  comercio  y  la 
fijación  en  ciertos  casos  de  los  usos  y  costumbres  exigen  sobre 
todo  en  las  cuestiones  de  hecho,  y  muy  particularmente  en  la» 
plazas  marítimas,  la  intervención  de  comerciantes,  el  conseja 
6  dictamen  de  personas  dedicadas  al  conocimiento  y  resolu- 
ción de  esta  clase  de  asuntos,  esto  es,  el  establecimiento  d^ 
creación  de  una  especie  de  jurado  de  comerciantes  que  fun- 
cionase, como  en  Portugal,  bajo  la  presidencia  de  un  Jue«. 
letrado. 

Eata  es,  señores,  á  mi  juicio,  la  solución  que  podría  adop-^ 
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tarse  como  término  medio  entre  lo  qtie  ha  propuesto  el  señor 
Carreras  y  6onzalez>  el  cual  no  ha  hecho  más  que  combatir 
bajo  el  punto  de  yista  científico  el  régimen  actual,  y  lo  que 
tan  elocuentemente  ha  creido  oportuno  proponer  mi  amigo  el 
Sr.  Silvela.  Armonicemos  así  ambas  tendencias;  el  hecho  y  el 
derecho,  la  teoría  y  la  práctica,  la  ciencia  y  la  vida.  Establéz- 
case ese  jurado  ó  junta  especial  para  que  resuelva  y  falle  con 
equidad  y  justicia,  siquiera  como  ensayo.  T  como  no  quiero 
abusar  más  de  la  benevolencia  del  Congreso,  termino  dándole 
gracias  y  rogándole  no  resuelva  el  tema  en  la  forma  que  ha 
pretendido  el  Sr.  Carreras  y  González,  y  sí  de  la  manera  con- 
ciliadora y  práctica  que  acabo  de  indicar. 

.  Enrique  ücelay. 


TOMO  LX  & 


LOS  CARACTERES  DE  LA  ESCUELA  CRffllNAUSTA  ITALMA 
j  especialmente  respecto  á  algiinas  modernas  ciiestiones  tetes  y  prácticas 

sobre  la  pena. 


CAPITULO  XXIII. 

•  — 

CAUSAS  MODIFICADORAS  DE  LA  PENA. 

§  96. — De  las  causas  inflayeates  sobre  la  pena,  algunp,s  son 
intrínsecas  á  la  misma,  esto  es,  causas  jurídicas  dependientes 
de  las  condiciones  á  que  toda  pena  debe  responder,  á  fin  de  ser 
legítima  y  eficaz.  Así,  por  ejemplo,  deben  considerarse  tam- 
bién aquellas  causas  que  se  refieren  á  la  sensibilidad  concreta 
del  condenado  respecto  á  la  energía  normal  de  la  pena  ame- 
nazada por  la  ley.  Bajo  este  aspecto,  la  constitución  física  y 
psíquica  del  condenado,  la  edad,  el  sexo,  las  enfermedades, 
pueden  ejercer  una  influencia  grandemente  mitigadora  de  la 
pena  detentiva,  y  los  códigos  y  las  leyes  sobre  los  casos  de 
pena  han  tenido,  en  general,  la  debida  consideración  á  ellas. 
Igual  influencia  tiene  una  causa  análoga  importante,  que 
es  el  concurso  de  más  penas,  de  que  hablaré  más  adelante.  Una 
influencia  no  más  mitigadora,  sino  agravante,  puede  tenerla, 
por  el  contrario,  aunque  en  el  hecho  resulte  idéntica,  la  poca 
«ensibilidad  anormal  del  culpable  á  los  dolores  de  la  pena; 
anomalía  probada  en  los  modos  y  en  los  criterios  que  trataré 
de  esclarecer  en  el  capítulo  de  la  reincidencia. 

§  97. — Las  otras  causas  modificadoras  de  la  pena  son  ex- 
trínsecas  á  la  misma,  es  decir,  no  ya  jurídicas,  sino  jfoUticas'^ 
dependientes  en  el  hecho  del  fin  á  que  toda  pena  debe  atender. 
Bajo  este  aspecto,  consideramos  las  penas  como  instrumentos 
de  orden,  y  no  de  desorden,  como  ahora  tal  vez  podría  resul- 
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iar,  aplicadas  como  la  ley  y  el  Juez  han  debido  establecerlas 
^prioriy  según  regla  normal.  La  pena  tiene  por  fin  el  bien 
público,  y  debe  representar  la  cantidad  proporcional  del  mal 
^ue  el  condenado  debe  sufrir:  cuando  en  los  casos  particulares 
la  pena  normal  fuese  demasiado  severa,  sería  preciso  dismi- 
nuirla, porque  todo  sufrimiento  no  necesario  es  una  injusticia 
;y  un  mal  público.  La  pena  no  es  un  fin,  sino  un  medio  (1);  es 
un  medio  para  la  represión,  y  eventualmente  también  en  parte 
para  la  reparación;  pero  no  es  nunca  un  medio  para  la  pre- 
vención. Si  lo  fuese  para  la  prevención,  admitiría  suhrogacioi^ 
en  los  casos  en  que  Svi  aplicación  no  se  reconociese  como  ne- 
cesaria para  la  defensa.  Conviene  aclarar  este  concepto. 

§  98. — La  pena  es  el  remedio  extremo]  no  existe  por  la 
.simple  "posibilidad  del  desorden  ó  de  inconvenientes  sociales; 
únicamente  sirve  para  la  defensa  de  un  derecho  violado  6 
amenazado  efectivamente»  £1  derecho  criminal  no  es  simple  po- 
2icia  y  no  restringe  la  libertad  de  los  ciudadanos  con  la  sola 
base  de  mera  sospecha  6  temor  sin  la  prueba  de  un  daño  pro- 
-ducido  ya  ó  en  el  estado  de  amenaza,  y  sin  la  prueba  de  la  cul- 
pabilidad de  aquel  que  ha  producido  ó  amenazado  el  daño 
jnismo.  Siendo  así  el  castigo  del  derecho  criminal,  se  demues- 
tra realmente  como  necesario  y  merecido  para  la  defensa  del 
derecho;  no  sería,  pues,  ni  posible  ni  justo  el  suponer  que  el  cas- 
tigo, en  este  caso  concreto,  pueda  mejor  ser  subrogadp  por  otros 
-medios,  esto  es,  los  medios  de  la  prevención  y  de  la  policía. 
Si  fuese  verdad  que  entonces  se  obtenia  la  ventaja  de  subro- 
gar la  pena  con  la  prevención  de  los  gérmenes,  aun  los  más 
lejanos  del  delito,  sería  al  mismo  tiempo  igualmente  verdad 
que  la  pena  no  era  merecida  y  necesaria  al  objeto  de  la  de- 
fensa del  derecho,  y  que  era  por  esto  mismo  injusta.  Para 
sostener  lo  contrario  haria  falta  demostrar  que  el  mal  del  de- 
lito y  de  su  remedio,  la  pena,  y  en  general  todo  el  mal  moral 
-que  turba  las  relaciones  de  un  mundo  perfectamente  justo  en 
^1  deseo,  no  sean  en  su  origen  otra  cosa  que  una  fatalidad 
inevitable  (2).  Pero  esta  demostración  no  es  posible  de  la  mis* 

(1)  El  desenvolvimiento  de  esta  proposición  se  encuentra  en  mis  Appvínti  per 
4tna  iiUroánMmeal  corsQ  di  áiriUo  é  procedurá  pénale.  §§15, 18.  é  26. 

(2)  Véase  mi  discurso  inaugural:  La  tnorale  é  il  diritto  crimínale  al  limbo.  Torino. 
Unione  tipoge  editrice,  1880- 
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ma  manera  y  por  la  misma  razón,  porque  no  es  posible  d^- 
mostrar  que  el  hombre  es  libre,  que  es  inmortal  y  que  Dio» 
existe.  La  Razón  pura  de  Kant  deberia  á  este  propósito  haber 
puesto  término  á  todas  las  disputas.  No  se  demuéstrala  liber^ 
iad  humana,  lo  cual  no  es  un  motivo  razonable  para  recu- 
sarla de  hecho,  para  sustituir  otra  cosa  que  tampoco  se  de- 
muestra mejor,  como  es  la  fatalidad.  El  cambio  sería  enton- 
ces acertado,  y  no  daria  lugar  á  preocuparse  de  la  mora- 
lidad. Un  drden  inconsciente  y  fatal,  privado  de  todo  fin  hu-- 
manamente  Concebible  como  supremo,  revolveria  al  hombre 
en  el  caos  moral  sin  piedad  y  sin  distinción,  lo  mismo  sí  fuese 
creyente  en  tal  ó  cual  cosa,  ó  cínicamente  escéptico,  como^ 
quiere  el  sistema  determinista  6  fatalista.  Admitido  que  la 
creencia  de  la  libertad  sea  un  mito,  mito  por  mito,  prefiero- 
este  segundo  á  la  creencia  contraria,  y  lo  prefiero,  porque- 
sólo  con  él  es  posible  creer  en  «in  mundo  verdaderamente  hu- 
mano, propiamente  moral,  en  un  mundo  en  el  cual  el  princi^ 
pió  de  responsabilidad  no  implica  términos  contradictorios,  y 
no  sea  un  absurdo,  como  necesariamente  debe  serld^  en  el 
sistema  determinista. 

Ahora  bien,  el  hecho  es  que  la  pena  no  es  fin,  por  sí  misma,, 
ni  medio  de  una  evolución  fatal^  porque  el  desorden  criminal 
y  la  ^restauración  del  orden  turbado  por  el  delito  obtenido  me- 
diante la  pena,  son  intrínsecamente  verdaderamente  males  mo- 
rales; mientras  el  delito  no  es  escusable  y  la  pena  á  su  vez  ea 
tolerable  y  legítima  por  el  fin  de  su  proporción  con  la  grave- 
dad y  naturaleza  del  delito.  T  de  uno  y  otro  lado  hay  mal  in- 
trínseco, porque  allí  y  aquí  hay  un  agente  moral  responsable:: 
delincuente  es  el  primero,  y  defensor  del  derecho  el  segundo. 
Si  el  segundo  no  fuese  al  igual  del  primero,  responsable  del 
propio  acto,  cualquier  acto  de  autoridad  debiera  reputarse  legí- 
timo, sólo  porque  fuese  de  autoridad;  aunque  realmente  fuese 
injusto  y  tiránico,  no  exigido  por  la  defensa  y  en  los  límites  de 
la  defensa  del  derecho,  sino  por  la  ofensa  y  fuera  de  loe  limite» 
de  la  defensa  misma.  Explicada  de  otro  modo  la  presencia  del 
mal  moral  y  tal  vez  el  jurídico,  en  el  mundo  humano,  la  pena 
no  tiene  ya  una  razón  expecífica  de  ser ;  la  fuerza  moral,  que- 
es  por  la  defensa  consciente  y  justa,  se  convierte  en  una  fuer- 
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^a  ciega  é  indiferente  en  general,  salvo  la  diferencia  que  el 
<;r¡terio  utilitario  sabe  encontrar  en  el  momento,  según  el  gus- 
ík)  y  las  pasiones  de  los  fuertes  y  de  los  gobernantes.  Entón^- 
ces,  pero  entonces  solamente,  adquiere  significado  la  teoría  áe 
los  suirogados  en  la  pena,  que  aquí  combatimos.  Pero  entdn- 
<;es  también  cesa  todo  derecho,  desaparece  toda  posibilidad  de 
diferencia  entre  represión  jurídica  y  prevención  utilitaria,  di- 
ferencia que  no  es  de  nombre  solamente,  sino  de  grave  peso, 
j  es  también  decisiva  para  la  existencia  de  un  verdadero  y 
propio  derecho  criminal.  Séame  permitido  reproducir  aquí, 
para  exclarecimiepto  de  mi  aserto,  algunas  observaciones  que 
se  encuentran  en  el  tantas  veces  citado  libro  mió  de  Appím- 
tif  etc.,  pág.  51  y  siguientes. 

§  98.  Aquéllos  que  han  creído  que  entre  prevención  y  re- 
presión no  hay  sino  leve  distancia  de  grado,  han  intentado 
<;onsiderar  la  puevencion  y  la  represión  como  momentos  de 
una  sola  é  idéntica  función  compleja  por  el  mismo  poder  social 
para  la  conservación  del  orden.  Pero  la  prevención  alcanza  su 
título,  no  tanto  en  el  principio  de  la  defensa  jurídica,  cuanto 
de  principios  diversos  que  aquéllos  presuponen,  porque  de- 
rivan  de  ella  y  le  están  subordinados.  Para  pensar  de  otro 
tnodo,  sería  preciso  confundir  la  justicia  histórica  por  el  único 
motivo  de  ser  histórica  (y  lo  es  necesariamente),  con  la  simple 
utilidad,  el  delito  jurídico  con  la  simple  trasgresion  de  las  le- 
yes de  policía  ó  de  las  órdenes  preventivas.  ¿Dónde  está  enton- 
ces la  necesidad  jurídica  de  prescribir  páralos  ciudadanos  vín- 
culos ó  frenos,  por  leves  que  sean,  á  la  libertad  en  vista  de  la 
prevención  de  los  gérmenes  del  delito?  ¿Tal  vez  la  moral  y  la 
educación  edtán  en  las  manos  del  Estado  para  sujetar  á  los 
individuos  contra  su  voluntad  á  la  acción  de  una  y  otra,  ó  no 
«on  más  bien  lá  obra  de  aquella  expontaneidad,  que  siendo 
posible,  aun  en  medio  de  la  influencia  del  ambiente  social,  de- 
bería entenderse  que  conservase  y  creciese  en  lugar  de  supri- 
mirla y  disminuirla?  La  originalidad  de  los  caracteres  indivi- 
duales (Stuart  Mili  lo  ha  demostrado  en  su  libro  sobre  la  liber- 
tad) dét)ende  de  ellos  esencialmente,  y  sin  aquélla  originali- 
dad, el  vigor  y  la  elasticidad  de  las  fuerzas  sociales  se  pierden 
en  una  especie  de  conventualísmo  rígido  y  opresivo.  Ne  quid 
nimis.  / 
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La  identidad  del  poder  social  no  tiene  la  virtud  de  unificar 
las  dos  funciones,  represiva  y  preventiva;  la  naturaleza  del 
objeto  jurídico  allí,  de  oportunidad  mera  aquí,  determina  por 
sí  sola  exigiendo  entre  las  dos  funciones  una  verdadera  y  pro* 
pía  separación:  separación  no  sólo  entre  pena  y  vigilancia  de 
policía,  sino  también  entre  la  pena  y  la  prevención  más  geno- 
ral  y  lejana  que  pueda  idearse.  ¿Qué  tiene  que  ver  el  orden 
jurídico,  por  ejemplo,  en  cosa  tan  útil  como  la  misma  ilumina-, 
cion  nocturna,  la  difusión  de  las  diversiones  higiénicas  y  ba- 
ratas, la  vigilancia  sobre  la  fabricación  de  artículos  necesarios, 
la  abolición  de  la  costumbre  de  pagar  á  los  operarios  una  sola 
vez  por  semana,  la  extensa  viabilidad,  las  buenas  escuelas  po- 
pulares, etc.,  etc.? 

No  conviene  olvidar,  que  todas  las  medidas  preventivas, 
para  ser  prácticamente  eficaces,  no  pueden  ser  otra  cosa  sino 
penalidades  que  aseguren  en  el  acto  su  realización.  El  exceso 
de  medidas  preventivas  aumenta  las  reglas  violables  y  las  oca- 
siones y  tentatÍTas  de  infracción,  haciendo  más  necesaria  la 
sanción  penal  en  vez  ^vitarla.  Esta  no  servirá  ciertamente 
para  la  defensa  del  derecho  propiamente  dicho,  pero  sí  apreve- 
nir los  males  de  ciertos  hechos  puramente  inocentes;  pero  el 
abuso  de  aquellas  medidas  no  será  recompensado  por  buenos 
resultados,  peligrosos  y  probleixiáticos  sin  dudas  que  además 
del  interés  de  la  prevención  y  sobre  el  mismo,  hay  un  interés 
aún  mayor,  que  es  el  del  orden  moral  íntimo  y  externo.  Ahora, 
entre  la  violación  de  preceptos  preventivos  y  la  violación  de 
aquéllos  derechos  cuya  defensa  reclama  la  represión,  la  con- 
ciencia pública  suele  hacer  una  profunda  diferencia,  y  no  con- 
*  viene  que  en  el  concepto  ecuménico  del  orden  social,  por 
no  se  qué  manía  de  enaltecer  la  función  subordinada  ésta  sea 
confundida  con  la  jurídica.  Ciertamente  valeciás  impedir  los 
delitos,  que  en  vez  de  impedirlos  castigarlos.  Pero  aparte  de 
que  para  entrar  en  el  terreno  de  la  verdad,  es  menester  que  la 
suma  de  las  restricciones  de  lib altad  producida  por  las  exi- 
gencias de  la  prevención,  no  sean  demasiado  graves  respecta 
al  beneficio  que  ha  de  obtenerse,  es  igualmente  ntcesario 
advertir  que  si  no  se  quiere  reducir  la  sociedad  civil  á  la  for- 
ma monástica  de  ciertas  sociedades  religiosas,  é  si  no  se  quie- 
re encuartelarla  como  un  regimiento  de  soldados,  el  delito  no 
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será  con  los  medios  de  prevención  indirecta  de  tanto  dismi- 
nuido, que  para  los  ciudadanos  deba  resultar  como  el  mayor 
de  los  bienes  precisamente  la  prevención  misma.  Aun  cuando 
con  error  los  ciudadanos  juzguen  de  los  efectos  más  sensibles  y 
menos  lejanos,  porque  eso  han  hecho  siempre  las  multitudes, 
aun  las  más  cultas,  y  juzgando  así  apreciarán  siempre  la  de- 
fensa jurídica  directa  como  el  bien  más  importante  de  que  sean 
deudor  á  la  sociedad.  Y  tal  sentimiento  conviene  sea  mantenido 
y  desenvuelto  cuanto  más  se  pu«da,  porque  mientras  de  la  ac- 
ción preventiva  del  Estado  no  se  sientan  impacientes  y  moles- 
tos los  ciudadanos  honrados,  únicamente  de  ella  recibirán  Ios- 
malvados  represión  jurídica.  La  distinción  entre  ésta  y  aquélla 
no  puede  en  la  práctica,  y  por  razones  psicológicas,  dejar  indi- 
ferentes ni  á  los  ciudadanos  ni  al  Estado.  Todos  saben  que  los 
hombres  en  general  son  bastante  más  sensibles  al  dolor  que  al 
placer,  á  las  mqlestias  que  á  los  beneficios  que  intentan  pro- 
ducir las  molestias  mismas  del  Estado  causadas  á  los-ciudada- 
nps  para  la  prevención  directa  é  indirecta. 

No;  no  sólo  la  pena  no  puede  ser  subrogada,  porque  como 
medio  no  interviene  sino  cuando  es  el  único  adaptable  entre 
muchos^  sino  que  tampoco  puede  ser  en  cierto  sentido  igualada 
con  la  acción  puramente  preventiva,  con  los  medios  indirecto» 
y  lejanos.  Esta  es  la  conclusión  de  la  antigua  escuela  liberal, 
y  parece  que  de  los  modernos  estudios  de  la  llamada  socíotogia 
no  toma  autoridad  ó  razón  de  imponer  el  regalo  griego  de  ia 
prevención,  en  lugar  de  la  creencia  moral  y  jurídicamente  ne- 
cesaria en  la  libertad,  como  base  de  la  responsabilidad  y  de  to- 
do humano  conocimiento  posible. 

§  99. — Las  causas  modificadoras,  son  degradantes  ó  con- 
mutativas de  la  pena,  agravantes,  ó  también  dirimentes;  de- 
las  cuales  se  dirá  algo  únicgpiente  dentro  de  muy  poco.  En- 
tretanto, lo  que  importa  mucho  afirmar,  como  distinto  aquí, 
es  el  grado  del  delito  y  el  grado  de  la  pena.  Tal  distinción 
queda  excluida  en  el  sisteiftt  de  las  circunstancias  atenuantes^ 
^néricas  é  innominadas ,  que  vamos  á  examinar  ahora. 
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CAPÍTULO  XIV. 

SL  SISTEMA  DE  LAS  CIRCUNSTANCIAS  INDEFINIDAS  Y    COMUNES. 

§  100. — Este  sistema  atribuye  al  Juez  la  potestad  de  reba- 
jarla pena  sin  distinción  de  causa,  y  de  allí  sin  criterio  ni  regla 
alguna  determinada  d&  un  modo  cualquiera  por  la  ley.  Así  el 
grado  de  la  pena  yiene  confcfndido  con  el  del  delito,  no  ya 
accidental,  sino  sistemáticamente.  Tal  manera  de  moderar  la 
pena  no  puede  ser  sino  un  expediente  que  la  historia  de  la 
legislación  francesa  y  de  sus  imitadores  puede  únicamente 
explicar,  pero  no  justificar.  La  ley  de  1832  en  Francia  vino  á 
combatir  el  código  de  1810,  del  cual  decía  ya  Napoleón  I  que 
en  treinta  años  sería  preciso  rehacerlo,  y  que  por  esto  no  fué 
bautizado,  como  el  Código  civil,  con  el  nombre  de  CóéUffo 
Napoleón, 

El  Código  de  1810  está  fundado  sobre  el  principio  despó- 
tico de  la  intimidación.  Verdad  es  que  la  susceptibilidad  de 
los  franceses  habría  merecido  una  ley  penal  menos  severa. 
Por  este  motivo  los  jurados,  á  pesar  de  la  absurda  ley  que 
les  privaba  pensar  en  la  pena,  absolvían  siempre  á  los  acu- 
sados  más  bien  que  declararlos  culpables  délos  delitos  co- 
metidos, siempre  que  la  penalidad  amenazada  á  los  delitos 
mismos  era  demasiado  exorbitante.  A  remediar  esta  situación 
extrema  probó  el  legislador  de  1832,  concediendo  á  los  ju- 
rados la  potestad  de  declarar  la  existencia  de  circunstancias 
atenuantes,  sin  obligación  de  sujetarse  á  categorías  de  cir- 
<;unstancias  fijadas  en  la  ley,  y  sin  obligación  de  dar  los  moti- 
vos de  su  convicción. 

§  101. — Como  expediente  transitorio  para  un  Código  mal 
hecho,  como  sistema  legislativo  normal,  ofende  á  los  princi- 
pios de  justicia  y  contraviene  á  la^  sana  regla  de  la  ciencia. 
Á  despecho  de  esto,  por  la  costumbre  general  en  la  severidad 
4e  las  penas,  este  sistema  fué  juzgado  bueno  aun  en  los  CódL 
gos  sucesivos,  que  se  hallan  informados  por  los  principios  de  la 
ciencia  moderna.  Así  es.  por  ejemplo,  el  Código  belga  de  1867, 
así  el  Código  germánico  de  1870,  todos  los  proyectos  de  Código 
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penal  italiano,  etc.  No  aiempre  los  CddígOB  nuevos  evitan  laa 
penas  fijas :  maa  á  menado  eatablecea  grados  ó  latitodea  pe- 
nales mny  estrechas,  que  violeotan  la  conciencia  del  Juez, 
poniéndolo  en  el  duro  trance,  ó  de  condenar  á  nna  pena  máa 
severa  en  aquel  caso  concreto  merecida  por  el  culpable,  ó  bien 
absolverlo.  Para  obviar  la  dificultad  ea  preciso  tener  en  cuen- 
ta las  varias  necesidades  que  ha  de  llevar  unai  medida  acornó* 
dada  al  caso  para  ¿aliar  una  tolncion  propia,  que  fije  el  lími- 
te máximum  que  el  Juez  no  puede  traspasar,  excepto  en  los 
caaos  especialístmos  determinados  por  la  ley,  y  dejando,  por 
otra  parte,  al  Juez  la  libertad  necesaria  para  aplicar  la  pena 
hasta  el  límite  mínimo  relativo  á  la  especie  de  la  pena,  segnn 
los  diversos  casos.  Esto  reclama  pena  proporcional  al  delito 
concreto;  esto  ex'if^e  el  principio  de  la  libertad  de  conciencia 
en  el  Juez  como  en  cualquier  otro  ciudadano.  Si  de  tal  manera 
se  hace  difícil  regular  el  trabajo  del  Juez,  ai  loa  recnraoa  por 
errores  de  aplicación  de  la  cantidad  de  la  pena  viene  así  i 
carecer  de  base  práctica,  el  remedio  á  esto  debe  pedirse,  no  á 
laley,  que  no  debe  darlo,  ainomás  bien  ala  organización  judi- 
cial, para  tener  una  buena  magistratura. 

Como  correctivo  al  inconveniente  de  las  penas  ¿jas  y  de  lof 
gradoa  penslea  reatrictivos,  el  aistema  de  las  circuostancia* 
atentantes,  que  los  Códigos  nuevos  no  deberían  reproducir, 
ha  podido  sobrevivir  á  loa  Códigos  antiguos, 

g  102. — El  vicio  de  las  penas  fijas  es  bien  conocido  sobne 
todo.  Las  penas  fijas,  esto  ea,  indivisibles  ó  absolutamente  de- 
terminadas, contradicen  al  principio  de  la.  indiñdualizacio», 
seguD  el  cna!  todo  delincuente  es  una  realidad  concreta  que 
ha  de  estudiarse  en  las  circunstancias  personales  y  especiales 
que  han  cooperado  á  producir  el  delito:  tal  principio,  moder- 
namente reconocido  en  la  ciencia  (1),  vale  tanto  para  el  delito 
como  para  la  pena.  Todo  delito  es  nn  hecho  concreto:  la  gra- 
vedad de  este  hecho  varía' Segnn  la  norma  de  las  condicioneB 
subjetivas,  y  no  por  efecto  de  la  sola  gravedad  diversa  de  loe 
-diversos  títulos  del  delito.  Por  esto  es  necesario  que  la  ley 
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66  BBYISTA  DE  LEGISLACIÓN 

penal  establezca  un  máximum,  y,  sí  se  quiere,  un  mínimum,., 
debajo  6  encima  de  los  cuales  no  pueda  el  Juez  aplicar  la  pena 
en  cada  caso  concreto.  Cierta  latitud  penal  es  siempre  necesa* 
ria^  y  cuanto  más  extensa  es  y  con  mínimum  más  bajo  é  im- 
perceptible, mejor  responderá  á  las  exigencias  de  necesidades 
variadas.  Bajo  este  aspecto,  además  las  penas  temporales  fijas 
sin  límite  mínimo,  cualquiera  que  sean,  deberian  suprimirse 
también  las  penas  vitalicias  y  Ift  de  muerte,  ambas  perpetuas, 
y  la  de  muerte  aun  más,  porque  al  menos  en  la  cárcel^  la  con" 
ciencia  individual  de  cada  condenado  da  la  medida  del  sufrí- ^ 
miento  vario  en  el  mayor  grado  posible. 

La  divisibilidad  de  las  penas  depende  no.sólo  de  su  dura* 
cion,  sino  también  de  su  naturaleza  6  de  la  modalidad  de  su 
ejecución,  tanto  como  de  la  sensibilidad  íntima  y  diversa  de 
los  diversos  condenados.  Aquí  puede  tener  una  preciosa  in- 
fluencia la  cualidad  del  sistema  penitenciario  y  la  acción  in* 
teligente  de  los  directores  de  las  cárceles. 

§  103.--^No  es  inútil  observar,  en  cuanto  al  sistema  de  los- 
ffrados  feriales  (que  está  consagrado  en  el  Código  Sardo 
de  1859,  vigente  hoy  con  pequeña  modificación  en  toda  Italia 
menos  Toscana),  que  el  mismo,  si  bien  reproducido  siempre  en 
los  diversos  proyectos  de  codificación  penal  italiana,  con  medida 
diferente  y  diverso  método  de  unisón  de  los  grados^  es  el  peor 
de  los  sistemas  conocidos  que  trata  de  regular  el  poder  det 
Juez.  Este  sistema  parece  olvidar  que  el  delito  concreto  es  un 
individuo,  y  los  grados  por  el  contrario  son  determinaciones 
de  latitudes  a  priorí  y  fijas  eo  su  límite.  Mejor  y  más  cierto  es 
el  sistema  de  las  fraccionas  penales,  adoptadas  por  el  Código 
Toscano;  pero  ni  aun  «sto  basta,  y  para  responder  á  todas  la» 
exigencias,  debería  asociarse  al  sistema  de  fijar  únicamente  el 
límite  mínimo,  sistema  acogido  en  el  novísimo  Código  holan- 
dés de  13  de  Marzo  de  1881,  del  que  publico  una  traducción 
italiana  en  la  Revista  pénale,  de  Lucchini,  y  se  encuentra  tam- 
bién una  traducción  en  la  Zeitschri^t  fur  die  gesamte  Straf- 
recktswissenschafti,  vol.  I. 

§  104. — Que  el  sistema  de  las  circunstancias  atenuantes 
indeñüidas  y  genéricas  sea  peligroso,  lo  demuestra  tambiea 
el  hecho  de  que  hoy  una  de  las  censuras  más  insistentes  diri— 
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gídas  contra  la  magístratara  popalar»  ó  jurado,  es  el  abuso  de 
que  los  jurados  acostumbran  hacer  de^  las  circunstancias  ate- 
nuantes, tanto  que  en  Bélgica  la  declaración  de  éstas  ha  sido 
trasferida  á  la  competencia  de  la  magistratura  oficial  de  la 
Corte  de  Assises  (1). 

Para  sostener  esta  disminución  del  poder  de  los  jurados,  se 
dice  por  algunos,  que  los  jurados  deben  juzgar  únicamente  so- 
bre cuestiones  de  hecho,  y  que  aquella  declaración  respecta  á 
cuestiones  de  derecho.  El  motivo  alegado  es,  sin  embargo,  er- 
róneo, porque  los  Jueces  que  declaran  culpable  legalmente  á 
un  hombre,  no  hacen  una  afirmación  de  naturaleza  diversa, 
coando  lo  declaran  culpable  en  un  grado  atenuado.  Por  lo 
demás,  no  es  eate  el  lugar  para  discutir  el  problema  de  la  com- 
petencia de  los  jurados,  y  decidir  de  si  ciertas  cuestiones  de 
derecho  sean  ó  no  propias  á  la  competencia  de  loa  jurados  (2). 

§  105. — Pero  no  es  sólo  el  peligro  á  que  se  va  bon  este  sis- 
tema á  causa  del  sistema  de  las  circunstancias  atenuantes;  no 
es  esta  la  razón  decisiva  para  rocharlo,  ün  grave  vicio  del 
sistema  es  el  de  falsear  la  verdad  científica,  confundiendo  el 
grado  de  la  pena  con  el  grado  del  delito.  Después  no  es  me- 
nos grave  él  otro  vicio  de  autorizar  al  Jurado  á  tener  en  cuen- 
ta circunstancias  que  pueden  carecer  de  toda  influencia ^obre 
la  pena  y  sobre  el  delito.  Es  imposible  de  hecho  que  el  acusa- 
do no  excite  en  el  debate  oral  y  público,  en  el  ánimo  de  los 
Jueces  populares^  sentimientos  que  ninguna  relación  tienen 


(1)  Véanse  miei  Áppuntiy  etc.,  §  115,  y  Glaser,  Dei  rapporti  fra  la  magistratura  giu- 
4ieante  é  lagiuria<,  nella  Rivista  pénale  di  Lucchini,  vol.  XII,  p.  821— 356,é  p.  433^>450. 

(2)  Kecientemente  Carrara,  iGuerra  agli  errori^  nel  Giomale  delle  leggi\  ha  puesto  de 
relieve  los  defectos  del  sistema  de  las  circunstanciad  atenuantes  indefinidas.  Prác- 
ticamente, dice,  no  pudiendo  el  Juez  constatar  las  condiciones  de  la  culpabilidad 
del  acusado,  en  el  acto  del  delito,  se  ve  precisado  á  hacerse  cargo  de  la  culpabiliéad 
aparente  del  acusado  en  el  momento  úe  la  sentencia,  reservando  en  consecuencia 
la  pena  menor,  no  á  quien  tenga  menos  culpa,  sino  á  quien  haya  podido  aparecer 
ante  los  Jueces  menos  culpable.  En  último  análisis,  las  circunstancias  atenuan- 
tes serán  concedidas  al  criminal  experto  que  con  muestras  de  arrepentimiento  su- 
po atraer  á  los  Jueces  en  su  favor. 

No  dejo  de  hallar  buena  la  conclusión  que  resulta  de  la  comparación  de  Carrara. 
entre  las  condiciones  de  la  culpabilidad  real  y  las  de  la  (f^arentet  sin  dejar  de  admi- 
tir que  la  confusión  déla  una  con  la  otra— no  exclusivamente  propia  del  sistema 
de  las  circunstancias  atenuantes— sea  demasiado  favorecida  por  este  mismo  siste- 
ma, peligroso  y  falso. 
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con  el  juicio  de  la  gravedad  individual  del  delito  y  con  la  opi- 
nión sobre  la  calpabilidad  jurídica  del  acusado,  y  más  pronto 
con  el  juicio  sobre  la  susceptibilidad  extraordinaria  del  acusa- 
do mismo  y  la  pena.  Con  esto  el  sistema  se  hace  culpable  de 
una  de  las  más  graves  contravenciones  al  principio  de  la  se- 
paración de  los  poderes  del  Estado.  Es  mucho  más  fácil,  en 
verdad,  especialmente  para  el  Juez  popular,  que  la  declara- 
ción mitigadora  sea  la  expresión  de  la  indulgencia  del  Ju- 
rado, indulgencia  que  no  puede  usar  otro  que  el  Soberano  ó  el 
legislador.  De  tal  manera,  el  Jurado  viene  á  sobreponerse  al 
legislador  y  al  Soberano  mismo,  anticipando  la  gracia.  De 
esta  suerte  el  legislador  toma  miedo  de  su  propia  responsabi- 
lidad, y  asume  una  á  que  no  tiene  derecho^  la  de  abdicar 
parte  de  sus  oficios  en  favor  del  Juez. 

§  106. — Otro  vicio  del  sistema  de  las  circunstancias  ate- 
nuantes es  el  de  convertir  en  regla  lo  que  deberia  ser  por 
el  contrario  la  excepción,  es  decir,  la  pena  rebajada.  En  la 
práctica  se  ha  demostrado,  por  la  estadística  penal  de  los  paí- 
ses que  lo  han  adoptado,  cuan  frecuentes  y  ordinarios  son  los 
casos  de  revisión  del  procedimiento,  nacido  de  competencia 
criminal,  sobre  la  competencia  de  los  Tribunales  correcciona- 
les y  de  éste  al  Juzgado  inferior  si  el  procedimiento  habia  na- 
cido de  competencia  correccional.  En  virtud  de  las  circuns- 
tancias atenuantes  que  la  magistratura  establecida  para  la  ju- 
risdicción relativa  á  la  parte  primera  ó  secreta  del  proceso  ha 
afirmado,  sucede  frecuentemente  que  estas  modificaciones  de 
la  competencia  judicial,  en  la  mitad,  en  dos  tercios  6  eñ  tres 
cuartos  de  los  casos,  falsean  el  sistema  de  la  ley,  porque  en  la 
generalidad  de  los  casos  está  demostrado  que  las  previsiones 
y  amenazas  hechas  a  priori  por  el  legislador  se  desmienten 
por  la  experiencia  real.  Así,  la  pena  amenazada  al  delito  no  es 
ya  una  verdad,  se  falsea  el  orden  de  las  competencias,  y  lo  que 
es  más  inmoral,  se  mengua  grandemente  el  valor  de  la  ley 
sustantiva  sobre  los  delitos  y  sobre  las  penas:  los  hechos  que 
en  general  se  consideran  como  dots^dos  de  cierta  gravedad,  en 
cada  caso  concreto  |íenen  otra.  De  tal  modo,  no  sólo  se  debilita 
el  sentimiento  de  la  verdad,  sino  que  se  amengua  también  el 
del  rigor  propio  de  todo  precepto  jurídico. 
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§  107.— ;-Si  en  la  composición  de  la  ley  penal  se  siguiese  el 
método  de  las  nociones  y  fórmulas  descriptivas,  subjetivas  y 
materiales  de  cada  delito  con  penalidad  apropósito  para  cada 
caso,  serían  siempre  innumerables  las  circunstancias  atenuan- 
tes omitidas  porque  los  casos  son  indefinidamente  diversos 
por  su  naturaleza.  Entonces  se  comprendería  la  oportunidad 
de  la  conducta  del  legislador  ruso  de  1866,  el  cual  adoptó  con 
este  bárbaro  método,  es  decir,  el  de  aplicar  la  ley  penal  por 
analogía:  «Cuando  el  acto  criminal  remitido  al  Tribunal  no 
está  expresamente  castigado  por  la  ley,  el  Tribunal  pronun- 
ciará contra  el  culpable  una  de  las  penas  establecidas  contra 
los  delitos  de  naturaleza  y  gravedad  análogas»  (art.  151).  Este 
remedio  es  aún  peor  que  el  mal  de  la  impunidad  que  queria 
obviar;  pero  remedio  preparado  sin  embargo  en  aquellos  paí- 
ses en  que  la  analogía  en  materia  penal  se  excluye,  y  del  que 
se  convierten  en  propagadores  los  Tribunales  de  casación  aun- 
que sin  excitar  de  ordinario  la  justa  censura  de  los  interesados. 
Cuando  el  método  de  los  conceptos  legales  es  descriptivo,  el 
Tribunal  de  casación  Se  vé  casi  inconscientemente  forzado  á 
esto,  y  así  resulta  por  sí  mismo  en  cierto  modo  como  creador 
de  la  ley.  Si  por  el  contrario,  el  método  adoptado  por  la  fórmu- 
la legislativa  es  el  de  ti'pos  más  ó  menos  generales,  las  circuns- 
tancias son  también  típicas  por  su  normalidad,  y  entonces  la 
ley  ha  podido  y  debido  tenerla  en  cuenta.  Aun  cuando  no  fuese 
sino  simple  caso  comprendido  en  los  tipos  mismos,  el  Juez  á 
flu  vez  sabrá  con  seguridad  tener  la  debida  cuenta  de  ellos. 

§  108. — Partiendo  de  este  concepto  el  legislador  prudente 
debe  esforzarse  en  realzar  el  sentimiento  de  la  responsabili- 
dad de  los  Jueces  y  de  la  dignidad  de  sus  oficios  en  la  opi- 
nión de  los  ciudadanos.  Fija  el  legislador  los  límites  máximos 
de  las  sanciones  penales  relativas  á  las  figuras  típicas  de  los 
casos  criminosos;  pero  deja  después  al  Magistrado  que  juzga 
el  cuidado,  no  de  excederla,  porque  entonces  se  convertiría 
en  legislador,  sino  de  amenguar  la  pena  en  proporción  dé 
la  disminución  del  delito.  «Haciendo  esto  el  legislador,  no  tiene 
necesidad  de  contemplar  explícitamente  las  circunstancias 
atenuantes,  ni  en  la  parte  especial  de  su  Código  en  que  trata 
de  los  delitos  singulares,  y  mucho  menos  en  la  parte  general 
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en  que  trata  de  los  delitos  y  de  las  penas  en  gen^eral.  Si  obra- 
se de  otro  modo,  caería  en  los  vicios  arriba  indicados,  vicios 
propíos  del  empirismo  del  derecho  penal,  ó  imitaría  en  par- 
ticular el  Código  germánico,  el  cual,  en  la  parte  especial,  con 
disposiciones  singulares,  autoriza  al  Juez  en  muchos  casos 
para  descender  hasta  el  mínimum  de  las  penas,  con  lo  cual  no 
haría  otra  cosa  que  destruir  con  su  propia  mano  en  tales  ca- 
sos ese  mismo  mínimo.  El  Juez  no  tiene  necesidad  de  un  man- 
dato especial  del  legislador  para  tener  en  cuenta  las  circuns- 
tancias atenuantes  indeñnidas  cuando  existan.  Está  ya  obli- 
gado á  ello  por  la  misma  determinación  de  la  pena  dentro  de 
aquellos  límites  que  la  ley  debe  establecer  siempre  como  po- 
sibles: todas  las  circunstancias  deben  en  este  sentido,  aun 
siendo  agravantes,  ser  tenidas  en  cuenta  por  él  para  la  apli- 
cación de  la  pena  dentro  de  los  límites  legalmente  determi- 
nados. 
« 

CAPÍTULO  XXV. 

CAUSAS  DETERMINADAS  REALMENTE  INFLUYENTES  SOBBB  LA  PENA. 

§  109. — Rechazada  la  panacea  de  las  circunstancias  ate- 
nuantes indefinidas,  quedan  otras  circunstancias  que  por  ser 
.  extrínsecas  al  delito  y  á  la  pena,  no  deben  sin  embargo  con- 
siderarse privadas  de  eficacia  sobré  esta  última.  Sería  aquí 
injusto  que  el  Juez  no  tuviese  cuenta, de  ellas.  Así  como  no 
conviene  que  el  Juez  se  vea  obligado  á  suponer  que  en  la  la- 
titud del  máximo  límite  penal  tales  circunstancias  hayan  sido 
tomadas  implícitamente  en  consideración  por  el  legislador, 
así  hace  falta  que  las  mismas  estén  indicadas  de  un  modo  ex- 
plícito en  la  ley, 

§  110. — Circunstancias  tales  no  pueden  tener  sino  una  in- 
fluencia favorable  para  el  acusado,  porque  no  derivan  de  su 
hecho  y  de  su  estado,  y  deben  por  esto  imputarse  únicamente 
para  la  disminución  de  su  delito  ó  de  su  pena.  ALumentar  la 
pena  por  razones  políticas  ó  extrínsecas  al  estado  del  culpable 
ó  á  su  delito,  como  sería,  porejemplo,  la  frecuencia  de  los  de- 
litos— circunstancia  que  si  valiese,  debería,  por  el  contrario^ 
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-ejercer  una  influencia  mitigadora  por  ser  menor  el  daño  cau- 
cado—^es  tan  injusto  como  imputar  más  gravemente  á  uno  el 
delito  por  el  que  otro  haya  cometido  al  mismo  tiempo  que  él: 
lo  mismo  decimos  de  la  cualidad  de  extranjero  del  condenado, 
^«n  cuyo  caso  la  agravación  de  la  pena  tendría  el  carácter  de 
un  acto  de  venganza. 

Así,  pues,  por  circunstancias  extrínsecas  no  se  puede  miti- 
gar la  pena.  El  Código  del  Cantón  Tesino,  en  Suiza,  querien- 
do indicar  expresamente  estas  razones,  lía  establecido  cuatro 
causas :  1^  La  conducta  irreprensible  anterior  al  delito  (un 
Juez  excesivamtente  religioso,  ¿encontrará  irreprensible  la  con- . 
ducta  de  aquél  que  no  cumple  con  los  ejercicios  del  culto?  ¿Y 
por  qué  estimar  como  mitigadora  aquella  conducta  que^  por  el 
contrario,  ha  debido  fortificar  al  reo  contra  las  seducciones  del 
delito?):  2*^  Una  extrema  pobreza  como  fuerte  impulso,  para 
delinquir  (esta  es  ya  verdaderamente  una  causa  que  disminuye 
el  dolo  y  es  por  lo  mismo  intrínseca,  y  por  otra  parte*,  sirve  casi* 
únicamente  para  las  penas  pecuniarias):  3*^  La  expontánea  y 
pronta  reparación  del  daño  (que  merece  ser  favorecida):  4*  El 
hecho  de  entregarse  expon  tan  eamen  te  al  Juez  ó  de  confesar 
^  el  delito;  de  éste  hablaré  más  adelante. 

§  111. — Las  circunstancias  ahora  enunciadas,  que  el  legis- 
lador puede  proveer,  preceden  á  la  condena;  pero  hay  otras  que, 
por  el  contrario,  la  siguen,  tales  como  la  conducta  del  detenido 
-en  la  cárcel,  acontecimientos  políticos  y  otros  semejantes;  las 
cuales  pueden  también  autorizar  una  disminución  ó  la  cesa- 
ción misma  de  la  pena.  Contra  estas  causas  se  produce  la  li- 
beración condicional  del  condenado^  mejor  que  por  medio  de 
una  gracia  in  genere  para  casos  imprevistos  por  el  legislador  y 
extraordinarios,  como  el  temor  de  desórdenes  por  un  Qastigo 
merecido,  el  ndmero  demasiado  grande  de  culpables,  en  cier-  . 
tos  momentos  críticos  la  necesidad  de'  los  servicios  directos  ó 
indirectos  que  el  país  tenga  de  los  delincuentes^  etc.  (1). 


(1)    Laeointa,  en  su  reciente  escrito  sobre  el  derecho  de  gracia,  publicado  en  la 

Betue  eontempóraine  y  reproducido  en  gran  parte  en  el  BulUtin  de  ¡a  soeieU  §én¿raU 

iesfriaoM.  1S8I,  p.  725-763, indica  con  mucbo  discernimiento  un  gran  numero  de 

motivos  de  gracia  y  excluyendo  otros,  pone  de  relieve  la  diferencia  profunda  que 

-^«xiste  entre  gnracia  y  favor. 
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Sería  útil  oponer  á  la  gracia,  al  indulto  y  á  la  amnistía — 
tres  formas  de  indulgencia  soberana  que  el  Código  de  proce- 
dimientos penales  italiano  conoce  y  distingue  —  la  condición 
que  el  antiguo  derecho  español  exigia,  esto  es,  qn^  el  con-^ 
denado,  en  los  delitos  perseguidos  única&iente  por  querella 
privada,  obtenga  antes  el  perdón  del  ofendido.  Con  esto  el 
ofendido  vendría  á  ejercitar  un  derecho  prohibitivo,  pero  no 
un  verdadero  y  propio  derecho  penal  ó  venganza  privada. 

£n  sentido  restringido,  el  indulto  y  la  amnistía  se  distin- 
guen de  la  gracia  en  especie:  fundándose  también  en  la  razón  de 
la  natural  imperfección  del  legislador  y  sobre  la  inconvenien- 
cía  de  preveer  en  la  ley  casos  extraordinarios  y  verdaderamen- 
te apreciables  en  las  varias  circunstancias  de  tiempo  y  de  per- 
sona. 

Bentham,  Filaugieri,  Beccaria  y  otros,  han  combatido  el 
derecho  de  gracia,  pero  no  sin  razón  6.  Agustin  ha  podido- 
^ecir,  por  una  parte:  plenitudo  legis  charitas  (Epíst.  82,  n.  20)^ 
y  de  otra  parte:  sicut  est  aliquando  misericordia  punieJUy  ita 
ei  crudelítas  parcetis  (E^íst,  153,  n.  17). 

§  112.— Además  de  las  causas  políticas  señaladas,  influyen 
también  sobre  la  pena:  la  prescripción,  la  remisión  de  la  parte 
lesionada  en  los  delitos  perseguibles  solamente  por  querella 
privada,  y  la  rehabilitación  del  condenado.  Be  esta  última 
causa  de  extinción  de  las  penas  (y  de  ciertos  delitos)  he  ha- 
blado (en  el  §  71).  En  cuanto  á  la  amnistía  (que  en  Italia  se- 
ejerce  por  el  poder  ejecutivo,  en  lugar  de  ser  atribución  del 
poder  legislativo),  ella  hace  cesar  todos  los  efectos  de  la  conde* 
na.  El  indulto  general  ó  la  gracia  especial,  que  condona  ó  con- 
muta la  pena,  hace  cesar  la  interdicción  legal  del  condenado,, 
siempre  que  ésta  no  vaya  unida  por  la  ley  á  la  pena  subroga- 
da, y  hace  cesar  también  al  mismo  tiempo  la  suspensión  de> 
oficios  públicos,  si  á  ella  se  atiende  expresamente,  pero  no 
hace  nunca  cesar  la  interdicción,  salvo  el  caso  de  expreso  avi* 
80  en  el  decreto  de  indulto  ó  de  gracia. 

Tales  son  los  principios  admitidos  en  el  derecho  italiano  y 
textualmente  consagrados  en  el  último  proyecto  de  Código 
penal,  el  cual  añade  también  en  conformidad:  que  la  pérdida 
de  la  capacidad  de  testar  (así  como  la  nulidad  del  testamento 
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hecho  antes  de  la  sentencia),  la  pérdida  de  la  patria  potestad 
y  de  la  autoridad  marital,  establecida  para  los  condenados  á 
reelneion  vitalicia  (ergástolo)  6  temporal,  cesa  con  el  indulto 
ó  con  la  gracia,  cuando  no  van  unidas  por  la  ley  á  la  pena 
subrogada; — que  la  remisión  de  la  parte  ofendida  extingue  la 
pena  únicamente  en  los  casos  establecidos  por  la  ley; — que  la 
amnistía,  la  remisión  de  la  parte  ofendida,  el  indulto  y  la  gra- 
cia no  dan  derecho  á  la  restitución  de  las  cosas  confiscadas  & 
de  las  penas  pecuniaria^  y  satisfechas  al  Erario,  y  no  perju- 
dican al  derecho  privado  para  la  restitución  y  resarcimiento 
pronunciado  en  la  sentencia; — y  que  la  acción,  para  recobrar 
los  gastos  del  procedimiento,  no  cesa  sino  por  la  amnistía 
(art.  90-92). 

§  113. — De  cuando  en  cuando,  apropósito  de  la  gracia,  del 
indulto  y  de  la  amnistía,  se  produce  la  cuestión  de  si  es  lícito 
xecusarle  en  el  supuesto  de  que  el  condenado  no  ha  hecho  él 
mismo  la  petición.  Redexionando  sobre  la  regla  beneficia  invi- 
Us  non  tribuuntWy  parece  que  sí.  Pero  gracia,  amnistía  é  in- 
dulto no  son  Mnj^rdoTíy  como  en  el  caso  de  la  remisión  hecha 
por  el  ofendido:  en  este  caso  hay  un  beneficio  personal  al  cual 
puede  renunciar  el  condenado.  Estos  actos  soberanos  ó  legis- 
lativos son,  por  el  contrario,  una  exigencia  suprema  del  orden 
y  del  bien  del  Estado.  Consiguientemente,  no  puede  valer 
decir  que  el  amnistiado  tendría  interés  en  sufrir  el  enjuicia" 
miento,  cuando  éste  aún  no  existe.  Si  en  semejante  caso  la 
amnistía,  por  consideraciones  de  orden  público  prin^ario,  se 
impone  al  supuesto  bien  individual  del  acusado,  que  quisiera 
probar  la  propia  inocencia,  con  mayor  razón  la  amnistía,  y 
por  igual  la  gracia  y  el  indulto  deben  tener  ésta  virtud  incon- 
dicionada,  aun  cuando  el  acusado*haya  sido  ya  condenado  irre- 
vocablemente. 

§  114.— Kn  cuanto  á  la  prescripción  de  la  pena,  no  admitida 
por  el  Derecho  romano,  ni  por  el  Código  Toscano  entre  los 
modernos,  está  también  justamente  considerada  como  una 
causa  extintiva  por  la  misma  razón  por  la  cual  se  admite  la 
prescripción  de  la  acción  penal.  Se  prescribe  el  delito,  esto  es, 
el  derecho  de  perseguirlo,  no  ciertamente  por  el  fin  moral  ó 
político  de  la  enmienda  del  culpable,  que  puede  ser  un  sueña 

TOMO  I.X  lO 


74  BBVISTA   DE  LEGISLACIÓN 

en  hecho  y  en  derecho,  y  no  es  el  principio  primero  y  el  fin  úl- 
timo de  la  pena;  no  ciertamente  por  la  dificultad  de  la  proeba, 
^a  cual  conduciría  á  excluir  la  prescripción  en  todos  los  casos 
en  que  la  prueba  tendría,  siendo  clara,  el  jntei'és  aun  despnes 
del  mayor  lapsus  de  tiempo;  no  igualmente  por  la  extinguida 
'  memoria  del  hecho,  que  no  es  otra  cosa  que  una  mera  suposi* 
«ion  que  puede  ser  contradicha  por  la  realidad,  y  que  fácilmen- 
te es  contradicha  de  hecho  por  la  declaración  de  la  parte  lesio- 
nada 6  de  los  suyos,  ó  por  informe  enjcontrado  en  las  crónicas 
de  la  policía,  etc.  El  fundamento  de  la  prescripción  del  delito  es 
única  y  propiamente  éste,  que  la  defensa  jurídica,  por  la  cual 
únicamente  tiene  razón  de  ser  la  pena,  no  puede  creerse  nece- 
saria cuando  ya  no  exista  la  turbación  producida  por  la  ofensa 
en  la  opinión  de  la  seguridad  de  los  ciudadanos.  Y  esta  turba- 
ción puede  decirse  que  ha  cesado  á  tiempo,  cuando  en  la  con- 
ciencia jurídica  general  de  la  población,  para  tranquilizar  la 
cual  se  establece  la  pena,  se  ha  borrado  la  memoria  general 
del  hecho  que  ha  causado  la  turbación  misma:  entonces  la 
conciencia  pública  ya  no  exige  la  persecución  penal,  y  ésta,  sí 
fuese  ejercitada,  tendria  carácter  únicamente  de  venganza. 

Ahora  bien:  estos  motivos  no  valen  solamente  para  demos- 
trar el  fundamento  de  la  prescripción  del  delito,  sino  que  se 
aplican  también»  aunque  con  condiciones  especiales,  á  la 
misma  prescripción  de  la  pena. 

Si  el  hecho  de  la  pena  pronunciada  en  un  juicio  público 
añade  fuerza  á  las  impresiones  producidas  por  el  delito  en 
el  ánimo  de  los  ciudadanos,  de  esto  no  puede  deducirse  otra 
cosa,  sino  la  necesidad  de  prolongar  los  términos  de  la  pres- 
cripción de  la  pena  respecto  á  los  de  la  prescripción  del  delito. 
Por  lo  demás,  mientras  por  la  prescripción  del  delito  razones 
de  justicia  ó  de  gran  prudencia  legislativa  impongan  que  no 
hay  lugar  á  interrumpir  el  curso  de  la  prescripción  misma  ó 
todo  lo  más  permitir  la  interrupción  por  virtud  de  una  senten- 
cia de  contumacia  ó  de  ciertos  actos  verdaderos  y, propios  de 
la  jurisdicción  delJuez  llevados  á  conocimiento  del  imputa- 
ndo,— por  el  contrario,  por  la  prescripción  de  la  condena  penal, 
no  hay  razón  de  excluir  <5  hacer  igualmente  difícil  la  inter- 
rupción de  su  cursó.  De  hecho,  el  art.  95  del  proyecto  de  Cd- 
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digo  penal  italiano  aprobado  en  1877  por  la  Cámara  de  los 
Diputados,  después  de  haber  dicho  que  la  prescripción  de  la 
pena  comienza  á  correr  desde  el  dia  en  que  la  condena  ha 
«ido  irrevocable,  añacle  que  cualquier  acto  de  la  autoridad  ju- 
dicial para  la  ejecución  de  la  pena,  en  el  caso  de  penas  res- 
trictivas de  la  libertad  personal,  el  arresto  del  condenado  in- 
terrumpe la  prescripción.  No  es,  sin  embargo,  fácil  convenir 
con  el  proyecto  mismo  en  cuanto  ésta  vé  una  causa  que  inter- 
rumpe el  hecho  de  que  el.  condenado  cometa  un  delito  de  la 
misma  especie  durante  el  curso  de  la  prescripción  sin  que  des- 
jpucs  la  autoridad  haya  hecho  nada  para  la  exclusión  de  la 
pena  precedente. 

Una  disposición  de  naturaleza  preventiva  únicamente,  ex- 
traña aquí  al  Código  penal,  es  aquella  del  proyecto  por  efecto 
de  la  cual  cuando  la  pena  ha  prescrito  ó  ha  sido  condonada  6 
conmutada  por  decreto  de  indulto  ó  de  gracia  que  no  haya 
dispuesto  nada  en  otra  forma,  los  condenados  al  ergástolo  (re- 
clusión perpetua)  ó  á  la  reclusión  temporal  quedan  de  derecho 
sometidos  por  tres  años  á  la  vigilancia  especial  de  la  policía 
(art;  9§,  §  P). 

,  CAPÍTULO  XXVI. 

.  CBÍTICA  DEL  SISTEMA  DE  LAS  CIRCONSTANCIAS  ATENUANTES 
Y  AGRAVANTES,  COMUNES  Y  DETEBMIjSADAS. 

§  115. — Estatuyendo  6  añadiendo  al  sistema  de  las  cir- 
cunstancias atenuantes  genéricas  indefinidas  de  que  hemos 
hablado  ya  (en  el  capítulo  XXIV),  algunos  Códigos  admiten 
aquellas  circunstancias  atenuantes  y  agravantes,  comunes  é 
indefinidas,  el  cual  está  adoptado  en  algunos  textos  legales,  y 
entre  éstos  el  austríaco  j  el  español,  y  asemeja  al  sistema  por 
nosotros  señalado  del  Código  del  Cantón  Tessino  (véase  §  110). 
Sin  embargo,  se  distingue  de  éste,  primero  en  que  no  se  limi- 
tan las  indicadas  circunstancias  atenuantes  genéricas,  sino 
que  se  añaden  además  las  agravantes;  y  después,  porque  no 
se  limita  á  indicar  éstas  y  aquéllas,  dependientes  de  razones 
extrínsecas  al  delito,  sino  que  añade  algunas  otras,  depen- 
dientes de  razones  intrínsecas  al  mismo. 
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§  116. — Para  justificar  este  sistema,  se  ha  hecho  valer^ 
como  otro  de  los  motivos,  principalmente  la  ignorancia  de  lo» 
Jueces  populares,  argumento  que,  sin  embargo,  no  decide 
nada,  ya  porque  los  Jueces  populares  deben  saber  valuar  bien 
las  razones  que  militan  en  pro  y  en  contra  del  acusado,  ya 
porque  aun  cuando  no  lo  supiesen  antes  lo  aprenderían  después 
en  el  debate  público  y  oral,  en  el  que  las  partes  en  cuestión  y 
el  Juez,  Presidente  de  la  Corte  de  Assises,  se  dan  seguramente 
prisa  para  poner  en  relieve  todo  lo  que  sirve  de  agravio  & 
desagravio  al  acusado. 

Fot  otra  parte,  causas  que  la  ley  pueda  indicar  en  calidad' 
genérica  como  inñuyentes  en  toda  especie  de  delitos  para  po- 
derse valuar  a  priori  como  tales  en  dicho  sentido  y  no  de  otra 
manera,  esto  es,  de  disminución  ó  de  aumento,  tales  causas, 
digo,  no  existen,  á  menos  que  no  se  reduzcan  á  un  precepto 
abstracto  de  conciencia,  como  por  ejemplo,  que  se  aumenta  ó 
disminuye  la  imputación,  á  pretexto  de  que  el  dolo  fuese  pro» 
ducido  por  segundo  efecto.  Es  lo  que  se  llamaba  dolo  por  ím- 
petu ó  eX'proposita  entre  los  romanos.  En  estos  límites  no  in- 
cumbe á  un  Código  obligación  alguna:  esto  es  una  materia  de 
conciencia  ó  de  sentido  común  según  los  casos.  Fuera  de  estos 
límites, -la  indicación  de  causas  aplicables  á  todos  los  delitos  y 
á  todos  los  procesos  penales  es  6  inútil  <5  fecunda  en  peligros, 
aunque  tales  causas  no  reprodujesen  aquéllas  ya  expresamen- 
te valuadas  por  el  legislador  y  no  hiciese  de  ellas  una  duplica- 
ción. Tendremos  la  demostración  examinando  la  propuesta  que 
Mancini  había  inserto  en  el  proyecto  de  Código  penal  aprobade 
después  por  la  Cámara  de  los^  Diputados  (1877),*  propuesta  ro- 
deada de  mucha  cautela  y  hecha  con  mucha  habilidad;  pero 
que  prudentemente  fué  rechazada  ya  en  el  seno  mismo  de  la 
comisión  de  aquella  Cámara  y  no  volvió  á  proponerse  después. 

§  117. — La  fórmula  de  la  propuesta  Mancini  es  esta:  Son 
circunstancias  agravantes  ó  eximentes  comunes  á  todos  los. 
delitos,  ya  que  no  sean  elementos  constitutivos  de  los  mis- 
mos, ó  no  estén  particrulármente   considerados  por  la  ley,  la» 
siguientes: 

Otras  circunstancias  agravantes  indica:  P  las  pasiones 
torpes  é  deshonrosas  ó  bien  causas  leves  ó  frivolas,  como  impul- 
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ao  del  delito;  2°  la  violación  de  graves  y  especiales  deberes  ó 
la  ofensa  de  los  sentimientos  de  humanidad,  de  patria,  de  fami- 
lia, como  consecuencia  d^l  hecho  delictuoso;  3®  el  haberse 
aprovechado  de  una  calamidad  pública  ó  privada  (incendio, 
naufragio,  inundación,  etc.)  para  cometer  el  delito;  4°*  el  ha- 
ber obrado  con  perfidia,  ingratitud,  fraude  y  engaño,  abuso 
de  autoridad,  actos  de  sevicia  y  crueldad  en  la  ejecución  del 
delito;  5**  la  vida  antecedente  del  culpable  si  fuese  inmoral  y 
difamada;  6^  haber  cometido  el  delito  en  daño  de  persona 
débil  ó  incapaz  de  defenderse,  ó  por  medio  de  amigos,  hués- 
pedes, superiores  ó  dependientes;  7®  las  consecuencias  daño- 
sas del  delito  derivadas  de  gravedad  extraordinaria  y  excesi- 
va, ó  el  haber  dañado  con  él  á  gran  número  de  personas; 
8°  la  reincidencia  sin  haber  expiado  la  condena  precedente. 

Como  causas  excusantes,  la  proposición  Mancini  designa: 
1"  el  honor  ú  otros  sentimientos  nobles  y  pasiones  como  causa 
de  delinquir;  2^  el  estado  de  temor  <5  de  conmoción  de  ánimo 
«n  el  culpable  producido  por  causas  justas;  3^  haber  herido 
con  el  delito  á  persona  notoriamente  peligrosa  6  turbulenta; 
4**  la  vida  anterior  irreprensible  del  reo,  ó  bien  el  haberse  he- 
cho benemérito  por  señalado  servicio  de  utilidad  pública;  5®  la 
nulidad  del  daño  derivado  del  delito;  6®  el  arrepentimiento  efi- 
caz del  reo  después  del  delito,  por  haber  con  su  espontáoeo 
impulso  impedido  6  disminuido  las  consecuencias  dañosas  del 
propio  hecho,  6  haberse  voluntariamente  presentado  á  repa- 
rar el  daño;  7^  el  haber  el  reo  por  sí  mismo  descubierto  ó  de- 
nunciado el  delito  aún  ignoto,  ó  haber  confesado  la  propia 
culpa,  cuanda  pudiese  con  utilidad  negarla;  8**  haber  rehusa- 
do, pudiendo  hacerlo,  ponerse  en  salvo  con  la  fuga  y  haberse 
presentado  voluntariamente  á  la  justicia.» 

§  118. — Es  fácil  conocer  que  la  mayor  parte  de  estas  cir- 
cunstancias no  pueden  en  su  eficacia  suponerse  ignoradas,  sin 
injuriar  al  Juez  y  al  Jurado.  Por  lo  que  respecta  á  las  otras 
circunstancias,  es  imposible  atribuir  á  las  mismas  un  valor 
afrioriy  idéntico  y  común  para  todos  los  casos,  si  se  quiere 
-evitar  el  peligro  de  injusticias,  y  en  todos  los  casos  engendra- 
rá equívocos  y  dudas  sobre  la  cuestión,  de  si  han  sido  6  no  ya 
'miradas  particularmente.  Que  un  valor  apriorístico  no  puede 
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de  ninguna  manera  atribuirse  á  las  mismas,  lo  demuestran  al- 
gunos  ejemplos.  Así,  si  el  imputado  ha  recusado,  pudienda 
ponerse  en  salvo,  ó  se  ha  presentado  voluntariamente  á  la  jus- 
ticia, etc.  (núm.  8°  de  las  causas  excusantes),  ó  no  podría  tal 
Tez  probarse  que  todo  ha  sido  hecho  después  para  arrojar  una 
siniestra  luz  sobre  los  cómplices  menos  culpables,  ó  bien  para 
ser  mejor  tratado  durante  el  procedimiento  de  instrucción,  y 
tener  así  en  la  mano  medios  mayores  para  desviar  la  obra  de 
la  justicia  indagatoria.  Además,  ¿por  qué*excitar  con  la  pro- 
mesa de  una  mitigación  á  un  bandido  á  violar  los  derechos  de 
una  persona  sólo  porque  ésta  sea  notoriamente  (serían,  pues, 
los  terceros  los  perjudicados,  por  ejemplo,  los  que  can  su  hecho 
disminoirian  el  derecho  de  defensa  de  aquella  persona!)  peli- 
grosa ó  turbulenta?  Si  la  inteucion  de  venganza,  baja,  indig-- 
na  venganza,  movió  al  agepte  á  delinquir,  ¿querremos  nos- 
otros mitigar  por  eso  la  penalidad?  Aun  el  mismo  carácter  de 
benemérito  del  delincuente  á  causa  de  servicios  señalados, 
prestados  por  él  á  la  cosa  pública,  debería  ser  una  causa  mi- 
tigadora si  por  acaso  el  culpable  se  hubiese  después  entregado 
á  toda  clase  de  vicios  monstruosos?  ¿Dónde  iría  á  parar  con 
esto,  el  tan  alabado  progreso  moderno  de  la  igualdad  de  los 
ciudadanos  cuando  el  vicio  y  el  delito  pueden  ser  de  arriba 
mirados  con  ojos  más  indulgentes  según  partan  de  personas 
que  tienen  más  obligación  de  servir  con  su  buen  ejemplo  á  lo» 
demás  ciudadanos?  Y  además,  ¿á  qué  tener  en  cuenta  los  ser- 
vicios de  utilidad  pública  únicamente?  gO  es  que  á  los  ojos 
del  legislador  los  sacrificios  hechos  por  salvar  un  solo  indivi- 
duo que  se  halla  en  peligro  inminente  de  la  vida  y  otros  sa- 
crificios análogos  no  tiene 'el  mismo  valor? 

Por  otra  parte,  en  cuanto  se  refiere  á  las  cirdñnstanciías 
agravantes,  ¿por  qué  aumentar  la  pena  si  el  delito  se  ha  co- 
metido en  perjuicio  de  persona  débil;  mientras  en  el  momento 
de  la  acción  el  culpable  estaba  vivamente  conmovido  y  no  po- 
día apercibirse  de  la  debilidad  misma  ó  tomarla  en  considera- 
ción? Lo  mismo  se  dice  si  el  delito  recae  en  daño  de  parientes, 
amigos,  huéspedes,  etc.  Si  el  huésped  ó  superior  ha  provoca- 
do, no  debería  bastar  la  eliminación  de  la  agravación  con  la 
exenta  de  la  provocación,  puesto  que  es  de  suponer  que  el 
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agente  no  habría  ofendido  ál  superior  si  á  su  vez  no  hubiese 
aido  provocado? 

g  119. — Sin  esamíaar  dnaánna  las  otras  circunstancias 
del  projecto  Mancini,  es  fácil  ver  que  en  las  mismas  se  pierde 
de  Tista  el  valor  jiirídico  ó  psicológico  para  tener  en  cuenta  un 
valítreimplemente  í»íM-íi/., Por  ejemplo,  el  honor  como  m<STÍl 
del  delito  es  ciertamente  una  ocasión  noble  que  uo  debe  con- 
fundirse con  ía  ira;  pero  si  el  agente  sentia  poco  el  honor,  ¿de- 
lieria  verse  beneñciado  igualmente  con  la  diaminucioa  de  la 
pena?  Supóngase  un  tercero  mediador  que  mata  al  seductor  de 
la  hermana.  Si  realmente  se  vió  por  el  contrario  cegado  por  la 
ira,  siendo  esta  nna  causa  innoble,  ésta  no  deberla  reputarse 
eu  bvor  del  acusado  ó  más  bien  estimarse  como  cansa  agravan- 
te  por  la  naturaleza  torpe  de  la  pasión  motora.  ¿Seria  justo  este 
diverso  tratamiento  en  los  dos  casos?  También  eí  arrepenti- 
miento es  un  hecho  apetecible;  pero  no  es  como  tal,  como  debe 
apreciarse,  sino  en  su  eficacia  sobre  la  acción,  j  todo  lo  más 
como  reparadora  del  daño  en  loe  delitos  de  daño  reparable,  por 
ejemplo,  el  harto-  Así  lo  entendió  la  proposición  Mancini;  pero 
entinces,  ¿por  qaé  el  autor  de  la  misma  no  fué  lógico  y  cohe- 
rente en  todas  sus  partes?  Entonces  habria  pensado,  que  es  ex- 
tremadamente peligroso' dar  al  Juez  el  derecho  de  usar  rigor 
con  el  culpable  que  tuvo  antes  del  delito  una  conducta  inmoral 
ó  deshonrosa,  mientras  la  distinción  entre  el  vicio  moral  y  el 
pecado  religioso  no  se  haga  con  todos  los  hombres,  y  no  sirva 
para  todos  los  criterios.  ¿A.  qué  intervenir  después  de  todo  en 
el  delito  y  en  la  pena  esta  cualidad  personal? 

El  derecho  penal  castiga  los  hechos  y  no  la  cualidad  ni  las 
coítuvtirés  personales.  En  una  palabra,  el  derecho  de  casti- 
gar no  tiene  por  misión  corregir  ni  prevenir  sus  culpas  6  las 
malas  costumbres;  esto  corresponde  á  la  educación  social  y  al 
magisterio  de  buen  gobierno.  Bajo  este  punto  de  vista  el  sis- 
tema de  las  citadas  circunstancias  atenuantes  y  agravantes 
determinadas  en  la  ley  y  extrínsecas  provoca  las  más  radica- 
les censuras. 

§  120. — Otra  cosa  es  por  el  contrario  lo  que  se  refiere  á  la 
confesión  espontánea,  específica,  plena,  sincera  y  corroborada 
por  indicios  unánimes.  Aquí  verdaderamente  la  ley  no  prome- 
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tería  una  mitigación  sólo  sobre  motivos  extrínsecos.  En  efecto, 
<^omo  la  confesio  a  quita  la  duda  en  el  ánimo  del  Juez  y  á  la  Tez 
del  ánimo  de  todos  los  buenos  hombres,  que  tienen  siempre  mo- 
tivos de  temer  por  sí  cuando  por  motivos  de  dudas  el  Juez  pue- 
de verse  inducido  á  castigar  igualmente,  así  la  confesión  tiene 
un  valor  jurídico  no  solamente  utilitario,  y  es  una  condición 
de  seguridad  para  la  justicia  humana  siempre  falible  y  amena- 
zada por  el  error  y  el  fraude.  El  simple  hecho,  sin  embargo, 
de  denunciarse  y  entregarse  personalmente  ala  justicia  es  tal 
vez  sin  mérito  para  el  reo  y  sin  utilidad  para  lajusticia;  así  no 
debería  el  Juez  estar  obligado  á  considerarlo  absolutamente 
como  una  causa  atenuante. 

CAPÍTULO  XXVII. 

DEL  CONCUBSO  DE  MÁS  PUNAS  CONSIDBKADO  COMO  CAUSA 

t 

MITICADOKA. 


§  121. — Es  un  hecho  conocido  y  aceptado  en  los  estudios 
psicológicos  y  físicos,  que  la  aplicación  integral  de  más  penas 
concurrentes  decretadas  para  delitos  sobre  los  cuales  se  ha 
pronunciado  un  juicio  acumulativo  con  una  sola  sentencia,  so* 
brepuja  á  la  justa  proporción  entre  delito  y  castigo,  como  aun 
la  misma  necesidad  de  la  defensa.  La  energía  de  las  penas  está 
en  razón  directa  de  la  brevedad  del  tiempo  en  que  debe  ex- 
piarse: de  aquí,  en  el  caso  de  concurso  de  mayor  penalidad 
merecida  por  delitos  singulares,  la  necesidad  de  moderar  el 
rigor  del  cúmulo  puro  y  simple  de  la  penalidad  misma,  á  ña 
de  no  exceder  á  la  eficacia  dolorosa  que  quiere  atribuirse  á  la 
misma  eomple^'amenU,  Con  tal  objeto  se  han  escogido  y  apli* 
cado  varios  sistemas  que  importa  bien  examinar,  esto  es,  la 
acumulación  pura,  la  absorción  pura,  y  como  sistema  medio  la 
acumulación  moderada  y  el  aumento  de  la  pena  más  grave. 

§  122. — La  acumulación  pura  y  simple  conduce  á  un  ex- 
ceso de  rigor.  Además  de  que  la  fuerza  moral  del  delito  no  se 
duplica  en  el  caso  de  concurso  suponiendo  que  se  trate  de  de- 
lito muy  continuado,  á  medida  de  la  duración  de  la  pena 
más  grave  se  aumenta  la  intensidad,  esto  al  m¿nos  en  las  pe« 
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ñas  carcelarias.  En  cuanto  ala  peco  níaria,  bajo  cierto  aspecto 
podria  parecer  más  fácil  satisfacer  la  multa  de  mil  una  yez 
solas  que  pagar  en  diez  épocas  diversas  cien;  pero  esto  seria 
verdad  para  el  rico  y  no  para  el  pobre.  Los  proyectos  de  Códi- 
go penal  italiano  aceptan  para  la  multa  la  acumulación  pura 
y  simple,  que  niega  después  á  las  penas  carcelarias.  No  seria 
imprevisor  ni  imprudente  el  legislador  que  para  la  multa  de- 
jase al  Juez  la  facultad  de  aplicarla  con  la  regla  de  la  acumu- 
lación pura  ó  con  la  de  la  mitigación  según  las  condiciones 
económicas  del  condenado. 

§  123. —  Extremo  opuesto  á  la  acumulación  pura  es  la 
absorción  pura  de  la  pena  menor  en  la  mayor,  sistema  que  ha 
podido  ser  tolerado  hasta  ahora  y  se  tolera  todavía  allí  donde 
las  penas  son  excesivamente  rígidas,  como  en  el  Código 
francés. 

§  124.  ~E1  sistema  del  aumento  de  la  pena  más  grave, 
aceptada  en  el  Código  germánico,  en  el  de  Zurich,  en  el 
sardo  italiano  de  1859, — el  cual  admite  después  la  absorción 
por  el  concurso  de  las  penas  correccionales  ó  de  policía  con 
las  penas  criminales  (art.  108-110),  y  admite  una  cierta  acu- 
mulación moderada  para  el  concurso  de  los  delitos,  esto  es, 
reatos  correccionales  ó  medios,  sujetos  todos  á  la  misma  clase 
de  penas  correccionales  (art.  112), — este  sistema,  digo,  re- 
suelve la  pena  más  leve  en  la  más  grave  como  en  el  sistema 
de  la  absorción;  pero  con  la  diferencia  de  que  la  más  grave 
como  pena  compleja  de  los  delitos  singulares  puede  elevarse 
más  allá  del  límite  píiáximo  entre  ciertos  confínes  determina- 
dos por  la  ley.  De  tal  modo,  sin  embargo,  los  delitos  leved 
quedan  como  tales  impunes,  y  son  considerados  solamente 
como  circunstancias  agravantes  del  delito  más  grave.  Ahora 
bien:  las  circunstancias  agravantes  de  un  delito  no  pueden  ser 
otro  delito  sino  cuando  las  mismas  están  con  este  en  conexión 
directa,  nunca  cuando  por  el  contrario  es  un  hecho  único  in- 
dependíente. 

§  125. — Eliminados  así  dichos  sistemas,  queda  sólo  el  de 
la  acumulación  moderada,  que  se  obtiene  unificando  con  una 
adhesión  las  dos  penas  dé  igual  especie  y  cantidad,  con  cierto 
temperamento  tanto  por  el  que  se  refiere  al  mínimum  (cuando 
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la  ley  lo  mantenga),  cuanto  por  lo  que  se  refiere  al  máxi- 
mum. Si  después  resulta  que  las  penas  son  de  clases  diversas, 
y  que  es  imposible  una  comparación  de  cantidad  y  una  pena 
sólo  compleja,  tampoco  es  posible;  todo  delito  debe  tener  su 
propia  pena,  sQgun  eÜge  la  justicia  de  que  ias  que  se  decre- 
tan colectivamente  se  mantengan  dentro  de  cierto  máximum 
común  de  duración,  excepto  su  mínimo  ordinario.  Así  nin- 
guno de  los  delitos  concurrentes  quedan  impunes,  aun  cuando 
la  determinación  del  grado  de  la  pena  corresponda  al  Juez 
después.  Y  este  es  el  sistema  del  Código  holandés,  el  cual  al 
dar  efectividad  á  este  método  de  moderar  la  acumulación,  ha 
tomado  por  regla  la  facultad  del  Juez  de  poder  exceder  al 
máximo  de  la  pena  ordinaria  en  un -tercio  de  su  duración. 

CAPITULO  XXVIII. 

LA  DETENCIÓN  DUKANTE  EL  PBOOESO  CONSIDEBADA  COMO  CAUSA 

ATENUANTE. 

§  126. — ^La  disminución  de  pena,  que  debe  hacerse  en 
proporción  con  el  tiempo  pasado  durante  el  proceso  en  la  cár- 
cel preventiva,  se  impone  por  razón  de  justicia,  y  es  intrín- 
seca á  la  medida  de  la  pena,  no  estrínseca,  esto  es,  no  f  un  - 
>dada  solamente  sobre  motivos  políticos.  El  Código  sardo- 
italiano  de  1859  no  prevenia,  sino  que  únicamente  concede  al 
Juez  la  facultad  de  mitigar  la  pena  á  causa  de  la  detención 
preventiva  sufrida  por  el  condenado,  mitigación  que  no  puede 
en  sí  misma  tener  lugar,  sino  en  la  menor  de  las  penas  deten- 
tivas,  esto  es,  la  cárcel:  á  pesar  de  eso  la  razón  exige  que  esta 
disminución  fuese  obligatoria  y  no  facultativa.  El  culpable  es- 
taba ciertamente  obligado  á  permitir  que  la  autoridad  hiciese 
por  su  parte  lo  mejor  para  ilustrar  la  verdad  en  el  procedi- 
miento, y  con  tal  objeto  era  necesario  que  se  presentase  á  la 
autoridad  misma.  Pero  no  estaba  obligado  á  sufrir  la  encar- 
celación preventiva,  sino  en  tanto  que  la  autoridad  no  tuviese 
otro  camino  para  garantir  su  persona  y  entendiendo  tácita  ó 
esplícitamente  que  se  indemnizarla  al  acusado  (así  al  menos 
debería  ser)  si  se  le  declarase  después  inocente,  ó  imputar  en 
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el  tiempo  penal  y  de  la  detención  preventiva  si  por  el  contra- 
rio hubiese  sido  declarado  culpable. 

§  127. — Se  ha  dicho,  sin  embargo,  que  muchas  veces  !a 
detención  preventiva  se  prolonga  á  causa  de  los  artiñcíoe 
fraudulentos  del  culpable  que  tuerce  laa  investigaciones  de  la 
justicia,  y  que  por  tanto  no  debe  computarse  la  detención 
preventiva,  si  no  resulta  que  fuá  inmerecida.  Contra  estas 
objeciones  pueden  aducirse  algunas  observaciones  que  pare- 
jea importantes. 

Autes  que  todo,  es  cierto  que  la  simple  resistencia  pasiva  á 
la  acción  de  la  justicia  no  constituye  un  delito,  como  no  lo 
coastituye  tampoco  la  fuga  de  la  cárcel  hecha  sin  fractura  ó 
sin  otros  medios  por  sí  solos  delictuosos.  Si  el  acusado  intenta 
salvarse,  bien  puede  decirse  que  sufre  el  imperio  de  la  ley 
primitiva  de  la  naturaleza,  que  quiere  la  conservación  y  la 
libertad  personal,  ley  que  está  encima  de  toda  otra  le; 
humana. 

Ra  segundo  lugar,  ¿quián  decidirá  si  la  detención  preven- 
tiva fué  inmerecida  6  no?  Ks  evidente  que  esta  declaración 
corresponde  al  Juez  indagador  mismo,  el  cual  puede  ver  de 
mal  ánimo  lo.s  conatos  lícitos  de  defensa  del  acusado.  El  Jnez 
sería  en  tal  caso  parte  en  causa,  y  por  esto  se  inclinaría  casi  ' 
siempre  á  sostener  que  el  acusado  habia  merecido  por  culpa 
suya  uu  a  prolongación  déla  detención  preventiva,  y  aun  una 
detención  preventiva  que  de  otro  modo  hubiera  sido  superfino 
y  arbitrario  de  parte  del  Jnez  que  la  ordenase.  Estimar  á  los 
legisladores  hacer  potestativo  el  cóftiputo  de  la  cárcel  proce- 
sal, porque  demasiado  á  menudo  sucede  que  á  causa  de  los 
leatitudes  y  de  las  imperfecciones  de  los  procesos,  un  acusado 
permanece  demasiado  tiempo  en  la  cárcel  y  supera  quizá  á  la 
doracion  misma  de  la  pena  por  él  merecida  por  el  propio 
delito.  ¿Pero  esto  no  es  quizá  un  modo  de  favorecer  la  lentitud 
y  la  torpeza  del.  Juez,  puesto  que  se  le  concede  la  facultad  de 
negar  el  cdmputo  como  si  fuese  inmerecido,  mientras  que 
después  puede  resultar  inmerecida  toda  detención? 

§  128. — Se  ha  dicho  que  el  cómputo  no  debe  hacerse  por 
entero  en  todas  las  penas,  sino  solamente  en  las  ponas  deten- 
tíras  correccionales,  calculando  en  nna  fracción  la  cárcel  pre- 
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ventivE  sufrida  para  el  caso  de  sentencia  criminal.  Pero  esto 
también  es  una  exageración.  La  detención  aplicada  durante  el 
proceso,  según  los  principios  modernos,  se  sufre  en  el  régi- 
men celular,  porque  así  lo  exige  la  necesidad  de  impedir  la 
Comunicación  de  los  detenidos  entre  sí.  Ahora  bien;  por  esto 
tiene  la  cárcel  un  verdadero  carácter  de  sufrimiento  extrem*- 
damente  sensible.  Además,  la  diferencia,  si  hay  alguna,  es 
tan  pequeña  entre  sufrimiento  pe.nal  por  sentencia  y  sufri- 
miento por  detención  preventiva,  que  la  latitud  de  pena  deja^ 
da  al  Juez  debe  bastar  al  mismo  para  tener  en  cuenta  cada 
caso  singular. 

CAPÍTULO  XXIX. 

DE  LA  PENA   SUPLBTOBIA   T  DE   LA   BEINCIDENCIA. 

§  129. — Hemos  vi^to  ya  que  por  motivos  políticos  6  Consi- 
deraciones extrínsecas  á  la  pena  ó  al  delito,  no  puede  admi- 
tirse agravación  alguna  de  la  penalidad  merecida  por  el  cul- 
pable con  el  hecho  propio.  Mientras  estos  motivos  y  conside- 
raciones pueden  tener  valor  eventualmeñte  por  disminuir  la 
pena,  por  agravarla  no  son  sino  razones  de  justicia  6  de  de- 
recho las  que  pueden  valer,  esto  es,  eventualmeñte  la  retnei* 
dencia,  como  vamos  á  demostrar.  Aquí  se  presenta  nuevamen- 
te la  ocasión  de  rebatir  con  amplitud  el  error  fundamental  de 
la  escuela  utilitaria  ó  semiascétíca,  las  cuales  han  invadido 
también  este  lugar,  subvertiendo  los  principios  racionales  de 
la  ciencia  criminal.  Distinguiré  la  pena  supletoria  en  general 
de  la  reincidencia  propiamente  dicha. 

Sección  A. 

La  pena  mpletoria, 

§  130. — El  máximo  de  toda  penalidad  singular  amenazada 
por  el  legislador  y  aplicada  por  el  Juez,  debe  estar  determi- 
nado en  la  medida  exigida  por  la  justicia  proporcional  y  con- 
creta, resultante  de  la  relación  de  ofensa  y  defensa  del  dere- 
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cho.  Este  principio  es  cardinal,  sin  embargo  de  qne  derecho 
y  justicia  BÍn  proporción  do  tendrian  otro  sentido  que  áqnel 
de  la  utilidad  de  la  foerza,  para  el  cual  ó  con  el  cual  la  regla 
se  haría  valer  prácticamente.  Mientras  te  crea  en  un  reato  de 
ideal  moral  y  de  dignidad  humana,  no  será  posible  nunca 
adaptarse  á  semejante  teoría  anticientífica,  á  estos  proénctos 
de  la  desesperación.  Tomando  por  guía  el  criterio  engañoslsi- 
mo  de  la  sola  utilidad,  la  medida  penal  se  hace  necesariunen- 
te  iacierta  y  arbitraria,  ya  respecto  de  la  cantidad,  ya  respecto 
del  grado  ea  la  penaj  y  esto  únicamente  por  el  motivo  de  que 
tal  criterio  hace  depender  !a  medida  misma  de  la  simple  posi- 
HUiai  de  los  males  futuros,  sin  poner  seria  y  conciezuda 
atención  en  los  males  realet  y  prettntet.  Así  la  necesidad  de 
penaa  enormes  perpetuas  se  hace  sentir  igualmente  por  deli- 
tos DO  muy  graves,  y  ánn  mínimos,  cuando  el  culpable  estn- 
siese  ya  considerado  (¡con  razón  6  sin  razooT)  como  incorre- 
gible, mientras  de  otra  parte  se  hacen  bastar  penas  relativa- 
mente leves  para  delitos  gravee,  cuando  el  culpable  mostrase 
^ue  no  se  halla  en  sitaacíon  de  intentar  fácilmente  y  por  se- 
gunda ves  el  camino  del  delit«.  Llégase  así  á  prolongar  la 
pena  para  los  culpables  que  después  de  la  expiación  de  la  pena 
QO  dan  aún  aquellas  garantías  que  deben  esperarse.  Este  es  el 
criterio  de  la  temibilidad  del  delincuente  que,  nuevo  tal  vex 
gúlo  en  el  nombre,  se  sostiene  modernamente  por  los  secuaces 
de  la  doctrina  utilitaria,  criterio  fundado  sobre  la  injusticia  y 
fecundo  á  bu  vez  en  la  más  intolerable  enormidad  si  llega  á 
ser  aplicado  con  lógica  coherencia.  Nosotros  hemos  de  paso 
señalado  algunos  errores  hablando  de  los  sistemas  utilitarios, 
en  relación  con  la  medida  de  la  cantidad  y  gravedad  genérica 
del  delito  (§  11).  Conviene  ahora  examinar  el  criterio  mismo 
sn  lu  influencia,  ya  respecto  al  delito,  ya  respecto  á  la  pena. 
§  131. — Hemos  notado  ya  que  el  sistema  utilitario  hace 
depender  la  gravedad  del  delito  del  criterio  eatrinteco  al  delU» 
mismo,  en  noa  palabra,  de  la  spiítta  criminosa.  Al  mismo 
tiempo,  la  gravedad  de  la  pena  se  determina,  no  por  la  gra- 
vedad del  mal  voluntariamente  ocasionada ,  sino  sobre  el 
cálcalo  de  la  utilidad  preventiva  que  se  supone  derivar  ala 
sociedad  de  la  aplicación  de  la  pena.  No  habiendo  medido  el 
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hecho  delictuoso  por  lo  que  es  ea  sí,  sino  por  lo  que  son  6 
pueden  ser  las  circunstancias,  en  medio  á  las  cuales  j  de  las 
cuales  ha  nacido,  aunque  la  pena  esté  conírospinM  al  estímu- 
lo criminal,  debe  medirse,  no  por  lo  que  exige  la  defensa  res* 
pecto  al  hecho  delictuoso  voluntariamente  cometido,  sino  más 
bien  solamente  por  aquello  que  se  supone  exigido  por  la  atili"^ 
dad  de  aprovechar  del  culpable  presente  á  fin  de  quitar  á  los 
posibles  ¿delincuentes /uiuros  la  pena  de  imitarlo.  Mérito  y  de- 
mérito son  aquí  nociones  en  el  hecho  extrañas  y  privadas  de 
significado,*  la  defensa  no  se  ejercita  solamente  en  los  límites 
del  mal  hecho,  sino  que  llega  á  ser  preventiva  y  continúa  el 
tratar  como  ofensor  el  culpable  que  ya  había  pagado  oon  la 
parte  expiada  de  la  pena  la  deuda  contraida  con  la  sociedad, 
ó  bien  considerar  desde  luego  á  um  «nlpable  punible  en  aquél 
que  aún  no  ha  violado  el  derecho  de  otro  y  únioameate  puede 
aparecer  inclinado  á  violarlo.  Este  oficio  preventivo  es  cierta- 
mente propio  de  la  sociedad,  no  menos  que  el  represivo,  y  se- 
guramente vale  más  impedir  los  delitos,  que  egperar  que  se 
haya  turbado  la  pacífica  vida  en  sociedad  para  acudir  á  la 
represión.  Pero  esto  que  quitaJa  libertad  al  ciudadano  única- 
mente atendiendo  á  la  prevención,  no  puede,  como  no  debe 
confundirse  con  la  pena  merecida  por  el  culpable  de  un  delito. 
Para  armar  el  brazo  social  contra  el  delincuente,  no  basta  la 
simple  sospecha  ó  indicio,  ni  aun  siquiera  las  pruebas  de  ten- 
dencias delictuosas,  como  bastaría  por  el  contrario  para  ar- 
marlo en»  derecho  para  prevenir  simples  peligros  posibles  de 
delito.  De  esta  clara  y  profunda  diferencia  de  caso  se  deduce 
fácilmente  las  demás  diferencias  entre  delitos  y  ciertas  trans- 
gresiones de  las  Ordenanzas  de  policía,  entre  represión  y  pre- 
vención; diferencias  todas  que  derivan,  en  último  análisis^  de 
un  supremo  principio  de  razón,  esto  es,  que  el  hombre,  ¿un 
cuando  culpable,  conserva  siempre  una  (dignidad  potencial, 
ei^  razón  del  .fin  á  que  está  destinado,  y  nadie  tiene  él  derecho 
de  tratarle  como  íí«  7»(?ro  instrumento  del  bien  de  otro^  aun- 
que  se  tratase  del  bien  del  mayor  número  6  de  todos.  De  este 
principio,  precisamente,  nosotros  derivamos  aquella  regla  de 
proporción  entre  la  gravedad  del  delito  y  de  su  imputacioD» 
que  es  una  regla  absoluta  y  superior  á  todo  arbitrio  humano. 
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JEl  sistema  utilitario  6  de  la  temibilidad  del  delincaente  cae 
•precisamente  ea  el  error  de  desconocerlo  y  de  violar  la  regla 
misma.  Tachemos  visto  sas  consecuencias  (§  84-88).  A  pesar 
Hie  ]^s  consecuencias  más  insostenibles  y  deplorables  de  la  teo- 
ría utilitaria,  son  muchos  al  presente  los  legisladores  que 
•queman  algún  grano  de  incienso  al  Dios  de  lo. útil  en  la  pena; 
tanto  puede  una  idea  empírica  sobre  las  inteligencias^  que  no 
«tienen  entera  £á  en  los  principios.  La  pena  es  ciertamen^  un 
mal;  pero  aun  así  es  medio  de  bien  y  de  orden,  si  ella  misma 
410  es  desorden  y  no  excede  á  la  justa  meídida  y  no  hace  del 
hombre  culpable  una  víctima  de  los  vicios  sociales. 

§  ld¡¿. — Si  se  considera  que  la  facilidad  de  cometer  el  de- 
lito no  implica  siempre  la  gravedad  del  mal  cdmetido^  y  debe- 
4'ía  más  bien  estimarse  como  causa  que  disminuya  la  energía 
de  la  determinación  criminal  en  proporción  de  la  dificultad  de 
Tencer  el  estímulo  del  delito;  si  se  considera  que  los  obstácu- 
los superados  para  cometer  el  delito  demuestran  en  el  culpa- 
ble una  tenacidad  y  un  propósito,  que  debería  ser  tenido  en 
-cuenta,  como  aumento  de  la  gravedad  del  delito,  si  se  consi*^ 
^era  que  el  bien  ofendido  por  ^1  delincuente  no  es  susceptible 
de  medida  con  cierta  precisión,  porque  depende  de  los  ele- 
mentos variables  del  gusto,  de  las  pasioneay  de  otras  circuns- 
-tancias, — ^fácilmente  se  comprenderá  ser  el  impulso  criminoso/ 
ia  fj^cilidad  de  coimeter  el  delito,  y  la  utilidad  esperada  por  el 
xsulpable  y  su  esperani^a  de  impunidad,  erróneos  é  injustos 
criterios  para  la  medida  de  la  cantidad  del  delito  y  de  la  pena. 
^Queremos  proporcionar  la  pena  á  la  condición  del  culpable  que 
'jsea  más  6  Wiims>  UmiiW  Pues  entonces  .deberíamos  castigar 
levemente  al  ladreo  enriquecido  por  un  solo  robo  pero  consi- 
derable, porque  ya  no  necesita  robar  más,  mientras  debería- 
mos castigar  severamente  al  ladrón  pobre  que  con  pequeños 
•robos  s^  halle  siempre  necesitado  y  reincida,  y  es  más  de 
temer  por  Jo  tanto. 

Y  no  es  esto  sólo.  Las  consecuencias  de  la  falsa  teoría,  se 
reproducen  igualmente  en  la  determinación*  de  las  reglas  ri- 
tuales relativas  al  procedimiento  y  al  juicio  penal.  ¿Qué  razo- 
nes podrían  nunca  aducirse  para  excluir  el  proceso  inquisito- 
rio, la  aisoluúio  ai.  instancia^  la  pena  extraordinaria,  e}  au- 
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m  ento  de  la  pena  por  la  mayor  diñcnltad  de  la  pmeba,  6  I». 
mayor  esperanza  de  impunidad,  etc.,  mientras  el  sistema  Qti«- 
litario  de  la  prevención  no  tiene  límites  razonables,  ique  paa^ 
dan  imponerse  al  arbitrio  judicial?  ¿Qaé  hará,  en  efeetp,  el 
Juez  al  encontrarse  frente  á  nn  ladrón  de  profesión,  por  ejem- 
plo, de  ese  delicuente  que  Lacointa  ha  podido  conocer,  atas- 
cado por  ochenta  y  cuatro^  condenas? 

De  todo  esto,  deducimos  qne  el  elemento  snbjetiiro  det 
impulso,  extrínseco  al  delito,  está  hecho  apropósito  para  dar  al 
derecho  penal  un  fin  preTentÍTo  y  no  de  defensa  juHdica  ó- 
proporcionada  á  las  exigencias  reales;  mientras  por  el  contra- 
rio, el  concepto  de  proporción  es  fundamental  en  toda  sociedad 
de  seres  racionales. 

§  133. — Cuando  circunstancias  independientes  de  hechcK- 
de  la  gravedad  del  delito  y  también  tal  vez,  copio  impulso  6  • 
fuerza  de  imitación,  más  aptas  para  aumentar  la  gravedad 
misma  (por  ejemplo,  la  frecuencia  de  ciertos  delitos),  puedea 
hacer  el  delito  más  temible,  (y  circunstancias  contrarías  m^nos- 
temible),  ¿cómo  podrá  fijarse  la  pena  al  culpable  para  reme** 
diar  un  mal,  cuya  gravedad,  según  las  circunstancias  del  de*> 
lincuente,  debe  calcularse  independientemente  de  la  vo>luntad' 
y  de  la  conducta  del  culpable?  ¿No  es  imposible   restituir  la 
salud  al  enfermo  mientras  no  se  purifique  el  aire  en  que  vive?* 
La  educación  social  y  la  prevención  no  son  menos  necesaria» 
que  la  higiene  social.  Sin  ésta  el  culpable  sufriría  penas  iná^ 
tiles  y  peligrosas  y  por  consiguiente  injustas,  como  los  enfcr^ 
mos  6  quienes  se  administraran  medicamentos  encaminados  á 
demostrar  que  se  puede  prescindir  de  las  precauciones  higié- 
nicas. Si  realmente  un  condenado  que  ya  espió  su  pena  debe- 
ser  juzgado  aun  como  temible  para  la  sociedad  (cosa  no  tan^ 
frecuente  donde  hay  un  buen  orden  carcelario,  ni  tan  fácil  de- 
demostrarse),   ¿no  es  más  bien  en  los    medios  de  preven*^ 
clon,  de  policía  ó  educadores^  dónde  deberían  pedirse  las  cau- 
telas que  la  sociedad  tendría  en  tal  ocasión  motivo  para  tomar?" 

§  134. — Esta  cautela,  como  es  una  consecuencia  no  del 
delito  cometido,  sino  délas  tendencias  ó  pasiones  tenidas  en 
el  condenado  que  ya  sufrió  su  pena,  no  pueden  absoluta- 
mente llamarse  suihrogada  en  la  pena.  Repitámoslo:  la  pena  e»^ 
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pMra  «1  delitQy  no  para  laa  tendencias  6  pasiones  delictaosae;  la  * 
eoejedadno  es  un  elaostro  donde  se  enfrenen  las  pasioi^es  eomo 
tales  independientemente  y  ante  los  hechos  que  pueden  deri- 
var de  ellos.  Si  las  cautelas  preventivas  son  subrogadas^  esló* 
¿ieo.  eatónces  sostener  la  necesidad  de  líLpena  supletoria  y  de 
hkfrísifMifor  tiempo  indeterminado  para  los  llamados  delincuen- 
tes incorregibles.  Pero  la  pena  supletoria  tiene  por  base  otra 
eosa  muy  distinta  que  el  :¿^ñ^0  cometido^  y  se  enlaza  á  la  cues* 
tion  de  la  cualidad  del  autor  del  delito  mismo.  Y  sin  eo^bargo^ 
para  armar  la  mano  de  la  justicia  para  la  persecución  penal^ 
basta  la  sola  demostración  de  las  cualidades  personales  en  cual- 
quier grado  temible  en  lo  futuro:  la  que  hace  necesario  que  se 
crean  in faltóles  aquellos  que  han  de  tener  la  facultad  exclusiva 
y  sübrenaturaal  de  juzgar  lias  tendencias  humanas  y  de  pene- 
tiar  en  le»  corazones.  Como  se  ve  del  utilitarismo  no  falta  un 
paso  al  sistema  de  la  Santa  Inquisición  de  infausta  memoria  y 
alas  más  terri\>les  de  las  tiranías* 

§  142»— La  pena  supletoria  debería  suponer  demostrada  la 
insaficíencía  de  aquella  expiada,  con  arreglo  á  1^  sentencia  de 
condena.  Ahora  bien,  gcómo  demostrar  esta  insuficiencia?  La 
reincidencia  misma  no  seria  á  menudo  síao  un  siníiple  indicio^ 
algo  grave;  y  solo  un  buen  ordenamiento  penal  y. preventivo, 
en  una  sociedad  dada  puede  considerarse  como  una  prueba 
bastante  6  plenamente  segura,  teniendo,  sin  embargo,  cuida-^ 
do  de  ciertas  condiciones.  Para  dudar  de  la  aptitud  de  la  rein- 
cidencia como  signo  que  prueba  necesariamente  la  insuficien- 
cia de  la  pena  normal  en  individuos  de  insensibilidad  anormal 
á  la  pena,  basta  considerar  que  los  condenados  al  salir  de  la 
cárcel  por  haber  terminado  la  pena,  no  encuentran  siempre 
en  la  sociedad  los  oportacos  socorros  y  sosten  contra  los  peli- 
gros (para  ellos  mucho  más  graves  que  para  los  demás)  de  re- 
caer en  el  delito;  basta  considerar  que  rarmente  sucede  que  la 
sociedad  asista  á  estos  desgraciados  de  todos  aquellos  cuidado» 
que  pueden  gozar  para  garantirlos  contra  tales  peligros.  Y  na 
hay  aun  quien  no  vea  como  ya  en  el  hecho  mismo  del  primer 
delito  existia  una  causa  potentísima,  aunque  solamente  oca- 
'  sional,  de  recaida;  causa  tanto  más  potente  cuanto  más  grave^ 
jiea  la  pena  expiada  por  el  primer  delito. 

TOMO   LX  12 
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Modificar  al  delincaente  haciéndole  conquistar  la  costnm-^ 
bre  del  bien,  es  bbra  de  la  pena  como  reprosion  y  reparación; 
pero  esta  no  va  más  alia  de  la  defensa  por  el  hecho  pre* 
senté:  respecto  á  las  necesidades  ulteriores,  no  será  superfino 
Tolverlo  á  decir,  otros  medios  deben  buscarse.  La  incorregibi- 
11  dad  del  delincuente  supone  una  completa  degeneración  moral 
Y  física  al  mismo  tiempo;  una  verdadera  degeneración  de  c(m- 
ciencia.  Así,  aunque  la  reincidencia  repetida  más  y  más  to^ 
€ed,  aun  cuando  sea  en  delitos  que  tengan  por  móvil  el  fía  del 
lucro,  si  ya  no  ha  producido  esta  degeneración  absoluta,  no  es 
ni  será  nunca  una  prueba'  de  incorregibilidad;  que  así  cuando 
la  reincidencia  se  acumula  á  las  penas  sufridas  por  el  culpa*» 
ble,  se  pone  más  bien  de  manifiesto  la  inexactitud  del  medio 
punitivo  aplicado,  como,  por  la  irrisoria  insuficiencia  ó  la  coa- 
lidad  deletérea  de  la  pena  singular,  se  ha  visto  el  reincidente 
<;rónico  presentarse  á  la  justicia  después  de  84  y  más  senten- 
cias probablemente  por  el  mismo  delito.  Por  consiguiente  los 
<^onatos  educadores  y  preventivos  después  de  la  pena  no  deben 
nunca  considerarse  excluidos,  sino  en  el  caso  en  que  se  trate 
de  un  sujeto  que  haya  que  fiar  sin  discusión  á  los  cuidados 
del  médico  frenólogo. 

E,  Bbusa. 
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LIBRO  II.  —  fContinuacian,) 

» 

TÍTULO  XII. 

DEL  CONCURSO  DE  ACREEDORES 

En  lo  esencial  de  cuanto  se  refiere  al  concurso  de  acreedores,  la  nueva 
Ley  ha  seguido  el  sistema  de  la  antigua.  No  podemos  nosotros,  pues,  de- 
<5ir,  como  los  comentadores  de  la  de  4855,  que  este  título  viene  á  llenar 
un  gran  vacío.  Lo  que  ha  hecho  aquí  el  legislador  ha  sido,  utilizando  los 
elementos  (jue  esa  le  ofreciera,  introducix*  algunas  innovaciones,  más  en 
la  forma  del  procedimiento  que  en  el  fondo  de  los  principios  y  garantías 
que  establece.  Ya  iremos  examinando  en  su  lugar  pportuno  estas  innova- 
ciones. Ahora,  como  crítica  general  respecto  de  ellas,  adelantaremos  que, 
si  con  su  introducción  la  Ley  ha  mejorado  algo,  todavía  era  posible  ha- 
berla perfeccionado  mucho  más,  respondiendo  á  los  necesidades  sentidas 
por  la  práctica  é  indicadas  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales. 

Estas  necesidades  se  traducen  por  la  que  existe  de  garantizar  más  só- 
lidamente los  derechos  del  acreedor.  El  concurso  se  estableció  en  favor 
-de  los  deudores,  para  que  no  pudieran  ser  molestados  por  sus  acreedores 
y  para  que,  si  viniesen  á  mejor  fortuna,  les  quedase  el  importantísimo 
beneficio  de  la  competencia.  Tanto  se  ha  extremado  ese  sentido  y  por 
tal  manera  sé  han  interpretado  los  preceptos  legales  en  favor  del  deudor» 
que  podrían  citarse  gran  número  de  casos  en  que  el  derecho  legítimo  del 
acreedor  queda  completamente  burlado,  á  pesar  de  la  justicia  de  sus  re- 
clamaciones y  de  la  posibilidad  de  satisfacerlas.  En  dichos  casos  el  expe- 
diente de  concurso  es  un  salvo  conducto  que  asegura  al  deudor  paz,  cal- 
ina y  confianza  y  que  esteriliza  todas  las  gestiones,  aun  las  más  atinadas 
del  acreedor. 

(1)  Son  eRtas  las  primeras  páginas  del  tomo  lll  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civii 
eoneordada  y  anoUia  por  la  Rédatíciotí  ic  la  Revista,  páginas  que  publicam&s  én  este 
número  para  que  nuestros  suséritores  que  no  lo  son  á  la  citada  edición  de  la  Ley», 
puedan  formar  concepto  del  sifttema  seguido,  asi  como  del  esmerado  estudio , 
que  en  ella  se  hace  de  los  más  importantes  puntos  del  derecho  procesal  y  de  su 
utilidad  para  resolver  cualquier  duda  ó  dificultad  que  surja  en  la  aplicación  de  la 
nueva  Ley.  El  tomo  Iil  aparecerá  á  principios  de  Abril  próximo. 
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Ese  defecto  no  es  sólo  de  esta  parte  de  la  Ley.  Lo  advertimos  en  toda 
ella.  £1  deudor  de  mala  fé  tiene  en  nuestro  país  recursos  innumerables 
para  eludir  el  cumplimiento  de  las  responsabilidades  que  contrajo.  Nues- 
tra legislada)  de  oonounos^  quiebr^is  y  juicio»  ejecutivos  es  incompleta 
j. deficiente,  y  ofrece  medios  para  ello,  dejando  desamparado  y  en  la  im- 
potencia más  absoluta  al  que  coa  justicia  reclama  y  no  puede  defenderse 
de  los  insidiosos  recursos  puestos  en  juego  por  un  deudor.  Añádase  á  esto 
la  tolerancia  con  que  la  opinión  mira  tales  hechos;  en  vez  de  reprobarlos 
enérgicamente,  los  estimula  de  esa  manera.  Algunas  veces  juzga  que  el 
deudores  víctima  impíamente  sacrificada  á  la  avaricia  de  sus  acreedores; 
no  estima  el  derecho  de  éstos  en  lo  que  vale  y  representa,  ni  analiza  qué^^ 
fondo  de  perversión  moral  es  preciso  que  exista  para  que  de  esa  suerte  se 
hayan  extraviado  las  ideas  y  coopera  á  la  obra  injusta  que  las  Leyes,  por 
su  parte  no  hsm  sabido  impedir  ó  remediar*  • 

Nace  de  todo  eso,  además  de  la  injusticia  que  envuelve  cualquier  falta 
de  cumplimiento  á  solemnes  obligaciones  y  además  de  la  inmoralidad  que^ 
resulta  de  la  repetición  de  semejantes  escándalos,  un  obtáculo  para  el  uso 
del  crédito  y  para  la  circulación'  de  la  riqueza.  Allí  donde  el  acreedor 
considera  garantizado  debidamente  su  derecho,  los  negocios  se  hacen  sin 
estimar  para  nada  en  ellos  la  desconfianza  y  sin  descontar  su  prima;  la 
usura  es  menor  y  el  movimiento  de  capitales  más  activo  y  fecundo.  Pero 
donde  la  mala  íé  arraiga  y  obtiene  el  patrocinio  indirecto  de  las  leyes^ 
todo  eso  se  paraliza  y  entorpece  con  grave  detrimento  del  bienestar  ge- 
neral. Un  pueblo  pobre  y  poco  exacto  en  la  realización  de  sus  compro-r 
misos,  diñ'cilmente  saldrá  de  la  existencia  precaria  á  que  le  condenan  qs- 
•  tas  circunstancias.  Cuando  es  rico  y  por  su  propia  voluntad  ó  porque  la 
Ley  le  obliga  á  ello,  exacto  cumplidor  de  sus  deberes,  el  juego  de  los  in- 
tereses económicos  se  verifica  en  su  seno  sin  entorpecimientos  ni  dificul- 
tades, y  los  negocios  marchan  pronto  y  bien,  provocando  y  mantenienda 
ese  bienestar  que  es  síntoma  seguro  del  imperio  del  derecho  y  de  la  jus- 
ticia. 

Aquí  se  advierte  la  importancia  de  las  leyes  de  procedimiento.  Al  ha- 
blar del  juicio  de  abintestato  hicimos  notar  la  necesidad  de  que  la  Ley 
impidiera  todo  fraude  en  daño  de  los  legítimos  herederos;  al  tratar  de 
concurso,  como  más  adelante,  cuando  nos  ocupamos  en  las  quiebras,  no 
liay  que  olvidar  nunca  ese  interés  del  acreedor,  ni  el  empeño  de  que  se 
cumpla  la  lé  prometida.  Estos  grandes  principios,  indispensables  para  la. 
¥lda  íundica»  económica  y  social  de  los  pueblos,  deben  inspiramos  siem- 
1^.  Las  leyes  de  procedimiento  civil  son  las  llamadas  á  garantizarlos.  £1 
que  las  redacta  y  el  que  las  comenta  deben  elevarse  á  esa  altura  para  He- 
nar bien  y  de  una  manera  cumplida  su  respectivo  oficio.  Esa  debe  ser  su 
iKise  y  su  regla  de  .conducta  constante  para  desenvolver  con  acierto  tale& 


LET  DS  ÜNiülOIABUENTO  CIVIL  93 

principios^  el  e3í4m6n  y  atento  estudio  de  la  realidad.  Si  el  legüladcnr  ea 
las  diversas  materíad  de  qro  Tetiimofi  hablando  hubiera  proesrado  sáeiK 
pre  afírmar  los  prtnópios  que  en  cada  caso  inspiraban  su  trabajo  y  wm 
apartarse'  de  la  rcialidad  para  llevarlos  á  la  práctica,  no  ImbiéBemoft  ad- 
vertido en  los  títulos  anteñores  tantos  defectos,  ni  afearían  el  que  ahora 
examinamos  tantas  imperfecciones,  ni  seda  preciso  que  recomendáramoa 
para  el  porvenir  tantas  roformas. 

SECCIÓN  PRIMERA. 

DE  LA  QUITA   T  ESPERA. 

M  sistema  de  la  Ley  actual  en  lo  que  sé  refiere  al  concwso  de  aeree*- 
dores  hemos  dicho  que  es  en  el  fondo  el  de  la  de  4855,  aunque  en  la  for- 
ma difieren  ambos*  Empezaba  ésta  por  distingoir  en  el  con/surso  de  aereo- 
dores  dos  especies  distintas:  el  concurso  voluntario  y  el  concurso  necesa- 
rio. Empieza  aquélla  por  el  procedimiento  que  ddi)e  seguirse  para  la  ob- 
tención de  la  quita  y  espera,  porque  su  solicitud  puede  ser  anterior  á  la 
que  produce  el  concurso.  La  nueva  Ley  es  más  lógica.  Y  se  informa  más 
de  la  realidad  que  la  antigua,  atiende  sus  exigencias  con  más  esmero  y 
procura  satisfacerlas  con  más  cuidado. , 

La  Ley  de  4855,  establecia  esa  dbtincion,  analizaba  cada  uno  de  sus 
miembros,  determinando  el  procedimiento  que  había  de  seguirse  para 
plantear  el  concurso  volunt^o  ó  el  concurso  necesario  de  acreedores, 
segnn  los  casos.  Después,  entrando  ya  en  lo  que  es  común  á  ambas  espe- 
'Cies  de  concurso,  establecia  ei  procedimiento  para  la  administración  de 
los  bienes  del  concursado,  para  el  reconocimiento  y  graduación  de  los 
«réditos  presentados  para  la  caliñcacíon  del  concurso,  para  el  convenio 
que  ha  de  poner  término  á  este  juicio  universal  y  para  los  alimentos  que 
han  de  darse  mientras  se  sustancia  á  quien  tenga  derecho  á  reclamarlos 
y  obtenerlos. 

La  Ley  de  4884  empica  como  hemos  dicho  por  la  quita  y  espera. 
Cuando  estas  no  se  solicitan  ó  no  se  obtienen,  lo  primero  es  la  declara- 
ción del  concurso  y  por  eso  estudia  á  seguida  su  procedimiento.  Entra 
después  en  el  análisis  de  las  diligencias  consiguientes  á  dicha  declaración 
y  continúa  determinando  lo  relativo  á  citacioi?  de  acreedores  y  nombra- 
miento de  síndicos,  á  la  administración  de  ios  bienes  del  concursado  y  ai 
reconocimiento,  graduación  y  pago  de  los  créditos  que  se  presentasen. 
Después  sigue  el  sistema  de  la  antigua  Ley  y  se  ocupa  en  la  calificación 
del  concurso,  el  convenio  y  los  alimentos. 

Veamos  cómo  lo  hace  entrando  en  el  deitenido  estudio  del  procedí- 
.  miento  que  establece. 
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Art.  1130.    Todo  deudor  que  no  sea  comerciante,  antes  de 
presentauBe  en  concurso,  podrá  solicitar  jodicialmente  de  sus 
aereedores  quita  y  espera  ó  cualquiera  de  Itüs  dos  cosas. 
•    Acompañarán  necesariamente  á  esta  solicitud: 

1**  Una  relación  nominal  de  todos  sus  acreedores,  ¿con  ex- 
presión del  domicilio  de  los  mismos,  de  la  procedencia  y  anti- 
güedad ó  fecha  de  los  créditos  y  del  importe  de  cada  uno  de 
ellos. 

2**  Otra  relación  circunstanciada  y  exacta  de  sus  bienes, 
con  el  valor  en  venta  en  que  los  estimé.  Sólo  podrá  excluir  de 
ella  los  bienes  que  con  arreglo  al  art.  1449  no  pueden  ser  ob- 
jeto de  embargo. 

Estas  relaciones  serán  firmadas  por  el  deudor  6  por  quien 
lo  represente  con  poder  especial.  {Zey  ant,  artículos  506^  507.) 


Lod  artículos  506  y  507  de  la  antigua  Ley  con  que  ésta  concuerda, 
disponían  lo  siguiente : 

«Art.  506.  El  que  se  presente  en  concurso  voluntario  debe  acompa- 
ñar á  su  solicitud: 

h^  Relación  firmada  de  todos  sus  bienes,  hecha  con  individualidad  y 
exactitud.  Solo  se  exceptuarán  de  ella  los  bienes  que  con  arreglo  al  ar- 
tículo 951,  no  pueden  ser  objeto  de  ejecución. 

t^  Un  estado  de  las  deudas,  con  expresión  de  su  procedencia  y  de  los- 
nombres  y  domicilio  de  los  acreedores. 

3**  Una  memoria  en  que  se  consignen  tas  causas  que  hayan  motivado 
su  presentación  en  concurso. 

Sin  estos  documentos  no  se  admitirá  ninguna  solicitud  de  concurso 
voluntario. 

Art.  507.  Si  el  deudor  solicita  quita  y  espera,  ó  cualquiera  de  las 
dos  cosas,  el  Juez  mandará  inmediatamente  convocar  á  junta  de  acree- 
dores. 

Al  efecto  señalará  término  bastante  para  que  puedan  concurrir  todos 
los  que  residan  en  la  Península,  designando  el  dia,  hora  y  sitio  en  que 
deba  verificarse  la  junta.» 

I. 

La  primera  diferencia  existente  entre  estos  preceptos  está  marcada  en 
las  primeras  palabras  con  que  empieza  el  f430  y  las  frases  con  que  dai^ 
principio  al  506  y  al  507.  Esa  diferencíanos  lleva  á  estudiar  una  cuestión 
previa:  la  de  quiénes  pueden  socilitar  la  quila  y  espera,  y  quiénes  no 
pueden  solicitarlas.  Según  el  art.  1430  pueden  hacerlo  todos  los  deudores 
que  no  sean  comerciantes,  conforme  á  lo  prevenido  en  las  disposiciones 
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de  esta  sección.  Según  la  Ley  antigua  podía  hacerlo  todo  deudor  que  pu- 
diera presentarse  en  concurso  voluntario.  La  nueva  legislación -excluye 
desde  luego  de  ese  precepto  á  los  comerciantes.  Ha  de  entenderse  que  lo 
son  los  que  están  comprendidos  en  la  definición  del  art.  4^  del  Código  de 
Comercio,  ó  sea  «los  que  teniendo  capacidiad  legal  para  ejercer  el- comer- 
cio, se  han  inscrito  en  la  matrícula  de  comerciantes  y  tienen  por  ocupa- 
ción habitual  y  ordinaria  el  tráfico  mercantil.»  Se  entiende  en  virtud  de 
este  artículo  que  son  comerciantes  ó  que  se  dedican  á  cualquier  ramo  ó 
especie  del  comercio,  los  mismos  mercaderes  y  tenderos  que  en  merca- 
dos, almacenes,  tiendas  ó  puestos  ambulantes  venden  al  por  mayor,  ó  al 
menudeo;  que  los  negociantes  y  banqueros^  dedicados  á  altas  especula- 
ciones de  giro  y  banca;  que  los  fabricantes,  que  trasforman,  cambian  y 
aplican  los  productos  y  primeras  materias,  creando  nuevos  géneros  y  exr 
pendiéndolos;  qué  los  armadores,  constructores  y  propietarios  de  barcos, 
dueños  de  grandes  empresas  de  trasporte;  y  que,  por  último,  los  asegura- 
dores de  esos  barcos  y  las  empresas  destinadas  á  toda  clase  de  seguros 
marítimos  y  terrestres,  sobre  la  vida  ó  sobre  los  bienes. 

Los  comentadores  del  Código  mercantil  explicando  este  artículo  dicen 
que  un  comerciante  puede  tener  otras  ocupaciones  preferentes  y  dedicarse 
sin  embargo  al  comercio.  Para  caliñcar  á  uno  de  comerciante  ha  de  te- 
nerse en  cuenta  lo  declarado  por  el  Tribunal  Supremo  en  su  sentencia  de 
46  de  Junio  de  4874  donde  se  dispone  que  «la  habitualidad  por  sí  sola  es- 
tando acreditada,  somete  á  las  leyes  de  comercio,  y  que  si  las  operaciones 
mercantiles  se  verifican  habitualmente  por  encargo  de  otro,  sea  conside- 
rado como  comerciante  el  que  los  verifica.»  Y  con\o  en  muchas  ocasiones 
no  seria  fácil  distinguir  bien  la  índole  de  las  operaciones  practicadas,  ni 
si  son  mercantiles  ó  no,  porque  entre  el  derecho  civil  y  el  derecho  de  co- 
mercio no  hay  diferencias  sustanciales,  es  también  doctrina  legal,  afir- 
mada en  la  sentencia  de  28  de  Febrero  de  4859,  «que  toda  prueba  sobre 
ejercicio  habitual  sea  admisible,  aun  no  habiendo  la  reunión  de  circuns- 
tancias que  exige  el  art.  4®  del  Código  mercantil.» 

£1  art.  2®  del  mismo  cuerpo  legal  contribuye  á  esclarecer  el  sentido 
del  anterior.  Dice  ese  artículo  que  «los  que  hagan  accidentalmente  alguna 
operación  de  comercio  terrestre,  no  serán  considerados  comerciantes 
para  el  efecto  de  gozar  de  las  p rerogativas  y  beneficios  que  á  estos  están 
concedidos  por  razón  de  su  profesión,  '^in  perjuicio  de  quedar  sujetas  en 
cuanto  á  las  controversias  que  ocurran  sobre  estas  operaciones  á  las  leyes 
y  jurisdicción  del  comercio.»  La  razón  de  este  mandato  es  obvia,  como 
dicen  los  comentadores  de  dicho  Código;  porque  si  es  condición  necesaria 
para  ser  reputado  comerciante,  como  manda  el  art.  4^,  la  ocupación  habi- 
tual y  ordinaria  del  tráfico  mercantil,  es  decir,  el  ejercicio  frecuente  y 
continuado  de  las  operaciones  mercantiles,  de  modo  que  constituya  la 
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profesión  ó  existencia  social  de  la  persona,  es  claro  que  los  que  acciden- 
talmente hacen  algún  acto  de  comercio  no  pueden  gozar  de  las  preroga- 
tivas  y  beneficios  otorgados  á  los  verdaderos  comerciantes. 

Definidos  de  esta  manera  los  comerciantes  debemos  establecer  como 
regla  general,  explícitamente  sancionada  en  el  art.  4388,  que  los  que  lo 
sean  cuando  se  constituyan  en  estado  de  quieura,  quedarán  sujetos  á  los 
procedimientos  marcados  en  el  Código  mercantil  y  en  el  tít.  i  3  de  la  Ley 
actual,  sin  que  se  los  pueda  someter  á  las  reglas  ordenadas  para  el  con- 
curso de  acreedores.  Los  jueces  no  darán  lugar  en  ese  caso  á  la  declara- 
ción de  concurso  que  se  solicite,  y  decretarán  la  de  quiebra  respecto  de 
los  que  se  hallen  en  dichas  circunstancias.  Estas  prescripciones  aclaran  la 
primera  frase  del  art.  4130,  según  la  cual,  así  como  el  comerciante  no 
puede  pedir  que  se  le  declare  concursado,  sino  quebrado,  tampoco  puede 
solicitar  conforme  al  procedimiento  de  la  sección  primera  del  tít.  4S  que 
sus  acreedores  le  otorguen  judicialmente  la  quita  y  espera.     • 

Quedan,  pues,  terminantemente  excluidos  de  las  disposiciones  que  va- 
mos á  estudiar,  los  comerciantes.  Nos  restan  todos  los  demás  deudores 
que  no  sean  comerciantes.  La  Ley  no  excluye  á  ningún  otro.  ¿Es  que 
basta  la  condición  de  deudor  para  solicitar  la  quita  y  espera  ó  uno  sólo 
de  estos  beneficios? 

El  artículo  que  examinamos  da  á  entender  que  puede  solicitarla  quita 
y  espera  todo  aquel  que  pueda  presentarse  en  concurso.  Puede  presen- 
tarse en  concurso  todo  el  que  tiene  capacidad  para  obligarse  y  contratar, 
todo  el  que  puede  enajenar  ó  ceder  sus  bienes.  En  realidad  el  que  se  pre- 
senta en  concurso  procede  como  si  enajenara  su  hacienda;  la  entrega  á 
los  acreedores  para  que  estos  la  vendan  y  se  distribuyan  el  precio.  De 
donde  se  deduce  que  ha  de  ser  hábil  para  enajenarla,  y  que  si  nb  lo  fuera 
no  podrá  promover  este  juicio  universal,  ni  solicitar  de  sus  acreedores  la 
quita  y  espera  á  que  se  refiere  la  sección,  en  cuyo  examen  nos  ocupa- 
mos. Los  comentadores  han  entrado  algunas  veces  en  el  estudio  de  las 
leyes  de  Partida  relativas  á  quiénes  pueden  ó  no  ceder  sü  hacienda  para 
detern^nar  quiénes  pueden  ó  no  declararse  en  concurso.  Ese  estudio  es 
inútil  y  enojoso.  La  cuestión  está  resuelta  con  arreglo  á  los  principios 
generales  de  derecho  de  la  manera  sencilla  y  fácil  que  acabamos  de 
indicar. 

Ateniéndonos  á  ellos  y  limitándonos  á  interpretarlos  según  queda 
expuesto,  sabemos  ya,  para  aplicar  el  art.  4130,  quiénes  pueden  solicitar 
la  quita  ó  espera  ó  cualquiera  de  estas  dos  cosas,  como  di<!e  la  Ley. 

n 

•  Tengamos  á  otro  punto  que  inmediatamente  después  aparece  y  que 
no  ofrece  menos  interés  que  el  anterior. 
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Lo  mismo  la  cesión  de  bienes  que  la  quita  y  espera  son  medios  de 
«'extinguirse  las  obligaciones.  Cuando  un  hombre  tiene  medio  de  atender  á 
-ellas  y  de  pagar  sus  deudas,  se  le  obliga  por  los  medios  que  establece  la 
Ley  á  que  las  pague  y  solvente  los  créditos  que  aparecen  contra  él.  Cuan- 
do carece  de  esos  medios  y  llega  á  semejante  estado,  si  es  comeijpiante  se 
declara  en  quiebra  y  si  no  lo  es  puede  declararse  en  concurso.  Entonces 
-es  cuando  apela  á  cualquiera  de  estos  tres  recursos: 

1^    A  obtener  de  sus  acredores  una  espera. 

%^    A  que  sus  acreedores  le  perdonen  en  todo  ó  en  parte  la  deuda. 
3®    A  que  vendan  y  se  distribuyan  el  producto  de  sus  bienes  que  él 
•les  cede. 

Bspera,  por  lo  tanto,  es  un  beneficio  que  conceden  los  acreedores  al 
4eudor,  otorgándole  un  plazo  para  que  satisfaga  sus  compromisos. 

Quita,  es  también  un  beneficio  hecho  al  deudor  por  los  acreedores,  en 
virtud  del  cual  éstos  les  perdonan  todo  ó  parte  de  las  deudas  que  ha  con- 
traido  y  que  no  puede  satisfacer  íntegramente. 

Cesión  de  bienes,  como  su  mismo  nombre  lo  indica,  es  la  entrega  que 
liace  el  deudor  á  los  acreedores  de  los  que  posee,  pero  en  vista  de  no 
poder  pagarles  todos  sus  créditos,  se  les  distribuyan  proporcionalmente 
é.  los  títulos  y  cuantía  de  la  deuda  que  tiene  con  cada  uno.  Cuando  el 
deudor  está  dispuesto  á  ceder  sus  bienes  para  ese  pago  ó  llega  el  caso  pre- 
visto por  la'Leydeque  deba  cedeclos,  se  abre  un  juicio  universal  al 
•  cual  deben  concurrir  todos  los  acreedores,  y  que  de  esta  circunstancia  de- 
riva su  nombre  de  concurso  de  acreedores. 

Siempre  que  exista  un  deudor  de  buena  fé,  que  por  consecuencia  de 
desgracias  inevitables  ó  del  mal  éxito  de  los  negocios  que  hayaempren- 
-dido,*se  vea  en  la  imposilnlidad  de  pagar  todo  lo  que  deba,  puede  ape- 
lar, si  es  comerciante,  á  declararse  en  quiebra  y  si  no  lo  es  á  solventar 
^u  situación  por  alguno  de  los  tres  medios  que  hemos  indicado.  Este  prin- 
cipio, admitido  en  todas  las  legislaciones  modernas  y  en  la  mayor  par- 
te de  los  Códigos  que  gozan  de  más  jusla  fama,  es  el  que  informa  la  ma- 
teria de  que  venimos  tratando.  • 

La  Ley  de  1855  establecía  que  el  deudor  que  se  encontrara  en  ese  caso 
pudiera  apelar  indistintamente  á  esos  diversos  medios.  Podia  pedir  que 
se  le  declarara  en  concurso  y  después  de  solicitar  la  quita  y  espera  ó  una 
de  estas  cosas  tan  sólo,  y  podia  solicitar  las  dos  ó  una  de  ellas  antes  de 
presentarse  en  concurso.  La  Ley  de  1884  establece  en  el  artículo  que  exa- 
minamos que  cuando  hubiese  de  presentarse  en  concursó  podrá  solicitar 
la  quita  y  espera  ó  sólo  uno  de  esos  dos  beneficios;  pero  antes  de  hac» 
aquella  presentación.  Entiéndase  bien  que  ha  llegado  para  un  deudor  el 
easo  de  presentarse  en  concurso  cuando  no  puede  pagar  las  deudas  que 
Jiubiere  contraído.  Entonces  está  en  el  caso  de  optar  por  cualquiera  de  los. 
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tres  medios  más  arriba  indicados.  Si  opta  por  ia  quita  y  espera  ó  por  al- 
guna de  ellas  deberá  solicitarlas  antes  de  presentarte  en  concurso;  des- 
pués de  haberlo  hecho  no  podrán  ya  pedir  ni  la  quita,  ni  la  espera. 

Una  y  otra  podrá  solicitarlas  judicialmente,  es  decir,  para  que  sebbli- 
gne  á  sus  acreedores  á  que  las  otorguen.  Caso  de  que  todos  los  acreedores 
estuviesen  conformes  en  hacerlo  como  él  pide,  en  otorgarle  un  plazo  para 
que  pa^e  las  deudas  ó  en  perdonarle  parte  de  ellas,  no  habrá  necesidad 
de  que  el  deudor  acuda  á  los  Tribunales;  bastará  con  que  convenga  con 
el  acreedor  ó  acreedores  la  quila  ó  la  espera  concertadas.  El  procedi- 
miento judicial  se  dá  para  el  caso  de  que  alguno  ó  algunos  no  se  presta- 
sen á  ello,  á  fín  de  reducirlos  y  obligarlos  á  que  lo  hagan  por  los  medios 
que  el  derecho  establece  y  que  vamos  á  exponer. 

Allá  en  los  tiempos  de  la  monarquía  absoluta,  cuando  la  voluntad 
regia  era  fuente  de  todo  derecho  y  de  todo  poder,  en  esos  tristes  y  oscu- 
ros dias  de  la  Edad  media,  en  que  gobernaba  esta  esfera  de  la  vida  la  más 
deplorable  confusión  de  atíribuciones  y  privilegios,  ocurrió  muchas  veces 
que  al  marchar  el  monarca  á  la  guerra  y  reunir  sus  mesnadas  para  caer 
sobre  el  enemigo,  •  los  señores  y  capitanes  de  la  hueste,  agobiados  de 
deudas  y  sin  recursos  para  pagarlas,  le  pidieran  cartas  de  perdón  ó  de 
moratoria.  Los  reyes  dieron  muchas  de  ellas,  interponiendo  su  voluntad 
soberana  entre'  el  acreedor  y  el  deudor  perdonaban  á  este  todo  ó  parte  de 
la  deuda  ó  aplazaban  su  pago  y  lo  remitían  á  una  época  lejana.  El  interés 
de  llevarlos  en  su  hueste,  la  conveniencia  dé  utilizar  los  servicios  de 
algunas  personas,  explicaban  entonces  y  justificaban,  dadas  las  id6as 
reinantes,  eso  que  á  nosotros  se  nos  figura  y  que  en  realidad  es  una  tre- 
menda injusticia,  un  verdadero  absurdo. 

Las  cartas  de  perdón  cayeron  en  desuso  antes  de  la  Edad  moderna.  Las  • 
cartas  de  moratoria  se  han  conservado  hasta  época  bien  reciente.  En 
prueba  de  ello  citaremos  lo  que  las  leyes  de  Partida  disponian  respecto  á 
unas  y  otras. 

Sobre  las  primeras,  sobre  las  cartas  de  perdón,  decia  la  Ley  32  del 
titulo  18  de  la  Partida  3*:  «Ca  tales  y  ha  que  le  piden  (al  Rey)  cartas  en 
que  les  otorgue  que  el  debdo  que  deben  á  otro,  que  nunca  sean  tenudos 
de  gelo  dar,  nin  de  les  responder  por  ello;  é  porque  tal  carta  como  esta 
es  contra  el  derecho  natural,  tenemos  por  bien  é  mandamos  que  el  judga* 
dor  ante  quien  paresciere,  non  consienta  que  sea  creyda,  ni  vala.» 

Sobre  las  segundas,  sobre  las  cartas  de  moratoria,  el  inmortal  Código 
no  mantenía  de  la  misma  manera  los  buenos  principios  jurídicos.  La  Ley 
35  del  título  18  de  la  Partida  3^  dice  que  «acaesce  á  las  vegadas  que  el 
Rey  ha  menester  su  servicio  destos  átales  en  hueste  ó  de  otra  manera,  ó» 
por  saber  que  ha  de  les  facer  bien  é  merced  dales  cartas  en  que  les  aluenga 
el  plazo.  E  tal  carta  como  esta  mandamos  que  vala.»  Esta  injusticia  conti-- 
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nuó  subsistente  hasta  el  establecimiento  definitivo  de  la  monarquía  cons- 
titucional. El  Rey  ó  su  Consejo  de  Castilla  conservaron  la  facultad  de 
otorgar  tales  moratorias,  y  no  hay  para  qué  decir  que  semejante  facultad 
fué  manantial  de  abusos  é  inmoralidades  sin  término  bajo  el  antiguo  ré- 
gimen. Por  fin,  un  decreto  de  1834  vino  á  prohibirlas,-  mandando  que  no 
se  diera  curso  á  ninguna  solicitud  sobre  concesión  de  moratorias  ó  de  pla- 
zos para  retardar  ó  suspender  el  pago  de  las  deudas. 

Desde  esta  época  sólo  los  acreedores  han  podido  conceder  esas  mora- 
torias ó  esperar,  dice  el  Sr.  Manresa  en  su  comentario  á  la  ley  de  4855. 
Este  es  el  criterio  de  Ta  ley  anterior  y  el  de  la  de  1884.  Pero  no  se  desen- 
vuelve ese  principio  en  ellas  garantizando  su  cumplimiento  «absoluto.  El 
derecho  moderno  no  tiene  por  nada  ni  podia  tenerlo  en  cuenta,  el  inte- 
rés de  la  monarquía  ó  del  monarca,  ni  las  necesidades  de  la  guerra.  Por 
algo  nos  separan  unos  cientos  de  años  de  la  éppca  de  Alfonso  X.  En  cam- 
ino, invocando  la  buena  fó  del  deudor,  las  desgracias  del  concursado  y  el 
kiterés  de  los  acreedores,  cree  que  en  cierto  modo  puede  obligarse  á  éstos 
á  que  otorguen  esos  beneficios.  Así,  la  base  de  que  parten  los  códigos 
coetáneos  es  siempre  la  de  que  la  mayor  parte  de  los^'acreedores  y  la  más 
importante  por  la  cuantía  de  sus  créditos  convenga  en  otorgar  la  conce- 
sión. Si  esto  sucede  y  hay  algún  acreedor  que  se  niega  á  hacerlo,  puede 
ser  obligado.  ¿Cómo?  Esto  es  lo  que  el  estudio  de  esta  sección  nos  dirá. 

Téngase  al  examinarla,  sin  embargo,  en  cuenta,  que  eso  es  siempre 
injusto,  y  que  el  derecho  tiende  á  no  violentar  en  materia  tan  delioada  la 
voluntad  del  acreedor.  Todo  lo  que  la  Ley  establezca,  pues,  en  daño  del 
acreedor  y  en  beneficio  del  deudor,  ha  de  interpretarse  de  una  manera 
restrictiv.a,.y  siempre  que  veamos  el  medio  de  reformar  sus  preceptos  en 
el  sentido  de  que  s^  respete  la  libertad  y  la  independencia  de  los  acreedo- 
res, y  debemos  proponer  y  estimular  la  reforma,  en  la  seguridad  de  que 
apoyamos  lo  más  equitativo  é  impedimos  que  se  cometan  inmoralidades  y 
firaades  harto  comunes  en  los  concursos  y  en  las  quiebras. 

#  m. 

Ya  sabemos  quiénes  pueden  solicitar  la  quita  y  espera,  cuándo  han  de 
solicitarse  y  por  qué  pueden  solicitarse  judicialmente.  Veamos  ahora 
eómo  ha  de  hacerse  esa  solicitud. 

La  ha  de  suscribir  el  deudor  mismo  que  solicita  se  le  declare  en  cori- 
cnrso,  y  si  él  no  la  suscribiese,  habrá  de  hacerlo  un  representante  suyo, 
que  lo  sea  en  virtud  de  poder  especial  para  este  efecto.  En  dicho  caso,  á 
la  solicitud  acompañará  la  copia  de  la  escritura  de  poder  en  cuya  repre- 

meatAcioií  obra. 

En  el  fondo  de  dicho  escrito  debe  expresar  el  deudor,  ó  quien  á  su 
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nombre  lo  exteudiere,  cuál  es  la  situación  aflictiva  á  que  ha  llegado,  y^ 
cómo,  encontrándose  con  deudas  superiores  á  sus  bienes,  no  le  es  posible 
satisfacer  aquellos  íntegramente  ó  en  el  plazo  en  «que  vencen,  por  lo  cual 
solicita  lo  que  juzgue  convenirle  más,  la  quita,  la  espera  ó  ambas  cosas  á 
á  la  vez.  No  hay  para  qué  decir — pues  tratándose  de  un  escrito  que  hace 
ofícios  de  demanda  y  que  plantea  un  juicio,  el  sentido  común  basta  á  de- 
clar?irlo; — no  hay  para  qué  decir  que  en  este  escrito  deben  exponerse  los 
hechos  concreta  y  claramente,  y  expresarse  lo  que  se  pide  de  un  mode 
que  no  dé  lugar  á  dudas.  Esta  es  la  condición  primera,  conforme  á  lo  que 
la  ley  previene  y  nosotros  observamos  respecto  á  la  manera  de  redactar  la 
demanda  ordinaria,  y  hemos  indicado  después  en  todos  los  escritos  análo* 
gos  á  ella. 

Pero  el  artículo  que  estamos  comentando  pide  para  este  algo  más  de 
lo  que  acabamos  de  manifestar;  pide  que  vaya  acompañado  de  una  rela- 
ción de  las  deudas  que  tiene  el  que  solicita  se  le  declare  en  concurso,  y 
de  una  relación  de  los  bienes  que  posee.  Estas  relaciones  pueden  ir  inclui- 
das en  el  cuerpo  de  la  solicitud  ó  presentarse  aparte.  En  el  primer  caso  su 
puesto  natural  está  en  el  desenvolvimiento  de  las  razones  que  justifican  la 
demanda  de  quita  y  espera.  Al  exponer  el  deudor  que  tiene  más  deudas 
que  bienes,  y  que  por  esta  causa  no  puede  satisfacer  aquellas  íntegramen- 
te ó  en  tiempo  oportuno,  es  natural  que  enumere  c>ino  justificación  desn 
aserto  unas  y  otros.  Si  no  lo  hiciere  así,  si  optare  por  presentar  esas  rela- 
ciones aparte,  entonces  deberá  en  el  cuerpo  de  la  solicitud  referirse  á  ellas 
y  autorizarlas  de  la  propia  suerte  que  la  solicitud  lo  estuviese,  afín  deque 

pueda  establecerse  la  identidad  de  ese  documento  y  su  relación  con  el  que 
acompaña. 

Lo  mismo  cuando  haga  una  y  otra  enumeración  en  la  solicitud  qucf 
cuando  la  hiciese  en  escrito  anejo,  debe  observar  las  prevenciones  si- 
guientes: 

i^  La  relación  de  acreedores  ha  de  ser  nominal  y  comprenderlos  á  to- 
dos. £1  art.  506  mandaba  además  que  esa  relación  contuviera  indicacio- 
nes sobre  la  procedencia  de  cada  deuda  y  el  domicilio«de  los  acreedores. 

Se  ordenaba  la  declaración  y  fijación  de  todas  las  deudas  para  que  el 
Juez  pudiese  apreciar  desde  luego,  relacionando  ese  dato  con  los  de  la 
fortuna  del  deudor,  su  verdadero  estado  económico,  y  para  evitar  fraudes 
por  la  presentación  de  deudores  imaginarios  dispuestos  á  conceder  la  qui- 
ta y  espera.  El  precepto  satisfacía  el  primero  de  esto§  fines,  pero  no  el  se- 
gundo. Puesto  de  acuerdo  con  algunas  personas,  el  deudor  puede  en  ese 
escrito  presentar  ya  todos  los  deudores  imaginarios  que  le  convenga.  Las 
indicaciones  sobre  la  procedencia  de  la  deuda  tienden  también  á  evitar  ese 
fraude,  dificultando  semejante  invención;  pero  tampoco  constituyen  un 
medio  decisivo.  Como  pueden  inventarse  los  acreedores,  puede  fingirse  la 
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razón  y  el  fundamento  de  sus  créditos.  La  Ley  actual  manda  en  el  artí- 
culo 4 136^  que  además  se  consigne  la  antigüedad  ó  fecha  de  los  créditos  y 
el  importe  de  cada  uno  de  ellos,  pormenores  todos  encaminados  al  propio 
objeto;  pero  que  tampoco  lo  satisfacen  completamente.  Ni  acertamos  nos- 
I  otros  á  determinar  qué  garatías  pudieran  exigirse  en  esta  parte  á  fin  de 

I  evitar  aquellos  abusos.  Desde  luego  quisiéramos  que  la  Ley  reclamara  de 

I  un  modo  positivo  la  fecha  de  todos  los  créditos.  Con  ella  será  más  diñ'cil 

I  la  superchería  por  los  recursos  que  luego  pueden  usarse  para  evidenciar 

i  ó  destruir  la  afirmación  que  garantiza. 

I  Las  indicaciones  respecto  al  domicilio  de  los  acreedores  se  piden  para 

I  facilitar,  después  de  presentado  este  escrito,  la  tramitación  del  con- 

•  curso.   •  * 

2^  £1  art.  506  de  la  Ley  de  4855  pedía  que  la  relacioil  de  los  bienes 
que  posee  el  que  quiere  presentarse  en  concurso  estuviese  hecha  con  in- 
dividualidad y  exactitud.  Más  terminante  la  Ley  dé  4884,  exige  que  esa 
relación  sea  circunstanciada;  que  comprenda,  además  de  los  bienes,  el  va- 
lor en  venta  en  que  su  dueño  los  estime.  Esto  último  se  ha  dispuesto  á 
fin  de  que  aprecie  el  Juez  mejor  y  más  rápidamente  el  estado  económico 
I  del  4eudor. 

:    '  Que  la  relación  de  bienes  sea  circunstanciada  y  exacta  se  exige  para 

evitar  fraudes.  Estos  pueden  cometerse  también  ocultando  el  deudor  par- 
le de  los  que  posea.  Por  eso  la  relación  que  haga  de  los  mismos  será 
clara  y  concreta,  no  debiendo  el  Juez  admitirla  si  se  presenta  en  términos 
poco  explícitos  y  que  no  permitan  formar  cabal  idea  de  las  cosas  que  cons- 
tituyen su  caudal.  La  Ley  de  4855,  para  asegurar  con  la  responsabilidad 
directa  y  personal  del  deudor  la  exactitud  de  esa  relación,  le  mandaba  que 
la  firmase.  La  actual  manda  que,  ó  la  firme  él,  ó  quien  lo  represente  con 
poder  especial.  Este  poder  se  dará  para  solicilar  la  quita  y  espera  y  para 
{Nresentar  y  suscribir  las  relaciones  de  bienes  y  acreedores  de  que  habla 
■  el  art.  4430  de  la  Ley,  á  fin  de  que,  mediante  esa  cláusula,  quede  perso- 

nal y  directamente  comprometida  la  responsabildad  del  deudor,  que  es 
lo  que  se  pretende. 

De  esa  relación,  decia  el  art.  506,  se  exceptuarán  los  bienes  que,  con 
arreglo  al  art.  954,  no  pueden  ser  objeto  de  ejecución.  De  esarelacion, 
iÜce  el  art.  4430,  sólo  podrá  excluir  el  deudor  los  bienes  que,  con  arre- 
glo al  art.  4449,  no  pueden  ser  übjeto  de  embargo. 

£1  art.  954  decia:  «No  se  causarán  nunca  embargos  en  el  lecho  cuo- 
tidiano'  del  deudor,  su  mujer  é  hijos,  en  las  ropas  del  preciso  uso  de  los 
mismos,  ni  en  los  instrumentos  necesarios  para  el  arte  ú  oficio  á  qué  el 
primero  pueda  estar  dedicado.  Ningunos  otros  bienes  se  considerarán  ex- 
e^toados.»  £1  art.  4449  repite  este  precepto,  casi  con  las  mismas  pala- 
bras. Su  razón  la  analizaremos  al  ocupamos  en  estudiarlo.  Algunos  co- 
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menud^res  recuerdan  aquí  varias  de  nuestras  antiguas  leyes  sobre  bienes 
y  objetos  exceptuados  de  embargo.  Esas  leyes  eran  la  3^  y  5**  ^  títu- 
lo 13  de  la  Partida  5»;  la  i*,  2*  y  3*  del  título  5«»  del  libro  4°;  la  «*,  i\ 
y  7*  del  título  20  del  libro  7*^,  y  la  4*,  14,  i5,  46,  17,  IB  y  19  del  títu- 
lo»  31  del  libro  11  de  la  Novísima  Recopilación.  £1  Real  decreto  de  i7  de 
Febrero  de  1834  se  refiere  también  á  esta  materia.  Estas  leyes  deben  con- 
sultarse como/  antecedentes  del  art.  1449;  pero  no  ^stán  vigertes  en  lo 
que  se  oponen  á  él  ó  en  lo^e  difieren  de  sus  términos. 

Jurisprudencia. — Respecto  de  estas  disposiciones  y  de  las  análogas  á 
ellas  pueden  citarse  los  principios  de  derecho  establecidos  por  el  Tribu- 
nal Supremo  en  las  siguientes  declaraciones: 

Los  bienes  enajenados  antes  de  que  el  deudor  haga  la  cesidn  á  sus 
acreedores  no  pueden  estar  sujetos  al  concurso.  (13  Diciembre  1853.) 

Los  bienes  del  concursado  están  bajo  la  inmediata  inspección  del  Tri^ 
bunal  que  conoce  del  juicio.  (22  Febrero  1872.) 

Tratándose,  no  de  un  acreedor,  sino  de  un  comprador  de  bienes  M 
declarado  en  concurso,  no  tiene  aplicación  el  principio  general  del  dere* 
cho,  según  el  cual,  declarándose  una  persona  en  concurso  necesario,  to- 
dos los  acreedores  están  en  la  necesidad  de  someterse  á  dicho  juicio,  ocu- 
pando el  lugar  que  les  corresponda  en  la  sentencia  de  graduación  según 
la  naturaleza  de  sus  créditos.  {S.  de  13  de  Junio  de  1878.) 

Si  el  concurso  necesario  de  acreedores  de  una  sociedad  anónima,  íoé 
decretado  por  concurrir  las  circunstancias  que  exige  el  art.  521  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  y  la  especialísima,  que  no  ha  impugnado  el  re- 
currente, de  ser  de  carácter  común  los  diversos  créditos  para  cuyo  pago 
estaba  ejecutada;  al  negar  la  Sala  sentenciadora  la  nulidad  de  las  activa- 
ciones de  aquel  juicio  en  que  habia  tomado  parte  sin  oposición  ni  protes- 
ta del  recurrente,  no  infringe  el  art.  1016  del  Código  de  Comercio,  que 
sin  hacer  declaración  alguna  de  derecho  establece  ante  quién  deba  pe- 
dirse y  quién  pueda  solicitar  la  declaración  formal  del  estado  de  quiebra 
cuandt)  los  créditos  proceden  de  obligaciones  mercantiles.  (S.  de  49  de 
Junio  de  1879.) 

Infringe  el  art.  513  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  la  sentencia  que 
desestima  como  presentada  fuera  de  tiempo  la  oposición  de  un  deudor,  si 
resulta  que  se  formuló  en  término  y  nada  se  proveyó  sobre  ella,  antes  al 
contrario,  se  mandó  publicar  el  convenio  y  después  se  desestimó  la  de- 
manda de  nulidad  del  mismo,  bajo  el  supuesto  de  que  no  se  habia  hecho 
oposición  en  tiempo  y  forma.  (S.  de  18  de  Noviembre  de  4876.) 

El  art.  537  de  la  ley  de- Enjuiciamiento  civil  exige  para  que  proceda 
la  indemnización  de  perjuicios  contra  el  acreedor  que  solicitó  el  concur- 
so, que  al  ejecutarlo  procediese  con  dolo  ó  falsedad.  {S.  de  30  de  Octu- 
bre de  1877.) 
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Para  ilnsürar  la  doetrina  establecida  por  las  leyes  respecto  á  (tacarse 
«da  acreedores  y  la  jurisprudencia  que  rige  esta  materia,  pueden  consulr* 
lairse  los  trabajos  siguientes: 

Sobre  continuación  de  la  sociedad  cuando  uno  de  los  socios  de  una 
compañía  hace  concurso  de  acreedores  ó  quiebra,  tomo  XVU  de  la  Reois^- 
ta^  pág.  559. — Si  ha  de  otorgar  la  venta  de  inmuebles  concursados  el 
-Súidico  6  el  Juez,  tomo  XXVllI  del  B,,  pág.  ISI.—Sobre  la  formación 
déla  mayoría  de  acreedores,  el  mismo  tomo,  pág.  404. — ^Del  acreedor 
privilegiado  que  absorbiendo  todo  el  activo  se  presenta  sólo  en  la  junta 
de  acreedores  por  no  querer  presentarse  los  demás,  tomo  XL  del  J?.,  pá- 
^a  429. 

Art.  1131.  El  Juez  proveerá  á  la  anterior  solicitud  man- 
cando inmediatamente  convocar  á  junta  de  acreedores,  seña- 
lando término  bastante,  sin  que  exceda  de  treinta  días,  para 
que  puedan  concurrir  á  ella  los  que  residan  en  la  Península, 
..y  el  sitio,  dia  y  hora  en  que  deba  celebrarse.  {Ley  ant,,  arU^ 
culo  bOl.J 

Este  artículo  concuerda  con  el  507  de  la  Ley  antigua.  Se  mandiba  en 
él,  como  en  éste,  que  después  de  solicitadas  por  el  deudor  la  quita  y  dsi» 
pera  ó  cualquiera  de  ambas  cosas,  el  Juez  disponga  que  inmediatamente 
sean  convocados  á  una  junta  de  acreedores.  £1  Juez  sabe  quiénes  son  és~ 
os  por  la  relación  que  ha  debido  presentarle  el  deudor,  de  que  leíamos 
ti  tratar  del  art.  44  30.  Conoce  también  sus  domicilios,  porque  deben  ia* 
dicarse  en  esa  relación:  puede,  por  lo  tanto,  sin  más  trámites  ni  dilacio- 
nes, ordenar  la  convocatoria  y  hacer  que  se  practique. 

La  convocatoria  se  ha  de  verificar  notificando  á  los  deudores  el  pro* 
veido  que  recayó  sobre  la  solicitud  de  quila  y  espera.  Ese  proveído  orde- 
nará, eü  vista  de  la  solicitud,  que  se  celebre  la  junta.  ¿Dentro  de  qu6 
término  tendrá  lugar  ésta?  El  Juez'  ha  de  señalarlo.  La  relación  de 
acreedores  ¡H^sentada  por  el  deudor  le  entera  del  domicilio  de  aquéllos. 
Debe  hacer  la  convocatoria  teniendo  en  cuenta  la  distancia  á  que  residen 
del  punto  en  que  se  celebra  la  junta  y  señalará  el  término,  procurando 
que  todos  tengan  el  tiempo  necesario  para  concurrir  y  sin  que  ese  térmi* 
no  exceda  de  treinta  días.  Esta  dispo^cion  se  refiere  á  los  acreedores  que 
habitan  dentro  de  la  Península.  De  los  que  residan  fuera  ya  hablaremos 
más  adelante. 

£1  término  no  se  fija  á  tantos  dias  después  de  la  última  notifícacion« 

como  sucede  en  otros  muchos  casos,  sino  á  fecha  determinada.  £1  Jues 

mandará,  por  lo  tanto,  que  se  celebre  la  junta  en  un  dia  dado  y  señalará 

«1  lugar  y  aun  k  hora  en  que  la  junta  ha  de  celebrarse.  Cuando  haya  de 

•«convocarse  á  algún  acreedor  que  esté  fuera  del  territorio  del  Juzgado  en 
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que  se  debe  celebrar  la  junta,  se  le  notiñcará  el  proveído  mandando  veri-- 
ficarlos  por  medio  de  exhorto.  En  el  exhorto  se  expondrá  el  motivo  y  ob*- 
jeto  de  la  reunión  con  bastante  claridad  para  que  el  acreedor  que  sea  no* 
tifícado  de  esa  manera  aprecie  desde  luego  la  importancia  de  la  citación 
que  se  le  hace. 

Art.  1132.  También  serán  convocados,  citándolos  perso- 
nalmente cuando  lo  solicite  el  deudor,, los  acreedores  que  re- 
sidan fuera  de  la  Península,  ampliándose  en  este  caso  el  tér- 
mino antes  expresado  por  el  tiempo  que  el  Juez  estime  nece- 
sario para  que  puedan  concurrir  á  la  junta. 

El  art.  507  de  la  Ley  anterior  disponía  que  al  convocar  la  juíita  de 
acreedores  de  que  ya  hemos  tratado,  señalase  el  Juez  término  bastante 
para  que  j)udieran  concurrir  á  ella  los  acreedores  residentes  dentro  de  la 
Península.  ¿Y  por  qué  esta  limitación?  han  preguntado  algunos  comepta- 
rlstas.  Sin  duda  han  dicho  porqué  la  solicitud  de  «spera  y  quita  debe  sus- 
tanciarse y  resolverse  con  urgencia,  y  sería  dilatarlo  demasiado  esperar 
que  pudiese  concurrir  un  acreedor  y  residiera  en  Ultramar  ó  en  el  extran- 
jero. Pero  esta  consideración  no  es  decisiva.  Las  razones  de  urgencia  no 
justificarán  nunca  el  desconocimiento  ó  el  menospreció  del  derecho.  Aun 
cuando  sea  preciso  y  convenga  á  los  intereses  de  todos,  acreedores  y  deu- 
dor, que  se  resuelva  pronto  sobre  la  solicitud  de  quita  y  espera,  creería- 
mos desacertado  é  inconveniente  sacrificar  á  ese  motivo  el  derecho  de 
nadie. 

Por  otra  parte,  ocurrirá  alguna  vez  que  residan  en  el  extranjero  ó  en. 
Ültramar  los  acreedores  que  representen  la  mayor  parte  del  pasivo,  y  que 
sin  su  concurso  no  pueda  acordarse  la  quita  y  espera.  ¿Qué  hacer  en  este 
caso?  La  Ley  antigua  no  lo  determinaba.  Otro  hay  más  frecuente:  el  de 
que  habiendo  con  los  acreedores  de  la  Península  número  y  cantidad  del 
pasivo  bastantes  para  adoptar  esas  resoluciones,  exista  algún  acreedor  por 
pequeña  cantidad  en  el  extranjero  y  en  las  provincias  ultramarinas.  El 
voto  de  este  acreedor  no  seria  decisivo;  pero  ¿por  qué  no  ha  de  oírsele? 
Acaso  lo  que  él  manifi»5ste  influya  en  la  resolución  de  los  demás  y  con- 
tribuya al  acierto  de  los  acuerdos  que  se  adopten.  En  este  caso  tambiea 
la  prudencia  aconsejaba  citarlo,  y  la  Ley  antigua  nada  preveía  para  satis- 
facer esa  evidente  necesidad. 

La  Ley  actual  ha  venido  á  llenar  ese  vacío.  El  artículo  que  comentamos. 
dice  que  también  sean  convocados  los  acreedores  que  residan  fuera  de  la 
Península.  Pero  ¿cuándo  han  de  serlo?  Cuando  el  deudor  lo  solicite,  añade^ 
la  Ley.  Si  esto  significa  que  ha  de  ser  sólo  cuando  el  deudor  lo  solicite 
especialmente,  no  adivinamos  el  motivo  de  semejante  limitación,  que 
debe  estimarse  injustificada.  Pues  qué,  ¿es  sólo  interés  del  deudor  que  s& 
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eilen  á  míos  j  i  otros  acreedores  para  que  concurran  í  la  juota?  ¿No  es 
lambieo  inlerés  y  derecho  de  los  acreedores  el  ser  citados  i  la  junta,  sa- 
ber  qne  se  veriñca  é  ir  á  ella  á  defender  lo  que  más  lee  convenga? 

La  Ley  no  ha  debido,  á  nuestro  jaicio,  entrar  en  esas  distinciones. 
Debió  mandar  que  et  deudor,  como  !o  prescribe,  acompañe  i  la  solicitud 
de  quita  y  espera  relación  nominal  de  todos  sus  acreedores,  y  que  el  Juez 
cite  también  á  todoe  ellos,  teniendo  en  cuentü  para  señalar  el  plazo  de  la 
convocatoria  si  alguno  de  ellos  reside  en  el  eitranjero  ó  en  Ultramar. 

Cuando  el  deudor  lo  solicite  y  hayau  de  ser  citados  acreedores  que  re- 
siden en  Ultramar  ó  en  el  extranjero,  se  ampliará  el  término  de  treinta 
diag  seíialado  en  el  artículo  anterior,  por  el  tiempo  que  el  Juez  eslime  ne- 
cesario para  que  puedan  concurrir  á  la  junta.  Tampoco  ha  debido  abando- 
narse este  pormenor  tan  ^i  absoluto  á  la  arbitrariedad  judicial.  Nosoiro» 
le  hubiéramos  señalado  un  límite  diciendo  que  ese  término  no  escediera 
del  doble  del  tiempo  necesario  para  hacer  an  viaje  de  ¡da  y  vuelta  al  lu- 
g»  en  qne  reside  el  acreedor  qne  tiabitc  í  mayor  distancia.  Así,  por  ejem- 
plo, si  ésto  se  hallase  en  Manila  y  el  juicio  se  sustanciase  en  Hadñd,. 
como  la  travesía  se  hace  en  treinta  y  seis  días  y  de  una  y  otra  parte  salen 
comxM  cada  quince,  el  período  de  nn  viaje  redondo  esde  ochenta  y  siete 
días  y  el  término  que  debe  concederse  no  excedería  nunca  de  ciento  óchen- 
la, de  los  cuales,  por  la  índole  del  término  y  lo  excepcional  del  caso,  no 
debieran  nunca  descontarse  los  dias  inhábiles.  El  término  para  cualquier 
ponto  de  Cuba  no  excedería  nunca  de  noventa  dias.  Ahora  que  son  tan 
Hciles  las  comunicaciones  entre  todas  las  partes  del  mundo  y  entre  todas 
Ua  naciones  europeas  con  especialidad,  por  las  múltiples  vías  férreas  y 
Idegrificas  que  las  cruzan,  tenemos  por  cierto  que  el  tómiino  de  treinta 
dias  sería  suficiente  para  la  mayor  paríe  de  los  casos  en  que  el  acreedor- 
de  que  se  trate  resida  en  un  punto  del  extranjero.  Insistimos,  pues,  en 
aconsejar,  como  reforma  que  debe  inlrodocirse  en  la  Ley  y-como  norma 
de  críterio  judicial  para  el  señalamiento  de  ese  término  extraordinarío, 
que  siempre  que  ocurra  el  caso  del  art.  1 132  y  haya  de  ampliarse  el  pla- 
lo  de  treinta  dias  seBaladoiwr  el  art.  113(,  el  Juezlo  amplíe  basta  eL 
duplo  del  tiempo  necesario  para  hacer  un  viaje  redonda  al  lugar  de  que 
se  trate.  £1  viaje  redojido  debe  contarse  siempre  sumando  el  tiempo  nece- 
-nrio  para  la  ida  y  para  la  vuelta,  el  período  que  media  entre  la  salida  dé- 
los correos  del  punto  de  destino. 

Art.  1133.  Sólo  serán  citados  para  esta  junta  y  podrán  to- 
mar parte  en  ella  los  acreedores  comprendidos  en  la  relactOQ 
presentada  por  el  dendor, . 

La  citación  se  hará  personalmente  por  cédula  á  loa  que- 
tengan  domicilio  conocido.  Los  que  no  lo  tengan  serán  cita- 
tono  LII    •  '  M 
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<los  por  edictos  en  la  forma  prevenida  en  el  art.  26^  {lÁy  aü- 
feriar j  art.  508.) 

£1  art.  S08  de  la  Ley  antigua,  con  qae  éste  concuerda,  era  ménot  ex- 
plícito y  estaba  p|or  redactado.  «La  citación^  decía,  gue  será  individoat 
para  los  acreedores  expresados  eu  el  estado  de  deudas,  se  hará  de  la  for- 
ma que  está  prevenido  en  los  artículos  229  y  siguientes  para  los  empfta- 
:;amientos  del  juicio  ordinario.»  £1  art.  4123  dice  lo  mismo,  pero  en  t¿r«- 
minos  más  claros,  que  no  pueden  originar  confusiones. 
.  Su  párrafo  primero  determina  que  sólo  sean  citados  á  la  junta  y  pue- 
dan tomar  parte  en  ella  los  acreedores  comprendidos  en  la  relación  pre- 
sentada por  el  deudor.  Esfa  es  una  de  las  muchas  precauciones  adoptadas 
por  la  Ley  para  evitar  fraudes;  pero  una  precaución  que  ofrece  escasas 
garantías,  porque  si  un  deudor  piensa  introducir  en  la  juota  acreedores 
ñngidos,  en  daño  y  perjuicio  de  los  verdaderos,  le  bastará  con  incluirlos 
en  la  relación  de  que  h£d)la  el  art.  4430.  Pero  de  todas  suertes,  ineficaz  ó 
útil,  hay  que  observar  ese  precepto.  Serán  citados  á  la  junta  sólo  los 
acreedores  que  figuren  en  aquella  relación  nominal. 

¿Serán  citados  todos?  No.  £1  art.  4432  determina  el  caso  en  que  han 
de  serlo  los  que  residan  fuera  de  la  Península.  Estos  lo  serán  únicamente 
cuando  el  deudor  lo  solicitare  de  un  modo  especial.  En  caso  de  que  el 
deudor  no  lo  haga,  no  deben  ser  citados.  Los  comentaristas  de  la  Ley  an- 
tigua eran  de  opinión  que,  aun  cuando  el  término  se  concediera  sólo  para 
ifúe  pudiesen  concurrir  de  la  Península,  la  citación  personal  debia  ha- 
cerse á  todos,  lo  mismo  á  aquéllos  que  á  los  residentes  en  Ultramkr  y  en 
el  extranjero;  pero  esta  doctrina  no  es  compatible  con  la  letra  del  artícu- 
lo 4432,  aun  cuando  nos  parezca  muy  equitativa.  Ya  veremos  más  ade- 
lante qué  inconvenientes  puede  producir  el  que  no  sean  citados  todos; 
pero  ahora  repetimos  que  sólo  lo  serán  en  virtud  de  lo  mandado  en  la  Ley 
ios  comprendidos  en  la  relación  de  que  habla  el  art.  1430  que  habiten  en 
la  Península  siempre  que  el  deudor  hubiera  solicitado  su  citación. 

La  citación  se  hará  personalmente  y  por  medio  de  cédula  á  los  que 
tengan  domicilio  conocido.  La  cédula  contendrá: 

4^  Expresión  de  la  naturaleza  y  objeto  del  juicio  de  que  se  trata  con  los 
nombres  del  deudor  y  de  los  acreedores  citados. 

2*^  Copia  literal  de  la  providencia  por  que  se  manda  verificar  la  junta 
para  acordar  sobre  la  solicitud  de  quita  y  espera. 

3^  £1  nombre  del  acreedor  á  quien  se  hace  la  citación  y  la  indicación 
de  que  se  le  hace  mediante  cédula,  por  estar  así  mandado  en  la  Ley. 

4^  Expresión  del  dia  y  hora  en  que  se  entrega  la  cédula  á  quién  y  por 
^é  funcionario. 

Dicha  cédula,  según  dispone  el  art.  268  de  esta  misma  Ley,  será  en- 
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tregada  al  pariente  más  cercano,  familiar  ó  criado,  mayor  de  catorce  años 
que  se  hallare  en  la  habitación  del  que  hubiere  de  ser  notificado,  y  si  no 
se  encontrare  á  nadie  en  ella,  al  vecino  más  próximo  que  fuese  habido. 
Se  acreditará  en  los  aotos  la  entrega  por  diligencia,  en  la  que  se  hará 
•constar  el  nombre,  estado  y  ocupación  de  la  persona  que  reciba  la  cédala, 
su  relación  con  la  que  deba  ser  notificada  y  la  obligación  que  aquélla  tie- 
ne, y  le  hará  >áber  el  actuario,  de  entregar  á  ésta  la  cédula  as<  que  regie- 
.ise  á  su  domilio,  ó  de  darle  aviso  si  sabe  su  paradero,  bajo  la  multa  de  5 
4  25  pesetas.  Dicha  diligencia  será  firmada  por  el  actuario  y  por  la  perso- 
nr  que  reciba  la  cédula,  y  si  ésta  no  supiere  ó  no  pudiere  firmar,  lo  hará 
á  su  ruego  un  testigo,  y  si  no  quisiese  firmar,  ni  presentar  testigos  qae 
lo  hagan,'firmarán  dos  testigos,  r  queridos  al  efecto  por  el  actuario. 

Cuando  el  acreedor  á  quien  hubiera  de  citarse  no  tenga  domicilio  co- 
cido, en  vez  de  citarlo  como  acabamos  de  explicar,  por  medio  de  céda- 
la y  conforme  á  lo  dispuesto  en  los  arts.  267,  268,  y  263,  se  le  convocará 
por  edictos  y  en  la  forma  prevenida  en  el  art.  269.  Este  manda  que  se 
consigne  por  diligencia  que  no  consta  el  domicilio  de  la  persona  á  quien 
se  trata  de  convocar,  y  entonces  el  Juez  mandará  que  se  extienda  la  cé- 
dula de  notificación  de  que  antes  hemos  hablado  y  se  fije  en  el  sitio  pú- 
blico de  costumbre,  además  de  insertarla  en  el  Diario  de  Avisos^  donde 
4o  hubiere,  en  el  Boletín  Oficial  de  la^  provincia  y  en  la  Gaceta  de  Madrid 
si  lo  estima  necesario. 

No  comprendemos  por  qué  no  han  de  mandar  hacerse  estas  insercio- 
nes en  los  períodos  locales,  donde  los  haya.  No  hay  medio  más  seguro, 
ni  de  más  indudable  resultado  que  ese,  para  que  las  cosas  lleguen  á  cono- 
cimieAto  de  las  personas  á  quienes  interesa  su  conocimiento.  Los  periódi- 
cos locales,  ya  políticos,  ya  de  intereses  generales,  andan  en  manos  de 
todos;  cada  día  se  difunden  y  circulan  más,  mientras  que  los  oficiales, 
^oletin  y  Gacela,  apenas  son  conocidos  ni  leidos.  La  inserción  de  estos 
anuncios  y  edictos  no  sería,  por  lo  demás,  muy  costosa  en  aquellas  pu- 
blicadones,  y  aun  cuando  lo  fuera,  casos  habrá  en  que  sea  preferible  pa^ 
•gar  esa  inserción  á  dejar  de  utilizar  aquel  medio.  Ya  advertimos  esto 
Umbcsn  al  ocuparnos  en  la  mataría  de  ab-intestato.  Lo  repetimos  aquí, 
porque  este  caso  evidencia  la  oportunidad  de  nuestras  observacionns.  De 
lo  que  se  trata  es  de  que  llegue  á  conocimiento  de  un  acreedor  la  solici- 
tud de  quita  y  espera  que  su  deudor  ha  presentado.  Interesa  al  deudor 
^e  llegue  con  certeza  á  noticia  del  acreedor  el  caso,  como  á  éste  importa 
coDLOcerlo  para  acudir  en  defensa  de  sus  derechos.  Si  ia  cuantía  de  la  deu- 
da es  insignificante  y  la  del  crédito  de  poca  importancia,  lo  que  ha  de  es- 
timarse en  relación  á  la  calidad  y  condiciones  de  las  personas,  bueno  qne 
entonces  se  eviten  ciertos  gastos;  pero  cuando  los  perjuicios  que  resul- 
taren de  omitirlos  pueden  ser  de  consideración,  nada  explicará  que  no  se 
^pele  á  todos  los  medios  eficaces  para  conseguir  el  objeto  que  se  pretende. 
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SEGÚN  LAS  MÁS   RECIENTES  INVESTIGACIONES 

POE 

D.  SDDABDO  DE  BISOJOS!  («) 


LA    DECADENCIA  DEL   IMPEBIO   (1) 

El  imperio  romano  que,  desde  el  advenimiento  al  trono  dé- 
los emperadores  de  la  familia  Flavia  (69  p.Chr.)  bástala  muer- 
te de  Marco  Aurelio  (180),  habia  gozado  de  paz  y  de  prosperidad 
casi  no  interrumpidas,  entra  resueltamente  desde  la  subida  al 
trono  de  Commodo,  indigno  bijo  de  este  último  emperador,  en 
un  período  de  lamentable  decadencia,  cuyas  causas  se  encuen- 
tran ya  en  germen  en  los  reinados  anteriores.  La  inmoralidad 
7  el  lujo,  su  compañero  inseparable,  babían  llegado  á  tomar 
proporciones  espantosas,  siendo  de  todo  punto  ineficaces  las^ 
medidas  adoptadas  para  atajar  en  su  desarrollo  estos  gérmenes 
fecundísimos  de  disolución  y  ruina.  La  acumulación  de  la  pro- 
piedad territorial  en  manos  de  unos  pocos,  mal  común  á  Italia 
y  á  las  provincias,  habia  traido  en  pos  de  sí  la  ruina,  y  el  decre- 
cimiento de  la  clase  de  los  pequeños  propietarios,  y  el  consi* 
guíente  decaimiento  de  la  agricultura  y  de  la  producción.  La 
cuestión  de  subsistencias  vino  á  ser  por  esta  causa  el  asunto 
preferente  de  la  administración.  El  Estado,  obligado  á  sostener 
la  masa  inmensa  de  los  proletarios,  agotaba  su3  recursos  en 


{a)    CÓD  las  líneas  que  sigruen  comleDza  el  Li^o  cuarto  de  la  Bistoria  ékl  derecho' ro- 
mano, que  para  la  Bibliotica  jurídica  db  autores  bspa4olb8  está  escribiendo  nuestro^ 
erudito  Colaborador  D.  Eduaido  de  Hinojosa.  Los  tres  Libros  anteriores  ya  publica* 
dos  forman  el  volumen  5*  de  dicha  Biblioteca. 

(1)     Kubtre,  Fxcurpe  uber  romiFchos  Recht,  {^*  edición,  Leipzig",  1880)  p.  673-- 
680— Padelletti,  Sioria  del  dirilto  romano,  (Firenze  1878),  cap.  LIV,  p.  407—415. 
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1m  proTÍs iones  públicas,  fomentando  indirectamente  por  el  mis- 
mo caso  el  vicio  y  la  holgazanería.  A  estas  cansas  de  disolacioa 
interior,  se  agregaban  las  frecueotea  incuraione<  délos  Bárba- 
Tos,  cayo  origen  se  remonta  á  los  primeros  tiempos  del  imperio, 
y  qne  empiezan  á  geaeralizarze  y  á  tomar  carácter  alarmante 
4  mediados  del  siglo  ni  y  singularmente  en  el  período  de  loa 
treinta  tiranos.  A  contar  desde  el  tiempo  de  Marco  Aurelio 
qne  emprendió  varias  campañas  con  feliz  snceeo,  annque  con 
escaso  resultado,  contra  tan  terrible  enemigo,  los  Bárbaros 
fueron  una  amenaza  constante  para  la  integridad  del  imperio, 
que  hubo  de  consagrar  toda,  su  atención  y  gastar  sus  me> 
jores  fuerzas  eu  e^ta  lucha.  La  restauración  del  imperio  persa 
por  Artajerjes  en  el  año  á26,  suacitó  á  Roma  otro  terrible  y 
poderoso  enemigo  en  las  fronteras  orientales  del  imperio. 
Consecnencia  natural  de  este  estado  de  cosas  fué  él  predo- 
nio  del  elemento  militar,  rasgo  sin  duda  alguna  el  más  im- 
portante y  earac*'ierístico  de  la  historia  de  Roma  en  el  período 
que  nos  ocupa.  Los  generales  de  loa  ejércitos  acantonados  en 
el  Norte  vinieron  á  ser  de  hecho  arbitros  de  la  suerte  del  im- 
perio y  aspiraron  á  serlo  de  derecho:  de  aquí  la  serie  de  lu- 
chas entre  los  aspirantes  al  solio  imperial  que  ocupan  lugar 
preferente  en  la  historia  del  siglo  ui.  La  prepotencia  de  los 
pretorianos,  el  escándalo  del  imperio  en  venta,  y  la  inmorali- 
dad y  crueldad  de  monstruos  tales  como  Caracala  (211-217), 
Macrino  (217-218)  y  Heliogábaló  ^218-222)  son-  síntomas  elo- 
cuentes de  la  horrible  enfermedad  qne  corroia  las  entrañas  del 
imperio.  Desde  la  muerte  de  Marco  Aurelio,  si  se  ¡exceptúa  á 
Septimio  (193-211)  y  á  Alejandro  Severo  (222  235),  cuyos  rei- 
nados signiñcau  momentos  de  pausa  en  la  corriente  general 
de  la  decadencia,  apenas  si  se  halla  hasta  Dipcleciauo  nin- 
gún emperador  verdaderamente  digno  de  este  nombre.  Cierto 
que  desde  los  tiempos  de  Claudio  (268-270),  vemos  al  frente 
del  imperio  á  algunos  bravos  generales,  que  consagran  lau- 
dablemente sus  esfuerzos  á  defender  y  asegurar  la  integridad 
del  imperio  contra  loa  enemigos  exteriores,  entre  los  cuales  son 
dignos  de  particular  mención  Aureliano  (270-275),  vencedor  de  - 
los  Alemanes  y  conquistado*  del  reino  de  Palmira,  Probo  (276- 
282)  debelador  de  los  Germanos  y  Caro  (282-283)  que  en  sa 
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breve  pero  glorioso  reinado  triunfó  de  los  Sármatas  y  de  loff 
Persas;  pero  todos  ellos  consumieron  su  actividad  en  esta» 
guerras,  y  faltos  de  talento  organ^izador,  ni  intentaron  refor- 
mar la  administración  pública,  ni  hicieron  nada  por  detener 
al  imperio  en  la  pendiente  de  su  ya  inevitable  ruina.  Estaba 
reservado  á  Diocleciano  y  Copstantino  la  gloria  de  intentarlo;, 
y  si  sus  esfuerzos  gigantescos  por  atajar  el  mal  no  bastaron  á 
impedir  la  inminente  disolución  del  imperio,  empresa  superior 
á  BUS  fuerzas  y  á  las  de  cualquier  otro  hombre,  es  indudable 
que  lograron  alargar  su  vida  emprendiendo  y  llevando  á  ca- 
bo una  reforma  radical  y  en  muchos  puntos  saludable,  y 
creando  instituciones  más  á  propósito  que laaf  existentes  paralo- 
grar  el  afianzamiento  de  la  paz  interior,  é  introduciendo  nota- 
bles mejoras  en  todos  los  ramos  de  la  administración  pública. 
Como  las  reformas  de  Constantino,  aunque  mucho  más  im- 
portantes y  radicales  que  las  de  Diocleciano,  se  encuentran, 
por  su  mayor  parte,  en  germen  en  las  llevadas  á  cabo  por  este 
y  se  enlazan  íntimamente  con  ellas,  antes  de  empezar  el  es- 
tudio de  la  organización  social,  política  y  administrativa  do 
este  período,  bosquejaremos  brevemente  las  modificaciones 
introducidas  en  la  constitución  romana  por  este  último  empe- 
rador. Siendo  los  Bárbaros  y  el  Cristianismo  los  dos  factores 
más  importantes  en  la  historia  política  y  jurídica  de  Roma  en 
esta  época,  hemos  de  dar  principio  á  nuestro  estudio  dedicán- 
doles la  atención  que  merecen  por  este  concepto,  como  base  y 
precedente  indispensable  para  comprender  de  una  parte  la  po- 
sición privilegiada  que  adquiere  el  Cristianismo  desde  el  tiem- 
po de  Constantino,  y  de  otra  la  influencia  ejercida  en  toda  la 
economía  del  imperio  por  la  invasión  de  los  pueblos  del  Norte. 

§.2. 

EL  CRISTIANISMO  EN  EL  IMPERIO  ROMANO  (1) 

La  historia  del  origen  y  primeros  progresos  del  Cristianis- 
mo en  Roma  nos  es  apenas  conocida,  parte  por  el  escaso  inte- 


(1)  SchUrer,  Die  Juáen  getncindeverfassHng in  Rom, (Leipzigr  1869).  Kraus,  Rowta.so^ 
terranea.  (2'  edición,  Friburgo  1879)  p.  39— 49^-G?Jrres,  ChrisUnverfolgungen  en  la  Rft 
Mncyelopádie  der  christlichen  AJerthümer  de  Kraus  (Friburgo  182  y  sig.)  p.  :215— 252. 
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Tés  con  que  loa  escritores  paganos  de  loa  tres  primeros  siglos 
miraron  nn  movimiento  cuyo  CBrácter,  importancia  y  trascen- 
dencia no  podían  comprender,  parte  también  por  haberse  per- 
dido los  testimonios  procedentes  de  los  cristianos  durante  la» 
asDgrientas  persecuciones  que  bubioron  de  sufrir  éstos  en  di- 
cho período.  Sabemos  sin  embargo  que  ya  6.  mediado  del  siglo 
primero  el  Cristianismo  contaba  en  Roma  numerosos  adeptos 
y  comunidades  organiffldas,  contándose  entre  ellos  algunos 
miembros  de  familias  senatoriales  y  consulares.  No  tardaron 
los  adeptas  de  la  nneva  doctrina  en  llamar  la  atención  de  loa 
emperadores,  los  cuales  comprendiendo  los  peligros  conque 
amenazaba  al  antiguo  culto,  comenzaron  desde  Inágo  á  per- 
seguirlos. Segnn  el  testimonio  dq  Suctonio  el  emperador 
Claudio  expulsó  de  Roma  á  loe  judíos,  porque  instigado» 
por  noo  de  ellos  llamado  Cresto,  forma  griega  del  nombre  del 
Salvador  del  mundo,  promovian  frecuentes  revueltas  en  la 
ciudad. 

Del  final  de  la  carta  dirigida  á  los  Filipenaea  por  el  apóstol 
San  Pablo,  cuya  presencia  en  Roma  faroreciá  allí  tan  eficaz- 
mente los  progresos  del  cristianismo  en  la  segunda  mi- 
tad del  siglo  primero,  Be  iofiere  claramente  que  el  Criatiania- 
mo  tenia  ya  entonces  partidarios  en  la  casa  del  emperador. 
Conaiderados  en  un  principio  como  si  fueran  una  misma  cosa 
con  los  judíos,  6  tenidos  á  lo  sumo  como  una  secta  no  más  de 
la  Sinagoga,  los  criatianos  compartieron  con  etloa  la  persecu- 
ción con  que  tomando  por  pretexto  las  disensiones  y  rencilla» 
de  losjudfosentre3f,y  acusándoles  falsamente  de  haber  queri- 
do incendiar  á  Roma,  promovió  contra  ellos  el  emperador  Ne- 
rón. Desde  la  muerte  de  Nerón  hasta  el  reinado  de  DomicianO, 
cristianos  y  judíos  vivieron  en  Roma  sin  aer  inquietados.  En 
este  período  de  calma  relativa  se  mnltiplicd  el  número  de  sus 
adeptos  llegando  á  echar  raíces  la  nueva  á  la  sombra  del  trono 
imperial.  Tito  Flavio  Clemente,  primo  hermano  del  empera- 
dor Domiciano  y  cónsul  en  el  año  94,  es  procesado  y  condena- 
do á  muerte  por  cristiano;  au  mujer  Flavia  Domitila,  sobrina  * 
camal  del  mismo  emperador  es  desterrada  por  la  misma  cansa, 
Acilio  Glabrion,  cónsul  también  es  acusado  por  el  mismo  moti- 
lo y  condenado  como  Clemente  á  la  última  pena.  Las  inscrip- 


112  BE  VISTA  DE  LEGISLACIÓN 

€Íones  cristianas  descubiertas  en  las  catacumbas  nos  dan  á  c(k- 
nocer^  además  de  los  dos  antes  mencionados,  los  nombres  de 
ulgunos  otros  miembros  de  la  familia  Flavia  que  abrazaron  el 
Cristianismo.  En  la  persecución  promoyidapór  Domiciano,  á 
que  hubo  deservir  de  poderoso  aguijón  y  hacer  más  cruel  la  cir- 
cunstancia de  que  el  Cristianismo  hubiese  encontrado  partida- 
rio en  su  propia  familia,  vemos  ya  que  se  prescinde  de  los  ju- 
díos para  concentrar  el  ddio  en  los  cristianos,  acusados  como 
reos  de  lesa  Magostad  contra  los  dioses  y  contra  el  emperador. 

A  la  muerte  de  Domiciano,  los  cristianos  pudieron  respi- 
rar libremente,  y  nada  vino  á  turbar  su  paz  hasta  el  tiempo 
de  Trajano,  el  cual,  cediendo  á  la  corriente  de  la  opinión  pú- 
blica, que  era  muy  desf<),vorable  á  los  cristianos,  ordenó  una 
nueva  y  sangrenta  persecución  que  constituye  una  negra  man- 
cha.en  el  reinado,  por  otra  parte  glorioso,  de  aquel  emperador. 
Desde  este  punto  se  negó  ya  en  absoluto  al  cristianismo  la  tole- 
rancia, que  las  leyes  romanas  habian  otorgado  á  todos  los  cul- 
tos ,  El  principio  sentado  por  Trajano  en  su  contestación  á  la 
consulta  de  Plinio  acerca  de  la  conducta  que  debia  seguir  con 
los  cristianos  de  Bitinia,  fue  que  no  tomara  la  iniciativa  de  nin- 
gún proceso,  pero  que  cas.tigase  á  todos  los  que  acusados 
de  cristianos  ante  su  tribunal,  se  negaran  á  sacrificar  á  los 
dioses.  Se  consideró,  pues,  la  profesión  del  Cristianismo,  como 
un  delito,  y  aunque  no  se  mandó  proceder  de  oficio  contra  los 
cristianos,  se  otorgó  á  todo  el  mundo  el  derecho  de  acusarlos 
ante  los  tribunales. 

Adriano,  cuya  afición  á  las  especulaciones  filosóficas  y  re* 
ligiosas  encarecen  sus  contemporáneos,  no podia  desconocerla 
importancia  moral  del  Cristianismo,  que  contaba  ya  á  la  sazón 
con  apologistas  tan  ilustres  como  Aristides  y  Quadrato.  Su  cé- 
lebre carta  á  Minucio  Fundano,  procónsul  en  Asia,  demuestra 
que  abrigaba  hacia  los  cristianos  sentimientos  más  conciliado- 
res que  su  antecesor,  y  así  lo  confirman  también  algunos 
escritores  cristianos,  Pero  es  lo  cierto  sm  embargo,  que  no 
pudo  ó  no  quiso  resistir  alas  excitaciones  del  populacho,  ene- 
migo mortal  de  los  cristianes,  que  hubieron  de  sufrir  también 
una  nueva  y  sangrienta  persecución  en  tiempo  de  aquel  em- 
perador. Bajo  el  reinado  de  Marco  Aurelio,  que  no  parece  ha- 
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ber  abrigado  tampoco  hostilidad  hacia  los  cristianos  ni  haber 
ordenado  una  persecución  contra  ellos,  tuvieron  sin  embargo 
que  sufrir  mucho  los  cristiano^  así  en  las  provincias  de  Orien- 
te y  Occidente  como  en  la  capital  del  imperio.  Marco  Aurelio 
en  este  caso  no  fué  sino  el  instrumento  de  la  poderosa  reac- 
ción del  paganismo,  que  bajo  su  reinado  concentró  toda  su 
fuerza  contra  el  Cristianismo  cuyos  rápidos  progresos  le  ha- 
-cian  presagiar  su  ruina.  En  tiempo  de  Commodo,  aunque  se  dio 
el  caso  de  ser  condenados  á  muerte  algunos  cristianos^  no 
se  les  persiguió  tampoco  sistemáticamente.  Septimio  Severo, 
-aunque  en  el  primer  período  de  su  reinado  se  mostró  toleran- 
te con  los  cristianes,  pero  en  el  año  202  dio  un  edicto  prohi- 
biendo á  sus  subditos  que  abrazasen  el  Cristianismo  ó  el  ju- 
daismo; á  consecuencia  de  lo  cual  se  recrudeció  la  persecución 
en  casi  todas  las  provincias  del  imperio,  durando  bajo  el  reina- 
do de  su  hijo  y  sucesor  Caracala.  Renovada  la  persecución  por 
Maximino,  y  aplacada  en  tiempo  de  Gordiano  III  y  Filipo  el 
Árabe,  renació  nuevamente  con  más  fuerzas  que  nunca  y  con 
un  carácter  de  generalidad  que  no  habia  tenido  hasta  enton- 
ces y  que  fué  carácter  común  á  todas  las  posteriores,  en  el 
reinado  de  Decio.  El  reinado  de  Trebonio  Galo  representa  un 
momento  de  tregua,  al  cual  suceden  las  terribles  persecuciones 
ordenadas  por  Aureliano,  y  después  de  una  tregua  de  muchos 
años  las  de  Galerio  y  Diocleciano. 

Finalmente,  después  de  una  ardiente  lucha  de  ocho  años, 
recibió  el  Cristianismo  del  estado  romano  y  del  promovedor 
moral  de  aquella  sangrienta  guerra,  el  brillante  pero  bien  me- 
recido homenage  de  que  aquella  última  y  terrible  perijecucion 
no  sólo  no  habia  dado  el  resultado  apetecido,  sino  que  sos 
•efectos  habian  sido  contrarios  á  lo  que  se  pretendía.  Galerio 
puso  fin,  ya  en  su  lecho  de  muerte,  ¿  la  persecución,  en  virtud 
<ie  su  edicto  de  tolerancia  de.  311  y  reconoció  á  la  Iglesia  cris- 
tiana el  carácter  de  sociedad  lícita.  Renovada  de  allí  á  poco 
la  persecución  por  Maximino,  en  el  territorio  de  su  mando,  ce- 
só totalmente  en  el  año  312.  La  última  persecución  que  hu» 
bieron  de  sufrir  los  cristianos  fué*  la  emprendida  por  el  em- 
perador Licinio,  que  aunque  habia  suscrito  con  Galerio  el  edic- 
to de  tolerancia  del  año  311  y  con  Constantino  el  célebre  edicto 
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de  Milán,  se  mostró  siempre  muy  desfavorable  á  los  cristianos^, 
y  después  de  haberse  enemistado  con  su  cuñado  Constantino^ 
persiguió  cruelmente  á  los  cristianos  de  las  provincias  orien- 
tales que  tenia  bajo  su  mando.  Derrotado  y  muerto  Licinio  en 
el  año  323,  Constantino  restauró  á  la  Iglesia  de  Oriente  en 
virtud  de  su  edicto  del  año  324  en  el  pleno  goce  de  la  libertad, 
religiosa  garantizada  á  los  cristianos  en  todo  el  territorio  del 
imperio  por  el  edicto  de  Milán. 

Entretanto,  y  á  pesar  dé  las  persecuciones  que,  lejos  de 
impedir  la  propagación  del  Cristianismo,  favorecieron  su  rá- 
pido desarrollo,  habia  crecido  prodigiosamente  el  número  de 
los  cristianos,  no  sólo  en  Roma  sino  en  todas  las  provincias 
del  imperio.  A  contar  desde  el  tiempo  de  Marco  Aurelio  sin- 
gularmente el  Cristianismo  recllíta  numerosos  adeptos  en  to- 
das las  clases  sociales,  y  bajo  el  reinado  de  su  hijo  Commoclo 
se  sabe  de  cierto  que  se  convirtieron  á  él  muchas  familias 
romanas  distinguidas  por  su  posición  y  su  riqueza.  La  tregua 
otorgada  á  los  cristianos  en  los  primeros  tiempos  de  su  rei- 
nado contribuyó  eficazmente  á  la  difusión  de  la  nueva  doc- 
trina, y  Tertuliano  pudo  decir  que  los  cristianos  auAenta- 
ban  de  dia  en  dia  en  todas  Is^s  partes  del  imperio,  contándose- 
entre  ellos  personas  de  ambos  sexos  y  de  todas  edades  y  con- 
diciones. 

Las  inscripciones  cristianas,  fuente  importantísima  para  el 
conocimiento  de  la  propagación  del  Cristianismo  en  los  prime- 
ros siglos,  nos  lo  muestran  yá  en  estado  floreciente  en  las  Gá- 
lias,  especialmente  en  las  provincias  adyacentes  al  Ródano  y 
al  MeditQrráneo,  en  el  período  anterior  á  Constantino,  mientra*- 
en  la  antigua  Germanía  apenas  se  encuentran  vestigios  del 
Cristianismo  en  el  mismo  período,  como  lo  indica  la  carencia 
absoluta  de  inscripciones  cristianas  anteriores  á  Constantino  en 
las  provincias  del  Rhin.  En  Irlanda,  Inglaterra  y  Escocia  eran, 
ya  por  este  tiempo  muy  numerosas  las  comunidades  cristia- 
nas; pero  donde  la  nueva  doctrina  habia  encontrado  mayor  nú- 
mero de  prosélitos  y  echado  más  sólidas  y  profundas  raíces^ 
fué  sin  disputa  en  África,  «egun  resulta  de  recientes  y  biea. 
encaminadas  investigaciones.  En  nuestra  España  son  nume- 
rosos relativamente  los  testimonios  de  la  propagación  del  Cris- 
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tianísmo  en  los  cuatro  primeros  siglos,  mostrándonoslo  exten- 
dido principalmente  en  las  mismas  provincias  en  que  habia 
sido  más  rápida  y  profunda  la  romanización,  á  saber:  en  la  Bé- 
tica  j  en  la  Tarraconense. 

En  las  provincias  orientales,  donde  el  cristianismo  habia 
hecho  su  primero  y  más  eficaz  ensayo  de  propaganda,  la  reli- 
gión cristiana  echó  desde  muy  luego  profundas  raíces,  según 
lo  acreditan  numerosos  testimonios. 

.  §3. 

LOS    BÁBBAROS.    (1) 

Durante  los  siglos  iii  y  iv  los  germanos  rebasaron  las  pro- 
TÍncias  limítrofes  del  imperio  hasta  que  en  el  siglo  v,  penetra- 
ron hasta  sus  últimos  confines  y  fundaron  en  las  provincias 
del  Sur  de  Europa  verdaderos  estados.  Esto  es  lo  que  se 
llama  invasión  de  los  bárbaros,  que  algunos  hacen  comenzar 
equivocadamente  con  la  irrupción  de  los  Hunnos  en  el  año 
375.  8e  engañan  grandemente  y  se  forjan  una  idea  de  todo 
punto  falsa  del  carácter  de  este  movimiento  los  que  imaginan 
haber  consistido  en  correrías  sin  plan  y  sin  objeto,  no  menos 
que  los  que  suponen  haber  tomado  parte  en  éljfcodos  los  pueblos 
germánicos,  y  ser  ésta  la  forma  ordinaria  de  vida  de  aquella 
raza. 

La  invasión  de  los  bárbaros  no  fué  otra  cosa  que  un  nuevo 
movimiento  en  cuya  virtud  los  pueblos  situados  al  Oriente  del 
Elba  se  adelantaron  hasta  los  Cárpatos  y  el  Danubio.  Al  aban- 
donar su  patria  y  vagar  por  espacio  de  áotí  siglos  sin  tregua  ni 
descanso,  se  dividieron  en  fracciones  numerosas  de  las  cuales 
unas  desaparecieron  al  poco  tiempo  y  otras  bajo  la  dirección 
de  jefes  importantes  formaron  el  núcleo  de  nuevas  naciones. 

No  todos  los  pueblos  situados  al  Oriente  del  Elba,  pene- 
traron com  o  los  Godos  y  los  Vándalos  hasta  las  provincias  del 
Sur  del  imperio.  Algunos   de  ellos,  como  los  Alemanes  y  los 

(1)  V/Bltz  Deutsche  Ver fassungsgesehichte  I  {d.*  edltioD,  Kiel,  1880). —Dahn,  Die 
Gdntge  der  Germanen^  L  (Punchen.'  1861 )— Arnold,  Deutsche  Urseit  {S.*  edición, 
Ootha  1881.)— Kaufmann,  Deutsche  Geschichte,  ¡  (Leipzig  1879.) 
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Borgoñones,  se  movieron  en  un  círculo  menos  extenso  hasta 
establecerse  definitivamente. 

El  carácter  de  este  movimiento  era  en  realidad*  muy  diverso 
de  las  antiguas  emigraciones  de  las  razas  germánicas.  Sabido 
es  que  cuando  el  gran  aumento  de  la  población  era  causa  de 
que  los  medios  de  subsistencia  escaseasen,  los  Germanos,  co- 
mo los  Celtas  y  los  antiguos  pueblos  itálicos,  acostumbraban  á 
fraccionarse,  buscando  parte  de  ellos  en  lejanos  y  desconoci- 
dos países,  por  medio  de  la  conquista,  el  asiento  y  los  recur- 
sos que  les  negaba  su  patria  primitiva.  A  veces  reconocían 
por  origen  estas  emigraciones,  de  que  está  llena  la  historia  de 
la  antigüedad,  el  empuje  de  otros  pueblos,  que  les  arrebataban 
por  la  fuerza  de  las  armas  parfc^  de  su  territorio. 

Hasta  la  época  que  nos  ocupa,  no  habían  faltado  cierta- 
mente emigraciones  de  este  género  entre  los  pueblos  mencio- 
nados, pero  la  gran  masa  de  la  población  había  perpaanecido 
fija  en  sus  antiguas  moradas.  La  emigración  de  los  siglos  in  y 
IV  por  el  contrarío,  trasplantó  á  otros  países  á  las  razas  germá- 
nicas, que  ocupaban  totalmente  el  territorio,  obligadas^  á  ce- 
dérselo á  los  pueblos  slavos,  como  ellos  habían  hecho  ante- 
riormente con  los  Celtas.  Ignórase  si  esto  sucedió  ya  en  el  si- 
glo III,  por  la  escasez  de  testimonios;  pero  cuando  ya  en  el  si- 
glo VI  se  empieza  á  tener  noticia  de  este  país,  se  le  encuentra 
completamente  ocupado  por  pueblos  de  origen  slavo. 

La  invasión  tomó  dos  direcciones  distintas:  los  Alemanes 
seguidos  de  allí  á  poco  por  los  Borgoñones  emprendieron  su 
marcha  hacia  el  Sudeste.  El  mismo  camino  siguieron  en  el 
sigla  V,  los  Vándalos,  los  Godos  y  después  de  ellos  los 
Gópidos.  Los  Hérulos  y  los  Longobardos  se  dirigieron  al  Su- 
doeste. 

Los  Godos,  asentados  desde  muy  antiguo  en  la  Escandina- 
▼ia  y  en  parte  de  la  Prusia  actual,  se  dividían  en  dos  grupos 
situados  respectivamente  á  las  orillas  del  mar  Báltico,  de  don- 
de les  vino  la  denominación  de  Visigodos  y  Óstrog^odos. 

Hacia  el  año  150  una  agrupación  considerable  de.Gt)dos, 
empujada  por  otros  pueblos  de  su  misma  raza  probablemente, 
abandonó  su  patria,  adelantándose  hasta  el  Danubio,  pidien- 
do á  los  romanos  terrenos  para  establecerse.  La  insuficiencia 
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del  territorio  les  obligó  á  decidir  una  emigración  en  masa. 
Emprendiéronla  bajo  el  mando  de  su  rey  Filimer,  llegando 
hasta  la  costa  Norte  del  mar  Negro,  donde  en  el  año  214  li- 
braron la  primera  batalla  con  los  Romanos.  Por  espacio  de  60 
años  lucharon  sin  tregua,  aunque  con  vario  suceso  con.  los  Ro- 
manos, devastando  é  incendiando  las  más  importantes  ciuda- 
des de  aquella  parte  del  imperio  de  la  Macedonia  y  el  Asia 
Menor.  Al  cabo  de  este  tiempo  y  convencidos  los  Romanos  de  la 
imposibilidad  de  detener  por  más  tiempo  el  empuje  de  los 
Bárbaros,  sobre  todo  cuando  sus  fuerzas  estaban  distraidas  en 
la  lucha  con  los  Alemanes  junto  al  Pó  y  en  contener  las  rebe- 
liones que  habian  surgido  en  las  Galias  y  en  Egipto,  y  en  la 
guerra  con  Cenobia,  la  célebre  reina  de  Palmira,  el  emperador 
Aureliano  casi  al  dia  siguiente  de  la  formidable  derrota  que 
les  causara. el  emperador  Claudio  en  las  orillas  del  Morava, 
resolvió  transigir  con  ellos,  otorgándoles  la  posesión  del  terri- 
torio del  lado  allá  del  Danubio,  ó  sea  el  territorio  de  la  Ru- 
mania y  la  Transi^vania  actuales  y  el  espacio  situado  entre 
elTheissy  el  Danubio.  En  su  virtud,  este  territorio  dejó  de 
ser  provincia  romana  en  el  año  270  de  nuestra  era,  trocan- 
do su  nombre  por  el  de  Gotia.  Al  mismo  tiempo  que  los  Roma- 
nos entregaban. á  los  Godos  la  orilla  izquierda  del  Danubio,  los 
Francos  y  los  Alemanes  atravesaban  el  Rhin  y  los  Alpes,  cir- 
cunstancia que  hubo  de  pesar  principalmente  en  el  ánimo  de 
Aureliano  para  tomar  la  resolución  indicada.  Aunque  en  el 
espacio  de  100  años  comprendido  entre  el  establecimiento  de 
los  godos  junto  al  Danubio  y  la  invasión  de  los  Hunnos,  no 
dejaron  aquellos  de  tener  algunas  luchas  con  los  Romanos, 
permanecieron  ocupando  la  comarca. 

Los  Vándalos,  emparentados  con  los  Godos,  ocupaban  la 
Transilvania;  al  Norte  de  ellos  en  los  Cárpatos  habitaban  los 
Gépidos,  al  Oriente  délos  Vándalos  junto  al  Pruth,  el  Bug  y 
el  Niester  los  visigodos  y  al  Oriente  de  ellos  los  ostrogodos. 
Aquí  y  allí  se  hallaban  diseminadas  otras  varias  razas  ó  frac- 
ciones de  ellas,  tales  como  Heríalos,  los  Bastarnas,  etc. 

No  es  de  este  lugar  reseñar  la.  historia  de  las  luchas  soste- 
nidas por  los  Godos  contra  los  Romanos  y  contra  los  pueblos 
de  su  raza  en  el  tiempo  que  nos  ocupa. 
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Los  Germanos  no  formaban  una  nación  unificada.  Los  Go- 
dos, aparte  de  la  división  principal  en  visigodos  y  ostrogodos, 
cada  una  de  estas  fracciones  se  subdividia  á  su  vez  en  otras 
varias,  qué  gozaban  de  absoluta  independencia  en  el  orden  po- 
lítico de  su  gobierno  interior.  No  se  nos  ha  conservado  rastro 
de  ninguna  institución  religiosa  ni  política  que  simbolicé  la 
de  toda  la  raza  goda,  ni  siquiera  la  de  todas  las  fracciones  dé 
unión  los  visigodos  6  de  los  ostrogodos.  En  sus  correrías  se 
asociaban  frecuentemente  con  otros  pueblos  vecinos  como  los 
Gépidos,  Borgoñones,  Herulos,  Sarmatas  y  Bastarnas,  más  bien 
que  con  otros  pueblos  de  su  misma  raza.  Cuando  los  escritores 
hablan  de  empresas  militares  de  los  godos,  no  debe  entenderse 
que  fueron  sólo  godos  sus  autores,  ni  que  tomasen  parte  en 
ellas  todas  las  fracciones  de  este  pueblo,  sino  sólo  que  los  je- 
fes ó  la  mayor  parte  de  los  pueblos  que  en  ellas  figuran  eran 
de  raza  goda. 

En  sus  emigraciones  les  acompañaban  sus  mujeres  y  sus 
hijos,  y  llevaban  en  un  carro  sus  utensilios,  sus  deidades  y 
sus  tiendas  de  campaña.  Nó  obstante  el  cuadro  que  Jornandes, 
escribiendo  á  fines  del  siglo  vi  bajo  el  imperio  de  las  ideas 
dominantes  en  el  reinado  de  Teodorico,  é  influido  por  la  lite- 
ratura romana,  nos  hace  de  la  organización  política  de  los  go- 
dos en  los  siglos  iii  y  iv,  la  pintura  que  acabamos  de  bosque- 
jar fundándonos  én  otros  testimonios  tales  como  el  impor- 
tantísimo de  Amiano  Marcelino  se  acerca  á  la  verdad  mucho 

« 

más. 

Hermanrico,  rey  de  los  Ostrogodos,  logró  hacia  el  año  350 
sujetar  á  su  dominación  á  todos  los  pueblos  así  germanos  co- 
mo slavos  y  fineses  que  habitaban  la  orilla  izquierda  del  Da- 
nubio, pero  el  vínculo  que  los  unió  fué  puramente  nominal. 
Los  Visigodos  siguieron  entonces  como  antes  divididos  en 
muchos  pequeños  estados  y  gobernados  los  unos  por  reyes  y 
otros  por  jueces.  Empujados  por  los  hunnos  sobre  el  Danubio 
se  acrecentaron  sus  divisiones  hasta  que  Alarico,  reuniendo 
algunas  partes  del  pueblo,  formó  con  él  un  verdadero  Estado. 

En  el  antiguo  estado  germánico  la  familia  y  la  gens  no 
eran  órgano  del  Estado  sino  asociaciones  dentro  del  Estado 
que  ejercian  el  mayor  influjo  en  todas  las  esferas  de  la  vida. 
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política.  El  hombre  viv.ia  jurídica,  económica  y  militar- 
mente en  comunidad  con  sus  parientes  próximos  y  lejanos.  La 
gente  constituía  una  subdivisión  en  el  ejército  y  al  asentarse 
sobre  un  territorio  en  la  aldea.  Cierto  que  á  veces  se  recibía 
en  ella  á  los  extranjeros,  pero  en  los  tiempos  más  antiguos  no 
se  encuentra  huella  alguna  de  estas  instituciones  en  cuya 
virtud  hombres  no  unidos  por  el  parentesco  ni  por  la  creencia 
de  su  comunidad  de  origen  se  han  unido  bajo  la  forma  de  la 
gens.  En  las  naciones  germano-románicas  se  disolvió  de  una. 
parte  el  vínculo  de  la  familia  y  por  otra  la  misión  del  Estado 
y  de  la  sociedad  fué  ya  tan  compleja  que  no  pudo  ser  cum- 
plida en  la  familia,  y  de  esta  suerte  se  formaron  á  semejanza 
suya  ó  para  sustituirla  otras  varias  asociaciones.  El  Estado 
^germáhico-romano  se  diferencia  en  el  gran  número  de  sus 
asociaciones  del  antiguo  Estado  germán''co  que  no  conocia^ 
más  que  el  cortejo  real  y  \2^gens  ó  la  familia. 

El  ejército  era  una  misma  cosa  con  el  pueblo,  y  las  Asám-r 
bleas  populares  con  la  reunión  de  todo  el  ejército.  Los  escla- 
vos se  dividían  en  esclavos  propiamente  dichos  y  libertos, 
siendo  en  extremo  precaria  la  situación  de  estos  últimos,  que 
dependían  únicamente  del  arbitrio  de  los  señores.  Las  fuentes 
de  la  esclavitud  eran  la  guerra  y  el  nacimiento:  las  atribucio- 
nes del  señor  sobre  el  esclavo  omnímodas.  Los  privilegios  de 
los  nobles  variaban  en  los  diversos  pueblos  germánicos.  Mien- 
tras en  unos  como  entre  los  Francos  salios  no  existía  otra  no- 
bleza que  los  miembros  de  la  familia  real,  entre  los  Visigodos, 
por  ejemplo,  era  esta  clase  tan  numerosa  como  puede  juzgarse 
por  el  hecho  de  constar  una  división  del  ejército  de  Teodorico 
de  cinco  mil  hombre  libres  y  mil  nobles.  No  es  posible  precisar 
por  falta  de  testimonios  los  privilegios  déla  nobleza,  ni  las 
•graduaciones  que  en  la  misma  existían.  Sólo  sabemos  que  su 
testimonio  era  ante  los  tribunales  de, más  valer  que  el  los  hom- 
bres  libres  y  que  de  ordinario  iban  mejor  armados  que  ellos  y 
rodeados  de  sus  servidores. 

No  existia  propiedad  particular  sobre  los  inmuebles.  Los 
-^campos  pertenecían  á  la  comunidad  y  todo  el  que  era  miem- 
bro de  ella  podía  cultivarla. 

Los  germanos  no  conocieron  ciudades  en  un  principio,  ni 
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siquiera  aldeas  estables  mientras  estayo  en  práctica  el  sistema 
del  coltiyo,  descrito  por  César,  en  cuya  yirtud  cada  año  se  fija- 
ba á  las  gentes  el  campo  que  habian  de  cultiyar  asentando  sus 
moradas  allí  dorante  ese  tiempo,  para  trasladarlas  al  año  si- 
guiente á  los  campos  que  nueyamente  se  les  señalaban.  En. 
tiempo  de  Tácito  se  encuentran  ya  moradas  fijas  y  aldeas  es- 
tables, y  aunque  no  se  conoce  todayía  la  propiedad  particular, 
las  asignaciones  de  campos  para  el  cultiyo  no  se  hacen  ya  á 
las  gentes,  sino  á  las  familias.  Las  gentes  constituyen  una  co- 
munidad de  aldea,  y  sus  campos  comunes  una  comunidad  de 
marca.  Los  bosques  y  las  dehesas  fueron  comunes  también  en 
la  Edad  Media  á  muchas  aldeas  y  á  yeces  á  toda  una  centena.. 
Por  tanto,  en  el  tiempo  que  media  entre  César  y  Tácito,  á  cada 
aldea  de  la  marca  común  de  cada  centena,  ó  como  se  llamase 
entonces  á  cada  distrito,  se  le  señaló  una  marca  de  terreno  la- 
borable, ó  de  bosques  y  dehesas  que  podian  ser  trasformados 
en  tierra  de  labor,  y  surgieron  de  esta  suerte  dos  comunida- 
des de  marca,  la  de  campo  y  la  de  bosque.  La  primera  com- 
prendia  la  comunidad  de  aldea,  y  la  judicial  que  abarcaba  ma- 
chas de  la  primera  clase,  perteneciendo  á  ambas  todo  el  que 
era  miembro  de  la  comunidad.  Á  fines  del  siglo  iii,  cuando  las 
legiones  romanas  situadas  en  la  frontera  del  Danubio  impe- 
dian  estenderse  á  los  germanos,  se  desenyolyió  este  sistema 
de  propiedad  territorial,  de  suerte  que  el  número  de  cuotas  eu: 
que  debia  repartirse  el  campo  de  la  comunidad,  fué  ya  fijo,  y 
las  familias  existentes  adquirieron  un  derecho  hereditario  so- 
bre dicha  cuota.  En  lo  sucesiyo  no  se  pudo  formar  ninguna 
nueya  aldea,  sino  cuando  otra  se  habia  destruido  ó  diyidido, 
ó  cuando  la  comunidad  de  aldeas  se  resolyía  á  roturar  una 
parte  del  bosque  común  para  fundar  otra  aldea. 

No  es  posible  precisar  cuándo  se  realizó  esta  trasformacion 
por  la  falta  de  noticias.  Entre  los  Visigodos  habia  tenido  ya 
lugar  á  fines  del  siglo  ly,  como  se  infiere  de  un  pasaje  de  lá 
yida  de  Santa  Saba  que  indica  la  jactancia  de  los  ricos  respec- 
to de  los  que  carecían  de  propiedad.  Cuando  un  pueblo  aban- 
donaba su  suelo  se  disolyian  todas  estas  clasificaciones  basa- 
das en  la  propiedad  inmueble  y  reinaba  únicamente  el  orden 
del  ejército.  El  pueblo  no  se  clasificaba  ya  por  aldeas  sino- 
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por  gentes,  y  cuando  existia  ya  una  diferencia  entre  propieta- 
rios territoriales  ó  los  que  tenían  derecho  á  cuota  mejor  dicho^ 
y  los  que  carecían  de  propiedad,  desaparecía  entonces  para 
formarse  de  nuevo  cuando  el  pueblo  asentaba  sus  tiendas  en 
otra  comarca  y  las  gentes  construían  nuevas  aldeas. 

El  vinculo  que  nnia  entre  sí  á  los  habitantes  de  cada  aldea 
era  su  primitiva  comunidad  de  origen  gentilicio  y  el  habérse- 
les asignado  como  marca  propia  de  su  aldea  una  parte  de  la 
antigua  marca  común.  Poco  á  poco  fué  perdiendo  importan- 
cia el  vínculo  del  parentesco  originario;  hubo,  pues,  aldea» 
en  que  habitaron  á  un  tiempo  diversas  gentes,  y  la  organiza- 
ción posterior  de  la  aldea  surgió,  sino  exclusiva,  principalmen- 
te á  lo  menos  de  la  organización  de  la  marca.   Antes  de  la  di- 

Yísion  de  la  marca  en  aldeas   no  había  en  sentido  estricto  al- 
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deas  propiamente  dichas,  sino  agrupaciones  de  cabanas  no 
unidas  entr^  sí  en  lo  político  más  estrechamente  que  como  lo 
estaban  con  las  diseminadas  á  más  laVga  distancia. 

Los  progresos  en  la  organización  de  las  aldeas  datan  del 
momento  en  que  al  final  de  este  período  no  se  reconoció  ya 
participación  en  los  campos  á  todo  el  mundo,  sino  á  un  deter- 
minado número  de  familias,  es  decir,  cuando  se  estableció 
la  propiedad  privada  sobre  los  campos.  Este  desarrollo  se  ve- 
rificó de  dos  maneras.  En  muchas  partes  se  disolvieron  las^ 
aldeas  y  se  formaron  mansos  aislados.  Cada  labrador  recibía 
campo,  prado  y  bosque  en  la  próxima  llanura.  Su  casa  estaba 
en  medio,  distante  de  los  mansos  de  sus  vecinos.  En  la  mayor 
parte  de  las  comarcas,  por  el  contrarío,  se  separó  de  la  marca 
común  el  espacio  necesario  para  la  aldea  y  se  asignó  á  cada 
ano  de  los  asociados  una  heredad  que  comprendía  la  casa  con 
el  solar  y  un  jardín,  rodeado  de  una  cerca  y  que  el  poseedor 
podía  utilizar  á  su  arbitrio.  A  cada  heredad  correspondía  una 
participación  en  el  campo  laborable  de  la  aldea  y  el  de»echo 
de  aprovechamiento  en  los  campos  y  en  los  bosques.     ^ 

Los  Germanos  tenían  dos  clases  de  asambleas;  la  general 
de  todos  los  hombres  libres  de  la  nación  y  las  especiales  de 
sus  varias  divisiones,  denominadas  por  los  romanos  centenae  d 
fogi.  La  relación  entre  estas  dos  asambleas  constituye  el  he- 
cho más  importante  en  el  antiguo  estado  germánico.  La  esfe- 
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ra  de  su  competencia  era  idéntica  respecto  de  estos  dos 
pantos:  la  decisión  de  los  asuntos  judiciales  y  la  administra- 
<;ion  de  los  campos,  pastos  y  bosques.  Ambas,  pues,  tenían 
el  carílcter  de  asambleas  judiciales  y  de  reuniones  de  la  mar- 
ca. Como  la  marca  del  estado  consistía  únicamente  en  un  ter- 
ritorio generalmente'  extenso  que  se  dejaba  inculto  para  que 
pudiera  servir  mejor  de  defensa  contra  los  ataques  enemigos, 
<5  en  tierras  conquistadas  pero  no  pobladas,  toda  su  adminis- 
tración couír istia  en  consentir  6  prohibir  que  se  construyesen 
moradas  dentro  de  sus  términos. 

IjOS  asuntos  á  que  se  entendía  la  competencia  de  las 
asambleas,  de  la  marca  del  cantón  ó  de  la  centena  eran 
más  importantes,  consistiendo  en  tiempo  de  César  en*la  dis- 
tribución de  los  campos,  pastos  y  bosques,  que  se  hacia  cada 
-año  por  los  jefes  de  la  centena;  y  en  tiempo  de  Tácito,  cuan- 
do los  campos  se  asignaron  á  las  comunidades  de  aldea,  si- 
guió siendo  de  sus  atribuciones  el  entender  en  la  distribucíou 
de  los  bosques  y  las  dehesas  de  la  propiedad  común  de  la  cen- 
tena. Respecto  de  otros  puntos,  las  atribuciones  de  una  y  otra 
asamblea  eran  esencialmente  diversas.  La  general  decidía  so- 
bre la  paz  y  la  guerra,  concedía  el  derecho  de  ciudadanía, 
declaraba  á  los  mayores  de  edad  y  elegía  los  jueces  que  estaban 
al  frente  de  cada  centena.  Esta  última  facultad  permite  juzgar 
<5on  acierto  sobre  las  relaciones  que  existían  entre  ambas  asam- 
bleas. La  centena  no  tenia  ninguna  atribución  política^  no  era 
un  Estado  dentro  del  Estado,  sino  solo  una  de  sus  partes. 

La  asamblea  general  era  en  suma  una  asamblea  de  go- 
bierno y  la  de  centena  una  asamblea  judicial.  Su  organización 
^ra  también  distinta;  la  aentena  tenia  á  su  frente  un  juez,  y 
el  Estado  carecía  á  veces  de  jefe  supremo,  y  cuando  lo  elegía 
-casi  nunca  llevaba  el  nombre  de  juez,  sino  el  de  rey  ó  duque. 

Otra  diferencia  esencial  consistía  en  que  la  comunidad  ge- 
neral tenia  á  su  lado  una  asamblea  consultiva  de  principes  ú 
-o^úimaúes  en  la  cual  se  trataban  previamente  todos  los  asuntos 
que  habían  de  someterse  después  á  la  asamblea  general.  Se 
ha  disputado  sobre  si  este  consejo  era  una  asamblea  de  la  no- 
bleza ó  de  los  jueces,  y  en  este  último  caso  silos  jueces  proce- 
dían siempre  de  la  nobleza,  cuestión  que  no  puede  resolverse 
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«n  sentido  general  por  la  diversa  posición  de  la  nobleza  en  las 
diversas  razas.  Puede  asegurarse,  sin  embargo, que  formaban 
parte  de  ella  así  los  miembros  de  la  primera  nobleza  como  las 
personas  de  condición  inferior  distinguidas  por  su  bravura,  su 
edad  ó  su  experiencia. 

En  los  pequeños  Estados,  la  asamblea  general  se  reunía 
cada  14  dias  ó  cada  mes,  es  decir,  en  los  novilunios  y  plenilu- 
nios, en  otros  una  6  dos  veces  al  año.  En  los  Estados  germa- 
nos románicos  las  asambleas  de  los  grandes  sustituyeron  poco 
á  poco  á  las  asambleas  generales  del  pueblo.  Las  dificultades 
^ue  á  veces  ofrecía  su  reunión  por  haber  de  concurrir  ^  un 
punto  muy  distante  de  aquél  en  que  debia  celebrarse,  fueron 
<;ausa  de  que  se  fraccionasen  en  varios  grupos  algunos  pueblos. 
En  todo  caso  el  rasgo  característico,  para  juzgar  si  un  pueblo 
ó  raza  formaba  una  sola  nación,  es  la  Asamblea  general. 

El  tribunal  lo  constituía  la  comunidad  reunida  bajo  la  pre- 
sidencia del  Juez,  el  cual  promovía  el  juicio  preguntando  á  la 
asamblea  si  era  tiempo  de  juzgar,  y  cuidaba  de  que  se  obser- 
vasen en  el  curso  del  proceso  las  formas  establecidas.  Consul- 
taba á  la  asamblea,  pero  no  podía  dictar  la  sentencia  por  sí 
mismo,  atribución  que  correspondía  á  esta  últim  a. 

Los  Visigodos  habitaban  á  mediados  del  siglo  iv  todavía  en 
tiendas  la  mayor  parte,  á  pesar  de  que  llevaban  ya  80  años  de 
habitar  ya  pacíficamente  á  orilla  del  Danubio.  La?  iglesias 
que  tenían  por  entonces  los  visigodos  convertidos  al  cristia- 
nismo no  eran  otra  cosa  que  tiendas  de  campaña.  Durante  es- 
te período  los  germanos  miraron  siempre  con  ojeriza  las  ciu- 
dades amuralladas,  designadas  por  los  alemanes  con  el  nom- 
bre de  cementerios  aun  en  el  siglo  iv;  lo  cual  no  ha  de  consi- 
derarse como  muestra  de  la  incapacidad  de  los  germanos  para 
construir  ciudades,  sino  como  rasgo  característico  de  la  ma- 
nera de  ser  y  de  las  ideas  peculiares  de  estos  pueblos. 

Eduabdo  de  Hinoíosa. 
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PRESCRIPCIONES  DE  LA  LEY  HIPOTECARIA 
para  la  inscripción  de  los  dereclios  reales  adquiridos  antes  de  f  Enero  1861 


El  espíritu  del  siglo  xix  habia  llamado  ajuicio  á  diversas 
instituciones  jurídicas^  á  distintos  ramos  de  legislación,  tanto 
civil  como  administrativo  y  penal:  había  examinado  á  la  luz  d& 
la  filosofía,  y  con  severa  crítica  muchas  de  nuestras  leyes,  y 
en  sus  defectos  y  en  no  responder  éstas  á  las  necesidades  que 
aguijonan  y  estimulan  al  hombre,  encontráronla  fuente  de  la 
decadencia  de  nuestra  industria,  de  nuestro  comercio.  Nada 
más  esencial  para  la  vida  del  hombre  que  el  crédito;  nada  máa 
lógico  que  éste  se  presentara  en  sus  comienzos  como  pura- 
mente personal;  pero  después  se  desconfia  del  hombre  y  se 
busca  unk  garantía  y  encuéntrase  primereen  los  bienes  mue- 
bles, y  por  último  en  los  inmuebles:  de  aquí  la  prenda  y  la 
hipoteca  palabra,  que  si  bien  revelan  una  misma  idea,  di- 
fieren en  lo  que  les  sirven  de  objeto,  si  bien  fueran  confundid 
das  hastal  época  no  muy  lejana. 

Las  leyes  hipotecarias,  ya  tomemos  éstas  en  el  sentido  de 
comprender  bienes  muebles  ó  inmuebles,  han  sido  siempre, 
podemos  así  decirlo,  necesarias,  porque  ellas  implican  el  cam- 
bio^  y  con  el  cambio  la  garantía. 

Entrar  á  examinar  las  vicisitudes  que  éstas  sufirieron  en 
nuestra  patria,  fuera  salimos  de  la  órbita  que  nos  hemos  tra- 
zado: diremos,  sí,  como  dejamos  indicado,  que  las  leyes  de 
nuestros  códigos  eran  insuficientes,  y  repetiremos  con  la  ex- 
posición de  motivos  déla  ley  Hipotecaria  y  el  Real  decreto  de  8 
de  Agosto  de  1855,  quenaestras  leyes  hipotecarias  estaban  con- 
denadas por  la  ciencia  y  la  razón,  porque  sin  garantizar  sufi- 
cientemente la  propiedad,  ni  asientan  sobre  sólidas  bases  el 
crédito  territorial,  ni  moderan  el  interés  del  dinero,  ni  facili- 
tan sa  adquisición  á  los  dueños  de  bienes  inmuebles. 
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Necesario  era  su  reforma,  y  de  aquí  la  primera  duda  que 
nace:  la  de  saber,  cómo  indicaba  la  citada  exposición  de  moti- 
vos, si  la  reforma  abarcaría  únicamente  lo  concerniente  á  hi- 
potecas 6  seria  extensiva  á  asentar  la  propiedad  territorial  y 
todas  sus  desmembraciones  y  modificaciones  en  bases  seguras. 
La  respuesta  no  podia  menos  de  ser  afirmativa:  si  la  propie- 
dad no  está  suficientemente  garantida,  ¿podia  estarlo  la  hipo- 
teca? En  modo  alguno.  Esto  afirmado,  el  legislador  habia  de 
atender  á  esa  propiedad  tal  como  se  encontraba  cuando  se  ini- 
ció el  proyecto,  y  por  lo  tanto  estudiar  los  medios  de  hacer 
extensivos  los  beneficios  áesa  propiedad:  de  aquí  también  las 
disposiciones  transitorias  que  habian  de  armonizar  con  el  pri- 
mero de  que  las  leyes  no  son  retroactivas  y  con  et  interés  ge- 
neral á  que  atendía  con  especialidad  la  ley:  estas  medidas  en 
la  ley  hipotecaria  comprende  dos  grandes  grupos:  refiérense 
-el  uno  á  los  derechos  inscriptos  en  los  antiguos  Registros:  el 
otro  á  los  no  inscriptos.  Siendo  su  objeto  el  afianzar  la  pro- 
piedad, el  fomentar  el  crédito  territorial  y  dar  impulso  á  la 
agricultura,  no  pudo  por  menos  de  acudir  á  medios  benévolos 
para  lograr  la  inscripción  de  aquellos  derechos,  que  segnn 
nuestras  anteriores  pragmáticas  debieran  ser  inscriptos,  y 
llevar  su  benevolencia  hasta  el  perdón  de  penas  pecuniarias 
en  que  hubiesen  incurrido. 

Como  las  disposiciones  que  comprenden  este  segimdo  grupo 
á  que  nos  referimos,  ó  sea  á  los  derechos  adquiridos  y  no  ins- 
criptos, han  de  ser  objeto  de  nuestros  trabajos,  para  proceder 
eon  método,  examinaremos  la  materia  bajo  los  siguientes  as- 
pectos: 1**  Derechos  reales,  á  que  se  refieren  las  leyes:  2®  Dis- 
posiciones de  las  mismas  para  conseguir  su  pronta  inscrip- 
ción: 3*^  Efectos  de  estas  inscripciones. 

Entrando  á  axaminar  la  primera  cuestión,  no  creemos  inú- 
til el  indicar  qué  derechos  estaban  sujetos  á  inscripción  en  los 
antiguos  Registros:  eran  éstos  las  compras,  censos  é  hipote- 
cas, según  las  pragmáticas  de  D.  Carlos  y  D.*  Juana,  de  Fe- 
lipe V  y  Carlos  III,  con  el  exclusivo  objeto,  según  decian  los 
Reyes  Católicos,  deque  inscribiendo  semejantes  actos,  se  es- 
cusarian  muchos  pleitos;  no  abarcaban  por  consiguiente  todas 
las  formas  que  revestir  pueden  la  propiedad,  ni  todas  sus  des- 
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membraciones,  disposiciones  que  no  fueran  cumplidas,  sin  que 
á  ello  obstasen  las  severísimas  penas  con  que  se  conminaba  á 
los  que  infrinfiieren  tales  disposiciones.  No  siendo  toda  la  pro- 
piedad, como  decimos,  la  sujeta  á  inscripción,  la  ley  Hipoteca- 
ria no  pudo  por  menos  de  redactar  su  art.  389  sino  en  la  forma 
en  que  está;  esto  es,  refiriéndose  á  los  bienes  y  derechos  que 
según  la  misma  están  sujetos  á  inscFipcion,  y  por  lo  tanto  los 
enumerados^en  su  art.  2°,  y  1°  y  2°  del  Reglamento  para  su 
ejecución,  pues  que  redactado  en  distinto  sentido,  ó  refirién- 
dose á  la  legislación  anterior,  resultaría  una  contradicción  no- 
table, porque  según  aquellas  leyes  eran  objeto  del  Registro  bie- 
nes que  se  consideraban  como  inmuebles  y  que  para  la  hipoteca 
dejaron  de  serlo. 

Pero  aquí  surge  una  duda.  El  Reglamento  dice  que  no  sólo 
deberán  inscribirse  los  títulos  en  que  se  trasmitan,  se  reconozcan 
6  modifiquen  6  extingan  el  dominio  ó  derechos  reales,  como 
adquisiciones  de  fincas  de  mayorazgos,  concesiones  definiti- 
vas de  minas,  caminos  de  hierro,  aguas,  pastos  y  otras  seme- 
jantes. (1)  Estos  mipmos  derechos  pudieron  ser  adquiridos  án-. 
tes.  de  la  ley  Hipotecaria,  y  según  el  contexto  de  las  leyes  an- 
teriores no  estaban  sujetos  á  Registro,  ¿las  palabras  del  artí- 
culo 389,  han  de  interpretarse  tan  latamente  que  compren* 
da  aún  derechos  que  antes  no  estaban  sujetos  á  inscripcioíi,  6 
solamente  á  aquéllos  que  debiendo  registrarse  ha  reconocido 
como  sujetos  á  la  inscripción  en  el  nuevo  reglamento  de  la 
ley?  Lo  creemos  en  este  segundo  concepto  y  no  es  pueril,  á 
nuestro  ver,  esta  pregunta,  porque  si  el  legislador  establece 
estímulos  ó  concede  plazos,  y  otorga  ciertos  derechos,  no 
creemos  que  deba  referirse  sino  á  aquéllos  que  debieran  cum- 
plir con  su  deber  y  no  lo  hicieran:  el  posedor  de  un  censo  que 
no  lo  inscribió  incurrió  en  una  multa;  publícase  después  la 
ley  Hipotecaria,  y  sujeta  á  inscripción  el  censo:  para  que  sus 
fines  se  realicen,  concede  ciertos  beneficios  al  que  admitió  la 
inscripción  del  censo.  Pero  al  contrario,  tiénese  en  arrenda- 
miento una  finca,  ó  se  tiene  una  concesión  de  ferro-carriles; 
no  estaban  sujetos  á  inscripción  anteriormente,,  pero  sí  por  la 
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ley  Hipotecaria;  ¿  se  les  podrá  decir  á  estos  poseedores  qae  si 
dentro  de  tal  plazo  inscriben  gozarán  de  este  beneficio  ó  de 
ninguno  trascurrido  tal  otro  plazo?^o  lo  creemos. 

Creemos  determinados  los  derechos  á  que  la  ley  se  refie  • 
re:  ¿Que  medios  adoptó  para  la  inscripción  de  esos  derechos? 

La  Comisión  decia  «que  siempre  que  se  hacen  cambios  pro- 
fundos en  la  legislación  se  procura  estimular  y  facilitar  los 
medios  de  que  la  nueva  ley  sea  pronto  ejecutada  para  que  se 
consigan  los  beneficiosos  resultados  que  de  la   innovación   se 
esperan.»  Veamos  cómo  se  ha  llevado  á  cabo  esta   idea.   Las 
disposiciones  de  que  nos  vamos  á  ocupar,  podemos   dividirlas 
en  dos  grandes  series:  una  general  que  comprende   todos  los 
derechos  adquiridos  antes  de  1863  y  no  inscriptos;  otra  espe- 
cial, que  se  refiere  á  detalles.  Estudiemos  la  primera;   ó  sean 
medidas  generales:  es  la  primera  medida,  la  que  se  refiere   á 
exención  de  multas,  pero  esta  exención  no  es  absoluta:    sabi- 
do es,  las  penas  que  se  impusieron  á  los  que  contra  lo  precep- 
tuado no  inscribian  los  censos,  compras,  hipotecas,  etc.:  pues 
bien,  en  esta  parte  la  ley  Hipotecaria  dispus(>:  1°  Si  los   dere- 
chos se  adquirieron  antes  ó  más  de  1°  de   Enero  de   1863,   se 
inscribian  libres  del  derecho  de  hipotecas  y  de   la   multa  en 
que  hubiere  incurrido  el  propietario  y  el  Registrador  sólo  de- 
vengaba ¡a  mitad  de  sus  honorarios:  2°  Si  la  adquisición   fuó 
dentro  de  los  90  dias  y  no  fueren  de  los  sujetos  á  inscripción 
según   las  anteriores   leyes,   disfrutarán   de  igual  beneficio: 
3®  Si  por  el  contrario,  la  adquisi.on  fué  dentro  de  los  90  dias  y 
de  los  sujetos  á  inscripción,  se  verificará  ésta  con  arreglo  á  lo 
que  éstas  determinen  en  cuanto  á  los  derechos,  multas  y  ho- 
norarios del- Registrador.  (1)  Obsérvase,   pues,  la  disposición 
capital  de  bienes  que  antes  estaban  sujetos  á  inscripción  y  de 
los  que  no  estaban  sujetos,  siendo  como  no  podian  menos  de 
ser,  distintas  las  disposiciones. 

La  segunda  medida  general  refiere  á  los  efectos  de  la  ins- 
cripcion  con  relación  á  tercero^  pues  que  respecto  á  los  con- 
tratantes rígense  por  la  ley  del  contrato:  esta  medida  es  de 
efecto  retroactivo  en  unos  casos,  en  otros   no:   la  retroacción 

(1)   Art.  S?0  ley  Hipotecaria. 
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consiste  únicamente  en  el  beneficio  6  estímalo,  pues  que  en 
los  demás^  siendo  la  inscripción  voluntaria,  no  podia  determi- 
nar otra  cosa.  Es  necesaria  también  distinguir,  pues  que  la 
iey  lo  hace,  si  el  derecho  inscripto  no  constare  de  los  títulos  de 
propiedad,  ó  si  por  el  contrario  constare  tal  derecho:  expuesto 
esto,  veamos  en  qué  consisten  las  disposiciones  de  la  ley:  las 
inscripciones,  dice  el  art.  396,  que  se  verifiquen  en  el  plazo 
de  180  dias,  no  surtirán  efecto  contra  tercero  desde  su  fe- 
cha, cualquiera  que  sea  la  de  las  adquisiciones  ó  gravámenes 
á  que  se  refieran,  si  el  derecho  inscripto  no  constare  de  los 
títulos  de  propiedad  al  tiempo  de  su  última  adquisición;  pero 
si  constare  se  retrotraerán  los  efectos  de  la  inscripción  á  la 
fecha  en  que  se  haya  adquirido  por  el  dueño:  así,  pues,  única- 
mente se  concede  el  beneficio  de  la  retroacción,  cuando  se 
cumplen  las  condiciones  indicadas:  este  beneficio,  como  se 
observa  era  una  excepción,  aun  principio  capital  de  la  ley,  al 
de  que  los  títulos  inscriptos  no  surtirán  efecto  contra  tercero, 
sino  desde  la  fecha  de  la  inscripción.  ¿Estos  artículos,  se  refie- 
ren á  los  derechos  adquiridos  y  no  sujetos  á  inscripción  antes 
de  1863?  Creemos  que  ni  aun  la  más  leve  duda  puede  caber. 
Relaciónase  éste  con  el  anterior  ó  sea  390,  donde  hemos  visto 
que  la  ley  hacia  esas  distinciones. 

De  no  menor  importancia  es  la  tercera  disposición  g^eneral, 
que  se  refiere  á  la  forma  de  la  inscripción.  Si  el  legislador  de- 
seó que  toda  la  propiedad  se  inscribiera,  si  para  ello  estable- 
ció medios  para  estimular  al  propietario,  si  al  mismo  tiempo 
que  proclamábala  inscripción  voluntaria,  dio  preceptos  que 
en  rigor  hacianla  forzosa,  sus  disposiciones  encontraron  obs- 
táculo grave  en  el  art.  2°  de  la  ley:  era  éste  como  la  negación 
de  esos  sus  deseos;  constituia  gravísimo  obstáculo  para  el 
cumplido  objeto  de  sus  fines.  El  citado  artículo  estaba  conce- 
bido  en  la  primitiva  ley  en  términos  absolutos:  se  suspendía  6 
denegaba  la  inscripción  si  el  domicilio  ó  derecho  real  no  esta- 
ba inscrito.  ¿Dónde,  pues,  quedaban  las  disposiciones  de  los 
artículos  389,  390  y  391?  Las  anulaba  por  completo.  Justa  fué 
la  alarma  que  el  artículo  produjo:  justificadas  tjimbien  las  da- 
das de  hoy,  y  en  vista  de  semejante  artículo  preguntaban  sí 
las  leyes  debian  tener  efecto  retroactivo.  La  Real  orden  de  20 
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-de  Febrero  de  1863  diciendo  que  semejante  artículo  solo  era 
aplicable  á  las  adquisiciones  hechas  después  de  regir  la  ley 
Hipotecaria,  en  cuyo  «entido  se  redactó  en  la  reformado  1869, 
solo  qué  exigiendo  como  condición  precisa  para  que  la  falta 
de  inscripción  no  produjese  suspensión  que  resulte  del  título 
presentado  6  de  otro  documento  fehaciente  que  el  dominio 
se  adjudicó  antes  de  F  de  Enero  de  1863. 

Relacionadas  con  las  formas  de  la  inscripción  y  atendiendo 
á  lo  defectuosa  que  por  regla  gederal  era  la  instrumentación 
antigua,  se  han  suscitado  algunas  dudas  sobre  estos  derechos. 
Al  determinar  el  núm.  V  del  art.  9°,  que  en  la  inscripción 
t^onste  la  naturaleza,  situación,  medida  superficial,  etc*,  de  la 
finca,  creyóse  por  algunos  comentaristas  que  si  todos  los  re- 
quisitos no  constaban,  no  podian  inscribirse,  duda  que  fué 
combatida  victoriosameate  por  la  exposición  de  motivos  de  la 
ley  de  Abril  de  1864,  haciendo  observar  que  en  el  citado 
número  F  del  art.  9°  se  usa  de  las  palabras  «si  constare»  siem- 
pre que  las  circunstancias  omitidas  no  fueren  de  tal  entidad 
que  dieran  ocasión  á  la  nulidad  de  que  trata  el  art.  30  de  la  ley. 

El  artículo  no  obstante,  está  aclarado  coa  bastante  preci- 
sión en  el  21  de  la  ley  al  determinar  que  sólo  cuando  la  ins- 
-cripcion  no  exprese  las  circunstancias  relativas  á  la  persona 
de  los  otorgantes,  á  las  fincas  y  á  los  derechos  inscritos  será 
nula:  y  en  el  art.  30  diciendo  que  la  inscripción  de  los  título^ 
expresados  en  los  artículos  2°  y  5°  (Je  la  ley,  á  excepción  de  la 
•hipoteca,  serán  nulos  si  no  contienen  las  circunstancias  com- 
prendidas en  los  números  P,  2°,  3%  4^  5**,  6**  y  8°  del  art.  9'. 
y  en  el  núm.  1°  del  art.  13,  desvaneciendo  por  lo  tanto  toda 
-duda  acerca  de  los  requisitos  sin  los  que  la  inscripción  no  sería 
válida:  esto  no  obstante,  cuando  se  trataba  de  derechos  inscri- 
tos en  el  antiguo  Registro,  y  en  el  cual  no  podian  constar  to- 
dos los  requisitos  que  la  ley  moderna  exige,  se  preguntaba 
qué  criterio  habiade  regir  respecto  á  la  trascripción  ó  inscrip- 
ción nueva  de  los  expresados  derechos.  ¿Sería  necesario  que 
reunieran  todas  las  circunstancias  que  expresan  tanto  los  ar- 
tículos 9®,  17, 21.y  30?  Esto  no  era  fácil  por  las  causas  que  he- 
mos indicado;  la  redacción  de  instrumentos  públicos  no  era  tal 
-€omo  hoy  es:  faltaban  parte  de  las  circunstancias  que  hoy  for- 
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zosamente  se  reseñan  en  los  títulos,  ni  eran  necesarias  por 
el  modo  de  ser  y  organización  del  Registro  en  aquél  entdn- 
ees:   atendiendo  á  esto  la  [Dirección  general  en  su  Real  or- 
den de  17  de  Febrero  de  1877  dijo  que  se  reputaran   válidos^ 
aun  cuando  carezcan  de  alguna  circunstancia  ó  requisito  esen- 
cial, mientras  los  Tribunales  no  declaren  en  debida  forma  la 
nulidad  y  consiguiente   cancelación  los  asientos'  extendidos^ 
en  el  antiguo  Registro;  debiendo  por  lo  tanto  producir  los  ex- 
presados asientos  todo  su  valor  para  el  efecto  de  inscribir  á 
continuación  de  los  mismos  actos  de  enajenación  ó  gravamen,, 
otorgados  por  las  personas  que  aparezcan  con  derecho  á  ello^ 
siempre  que  la  omisdon  no  sea  de  tal  naturaleza  que  haga  im-- 
posible  conocer  si  el  trasmitente  tiene  ó  nó  derecho  para  otor* 
gar  aquellos  actos. 

El  reglamento  dictado  para  la  ejecución  de  la  ley  Hipote- 
caria precabe  tal  modo  de  obviar  también  estas  dificultades^- 
por  medio  de  los  artículos  21,  312,   313  y  314,  y  por  la  Real 
orden- de  7  de  Octubre  de  1867. 

Estas  son,  narradas  á  la  ligera,  las  principales  disposiciones^^ 
que  en  la  ley  se  encuestran  relativas  al  asunto  que  estamos  tra- 
tando: agrégase  á  las  enumeradas  una  que  si  bien  hoy  no  tie- 
ne interés  por  ser  siempre  de  carácter  transitorio  no  podemos 
omitirla:  tal  es  el  plazo  bajo  el  que  esas  ventajas  se  cumplen: 
diversos  fueron  estos,  tanto  en  la  ley  de  1861  como  en  la  refor- 
mada, hasfca  que  por  Real,  orden  de  31  de  Marzo  de  1875  se 
negó  la  próroga  solicitada  por  el  instituto  agrícola  catalán  pa- 
ra inscribir  estos  derechos.  (Mor.  Ed.  1859,  pag.  393.) 

No  cesan  en  esto  las  medidas  adoptadas  por  el  legislador- 
para  conseguir  la  inscripción  de  esos  derechos:  previese,  que 
el  derecho  real  recayere  sobre  bienes  inmuebles  ajenos,  y  en 
este  caso  debió  adoptar  otras  medidas;  á  ellas  se  refieren  lo» 
artículos  318  á  321  del  Reglamento;  los  derechos  reales  son  en 
primer  término,  los  que  enumeran  los  artículos  2**,  3**,  5®  y  6* 
de  al  Ley:  puede  ocurrir  que  la  propiedad  esté  ó  no  inscrita: 
si  estuviese  inscrita,  puede  el  poseedor  del  inmueble  en  asiento 
separado,  pedir  la  inscripción  ó  por  cualquier  otro  medio  de  los^ 
que  la  ley  designa  en  su  tít.  14.  Si  la  propiedad  no  estuviere 
inscrita  podrá  presentar  su  título  y  pedir  una  anotación  pre- 
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Tentiva  y  requerir  al  dueño  para  que  proceda  á  la  inscripción 
determinando  el  Reglamento  la  tramitación  que  ha  de  darse  á 
esa  petición,  y  en  el  caso  que  el  propietario  se  negare  á  la  ins- 
cripción, determina  por  último  los  efectos  de  estas  inscripcio-. 
nes  que  son  los  que  antes  hemos  indicado  al  hablar  de  la  ley. 
Terminan  con  las  citas  que  hemos  hecho  del  Reglamento 
las  disposiciones  que  se  refieren  al  primer  grupo  en  que  diji- 
mos pueden  referirse  las  disposiciones  para  la  inscripción  de 
estos  derechos  y  cuyas  disposiciones  en  su  mayor  parte  son 
de  carácter  general;  pero  no  cesan  en  estas  las  disposiciones 
de  la  ley;  á  las  medidas  generales  adopta  otras  ó  sean  las  del 
segundo  grupo  ó  particulares  de  que  también  hablaremos 
ligeramente  en  otro  artículo. 

Rafael  Ramos. 


LO  CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO  EN  HACIENDA. 


La  vida  social,  tsa  complicada  serie  de  relaciones  huma- 
nas que  ordinariamente  se  muestra  y  (Jesarrolla  de  una  ma- 
nera admirablmente  armónica,  sin  rozamientos  de  ningu- 
na cláise  y  sin  violaciones  de  los  derechos  particulares;  en  oca- 
siones se  realiza  á  pesar  de  actos  anormales  y  relativamente 
poco  frecuentes,  que  momentáneamente  alteran  aquella  armo- 
nía, vulnerando  los  eternos  preceptos  de  lo  justo.  Cuando  esas 
violaciones  son  obra  ó  afectan  á  la  Administración,  ésta  ó  los 
particulares  que  por  ella  se  sienten  agraviados,  tienen  espedi- 
to  el  camino  que  les  ofrece  la  legislación  vigente  sobre  lo  Con^ 
Undoso  del  Estado,  no  tan  perfecta  y  acabada  como  fuera  de 
desear,  pero  sí  lo  suficiente  para  que  pueda  ser  restablecido 
el  derecho.  Según  sea  la  naturaleza  de  la  infracción,  debe  ser 
el  medio  empleado  para  remediarla  ó  castigarla,  y  de  ahí  la 
división  de  contencioso  cwílf  contencioso- criminal  y  contencioso- 
administrativo^  que  no  puede  menos  de  establecerse  siempre 
que  se  trate  de  lo  Contencioso  del  Estado, 

Para  sucesivos  artículos  dejamos  varias  cuestiones  de  no- 
toria trascendencia  que  surgen  respecto  á  cada  uno  de  aque- 
llos distintos  procedimientos,  que  debieran  desaparecer  en 
absoluto,  según  la  opinión  de  algunas  personas  excesivamen- 
te igualitarias  y  para  las  cuales  una  misma  ley  debe  servir  d© 
norma  en  todos  los  casos,  aunque  no  sean  perfectamente  idén- 
ticos. Tiempo  tendremos  de  ocuparnos  con  detención  dé  esas 
distintas  cuestiones,  ya  iniciadas  en  una  modestísima  confe- 
rencia que  tuvimos  el  honor  de  pronunciar  en  la  Academia  de 
Jurisprudencia  y  Legislación,  mereciendo  la  honra  de  que  se 
publicara  en  Revista  tan  ilustrada  como  la  que  hoy  nos  ofre- 
ce sus  columnas. 

El  caso  es  que  la  Administración  puede  inferir  ó  recibir 
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'agrayios  por  alguna  resolución  gubernativa  que  haya  causa- 
do estado,  en  cualquier  asunto  particular  y  que  no  sea  de 
aquellos  en  que  tiene  fe-cultades  discrecionales;  y  lo  cierto  y 
positivo  es  que  debe  existir  un  medio  de  deshacer  ese  agravio. 
El  medio  autorizado  por  nuestras  leyes  es  el  procedimiento 
contencioso-admi/bisiraúivOy  en  que  se  dan  frecuentes  anomalías, 
al  parecer  inexplicables,  como  la  que  recientemente  ha  ofreci- 
do la  Gaceta  del  25  de  Febrero  último. 

De  la  constante  jurisprudencia  establecida  por  el  Consejo 
de  Estado,  basta  á  nuestto  propósito  citar  el  decreto- sentencia 
de  24  de  Marzo  de  1866,  en  que  se  consigna  el  principio  de 
que  «las  cuestiones  relativas  á  las  contribuciones  indirectas 
nunca  pueden  tener  el  carácter  contencioso-administrativo, 
según  la  Real  orden  de  20  de  Setiembre  de  1852.»  Por  lo  mis- 
mo, era  incuestionable  hasta  ahora  -que  las '  cuestiones  relati- 
vas á  la  renta  de  Aduanas  no  eran  materia  contenoioso-admi- 
nistrativa,  y  así  lo  reconocen  los  artículos  237  y  250  de  las 
Ordenanzas  del  ramo. 

Pero  se  publica  la  ley  de  31  de  Diciembre  de  1881  sobre  el 
procedimiento  en  las  reclamaciones  económico-administriati- 
vas,  y  el  Ministro  de  Hacienda  entiende  que,  á  virtud  de  lo  dis- 
puesto por  aquella  ley,  se  hace  preciso  modificar  los  citados  pre- 
ceptos de  las  Ordenanzas  do  Aduanas,  robustecidos,  si  cabe,  por 
unapráctica  constante  y  una  jurisprudencia  no  interrumpida. 
Fundada  en  esas  consideraciones,  la  Real  orden  de  20  de  Fe- 
brero, publicada  el  dia  25  en  el  periódico  oficial ,  autoriza  la 
vía  contencioso-administrativa  contra  las  resoluciones  minis- 
teriales dictadas  en  expedientes  del  ramo  de  Aduanas. 

Mucho  extrañamos  que  la  prensa  periódica  se  haya  limita- 
do á  dar  cuenta  de  la  reforma,  sin  concederla  toda  su  verda-  • 
dera  importancia,  no  tan  sólo  por  lo  que  significa  en  la  mate- 
ria sobre  la  que  se  ha  legislado,  sino  más  principalmente  por 
el  criterio  que  revela  y  á  que  indudablemente  obedece,  bien 
distinto  del  alegado,  si  hemos  de  desentrañar  racionalmente 
el  espíritu  que  informa  á  las  disposiciones  legales  emanadas 
de  los  distintos  centros  .administrativos.  Para  corroborar  la 
exactitud  de  nuestro,  aserto  sobre  la  verdadera  idea  originaria 
de  la  soberana  disposición  que  nos  ocupa,  es  suficiente  tras- 
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cribir  el  párrafo  primero  de  la  base  5*  de  la  ley  citada  en  la 
Real  orden. 

«La  vía  contencioso-administrativa  procederá  contra  las 
<icproYÍdencias  de  segunda  instancia  sin  excepción  alguna, 
«siempre  que  el  asunto  sobre  que  versen  constituya  materia 
<ccontencioso-administrativa  y  aquéllas  causen  estado,  lesio- 
«nen  derecho  perfecto  é  infrinjan  algún  precepto  legal.» 

No  copiamos  los  párrafos  restantes  de  dicha  base,  pu^  se 
limitan  á  señalar  otros  casos  en  que  ha  de  proceder  la  vía  con- 
tencioso-administrativa en  Las  mismas  condiciones  establecidas> 
entre  las  cuales  se  determina  la  de  que  el  asunto  constituya  ma- 
teria contencioso-administrativa.  Es  indudable,  por  tanto,  que 
la  ley  de  1881  no  se  refiere  á  los  asuntos  de  la  renta  de  Adua- 
nas, ni  á  los  de  ninguna  otra  contribución  indirecta,  pues  las 
cuestiones  relativas  á  este  género  de  impuestos  no  constitu- 
yen materia  contencioso-adminitrativa,  conforme  ha  declarado 
repetidas  veces  el  Consejo  de  Estado. 

De  ahí,  que  en  nuestra  opinión,  el  verdadero  fundamento 
de  la  reforma  que  nos  ocupa,  hay  que  atribuirlo  única  y  exclu- 
sivamente al  propósito,  noble  y  digno  de  aplauso,  de  iniciar  una 
más  de  las  muchas  que  se  han  comenzado  últimamente  en  las 
distintas  esferas  que  abarca  la  administración  de  la  Hacienda 
pública.  Sin  que  nosotros  tengamos  la  suficiente  competencia 
para  juzgar  esas  reformas  y  mucho  menos  en  el  corto  espacio 
de  tiempo  de  que  disponemos,  nos  creemos  en  el  deber  de  to- 
mar nota  de  la  citada,  nosotros  que  en  la  Revista  de  ffacienda 
hemos  abogado  por  ella,  seguros  de  que  algún  dia  seria  redli" 
zada.  Hoy  lo  ha  sido,  y  esperamos  confiadamente  en  que  otra 
tanto  se  hará  respecto  á  las  demás  contribuciones  indirectas. 

Que  en  los  expedientes  relativos  á  semejante  clase  de  tri- 
butación se  puede  lesionar  algún  derecho  preexistente,  no  es 
posible  dudarlo  si  se  tiene  en  cuenta,  que  idénticos  derechos  se 
ostentan  en  todos  los  casos,  y  que  análogos  intereses  encon- 
trados  son  los  que  á  veces  se  controvierten  con  motivo  de  la 
exacción  de  los  distintos  impuestos  que  gravan  la  riqueza  pú- 
blica. Si  aquella  lesión  y  esta  lucha  son  posibles  tratándose 
de  contribuciones  directas,  lo  mismo  puede  suceder  al  tratarse 
de  las  indirectas,  y  la  justicia  más  vulgar  reclama  idéntico 
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Tecurso  coutra  las  resoluciones  guberaatívas  lesivas  de  los  de- 
rechos particulares  en  uno  y  otro  caso. 

Un  sencillísimo  ejemplo  es  suficiente  para  confirmar  prác- 
ticamente la  exactitud  de  aquel  aserto. 

£1  árt.  178  de  las  Ordenanzas  de  Aduanas,  consiente  la  cír- 
-culacion  de  géneros  y  mercancías  con  las  condiciones  que  se- 
ñala, una  de  las  cuales  se  refiere  á  los  llamados  coloniales, 
•que  deben  ir  acompañados  de  la  correspondiente  ^uia  6  del 
oportuno  vendí.  Si  una  partida  de  los  citados  géneros  circula- 
ra sin  estos  signos  comprobantes  de  su  legítima  procedencia, 
podría  considerarse  al  conductor  comprendido  en  el  art.  19 
del  decreto  de  20  de  Junio  de  1852,  que  define  como  delito  de 
<lefraudac¡on  la  conducción  de  géneros  lícitos  sin  el  compro- 
l)ante  del  pago  de  los  derechos  que  corresponden  á  la  Ha- 
cienda; y  desde  luego,  esa  apreciación  seria  injustificada,  sí 
aquella  omisión  se  hubiera  descubierto  en  punto  de  reconoci- 
miento, en  cuyo  caso  solo  debe  castigarse  el  hecho  como  una 
simple  falta  prevista  en  el  art.  227  de  las  Ordenanzas.  En  tal 
concepto,  pues,  se  lesionaria  el  derecho  del  conductor,  penán- 
dole como  autor  de  un  delito  cuando  únicamente  lo  era  de  una 
falta,  y  en  buenos  principios  debia  concedérsele  la  facultad  de 
acudir  á  la  vía  contencioso-administrativa. 

Y  por  cierto  que  en  esta  como  en  otras  muchas  ocasiones, 
las  Ordenanzas  de  la  isla  de  Cuba,  ofrecen  la  partíimlaridad 
•de  preceder  á  las  de  la  Península,  en  consignar  alguna  de  las 
«distintas  reformas  que  están  llamadas  á  sufrir.  Efectivamente*, 
d  recurso  que  ahora  se  establece  como  una  novedad  en  la  Po; 
nínsula,  existia  ya  en  Cuba,  cuyas  Ordenanzas  lo  autorizan 
en  los  artículos  132  y  139,  como  autorizan  también  la  libre 
circulación  de  mercancías  y  géneros,  restringida  por  elartícu-, 
lo  178  de  las  Ordenanzas  de  la  Península. 

Otros  ejemplos  podríamos  citar  en  apoyo  de  nuestra  tesis, 
pero  el  expuesto  es  más  que  suficiente  á  nuestro  propósito,  que 
lio  es  otro  más  que  hacer  votos  porque  se  lleve  adelante  la  idea 
<jne  en  realidad  ha  presidido  á  la  publicación  de  la  Real  orden 
mencionada,  haciéndola  extensiva  á  todas  las  demás  cuestio- 
nes relativas  á  las  contribuciones  indirectas, .  y  entrando  re- 
sueltamente en  el  camino  de  las  reformas,  tan  anhelado  por 
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cuantos  se  interesan  por  los  vitales  y  positivos  problemas  de- 
la  ciencia  administrativa.  El  país  ansia  esas  reformas,  y  no  es- 
catimará sus  aplausos  al  que  las  lleve  á  cumplido  efecto,  mu- 
cho más  si  no  se  olvida  lo  que  D.  Luis  Marfa  Pastor  recomen- 
dó en  su  notabilísima  obra  sobre  La  ciencia  de  la  Contridmiony 
advirtiendo  y  consignando  la  verdad  inconcusa  de  que  «la  más^ 
vulgar  prudencia  aconseja  al  hombre  de  Estado  proceder  con 
orden  y  regularidad,  descargando  primero  el  peso  abrumador  • 
de  toda  carga  extraordinaria^  é  introduciendo  después  con  ti- 
no, discreción  é  inteligencia,  las  reformas  y  mejoras  que  re- 
clama el  estado  de  la  publica  administración.» 

Luis  M.  Miquel  Ibargüen. 


?o-or:i-s!%s^>coi 


Soke  la  verdadera  iüteligencia  del  artículo  37  de  la  Ley  prorisionaí 

de  la  Renta-tiáfe  del  Estado. 


•  El  artículo  37  de  dicha  ^  Ley  dice:  «se  reintegrarán  igual- 
emente  en  dicho  papel  timbrado,  con  la  nota  del  actuario,  las^ 
«cartas,  documentos  privados,  certificaciones,  informes  y  pe- 
«riódicos,  sean  ó  no  oficiales,  que  se  agreguen  álos  autos.» 

Publicada  ésta  Ley,  sabemos  que  en  algunos  juzgados  se- 
ha  comenzado  á  exigir  papel  de  reintegro  con  arreglo  á  la 

•cuantía  de  los  peitos,  por  las  certificaciones  de  los  actos  de- 
conciliacion,  por  las  partidas  sacramentales  de  filiación,  etc., 
al  paso  que  esta  práctica  se  ha  considerado  como  un  error  por 
funcionarios  judiciales  muy  entendidos. 

Nos  hemos  acercado  á  personas  que  por  su  carácter  oficial 
y  antecedentes  pudieran  ilustrarnos  acerca  del  verdadero  al- 
cance y  ostensión  que  deba  darse  á  las  palabras  del  art.  37  de- 
dicha  ley,  y  hecho  presente  el  diferente  criterioxon  que  ha 
sido  entendido  por  los  auxiliaíes  de  los  juzgados.  La  contes- 
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tacion  que  hemos  recibido,  es:  que  la  palabra  certificaciones 
se  refiere  á  aquellas  que  se  presentan  estendidas  en  papel  no 
sellado,  como  lo  demuestra  que  el  artículo  se  refiere  á  cartas, 
documentos  privados  y  periódicos.  Por  lo  que  yerran  los  que 
.exigen  papel  de  reintegro  á  las  certificaciones  de  actos  de  con- 
ciliación en  que  ha  habido  avenencia,  si  están  en  papel  de  diez, 
pesetas,  ni  á  las  de  partidas  de  bautismo,  matrimonio,  c^tc., 
estando  en  el  papel  sellado,  que  prescriben  otros  artículos  de 
la  Ley.    • 

Para  la  debida  inteligencia  de  la  Ley  del  timbre,  como 
asunto  de  Hacienda,  las  oficinaé  especiales  del  ramo  son  la» 
competentes  para  resolver  cualquiera  duda,  y  por  eso  no  du- 
damos hoy  en  la  duda,  cuya  resolución  hemos  tratado  en  las^ 
anteriores  líneas  y  sobre  la  que  será  de  desear  no  se  exija  á 
las  partes  que  en  lo  sucesivo  hagan  gastos  innecesarios  y  abu- 
sivos. El  objeto  del  artículo  es  el  reintegro  de  papeles  no  se- 
llados, no  de  los  que  están  en  el  papel  sellado  correspondien- 
te, según  otros  artículos  de  la  misma  Ley. 

J.  ROMEBO  MaZZETI. 
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CRÓNICA  EXTRANJERA 


*     TABEAS  LEGISLATIVAS  EN  FRANQA. 

Durante  el  segundo  semestre  del  próximo  pasado  año  de  4884,  las  Cá- 
niaras  francesas  han  discutido  ó  aprobado  entre  otros  varios  proyectos  de 
ley  de  menos  importancia,  el  relativo  á  la  prensa  por  cuyo  art.  44  se  esta 
blece  que  sólo  mediante  decreto  especial  del  Ministro  del  Interior  podrá 
prohibirse  la  circulación  en  Francia  de  los  periódicos  publicados  en  el  ex* 
tranjero.  Los  artículos  que  hacen  referencia  á  los  escritos  periodisticcs  que 
inducen  á  delinquir  fue  on  discutidos  con  gran  interés,  y  el  Senado  deci- 
dió que  los  que  directamente  hayan  provocado  la  comisión  de  un  delito 
sean  castigados  como  cómplices,  si  aquel  llegó  á  efectuarse.  Los  que  di-> 
rectamente  induzcan  á*cometer  asesinato,  robo  é  incendio  ó  algún  delito 
contra  la  seguridad  del  £stado,  serán  penados,  en  el  caso  en  que  la  pro- 
vocación no  surta  efecto^  con  tres  meses  á  dos  años  de  prisión  y  multa  de. 
400  á  3000  francos.  Las  injurias  dirigidas  contra  la  memoria^e  los  muer- 
tos, solo  serán  castigadas  cuando  el  autor  de  la  injuria  se  haya  propuesto 
ofender  el  honor  ó  la  consideración  de  que  gozan  los  herederos  del  inju- 
riado. Se  admite  la  prueba  de  las  imputaciones  injuriosas  dirigidas  contra 
los  directores  ó  administradores  de  toda  empresa  industrial  ó  mercantil 
basada  en  el  ahorro  ó  en  el  crédito.  £sta  ley  de  la  prensa  fué  promulgada 
el  S9  de  Julio.  £1  Senado  discutió,  después  de  haber  declarado  la  urgen- 
cia, otro  proyecto  de  ley  muy  importante,  ya  aceptado  por  la  Cámara  de; 
los  Diputados,  que  tenia  por  objeto  la  derogación  del  art.  45  del  decreto 
de  25  prairial,  año  XII,  sobre  fcementerios.  Este  artículo  exige  que,  alli 
donde  se  profesen  varios  cultos,  haya  para  cada  uno  lugar  de  inhumación 
separado.  La  ley  reformada  se  promulgó  en  44  dé  Noviembre. 

El  proyecto  de  ley  declarando  obligatoria  la  instrucción  primaría,  vo- 
tado en  %i  de  Diciembre  de  4880  por  la  Cámara  de  los  Diputados  y  acep- 
tado por  el  Senado  en  42  de  Julio  con  algunas  modificaciones,  fué  de 
nuevo  sometido  á  las  deliberaciones  de  la  Cámara  en  23  de  Julio.  £1  Se- 
nado aceptó  el  principio  de  la  enseñanza  obligatoria,  suprimió  en  los 
programas  la  enseñanza  religiosa,  derogó  las  disposiciones  que  conceden 
á  los  sacerdotes  el  derecho  de  inspección  y  vigilancia  en  las  escuelas; 
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pero  decidió  que  los  maestros  enseñaran  á  los  alumnos  sus  deberes  res- 
pecto á  Dios  y  á  la  patria;  autorizó,  con  determinadas  condiciones,  la 
presencia  dal  sacerdote  en  la  escuela  para  dar  en  ella  la  enseñanza  religio- 
sa, y  para  hacer  constar  la  instrucción  de  los  niños  educados  por  su  fami- 
lia, exigió  un  solo  examen  á  la  edad  de  10  años  cumplidos.  La  Cámara 
rechazó  estas  modificaciones,  hizo  algunas  enmiendas,  y  el  proyecto  re- 
formado volvió  al  Senado,  quien  lo  pasó  á  la  Comisión  nombrada  al 
efecto. 

Se  han  promulgado  también  leyes  creando  una  Escuela  normal  para 
la  preparación  de  profesoras  encargadas  de  dirigir  la  enseñanza  en  las 
«scuelas  secundarias  de  mujeres,  y  aumentando  en  420  millones  el  pre- 
supuesto de  los  liceos,  colegios  y  escuelas  primarias. 

Hay,  adeijiás^  numerosas  proposiciones  de  ley  presentadas  á  ambas 
Cámaras  y  pendientes  de  resolución.  Mencionaremos  la  que  tiende  á  resta 
blecer  el  divorcio,  ya  tomada  en  consideración;  la  relativa  á  la  adminis- 
tración legal  de  los  bienes  de  los  menores  durante  el  matrimonio,  y  otras 
sobre  la  responsabilidad  por  los  accidentes  de  que  son  víctimas  los  obre- 
ros en  el  ejercicio  de  su  trabajo^  especialmente  en  los  ferro-carriles  del 
Estado  y  de  las  compañías;  sobre  perjuicios  ocasionados  á  la  propiedad 
particular  en  la  ejecución  de  las  obras  públicas;,  sobre  creación  de  asilos 
para  niños  abandonados;  sobre  pensiones  á  las  viudas  de  los  ciudadanos 
que  mueren  en  servicio  de  la  patria;  sobre  fundación  de  una.  caja  para  los 
inválidos  del  trabajo;  sobre  las  garantías  de  capacidad  que  deben  exigir- 
se á  ios  direQtores  y  profesores  de  los  establecimientos  libres  de  enseñan- 
za, y  finalmente,  sobre  estímulos  á  la  agricultura  y  nombramiento  de 
lina  Comisión  encargada  de  estudiar  las  cuestione  srelativas  á  la  filoxera. 


TRATADO   DE   EXTRADICIÓN   ENTRE   ITAUA  Y  LA  REPÜBUCA  DEL  URUGUAY. 

La  Gazzetta  Ufficiale  ha  publicado  un  decreto  de  U  de  Agosto  de 
4884  por  el  que  se  aprueba  el  convenio  suscrito  por  el  Gobierno  italiano 
y  el  del  Uruguay  para  la  extradición  de  criminales.  Según  este  convenio 
procede  la  extradición  de  los  acusados  ó  condenados  como  autores  ó 
cómplices  de  veinticinco  especies  de  delitos  que  se  enumeran  en  el  artí- 
cuio  2®.  Se  exceptúan  los  delitos  políticos.  Ambos  gobiernos  se  recono- 
cen recíprocamente  el  derecho  de  pedir  y  de  otorgar  la  extradición  por 
otros  crímenes  distintos  de  los  enunciados  en  el  art.  2**.  No  podrá  conce- 
derse cuando  el  delincuente  sea  ciudadano  ó  subdito  de  la  nación  á  la 
cual  se  reclalne;  en  este  caso,  cada  Gobierno  se  obliga  á  perseguir  al  cul- 
pable ante  los  Tribunales  del  país  y  á  suministrar  á  los  Jueces  compe- 
tentes los  datos  necesarios  para  la  instrucción.  Podrá  negarse  cuando  la 
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pena  ó  la  acción  hayan  prescrito  según  la  ley  del  país  en  que  esté  refu- 
giado el  criminal.  Toda  dificultad  que  pueda  surgir  respecto  ai  cumpli- 
miento ó  interpretación  del  tratado,  se  someterá  al  acuerdo  de  una  Co- 
misión de  arbitros  elegidos  por  ambos  gobiernos  y  cuya  sentencia  será 
obligatoria  para  las  dos  partes  contratantes. 

PROYECTO  DE  LEY  CONTRA  LA  EMBRIAGUEZ,  EN  ALEMANIA. 

•  •  f 

La -Memoria  que  acompaña  á  este  proyecto,  no  ha  mucho  presentado 
al  Bítndesratk  alemán,  hace  constar  con  datos  estadísticos  el  hecho  tam- 
bién comprobado  en  otros  países,  de  que  el  mayor  consumo  de  bebidas  es-- 
pirituosas  trae  consigo  un  aumento  en  el  número  de  criminales;  por  el  con- 
trarío, disminuye  éste  allí  donde  aquel  decrece,  como  se  observa  en  Irlan- 
da y  en  Suecia.  En  Inglaterra,  en  1877,  habia  cárcel  en  que  el  90  por  400. 
de  los  presos  hablan  cometido  en  estado  de  embriaguez  el  delito  por  el 
que  fueron  condenados.  En  el  mismo  caso  se  hallan  13.706  presos  de  lo& 
32.837  que  hay  en  Alemania.  Y  con  objeto  de  poner  coto  por  medio  del 
castigo  á  un  vicio  que  tan  deplorables  consecuencias  produce,  se  ha  pro- 
yectado la  citada  ley,  según  la  cual  serán  penados  con  mulla  ó  arresto, 
que  pueden  llegar  respectivamente  á  100  marcos  ó  dos  remanas,  los 
ebrios  que  en  sitio  publico  promuevan  escándalo;  con  arresto  en  todo  ca- 
so cuando  sea  habitual  la  embriaguez  en  el  delincuente  ó  hubiera  ya  sido 
castigado  por  igual  causa  ó  esté  sujeto  á  la  jurisdicción  militar.  La  pena 
del  arresto  lleva  consigo  la  disminución  de  alimentos  que  se  reduce  á  pan 
y  agua  en  los  dias  primero,  tercero  y  sétimo,  á  no  ser  que  este  régimen, 
dadas  las  condiciones  físicas  del  culpable,  pueda  perjudicar  á  su  salud. 
El  proyecto  fija  tand)ien  las  reducciones  de  la  pena  correspondiente  al  de- 
lito que  sea  cometido  por  causa  de  embriaguez  y  sin  libre  determinación 
de  la  voluntad;  pero  no  se  aplicarán  cuando  se  haya  contraido  la  embria- 
guez con  el  deliberado  propósito  de  cometer  el  delito. 

TRATAMIENTO  DE  LOS  CRIMINALES    JÓVENES  SEGÜN  LA  LEGISLACIÓN  INGLESA- 

Inglaterra  publicó  el  último  reglamento  sobre  la  materia  en  el  Sum- 
mary  jurisdiction  act  de  1879,  disponiendo  que  los  criminales  menores 
de  16  sños  no  fueran  sometidos  á  la  jurisdicción  de  las  Audiencias  y  Tri- 
bunales de  justicia,  sino  á  laLjustice  of  ikepeace.  Así  se  consigue  que  los 
jóvenes  no  se  mezclen  con  los  criminales  de  edad  madura,  de  cuyo  per- 
nicioso contacto  é  infame  educación  se  les  libra.  Los  niños  de  7  á  12 
años  quedan  sujetos  á  la  juridiccion  sumaría  que,  además  de  abreviar  la 
detención  preventiva,  hace  posible  la  aplicación  de  penas  totalmente  di- 
versas á  las  que  deberían  imponer  los  jueces  ordinaríos.  Los  muchachos- 
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menores  de  13  ¡ifios-no  pueden  ser  detenidos  en  arresto  que  exceda  de  an 
mes;  para  los  de  13  i  16  no  puede  durar  el  arresto  más  de  tres  meses.  En 
vez  de  la  pristen  y  del  presidio  puede  establecerse  como  pena  la  reclusión 
Jel  jáven  en  una  casa  correccional  por  un  tiempo  de  dos  á  cinco  años.  Los 
ipie  no  han  cumplido  los  1S  aíios  pueden  sufrir  la  reclusión  en  una  escue- 
la de  arles  y  oficios. 

La  EUmentary  Ed-ucalion  act.  de  1879,  ordena  (jue  se  ejerza  muy  se- 
rera  vigilancia  sobre  los  niños.  La  Autoridad  local  debe  denunciar  al  Juez 
i.los  de  5  á  14  años  que  no  asisluí  i.  las  escuelas,  así  como  aquellos  que 
llagan  vida  ociosa  ó  frecuenten  malas  compañías.  En  estos  'Casos  debe 
aplicarse  la  Industrial  Sckoolaci  de  1866,  según  la  que  todos  tienen  de- 
recho de  citaf  ante  el  Juez  de  paz  á  cualquier  niño  menor  de  13  años  que 
viva  en  vagancia,  que  no  tenga  domicilio  ni  medios  de  sustento,  que  sea 
huérfano  ó  tenga  sus  padres  en  prisión,  y  el  Juez  de  paz  podrá  enviarlos  i 
una  escuela  de  oficios. 


REVISTA  DE  LA  PRENSA  JURÍDICA 

ESPAÑOLA  T  EXTAANJKBA. 


I. 

Publicadas  las  imporiaotes  y  trascendeotales  reformas,  que  convertidas  en  le* 
yes  han  acompañado  á  la  de  Presupuestos,  la  prensa  profesional,  que  al  conocer 
los  proyectos  de  las  mismas  presentados  á  las  Cortes,  emitió  extensamente  sus 
opiniones,  y  pidió  y  reclamó  alteraciones  en  ellos,  ha  vuelto  á  insistir  en  esosrazo- 
namientos  y  alegaciones,  haciendo  de  la  mayor  parte  de  esas  leyes  ó  reformas  jui- 
cios atinados,  si  bien  algún  tanto  severos,  dentro  del  mayor  respeto  y  conside- 
ración. 

T^a  Gacela  de  Registradores  y  Notarios,  saliendo  ala  defensa  de  los  Registradores 
de  la  propiedad,  publica  un  lacónico  articulo  con  el  titulo  de  «El  último  golpe,»  psry 
demostrar  el  abandono  y  la  indiferencia  con  que  se  ha  mirado  atan  respetable  cla- 
se, á  propósito  del  iir  puesto  dé  derechos  reales  y  trasmisión  de  bienes.  Ya  es  lea 
del  Estado— dice  nuestro  colega— el  proyecto  adicionado  con  el  Rekl  decreto  de  31  de 
Diciembre,  y  bueno  es  hacer  constar  que  la  desdicha  y  malaventura  de  los  Registra- 
dores de  la  propiedad,  ha  ido  subiendo  del  proyecto  á  la  ley,  y  de  éstaá  la  disposi- 
ción ministerial. 

Para  demostrarlo,  hace  notar  que  en  el  proyecto,  por  el  párrafo  5*  de  su  art.  11, 
se  decia  que  era  causa  obligatoria  de  preferencia  proceder  del  Cuerpo  de  Letrados 
de  Hacienda, de  la  Administración  económica,  y  ser  ó  haber  sido  Registrador  de  la 
propiedad;  y  en  la  ley  se  ha  suprimido  dicho  párrafo.  Que  por  más  que  en  la  ley  se 
omitía  designar  á  los  Registradores  de  la  propiedad  por  su  cargo,  como  [licencia- 
dos en  derecho,  le  tenian  indisputable  á  desempeñar  el  de  Liquidadores;  pero  que 
en  el  decreto  se  establece  la  incompatibilidad  de  los  Registradores  para  desempe- 
ñar el  cargo  de  Liquidador,  puesto  que  el  art.  18  dice  que  «el  destino  de  Liquidador 
es  incompatible  con  todo  cargo  publico,  sea  ó  no  retribuido  del  Estado,  la  provincia 
ó  el  Municipio,  aunque  proceda  de  elección  popular,»  que  en  concepto  de  nuestro 
colega,  es  el  último  frolpe  dirigido  á  la  clase,  la  cual  en  su  opinión  merecia,  sin  em- 
bargo, mayores  consideraciones,  y  menos  crueldad  debiera  esperar,  en  gracia  á  los 
importantísimos  servicios  que  ha  venido  y  viene  prestando  al  Estado;  pero  que  las 
circunstancias  sin  duda  han  exigido  que  la  primera  aclaración  que  ha  necesitado  la 
referida  ley,  tenga  el  tiiste  privilegio  de  dañar  y  aun  ofender  á  funcionarios  pú- 
blicos que  han  sabido  cumplir  con  su  deb^r. 

Por  su  parte  La  Reforma  legislativa^  con  el  titulo  de  «La  Perspectiva,»  y  haciendo 
algunas  consideraciones  bipotecarias  de  actualidad,  se  ocupado  los  presupuestos 
y  de  las  leyes  de  Hacienda. 

Comienza  reconociendo  la  necesidad  de  la  reducción  del  tipo  que  habia  alcanza- 
do ía  contribución  directa,  necesidad  que  empieza  á satisfacer  el  nuevo  presupues- 
to de  ingresos;  pero  como  e^tá,  escrito  que  toda  obra  humana  ha  de  ostentar  el- se. 
lio  de  imperfección  de  su  origen,  vino  la  innovación  beneficiosa  acompañada  de 
otia  que  ha  de  atenuar  sus  efectos  con  relación  al  Registro  de  la  propiedad. 
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ExaminaDdo  el  impaesto  de  derechos  reales,  entiende  La  Reforma  que  la  Inno- 
Tacion  no  se  ha  heeho  por  el  sencillo  y  siempre  plausible  procedimiento  de  reducir 
los  tipos  de  tributación  que  por  razones  especiafisimas  reclamaba,  sino,  al  contra- 
rio, aumentándolos,  puesto  que  se  derogan  las  exenciones,  y  establece  su  gestión 
en  forma  nueva  y  con  funcionarios  propios. 

Entrando  en  el  punto  relativo  á  la  creación  del  Cuerpo  de  Liquidadores,  asunto 
que,  como  nuestro  colega  dice  muy  bien,  es  complejo  y  entraña  una  cuestión  de 
principio  y  otra  de  conveniencia  y  oportunidad,  reconoce  que  es  evidente  que  te- 
niendo ásu  cargo  el  Ministerio  de  Hacienda,  cuanto  concierne  alas  contribuciones 
y  rentas  públicas,  teniendo  por  lo  mistno  legitimo  interés  en  «u  fomento  y  respon- 
sabilidad en  su  depreciación,  la  creación  de  los  Liquidadores  reviste  en  principio  el 
carácter  de  una  justa  reivinaicacion  de  sus  facultades;  y  sin  embargo,  la  opinión 
ilustrada  del  país  ha  sido  desagradablemente  sorprendida,  y  no  se  ha  explicado  ni 
ba  entrevisto  el  Deus  ex  machina^  que  obliga  á  prescindir  de  la  experta,  honrada 
y  baratísima  gestión  que  lograba  ¡este  impuesto  en  manos  de  .los  Begistradores^ 
Reuniendo  estos  funcionarios— dice— una  subordinación  efectiva,  que  empieza 
en  la  prestación  de  la  fianza  y  llega  hasta  la  responsabilidad  más  estrecha,  y  si  á 
esto  se  une  la  patriótica  conveniencia  de  economizar  500  sueldos  completamente 
innecesarios,  y  la  conveniencia  moral  de  no  ofrecer  este  nuevo  aliciente  á  un  país, 
en  cuyo  seno  se  agita  numerosa  falange  de  desocupados  habidos  de  destinos  de 
fin^acia,  aparecerá  tal  como  es,  la  deplorable  reforma. 

En  opinión  de  nuestro  colega,  reclamaba  ésta  la  derogación  del  art.  254  de  la 
ley  Hipotecaria,  á  fln  de  que  en  adelante  pudieran  inscribirse  los  documentos  sin 
previo  pago  del  impuesto,  cuya  consignación  en  los  asientos  no  seria  pertinente 
ni  necesaria,  con  lo  cual  el  Registro  recobrarla  su  gepuino  carácter  jurídico,  exen- 
to de  todrx  levadura  fiscal.  Pero,  considerando  improbable  la  derogación  de  ese  ar- 
ticulo, y  teniendo  en  cuenta  que  la  inscripción  ha  de  luchar  con  ese  obstáculo.  La 
Reforma  hace  esta  severa  profecía:  «De  hoy  más  se  necesitará  vocación  perfecta 
para  arreglar  á  satisfacción  de  las  leyes  cualquier  título  traslativo 4e  propiedad. 
Hasta  aquí  solo  el  Notario  y  el  Registrador  intervenían,  el  primero  requerido  y  so- 
licitado por  las  partes,  por  el  aspecto  de  tutela,  y  de  fiel  custodia  de  los  intereses 
de  las  familias,  que  reviste  su  cargo;  el  segundo  impuesto  y  aceptado  por  la  nece- 
sidad deque  fueran  públicas  y  averiguables  las  vicisitudes  de  los  inmuebles.  A  la 
sombra  de  este  alto  fiíf  de  la  publicidad,  y  como  premio  de  ella  muchas  veces-^ 
pues  no  todos  los  contribuyentes  poseen  la  noción  distinta  y  clara  de  ambos  con- 
ceptos—pasaba el  tributo  como  una  gabela,  la  última  que  se  imponía  al  asende- 
reado adquirente.  Hoy  el  mecanismo  se  ha  perfeccionado,  tiene  una  rueda  más  el 
liquidador;  rueda  de  curso  tan  rápido,  de  presión  tan  firme  que  es  posible  que  con 
efecto  liquide^  y  aun  volatilice,  los  mermados  restos  de  las  fortunas  particulares* 
No  debe  esperarse  otra- cosa  de  la  considerable  participación  en  las  multas  que^ 
aparte  de  todo  escrúpulo,  se  les  concede.» 

C9ntinuando  nuestro  apreciable  colega  en  su  trabajo  crítico,  combate  la  doctri- 
na expuesta  por  el  Sr.  Rico  en  la  discusión  del  proyecto,  que  el  Liquidador  estarla 
sujeto  á  la  intervención  del  Registro,  que  no  inscribirá  si  no  encontrara  bien  hecha 
la  liquidación,  lo  cual,  en  concepto  del  articulista  era  tanto  como  hacer  á  los  Re- 
g'istradores,  censor  y  Jueces  dQ  los  Liquidadores,  obligándoles  á  estai;  al  cor- 
riente de  cuantas  disposiciones  se  dicten  ó  hayan  dictado  por  el  M misterio  de 
Hacienda,  á  fin  de  tener  uñábase  segura  para  apreciar  el  acierto  en  los  actos  del 
I«iquidador,  y  tener  en  su  caso  la  responsabilidad,  y  todo  ello,  sin  retribución  Hil- 
£rnna;  haciendo  resaltar  el  absurdo  qué  resultarla  de  no  tener  por  bueno  al  Regis- 
tro para  liquidar,  porque  no  depende  de  Hacienda,  y  tenerlo  por  excelente  para  in- 
tervenir, aunque  dependa  por  completo  de  Gracia  y  Justicia;  y  se  felicita  de  que 
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eBta  teoría  do  haya  prosperado,  puesto  que  por  el  art.  118  del  Reglamento  para  la 
ejecución  de  la  ley,  se  establece  que  la  gestión  del  impuesto  queda  á  cargo  de  los 
Delegados  de  Hacienda,  de  las  Administraciones  de  Contribuciones  y  rentas  y  de 
as  oñcinas  liquidadoras  de  partido,  sin  nada  de  Registros  y  Registradores  déla 
propiedad.  Y  como  nuestro  colega  no  encuentra  que  se  haya  añadido  ninguna  ga- 
rantía á  la  gestión  del  impuesto,  se  cree  autorizado  para  afirmarse  en  la  convic- 
ción de  que  si  sus  rendimientos  aumentaran,  tal  resultado  se  deberla  en  primer 
término á  la  derogación  de  las  exenciones,  y  se  hubiera  obtenido  de  la  misma  ma- 
nera con  la  organización  anterior,  y  que  en  cambio  para  el  Registro  de  la  propie- 
•dad  se  le  figura  entrever  tiempos  adversos  y  sombrías  perspectiva?. 

También  La  Gaceta  de  los  Colegios  Notariales  se  ocupa  de  los  Liquidadores  del  im- 
puesto de  derechos  reales,  con  relación  á  los  Notarios,  lamentando  que  al  variar 
radicalmente  la  forma  en  que  viene  realizándose  la  cobranza  de  ese  impuesto,  no 
se  haya  acordado  el  Ministro  de  la  clase  notarial  para  unos  cargos  que  tienen  in- 
tima conexión  y  estrecha  afinidad  con  sus  funciones. 

Expone  la  situación  orillea  y  aflictiva  de  algunos  Notarios,  por  razón  de  la  in- 
<:ompatibilidad  con  toda  empresa  y  esp);culacion,  y  que  pódia  haber  remediado  en 
parte  la  reforma,  si  para  la  provisión  de  esos  nuevos  cargos  de  Liquidadores  hu- 
bieran sido  preferidos  los  Notarios  que  acreditasen  no  haber  otorgado  doscientos 
documentos  en  los  dos  últimos  años,  y  en  todo  caso,  y  para  no  variar  el  plan  del 
Ministro  que  destina  á  esos  cargosa  los  Licenciados  en  derecho,  consignar  como 
causa  obligatoria  de  preferencia,  en  primer  término,  á  los  Notarios  por  oposición 
que  tuviesen  ese  titulo  de  Licenciado,  y  en  los  grados  sucesivos  ^  los  que  en  el  ar- 
ticulo 11  de  la  ley  se  enumeran. 

De  la  misma  manera  La  Gaceta  del  Notariado  trata  las  reformas  de  Hacienda,  es- 
pecialmente la  ley  del  Timbre  del  Estado,  á  la  que  cree  aplicable  aquella  cuenta  de 
«dos  de  la  vela,  y  déla  vela  dos,»  lamentando  que  no  se  haya  rendido  cultJ  á  la 
Tazón  por  completo,*  dejando  en  pié  disposiciones  de  poquísimos  resultados  para 
el  Tesoro,  creando  procedimientos  engorrosos  é  impertinentes  que  entor-pecen  el 
trabajo,  y  quitando  á  los  instrumentos  públicos  y  documentos  oficiales  la  grave- 
dad que  les  correrponde  y  deben  tener,  como  exige  lo  serio  de  los  procedimientos 
jurídicos  en  los  Tribunales  y  en  las  Notarlas.  Alude  al  sello  móvil  de  10  céntimos, 
que  han  de  llevar  en  adelante  todas  las  hojas  del  protocolo  y  todas  las  legalizacio- 
nes, quedando  según  el  colega  en  igual  y  exactísima  categoría,  eo  este  punto,  la 
gravedad  del  protocolo  público,  los  carteles  y  las  cujas  de  fósforos. 

La  Gaceta  del  Ministerio  fiscal  salta  de  las  reformas  de  hacienda  á  la  todavía  en 
proyecto  sobre  el  procedimiento  criminal  y  establecimiento  del  juicio  oral  y  públi- 
co, y  no  trata  en  verdad  muy  benévolamente  la  en  parte  ya  discutida  reforma, 
puesto  que  está  aprobaba  por  el  Senado. 

Hablando  en  la  introducción  del  articulo  del  procedimiento  escrito  y  secreto ^  sos  • 
tiene  el  articulista  que  en  cuanto  á  lo  de  escrito,  hay  que  distinguir,  porque  ni  la 
«pkiion  más  valiosa  de  los  jurisconsultos,  ni  los  Códigos  modernos  más  aprecia- 
dos, lo  condenan  en  absoluto.  Antes  bien,  el  sistema  inquisitorio,  esencialmente 
escrito,  y  que  sólo  y  ej.clusivo  no  es  aceptable  como  falto  de  las  indispensables  ~ 
garantías  que  exige  la  defensa  del  procesado,  justamente  es  considerado  de  abso- 
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lata  necesidad,  en  el  primer  periodo  del  procedimiento:  que  existe,  pues,  entre 
nosotros,  como  preparación  del  Juicio  propiamente  dicho,  y  ciertamente  no  des- 
-«parecerá  de  nuestras  leyes,  dado  que  es  un  elemento  esencial  del  procedimiento 
mixto  de  inquisitivo  y  acusatorio,  sistema  que  generalmente  prevalece  en  )as  le- 
gislaciones modernas;  y  lo  propio  puede  decirse  respecto  á  lo  secreto  del  procedi- 
miento, que  por  idéntica  razón  deberá  continuar  subsistiendo  en  la  parte  instruc- 
•^tora  del  proceso.  Bn  cuanto  al  plenario,  sa  publicidad  data  en  España  de  remoia 
fecha,  como  tampoco  es  un  hecho  nuevo  ni  reciente  que  él  Juez  no  venga  estre- 
^•cliamente  ligado  en  la  apreciación  de  las  pruQlsas  á  un  criterio  preestablecido  en 
la  ley. 

Elogia  la  ley  orgánica  de  Tribunales  de  1870,  manifestando  que  lo  costoso  de  su 

planteamiento  (menos,  acaso,  de  lo  que  se  ha  creído)  ha  hecho  renunciar',  á  él,  y 

úoB  Ministros  sucesivos,  dignísimos  ambos  de  aprecio  por  sus  talentos  y  su  celo, 

iian  intentado,  por  diversos  sistemas,  resolver  el  arduo  problema  de  conciliar  el 

^planteamiento  del  juicio  oral  y  público,  con  el  pié  forzado  de  la  economía. 

Para  demostrar  la  necesidad  de  una  reforma  en  el  procedimiento  criminal,  pin*' 
ta  con  exactitud  y  colorido  lo  que  son  los  Juzgados  de  primera  instancia,  espe- 
cialmente de  Madrid,  y  la  situación  de  ios  Jueces  sobrecargados  de  un  trabfgo 
-  abrumador  y  diario,  á  quienes  se  pide  lo  que  realmente  es  imposible,  y  á  quienes 
se  impone,  sin  embargo,  la  responsabilidad  de  lo  que  se  pide;  y  estampa  el  si- 
guiente párrafo,  que  es  la  prueba  más  elocuente  de  que  el  actual  estado  de  cosas 
no  puede  continuar.  Cuando  se  analiza  y  descompone  en  sus  elementos  ese  conjun- 
to abrumador  4e  ocupaciones,  échase  de  ver  que  una  parte  de  ell  as  es  de  todo  pun- 
to inútil,  ó  más  bien  perjudicial.  ¿Qué  valor  ni  qué  efecto  razona  ble  puede  tener  el 
plenario,  ó  sea  el  verdadero  juicio,  seguido  ante  el  propio  Juez  in  struclor?  Su  con- 
vicción está  formada  de  antemano;  porque  el  sumario  es  obra  suya,  obra  á  que  no 
puso  término  sino  cuando  se  persuadió  de  que  no  habia  más  datos  que  recoger, 
ni  más  pruebas  que  allegar,  y  en  suma,  cuando  vino  á  adquirir  formal  concepto  de 
)a  criminalidad  ó  inocencia  del  procesado,  ó  de  la  imposibilidad  de  penetrar  con 
su  investigación  en  los  oscuros  misterios  del  delito.  ¿Qué  fé  ha  de  prestar  en  tal 
-disposición de  espíritu,  á  las  alegaciones  ni  alas  pruebas  del  plenario?  ¿Qué  puede 
ser  éste  sino  una  mera  fórmula  agena  de  todo  eficaz  resultado?  No  en  vano,  com- 
prendiéndose al  cabo  claramente  la  verdadera  incompatibilidad  que  existe  entre 
las  funciones  encomendadas  al  Juez  instructor  y  las  que  competen  al  del  fondo  ó 
sea  al  juzgador  propiamente  dicho,  se  ha  puesto  en  distintas  manos,  por  los  Códi- 
gos modernos,  los  dos  distintos  periodos  de  que  consta  ordinariamente  el  proce- 
•  dimiento  criminal.  Pues  ¿qué  diremos  de  la  sentencia  que  pone  fin  á  la  primer  ins- 
tancia, sentencia  que  no  tiene  de  tal  sino  el  nombre,  puesto  que  ni  aun  por  el  con. 
sentimiento  de  las  partes  puede  elevarse  al  carácter  de  ^ecutoria?  No,  el  Juez  que 
la  pronuncia,  no  es  en  realidad  sino  un  mero  ponente  que  somete  su  proyecto  á  la 
respectiva  Sala  de  la  Audiencia,  á  quien  real  y  exclusivamente  corresponde  por  lo 
común  el  pronunciar  estos  fallos. 

Conviene  en  que  la  reforma  que  se  trata  de  hacer  es  sencilla,  pero  que  esa  mis- 
ma sencillez  oculta  el  escollo  en  que  ha  de  fracasar,  llevada  á  práctica  ejecución; 
pues  no  se  compadece  con  la  organización  actual  de  los  Tribunales,  aun  prolon- 
gada, por  decirlo  así,  con  la  creación  de  nuevas  Audiencias,  el  establecimiento  de- 
finitivo y  eficaz  del  nuevo  procedimiento . 

Sostiene  que  el  primer  vicio  de  la  proyectada  reforma  consiste  en  dejar  subsis- 
tente el  mal  en  su  principal  raíz,  pues  la  acumulación  de  los  negocios  criminales 
y  su  larga  duración  dependen  exclusivamente  de  la  desmesurada  prolongación  de 
los  sumarios,  asi  como  de  la  lentitud' ó  desacierto  de  sus  primeras  diligencias  el 
analogramiento  de  los  resultados  y  el  triunfo  de  la  impunidad. 

TOMO  LX  <^ 
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Hace  notar  qae  el  establecimiento  del  juicio  oral  dista  mucho  de  amenguar  !»« 
importancia  del  periodo  instructivo  del  proceso,  y  antes  si  cabe  lo  acrecienta;  por- 
que si  bien  es  verdad  que  se  traslada  al  juicio  páblico  el  centro  de  gravedad  del- 
proceso,  que  residía  antes  en  la  investigación  secreta,  no  lo  es  manos  que  de  est». 
depende  la  comprobación  del  hecho  criminoso  y  el  descubrimiento  del  culpable. 
T  si  no  hay  nada  más  urgfente  ni  más  importante  que  promover  la  mayor  rapidez 
y  diligencia  en  la  instrucción  del  sumario,  nada  puede  darse  más  opuesto  á  ello» 
que  dejarla  encomendada  á  los  Jueces  de  primera  instancia,  continuando  unidas 
en  ellos  las  ordinarias  atribuciones  4el  orden  civil  y  el  cargo  de  Jueces  de  ins- 
trucción, funciones  que  son  de  Índole  diversa  é  incompatibles. 

Lamenta  que  se  deje  en  el  proyecto  la  unión  de  lo  criminal  y  de  lo  civil  donde 
sus  inconvenientes  son  mayores,  y  se  acreciente  la  separación  donde  las  ventlóas- 
de  ella  ni  están  del  todo  averiguadas  ni  carecen  de  inconvenientes.  Ea  esa  sepa- 
ración absoluta— ^ice— no  gana  el  prestigio  de  la  magistratura,  ni  se  acrecientan- 
las  garantías  de  8u  acierto,  ni  sp  ocurre  al  servicio  público  de  la  eficaz  manera  que 
ftiera  de  desear.  El  sacerdocio  de  la  Justtcia  desaparece  y  se  resuelfe,  por  decirlo- 
asi.  en  dos  profesiones  distintas;  de  las  cuales,  la  que  tiene  por  objeto  lo  crimi- 
nal, ó  por  lo  más  moderno  de  su  especialidad  científica,  ó  por  lo  más  reducido  de- 
sús aplicaciones,  ó  por  influjo  de  preocupaciones  afínas,  no  ha  de  ser  la  que  ocupe 
lugar  más  elevado  en  la  opinión  de  las  gentes.  Rl  hábito  de  perseguir  crimínale» 
induce  á  creer  verlos  en  todas  partes-,  y  la  inocencia  no  está,  acaso,  suficiente- 
mente  protegidas  ante  Jueces  de  largo  tiempo  sometidos  al  triste  espectáculo  de 
la  malicia  y  corrupción  humana.  Entre  los  argumentos  qae  se  aducen  en  favor 
del  jurado,  y  para  arrebatar  á  los  Jtteces  la  apreciación  de  los  hechos,  es  éste  uno^ 
de  los  que  con  más  frecuencia  se  repiten,  y  uno  sin  duda  de  los  más  graves. 

Deduce  el  autor  del  articulo  en  vista  de  la  elocuencia  de  los  números,  con  rela- 
ción alas  falcas,  las  penas  correccionales  y  las  aflictivas,  la  necesidad  de  Tribuna- 
les de  inferior  jerarquía,  pero  incomparablemente  más  numerosos  que  las  Audien- 
cias,  á  quienes  incumba  conocer  de  los  delitos  menos  graves,  y  que  llenen  el  vaci»^ 
que  resultaría  de  otro  modo,  entre  términos  tan  remotos  como  el  Juez  municipal  y 
la  Audiencia.  Por  otra  parte,  el  principio  de  la  unidad  del  poder  judicial  y  el  orden 
armónico  de  su  organización  parecen  reclamar  igualmente  que,  asi  como  en  el  Juex 
municipal  se  asocia  á  su  jurisdicción  civil  respecto  á  los  actos  de  conciliación  y  jui- 
cios verbales,  el  conocimiento  de  los  juicios  de  faltas,  se  una  á  la  jurisdicción  de 
primera  instancia  la  policía  correccional,  y  se  reserve  para  las  Audiencias  el  cono- 
cimiento de  los  delitos  graves. 

Continúa  tratando  extensamente  del  proyecto,  eñ  cuya  exposición  y  crltioa  n^ 
podemos  seguirle  por  fftlta  de  espacio,  no  por  falta  de  interés  en  el  asunto;  y  aun 
cuandb  emplea  de  vez  en  cuando  un  criterio  demasiado  oposicionista,  alega,  sin 
embargo,  razones  atendibles,  y  pone  de  manifiesto  los  inconvenientes  del  proyecto» 
llamado,  si  llega  á  ser  ley,  á  causar  una  completa  trasformacion  en  nuestros  Tri- 
bunales y  en  nuestro  procedimiento  criminal. 

F.'DBL  AfiÜlLA   BURGOS. 


I!. 
NOUYELLB   REYUE  HISTORIQUE  DE   DROIT   FRANGAIS  ET   ÉTRANGBB. 

Noticia  sobre  M,  U.  Henry  Wkeat&ñ  y  WHiiamBeache  Luwrence  y  sobre  su  obra  €oleeti90^ 

en  el  dereeko  interMcUmaL 

Henry  Wheaton,  nació  el  27  de  Noviembre  de  1185  en  Providence,  en  Bhode-Is^ 
land,  uno  de  los  Estados- UnidoB  de  América,  y  murió  en  su  villa  natal,  el^l  de- 
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Marzo  de  1848,  después  de  haberse  dado  á  conocer  como  diplomático  y  como  escri- 
tor. Gomo  diplomático  prestó  eminentes  servicios,  siendo  representante  de  losBs- 
tados-Unidos  en  Dinamarca  durante  los  años  1827á  1835  y  en  Prusia  desde  Junio 
de  1835  á  Julio  de  1846.  Como  sabio  y  como  escritor,  su  reputación  se  extiende  so- 
bre los  dos  hemisferios,  y  tiene  su  fundamento  en  los  numerosos  trabaos  que  ha 
dejadoy  que  se  refieren  no  solo  á  diversas  ramas  del  derecho,  sino  también  á  la 
historia  general,  á  la  literatura  y  á  las  bellas  artes.  Sus  antecedentes,  sus  aptitu- 
des y  sus  gustos  le  Uevabap  particularmente  al  estudio  del  derecho  internacio- 
nal. 

Después  de  haber  hecho  en  su  país  profundos  estudios  preparatorios, 
M.  Wheaton  partió  para  Poitiers,  en  Francia,  proponiéndose  perfeccionarse  en  e\ 
uso  de  )a  lengua,  seguir  los  cutsos  de  la  facultad  de  derecho  y.  asistir  á  las  se- 
siones de  los  tribunales.  Hizo  luego  una  visita  á  Paris  y  sucesivamente  á  Lon- 
dres. De  regreso  en  su  villa  natal,  ejerce  la  abogacía,  sin  olvidar  la  política;  lo  que 
le  conduce  á  encargarse  á  fines  de  1812  de  la  dirección  de  un  periódico,  L*abocat  na- 
tionalf  que  servia  de  órgano  al  partido  de  la  administración  de  esta  metrópoli. 

Adquiere  después  funciones  que  se  refieren  á  Ja  magistratura  jadicial,  las 
áejudge  advócate  de  la  armada  y  miembro  de  un  tribunal  de  Nueva-York.  Ocupa 
esta  posición  desde  1816  é  1827.  Añadamos  que  en  1821  fué  miembro  de  una  con- 
vención encargada  de  prepavar  una  nueva  constitución  para  el  Estado  de  Nue- 
va-York, y  que  en  1825  tomó  parte  en  los  trabajos  de  una  comisión  nombrada  en 
vista  de  una  revisión  de  leyes  escritas,  estatutos  del  mismo  Estado,  y  tendremos 
una  idea  de  la  alta  competencia,  de  que  estaba  revestido  para  abordar  los  gifaves 
problemas  del  derecho  internacional. 

Esta  actividad  especial  está  desplegada  en  dos  obras  de  verdadera  importancia. 
La  primera  publicada  en  Londres  y  en  inglés  en  1836,  bajo  el  titulo  de  EUmentw 
4e  derecho  internacional.  La  segunda,  tuvo  su  origen  en  una  cuestión  que  la  Acade- 
mia de  ciencias  morales  y  políticas  de  Francia  había  sacado  á  concurso  por  el  aio 
1836  y  que  estaba  asi  formulada:  «¿Cuáles  son  los  progresos  hechos  por  el  derecho 
de  gentes  en  Europa  después  de  la  paz  de  Wesfalia?» 

M.  Lawrence  nació  en  Nueva- York  el  23  de  Octubre  de  1800.  Después  de  haber 
terminado  sus  estudios  preparatorios  y  comenzado  el  del  derecho  en  Nueva- York, 
entra  en  la  célebre  escuela  dirigidapor  los  jueces  Reews  y  Gould,  en  Lichtfield, 
estado  de  Gonecticut.  Desde  18í^  á  1823  vive  en  Europa,  alternativamente  en  In- 
glaterra, en  Francia  y  en  Italia. 

Despuesdehabersededicadoálapráeticadelforo,  en  su  villa  natal,  durante 
los  años  1829  á  1850,  M.  Lawrence  fué  nombrado  teniente^gobemador,  y  más  tarde 
gobernador  del  Estado  de  Rbode-Islaud.  Después  se  entregó  á  la  enseñanza  de  la 
economía  política  y  del  derecho  internacional,  pero  su  obra  principal  de  la  que  he- 
mos de  ocuparnos  aquí  fué  perfeccionar  y  continuar  la  de  M.  Wheaton. 

A  fin  de  auxiliar  á  la  familia  de  su  amigo  Wheaton,  y  de  anotar  las  ediciones 
de  los  elementos  publicfidos  en  1853  á  1863,  emprendió  en  1864  los  comentarios  de 
las  dos  obras  reunidas,  que  ha  prestado  grandes  servicios  á  la  ciencia  por  los  do- 
eumentos  y  enseñanzas  que  encierra. 

Por  lo  mismo  que  se  compone  principalmente  de  detalles  y  de  hechos  más  bien 
que  de  espeeulaciones  teóricas,  serla  imposible  haeer  un  análisis  completo  sin  tras- 
pasar los  limites  naturalmente  impuestos  á  este  estudio.  Nosotros  nos  ceñiremos 
á  los  volúmenes  III  y  IV  que  se  refieren  al  derecho  internacional  privado. 

Nuestros  autores  dividen  el  derecho  internacional  en  dos  grandes  categorías: 
los  derechos  absolutos  eiistentesen  todo  estado  de  causas  y  los  derechos  relativos 
depej;idiefltes  más  ó  menos  del  estado  de  paz  ó  de^erra  y  de  las  estipulaciones 
especiales  que  han  podido  intervenir.  Lo  que  se  llama  derecho  internacional  pri» 
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vado  se  encuentra  comprendido  en  la  primera  de  estas  dos  categ^orias,  bi^o  el  nom- 
bre tiDroiU  de  legislación  civile  et  criminelle». 

Nosotros  aprobamos  ^pta  definición,  con  la  condición  de  que  el  derecho  res- 
ponda aqui  principalmente  sobre  una  suerte  de  deber  ó  de  misión.  Hoy,  en  todo 
tiempo  y  en  todas  circunstancias,  cada  soberanía  tiene  el  derecho  y  el  deber  de  tra- 
zar á  sus  Jueces  las  reglas  que  deberán  seguir  en  tales  materias:  lo  esencial  es  sa- 
ber cuáles  deben  ser  estas  regláis,  cuál  debe  ser  la  oompet^ncia  natural,  y  cómo 
ellas  pueden  y  deben  concurrir  á  la  observación  y  al  desenvolvimiento  armónicos 
del  derecho;  apesar  del  número  y  de  la  diversidad  de  las  soberanías  encargadas 
de  hacerlo  respetar  M.  Lawrence  ha  expuesto  á  este  respecto  mucho  más  lo  qae 
]ia  sido  hecho  que  lo  que  debía  hacerse,  sin  embargo,  las  críticas  que  le  han 
parecido  necesarias  en  tales  ó  cuales  circunstancias. 

La  cuestión  principal  «n  esta  materia,  es  la  de  competencia:  cuáles  son  las  ba- 
ses que  pueden  dar  la  solución? 

Decimos  desde  luego  que  la  competencia  de  cada  regla  no  puede  ser  más  que  el 
poder  que  es  necesario  reconocer  á  la  autoridad  ie  que  emana;  y  esta  autoridad 
no  puede  ser  otra  que  la  soberanía  de  cada  Estado. 

Sí  es  preciso  ver  en  cada  soberanía  un  poder  absoluto,  no  habiendo  ninguna 
regla  fija,  la  solución  del  problema  no  podrá  apoyarse  sino  sobre  el  interés  indi- 
vidual de  cada  Estado.  Tal  es  la  base  sobre  la  cual  nuestra  doctrina  se  apoya. 

Debiendo  toda  soberanía  contribuir  á  la  realización  del  derecho,  la  actividad 
que  está  llamada  á  desplegar,  en  vista  de  esta  obligación,  depende  de  la  natura- 
leza misma  de  los  derechos  de  que  se  trata,  y  por  consiguiente,  dé  las  ideas  que 
se  forman  de  estos  derechos.  Esto  nos  hace  constar  cuál  es  la  naturaleza  del  de- 
recho civil  y  del  derecho  penal;  en  estos,  los  individuos  como  las  soberanías  se 
encuentran  directamente  en  relación,  estoes,  sobre  los  derechos  individuales  que 
ellas  deben  respetar.  Si  unas  están  puestas  en  presencia  de  las  otras,  es  princi- 
palmente en  vista  de  un  deber  al  cual  hay  que  satisfacer  en  común  para  llegar  al 
fin  perseguido.  En  él  derecho  internacional  público,  por  el  contrario,  las  sobera- 
nías están  puestas  directamente  en  presencia  las  unas  de  las  otras  en  sus  relacio- 
nes personales. 

I£n  materia  civil,  se  distinguen  tres  elementos  principales:  1**  Las  personas; 
2°  I. os  derechos  y  las  cosas;  3**  Los  hechos  jurídicos. 

Las  personas  son  los  sugetos  del  derecho,  cualquiera  que  sea  el  aspecto,  con 
que  aparezcan. 

.  En  lo  que  se  refiere  á  la  nacionalidad,  la  naturaleza  de  las  cosas  conduce  á  re- 
conocer, á  cada  Estado,  el  derecho  de  fijar  las  condiciones  á  las  cuales  se  con- 
sidera á  tales  ó  cuales  personas  revestidas  de  esta  cualidad.  En  este  punto  sé  re- 
curre á  principios  bien  diferentes:  los  udos  exigen  la  descendencia  de  ciudadanos, 
los  otros  se  contentan  con  el  nacimiento  sobre  el  territorio.  Existen  igualmente 
numerosas  divergencias  en  cuanto  á  las  cansas  que  producen  la  pérdida  de  este 
derecho.  Nuestra  doctrina  tiende  á  demostrar  la  necesidad  de  concertarse  para 
evitar  los  desórdenes  que  resultarían  de  la  carencia  ó  de  la  pluralidad  de  patrias. 

Las  reglas  de  los  hechos  jurídicos  son  frecuentemente  objeto  de  numerosas 
complicaciones.  Ciertos  hechos  están  destinados  á  surtir  los  efectos  queridos  por 
las  partes,  otros  los  queridos  por  la  ley.  Cuál  será  la  ley  competente,  la  de  la  na- 
cionalidad de  las  partes,  la  de  su  domicilio,  la  de  la  situación  de  las  cosas,  la  del 
lugar  en  que  el  acto  se  realiza  ó  debe  ser  ejecutado? 

La  competencia  en  materia  penal  depende  en  una  larga  medida,  de  las  ideas 
que  se  forma  sobre  la  naturaleza  de  esta  doctrina.  Conducirá  á  resultados  bien  di» 
versos  según  que  se  vea  la  obligación  de  satisfacer  á  una  justicia  superior  ó  8im> 
plómente  un  medio  de  protección  social.  * 
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M.  Lawrenoe  estaba  naturalmente  obligado  á  sec^uir  el  orden  del  texto  que 
adoptaba  como  base  de  sus  comentarios. 

.   Los  §§  1  y  2  están  fundidos  en  uno  solo  bajo  el  titulo  combinado:  *Poder  eseh- 
9tto  de  legUlacim  civil  y  eonfUctos  de  leyese 

Después  de  alg^unas  palabras  de  introducción  general,  el  autor  trata  de  hacer 
resaltar  la  gran  variedad  de  leyes  entre  las  cuales  se  puede  vacilar,  lo  que  le  con- 
duce naturalmente  á  investigar  los  principios  que  deben  ser  adoptados  para  evi- 
tar ó  resolver  tales  conflictos. 

El  autor  se  ocupa  sucesivamente  de  los  puntos  siguientes: 

2*  Situación  de  las  cosas; 

9*  Derecho  del  fisco.  Aquí  se  estudia  el  problema  de  la  igualdad  de  derecho  en- 
tre nacionales  y  extraujeros,  especialmente  en  lo  que  se  refiere  al  derecho  de  su- 
cesión. 

4°  Domicilio. 

5*  Bdad  de  las  personas,  naturalización,  expatriación. 

6°  Lugar  del  contrato.  Las  principales  cuestiones  que  se  presenten  aqui  se  re- 
fieren ál¿  celebración  del  matrimonio  y  al  régimen  de  bienes  entre  esposos. 

7*  Fuero  judicial. 

8°  Soberanos  extranjeros,  embajadores,  ejército  ó  armada  que  entra  en  los  li- 
mites territoriales  de  otro  Estado.  i.uestiones  de  exterritorialidad. 

9°  Jurisdicción  del  Estado  sobre  los  buques  de  guerra  y  sobre  los  buques  mer- 
cantes que  navegan  en  alta  mar. 

10.  Jurisdicción  consular. 

11.  Independencia  del  Estado  en  cuanto,  al  poder  judicial. 

12.  Extensión  del  poder  judicial  en  cuanto  á  los  delitos  criminales.  El  autor  es- 
tudia aqui  la  competencia  en  materia  penal,  y  la  extracción  de  las  personas  per- 
seguidas ó  condenadas  como  malhechores. 

13.  Efectos  de  una  sentencia  criminal  fuera  de  los  limites  territoriales  en  don- 
de ha  sido  pronunciada.  Ocúpase  aqui  de  las  penas,  de  las  incapacidades  y  de  las 
condenas  civiles  que  pueden  resultar  de  un  juicio  intervenido  en  materia  repre- 
siva. 

Si  se  nos  dice  qué  utilidad  se  puede  sacar  de  este  gran  trabajo,  contestaremos 
que  haciendo  abstracción  de  errores  y  omisiones  que  son  casi  inherentes  á  este 
género  de  investigaciones,  se  opera  un  cambio  perpetuo  en  los  hechos  que  á  él  »e 
refieren,  de  tal  suerte  que  de  un  momento  á  otro  puedan  hacerse  necesarias  cor- 
recciones ó  adiciones. 

M.  Lawrence  nos  parece  haber  compuesto  su  obra  con  un  cuidado  notable, 
i^peyándose  sobre  un  número  considerable  de  documentos. 

La  práctica  legislativa  puede  aprovechar  esta  enorme  colección  de  ejemplos  y 
de  antecedentes  puestos  á  su  disposición. 

En  cuanto  á  la  ciencia  histórica  ó  especulativa,  ella  encontrará  numerosos 
materiales  en  estos  documentos  cuyos  datos  son  generalmente  las  consecuencias 
lógicas  de  un  movimiento  que  Se  obra  en  las  ideas  y  en  los  hechos. 


Cáilo<i  Brochkr, 
Profesor  ae  la  Universidad  de  Ginebra. 
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JOURNAL  DU  DUOIT  INTERNATIONAL  PRITS  BT  DE  LA  JURISPROOBNCB 

GOlfPARÉB. 


La  doctrina  inglesa  en  maleria  de  derecho  internacional  privado  (1) 


• 


BL    ESTATUTO    PERSONAL    EN    GENERAL:     DOMICILIO    Ó    NACI0MAUDA9. 

Siempre  que  se  admite  en  Inglatera  el  estatuto  personal,  es  según  el  domicitio', 
y  no  sej^un  la  nacionalidad  politica. 

Capacidad. 

No  hay  jurisprudencia  uniforme  respecto  á  la  capacidad,  en  tanto  que  ella  de* 
pende  de  la  mayor  edad  ó  la  de  la  mujer  está  limitada  por  el  matrimonio.  Las  de- 
cisiones antiguas  se  fundaban  en  la  lex  loei  actúa  ant  contractnt,  pero  recientemente 
uecesde  gran  autoridad  se  han  pronunciado  por  el  estatuto  personal.  ' 

Parientett  tutores  y  Guradorea  estranjeros. 

Un  padre  ó  madre  estranjeros  es  admitido  en  Inglaterra  á  ejeroer  sobre  la  per- 
sona de  su  hiijo  la  misma  autoridad  que  un  padre  "ó  madre  inglesa.  Pero  no  se  ha 
dicho  si  un  padre  estraojero  puede  egercer  la  patria  potestas  respecto  de  los  bienes 
dtí  su  hgo  en  Inglaterra,  Surgen  también  dudas  respecto  á  la  autoridad  que  puede 
ejercer  en  Inglaterra,  tanto  sobre  la  persona  como  sobre  los  bienes,  un  tutor  ó  un 
curador  nombrado  á  un  menor  ó  á  un  loco  por  una  ley  6  justicia  estranjera.  Bs 
doctrina  constante  que  la  existencia  de  semejante  tutor  ó  curador  no  impide  que 
lajtisticia  inglesa  sea  competente  para  nombrar  otro,  ó  para  hacer  un  reconoci- 
miento de  nuepo  sobre  el  estado  mental  del  estrai^ero  que  se  afirma  estar  loco. 

Sinembargo,  en  cuanto  ala  persona,  se  ha  establecido  que  los  tribunales  in- 
gleses no  nombrarán  tutor  á  un  menor  ó  loco  estranjero,  habiendo  .un  tutor  en 
su  domicilio,  con  el  fin  de  facilitar  á  este  último  el  ejercicio  de  su  autoridad.  Bn 
cuanto  á  los  bienes,  se  permite  al  tutor  ó  curador  del  domicilio  intentar  acdones 
y  dar  descargo  por  los  bienes  muebles  del  menor  ó  del  loco. 

Matrimonio, 

Las  formalidades  requeridas  para  la  celebración  de  un  matrimonio  por  la  lex 
looi  actus  son  indispensables. 

En  cuanto  ala  capacidad  absoluta  ó  relativa  de  las  partes  que  contratan  el 
matrimonio,  es  necesario  atender  á  la  lex  lociacius,  y  yo  creo  que  la  tendencia  que 
predomina  en  lajurisprudencia  pide  también  que  se  atienda  al  estatuto  personal 
de  cada  una  de  aquellas. 

Respecto  al  consentimiento  de  padre  y  madre,  abuelos,  tutores,  consejo  de  fa- 
milia ú  otro,  es  preciso  atender  á  la  lex  loci  actus.  La  falta  de  consentimiento  equi- 
vale á  una  incapacidad  Si  la  lex  loci  actus  no  es  aplicable,  es  necesario  referirse  al 
estatuto  personal,  ya  para  las  formalidades,  en  tanto  que  es  posible  observarlas , 
ya  para  los  consentimientos  que  pueden  ser  requeridos. 


(1)  Este  estudio  está  tomado,  en  su  parte  esencial,  de  la  obra  que  he  publicado 
en  1880  bajo  el  titulo  de  A  treatise  on  private  inlernational  law  with  principal  referenee- 
loits  prqctice  bug  land. 
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Los  matrimonios  celebrados  en  los  consulados  británicos  están  regidos  por  dos 
:4ietas  del  parlamento^  de  las  cuales  resulta  que  se  exige  para  estos  matrimonios 
los  mismos  consentimientos  que  para  los  celebrados  en  Inglaterra  y  tienen  el  mis* 
too  valor. 

Efectos  del  matrimonio  en  cnanto  á  los  bienes  de  los  esposos. 

Loa  inmuebles  situados  en  Injplaterra  están  siempre  regidos  por  la  lex  situt.  A 
•menos  que  no  se  baya  conyenido  en  otra  cosa  antes  del  matrimonio,  y  suponien- 
do que  ningún  cambio  de  domicilio  ha  sobrevenido,  los  derechos  respectivos  de 
los  esposos  sobre  la  fortuna  mueble  que  ellos  poseían  al  tiempo  de  la  eelebraéi<m 
•del  matrimonio,  asi  como  los  que  adquieren  durante  el  mismo,  están  regidos  por 
la  ley  del  domicilio  matrimonial,  es  decir,  por  la  ley  del  domicilio  que  era  del  ma- 
rida al  tiempo  de  la  celebración,  ó  que  estableció  inmediatamente  después,  por  una 
convención  matrimonial. 

Si  los  inmuebles  ingleses  están  comprendidos  en  una  convención  matrimonial 
,  y  se  trasfleren  ó  gravan  con  una  hipoteca,  por  defecto  de  la  forma  ó  de  los  ténni« 
^  nos  solemnes  requeridos  en  derecho  inglés,  jesta  convención  no  trasferirá  ni  gra- 
vará los  inmuebles  si  bten  las  partes  pueden  ser  obligadas. 

La  interpretación  de  una  convención  matrimonial,  como  de  cualquier  otra»  es 
ana  cuestión  de  hecho.  i*ero  la  validez  intrínseca  y  la  eftcaeia  de  aquella  en  cuan- 
to á  los  bienes  muebles,  asi  como  su  interpretación,  estarán  regidos  por  la  ley  del 
domiciiio  matrimonial  é  igualmente  sobre  los  muebles  que  no  hayan  sido  oom- 
^prendidos  expresamente  en  una  convención  matrimonial. 

Divorcio, 

« 

Los  tribunales  ingleses  son  competentes  para  pronunciar  el  Divorcio  en  todos 
-los  casos  en  que  el  marido  está  domiciliado  en  Inglaterra  ó  habite  el  pais  con  tal 
'que  esto  no  sea  de  un  modo  pasajero  y  no  haya  venido  precisamente  con  el  Anda 
obtener  ó  de  facilitar  su  divorcio. 

fíl  divorcio  pronunciado  por  un  tribunal  estraiúero  no  es  válido  en  Inglaterra, 
con  tal  que  las  partes  estuviesen  domiciliaJ  as  sobre ,  el  territorio  estranjero  al 
tiempo  del  proceso.  ^ 

La  competencia  inglesa  en  materia  de  separación  do  cuerpos  está  sometida  á 
ias  mismas  condiciones  que  ia  competencia  en  materia  de  divorcio.  La  lex  fori  es 
'  qui^n  decide  de  la  causa  por  la  que  el  divorcio  puede  y  debe  ser  pronunciado. 

Legitimidad  y  legitimación . 

Cuando  el  divorcio  ha  sido  pronunciado  por  un  tribunal  cuya  competencia  á  es- 
te efecto  no  es  reconocida  en  Inglaterra,  los  hijos  nacidos  del  segundo  matrimo- 
nio de  uno  de  los  cónyuges,  serán  reputados  ilegítimos  en  Inglaterra  no  obstante 
la  validez  de  este  matrimonio  según  la  lextoci  act%s,y  si  es  la  mujer  quien  contrae 
nuevas  nupcias,  según  el  estatuto  personal  del  segundo  marido. 

Respecto  á  la  legitimación  de  un  hijo  por  subsiguiente  matrimonio,  no  se  tiene 
«n  cuenta  ni  el  lugar  de  su  nacimiento  ni  aquel  en  que  se  celebró  el  matrimonio. 
Es  necesario  que  la  legitimación  esté  admitida  por  la  ley  del  pais  en  que  el  padre 
«staba  domiciliado  al  tiempo  de  su  matrimonio. 

Sucesiones  muebles. 

En  derecho  inglés,  nadie  está  facultado  á  ocupar  cosas  inmuebles  dejadas  por 

•'difunto,  ya  aea  la  sucesión  testamentaria  ó  ab-intestato;  pero  hay  siempre  una  ó 

carias  personas  á  quienes  Be  les  conOere  la  posesión  por  un  tribunal,  y  qae  están 

encargadas  de  administrar  los  bienes  muebles,  es  decir,  de  liquidarlos,  de  pagar 

Aas  deudas  del  difunto,  y  de  distribuir  el  resto  entre  los  legatarios  ó  los  herederos 
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ab-intestato.  Si  la  sucesión  es  testamentaria  y  se  ha  hecho  el  nombramiento  de - 
albaceas  expresamente,  el  tribunal  confiere  á  éstos  la  posesión  de  los  bienes  mue- 
bles. Si  no  aparece  tal  nombramiento  ó  la  sucesión  esab-intestato,  el  tribunal  con- 
fiere la  posesión  y  el  derecho  de  administrar  á  una  persona  de  su  confianza.  Ek 
tribunal  elige  casi  siempre  para  administrar,  en  el  sentido  propio,  Á  una  persona 
interesada  como  legatario,  h  eredero  ab-intestato,  ó  bien  al  tutor  ó  á  otro  repre- 
sentante de  tal  persona.  El  nombramiento  de  varios  administradores  es  muy  raro» , 
aun  cuando  dos  legatarios  ó  parientes  estén  igualmente  interesados. 

La  repartición  del  activo  neto,  ya  se  trate  de  una  sucesión  testamentaria,  ya. 
de  una  sucesión  ab-intestato,  está  regida  por  la  ley  delúltimp  domicilio  del  difun- 
to, tal  como  existía  en  la'época  de  su  muerte.  La  sentencia  del  tribunal  del  última^ 
domicilio  del  difunto,  sobre  la  repartición  de  los  bienes  muebles,  goza  de  plena  y 
entera  autoridad  en  Inglaterra  en  cuanto  á  la  ley  que  es  aplicada. 

En  cuanto  á  la  validez  de  un  testamento  disponiendo  de  bienes  muebles,  ya  se 
trate  de  la  forma  del  acto,  ó  del  estado  mental  del  testador,  ó  de  cualquier  otra, 
circunstancia,  el  tribunal  inglés  se  regirá  por  el  fallo  del  tribunal  del  ultimo  domi- 
cilio del  testador. 

Los  principios  que  regulan  las  relaciones  internacionales  de  los  derechos  de  1»-. 
corona  en  materia  de  sucesiones  muebles  son  los  siguientes:  La  corona  percibe  un 
derecho  sobre  la  autorización  de  los  testamentos  y  los  actos  acordando  la  admi- 
nistración. Eftte  derecho  se  regula  por  el  valor  de  los  bienes  -muebles  comprendi- 
dos en  el  mandato  de  administración  inglesa,  escocesa  ó  irlandés  menos  el  im- 
porte de  las  deudas  pagadas  por  el  administrador. 

•  A  la  muerte  de  toda. persona  que  haya  tenido  su  último  domicilio  en  el  Reino- 
Unido,  la  corona  percibe  además  un  derecho  sobre  el  activo  de  la  sucesión  mueble, 
que  después  de  pagarlas  deudas,  se  ha  de  distribuir  entre  los  legatarios,  ó  entre 
los  herederos  ab-intestato.  Poco  importa,  bajo  el  punto  de  vista  de  este  derecho,  eY 
domicilio  ó  la  nacionalidad  de  los  legatarios  ó  herederos;  poco  importa  también  la 
situación,  en  el  momento  de  la  muerte,  de  los  bienes  muebles  del  activo  neto.  Bt 
administrador  en  el  Reino-Unido  es  responsable  á  la  corona  del  derecho  á  perci- 
bir sobre  la  totalidad  de  la  sucesión  mueble  neta,  hasta  del  excedente  neto  que  hir 
podido  realizar  en  virtud  de  su  mandato  de  administración  británica. 

Para  la  interpretación  de  ün  testamento,  el  derecho  inglés  atiende  en  general 
ala  ley  del  lugar,  que  era  domicilio  del  testador  al  tiempo  de  la  confección  del^^ 
•testamento. 

J.  Westlakb. 
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COMPARES. 

De  Utí  derechos  de  los  ettranjeros  en  Bélgica,  en  maieria  de  marcas  de  fábrica  y  áe 

comercio^  y  de  nombre  comercial. 

La  ley  de  I*  Abril  1879,  que  rige  en  Bélgica,  desde  1°  de  Octubre  del  mismo  aña 
el  derecho  sobre  el  uso  de  las  marcas  de  fábrica  y  de  comercio,  dispone  en  su  arti- 
culo 6,  respecto  á  los  estranjeros,  lo  siguiente: 

•Los  estranjeros  que  esplotan  en  Bélgica  esUblecimientos  de  industria  ó  de- 
acomercio  gozan,  por  el  producto  de  estos  establecimientos,  del  beneficio  de  la  pré- 
nsente ley,  cumpliendo  las  formalidades  que  ella  prescribe. 

•Lo  mismo  quelos  estranjeros  ó  belgas  que  exploten  fuera  de  Bélgica  8u  in-- 
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«duBtria  ó  su  oomeroio,  si  en  los  paises  en  que  están  situados  sus  establecimientos  ^ 
«oonTenciones  internacionales  han  estipulado  la  reciprocidad  para  las  marcas  bel- 
•gas. 

•En  este  ídtimo  caso,  el  depósito  de  las  marcas  se  bará  al  jefe  del  Tribunal  de 
«Comercio  de  Bruselas». 

Nosotros  nos  proponemos  examinar  sumariamente  algunas  de  las  cuestiones 
que  se  refieren  á  la  interpretación  de  este  texto. 

Naturaleza  del  derecho.'-LíL  ley  belga  no  considera  el  derecho  á  la  marca  como  un* 
derecho  civil,  si  no  los  belgas  gozarán  de  él  sin  condiciones  (art.  8  del  G.  G.) .  y  los 
extranjeros  ^olo  mediante  tratados  de  reciprocidad  (art.  11  del  G.  G.)*  Ahora 
bien,  los  belgas  que  explotan  fueri^de  Bélgica  su  industria  ó  su  comercio  no  gozan 
del  beneficio  de  la  ley,  en  los  países  en  que  sus  establecimientos  están  situados,  si 
convenciones  internacionales  no  han  estipulado  la  reciprocidad  para  las  marcas 
belgas.  De  otra  parte  los  estranjeros  que  esplotan  en  Bélgica  establecimientos  de- 
industria y  de  comeicio,  gozan,  sin  tratado  de  reciprocidad,  por  los  productos  de 
estos  establecimientos,  del  beneficio  de  la  ley,  cumpliendo  las  formalidades  que- 
ella  prescribe.    . 

De  l08  eztraiijeroi  que  explotan  en  Bélgica  eua  establecimientos.— AquéWoñ  están  asi- 
milados á  los  regnícolas  y  obligados  como  ellos  de  presentar  el  modelo  de  sus 
marcas  al  jefe  del  Tribunal  de  comercio  en  cuyo  distrito  está  situado  su  estable- 
eimiento.  • 

Respecto  á  los  extranjeros  que  explotan  sus  establecimientos  fuera  de  Bélgi- 
ca, la  opinión  más  autorizada  es  que  los  productos  extranjeros  debeVían  ser  traí- 
dos lo  mismo  que  los  productos  belgas,  y  que  seria  más  conforme  á  los  principios 
de  uua  política  liberal  y  á  los  intereses  del  comercio  extender  el  beneficio  de  la  ley 
á  todas  las  marcas  regularmente  presen tadas^  sin  subordinar  su  protección  á  la 
existencia  de  convenciones  internacionales  estipulando  la  reciprocidad.  E^te  es,  el 
aifitema  adoptado  en  Inglaterra,  en  el  Canadá,  en  las  Repúblicas  Argentinas,  y 
del  Uruguay  y  recientemente  de  los  Paises  Bajos.  La  ley  belga,  sin  embargo,  bu- 
bordina  su  protección  á  la  existencia  de  una  conyencion  internacional  que  esta- 
blezca la  protección  reciproca  para  las  marcas  belgas  en  los  paises  en  que  los  es- 
tablecimientos de  los  extranjeros  estén  situados.  Ella  exige  además  el  depósito' 
de  las  marcas  en  cuestión  al  Tribunal  de  Comercio  de  Bruselas. 

Sociedades  extranjeras.— Las  personas  extranjeras  á  las  cuales  se  aplica  el  arti- 
culo &*  son  individuos  ó  sociedades.  Respecto  de  estas,  la  ley  Belga  de  18  Mayo 
1813  previo  tres  hipótesis:  ó  bien  la  sociedad  constituida  en  el  extranjero  tiene  8u 
ocupación  exclusiva;  ó  tiene  en  Bélgica  una  sucursal. 

En  el  primer  caso,  la  sociedad  está  regid^  por  el  §  T  del  articulo  6°,  es  decir,. 
que  goza  de  la  protección  de  la  ley  Belga  por  las  marcas  que  podría  presentar  eu' 
Bélgica,  bajo  la  condición  de  reciprocidad  internacional. 

En  el  segundo  caso,  está  regida  por  el  §  1**  del  artículo  (T,  es  decir,  que  goza  del 
beneficio  de  laley  sobre  las  marcas,  por  los  productos  de  su  establecimiento  prin- 
cipal, sin  otra  condición  que  el  cumplimiento  de  las  formalidades  ordinarias. 

En  el  tercer  caso  hay  que  distinguir  entre  los  productos  de  la  sucursal  y  los 
del  extraigero;  la  existencia  de  un  tratado  de  reciprocidad  no  será  requerido  sino- 
para  los  segundos.  Pero  para  los  unos  como  para  los  otros,  In  sociedad  extranje- 
ra no  tendrá  acción  en  justicia,  sino  bajo  la  convicción  de  que  sea  conforme  á  la 
ley  Belga,  que  prescribe  la  publicación  en  Bélgica  de  sus  estatutos  y  de  sus  ba- 
lances, á  ménoíi  que  la  fundación  de  la  sucursal  en  este  país  sea  anterior  al  18  de 
Mayo  de  1978. 

Corporaciones  religiosas, "Lím  corporaciones  religiosas  que  tienen  su  asiento  en. 
Rancia,  podrán  hacer  respetar  sud  marcas  en  Bélgica.  Podrán,  como  tales^ 

TOMO    UX  SO 
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«féetoar  su  depósito,  y  obrar  en  justicia?  Evidentemente  no;  las  oomunidades  re* 
ligiosas,  más  aún  en  Bélg>ica  qne  en  Francia,  no  gozan  de  personalidad  eivil;  no 
teniendo  por  fln  que  realizar  un  beneficio  apredable  en  dinero,  ellas  no  forman 
sociedades  civiles,- no  más  que  sociedades  comerciales,  á  menos  quecus  miembros 
no  se  asocien  especialmente  para  ejercer  una  industria,  por  ejemplo,  la  fabrica- 
«ion  de  licores.  - 

heeiprocidad  diplomátiea. ^Ls,  reciprocidad  de  que  habla  el  artículo  6  debe  ser  es- 
tipulada en  convenciones  internacionales. 

Los  tratados  celebrados  por  Bélgica  son  los  siguientes;  con 

Alemania  ^Declaración  de  10  de  «Setiembre  1875,  aprobada  por  la  ley  de  93 
de  Diciembre  del  mismo  año. 

Austria- Hungría.— Dedaraeion  de  12  Enero  1880. 

Brasil.— Declaración  de  2  de  Setiembre  1816,  aprobada  por  la  ley  de  18  Julio 
1877. 

Chile.— Articulo  adicional  al  tratado  de  comercio  de  31  Agosto  1858,  signado  el 
5  Junio  1875,  aprobado  por  la  ley  de  25  Enero  1878. 

Dinamarca.— Declaración  de  15-17  Noviembre  1879. 

España.— Tratado  de  comercio  de  4  Mayo  1878,  aprobado,  por  la  ley  SSJnlio 
1878,  articulo  5". 

Estados-Unidos  de  América.— Tratado  de  comercio  de  8  de  Marzo  de  1815» 
■aprobado  por  lajey  de  14  Junio  1875. 

Francia.— 1*»  Convenio  de  T  Mayo  1861,  aprobado  por.laley  de  27  Mayo  1861, 
«rtieulo  15. 
2®  Articulo  adicional  de  7  Febrero  1874. 
8°  Articulo  adicional  de  i9  Setiembre  1879. 

Gran  Bretaña.— Tratado  de  comercid  de  23  Julio  1862  aprobado  por  la  ley  de  81 
Agosto  1862,  artículos  16  y  17. 

Italia.— Tratado  de  comercio  de  9  Abril  1863^  aprobado  por  la  ley  de  25  Mayo 
1864. 

Países- Bajos.— Convenio  22  de  Octubre  1880. 

Portugal.— Convenio  de  11  Octubre  1866,  aprobado  por  la  ley  de  29  Julio  186^1, 
articulo  16. 

Rumania.— Convenio  de  8  Marzo  y  24  Febrero  1881. 

Rusia.- Declaración  de  29  Enero  1881. 
.  Suiza.— Convenio  de  il  de  Febrero  1881. 

Qué  tratado  debe  consultarse,  cuando  un  extranjero  tiene  un  establecimiento 
en  pais  distinto  del  suyo?  Por  ejemplo,  un  alemán  tiene  un  establecimiento  en 
Francia;  habrá  que  consultar  el  tratado  de  Bélgica  con  Francia  ó  el  de  Bélgica 
«on  Alemania?  Del  conteito  del  artículo  6**  claramente  se  deduce,  que  la  ley  tiene 
en  consideración  la  nacionalidad  del  establecimiento,  y  no  la  de  un  propietario,  la 
fiituaeion  territorial  es  la  que  determina  el  tratado  que  se  ha  de  aplicar. 

Xa  validez  de  una  marca  estranjera  debe  ser  apreciada  según  la  legislación  del 
país  de  origen.  Los  estranjeros  deberán,  pues,  justificar  que  su  marca,  en  lo  que 
concierne  á  los  signos  que  la  componen,  satisface  i  la  ley  estranjera;  ettos  debe- 
rá^ justiñcar,  además,  del  cumplimiento  en  su  país,  de  las  formalidades  á  las  cua-^ 
les  está  subordinada  la  protección  legal.  Asi  la  ley  alemana  prohibe- el  registro  de 
mareas  compuestas  exclusivamente  de  cifras,  letras  ó  palabras»  Las  marcas  del 
imperio  de  Alemania  que  contravengan  estas  prescripciones,  no  serán  más  prote- 
gidas en  Bélgica  que  el  país  de  procedencia,  no  obstante  la  ausencia  de  .toda  cláu- 
fiula  prohibitiva  del  mismo  género  en  la  ley  Belga.  Además,  sí  la  ley  estranjera 
prescribe  el  depósito  ó  la  renovación  del  mismo,  deberá  el  estranjero  acreditar  qua 
ha  llenado  estas  formalidades. 
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Ba  euanto  á  las  condietODM  del  depósito  de  las  mareas,  cualquiera  que  sea  la 
nacionaUdaddeledtrauJero,  6  estipulaciones  concluidas  con  sus  gobiernos;  y  ya 
«xploten  en  Bélgrioa  ó  fuera  de  Bélgica  sus  establecimientos  de  industria  ó  de  co- 
mercio, los  estraajeros  están,  en  todos  los  casos,  sujetos  al  cumplimiento  de  las 
formalidades  preseritasparalosnacionales.á  saber:  el  pago  de  la  tarifa  y  ci  de> 
pósito  de  su  marca  ó  triple  eg emplar. 

En  cuanto  al  lugar  del  depósito,  es  uniformemente  el  mismo  para  todas  las 
marcas  estranjeras,  es  decir,  paralas  marcas  de  los  estranjeros  y  de  los  belgas 
que  exploten  fuera  de  Bélgica  su  industria  ó  su  comercio;  el  depósito  de  estas  mar- 
cas debe  hacerse  al  j  efe  del  Tribunal  de  Comercio  de  Bruselas. 

Pero  los  estranjeros  que  exploten  en  Bélgica  establecimientos  de  industria  ó  de 
comercio  deben  hacer  el  depósito  de  sus  marcas  al  jefe  del  Tribunal  de  Comercio 
del  distrito  en  que  está  situado  su  establecimiento. 

Una  Real*órdende'7  de  Julio  át  1879  ha  regulado  la  ejecución  de  la  ley,  espe- 
cialmento  en  lo  que  se  refiere  á  las  formas  y  condiciones  del  depósito;  son  aque> 
lias  las  mismas  quesisetratasedeunamarcaestranjeraóde  una  marca  nado- 
aaL 

El  depósito  debe  ser  efectuado  por  la  parte  interesada  ó  por  su  apoderado,  me- 
diante  la  presentación  de  la  carta  de  pago  que  acredite  haber  satisfecho  el  impor- 
te señalado  en  la  tarifa.  Esta  tarifa  es  de  diez  francos,  por  cada  marca  depositada 
y  no  por  ca^  depósito  de  marcas.  Además,  el  deponente  debe  pagar  l^s  derechos 
4e  timbres  de  regiatro  ó  de  escribanía,  elevándose  á  16*50  francos. 

El  deponente  debe  presentar: 

1*"  Un  modelo  en  triple  egempla/de  la  marca  adoptada.  El  primero  debe  ser  uní- 
do  á  la  relación  ^ue  extiende  el  escribano;  el  segundo  debe  figurar  sobre  la  expe- 
dición que  es  trasmitida  al  Ministro  del  interior  y  de  allí  al  Museo  de  Industria,  en 
donde  están  centralizadas  lasmarcas;  el  tercero  en  fin,  está  reservado  para  ser 
aplicado  sobre  la  expedición  á  entregar  al  deponente. 

2*  Una  plancha  de  las  marcasen  metal,  que  permita  hacer  la  reproducción  exac- 
ta en  la  colección  oficial  publicada  por  los  cuidados  del  Ministro  del  interior- 

Reiio»acl<m.^3e  trata  de  la  renovación  de  los  depósitos  hechos  en  virtud  de  las 
leyes  Vigentes  hasta  V  de  Octubre  de  1819,  fecha  de  la  ejecución  de  la  ley  de  1*  de 
Abril. 

Todos  los  depósitos  anteriores  al  1°  de  Octubre  de  1879  han  debido  ser  renova- 
<los  antes  del  1°  de  Enero  de  1881;  si  no  se  renuevan  se  declaran  caducados.  El  ti- 
tular no  tiene  acción  en  justicia;  su  marca  dejado  ser  protegida,  ya  por  la  acdon 
pública,  ya  por  la  acción  civil.  Pero  si  se  hace  posterioi'mente  el  depósito,  este  de- 
pósito será  válido  y  producirá  sus'efectos  para  el  porvenir,  pero  solamente  para  el 
porvanir* 

El  ari.  18  de  la  ley  exceptúa  de  derechos  de  timbre  y  de  registro,  así  como  de  la 
tarifa,  las  renovaciones  de  los  antiguos  depósitos.  Pero  estaexencion  está  inscrita 
únicamente  en  favor  délas  renovaciones  hechas  en  el  periodo  legal  de  1"  de  Octu- 
bre de  1879  á  1*>  de  Enero  de  1881. 

Entre  el  sistema  firanc6s  que  establece  la  libertad  completa  para  la  trasmisión 
de  una  marca,y  el  alemán  que  ha  adoptado  otro  dlametralmente  opuesto,  el  le- 
gislador belga,  como  el  inglés,  toma  un  término  medio,  disponiendo  que  una  mar* 
«a  puede  ser  trasmitida,  pero  solamente  con  el  estableeioüento  de  que  ella  se  sirve 
para  distinguir  los  objetos  de  fabricadon  ó  de  comercio. 

La  palabra  estuhleeimUuto  no  debe  ponerse  á  la  letra;  no- se  debe  comprender  ha- 
Jo  esta  palabra  más  que  el  inmueble,  el  local  en  donde  un  comercio  se  ejerce. 

El  art.  1  se  aplica  á  toda  iratmiéian,  tanto  á  las  cesiones  entre  vivos  como  á  las 
trasmisiones  por  causa  de  muerte,  lo  mismo  á  la  trasmisión  total  que  á  la  parcial. 
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ú  una  cesioo  A  titulo  gratuito;  que  áunacesion  átitufo  oneroso,  aun  cuando  la 
trasmisión  haya  tenido  lugar  bajo  forma  de  retrocesión.  En  todos  estos  casos,  la^ 
ley  prescribe,  no  para  la  validez  de  la  trasmisión,  sino  respecto  á  tercero,  el  depó- 
sito de  un  extracto  del  acto  que  acredite  el  cambio.  Bste  extracta,  firmado  al  mé« 
nos  por  una  de  las  partes  contratantes,  será  sometido  al  registro.  Por  un  favor 
admitido,  esce  registro  t'ene  lugar  con  el  derecho  fijo  de  10  francos,  si  se  trata, 
de  cesiones  entre  yivos.  En  caso  de  trasmisión  por  causa  de  muerte,  la  percepción 
tiene  lugar  conforme  al  derecho  común.  Después  del  registro,  el  extracto  debe  ser 
presentado  en  la  escribanía  donde  'ha  tenido  lugar  el  primer  depósito  de  la  marca; 
el  escribano  hace  mención  del  cambio  al  margen  déla  minuta  del  acta  del  depósito 
primitivo. 

Hambre  camercial^La,  ley  de  V  de  Abril  de  1879  no  se  ocupa  del  nombre  comer  • 
cial.  El  nombre  del  fabricante  y  la  razón  social  de  una  fábrica  están  protegidos 
contra  toda  usurpación,  sin  que  el  depósito  de'ba  ser  hecho  previamente,  en  virtud 
del  art.  191  del  Código  penal  belga,  que  es  la  reproducción  textual  de  la  ley  france- 
sa de  28  de  JuliO'--4  de  Agosto  de  1824.  Sin  embargo,  la  jurisprudencia  belga,  rom- 
piendo con  la  interpretación  restrictiva  que  la  Corte  de  Casación  de  Francia  ha  he- 
cho de  la  ley  de  1824,  ha  admitido  invariablemente  la  aplicación  del  art.  191  del 
Código  penal  á  todos  los  interesados,  sin  distinguir  si  el  fabricante  ó  el  estableci- 
miento cuyo  nombre  ó  razón  comercial  han  sido  usurpados,  son  ó  no  de  naeionali- 
dadestranjera,  sin  averiguar  si  existe  ó  no  ud  tratado  de  reciprocidad 

ÜMitíionjudicaium  «ofvt.^La  caución /fuf/cc/uMM/vt  es  debida  por  el  extranjero  que- 
se  constituye  parte  civil  ante  los  tribunales  represivos  sobre  una  causa  por  usur- 
pación? 

M.  Chauveau  se  pronuncia  por  la  negativa.  Sin  embargo,  la  mayor  parte  de  los 
autores  y  la  casi  unanimidad  de  la  jurisprudencia  se  pronuncian  en  sentido  con- 
trario y  admiten  por  la  generalidad  de  sus  términos  que  el  art.  16  del  Código  civiT 
es  aplicable  átodas  materias  de  justicia,  de  paz,  administrativas,  criminales,  como 
á  las  de  competencia  de  los  tribunales  civiles.  Y  en  materia  comercial? 

Es  indudable  que  una  causa  de  ifaturaleza  comercial  puede,  por  consecuencia 
de  un  incidente  de  procedimiento,  ser  sometido  á  un  tribunal  civil,  por  ejemplo,  un 
juicio  de  un  tribunal  consular  extranjero  cuyo  execuatur  será  perseguido  en  Bélr- 
gica,  ó  la  vuelta  de  las  partes  en  caso  de  deneg^ion  de  escrituras,  por  el  juez  co- 
mercial ante  los  jueces  civiles,  etc. 

Es  evidente  que  ápesar  de  este  regreso,  el  extranjero  no  estará  menos  dispensa- 
do de  la  caución,  puesto  que  ésta  no  es  por  razón  de  la  jurisdicción,  sino  por  razón 
de  la  materia,  que  la  dispensa  de  eandon  tiene  logar. 

Sxtradicimu^LAñ  infracciones  de  la  ley  sobre  las  marcas,  están  previstas  por 
los  tratados  de  extradición  celebrados  entre  Bélgica  y  las  potencias  extranjerasf 

Los  tratados  de  extradición  no  están  concebidos  en  términos  idénticos.  Los 
unos  no  mencionan  el  delito  de  contravención;  otros  sclo  mencionan  la  contraven- 
eion  de  los  sellos,  timbres,  y  mareas  del  Estado  y  de  las  administraciones  públicas 
I  Suecia  y  Noruega,  Brasil,  Estados-Unidos,  Portugal);  otros  oonceptüim  todavía 
1  a  Intervención  de  las  marcas  de  partículares  ó  de  negociantes  (España,  Rusia,. 
ItaUa). 

P  ero,  y  cuando  los  tratados  mencionan  de  una  manera  gen^ica,  la  contraven- 
ción de  marcas,  el  uso  de  marcas  contrahechas  y  el  uso  peijudicial  de  varias  mar- 
cas, sin  diftinguir  entre  las  de  autoiidadesy  de  particulares?  Este  es  el  caso  de 
los  tratados  de  extradición  concluidos  con  Francia,  Alemania,  Suiza  y  el  Luxem- 
burgo.  Estos  tratados  deben  ser  interpretados  de  una  manera  restrictiva;  nos- 
otros oreemos  que  las  marcas  de  fábrica  y  de  comercio  no  están  comprendidas  en 
Jas  eiprsaiones  genéricas  de  que  se  sirven  estas  cuatro  convenciones.  En  efecto,. 
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-se  vé  por  las  convenciones  celebradas  con  los  otiros  países,  que  los  g^obiemos 
•  consideran  greneralmente  la  infracción  de  que  hablamos,  menos  como  un  débitoí 
-'piíblico,  que  como  un  delito  privado,  no  sujeto  á  extradición,  se  vé  también,  por  el 
articulo  184  de  nuestro  Códig^o  pénti^l  (parcialmente  derogado),  que  cuando  el  le* 
glslador  ha  que  querido  asimilar  á  la  marca  de  una  autoridad  cualquiera  la  de 
un  estableéimiento  de  banca,  de  industria  ó  de  comercio,  ó  de  un  particular,  lo  ha 
'dicho  expresamente. 

ALKX4NDltK  BRAUN, 

Abogado  de  la  CárU  suprema  de  Bruselas . 


REVUE  GENÉRALE  Dü  DROIT,   DE  LA  LE6ISLATI0N   ET  DE  LA 

JURISPRUDENGB. 

4>«  la  utilidad  de  los  convenios  internacionales  en  materia  de  derecho  internacional  privado^ 

DK  LA  NACIONALIDAD  T  DRL  DOMICILIO  COMO  BASES  DK  ISTAS  CONVENCIONES. 

Frederfc'Harrison  acaba  de  publicar  en  el  Journal  du  droit  intematloual  privé,  un 
trabajo  que  sin  duda  ha  de  ser  vivamente  criticado,  titulado:  Si  derecho  interna- 
cional privado^  6  el  conflicto  de  las  leyes  bajo  el  punto  de  vista  anulitico,  particularmente  en 
Inglaterra 

La  concepción  que  el  sabio  profesor  inglés  hace  del  fundamento  del  derecho  en 
general  y  del  derecho  internacional  privado  en  particular,  es  muy  grave.  Para  él» 
como  para  muchos  de  sus  compatriotas,  e\  derecho  tiene  su  carácter  obligatorio 
por  el  hecho  mismo  que  lo  ha  establecido:  solo  el  derecho  positivo  es  digno  de  ser 
estudiado;  investigar  los  principios  del  derec];io  fuera  de  las  leyes  y  de  las  senten- 
cias,  es  perder  el  tiempo  en  especulaciones  inútiles. 

•nosotros  no  buscamos  altas  generalizaciones  de  las  cuales  se  puedan  deducir  los  princi- 
*pios  del  derecho.  Ifosotros  nos  contentamos  con  clasificar  y  haeer  constar  estos  princípioa 
•tales  como  están  desenvueltos  en  la  práctica,» 

Buscar  el  fundamento  del  derecho,  es  hacer  falsa  ruta.  Si,  no  vacila  en  decir  el 
autor,  y  este  error  resulta  de  la  costumbre  continental  de  afirmar  la  existencia  de  uu  con- 
9 junto  real  de  verdades  que  forman  el  derecho  6  la  justicia,  anterior  al  derecho  positivo  ff  al 
»cual  este  derecho  debe  conformarse.  Por  consigaiente^  hay  una  tendencia  continua  á  conside^ 
•rar  la  ley  positiva  como  susceptible  de  ser  deducida  de  los  principios  de  este  derecho.  Ingla- 
•  térra  y  América  están  completamente  libres  de  esíu  tentación  de  fundar  la  ciencia  jurídica 
•sobre  la  deducción.  Nuestro  método  histórico  ha  consistido  en  dejar  ti  cuidado  de  resolver 
•esta  cuestión  á  la  sagacidad  instintiva  de  unjuezhabituado  á  poner  en  luz  lot  preceptos  más 
•prudentes,  pro  re  nata,  sacados  de  la  analogía  de  los  preceptos  que  resultan  de  otras  especies 
•para  asi  decir  después  que  están  suficiente  saturados.» 

Las  conclusiones  de  los  desenvolvimientos  precedentes,  las  formula  M.  Harri- 
json.en  estos  términos:  «1"  El  ensayo  de  formar  un  cuerpo  general'  de  teglas  del  derecha 
•intermunicipal  para  el  mundo  civilizado,  aun  cuando  haya  sido  establecido  por  las  relaciones 
•publicas  de  los  Estados  en  derecho  internacional,  no  descansa  sobre  una  base  seria.  2^  Es 
•quimérico  pretender  fundar  una  ciencia  de  derecho  iniermunicipal  sobre  razonamientos  dedu  - 
•cidos  deuu  pequeño  numero  de  reglas  abstractas.»  (P.  547  y  548). 

Nos  limitaremos  á  hacer  algunas  observaciones  fundamentales. 

La  historia  parece  dar  razón  á  aquellos  que  se  esfuerzan  en  buscar  en  esta  ma- 
•teria  principios  directores.  Se  ha  señalado  frecuentemente  el  triste  estado  de  os- 
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earidad  y  de  ineertidumbr*  en  él  cual  se  encontraba,  hace,  enarenta  aftos,  la  doe* 
trina  de  las  que  se  llamaban  entonces  las  euesti&nes  mistéis,  y  es  incontestable  que 
86  han  realizado  inmensos  progresos.  Pero  á  qué  se  delM  esto?  L^jos  de  nosotros  el 
pensamiento  de  cercenar  el  mérito  de  los  autores  ing^leses  ó  americanos  tales  como 
Wheaton,  Story,  Vestlake,  Wharton  y  otros  machos.  Pero  quién  negmrá  la  incon- 
testable importancia  que  han  temdo  al  lado  de  aquellos  los  bellos  trabucos  de  Sa- 
Ti£rni,  Woechter,  Fflellx,  Bar,  Garlos  Brocher,  Pascual  Fiore,  quienes  trabajan  coa 
ardor  por  la  solución  de  los  problemas  del  derecho  internacional  privado?  Ahora 
bien,  estos  hombres  están  libres  enteramente  de  la  tentación  de  (tindar  la  ciencia 
Jurídica  sobre  la  deducción?  Ciertamente  no.  Lavigni  toma  un  punto  de  partida 
muy  alto;  él  establece  un  principio,  y  un  principio  fecundo,  cuando  dice  que  para 
cada  relación  de  derecho,  es  necesario  buscar  el  dominio  del  derecho  al  cual  esta 
relación  pertenece  por  su  naturaleza.  El  camino  abierto  por  él  ha  sido  seguido,  y 
hoy  dia,  en  todos  loe  tratados  modernos,  la  investigación  y  la  exposición  de  los 
^ncipios  fundamentales  tienen  un  lugar  importante.  Esto  es  debido  á  este  mé- 
todo deiuctivo  que  la  ciencia  del  derecho  internacional  privado  es  digna  de  llevar 
este  nombre. 

Al  final  de  su  trabajo,  el  autor  se  vé  obligado  á  suavizar  el  sentido.  •La  teoria, 
*  dice  M  Harrison,  110  jmedepreeeder  al  ifireck»;  pero  tin  ¡a  teoría  el  iereeko  uria  siempre 
mm  edos  no  teniendo  ni  fijeza  ni  autoridad.» 

Bl  autor  reconoce  también  implícitamente  la  utilidad  de  los  tratados  interna- 
cionales. •  Lo  que  kaif  de  más  eseneialf  concluye  él,  M  sn  acuerdo  suficiente  para  desear^ 
ar  leo  ineoneententes  gratuitos  » 

Este  es  un  argumento  más  en  favor  de  aquellos  que  se  esfuerzan  en  reunir 
en  un  cuerpo  de  doctrina  general  los  principios  que  regulan  el  conflicto  de  las  le- 
yes. Los  tratados  deben  tender  ante  todo,  á  conciliar  los  principios  opuestos  ad- 
mitidos en  los  países  entre  loe  cuales  se  han  celebrado.  Pero  para  obrar  esta  con* 
eiliacion,  para  rechazar  tal  idea  como  falsa  y  para  hacer  triunfar  tal  obra  como 
Tcrdadera,  el  concurso  de  la  ciencia  ^s  absolutamente  indispensable.  Sin  la  doc- 
trina, que  no  descansa  solamente  robre  la  deducción  pura,  sino  sobre  la  combina- 
nación  de  aquella  con  un  estudio  atento  de  las  necesidades  y  de  las  institucfones 
propias  de  cada  país,  los  progresos  del  derecho  internacional  pritado  serian  impo- 
sibles como  hubiera  sido  imp«)8ible  la  elaboración  de  nuestros  códigos  modernos 
sin  el  movimiento  filosófico  del  siglo  pasado. 

Las  cuestiones  del  estatuto  persouat  en  lo  que  se  refiere  al  estado  y  capacidad  da 
las  personas,  ofrécela  particularidad  de  que  existen  menos  divergencias  entre  las 
legislaciones  délos  diversos  Estados,  lo  mismo  en  cuanto  al|fondo  del  derecho  que 
en  cuanto  á  las  reglas  que  son  aplicadas  para  resolver  los  conflictos  de  las  leyes 
en  este  punto.  Asi  se  nota  cómo  tienden  á  desaparecer  las  diferencias  que  coa- 
ciernen  á  la  mayor  edad.  Francia,  Bélgica,  Italia,  Alemania  y  los  paises  de  dere- 
cho inglés,  fijan  todos  el  limite  á  los  21  años,  de  suerte  que  en  la  práctica  las  re- 
glaff  de  derecho  internacional  privado  no  tienen  importancia  en  esta  materia.  Pero 
no  sucede  lo  mismo  respecto  á  las  otras  disposiciones  legales  que  se  refieren  «1 
estatuto  personal. 

Bn  Francia,  (ündádo  en  el  art.  9*  del  Código  civil,  dice  M.  Demolombe,  ««/  ex* 
hanjero  debe  estar  sometido  en  Francia  á  la  ley  rersonal  de  su  pais  A  minos  que  la  apUea^ 
eim  de  esta  ley  no  sea  de  tal  naturaleza  que  comprometa  u  n  interés  fírancés,  ya  pé^üeo  ya 
privado. 

El  mismo  sistema  está  consagrado  en  el  nuevo  Código  civil  italiano^ue  en  fu 
art.  6%  dispone  que  et  estado  y  la  capacidad  de  las  personas  y  tas  relatíones  de  famüia  es- 
ftn  regidas  per  laley  déla  naciom  á  la  cual  pertenecen. 

Otros  Estados,  inspirados  por  el  Código  francés,  admiten  principios  análogo» 
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Sin  «libaría»  presciDdi«Ddo  de  Inglaterra  y  de  los  Eatados- Unidos,  eo  dond» 
«e  sigvea  principios  muy  diferentes,  la  mayor  parte  de  los  países  de  Alemania 
eonsideran  el  estado  y  la  capacidad  de  las  personas  como  regados  por  la  lej  de  su 
iomieilio^  Asi  el  Código  pruaiaBO  dispone,  que  «la  cualidad  y  la  capacidad  personal 
de  un  individuo  son  juzgadas  según  las  leyes  de  la  jurisdicción  en  el  distrito  don^ 
de  tiene  su  domicilio  real»,  y  añade:  «Los  subditos  de  Estados  extranjeros  que  ▼!- 
■ven  en  este  país  deberán  igualmente  ser  juzgados  según  las  disposiciones  de 
arriba.» 

De  manera,  que  existen  en  materia  de, estatuto  personal  dos  sistemas  de  dere* 
dko  internacional  privado,  que  tienen  por  base  la  nacionalidad  ó  el  domicilio. 

Pero  ya  se  adopte  uno  ú  otro,  es  necesaria  una  condición  para  los  conflictos 
que  puedan  sui^r:  y  es  quesobre  la  adquisición  y  la  pérdida  de  la  nacionalidad^ 
6 sobre  la  adquisición  y  pérdida  del  domicilio  exista  un  acuerdo  internacional. 

Tanto  uno  como  otro  sirven  para  prevenir  los  conflictos  de  las  leyes,  y  servir 
de  base  ji  convenciones  internacionales  concluidas  á  este  efecto,  con  la  condicK>n 
sin  embargo  de  que  se  forme  previamente  un  derecho  común  que  regule  la  adqui- 
sición y  la  pérdida  ya  de  la  nacionalidad,  ya  del  domicilio. 

En  presencia  de  esta  condición  previa,  cuál  de  los  sistemas  puede  ser  realizado 
más  fácilmente?  CueEtibn  es  estaque  no  nos  atrevemos  á  resolver. 

Existen  además  dos  sistemas  intermediarios  que  no  dan  la  preferencia  á  ningu- 
no  de  los  dos  principios  opuestos. 

Estos  dos  sistemas  bán  nacido  en  Suiza  en  el  terreno  clásico  de  las  conciliacio- 
Bes  entre  el  derecho  ñ'ancés  y  el  derecho  germánico.  El  uno  consagrado  por  el 
Código  civil  del  cantón  de  Zurich;  el  otro  por  la  ley  federal  sobre  la  capacidad  ci- 
vil qoe  las  Cámaras  han  adoptado. 

Según  el  §V°  del  Código  de  Zurich,  «las  cualidades  juridieas  de  los  vecinos  del 
eanton  fMechtsfashigkeit,  Banphtngtfatkigkeit)  están  regidos  lo  mismo  que  los  extran- 
jeros por  la  ley  de  su  patria.  A  este  respeto,  la  aplicación  de  su  patria  se  concede 
igualmente  á  los  extranjeros  en  el  cantón,  cuando  esté  por  el  derecho  del  Bstado 
«1  cual  ellos  pertenecen.» 

Todavía  nos  parece  mqor  otra  disposición  del  mismo  Código  que  restringe  el 
principio  de  nacionalidad  adoptado  por  esta  ley  y  es  la  siguiente:  «que  las  de  el  ex- 
tranjero que  según  erderecho  suizo,  posea  la  capacidad  civil  se  obliga  válidamente 
por  los  cambios  que  verifique  en  Suiza,  aun  cwmdo  etta  capaciiad  sea  defectuosa  según 
el  éerecho  de  su  país.  >  , 

Prácticamente,  esta  disposición  tendrá  gran  importancia  en  Suiza,  puesto 
que  se  ha  fijado  la  mayor  edad  á  los  veinte  años,  es  decir,  á  un  limite  inferior  al 
adoptado  por  casi  todos  los  Estados  de  Europa.  En  derecho,  esta  medida  nos  pa- 
rees justificada  por  el  interés  de  terceros,  que  frecuentemente  no  pueden  infor- 
marse exactamente  déla  nacionalidad  y  del  estatuto  personal  del  extranjero  con 
el  cual  ellos  tratan.  Pero  es  lástima  que  este  principio  haya  sido  formulado  por  un 
solo  Estado  con  riesgo  de  dar  lugar  á  nuevos  conflictos. 

Carlos  Soldán. 
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I. 


El  territorio  del  imperio  austríaco  recibe  un  crecimiento  definitivo  por  la  ley  de 
15  de  Abril  de  18r79,  que  en  virtud  del  articulo  29  del  tratado  de  Berlin  de  13  de  Julio 
de  18r78,  incorpora  en  la  Dalmacia  el  territorio  de  Spica.  El  art.  2  de  esta  ley  es- 
tiende  al  nuevo  territorio  la  legislación  y  las  instituciones  de  la  Dalmacia,  pero 
autoriza «Igsbierno  á  tomar  las  medidas  necesarias. 
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La  ley  de  26  de  Mayo  de  1879  ha  modifleado  las  disposiciones  constitaeÍQnales 
Telativas  al  secreto  de  las  letras.  El  art.  5  de  la  ley  de  6  de  Abril  de  1870  sobre  esta 
materia  se  estiende  al  caso  en  que  las  letras  deben  ser  desinfectadas. 

En  derecho  privado,  esta  ley  de  30  de  Marzo  de  1979,  se  refiere  ala  ley  ge 
neral  sobre  ellibro  de  renta  de  25  de  Julio  de  1871.  Segrun  el  art.  1  de  aquella  ley, 
las  partes  materiales  de  un  edificio  que  no  están  dispuestas  de  manera  que  puedan 
-ser  consideradas  como  cosas  corporales  distintas,  no  pueden  servir  de  objeto  d« 
unaenagenacion,  ni  de  ser  inscritas  en  el  libro  de  rentas. 

En  derecho  administrativo,  citaremos: 

La  ley  de  21  de  Junio  de  1880,  relativa  ala  fabricación  y  á  la  tenta  del  vino  ar- 
tiOcial. 

La  ley  de  29  de  Febrero  de  1880,  concerniente  á  las  enfermedades  contagiosas 
-de  los  animales. 

Otra  ley  de  la  misma  fecha  concerniente  ala  peste  bobina. 
*  La  ley  de  20  de  Diciembre  de  1^79,  sobre  la  incorporación  de  lalstria  y  de  la  Dal- 
macia  en  la  unión  aduanera  austro-húngara. 

Otra  ley  del  mismo  dia,  que  suprime  la  franquicia  de  Brody,  peijudicial  á  los 
intereses  del  Tesoro  y  de  la  industria  austríaca. 

n.  Leyes  concernientes  á  las  relaciones  juriacas  entre  Austria-Hungria  de  una  partea  y  la 

Bosnia  y  la  Herzegovina  de  otra. 

El  art.  25  del  tratado  de  Berlín  de  13  de  Julio  de  1878  dispone  quejas  provincias 
^e  la  Bosnia  y^de  la  Herzegovina  serán  ocupadas  y  administradas  pyr  Austria- 
Hungría. 

La  administración  de  la  Bosnia  y  de  la  Herzegovina  tiene  un  carácter  provisio- 

-naL  La  regularizacion  de  la  situación  de  los  dos  países  debía  ofrecer  grandes  difi- 

'Cultades,  tanto  formales  como  materiales.  La  ley  de  22  de  Febrero  de  1880  enuncia- 

algunos  principios,  que  tal  como  se  hallan  formulados,  pueden  dar  lugar  á  diflcul  • 

tades. 

Erapreciso  regularla  situación  de  una  manera  conforQie  á  las  leyes.  La  ad- 
ministración militar  había  obrado  por  cuenta  del  Ministerio  común;  pero  la  carga 
flnanciera  de  la  ocupación  exigía  la  ingerencia  de  los  departamentos  de  hacienda 
Kle  las  dos  partes  déla  monarquía-  De  aquf  la  ley  de  22  de  Febrero,  la  cual  en  su  ar- 
ticulo 1°  confia  la  administración  al  ministerio  común,  pero  designa  al  propio 
tiempo  al  ministerio  austríaco  como  la  correspondiente  ley  húngara  designa  al 
ministerio  húngaro. 

El  art.  2°  dispone  que  la  inteligencia  de  los  dos  gobiernos  és  necesaria,  no  sólo 
respecto  á  los  principes  que  dirigirán  la  administración,  sino  respecto  á  los  cami- 
nos de  hierro. 

La  legislación  material,  en  derecho  civil,  derecho  criminal  y  derecho  adminis- 
trativo, está  confiada  al  emperador  de  Austria,  como  depositario  de  la  soberanía. 
Un  código  penal  y  un  código  de  procedimientos  criminal,  han  sido  promulgados. 

El  art.  4^  déla  ley  se  ocupa  de  los  derechos  de  los  ministerios  encargados  de  la 
administración  frente  á  frente  de  los  gobiernos  de  Austria  y  de  Hungría,  en  loque 
se  refiere  á  los  negocios  y  ciertas  leyes  económicas. 

La  ley  de  20  de  Diciembre  de  1879  había  regulado  el  establecimiento  de  una 
unión  aduanera.  La  entrada  de  la  Bosnia  y  de  la  Herzegovíoa  en  la  unión  intere- 
-saba  á  las  dos  partes  contrataotes.  La  ley  de  20  de  Diciembre  regula  varios  puntos 
^relativos  al  monopolio,  á  la  moneda,  etc.  * 

(Concluirá.) 

M.  G.  IlLuiiini. 
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RESEÑA 

^  ios  actos  realizados  por  esta  Corporación  con  motivo  delfalU" 
-cimiento  del  Exorno,  é  limo,  Sr.  D.  José  Moreno  NietOj  Prest' 
^ntey  Académico  de  mérito  que  fué  de  la  misma,  é  individuo  per- 

pétuo  de  su  Junta  de  Goiierno. 


Acuerdos  d«  la  Janta  de  Gobierno  para  honrar  la  aemoria 

del  Bxcmo.  Sr.  Moreno  Nieto. 


Sabedora  la  Junta  de  gobierno  de  esta  Axsadexnía  dé  la  tris- 
te nneya  del  faUeeimiento  del  Excmo.  é  limo.  Sr.  B.  José  Mo* 
reno  Nieto,  acaecido  en  la  mañana  del  24  de  Febrero  próximo 
pasado,  reunióse  en  sesión  extraordinaria  la  nocbe  del  mismo 
24  á  fin  de  tributar  á  h^  memoria  de  tan  sabio  maestro  la  expre- 
sión de  profundo  respeto  y  de  gratitud  sin  límites  que  esta 
Corporación  debía  á  el  catedrático  y  orador  ilustre  que  había 
ocupado  nuestra  Presidencia;  cuyo  nombre  figuraba  entre  los 
•contados  académicos  de  Mérito  de  esta  Corporación  é  individuo 
perpetuo  que  fué,  de  su  Junta  directiva. 

Abierta  la  referida  sesión  á  las  ocho  y  media  en  punto  de 
la  noche  y  encontrándose  presentes  todos  los  individuos  que 
^Q  la  actualidad  constituyen  la  Junta  de  gobierno;  presidid 
^esde  luego  el  criterio  unánime  de  la  obligación  en  que  se  en- 
contraba la  Academia  de  llegar  en  las  manifestaciones  de 
su  respeto  al  límite  donde  nuestras  circunstancias  y  ciernen-- 
ios  pudieran  permitirlo. 
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Eq  su  consecuencia,  se  tomaron  por  unanimidad  los  acuer-- 
dos  siguientes: 

P  Dedicar  una  corona  al  Sr.  Moreno  Nieto  que  seria  colo- 
cada en  el  carro  fánebre,  en  el  momento  de  pasar  los  resto» 
mortales  de  dicho  señor  por  el  local  de  esta  Academia. 

2**  Invitar  á  todos  los  individuos  de  esta  Corporación  á  fin^ 
de  que  acompañasen  el  cadáver  en  su  conducción  al  cemen- 
terio. 

3**  Costear  unos  funerales  por  el  eterno  descanso  del  alma, 
del  difunto. 

4°  Celebrar  una  sesión  extraordinaria  en  memoria  y  honor 
de  nuestro  inolvidable  ex-presidente  y  querido  compañero. 

5**  Abonar  los  derechos  del  título  de  Licenciado  al  hijo  ma- 
yor del  Sr.  Moreno  Nieto. 

b*^  Dirigir  una  carta  á  la  viuda  del  referido  señor,  expresan- 
do el  profundo  dolor  que  la  muerte  de  su  esposo  producia  enc- 
esta Academia,  participándola  al  propio  tiempo  los  anteriores 
acuerdos. 

7**  Grabar  en  una  lápida  el  nombre  del  Sr.  Moreno  Nieto^ 
cuya  lápida  deberá  colocarse  en  el  Salón  de  sesiones  de  esta. 
Academia. 

Y  8°  Nombrar  una  comisión  compuesta  de  los  señores  Me- 
llado, Hinojosa,  RoUand  y  Moret,  encargados  de  poner  en  prác*- 
tica  las  determinaciones  de  la  Junta. 

Debiendo  celebrarse  aquella  misma  noche  sesión  pública  y 
Junta  general,  nuestro  digno  Presidente  una  vez  terminada  la 
de  gobierno,  abrió  la  sesión  y  con  voz  conmovida  dio  pública  - 
cuenta  á  la  Academia  de  la  inmensa  desgi*acia  que  todos  con 
igual  dolor  sentíamos,  participando  que  por  acuerdo  de  la  Junta  - ' 
de  gobierno  se  levantaba  la  sesión  pública  proponiendo  y  acor- 
dándolo así  la  Junta  general  suspender  por  nueve  dias  las  se- 
siones en  señal  de  luto  y  expresión  de  dolor. 

Al  sig*uiente  dia  la  Comisión  nombrada  por  la  Junta,  cum- 
plió la  triste  misión  de  acompañar  los  restos  mortales  del  Señor 
Moreno  Nieto  desde  la  casa  murtuoria  ala  Universidad  Central 
en  cuyo  paraninfo  quedaron  depositados  (honra  que»hubiera 
querido  lograr  esta  Academia  habiéndolo  hecho  así  presente* 
á  la  familia  del  finado  y  á  lo  que  ésta  no  pudo  acceder  por  estar- 
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ya  comprometida  con  el  Claustro  Universitario):  el  cadáver 
íxké  velado  por  dos  individuos  de  nuestra  Corporación  á  las 
horas  que  por  turno  riguroso  correspondieron  á  la  Academia 
de  jurisprudencia,  entre  los  infíuitos  centros  científicos  que  se 
distribuyeron  tan  señalada  misión. 

Invitadas  por  la' Junta  de  gobierno  la  Academia  para  que 
concurriesen  al  local  de  la  misma  en  el  momento  de  pasar  por 
él  los  restos  mortales  del  Sr.  Moreno  Nieto,  respondió  unáni-' 
memento  á  tan  noble  llamamiento  y  el  dia  27  de  Febrero  (en 
que  se  celebró  esta  solemnidad),  á  las  dos  de  la  tarde  esta  Cor- 
poración esperaba  el  paso  del  cadáver  para  depositt^r  en  él  ana 
corona  j  acompañarle  después  hasta  sepultarlo  en  sagrado. 

Así,  en  efecto,  aconteció:  los  Secretarios  colocaron  sobre  la 
caja  mortuoria  la  corona  que  la  Academia  dirigia  al  difunto; 
nuestro  Vice-presidente  tercero  Sr.  Marqués  de  Vadillo  tomó 
una  de  las  cintas  y  la  Junta  de  gobierno  colocándose  á  la 
cabeza  de  esta  Corporación  se  unió  á  la  inmensa  comitiva  que  . 
acompañaba  el  cadáver,  contribuyendo  á  aumentar  á  aquella 
elocuente  manifestación  de  unánime  y  profundo  dolor,  donde 
se'  vieron  confundidas  en  admirable  armonía  todas  las  clases 
de  la  sociedad  y  todos  los  centros  de  saber  y  ciencia  que  en 
Madrid  existen. 

En  la  noche  del  3  de  Marzo  se  celebraron  en  la  parroquia 
de  San  José  los  funerales  costeados  por  la  Academia,  siendo 
presididos  por  los  Excmos.  Sres.  Presjdentes  del  Consejo  de 
Ministros;  Congreso  de  los  Diputados  y  Senado;  Ministros  de  la 
(jobernacion,  Gracia  y  Justicia  y  Fomento;  Rector  de  la  uni- 
versidad Central;  Canónigo  Sr.  Moreno  Nieto  (tio  del  difunto) 
y  nuestro  Presidente.  También  á  esta  solemnidad  concurrió 
toda  la  Academia  como  no  podía  menos  de  acontecer,  pues  sí 
unánime  y  compacta  habia  asistido  á  la  conducción  del  cada- 
ver,  unánime  y  religiosa  habia  de  elevar  su*  plegaria  al  cielo 
por  el  eterno  descanso  de  aquella  alma,  toda  virtud  y  honradez, 
tan  enamorada  del  culto  desinteresado  y  noble  de  la  ciencia  y 
de  los  artes. 

Todas  cuantas  Corporaciones  lloraron  la  muerte  de  More: 
no  Nieto;  todos  los  centros  científicos  que  celebraron  honras 


164 


EBTI0TA.  DE  LBGISLACION 


fúnebres  ó  sesión  en  memoria  del  difunto,  todas  sin  excepción 
algana  uiTitaron  á  esta  Academia  y  expresaron  la  parte  qiue 
tomaban  en  nuestra  pena,  convencidos  sin  duda  de  nuestra 
profunda  y  sincera  amargura:  la  Academia  recibió  con  reco- 
nocimiento y  gratitud  estas  sentidas  manifestaciones  de  res- 
peto y  consideración. 

Finalmente,  la  noche  del  6  de  Marzo  del  corriente  se  cele- 
bró iSr  sesión  solemne  y  extraordinaria  en  honor  del  Excelen* 
tisimo  3r.  D.  José  Moreno  Nieto,  cuyos  pormenores  publica- 
mos  á  continuación. 

Nada  de  más  ha  hecho  con  todo  esto' la  Academia:  que  es 
la  gratitud  una  de  las  virtudes  que  eternamente  ha  de  ateso- 
rar el  alma,  y  gratitud  eterna  debe  esta  Corporación  al  hombre 
que  por  ella  tuvo  el  cariño,  la  protección  bondadosa  y  expan- 
siva de  un  padre  y  un  maestro  celoso  y  entusiasta:  el  nombre 
del  Sr.  Moreno  Nieto  vivirá  seguramente  imperecedero  en  la 
historia  de  nuestra  querida  Ck>rporacion. — Madrid  30  de  Mar- 
eo de  1882, — Los  Secretarios,  Loasiizo  Morbt. — Antonio  Bo- 

BBSaUBZ. 


Sesión  extraordinaria,  celebrada  el  dia  6  de  Marzo  de 
1882,  en  honor  del  Gxcmo.  Sr.  D.  José  Moreno  Nieto. 

Presidencia  del  Excmo.  Sr.  Fernandez  de  la  Hoz. 

Abierta  la  sesión  á  las  nueve  y  dies  minutos  de  la  noche, 
dijo: 

Bl  Presidente. — ^Señores:  al  saber  la  Academia  la  triste  y 
dolorosa  desgracia,  la  pérdida  irreparable  que  la  Academia  llo- 
ra, la  muerte  del  Excmo.  Sr.  D.  José  Moreno  Nieto,  adopté  en* 
tre  otros  varios  acuerdos  celebrar  una  sesión  pública  para  pa- 
garle el  tributo  de  admiración,  el  recuerdo  de  gratitud,  debido 
á  su  memoria.  Era  natural  que  antes  de  continuar  nuestros  tra- 
bajos académicos,  cumpliéramos  ese  compromiso  contraido,  y 
en  este  dia  vamos  á  realizarle. 

La  Academia  recordará,  Señores,  que  hay  deberes  de  gra- 
titud—según  tuve  ocasión  de  indicar  en  el  momento  en  que 
supimos  la  dolorosa  pérdida  del  Sr.  D.  José  Moreno  Nieto, — 
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que  jamás  dejan  de  cumplirse;  la  gratitud  nos  obliga,  eI^Se-> 
ñar  Moreno  Nieto  ha  prestado  grandes  servicios  á  la  Academia 
j  nosotros  estamos  en  el  deber  de  dar  á  conocer  nuestra 
gratitud  7  reconocimiento. 

No  estrañeis  que  en  este  momento  me  sienta  poseido  de  un 
verdadero  dolor  al  recordar  los  merecimientos  altísimos,  la» 
elevadas  prendas,  el  saber  inmenso  del  Sr.  Moreno  Nieto,  y  la 
dolorosa  pérdida,  que  el  país,  las  ciencias  y  las  letras,  han  ex- 
perimentado con  su  mnerto. 

La  nación  entera  le  ha  pagado  un  tributo  de  admiración, 
de  consideración  y  de  respeto,  y  las  clases  todas  de  la  socie- 
dad se  han  unido  á  las  corporaciones  científicas,  para  rendirle 
ese  tributo  que  de  justicia  le  era  debido. 

Yo  tengo  hoy  que  cumplir  con  un  penoso  deber,  que  es  el 
de  imponerme  silencio;  el  deber  del  silencio,  es  hoy  el  mió, 
por  una  razón  muy  sencilla:  la  Academia  ha  acordado  que  se 
lean  fragmentos  de  discursos  notables  del  Sr.  D.  José  Moreno 
Nieto,  y  ha  encargada  á  un  dignísimo  Académico,  que  dirija 
la  palabra  á  esta  Corporación,  para  recordarla  los  altos  mere- 
cimientos del  finado.  Tengo,  pues,  repito,  el  deber  del  silencio^ 
y  no  puedo  decir  nada  en  elogio  del  Sr.  Moreno  Nieto,  sino 
tributarle  el  respeto  y  la  veneración  profunda  con  que  siempre 
le  miré;  pero,  sí  habéis  de  permitirme  que  traiga  á  vuestra 
memoria  un  recuerdo,  y  es,  que  cuando  por  todas  partes  se  re- 
conoce y  proclama  que  han  acompañadp  hasta  el  sepulcro,  al 
Sr.  Moreno  Nieto,  todas  las  clases  de  la  sociedad,  como  un  acto 
de  justicia  y  tributándole  otro  de  reparación,  aunque  tardía, 
necesaria,  toda  vez  que  en  vida  no  se  le  habia  pagado  ese  tri- 
buto, la  Academia  puede  decir  á  Ja  faz  de  la  nación  entera, 
que  fué  la  única  Corporación  que  se  adelantó  á  todas,  á  rea- 
lizar ese  acto  de  justicia.  \ 

Ahí  tenéis  al  Sr.  Moreno  Nieto:  contempladle  así  como  á 
los  que  le  rodean.  T  ¿qué  veis,  señores  académicos?  Pues  le 
veis  en  medio  de  académicos  dignísimos,  es  verdad;  pero  que 
habian  llegado  á  la  alta  gobernación  del  Estado;  siendo  sólo 
Moreno  Nieto  el  que  no  habia  ocupado  tal  puesto.  La  Acade-' 
mia,  por  tradición,  viene  observando  la  práctica  de  que  el 
nombramiento  de  Presidente,  recaiga  siempre  en  una  persona 
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que  haya  llegado  á  dicho  alto  puesto,  que  haya  sido  Ministro. 
Una  sola  excepción  ha  hecho,  y  ésta  fué  en  favor  del  Sr.  Mo* 
reno  Nieto,  como  para  designarle  á  sus  conciudadanos,  para 
designarle  á  los  hombres  políticos,  para  designarle  á  los  hom- 
bres de  ciencia,  que  no  había  sido  considerado  -todavía  como 
debiera  serlo,  ni  se  le  había  pagado  el  tributo  que  de  justicia 
y  derecho  le  pertenecía.  Hoy,  señores,  se  han  asociado  las 
gentes  para  pagarle  ese  tributo  de  justicia,  pareciendo  decir: 
<chas  descendido  al  sepulcro  sin  que  tas  conciudadanos  te  ha- 
yan elevado  hasta  donde  debían  hacerlo.»  La  Academia  sí  lo 
hizo:  ella  les  señaló  los  altos  merecimientos  del  Sr.  Moreno 
Nieto;  y  si  no  había  sido  Ministro,  la  Academia  le  consideró  y 
distinguió  como  tal.  Es  decir,  que  le  pagó  por  adelantado  ese 
tributo  que  hoy  le  paga  la  generalidad  de  las  gentes,  puesto 
que  ha  bajado  al  sepulcro  considerado  y  respetado  por  la 
Academia  que  le  había  dado  el  lugar  que  de  justicia  le  corres- 
pondía. Así  es  que  esta  corporación  puede  decir:  <cyo  no  he  te- 
nido que  desagraviar  la  memoria  del  Sr,  Moreno  Nieto;  yo  le 
hicejustícia  cuando  vivía,  y  después  he  concurrido  ásu  en- 
terramiento y  á  sus  funerales  para  pagar  un  tributo  de  admi- 
ración y  respeto,  expresando  á  la  vez  el  inmenso  dolor  de 
que  nos  sentimos  poseídos. 

Y  señores;  yo  que  me  he  propuesto  no  decir  una  sola  pa- 
labra que  se  refiera  á  los  altísimos  merecimientos  y  eminentes 
dotes  del  Sr,  Moreno  Nieto,  cuya  pérdida  todos  lloramos,  pon- 
go término  á  estas  breves  frases  diciendo:  «Moreno  Nieto  ha 
muerto,  pero  vivirá  eternamente  en  la  memoria  de  la  Acade- 
mia de  Jurisprudencia. 
.  Hé  dí(Ao:  (Muy  bien,  muy  bien.  Prolongados  aplausos  J 

El  Sr.  Secretario  primero,  (D.  Lorenzo  Moret  y  Remisa), 
dio  lectura  de  varios  párrafos  de  un  discurso  pronunciado  por 
el  Sr.  Moreno  Nieto  en  el  Congreso  de  los  Diputados  en  la  se- 
sión del  día  31  de  Octubre  de  187L 

El  Sr.  Secretario  segundo,  (D.  Antonio  Rodríguez  y  Vila- 
Uonga),  dio  lectura  de  varios  párrafos  del  discurso  pronuncia- 
do por  el  Sr.  Moreno  Nieto,  como  Presidente  de  esta  Acade- 
mia en  la  sesión  inaugural  del  curso  de  1874-75. 

Terminada  la  lectura,  dijo: 
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El  S&.  PKBStDBNTK:  El  Sr.  Labra  tiene  la  palabra  para 

pronuDciar  el  discurso  necrológico. 
El  Sr.  Labba: 
Señores: 
Tráenme  á  este  sitio  y  me  introducen  en  esta  solemnidad 
sentimientos  tan  múltiples  y  deberes  tan  diversos  como  no  sos- 
pecho que  en  otra  ocasión  semejante  puedan  imponerse  á  mi 

-espíritu,  dominar  mi  voluntad  y  hacer  estériles  las  sugestio- 
nes de  la  modestia  para  excusar  el  desempeño  de  una  tarea  del 
género  delicado  y  comprometido  que  en  este  momento  acome- 
to, respondiendo  á  la  honrosa  designación  de  la  Academia  Ma- 
tritense de  Legislación  y  Jurisprudencia.  Sin  duda  alguna 

-cuenta  este  docto  Instituto  con  oradores  insignes,  publicistas 

^reputados,  maestros  de  incontestable  fama,  todos  capaces  por 
muchos  conceptos  de  dar  feliz  cima  á  la  empresa  de  recordar 
^n  este  acto  la  vida  y  trabajos  de  nuestro  inolvidable  com- 
pañero y  maestro  D.  José  Moreno  Nieto.  Sin  ir  más  lejos,  á 
las  respetables  personas  que  ocupan  ese  estrado  á  quienes  so- 
bra la  competencia,  me  aventajan  sin  la  menor  reserva^  en  me- 
dios para  realizar  brillantemente  el  empeño  que  sobre  mí  tomo 
en  estas  circunstancias.  De  otra  parte,  es  harto  notorio  que  bien 
que  enamorado  de  las  desinteresadas  especulaciones  de  la  cien- 
cia y  propicio  á  todas  las  grandes  fiestas  del  pensamiento  y  del 

^corazón,  há  mucho  que  mi  vocación,  mis  compromisos, .  mis 
deberes,  circunstancias  tan  numerosas  como  distintas  que  fuera 
impertinente  explicar  ahora,  me  tienen  lanzado  en  otra  vida  de 
bregar  continuo  y  de  tempestuoso  centelleo,   de  suerte  que 

•  <;arezco  de  la  calma  bastante  para  dar  rienda  suelta  á  kts  dul- 
ces expansiones  de  mi  corazón,  ni  en  medio  del  fragor  de  la 
batalla  y  á  la  vista  de  los  amigos  del  alma  y  los  hermanos  ido- 
latrados que  á  mi  lado  caen,  á  la  vera  del  camino,  tengo  vagar 
ni  tiempo  para  otra  cosa,  que  para  apretar  su  mano,  besar  su 
frente,  poner  su  recuerdo  en  el  santuario  de  las  sagradas  me- 
morias, y  dejando  al  viento  caldeado  por  el  fuego  de  la  lucha 
<}ue  seque  las  lágrimas  en  mis  mejillas,  consumiendo  mi  ju- 
ventud casi  agotada,  seguir  luchando  y  reluchando,  en  pos 
de  grandes  ideales,  hasta  el  término  de  la  jornada  ó  la  conclu- 

V  sion  de  la  vida.  (Bien.  Bien.  Aflausos.J 

T  sin  embargo,  vosotros  me  habéis  llamado  y  yo  he  respon- 
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¿ido.  VosotroÉT  me  honrasteis  para  llevar  vuestra  voíb  en  este- 
solemne  acto  en  honor  de  Moreno  Nieto,  y  yo  no  he  intentado^ 
siquiera  excusar  la  dificultad  y  evitaros  el  disgusto  de  que  la 
realidad  de  mi  obra  quede  muy  por  bajo  dé  la  excelencia  de- 
vuestros  deseos. 

¿Cuál  puede  ser  la  causa  de  este  suceso?  ¿Dónde  está  el  se*' 
creto  de  vuestra  excitación  y  de  mi  allanamiento?  Pues  ei  pro-- 
blema  es  muy  sencillo.  Es  probable,  tengo  por  casi  seguro  que- 
de todos  cuantos  aquí  nos  hallamos  congregados,  á  ninguno 
obligaban  tantas  relaciones  y  tantos  deberes  con  Moreno  Nieta 
como  los  que  á  mi  me  unían  con  aquel  príncipe  de  la  elocuen-^ 
cía  y  del  saber,  y  con  aquel  prodigio  de  desinterés  y  de  bondad^ 
Vosotros  en  ¿1  pudisteis  admirar  al  pensador,  al  maestro,  al 
compañero,  quizá  al  amigo:  yo  le  debí  tales  deferencias  y  tal 
cariño,  que  á  veces  dudo  si  entre  todos  los  sentimientos  que 
con  él  me  ligaban,  llevaba  la  preferencia  la  admiración  6  la 
gratitud.  Mi  amistad  nació  allá  hacia  1860,  en  las  aulas  de  la 
Universidad  Central  y  en  los  albores  de  mi  juventud.  Maestro 
mió,  siempre  escuché  de  sus  labios  la  palabra  de  aliento  que 
tanto  han  menester  los  jóvenes  de  nuestros  dias  al  entrar  en 
el  proceloso  mar  de  la  vida  contemporánea:  y  si  los  acciden- 
tes de  la  lucha  política,  en  que  de  muy  temprano  me  vi* 
comprometido  no  me  hubieran  hecho  variar  de  rumbo,  á  los 
secretos  pero  constantes  y  enérgicos  trabajos  de  Moreno  hu- 
biera yo  debido  el  ingreso  en  el  profesorado  oficial  madrileño, 
aspiración  vivísima  de  mi  alma  cuando  todavía  frecuentaba  los 
claustros  de  la  calle  Ancha  de  San  Bernardo.  Después,  y  bien 
que  nuestras  opiniones  científicas  y  políticas  fuesen  encontra- 
das, siempre  nuestra  amistad  permaneció  inalterable,  .siendo 
muchas  las  veces  que  en  el  Congreso,  en  el  Ateneo,  en  Socie- 
dades y  Comisiones  de  gran  importancia,  pudimos  hacer  pú- 
blicos los  sentimientos  de  afecto  entrañable  que  indudable- 
mente nos  ataban.  Muerto  Moreno  Nieto,  yo  debo  llevar  el  luto 
de  un  pariente  cercano:  y  vosotros  que  en  repetidas  ocasione* 
me  habéis  distinguido  con  vuestros  favores,  hoy,  sin  pedirla ^ 
ni  esperarlo,  me  obligáis  á  vuestra  bondad  ofreciéndome  oca- 
sión de  poner  mi  flor  humilde,  mi  pobre  pensamiento  sobre  la 
tumba  del  amigo,  del  hermano,  del  maestro.  Gracias,  Señores,^ 
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por  vuestra  distinción.  No  me  la  haréis  nanea  mayor»  (Chrander 
Aflausús») 

T  en  verdad,  que  al  dar  comíenso  á  mi  tarea,  en  esta  tribu* 
na,  ante  esa  apiñada  mnchednmbre  de  académicos  en  cuyo» 
semblantes  se  retratan  el  dolor  y  respeto,  al  dia  siguiente  de^ 
una  elocaente  manifestación  de  la  pena  que  embarga  á  otro 
Instituto  vecino  á  este  y  en  cuyo  seno  brilló  Moreno  Nieto  de 
tal  suerte  que  los  esplendores  de  entrambos  se  confundieron 
al  ponto  de  parecer  sólo  uno;  después  del  entierro  del  gran 
orador,  acompañado  por  más  de  diez  mil  hombres  de  todas  las^ 
clases  y  todas  las  opiniones  y  admirado  por  la  población  en» 
tera  de  Madrid,  como  en  ningún  otro  tiempo  ha  sucedido;  y^ 
luego  de  conocida  la  explosión  de  simpatía  con  que  de  todas 
partes  se  responde  á  la  generosa  iniciativa  de  una  docena  de* 
aaiigos  que  velan  por  el  porvenir  de  la  desolada  viuda  y  de  lo» 
pobres  hijos  del  ilustre  pensador  de  la  Uni  Tersidad  y  del  Ate- 
neo,  ante  todo  esto,  señores,  al  par  que  se  aumenta  mi  temor 
de  defraudar  vuestras  esperanzas  y  la  seguridad  de  no  corres- 
ponder á  mis  deseos  en  las  frases  que  he  de  consagrar  al  ilustre 
muerto,  mi  espíritu  se  ensancha  y  fortalece  comprendiendo  que- 
entramos  ya  en  nuevos  tiempos,  y  que  ya  podemos  fiar  gran- 
des y  deslumbradoras  esperanzas  en  la  cuhura  de  nuestra  pa- 
tria y  en  el  civismo  de  nuestro  pueblo.  Porque  no  se  trata,, 
señores,  de  que  Moreno  Nieto  no  fuera  un  privilegiado  de  la 
fortuna,  ni  un  potentado,  ni  un  ministro,  ni,  en  ñn,  un  hombre 
de  aquellos  á  quienes  la  suerte  ha  permitido  sembrar  benefi- 
cios de  esos  que  el  vulgo  apunta  en  la  lista  de  los  retríbuibles^ 
Sin  uaa  verdadera  posición  oficial  en  la  actualidad,  sin  que  en 
las  vicisitudes  de  treinta  años  de  vida  política  hubiera  podida 
llegar  á  los  puestos  que  tantos  sin  méritos  propios  ni  motivo* 
justificado  han  alcanzado  en  la  gobernación  del  país;  sin  dejar 
tras  si  parientes  6  amigos  íntimos  políticos  que  por  respeto  á. 
la  memoria  del  finado  6  por  interés  de  la  parcialidad,  vieran 
en  él  tributo  de  respeto  rendido  al  cadáver  de  Moreno  Nieto  un 
motivo  para  estimar  y  recompensar  á  los  que  á  él  se  asociaran^ 
sin  embargo,  la  demostración  de  simpatía  al  ilustre  finado  sa- 
le de  los  límites  de  lo  acostumbrado  y  de  lo  que  estábamos^ 
todos  en  el  caso  de  esperar. 

TOMO  LX  *  %% 
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Hay  más.  Si  existe  en  la  sociedad  española  de  nuestros 
tiempos  una  personificación  del  desinterés ,  del  abandono  de 
lo  práctico)  del  amor  insaciable  á  la  idea,  de  la  dedicación 
•completa  á  la  ciencia,  esa  personificación  era  Moreno  Nieto. 
Le  conocimos  todos  en  este  camino:  abogado  nunca  su  bufete 
tuvo  importancia;  político  y  diputado  de  los  partidos  conser» 
vadores,  sólo  por  espacio  de  tres  ó  cuatro  meses  ocupó  la  di* 
i^ccíon  de  Instrucción  pública:  publicista,  nunca  logró  otra 
^retribución  que  la  insignificante  de  una  correspondencia  anó- 
nima de  un  periódico  de  Ultramar;  hombre  de  fama  y  de  pre* 
«umible  influencia,  jamás  contaron  con  ól  las  empresas  mer- 
cantiles ni  los  hombres  de  negocios.  Su  centro  eran  la  Cáte- 
dra de  la  Universidad  y  las  Secciones  del  Ateneo:  su  pa- 
ción, la  lectura:  su  ocupación,  la  persecución  constante  de  la 
verdad  por  medio  de  la  investigación  paciente,  del  debate,  de 
la  enseñanza.  Hablad  al  vulgo  de  Moreno  Nieto;  recomendad 
su  ejemplo  á  la  gente  práctica.  ¡Qué  locura!  Aquel  hombre  era 
>de*los  hombres  inverosímiles.  {T  sin  embargo,  ese  hombre,  sin 
la  iniciativa  oficial,  sin  el  apoyo  de  las  grandes  posiciones,  sia 
«el  reclamo  de  la  pasipn  de  partido,  ese  hombre  ha  logrado  la 
manifestación  más  solemne  de  dolor  que  se  registra  en  la  nue8«* 
tra  historia  contemporánea,  al  punto  de  poderse  decir  que  el 
luto  que  sus  amigos  llevamos  ha  llegado  á  ser  un  luto  nacio- 
nal I  {Bien,  bien,) 

Hace  pocos  días  en  otra  solemnidad  apreciando  el  carácter 
del  siglo  que  ahora  finaliza  me  atrevia  á  llamarle  el  siglo  de 
las  rehabilitaciones.  Grandes  faltas,  grandes  pecados  sin  dada 
3ia  cometido  la  Edad  Moderna,  pero  conforta  el  ánimo  el  ob- 
servar de  qué  suerte  en  nuestros  tiemposí  la  mano  de  las  repa- 
raciones morales  y  el  espíritu  de  los  grandes  desagravios  van 
poniendo  término  á  los  errores  del  pasado  y  corrigiendo  sus 
consecuencias  desastrosas  é  irritantes.  La  expulsión  de  los  ju- 
díos de  España,  la  noche  de  San  Bartolomé,  las  persecuciones 
y  las  suplicios  de  Servet,  Grocio,  Spínosa,  Galileo,  las  iras- 
desatadas  contra  los  puritanos  ingleses,  la  rota  de  Villalar,  las 
locuras  sardanapalescas  de  Luis  XIV,  la  opresión  de  Flandes^ 
la  trituración  de  Italia,  el  tratado  de  Utrecht  con  la  trata  afri- 
«cana  sancionada  como  con  interés  publico,  el  monopolio  co«> 
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lonial,  las  verg&enzas  esclayisfcas  de  Santo  Domingo....,  sin 
4nda>  señores,  son  capítulos  terribles  de  la  historia  de  estos 
últimos  400  años  y  fundamento  sólido  de  inmensas,  responsa^^ 
bilidades.  Pero  reflexionad  cuanta  fuerza,  cuánta  elevación, 
cuánta  virtud  no  habrán  sido  necesarias  para  reparar  esos  peca- 
dos en  sólo  sesenta  años  de  vida  coatemporánea,  enaltecidos  por 
-esa  colosal  campaña  que  amanece  con  la  emancipación  de  los 
Judíos  y  losi  católicos  en  Inglaterra,  y  que  siguiendo  por  la  liber- 
tadde  las  escuelas  alemanas  y  la  instauración  del  régimen  cons- 
titucional y  el  sistema  representativo  en  casi  toda  Europa,  llega 
hasta  hoy  ala  asombrosa  guerra  civil  de  los  Estados-Unidos 
que  dio  de  sí  la  abolición  de  la  esclavitud  y  el  sufragio  uni- 
versal, y  á  las  expediciones  y  los  trabajos  para  la  exploración 
jr  civilización  del  África.  (Aplausos  prolongados.)  Pues  bien, 
«ntre  esas  manifestaciones  componentes  del  espíritu  de  recons- 
trucción del  mundo  moral  y  de  desagravio  del  Dio&de  la  Jus- 
ticia, hoy  se  cuentan  los  centenarios  con  que  las  actuales  ge- 
neraciones redimen  el  olvido  y  la  ingratitud  de  sus  mayo- 
res respecto  de  los  grandes  hombres:  y  con  los  centenarios 
•esas  demostraciones  populares,  poco  ruidosas,  pero  llenas  de 
entusiasmo,  con  que  el  mundo  contemporáneo»  acusado  de  po- 
sitivista é  interesado,  consagra  la  memoria  de  los  hombres  de 
pura  idea  y  su^de  con  los  sacrificios  de  la  multitud  dedicada  á 
^abajos  prácticos  y  al  comercio  de  los  intereses  de  la  vida, 
los  vacíos  que  en  el  hogar  huérfano  ha  dejado  la  distracción  del 
padre  hecho  á  la  contemplación  de  los  grandes  ideales,  á  la 
defensa  de  las  grandes  caasas,  al  progreso  de  la  ciencia  y  al 
4esarrollo  de  la  civilización.  (Aplausos.) 

Pues  bien,  señores.  Moreno  Nieto,  que  tantos  servicios  ha 
prestado  á  nuestra  patria  con  su  hermosa  y  dulce  palabra,  con 
«u  elevado  pensamiento,  con  su  laboriosidad  científica.  More- 
no Nieto  al  morir  ha  servido  también  á  la  querida  España, 
4ando  motivo,  por  la  bondad  de  su  corazón,  por  su  historia  sin 
-  mancha,  por  su  carencia  de  ambiciones,  por  su  escasa  impor- 
tancia política,  por  su  carácter  simpático  (condiciones  todasex- 
cepcionalmente  favorables  para  una  explosión  del  respeto  nacio- 
nal), para  que  la  cultura  de  nuestra  tierra  se  patentizo  y  nues- 
tro pueblo  que  ayer  saludó  á  Calderón,  repitiendo  el  espec- 
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táculo  dado  ea  Italia  con  Petrarca,  en  Bélgica  con  Bubeflt  j 
en  Portagat  con  Camoens,  ahora  d«maestre  «a  eiyismo  oomor 
Inglaterra  ante  la  desgracia  y  la  muerte  de  Cobden,  entrando 
en  la  ancha  ¥ía  de  los  homenajea  rendidos  al  espíritu  inmortal 
que  llena  los  espacios  perturbados  por  el  chispazo  deslumhra*- 
dor  de  la  electricidad  y  el  agudo  silbido  de  la  máquina  de  yk- 
por.  {Chandes  aplausos.) 

Ddspuesde  esto,  ¿qué  he  de  deciros  del  hombre  insigne- 
qne  acabamos  de  perder?  ¿Hé  de  repetir  yo  los  datos  biográñ* 
eos  con  que  se  han  ilustrado  en  estos  días  todos  los  periódicos?'' 
¿Repetiré  lo  que  por  todas  partes  se  dice ,  como  en  vida  mis- 
ma del  ñnado  se  decia  respecto  de  su  talento,  de  sn  modestia^ 
Tcrdaderamente  incomparable,  de  su  ciencia  vastísima,  de  Stt 
palabra  portentosa,  de  su  laboriosidad  inextinguible  para  todO: 
cnanto  á  la  idea  y  á  la  ciencia  importa? 

Más  oportuno  fuera  analizar  su  carácter  y  mostrar  ss  in- 
fluencia en  los  trabajos  de  esta  Academia;  pero  harto  compren- 
déis^ señores,  que  no  es  esta  empresa  para  realizada  en  las»; 
breves  horas  que  han  corrido  desde  que  hace  dias  recibí  hu 
bondadosa  invitación  de  este  Instituto.  Ni  las  obras  de  More«* 
no  Nieto  son  fáciles  de  examinar  en  algunos  minutos  ni  la*, 
manera  especial  de  haberlas  producido  el  orador^  desordenada, 
y  confusamente,  al  dia  y  bajo  la  exigencia  de  una  polémiea: 
por  lo  general,  se  presta  á  que  el  curioso  consiga  material- 
mente rdcogerlas  en  algunas  semanas.  T  sin  embargo,  yo  he^ 
de  decir  sobre  esto  algunas  palabras,  poniendo  en  aprieto  mi 
memoria. 

Bajo  un  triple  punto  de  vista  se  solia  considerar  en  vida  ¿. 
Moreno  Nieto.. Como  hombre  de  gran  saber  alimentado  y  am- 
pliado constantemente  por  asidua  lectura,  que  en  él  llegó 
á  ser  más  que  pasión,  más  que  vicio...  un  verdadero  delirio. 
Muchos  le  recordareis  todavía;  en  un  extremo  de  la  estrecha. 
Biblioteca  del  Ateneo,  puestos  los  pies  sobre  el  tablado  del 
brasero  con  que  pretendia  suplir  el  calor  que  de  sn  agotada 
organismo  escapaba;  cerca  la  mesilla  en  que  estaba  el  sorbete»^ 
con  que  templaba  las  ansias  de  su  pecho  sobreexcitado  por  la 
labor  desordenada  del  cerebro;  las  manos  en  la  cabeza  y  lo» 
ojos  fuera  de  las  órbitas  paseando  la  vista  con  rapidez  y  vio-* 


lextcia  febrües,  revolTiende  y  devorando  ol  montón  de  libros 
^ne  todas  las  noches  se  ponía  á  su  alcanee  para  mantenerle 
^  corriente  de  la  última  novedad  y  el  último  progreso  de  la 
ciencia. 

Luego,  Moreno  Nieto  era  el  pensador  profnndo,  dedicado 
espectalísimamente  á  los  estadios  filosóficos  y  religiosos  y  ade- 
más á  las  ciencias  políticas  y  sociales;  pero  como  aplicación  de 
las  ideas  conquistadas  en  aquellos  primeros  estudios,  verdades 
ro  «acanto  de  su  alma.  Sin  duda  el  ilustre  finado  cultivó  otras 
ramas  del  saber  humano  y  lo  hizo  con  la  maestría  á  él  insepa- 
arable.  En  mxxb  primeros  años  de  vida  científica  taé  profesor  de 
^ádrabe  allá  en  Granada,  y  sobre  la  lengua  y  la  literatura  arábi* 
gas  publicó  trabajos  que  quizá  sean  los  únicos  suyos  de  cierto 
j^n  y  mesura.  Después,  á  la  Universidad  vino  á  explicar,  por 
l»revísimo  tiempo,  hacienda  pública  y  por  espacio  de  veinte 
rwos  la  cátedra  de  historia  de  los  tratados  y  las  relaciones 
diplomáticas  de  España  con  las  demás  naciones,  cátedra  en 
•cuyo  desempeño  le  ha  sorprendido  la  muerte.  Como  abogado 
-qae  se  recibió  en  Toledo,  ha  debido  tener  en  su  práctica,  no 
lai^  ni  constante  á  la  verdad,  ocasión  de  discutir  problemas 
de  derecho  positivo  y  de  sana  interpretación  de  ley«  Como  se- 
nador y  diputado  que  lo  fué  más  de  seis  veces,  y  tres  en  pe- 
Tíodos  constituyentes,  los  más  apropiados  para  la  discusión  de 
principios,  el  amplio  uso  de  facultades  críticas  y  la  aplicación 
fecunda  de  grandes  conocimientos  adquiridos,  ha  debido  ha- 
cer y  ha  hecho  campaña  lucidísima  sobre  los  problemas  más 
hondos  de  la  política  española.  Y  aquí  mismo  en  este  sitio,  di- 
Tigiendo  nuestras  discusiones  ó  tomando  parte  en  ellas,  en  un 
«espacio  de  diez  largos  años,  ha  tenido  que  hacer  resúmenes  y 
que  formular  soluciones  sobre  problemas  jurídicos  de  muy 
varia  importancia.  Pero  de  todos  estos  trabajos  una  buena  par- 
te de  ellos,  los  filológicos,  fueron  como  dejados  á  un  lado  así 
que  el  espíritu  de  Moreno  Nieto  llegó  á  la  plenitud  de  su  fuer- 
isa  y  se  encontró  en  el  centro  natural  de  sus  expansiones. 
Otros  carecen  realmente  de  importancia,  y  seguramente  no 
hubieran  dado  jamás  reputación  al  insigne  pensador.  Y  las 
oraciones  del  Congreso  y  los  resúmenes  de  esta  Academia, 
merecedores  de  aplauso  y  cuyo  recuerdo  todavía  palpita  en 
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nuestro  espíritu)  versaron  siempre  sobre  coestiocies  como  la 
libertad  religiosa,  el  matrimonio  civil,  el  jurado/ la  libertad 
de  enseñanza,  en  cíiya  solución  intervenía  constante  y  direc- 
tamente  el  sentido  filosófíco-religioso  que  poseía  por  entera 
el  espíritu  de  Moreno  Nieto. 

Pero  lo  que  Moreno  Nieto  era  ante  y  sobre  todo,  creedlo^ 
señores,  era  orador.  Aquella  palabra  torrencial,  aquella  frase- 
cargada  de  todos  los  colores  del  iris  y  empapada  en  todas  vnr 
riedades  del  sentimiento,  aquel  vuelo  de  la  fantasía,  aquellos 
movimientos  convulsivos,  aquel  revolver  de  ojos  al  cielo  coma 
para  recibir  en  la  pupila  el  fuego  de  la  inspiración,  aquel  sa- 
cudir de  las  melenas  como  para  echar  de  la  cabeza  el  pobre 
cabello  que  oprimía  el  cerebro  y  entorpecía  los  efluvios  de 
la  idea,  y  aquel  apostrofe  y  aquel  gran  período,  los  dos  prin- 
cipales recursos,  las  señales  más  positivas  de  la  elocuencia, 
oh!  aquello  todo  era  lo  típico,  lo  maravilloso,  lo  inseparable  en 
Moreno  Nieto,  orador  en  la  tribuna,  orador  en  los  pasillos, 
orador  en  la  calle,  orador  en  la  conversación,  orador  en  todas 
partes  y  orador  de  la  gran  raza  en  esta  tierra  clásica  de  lo» 
oradores.  {Aplausos,) 

Claro  se  está  que  un  hombre  como  el  que  ahora  lloramos, 
debió  en  esa  vida  activa  de  treinta  años,  producir  algo  con  su 
pluma.  Pero  fuera  de  sus  trabajos  filológicos,  no  creo  yo  que 
nada  haya  hecho  que  no  tenga  el  carácter  de  eminentemente 
oratorio.  Los  discursos  académicos,  escritos  para  ser  leídos, 
á  duras  penas  caben  en  las  páginas  impresas;  de  tal  suerte 
rompen  con  todo  lo  acostumbrado  y  piden  la  entonación,  el 
gesto,  la  gran  acción  y  los  conmovedores  trasportes  del  hom- 
bre de  la  tribuna. 

Medrado  estaría  quien  juzgase  á  Moreno  Nieto  sólo  por  esos 
trabajos  hechos  á  empujones,  con  intermitencias  desesperado- 
ras,  con  dificultad  suma,  con  tanta  dificultad  como  fácil  le  era, 
á  cualquier  hora,  levantarse  y  pronunciar  cualquiera  de  sus 
brillantísimos  dispursos.  Era,  pues,  un  orador  de  vocación,  de 
temperamento  y  de  hábito.  Y  su  modo  de  razonar  y  su  mane- 
ra de  argüir,  aún  tratándose  de  los  asuntos  más  profundos  y 
de  la  materia  más  abstrusa,  eran  el  modo  y  manera  propia  de 
Jos  oradores:  grandes  generalizaciones;  apostrofes  vigorosísi- 
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iDOSy  hiYoeaeioiies  brillantes  y  poéticAS  á  las  ideis  madres  j  á 
los  géoios  soperiores  de  la  hamanidad  y  del  progreso.  {Bm, 

Pero  dentro  de  la  oratoria  hay  géneros;  y  Ta  una  diatancta 
inmensa  del  orador  refrenado  y  metódico  de  las  Academias,  af 
orador  tempestaoso  de  la  tribuna  ó  de  la  plaza  pública.  A  Mo- 
.  reno  Nieto  sobrábanle  calor  y  palabra  é  inspiración  para  lo  pri- 
mero: fidtábanle  interés  positÍYO  y  conocimiento  de  la  Tida  para 
lo  segundo.  Su  expontaneidad  y  la  disposición  de  aquel  espüí- 
toabierto  á  todos  YÍentos  y  á  todas  las  novedades,  en  la  pura 
esfera  de  las  ideas,  no  le  permitían  los  atildamientos  de  forma 
ni  las  resenras  de  juicio  que  tan  bien  sientan  en  ciertí»  cen- 
tros académicos  y  que  unas  veces  esterilizan  todos  los  esfaer» 
sos,  bien  que  otras,  las  menos  á  mi  juicio»  sirvan  para  preci- 
sar los  problemas  y  determinar  las  soluciones.  Mas  por  otro- 
lado,  para  Moreno  Nieto  no  había  más  adversarios  que  en  los 
libros;  carecía  totalmente  de  enemigos  lo  mismo  personales 
que  de  partido.  Sos  batallas  eran,  pues,  paramente  expecula- 
tivas,  no  pocas  veces  de  fantasía  y  antojábaseme  frecuente*^ 
mente  un  hombre  del  Renacimiento  que  empleaba  todo  su  fue- 
go y  todos  sus  poderosos  elementos  artísticos,  el  fuego  mismo- 
del  tribuno  y  los  mismos  recursos  de  la  grandilocuencia  p'ara 
disentir  una  cuestión  de  puro  arte  ó  un  problema  de  metafísica, 
de  la  propia  manera  que  podía  haber  discutido  un  problema 
escandaloso  de  la  política  ó  una  solución  vital  para  los  inte- 
reses económicos  de  un  pueblo.  Con  la  misma  energía  con  que- 
acusaba  á  Moleschot  y  Spencer  hubiera  acometido  á  Danton 
ó  á  Gatilioa.  (Bien^  bien.) 

Orador  ante  todo  y  sobre  todo:  y  entre  los  oradores  el  más 
desinteresado  y  quizá  el  más  genuínamente  artista  de  cuantos 
hoy  conocemos,  sus  discursos  se  resentían  de  cierta  vagaedad, 
de  cierta  indeterminación,  y  frecuentemente  de  grandes  con- 
tradicciones.  Más  que  discursos  eran  protestas  generosas  y 
aspiraciones  sublimes. 

Responde  esto  al  carácter  íntimo  de  Moreno  Nieto. 

Nó  soy  yo,  señores,  de  los  que  dan  una  importancia  abso- 
luta al  medio  en  que  se  vive  y  mucho  mdnos  de  los  que  expli- 
can las  condiciones  psicológicas  y  las  aptitudes  personales  por 
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la  inflaeacia  qae  en  el  hombre  ejercen  el  clima,  y  las  círcans-» 
tancias  puramente  físicas  del  país  én  que  el  individuo  nace  6 
ise  desarrolla.  Pero  de  esto  á  negar  una  gran  influencia  á  todas 
^stas  condiciones  va  inmensa  distancia.  Dado  el  espíritu  natu- 
ralmente poético  y  fantaseador  y  espontáneo  de  Moreno  Nieto, 
todo  cuanto  le  rodeó  desde  sus  primeros  años  vino  á  conspirar 
para  que  su  oratoria  tomara  el  tono  y  la  manera  que  tantas 
veces  hemos  aplaudido,  como  para  que  sus  trabajos  revistiesen 
ál  carácter  general  que  he  indicado. 

Nació  Moreno  Nieto  en  Extremadura,  la  patria  del  teólogo 
Rodrigo  Dosma  Delgado  y  del  estadista  PoHocarrero:  es  de«* 
«cir,  en  aquel  confín  de   España,  secuestrado  del  mundo  tor*- 
meütoso  de  la  industria  y  de  las  revoluciones  modernas  por 
las  altas  y  ondulantes  cumbres  de  Gata,  de  Gados,  y  de  la  sier- 
ra andalosa  por  excelencia,  de  Sierra  Morena,  que  le    encua- 
>dran  y  defienden  obligando  á  sus  pobladores  á  espaciar  la  in- 
cierta, mirada  en  aquel  cielo  ancho,  sereno,   magestuoso,  sin 
nubes  que  le  empañen,  ni  matices  que  le  corten,  inflamado  por 
los  destellos  de  un  sol  frenético  ó  sobre  aquella  tierra  rojiza» 
limosa,  fecundada  por  el  rio  de  los  misterios  que  se  apellida 
Ouadiana  y  el  rio  de  los  desbordamientos  que  se  llama  éL 
Tajo,  cubierta  de  bosques  de  madreselva  y  encinas  seculares  y 
más  que  empapada,  ahita  del  espíritu  engendrador  de  las  gran- 
•des  expansiones  y  las  trasformaciones  prestigiosas  de  la  madre 
Naturaleza.  Allá  en  los  extremos,  torbellinos  de  montes^  ás- 
peras sierras,   montañas  sinuosas  y  abruptas,  ora  descarnadas 
por  el  torrente,  ora  agobiadas  por  la  vegetación,  y  en  cuyo 
seno  se  agita  entre  fantásticas  sombras  la  lámpara  maravillo- 
sa del  atezado  minero.  Acá,  lá  Uanara  inmensa,  la  dehesa  ape- 
nas amojonada,  donde  la  vista  se  pierde  y  sobre  cuya  matiza- 
da alfombra  juguetean  millares  de  ovejas,  saltan  escuadrones 
-de  indómitos  caballos  y  se  nutren  y  descansan  vacas  y  toros 
-apenas  guardados  por  el  pastor  melancólico  y  desvanecido  en- 
tre los  arreboles  del  Ocaso  y  las  téaues  caricias  del  aire  tibio  y 
perfumado  por  los  efluvios  del  mirto,  el  tomillo  y  el  rome- 
ro. (Aplausos.)  Todas  las  exageraciones,  físicas  y  todas  las  ex- 
travagancias sociales  se  dan  en  aquella  apartada  comarca, 
^ónas  despierta  por  el  silbido  de  la  locomotora  allí  sofocada  y 
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perezosa;  en  cuya  atmósfera  recogieroa  sus  vagas  y  místicas 
inspiraciones  el  ditino  Morales  y  el  ascético  Zurbaránt  entre 
Xüyos  riscos  vive  Hurdes  con  sus  primitivos  é  inverosímiles 
habitantes,  tipo  de  la  miseria  entre  arenales  de  oro  y  moles  de 
granito  salpicadas  de  ópalo,  esmeralda  y  granate:  cuyas  cor- 
rientes precipitadas  en  demanda  del  gran  regazo  del  Atlánti- 
co, bañan  la  feracisima  Vera  de  Plasencia  y  la  inagotable 
tierra  de  Barros  y  donde,  en  fin,  se  alza  entre  mares  de  azahar 
y  laberintos  de  flores^  aquel  Convento  de  Guadalupe,  media 
íglesioy  medio  castillo  poblado  por  todos  los  prestigios  de  la 
leyenda  y  todos  los  asombros  de  la  piedad.  {Aplausos.)  La  po- 
blación^ rala:  la  riqueza  en  pocas  manos:  lívida  ambulante: 
la  industria  naciente:  la  naturaleza  inmensa:  el  hombre  ven- 
cido por  no  se  qué  vocación  estática  y  no  se  qué  misterioso 
arrobamiento.  No  le  conocéis?  No  üabeís  reparado  ese  estre- 
meño  de  ojo  grande,  lleno,  vivo,  húmedo,  de  andar  desma- 
drado, de  frente  curtida,  en  cuya  pupila  parece  que  van  los 
misterios  de  sus  ríos  y  sus  montañas  y  la  inmensidad  de  sus 
llanos?  Si  allí  hubiera  industria,  si  allí  hubiera  caminos»  ai  allí 
hubiera  pueblos,  la  imaginación  sojbreesoitada  por  el  calor 
de  la  tierra  se  hubiese  visto  contenida  y  rectificada  por  la  con- 
ciencia de  las  necesidades  prácticas  y  el  rigor  y  el  método 
^e  la  vida  diaria.  Pero  no  hay  nada  de  eso  y  el  individuo  en- 
tregado á  sí  propio,  sólo  tiene  el  ancho  cielo  para  pasear  la  mi- 
rada ansiosa  y  los  espectáculos  de  una  vegetación  expontánea 
j  expléndida  para  estimulo  de  sus  divagaciones  y  desenfreno 
-de  su  fantasía. 

Pues  bien,  allí  nació  nuestro  hombre  y  allí  corrieron  sus 
primeros  años.  Luego  en  la  adolescencia  vino  á  Toledo  y  en  la 
juventud  pasó  á  Granada.  {Comprendéis  mayor  complicidad 
de  la  suerte!  Para  templar  una  imaginación  ardiente,  para  con- 
tener á  un  espíritu  fantaseador,  Toledo,^  con  su  Zocodover  y  su 
Alcázar,  su  Santa  María  la  Blanca  y  su  San  Juan  de  los  Reyes, 
su  Catedral  y  su  Taller  del  Moro,  su  Cristo  de  la  Luz,  su  Tem- 
ple, su  Santa  Leocadia  y  en  fin  todas  aquellas  ruinas  y  aque- 
llas magnificencias  qué  nos  hacen  entreveer  á  los  judies,  los 
^odos,  los  moros,  los  cristianos,  los  comuneros,  los  Concilios, 
las  Cortes,  los  Reyes,  es  decir,  á  la  sociedad  española  entera 
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desde  el  siglo  y  al  xvi.  T  Granada,  la  ciudad  de  los  ríos  ena- 
morados, de  los  deslumbradores  carmenes,  de  los  bosques  de* 
claveles  y  jazmines,  el  aire  tibio  y  perfumado,  las  noches  rien- 
tes^  las  amorosas  serenatas,  la  campana  de  la  Vela,  las  som- 
bras de  la  Alpujarra,  el  Oeneralife,  el  suspiro  del  moro,  la 
leyenda  centelleadora  de  los  zegries  y  abencerrages  y  las 
páginas  caballerescas  de  aquella  soberbia  jornada  con  que 
termina  el  movimiento  restaurador  de  siete  siglos  en  Españs^ 
y  que  produce  la  fundación  de  Santa  Fé  y  el  regreso  del  maho- 
metano á  las  playas  de  África.  Imaginad,  imaginad  qué  vuelcv 
tomaría  la  fantasía  de  Moreno  Nieto  en  los  márgenes  del  Darro^ 
(Bien,  bien,)  ^  .         , 

Pero  allí  comenzó  una  grande  diversión  de  sus  estudios  y^ 
expeculaciones.  En  Toledo  habia  cursado  la  carrera  de  leyes,, 
abandonada  en  seguida  por  sus  estudios  de  árabe  que  le  pro* 
porcionaron  la  cátedra  de  esta  lengqa  en  la  Universidad  de  Gra- 
nada. En  Granada  es  artista  y  literato,  como  son  todos  los^ 
granadinos;  á  mí  juicio  lañor  de  Andalucía.  Pero  allí  una  tar- 
de su  espíritu  remontándose  á  los  sublimes  espacios  entra  en 
el  mundo  de  la  filosofía:  y  allí  comienza  sus  primeras  batallas 
contra  el  escolasticismo. 

Y  llega  la  revolución  del  54.  La  política  lo  invade  todo  y  el 
voto  de  los  liberales  granadinos  envia  á  Moreno  Nieto  á  Ma- 
drid, y  en  Madrid  se  establece  nuestro  poeta  y  nuestro  pensa- 
dor, entrando  en  el  Ateneo,  y  viniendo  á  ser  elemento  obliga- 
do de  todas  las  asociaciones  científicas  y  literarias  donde  hay 
que  reñir  batallas  y  propagar  doctrinas.  Y  en  Madrid  ha  vivido, 
dia  por  dia,  sin  descansar  un  minuto,  hablando  constantemen- 
te, batallando  siempre,  cerca  de  27  añosll 

iOh  Madrid!  qué  centro  de  actividad  febril,  qué  hervidero 
de  pasiones,  qué  tesoro  de  luz,  qué  escena  de  prodigios,  qué- 
huracán  de  ideas,  de  apetitos,  de  generosas  aspiraciones,  de 
intereses  incontrastables;  con  qué  magia  te  presentas  al  espíri- 
tu del  provinciano  que  apenas  puede  distinguir  la  realidad  de 
la  vida,  bajo  el  fuego  de  tus  destellos!  Y  con  qué  crueldad  ta- 
pizas tus  calles  y  tus  salas  con  sus  ilusiones  muertas,  sus  esr 
peranzas  marchitas,  sus  trabajos  despreciados,  y  sus  esfuerzos^ 
desconocidos!!  Cuántas  lágrimas  te  batúan;  cuántas  maldicio- 
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nes  te  acosaa^^ah!  pero  cuántos  bienes  has  hecho  y  haces  á 
la  Sociedad  española!  Porque  resultado  de  esa  actraccíon  irre- 
sistible aquí  ha  venido  y  viene  todo  el  espíritu  de  la  Patria: 
aquí  pierde  la  estrechez  del  particularismo  y  aquí  se  levanta 
para  recoger  las  corrientes  universales  apropiándose  la  inicia-  ^1 

tiva  de  todas  las  grandes  revoluciones. 

Y  Madrid  desde  1854  á  1867  es  maravilloso.  Tres  grandes 
momentos  ha  tenido  la  vida  española  en  lo  que  va  de  siglo.  En 
los  comienzos  de  éste;  la  época  de  la  guerra  de  la  Indepen- 
dencia y  de  las  Cortes  de  Cádiz.  Después,  la  época  de  la  res- 
tauración definitiva  del  régimen  Constitucional,  ahora,  en  el 
período  de  la  gran  revolución  del  68.  En  todas  ocasiones,  lo 
que  bajo  formas  diversas  se  agitaba  era  el  espíritu  de  renova- 
ción social,  pero  cuan  distintas  sus  manifestaciones  en  fuerza  y 
en  alcance.  Allá  en  1812  parece  una  simple,  bien  que  poderosa^ 
manifestación  política.  La  Nación  protesta  así  contra  la  tirania 
extrangera  como  contra  la  doctrina  de  los  reinos  patrimoniales. 
Su  autonomia  y  su  independencia,  es  su  primer  grito:  después 
la  abolición  de  los  Señoríos^  la  abolición  de  la  Inquisición 
la  libertad  de  la  imprenta,  y  sobre  todo  aquel  artículo  de  la 
Constitución  de  Cádiz  que  declara,  resolviéndolo  todo,  que  «la 
Nación  española  es  libre  é  independiente  y  no  es  ni  puede  ser 
patrimonio  de  ninguna  familia  ni  persona.)» 

En  1834  la  revolución  toma  más  vueloy  se  maniñestademás 
amplia  manera.  El  entusiasmo  popular  sostiene  la  guerra  civil 
para  soterrar  el  espectro  del  derecho  divino  de  los  reyes,  y  mien- 
tras los  hombres  políticos  hacen  la  Constitución  de  1837  y  reali- 
zan la  desamortización,  pasando  del  orden  puramente  político  al 
social,  los  poetas  ponen  en  escena  el  Carlos  II  el  Hechizado  y 
la  Fuerza  del  Sino  iniciando  la  revolución  moral  é  intelectual 
que  implica  al  romanticismo. 

Pero  los  dias  corren,  pasan  los  años  y  el  genio  de  la  revo- 
lución no  descansa.  De  aquí,  aquella  colosal  manifestación  de 
1868,  que  llega  á  todos  los  problemas,  que  después  de  consa- 
g^rar  el  dogma  de  los  derechos  naturales  del  hombre,  la  liber- 
tad religiosa  y  hasta  la  negación  sustancial  de  la  monarquia, 
provoca  hondos  debates  sobre  todos  y  cada  uno  de  los  funda- 
mentos de  la  sociedad  española  y  aumenta  su  movimiento  filo- 
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sóñco  y  abre  las  paertas  al  racionalismo  y  al  positÍTÍ3mo  y 
eicalta  la  antigua  fé^  y  ea  fin,  nos  hace  aparecer  agitados,  no 
simplemente  por  el  interés  político  y  el  interés  literario,  signe 
también  y  muy  poderosamente  por  las  exigencias  del  espíritu 
de  crítica  aplicado  á  la  moral  y  la  religión. 

Pues  bien,  señores,  á  esta  última  obra  ha  contribuido  Mo- 
reno Nieto,   que  yíno  á  Madrid,  precisamente  en  el  ponto  y 
hora  en  que  se  engendraba  este  movimiento.  No  pocos  de  los 
que  estáis  aquí  lo  recordareis.  De  1858  á  1868  data  la  gran 
campaña  abierta  en  periódicos,  revistas,  círculos  y  Ateneos  de 
Madrid  sobre  todas  las  cuestiones  fundamentales  de  la  ciencia 
y  la  política,  cuyos  resultados  hemos  visto  después,  bien  ú 
mal,  traducidos  en  leyes  y  hechos  de  la  vida  práctica.  Allá,  en 
modesto  salón  de  la  estrecha  calle  de  Cañizares,  celebraba  sus 
sesiones  el  Círculo  Filosófico,   donde  Salmerón  Ruiz  de  Que- 
vedo.  Canalejas  y  tantos  otros  pensadores,  propagaron  prime^. 
ramente  la  doctrina  de  Krausse,  aquí  importada  por  el  vene- 
rable Sanz  del  Rio.  Allá  en  la  carrera  de  San  Gerónimo,  Pas- 
tor, Gabriel  Rodrigues,  Cifuentes,  Sanromá,  Bona  y  Moret, 
desenvolvieron  las- doctrinas  economistas  de  la  áltima  escuela 
francesa.  En  el  teatro  áél  Circo  y  en  las  redacciones  de  La 
Discusión^  La  Democracia  y  El  Pueblo^  Rivero,  Pí  Mai^all^ 
Figueras,  Castelar  y  otros  muchos,  precisaban  el  credo  de  la 
democracia,  formulado  vagamente   en  el  manifiesto  de  la  iz- 
quierda de  1849,  y  en  los  folletos  del  marqués  de  Albaída.  La 
Sociedad  Abolicionista  celebraba  sus  TaeeÜngs  de  la  Zarzuela  y 
del  teatro  de  Variedades,  imprimiendo  un  cierto  sentido  mo- 
ral, humanitario,  cosfuiopolita,  á  las  vagas  aspiraciones  de 
cierta  parte  del  liberalismo  español.  Y  el  Ateneo,  La  Holanda 
de  España,  la  primer  instituoion  científica  de  nuestro  país,  do- 
minándolos á  todos,  abria  sus  cátedras  y  sus  secciones  á  la 
discusión  de  todos  los  prineipios  y  á  la  propaganda  de  todas 
las  ideas^  á  despecho  del  texto  de  las  leyes  y  de  las  preocapa- 
ciones  sociales.  (Aplausos). 

Pues  bien,  á  todos  esos  centros  llegó  Moreno  Nieto,  y  ya 
comprendereis  qué  impresión  tan  profunda  debieran  hacer  los 
chispazos  de  lo  nuevo  en  su  espíritu  crecido  al  calor  de  lo  an  - 
tiguo,  y  en  medio  de  la  poesía  de  los  recuerdes.   Y  Moreno 
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Nieta  cooperó  á  la  gran  obra,  pero  de  cierta  manera.  Propnl- 
Bor  él?  J>e  níi>gviia  suerte.  Su  palabra  eriempre  brilló  para  eom^- 
baiir  la»  novedades  de  tal  modo,  que  en  rigor  todas  sns  gran- 
dea  contiendas  se  redacen  á  las  qae  en  Madrid  sostuvo  con  el 
kravsismo,  el  positivismo,  el  natnralismo,  los  economistas  y  la 
democracia. 

¡Pero  de  qué  prodigiosa  manera  servia  al  desenvolvimiento 
de  la  cultura  española,  y  de  qué  positivo  modo  contribuyó  á 
que  las  nuevas  Escuelas  diesen  su  fruto!  Porque  yo  no  sé  qué 
celebrar  ínás,  bajo  cierto  punto  de  vista,  si  al  que  tiene  inteli- 
gencia y  coraje  bastantes  para  iniciarlos  problemas  y  aventu- 
rar las  soluciones,  al  propagandista  activo,  digámoslo  así,  ó  al 
que  no  abandonando  el  campo,  ni  sirviéndole  contra  el  que 
viene  de  recursos  de  pura  negación,  como  los  rigores  de  la  ley 
6  las  excomuniones  de  las  iglesias,  baja  á  la  arena,  busca 
al  adversario,  con  él  lucha,  y  por  lo  menos  le  obliga  á  preci* 
sar  su  doctrina,  que  si  ha  de  'vencer  algún  dia  no  revestirá  yá 
el  carácter  de  un  puro  arrebato  6  una  mera  improvisación. 

Así  obró  Moreno  Nieto,  y  si  no  tuviera  otros  méritos  que  el 
de  aquilatador  y  contradictor  de  las  doctrinas  novísimas,  nun- 
ca se  le  pagaría  con  una  admiración  y  una  gratitud  profunda^ 
los  servicios  prestados  á  la  patria. 

Por  otra  parte,  si  la  idíosiucracia,  la  vocación,  los  hábitos 
y  la  influencia  del  medio  histórico  ejercen  alguna  influencia 
en  la  obra  del  hombre,  no  era  posible  esperar  de  Moreno  Nieto 
otro  servicio  á  la  renovación  soctaíde  Bspaña.  Todo  él.  eran 
Toledo  y  Granada;  á  lo  que  se  anadia  su  natural  complaciente, 
dalce,  bondadoso,  nada  apropósito  para  las  grandes  crisis  del 
espíritu  y  la.  lucha  contra  los  sentimientos  y  los  intereses  tradi- 
cionales. Es  decir,  señores,  todo  lo  contrario  á  lo  que  necesi- 
tan los  innovadores  y  aun  los  propagandistas. 

Todo  lo  que  estos  traian  á  los  círculos  y  á  la  prensa  á  par 
tir  de  1858,  hería  profundamente  cnanto  Moreno  Nieto  habiá 
visto  y  creido  hasta  entonces.  Venido  al  mundo  después  de  la 
Revolución  del  34,  no  había  tenido  que  hacerla;  partia  de  ella 
y  se  creia  hombre  de  su  tiempo  viviendo  dentro  de  las  conci- 
liaciones constitucionales  y  espiritualistas,  que  permitían  la 
restauración  de  algunas  minas,  siquiera  por  devoción  artísti- 
ca.— ^Pero  si  el  corazón  y  el  gusto  le  llevaban  á  lo  antiguo,  é 
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por  lo  tnénoB  á  lo  que  quedaba  de  antiguo,  sus  estudios  y  sus 
debates  habían  lanzado  á  su  espíritu  á  regiones  de  inmenso 
horizontedonde  se  agitaban  problemas  apenas  evocados  en  las 
épocas  anteriores.  T  como  el  entendimiento  era  grande,  al  en^ 
trar  en  son  de  guerra  por  estos  campos  sucedíale  con  frecuen- 
cia quedarse  suspenso  y  hasta  enamorado  de  las  perspectivas 
que  á  su  vista  se  ofrecian.  Desde  este  instante  su  situación 
era  crítica;  queria  luchar  y  no  herir;  pretendía  avanzar  y  re* 
trocedia,  produciéndose  entonces  aquellas  positivas  contradic- 
ciones que  nadie  que  haya  conocido  bien  á  Moreno  Nieto  po- 
drá negar.  Yo  me  lo  he  imaginado  muchas  veces  en  esta  em- 
presa terrible,  inmensa,  agotadora.  ¡Qué  lucha,  pero  qué  lu- 
cha tan  noble  y  tan  generosa,  entre  el  corazón  y  la  cabezal  Y 
de  aquí  las  soluciones  conciliadoras,  siempre  deficientes; 
aquel  ir  y  venir  á  los  de  delante  y  á  los  de  detrás  pidiéndoles 
concesiones,  esperas,  armonías.. .  Pero  qué  más;  hasta  su  figu- 
ra, su  voz,  sus  tonos*  ¿No  los  recordáis?  Era  aquello  el  hom- 
bre de  combate,  fiero,  implacable,  tremendo?  Ohl  Su  vosí  dul- 
císima era  casi  siempre,  un  lamento;  su  tono,  el  de  la  ter- 
nura; y  sus  apostrofes  más  vigorosos  contra  las  nuevas  ideas; 
cuantas  veces  terminaban  con  la  invocación  inspirada  y  pro- 
digiosa al  Dios  de  la  libertad  y  al  genio  de  la  Democracia. 
{Grandes  y  prolonffsios  aplausos,) 

Qué  diferencia  de  él  á  su  paisano  Donoso  Cortés.  También 
el  ilustre  Yaldegamas,  pretendió  ser  de  su  tiempo  y  partir  de 
lo  hecho.  Pero,  ¡qué  pronto  se  rehizo!  ¡Cómo  se  apartó  del  con- 
tacto revolucionario  que  tanto  perturbó  á  Moreno  Nieto!  Como 
se  encerró  en  la  intransigencia  ultramontana,  y  con  qué  vigo- 
rosa voz,  sin  dar  un  paso  desde  su  puesto,  sin  salir  de  sus 
ruinas,  gritó  el  lasciate  ogni  speranza^  diciendo  que:  «la  razón 
y  el  error  se  aman  con  amor  invencible.»  {Bien,  bien). 

No  neguemos,  pues,  las  contradicciones  y  vaguedades  de 
Moreno  Nieto.  Serian  sus  defectos  bajo  algún  punto  de  vista; 
bajo  otros  acreditaban  dos  cosas^  su  buena  fé  y  la  elevación  de 
su  espíritu.  ¡Es  tan  fácil  encerrarse  en  una  doctrina  y  resistir- 
se á  toda  inteligencia! 

Tal  como  os  lo  presento,  creo  yo  que  le  habéis  conocido  en 
esta  Academia:  desde  1864  entró  electo  Yice-presidente  terce- 
ro de  donde  subió  en  los  diez  años  siguientes  y  por  sus  pa^ 
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iS)os  contados  hasta  la  presidencia  de  esta  ilustre  Corporación. 

Lo  que  en  este  recinto  ha  hecho  y  dicho  en  vano  intentaré 
yo  recordarlo.  Su  presencia  era  constante  y  su  llaneza  llegaba 
al  punto  de  bajar  á  los  escaños  de  los  Académicos  á  discutir 
con  ellos,  siempre  cariñoso  y  siempre  dispuesto  á  la  menor  in- 
dicación de  sus  amigos  y  sus  discípulos.  Y  realizó  tales  servi- 
cios que  la  Academia  ha  hecho  respecto  de  él  lo  que  respecto 
de  ningún  otro  Presidente;  le  nombró  en  1874  rompiendo  la  tra- 
dición de  la  casa  que  pide  que  á  ese  elevado  puesto  no  se  llegue 
«¡no  después  de  haber  ocupado  el  de  Ministro;  y  luego  en  1875 
le  aclamó  miembro  perpetuo  de  la  Junta  directiva,  honor  crea- 
do para  el  sabio  Maestro. 

Todo  lo  merecía,  señores,  y  todo  cuanto  habéis  hecho  bien 
^está,  fuera  de  haber  reducido  el  elogio  del  gran  orador  á  estas 
palabras  que  conmovido  y  torpe  pronuncio.  Con  sus  defectos 
.y  sus  virtudes  será  siempre  un  ejemplo;  y  ejemplo  nunca  como 
ahora  digno  de  particular  estimación.  No  por  ser  ley  general 
de  la  época,  sí  que  por  circunstancias  peculiaresv  de  la  socie- 
dad española,  en  estos  dias  nos  hallamos  no  ya  amenazados 
«i  que  poseidos  por  la  fiebre  de  los  intereses  materiales.  Tié- 
nese  ahora  por  extravagancia,  la  consecuencia,  y  por  necedad 
^1  apartarse  del  camino  de  los  favores  y  las  recompensas  para 
dar  calor  en  el  fondo  del  alma  á  los  idéales  de  toda  la  vida. 
Motéjase  de  afán  de  exhibición,  la  propaganda  y  se  opone  á 
las  doctrinas,  algo  que  se  Uama  enfáticamente  el  sentido  de  la 
realidad.  Lb,  política  de  ello  se  resiente:  la  ciencia...  vedla 
^^unenazada  y  no  os  he  de  ocultar  á  vosotros  que  me  seguís  en  la 
'escala  de  la  vida,  que  esta  enfermedad  comienza  á  hacer  serios 
'estragos  en  la  juventud.  En  estos  momentos,  [cuánto  no  des 
iaca  la  figura  de  Moreno  Nieto,  el  gran  sacerdote  nunca  visto 
^n  el  refectorio,  siempre  encontrado  en  el  templo!  Admirable, 
sí,  con  sus  excelencias  y  sus  errores:  admirémosle  que  él  era 
de  aquellos  hombres  sinceros  y  puros  que  si  alguna  vez  trope- 
jsaban  en  la.  vida,  era  porque  marchaba  con  los  ojos  puestos 
'Cn  el  cielo.  He  dicho.  {Grandes  y  fr alongados  aplausos.) 

El  Sr.  Presidente:  Se  levanta  la  sesión.  Eran  las  diez  y 
treinta  y  cinco  minutos. 
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HemoB  dicho  en  otra  ocasión,  que.  el  Estado  ostenta  j  f» 
reserra  algunos  derechos  particulares^  que  utiliza  para  la  me* 
jor  defensa  de  so^  intereses;  y  heñios  sostenido  tacabien,  qut^ 
algunos  de  eso»  derechos  son  propios,  naturales  y  conformes 
i  los  dictados  de  la  más  severa  justicia,  asi  como  otros  revis* 
ten  un  carácter  de  privilegio  odioso  é  inútil,  que  los  hace  in- 
compatibles con  el  principio  de  la  igualdad  ante  la  lej,  na^ 
de  los  fundamentos  más  sólidos  en  que  debe  descansar  la  le- 
gislación de  todo  pueblo  culto.  Es  decir,  que  la  idea  de  un  de^ 
recho  particular  y  exclusivo  del  Estado  no  se  opone  á  la  de  la 
igualdad  ante  la  ley,  en  tanto  en  cuanto  aquel  derecho  parti<* 
colar  reconozca  un  fundamento  especial  que  lo  legitime,  á  di* 
ferencia  de  lo  que  sucede  con  la  idea  de  privilegio,  que  cajrec#' 
de  esa  legitimidad  fundamental. 

Asi  como  la  naturaleza  especial  de  la  mujer,  es  la  base  ea 
que  se  apoyan  las  leyes  que  establecen  distintos  derechos  y 
regulan  su  capacidad  jurídica  de  manera  diferente  á  la  del 
hombre;  del  mismo  modo,  la  naturaleza  especial  de  las  perso- 
nas morales,  legitima  la  diversidad  que  se  observa  entre  las  le* 
yes  que  regulan  su  vida  y  las  qne  se  refieren  á  las  personas 
individuales.  Debido  á  esto,  por  ejemplo,  cuando  se  trata  de 
promover  un  litigio  contra  la  Administración,  no  se  poede 
acudir  al  acto  conciliatorio  exigido  para  litigar  los  particulares, 
y  en  sustitución  auya  se  ha  eetaUecido  la  necesidad  de  aparar 
la  vía  gubernativa. 

Pues  bien;  entre  los  distintos  derechos  á  que  aludimoe»  me-- 
rece  muy  particular  atención  el  de  la  restitución  in  imU¡^ruw^ 
que  tiene  el  Estado  como  los  menores  de  edad,  á  quienes  se  Is- 
equipara  acaso  con  demasiada  frecuencia.  Nuestro  ánimo  es 
examinar  imparcialmente  ese  beneficio,  y  tratar  de  probar  qne^ 
ni  es  sostenible  á  la  luz  de  la  razón,  mucho  menos  tratándose- 
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del  Estado^  ni  ed  del  todo  inconcuso  que  este  pueda  ostentar 
jaquel  derecho,  dada  la  vigente  legislación  sobre  lo  contencio- 
so del  Estado,  y  después  de  publicada  la  moderna  ley  de  £n^ 
jQÍciamien.to  civil  y  la  compilación  de  Enjuieimiento  criminal» 
Con  lo  dicho,  hemos  trasado  ya  el  orden  de  nuestro  trabajo, 
qiue  diYJderemos  en  tresr  partes.  En  la  primera,  examinaremos 
la  restitución  m  integrum  á  la  luz  de  los  principios  de  Derecho; 
es  la  segunda  parte,  haremos  la  misma  crítica,  concretiándola 
á  dtcho  beneficio  en  cuanto  hace  relación  al  Estado;  y.  en  la 
tercera,  expondremos  las  razones  que  tenemos  para  creer  que 
las  leyes  procesales  vigentes  han  venido  á  modificar  las  con-* 
diciones  de  aquel  recuvsp,  no  sólo  en  cuanto  afecta  á  la  Admi-' 
nistracion,  sino  también  en  cuanto  es  derecho  concedido  á  los 
menores  de  edad. 


I 


«Los  sabios  antiguos  que  ficieron  las  leyes,  tuvieron  por 
bien  entregar  de  todo  su  derecho  á  los  menores  que  hubieren 
recibido  menoscabos  d  daños  en  sus  bienes  por  mengua  de  síy 
porque  non  han  entendimiento  cumplido  en  las  cosas  assl  co- 
mo les  seria  menester,  ó  por  culpa,  6  por  engaño  de  sus  guar<¿ 
dadores,  ó  de  otro.» 

Tales-son  las  razones  que,  con  admirable  concisión  y  ele- 
g^eia,  aduce  el  Rey  sabio  para  justificar  la  resHtucian  m  ¿m* 
teffrwm^  y  por  lo  mismo  á  ellas  hemos  de  atenernos  para  im- 
pugnar esta  institución,  que  se  opooe  abiertamente  á  los  mo^ 
demos  principios  de  la  ciencia  jurídica:. permitiéndonos  obser- 
var que  semejante  pri^vilegio,  no  merece  la  consideración  de 
tal,  cuando  se  aplica  á  los  contratos  en  >que  han  intervenido 
los  menores,  pues  precisamente  porque  non  ¡ían  entendimiento 
eumfiido  en  las  cosas  assi  como  les  seria  menester ,  es  nula  cual- 
quiera obligación  en  que  intervengan,  como  lo  es  la  que  reali- 
za la  mujer  casada  sin  lioencia  marital  ó  judicial  en  su  defecto. 
De  hi  misma  manera  que  la  mujer  casada  no  tiene  capacidad 
jurídica  para  realizar  actos,  celebrar  contratos  ni  comparecer 
en  juicio,  el  menor  de  edad  carece  de  la  misma  capacidad;  y 
«sí  eomo  la  primera  necesita  la  licencia  del  marido  ó  del  Jue^ 
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para  suplir  su  incapacidad,  otro  tanto  le  sucede  al  menor,  que 
solo  completa  su  personalidad  mediante  la  necesaria  interven- 
ción del  tutor  ó  curador. 

Por  consiguiente,  aunque  no  existiera  el  beneficio  de  la 
restitución  ininte^rum,  níagnn  perjuicio  sufririanlos  menores 
por  razón  de  los  contratos  en  que  intervinieran,  pues  la  obliga- 
ción seria  nula  por  falta  de  .capacidad  en  el  contrayente.  Bs 
claro,  por  lo  tanto,  que  la  restitución  in  inteffrum&que  nos  refe- 
rimos, es  la  que  real  y  verdaderamente  merece  ese  nombre^ 
ó  sea,  la  que  produce  el  efecto  de  anular  las  obligaciones  con- 
traidas por  los  guardadores  á  nombre  de  sus  pupilos,  y  la  que 
se  refiere  á  las  sentencias  judiciales  que  ocasionan  á  los  últí- 
mos  algün  perjuicio  estimable. 

Respecto  al  primer  caso,  confesamos  ingenuamente  que  no 
hemos  logrado  convencernos  de  la  eficacia  del  razonamiento 
hecho  para  desvanecer  la  idea  de  que  el  beneficio  citado  se 
opone  á  la  libertad  de  contratación.  Un  sabio  publicista,  el 
erudito  D.  Benito  Gutiérrez,  contestando  á  los  que  aducen  este 
principio  vulnerado  por  las  leyes  que  se  ocupan  de  la  restita- 
cion  por  entero,  ha  dicho  que  las  precauciones  aseguran^  no 
destruyen  la  libertad;  pero  ni  ha  probado  la  necesidad  de  esas 
precauciones,  ni  puede  negarle  que  toda  limitación  destruye^ 
siquiera  sea  en  parte,  el  derecho  limitado. 

Dice  aquel  docto  maestro  que  no  es  un  privilegio  reconocer 
la  diferencia  de  las  edades  y  prestar  á  los  pocos  años,  á  los  in- 
capacitados y  á  las  personas  jurídicas  un  apoyo  que  sin  ser 
carga  para  los  demás,  es  para  ellos  evidentemente  útil,  casi 
indispensable;  y  claro  es  que  en  tal  terreno  la  cuestión  coloca- 
da, es  innegable  que  la  consecuencia  no  puede  ser  más  lógica 
ni  más  acertada. 

Sin  embargo,  ,el  hecho  de  que  sea  preciso  reconocer  las  di- 
ferencias originadas  por  la  edad,  por  la  incapacidad  ó  por  la 
naturaleza  especial  de  las  personas  jurídicas,  no  supone  la  uti- 
lidad ó  necesidad  de  que  se  acuda  al  beneficio  de  1^  restitocion 
4n  integrum^  existiendo  como  existe  ya  un  remedio  especial 
adecuado,  cual  es  el  que  ofrece  la  legislación  referente  á  la 
tutoría  (5  curaduría  en  cuanto  á  los  menores  é  incapacitados, 
juntamente  con  lo  establecido  respecto  á  las  corporaciones  JQ^» 
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rídícas,  de  que  nos  ocaparemoB  más  adobante.  Por  lo  mismo 
qne  son  distintas  las  condiciones  en  que  se  hallan  las  personas, 
capaces  é  incapaces,  el  legislador  ha  tenido  buen  cnidado  de 
^atender  á  éstas^  mediante  la  tutela  y  curaduría,  de  la  misma 
manera  que  la  incapacidad  jurídica  de  la  mujer  casada  es  aten- 
dida por  las  leyes  que  regulan  y  fijan  los  límites  de  la  autori- 
dad marital  ó  de  la  judicial  en  su  caso. 

Si  por  culpa  ó  engaño  de  los  guardadores  ha  sufrido  algún 
perjuicio  un  menor  de  edad,  expedito  tiene  el  camino  para  ser 
indemnizado  mediante  el  oportuno  juicio  civil  ó  criminal,  se- 
gún hubiera  existido  ó  no  propósito  deliberado  de  perjudicar, 
<S  la  imprudencia  temeraria  ó  simple  castigada  en  el  Código 
penal;  si  en  un  pleito  cualquiera  se  ha  ocasionado  algún  per- 
juicio manifiesto  por  negligencia  ó  ignorancia  inexcusable  del 
Juez,  el  menor  puede  utilizar  el  derecho  de  entablar  el  oportu- 
no juicio  de  responsabilidad  civil  autorizado  por  el  cap.  2^  del 
iít.  5^  de  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  aparte  del  juicio 
de  responsabilidad  criminal  que  puede  intentarse  cuando  el 
encargado  de  administrar  justicia  olvida  los  sagrados  deberes 
que  le  impone  su  cargo;  y  claro  está  que  los  mismos  recursos 
ordinarios  tienen  el  Estado  y  las  demás  corporaciones  jurídicas 
para  repetir  contra  sus  representantes  ó  funcionarios,  cuando 
éstos  han  sido  causa  de  cualquier  perjuicio  que  afecta  á  se- 
mejantes personas  morales,  como  los  tienen  también  contra  los 
Jueces  y  magistrados  que  dañan  ó  delinquen  en  el  ejercicio  de 
su  ministerio  augusto;  pero  de  ahí  á  suponer  que  es  justo  y  ne- 
cesario un  privilegio  como  el  que  nos  ocupa,  existe  un  abismo 
insondable,  que  ni  se  explica  racionalmente,  ni  se  defiende 
con  sutilezas  más  6  monos  ingeniosas: 

No  creemos  necesarios  grandes  esfuerzos  para  demostrar, 
en  cuanto  al  segundo  caso  de  restitución  in  integrumy  que  ma- 
nifiestamente se  opone  á  la  santidad  de  la  cosa  juzgada  un  re- 
curso cuyo  principal  efecto  consiste  en  dar  facultad  al  menor 
para  solicitar  del  juez  «querevoque  el  juicio  que  fuere  dado  contra 
ély»como  terminantemente  dispone  la' ley  1%  tít.  19,  part.  6*.  Lo 
^nico  que  se  nos  ocurre  para  impugnar  esta  ley,  por  ser  su 
más  elocuente  y  severa  corrección,  es  repetir  con  el  autor  del 
C/ódigo  de  las  Partidas  que  «afinado  juyzio  que  dá  el  judgador 
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>eAtre  leía  partes  defe^hamente,  de  que  aoa  se  alce  ning^nar 
>della9  fosta  el  tiempo  que  dizeea  el  título  de  las  aleadas,  ha 
9>marav¡llosamente  gran  fuerza;  que  dende  adelante  soa  tena-« 
»áQB  los  conteadores,  é  sus  herederos  de  estar  por  el.> 

Así  se  explica  en  la.  ley  19,  tít.  22,  Part.  3*  }a  fueraa  y  efi-» 
cacia  de  la  cosa  juzgada,  que  en  tan  poca  estima  es  tenida  mási 
tarde  para  autorizar  y  dar  reglas  respecto  á  la  manera  de  uti<« 
lisar  un  recurso  que.es  su  negación  más  absoluta. 

II 

Ya  dejamos  apuntado  que  la  restitución  in  inUffnxM^  n^ 
sdlo  es  derecho  concedido  á  los  menores,  sino  privilegio  q»» 
ostenta  la  Admínistj*acion,  y  claramente  hemos  dado  á  enteor 
der  que  nuestras  modestas  observaciones  han  tenido  por  pria-> 
cipal  objeto  tratar  la  cuestión  bajo  ese  punto  de  vista,  porqucr 
toda  persona  aficionada  á  estudiar  los  múltiples  problemas  á. 
que  da  lugar  la  actual  legislación  sobre  lo  Contencioso  del  Es'^ 
iodo,  objeto  de  los  apuntes  que  hemos  .pensado  publicar,  deb» 
reconocer  que  es  de  notoria  trascendencia  cuanto  se  refiere  4 
ano  délos  medios  de  defensa  que  más  frecuentemente  utiliza  1» 
Administración  contra  la  mala  fá  de  algunos,  la  impericia  de 
muchos  y  el  abandono  de  los  más.  El  interés  particular,  aca« 
diendo  á  todos  los  extremos  imaginables  para  abusar  de  esa 
imperioia  y  de  este  censurable  abandono,  irroga  perjuicios  al 
Estado,  que  en  cambio  no  perdona  ni  deja  de  acudir  á  medio 
alguno  que  ponga  á  salvo  sus  derechos;  y  de  ahí,  aquella  fre-* 
cuente  tendencia  á  utilizar  el  recurso  que  nos  ocupa,  aplicable 
á  los  mismos  casos  que  se  tuvieron  en  cuenta  al  tratarse  délos 
menores  de  edad,  conforme  á  lo  establecido  en  la  ley  10,  titu- 
la 19,  part.  6%  que  únicamente  hace  la  modificación  de  seña** 
lar  el  plazo  de  cuatro  años,  <5  el  de  treinta  si  el  daño  excediera 
de  la  mitad  del  precio,  para  utilizar  dicho  recurso,  que  tratan*», 
dose  de  menores  prescribe  álos  cuatro  años  de  entrar  estos  en 
la  mayor  edad. 

Permítasenos  que  en  este  punto  insistamos  en  una  idea  qué 
está  en  la  conciencia  de  todos,  pero  que  nadie  practica  ó  con* 
tribuj^e  á  que  se  realice.  A  cada  momento  oimos  hablar  de  lo 
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necesario  qoe  es  hacer  comprender  á  las  masas  ignorantes , 
alucinadas  por  el  espectro  del  socialismo,  qne  los  intereses 
particalares  son  compatibles  y  perfectamente  armonizables 
con  los  del  Estado;  constantemente  oímos  las  predicaciones 
qne  se  dirigen  al  contribuyente,  para  hacerle  ver  que  el  sa- 
crificio que  supone  el  pago  de  los  impuestos,  obedece  á  la  ma- 
yor suma  de  bienes  qne  reporta  el  hecho  de  vivir  en  sociedad; 
todos  los  dias,  y  á  cada  momento,  presenciamos  esas  luchas 
nobles  de  la  inteligencia,  que  eyitan  y  cada  yqz  hacen  más 
imposible  la  lucha  de  la  fuerza,  á  que  en  momentos  determi- 
nados de  la  historia  se  lanzó  el  proletariado  para  reñir  emen- 
ta batalla,  impulsado  por  falsas  ideas,  que  algunas  yeoes  han 
tenido  su  disculpa  cuando  las  ha  hecho  germinar  un  absolu- 
tismo estúpido  <5  el  desconocimiento  más  vulgar  de  los  dere- 
chos de  todo  ciudadano  de  un  país  civilizado;  y  por  lo  mismo 
que  asentimos  á  esas  predicaciones  y  nos  asociamos  de  todo 
corazón  á  los  que  luohan  por  esas  ideas,  fundamento  de  toda 
sociedad  medianamente  organizada,  deploramos  la  inconse- 
cuencia de  algunos,  que  no  vacilan  en  dar  derechos  y  recono- 
cer pi^ivilegios  incompatibles  con  tales  principios. 

Dar  derechos  excesivos,  reconocer  privilegios  irritantes, 
conceder  beneficios  inútiles  é  innecesarios  á  favor  del  Estado, 
es  autorizar  á  que  algunos  utópicas  tengan  ciertos  visos  de 
lógicos  y  amantes  de  la  justicia,  coando  al  pedir  la  abolición 
de  todo  privilegio,  envuelven  en  esta  idea  todo  lo  que  es  pro- 
pio y  natural  prerogativa  de  la  autoridad  y  sus  representan- 
tes. Y  e^  precisamente  viene  á  suceder  con  la  cuestión  que 
nos  preocupa,  pues  la  restitución  inintegrum  es  un  henefício 
inútil  é  innecesario,  con  todos  los  caracteres  de  un  verdadero 
privilegio,  ideado  y  defendido  en  favor  del  Estado  por  los  que 
representan  una  tendencia  avasalladora,  que  se  compagina 
mal  con  el  elemento  de  la  igualdad,  que  es  uno  de  los  compo- 
nentes indispensables  del  concepto  moderno  del  derecho. 

La  naturaleza  especial  del  Estado,  hace  que  afecten  el  mis- 
mo carácter  las  condiciones  de  su  vida;  y  el  desamparo  y  los 
ataques  de  que  puede  ser  objeto  con  más  facilidad  que  los  par- 
ticulares, justifican  aquellos  medios  racionales  de  defensa  que 
le  equiparan  al  individuo,  poniendo  en  igualdad  de  circuns- 
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taocias  y  reconociendo  idénticos  derechos  y  deberes  en  el  ín* 
diyidao  y  en  la  sociedad;  pero  *ésta  debe  cuidar  de  no  extre-> 
mar  sus  facultades,  haciéndolas  odiosas  y  dignas  de  censura, 
como  lo  es  la  que  se  ha  arrogado  mediante  la^restitucion  ínin' 
tegrum. 

Fundado  ese  privilegio  en  la  necesidad  de  reparar  ó  eyitac 
los  daños  y  perjuicios  que  puedan  irrogarse  al  Estado,  éste  no 
haría  más  que  equipararse  á.los  individuos  si  no  tuviera  igua- 
les medios  que  ellos  para  semejante  reparación;  pero  desde  el 
momento  en  que  asume  esas  mismas  facultades  y  además  se 
reserva  aquélla,  se  excede  en  derechos,  crea  desigualdades 
irritantes  y  origina  antagonismos  peligrosos.  Y  no  se  diga  que 
tal  exceso  no  existe  desde  el  momento  en  que  se  reconoce  que 
el  Estado  es  un  menor  y  se  coloca  en  circunstancias  análogas 
á  las  de  los  menores,  porque  ni  esto  justifica  el  procedimiento, 
si  no  se  demuestra  su  razón  de  ser  respecto  á  los  menores,  ni 
mucho  menos  se  explica  si  se  atiende  á  que  el  Estado  cuenta 
ya  con  otros  medios  de  defensa  que  no  se  reconoce  á  los  me- 
nores. 

Por  de  pronto,  merece  especial  mención  el  último  párrafo 
de  la  base  5*  de  la  ley  de  31  de  Diciembre  último  sobre  el  pro- 
cedimiento en  las  reclamaciones  económico-administrativas. 
Establecida  la  vía  contencioso-administrativa  contra  las  pro- 
videncias gubernativas  lesivas  de  los  derechos  particulares  6 
del  Estado,  éste  se  reserva  durante  diez  años  la  facultad  de  de- 
clarar que  una  providencia  le  es  perjudicicial. 

Otro  medio  de  defensa  con  que  el  Estado  cuenta,  es  el  dere» 
cho  que  tiene  para  pedir,  y  la  obligación  señalada  álos  Jueces 
y  Tribunales  para  acordar  la  nulidad  de  las  sentencias  dictadas 
en  pleitos  de  interés  del  mismo,  cuando  el  Ministerio  fiscal  no 
haya  elevado  la  oportuna  consulta  á  la  Dirección  de  lo  conten- 
cioso, que  ha  de  comunicar  su  resolución  ó  la  del  Gobierno  en 
el  plazo  de  tres  meses. 

'  También  es  digno  de  mención  lo  dispuesto  en  la  ley,  de 
Contabilidad  de  la  Hacienda  páblica,  según  la  cual  los  Juece» 
y  Tribunales  no  pueden  despachar  mandamiento  de  ejecución 
ni  dictar  providencia  de  embargo  contra  las  rentas  y  caudaleB 
del  Estado. 
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Además,  sabido  es  que  en  las  causas  sobre  contrabando  y 
defraudación,  las  sentencias  de*  primera  instancia  son  firmes 
cuando  no  se  apela  de  ellas,  y  en  tal  caso  no  queda  másrecnr* 
so  utilizable  que  el  de  casación  para  el  sólo  efecto  de  sentar 
jurisprudencia,  ó  el  de  responsabilidad  contra  el  Juez  ó  Pro- 
motor fiscal.  Pues  bien,  para  esos  casos  ha  establecido  el  de- 
creto  de  20  Junio  1852  que  las  causas  se  eleven  á  los  Fiscales 
de  las  Audiencias,  á  fin  de  que  puedan  apreciar  si  es  conve*- 
niente  utilizar  alguno  de  tales  recursos;  y  una  circular  de  18> 
de  Junio  último,  relativa  á  los  asuntos  contenciosos  del  Ksta* 
do,  exige  de  aquellos  funcionarios  que  eleven  la  correspon* 
diente  consulta  á  la  Dirección  para  interponer  ó  no  dichos  re- 
cursos, y  antes  de  consentir  cualquiera  sentencia  en  causa 
cuya  cuantía  exceda  5.000  pesetas. 

La  misma  Circular  establece  también  que  los  Fiscales  y  los 
Promotores  no  propongan  ni  consientan  inhibición  alguna  en 
pleito  <S  causa  de  interés  del  Estado,  sin  consultar  antes  y  te* 
ner  la  debida  autorización;  y  señala  varias  reglas  de  conduc* 
ta  para  el  Ministerio  fiscal,  que  no  por  ser  secundarias,  dejan 
de  contribuir  más  y  más  al  propósito  de  garaatir  los  derechos 
de  la  Administración,  imposibilitando  su  menoscabo  ú  olvido. 

Aunque  es  de  suma  importancia  también,  no  incluimos  en- 
tre los  medios  especiales  de  defensa  del  Estado,  el  que  se  re* 
fiere  á  la  prohibición  de  admitir  demandas  y  cursar  citacione» 
de  eviccion,  sin  que  previamente  haya  sido  apurada  la  vía 
gubernativa.  La  razón  quo  tenemos  para  hacer  esa  elimina- 
ción, es  que  la  *vía  gubernativa  está  equiparada  en  cierto 
modo  al  acto  de  conciliación  que  los  particulares  deben  inten- 
tar antes  de  promover  algún  litigio,  y  por  lo  mismo  hay  cierta 
equitativa  reciprocidad,  estableciendo  parecidos  requisitos 
para  uno  y  otro  trámite  previo  del  juicio. 

Y  por  cierto  que  también  ha  alcanzado  á  este  punto  la  fe- 
cunda iniciativa  del  actual  Ministro  de  Hacienda,  pues  en  la 
base  2*  de  la  ley  citada  de  31  de  Diciembre  de  1881  se  estable- 
ce en  absoluto,  y  sin  excepción  ni  limitación  ninguna,  que  la 
vía  gubernativa  debe  preceder  á  la  presentación  de  cualquier. 
demanda  contra  la  Hacienda,  siendo  así  que  en  el  art.  16  de  la 
Compilación  de  disposiciones  sobre  lo  contencioso  del  Estado^ 


192  BBTISTA   BE  LEGISLA OlOV 

se  prenrenia  que  se  entendiera  cumplido  aquel  requisito  cuan- 
do la  Administración  dejare  pasar  seis  meses  s'm  dictar  la  opor- 
iana  Real  orden.  ,  . 

No  entra  en  nuestro  propósito,  ni  es  propio  de  'este  artícu- 
lo, hacer  un  juicio  crítico  y  comparativo  de  ambos  preceptoSf 
y  no  dudamos  que  los  dos  han  sido  objeto  préTto.de  on  esta- 
dio profundo,  con  el  que  contrastaría  el  que  nosotros  pudiéra- 
mos hacer.  Bástanos  notar  que  lo  dispuesto  en  la  Compilacioli 
era  más  beoefícioso  á  los  particulares,  y  que  la  base  2*  de  la 
repetida  ley  es  más  administrativa,  diferencia  notable  qu^ 
acaso  se  hubiera  podido  evitar,  armonizando  las  influencias  y 
tendencias  diametralmente  opueátas  que  informaron  ambas 
disposiciones,  armonía  fácil  de  conseguir,  añadiendo  álo  es- 
tablecido en  la  Compilación,  quesería  responsable  de  cualquier 
perjuicio  sufrido  por  la  Hacienda  el  foncionaño  público  que 
motivase  la  dilación  por  más  de  sois  meses  en  resolver  el  ex* 
pediente  gubernativo  que  ha  de  sustanciarse  antes  de  acudir 
á  los  Tribunales  ordinarios. 

Pero  sea  de  ello  lo  que  quiera,  hemos  concluido  la  parte 
segunda  de  nuestro  trabajo,  demostrando  que  sin  el  beneñcio 
déla  restitución  in  integrwm  el  Estado  tiene  suficientemente 
garantidos  sus  intereses,  y  cuenta  con  varios  y  seguros  me- 
dios de  indemnizarse  por  Ic^  daños  y  perjuicios  que  sufra,  los 
cuales  serán  tanto  menos  frecuentes  y  posibles  cuanto  mayor 
moralidad  y  competencia  tengan  los  funcionarios  públicos, 
prescindiendo  de  influencias  políticas  y  meramente  personales 
en  el  nombramiento  de  aquéllos,  y  haciéndoles  comprender 
que  su  responsabilidad  en  el  ejercicio  de  sus  cargos  les  será 
exigida  con  tanta  más  severidad  cuanto  mayores  sean  las  se- 
guridades de  estabilidad  que  se  les  ofrezca.  Procede,  pues, 
que  demostremos  la  exactitud  del  tercer  enunciado  que  formu- 
lamos al  principio. 

iir. 

La  ley  1*,  tít.  19,  Part.  6*,  al  definir  la  restitucioiF  in  inU- 
£frun^  señala  distinta  y  claramente  el  carácter  procésalo  adje- 
tivo de  semejante  derecho.  Eñ  prueba  de  ello,  véase  lo  que 
dice  de  ^1: 
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<!rIlestriut¡o  eo  latín  sügniflca  en  romanoe  denuMda  de  en^ 
trega  qwfaee  H  menor  al  Juez  qne  le  torne  álgun  pleito  <5  al^ 
-^naa  postura  que  ha  fecho  con  otro  á  daño  de  bí  en  el  estad» 
primero,  en  qne  ante  estaba,  ó  qne  revoque  el  juicio  que  foere 
dado  contra  él,  é  tome  el  pleito  en  el  estado  en  que  era  ante 
que  lo  die8den.)!> 

Despréndese,  pues,  de  la  mencionada  definición,  qne  la  res-^ 
titncion  es  nna  manera  ó  forma  de  solicitar  jndicíalmente  qne 
se  deshaga  y  anule  nn  acto  <5  una  decisión  de  aquél  drden, 
perfectamente  validos,  pero  originarios  de  nn  perjnicio  qne  se 
pretenda  reparar*.  Dedúcese  también  que  la  restitución  in  inte* 
.  grum  es  nn  procedimiento  ideado  á  fin  de  qne  se  anule  <S  revo* 
que  el  acto  ó  la  decisión  perjudicial.  Bien  puede  afirmarse^ 
por  lo  tanto,  que  son  procesales  ó  adjetivas  las  leyes  qne  regur 
lan  la  institución  de  qne  nos  venimos  ocupando. 

Por  si  lo  dicho  no  es  bastante  á  justificar  nuestra  afirma^** 
cion,  creemos  oportuno  citar  la  ley  8*  de  los  mencionados  tif; 
tulo  y  Pai'tida,  pues  en  ella  se  patentixa  más  y  más  el  carácter 
que  hemos  atribuido  á  la  restitución  iii^  inUprmn.  £a  ella  se 
^^escfende  hasta  el  detalle  minuciosísimo  y  puramente  formal 
de  exigir  que  «delante  del  juzgador  ordinario  del  lugar  debe 
^demandar  el  menor  la  restitución  é  la  entregsa  de  los  daños  é 
}^menoscabosqne  oriere  recibidoen  sus  cosas^^  jr  á  eontinuacion 
.añade:  «El  juez  debe  llamar  ante  sí  la  otra  parte  á  quien  facen 
»la  demanda,  é  si  fallare  que  el  pleito.  6  la  conoscencia^  tS  el 
:»ju¡cio  fué  fecho  á  daño  del  menor,  debel  tornar  en  aquel,  es- 
)>tado  en  que  era  ante,  de  manera  que  cada  una  de  las  partes 
»haya  ejn  salvo  su  derecho,  assí  «orno  lo  avia  primer  amiente, 
)>EstSL  restitftcion  puede  demandar  en  todo  pleito  ó  conoscen* 
)»cia  qu6l  oviere  fecho  en  daño  de  si,  ó  su  guardador,  ^  su 
^abogado.» 

Ck)n  lo  expuesto,  claramente  hemos  dejado  apuntada  la  so* 
lucion  racidhal  de  que  las  leyes  procesales  vigentes  han  venido 
á  modificar,  ya  quo  no  á  derogar,  las  que  establecieron  aquel 
recurso.  No  está  reconocido  por  ellas,  ninguna  alusión  hacen 
á  él,  han  omitido  indicar  nuevas  reglas  6  reproducir  las  qne 
oxistian  sobre  tan  importante  materia,  y  en  su  consecuencia 
no  es  aventurado  suponer  que  la  institución  de  que  nos  ocu- 
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pamoft  68  una  de  tantas  que  han  pasado  al  panteoo  del  olvido^ 
sin  merecer  siquiera  los  honores  de  que  expresamente  lo  de- 
clarara el  legislador. 

Sin  embargo,  el  hecho  es  que  falta  esa  declaración  expresa^. 
y  sin  duda  por  ello  sigue  acudiéndose  á  semejante  recursoí 
utilizable  á  falta  de  otros  más  pertinentes,  y  los  tribunales,  de- 
justicia  continúAn  admitiendo  y  sustanciando  las  demandas 
que  se  interponen  en  aquel  concepto.  De  aquí  nace  un  estado 
verdaderamente  digno  de  ñjar  la  atención,  pues  de  nada  sirve 
que  haya  razones  para  considerar  muerta  é  indefendible  una 
institución,  si  en  la  práctica  continúa  sirviendo  de  fundamento- 
á  pretensiones  y  fallos  que  entre  otros  títulos  pueden  ostentar 
el  de  ser  fieles  guardadores  de  leyes  que  cuentan  con  un  res^ 
petable  abolengo. 

Pero  tal  vez  sean  exageradas  las  anteriores  consideracio* 
nes  y  acaso  pequemos  de  extremados,  dando  un  carácter  mera 
y  exclusivamente  adjetivo   á  leyes  como  las  citadas,  que  lo» 
comentaristas  colocan  y  consideran  cómo  propias  del  Derecha< 
civil,  que  ofrece  el  contraste  observado  por  un  profundo  escri- 
tor moderno  (1).  «Bl  derecho  civil,  en  medio  del  inmenso  y. 
^constante  movimiento  progresivo  que  alcanza  á  todas  las  ra— 
»mas  del  Derecho, público,  al  político,  al  administrativo,  al  pe* 
;»nal,  al  procesal,  parece  como  algo  inmóvil,  que  ni  se  desar- 
»rolla,  ni  se  desenvuelve,  que  queda  fuera  de  esa  corriente  ca*^. 
>>racterístíca  de  los  tiempos  presentes.» 

Bn  lo  que  sí  es  preciso  reconocer  que  no  somos  exagerados^ 
cuando  creemos  afirmar  un  axioma  indiscutible,  es  afirmando* 
resueltamente  que  tienen  dicho  carácter  adjetivo  ó  procesal 
las  leyes  de  Partida  que  se  ocupan  de  la  restitución  in  inte* 
grum  contra  los  fallos  perjudiciales  á  los  menores,  y  al  Estado- 
por  analogía.  Nos  basta  observar  para  patentizar  dicha  ver- 
dad, que  las  leyes  citadas  son  las  que  la  Part.  3*  incluye  en  el 
tít.  25,  cuyo  epígrafe  es  «De  como  se  pueden  quebrantar  \o9 
»juycios  que  fuessen  dados  contra  los  menores  de  veynte  é^ 
>»cinco  años,  ó  contra  sus  guardadores,  maguer  non  fuesse  y 
:»tomada  aleada;:»  y  por  consiguiente,  es  indiscutible  que   se-- 


(1)    D.  Qumensiodo  Azeárate  en  su  notable  BistorU  del  derecho  deprefiedúi. 
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mejantes  leyes  procesales  han  sido  derogadas  por  la  ley  de  En- 
juiciamiento ciyil  y  la  Compilación  de  disposiciones  vigentes 
sobre  Enjuiciamiento  criminal. 

A  este  propósito,  creemos  digno  de  llamar  la  atención  un 
caso  de  que  tenemos  noticia,  en  el  que  se  ha  discutido  si  están 
TÍgentes  6  no  las  mencionadas  leyes  de  Partida. 

En  expediente  administrativo  judicial  instruido  en  la 
Aduana  de  Barcelona,  se  consideró  que  existían  méritos  bas- 
tantes para  estimar  que  se  había  defraudado  á  la  Hacienda  en 
los  derechos  correspondientes  á  unas  piezas  de  elástico tin  de 
seda,  y  en  su  consecuencia  se  impuso  la  multa  señalada  en  el 
párrafo  segundo  del  art.  208  de  las  Ordenanzas  de  la  renta, 
pasándose  al  juzgado  la  oportuna  copia  de  antecedentes  para 
la  incoación  de  la  correspondiente  causa  criminaL  Fallada 
ésta,  el  juez  mandó  que  se  devolviera  la  multa,  y  el  interesa- 
do reclamó  de  la  Administración  el  cumplimiento  de  la  sen* 
tencia. 

La  Asesoría  del  Ministerio  de  Hacienda,  reconociendo  la 
improcedencia  de  aquella  declaración  judicial,  á  todas  luces 
opuesta  á  lo  determinado  en  el  art.  252  de  las  Ordenanzas  de 
Aduanas  y  á  lo  establecido  en  varias  sentencias  del  Tribunal 
Supremo,  entre  las  cuales  merecen  especial  mención  las  de 
22  y  25  de  Setiembre  y  la  de  4  de  Octubre  de  1876,*  indicó,  sin 
embargo,  que  no  había  términos  hábiles  de  Ir  contra  una  deci- 
sión que  tenia  ya  la  autoridad  de  la  cosa  juzgada.  El  Consejo 
de  Estado,  no  opinó  lo  mismo,  y  conforme  á  su  respetable  dic- 
tamen recayó  una  Real  orden  encargando  á  la  Asesoría  que 
comunicara  instrucciones  al  Fiscal  del  Tribunal  Supremo,  á 
fin  de  quense  interpusiera  el  oportuno  recurso  contra  la  sen- 
tencia de  que  hemos  hecho  mérito. 

lasistió  la  Asesoría,  planteando  la  cuestión  en  términos 
claros  y  precisos  que  fundaban  su  creencia  de  que  no  preva- 
lecería ningún  recurso  que  se  intentara,  pues  el  autorizado 
por  el  art.  96  del  Decreto  de  20  de  Junio  de  1852  sólo  procede 
cuando  la  causa  ha  sido  fallada  en  segunda  instancia,  y  el  es- 
tablecido en  el  art.  86,  á  más  de  servir  sólo  para  sentar  juris- 
prudencia, no  cabía  ya  interponerlo,  después  de  que  el  Fiscal 
de  la  Audiencia  había  devuelto  el  proceso  al  Juzgado,  que  de- 
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claró  firme  la  sentencia.  El  Consejo,  no  obstante  esas  rasones, 
estimó  procedente  utilizar  el  beneficio  de  la  restitución  i«  iníe^ 
grum^  y  en  tal  sentido  se  comunicaron  las  debidas  instrucción 
nes  |tl  Fiscal  del  Supremo. 

Por  parte  de  quien  estaba  la  razón  era  difícil  saberlo  á  punto 
fijo,  á  pesar  de  qae  las  afirmaciones  que  llcTamos  apuntadas 
kacen  que  simpaticemos  y  estemos  completamente  de  acuerdo 
con  el  centro  consultivo  del  Ministerio  de  Hacienda,  á  pesar 
del  respeto  profundo  que  nos  merece  el  primero  de  la  Nación. 
Sin  embargo,  la  duda  ha  desaparecido  ya,  p^ues  el  Tribunal 
^premo  en  sentencia  de  ?^de  Febrero  último  ha  declarado  no 
haber  lug^r  á  casar  el  &II0  repetido,  entre  otras  razones,  por 
considerar  que  el  recurso  de  casación  no  procede  ni  puede  uti- 
lízaree  en  los  casos  de  restitución  i»  int^rwm. 

De  buen  girado,  ampliaríamos  los  detalles  expuestos  que 
hemos  tenido  ocasión  de  conocer,  estudiando  lo  que  lumino» 
sísimamente  se  consigna  en  los  dictámenes  de  la  Asesoría  y 
del  Ck)nsejo  de  Estado;  pero  no  estamos  autorizados  para  en- 
trar en  más  pormenores  respecto  al  caso  que  nos  ocupa,  si  bien 
tenemos  la  creencia  de  que  lo  expuesto  es  más  que  suficiente 
para  apoyar  nuestra  humilde  opinión,  que  cuenta  con  un  ar- 
gumento final  deducido  de  las  mismas  leyes  de  Enjuiciamien- 
to civil  y  criminal. 

^Quá  es  lo  que  se  pretende  remediar  con  el  recurso  de  la 
restitución  in  ini^frum  contra  las  sentencias  de  los  tribunales? 
Que  los  menores  y  corporaciones  jurídicas  reciban  (faino  ó  me- 
noscabo en  sus  bienes  por  culpa  ó  por  engaño  de  sus  guarda; 
dores  ó  de  otro,  según  dice  la  ley  de  Partida. 

Pues  bien;  el  núm.  4^  del  art.  1797  de  la  vigente  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  dice  que  há  lugar  á  la  revisión  de  una 
sentencia  firme,  cuando  se  hubiere  ganado  injustamente  en 
virtud  de  cohecho,  violencia  ú  otra  maquinación  ffaudulenta; 
y  el  mismo  artfcalo  señala  otros  casos  que  justifican  aquel  re- 
curso cuando  se  hubiere  dictado  algún  fallo,  mediando  fuerza 
mayor  ó  alguna  sugestión  interesada  en  detener  la  presenta- 
ción de  documentos  decisivos,  ó  cuando  se  hubieren  presenta- 
do documentos  falsos,  ó  si  se  hubiera  tenido  en  cuenta  la  de- 
claración de  testigos  Msos.  La  compilación  de  disposiciones 
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Tigentes  sobre  enjaiciamíento  criminal  ha  establecido  para  ca- 
sos análogos  el  mismo  recurso  de  reyision;  y  por  lo  tanto^  está 
suficientemente  garantido  el  derecho  de  los  comparecientes  ó 
interesados  en  cualquier  procedimiento  citil  ó  criminal,  para 
reclamar  la  subsanacion  de  todo  error  que  haya  causado  algún 
perjuicio  estimable. 

Todo  el  que  se  crea  perjudicado,  sea  menor  ó  mayor  de 
edad,  sea  persona  jurídica  6  individuo  tiene  nfii  medio  legal  y 
ordinario  de  conseguir  la  reparación  á  que  tenga  derecho,  y 
por  lo  mismo  es  odioso  é  irritante  que  el  Estado  y  los  menores 
atilieen  todavía  un  recurso  extraordinario,  irracional  y  de  du- 
dosa legalidad. 

Para  concluir,  sólo  nos  falta  recordar  los  tres  problemas 
que  planteamos  al  principio,  y  resumir  breyísisimamente  la 
solución  que  hemos  dado,  con  el  temor  natural  del  que  no  tiene 
autoridad  ninguna  ni  más  título  que  una  afición  extrema  á 
los  problemas  jurídicos. 

¿Es  defendible  á  la  luz  de  la  razón,  el  beneficio  de  la  resti- 
tocion  in  intégmm^  Entendemos  que  no,  por  aet  un  privilegio 
odioso  é  innecesario. 

¿La  restitución  in  integrum  á  favor  del  Estado ,  es  acepta- 
ble en  algún  concepto?  Creemos  qno  no>  pues  la  Administra- 
clon  tiene  medios  suficientes  de  reparar  6  evitar  cualquier  dsr 
ño  á  perjuicio  que  se  le  irrogue. 

¿Están  en  vigor  todas  las  leyes  de  Partida  referentes  á  la 
restitución  in  int^rumf  Para  nosotros,  es  indudable  que  las 
modernas  leyes  de  Procedimiento  civU  y  criminal,  por  lo  me- 
nos han  modificado  notablemente  aquella  institución,  llamada 
á  desaparecer  de  nuestro  Derecho^  no  sólo  en  cuanto  es  un 
beneficio  otorgado  á  los  menores,  sino  más  principalmente  en 
eoftnto  es  un  privilegio  ostentado  por  la  Admistracion. 


Luis  M.  MiQUBL  Tbaboüen. 


NOTARIADO. 


DERECHO  ADMINISTRATIVO. 


N<yHsima  legislación  de  ffaeienda,  referente  á  los  «Impuestos  del 
timbre  del  Estado»  y  «Derechos  reales  y  trasmisión  de  iienesy^. — 

Sus  contradicciones, 

I 

El  carácter  avasallador  y  absorvente  del  Fisco  le  ha  conci- 
tado, en  todo  tiempo,  el  anatema  universal  de  los  administra- 
dos, á  lo  qae  hablando  en  paridad,  debe  agregarse  la  poca 
conformidad  de  éstos  para  sobrellevar  con  gusto  las  cargas  del 
Estado.  La  resistencia  del  contribuyente  ha  estimulado  la  na- 
tural propensión  coercitiva  del  administrador,  y  siempre,  ea . 
todo  tiempo  y  á  toda  hora^  es  el  Fisco  objeto  de  la  inquina  ge- 
neral; á  cuya  agresión  contesta,  haciendt)  de  cuanto  existe 
materia  imponible;  barajando  á  el  efecto  clases,  carreras  y 
profesiones;  y  convirtiendo  en  instrumentos  propios,  cuantos 
funcionarios  tiene  la  sociedad,  siquiera  por  su  misión  y  aun  por 
el  derecho  positivo,  estén  fuera  de  su  alcance  y  dependencia. 

Bien  sabemos — ^y  no  podía  ocultársenos — que  las  cuestio- 
nes económicas  son  y  serán  siempre,  lo  primordial,  lo  esen- 
cial para  la  vida  armónica  de  los  Estados;  no  ignoramos^  que 
requieren  toda  la  actividad  y  toda  la  inteligencia  de  los  Poderes 
públicos,  pero,  aún  teniendo  muy  en  cuenta  la  resistencia 
eterna  y  perdurable  de  los  contribuyentes,  parécenos  que  el 
Estado— ^diligente  y  activo  para  la  percepción  del  impuesto — 
no  puede  basar  estas  cualidades,  en  el  desprestigio  de  funcio- 
narios y  contribuyentes  y  en  la  desconfianza  y  el  recelo,  de 
unos  y  otros, como  norma  de  conducta.  Menos  aún  debe  apare- 
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eer  apasipnado  en  sus  procedimientos,  porqne  el  Estado  na 
puede  ser  otra  cosa  que  el  representante  austantivo  y  real  de 
laJasticia. 

No  es,  por  el  momento,  nuestro  propósito  el  verificar  un 
^«stodio  económico  para  el  que  se  requieren  dotes  especialísi* 
mas  y  conocimientos  superiores,  de  que  sin  duda  careceníos; 
pero  sí  nos  proponemos  examinar,  en  este  trabajo,  las  novísi- 
mas disposiciones  de  Hacienda,  en  cuanto  se  relacionan  con 
los  señores  Notarios,*  y  ciertamente  que  hallarán  los  ilustrados 
:4ectores  de  esta  Revista^  si  se  dignan  acompañamos,  razón 
^bastante  á  justiflcar  las  amargas  quejas  de  que  pretendemos 
48er  eco. 

Conviene  á  nuestro  intento  comenzar  preguntando  del  modo 
siguiente:  ¿Conoce  la  Hacienda  el  carácter  jurídico  del  Nota- 
í-xio?  ¿Conoce  su  importancia  y  trascendencia  social?  ¿Tiene 
Idea  de  su  naturaleza  orgánica  y  legal? 

Parécenos  que  no,  y  esperamos  demostrarlo. 

Si  nuestras  observaciones  son  exactas,  la  Hacienda  sig^e 
creyendo  que  el  Notario  es  aún  aquel  funcionario  que  satiriza- 
ron nuestros  clásicos;  aquél,  que  ella  instituia' mediante  la  com'- 
fra  de  un  oficio  y  cuya  suficiencia,  por  regla  general,  era  me- 
nos importante  para  el  Estado  que  la  cantidad  que  por  la  fé 
cobraba  de  aquel  Escribano,  objeto  constante  de  la  maledicen- 
cia pública,  y  que  aún  hoy,  por  extraña  anomalía  que  no  nos 
^ explicamos,  racionalmente,  isigue  supeditado — á  pesar  de  sufé 
Judicial --á  la  campanilla  del  Juez  de  primera  instancia.  Ra- 
zonemos nuestra  creencia. 


♦  * 


Es  achaque  muy  viejo,  el  que  los  hombres  y  las  institucio- 
nes de  Hacienda  traten  de  imponerse  á  todos  los  organismos 
-^constitutivos  del  Estado;  cuando  les  abona  el  derecho,  porque 
así  corresponde,  y  cuando  las  necesidades  públicas  lo  exigen, 
porque  no  hay  medio  de  evadirlas,*  mas  de  lo  exacto  .de  estas 
-afirmaciones  no  puede  deducirse,  en  modo  alguno,  que  se  haa 
^de  tolerar  en  silencio,  al  menos,  sus  intrusiones  y  suspicacias 
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ofeasiyas,  qoe  despreBtigían^  no  sólo  á  ciudadanos  dígníisimcM3& 
jesto  fuera  sobrado,  sino  á  instítaciones  fundamentales  de  l^ 
importancia  del  Notariado.  Por  ello,  el  que  nosotros,  recono- 
ciendo el  hecho,  ejercitemos  el  derecho,  á  fin  de  eTÍdencíar- 
palmaríamente,  que  no  pasan  sin  protesta  las  extralímitaciono»: 
de  Hacienda. 


A-     * 


Estudiando  sus  novísímaa  disposíeiones  con  la  calma  y 
frialdad  que  requiere  el  asunto,  no  ya  sólo  en  la  legislacioor 
misma,  sino  que  también  en  lo  referente  al  modo  de  cumplir- 
las los  Notarios,  se  justificará  cuanto  llevamos  dicho  por  doro- 
que  á  primera  vista  pareciere. 

No  está  el  mal  para  nosotros,  en  que  el  Fisco  tenga  decidi* 
do  propósito  de  hallar  en  todo,  materia  imponible,  asi  se  trata 
de  instituciones  como  de  valores  ó  personas,  sino  en  que  por 
la  cohdícíonalidad  dé  su  naturaleza,  sin  pretenderlo  acaso^ 
aminora  el  buen  concepto  de  que  disfrutan,  entre  otros,  los  se- 
ñores Jueces  y  Notarios;  cosa  harto  delicada  y  grave,  puesto 
que  por  bieii  público  no  puede  suponérseles  movidos  por  otro 
resorte  que  el  cumplimiento  de  la  ley;  y  toda  disposición  que 
tienda  á  significar  desconfianza  de  su  moralidad,  partéenos  so** 
brado  peligrosa,  ya  que  no  manifiestamente  injusta. 

La  Hacienda,  lo  hemos  dicho  y  lo  repetimos  nuevamente, 
va  derecha  á  su  objeto,  á  la  recaudación,  y  nada. aventuramos^ 
al  consignarlo,  puesto  que  los  hechos  óuotidianos  demuestran 
su  exactitud  y  alcance;  buen  ejemplo — concretando  la  cuestión,. 
— lo  hecho  con  los  Notarios  últímamente,  que  por  la  sola  vo* 
luntad  del  Fisco  se  han  convertido  en  agentes  del  impuesto^ 
obligándoles  á  ejecutar  actos  en  defensa  de  los  intereses  del. 
Estado,  que  destruyen,  por  su  base,  una  de  las  más  principalí- 
simas condiciones  que  los  caracterizan;  la  imparcialidad.  Re- 
pitamos nuestras  anteriores  preguntas. 

¿Conoce  la  Hacienda  el  carácter  jurídico  del  Notario? 

¿Tiene  idea  de  su  naturaleza  orgánica? 

¿Conoce  su  importancia  y  trascendencia  en  el  organismo^ 
social? 

¿Babe,  que  para  el  Notario,  el  Estado,  es  una  persona  social 
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ian  jmidicft  j  tan¡  f  astaatirá  como  el  aér  híimano,  eomo  la.  co- 
leetivfdad^  ya  sea  esta  comercial,  industrial,  mauicípal  6  pro*^ 
vincial? 

¿Sabe^  que  aoté  él,  como  fanciónario  público,  autorixado 
parm  dar  fé,  conforme  á  las  leyes  de  los  contratos  y  demás 
aetos  extrajudícialeSr  acuden  el  índÍTÍdiioj  la  colectiyidad  y  el 
Estado  mismo,  álegalizar  sos  convenios,  sus  contratos,  sin  qvft 
ninguDO  de  ellos  tenga  derecho  á  preferencias  ni  distinciones 
por  sa  parle? 

¿Sabe,  <^ue  taLregla  de  conducta  la  prescribían,  con  la  mo^ 
ral,  la  legislación  orgánica  del  Notariado  y  aún  la  jurispruden^ 
€ia  administratira  de  la  Dirección  general  de  los  Registros? 

^abe,  qiie  el  Notario  no  es  un  servidor  del  Estado,  sino  xxn 
Hinistro  de  la  ley? 

43abe,  que  si  bien  recibe  del  Estado  la  fé  .extrajudicial  no 
está  obligado  por  ello,  ni  á  darla  como  á  este  le  convenga^  ni 
siuph6  menos  á  eonyertirse  en  agente  suyo,  si  bien  ha  de  cum-^ 
plir  severa  ¿  imparcialmente  cuanto  las  leyes  ordenaren? 

¿Sabe,  que  cuantos  gravámenes  imponga  legalmente  á  los 
ciudadanos,  el  Notario,  en  cumplimiento  de  sü  deber  y  á  fin 
de  Que  los  documentos  que  autorice  sean  ñrmes  y  valederos 
en  todos  conceptos,  cuidará  muy  especialmente  de  hacérselos 
saber  á  los  contratantes  para  .que  Los  cumplan  religiosamente? 

¿Sabe,  que  al  efecto,  en  todo  documento  notarial,  hay  un 
miembro,  técnicamente  llamado  Ádverúencias  Uqalesy  dondo 
habla  el  Notario  por  ministerio  de  la  ley  y  previene  á  las  par* 
tes  lo  que  prevenir  deba  para  la  perfección  del  contrato? 

¿Sabe,  que  si  por  cualquier  concepto  omitiere  las  adverten- 
cias que  correspondieren,  según  lod  casos,  tiene  determinada 
su  responsabilidad,  ya  en  la  ley  Hipotecaria,  ya  en  la  legisla- 
ción notarial,  ya  en  el  Código  penal? 

Sin  duda  ignora  cuanto  queda  expuesto,  lo  cual  no  es  ma- 
ravilla tratándose  de  la  Hacienda, — y  buena  prueba  es  la  que^ 
proporciona  en  la  ley  de  timbre  del  Estado;  allí  encontrará  el 
lecix>r  en  suart.  12,  señales  del  desconocimiento — no  hay  modo- 
de  calificar  más  $tiavemente  el  precepto  novísimo — en  que  la 
Hacienda  está,  así  del  carácter  jurídico  del  Notario,  como  de  sa 
naturaleza  é  importancia  en  el  corganismo  social. 

TOMO  LX  26 
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¿Acaso,  si  no,  hubiera  consignado  en  ei  primer  párrafo  del 
tirt.  12  ya  referido,  el  siguiente  precepto,  opuesta  de  todo  en 
todo,  á  la  naturaleza  del  cargo  del  Notario?  ' 

«Las  copias,  dice,  de  las  escrituras  <5  documentos  cuya 
cuantía  sea  superior  á  50.000  pesetas,  se  extenderán  en  papel 
iimbrado  de  la  clase  primera,  y  ánt$s  de  entregarlas  d  ¡os  inte» 
tesados  se  presentarán  en  la  oficina  liquidadora  de  Derechos 
Teaiesá  fin  de  pagar  0^50  céntimos  per  cada  1.000  pesetas  que 
•exceda  su  fracción ,  contándose  ésta  siempre  por  1.000  pese- 
tas. El  liquidador  al  lado  del  timbre  pondrá:  «Visado;»  núme* 
ro....  fecha  y  su  sello.» 

¿Quién  ha  de  llevar  este  documento  á  la  oficina  liquidado* 
ra?  Puesto  que  ño  pueden  yerificarlo  los  interesados,  sin  duda 
ha  de  ser  el  Notario  ¿Y  sí  es  así,  por  virtud  de  qué  facultades 
^especiales  se  ha  creido  la  Hacienda  suficientemente  autorizada 
para  encargarle  diligencias  que  no  le  incumben,  en  poco  ni  en 
mucho,  siendo  suficiente,  en  buenos  principios  notariales,  la 
advertencia  legal  á  las  partes  consignada  en  el  documento? 

¿Ciertamente  que  en  Hacienda  suceden  cosas  bien  raras, 
puesto  que  se  derogan  artículos  de  Reglamentos  por  Circula- 
res reservadas  de  la  Dirección  de  Contribuciones;  pero,  ¿tiene 
facultades  la  Hacienda,  y  mucho  menos  por  modo  indirecto, 
para  cambiarla  naturaleza  del  cargo  del  Notario  con  virtiéndo- 
le en  agente  privativo  suyo? 

¿Cómo  puede  este  funcionario  negarse  á  entregar  las  copias 
<le  una  escritura  á  los  interesados  cuando  éstos  se  lo  exijan  por 
virtud  del  derecho  que  la  ley  orgánica  del  Notariado  les  con- 
-cede? 

¿Con  qué  carácter  ha  de  llevar  el  Notario  al  liquidador  el 
documento  otorgado?  ¿Con  el  de  dependiente  del  Fisco,  ó  con 
«1  de  representante  de  las  partes? 

¿Puede  tener  uno  ú  otro,  el  Notario? 

La  dialéctica  más  sutil  y  casaísticá  no  podrá  contestar  ra- 
:zonable  y  categóricamente  á  las  anteriores  preguntas. 

Pero  mirado  el  asunto  bajo  otro  áspecta  menos  elevado, 
aunque  siempre  interesante,  ¿ha  previsto  la  Hacienda  que  sólo 
liay  oficina  liquidadora  en  la  cabeza  del  partido  judicial,  allí^ 
<ionde  se  halla  establecido  el  Registro  de  la  Propiedad? 


I 
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¿Ha  tenido  en  cuenta  que  hay  infinitas  poblaciones  impor- 
tantes, á  larga  y  penosa  distancia  de  la  en  que  habrá  de  es- 
tablecerse la  oficina  liquidadora? 

¿Ha  pensado  que  si  el  Notario  no  puede  entregar  las  copias 
ú  los  interesados  sin  el  Visado  del  liquidador,  ha  de  Ueyarlos 
él,  personalmente  ante  dicho  funcionario,  y  qtie  durante  su  an- 
-seneia  paeden  ocurrir  hechos  que  reclamen  su  ministerio  legal 
-en  su  demarcación,  y  que  no  tienen  por  cíórto  fácil  remedio 
después  de  pasada  la  oportunidad? 

¿Ha  previsto  la  Hacienda,  el  desconcepto  público  en  que 
•coloca  á  la  Fé  notarial^  inútil  en  tanto  que  .el  liquidador  la  dé 
su  sanción,  en  el  caso  que  nos  ocupa? 

¿Ignora  la  Hacienda,  que  todo  contrato  se  perfecciona  por 
<A  consentimiento;  y  escrito  ó  no,  es  obligatorio  para  los  con- 
tratantes? 

¿Ha  olvidado  la  Hacienda,  qOQ  los  documentos  notariales 
•constitayen  prueba  plena  y  fehaciente,  ínterin  no  se  redar- 
guyan de  falsos  y  se  pruebe,  con  arreglo  á  la  ley,  el  supuesto 
delito? 

.  ¿Se  ha  fijado,  en  que  no  es  obstáculo  para  la  validez  de  una 
obligación,  el  que  esté  redactada  en  otro  papel  que  el  corres- 
pondiente, puesto  que  siendo  esta  falta  imputable  tan  sólo  á 
el  Notario,  este  es  el  únicamente  responsable  de  ello? 

No;  tan  sólo  se  ha  fijado  en  el  fin  que  persigne,  en  la  re- 
•caudacipn;  y  á  el  efecto  ha  redactado  el  art.  13  del  Reglamen- 
to, para  llevar  á  debido  cumplimiento  la  expresada  ley;  en 
que  se  dispone  que  «los  pagos  en  metálico,  por  razón  de  tim- 
bre á  que  se  refiere  el  art.  12  de  la  ley,  se  efectuarán  en  las  ofí- 
*cinas  liquidadoras  de  derechos  reales. 

»Los  Notarios  no  podrán  entregar  á  los  interesados  las  90- 
pias.de  las  escrituras  expresadas  en  el  citado  artículo  12,  sin 
que  conste  previamente  el  visado  del  Liquidador*,  á  cuyo  efecto 
exigirán  de  los  primeros  el  importe  del  timbre  fara  verificar  di- 
cho pago,» 

y,  hé  aquí^  como  la  Hacienda,  sin  reparar  en  los  medios, 
cambia  por  un  precepto  reglamentario,  una  disposición  legis- 
lativa que  afecta  á  la  naturaleza  de  la  institución  Notarial. 
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|Para  qnéy  paes,  las  leyes  en  este  país^  si  no  se  han  de  cum* 
plir,  si  las  han  de  barrenar  los  misinos  poderes  públicos^  á 
quienes,  menos  que  á  otros  puede  escuaar  la  í^noranciai 

¡Convertir  el  importantísimo  cargo  de  Kotarío  en  &&  re^ 
caudador  sin  honorarios,  aunque  con  respoosabilidahdt  de  la 
Hacienda  pública! 

fHacer  de  nn  funcionario  íoportantísímo^  cnyo  valor  se  fun- 
da en  su  independencia,  un  agente,  tin  alguacil  del  fisco! 

¡Y  para  ello  derogar  de  soslayo  y  maáosameote  una  ky^ 
por  un  precepto  reglamentario! 


II 

De  la  ley  y  Reglamento  del  Tíembre  del  Estado,  pasemos  4 
las  disposiciones  de  igual  carácter,  aunque  referentes  á  el  im- 
puesta de  Derechos  reales  y  trasmisión  de  bienes. 

Corrígese  en  el  caso  4®  del  art.  1**  de  esta  ley,  la  errata  co-* 
metida  y  consignada  en  la  de  Presupuestos  del  Estado  de* 
1872-73,  llamando  ya  por  su  verdadero  nombre  al  Notario. 
[Loado  sea  el  señor  que  ha  permitido  que  al  ñn  distinga  la  Ha- 
cienda entre  la  íé  judicial  y  la  extrajudieiaU 

No  es  ésta,  sin  embarga,  Is  sola  sorpresa  que  nos  propor- 
cionan estas  disposiciones;  parece  que  también  se  conoce  alga 
la  materia  de  redacción  de  documentos,  y  nos  fundamos  en  el 
artículo  1S4  del  Reglamento  para  la  administración  y  realiza- 
ción del  impuesto,  que  dice  así: 

«Todo  Notario  que  autorice  cualquier  documento  síijeto  al 
fago  del  impuestOy  expresará  al  pié  del  mismo  la  obligación  de 
presentarlo  á  liquidar  dentro  del  plazo  determinado.» 

EÍBte  precepto,  á  más  de  estar  en  armonía  con  la  legislación* 
y  buena  doctrina  notarial,  supone  en  el  Profesor  Notario,  una 
capacidad,  que  ciertamente,  tiene  por  virtud  de  la  que  debe  ca- 
lificar sin  equivocarse — después  diremos  por  qué — si  el  do-- 
cu  mentó  está  sujeto  ó  no,  al  pago  del-  impuesto. 

Concordado  éste  artículo  con  el  177  del  referido  Reglamen- 
to, en  el  que  se  determina  taxativamente  la  responsabilidad 
en  que  incurre  el  Notario,  ya  por  autorizar  doenmentos  si» 
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que  se  haga  constar  por  los  interesados  qne  el  título  ó  instru- 
mento mediante  el  que  acreditan  su  derecho^  pagó  el  impues* 
io  6  se  halla  exento  de  ál^.ya  cuando  no  advirtieran  á  los  inte» 
resados^Ios  plazos  y  las  penas  en  que  incurririan  de  no  presen» 
tar  su  documento  á  la  Oñcina  liquidadora^  Tiene  á  confirmar 
nuestra  aserción,  de  que  en  estas  disposiciones  se  demuestra, 
<iue  la  Hacienda  conoce  la  materia  notarial  y  procura  armoni- 
zarla con  sus  preceptos  referentes  á  recaudación  del  impuesto. 

¿Como,  pues,  en  este  caso,  discurre  tan  prudentemente  la 
Hacieikda  y  de  un  modo  tan  contrarío  á  lo  que  ordena  en  ma- 
sería de  timbre  del  Estado? 

Desconocemos  la  causa  de  tal  disparidad,  y  á  no  ser  que 
consista  en  que  cada  disposición  proviene  de  distinta  Dirección 
general,  de  las  yarias  de  que  consta  el  Ministerio  de  Hacienda, 
tto  hallamos  en  yerdad  explicación  natural  del  suceso.  Lo  in- 
dudable, y  que  no  puede  |iasarse  -en  olvido,  es  que  hay  ^íscor- 
<daneia  de  preceptos,  en  dispósioioneís,  no  sólo  firmadas  por  el 
mismo  Ministro,  sino  de  igual  fecha. 


Tteae  este  Beglamento  además,  entre  otras,  una  singula- 
rísima contradicción  consiga  mismo,  que,  por  cierto,  es  yerdn- 
deramente  inexplicable  para  nosotros. 

Previene  en  su  art.  M  que  «todo  documento  que  contenga 
acto  6  contrato  sujeto^  ne  al  pago  del  impuesto  ha  de  presen^ 
iarse  forzosamente  en  la  Oficina  liquidadora,  dentro  de  los  pla- 
usos en  él  señalados.»  ¿Cómo  debe  entenderse  este  precepto? 
Hay  una  opinión  casi  dominante,  y  es  la  que  sigue:  «Todo 
•documento  que  devengue  el  impuesto  debe  presentarse  forzosa- 
mente en  la  Oficina  liquidadora.»  Hay  otra,  que  no  distingue 
sino  que^  sin  interpre/tar  la  letra,  cree  que  debe  presentarse  á 
la  Oficina  liquidadora  iodo  documento  que  contenga  acto  6  €071- 
trato  sujeto  ó  no,  al  pago  del  impuesto  y  apoya  su  opinión,  no 
sólo  en  la  letra  del  art.  54,  sino  en  lo  que  dispone  el  154  an- 
teriormente trascrito. 

Esta  opinión  fué  la  de  la  Hacienda  no  hace  mucho,  y  con- 
tra ella  prevaledó,  ante  el  Consejo  de  Estado,  la  de  un  dili- 
gentísimo profesor-notario  de  esta  Villa  y  Corte. 
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Nuestra  lealtad,  sin  embargo,  nos  obliga  á  manifestar  que 
semejante  interpretación  no  está  ya  muy  dentro  del  texto  vi* 
gente,  puesto  que  se  refería  al  art.  36  del  Reglamento  de  14 
de  Enero  de  1873,  que  si  bien  es  el  mismo  54,  del  de  31  de  Di- 
ciembre de  1880,  so  le  ha  adicionado  por  la  Hacienda,  la  frase 
de,  «sujeto  ó  no,  al  impuesto»  sin  duda,  para  derogad  aquella 
sentencia  del  precitado  Consejo  de  Estado. 

Pero  es  lo  cierto  que  hay  manifiesta  contradicción  entre  lo» 
artículos  54  y  154  del  Reglamento  vigente. 

La  opinión  menos  expuesta  á  responsabilidades  para  el 
Notario  es  la  que  en  segundo  lugar  dejamos  consijgnada;  más, 
¿es  posible  que  la  Hacienda  extreme  su  fiscalización,  y  quiera 
que  aún  cuando,  á  juicio  del  Notario,  el  documento  no  esté 
sujeto  al  impuesto,  deba  presentarse  en  la  Oficina  liquidadora? 
Y  si  esto  quiere  y  puesto  que  lo  ordena  así,  ha  de  cumplirse  el 
precepto,  ¿á  qué  determinar  en  el  art.  177  la  responsabilidad 
en  que  incurre  este  funcionario  por  la  omisión  déla  adverten'» 
cía  de  presentación  del  doetimento  en  la  Oficina  liquidadora 
cuando  esté  sujeto  al  impuesto"^ 

Si,  «esté  ó  no  sujeto  al  impuesto,»  ha  de  presentarse  al  li- 
quidador el  documento,  ¿por  qué,  repetimos,  lo  díspuesfx)  en 
el  art.  177?  ¿Hay  modo  de  resolver  esta  antinomia? 

Decididamente,  dirán  los  sostenedores  de  la  primera  y  mai» 
general  opinión,  sólo  deben  llevarse  al  liquidador,  los  docu- 
mentos que  deban  ir,  no  todos;  ¿á  qué — añadirán— exigir  res- 
ponsabilidad en  unos  casos  y  en  otros  no? 

Sigamos  analizando,  que  aún  restan  contradicciones  que- 
evidenciar. 

*  • 

¿Qué  concordancia  tiene  con  el  art.  177,  el  103,  que  es  en 
su  esencia  y  casi  en  su  forma,  el  69  del  {teglamento  ya  dero* 
gado  de  1873? 

En  ambos  se  dispone  que  el  liquidador  del  impuesto  es  el 
que  bajo  su  exclusiva  responsabilidad  puede  poner  la  nota  de- 
exencion  en  el  documento,  si  así  procediere,  <S  la  de  pago  cuan- 
do el  interesado  lo  realizare,  según  el  110,  que  ño  es  otro  que 
el  90  del  derogado. 
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Reflexionemos  an  momento  sobre  los  preceptos  legales  que- 
lleyamos  ja  expuestos. 

«Si  el  Notario  no  advierte  á  las  partes  la  presentación  del 
documento  sujeto  al  p<^go  del  impuesto  incurre  en  responsabi<* 
lidad.^ 

«Si  el  documento  na  e&td  sujeto  al  pago  del  impuesto,  sólo 
el  liquidador  es  funciotiario  competente  para  determinarlo. )> 

<Esté  6  no  sujeto  al  pago  del  impuesto,  todo  docamento  qoe- 
contenga  acto  ó'contrato,  ha  de  presentarse  forzosamente  ea 
la  Oficina  liquidadora.» 
•  ••••••••••••••••••••••  ••   •••••   •••• 

Si  todos  los  documentos  que  contengan  acto  6  contrato  hai> 
de  presentarse  al  liquidador,  y  sólo  ^ste  puede  poner  la  nota 
de  exención  en  ellos,  á  cuyo  efecto,  en  el  art.  131  se  señalan 
los  honorarios,  qoe  á  dicho  fancionario  correspondei^  ¿á  qxxé 
imponer  responsabilidad  al  Notario,  solamente  cuando  omita  la 
advertencia,  de  la  presentación  de  los  documentos  sujetos  at 
pago  del  impuesto  en  la  oficina  liquidadora? 

¿Quién  resuelve  esta  nueva  contradicción? 

Bien  sabemos  que  el  ingenio  humano  es  poderoso,  y  supo- 
nemos por  ello,  que  no  faltará  alguno  que  resuelva  y  armonice 
estas  nuestras  dudas,  pero,  ¡gran  armonizador  será! 

s  Mas  como  la  ciencia  notarial  es  teorice-práctica,  es  preciso 
contestar  categóricamente  á  esta  pregunta: 

¿Hay  que  llevar  ó  no,  todos  los  docamentoá  notariales  á  las 
Oficinas  liquidadoras? 

Si  el  Notario  mereciera  de  la  Hacienda  la  consideración  qu& 
dispensa  al  futuro  liquidador,  podría,  en  caso  de  duda,  con- 
sultar oficialmente  para  su  mejor  acierto,  como  por  el  parra- 
fo  3**  del  art.  103  puede  verificarlo  aquel  funcionario;  pero  el 
Notario,  ni  aun  de  buena  fé,  puede  equivocarse  sin  responsa- 
bilidad; en  su  vista,  ¿qué  temperamento,  qué  solución  será  la 
más  acertada? 

Tratándose  de  un  superior  jerárquico  como  el  Fisco,  no 
basta  aplicar  estrictamente  las  reglas  de  hermenéutica  legal 
y  es  difícil  la  contestación,  no  ya  en  derecho  positivo,  sino  ea 
la  práctica  que  la  Hacienda  hará  prevalecer. 

Allí  donde  el  Notario  entienda  que  la  Hacienda  no  deven-- 
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^  6Í  ímpnefíto  fiscal,  no  «s  ciertamente  serio  ni  regalar  que 
haga  la  advertencia  legal  que  pide  el  art.  177  del  vigente  fie- 
giamento,  mas  esta  omisión  implica  necesariamente  la  manifes- 
tación tácita,  por  parte  dd  Notarioi  de  la  exención  del  acto  6 
-contrato  conteniólo  en  el  documento,  ¿será  ella  bastante  para 
que  se  admita  este  en  los  Tribunales,  Registros  y  Notarías  sin 
dificultad  alguna?  ¿No  es  privativo  del  liquidador  el  consig- 
nar en  el  documento  ya  la  nota  del  pago,  ya  sn  estencion? 
4N0  se  exige  responsabilidad  al  Jue2  Registrador  y  Notam  por 
admitirle  en  sus  respectivos  despachos,  sin  este  requisito^  al 
parecer  esencialísinu)?  ¿Qa^  temperamento  adoptarán  los  Tri^ 
bunales  y  Oficinas  del  Estado  y  los  Registradoires  dé  la  Pro- 
piedad en  este  particulai? 
«••••••••«••••••••••••-••«•«••  •    ••• 

Mediadamente  hemos  retrasado  la  publicación  de  este 
estudio  esperando  que  la  práctica  evidenciará  aligona  de  las 
dificultades  mencionadas,*  mas  como  éstas  no  han  de  resultar 
isino  con  la  instalación  de  los  novísimos  funcionarios,  liquida-* 
dores  del  impuesto,  y  ya  se  anuncia  que  acaso  no  lleguen  á  es- 
tablecerse, es  lo  cierto,  qne  nuestras  previsiones  no  han  dado 
resultado  hasta  la  fecha,  y  lealmente  nos  presentamos  con 
las  dudas  que  tenemos  á  nuestros  iUstrados  compañeros. 


Conocidas  ya  nuestras  opiniones  acerca  de  la  independen» 
^ia  de  la  clase  Notarial,  así  eomo  de  su  severa  moralidad,  no 
hay  para  qué  manifestar  que  tenemos  vehementísima  afición  á 
•que  el  Notario  no  ponga  la  advertencia  del  pago  sino  cuando 
el  dociimento'esté  sujeto  á  él;  pero  nos  guardamos  ^ucho  de 
creer  que  esta  nuestra  afirinacion  sea  la  ménoEi  exenta  de  difi* 
^^ultades  y  disgustos  para  el  Profesor»  que  puede  ver  amengua- 
da su  reputación  de  docto,  por  una  opinión  más  6  menos  aven- 
turada; y  que,  aun  cuando  prosperase,  como  creemos,  ante  la 
Superioridad,  el  Notario  habrá  necesitado  de  toda  su  actividad 
y  algo  más,  para  que  su  buen  nombre  quede  en  el  lugar  que 
corresponde. 

No  es  lo  mismo  resolver  privadamente  una  consulta  que 
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Terificarlo  desde  las  colamnas  de  esta  importantísima  publi* 
«nación. 

Muchas  más  contradicciones  habrá  en  la  legislación  novísi- 
ma de  Hacienda  en  lo  referente  á  los  impuestos  de  «Derechos 
reales  y  trasmisión  de  bieues»  y  <cdel  timbre  del  Estado;»  la 
practica  irá  demostrando  la  existencia  de  algunas  más  de  las 
expuestas  y  previstas  y  ala  vez,  que  armonizará  lo  que  armo- 
nizable  sea,  demostrará  lo  erróneo  de  algunos  de  sus  precep- 
tos y  su  necesidad  de  reformarlos  ó  abolirlos,  á  fin  de  que  no 
-sé  dé  el  peor  de  los  espectáculos  jurídicos;  el  del  incumpli- 
miento de  la. Ley  por  gobernantes  y  gobernados. 

J.  SsBaÁNO  T  Otbiza. 
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LOS  CAMCHRES  DE  LA  ESCUELA  CRfflIÍALISTA  ITALIANA 
j  egpeeialmeDte  respecte  i  alpnas  modernas  cnesüones  teiíricas  j  ^Mm. 

sobre  la  pena. 


Sección  B. 


LA    RBINCIDENCIA. 


§  143. — Formidable  y  síempire  abierto  es  el  problema  de  la*. 
reincidencia.  Esta  es  la  ánica  causa  hábil  de  justificar  el  au- 
mentó  penal,  determinada  por  las  condiciones  intrínsecas  de 
la  pena,  y  especialmente  la  de  ser  la  pena  eficaz  é  igual  para 
todos  los  culpables.  Evidentemente  se  trata  también  de  una 
circunstancia  individual  que  influye  sobre  el  grado  de  la  pena 
y  sobre  el  grado  del  delito,  según  que  se  tome  por  base  en  la 
noción  de  la  reincidencia  ó  la  normal  sensibilidad  del  reo  con 
la  pena  normalmente  eficaz  para  todos  los  condenados  en  ge- 
neral, ó  bien  la  perversidad  ó  grado  mayor  de  dolo  demostra- 
do por  el  culpable  con  la  recaida.  En  este  segundo  caso  tene- 
mos en  la  reincidencia  una  causa  de  aumento  de  la  imputación 
6  del  delito;  en  el  primero,  por  el  contrario,  hay  una  causa  de 
aumento  de  la  pena. 

§  144. — Nosotros  hemos  reservado  de  exprofeso*  el  discurrir 
Siquí  sobré  la  reincidencia,  porque  creemos  que  es  falsa  la  otra 
opinión  que  funda  su  teoría  sobre  el  supuesto  de  un  aumento- 
de  dolo.  Este  aumento  no  está  probado  en  los  hechos.  El  ladrón 
que  roba  una  segunda  vez  después  de  haber  sufrido  la  conde- 
na por  un  primer  hurto,  no  tiene  mayor  fuerza  moral  subjeti- 
va para  cometer  el  segundo  hurto;  más  bien,  el  hecho  prece- 
dente después  que  no  ha  servido  para  corregir  su  pasión  delic- 
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tnosa^  por  el  contrario  le  ha  acostumbrado  á  vencer  la  repug- 
nancia de  la  nueva  deliberación  criminal. 

Guando  quiere  radicarse  la  reincidencia,  no  tanto  en  el  au- 
mento del  dolo  cuanto  en  la  perversidad  mayor  del  culpable, 
esta*perversidad  no  está  probada  ni  sé  prueba  con  el  hecho  de 
la  recaída,  mientras  el  hombre  puede  perseverar  en  las  ten- 
dencias malas  ó  conquistar  por  el  contrario,  nuevas  malas 
tendencias  con  ocasión  de' la  pena,  ó  bien  por  el  efecto  de  las 
mismas.  Las  penas  infligidas  tienen  una  influencia  diversa  so- 
bre los  varios  culpables,  y  pueden  ejercer  en  ellos  una  influen- 
cia deletérea  cuando  no  responden  á  las  condiciones  de  un  buen 
sistema  penal  cuando  esas  penas  se  hallan  reprobadas  por  la 
ciencia,  por  ejemplo,  la  detención  en  común  como  existe  toda- 
vía en  algunas  casas  penales  de  Italia  y  de  otros  países.  Ade- 
más, después  de  la  cárcel,  los  liberados,  por  dispuestos  que  se 
hallen  para  andar  ó  mover  el  paso  en  el  recto  sendero,  encuen- 
tran peligros  por  todas  partes  que  fácilmente  comprometen 
aquella  primera  yibuena  disposición  del  ánimo,  peligros  indivi- 
duales que  aquí  se  convierten  en  peligros  para  la  sociedad. 
Esta  á  su  vez^  con  su  propia  actitud,  con  demasiada  frecuencia 
parece  pretender  de  los  liberados  virtudes  superiores,  virtudes 
casi  heroicas  si  se  tiene  en  cuenta  la  cultura  que  tienen  en  ge- 
neral estos  aparte  de  la  debilidad  de  sus  buenos  instintos.  La 
sociedad  huye  de  los  libertados  de  la  cárcel  más  á  menudo  que 
los  ayuda,  como  debería,  tanto  cuanto  que  el  primer  delito  y  la 
primera  condena  constituyen  un  •  poderoso  incentivo,  si  bien 
solamente  ocasional  para  la  reincidencia. 

§  145. — La  cuestión  de  la  reincidencia  es  extraordinaria- 
mente grave.  Hoy  se  discute  en  todos  los  modos  y  por  los  cri- 
minalistas y  autores  de  la  ciencia  preventiva,  penitenciarías, 
etcétera;  pero  una  solución  absoluta  parece  que  no  puede  dar- 
se en  el  estado  moderno  de  los  sistemas  penitenciarios  adop- 
tados en  los  diversos  países  y  en  el  estado  de  los  medios  de 
prevención  que  le  acompañan.  La  verdad  es  que  la  reinciden- 
cia no  merece  ser  llamada,  en  sentido  absoluto^  la  piedra  de 
parangón  de  la  penalidad. 

La  reincidencia,  si  ha  de  probar  lá  insuficiencia  de  la  pena 
normal  y  la  necesidad  de  que  la  pena  se  aumente  respecto  al 
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culpable  que  con  su  recaída  muestra  una  iusensibUidad  excep- 
cional á  la  pena  normal  misma,  debe  partir  del  supuesto,  de 
que  no  sólo  la  cantidad  y  sino  la  calidad  de  la  pena  precedente 
haya  sido  bien  adaptada  á  las  condiciones  especiales  del  con- 
denado. Además  la  posibilidad  y  casi  la  probabilidad  entonces 
grande  de  qne  la  pena  haya  sido  mal  elegida  por  el  legislador 
en  general  y  que  aquí  no  fuese  cuestión  de  cantidad,  sino  de 
suficiencia  ó  de  insuficiencia  de  la  pena  normal,  sino  por  el 
contrario  del  régimen  penitenciario,  etc.,  no  es,  sin  embargo, 
posible  probar  que  inherente  á  la  cualidad  de  reincidente  sea 
también  infaliblemente  la  prueba  de  una  anormal  obtusidad  á 
la  energía  de  la  pena,  de  modo  que  sea  necesario  un  aumento 
para  elevarlo  al  nivel  común.  Si  en  muchos  casos  esta  insen- 
sibilidad excepcional  á  la  pena  será  un  hecho,  en  otros  mu- 
chos casos  podrían  faltar  medios  de  probar  esta  misma  cosa. 
Por  otra  parte,  no  hace  falta  entender  la  pena  sólo  en  su  ofi- 
cio represivo  y  reparador,  sino  que  conviene  tener  en  cuenta 
lo  complejo  de  las  relaciones  sociales  de  educación  y  preven- 
ción y  policía,  que  el  Gobierno  debe  instituir  para  el  bien  pú- 
blico: el  Estado  debe  levantar  una  barrera  entre  la  prisión,  y 
la  sociedad  ^  intervenir  directamente  cuando  la  libertad  oscila 
entre  Orzumd  y  Ariman:  el  Estado  debe  entonces  protegerla 
contra  la  rebeldía  de  los  comités  privados.  Esto  pone  de  ma- 
nifiesto que  con  elevar  la  reincidencia  al  oficio  de  indicio  infa- 
lible de  la  individual  y  anormal  insensibilidad  del  delincuente 
á  la  pena  común,  y  que  con  crear  sin  más  en  la  reincidencia 
título  de  aumento  de  la  penalidad,  se  arriesga  la  confusión 
del  sistema  represivo  con  el  de  buen  gobierno  ó  preventivo, 
intentando  así  desembarazarse  cuanto  más  se  pueda  de  las 
obligaciones  propias  del  segundo  mediante  un  aumento  de 
castigo  derivado  de  razones  que  serian,  si  existien,  de  justicia, 
pero  que  en  realidad  no  existirían  en  el  hecho. 

§  146. — La  cuestión  de  la  reincidencia  parece  debe  ser  más 
bien  penitenciaria  y  de  educación  y  policía  preventiva,  que  pro- 
piamente penal,  ó  bien  parece  una  cuestión  mixta  en  la  cual 
frente  á  los  criterios  de  la  estricta  razón  represiva,  prevalecen 
las  consideraciones  de  orden  penitenciario  y  preventivo.  Sin 
embargo,  no  podrá  decirse  que  adoptado  que  esté  en  cada 
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caso  concreto^  el  aumento  de  pena  para  la  reincidencia,  este 
aumento  tenga  que  significar  una  idea  preventiya  y  hasta 
deba  precaver  las  recaídas.  El  ejemplo  obtenido  con  la  pena 
es  un  medio,  como '  sabemos  ya,  y  no  un  fin;  de  aquí  el  au<» 
mentó  penal  mismo  no  es  por  el  ejemplo,  sino  por  la  defen* 
sa  jurídica.  La  sociedad  tiene  necesidad  de  defenderse  con  par* 
ticular  energía  de  los  reincidentes  cuando  está  probado,  ó 
debe  temerse  que  recaigan  por  anormal  insensibilidad  á  la 
fuerza  normal  de  la  pena,  sin  lo  que  tal  insensibilidad  sea  por 
otra  parte  una  especie  de  enfermedad  mental,  en  cuyo  últi- 
mo caso  no  se  trataría  ya  de  un  delincueúte,  sino  de  un  des- 
graciado. 

La  pena  se  mide  en  relación  á  la  cantidad  del  daño  mediato 
del  delito.  Hace  falta,  pues,  tranquilizar  á  los  ciudadanos  hon- 
rados, los  cuales  sintiendo  que  la  pena  no  es  bastante  eficaz 
para  un  delincuente  de  susceptibilidad  excepcionalmente  es- 
casa, exige  que  se  aplique  al  mismo  un  tratamiento  más  rigo- 
roso ó  especialj  tal  como  de  ordinario  puede  reputarse  apto  á 
producir  aquellas  impresiones  saludables  sobre  los  consocios, 
que  es  necesario  para  poder  después  afirmar  que  la  defensa  sea 
hecha  en  la  debida  proporción.  ^ 

§  147. — Digo  de  ordinario,  porque  el  cuidado  individual 
del  reincidente  hecho  con  la  pena  sobre  la  base  de  solos  sus 
particulares  referentes  á  la  pena  y  sin  consideración  á  las  ex* 
períencias  logradas  felizmente  con  la  generalidad  de  los  rein- 
cidentes, no  se  contendria  más  en  los  límites  de  la  represión 
jurídica,  sino  que  excedería  trans  ormándose  eñ  una  preven- 
ción utilitaria.  La  pena  se  debe  tener  en  aquel  punto  en  que  sea 
necesario  tranquilizar  á  los  ciudadanos:  si  alguna  individuali- 
dad escasa  sujeta  ya  al  régimen  ordinariamente  eficaz  de  los 
reincidentes,  no  se  mostrase  aún  bastante  impresionada,  su  de- 
lito, sin  embargo,  estaba  ya  bastante  castigado  y  corresponde- 
ría á  los  procedimientos  de  policía  y  educación  terminar  la 
obra.  Ni  con  este  sistema  se  tranquilizan  las  exigencias  parti- 
culares de  la  defensa  jurídica,  respecto  á  aquellos  reincidentes 
que  pareceín  haber  hecho  profesión  de  delito. 

Los  delincuentes  de  oficio,  clase  criminal  formada  casi  ex- 

•  •  • 

elusivamente  para  violar  el  derecho  de  propiedad  y  de  aque- 
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líos  que  en  general  obran  con  intención  de  lacro,  son  delin- 
cuentes que  cuidan  de  recaer  en  el  delito,  no  una,  sino  varias 
veces,  es  decir,  siempre  que  pueden.  Ahora,  sobre  estos  de 
ordinario  la  acción  de  la  pena  aumentada  por  causa  de  la  rein- 
cidencia no  basta,  y  no  tiene  la  suficiente  eficacia  ni  aun  para 
tranquilizar  á  los  ciudadanos  honrados.  Esto,  por  otra  parte,  no 
demuestra  todavía  la  necesidad  de  establecer,  como  algunos 
quisieran  en  nuestros  dias,  una  penalidad  de  detención  indefi- 
nida para  los  delincuentes  incorregibles. 

§  148. — Si  la  pena  se  viese  condenada  á  confesar  en  algún 
caso  extraordinario  la  propia  impotencia  para  tranquilizar  á 
los  buenos  respecto  á  los  reincidentes  particularmente  obtusos 
á  su  eficacia,  esto  probaria  que  el  magisterio  punitivo  tío  se 
encuentra  ya  en  su  lugar  si  continuase  para  imperar  en  esta 
contingencia,  cuando  por  el  contrario  deberia  retirarse  para 
dar  lugar  á  la  misión  de  policía.  Alargar  indefinidamente  el 
propio  imperio  no  podria  hacerse  sin  confundir  toda  idea  de 
razón  penal.  Un  ladrón  de  oficio  se  veria  condenado  á  la  de- 
tención perpetua  con  mayor  facilidad  que  un  asesino  de  la 
peor  especie.  Los  hombres  honrados  tienen  derecho  de  con- 
quistar la  opinión  de  la  seguridad;  pero  no  el  corregir  las  ma- 
las tendencias,  ni  el  de  prevenir  en  absoluto  los  delitos  con 
las  penas.  Cuando  la  pena  se  inflige  por  una  verdadera  y 
propia  infracción  jurídica  (no  por  una  simple  trasgresion  de 
las  Ordenanzas  de  policía^,  es  necesario  que  se  dé  en  propor- 
ción con  el  daño  producido  por  la  infracción;  sin  lo  que  la 
apreciación  de  los  males  y  de  los  bienes  en  la  conciencia  de 
los  ciudadanos^  además  de  falsa  aparecería  á  sus  ojos  bastante 
más  pequeña  la  culpa  de  matar  una  vez  sola  que  aquella  de 
vivir  del  producto  de  pequeños  hurtos  campestres  ó  semejan- 
tes. Todo  lo  más  la  ley  penal  deberia  cuando  el  régimen  peni- 
tenciario de  las  cárceles  fuese  verdaderamente  bueno,  alargar 
la  duración  de  la  detención  de  los  reincidentes  obstinados  (cosa 
diversa  de  los  incorregibles)^  dejando  á  salvo  después  la  facul- 
tad del  poder  administrativo  y  judicial  de  aplicar  á  los  mismos, 
en  determinados  casos,  la  libertad  condicional,  institución  de 
que  hablaremos  más  adelante.  Esta  prolongación  de  la  deten- 
ción fué  propuesta  por  el  Congreso  penitenciario  internacional 
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'de  Stokolmo,  según  los  datos  y  las  experiencias  de  varios 
.países  (1). 

§  149. — Luego  aumentar  ó  modificar  la  pena  cuando  esté- 
probado,  ó  deba  tenerse  por  verdad  que  la  reincidencia  es  e- 
-efecto  de  una  particular  indiferencia  ó  insensibilidad  del  cul^ 
pable  sobre  la  energía  de  la  pena  normal;  no  apresurarse  á 
decir  que  la  reindencia  sea  efecto  de  tal  causa,  sino  se  tiene 
razón  para  creer  que  los  medios  represivos  y  las  instituciones 
sociales  de  educación  y  prevención  responden  verdaderamente 
á  las  condiciones  de  una  buena  justicia  y  de  una  buena  cons- 
4itucion  social;  destinar  un  tratamiento  penal  para  los  reinci- 
dentes según  la  probabilidad  de  sus  recaidassin  teñeron  cuenta 
4as  circunstancias  individuales ,  excepcionales  y  no  comunes 
-á  la  clase  de  los  reincidentes  en  general,  ó  de  los  reinciden- 
<tes  en  una  especialidad  dada  de  delitos  y  de  móviles  crlmino- 
r«os:  hé  aquí  cuanto  me  parece  deberia  regir,  como  criterio 
-para  la  solución  del  problema  penal  de  la  reincidencia,  según 
la  lógica  de  los  principios  profesados  por  nosotros.  De  tal  modo 
proponemos  también  una  distinción  entre  los  delincuentes  que 
dienten  por  completo  el  castigo  normal,  y  s^quellos  que  lo  sien- 
^n  solamente  en  parte;  pero  no  permitimos  al  legislador  penal 
ingerirse  en  el  cuidado  de  las  tendencias  ó  pasiones  persona- 
jes del  culpable,  fuera  la  medida  necesaria  á  fin  de  restituir  á 
los  ciudadanos  la  conciencia  de  su  seguridad  en  relación  con 
los  delitos  cometidos. 

§  150. — Continúa  abierta  la  cuestión  de  las  pruebas  de  la 
^bondad  de  los  sistemas  represivos  y  preventivos;  y  es  una 
cuestión  de  hecho  que  los  legisladores  harían  mal  olvidar  por 
descuido  ó  por  ligereza,  ó  por  presunción  vana,  mientras  de 
4a  solución  de  la  misma  únicamente  es  dado  saber  si  real- 
emente  la  pena  normal  se  adapta  á  las  necesidades  de  la  defen- 
sa jurídica.  Cuando  se  ve  á  las  estadísticas  indicar  contempo- 
ráneamente dos  fenómenos  igualmente  temerosos:  el  aumento 
de  la  criminalidad  y  la  frecuencia  de  las  reincidencias  hasta  lle- 
gar á  esta  última,  no  ya  sobre  la  proporción  del  15  ó  20  por 

(1)    véase  mi  informe  á  la  Asamblea  g^ener al  sobre  la  cuestión.  ¿De  qué  modo 

puede  yentajosamen le  combatirse  la  reincidencia?  En  la  obra  Le  Congris  péniten'- 

^aire  internalional  de  Stochholm;  compíes  renáus  des  séances,  1. 1,  p.  619  y  siguientes. 
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100,  diño  dd  40  %1  80  pot  100^  según  la  cualidad  de  los  deli- 
tos, no  es  sino  una  mentira  atribuir  á  la  obtusidad  del  reinci-- 
dente,  aquello  que  por  el  contrario  debe  más  bieü  eitplic^rse 
C6n  la  iúéfícacia  de  los  sistemas  represivos  y  preventivos; 
ineficacia  no  tanto  por  falta  d$  severidad^  al  menos  en  la  doi» 
.  ración  de  la  pena  carcelaria,  y%  que  en  este  respecto  parece  per« 
dido  para  siempre  el  criterio  de  la  medida^  si  que  también  una 
mtd  del  delito  y  de  la  condena  no  significa  casi  nada,  j  casi 
casi  la  aflicción  del  castigo;  sino  ineficacia  por  inaptitud  dt 
los  medios  repregivos  y  por  ineptitud  y  falta  de  los  preventivos. 
Ya  por  estas  consideraciones  y  en  el  supuesto  mismo  que  las 
ónestiones  de  hecho  sean  resueltas  en  favor  de  los  sistemas 
existentes,  es  necesario  establecer  que  el  aumento  penal »  ^ 
etentualmente  las  modificaciones  en  el  régimen  penal,  á  causa, 
de  la  reincidencia,  no  están  impuestas  obligatoriamente^  sm^ 
que  el  juez  eü  sti  prudente  discernimiento  obtiene  la  facultad 
de  hacer  su  aplicación  en  aquella  medida  y  modo  que  estime 
conveniente  en  el  caso  concreto» 

§  151.-^0tra8  razones  concurren  á  hacer  necesaria  esta 
manera  de  proceder.  Hay  delincuentes  que  pueden  moetrár 
que  están  dedicados  á  toda  clase  de  multas,  por  ejemplo,  co- 
metiendo hurto,  y  después  de  la  pena,  cometiendo  además  ho* 
mi/^idios,  estupros^  etc.  Esta  variación  es  1tina  circunstancia 
extrínseca  al  delito  y  á  la  pena;  es  pueis  neoe£»,rio  que  el  juess 
sea  libre  de  apreciar  su  valor  según  los  ctisos  y  como  mejor 
estime  én  su  prudente  discernimiento»  Seria  además  injusto  < 
forjar  la  mano  del  juez  cuando  pudiese  tener  la  convicción  de^ 
que  la  reincidencia,  independientemente  del  óptimo  estado  de 
las  prisiones  y  de  los  medios  sociales  de  prevención  y  de  edu- 
cación fuese  én  aquel  caso  concreto  el  efecto  de  circunstancias 
éictrüdrdin>arias  que  han  impulsado  al  reo  á  recaer,  como  por 
ejemplo,  la  indolencia  de  las  personas  que  deben  asistirlo,  etc» 
En  este  último  caso  no  comprendo  todavía  aquellos  reinciden- 
tes, cuya  recaída  no  está  en  el  delito  deliberado  con  mal  pro- 
pósito. Bi  se  recae  por  efecto  de  provocación  ó  por  exceso  de 
legítima  defensa,  si  el  nuevo  delito  es  cometido  por  simple  im- 
prudencia mientras  el  primero  era  tin  delito  común  ó  vice-versa^ 
mí  el  uno  era  puramente  militar  y  el  otro  un  delito  no  militar^. 
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«n  todos  estos  easos  que  la  ley  puede  preyeer,  seria  iníadticía 
hablar  de  una  menor  sensibilidad  de  la  pena  normal,  porque  at 
recaer  la  memoria  de  la  pena  antigua,  no  puede  estar  presente 
á  la  inteligencia  del  culpable  é  influir  sobre  su  determinación^ 
j  sería  casi  absurdo  si  se  tuviese  en  cuéntala  sola  insensibili- 
dad genérica  á  la  pena  sin  un  /uoso  de  relación  con  el  delito^  Guando- 
este  nexo  exista,  no  debería  ser  obstáculo  para  él  la  reinciden- 
cía  después  de  la  condena  proferida  por  tribunal  extranje.ro> 
(el  proyecto  último  del  Código  penal  italiano,  art.  77,  §  2,  re* 
auelTe  en  opuesto  sentido),  porque  realmente  se  tenga  razón 
de  afirmar  que  las  condiciones  normales  de  los  medios  repre«- 
l»ivos  y  preventivos  existían  también  en  el  país  en  que  los  de-^ 
litos  fueron  cometidos  y  las  sentencias  pronunciadas. 

Basándose  sobre  el  motivo  psicológico  de  la  duración  de  la 
memoria  de  las  impresiones  penosas,  es  prudente  establecer 
una  medida  de  tiempo,  fuera  déla  cual  la  reincidencia  no  debe 
tomarse  en  consideración.  De  todos  modos,  el  Juez  debe  estar 
obligado  á  tener  en  cuenta  el  eventual  decaimiento  de  tal  me- 
moria derivada  de  toda  clase  de  causas,  sin  exceptuar  las  del 
tiempo. 

En  fin,  no  parece  justo  que  se  haga  suplir  la  expiación^ 
efectiva  de  la  primera  condena,  mediante  la  gracia  soberana, 
el  indulto  6  la  amÉiistía.  Por  la  misma  razón  que  la  simple  sen- 
tencia precedente  sin  la  efectiva  sumisión  de  la  pena  no  sirv& 
para  probar  la  excepcional  y  excasa  susceptibilidad  á  la  pena 
normal^  y  por  la  misma  razón  que  el  expreso  supuesto  de  la 
sentencia  judicial  no  puede  equivaler  mucho  menos  á  la  aflic. 
cíon  del  castigo  padecido,  y  así  en  los  delincuentes  el  hecho^ 
de  la  impotencia  de  la  autoridad  para  detenerlos  después  de  la 
condena  y  hacer  sufrir  á  ellos  la  pena,  es  más  bien  una  exci- 
tación ánuevos  delitos;  así  no  debe  igualarse  siquiera  ala  efec- 
tiva expiación  de  la  condena  la  simple  gracia,  la  amnistía  ó  el 
indulto  por  motivos  políticos  conferidos  por  el  legislador  ó  por 
el  soberano.  Cuando  se  concedió,  el  condenado^reconoció  me- 
recerlo por  razones  políticas  extrínsecas  á  su  delito;  ni  puede^ 
decirse  que  al  reincidir  se  muestra  ingrato  al  perdón  recibido,, 
mientras  como  ya  vimos,  no  se  trata  aquí  de  un  verdadero  per- 
dón, y  por  otra  parte,  si  la  ingratitud  puede  tomarse  en  cuenta 

.  TOMO  LX  28 


1^18  BBYISTÁ.  DE   LEGISLACIÓN 

^e  alguna  manera,  no  será  ciertamente  como  an  motivo  d& 
<;a3tigar  ó  aumentar  la  penalidad,  sino  solamente  como  motÍTO 
de  adoptar  medios  especiales  de  educación  y  correctivos  res- 
pecto al  ingrato. 

§  152. — Concluyamos  la  cuestión  de  la  reincidencia.  Orto» 
ian  hablando  de  ella  ha  dicho  que  la  ^piedra  de  toqtte  de  la  pe^ 
nalidad  está  aquí]  el  legislador  está  advertido  casi  TMtterialmen'^ 
te.  En  sustancia  no  hemos  desconocido  esta  verdad;  nosotros 
lo  hemos  entendido  lo  mismo,  no  superficialmente  como  se 
hace  por  muchos,  aún  siendo  algunos  legisladores;  sino  en  «a 
sentido  íntimo,  como  debe  entenderse.  No  basta  decir  que  la 
reincidencia  es  una  causa  de  aumento  no  de  la  imputación  del 
delito,  sino  de  la  pena;  es  necesario  además  reconocer  que  la 
piedra  de  toque  de  la  penalidad  está  también  fuera  de  la  reinci- 
dencia, y  en  cuanto  puede  unirse  con  la  reincidencia  misma, 
supone  un  buen  régimen  penal  y  carcelario;  hace  falta  recono- 
cer igualmente  que  la  reincidencia  es  también  la  medida  de  la 
cultura  de  ciertas  clases  inferiores  de  la  sociedad,  en  las  cuales 
«1  delito  fácilmente  se  anida,  se  fecunda  y  se  multiplica  (1). 

CiVPÍTÜLO  XXX. 

DE  LA.  ABREVIACIÓN  DE  LAS  PENAS  DETENTIVAS. 

§  153. — Lo  quela  justicia  excluye  como  suplemento  penal 
determinado  únicamente  por  el  estado  del  condenado  en  la 
cárcel,  lo  admite  al  contrario  en  sentido  opuesto  de  abrevia- 
t5Íon  de  la  duración  de  la  pena  ó  su  mitigación.  No  volveremos 
aquí  sobre  las  causas  atenuantes  de  la  pena  dependientes  de 
las  condiciones  físicas  ó  morales  del  condenado  ó  dependientes 
•de  consideraciones  políticas:  en  el  primer  caso  tenemos  la  con- 
mutación de  las  penas  carcelarias  en  la  de  la  simple  cíistodia  ho- 
nesta.  Aquí  nos  ocuparemos  solamente  áel^liberaeion  coíidicio- 
nal  y  revocable  del  condenado  á  pena  detentiva.  De  ella  hemos 
debido  hablar  ya  tratando  de  la  cualidad  de  la  pena  en  relación 
con  los  sistemas  penitenciarios.  Ahora  hace  falta  examinar 
>esta  institución  bajo  el  punto  de  vista  de  los  principios.. 

§  154. — La  cuestión  puede  en  su  primer  aspecto  presentar- 

■  '  ■     '  ■■  —  ■  ■  I  ■       I       ■-■■II  ■  ■'•■ . 

(1)    Sobre  la  cuestión  de  la  reincidencia  en  otros  escritos  raios:  Sludi  sulla  recidih 
4'a,  Milano,  1866,y.£e«  récidivistei,  eitracio  de  la  Academia  da  Legislación  de  Tolosa. 
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«e  como  mucho  más  grave,  semejando  una  contradicción  aco- 
ger la  disminución  de  la  duración  de  la  pena  y  después  negar  sa 
prolongación.  Verdaderamente  si  fuese  únicamente  la  certeza 
<ie  la  condena  lo  que  debiera  ser  obstáculo  á  la  pena  supleto- 
ria, el  obstáculo  lo  sería  al  mismo  tiempo  contra  la  libertad 
anticipada  y  condicional.  Pero  la  pena  supletoria  «viola  la  jus- 
i;icia  por  lo  mismo  que  está  fundada  sobre  motivos  extrínsecos 
al  delito  y  á  la  pena.  La  inseguridad  que  trae  consigo  la  pena 
supletoria  no  bastaría  á  condenarla  de  un  modo  absoluto;  sea 
prueba  de  ello  la  cv^si  absoluta  imposibilidad  de  acertar  que 
la  reincidencia  sea  la  demostración,  en  el  caso  concreto, 
de  la  insuficiencia  relativa  de  la  pena  normal,  y  esto  nada 
manos  dando  al  Juez  la  facultad  y  casi  imponiéndole  la  obli- 
gación de  aumentar  en  consecuencia  la  pena  misma.  Ahora  á 
la  Itbertaciou  condicional  no  obsta,  sin  embargo,  ala  certeza  del 
testigo;  no  es  aquí  un  elemento  de  confusión  del  poder  admi- 
nistrativo con  el  judicial  ó  el  legislativo,  si  entendemos  bien 
-la  naturaleza  y  el  fín  del  castigo  en  relación  á  la  certeza  hu- 
mana. Tratemos  de  establecer  claramente  los  términos  de  la 
^^uestion,  porque  yo  no  creo  que  la  libertacion  anticipada  debe 
■su  admisión  á  motivos  de  simple  conveniencia,  ni  aun  á  moti- 
vos inspirados  en  la  escuela  moralística  y  utilitaria  de  la  en- 
mienda  del  culpable  como  ñn  de  la  pena. 

§  155. "^El  legislador  puede  bien  fijar  á  priori  los  máximos 
de  la  pena,  fuera  de  los  cuales  el  Juez  no  tenga  derecho  para 
ejercitar  su  oficio  punitivo.  Para  establecer  estos  límites  no  le 
falta  una  norma  general  en  la  resultancia  del  cálculo  de  pro- 
^bilidad  que  debe  haber  establecido  sobre  la  exigencia  de  la 
defensa  y  de  las  costumbres,  apreciando  la  sensibilidad  gene- 
Tal  de  los  ciudadanos  en  la  energía  del  delito,  además  que  en  la 
energía  de  la  pena  como  medio  de  represión  y  de  reparación. 
Estos  límites  máximos  para  corresponder  á  todas  las  necesida- 
des deberían  ser  bastante  elevados,  pero  sin  exageración  y  de 
manera  que  aun  en  los  casos  más  graves  se  hallen  decididos 
nle  antiguo  á  ñn  de  no  ser  más  tarde  traídos  al  deplorable  es- 
pectáculo del  condenado  que  la  opinión  pública  estimase  que 
se  había  librado  demasiado  pronto  con  grave  perjuicio  del  sen- 
timiento de  la  seguridad,  ó  bien  (espectáculo  aun  más  terrí'» 
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ble)  de  reclamar  6  retener  en  la  cárcel  al  condenado  qne  ya 
hubiese  sufrido  enteramente  su  pena. 

Pero  si  estos  máximos  penales  valen  para  todos  los  casos 
indistintamente,  esto  es  para  los  delincuentes  mayores,  medía* 
nos  y  menores,  no  es  todavía  cierto  aunque  el  juez  examinan- 
do d  priori  el  delincuente,  su  susceptibilidad  para  la  pena  y 
otras  circunstancias  semejantes,  haya  sabido  6  podido  adecuar 
correctamente  la  medida  y  gravedad  del  castigo. 

§  156. — Está  bien  que  la  pena  deba  ser  posiNemenU  cierta 
y  no  variar  por  contingencias  ocurridas  en  ía  condena.  Pero 
el  cálculo  de  la  cualidad  y  de  la  cantidad  de  la  pena  se  hace 
por  el  legislador  en  general  y  por  el  juez  en  particular  sobre 
datos  en  gran  parte  hipotéticos  todavía.  Hasta  tanto  que  el  le- 
g^lador  á  consecuencia  de  las  experiencias  hechas  se  resuelva 
por  un  determinado  sistema  penal  reputado  por  él  mismo  como 
el  más  idóneo,  no  sólo  para  infundir  en  los  ciudadanos  la  opí*- 
nion  de  la  seguridad,  sino  también  para  preparar  paulatina-^ 
mente  la  vuelta  de  el  condenado  á  la  vida  libre,  las  variacio- 
nes en  los  grados  de  sufrimiento  de  las  penas  de  tal  suerte  vie« 
ne  por  casualidad  á  gozar  el  condenado,  no  pueden  considerar* 
se  por  nadie  como  contrarias  á  la  certeza  de  la  pena.  Segura^ 
mente  no  se  tendrán  como  contrarias  á  la  cortea  ¿e  las  mo» 
difícaciones  que  han  sido  necesarias  má£r  tarde  en  el  rigor  i» 
la  pena  respecto  á  un  determinado  culpable  cuando^el  mismo- 
por  eateepcion  se  muestre,  por  ejemplo,  demasiado  sensible  al 
régimen  á  que  se  leha  sujetado. 

Ahora  bien,  si  es  injusto  en  tal  caso  tener  en  cuenta  la 
opinión  del  médico,  ¿cómo  podrían  ser  censuradas  las  abreviar 
eiones  penales  siendo  las  causas  de  inseguridad  en  la  pena 
cuando  las  mismas  dependen,  no  ya  del  fín  de  la  enmienda  del 
culpable  ni  de  cálculos  meramente  utilitarios,  sino,  por  el  con- 
trario, del  fin  mismo  y  propio  de  la  defensa  jurídica?  Bajo  este- 
punto  de  vista  no  se  tendría  razón  alguna  para  rechazar  la  li- 
beración condicional  de  los  condenados.  Y  precisamente  en 
este  sentido  es  como  el  Congreso  internacional  penitenciario 
de  Stokolmo  se  ha  pronunciado,  declarando,  con  el  concurso 
de  autorizados  criminalistas,  que  la  liberación  condicional  no 
es  contraria  á  los  principios  del  derecho  penal  y  no  produce 
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ofensa  algtina  á  la  cosa  jti2gada.  Nosotros  vamos  más  ailá,  afia-^ 
diendo  que  está  exigida  dicha  liberación  en  nna  buena  admi- 
nistración  de  justicia,  como  condición  práctica  de  la  propor- 
<eion  real  entre  pena  j  delito.  La  afirmación  necesita  compro* 
bacion  más  amplia. 

§  157. — La  inmntabilidáa  de  las  sentencias  penales  no  ea 
absoluta,  como  muchos  demuestran  aún  creer.  Generalmente^ 
los  Códigos  admiten  la  revisión  de  las  sentencias  penales  siendo 
cosa  juzgada  (no  hablo  aquí  de  la  gracia  soberana  etc.),  y  no 
habría  razón  para  conceder  al  Juez  el  derecho  de  revisar  las 
causas  de  error  sobre  el  hecho  imputado  al  condenado,  negán- 
dole después  el  derecho  de  revisarlas  á  causa  de  un  error  cual* 
quiera  de  diversa  naturaleza:  no  miro  yo  (como  con  error  di* 
jeroa  ya  y  afirmaron  muchos  en  el  Congreso  de  Stokolmo),  las 
causas  de  la  enmienda  del  condenado,  enmienda  que  no  es 
para  nosotros  el  fin,  sino  uno  dé  los  fines  de  la  pena  jurídica 
j  que  en  cuanto  es  posible  obtenerla  se  consigue  con  la  repre- 
sión y  la  reparación.  Mi  razonamiento  va  por  otro  camino.  El 
error  cometido  por  el  Juez,  y  tal  vez  por  el  legislador  mismo 
con  fijar  un  minino  que  resulta  después  demasiado  elevado  en 
relación  con  un  culpable  determinado  que  se  encuentra  en 
eondiciortes  excepcionales ,  no  puede  corregirse  sino  por  medio 
de  la  gracia  soberana,  y  por  esto  la  libertad  condicional  sana- 
mente entendida,  no  debería  hacer  cesar  el  derecho  de  gra- 
cia. Derecho,  por  otra  parte,  que  bajo  cierto  aspecto  no  tolera 
condiciones  6  límites  legales,  porque  remedia  algunos  vacíos 
particulares  y  eventuales  de  la  Ley,  por  ejemplo,  si  ésta  últi- 
ma obliga  al  Juez  á  aplicar  un  grado  mínimo  de  la  pena  que 
á  él  le  parezca,  en  el  caso  concreto,  demasiado  elevado,  ó  bien 
si  no  provee  en  el  caso  de  una  enfermedad  incurable  del  con- 
denado. En  estos  casos  y  otros  análogos,  la  gracia  estaría  en 
su  lugar,  porque  necesitauna  concesión  incondicionada  que  ha 
de  hacerse  como  se  acostumbra,  á  propuesta  del  ministerio  de 
justicia,  oido  el  voto  de  la  magistratura  judicial.  De  semejante 
modo,  el  uso  de  la  gracia  se  contiene  en  sus  límites  naturales; 
la  liberación  condicional  del  condenado,  evitando  la  necesidad 
de  recurrir  á  la  gracia,  presta  un  importante  servicio  á  la  jus* 
ticia  como  homenage  al  principio  de  la  distinción  de  poderes, 
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y  vuelve  á  la  gracia  aquel  prestigio  que  es  aecesario  conservar 
eelosamente  intacto  y  que,  al  presente,  tiende  á  disminuir. 

§  158. — ^El  error  que  el  Juez  ó  la  autoridad  más  especial- 
mente adaptada  al  objeto,  debe  poder  revisar  y  corregir  con 
1h  liberación  condicional,  derivado  la  u9Á,\xr^QTAnece$ariamente^ 
apriorisúica  de  su  juicio  respecto  á  la  cantidad  de  eYiergía  pu- 
nitiva estimada  en  los  casos  singulares  para  garantir  á  la  so- 
ciedad frente  al  culpable  y  garantirla  únicamente  en  los  ver- 
daderos límites  de  lo  necesario.  Sabemos  que  toda  cosa  añadí-» 
da  á  la  pena  sin  motivo  en  las  exigencias  reales  de  la  defensa, 
no  sólo  es  injusto,  sino  también  peligroso,  como  causa  que  al- 
tera los  juicios  sobre  la  energía  de  la  pena  y  sobre  el  grada 
del  demérito,  y  que  se  presta  á  los  arbitrios  de  la  autoridad*. 
Es  cierto  un  aiffo  más  añadido  á  la  pena  (sin  representar  la  ne- 
cesidad de  la  defensa)  en  la  detención  del  condenado,  llevada 
hasta  el  término  de  la  condena,  después  que  por  modos  que  se 
estiman  idóneos  y  que  hemos  apreciado  ya  al  dar  nuestra  pre- 
ferencia al  sistema  penitenciario  irlandés^  se  han  llegado  á 
conquistar  una  certeza  contraria  á  la  que  sirvió  de  fundamen- 
to á  la  gravedad  de  la  condena,  después  que,  es  decir,  el  con- 
denado haya  asegurado  á  la  sociedad  con  una  servidumbre 
penal  menos  durable  que  aquella  necesaria  para  los  casos  más 
comunes.  Procuremos  aclarar  mejor  este  concepto. 

§  159. — El  ejemplo  y  el  temor  son  ciertamente  medios  im- 
prescindibles para  la  defensa.  Pero,  quién  puede  demostrar  d 
priori  y  en  general  para  todos  los  delincuentes  singulares, 
cuanta  fuerza  no  sólo  subjetiva,  sino  objetiva  debe  tener  el  te- 
mor para  conseguir  el  objeto  á  que  se  aspira?  De  cierto  el  le- 
gislador está  obligado  á  hacerlo;  pero  para  hacer  posible  la 
justicia  relativa  como  la  exige  la  variedad  de  los  delincuen- 
tes y  de  las  circunstancias  del  delito,  debe  dejar  al  Juez  cierta 
facultad,  de  modo  que  las  penas  no  sean  fijas,  sino  graduables,. 
esto  es,  adaptables  á  la  gravedad  diversa  de  cada  caso.  Con 
todo  eso  también  puede  el  Juez  según  los  criterios  válidos  para 
los  delincuentes  ordinarios  haberse  equivocado  en  el  ritenere 
necesario  de  producir  un  efecto  ejemplar  tal  ó  cual  por  medio 
de  la  pena,  mientras  que  solamente  más  tarde  la  bonducta  mo- 
ral del  condenado  desmentirá  sü  previsión. 


CABACTÉRES  DE  LA  ESCUELA  CBIMINALISTA  ITALIANA       223^ 

Realmente  á  fín  de  poder  garantir  á  la  sociedad  que  na 
seria  más  necesario  alargar  la  servidumbre  del  condenado, 
necesitan  datos  positivos  y  de  toda  probabilidad  capaces  de 
demostrarlo  seriamente;  esto  es,  de  demostrar  que  "el  que  se 
vio  en  libertad  condicional  no  servirá  de  mal  ejemplo  á  los? 
otros.  De  este  modo  la  fuerza  moral  objetiva  de  la  pena  per* 
manece  entera.  La  fuerza  moral  objetiva  de  la  pena  calculada 
en  la  proporción  exigida  según  los  datos  poseidos  á  priori,  es 
en  efecto  dependiente  en  un  bu^n  sistema  penal  y  carcela- 
rio, de  la  fuerza  subjetiva,  aun  cuando  no  sea  claramente- 
distinta.  Cuando  está  probado  que  el  condenado  es  mucho 
m^s  susceptible  á  la  fuerza  moral  subjetiva  de  la  pena  que  el 
término  medio  de  los  culpables  á  que  atendió  el  legislador  y 
aún  el  mismo  Juez  hasta  cierto  punto,  se  trata  entonces  de^ 
saber  si  la  fuerza  objetiva  del  castigo  no>  excede  á  la  necesi- 
dad sino  se  cesa  de  mantener  en  el  estado  de  servidumbre- 
penal  al  condenado  mismo,  ó  al  menos  si  no  excede  á  tal  ne- 
cesidad continuando  en  mantenerle  en  el  prístino  estado  de* 
servidumbre  sin  aquella  mitigación  máxima  exigida  desde 
luego  por  la  liberación  condicional. 

La  gran  dificultad  es  la  de  la  prueba,  pero  superada  ^sta,. 
puede  estarse  cierto  que  la  sociedad  se  sentiría  tranquila  caan- 
do  el  reo  fuese  anticipadamente  puesto  en  libertad  con  aquella 
prudencis^y  con  aquella  cautela  que  la  naturaleza  del  caso 
exige.  A  lo  ojos  de  la  sociedad  aquella  libertad,  Injos  de  repre- 
sentar un  peligro,  lejos  de  servir  de  mal  ejemplo  á  los  tristes^ 
constituirla  por  el  contrario  un  nuevo  ejemplo  de  nioralidad 
fecundo  en  bienes,  á  sus  ojos  aquel  libertado  estaría  mejor 
garantido  el  mismo  contra  las  asechanzas  del  delito  que  se 
encuentra  frecuentemente  en  el  consorcio  de  los  hombres  li- 
bres. Inspirado  en  estas  consideraciones  el  Congreso  peniten- 
ciario de  Stokolmo  en  su  resolución  antes  citada,  ha  afirmado 
que  la  libertad  condicional,  que  presenta  ventajas  para  la  so- 
ciedad y  para  los  condenados,  debe  ser  recomendada  á  la  soli- 
citud de  I09  Gobiernos,  y  debe  estar  rodeada  de  todas  las  ga- 
rantías para  prevenir  los  inconvenientes  de  una  liberación  an- 
ticipada. 

§  160. — Conviene  notar  que  el  castigo  añadido  á  ladeclara- 
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«cien  de  culpabilidad  pronunciada  por  el  Juez,  está  impuesta 
por  la  necesidad  en  el  ejemplo  como  hace  falta  en  nuestra  so- 
<;íedad,  aún  poco  susceptible  á  la  fuerza  más  íntima  del  desho* 
ñor  público.  Si  tuviésemos  que  tratar  con  una  sociedad  llega- 
-da  á  tanta  altura  de  cultura  moral,  que  el  mayor  dolor  para  la 
generalidad  de  los  culpables  fuese  la  declaración  de  culpabili- 
dad, todo  lo  que  excediese  á  esta  censura  pública,  debería  reser- 
yarse  para  escasos  culpables  solamente,  para  aquellos  perma^ 
nocidos  obtusos  á  la  dicha  energía,  y  seria  injusto  para  todos 
los  demás.  Desyenturadamente  no  sucede  así,  y  el  legislador 
primero  y  el  juez  después,  toman  como  punto  de  partida  un 
dato  de  sensibilidad  moral  bastante  menos  elevado.  Pero  al  ha* 
xjer  esto,  obraría  muy  mal  atribuyendo  á  las  penas  un  valor 
absoluto  é  invariable;  les  faltaría  en  gran  parte  los  datos  para 
hacerlas  matemáticamente  ciertas  y  determinadas,  en  razón  de 
la  susceptibilidad  variable  de  los  sugetos  culpables.  No  debe 
nunca  perderse  de  vista  el  principio  del  tratamiento  indivi- 
-dual  en  el  delito  y  en  la  pena,  principio  importantísimo,  debi- 
do á  los  progresos  (Contemporáneos  de  nuestra  concia. 

No  un  fruto  de  mal  entendido  sentimentalismo,  «ino  una 
consecuencia  lógica  de  este  mismo  principio,  la  abreviación  de 
la  pena  que  el  instituto  de  la  liberación  condicional  viene  á 
consagrar,  es  una  verdadera  reparación  de  un  error  social.  El 
grado  en  la  pena  mira  á  supUr  al  defecto  del  sistem%  aritméti- 
co, válido  sólo  para  determinar  la  cantidad  de  la  pena;  mira  á 
convertir  en  armónico  el  sistema  mismo  en  su  aplicación  á  todo 
culpable.  Para  este  ñn,  ageno  al  instituto  de  la  gracia,  de  la 
acumulación  moderada  de  las  penas,  de  la  computación  de  la 
cárcel  preventiva  sufrida  durante  el  procedimiento  penal,  de 
la  reincidencia,  etc.,  es  también  imprescindible  la  institución 
4e  la  liberación  anticipada. 

§  161. — En  cuanto  es  más  especialmente  ejemplo,  excedien- 
•do  la  simple  declaración  de  condena,  la  pena  para  ciertos  con- 
-denados  llega  á  ser  antes  qne  para  otros  (tal  vez  mantenidos  á 
priori  como  la  generalidad),  su  intento  de  reprimir  y  reparar; 
de  donde  la  sociedad  no  tiene  razón  para  temer  ulteriormente 
de  ellos,  á  menos  que  quisiese  partir  del  absurdo  é  inicuo  con- 
cepto de  la  necesidad  de  hacer  perpetuar  todas  las  penas.  El 
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iemoT  soehtl.x^esa  caando  la  eoadena  es  naapaartQ  difiereta  áfi 
«u  expiación  (2/8  ó  3/4)  y  tuvo  ya  al  «alwlftble  efecto  de  produ- 
cir en  el  reo  aqnella  impresión  y  aquella  ooatunibre  de  vidfty 
qoe  bastan  para  tranquilizar  los  animes  ceamovidoss  por  pu 
delito,  mo  padiendo  ya  él  aeryir  de  mal  ejemplorá  los  m^lo^.  I^fi 
e&ergía  p^nal  constituida  por  el  ejemplo  ci^^ndp  ha  IMgado  & 
{ser  inútil,  no  sólo  es  nociva,  sino  que  03  inju^^t^-X^^s  cansías  qup 
determinan  la  aplicación  de  males  ulteriores  á  ln  declp^rapiou 
de  la  condena  responden  á  circunstancias  contingentéis  y  va- 
riables; y  es  justo  que  «stos  malee  se  encuentren  en  propor- 
ción y  ae  adapten  á  las  contingencias  de  los  casos  especiales. 

Con  seguridad  no  puede  la  sociedad  en  las  presentes  con- 
diciones de  clvitizacion  qi^e  parecen  destii^adas  i.  durar  (aunr 
que  en  grado  diverso)  por  un  tiempo  largamente  indeterfuina- 
do,  tranquilizarse  de  unarrepentimien4;ointi]¡noenelculp$ible) 
aunque  se  produzca  independientemente  de  laespiacíon  de  ubii 
4>uena  parte  al  menos  de  la  condena;  esto  es  .una  exigencia  de 
la  fuerza  objetiva  de  la  pena.  Pero  no  baria  sino  ejercitar  ]|i 
venganza  cuando  no  hubiese  de  tener  en  oueootta  la  prueba  de 
inutilidad  en  la  parte  restante  de  la  pena;  en  otras  palabras, 
si  la  sociedad  creyese  absolutamente  en  esta  parte  sólo  porque 
dpriari  él  legislador  y  el  Juez^  su  mandatario,  hubieren  decla"^ 
rado  necesaria  también  la  misma:  esto  seria  un  estrecho  for- 
malismo coatrarioal  prit^cipio  jurídico  de  la  defensa  represiva. 

§  162.— Per  todas  estas  consideraciones  persistimos  en  afír- 
mar  que  el  instituto  de  la  liberación  condicional.no  es  contra^ 
rio  á  aquella  certeza  de  la  pena  que  es  humanamente  justo  exi- 
.^r;  no  es  una  consecuencia  exclusiva  de  la  teoría  de  la  en- 
mienda del  culpable  ó  de  la  prevenciion  del  delito,  sino  que.se 
exige  por  los  principios  fundamentales  de  proporción  y  justi- 
cia por  la  defensa.  Creemos  que,  prácticamente,  un  sistema 
penal  bien  ordenado  debe  sacar  de  ella  las  mayores  ventajas, 
porque  el  progreso  de  la  naturaleza  es  siempre  gradual,  y  por 
^er  serio  y  duradero  no  puede  hacerse  de  otro  modo.  Sería  una 
imprudencia  imperdonable  dejar  de  un  golpe  en  la  vida  ple- 
namente libre  sin  condiciones  de  vigilancia  y  de  revocación 
-en  los  casos  de  peligro  un  hombre  que,  por  un   tiempo  más  ó 
juénos  largo,  habia  perdido  la  costumbre  de  esta  vida,  y 
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^ue  hasta  en  su  encarcelación  había  demostrado  con  el  de— 
lito  que  no  sabia  resistir  á  las  seducciones  peligrosas  que  la 
misma  vida  ofrece.  En  este  sentido,  la  acción  preventiva  de 
la  policía  y  de  la  educación  debe  concurrir  á  asistir  también 
al  libertado  (anticipadamente  ó  no),  como  caña  ^ágil  que  está 
expuesta  á  un  golpe  del  viento  y  á  la  ira  de  la  tempestad.  De 
aquí  la  sociedad  para  el  patrocinio  de  los  libertados  de  la  cár- 
cel^ á  la  cual  se  le  da  tal  vez  el  derecho  de  v  comunicar  su  la- 
fluencia  benéfica  en  la  cárcel  misma  por  medio  de  visitas  á  ios 
detenidos  que  han  de  verse  libres;  de  aquí  la  vigilancia  de  la 
policía,  que  puede  ser  también  buena  cuando  sea  mitigada  (1) 
con  las  casas  de  refugio  para  los  libertados  de  la  prisión,  la» 
Colonias  agrícolas  6  industriales,  especialmente  para  los  jóve* 
nes  delincuentes,  etc. 

Tenemos  tal  fá  en  la  institución  de  la  liberación  condicio* 
Bal,  que  no  sabremos  considerar  de  otro  modo  sino  como  una 
restricción  sugerida  por  motivos  transitorios  de  oportunidad,  la; 
del  último  proyecto  del  Código  penal  italiano  (1877)  impuestc^. 
al  instituto  mismo  por  la  cual  los  condenados  á  la  pena  de  cár- 
cel perpetua,  son  absolutamente  excluidos  en  la  participa- 
ción de  estos  beneficios  de  la  liberación  anticipada.  Desde 
el  momento  en  que  por  esta  pena  puede  admitirse  la  gracia 
soberana  y  se  admite  con  la  razón,  con  mayor  título  se  ha 
de  acoger  á  la  liberación  anticipada  y  revocable*  Por  iguap 
sería  el  producto  exclusivo  de  ideas  preconcebidas  y  falsas,  ex- 
cluir, como  hace  el  proyecto  de  Código  penal  croato  (2),  los 
beneficios  de  la  libertad  anticipada  á  los  extranjeros  y  á  ciertos 
reincidentes.  Si  para  vencer  el  acostumbrado  miedo,  un  legis- 
lador comienza  por  introducir  estas  excepciones,  salvo  coger 
enseguida  los  frutos  de  la  experiencia  de  la  opinión  en  conse^ 
cuencia  mudada,  esto  se  comprende  y  esto  parece  que  ha  pro- 
cedido precisamente  en  Italia,  donde  el  proyectó  último  de  Có- 
digo penal  contiene  semejantes  restricciones.  Pero  esto  no  e» 
admisible  de  ninguna  manera  en  países  que,  como  la  Croacia^ 

(1)  Cfr.  últimamente  Bemer»  Poliseiaitfsicht,  en  el  Geriditisaai,  1881,  yol.  XX  XI21 
págrinas  321-385. 

(2)  Veáse  Tauffer,  Der  liroaiische  Sirafgesetzentwurf  etc.  y  mi  artículo  citada 
«obre  el  mismo. 
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conocen  hace  años  el  instituto  de  la  liberación  condicional  y 
han  hecho  ya  con  ella  prnebas  vehementes.  De  cnalqnier  modo, 
la  regla  de  conducta  del  legislador  debe,  bajo  este  aspecto, 
ser  la  siguiente:  estorbar  lo  menos  posible  la  práctica  y  la  ex- 
periencia con  prescripciones  legislativas.  Con  buena  razón 
Tauffer  y  Pols  babian  vigorosamente  combatido  en  el  Con- 
greso de  Stokolmo  estas  excepciones  al  instituto  de  la  libe- 
ración anticipada  de  los  condenados,  observando  muy  apropó- 
sito  que  son  excepciones  apriorísticas  y  absolutas,  y  que,  por 
lo  mismo,  desconocen  fundamentalmente  la  naturaleza  de  la 
institución  á  que  se  refiere.  La  corrección  de  un  hombre  no 
depende  de  la  cualidad  y  gravedad  del  delito,  ni  del  número 
de  las  infracciones  por  él  cometidas,  sino  más  bien  de.  sus  con- 
diciones subjetivas,  y  si  es  extranjero,  lo  único  importante  es 
que  pueda  creerse  que  no  abandonará  su  país.     . 

CiPÍTULO  XXXI. 

MUDANZAS  LEGISLATIVAS. 

§  163. — ^De  ordinario  los  legisladores  tratan  del  dominio  de 
la  ley  penal  en  el  tiempo  al  lado  de  la  ley  penal  en  el  espacto. 
A  imitación  de  los  legisladores,  los, criminalistas  hablan  tam- 
bién en  el  mismo  orden  asignando  á  estos  importantes  proble- 
mas un  puesto  en  los  prolegómenos  de  sus  tratados  ó  manua- 
les, donde  discurren  acerca  de  la  ley  penal  en  general  y  de  su 
autoridad.  El  método  seguido  por  nosotros  nos  obliga  á  otra 
distribución.  No  podemos  hablar  de  la  ley  penal  en  su  relación 
con  el  tiempo,  hasta  que  no  sepamos  qué  cosa  sea  delito  y 
pena,  objeto  esencial  de  la  ley  misma.  Ahora  que  lo  sabemos, 
podemos  y  debemos  declarar  nuestro  pensamiento  y  nuestra 
doctrina  sobre  este  propósito.  En  cuanto  á  la  autoridad  de  la 
ley  penal  en  sii  relación  con  el  espacio,  la  materia  exige  natu- 
ralmente tratar  del  juicio  penal,  ya  que  éste  á  su  vez  implica 
la  teoría  del  ejercicio  de  la  acción  penal. 

§  164. — Las  mu  danzas  legislativas  son  igualmente  una  cau- 
Bíkjíírídica  de  mod  ificar  la  pena,  y  la  doctrina  relativa  á  ellaes 
conocida  más  especialmente  bajo  el  nombre  de  no  retroactivi- 
dad  de  la  ley  penal  ó  derecho  penal  transitorio. 


§  I'65.'*-«ün  OjMigo  pesnal  deberíü  8&f  u&a  ^eepe^  de  deoá- 
l€tgo  pfi^a  los^odadana»;  deberÍA  estar  en  TÍgor  por  un  tiem- 
po no  abreve,  á  fin  de  encarnarseen  la  pública  conciencia,  y-^sta 
no  fuese  abada  momento  turbada  por  novedades leg^islativas  ao 
xedamadas  por  Aéce8édade8^^«^4»i?0^ñu6y«8  jperdnra;ble«.  To- 
davía los  progteaoA  sociíales  y  la  mutación  qáe  los  acoiflpañen 
en  las  coadÍGÍones  políticas  y  en  las  costumbres  páújicas,  ha- 
«en  necesario  no  p&oo  frecuentemente  modificaciones*  leg^ida- 
ÜYas  por  las  cuales  se  wheufi  á  reconocer,  que  la  pena  ó  «es  lega- 
da ¿njtista  paa*a  el  porvenir  6  era  injusta  ya  «n«l  pasado.  Esta 
injuustioia,  sin  embargo,  puede  comprobarse,  ya  respecto  á  la 
•cualádad,  ya  respecto  á  la  cantidad  de  la  pena,  6  bien  por- 
-que  no  sucede  tener  qve  castigar  en  adelante  éste  ó  aquel 
^cho. 

El  principio  que  en  cada  una  de  estas  bipétesís  se  hace  Tar 
1er,  es  presumir  justa  la  ley  presente,  esteces,  la  nueva  res- 
pecto de  la  antigua.  Pero,  gde'berálaley  nuevaretrotraerse  á  los 
hechos  ya  realizados? — Ciertamente  que  se  retraerá  á  los  deli- 
tos consumados,  pero  aún  no  juzgados  por  sentencia  irrevoca^ 
ble  en  el  momento  de  la  promulgación  de  la  ley.  Pero  si  fuese 
ya  juzgado,  con  sentencia  hecha  ya  ejecutoria  y  tal  vez  en 
principio  de  ejecución,  bien  podria  dudarse  si  era  ó  no  justo  de 
U^ar  aun  nuevo  juicio,  al  menos  de  revisión  de  la  penaren 
el  supuesto  que  la  pena  nueva  fuese  más  benigna^que  la  anti- 
gua. En  el  caso  de  respuesta  negativa  no  quedaría  como  re- 
medio más  que  el  indulto  del  soberano. 

§  166.-^La  doctrinal  Científica  aún  discorde  en  edte  punto> 
admite  que  la  nueva  ley  puede  ejercer  una  influencia  aún  so- 
bre el  delito  anterior,  como  en  el  caso  de  que  el  hecho  no  haya 
sido  juzgado,  ó  el  juicio  pronunciado  sobre  el  mismo  sea  a6n 
revocable  mediante  la  apdacion  6  la  purgación  dé  la  oontuma- 
iíi9r.  De  hecho  los  sucesos  posteriores  al  delito  consumado,  si 
bienno  pueden  cambiarlo  en  mínima  cosa,  tienen  un  valor  jurf- 
dico,y  el  delito  que  es  á  su  vez  una  relación  jurídica  (§  II)  que 
tiene  necesidad  de  prolongar  Su  vida  hasta  el  momento  én  que 
obra  su  último  efecto,  se  modifica  el  mismo  en  consecuencia  de 
las  modificaciones  de  la  relación  jurídica  entre  el  hecho  y  la 
ley  que  ha  cambiado  precisamente  la  relación  misma.  Este 
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^timot  no  B»  presenta  ya  en  lae  condícinnes  que  son  neoesaariae' 
para  producir  este  efecto,  ni.debe  producirlo. 

Además*  entre  la  ley  nueva  que  modifica  las  relaciones  die^ 
competencia  del  Juez  (y  basta  aquí  desvio  ninguno  sobre  lare- 
teoaetividad),  y  la  ley  nueva  que  suprime  de  un  golpe  un  géne- 
ro de  penalidad^  es  ju»to  Imcer  una  distincioa-  y  la  doctrina 
cientí&ea  la  reconoce;  tadavía  las  conaecuencias  son  laa  mis- 
naaa.  En  él  segundo'ca^,  la  imposibilidad  de  que  la  ley  nueva 
coloca  ai  podí^  judíetal  y  ejecutivo  de  aplicar  el  modo  antiguo 
de  la  penalidad,  juistifíca  sin  mis  la  rettoactividad.  Pevo  entra 
ambos  casos  bay ,  como  se  ve,  una  necesidad  material  que  de- 
termioDka  la  inñuencia  de  la  ley  nueva  aún  sobre  A  pasado.  Pero 
si  el  antigüio  modo  de  penalidad  se  conserva  y  la  aplicación  es 
úiaterialmente  posible  (atendido  á  que  la  ley  nueva  no  cambia 
8ÍB0  la  especie  6  calidad),  ¿deberá  decirse  que  el  priucipio  de 
la,  no  retroactividad  sea  absoluto  en  este  casof  No  seguramen- 
te. Aquí  la  solución  debe  buscarse  en  el  gran  principio  de  la 
pena  más  suave  6  de  sus  condiciones  más  flavorables  al  conde* 
nado  ó  acusado. 

§  167. — ^Lo  mismo  se  dice  para  el  caso  más  complicado  dia 
un  cambio  que  la  ley  nueva  baya  producido  en  el  límite 
máximor  d  en  el  límite  mínimo  de  la  duración  de  la  pena.  Sin 
embargo,,  la  dificultad  está  en  saber  cuál  de  las  leyes  de- 
berá reputarse'  más  suave  para  preferirla  en  la  aplicación. 
Será  aquélla  que  abaja  el  máximo,  6  mas  bien  aquella  que 
abaja  el  míhimun,  ó  más  bien  deberá  hacerse  un  cáleu* 
ki  propoordonal,.  6  dejar  sin  más  la  elección  al  culpable?  Cada 
una  de  es:^  varias  opiniones  encuentra  mantenedores  en  la 
doctrina  y  en  la  práctica;  pero  abandonada  la  idea  peligrosa  de 
confiar  al  arbitrio  del  culpable  un  juiício  por  el  cual  bien  á  me- 
ando le  faltarian  los  datos  necesarios  parece  que  un  cálculo- 
de  proporción  evitara  los.  inconvenientes  de  las  dos  opiniones 
sobre  la  rebaja  del  máximo  ó  sobre  la  rebaja  del  mínimo.  La 
gravedad  de  la  pena  no  depende  sólo  del  máximo  y  mucho 
menos  del  mínimo  solamente.  Suprimido  el  grado  mínimo, 
como  en  el  Código  holandés  de  3  de  Mayo  1881,  la  cuestión 
no  encontraría  dificultad  alguna. 

§  168. — Para  llenar  el  estudio  de  la  retroactividad  penal. 
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hace  falta  referir  el  art.  3  de  las  disposicioiies  propuestas  para  la 
aprobación  del  proyecto  último  de  Código  penal  italiano  (1877): 
«La  pena  infligida  por  las  leyes  ahora  vigentes  y  no  admitidas 
en  el  nuevo  Código,  son  en  su  ejecución,  cambiadas  de  dere- 
cho en  aquélla  entre  las  nuevas  penas,  que  por  su  "naturaleza 
y  gravedad  corresponden  mejor  á  ella;  y  serán  aplicables  á  la» 
ijiismas  las  disposiciones  del  Código  relativas  á  la  conmuta- 
ción ó  subrogación  del  trabajo  por  las  penas  pecuniarias  no 
pagadas,  á  la  admisión  en  las  colonias  agrícolas  é  industriales, 
y  á  la  liberación  provisional  relativamente  á  las  penas  rectric- 
tivas  de  la  libertad  personal,  no  cumplidas  enteramente  en  la 
aplicación  delCódigo  mismo.  Las  controversias  sobre  la  conmu- 
tación y  ejecución  de  la  pena  se  decidirán  por  las  sesiones  de 
los  Tribunales  de  apelación  correccional.» 

Y  prescindiendo  de  los  modos  de  ejecución  de  la  pena,  en 
el  art.  2  de  las  disposiciones  preliminares  del  Código  pro- 
yectado, se  dice: — §  1.  «Ningún  delito  puede  castigarse  con  pena 
que  no  estuviese  afirmada  en  la  ley  antes  que  estuviese  co- 
metido.— §  2.  Si  la  nueva  ley  no  coloca  entre  los  delitos  un  he- 
cho castigado  por  la  ley  anterior,  cesan  de  derecho  los  efectos 
del  procedimiento  y  de  la  condena. — §  3.  Si  la  ley  penal  del 
tiempo  del  delito  y  las  posteriores  son  diversas,  se  aplica  aque- 
lla que  contenga  disposiciones  más  favorables  al  acusado.  — §  4. 
Si  la  pena  fué  infligida  ya  con  sentencia  hecha  ejecutoria,  se 
sustituye  con  aquella  pena  más  suave,  en  especie  ó  duración, 
establecida  por  la  ley  posterior  para  el  delito  definido  en  la  sen- 
tencia.—§  5.  La  ley  posterior  más  suave  se  aplica  también  á  los 
efectos  de  las  precedentes  condenas,  salvo  los  derechos  de 
terceros.» 

Estas  disposiciones  son  exactamente  conformes  á  los  prin- 
cipios de  la  ciencia  según  los  han  formulado  en  nuestros  dias 
las  doctrinas  más  progresivas. 

E.  Brusa. 

Profesor  ea  la  Universiáai  de  Turin. 
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imDlNCIA..DE  Li8  PASIONES  EN  U  GBMNALIDAl). 

§1- 

Ño  es  posible  dar  solaqion  exacta  á  los  múltiples  problemas 
'que  el  derecho  penal  ofrece,  sin  que  esta  importante  rama  de 
la  eiencía  de  las  leyes  reclame  el  necesario  auxilio  de  la  filoso- 
fía; abundantísimo  manantial  de  donde  fluyen  los  conocimien- 
tos indispensables  para  el  estudio  del  hombre,  sugeto  activo  del 
derecho  y  objeto  á  la  vez  de  las  más  trascendentales  investi- 
.::gaciones  jurídicas. 

Quizá  porque  las  antiguas  leyes,  que  en  no  remotos  tiem- 
pos constituian  el  derecho  de  castigar,  no  estaban  informadas 
en  ese  espíritu  fllosóñco;  acaso  también  porque  las  ideas  del 
delito  y  de  la  pena  eran  nociones  sin.  realidad  positiva  en  la 
personalidad  humana,  veíase  al  impropiamente  llamado  dere- 
cho penal  fluctuar  en  el  vacío,  agitarse  entre  contradictorios 
principios,  sin  que  fuera  dable  comprender  que  si  el  delito  es 
un  mal  del  alma  y  una  sanción  eminentemente  moral  la  pena, 
todo  lo  que  fuese  mera  impresión  de  los  sentidos  6  absurdas 
teorías  de  intimidación  y  de  venganza,  era  desnaturalizar  lo 
que  por  su  propia  esencia  descansa  en  fundamentos  de  orden 
en  verdad  bien  diferentes. 

En  el  estado  de  la  ciencia  las  cuestiones  del  derecho  penal 
•revisten  un  carácter  por  todo  extremo  filosófico  y  entrañan  en ' 
su  solución  abstractos  teoremas  de  verdades  que  se  elevan  á 
lo  inmaterial  y  lo  supra-sensible,  es  decir,  á  la  metafísica,  que 
es  como  la  finalidad  de  la  filosofía. 

Y  así  debia  ser;  porque  sin  el  conocimiento  esencial  de  la 
sustancia  del  alma  humana  y  de  sus  atributos,  sia  el  concien- 
Eudo  estudio  psicológico  de  las  facultades  áéljfo,BÍn  poseer 
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con  exactitad  nociones  exactas  de  los  orígenes  del  mal  y  deP 
bien  como  causas  primeras  de  la  moralidad  de  los  actos  ha- 
manos,  no  es  posible  caminar  con  seguro  paso  en  una  ciencia 
t)omo  la  del  derecho  "psíaálf  cuyos  priméH^s  principios  están  en- 
carnados en  la  que  con  toda  exactitud  ha  sido  llamada  regla 
de  la  vida  y  ciencia  denlas  ciencias:  en  la  filosofía. 

Empero  si  el  derecho  romano,  que  es  como  el  arquetipo  y 
la  norma  de  todo  nuestro  derecho,  conoció  la  profundísima 
verdad  de  que  del  árbol  frondoso  de  la  filosofía  brota  coma 
fresca  rama  la  ciencia  de  la  justicia,  y  si  la  historia  de  las  ins- 
tituciones de  aquel  pueblo  nos  presenta  como  confundidos  el 
Pórtico  y  el  Foro;  si  es  un  hecho  innegable  que  el  estoieisma- 
informaba  los  conceptos  fundamentales  de  la  jurisprudencia^ 
preciso  es  también  confesar  que  en  la  estructura  del  derecha 
penal  fué  necesario  el  transcurso  de  largos  siglos  para  que  la 
personalidad  hunoana  reconquistase  los  faeros  de  su  concien- 
cia, el  reconocimiento  de  su  dignidad. 

Abandonando  este  orden  de  consideraciones  (¡fie  hubieraír 
de  alejarnos  del  ptopósito  que  nos  hemos  impuesto  de  estudiar 
brevísímameíite  la  infiínencia  de  las  pasiones  en  los  actos  pu- 
nibles y  sin  desconocer  la  dificultad  de  ese  estudio,  presenta- 
mos desde  luego  la  síntesis  de  nuestro  trabajo,  que  puede  for- 
mularse en  estas  proposiciones. — Quó  son  las  pasiones. — Cuán- 
do atenúan  y  cuándo  agravan  la  responsabilidad  criminal. — 

§11. 

La  obserY  ación  psicológica  nos  demuestra  con  claridad  in* 
discutible  que  hay  en  nosotros  una  entidad  inextensa,  simpli-^ 
císima,  idéntica  á  sí  misma,  sensible,  inteligente  y  libre;  8us<^ 
tiancia  incorpórea,  que  posee  potencias  ó  facultades  que  ayu- 
dan á  su  actividad  propia,  principio  en  fin  de  aeto  constainta> 
que  todos  los  hombres,  aún  los  más  incultos,  perciben  ea  la» 
ittiimidades  de  su  sor  y  que  se  denomina  el  alma  ó  la  sustancia 
espiritual. 

So  existencia  es  una  verdad  de  categoría,  y  la  razón  la 
ofreeé  com  vivísima  é  irresistible  luz  al  fondo  de  nuestra  con- 
<^ncia,  informa&ido  la  razón  última  de  nuestro  existir.  El  yo 
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hinaaso^  qué  es  ht  expresión  «mtética  del  yivir  de)  alma  pc^ee 
con  pepfeeta  eTídencía  la  noción  de  8o  ser  y  no  se  concibe  á  ai 
iranio  de  ot^mAneraf  pero  cnando  se  acude  á  demostraciones^ 
máiÉ  6  menos  exactas  sobre  lo  qne  es  en  si  indisentible,  aconte* 
ce  que  lo  ocurrirá  á  quien  negase  la  luz  solar  sin  advertir  qu» 
sd  fijar  sus  ojos  en  el  astro  del  dia  los  siente  oscurecidos  en^ 
ftierza  de  tanta  claridad.  Los  hechois  presentes*  á  la  conciencian 
no  son  susceptibles  de  empíricas  demostraciones  porque  lle>- 
Tsn  en.  sí.la  demroatracion  de  su  existir. 

Lo  que  si  nos  enseña  el  análisis  racional,  es  que  las  facul* 
iodes  del  espíritu  tienen  Tída  real  é  independíente  de  la  sue- 
taneia  del  alma^  pero  que  ello  no  obstante  funcionan  entre  e§ 
con  absoluta  dependencia  y  en  perfecto  equilibrio,  y  que  desde* 
el  momento  en  que  esa  dependencia  se  desequilibra  hay  una 
anormalidad  funcional  en  el  espíritu. 

Demuéstrase  que  las  facultades  del  alma  tienen  existenciai 
distinta  de  ella,  porque  si  el  espíritu  es  sustancia  y  las  facul- 
tedes^  potencia^  si  el  alma  es  acto  constante  y  no  pura  actua- 
lidad y  las  facultades  no  siempre  se  hallan  en  simultáneo  ejer-» 
cicio,  es  visto  que,  como  decian  los  Escolásticos,  ínterin  la  un» 
es  pitiivcipio  d^  todas  las  acciones,  las  otras  son  emanaciones 
onginarias  de  ese  principio. 

Bemuéstrase  igualmente  que  todas  las  potencias  funcionan^ 
relacionadas  entre  sí,  porque  en  la  misteriosa  concatenacioi» 
de  las  facultades  anímicas,  desaparece  la  armonía  no  sólo  cuan- 
do una  de  ellas  predomina  sobre  la  otra,  por  ejemplo  en  los  fe^ 
Hémenos  sensibles  del  sonambulismo,  sino  que  la  anormalidad 
puede  ser  constante  si  ese  equilibrio  no  se  restablece,  coma 
ocurre  en  la  locura. 

Continuando  en  la  ínrestigacion  psicológica,  vidnese  á  co-* 
nocer  que  el  espíritu  es  cseDctalmente^  actiyo  y  que  como  po^^ 
temdas  de  su  actividad  hánsele  dado  las  facultades  intelectua** 
les  y  sensisitivas,  dotando  al  sor  humano  de  una  libertad,  sin 
la  cual  sus  actos  distarían  muy  poco  de  asemejarse  á  las  pro- 
ducciones de  un  mero  instinto.  La  voluntad  por  tanto,  que  es 
la  manifestación  mas  acabada  de  la  actividad  del  yó,  dejará  de 
serlo  ínterin  sus  voliciones  no  sean  inteligentes  y  perfectamen- 
te libres.  Entiéndase  bien  que  no  hablamos  ahora  de  los  acto» 
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ilícitos,  6  que  se  consuman  en  la  misma  voluntad,  los  cuales 
no  son  susceptibles  de  fuerza  alguna  que  los  impida  sino  de  los 
^cto&  zmperaébs,  6  sea  de  aquellos  que  pueden  ser  alterados  por 
el  influjo  de  una  fuerza  exterior  que  los  anonade  ó  impida.  Es- 
tos son  los  que  caen  bajo  la  sanción  del  derecho  que  alcanza^ 
Bo  á  la  voluntad  propiamente  dicha,  sino  á  sus  manifestacio- 
nes sensibles.  No  desconocemos  que  la  voluntad  en  sí  como 
potencia  del  alma  es  siempre  libre,  porque  de  lo  contrario  no 
seria  voluntad:  yo  quiero  y  soy  libre  de  dejar  de  querer,  pero 
al  invocar  el  auxilio  de  mis  órganos  pueden  estos  no  ayudi^r  á 
mi  voluntad,  ó  bien  por.  impotencia  física,  6  porque  una  fuer- 
za superior  enerve  mis  propias  fuerzas,  ó  últimamente  porque 
un  agente  del  orden  moral  reaccione  sobre  mi  inteligencia — 
error — ó  sobre  mis  facultades  afectivas— wííVío.  . 

Para  que  la  acción  ejecutada,  sea  imputable,  es  decir  que 
tenga  capacidad  moral  de  ser  atribuida  al  sugeto,  es  necesario 
por  lo  tanto:  que  éste  conozca  merced  á  la  percepción  la  acción 
que  se  propone  realizar,  que  se  posea  á  sí  mismo,  y  que  con 
conocimiento  del  fin  se  determine  á  ejecutarla,  sin  obstáculos 
insuperables  que  impidan  sea  realizadas 

La  voluntad  en  el  hombre  tiene  un  último  fin:  el  bien.  Pero 
«1  bien  es  una  idea  abstracta,  absoluta,  simplicísima  porque 
<6l  bien  como  tal  bien  sólo  reside  en  Dios,  fuente  de  los  atribu- 
tos de  bondad,  verdad  y  belleza.  Y  es  tan  simplicísima  la  no- 
ción del  bien  que  con  razón  dicen  los  metafísicos  que  el  bien 
no  es  solo  el  fin  de  la  voluntad,  sino  su  único  principio  ideaL 
Pero  sino  es  dable  al  ser  finito  poseer  objetivamente  el  bien,  la 
actividad  del  alma  nos  lleva  de  continuo  y  con  irresistible  ten- 
dencia á  esa  finalidad  y  la  conciencia  que  reciba  los  resplan- 
dores de  una  razón  rectamente  ordenada  adivina  en  su  propia 
tranquilidad  esa  idea  del  bien  que  llega  á  sus  intimidades  com  o 
velada  por  las  nubes  de  las  imperfecciones  que  son  el  atribu  to 
4e  los  seres  finitos. 

Empero  la  actividad  del  yo  seria  una  fuerza  en  estado  de 
absoluto  reposo  si  la  sensibilidad  no  ofreciese  para  su  desarro- 
llo esos  elementos  (ft  carácter  afectivo,  que  son  como  secretos 
y  misteriosos  resortes  que  conmoviendo  las  delicadas  fibras  del 
sentimiento,  parece  como  que  llevan  pasivamente  al  alma  á  sa 
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objeto,  arrastrando  en  su  ímpetu  la  yolnntad  á  ciertas  deter* 
minaciones.  Hé  aqní  la  pasión,  16z  vivísima,  tan  viva  como  rá-^ 
pida,  luz  qae  debilita  la  luz  de  la  inteligencia,  luz  que  puede 
á  veces  oscurecer  por  completo  los  serenos  fulgores  de  una  ra- 
7on  tranquila  y  ordenada  al  bien.  Dícese  con  acierto  que  sin 
las  pasiones  fuera  el  hombre  un  volcan  apagado,  pero,  jay  del 
hombre  cuando  ellas  encienden  la  incandescente  lava  oculta 
«n  el  fondo  del  volcan  y  la  arrojan  sin  conmiseración,  destm* 
jendo  cuanto  á  su  paso  se  opongal... 

Que  las  pasiones  son  elemento  de  carácter  sensitivo  es  in- 
discutible, que  ellas  son  el  producto  de  la  imaginación  también 
es  innegable,  pero  pretender  analizar  el  génesis  de  la  pasión 
es  un  problema  sin  solución  acertada.  Nadie  sabe  cómo  se  fun-* 
de  el  rayo,  cómo  la  electricidad  rasga  la  nube  para  enviar  la 
chispa  que  mata,  y  el  hombre  sólo  ha  podido  dar  dirección  á 
-esa  fuerza  y  convertirla  en  aprovechable  y  útilísimo  elemento* 
De  la  misma  manera  el  ser  racional  conoce  la  pasión  por  sus 
efectos  y  la  dirige  como  fuerza  á  él  subordinada  á  servirle  de 
auxiliar  para  los  fines  del  espíritu. 

La  filosofía  estoica  condenaba  las  pasiones,  porque  para  A 
estoico  la  virtud  consistía  en  la  inteligencia  pura  é  indepen- 
■diente  de  los  sentidos  y  en  la  ordenada  voluntad,  libre  del  in- 
flujo de  las  pasiones;  pero  del  estoicismo  al  egoismo  y  hasta  á 
ia  egolatría  hay  muy  escasas  distancias,  porque  abandonado  el 
hombre  á  un  misticismo  poco  racional  y  cerrada  su  alma  á  las 
tmas  veces  suaves  y  otras  arrebatadoras  conmociones  de  la  pa- 
flion,  ni  las  afecciones  tranquilas  del  amor  y  de  la  caridad,  ni 
ios  heroísmos  de  la  virtud  que  lucha  y  triunfa,  encontrarían 
eco  en  los  misteriosos  y  recónditos  pliegues  del  corazón  hu- 
mano. 

Hemos  dicho  que  las  pasiones  son  fenómenos  afectivos  y 
producto  casi  siempre  de  la  imaginación  que  las  sostiene,  las 
acaricia  y  floalmente  las  lanza  en  el  camino  de  la  voluntad. 
Importa  por  consiguiente  determinar  el  carácter  de  la  imagi- 
nación, pues  el  estudio  incompleto  que  se  ha  hecho  de  esta  fa- 
e altad  ha  sido  el  motivo  de  trascendentales  errores  sobre  su 
influencia  en  los  delitos  y  sobre  la  naturaleza  de  las  pasiones. 

Está  muy  generalizada  la  idea  de  que  la  imaginación  es 
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una  facultad  de  lar  inteligeDcia^  eonfandiendo  lafltímoaaiiiente 
el.  imAnjo  áe  ella  en  el  eniendimieiita  coa  laer  fimdone»  pro** 
pía»  de  la  sensibilidad  afectiva.  Guando  peiTeittknoo  um  objetor 
7  le  reproducimos'  más  tarde  representándojtosle  en  maestra- 
interior,  y  caaosdo  formamos  nuevas  representaciones  de  dí*^ 
versos  objetos  combinándolo»  hasta  creav  otros  sia  forma  obje^ 
tlva,  nuestra  imaginacíoní  fnnciona  como  tal;  pero  si  á  esaw 
representaciones  sucede  la  uührersalidaid  y  la  espiritualidad 
absoluta  del  objeto,  es  la  inteligencia  laqi^  obra  con  .el  pode*" 
roso  auxiliar  de  la  imagiiiacion.  To  que  en  mi  imaginación 
n^Toduzco  la  percepción  del  objeto  árbol  no  la  conjcibo  sino^ 
con  forma  determinada,  con  singularidad  objetiva;  pero  yo* 
qne  ec  mi  inteligencia  vislumbro  la  noción  de  la  virtud,  revis** 
to-  á  esta  idea  de  universalidad  pura  objetiva  y  la  percibo  como» 
absoluta  y  sin  determinación  de  forma..  No  es,  pues,  la  ima^í*^ 
nación  facultad  inteligente  sino  del  orden  sensible  y  afectivo^ 
y  lejos  de  confundirse  y  perderse  en  la  inteligeneia  vive  so- 
bordinada  á  ella  y  á  la  voluntad.  Es  verdad  que  su  desequili-* 
brio  perturba  las  facultades  mentales^  perO'  esto  se  debe  al  ín*' 
timo  consorcio  de  la  sensibilidad  y  de  la  inteligencia,  arméni- 
ca  unión  en  que  consiste  la  vida.  Analizada  así  la  imagfinacion,. 
e»  decir^  clasificada  entre  las  facultades  sensitivas  internas^ 
podemos  desde  luego  considerarla  comO' la  causalidad  de  nues- 
tras pasiones  y  establecert  que  el  sugeto  de*  las  pasiones  es  la: 
ffensibliidadf  y  el  objeto  la  voluntad  á  la  cual  modifican:  el  pun- 
to de  partida  de  las  pasiones  es  la  conmt)CÍon  sensible  que  obir» 
reflefamen'te  sobre  la  imaginación  y  el.  término  del  movimien« 
to  pasional  la  inteligencia  que,  6  le  contiene  y  modifica,  6  \& 
áir^ey  encamina  á  su  último  fin,  permitiendo  ó  no  que  la  ac* 
tividad  se  inspire  en  aquellas  al  obrar. 

No  es,  por  lo  tanto,  la  pasión  un  movimiento  sensitivo  so- 
lamente, en  cuyo  supuesto  no  nos' seria  imputable,  sería  impu« 
table  como  causa  de  nuestros  actos;  por  el  conti:ario  y  en  la 
generalidad  de  los  casos  va  acompañadas  de  un  conocimiento 
objetivo  propio  de  la  inteligencia  pura,: y  ese  conocimiento  está 
presente  en  el  ejercicio  de  la  volantad.  Así  acontece  que  lo» 
nsovimíentos  llamados  primeros  de  nuestra  actividad^  que  son 
como  1»  pasión  suprema,  ó  aquellas  pasiones  que  producen  un 
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TOvdsdero  trastorno  itrtéleotttial  y  determínaa  lo  qae  se  llama 
iel  panSxísmo  ée  la  paskm^^oaitando  la  libertad  de  naestroe 
«cÉos  que  «  convierten  en  myolnntarioB^  impiden  la  imputa- 
«ion  en  el  agente.  El  qne  á  la  vista  del  pn^al  iionucida  que 
«TiBi  á  sepultarse  en  el  corazón  de  su  madre,  se  apodera  de  él  y 
lo^ava  en  el  pecho  del  asesino,  obedece  á  una  tan  violeofea 
fyasion^ne  no  dá  treg^uaá  que  la  inteligencia  funcione;  el  que 
dominado  por  una  trastornadora  conmoción  sensible  desequi- 
libra BUS  facultades  intel<M;uales  y  cae  en  la  demencia,  tam- 
poco puede  ser  responsable  de  sus  actos. 

Recorre  por  consiguiente  la  pasión  una  escala  de  diversos 
gTftdoiB  desde  la  emoción  hasta  la  locura,  y  la  ley  ha  tenido 
muy  en  cuenta  esos  distingos  periodos  del  movimiento  pasio- 
Tial^  en  49us  prácticas  aplicaciones.  ¿Qué  distancia  tan  inmensa 
DO  hay,  en  efecto,  entre  esos  movimientos  afectivos  de  escaisa 
<Luracion  y  que  van  acompaáiados  de  acelerados  latidos  en  la 
Tegion  cordial  y  que  se  llaman  emociones,  y  ese  verdadero 
'torrente  de  afectos  desordenados  qae  parece  se  desborda  del 
•corazón  de  un  hombre,  ^brio  por  el  «influjo  de  una  pasión  ele- 
vada ásu  última  potencia?...  ¿Cuánto,  por  otra  parte^  no  mo- 
diifircan  á  las  pasiones  el  temperamento,  el  mayor  ó  menor  des- 
anclo de  la  inteligencia,  el  desorden  de  una  imaginación 
más  ó  menos  viva  y  la  educación  del  individuo?  Cuestiones  son 
-todas  e9tas  del  dominio  de  la  filosofía  y  de  la  fisiología,  perp 
-fiu estudio  no  por  eso  es  menos  indispensable  al  jurisconsulto, 
•pues,  como  conviene  á  las  leyes  penales  si  no  han  de  incurrir 
«n  las  osonrídades  del  casuísmo,  en  tan  delicado  asunto  puede 
áecÍTse  que  se  ha  dejado  ancho  campo  al  criterio  individual, 
«egun  pasamos  á  exponer. 

I  III. 

Toda  manifestación  de  la  voluntad  objetivamente  conside- 
irada  presupone  como  término  de  la  acción  el  bien,  que  es  lo 
que  constituye  la  finalidad  de  su  natural  tendencia.  Pero 
<como  la  vóluntaa  siempre  es  informada  al  obrar  por  la  sensilñ- 
4idad  y  por  la  inteligencia,  la  moralidad  de  una  acción  existirá 
tan  sólo  cuando  el  espíritu  haciendo  el  bien  lo  realice  confor- 
me alas  inspiraciones  verdaderas  del  sentimiento  y  de  la  pra- 
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zon.  Realizar  el  bien  porque  en  sí  es  bello  y  encierra  la  noción 
de  la  verdad,  bascar  el  bien  de  las  acciones  por  sn  intrínseca 
bondad,  es  elevarse  el  ser  finito  á  la  altara  de  sas  destinos; 
pero  el  hombre  que  hace  el  bien  inspirándose  en  motivos  per- 
sonales^ está  muy  distante  de  obrar  como  ser  moral,  y  no 
se  distingue  ciertamente  de  los  demád  séred  orgánicos  é  inor- 
gánicos, todps  los  cuales  realizan  el  bien  particular  para  que 
fueron  creados. 

Ya  hemos  consignado  que  las  pac&iones  son  fenómenos  sen- 
sibles, y  presupuesta  la  idea  de  que  la  sensibilidad  concibe  el 
bien  en  lo  bello,  como  la  inteligencia  lo  encarna  en  la  verdad, 
viénese  á  deducir  la  consecuencia  de  qoe  la  voluntad  es  mera 
potencia,  que  en  tanto  nos  lleva  al  bien,  en  cuanto  el  senti- 
miento de  lo  bello  y  la  noción  de  lo  verdadero  le  hayan  sida 
ofrecidos  como  constitutivos  del  fin  que  la  voluntad  se  propone 
ejecutar;  y  que  las  pasiones  serán  en  sí  buenas,  si  al  impre- 
sionar sensiblemente  al  alma  la  impulsan  con  mayor  vehemen* 
cia  al  bien  por  la  exaltación  del  ideal  de  la  belleza  ó  de  la 
Verdad  absoluta,  y  serán  reprobables  cuando  aparten  la  activi- 
dad del  espíritu  de  la  moralidad  que  es  su  objetivo  constante* 

Aun  puede  profundizarse  más  el  estudio  de  los  primeros 
principios  que  informan  la  teoría  de  las  pasiones  y  su  inflaen- 
cia  en  la  moralidad  de  los  actos  humanos,'  porque  en  efecto,  las 
pasiones  pueden  ser  antecedentes,  concomitantes  y  consiguien- 
tes, y  en  cada  uno  de  los  casos  es  distinta  su  influencia.  Si  la 
pasión  precede  al  acto  voluntario — antecedente — aumenta  la 
voluntariedad,  puesto  que  el  sugeto  quiere  con  mayor  vehe- 
mencia, pero  disminuye  la  libertad  por  la  perturbación  consi- 
guiente en  el  elemento  intelectual,  siendo  menos  extensa  la 
moralidad  del  acto  y  más  deficiente  por  tanto  la  imputabilidad 
subjetiva.  Si  el  movimiento  pasional  acompaña  á  la  acción 
pasiva — concomitante — ^ni  aumenta  ni  disminuye  la  libertad  y 
moralidad  de  ella;  empero  si  es  un  efecto  del  acto  voluntario, 
aumentando  áposteriori  su  vehemencia,  multiplica  la  morali- 
dad 6  inmoralidad,  y  la  imputabilidad  acrece,  toda  vez  que 
según  las  discretas  frases  de  un  distinguido  filósofo  (1)  «á  la 

(1)    Fr.  Ceferino  González,  Filotofía  elementul  tomo  2* 
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bondad  6  malicia  propias  de  la  volantad  en  su  acto*  anterior^ 
se  añaden  la  bondad  ó  malicia  de  las  pasiones^  como  accione» 
7  cosas  ejecutadas  en  virtud  déla  elección  y  determinación 
libre  de  la  voluntad;»  y  á  esto  se  denomina  pasión  consi* 
g^iente. 

Asimismo  puede  sostenerse  que  en  tanto  son  impu tablea 
subjetivamente  las  pasiones  en  cuanto  si  bien  son  efecto  de  un 
movimiento  sensitivo*  la  conmoción  sensible  llega  á  las  fibras 
del  alma  bajo  la  influenciti  de  las  facultades  intelectuales,  á 
diferencia  de  las  pasiones  en  los  seres  irracionales  que  sólo  se 
producen  por  la  sensibilidad  externa.  De  modo  que,  como  es- 
cribe Santo  Tomás,  el  apetito  sensitivo,  origen  de  las  pasiones 
68  en  el  hombre,  racional  per  parttcipatíonem.  De  ahí  resulta 
que  la  clasificación  de* las  pasiones  humanas  es  mucho  más 
compleja  que  la  de  los  seres  privados  de  inteligencia,  pues  ín- 
terin las  de  éstos  deben  su  génesis  á  los  sentidos,  las  del  hom- 
bre van  siempre — entiéndase  las  que  le  son  imputables — 
acompañadas  de  conocimiento  que  es  función  propia  de  la 
razón. 

No  intentaremos^  por  tanto,  clasificar  las  pasiones,  ni  dis- 
cutir acerca  de  si  el  amor  y  el  odio  son  el  origen  de  todas 
ellas;  el  hombre  presenta  tan  variado  cuadro,  que  bien  puede 
asegurarse  que  el  estudio  de  sus  fenómenos  afectivos  ofrece 
una  verdadera  antítesis  hasta  el  extremo  de  que  con  dificultad 
se  descubre  una  pasión  que  no  revele  otra  contraria.  Así  la  es- 
peranza, recuerda  la  desesperación;  el  amor  exaltado,  el  ódio;^ 
la  alegría  inmoderada,  la  aflicción  de  espíritu;  la  audacia,  e\ 
temor;  y  en  una  palabra  no  es  raro  que  se  confundan  los  ex- 
tremos y  sea  muy  frecuente  el  tránsito  de  esos  opuestos  esta- 
dos del  alma  humana.  ¡Tan  difícil  es  el  análisis  en  esta  delica- 
dísima materia!  (1) 

En  consecuencia  de  todo  y  circunscribiéndonos  al  estudia 
de  las  pasiones  como  elemento  subjetivo  del  delito  y  modifica-- 


(1)  La  divísioD  de  las  pasiones  en  eialtantes  por  que  dilatan  el  vigor  del  alma 
ydeprimentes  que  le  debilitan,  ofrece  el  escollo  de  que  apenas  el  espíritu  se  h» 
exaltado  por  la  v.ehemencia  de  una  pasión,  parece  como  que  cae  en  un  completa 
marasmo,  que  determina  el  estado  opuesto;  hecho  que  revela  la  simple  observa- 
ción psicológica.  (N.  del  A.) 
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tívas  po^'ello  ¿b  la  imputabilídad  del  agente,  preciso  es  owbl^ 
veuir  que  ha  de  «er  considerada  la  pasión  en  su  origen,  en  ss 
sucesivo  desarrollo  y  en  el  momento  de  su  exteríorizaoion.  He- 
mos escrito  en  su  origen  refiriéndonos  al  hecho  sensible  que 
la  sirve  de  causa;  hablamos  de  su  desarrollo  en  tanto  cuanto 
puede  ser  apreciada  su  constante  influencia  en  la  generación 
^el  delito;  y  decimos,  por  último,  que  ha  de  estudiarse  en  el 
momento  de  darse  á  conocer,  porque  el*  criterio  del  juzgador 
no  aisla,  «ino  que  reúne  en  el  acto  de  consumarse  el  delito  to- 
dos los  elementos  que  le  dieron  vida.  Asi,  por  ejemplo,  el  sen- 
timiento del  honor  ofendido,  legítimo  y  raciQual  fundamento 
de  una  pasión,— la  estimación  de  sí  propio— puede  convertirse 
en  una  pasión  mezquina  si  no  acudiendo  la  inteligencia  en  aa 
desarrollo  de  una  manera  adecuada,  se  trasforma  de  justa  vin- 
dicación, en  reprobada  venganza,  <5  si  al  es^teriorizarsese  con* 
vierte  en  un  miserable  y  cobarde  ensañamiento  conlira  el 
tensor. 

Dedúcese  en  conclusión  que  no  hay  términos  h&biles  en  la 
ley  escrita  ni  para  decir  cuántas  y  cuáles  son  las  pasiones  ate- 
nuantes de  responsabilidad  ni  cuántas  y  cuáles  sean  las  que 
agravan  la  imputabilídad  subjetiva.  Obra  es  todo  del  buen 
criterio  judicial  y  obra,  si  algún  tanto  difícil,  no  inasequible 
á  los  naturales  esfuerzos  de  una  conciencia  ilustrada. 

Así  es  que  el  Código  de  1870,  al  hablar  de  este  asunto,  se 
ha  limitado  á  decir  que  hay  atenuacit^n  cuando  el  agente  haya 
obrado  por  estímulos  tan  poderosos  que  naturalmente  produz- 
can arrebato  y  obcecación.  Hé  aquí  prácticamente  definida  la 
pasión.  Instímulos  poderosos  que  exciten  nuestra  sensibilidad; 
arrebato  que  impida  la  serena  manifestación  de  la  voluntad; 
obcecdcíon  que  perturbe  el  dlaro  juicio  propio  de  las  faculta- 
■des  intelectuales. 

Y  á  nosotros  nos  parece  preferible  esa  generalización  em- 
pleada por  la  ley  que  descender,  como  lo  hacia  el  Código 
de  1822,  á  determinar  que  la  amistad,  el  amor,  la  gratitud,  la 
indigencia  ó  el  arrebato  de  una  pasión  pueden  atenuar  el  de- 
lito. Basta  consignar  el  principio,  y  allí  donde  concluye  la  mi» 
«ion  del  legislador,  empieza  la  tarea  del  Magistrado  que  ha 
de  aplicar  la  ley. 
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No  es  safíciente  una  eoamociou  euálquiera  en  el  espirita 
para  que  la  ateuuaate  nazca;  porque  con  dificultad  «e  dá  un 
^aso  en  que  el  autor  de  un  acto  ilícito  no  perciba  en  el  apre*^ 
•surado  latir  de  su  corazón  el  eco  misterioso  de  su  conciencia 
contra  la  cual  no  impunemnte  se  revela  el  transgresor  de  la  ley. 
No  basta  tampoco  un  estímulo  liviano  y  desproporcionado  á  la 
-entidad  del  mal  causado,  pues  ciertamente  no  habría  la  nece- 
saria equiponderacion  entre  el  efecto  j  la  causa^  entre  la  ate- 
nuante j  su  racional  fundamento.  Es  de  absoluta  necesidad 
que  el  estímulo  sea  grande,  es  decir,  capaz  de  desencadenar 
la  pasión  y  conducir  naturalmente  á  la  voluntad  obcecada  á 
apartarse  del  bien  que  es  au  fin  último  (1).  Hé  aquí  como  la 
ley  atiende  al  hablar  de  laa  pasiones  á  su  origen,  toda  vez  que 
cuando  el  feniSméno  afectivo  es  de  excaaa  importancia  é  in* 
suficiente  para  reflejarse  sobre  la  inteligencia  y  sobre  la  vo- 
lufitad,  no  le  admite  como  modificativo  de  la  impuiafoilidad. 

Per^  aún  hay  más;  la  disrminucion  de  la  responsabilidad 
subjetiva  fundada  en  la  pasión  presupone  que  el  nacimiento 
de  ella  ha  germinado  de  un  móvil  digno  y  lícito  á  los  ojos  de 
la  moral  que  es  el  punto  concéntrico  que  sirve  de  desarrollo 
al  derecho.  Quien  provocase  un  aborto  ó  cometiese  un  parrici* 
dio  para  evitar  la  deshonra  del  fruto  de  ilegítimas  relaciones^ 
no  podria  aeojerse  á  la  benignidad  de  la  ley,  porque  el  gér^ 
men  de  su  arrebato  reprobado  por  la  moral,  nunca  tendría  dis- 
culpa á  ios  ojos  del  derecho  (2)t 

Igualmente  atiende  la  jurisprudencia  encarg^^da  de  fijar  el 
recto  sentido  de  la  ley  al  gradual  desarrollo  de  la  pasión,  pues- 
to que  hallándose  subordinada  á  la  inteligencia,  porque  de 
otra  manera  no  nos  seria  imputable,  desde  el  instante  en  qu<e 
la  reflexión  obra  sobre  el  agente  desaparece  la  atenuación. 
'Quien  se  hace  esclavo  de  £ms  pasiones,  quien  no  reanima  con 
el  reactivo  de  la  razón  el  fuego  debilitado  de  sus  facultades 
intelectuales  merced  á  la  preponderancia  injusta  de  sus  moví- 
mientos  afectivos,  está  muy  cerca  de. poner  estos  resortes  po* 
-derosos  del  alma  al  servicio  de  su  voluntad,  uniendo  así  ma- 

^or  número  de  fuerzas  y  mayor  inmoralidad  intrínseca  á  sus 

_. 

(1)  Sentencias  del  T.  S.  de  21  de  Mayo  de  1874  y  19  de  Mayo  de  1879. 

(2)  Sentencia  del  T.  S.  de  9  de  ttovlembre  de  18S0  y  otras. 

TOMO  LX  ^  31 


342  BETISTA  DE  LBaiSLACION 

actos  ilícitos  (1).  Lo  decimos  con  bastante  pena,  pero  es  lo^  ' 
cierto  qae  más  de  una  vez  hemos  visto  confundidas  una  pre- 
meditación f  ria  y  alevosa  nacida  de  ofensas  algan  tanto  remo- 
tas,  con  la  atenuante  de  obcecación  y  arrebato  que  aleja  toda 
idea  de  reflexión  en  el  sugeto,  y  nos  felicitamiMs  de  la  buena^ 
doctrina  sentada  por  el  primer  Tribunal  de  la  Nación. 

Por  último^  tampoco  ha  pasado  desapercibido  el  instante- 
mismo  en  que  la  pasión  estalla  y  produce  el  delito.  Quien  al 
llevar  á  cabo  sus  propósitos  siquiera  obedezca  á  un  sentimien- 
to bastante  á  desarrollar  las  pasiones^  los  consuma  con  la  fría^ 
calma  del  hombre  tranquilo  y  busca  los  medios  adecuados  de 
evitar  todo  peligro  personal,  en  modo  alguno  podrá  acojerse- 
ala  atenuante  de  obcecación  y  arrebato  que  desaparecieron 
en  el  momento  mismo  de  la  ejecución  del  delito. 

Expuestas  ya  las  condiciones  que  ha  de  reunir  la  pasioit 
para  atenuar  la  responsabilidad  en  el  agente^  es  por  demás  fá*- 
cil  determinar  los  casos  de  agravación.  • 

Gomo  los  movimientos  afectivos  reaccionan  directamente 
sobre  el  elemento  subjetivo  y  á  la  vez  arrastran  la  actividad 
funcional  del  espíritu  objetivamente,  cuando  el  primer  impulso^ 
sensible  obedece  á  una  causa  innoble  y  anti-moral  y  conduce*^ 
al  sugeto  á  realizar  su  propósito  para  consumar  su  execrable- 
deseo,  es  visto  que  el  mal  realizado  aumenta  en  inmoralidad, 
tanto  más  cuanto  mayor  es  el  grado  de  actividad  desarrolla* 
do  para  llevarle  á  cabo.  El  odio,  la  envidia,  la  venganza  y  todo^ 
ese  nácleo  de  envilecidos  sentimientos  que  son  como  la  fatal 
cizaña  que  germina  entre  los  hermosos  frutos  de  afectuosos 
sentimientos  que  brotan  en  el  corazón  del  hombre,  producen, 
sí,  obcecación  y  arrebato  indudables;  pero  como  la  inteligen  • 
cia  es  la  llamada  á  predominar  en  la  sensibilidad  y  á  educar 
las  pasiones,  que  sólo  fueron  dadas  para  ayudar  los  fines  ra- 
cionales, del  alma,  allí  donde  levanta  su  cabeza  un  sentimien^ 
to  indigno.,  allí  debe  acudir  la  razón  á  confundirle  y  á  ahogarla- 
con  voluntad  indomable. 

Mas  no  en  ese  sólo  caso  puede  surgir  la  agravación  y  ya- 
hemos  indicado  antes  esta  idea.  La  pasión  mas  noble  en  six:. 

(1)   Sentencias  de  13  de  Setiembre  de  187i ,  23  de  Abril  y  18  de  Janio  de  1874. 
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erigen  puede  sin  el  contrapeso  de  la  inteligencia  degenerar  ea 
bastardo  sentimiento  y  aumentar  en  vez  de  disminuir  la  im? 
putabilidad  en  el  agente.  Esto  acontecerá  cuando  apercibida 
el  alma  de  un  afecto  que  la  conmueve  y  perturba,  lejos  d^  din 
rigir  ese  movimiento,  sensible  al  fin  racional  de  la  voluntad, 
se  agita  entre  las  conyulsiones  del  deseo  inmoderado^  dejando 
obrar  por  sí  á  la  sensibilidad  y  abdicando  en  ella  su  libre  al- 
bedrio.  El  hombre  lastimado  en  su  honra  que  lejos  de  vindi- 
carla racionalmente  dé  entrada  al  frió  cálculo  y  medite  el  ex- 
terminio de  su  ofensor,  abandonándose  á  los  brutales  excesos 
de  la  vengan za/es  mucho  más  responsable,  no  obstante  la 
perturbación  de  su  espíritu,  porque  á  la  voluntad  ordinaria  de 
sus  actos  ha  amalgamado  la  vehemencia  de  una  constante  pa- 
sión que  ha  podido  libremente  dominar. 

Poderosos  resortes  de  la  actividad  humana  son  las  pasiones 
y  cuando  ellas  nos  determinan  al  bien  subliman  los  actos  de 
la  voluntad  hasta  tocar  los  límites  de  lo  ideal;  pero  no  es  ese 
punto  de  vista  el  de  su  estudio  en  cuanto  su  influencia  se  deja 
sentir  sobre  hechos  que  reprobados  por  la  ley,  determinan  in- 
justamente siempre  á  la  voluntad.  Circunscrito  el  análisis  de 
las  pasiones  en  lo  que  afectan  á  la  criminalidad,  claro  es  que 
objetivamente  consideradas  siempre  habrá  de  notarse  que 
coadyuban  al  mal  que  el  delito  lleva  en  sí,  y  que  su  prepon- 
derancia refluye  principalmente  sobre  el  elemento  subjetivo, 
esto  es,  sobre  el  mayor  ó  menor  grado  de  libertad  que  informe 
subjetivamente  la  acción  ejecutada.  Por  eso  cuando  á  la  ex- 
pontaneidad  del  primer  movimiento  de  las  pasiones  sucede  el 
frió  pensar  de  la  razón,  cuando  el  sentimiento  afectivo,  rápido . 
en  aparecer  y  pronto  en  conmover  al  alma,  es  reemplazado  por 
el  lento  ejercicio  de  la  inteligencia  que  en  vez  de  dominar  á  la 
pasión  se  hace  esclava  de  sus  insensatos  deseos,  la  ley  aquila- 
ta el  delito  y  le  aprecia  como  ejecutado  por  una  voluntad  en- 
teramente libre. 

En  conclosíon:  el  estudio  de  las  pasiones  del  hombre  y  la 
nflueacia  de  ellas  en  la  responsabilidad  de  sas  actos  compren- 
de una  materia  tan  vasta  como  compleja.  Todo  queda  al  cri- 
terio judicial,  y  no  habrá  temor  de  que  este  se  extravíe  en  el 
difícil  análisis  del  corazón  humano,  si  los  encargados  de  apli- 
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ear  la  ley  piden  bus  luces  á  la  psicología^  ciencia  por  todo  ex« 
tremo  importante,  porqne  nada  hay  de  mayor  suposición  qne 
el  conocimiento  del  alma  humana  cuyo  objetivo  inyariable  y 
cuya  última  finalidad  se  idealizan  en  la  noción  de  Dios^  aspi- 
ración suprema  del  espíritu  en  sus  manifestaciones  de  rerdad, 
bondad  y  belleza. 

PBiMiTrro  González  bel  Alba, 


Si  un  extranjero  en  Francia  puede  obtener  un  mandat 
miento  de  embargo  contra  un  francéa. 


Mte 


Es  esta  una  cuestión  de  gran  importancia  práctica  que 
merece  ser  examinada  en  su  fundamento  jurídico*  La  facultad 
de  pedir  el  embargo  de  los  caudales  é  efectos  pertenecientes  i 
un  francés  ha  sido  en  ocasiones  negada  al  extranjero  ante  los 
tribunales  de  justicia  por  rassones  especiosas  que  no  es  fácil 
precisar  á  causa  de  su  falta  de  claridad.  (1) 

Be  ha  recordado  con  este  motivo  que  la  situación  jurídica 
del  extranjero  en  Francia  habia  dado  origen  á  tres  sistenaas» 
El  primero  consentía  que  el  extrujgero  goease  en  Francia  de 
todos  los  derechos  civiles  que  no  le  habian  sido  formal  é  im« 
plícitamentc  negados  por  la  Lej.  (2)  Según  el  segundo,  dia« 
metralmente  opuesto>  los  extranjeros  no  tendrían  en  Francia 
más  derechos  que  los  que  expresa  6  tácitamente  les  hubieran 
sido  concedidos.  (3)  El  tercer  sistema  distingue  entre  las  faoul* 
tades  y  ventajas  que  los  pueblos  civilizados  estiman  generad 
mente  como  de  derecho  natural,  y  lae  que  por  el  contrario  tie* 
nen  si^  fuente  en  el  derecho  nacional  6  propio  de  cada  pueblo^ 
Los  exiaranjeros  disfrutan  de  aquellos  derechos;  estos  áltimos 
sólo  los  tienen  en  las  condiciones  prescritas  por  los  artículos 
11  y  13  del  Código  civiL  (4) 

Sin  embargo,  para  negar  al  extranjero  el  derecho  de  pedir 
embaído  contra  un  deudor  francés,  no  es  preciso  optar  por  uno 
ú  otro  de  estos  tres  sistemas.  Se  sostiene  que,  aun  conoedien* 
do  al  extranjero  la  situación  más  favorable,  ó  sea  la  que  de* 


líj   Véase  principalmente  AfT.  Kinfir,  c.  Soige,  Tfllet  et6.  £e  Drolt,  4  Marzo  1889L 
(2;   ZMliari»,  I,  'K,  Demaogeai,  niiiL  6S;  VatoUe,  BspUe,  Samm.  p.  4m»41(l« 
(8)   DemoBombe.  1, 240-24S  bis. 

(4)    Aubry  et  R au ,  1,  p .  294;  Proudhon,  I  p.  155;  Duranton ,  1, 859;  Troplong,  de  la 
l^seription,  1, 96. 
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riva  de  la  primera  opinión  y  concede  todos  los  derechos  al  ex» 
tranjerO)  salvo  las  prohibiciones  formales  6  implícitas  de  los 
textos  legales,  no  puede  emplearse  contra  nn  francés  un  pro- 
cedimiento excepcional  y  cuyos  grayísimos  efectos  es  difícil 
.  oalcalar  las  más  de  las  veces. 

¿Cómo,  se  dice,  un  hombre  á  quien  no  liga  oon  la  nación 
francesa  lazo  alguno,  que  acaso  no  posee  muebles  ni  inmue- 
bles en  Francia,  podrá  adoptar  contra  un  francés  una  medida 
que  interrumpiendo  el  crédito  y  paralizando  los  negocios  de 
este  último^  es  susceptible  de  llevar  á  muy  funestas  consecuen- 
cias? ¿Dónde  irá  después  el  francés  á  pedir  reparación,  si  el 
embargo  fué  injusto?  ¿La  casi  impunidad  que  se  asegura  i 
ün  hombre  que  no  tiene  bienes  raíces  en  Francia,  no  podrá 
conducirle  al  abuso  de  la  facultad  que  se  le  concede?  Se  dice 
también  que  en  el  caso  en  que  el  extranjero  pudiera  recurrir 
á  esta  vía  extraordinaria,  no  debe  sustraerse  á  la  obligación  de 
hacer  un  depósito  previo,  y  se  cita  como  ejemplo  el  art.  47  de 
la  Ley  de  1844  sobre  privilegios  de  invención  que  dispone  que 
<ria  obligación  de  afianzar  se  impondrá  siempre  al  extranjero 
privilegiado  que  pida  el  embargo.» 

Parece,  como  es  fácil  convencerse  de  ello,  que  esta  opinión 
se  apoya  en  un  concepto  más  sentimental  que  jurídico  de  las 
relaciones  «ntre  deudor  ó  acreedor.  En  este  orden  de  ideas  no 
ha  de  ser  mejor  lattituacion  de  un  francés  porque  sea  otra  la 
nacionalidad  del  acreedor.  El  embargo  supone  un  crédito,  y  él 
crédito  no  tiene  nacionalidad:  «Los  bienes  del  deudor  json  la 
prenda  común  de  sus  acreedores»  dice  el  art.  2093,  sin  aña- 
dir— lo  que  hubiera  sido  una  iniquidad — «de  los  acreedores 
franceses»  ¿Qué  abusos  hay  que  temer  por  parte  del  extranje- 
ro? No  puede  recurrir  al  procedimiento  del  embargo  más  que 
en  los  casos  previstos  por  la  Ley,  es  decir,  cuando  posea  un 
título  auténtico  ó  documento  privado,  ó  cuando  haya  aujkori- 
zacion  judicial.  En  los  dos  primeros  casos  es  el  deudor  mismo 
quien  se  ha  reconocido  esta  cualidad  ó  le  ha  sido  probada  en 
juicio.  ¿De  qué  se  queja?  Es  dueño  de  salir  inmediatamente  de 
tal  situación  pagando  á  su  acreedor.  En  el  caso  de  autorización 
por  el  Juez,  los  Magistradas  fallan  con  imparcialidad  sobre  las 
demandas  que  les  son  presentadas,  después  de  haber  examinado 
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las  presancíones  de  crédito,  bajo  la  reserva^  además,  de  discu- 
tir en  réplica  su  carácter  y  probabilidades.  Es,  pues^  éste  un 
procedimiento  que  se  incoa,  así  por  el  extranjero  como  por  el 
francés,  bajo  las  garantías  precisas  que  la  Ley  ha  dispuesto; 
si  á  él  recurre  el  extranjero  es  porque  tiene  un  título  en  que 
fundarse,  6  porque  sus  derechos,  maduramente  examinados 
por  el  Juez,  son  ciertos. 

La  base  jurídica  de  este  derecho,  sin  ningún  género  de* 
duda,,  és  tan  sólida  para  los  extranjeros  como  para  el  nacionaL 
No  hay  texto  de  ley  que  les  prÍTe  de  él  expresa  ni  implícita- 
mente, cíbmo  se  les  priva,  por  ejemplo,  del  beneñcio  de  la  ce- 
sión de  bienes.  (Art..  905  del  Código  de  procedimiento  civil.) 

La  facultad  de  pedir  el  embargo  de  los  bienes  de  un  deu- 
dor en  virtud  de  títulos  ó  de  autorización  judicial,  está  recono* 
cida  por  los  artículos  557  y  558  del  Código  de  procedimiento 
civil  á  TODO  acreedor.  La  declaración  del  Código  es  todo  lo  uni- 
versal y  comprensiva  que  cabe:  es  una  ventaja  inherente  á  la 
naturaleza  del  derecho  y  no  al  estado  <5  cualidad  de  la  per- 
sona. 

Confirman  este  texto  especial  á  la  materia  algunos  artícu-' 
los  del  Código  civil  que  fijan  las  reglas  del  derecho  interna- 
cional privado  tales  como  las  entendió  el  legislador  francés 
-en  1804.  El  art.  14  del  Código  civil  dice  que  el  francés  podré 
apartar  al  extranjero  de  sus  Jueces  naturales  y  llevarle  ante 
un  Tribunal  francés,  sea  cual  fuere  el  lugar  en  que  la  obliga^ 
don  se  hubiera  Contraído.  Por  racional  principio  de  justicia 
distributiva,  él  art:  15  dispone  que  él  extranjero  pueda  llevar 
al  francés  ante  la  jurisdicción  francesa  por  obligaciones  con- 
traidas en  cualquier  lugari  Esta  facultad  da  al  extranjero  con- 
tra el  nacional  todas  las  acciones  en  juicio  que  la  ley  francesa 
reconoce.  Puede  utilizar  para  la  defensa  de  sus  derechos  to- 
dos los  medios  que  la  ley  pone  á  disposición  del  acreedor,  y 
en  primer  término  los  que  se  pueden  considerar  como  de  ór-^ 
den  público,  tales  como  las  medidas  preventivas  cuyo  objeto 
responde*  á  una  idea  de  moralidad  absoluta,  que  es  impedir 
que  un  deudor  pueda  sustraerse  á  la  obligación  de  pagar  sos- 
,  deudas.  Finalmente^  y  examinando  la  cuestión  de  una  mane» 
^a  general,  cualquiera  que  sea  la  opinión  que  se  profese  sobre» 
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la  condición  jurídica  del  extranjero  en  Francia,  se  le  reconoce^ 
el  derecho  que  tiene  todo  miembro  de  la  «sociedad  bnmana  de^ 
contratar^  comprar»  vender,  traficar  libremente  bdjo  la  dancionr 
de  las  leyes.  Puede  adquirir  toda  clase  de  bienes^  mneblétf  6* 
inmaebled,  derechos  á  objetos  materiales,  junto  con  lai»  serti*' 
dnmbres^  prÍTÍl^ios  ó  hipotecas  qoe  constituyen  so  carga 
legal.  ¿Cómo  prohibirle  la  adquisición  de  lo  accesorio  si  la  de  lo- 
principal  no  admite  ni  discusión  siquiera?  ¿Qüá  fundamento 
húj  para  dividir  lo  que  es  iñdÍTÍsible,  para  separar  lias  partes^' 
de  un  mismo  todo  é  intentar  un  análisis  que  resiste  la  propia 
naturaleza  de  la  relación  de  derecho  de  que  aquí  serrata?  A 
nadie  Id  ha  oourrido  separar  lo  que  sdlo  puedd  separarse  en. 
pura  abstracción,  y  lo  que  el  derecho  en  su  forma  de  ley  posi- 
tiva jamás  ba  desunido.  Tal  pensamiento  es  impodible  cuando- 
se  tiene  en  cuenta  la  natoralezadel  lazo  que  une  lo  accesoric^ 
con  lo  principal* 

En  efecto,  las  ventajas  concedidas  por  la  ley  ala  situación 
de  acreedor  depetiden  de  la  clase  del  crédito  y  no  de  la  condi- 
ción del  sujeto  de  derecho.  ¿Cabe  la  hipoteca  judicial  á  favor- 
de  itn  crédito  reconocido  en  juicio  ante  un  Tribunal  francés, 
aun  en  provecho  de  un  extranjero^  coütra  un  francés?  Un  ex*^ 
tranjero,  acreedor  de  un  francés  por  préstamo  ó  provisión  de- 
subsistencias,  ¿üo  podrá  ejercer  sobre  los  bieüés. muebles  de  sa 
deudor  el  privilegio  del  art.  2101  del  Código  civU?  Un  extran-»- 
jero,  portador  de  una  letra  de  cambio  aceptada  por  un  francés, 
¿no  embargará  fiubíridiaríamente  loé  efectos  muebles  de  aquél, 
en  virtud  del  art.  172  del  Código  de  Comercio?  Y  el  propieta*r 
rio  extranjero,  ¿no  hará  sobre  los  muebles  de  su  arrendatario 
francés  el  embargo  prevenido  por  el  art.  819  del  Código  d^^ 
Procedimiento  civil? 

No  cabe  duda  eti  este  puüto.  El  art.  2095  recuerda  en  tér-^ 
minos  expresivos  la  verdadera  naturaleza  del  derecho  en  esta, 
materia:  «El  privilegio  es  un  derecho  que  la  cíUilidOd  del  cré-^ 
d¿^  da  aun  acreedor  eto 

Aún  es  preciso  ir  más  lejos.  No  es  dudoso  que  para  la  eje->- 
cooion  de  una  sentencia  pronunciada  por  la  jurisdicción  crimi-- 
nal,  correccional  ó  de  polícíi^  en  beneficio  de  un  extraojero> 
•contra  un  fran^s,  puede  apelarse  á  la  prisión,  conservada  ea 
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«8ta  nraterá  por  el  art.  2®  de  la  ley  de  22  de  Julio  de  1867.  T 
en  efecto,  la  prúiíon  por  deudas  se  permite,  habida  considera* 
eion  á  la  naturaleza  del  crédito  y  no  ¿  la  condición  particular 
del  acreedor.  Es  para  una  clase  de  juicios  y  no  de  personas^ 
pora  quien  la  ley^  por  una  razón  de  orden  público,  ha  conser- 
▼ado  la  sanción  más  eficaz  de  la  legislación  anterior. 

Además,  la  ley  ha  concedido  también  á  los  crc^ditos  ordina^ 
rios  ciertos  pritilegios  ó  derechosaccesorios  enumerados  en  lo» 
Bttfeulos  S&1  y  568  del  Código  de  procedimiento  civil,  tales 
como  la  retención  judicial  6  fa<uiltad  de  impedir  que  se  pueda 
disponer,  sea  quien  fuere  su  poseedor,  de  los  bienes  pertene- 
cientes al  deudor  que  no  paga. 

Ks  esta  una  ventaja  que  resulta  de  la  naturaleza  del  dere» 
ohO)  al  que  es  indiferente  la  condición  del  acreedor,  cualquiera 
que  ésta  sea.  El  privilegio  es  inherente  al  crédito,  y  pasa  con 
él  á  las  varias  personas  que  puedan  trasmitírselo. 

Hacer  depender  el  ejercicio  de  este  derecho  de  la  naciona- 
lidad de  quien  lo  ejerza,  es  desconocer  el  carácter  que  une  lo 
principal  con  lo  accesorio,  es  pretender  la  impunidad  del  deu- 
dor franoés  en  dafio  de  su  acreedor.  Bn  ninguna  parte  puede^ 
ser  el  propósito  de  la  ley  tan  contrario  á  la  equidad  (1). 

Pero  el  Juez  de  quien  un  extranjero  solicite  autorización 
para  impedir  que  un  francés  disponga  de  su  fortuna,  ¿no  debe- 
rá imponer  como  condición  de  la  medida  que  adopta  el  previa 
depósito  de  una  fianza? 

Responderemos  á  esto  que,  haciéndolo  así,  se  excedería  el 
Juez  en  el  uso  de  sus  atribuciones,  por  la  sencilla  razón  deque^ 
BO  puede  oUigar  á  dar  fianza  á  un  francés  ó  á  un  extranjera 
más  que  en  los  casos  previstos  por  la  ley;  y  nada  que  á  tal 
fianza  se  refiera  ha  dispuesto  el  Código  en  materia  de  embar- 
gos. Los  artículos  16  del  Código  civil  y  166  del  de  Procedi- 
miento indican  en  qué  casos  y  por  quién  puede  exigirse  fianza 
especial  al  extranjero.  Ambos  artículos  dan  por  supuesto  que 
ha  habido  instancia,  y  que  el  extranjero  es  demandante;  es  de- 


(1)  Bttlfe  láé  i&edidM  de  precaución  qne  se  pueden  tomar  contra  el  extranjero^ 
FoUt  (tomo  1,  ndm.  ffSffi  enumera  el  embargo,  y  afiade:  tel  cual  puede  cgercense^ 
igualmente  contra  el  deudor  francés.» 
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cir,  que  mientras  no  haya  oontiénda  ante  on  Tribunal  no  pue* 
de  exigirse  caución.  Tratándose  de  embargos,  habrá  un  mo» 
mentó  en  que  podrá  pedirse  la  fianza;  mas  no  en  la  primera 
fase  del  juicio,  cuando  se  otorga  la  autorización^  8in<^  en  la  se- 
gunda, cuando  el  acreedor  está  obligado  á  someterse  á  la  rati» 
fícacion  del  Tribunal  por  la  demanda  sobre  yalidez  del  embarr 
go.  Ahora  bien,  el  acreedor  extranjero  no  puede  sustraerbe  á 
^esta  obligación,  porque  los  artículos  563  y  565  del  Código  de 
Procedimiento  civil  prescriben  la  presentación  de  esta,  deman*^ 
da  bajo  pena  de  nulidad,  y  en  tal  momento  habrá  proceso,  ha* 
brá  demanda  en  justicia  de  un  exlraujero  contra  un  francés  y» 
por  consiguiente,  aplicación  posible  de  las  prescripciones  de 
los  artículos  16  del  Código  y  166  del  de  Procedimiento  cítU.  El 
extranjero  deberá  dar  caución  para  llegar  á  conseguir  la  yaJU* 
•dez  de  un  embargo  cuyo  efecto  se  hace  depender  expresamente 
del  cumplimiento  de  aquella  formalidad  (1). 

Si  el  extranjero,  después  de  haber  formulado  su  petícioin  de 
embargo  y  la  demanda  de  yalidez  no  hace  diligencia  alguna 
para  obtener  declaración  judicial,  el  deudor  francés  embarga^ 
4o  podrá  citarle  para  el  desembargue,  y  aun  en  este  caso  el  ex* 
tranjero  deberá  afianzar  porque  en  realidad  él  es  quien  ha 
abierto  el  juicio  y  él  será  el  verdadero  demandante  de  que  ha* 
bla  el  art.  26  del  Código  civil  (2). 

En  cuanto  al  argumento  fundado  en  el  art.  47  de  la  lejr 
de  5  de  Julio  de  1844,  ¿no  es  sorprendente  que  se  recurra  para 
la  interpretación  de  los  artículos  14,  15  y  16  del  Código  civil 
que.fijan  los  principios  generales  de  las  reglas  sobre  relacio-^ 
nes  jurídicas  entre  franceses  y  extranjeros,  á  una  ley  hecha 
4G  años  después  del  Código  y  para  reglamentar  una  materia 
tan  especial  como  Iqs  privilegios  de  invención?  Por  otra  parte, 
la  conclusión  que  puede  deducirse  de  las  particulares  disposi-* 
<:iones  de  esta  ley,  no  es,  ni  con  mucho,  la  que  se  pretende. 

Tratándose  de  medidas  preventivas,  el  derecho  común  es-^ 


(1)  Cf.  Rogrer,  De  te  5ai*ie-arríí,  153. 

(2)  Sie.  Tribunal  civil  del  Sena,  17  de  Mayo  de  1879;  Jo»r»a¡  iu  DroU  inUnuUimmt 
.^iv¿,  1879,  pág.  485,  Y.  Gaution.  ( Aqu(  el  francés  embargado  no  se  atrevió  á  nogar^ 
«1  derecho  de  oposición  al  acreedor  extranjero.) 
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tableoeque  el  Pjresidente  del  TribuBal  las  rehuse  sin  apelación 
é  las  conceda  sin  condiciones  después  de  haber  examinado  iQg 
.  documentos  justificativos  de  la  demanda  del  acreedor,  y  bajo 
la  reserva  de  replicar  contradictoriamente  si  hubiere  lugar  á 
dio.  Guando  esta  regla  se  deroga)  cuida  la  ley  de  expresarlo 
y  menciona  la  excepción  en  un  texto  formal,  y  esto  es  lo  que 
ha  hecho  para  los  embargos  en  materia  de  privilegios  de  in^- 
vención^  resolviendo  que  el  afianzamiento  sea  potestativo  para 
«1  francés  y  obligatorio  para  los  extranjeros. 

El  derecho  común  no  permitía  ninguna  medida  de  este  gé*» 
ñero,  y  la  neceisidad  de  una  disposición  expresa  es  la  mejor 
prueba.  Este  rigor  se  explica  si  se  considera  que  el  embargo 
por  falsificaciones  no  es  sólo  una  medida  preventiva^  sino  fror 
euentemente  una  Verdadera  medida  de  ejecución,  porque  per- 
mite al  privilegiado  tomar  en  realidad  y  poner  en  manos  de  la 
Justicia  todo  ó  parte  de  los  objetos  falsificados.. 

La  historia  del  penúltimo  párrafo  del  art.  47  de  la  ley 
de  1844  sobre  privilegio£»de  invención  confirma  esta  interpre- 
tación. Dice  así:  <rSe  exigirá  siempre  fianza  al  extranjero  pri- 
vilegiado que  pida  el  embargo.»  Este  párrafo  no  existía  en  el 
proyecto  de  ley  presentado  por  el  Gobierno;  fué  propuesto  eo 
formado  enmienda  por  M.  Boudet  en  la  sesión  de  la  G  amara 
de  los  Diputados  en  16  de  Abril  de  1843  (i)y  aprobado  después 
'de  dos  votaciones.  Su  autor  piuso  empeño  en  declarar  que  no. 
babia  pretendido  más  que  la  aplicación  del  «derecho  común»  á 
la  ley  sobre  privilegios  de  invención.  Recordó  que  «el  Gódigp 
de  procedimiento  imponia  al  extranjero  que  intentase  proceso 
contra  un  francés  la  caución  obligada  para  garantir  los  gastos 
del  proceso»  y  que,  por  consecuencia,  tratándose  de  un  em- 
bargo cuyos  efectos  pueden  llegar  á  paralizar  simultáneamen- 
te varias  industrias,  semejante  precaución  contra  el  extranjero 
no  podia  estimarse  como  muy  rigurosa. 

Si  el  derecho  común  hubiera  permitido  imponer  al  extran- 
jero demandante  el  obstáculo  de  la  fianza  en  toda  clase  de  em- 
bargos, M.  Boudet  no  hubiera  dejado  de  citar  este  ejemplo 


(1)   Véase  la  relación  in  extenso  áé\  débate.  Umvcó.,  Rof.  de  legisl,  et  inr^lSSS^ 
jp.883. 
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para  p  robar  que  la  medida  que  proponía  á  la  Cámara  estaba  ya 
adoptada  en  materia  análoga.  T  por  otra  parte,  el  ponente  do 
la  ley  y  el  ministro  de  Comercio,  qne  combatían  la  enm  iendaí 
habrian  hecho  observar  álos  Diputados  que  la  proposición  de^ 
Bondet  era  inútil,  paesto  que  el  derecho,  común  autorizaba  al 
Presidente  del  Tribunal  para  exigir  fianza  al  extranjero  en 
toda  clase  de  embargos* 

La  ley  de  1844  se  refiere»  exclusivamente  á  la  materia  espe^ 
cial  sobre  que  legisla.  Sus  autores  sólo  pretendieron  bascar 
los  medios  más  edcaces  de  proteger  al  inventor,  mas  no  fijar 
principios  generales  de  derecho  y  de  procedimiento. 

La  legislación  sobre  propiedad  intelectual  é  industrial  nos- 
suministra  además  otros  ejemplos  de  embargos  en  que  las  exi-> 
gencias  del  legislador  no  han  sido  tan  rigurosas,  y  que  limi*^ 
tan  el  efecto  del  art.  47  de  la  ley  de  1844  á  su  especial  asunto. 
El  decreto-ley  de  26  de  Marzo  de  1852  protege  las  obras  de 
arte  y  de  la  inteligencia  publicadas  en  el  extranjero,  y  am- 
pliando al  extranjero  el  beneficio  de  la  ley  de  19  de  Julio 
de  1793,  le  permite  embargar  en  Francia  las  obras  Calsifica- 
das,  sea  nacional  6  extranjero  quien  las  tenga.  Este  embarga 
se  ejecuta  en  las  mismas  condiciones  que  cuando  lo  hace  un 
franelas,  es  decir,  sin  exigir  el  previo  depósito  de  una  fianza^ 

Respecto  á  marcas  de  fábrica,  el  art.  6^  de  la  ley  de  23  do 
Junio  de  1857  permite  al  extranjero  perteneciente  á  un  paio 
donde  recíprocamente  sean  protegidas  las  marcas  francesas,, 
aprovechar  todas  las  disposiciones  de  la  ley  y  por  consignieu- 
te  las  relativas  al  embargo  de  las  marcas  imitadas  ó  falsifica*- 
das.  El  párrafo  3^  del  art.  17  declara  que  el  Presidente  podrá^ 
al  conceder  permiso  para  embargar,  exigir  que  eH  demandanto 
deposite  una  fianza;  pero  esta  medida  se  refiere  á  los  mjsmos 
nacionales,  y  no  es  el  extranjero  objeto  de  ninguna  disposición 
personal  y  agravante. 

Sí  hemos  entrado  en  el  examen  de  esta  legislación  espe- 
cial, ha  sido  para  demostrar  que  no  pueden  ampliarse  abusi- 
vamente las  disposiciones  excepcionales,  y  que  el  ai^umento 
de  un  alcance  general  que  de  éstas  se  pretende  deducir,  con- 
duce á  conclusiones  opuestas.  Las  derogaciones  admitidas  por 
el  legislador,  en  lo  que  á  este  particular  se  refiere,  sirvea 
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«ólo  para  más  afirmar  los  principios  del  derecho  coman.  Y 
atendidos  estos  principios,  no  puede  ponerse  en  dada  la  facal* 
tad  que  tiene  nn  extranjero  de  formalizar  en  Francia  un  man- 
damiento de  embargo  contra  un  francés  en  yirtad  de  títalo 
«ejecativo  ó  de  aatorizacion  jadicial. 
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y  plan  de  la  introducción. — Concepto  y  plan  de  la  introduc- 
ción á  la  Economía. — A)  Punto  de  partida  en  nuestro  objeto» 
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Concepto  de  la  ciencia. — Determinación  de  las  relacione» 
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de  cada  ciencia  particular* — Necesidad  del  principio  absoluto. 
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<i)    Véase  la  pájg^.  S  de  este  tomo. 
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LECCIÓN  3* 

Propiedades  de  la  ciencia. — Unidad:  snstantiTÍdad:  totali- 
dad.-*>Rectificaciondelosprejuicíos.— Relaciones  déla  ciencia^ 
al  sentimiento;  belleza  de  la  ciencia. — La  ciencia  como  un  bien 
para  la  vida. — Su  valor  práctico. — Consiguiente  relación  á  la 
voluntad.— Pureza  y  moralidad  de  la  indagación  científica. — 
La  teoría  y  la  práctica. — Errores  acerca  de  la  distinción  entre 
la  ciencia  y  el  arte. — El  conocer  y  el  hacer. — El  ideal  y  la  ex- 
periencia.— utopia  y  empirismo. 
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Naestro  estado  precientífico  respecto  del  objeto  de  la  Eco* 
nomía. — Conciencia  del  concepto  precientífico:  su  rectificación 
y  aclaración,  como  propósito.-r-Objeto  inmediato  de  indaga* 
cion  científica. -^El  objeto  de  la  Economía  ¿es  objeto  de  cien* 
cía? — Sentido  en  que  puede  afirmarse  desde  luego  el  carácter 
eientífi^so  del  objeto  económico. — Imposibilidad  de  afirmar  en 
este  punto  la  realidad  de  su  ciencia. — Procedimiento  consi- 
guiente.— Punto  de  partida:  determinación  en  la  conciencia 
del  concepto  analítico  de  la  Economía. 

LECCIÓN  5* 

Valor  del  concepto  analítico. — Leyes  de  su  detertninacion. 
-r-El  concepto  de  la  Economía. — Sus  caracteres  especiales. — 
Consiguiente  procedimiento. — Carácter  singular  histórico  por 
razón  del  nombre. — Necesidad  de  indagar  la  característica  d& 
lo  económico  en  los  conceptos  subjetivos. — Análisis  de  con- 
ciencia para  su  determinación. — Procedimiento  empírico  de 
eliminación, — Insuficiencia  de  la  determinación  empírica. — 
Determinación  inmediata  en  la  conciencia. — Comparación  del 
resultaído  de  ambos  procedimientos  que  nos  da  el  concepta 
científico  analítico  de  la  Economía. 

LECCIÓN  6* 

Indagación  del  concepto  de  la  Economía,  segurl  las  regla» 
halladas  en  la  lección  anterior. — La  ciencia  se  determina  por 
BU  objeto. — El  objeto  de  la  Economía  no  es  ser, — Es  propiedad 
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de  ser. — Ser  y  esencia. — ¿Qué  propiedad  es  la  de  este  objeto 
de  ciencia? — Es  propiedad  de  relación. — Diferentes  conceptos 
históricos:  la  Eiconomla  es  en  todos  ellos  ciencia  de  propiedad 
de  relación. — ^¿Qué  relación  es?— Aplicación  del  procedimiento 
empírico  de  eliminacion.'r-No  es  relación  interior  en  ningnn 
^^r.-^No  es  relación  interior  en  Dios;  ni  en  la  naturaleza;  ni 
en  el  espíritu;  ni  en  la  humanidad. — Es  relación  entre  seres. 
— ^¿Eatre  qué  seres  se  da  la  relación  económica? — Datoé  de-la  - 
conciencia. — Que  digo  de  mí  el  objeto  eeonómico,  pero  nd 
como  en  mí  mismo. — Digo  de  miel  objeto  eeoáómieo  ea  nela^ 
eion  al  cuerpo. — Que  la  relación  económica  trasciende  de  esta 
primera  relación  del  yó  á  lo  otro  que  yó. — La  relación  econó- 
mica llega  á  la  Natoraleza.-^Vida  del  cuerpo  en  la  Natura- 
leza.— La  Naturaleza  para  ia  vida  del  cn^rpo.*— Relación  con- 
tinua.— Relación  discreta.-^^Qne  lo  económico  aparece  en  la 
relación  discreta  en  que  es  exigida  la  acción  del  espíritu  para 
la  vida  del  cuerpo. — Concepto  consiguiente  de  la  Economía. — 
La  aplicacacion  de  los  medios  naturales  á  las  necesidades  del 
euerpo,  mediante  la  €kCCion  del  espíritu ,  constituye  el  objeto 
de  la  propiedad.— La  Economía  es  la  ciencia  de  la  propiedad. 
— Comparación  del  resultado  de  este  análisis  de  conciencia  con 
la  característica  de  lo  económico  en  los  conceptos  históricos. 

LECCIÓN  7* 

Unidad. — Sustantiyidad  y  totalidad  de  la  Economía  como 
«iencia  de  la  propiedad^ — Rectificación  de  los  prejuicios  acerca 
del  concepto  de  la  propiedad. — Confusión  de  los  economis- 
tas.— Abstracción  de  los  jurisconsultos. — Objecciones  al  con- 
•cepto  de  la  Economía  como  etencia  de  la  propiedad. — Que  la 
la  propiedad  comprende  los  seryicio8.---No  hay  distinción  esen- 
cial entre  la  propiedad  de  cosas  y  seryicios.— -La  esencia  de  la 
naturaleza,  como  la  del  espúrituí  no  puede  ser  objeto  de  pro- 
piedad.— ^¿Los  medios  naturales  aplicados  al  cuerpo  para  fines 
del  espíritu,  son  objeto  de  propiedad? — Distinción  por  razón 
de  los  ñnes. — El  fín  último  en  esta  relación,  el  del  espíritu, 
no  es  econótnico. — ^Sl  fin  mediato  del  cuerpo  en  la  misma  re- 
lación; es  económico. — ^Ejemplos. — Complejidad  de  la  relación 
económica  por  razón  de  la  solidaridad  de  los  fines. — ^La  dift* 
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multad  que  engendra  esta  complejidad  no  dice  nada  contra  el 
concepto  hallado;  está  en  él  sujeto. 

LECCIÓN   8* 

Lugar  enciclopédico  de  la  ciencia  econ<5mica. — Metafísica 
analítica  de  la  Economía. — La  necesidad  para  llegar  al  princi  - 
pío. — Deducción  del  objeto  de  la  Economía. — Su  necesidad 
para  la  clasificación  de  esta  ciencia,  según  la  realidad  trascen. 
-dente  de  la  ciencia  misma. — Clasificación  y  relaciones  de  la 
Economía,  seg^n  los  datos  del  análisis  de  conciencia. — Que 
^ste  modo  de  clasificación  es  el  ánico  autorizado  en  este  pun- 
to de  la  indagación. — Determinación  de  los  elementos  compo> 
nentes  del  concepto  de  la  Economía  para  la  clasificación  y  de* 
«laracion  de  las  relaciones. — Composición,  única  á  su  modo, 
<Le  los  elementos  de  la  Economía  que  determina  las  condicio- 
nes insustituibles  de  esta  ciencia. — Por  esta  Composición  se 
vdetermina  el  lugar  enciclopédico  de  la  Economía. 

LECCIÓN  9*- 

Relaciones  exteriores  de  la  Economía. — Confirmación  del 
^eoncepto  hallado  por  el  sistema  de  estas  relaciones. — Relación 
•de  objeto  á  objeto. — Relación  de  ciencia  á  ciencia. — Cuestión 
-de  la  utilidad  de  la  ciencia. — Cuestión  de  la  clasificación. — De 
la  utilidad  de  toda  ciencia  se  deduce  la  utilidad  de  la  ciencia 
económica, — ^La  utilidad  de  la  ciencia  económica  se  determina 
^n  razón  de  su  objeto  y  de.su  relación  con  los  demás  objetos 
reales. — El  conocimiento  del  objeto  se  logra  en  la  ciencia. — 
De  la  relación  entre  la  ciencia  de  la  Economía  y  de  los  otros 
'^objetos  se  deduce  la  utilidad  de  nuestra  ciencia. — Determina- 
«cion  de  estas  relaciones. — Criterio  para  su  clasificación. 

LECCIÓN   10. 

»  » 

La  Economía  y  la  Psicología.— ^El  espíritu  humano  como 
^l  agente  en  la  relación  económica. — El  trabajo  económico. — 
El  espíritu  como  regulador  de  las  necesidades  del  cuerpo. — 
Ley  primordial  del  consumo. — El  espíritu  como  coordenador 
^e  la  relación  económica  á  los  demás  fines  de  la  vida. — :E1  es- 
píritu como  conocedor  de  la  utilidad  de  la  Naturaleza, — ^La  lí- 

YOMO  hX  «33 


258 


BBVISTA  DE)  LEGISLACIÓN 


I)ertad  del  espíritu. — Sa  ínflnencia  en  la  Economía. — Sentido» 
de  la  llamada  escuela  economista  sobre  este  pairticnlar. — Pre- 
tensiones del  socialismo. — Límites  legítimos  de  estas  preten^ 
siones. — ^Plan  general  de  todo  el  contenido  de  las  relaciones^ 
entre  la  Economía  y  la  Psicología. 
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terío  de  la  moralidad.— *La  libert€d  de  albedrío  y  la  liber» 
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económico. —  Teoría  del  utilitarismo. — De  la  simpatía,  de~ 
A.  Smith. — Teoría  de  Stuart  Mili. — Rectificación  de  Heber 
Spencer. — El  interés  personal. —Armonía  de  los  intereses. — Rec^ 
tificacion  de  estas  doctrinas. — Sustantiyidád  del  ñn  económi- 
co.— Su  racionalidad. — El  fin  económico;  el  bien  económico^ 
subordinado  al  bien  total,  pero  uno  con  él. — Teoría  de  Tapa- 
relli. — Rectificación. — ^DocMna  de  Baudrillart,  Dameth,  Mia- 
ghetti. — Crítica. — Ideales  de  conducta. — El  ascetismo. — Su 
razón  histórica.— Su  fundamento  racional. — Insuficencia  y  os- 
tra víos  del  ascetismo.— Su  error  fundamental. — La  Economía 
cristiana. — ^La  caridad  cristiana. — ^utilidad  histórica  de  esta» 
tendencias. — Necesidad  de  un  criterio  puramente  racional,  que 
no  niega  el  valor  histórico  de  los  demás  criterios. — Plan  ge^ 
neral  de  las  relaciones  centre  la  Economía  y  la  moral. — Doctri- 
na propia  de  las  relaciones  de  derecho  que  atribuyen  alguno» 
autores  á  las  relaciones  de  la  moral. — Rectificación. 

LECCIÓN  12. 

La  Economí|t  y  la  Fisiología. — Vida  del  cuerpo  en  la  natu^ 
raleza. — Onion  de  cuerpo  y  espítítu. — La  sénsibilidad.-F-Bl 
cuerpo  como  fio,  el  cuerpo  como  medio. — La  vida  orgánica  en 
ol  cuerpo  humano. — La  evolución  en  su  relación  al  cuerpa 
humano. — Lo  homogéneo. — Lo  heterogéneo. — Consecuencias^ 
de  esta  doctrina  para  la  relación  económica. — ^Plaii  geners^ 
4d  las  relaciones  entre  la  Economía  y  la  Fisiología. 

LECCIÓN  13. 

La  Economía  y  la  Cosmología físicai— Carácter  traseenden*. 
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te  de  esta  relacióiiu — Ck)^ncíencia  de  esta  relación  como  real  por 
la  coBeiencia  del  límite. — Relaciones  particalares;  la  Econo* 
mía  y  las  ciencias  categóricas  de  la  naturaleza. — Geometría» 
Morfología,  Fisiología  comparada,  Energética. — La  Economía 
y  las  ciencias  ontológicas  de  la  naturaleza. — Astronomía,  Geo- 
logía, Mineralogía,  Botánica,  Zoología  y  Antropología  físicas. 
— Relación  especial  con  la  Geografía. — La  geografía  física. 

¿ECCICN   14. 

La  Economía  y  la  Metafísica. — Cuestión  del  Principio» — 
Las  categorías. — Deducción  de  las  categorías  de  la  Econo- 
mía.— Que  la  Metafísica  de  la  Economía  es  materia  propia  de 
la  Economía  misma. 

La  £k;onomía  como  ciencia  fílosóñca  en  sus  relaciones  con 
la  Filosofía  en  cuanto  ciencia  categórica  délos  principios. — 
Preocupaciones  contrarías  á  la  filosofía. — ^Arbitrario  idealis^ 
mo.-^Lo  eterno  y  lo  temporal. — Lo  absoluto  en  la  Economía. — 
Errores  de  la  escuela  histórica. — Eclecticismo  anticientífico  de 
algunas  escuelas  económicas. 

La  Economía  y  la  historia. — La  historia  de  la  yida  econó- 
mica.— La  historia  de  la  ciencia. — La  historia  de  la  ciencia 
económica. — La  historia  de  las  ciencias  afines. — La  historia 
pragmática. 

La  Economía  y  la  ciencia  filosófica-histórica. — ^Relación 
especial  con  la  Estadística. -•-Plan  de  su  contenido. — Crítica 
de  los  sistemas  económicos. — rPlan  de  esta  relación. 

LECCIÓN  15. 

Lá  Economía  y  la  Estética.— Las  artes  de  adorno. — El  lu- 
jo legítimo.— El  ascetismo  en  esta  relación.— Dignidad  y  be- 
lleza del  cuerpo. — ^Belleza  del  organjsmo económico. — La  Eco-, 
nomía  y  la  Biología.— Teología.— Cuestión  de  las  leyes  eco- 
nómicas.— La  Economía  y  la  ciencia  de  la  religión.— La  Eco- 
nomía y  la  Diceología. — La  Economía  y  la  Lógica. 

LECOÍON  16. 

La  Economía  y  la  Tecnología.— Importancia  especial  de 
esta  relación. — Errores  sobre  el  particular. — Las  artes  útiles.-; 


2S0  BEVlSTA  DE  LEGISLACIÓN 

— ^Las  artes  estéticas. — Las  artes  bello-útiles. — Sus  relaciones 
á  la  Economía. — La  Economía  y  la  Pedagogía. — Importancia 
especial  de  esta  relación. — La  Economía  en  la  educación. — La 
educación  en  la  Economía. — Economía  popular. — Economía 
elemental. — La  instrucción.— Enseñanza  de  la  Economía  con 
rigor  científico. — Sus  grados.— Relación  de  la  Economía  con 
las  ciencias  antropológicas. — Ciencias  antropológicas  de  pro- 
piedad.—La  Filología. — La  Literatura. — La  historia  de  la  hu- 
manidad.— Importancia  de  las  relaciones  de  este  grupo  por  ser 
el  propio  de  la  Economía. 

LECCIÓN  17, 

La  Econoknía  y  la  ciencia  del  Derecho  como  Enciclopedia 
jurídica  y  política. — Capital  importancia  de  estas  relaciones 
por  razón  de  la  Facultad  á  que  pertenece  el  estudio  de  la  Eco- 
nomía.— Preocupaciones  que  existen  en  esta  materia. — Con- 
cepto del  derecho. — El  derecho  como  propiedad  inmanente 
trascendente.— El  derecho  como  forma  total  de  la  vida. — El 
derecho  en  la  vidahumana. — Ser  de  los  fines  y  ser  de  las  pres- 
taciones.— El  fin  económico. — La  prestación  económica. — La 
propiedad  y  el  derecho. — El  derecho  de  propiedad. — Las  for- 
mas.— Adquisición,  trasmisión. — El  derecho  eterno  y  la  vida 
del  derecho. — El  derecho  positivo. — Errores  acerca  de  su  con- 
cepto.— El  derecho  positivo  de  la  propiedad. — Instituciones 
actuales. — Evolución. — Los  agentes  del  derecho. — Concepto 
del  Estado.— ^Su  acción  económica. — El  Estado  individuo. — 
Su  acción  económica. — El  Estado  municipio. — El  Estado  na- 
ción.— Su  acción  económica. — Otras  esferas  de  Estado. — Su 
acción  económica. — El  derecho  en  la  humanidad  de  la  tierra. 
— Su  acción  económica. — Forma  sumaría  en  que  estas  rela- 
ciones se  tratan  aquí. — Lugar  propio  de  esta  materia. 

•  LECCIÓN  18. 

Relaciones  de  la  Economía  con  el  Derecho. — El  derecho 
sustantivo. — Los  derechos  individuales  y  la  Economía. — Kl 
derecho  familiar  y  la  Economía. — Otras  esferas  de  derecho  per.- 
sonal  y  la  Economía.  —El  tratado  llamado  de  las  obligaciones 
7  la  Economía. 
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La  Economía  y  el  derecho  adjetivo. — Plan  de  estas  rela- 
ciones.— Importancia  especial  de  la  relación  al  derecho  políti- 
co y  al  internacional. — Lagar  propio  de  esta  materia. — Resu- 
men de  las  relaciones  del  Derecho  y  la  Economía. — Materias 
que  suelen  atribuirse  á  las  relaciones  con  la  moral  y  que  tie- 
nen aquí  su  lugar  propio.-^La  Economía  y  la  Sociología. — 
Concepto  de  la  Sociología. — Tendencias  erróneas  de  la  Socio-» 
logia  positivista. — Utilidad  de  sus  trabajos  analíticos. — La  or- 
gánica de  la  Economía  y  la  Sociología. — Lagar  propio  del  es- 
tudio especial  de  estas  relaciones. — Nociones  generales.— Las 
esferas  de  la  Sociología. — Su  organismo  interior  y  relaciones 
orgánicas  en  el  total  organismo. — Representación  en  la  vida 
orgánica  sociológica  general  de  la  Economía  orgánica. — La 
Etnografía. — Relaciones  de  la  Economía  y  la  Teología. — Cien- 
cia de  Dios  como  Ser  Supremo. 

LECCIÓN    19. 

Relaciones  interiores  de  la  Economía. — Enciclopedia  eco- 
nómica.— Filosofía  de  la  Economía. — Historia  de  la  Econo- 
mía.—Ciencia  filosófico-históríca  de  la  Economía.— Enlace  de 
la  Economía  con  toda  la  ciencia  y  con  todas  las  ciencias,  me- 
diante los  elementos  de  su  interior  variedad. — Cada  capítulo 
de  la  Economía  es  un  capítulo  de  alguna  otra  ciencia  en  rela- 
ción inversa. — Toda  ciencia  influye  en  algún  capítulo  de  la 
Economía. — Necesidad  de  'estudiar  la  Economía  en  vista  de 
aus  relaciones  sistemáticas. — Formación  del  plan  arquitectó- 
nico de  la  Economía  en  razón  del  concepto  hallado. — Valor 
relativo  de  este  plan.— Valor  real  en  la  conciencia. — Posibili- 
dad de  la  formación  del  plan  en  este  punto. — Las  cuestiones  y 
8a  organismo  interior  de  cuestiones. — Plan  orgánico. — Plan 
didáctico. — La  introducción . — Su  objeto. — ^Su  valor. — Capítu- 
los esenciales  y  capítulos  potestativos. — Cuáles  son  unos  y 
otros  en  la  presente  introducción.— Parte  general. — El  objeto 
económico  en  su  unidad. — ^A)  La  propiedad  y  sus  elemen- 
tos esenciales,  cada  cual  en  sí  y  en  la  relación. — B)  El  acto 
económico. — Sus  términos:  producción  y  consumo. — Parte 
especial. — Interior  variedad '  del  objeto  económico. — Divi- 
BÍon  por  razón  del  ser  de  los  fines. — División  por  rázon  de 
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lüs  medios. — Parte  orgánica. — Organismo  de  las  personas. 
— Interior  organismo  del  ñn  económico. — Organismo  de  los 
medios,  ó  sea  de  las  industrias. — Organismos  coordenados  de 
los  otros  fines  racionales. — Su  relación  recíproca  con  el  orga- 
nismo económico. — Universal  organismo  de  los  fines  en  el  or- 
ganismo social. — Parte  histórica-crítica. — Historia  crítica  de 
l«i  vida  económica. — Historia  crítica  déla  ciencia  económica- 

LECCIÓN  20. 

Método  y  fuentes. — Importancia  de  la  cuestión  del  método. 
— Exclusivismo. — Eclecticismo. — Rigor  lógico  en  la  cuestión 
del  método. — Su  concepto. — Sus  leyes. — Sus  clases. — ^Método 
aiialítico,  sintético  y  compositivo. — La  Heurística. — LaDidác^ 
tica. — Su  relación. — La  Pedagogia  y  la  didáctica. — ^Aplicació- 
nos  á  nuestro  presente  estudio. — Las  formas  científíoas. — E^ 
lenguaje  científico. — El  lenguaje  de  la  ciencia  económica. — 
Enseñanza  oral,  escrita. — Ejercicios. — Apuntes. — Programa- 
r—Fuentes del  conocimiento  económico. — La  conciencia. — La 
reflexión  de  conciencia. — La  razón. — La  fantasía.— La  inteli- 
gencia,— Los  datos  del  sentido. — ^Fuentes  exteriores  ó  media- 
tas.— La  vida  económica. — Su  ciencia.-^ Su  experiencia.-^ 
Literatura  económica. — Sus  géneros. — Obras  magistrales. — -' 
Tratados  especiales. —  Monografías.  —  Diccionarios.  —  Obras 
elementales. — Revistas. — Conferencias. — Debates  políti<^o8  y 
académicos. — Cátedras. — Reglas  para  al  aprovechamiento  de 
las  distintas  fuentes. — Resumen  de  la  introducción.  ! 


PARTE  GENERAL. 

PRIMERA  SUBDIVISIÓN. 

LA  PROPIEDAD  EN  SÍ. 

PARTE  PRIMERA.— la  t)ropiedad  en  su  unidad. 

LECCIÓN  21. 

Determinación  del  concepto  hallado  en  la  introducción .—^ 
Prejuicios  dominantes. — Confusión  de  la  propiedad  y  del  dere- 
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<5ho  de  propiedad. — Confusión  de  la  propiedad  y  del  título  de 
derecho  de  propiedad. — La  cuestión  de  la  propiedad  en  sí  está 
fuera  de  las  discusiones  entre  comunistas,  socialistas  é  indi- 
vidualistas. — En  quié  sentido  la  propiedad  ha  de  ser  necesaria- 
mente individual. — Errores  acerca  de  la  naturaleza  de  la  pro- 
piedad.— ^¿Existe  propiedad  espiritual? — No  cabe  propiedad 
«obre  la  esencia. — Fundamento  metafísico  de  esta  negación, 
hallado  en  la  conciencia  analíticamente. — Su  deducción  sinté. 
tica. — Aplicación  y  yeriñcacion. — La  propiedad  es  igual  res- 
pecto á  las  propiedades  sensibles  de  la  naturaleza  que  respecto 
íl  los  actos  humanos. — No  atiende  la  propiedad  al  objeto  en  bL 
«ino  al  servicio  que  presta  al  cuerpo. — El  hombre  puede  ser 
medio. — Error  de  Kant  que  lo  niega. — Los  elementos  de  la 
propiedad. — ^Lai  vida  de  la  propiedad. — Subdivisiones  consi- 
.guientes. 

PARTE  SEGUNDA.-— La  propiedad  en  sus  elementos. 

SECCIÓN  PRIMERA.— SuapTO  db  la  pbopiedad. 

L£C0I0N  22. 

Qué  debe  entenderse  por  sugeto  del  fin  ecpndmico.— Coa- 
•ciencia  del  cuerpo.— Relaciones  trascendentes.—- A)  Relaciones 
x^ontínuad. — ^B)  Relaciones  discretas. — De  éstas  solo  se  dice  lo 
económico. — Relaciones  del  cuerpo  al  espíritu. — Su  reciproci- 
dad.— Cuáles  son  econémicas. — El  cuerpo  humano.— Su  lugar 
en  la  escala  de  los  seres  orgánicos. — Complejidad  de  su  orga- 
nismo, y  por  consiguiente  de  su  condicionalidad  natural. — El 
espíritu,  ¿puede  ser  sugeto  inmediato  en  la  relación  económica? 
— Apariencias  que  lo  han  hecho  creer. — Dunoyer  y  Bastiat. — 
—  Objecciones  de  un  profesor  español. — Aclaración  y  rectifica- 
ción, mediante  ejemplos  en  que  se  sigue  la  complejidad  de 
«stas  relaciones. 
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SECCIÓN  SEGUNDA.— Objeto  de  la  pbopiedad^ 
Capítulo  pbimebo. — Las  fuerzas  naturales, 

LECCIÓN  23. 

Concepto  de  la  oataraleza. — El  fondo,  la  esencia^  es  in- 
apropiable.— Propiedades  sensibles. —Las  fuerzas  naturales. — 
Relaciones  de  estas  fuerzas  á  la  economía. — Contínuas.-r-Dis- 
cretas. — Intervención  del  espíritu. — ;Influencía  del  espíritu  eu 
las  fuerzas  naturales. — ^Su  influencia  total. — Influencia  cien- 
tífica.—Influencia  técnica. — Influencia  jurídica. — Influencia^ 
económica.— Instrumento  inmediato  de  esta  influencia. — El 
cuerpo. — El  cuerpo  sirve  al  espíritu  en  la  naturaleza:  a)  para 
los  fines  del  espíritu;  b)  para  los  fines  de  la  naturaleza;  o)  para 
los  fines  del  cuerpo  mismo. — Aspecto  económico  de  todas  es- 
tas relaciones. — Consecuencias  de  la  doctrina  que  precede  para 
la  cuestión  de  las  leyes  económicas. — Leyes  necesarias  de  la 
naturaleza,  obrando  en  ella  y  en  el  cuerpo  en  sus  relaciones 
de  continuidad.— Influencia  del  espíritu  libre  en  la  modalidad 
de  estas  leyes.^— Ejemplos.— Doctrinas  exclusivas  de  las  es- 
cuelas en  este  punto. — Las  leyes  necesarias  naturales  y  su»« 
relaciones  discretas  con  la  vida  del  cuerpo. — Influencia  de  la 
libertad  del  espíritu.— Capital  distinción  entre  la  influencia  en 
uno  y  otro  orden  de  relaciones. — ^Vaguedad  de  las  doctrinan; 
corrientes  en  Economía  sobre  esta  importante  distinción. 

Capítulo  segundo. — Servicios  Aumands, 

lección  24. 

Posibilidad  de  la  propiedad  de  los  actos  del  hombre. — El" 
hombre  no  puede  ser  considerado  sólo  como  medio;  pero  pueda 
ser  medio. — El  agente  del  servicio  es  el  espíritu.— Mediador- 
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necesario  el  cnerpo. — Objeto  del  servicio;  acto  mediante  eí. , 
cuerpo. — Fin  necesario  del  servicio  económico:  el  cuerpo. — 
Todo  servicio  no  es  económico  por  su  fin  necesariamente. — Pero 
todo  servicio  pnede  tener  legítima  relación  económica. — Servi- 
cio del  sacerdote. — Sn  fin  propio.— Su  relación  económica. — 
El  sabio,  el  artista,  etc. — Dignidad  de  cada  fin  en  su  esfera  y 
del  fin  económico.— -Los  servicios  económicos  son  humanos,  no 
puramente  espirituales. — Relaciones  consiguientes;  hacer  y 
dejar  hacer. — Relación  de  cosa  á  cosa. — De  persona  á  perso- 
na.— De  cosa  á  persona. — De  persona  á  cosa  — Leyes  antropo- 
lógicas.— Su  influencia  en  la  vida  económica. — Leyes  ñecesa» 
rias  que  nacen  de  la  esencia  del  espíritu. — Ley  de  la  libertad- 
— Libertad  de  albedrío;  su  influencia. — La  libertad  racional. — 
Comparación  con  la  doctrina  de  las  leyes  naturales.— Influen- 
cia de  éstas  en  las  antropológicas. — Su  influencia  en  las  psico- 
lógicas.— Complejidad  que  de  estas  relaciones  resulta  para  al 
biología  económica. 

SEGUNDA  SUBDIVISIÓN. 
EL  ACTO  ECONÓMICO. 


PRIMERA  PARTL — El  fin  de  la  vida  económica  como  sistema  de 

exigencias  (necesidades). 

LECCIÓN  25. 

Concepto  del  fin. — Belacion  de  medio  á  fin.— El  fin  como 
medio  para  superior  fin.-r^El  fin  supremo. — El  ideal;  idéale» 
históricos. — ^Ideal  racional. — El  fin  económico. — La  conciencia 
inmediata.— Datos  del  pensamiento. — Datos  de  la  sensibilidad. 
— Acción  de  la  Toluntad. — ^El  deseo. — La  pasión. — El  placerp 
Umites  de  su  legitimidad. — Trascendencia  del  fin  económico. 
— Su  relación  á  los  otros  .fines  y  al  fin  supremo. — Criterio  para 
la  conducta  en  la  percepción,  prosecución^  adaptación  y  hábi- 
to en  el  fin  económico.— Criterio  ascótico,  criterio  edonista. — 
Criterio  ecléctico. — Criterio  armónico.— Declaración  de  las  ne- 
cesidades.— Su  concepto. — Su  sistema. — El  progreso. — Rela- 
ción entre  las  necesidades  y  el  progreso  intelectual. — Relacioa 
«ntre  la»  necesidades  y  el  progreso  moral. — Belacion  entre  la» 
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Becesidades  y  el  progreso  artístico.^—Relacíon  entre  Ib/b  iiece<- 
«idades  y  el  movimiento  religioso.— Relación  entre  l^as  necesi* 
dades  y  el  progreso  industrial. — Inconvenientes  de  la  doctrina 
<de  algunos  economistas  sobre  el  progreso  de  las  necesidades 
por  falta  de  criterio  racional  en  vista  de  todos  los  fines. — El 
^rado  en  las  necesidades. — Orden  consiguítínte  en  'el  desarro* 
Hoy  dirección  de  la  actividad. — Lugar  propio  del  desenvolvi- 
miento de  esta  doctrina. — Importante  relación  jurídica. — Da- 
tos de  la  doctrina  de  las  necesidades  para  las  cnestiones  próxi- 
mas de  la  utilidad  y  del  valor. — Intensidad  y  extensión  de 
las  necesidades. — Su  acción  recíproca. — Teoría  de  Maccleod  so- 
bre el  particular. 

SEGUNDA  PARTE.  -  El  medio  de  la  vida  económica. 

LECCIÓN  26. 

El  medio  de  la  vida  económica. — Concepto  del  medio. — Su 
relación  al  fin.— Organismo  universal  de  medios  y  fines. — ^De- 
terminación del  medio  económico:  la  naturaleza  puesta  al  ser- 
vicio del  cuerpo  por  la  acción  del  hombre. — La  utilidad. — Su 
concepto  general. — La  utilidad  económica. — Que  todas  las  pro- 
piedades de  la  utilidad  genérica  entran  en  la  utilidad  especíaU 
— Aplicación  de  esta  doctrina  en  nuestro  objeto. — La  utilidad 
es  siempre  conforme  al  bien. — Concepto  del  mal. — Lo  útil  eco- 
nómico ha  de  ser  conforme  al  bien  económico.— Todo  bien  es- 
pecial es  conforme  al  bien  genérico.  ^^£1  bien  genáríco  es  con- 
forme al  bien  absoluto. — Consecuencias  lógicas  referentes  á  la 
utilidad  económica. — Error  de  los  economistas. — El  fin  eco- 
nómico como  fin  sustantivo  y  como  medio  para  el  fin  total. — 
Utilidad  aparente;  sus  efectos  en  la  relación  económica.— De- 
cisiones de  la  utilidad  económica.— La  utilidad  gratuita  ó  con- 
tinua no  es  económica. — El  trabaja)  humano  es  el  qu^deterroina 
el  carácter  económico^  no  la  cantidad. ^Los  medios  naturales 
<5ont(nuos  pueden  hacerse  discretos  y  adquirir  utilidad  econó- 
mica.—La  utilidad  y  el  progreso. — E]  progreso  moral.— El 
ántelectual. — El  estético. — El  jurídico. — El  artístico. — El  nio- 
TÍ  miento  religioso  y  la  utilidad.-— El  progreso  de  la  utilidad 
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depende  del  progreso  en  los  medios  y  del  progreso  en  la  aspi- 
ración al  fin  racional. — Los  adelantos  materiales  y  el  refínar> 
miento  en  las  costumbres. — El  progreso  económico  no  consiste 
sólo  en  el  progreso  del  medio,  sino  en  la  emancipación  progre- 
siva del  cuerpo. — Limites  infranqueables  de  esta  emancipa- 
ción.— La  utilidad  económica  en  relación  con  la  utilidad  de 
otros  órdenes. 

LECCIÓN  27. 

El  valor. — Cíoncepfco  del  valor  en  general. — Ea  relación  de 
medio  á  medio. — Distinción  entre  el  valor  y  la  utilidad. — ^Cái- 
racterística  de  esta  distinción. — Porqué  no  puede  admitiAs(e  la 
distinción  del  valor  en  uso  y  del  valor  en  cambio.— Refutación 
de  la  doctrina  que  hace  nacer  el  valor  en  la  relación  del  cam- 
bio.— El  valor  económico  no  es  el  valor  en  general. — Que  el  • 
^alor  ha  de  tener  en  economía  las  propiedades  de  todo  valor. 
— Distinciones  del  valor  económico. — Tampoco  el  valor  eco- 
nómico nace  de  la  relación  del  cambio. — Dentro  de  la  esfera 
interior  de  la  economía  individual  cabe  el  valor. — Ejemplo. — 
Importancia  de  esta  doctrina. — Las  influencias  que  condicio- 
nan  los  valores  concretos  no  determinan  las  propiedades  esen- 
ciales del  valor. — Juicio  de  las  teorías  en  que  se  ha  olvidado 
«esto. — Teoría  del  sistema  mercantil. — ^De  la  escuela  ñsiocráti- 
ca. — De  Adam  Smith. — De  Ricardo. — De  Say. — De  Sénior. — 
DiB  Storch. — De  Bastiat. — De  Maccleod. — Atendible  rectifica- 
-cion  del  Bt.  Madrazo.— El  valor  económico  en  general  y  la 
influencia  en  su  determinación  del  trabajo,  de  los  gastos  de 
producción,  de  la  utilidad,  de  la  escasez,  del  juicio,  etc.,  ete. — 
Proporción  distinta  de  estas  influencias,  según  las  especies  de 
valor. — Lugar  propio  del  desarrollo  de  esta  doctrina. — Gnes- 
1;ion  de  la  medida  del  valor. — Medidas  propuestas. — El  trigo, 
la  moneda,  el  dia  de  labor,  etc.,  etc. — •Improcedencia  de  estas 
medidas  y  de  la  cuestión  misma. — Relación  del  valor.  econ<$- 
mico  y  los  de.  otro  género. — Error  á  que  estas  relaciones  hau 
llevado  á  loa  econdmistas. — El  valor  moral,  el  religioso,  el  ar- 
tístico, el  cieatíñco;  el  jurídico,  no  son  económicos.— Pero  tie- 
nen una  relación  económica  per  razón  de  las  perdonas  que 
{realizaii  esos  fines. — Nueva  aclaración  en  este  punto  del  con- 
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^epto  de  la  Economía. -^Especial  importancia  de  la  relacios 
jurídica  del  valor. — El  progreso  económico  y  el  valor. 

LECCIÓN  28. 

La  riqueza. — Acepción  vulgar. — Favorece  la  dociarina  del 
sistema  mercantil. — Acepción  metafórica. — Influye  en  el  error 
de  los  economistas  que  creen  reconocer  riqueza  y  valor  espi- 
rituales.— Concepto  de  la  riqueza. — Es  propiedad  de  relación^ 
— ^De  relación  económica. — Depende  de  todas  las  condiciones 
de  la  utilidad  y  de  todas  las  del  valor. — Discusión  de  los  econo- 
mistas sobre  la  característica  de  la  riqueza. — ^¿Es  la  utilidad? 
— ^gEs  elvalor?— Porunoy  otro  elemento  se  determina. — Críti- 
ca de  la  doctrina  que  hace  consistir  la  riqueza  individual  en  lo» 
valores  y  la  riqueza  nacional  en  las  utilidades. — ^La  división 
de  Bastiat. — Crítica.^ — Riqueza  en  la  naturaleza,  riqueza  en 
los  servicios. — La  riqueza  y  su  relación  á  la  satisfacción  de  lo» 
los  otros  fines. — El  progreso  y  la  riqueza. — El  ascetismo  y  la 
riqueza  como  fin  subordinado. — Error  de  algunos  economis- 
tas.—rEspecial  importancia  de  la  relación  jurídica  de  la  ri- 
queza. 

TERCERA  PARTL — Union  de  los  fines  y  de  los  medios. — Acción  recíproca. 

LECCIÓN  29. 

Plan  de  esta  tercera  parte. — Determinaeion.y  orden  dialóc- 
tico  de  la  acción  recíproca  entre  el  fin  y  el  medio  económico». 
— Olvido  general,  de  los  economistas  respecto  de  esta  recipro- 
cidad y  de  su  orden  propio. — En  el  orden  dialéctico  precede  la 
atención  al  fin. — En  la  actividad  del  sugeto  precede  la  apro- 
bación del  medio  en  vista  del  fin. — ^Errorde  los  que  sepalran  de 
esta  ciencia  el  estudio  de  la  función  del  consumo. — Stuart- 
Mili,  Hossi. — Superioridad  en  este  punto  de  la  doctrina  anti^ 
gua. — Xénofonte,  Aristóteles,  Platón,  Tucídides. — Sentido  se^ 
mejante  en  Roscher,  Cliffe  Leslie,  Stanley  Jevons. — Antigua» 
divisiones  de  las  funciones  económicas.-^Las  funciones  esen- 
ciales de  todo  acto  económico. — Prodaccion  y  coasumo.— Con- 
secución del  medio  y  satisfacción  del  fin. — Lugar  propio  de  la 
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eírculacion  y  de  la  distribacíon. — Ejemplos  de  yída  económica 
eñ  que  no  aparecen  más  funciones  que  la  producción  y  el  con- 
sumo. —Importancia  de  la  materia  de  esta  lección  para  la  for- 
mación de  la  ciencia  económica  y  para  lacuestion  de  sus  re* 
laciones  con  el  derecho,  la  sociología  y  la  moral. 

SECCIÓN  PRIMERA.— La  pbodücoion. 

CAPÍTULO  PBIMJBBO. 
LECCIÓN  30. 

La  producción. — Su  concepto. — Producción  económica. — 
Error  de  Baudrillart. — La  producción  económica  ¿tiene  por 
esencia  la  producción  de  valores? — Todo  producto  tiene  valor. 
— El  agente  de  la  producción:  el  hombre. — Productor — Consu- 
midor.—La  producción  económica  ¿es  función  especial? — En 
qué  sentido  se  puede  considerar  como  profesión  distinta. — ^As- 
pecto económico  de  todas  las  profesiones. — ^La  cuestión  del  tra- 
bajo improductivo. — Doctrina  de  Smith,  de  Say. — Rectifica- 
ción de  Dunover. — Crítica  de  esta  rectificación. — Confusión  en 
este  debate  de  la  producción  en  general  y  de  la  producción 
económica. — Relación  económica  de  los  trabajos  no  económi-^ 
COS. — Cómo  entra  el  fin  económico  en  el  trabajo  de  toda  pro- 
ducción.— Cómo  influye  todo  trabajo  en  el  fin  económico. — 
Errores  originados  de  la  confusión  de  estas  relaciones. — ^Brror 
capital  relativo  ala  definición  de  la  Economía. — Cuestiones  in- 
teriores de  la  total  cuestión  presente. 

CAPÍTULO  SEGUNDO. 
LECCIÓN  31. 

Los  elementos  de  la  producción.— Fundamento  para  sn  di- 
visión.— División  de  J.  B.  Say. — Rectificación  de  Dunoyer. 
— Crítica. — El  trabajo  económico  no  es  el  único  elemento,  es 
el  único  agente. — Los  elementos  productivos  son:  la  natura- 
leza y  el  espíritu  humano  obrando  sobre  ella. — Consideración 
del  capital  como  un  modo,  entre  otros,  de  la  acción  del  espíri- 
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tn  sobre  la  naturaleza. — Vaguedad  é  indeterminación  en  el 
concepto  del  capital.^—Característica  del  capital  como  uno  de 
los  modos  de  acción  del  espíritu  humano  sobre  la  naturaleza. 
— La  acumulación. — Los  caracteres  y  sus  leyes. — Leyes  físi- 
cas. — Leyes  puramente  económicas. — Leyes  psicológicas.-— 
Leyes  sociológicas. — Importancia  de  esta  doctrina. — Lugar 
propio  del  desarrollo  de  la  teoría  económica  ó  del  capital. — Los 
elementps  primordiales. 

Articulo  primero. 
LECCIÓN  3i. 

La  naturaleza. — Su  relación  económica.— DisüDcion  cutre 
la  utilidad  general  y  la  utilidad  económica  de  la  naturaleza. — 
*  Relación  entre  unas  y  otras  especies  de  utilidad  de  la  natura* 
leza. — ^La  naturaleza  como  medio  en  que  se  desarrolla  la  vida 
del  cuerpo:  aplicación  de  esta  doctrina  á  la  propiedad  produc* 
tiva  de  la  naturales.— Diversos  grados  y  modos  de  la  fuerza 
productiva  de  la  naturaleza,  según  las  circunstancias  físicas» 
— Influencia,  de  estas  en  las  fisio-psíeológicas  y  reciprocidad  de 
sa  acción. — Importancia  de  estas  consideraciones  para  U  eco- 
nomía social — Lugar  propio  del  desarrollo  de  estas  considera- 
ciones.— Crítica  de  la  deoominacion  vulgar  «agentes  natura- 
les».— La  naturaleza  apropiada  y  no  apropiada. — Error  de  Say. 
sobre  este  punto. — Cómo  debe  entenderse  la  apropiacion.de  la 
naturaleza.. — El  servicio  hunnano  económico  necesita  siempre 
intervención  déla  naturaleza.— Errores  de  algunos  economis- 
tas sobre  éste  particular. 

LECCIÓN  SS. 

Relación  dialéctica  entré  el  orden  de  la  naturaleza  en  sí  y 
el  orden  económico. — Lo  inorgánico. — Los  organismos  natu- 
rales.— Distribución  geográfica. — Cuestión  de  las  subsisten- 
cias.—La^  naturaleza  y  el  arte  humano.— La  fuerza  productiva 
natural  y  el  progreso. — ^Importancia  especial  que  se  ha  dado 
á  determinada»  esferas  de  la  actividad  natural  cómo  elemento 
económico.-*- La  tierra.— Lugaar  propio  de  este  debate. — La 
fuerza  productiva  económica  de  la  naturaleza  como  medio  para 
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otros  ñúeB, — Gonfasiones  de  los  economistas  con  ocasión  de 
estatnflnencia  mediata. — La  naturaleza  en  el  trabajo  del  hom- 
bre.— ^El  trabajo  del  hombre  en  la  naturaleza. — Transición  al 
estudio  del  segundo  elemento  de  la  producción. 

Artículo  sefiTundo. 
LECCIÓN  34. 

Acción  económica  del  espíritu. — El  trabajo.— Concepto  del 
trabajo.— Actividad  racional  para  ün  fin  natural.— Errores 
tradicionales  respecto  á  la  naturaleza  del  trabajo. — Sus  perni- 
ciosas consecuencias  en  la  conducta  y  en  el  ideal  del  trabajo 
económico. — No  está  en  la  disminución  del  esfuerzo. — Perni- 
ciosos efectos  de  la  doctrina  que  se  combate. — La  relación  del 
trabajo  económico  con  el  trabajo  para  otros  fines.— Consecuen* 
cias  para  el  concepto  de  la  ciencia  de  la  confusión  de  estas  re* 
lacíones. — El  trabajo  económico  y  su  relación  al  progreso.— 
El  progreso  científico,  jurídico,  artístico,  industrial  y  el  traba* 
jo  económico. — Movimiento  moral  y  religioso  en  relación  al 
trabajo  económico. — El  trabajador. — Abstracción  de  conside* 
rar  al  trabajador  como  simple  elemento  de  producción. — El 
trabajador  es  medio,  pero  además  siempre  es  fin. — Importante 
relación  jurídica  que  se  deriva  de  esta  doctrina. 

LECCIÓN  35. 

Los  elementos  interiores  del  trabajo  económico. — Acción 
del  espíritu. — Acción  del  cuerpo. — Necesidad  de  uno  y  otro 
en  todo  trabajo  económico. — ¿Predomina  la  acción  del  espíri- 
tu en  todo  trabajo? — Grados  de  la  mayor  ó  menor  influencia 
del  elemento  espiritual  y  del  elemento  corporal. — El  trabajo  y 
la  razón.— El  trabajo  y  la  fantasía. — El  trabajo  y  la  inteligen- 
cia.— El  trabajo  y  los  sentidos. — El  trabajo  y  la  sensibilidad. 
— El  trabajo  y  la  voluntad.— El  trabajo  y  las  fuerzas  físicas. 
— -Dinámica  del  trabajo  humano. — Influencias  etnográficas  y 
<?Hraatológicas.*-El  trabajo  económico  en  su  relación  á  la  na* 
turaleza  como  objeto  de  su  acción. -^-Modificaciones  de  la  na- 
turaleza por  el  trabajo;  por  el  trabajo  predominantemente  in- 
telectual: el  descubrimiento:  el  arte,  la  habilidad;  la  educa- 
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oíon  para  el  fia  económico  y  su  iaflaencía  en  la  apropiaciotí 
ele  la.  natarale.za. — El  trabajo  directo  sobre  la  naturaleza* — So 
dignidad. — Su  importancia. -^Aspiración  del  pi^ogresa  en  el 
«entido  de  la  gradual  emancipación  del  trabajo  maiaual. — ^El 
trabajo  y  la  higiene. — Importante  relación  jurídica  y  moral. 
— Improcedencia  de  algunas  cuestiones  que  tratan  los  econo- 
mistas en  este  artículo. — Su.  lugar  propio  respectivo. 

LECCIÓN  36. 

Clasificación  del  trabajo  económico  por  razoñ  del  agente. 
— Clasificación  de  J.  B.  Say.  El  sabio,  el  empresario  y  el  obre- 
ro.— Rectificación  de  Dunoyer. — Crítica  de  esta  rectificacton . 
— Bases  para  una  división  real. — Valor  secundario  de  esta 
materia  bajo  el  punto  de  vista  de  la  producción. — Su  lagar 
propio. — Cuestiones  inherentes  á  la  declaración  de  la  jerár«> 
quía  del  trabajo. — El  ahorro  ¿es  trabajo  según  pretende  Coa r- 
celle  Seneuil? — Examen  de  esta  doctrina  y  su  aplicación  á  la 
del  capital. — La  cuestión  de  las  leyes  del  trabajo. — El  elemen- 
i;o  libre  y  el  elemento  necesario  en  el  trabajo. —Consecuencias 
de  esta  distinción  para  todo  el  estudio  económico  y  en  par- 
ticular para  la  doctrina  próxima  de  las  fuerzas  ií^dustriales^ 
Bu^  leyes  y  su  organismo. 

Capítulo  tebcjero. — La  industria. 

Cuestión  general  de  la  indostria. 
LECCIÓN  37. 

La  industria  como  resultado  de  los  elementos  de  la  pro- 
ducción.— Cuestión  total. — Distinción  entré  la  industria  técni- 
ca y  la  industria  económica. — El  arte  y  el  arte  económico. — 
La  habilidad  económica.— Toda  industria  técnica  es  económi- 
<^a. — Pero  no  toda  industria  económica  es  técnióa.-^Las  profe- 
siones llamadas  liberales  son  industrias  económicas  pero  na 
técnicas. — División  de  la  total  cuestión  de  la  industria. — kr 
tículo  1**. — De  la  industria  en  general. — §  V  El  presupuesto. — 
Cálculo  de  los  medios  en  vista  del  fin — A)  Qaése  necesita?  Me^ 
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dio  adecuado — B)  Cuánto  se  necesita?  Medio  suficiente. — Cues- 
tión del  presupuesto:  gastos  é  ingresos.— §  2^  Leyes,  fuerzas 
y  organismo  de  la  industria.— Aftículo  2°  Distinción  de  las  in- 
dustrias. 

LECCIÓN  38. 

Exposición  de  la  doctrina  referente  á  la  industria  en  gene- 
i3il.— Artículo  I"*  §  r  El  presupuesto.— Su  concepto.— Sus 
partes. — Determinación  y  proyección  de  los  medios  económi- 
cos.— Criterio  para  esta  determinación  y  proyección. — El  fin 
racional  económico. — Su  relación  al  medio. — Error  general  de 
los  políticos  sobre  el  orden  de  los  presupuestos. — Por  qué  debe 
preceder  el  de  los  gastos  al  de  los  ingresos. — Perniciosa  in- 
íuencia  de  los  errores  sobre  esta  cuestión. — Doctrina  general 
al  presupuesto  privado  y  el  presupuesto  político.— Relación 
moral  y  jurídica  de  esta  cuestión. — Importancia  que  encierra 
para  el  problema  llamado  social.— Lugar  propio  del  desarrollo 

de  esta  cuestión.— Calidad  del  presupuesto  en  yista  del  fin. 

Diferencia  de  los  presupuestos  de  gastos  según  l^as  diferentes 
industrias  económicas. — Presupuesto  de    ingresos   diferente 
también  según  las  industrias. — La  cantidad  de  los  presupues- 
tos según  el  fin.— Debe  buscarse  el  medio  más  eficaz  y  ménoa 
costoso. — Diferencia  entre  esta  regla  y  la  que  aconseja,  «el 
menor  egfuerzo.» — La  ley  del  progreso  y  la  regla  del  menor 
-esfuerzo.— El  derecho  y  esta  regla.— Relación  especial  á  la 
cuestión  del  pauperismo. — Ltigar  propio  del  desarrollo  de  esta 
-cuestión  especial. — Interés  general  en  la  observancia  de  la  re- 
gla real  de  los  presupuestos. — Relación  á  lá  ley  de  la  concur-  . 
Tencia. — Lugar  propio  del  desarrollo  de  esta  doctrina. — Reía- 
aciones  de  la  formación  del  presupuesto  á  la  actividad  del  su- 
geto/ 

LECCIÓN  39. 

§  2**  Leyes  de  la  producción  económica.— Leyes  físicas  y 
leyes  morales. — Su  necesidad  de  distinto  orden.— Leyes  nece- 
sarias del  organismo  industrial. — Bosquejo  de  este  organismo 
— En  que  pueden  modificarlo  las  distintas  instituciones  sociales 
.  j^  en  qué  parte  es  independiente  de  todo  sistema  social,  nece 

TOMO  LX  3$ 
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sano  en  todos.— Las  fuerzas  productivas,  fuerza»  morales. —BF 
interés.— Su  concepto. — El  interés  personal. — Graves  errores- 
de  los  economistas  sobre  la  rfaturalezja  del  interés  personal. — 
El  interés  en  general. — El  interés  económico. — Su  relación  á 
los  demás  intereses. — Los  intereses  egoístas  ño  podrían  ser  ar- 
mónicos.— La  armonía  no  consiste  en  el  resultado  fatal  del 
conjunto  ie  los  intereses. — Concepto  de  la  armonía  y  su  apli- 
cación tin  al  eres  personal. — Como  han  de  ser  los  intereses  para 
ser  armónicos. — Cabe  el  interés  personal  bajo  un  sistema  so- 
cial, distinto  del  presente. — Lugar  propio  del  desarrollo  de  es-r 
ta  cuestión  social. — La  libertad— Su  concepto. — Libre  albe- 
drío,  libertad  racional. — La  libertad  en  su  relación,  al  fin  eco- 
nómico.— La  libertad  individual  necesaria  para  el  fin  econó- 
mico.— La  libertad  económica  no  es  contraria  al  organismo 
social  racional. — Errores  perniciosos  de  los  economistas  acerca 
de  la  libertad. -^Lugar  propio  del  desarrollo  de  esta  doctrina... 

él 

LECCIÓN  40. 

La  instrucción  y  la  educación  como  fuerzas  productivas. — 
Grados  de  la  instíuccion. — Diferentes  esferas  de  instrucción 
segua  las  profesiones. — Instrucción  elemental  común. — La 
educación. — ^  Educación  de  la  sensibilidad.— La  aplicación  al 
fin  económico.— rEducaeion  armónica. — Efectos  de  la  instruc- 
ción y  de  la  educación  en  las  distintas  esferas  religiosa,  ¡uxh  ■ 
dica,  moral,  artística,  industrial. — ^Especial  importancia  de  es^ 
ta  última  para  el  fin  económico. — Influencia  de  otras  fuerzas 
espirituales  en  la  producción. — Lugar  propio  de  su  estudio,  es- 
pecial.—Fuerzas  físicas. — La  fuerza  muscular. — El  trabajo 
manual  inmediato. — Las  fuerzas  naturales  externas  inmedian 
tamente  empleadas.  -^Fuerzas  compuestas.  —  Instrumentos: 
El  útil. — La  diferencia  del  trabajo  manual  y  de  la  máquina. — 
El  útil  entra  ya  en  el  concepto  de  capital. — El  ütil  indica  tra- 
bajo anterior  acumulado  sobre  la  naturaleza  apropiada. — El 
arte  en  q1  útU.  — El  arte  como  capital  en  el  instrumeato  y  eu 
la  habilidad.>*-Con  secuencias  de  estas  observaciones  para  1%. 
doctrina,  de  la  distribución. — Lugar  propio  del  desarrolla  de^ 
eata  materia. 
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LECCIÓN  41. 

• 

Las  máqninas. — Diferencia  entre  la  máquina  y  el  útil. — 
Taguedad  en  los  límites  de  ambos  conceptos. — La  máquina 
como  fuerza  compuesta  del  arte:  elemento  intelectual:  la  ha- 
bilidad: elemento  material:  incorporación  de  utilidad  gratui- 
ta.— Descripción  sumaria  de  las  rentajas  de  las  máquinas  — 
La  emancipación  del  trabajador  del  trabajo  penoso:  efectos 
morales. — ^El  progreso  y  las  máquinas,  oposición  al  uso  de  las 
máquinas. — Vicio  radical  de  los  argumentos  contra  el  uso  de 
las  máquinas. — Enumeración  de  los  inconvenientes  expues- 
tos.— Error  de  atribuirlos  al  uso  de  las  máquinas. — Crítica 
de  los  remedios  ofrecidos  por  tos  economistas  como  paliativo 
de  los  inconventes  indicados. — Lugar  propio  de  la  considera- 
ción de  esta  materia.-^Su  relación  jurídica  predominante. — 
El  capital  en  la  máquina. — Cuestiones  importantes  que  susci- 
ta estarelacion. — Su  lugar  propio. 

UBCCION  42» 

El  oi^anismo  de  la- producción. — Concepto  del  organismo 
die  la  prodnoeiotí  antorior  ár  la  distinción  de  la  Economía  espe- 
eiali— S^emplo  d€»crrpttvo  de  la  producción  en  la  producción 
sLíslaáa  del  individuo.^-'Poaibiiidad  oon«iguiente  de  tratar  la 
materia  en  la  parte  general. — Límites  &a  que  puede  tratarse. 
— La  unidad  del  esfuerzo  y  la  unidad  del  fín. — Cuestión  de  la 
población  como  elemento  de  producción  y  de  consumo. — As- 
pecto en  que  aquf  se  trata  ía  cuestión  de  la  población. — Lugar 
propio  del  desarrollo  total  de  esta  materia.— La  ley  de  la  con- 
currencia.— Su  aplicación  á  este  punto. — La  ley  de  latí  salidaí^. 
— Su  aplicación  á  este  piínfo. — Leyes  de  la  división  del  traba- 
jo— Fundamentos  que  radican  en  la  naturaleza. — Fundamen- 
tos que  radican  en  las  leyes  del  espíritu. — Discusión  especial 
de  la  ley  de  la  concurreñcra.— Que  la  concurrencia  es  consi- 
derada por  Icsr  economistas  sólo  en  una  de  sus  especies  cómo 
gen^ca. — ^Consecuencias  dé  este  defecto  de  lógica.— ^Necesi- 
dad de  la  ley  de  la  concurrencia  por  rasioií  de  la  nator^le^a. — 
Necesidad  de  la  ley  de  la  concurrencia  por  razón  del  espíritu. 
— ^Libertad  posible  en  la  ley  de  la  concurrencia  por  influencia 
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del  espíritu. — Kelacion  jurídica  de  esta  cuestión. — ^Olvido  y 
error  de  los  economistas. — Lugar  propio  del  desarrollo  de  esta 
doctrina. 

LECCIÓN  43. 

Consideración  especial  de  la  ley  de  las  salidas. — Modo  es- 
pecial que  consideró  Say. — Su  consideración  general. — Fun- 
damento natural. — Fundamento  espiritual. — Consecuencias 
interesantes  para  el  progreso  económico. — Enlace  de  esta  doc- 
trina con  la  del  trabajo  orgánico. — La  división  del  trabajo. — 
Doctrina  de  Adam  Smith. — Complemento  de  algunos  econo- 
mistas.— Fundamento  natural  de  estas  leyes. — Fundamento 
espiritual. — Ventajas  reales. — Inconvenientes  expuestos.— =- 
Crítica  de  esta  oposición  y  de  las  refutaciones. — Lím  ¡tes  na- 
turales de  la  división  del  trabajo. — La  división  del  trabajo  en 
su  relación. — Considerada  como  cooperación. — Aspecto  social 
de  esta  relacion'y  lugar  propio  de  su  estudio. — Relación  déla 
división  del  trabajo  á  la  cuestión  próxima  de  la  destincion  de 
las  industrias. — Las  leyes  do  producción  examinadas  no  son  ex- 
clusivas de  la  producción  económica. — Error  de  los  economis- 
tas en  este  punto  y  confusión  consiguiente  en  la  determina- 
ción de  los  límites  propios  de  nuestra  ciencia. — Trascendencia 
de  este  error  á  la  cuestión  de  las  industrias  técnicas  y.  de  las 
industrias  económicas. 

LECCIÓN  44. 

§  3®  El  producto. — Su  concepto. — Cuestión  de  la  materia- 
lidad ó  inmaterialidad  del  producto. — Su  solución  por  el  crite- 
rto  que  nos  da  la  doctrina  expuesta. — El  producto  económico; 
su  distinción  del  producto  técnico. — La  utilidad  del  produc- 
to.— El  valor  del  producto. — Gastos  de  producción;  su  relación 
al  valor. — Teoría  de  Ricardo. — Refutación  de  Maccleod. — 
Producto  total  y  producto  líquido*. — El  producto  total  y  el  pro- 
ducto líquido  según  las  distintas  industrias. — Relación  de  ésto 
á  la  cuestión  de  la  retribución. — Enlace  de  esta  materia  coa 
la  materia  de  la  lección  siguiente. 

{Se  eontinMari.) 


POlITICi  Y  COMERCIO  DE  ESPÜlÁ  EN  ÁFRICA. 


ProTincías  añícano-portuguesas  de  Angola  y  Mocambique.— Posesiones  espafio- 
las  del  Cabo  San  Juan  y  de  la  costa  deCalabar  y  de  Biafra.— Berbería  Occiden- 
tal.— Marruecos.— DeberesMel  comercio  español  respecto  de  cada  uno  de  estos 
territorios.  ^Españoles  é  ingleses:  Santa  Cruz  y  Matas  de  San  Bartolomé.— La 
aoeion  diplomática.— El  comercio  exterior  y  la  marina  de  guerra.—Bl  programa 
delpais  y  el  programa  de  los  partidos.  (1) 


Política  española  en  África  suele  tomarse  como  sinónimo 
áepolitíca  española  en  Marruecos^  pero  con  error  evidente.  Es 
macho  más  complejo  que  todo  eso  el  problema.  Cuatro  ter- 
ritorios, por  lo  menos,  se  interesan  en  él:  F  Las  posesiones 
africano-portuguesas,  principalmente  lad  del  África  «austral: 
2**  La  parte  del  litoral  que  corresponde  á  España  en  el  Golfo 
de  Guinea,  tanto  en  el  cabo  San  Juan,  como  en  la  costa  de 
Calabar  y  de  Biafra:  3^  La  costa  del  Sahara  y  estados  de  la  Ber- 
bería Occidental:  4**  El  imperio  de  Marruecos. 

«Para  proceder  con  orden,  este  estudio  ha  de  principiar  por 
las' posesiones  portuguesas  de  África,  que  tienen  para  el  por- 
Tenir  de  nuestra  nación  una  importancia  muy  superior  á  la 
que  tienen  de  presente  para  Portugal.  Baste  con  deciros  que 
dichas  posesiones  abrazan  una  extensión  i^ual  á  cuatro  veces 
España,  á  veinte  veces  Portugal;  que  la  parte  continental 
flanquea  por  sus  dos  costados  el  África*  interior,  la  región  de 
los  grandes  lagos,  y  comprende  los  dos  rios  mayores  del  Áfri- 
ca, después  del  Nilp:  el  Congo  y  el  Zambéze,  de  tan  brillante 
porvenir  comercial;  y  por  último,  que  cuentan  entre  sus  pro- 
ducciones el  café,  el  algodón,  el  azúcar,  el  aceite  de  palma,  el 


(l)  Conferencia  explicada  en  el  Circulo  de  la  Union  Mercantil  el  11  de  Marzo  últi- 
mo; introducción  al  curso  q,ue  sobre  África  se  propone  dar  el  autor  en  el  año 
l>róximd. 
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cautchuc  y  el  marfil.  Esas  posesiones  se  dividen  en  cinco  pro- 
yincias:  la  de  Cabo  Verde,  extensiva  á  las  10  islas  de  este  ar- 
chipiélago; la  de  Guinea,  comprendiendo  parte  del  archipiéla- 
go de  Bijagoz  6  Bl9a,gosy  la  preciosa  isla  d^  Bolama,  qae  los 
ingleses  han  disputado  á  Portugal^  pereque  hubo  descríes 
adjudicada  por  eí  general  Grant,  nombrado  arbitro  por  las  dos 
potencias;  la  de  San  Tomé  y  Principe,  en  el  Golfo  de  Guinea, 
comprendiendo  el  presidio  de  Ajuda  en  el  Dahomey,  Costa  de 
la  Mina;  U  provincia  de  Angola,  también  llamada  África  occi- 
dental, con  una  extensión  más  del  doble  de  la  de  España,  pero 
de  la  cual  no  ocupan  efectivamente  sino  la  mltad^  y  donde 
se  hallan  los  grandes  rios  Congo,  Qnanza  y  Cuixene;  y  por  U* 
timo,  la  provincia  de  Mocambique  6  África  oriental,  con  una  . 
extensión  aproximadamente  doble  de  la  España,  una  costa  de 
más  de  300  leguas,  los  importantísimo  rios  Zambéze,  Limpo- 
po  y  Rovuma,  los  archipiélagos  del  Cabo  Delgado  y  de  Bazaro* 
to,  y  otra  multitud  de  pequeñas  islas  próximas  á  la  costa. 

Por  demás  está,  señores,  que  os  diga  que.  las  doá  gandes 
posesiones  continentales  de  Portugal  en  África  no  ha  de  poder 
jamás  convertirlas^  en  <3olonias:  F  porque  el  presupuesto  de 
aquel  Estado  no  puede  sobrellevar  los  gastos  de  las  grandes 
obras  que  serian  necesarias^  de  desecación,   canalización,  car- 
reteras, ferro-carriles,  obras  militares  de  defensa  en  el  inte- 
rior, etc.:  y  porque  no  tiene  grandes.masas  de  población  so^ 
brante:  3*^  porque  aun  los  7.000  portugueses  que  de  Portag^ 
emigran  cada  ano  para  no  volver  más  á  su  patria,  son  prole- 
tarios, carecen  del  capital  que  necesitarían  para  establecer 
plantaciones  de  café,  algodón  ó  caña  de  azúcar,   construir  in- 
genios, adquirir  maquinaria  y  demás,  y  tienen  por  necesidad 
que  dirig'irse  al  Brasil,  á  ofrecer  sus  brazos  al  capital  ameri- 
cano. Ha  pasado  ya  para  los  portugueses  el  tiempo  de  coloni- 
zar en  África,  y  ha  pasado  por  culpa  suya.  El  gran  error,  uno 
de  los  mayores  errores  que  Portugal  ha  cometido  desde  que 
existe  como  nación,  y  que  nuestra  raza  española  no  llorará 
nunca  bastante,  fué  el  haberse  dejado  sustituir  pox  los  holan- 
deses y  los  ingleses  en  El  Cabo,  región  de  clima  tan  benigna 
y  saludablie:,  y  de  tan  ventajosa  situación,  entire  doB  mares  j 
entre  dos  continentes,  cuya  colonización  hubiese  hecho  de  elhL 
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un  Brasil  africano,  y  cuyo  abandono  dejó  aisladas  las  dos 
Áfricas  portaguesas,  de  difícil  y  costosa  colonización  para 
•cnalqaier  país,  á  causa  de  su  clirna  mortífero  é  iahospiikalario, 
y  masque  difícil,  imposible  para  Portugal,  que  suma  con  esas 
las  circunstancias  de  ser  nación  pequeña  y  de  ser  nación  pobre, 
j  Justa  espiacion  y  merecido  castigo  por  el  gran  crimen  de  la 
esclavitud,  que  atrajo  á  nuestros  vecinos  hacía  la  zpna  tórrida « 
€onvertida  por  ellos  en  un  válsto  criadero  de  esclavos! 

Así  es  que  esas  posesiones  portuguesas  del  África  austral 
no  pueden  ser  otra  cosa  que  grandes,  inmensas  factorías,  pero 
factorías,  entióudase  biea,  no  para  Portugal,  sino  para  los  ex- 
tranjeros. Como  Portugal  no  es  pueblo  fabril,  como  carece  de 
manufacturas,  no  puede  vender  á  los  indígenas'  lo  que  éstos 
necesitan,  y  no  pndiendo  venderles  lo  que  piden,  no  puede 
comprarles  lo  que  ofrecen.  Hace  pocos  años,  el  gobierno  de 
Portugal  declaró,  é  hizo  bien,  libres  y  francos  los  puertos  de 
sos  posesiones  africanas,  é  inmediatamente  esta  medida  se  ha 
traducido  én  un  aumento  considerable  en  la  exportación;  pero 
este  mayor  movimiento  de  riquezas  no  expresa  un  aumento  de 
intensidad  de  la  ioñuencía  portuguesa  en  aquel  país,  porque 
el  Goniercio  no  es  portugués,  ni,  por  consiguiente,  los  beoefi- 
<^ios  de  la  medida:  en  la  provincia  de  Mocambique  ejercen  su 
monopolio  casi  exclusivamente  los  franceses,  si  se  exceptúa  el 
puerto  de  Lourenoo  Marques,  donde  el  comercio  es  principal- 
mente de  tránsito  para  el  Transvaal.  En  la  provincia  de  An- 
gola, las  nueve  décimas  partes  del  comercio  se  hallan  en  ma» 
nos  de  ingleses,  franceses,  alemanes,  holandeses  é  italianos: 
ol  comercio  portugués  no  excede  de  un  diez  por  ciento.  Así  es 
que  de  los  sacrificios  que  hace  la  metrópoli,  mermando  sus  es- 
casos recursos,  con  expediciones  militares,  personal  adminis- 
trativo y  obras  públicas,  caminos,  puertos,  telégrafos,  etc.,  sa- 
crificios tan  considerables,  que  sólo  desde  1860  acá  pasan  de 
450  millones  de  reales,  no  encuentra  Portugal  la  compensación 
en  un  aumento  de  su  influencia,  de  su  comercio  exterior  y  de 
su  riqueza:  esa  compensación  la  encuentran  los  fianceses  y 
los  ingleses,  que  engordan  con  lo  que  Portugal  enflaquece.  En 
breve  se  van  á  construir  dos  líneas  férreas,  una  en  la  provincia 
de  Mocambique,  desde  Lourenco  Marques  á  Pretoria,  capital 
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del  Transvaal,  otra  en  la  provincia  de  Angola,  por  la  ribera 
del  Coanza  y  del  Lucalla,  á  la  reg\pn  de  Ambaca:  la  causa  de- 
la  humanidad  ganará  mucho:  el  progreso  de  aquellos  territo- 
rios dará  un  paso  gigantesco;  pero  Portugal  no  sacará  de  ello- 
el  menor  provecho.  Al  eontrarió/ cuanto  más  alto  suba  la  ci- 
fra de  la  exportación  y  de  la  importación,  más  baja  estará  su 
influencia  y  su  predominio  en  aquellos  países,  y  más  pesada 
será  la  carga  que  tiene  que  soportar  con  sus  colonias. 

Si  queréis  que  os  defina  en  pocas  palabras  las  posesiones 
portuguesas  del  África  austral,  os  diré  que  son  grandes  facto-- 
ríaSjdonde  los  comerciantes  son  extranjeros,  y  los  funciona- 
rios que  los  protejen  portugueses.  El  cuento  del  cigarro  que- 
se  fumaban  entre  dos,  un  andaluz  y  un  gallego,  expresa  á 
maravilla  la  situación  política  de  aquellas  tierras*  Los  portu- 
,  gueses  no  son  señores  de  la  costa  de  África,  son  su  policía  de- 
' seguridad;  oficio  muy  noble,  ciertamente,  pero  muy  desaira- 
do, y  muy  ruinoso,  y  que  nadie,  sino  es  la  Historia,  se  cuida, 
de  agradecer.  Ni  siquiera  puede  reconocérseles  el  carácter  de 
administradores,  porque  los  comerciantes  no  les  dejan  cobrar 
el  tanto  por  ciento  de  administración:  como  hay  una  costa  li- 
bre, no  ocupada  por  ninguna  nación,  de  más  de  150  leguas^ 
tan  exteíisa  casi  como  la  portuguesa,  á  poco  que  quiera  él 
Gobierno  explotar  las  aduanas,  recargando  las  tarifas,  el  co- 
mercio se  retira  de  sus  puertos  para  instalarse  en  un  punta 
apropósito  de  dicha  costa,  celebrando  "tratados  con  los  régulo», 
indígenas.  En  estas  condiciones  hay  establecidas  nada  menos 
que  J26  factorías  europeas  libres,   de  casi  todas  las  naciones, 
en  32  puertos  de  mar,  desde  Gamma,  en  las  bocas  del  Rembo, 
hasta  Molemba,  extremo  límite  de  las  posesiones  portuguesas, 
y  desde  Molemba,  hasta  la  orilla  derecha  del  Loge,  frontera 
de  Ambriz,  á  donde  llega  la  ocupación  efectiva  de  Portugal;  y. 
el  comercio  que  esas  factorías  libres  hacen  es  tan  importante, . 
que  se  calcula  en  280  millones  de  reales,  triple  del  de  Angola. . 
Esto   supuesto,  señores,  yo  no  veo  sino  un  camino  para 
que  esas  posesiones  africano-portuguesas,  que  se  van  desna- 
cionalizando  al  compás  que  se  desnacionaliza  el  comercio,  se 
detengan  en  esa  funesta  pendiente  de  desasimilacion,  y  se 
asegure  en  ellas  el  imperio  de  nuestra  raza:  el  desarrollo  eni.. 
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T&flta  escala  de  la  industria  y  del  comercio  eo  nuestra  patria. 
Y  encuentro  posible  ese  remedio^  porqué  de  igual  suerte  que- 
el  comercio  de  Portugal  no  es  en  realidad  comercio  extranje- 
ro en  nuestra  patria,  así  el  comercio  de  España  con  las  pose- 
siones africano-portuguesas  ha  de  ser  para  los  portugueses^ 
eomo  para  los  españoles,  comercio  nacional.  España  tíepe  un^ 
presente,  es  cierto,  y  otro  presente  distinto  Portugal,  pero  el 
porvenir  les  es  común;  y  por  esto,  no  puede  ser  indiferente  á 
la  lina  ningún  problema  que  se  rocé  con  el  porvenir  de  la 
otra.  En  este  caso  se  encuentran  las  posesiones  africano-pór- 
tagaesas,  y  con  más  razón,  díchQ  se  está,  las  provincias  de  la 
onetrópoli  lusitana.  El  suelo  portugués,  hállese  en  Europa  & 
hállese  en  África,  es  suelo  de  España,  con  igual  derechoypor 
igual  razón  que  el  Véneto  y  Roma  eran  hace  20  años  ya  pro- 
vincias de  Italia.  No  me  cansaré  de  repetirlo:  Portug^al  es  Es- 
paña, la  España  irredenta.  Podrán  negarlo,  podrán  resistirlo:- 
tambien  negaban  los  sabios  antiguos  que  la  tierra  se  agitase 
bajo  sus  pies:  también  lo  resistían  y  lo  condenaban  los  inqui- 
sidores, cerrando  impíamente  los  ojos  á  la  luz  para  no  ver,*  y 
sin  embargo...  la  tierra  se  movia. 

Dicho  esto,  solamente  debo  añadir  que,  en  ese  camino,. 
todo,  absolutamente  todo,  está  por  hacer;  que  ese  gran  minis- 
terio político  que  al  comercio  toca  desempeñar,  no  está  ni 'si- 
quiera en  la  iniciación.  Los  1433  millones  de  reis  que  arroja 
la  estadística  de  la  importación  (en  1873)  para  la  provincia  de 
Angola,  se  distribuyen  entre  Francia,  Inglaterra,  Alemania^ 
Holanda  é  Italia;  quedando  tan  sólo  sin  clasificar  un  dos  y 
medio  por  ciento,  aplicable  á  diversas  naciones,  entre  las  cua- 
les no  debe  contarse  España  sino,  á  lo  más,  por  una  fracción 
inapreciable,  puesto  que  en  la  costa  libre  de  que  os  he  hablado 
antes,  de  las  126  factorías  eurppeas  y  americanas  que  registrd 
el  P.  Duparquet,  sólo  cinco  ó  seis  son  españolas,  á  saber:  una 
en  Nhanga  y  dos  en  Ponta  Negra,  dedicadas  á  la  exportación 
de  cautchuc,  una  aguas  arriba  del  Loango,  y  una  ó  dos  en 
Banano,  orilla  derecha  del  Congo,  que  exportan  aceite  de 
palma  y  cocos;  cuando  los  portugueses  tienen  37,  los  holande- 
ses 38,  los  ingleses  27,  y  los  franceses  15.  Las  consecuencias, 
deducidlas  vosotros,  que  yo  no  me  he  propuesto  sino  apuntar- 
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los  términos  del  problema,  ni  otra  00&9&  cabe  en  los  cortrechos 
límites  de  una  conferencia  preliminar. 

Faera  ya  de  la  costa  libre  y  doblado  el  cabo  López,  se  en- 
^nentra^  lo  primero,  la  colonia  ñrancesa  del  Qabón,  así  llama- 
da por  el  rio  que  la  baña;  y  seguidamente,  un  territorio  espa- 
ñol que  podemos  denominar  del  cabo  de  San  Juan,  ó  del  río 
Muni,  6  si  se  quiere,  costa  de  Coriseo,  á  cuya  isla  se  halla 
frontero.  La  anexión  de  este  territorio  es  reciente,  de  1868;  su 
importancia,  por  todo  extremo  excepcional,  á  causa  de  su  si- 
tuación comercial,  en  el  fondo  del  G-olfo  de  Guinea,  dándose 
la  mano  con  las  islas  que  nosotros  y  los  [fortugneses  poseemos 
en  aqaellos  mares,  y  á  las  cuales  sirve  de  complemento,  coa 
un  territorio  abundante  en  elefantes,  en  árboles  gomeros,  en 
maderas  preciosas,  en  palmeras  de  aceite,  en  hierro  y  en  car- 
bón, y  cuyo  interior,  enteramente  inexplorado  en  una  exten- 
sión de  más  de  1500  á  2000  kilómetros  en  línea  recta,  cuatro  ó 
fiéis  veces  la  superficie  de  nuestra  Península,  surcado  por  nu- 
merosos afluentes  del  Zaire  ó  Congo,  con  varios  lagos,  de  que 
sólo  se  tiene  vagas  noticias  i)or  los  indígenas,  guarda  tesoros 
de  gloria  para  los  viajeros  españoles  á  quienes  despierte  el  ali- 
ciente de  tantos  misterios  geográficos,  lagos,  rios,  cordilleras, 
tribus  y  gentes  ocultas  en  aquella  vasta  región,  reservada  para 
nosotros,  y  riquezas  sin  cuento  para  .nuestro  comercio,  si  por 
ventura  sacude  la  cobarde  inercia  y  el  vergonzoso  marasmo 
en  que  se  arrastra,  y  toma  á  empeño  reanudar  el  hilo  roto  de 
:sus  gloriosas  tradiciones  de  otros  tiempos.        ' 

Frente  á  esa  costa  se  hallan  la  isla  de  Coriseo  y  dos  islotes 
llamados  Elobey  grande  y  Elobey  pequeño,  de  los  cuales,  el 
mayor  mide  unas  500  hectáreas  de  superficie,  y  el  menor,  que 
se  halla  á  unos  5  kilómetros  de  la  costa,  en  la  desembocadura 
del  rio  Muni,  no  excede  de  15  hectáreas.  Reinaba  en  Coriseo 
Boncoro  I,  cuándo  acertaron  á  establecer  factorías  en  la  parte 
meridional  de  la  isla,  mediado  este  siglo,  dos  españoles.  Bal* 
tasar  Simó  y  Francisco  Vinent.  Por  influjo  de  estbs  dos  comer- 
ciantes, se  resolvió  el  rey  Boncoro  á  hacer  cesión  \le  su  terri- 
torio á  España;  pero  esta  resolución  no  pareció  bien  á  los  isle- 
ños, y  hubo  de  retirarse  con  sus  partidarios  al  cabo  San  Juan, 
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«n  el  cantinéate.  Estalló  la  guerra  civil  eatre  los  corisqueaosy 
quienes,  divididos  en  dos  facciones,  eligieroa  dos  reyes,  uno 
^Q  la  región  meridional  y  otro  en  la  septentrional  de  la  isla; 
p6T0  no  les  fué  posible  gozar  ana  hora  de  sosiego:  el  primero 
tuvoqne  huir  al  oootinente,  estableciéadose  en  el  Cabo. Es* 
teíras,  y  el  segundo  murió  en  una  batalla  dada  contra  el  s&b* 
dito  Mnnga,  que  se  había  alzado  en  armas  contra  él.  Por  sa 
parte,  Boncoro  II  habia  sucedido  á  B.oncoro  I,  y  había  asenta» 
do  su  cérte  en  Elobey  Grande.  Con  una  oportunidad  que  no 
eta  de  esperar  en  españoles,  se  presentó  felizmente  en  tal  oca- 
sión una  escuadrilla,  ondeando  el  pabellón  rojo  y  amarillo,  en 
aquellas  agoas,  y  los  dos  rey^s  Mmgn  y  Boncoro  II  cedieron  á 
£spaña  las  islas  y  la  parte  de  Tierra  fírme.que  dominaban.  La 
^ma  de  posesión  lleva  la  £echa  de  25  de  Julio  de  1858.  £1 
mismo  año, el  comandante  delbergantin  <¡cGravina>^  anexionó  i 
España  el  reino  de  Maquii  situado  alnorte  del  de  Boncoro.  Poco 
i&ntes  se  habia  sometido  el  rey  Oiamdo^  con  el  territorio  de  Bo- 
iokob^e  que  regía  en  el  cabo  Esteiras,  entregando,  al  efecto, 
^1  superior  de  las  misiones  españolas  en  el  Golfo  de  Guinea,' 
el  báculo,  emblema  de  «u  autoridad,  á  fin  d.e  que  lo  presenta- 
ra al  Gobierno  español  en  señal  de  vasallaje.  En  la  misma  sa- 
zón se  sometió  el  rey  Iduyá,  jefe  de  una  comarca  vecina.  Y 
por  último,  Gwanré%,  rey  de  los  Vicos,  se  titula  también  prote- 
gido de  los  españoles.  Por  manera  que  nos  pertenece  de  dere» 
-cho  eí  litoral  africano  poblado  por  los  Vengas  y  los  VícoSf  des* 
>de  el  cabo  de  Santa  Clara  hasta  Punta  lleude,  menos  de  na 
grado  de  meridiano,  comprendiendo  las  cuencas  de  los  ríos 
Muni,  Munda,  Ay«y  otros  monos  importantes;  aunque  no  fal- 
ta quien  reduce  los  límites  por  el  Sur,  fijándolos  en  el  rio  Ima- 
Ba,  por  haberse  sometido  á  Francia  los  Vengas  del  cabo  Bs- 
teh>as  á  la  muerte  del  rey  Ibayá,  ni  quien,  por  el  contrario,  Iob 
prolongue  por  el  Norte,  llevándolos  hasta  el  río  y  bahía  del 
Campo.  Desde  el  cabo  Santa  Clara  hasta  el  rio  del  Campo,  la 
costa  mide  más  de  250  kilómetros  de  desarrollo. 

Por  supuesto,  que  al  hablar  de  reyes  vasallos  de  España, 
jra  entenderéis  que  no  se  trata  de  Carlo-Magnos  ni  de  Tamer- 
lañes:  son  reyes  que  van  descalzos  y  que  duermen  encima  de 
cina  estera;  que  fabrican  por  ^  las  redes  con  que  pescan;  quo 
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d  escabezan  tres  subditos  por  el  gran  delito  de  romper  la  mejor  de 
8  os  joyas  reales,  un  yaso  de  vidrio  de  35  céntimos;  que  convo- 
can á  sus  consejeros^  aplicando  á  sus  labios  un  resonante  cuer- 
no; que  ofrecían  á  Iradíer  una  cabra  y  algunas  gallinas  á  cam- 
bio de  un  fusil  y  ocho  libras  de  pólvora;  y  que  no  titubean  en 
ceder  su  país  y  pedir  bandera  á  una  nación  europea  por  unas 
evantas  botellas  de  rom  ó  d^e  ginebra.  No  quiero  pasar  adelan- 
te sin  recordaros  que  Manuel  Boncóro,  hijo  de  aquel  Bonco- 
ro  II  á  cuya  generosidad  debimos  el  extenso  territorio  de  Caba 
San  Juan,  fué  educado  por  jesuítas  españoles,  estuvo  al  ser- 
vicio de  nuestra  marina  de  guerra,  fué  artífice  en  Barcelona,  y 
residió  varios  años  en  Europa,  en  Cuba  y  en  los  Estados-Uni- 
dos, adquiriendo  una  educación  sobresaliente  con  relación  á 
su  país,  y  enseñándonos  prácticamente  uno  de  los  medios  más^ 
eficaces  que  debiéramos  poner  en  jueg^  para  atraer  á  la  civi* 
lizacion  aquellos  pueblos. 

No  son  los  territorios  de  la  bahía  de  Coriseo  los  únicos  que^ 
poseemos  en  el  Golfo  de  Guinea:  también  tenemos  derechos 
sobre  cinco  diversos  puntos  de  la  costa  que  rodea  á  Femando 
Póo,  llamada  costa  de  Calabar  y  de  Biafra,  todos  en  la  desem- 
bocadura y  orilla  izquierda  de  los  ríos  Camarones,  Bimbia,. 
Calabar  Viejo,  Boni  y  Kuara  ó  Akasa,  á  causa  de  haber  ofre- 
cido sus  jefes  en  distintas  ocasiones  su  sumisión  á  España.  La 
importancia  mercantil  de-  estos  lugares  es  extraordinaria,  y  se 
debe  á  tres  circunstancias  ,que  voy  á  apuntar.  Es  una,  la  faci- 
lidad con  que  podría  hacerse  desde  ellos  el  comercio  con  el  Su- 
dan ó  Nigricía,  con  el  cual  están  unidos  por  los  mencionados^ 
rios,  y  que  es  el  territorio  más  rico  de  aquella  parte  de  África;; 
ocupa  una  extensión  cinco  veces  superior  á  la  de  España;  su 
población  se  calcula  en  40  millones  de  habitantes;  penetra  y 
se  dilata  por  el  interior  del  continente,  hasta  el  lagoTsad  y  las 
fronteras  de  Egipto;  confina  con  la  región  desconocida  cu^a 
exploración  y  pacífica  conquista  he  dicho  que  estaba  reser- 
vada para  nosotros;  y  su  comercio  es  tan  importante,  que  sólo 
en  las  comarcas  que  se  encuentran  desde  San.  Luis  á  Timbuc- 
tó>  emplea  al  año  50.000  camellos,  cargados  con  150  kilogra- 
mos de  mercancías  cada  uno.  Toda  esa  costa  abunda  en  fon- 
deaderos, algunos  excelente8,4a  bahía  de  Boni,  Calabar  nuevo^ 
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tío  Boni,  Oalabar  viejo,  rio  del  Rey,  bahía  de  Ambas,  rio  Bim- 
bia,  rio  Camarones,  bahía  de  Panayia,  etc.  Algunos  de  esos 
ríos,  como  el  Camarones  y  Calabar  viejo  son  verdaderos  es- 
tuarios ó  brazos  de  mar,  sujetos  al  influjo  de  las  mareaSi  de 
diez  millas  de  ancho  en  la  desembocadura,  y  con  fondo  bas- 
tante para  que  naveguen  por  ellos  buques  de  1500  tonela- 
das hasta  sesenta  millas  tierra  adentro,  á  donde  van  á  cargar 
marfil  y  aceite  de  palma.  La  otra  circunstancia  favorable 
^  que  he  aludido  es  la  salubridad  de  algunos  de  esos  puntos, 
especialmente  el  monte  Camarones,  en  la  desembocadura  del 
rio  del  mismo  nombre,  donde,  á  causa  de  la  elevación  del  ter- 
reno en  la  orilla  izquierda,  pueden  fundarse  establecimientos 
libres  de  las  fiebres  palúdicas,  que  son  el  enemigo  más  cruel 
y  terrible  contra  el  que  tienen  que  luchar  los  europeos  en  toda 
la  costa  occidental,  y  que  hace  materialmente  imposible  el  co- 
mercio en  muchísimas  regiones.  No  lejos  del  rio  Camarones  se 
alza  el  Cabo  Costa,  con  una  colonia  inglesa:  de  225  soldados 
•que  envió  á  ella  Inglaterra  como  guarnición,  todos  menos  uno 
murieron  víctimas  de  la  fiebre  en  pocos  años.  Finalmente, 
esos  rios  desembocan  enfrente  y  á  pocas  leguas  de  la  isla  es- 
pañola de  Fernando  Póo,  llamada  á  ser,  por  su  situación  y 
condiciones  naturales,  el  centro  y  como  la  llave  del  comercio 
de  todos  aquellos  territorios  que  desaguan  en  la  ensenada  de 
Biafra.  Ya  en  1846  escribían  á  nuestro  cónsul  general  Sr.  6aí<- 
llemar  de  Aragón,  dos  autoridades  extranjeras,  Mr.  Montagnes 
de  la  Roque  y  el  conde  Bouet-Yíllaumez,  jefes  de  la  fragata 
«Caraibe,»  que  habian  residido  diez  años  en  aquellos  parajes, 
manifestándole  que,  á  su  juicio,  Fernando  Póó  es  la  llave  del 
rioNiger,  la  arteria  mas  extensa  del  África  central  y  el  camino 
más  directo  por  donde  puede  penetrar  en  el  interior  del  conti- 
nente africano  el  comercio  europeo,  «el  cual, añadía  el  segundo, 
facilitaría  preciosos  desagües  á  nuestras  manufacturas'  de  Cata- 
luña, si  se  consagrase  á  esa  explotación  una  sociedad  auxiliada 
por  un  vapor  del  Gobierno  y  que  buscara  agentes  capaces  en* 
tre  la  gente  de  color...» 

Desgraciadamente,  ni  en  la  bahía  de  San  Juan  ni  en  la  ense- 
nada dé  Biafra  hemos  adelantado  un  solo  paso  en  treinta  años.  . 
Todas  esas  posesiones  de  que  acabo  de  Jistblaros,  y  que  aon 
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utieatraa  de  derecho,  de  hecho  no  lo  son,  por  dos  razones.  La 
primera^  por  falta  de  i  deales  y  de  precisión  y  de  sólido  y  ver- 
dadero patriotisrno  en  nuestros  gobiernos  y  en  sus  subordinai- 
dos,  y  no  me  atrevo  á  decir  que  por  falta  también  de  cultura 
geografías,  por  más  que  no  sería  difícil  señalar  con  el  dedo 
ministros  de  Ultramar  y  de  Marina  que  han  ignorado  hasta  la 
éxistefocia  de  tales  derechos  y  de  tales  territorios,  cuanto  xdá&, 
la  política  que  convenia  seguir  para  definirlos,  consolidarlos^ 
hacerlos  provechosos  para  la  m;etrópol¡  y  sembrar  en  ellos  lo» 
primeros  gérmenes  de  la  civilización.  La  otra  mitad  de  la  cnl- 
pa  no  es  del  gobierno,  es  de  los  comerciantes:  no  todo  han  da- 
dor lisonjas  para  los  gobernados.  Toma  posesión  de  los  territo- 
rios salvajes  la  bandera  nacional,  pero  esa  bandera  la  llevait 
los  soldados  de  la  armada  ó  la  llevan  lo»  mercaderes,*  con  más 
frecuencia  los  mercaderes  que  los  soldados:  «s  política  y  lec- 
ción de  la' antigua  Cartago,  «entrar  vendiendo  por  sali?  man- 
dando.» Y  aquí  tenéis  la  causa  de  mis  quejas:  la  marina  mer* 
cante  española,  sin  alimentos  ni  espirita  emprendedor,  no  surca 
aquellos  mares t  apenas  se  la  conoce  fiíera  de  las  costas  de  Eu- 
ropa y  del  golfo  mejicano,  y  cuando  para  Europa  ó  él  golfo  de 
Méjico  no  tiene  fletes,  se  pudre'  en  los  astilleros,  aguardando 
con  la  resignación  del  fatalismo  árabe  una  prosperidad  qae  na 
vendrá  jamás  por  ese  camino.  En  ninguna  de  las  cinco  des- 
embocaduras de  ríos  que  os  *he  citado,  al  norte  y  noroeste  de 
Femando  Pdo,  se  ha  establecido  una  sola  factoría:  en  la  des- 
embocadura del  Aye  existe  una,  creo  que  portuguesa:  en  el 
Wlote  de  Elobey  pequeño  hay  cuatro,  á  saber,  dos  francesasi 
una  inglesa,  otra  alemana;  españolas  ni  una  sola,  á  pesar  de 
que  ya  en  1858  oficiaba  el  comandante  del  bergantín  «Gravi- 
na»  que  el  rey  Boncoro,  los  principales  magnates  y  demás  ha* 
bitantés  de  aquellos  pueblos  dehabian  expresado  repetidas  ve- 
ces su  deseo  de  ver  establecidas  en  ellos  notorias  españolas  ^ 
misioneros  que  les  enseñaran  nuestro  idioma  y  santa  religión.» 
En  la  punta  Gombie,  cerca  del  rio  Imana,  se  explotan  minasde 
carbón,  pero  no  son  españoles  sino  franceses,  los  empresarios  y 
los  mineros,  que  serien  de  nuestras  estériles  reclamaciones. 
Así,  no  es  maravilla  que  Iradier  encontrase,  entre  las  tríbaá  de 
la  costa  sometidas  á  España^  algún  negro  qoe  ehaporreara  éS 
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mgléB}  J  ^^  encoBtrara  ningano,'  faera  de  Boncoro^  que  enten-^ 
diese  el  español;  así,  bo  es  de  extrañar  que  las  tríbas  yeagasr 
del  Cabo  Esteiras  hayan  destinado  á  delantales  la  bandera  qne 
España  les  dio  al  someterse,  y  entregádose  al  gobierno  fran- 
cés de  Libreville,  mermando  nuestras  posesiones  en  el  Crolfcy 
de  Guinea;  ni  deberá  cogemos  de  sorpresa  que  el  mejor  di& 
nos  suceda  otra  tanto  con  las  demás  tribus  del  Cabo  San  Juan^ 
y  con  doble  rason  con  las  de  la  costa  de  Calabar  y  de  Biafra^^ 
cuyo  territorio  no  hornos  ocupado  materialmente;— que,  siem- 
pre, las  hnellasqoe  dejan  al  pasar  por  un  país  los  diplomáticos^ 
y  aún  los  soldados,  se  borran  y  oWidan  muy  en  breve,  si  n4> 
laa  consolidan,  convirtiéndolas  en  camino  firme,  los  comer- 
ciantes, con  el  peso  de  sus  mercaderías  y  el  constante  ir  y  ve- 
nir de  sus  factores  y  de  sos  caravanas. 

Así  es  que  debemos  hacer  votos  fervientes  porque  no  ñ*a-i~ 
casen  los  generosos  intentos  de  la  «Asociación  Easkara  para 
la  exploración  y  civilización  del  África  Central»»  la  cual  s& 
propone  pa^a  esta  primavera  un  viaje  de  estudio  y  reconocí*^ 
miento  de  loa  territorios  inexplorados  del  interior,  desde  el 
Cabo  San  Juan  y  rio  Mnni  hasta  la  región  central  de  los  gran^ 
des  lagos«  Kl  presidente  de  esa  Sociedad^  D.  Manuel  Iradier,. 
ha  dado  pniebas  relevantes  de  explorador  audaz  en  1875,  76  y 
77,  en  que  recorrió  lá  zona  litoral  de  aquella  región.  Laexplo-^ 
ración  es  científica  y  de  descubierta,  y  comprende  un  itinera- 
rio de  más  de  3.00O  millas  geográficas:  en  pos  de  ella,  se  pro-^ 
pone  fnndar  estaciones  civilizadoras,  centros  de  comercio,  á» 
enseñanza  y  de  metalización  á  la  vez,  escalonándolas  dé  3  en  3 
6áe  Sen  6  leguaa,  y  uniéndolas  entre  sí  poruña  línea permar 
nente  de  trasportes.  El  proyecto  no  pnede  ser  más  grandioso^ 
nt  más  beneficioso^  ni  más  práctico:  con  él,  nos  colocaríamos 
éd  un  salto  al  ni\wl  de  las  demás  naciones,  en  punto  á  explo-^ 
racione»  en  el  interior  del  África,  con  ser  loa  últimos  llegados^ 
nos  aseguraremos  un  porvenir  colonial  brillantísimo,  convir'» 
tiendo  en  un  fuertei  y  vasto  iokperio  lo  que  ahora  son  islotes  y 
puntos  dispersos,  sin  cohesión  y  sin  importancia;  abriríamos 
al  comercio  español  vastísimoa  mercados,  tan  extensos  como 
dos  é  tres  vecería  Península^  y  á  nuestra. indostria  un  nuevo 
Muamij^y  con  centtoa  productoces  deriqaísimas  materias  prioiio- 
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ras,  y  segara  y  yeatajosa  colocación  de  millones  de  metros  de 
telas  y  otros  productos.  La  Sociedad  de  Geografía  ha  informa- 
ndo favorablemente  el  proyecto.  Baldón  eterno  para  nosotros, 
«i  el  mes  que  viene  no  pudiese  llevar  á  cabo  su  expedición,  la 
,  Asociación  Euskara,  por  no  haberle  ayudado  á  cubrir  su  mo-^ 
tiesto  presupuesto  el  Gobierno,  desconociendo  uno  de  sus  más 
sagrados  deberes,  ó  los  Círculos  mercantiles,  desatendiendo  sa 
propio  interés  y  los  nobles  impulsos  del  patriotismo! 

Antes  de  abaüdonar  el  Golfo  de  Guinea,  una  indicación 
acerca  de  los  productos  sobre  que  gira  el  comercio  que  hacen 
•con  los  indígenas  del  rio  Muni  las  factorías  extranjeras  esta- 
blecidas en  nuestro  islote  de  Elobey.  Los  itidígenas  ofrecen 
goma  elástica,  marfil,  aceite  de  palma,*  campeche,  ébano  y 
bambú,  principalmente,  y  reciben  en  cambio  telas,  sombreros, 
pañuelos,  armas,  pólvora,  rom,  arroz,  azúcar,  tabaco,  herra- 
mientas, alambre,  cuerdas,  platos,  botellas,  vasos,  sal,  quin- 
callería, cuentas  de  vidrio.  Cada  factoría  tiene  á  su  servicio  un 
<;ierto  número  de  indígenas:  les  encomiendan  una  pacotilla  de 
géneros  europeos,  penetran  con  ella  por  los  buques  y  los  rios, 
despachando  su  mercancía,  y  regresan  con  la  carga  de  goma 
6  de  marfil  que  han  recibido  en  cambio.  Tienen  además  las 
factorías  30  ó  40  jornaleros  africanos,  krumanes  y  basas  de 
nación,  por  lo  común,  que  sirven  para  la  carga,  descarga  y 
trasporte  de  las  mercancías.  También  en  los  rios  Camarones, 
Boni,  Calabar  viejo  y  Calabar  nuevo  hay  establecidas  numero- 
sas factorías  que  hacen  el  comercio  de  marfil  y  aceite  de  palma: 
las  mujeres  indígenas  llevan  á  las  factorías  estos  productos 
desde  el  interior,  salvando  con  ellos  distancias  hasta  de  100  mi- 
llas. No  puedo  detenerme  en  esta  rápida  reseña  á  explicaros  los 
precios  á  que  se  venden  y  compran  los  artículos  de  comercia 
«n  los  territorios  de  la  bahia  de  Coriseo:  5  á  10  pe  setas  la  li- 
bra de  marfil,  medía  peseta  la  botella  de  aceite  de  palma,  5  pe* 
setas  los  3  kilogramos  de  goma,  5  pesetas  los  4  metros  détela^ 
^  pesetas  los  pañuelos,  1  peseta  los  vasos,  otra  peseta  las  tíje* 
ras,  5  pesetas  el  medio  kilogramo  de  pólvora,  10  pesetas  los 
sombreros,  2^50  pesetas  las  hachas,  1  peseta  el  hilo  de  co^^tas 
de  vidrio,  etc.,  etc.  Únicamente  de  pasada  diré  que  en  aqaek 
país  abundan  los  elefantes,  y  hacen  mucho  daño  en  las  planta^ 
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•clones  de  los  íiid%enas,  y  que,  en  vista  de  los  resultados  qne 
han  dado  los  importados  de  Asía  por  la  Sociedad  interaacional 
'de  Bruselas,  seria  muy  conveniente  fundar  en  Cabo  San  Juan 
un  establecimiento  de. domado  elefantes  africanos,  como  me* 
^io  poderoso  de  trasporte  y  de  comunicación  con  las  regionee 
del  interior  mientras  no  puedan  construirse  en  abundancia  car- 
reteras y  ferro-carriles.  De  los  elefantes  puede  decirse  que  son 
caminos  que  andan,  y  no  de  los  rios,  porque  los  rios  de  África 
no  aadan,  saltan,  y  en  mucho  tiempo  no  serán  instrumentoB 
apropiados  al  comercio. 

Trasladémonos  ahora  á  Berbería. 

Dos  cosas  habríamos  de  considerar  aquí: — 1°  El  mar  de 
Berbería,  que  separa  del  continente  el  archipiélago  Canario, 
en  atención  á«us  riquísimas  pesquerías,  superiores  en  cantidad 
y  en  calidad  y  en  todo  á  las  famosas  de  Terranova,  y  de  cuya 
importancia  en  el  presente  y  de  cuya  trascendencia  para  el  por- 
venir de  España  no  se  ha  penetrado  sufícien  temen  te  la  opinión 
«n  nuestro  país: — 2**Lacosta  bañada  por  ese  mar,  desde  el  Cabo 
Blanco  y  bahía  de  Arguin  hasta  Uad-Sus  ó  Ifní,  y  los  territo- 
rios contiguos  á  esa  costa,  el  Adrar,  el  Üad-Nun,  el  Üad-Tecna 
y  oth)s.  Pero  no  me  alcanza  ya  el  tiempo  para  todo,  y  remi- 
tiré á  mejor  ocasión  lo  relativo  á  las  pesquerías,  cíñéndome 
esta  noche  á  las  comarcas  occidentales  del  Sahara,  que  más 
de  cerca  interesan   á  nuestro  comercio  y  á  nuestra  política. 

Dno  de  los  mercados  que  deben  abrir  á  la  industria  y  al 
consiímo  de  la  Península  nuestros  comerciantes,  es  el  Sudan, 
y  deben  atacar  el  Sudan  por  dos  costados:  por  el  sur  y  por  el 
noroeiste.  De  aquí  la  importancia  de  las  posesiones  que  tene- 
mos, ú  mejor  dicho,  que  podemos  tener  con  sólo  tomar  pose- 
sión niaterial  de  ellas,  en  la  costa  de  Calabar  y  de  Bíafra,  de 
que  ya  os  he  hablado:  de  aquí  la  importancia  de  las  posesiones 
que  debemos  y  podemos  tener  en  la  costa  occidental  del  Saha- 
ra y  al  flrir  de  Marruecos,  de  que  voy  á  hablaros  ahora.  Me  li- 
mitaré á  la  zona  comprendida  entre  el  Cabo  Nun  y  el  Cabo 
Blanco,  que  es  la  que  deben  frecuentar  nuestros  comerciantes^ 
j  que  ya  hoy  recorren  los  canarios,  desde  el  Cabo  Nun  al  Cabo 
Bojador  eqi  verano,  y  desde  el  Cabo  Boj  ador  y  el  Cabo  Blanco 
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en  invierno.  Contiguo  al  Cabo  Blanco,  se  halla  el  celebrados- 
banco  y  la  isla  de  Arguin,  con  riquísima  y  abundante  pesca, 
en  la  cual  tienen  puesta  la  vista  con  justificada  codicia  los^ 
extranjeros,  principalmente  los  franceses,  y  donde  nuestros 
pescadores  canarios  han  sido  ofendidos  por  los  moros  en  más 
de  una  ocasión.  Frente  al  mismo  Cabo,  dentro  del  Sahara,  se 
halla  la  región  del  Adrar,  con  numerosos  oasis,  algunos  rios^ 
estacionales,  varías  poblaciones  ricas  en  ganados,  en  árboles 
de  goma,  en  avestruces  y  en  sal,  importante  c^ntl*o  de  consu- 
mo de  telas  de  algodón,  armas  y  quincalla,  y  promedio  del 
paso  de  las  caravanas  entre  Marruecos  y  el  Sudan  Central.  Por 
estas  razones,  deberia  establecerse  una  factoría  y  pesquería  no 
sólo  en  Santa  Cruz  de  Mar  Pequeña,  en  la  desembocadura  del 
Ifní  ó  del  Xibica,  sino  en  la  abandonada  isla  de  Arguin,  coma 
lugares  de  refugio  y  de  protección  para  los  pescadores  cana- 
rios, centros  de  transacción  para  los  mercaderes  españoles,  y 
puntos  políticos  de  ocupación  con  la  mira  puesta  en  el  porve- 
nir. Siguiendo  la  costa  adelante,  no  lejos  del  Cabo  Yuby, 
hallamos  Argila  <5  Puerto  Cansado,  donde  siglos  atrás  parece 
que  hubo  establecimiento  ó  fortaleza  de  españoles,  y  el  puer- 
to de  Tarfaya  ó  Matas  de  San  Bartolomé,  formado  por  islo- 
tes y  arrecifes,  donde  fondean  los  buques  canarios,  donde  una 
casa  de  Londres  ha  establecido  una  factoría,  sin  aguardar 
tratados  ni  amparo  de  su  nación,  y  donde  urge,  por  lo  tanto, 
que  se  asiente  cuanto  antes  una  factoría -española,  lo  cual 
pueden  hacer  nuestros  comerciantes  de  igual  modo  que  lo 
han  hecho  los  ingleses.  A  corta  distancia  de  Puerto  Cansa- 
do, avanza  en  el  mar  la  punta  del  Morro,  donde  los  canarios 
comercian  con  la  kábila  Zorguien,  rica  en  rebaños  de  ca- 
mellos, cabras  y  ovejas.  Así  esta  kábila  como  las  demás 
que  habitan  estos  parajes  no  son  tan  fanáticas  como  los 
moros  de  Marruecos,  y  están  dedicadas  al  cultivo  del  suelo,  á 
la  cria  de  ganados  y  al  comercio.  Siguen  al  este,  no  lejos  det 
rio  Xibica,  varias  kábilas,  ülad  Tiderarin,  Taubalt,  Lefuicaty 
/Mechar,  dependientes  deBeiruk,%gente  pacífica,  dedicada  á  la 
ganadería  y  á  la  agricultura,  sin  la  ferocidad  de  las  kabilas^ 
del  interior,  y  en  muy  buenas  relaciones  con  los  isleños  de 
Canarias,  con  quienes  cruzan  algunas  transacciones  mercan— 
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tiles,  desembarcando  al  efecto  en  el  fondeadero  Meano  ó  Uina, 
é  penetrando  por  el  citado  rioXibica,  en  cuya  desembocadura 
opina  el  Ministerio  de  Marina  con  Alcalá  Galiano  que  estuvo 
situado  el  establecimiento  español  de  Santa  Cruz  de  Mar  Pe- 
queña. Como  á  unos  200  kilómetros  al  N.  E.  de  este  rio,  en  al 
región  denominada  Guad-Nun,  fuera  ya  de  los  límites  del 
desierto  del  Sahara,  desemboca  el  rio,  ó  más  bien,  riera  ó  ca- 
ñada Ifní,  en  una  región  poblada  en  parte  de  monte  bajo  y 
bosques  de  argán,  cultivada  en  parte  de  campos  de  trigo  y 
cebada,  árboles  frutales,  huertas  con  nopales  y  hortalizas, 
cruzada  de  sendas  y  sembrada  de  caseríos,  que  denuncian  una 
regular  densidad  de  población,  y  población  trabajadora.  1^1 
interés  que  esta  parte  de  costa  ofrece  al  comercio  se  patentiza 
con  solo  decir  que  Ifní  se  halla  á  pocas  horas  de  navegación 
de  las  Canarias,  y  que  en  Ifní  se  compra  un  caballo  escogido 
6  una  buena  muía  por  40  duros,  una  vaca  por  6  ú  8,  un  burro 
por  5  ó  6,  un  carnero  grande  por  20  reales,  un  cuero  de  buey 
por  15  ó  20,  una  gallina  por  un  real,  1  kilogramo  de  miel 
por  5  reales,  y  por  dos  un  kilogramo  de  manteca.  Allí  creen 
muchos,  con  la  Comisión  hispano-marroquí  del  Blasco  de  Garay^ 
que  estuvo  Santa  Cruz  de  Mar  Pequeña,  sitio  que  nos  es  debi- 
do por  Marruecos  en  virtud  de  una  cláusula  del  tratado 
de  1860;  y  ciertamente,  hubiera  sido  diñcil  hallar  otro  más 
apropósito  para  el  establecimiento  de  una  población  española  en 
aquella  costa  inhospitalaria:  ocupa  una  buena  posición  mili- 
tar, dominante  sobre  la  derecha  del  rio,  tiene  agua  potable,  un 
fondeadero  mediano,  pero  susceptible  de  mejora,  abierto  en- 
frente de  un  país  poblado  por  kabilas  que  tienen  el  gusto  del 
comercio,  y  en  el  centro  estratégico  de  las  comarcas  más  fér- 
tiles del  Mediodía  de  Marruecos,  como  son:  elSus,  Sidi-Hexam, 
Guad-Nun,  Tecna  y  Dráa. 

Como  veis,  señores,  esta  costa,  considerada  como  centro 
productor  de  cereales,  aceites,  esparto,  caballos,  carne,  lana, 
cera,  miel,  maderas,  etc.,  y  como  consumidor  de  tejidos,  quin- 
callería y  géneros  ultramarinos,  posee  elementos  suficientes 
para  sostener  un  comercio  regular  con  cualquiera  nación  ci- 
T^ilizada.  Pero  no  es  este  tadavía  el  principal  concepto  que 
hace  de  la  costa  berberísco-occidental  una  de  las  regiones  más 
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favorecidas  bajo  el  punto  de  vista  del  comercio:  sus  excelen- 
cias mercantiles  nacen  de  la  posición  intermediaria  que  ocupa 
Con  respecto  al  África  Central  y  á  Europa:  esta  costa  es  la  lla- 
ve del  Sudan.  Las  caravanas  del  Sudan,  que  tienen  como  cen- 
tro de  irradiación  la  famosa  ciudad  de  Tímbuctú,  orillas  del 
Níger,  atraviesan  el  desierto  en  dos  principales  direcciones, 
para  comunicarse  con  Europa:  unas  salen  al  Mediterráneo 
por  Tánez  y  Trípoli:  otras  se  dirigen  al  puerto  de  Mogador  en 
la  costa  de  Marruecos.  A  uno  y  otro  país  lleva  ventajas  in- 
mensas el  puerto  Comercial  que  debemos  crear  en  Ifní  6  en 
otro  ú  otros  lugares  de  la  costa:  al  primero,  porque  hasta  Tú- 
nez ó  Trípoli,  las  caravanas  tienen  que  hacer  una  ruta  de  2700 
kilómetros  en  línea  recta,  al  paso  que  Ifní  no  dista  de  Tim- 
buctú  más  que  1450  kilómetros,  es  decir,  veinte  y  tantas  jorna- 
das, casi  la  mitad:  aventaja  a]  segundo,  no  tanto  porque  abre- 
via en  algunas  jornadas  el  camino,  cuanto  porque  las  carava- 
nas comerciarian  directamente  con  los  europeos,  y  no,  como 
ahora,  por  intermedio  de  los  marroquíes,  y  libres  de  las  in- 
finitas trabas  y  gabelas  que  impone  á  sus  productos  el  físca 
imperial,  obtendrian  una  utilidad  muy  superior  á  la  que  obtie- 
nen ahora  de  su  penosa  industria.  Por  una  y  otra  .causa,  e^ 
establecimiento  español  tiene  que  obrar  fatalmente  como  tin 
centro  de  atracción  poderosísimo,  que  desvie  del  Mogador  á 
los  mercaderes  del  Sudan;  y  hó  aquí  uno  de  los  motivos  secre- 
tos que  sugieren  al  Gobierno  Marroquí  las  infinitas  dilaciones 
y  aplazamientos  que,  junto  con  la  criminal  inercia  de  núes* 
tros  Gobiernos,  han  dejado  sin  cumplimiento  22  años  la  cláu- 
sula del  tratado  de  1860  referente  á  Santa  Cruz  de  Mar  Menor. 
Un  dato  acerca  de  la  importancia  que  alcanza  el  comercio  en- 
tre Marruecos  y  el  Sudan.  Se  calcula  que  pasan  próximos  á  la 
costa  de  Ifní  100  camellos  de  ida  y  100  de  vuelta  cada  dia.  Las 
caravanas  suelen  constar  de  ese  número  de  camellos,  ciento: 
hay  una,  sin  embargo,  élAMaHr  ó  gran  caravana,  la  mayor  de 
cuantas  cruzan  el  desierto,  que  cuenta  10.000  camellos.  Las 
mercancías  que  llevan  de  Marruecos  á  Timbuctú  son,  princi- 
palmente, telas  de  algodón  azul  y  blanco,  azúcar,  té,  vasos  de 
vidrio  y  sedería.  Para  el  trueque  traen  del  Sudan  polvo  de 
oro,  marfil,  goma  arábiga,  y  plumas  de  avestruz  (cuya  im- 
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portando  no  he  de  encareceros,  pues  de  sobra  sabéis  que 
las  de  una  sola  de  esas  ayes  valen  en  Europa  de  3.000  á 
COOO  reales,  y  que  pasa  de  60  millones  él  tributo  que  Buró* 
pa  paga  anualmente  á  África  por  ese  solo  artículo.  Se  calcula 
que  el  Sudan  envia  á  Europa  cada  año  productos  por  yalor 
de  400  millones  de  reales. 

En  estas  condiciones,  no  extrañareis  que  esa  costa  haya 
excitado  de  continuo  la  codicia  délos  europeos.  Españoles, 
portugueses,  franceses,  ingleses,  holandeses  é  italianos  han 
tenido  establecimientos  en  ella,  ó  lo  han  intentado  seriamente, 
pero  nadie  en  tan  vastaescala  como  nosotros.  En  el  último  tercio 
del  siglo  XV  la  conquistó  el  esforzado  Diego  GarcíadeHerrera, 
señor  que  era  de  las  islas  Canarias,  y  desde  aquella  fecha, 
los  adelantados  del  Archipiélago  se  titularon  también  Capita- 
nes generales  de  África  desde  el  Cabo  de  Guer  al  de  Bojador* 
Pero  más  que  establecimiento  para  pescar  bacalaos,  fué  gua- 
rida para  cazar  hombres:  en  yez  de  asegurar  la  conquista 
por  medio  del  comercio,  la  comprometieron  uno  y  otro  dia  con 
sus  constantes  razzias,  verdaderas  algaras  de  brigantes,  en 
que  cautivaban  miles  y  miles  de  moros,  para  derramarlos  por 
las  islas  en  calidad  de  esclavos  ó  venderlos  en  los  mercados  de 
Gádtz  y  Sevilla.  Así  es,  que  los  reyes  de  Fez  tomaron  á  empe- 
ño el  rescatar  la  costa  y  alejar  de  ella  á  tan  molestos  vecinos, 
y  lo  lograron  en  el  primer  tercio  del  siglo  siguiente,  expug- 
nando el  fuerte  de  Santa  Cruz  de  Mar- Pequeña  y  ios  demás 
que  parece  habia  construidos  á  lo  largo  de  la  citada  costa  his- 
pano-berebere,  y  volviendo  luego  sus  aripas  contra  las  Cana* 
rías  á  título  de  represalia  y  de  venganza,  y  despoblándolas  y 
poniéndolas  al  borde  de  la  ruina.  En  pos  de  esto,  vino  el  desas- 
tre de  Alcazar-quivir  y  el  progreso  de  la  colonización  ameri- 
cana, y  Europa  apartó  los  ojos  de  la  Bqrbería  occidental.  No  se 
perdió,  sin  embargo,  la  memoria  de  Santa  Cruz  de  Agadir  y 
de  Santa  Cruz  de  Mar-Pequeña:  los  hugonotes  refugiados  en 
Inglaterra  pidieron  su  protección  al  rey  de  España  para  con- 
quistarse  una  patria  en  aquellos  lugares,  y  el  amparo  les  fué 
negado»  en  el  penúltimo  año  del  siglo  XYII:  en  el  siguiente, 
un.  aventurero  escocés,  Jorge  Glass,  dicese  que  protegido  por 
el  Gobierno  de  Inglaterra,  trató  de  fundar  establecimientos  de 
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comercio  cerca  del  Cabo  Yubi,  desbaratando  sus  propósitos  el 
Gobernador  de  Canarias  y  los  moros  de  Tarfaya;  y  poco  más 
tarde,  el  conde  de  Floridablanca  llamó  la  atención  acerca  de  la 
importancia  mercantil  de  la  costa  berberisca,  y  se  entablaron 
negociaciones  (que  no  dieron  resultado),  á  fin  de  fundar  un 
establecimiento  mercantil  y  de  pesca  al  Sur  del  rio  Non  <5  Nun* 
En  el  siglo  xix,  las  tentativas  son  mucho  más  serias,  y,  sin 
género  alguno  de  duda,  darán  fruto;  como  que  se  aunan  para 
lograrlo  el  tesoñ  de  los  europeos  y  el  deseo  y  la  cooperación, 
más  ó  menos  eficaz  é  irregular,  de  algunas  de  las  kábilas  que 
pueblan  el  país.  Los  medios  que  para  ello  se  ponen  enjuego, 
reflejan  admirablemente  el  carácter  de  cada  una  de  las  distin- 
tas naciones  que  acarician  como  un  ideal  la  ocapacíon  de  aque- 
lla costa  privilegiada:  Francia,  por  medio  de  los  soldados;  In- 
glaterra, por  medio  de  los  comerciantes;  España,  invocando  la 
historia.  — La  pobre  Francia  (y  permitidme  este  calificativo,  por- 
que sus  ilusiones  y  proyectos  más  bien  merecen  conmiseración 
que  odio)  se  ha  fantaseado  para  Argelia  una  «frontera científica» 
imaginaria  del  lado  del  Oeste,  formada  por  el  mar  y  el  desier- 
to, desde  Gabes  hasta  el  Guad-Nun,  y  sueña  con  llevar  á  ella 
los  ejércitos  con  que  ha  triunfado  de  los  jrumires.  Como  si  no 
tuviera  bastantes  fronteras  que  defender  del  lado  de  la  Alsacia 
y  de  la  Lorena,  y  al  sur  de  sus  mal  guardadas  provincias  ar- 
gelinas, derrama  sus  batallones  en  busca  de  nuevas  fronteras 
por  Túnez  y  Marruecos,  y  burla  y  ofende  á  Italia  y  á  España, 
imponiéndose  la  costosa  faena  de  guardar  en  su  propia  casa, 
además  de  la  frontera  alemana,  la  línea  de  los  Alpes  y  los  Pi- 
rineos, que  hasta  ahora  habia  tenido  segura.  Por  este  lado, 
no  abrigo  absolutamente  ningún  recelo:  vaya  ó  no  vaya  á  la 
Berbería  occidental,  la  Berbería  occidental  no  será  francesa. 
¿Ni  cómo,  si  la  misma  Argelia  está  condenada  por  una  fatali- 
dad ineludible  á  ser  otra  Luisíána  ú  otro  Canadá,  dominada  un 
dia  por  el  único  pueblo  que  ha  demostrado  aptitudes  para  co- 
lonizarla y  civilizarla? — El  sistema  que  siguen  los  ingleses  es 
menos  ambicioso  en  sus  apariencias,  pero  más  eficaz  en  sus 
resultados;  debemos  temerlo  y  debemos  imitarlo.  Un  señor 
Donald  Mackenzie  anuncia  que  ha  concebido  el  proyecto  de 
inundar  el  Sahara  hasta  Timbuctü,  por  medio  de  un  canal 
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gigantesco  que  principie  en. el  rio  Belta,  sin  más  fundamento 
para  ello  que  la  relación  de  un  náufrago  americano;  y  publica 
un  libro,  explicando  su  plan  con  mucho  pormenor.  El  tal  libro 
Tiene  á  ser  lo  que  la  cola  del  perro  de  Álcibiades:  un  señuelo 
para  desorientar  á  la  opinión  acerca  del  Terdadero  objeto  de 

•  su  empresa.  El  vulgo  de  la  ciencia,  que  también  la  ciencia 
4iene  vulgo,  comenta  asombrado  el  pensamiento:  las  Socieda- 
des de  Geografía  se  rien  de  él;  pero  mientras  tanto,  Mr.  Mac* 
kenzie  va  inundando  el  Sahara  con  mercancias  inglesas,  que 
-es  la  inundación  que  buscaba:  con  pretexto  de  los  estudios  del 

.imaginario  canal,  la  casa  Mackeñzie  y  compañía  compra  el 
terreno  necesario  para  una  población  murada,  capaz  de  conte- 
ner 400  familias,  y  establece  una  factoría  en  Matas  de  San 
Bartolomé,  aguardando  á  que  se  desarrolle,  para  fundar  otras 
estaciones  comerciales  por  aquella  costa.  Un  dia,  los  indígenas, 
excitados  secretamente  por  el  gobierno  marroquí,  incendian 
el  edificio  construido  en  la  costa  por  Mr.  Mackeñzie:  ¿creeréis 
que  éste  renuncia  á  su  proyecto  y  se  retira  desalentado?  Ahí 
eso  lo  hacemos  los  españoles,  los  ingleses  nunca.  Pues  no  lo 

•consienten  en  la  costa,  traslada  provisionalmente  sus  almace* 

'  nes  á  un  pontón,  descarga  piedras  sobre  el  arrecife  de  las  Ma- 
tas, á  fin  de  convertirlo  en  islote,  elevándolo  dos  metros  sobre 

-el  nivel  del  mar,  y  levantar  en  él  obras  de  fábrica;  sigue  co- 
municándose con  Lanzarotepor  medio  de  un  pailebot,  y  aguar- 
da tranquilo  á  los  indígenas  que  han  incendiado  su  casa  de 
madera,  seguro  de  que  no  tardarán  en  reconciliarse,  por  la  má- 
gica virtud  del  comercio,  con  la  civilización  que  les  lleva  en- 
iruelta  en  los  pliegues  del  pabellón  inglés.  Señores,  un  pueblo 

«<)uyos  ciudadanos  se  hallan  dotados  de  esta  firmeza  y  de  esta 
perseverancia,  bien  merece  contarse  el  primero  entre  los  prime- 
ros, y  no  es  maravilla  que  poco  apoco  vaya  tomando  posesión 
de  todo  el  planeta.  De  una  estación  comercial  como  esa  á  una 

fortaleza  artillada,  no  media  sino  un  paso,  y  los  ingleses  saben 
darlo  pronto  cuando  sienten  que  ha  llegado  la  hora.  Ayer,  pre- 
eisamente  ayer,  nos  ha  sorprendido  Bllmparcial conuuB,  carta 
de  Tánger,  en  que  se  da  noticia  de  un  suceso  que  puede  ser 
para  nosotros  más  funesto  que  la  batalla  del  Guadalete:  dice 
que  los  almacenes  del  Cabo  Yubi  acaban  de  transformarse  en 
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fortaleza,  y  qu^  una  Compañía  inglesa,  domiciltada  en  Lón-* 
dres  y  Mogador,  ha  adquirido  el  monopolio  del  comercio  ^of 
toda  la  costa  del  Sus,  por  virtud  de  un  tratado  ajustado  con  ^ 
príncipe  ó  gobernador  de  este  fértilísimo  territorio.  Así,  miéa*^ 
tras  nosotros  disputamos,  cómo  los  conejos  de  la  fábula,  sobré 
8i  Santa  Craz  estuvo  en  la  desembocadura  del  Ifní,  é  en  la  del 
Dráa,  6  en  la  del  Xibica,  los  ingleses  van  tomando  posicioneü^ 
7  enarbolando  su  pabellón  sobre  las  ruinas  de  las  antiguad- 
fortalezas  hispano-berberiscas. 

El  sistema  que  sigue  España  no  es  el  de  los  ingleses  ni  el 
de  los  franceses:  nosotrc  s  nos  contentamos  con  hablar  mucho, 
en  estilo  altisonante,  del  testamento  de  Isabel  la  Católica  y  de 
Cisneros/de  la  misión  providencial  que  nuestra  raza  tiene  quo- 
cumplir  en  Marruecos,  de  los  derechos  que  la  tradícioil  y  la 
historia  han  conferido  á  nuestro  pueblo,  de  las  glorias  adqui^ 
ridas  y  la  sangre  derramada  por  nuestros  heroicos  abuelos  en 
las  pérfidas  costas  africanas,  etc.,  etc.;  y  así,  disipándose  por  la 
boca  toda  la  virtualidad  de  nuestro  espíritu,  dejamos  que  lo» 
demás,  sin  haber  tenido  que  abrir  ningún  testamento,  ni  con-» 
tar  con  glorias  ni  con  tradiciones,  ni  tener  destino  provídea- 
cíal  alguno,  ni  haber  derramado  sangre,  ni  dárseles  un  ardite 
de  nuestros  abuelos  ni  de  sus  nietos,  vayan  plantando  su  ban* 
dera  en  esos  territorios  que  nos  parece  que  se  han  de  venir  á 
nosotros  como  llovidos  del  cielo.  Seles  ha  metido  en  la  cabeza 
á  nuestros  gobiernos  Santa  Cruz  de  Mar  Pequeña,  porque  la^ 
tuvimos  en  el  siglo  xv,  y  el  Gobierno  marroquí  juega  con  ello» 
con  la  misma  rara  habilidad  que  si  detrás  déla  Majestad  She* 
riffiana  hubiese  un  diplomático  inglés.  En  las  negociaciones 
para  el  tratado  de  paz  y  de  comercio  convenido  entre  España 
7  Marruecos^  en  tiempo  de  Carlos  lil,  quiso  España  teivíndi^ 
car  él  territorio  de  Santa  Cruz  la  Pequeña,  aunque  sin  desig^ 
narla  expresamente  con  este  nombre;  pero  el  Sultán  manifes* 
tó  serle  imposible  tratar  acerca  de  este  particular,  porque  sua 
dominios  no  llegaban  á  las  comarcas  situadas  al  sur  del  rio 
Nun^  habitadas  por  una  gente  silvestre  que  nunca  pudo  suje* 
tar,  dejando  sin  embargo  al  arbitrio  del  Rey  el  intentar* 
lo,  pero  sin  hacerse  resp  onsable  de  lo  que  sucediera*  Ignat 
declaración  se  hizo  en  el  tratado  de  1799.  Liega  el  año  1860>. 
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se  paeta  la  pas  entre  Marruecos  y  España,  dos  reservamos 
la  posesioB  á  perpetuidad  del  terreno  que  sea  necesario  pa- 
la  ona  pesquería  junto  á  Santa  Cruz  de  Mar  Pequeña,  s» 
«ntablan  negociaciones  para  el  complímielito  de  esa  cláusu^ 
la,  y  el  Saltan  se  excusa  de  elio;  dando  por  razón  que  el  terri* 
torio  de  qae  se  trata  se  halla  ocupado  por  tribus  que  no  reco*^ 
ttoeeu  su  autoridad.  Ante  confesión  tan  explícita,  parecía  na* 
toral  que  el  Gobierno  español  toiíiara  posesión  por  propia  au« 
torídad  de  ese  ú  otro  sitio  en  la  costa  del  Océano,  <3  adquiriese 
por  compra  los  que  fuesen  necesarios,  entendiéndose  directa* 
mQDté  con  las  kábilas  berberiscas,  que  no  deseaban  otra  cosa, 
y  con  cuya  independencia  nos  argüía  la  taimada  Chancillería 
del  Sultán;  pero  por  lo  mismo  que  parecia  natural,  no  se  ha 
hecho.  Necesitó  nuestro  Gobierno  17  años  y  la  petición  de  una 
sociedad  mercantil  española  titulada  El  A  fías,  para  .decidirse 
áeoyiar  un  buque  de  guerra  en  busca  del  puerto  de  Santa 
Groa  de  Mar  Pequeña.  Se  encontró,  con  efecto,  en  la  desembo- 
cadura del  rio  6  rambla  Ifní;  se  extendió  acta,  que  firmaron  los 
jefes  de  las  tribus  que  pueblan  aquel  territorio,  manifestándose 
dispuestos  á  admitir  el  establecimiento  que  España  quisiera  allí 
fundar,  y  ansiosos  de  que  no  se  hiciera  esperar  mucho  tiem* 
pa.  T  qué  se  hizo  después  de  esto?  Construir  un  fuerte?  Em- 
plazar las  calles  de  la  futura  población?  No,  señores:  se  hizo 
ü^ffrQfáHtos  de  negociar  con  el  Sultán  la  cesión  definitiva  del 
terreno,  para,  una  yez  obtenida,  9tfr  el  medio  de  tomar  pose- 
sión de  él.»  No  creáis  que  me  burlo:  son  palabras  textuales 
del  Ministro  de  Estado  Señor  Sílvela.  Las  tales  negociaciones 
no  dieron  resultado.  Y  han  pasado  22  años,  ¡casi  una  genera- 
eionl  los  principales  héroes  de  la  guerra  de  Marruecos  han 
muerto;  los  huesos  de  nuestros  soldados,  que  señalaban  el  ca- 
mino de  Tetuan,  se  han  hecho  polvo;  los  laureles  que  nos  con- 
qoístaroh  se  han  marchitado;  y  la  factoría  de  Santa  Cruz  no 
ha  salido  todavía  del  estado  de  expediente!  Ni  hay  esperanza 
de  que  salga,  mientras  España  carezca  de  estadistas  y  no  ten- 
ga ideales  exteriores  y  una  política  internacional  modesta,  pero 
definida. 

A  los  comerciantes  toca  suplir,  en  cuanto  cabe,  la  acción 
de  los  poderes  públicos  y  hacerse  puesto  en  la  costa  de  Berbe- 
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ría;  sin  aguardar  la  tutela  providente  del  Oobierno^  que  «erüt 
aguardar  más  de  lo  que  consiente  el  curso  vertiginoso  de  los 
^sucesos.  Ya  hemos  visto  cómo  los  ingleses  han  establecido  nna 
estación  comercial  en  una  playa  enemiga;  cómo,  en  otras^  los 
canarios  sostienen  relaciones  mercantiles,  casi  de  contrabando 
j  á  espaldas  del  Sultán,  con  el  beneplácito  y  bnena  voluntad 
de  las  kábilas  de  aquel  litoral:  pues  bien,  próximas  á  la  des- 
embocadura del  Ifní,  donde  hace  20  años  debiéramos  tener  la 
colonia  y  factoría  de  Santa  Cruz,  hay  estados  independientes, 
rivales  ó  enemigos  del  imperio  marroquí,  amigos  de  España  á 
prueba  de  desdenes,  y  deseosos  de  que  eduquemos  á  sus*  hijos 
y  de  que  implantemos  en  sus  costas  las  artes  y  el  comercio.  Al 
Norte  de  Ifní,  los  Estados  de  Sidi-Huschein;  al  Sur,  los  Esta- 
dos del  Habib-ben-Beíruk;  sin  contar  las  repúblicas  indepen- 
dientes de  los  Ait-Bu-Amrán,  de  los  Zahires,  de  los  Stukas  y 
áe  los  Tifnikes. 

El  cheriff  Sidi-Hussein  desciende  de  la  anterior  dinastía 
marroquí,  y  todavía  tiene  pretensiones  al  imperio,*  nominal- 
mente,  respeta  la  soberanía  del  Gobierno  de  Fez,  pero  de  he- 
cho es  enteramente  soberano,  y  se  alza  en  armas  contra  el 
Sultán  siempre  que  cree  amenazada  por  éste  la  integridad  de 
su  principado  y  de  su  gobierno.  Pues  biejí;  ese  príncipe  ha  so- 
licitado del  Gobierno  español  que  instale  en  todas  las  costas  de 
«US  dominios,  desde  Aghi  á  Assaca,  cuantos  centros  comercia- 
les crea  necesarios,  contribuyendo  él  con  armas,  trabajos  y 
dinero,  y  ha  ofrecido,  además,  enviar  sus  hijos  á  Madrid  para 
recibir  en  nuestras  escuelas  educación  europea,  sin  otra  con- 
dición que  la  de  no  ayudar  al  Sultán  desde  aquellas  estaciones 
comerciales  para  desposeerlo  de  su  gobierno,  y  enviarle  gra- 
nos, que  habia  de  pagar  al  contado,  para  aliviar  el  hambre  que 
poR  entonces  padecian  sus  vasallos.  Aquí  sería  (ó  mejor  dicho^ 
hubiera  sido,  porque  temo  que  se  ha  hecho  ya  tarde,  y  que  los 
ingleses  nos  han  cogido  el  puesto),  aquí  hubiera  sido  facilísi- 
mo establecer,  no  ya  sólo  factorías  comerciales,  sino  verdade- 
ras colonias  agrícolas,  donde  aquellos  emigrantes  patriotas 
que  en  1860  dejaron  la  Argelia  para  establecerse  en  Tetuan  á 
la  sombra  de  nuestra  victoriosa  bandera,  y  que  torpemente 
abandonamos  é  hicimos  volver  á  Argel  y  Oran,  explotarían  el 
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esparto,  nataralizarían  las  pequeñas  industrias  esp  anclas, 
aprovechando  los  saltos  de  agua,  cnltiyarian  el  naranjo^  la 
viña,  la  caña  de  azúcar,  el  café,  el  tabaco,  el  argán  y  la  co- 
x^hinílla;  sembrarían  entre  los  indígenas  poderosos  gérmenes 
de  civilización;  abrirían  vastos  horizontes  á  nuestro  comercio; 
^formarían  apretados  núcleos  de  población  hispano- berberís- 
€a,  apta  para  todas  las  combinaciones  del  porvenir. 

El  otro  Estado  independiente  de  que  os  he  hablado  es  el 
"Oaad-Nun^  antiguo  reino  de  la  Bu*Tata,  feudatario  un  tiempo 
de  Aragón  y  Castilla.  Regíalo  á  principios  de  siglo  el  xej  Bei- 
ruk,  espíritu  activo  y  emprendedor,  dotado  de  grandes  luces 
naturales,  que,  comprendiendo  las  ventajas  de  atraer  á  sus 
•costas  el  comercio  del  Sudan,  que  se  hacia  y  hace  principal- 
mente en  Mogador,  intentó  varias  veces  entrar  en  relaciones 
directas  con  un  Estado  europeo:  en  1819  y  1839  con  los  fran- 
-ceses;  en  1836  con  los  ingleses,  ofreciendo  lo  necesario  para 

'  ai)rír  un  puerto  en  la  boca  del  Dráa  ó  del  Assaka,  donde  pu- 
dieran atracar  los  buques,  y  construir  por  su  cuenta  almacenes 
y  una  torre  ó  fortin  para  seguridad  de  las  transacciones.. Todos 
estos  intentos  fracasaron;  una  vez,  porque  el  bergantin  que 
envió  el  gobierno  inglés  consideró  inabordable  la  boca  del 
Dráa;  otra  vez,  porque  el  tratado  celebrado  entre  Beiruk  y 
«1  gobierno  francés  lo  desbarató  la  diplomacia  del  Sultán  de 
Marruecos,  cediendo  á  aquel  dos  tercios  de  los  derechos  que 
devengaban  en  la  aduana  de  Mogador  los  productos  del  Guad- 
Nun.  La  noticia  de  estas  gestiones  despertó  la  codiciado  nues- 
tro gobierno,  el  cual  diputó  á  D.  José  Saenz  de  Urraca  para 
<jue  inclinase  á  Beiruk  á  tratar  con  España,  pero  con  oportuni- 
dad verdaderamente  española,  pues  Beiruk  acababa  de  recon- 
<^íliarse  con  el  Sultán.  En  esto  murió  Beiruk,  dejando  sus  Es- 
tados de  Guad-Nun  y  Tecna  á  sus  once  hijos,  que  lo  gobiernan 
actaalmente  bajo  lajefatura'del  segundo  en  edad,  el  Habib- 
ben-Beiruk.  El  Habib  perseveraren  el  proyecto  concebido  por 
«u  padre  de  abrir  puertos  en  sus  costas,  y  parece  que  estuvo  en 
iratos  con  Napoleón  III,  tratos  que  otra  vez  estorbó  el  Sultán, 
temeroso  de  perder  el  principal  ingreso  de  sus  aduanas,  y  tal 
vez  de  comprometer  la  seguridad  de  sus  dominios  por  el  lado 
del  Sur.  Pocos  años  después,  nuestras  campañas  de  África  11a- 

^  marón  su  atención  há(úa  España,  y  quiso  aliarse  con  nosotros 
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y  ayudarnos,  hostilizando  al  Sultán  por  las  fronteras  meridioo* 
nales  del  imperio,  á  cambio  de  que  nosotros  nos  prestáramos  á. 
abrir  sus  puertos  al  comercio.  Desgraciadamente,  acababa  de« 
firmarse  la  paz:  sin  embargo^  parece  que  el  mensaje  del  Habib 
influyó  en  la  redacción  del  art.  8°  del  tratado  de  Guad-Eás, 
relativo  á  Santa  Cruz  de  Mar-Pequeña.  Pasaron  17  años:  el 
gobierno  dejaba  dormir  el  asunto  de  Santa  Cruz,  y  cabe  á  do» 
comerciantes  españoles  la  gloria  de  haber  dado  una  lección 
elocuente  al  gobierno,  lloTando  á  cabo  con  sus  solas  fuerzas  la 
que  el  gobierno  no  acierta  á  ejecutar  con  todas  las  fuerzas  de 
la  nación.  «Los  SS.  Puyana  y  Butler,  hermanos  (dice  el  Señor 
Fernandez  Duro),  fueron  sin  auxilio  extraño  á  la  costa,  reali-* 
zaron  cargamentos,  demostraron  prácticamente  la  posibilidad 
de  las  transacciones,  recabaron  del  gobierno  la  suspensión  de 
las  prohibiciones  existentes  para  quelos  buques  de  Canarias  se 
acercaran  al  África;  llevaron  al  Habib  á  Lanzarote,  suscribie- 
ron con  él  un  solemne  contrato  fijando  precios  y  derechos  á  los 
artículos  de  exportación,  y  consiguieron  que  dirigiera  á  Ma- 
drid un  enviado  especial,  en  1867,  para  solicitar  el  estable- 
cimiento de  relaciones.» 

La  empresa  fracasó,  y  no  está  el  mal  en  que  fracasara^ 
sino  en  que  ese  primer  revós  haya  desalentado  á  nuestros  co- 
merciantes; en  que  disponiendo  éstos,  como  disponen,  de  me-* 
dios  que  no  tienen  en  su  maño  las  demás  naciones,  tales  como 
la  vecindad  de  las  Canarias,  marinos  expertos  en  el  conoci- 
miento de  aquellas  costas  y  habituados  al  trato  dé  aquellas 
gentes,  permanezcan  cruzados  de  brazos  y  no  salgan  de  su  in-» 
diferencia  sino  para  prestar  eficaz  ayuda  á  la  empresa  del  in-» 
glés  Macken?:ie,  establecido  en  los  dominios  del  Habibben- 
Beiruk.  Hizo  bien,  muy  bien,  la  Junta  de  Comercio  de  Lan- 
zarote en  felicitar  al  comerciante  inglés  por  sus  proyectos  y 
ofrecerle  su  cooperación;  pero  hubiera  hecho  mejor,  mucho 
mejor,  anticipándose  á  él,  y  ooando  no,  siguiendo  sus  huellas 
y  volviendo  en  proVechp  propio  y  de  su  patria  aquel  pailebot 
español  Rosario  que  llevó  á,  Mackenzie  á explorar  la  costa  para 
elegir  el  sitio  de  su  factoría. 

Dejemos  ya  á  Berberí  a  y  entremos  en  Marruecos. 

Está  ya  tan  en  la  conciencia  de  todos,  que  no  os  diré  nada 
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nnevosios  digo  qae  España  no  concluye  en  el  estrecho  de 
Gibraltar:  de  igual  modo  que  las  fronteras  naturales  de  los 
pueblos  no  son  los  rios^  sino  las  cordilleras  que  determinan 
sus  cuencas^  la  frontera  meridional  de  las  naciones  latinas  no 
es  el  Mediterráneo:  ed  el  Atlas  y  el  desierto  del  Sahara.  Al  po- 
ner los  ojos  Inglaterra  y  Francia  en  el  imperio  marroquí,  y 
tratar  de  imponerle  un  protectorado,  no  atentan  contra  la  inde- 
pendencia de  un  pueblo  semi -bárbaro;  atentan  contra  la  in- 
tegridad de  España:  el  apoderarse  Francia  de  Tánez,  no  se 
ha  anexionado  una  nación  africana,  se  ha  anexionado  torpe- 
mente una  provincia  de  Italia.  Nosotros  queremos  que  el 
Norte  de  África  sea  civilizado  por  Italia,  por  Francia,  por 
España  y  Portugal:  Francia,  por  el  contrario,  quiere  do- 
minarlo por  sí  sola;  ó  de  otro  modo,  Francia  se  empeña^  y 
logrará  su  empeño,  en  que  la  parte  de  África  que  á  Por- 
tugal, Italia  y  España  corresponde,  no  se  la  tomen  á  Túnez 
ni  á  Marruecos,  sino  que  se  la  tomen  á  Francia  misma.  Ejer- 
cen las  dos  orillas  del  Estrecho  una  especie  de  misteriosa  atrac- 
ción launa  sobre  la  otra:  mientras  que  nuestros  emigrantes  van 
á  ganar  con  su  sudor  nacionalidad  africana  en  las  faldas  septen^ 
trienales  del  Atlas,  orillas  del  desierto,  africanos  de  esas  mis- 
mas regiones  vienen  á  ganar  con  su  sumisión  nacionalidad 
española,  como  si  recordaran  los  u.qos  que  España  ha  sido  saya 
y  los  otros  que  África  ha  sido  nuestra. 

En  aquel  informe  conjunto  de  razas  mal  unidas  que  llama- 
mos imperio  de  Marruecos,  hay  varias,  desde  el  Ríff  hasta  la 
Berbería  Occidental,  que  sueñan  con  que  llevemos  á  ellas  el 
espíritu  de  la  vida  moderna,  y  hasta  en  formar  parte  de  núes- 
tra  nacionalidad,  y  las  unas  nos  piden  alianza,  las  otras  pro- 
tección. Ta  habéis  visto  los  sentimientos  que  abrigan  hacia 
fioBotros  los  Estados  de  Sidi-Huschein  y  del  Habib-ben-Beiruk, 
en  la  Berbería  occidental.  Pues  en  las  comarcas  del  Riff,  don- 
de tenemos  enclavadas  algunas  plazas  fuertes,  y  que  están 
pobladas  por  21  kábilas  semi4ndependientes,  vienen  algunas 
de  éstas  solicitando  hace  años  el  amparo  de  nuestro  pabellón 
y  la  anexión  de  su  fértilísimo  territorio  á  España:  Esas  kábi- 
las <se  hallaban  «n  estado  de  enemistad  y  de  guerra  permanente 
con  los  habitantes  y  defensores  de  nuestros  presidios,  que  ape- 
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naá  podían  asomar  la  cabeza  por  encima  de  las  murallas.  Pero 
los  rencores  y  los  antagonismos  fueron   desapareciendo  gra- 
dualmente desde  que,  por  consecuencia  del  tratado  de  comer- 
cío  de  1860,  entraron  en  relaciones  con  nosotros,  y  ya  en  1872, 
el  jefe  de  la  poderosa  kábila  de  Benisidasen,  de  quien  se  dic& 
que  puede  poner  en  pié  de  guerra  35.000  caballos,  manifesté 
deseos  de  que  se  abriese  al  comercio  el  puerto  dé  Chafarinas,^ 
á  fin  de  exportar  por  él  los  excelentes  productos  de  su  país,  y  de 
que  entabláramos  relaciones  de  amistad  con  aquellas  tribus. 
£1  Gobierno  Marroquí,  con  su  desatentada  conducta,  con  sus^ 
arbitrariedades,  con  sus  depredaciones  y  rapiñas,  hizo  más  de 
lo  necesario  para  que  apuntara  y  tomara  cuerpo,  á  partir  ya 
de  1877,  la  idea  de  buscar  remedio  á  sus  males  en  el  patrona- 
to del  Gobierno  español.  Con  efecto,  el  año  siguiente,  se  pre- 
sentaron al  Capitán  General  de  Granada  los  Jefes  de  las  kábi- 
las  de  Melilla,  manifestándose  dispuestos  á  admitir  la  sobera- 
nía de  España;  sin  que  sus  gestiones  dieran  resultado.  Dos 
años  más  tarde,  á  principios  de  1880,  la  exasperación  de  las 
kábilas  llegó  á  su  colmo  ante  los  procedimientos  puestos  en 
juego,  el  incendio,  el  saqueo,  el  asesinato  y  la  violación,  para 
castigar  un  acto  de  rebeldía  cometido  contra  un  feroz  bajá  quo 
el  Gobierno  imperial  les  había  enviado  para  tiranizarlos;  y  tres 
kábilas,  que  contaban  una  población  de  3.000  almas,  acadie- 
ron  al  Gobernador  de  Melilla,  y  después  al  de  Málaga,  solici- 
tando la  nacicnalidad  española  y  la  anexión  á  España  del  ter- 
ritorio que  ocupan,  rico  en  minas  y  en  ganados,  y  pidiendo 
que,  en  último  extremo,  y  para  el  caso  de  que  se  repugnara  la 
incorporación  del  suelo  por  escrúpulos  de  carácter  internacio- 
nal, se  les  admitiera  en  calidad  de  colonos  españoles,  en  la 
fértil  y  extensa  zona,  hoy  inculta,  que  media  entre  la  plaza  es- 
pañola y  la  línea  jurisdiccional  del  imperio,  zona  que  es  propie- 
dad de  nuestra  nación,  y  que  ellos  benefíciarian  pagando  el 
canon  ó  el  tributo  que  se  les  impusiera,  y  siendo  la  vanguardia 
más  celosa  de  los  intereses  y  aspiraciones  de  España  en  Mar- 
ruecos. Cinco  kábilas,  cuya  población  asciende  á  15.000  indi- 
viduos, y  cuyo  suelo  comprende  14  leguas  de  costa  y  10  hacía 
el  interior,  aguardaban  el  resultado  de  esas  gestiones  para 
imitarles.  Idéntica  petición  hizo  por  entonces  la  kabila  de  Be- 
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níburiaga^  fronteriza  de  Alhucemas.  Ya  recordareis  que  el  Go- 
bierno desestimó  todas  estas  peticiones,  y  no  es  extraño:  se 
estaba  en  vísperas  de  unas  Conferencias  diplomáticas  acerca 
de  Marruecos,  preparadas  por  el  Gabinete  de  Saint  James,  y 
en  las  cuales  hicimos  la  causa  de  Inglaterra,  nuestra  inconci- 
liable rival  en  África.  No  se  descorazonaron  por  esto  las  kabi- 
las:  el  verano  pasado,  una  gran  parte  del  Riff  tuvo  que  su- 
blevarse contra  el  Gobierno  del  iSultan:  pocos  meses  después^ 
vinieron  á  Madrid  dos  Jefes  de  kábilas,  comisionados  para  con- 
ferenciar con  nuestro  Gobierno,  exponerle  el  estado  de  com- 
pleta desorganización  en  que  vive  el  país,  suplicarle  que  obli- 
gue al  Gobierno  Marroquí  al  cumplimiento  del  último  tratado- 
de  paz,  cosa  que  hoy  sucede  tan  sólo  en  las  poblaciones  creci- 
das, y  pedirle  que  proteja  á  las  kábilas  de  que  son  Jefes  y  le» 
facilite  relaciones  mercantiles  con  nuestras  posesiones  africa- 
nas. No  hay  para  qué  decir  el  caso  que  se  hizo  de  Sidi-Abda- 
llah  y  de  Tu-Hamed:  no  habia  conferencias  internacionales  eo 
vías  de  celebración,  pero  el  Ministerio  se  hallaba  embebido  en 
trascendentales  reformas  que  habían  de  cambiar  la  faz  de  la 
nación:  Gobernación,  haciendo  el  recuento  de  los  diputado» 
que  habia  conseguido  imponer  al  país,  y  concediendo  por  Real 
Decreto  el  título  de  «excelencia»  á  no  sé  qué  Ayuntamiento; 
Gnerra,  proyectando  el  casco  negro  con  llorón  blanco  para  los 
generales;  Fomento,  publicando  un  decreto  para  que,  en  lo» 
sacesivo,  la  Escuela  de  Agricultura  de  la  Florida  se  denomí- 
nase «Instituto  nacional  de  Alfonso  XII,»  medio  el  más  eñ- 
caz,  según  se  ve,  de  aliviar  la  suerte  de  nuestros  labradores,  y 
de  fomentar  la  riqueza  páblíca.  No  creáis  que  hago  política:  sí 
hubiéramos  estado  en  1873,  le  habría  sido  igualmente  imposi- 
ble al  Gobierno  prestar  oído  á  los  riffeños  y  ocuparse  de  fomen- 
tar el  comercio  con  las  kábilas,  porque  todo  el  tiempo  le  hubie- 
se venido  corto  para  suprimir  los  títulos  nobiliarios  y  las  órde- 
nes militares,  borrar  del  pié  de  los  oficios  el  «Dios  guarde  á 
usted  muchos  años,»  y  otras  reformas  igualmente  trascenden- 
tales y  salvadoras. 

Otras  son,  muy  otras,  las  aspiraciones  del  país,  pero  el  Go- 
bierno no  las  atiende,  porque  aquí  los  Gobiernos  no  son  para 
el  país,  sino  para  los  partidos.  El  país  sabe  y  el  país  dice  que 
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no  podemos  abandonar  en  su  desamparo  á  aquellas  iribns  in* 
.  fortunadas  que^  huyendo  de  la  bárbara  tiranía  del  Sultán^  re- 
curren á  nosotros  en  queja  contra  los  agravios  de  aquel  feroz 
Gobierno,  viendo  en  nosotros  sus  libertadores  y  llamándonos 
sus  hermanos:  no  podemos,  no,  abandonarlos  á  los  ultrajes  de 
una  soldadesca  compuesta  de  bandoleros  é  incendiarios^  escán- 
dalo de  la  civilización:  no  podemos  desmembrar  de  nuestra 
patria  ideal,  de  la  patria  de  nuestros  hijos,  aquella  tierra  cada 
uno  de  cuyos  repliegues  guarda  un  recuerdo  de  nuestros  an- 
tepasados, cementerio  vastísimo  donde  blanquean  los  huesos 
<le  treinta  generaciones  de  españoles  que  han  hecho  el  sacrifi- 
cio de  su  vida  en  aras  de  la  civilización,  desde  Fernando  III  j 
Pedro  IV  hasta  Diego  de  Herrera  y  el  inmortal  Gisneros^  y 
desde  Cisneros  y  Herrera  hasta  Carlos  I  y  Uon  Sebastian,  y 
desde  Carlos  I  y  Don  Sebastian  hasta  Carlos  III  y  O^Reilly,  y 
•desde  Barceló  y  O'Reilly  hasta  [os  héroes  inmortales  de  Guad«- 
Ras  y  de  Castillejos:  no  podemos,  no,  consentir  que  esa  na- 
eion  británica  que  nos  ha  seguido  á  todas  partes,  que  fué  ea 
pos  de  Colon  y  de  Cortés  y  pobló  la  mitad  de  América,  que 
fué  detrás  de  Gama  y  de  Alburquerque  y  se  apoderó  de  Asia, 
que  siguió  las  naves  de  Quirós  y  señoreó  la  Australia,  se  alce 
ahora  con  el  imperio  de  Tánger,  una  de  las  posiciones  más  es- 
tratégicas del  globo,  y  haga  del  Estrecho  un  nuevo  Dardane* 
los,  y  se  erija  en  soberana  del  Mediterráneo,  y  nos  cierre  la 
puerta  de  nuestra  propia  casa,  acorralándonos  contra  ese  otro 
enemigo  histórico  que  se  reclina  en  el  Pirineo. 

Y  sin  embargo,  esto  que  no  debe,  que  no  puede  ser,  será 
«rin  duda  alguna,  pues  que  nos  empeñamos  en  que  así  sea. 
Nuestra  política  en  Marruecos  es  la  más  funesta  y  desastrosa 
de  las  políticas:  consiste  en  no  tener  ninguna.  En  esto  cami* 
nan  á  la  par  nuestros  diplomáticos  y  nuestros  comerciantes: 
los  primeros  abandonan  el  imperio  marroquí  á  los  ardides  y  á 
las  habilidades  de  la  diplomacia  británica:  los  segundos  aban* 
donan  ^  comercio  marroquí  á  la  activa  gestión  de  los  merca- 
deres ingleses.  Entre  unos  y  otros  han  desmoronado  el  edificio 
tan  trabajosamente  levantado  por  la  bayoneta  de  nuestros  sol- 
dados. 

La  guerra  de  1859  puso  en  primer  tétmíno  la  influencia 
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^española,  eclipsando  la  inglesa  que  venia  siendo  preponderan* 
te:  las  naciones  acreditadas  la  toleraban  de  baen  grado:  em- 
pleados españoles  tenían  la  administración  de  Correos;  los  c6n-* 
sules  españoles  intervenían  las  Aduanas;  habíamos  establecí- 
do  las  protecciones  censales,  que  tantas  simpatías  y  amistades 
nos  granjeaban  entre  los  subditos  del  Sultán;  habíamos  rego- 
larizado  las  relaciones  de  ese  Estado  con  los  extranjeros;  les 
habíamos  conquistado  el  derecho  de  viajar  por  el  país  y  de 
afincaren  él;  poseíamos  cinco  plazas  fuertes  en  la  costa  del  Me- 
diterráneo, y  la  concesión  de  una  sexta  en  el  Atlántico.  Insen- 
siblemente, esta  influencia  moral  se  habría  robustecido  y  tro- 
cádose  en  un  verdadero  protectorado.  Para  esto,  hacia  falta  la 
acción  combinada  de  dos  distintos  elementos:  V  Representan- 
tes dolados  de  condiciones  muy  especiales,  acomodados  al  ca- 
rácter de  la  diplomacia  mogrebina,  que  es  muy  distinta  de  la 
europea;  y  2°  ün  comercio  muy  activo  con  los  puertos  del  Mo- 
greb.  Pero  tanto  lo  uno  como  lo  otro  nos  ha  faltado.  Nuestros 
plenipotenciarios  no  han  estado  casi  nunca  á  la  altura  de 
Mr.  Drummond  Hay,  embajador  inglés  por  juro  de  heredad, 
hombre  dotado  de  una  rara  sagacidad,  que,  á  pesar  del  ruidoso 
fracaso  de  1860,  supo  ¡contrastar  en  breve  la  influencia  espa- 
ñola, debilitarla  poco  á  poco  y,  por  último,  vencerla  y  anu- 
larla: la  revolución  de  Setiembre  abrió  ancho  campo  á  su  ac- 
tividad en  Tánger,  y  en  los  primeros  años  de  la  Restauración 
consumó  su  obra.  Por  lo  que  hace  á  nuestros  comerciantes,  no 
hay  que  decir  si  se  han  quedado  á  la  zaga  de  los  comerciantes 
ingleses:  la  balanza  del  comercio  exterior  marroquí  habla  en 
este  respecto  con  una  elocuencia  abrumadora,  y  es  una  acu- 
sación muda  que  debiera  mortificarles.  El  comercio  exterior 
de  Marruecos  está  representado  por  unos  250  millones  de  rea- 
les: de  este  total,  corresponde  á  Inglaterra  más  de  la  mitad,  el 
60  por  100;  á  Francia,  el  25  por  100,  y  el  resto,  ó  sea,  el  15 
por  100,  se  distribuye  entre  Portugal,  España  y  Bélgica.  Fijaos 
bien,  señores,  Portugal  va  delante  de  España:  la  cifra  corres- 
pondiente á  España  se  reduce  á  un  4  por  100,  y  todavía  la  ma- 
yor parte  de  ella  se  va  en  exportación,  que  es  muy  superior  á 
la  importación.  Lo  cual  quiere  decir  que  los  industriales  espa- 
ñoles no  se  han  abierto  mercado  todavía  en  Marruecos,  según 

TOMO  LX  3^ 


306  EEVISTÁ  DE  LEGISLACIÓN  . 

se  ío  aconsejaba  su  propio  interés  y  la  conveniencia  de  la  pa- 
tria. Los  detalles  son  para  desalentar  á  cualquiera.  En  Casa. 
Blanca  hemos  importado  los  españoles  en  1877  azúcar  por  va- 
lor de  12.000  reales:  los  franceses  por  12.000.000;  Francia  é 
Inglaterra  han  importado  productos  por  más  de  120  millonea 
de  reales  cada  una:  España  por  menos  de  cuatro,  y  por  otro 
tanto  Portugal.  En  Mogador  han  importado  y  exportado  los 
ingleses  en  1875  por  unos '34  millones:  los  franceses  por 
unos  16;  los  portugueses  por  poco  más  de  medio;  los  españoles 
por  algo  menos  de  un  cuarto.  De  1875  á  1878  han  entrado  ea 
Casa  Blanca  478  buques  de  Inglaterra,  316  de  Francia,  57  da 
Portugal,  25  de  España:  en  1875,  en  Mogador,  42  de  Itigla* 
térra,  con  34.000  toneladas;  30  de  Francia,  con  13.000  tone- 
ladas; 6  de  Portugal,  con  744;  3  de  España  (de  las  Caparías,, 
no  de  la  Península),  con  215;  y  1  de  Alemania  con  400^ 
Otra  sería  sineso  nuestra  posición  en  el  imperio  marroquí.  Con 
el  trato  de  todos  los  dias,  habrían  consolidado  el  influjo  que  ñor 
conquistd  en  yn  año  el  heroísmo  de  nuestros  soldados:  envuel- 
to y  ligado  el  imperio  con  algunos  millones  de  metros  de  tela. 
y  endulzado  con  medio  millón  de  toneladas  de  azúcar,  por  es- 
pacio de. 20  años,  á  estas  horas  seríamos  los  verdaderos  dueños- 
del  país.  ¿Qué  han  hecho,  en  vez  de  eso,  los  industríales?  Mo- 
nopolizar el  «mercado  interior,  constituir  la  Península  en  feudo 
suyo  é  imponerle  duros  tributos  en  forma  de  sobreprecios  ó»de 
derechos  protectores,  explotar  á  los  españoles  con  tarifas  ini- 
cuas, y  dejar  mientras  tanto  que  se  esterilizase  el  tratado 
de  1860,  por  el  cual  se  abrieron  las  puertas  del  imperio  mar- 
roquí al  comercio  europeo,  consintiendo  en  ñgurar  detrás  de 
Inglaterra,  de  Francia,  hasta  de  Portugal;  como  si  los  solda- 
dos españoles,  semejantes  á  Jesucristo  que  redimió  á  todos  lo» 
pueblos  menos  al. suyo  propio,  hubiesen  derramado  su  sangre 
por  todos  menos  por  su  infortunada  patria. 

Y  es  esto  tanto  más  digno  de  condenarse,  cuanto  que  no 
hay  comerciantes  en  el  globo  que  se  hallaran  en  condiciones^ 
tan  favorables  como  los  españoles  para  apoderarse  del  comercia- 
del  Mogreb.  Se  habla  de  distancia?  El  comercio  con  aquella 
región  puede  decirse  comercio  de  cabotage,  puesto  que  sus  cos- 
tas se  hallan  á  la  vista  de  las  nuestras,  y  desde  Sevilla  ó  desdor 


POLÍTICA   Y   COMERCIO    DE   ESPAÑA   EN   IfRICA.  307 

Halaga  se  llega  antes  al  Riff,  á  Tánger  ó   á  Mogador  que  á 
Santander  ó  á  Barcelona.  Protección?  Podían  traficar  como  en 
su  propia  casa,  pues  se  nos  miraba  con  aquel  temor  y  con  aquel 
respeto  que  son  consiguientes  al  triunfo  logrado  sobre  los  mar- 
roquíes, y  además,  nuestro  pabellón  ondeaba  en  cinco  distin- 
tos lugares  de  la  costa,  en  algunos  de  los  cuales  les  habria  sido 
fácil  conseguir  que  se  establecieran  aduanas,  en  otras  condi- 
ciones que  las  de  Ceuta  y  de  Melilla.  Facilidades  para  la  im- 
portación? Nuestros  cónsules  intervenian  las  aduanas,  que  los 
ingleses  han  convertido  en  factorías  suyas.  Inteligencias  en  el 
interior?  Habia  cientos  de  renegados  españoles,  que  no  se  han 
olvidado  de  su  patria,  millares  de  judíos  que  sienten  simpatías 
báeia  Bosotros,  y  tribus  que  recuerdan  con  orgullo  los  tiempos 
en  que  sus  antepasados  dominaban   en  Granada.  Productos? 
Sin  contar  la  quincallería,  los  fósforos,  el  papel,   la  vidriería, 
los  cueros  de  Buenos- Aires,  etc.,  que  no  tienen  gran  impor- 
tancia, dos  son  los  principales  artículos  que  se  importan  en  el 
Mogreb:  tejidos  gruesos  de  algodón  y  frutos  coloniales;  y  los 
dos  podrian  suministrarlos  las  fábricas  de  Cataluña  y  los  inge- 
nios andaluces  y  antillanos,  de  mejor  calidad  y  á  menos  precio 
que  los  ingleses.  Brazos  para  la  fabricación  y  para  el  cultivo? 
Los  obreros  de  las  fábricas  han  sufrido  terribles  crisis  por  falta 
de  frabajo,  y  los. braceros  del  campo  se  han  visto  obligados  por 
igual  motivo  á  emigrar  á  extranj  eras  playas.  Medios  de  tras- 
porte? Los  navieros  estaban  cruzados  de  brazos  en  los  puertos, 
por  falta  de  fletes,  viendo  cómo  se  pudrian  los  cascos  de  sus 
boques,  ó  reclamaban  con  vivas  instancias  del  Gobiefuo  el 
monopolio  de  su  industria,  para  que  no  creciese  la  oferta  en 
proporción  superior  alr pedido. — Y  sin  embargo  —  de  todas  estas 
facilidades,  apenas  si  se  les  conoce  en  los  puertos  del  imperio, 
donde  hacen  menos  comercio  que  á  fines  del  siglo  pasado.  No 
es  de  extrañar,  por  esto,  que  echemos  de  menos,  y  cada  vez 
ücm  mayor  intensidad,  ese  cúmulo  de  pequeñas  influencias  que 
se  engendran  en  el  trueque,  y  que  si  aisladas  son  infinitesima- 
les y  sin  importancia,  repetidas  un  dia  y  otro  dia  llegan  á 
constituir  esa   mancomnüidad  de  intereses  y  de   sentimien- 
tos que  es  el  primer  paso  en  el  camino  de  las  asimilaciones  y 
de  les  engrandecimientos  coloniales. 
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Ahora  comprendereis  por  qué  está  completamente  anulada 
por  la  diplomacia  inglesa  la  acción  de  nuestros  representantes 
en  Marruecos.  Su  influencia  ha  ido  declinando  de  año  en  año, 
hasta  parar  en  nada.  El  Mogreb,  hoy  por  hoy,  se  halla  ente- 
ramente supeditado  á  Inglaterra:  el  ministro  de  Estado  del 
Sultán  se  mueye  bajo  la  tutela  del  embajador  inglés:  á  esa  in- 
fluencia perniciosa,  que  sacrifica  á  un  interés  egoísta  los  altos 
intereses  de  la  civilización,  es  debido  que  el  Sultán  haya  dero- 
gado, por  medio  de  interpretaciones  sutiles  del  tratado  de 
Guad-Ras,  las  concesiones  que  le  habíamos  arrancado  en  be^ 
neflcio  de  la  humanidad  y  del  progreso,  tales  como  el  derecho 
de  comprar  terrenos,  de  construir  casas  y  de  viajar  por  el  inte- 
rior del  imperio  los  extranjeros;  el  ejército  marroquí  se  organi- 
za, en  lo  que  cabe,  y  aprende  la  táctica  bajóla  dirección  de  los 
oficiales  ingleses;  sus  costas  se  fortifican  según  los  planos  de 
los  ingenieros  ingleses;  los  jóvenes  cuya  educación  costea  el 
tesoro  del  Saltan,  van  á  estudiar  á  Inglaterra,  con  la  sola  ex- 
cepción de  tres,  cuya  venida  á  las  escuelas  militares  de  España 
es  un  rasgo  más  de  previsión  de  la  astuta  diplomacia  mogre- 
bina;  los  mercaderes  de  Londres  monopolizan  la  mayor  parte 
del  comercio  de  la  costa,  sirviéndoles  de  factorías  las  mismas 
aduanas  que  nosotros  tenemos  intervenidas.  Inglaterra  es  el 
protector  constante  de  ese  imperio,  que  está  acabando  de  con- 
vertirse en  colonia  suya,  y  lisongea  sus  instintos  y  sus  pasio- 
nes, y  sale  siempre  á  su  defensa.  Lo  repito:  nuestros  enemigos 
en  Marruecos  no  son  los  marroquíes;  son  los  ingleses.  Ellos 
aconsejaron  al  Saltan  la  guerra  contra  España;  ellos  (Quisieron 
trabar  nuestra  libertad  de  acción,  reclamándonos  el  pago  de 
añejos  y  ya  olvidados  créditos;  ellos  nos  detuvieron  en  elcamt- 
no  de  Tánger;  ellos  inspii'an  á  Bargasch-bey  toda  nueva  difi- 
cultad que  ha  de  oponernos  para  que  no  entremos  jamás  en 
posesión  de  Santa  Cruz  de  Mar,  Pequeña.  Por  desgracia,  la  re- 
cíproca no  es  cierta:  los  enemigos  de  Inglaterra  en  Marruecos 
no  somos  nosotros;  porque  de  nosotros  no  tiene  que  temer  na- 
da: son  otros  extranjeros.  Tánger  es  hoy  teatro  de  una  rivali- 
dad sorda  entre  Inglaterra,  Francia,  Alemania  é  Italia,  riva- 
lidad á  que  somos  nosotros  tan  extraños,  que  nadie  diría  qoe 
habia  una  España  á  la  otra  orilla  del  Estrecho;  y  no,  cier* 
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tamenie,  porgue  no  se  nos  basque,  sólo  que  estamos  tan  fuera 
de  nosotros  mismos,  que  no  es  milagro  sí  no  aciertan  á  encon- 
trarnos. ¡Fiaos  ahora  en,  los  derechos  que  confiere  la  historia  y 
en  la  teoría  de  la  misión  providencial  y  de  las  reivindicaciones 
nacionales! 

Acaso  me  preguíitará  alguno  de  vosotros:  ¿á  qué  es  debido 
^oe  seamos  tan  inofensivos,  y  que  Inglaterra  no  se  preocupe 
de  nosotros,  ni  nos  tema,  ni  nos  considere  como  un  factor  de 
peso  en  su  política  africana?  De  esto  voy  á. ocuparme  ahora 
breves  momentos,  pues  constituye  el  segundo  aspecto  del  pro- 
blema que  he  venido,  no  á  discutir,  s>ino  á  plantear,  y  que  no 
tiene  menos  trascendencia  que  el  primero:  me  refiero  al  au- 
mento dé  nuestro  comercio  exterior  en  su  relación  con  la  ri- 
qiieza  del  país  y  con  la  Hacienda  pública,  y  mediatamente, 
con  nuestra  armada  y  con  nuestro  ejército.  El  comercio  no  es 
causa  de  que  una  nación  se  convierta  en  factoría  y  subdita 
de  otra,  como  parece  entender  cierta  escuela  económica  que 
no  quiero  nombrar  hoy:  la  causa  de  que  una  nación  señoree  á 
otra  y  la  haga  colonia  y  factoría  suya,  es  la  miseria:  los  pue- 
blos poblaos,  los  pueblos  que  producen  poco,  por  grande  que 
sea  el  valor  personal  de  sus  ciudadano^,  por  mucho  que  alar- 
deen  de  patriotismo,  son  pueblos  débiles  y  están  condenados 
por  una  ineludible  fatalidad  á  desaparecer.  4^bora  bien;  Espa- 
ña es  hoy  uñó  de  los  pueblos  menos  productores  de  Europa,  y 
por  tanto,  uno  de  los  pueblos  que  menos  comercio  exterior  ha- 
cen, y  por  tanto,  uno  de  los  pueblos  más  pobres  y  más  débiles 
y  que  menos  representan  y  menos  participación  toman  en  el 
desarrollo  de  los  sucesos  que  constituyen  la  Historia  moderna. 
Nuestro  comercio  exterior  no  excede  de  4  300  xaillpnes  de 
rei^s,  es  decir,  unos  13  duros  por  cada  español,  cuando  en 
Francia  llega  á  30,  en  Inglaterra  á  100,  en  Bélgica  á  180,  en 
Holanda  á  200:  nuestro  presupuesto  nacional  de  gastos  iguala 
próximamente  las  tres  cuartas  partes  de  nuestro  comercio  ex- 
terior, cuando  en  Francia  no  excede  del  40  por  100,  en  Ingla- 
terra del  15,  en  Bélgica  del  10.  Cuando  hace  algunos  meses 
salieron  de  España  algunas  voces,  no  tan  prácticas  como  ge- 
nerosa» y  bien  sentidas,  manifestando  la  aspiración  de  quefu.é- 
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sernos  reconocidos  como  potencia  de  primer  orden,  fundándose 
en  que  lo  es  Italia,  la  prensa  inglesa  opuso  á  aquellas  pretensio- 
nes, entre  otros  reparos,  el  siguiente:  «Italia  tiene  un  gran  co- 
mercio exterior,  al  paso  que  el  comercio  exterior  español  es 
punto  menos  que  insignificante.»  Y  es,  señores,  que  el  comer- 
cio exterior  es  hoy  el  termómetro  de  la  riqueza,  de  la  virilidad 
y  de  la  robustez  de  los  pueblos;  los  pueblos  pobres  no  tienen 
medios  de  combatir;  y  los  pueblos  que  no  pueden  combatir,  no 
tienen  derecho  á  manifestar  pretensiones  ambiciosas,  porque 
nadie  hace  de  ellos  caso  ni  cuenta  con  ellos  para  nada. 

Hace  poco  más  de  dos  años,  un  diputado  que,  á  juzgar  por 
lo  inocente  de  la  proposición,  debía  representar  el  distrito  del 
Limbo^  pedia  al  Gobierno  que  solicitase  la  admisión  de  Espa- 
ña en  los  Congresos  europeos.  Ah,  señores!  que  el  asiento  en 
los  Congresos  europeos  no  se  solicita,  se  toma:  en  los  Congre- 
sos europeos  hay  siempre  un  asiento  vacante  para  los  pueblos 
fuertes  y  varoniles  que  saben  merecerlo;  que,  por  esto,  nos  de- 
cía el  Times  el  año  pasado  que  la  Gran  Bretaña  será  la  prime- 
ra en  dar  la  bienvenida  á  España,  cuando  vuelva  á  ocupar  sa 
antiguo  puesto,  puesto  que  se  ha  dejado  vacante  hasta  que  la 
Península  quiera  tomar  de  nuevo  posesión  de  él.  Por  desgra- 
cia, diríase  que  hacíamos  todo  lo  posible  por  dilatar  indefinida- 
mente ese  suspirado  instante.  Como  no  podemos  hacer  daño  á 
nadie,  nadie  nos  teme  ni  nos  busca,  si  no  es  para  servir  de 
comparsa,  y  quién  sabe  si  también  de  víctima,  en  alguna  de 
las  futuras  combinaciones  que  tiene  siempre  en  estudio  la  di- 
plomacia europea.  ¿Y  queréis  que  os  diga  en  qué  consiste, 
principalmente,  nuestra  debilidad?  En  que  siendo,  como  so- 
mos, por  la  extensión  de  nuestras  costas  y  de  nuestras  colo- 
nias, la  cuarta  potencia  marítima,  somos  por  nuestra  marina 
de  guerra  la  novena  potencia  naval;  es  decir,  que  tenemos  más 
de  la  mitad  del  cuerpo  desnudo  y  vulnerable,  pareciéndonos  á 
aquel  guerrero  á  quien  venia  estrecha  la  armadura,  y  cuando 
acudía  á  cubrir  una  juntura,  dejaba  descubiertas  dos  6  tres  por 
.donde  podía  penetrar  la  espada  del  enemigo.  España  está  casi 
separada  del  continente  europeo,  como  Inglaterra:  si  se  excep- 
túa con  Francia,  no  podemos  hacer  la  guerra  con  ningún  país, 
sino  es  marítima;  y  hé  aquí  por  qué)  mucho  más  que  á  Fran- 
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^ia,  más  que  á  Alemania,  más  que  á  Austria,  nos  es  indispen- 
sable la  marina  de  guerra  si  queremos  ser  y  valer  algo  en  el 
mundo.  Nuestro  pueblo,  con  ese  instinto  certero  que  caracte-  - 
riza  á  las  muchedumbres  y  que  hace  que  la  voz  popular  sea 
Toz  de  Dios,  comprende  que  el  porvenir  de  España  consiste 
en  gran  parte  en  la  armada,  y  así  le  vemos  convertir  en  dia 
de  fiesta  y  alborozo  el  dia  que  se  bota  al  agua  un  barco  de 
guerra,  como  en  Agosto  último  se  vid  en  el  Ferrol  y  en  Se- 
tiembre en  Cádiz,  al  botarse  la  fragata  Navarra  y  la  corbeta 
Castilla^  como  si  presintieran  que  cada  uno  de  esos  buques  es 
^Igo  más  que  un  pedazo  de  la  patria  en  que  hemos  nacido,  es 
«1  germen  y  como  la  simiente  de  esa  otni  patria  ideal  con  que 
soñamos  para  el  porvenir. 

Ahora  bien;  nuestro  poder  naval  es  hoy  menos  que  una 
-sombra:  hace  dos  años  declaraba  el  Ministro  de  Marina  que 
nuestra  escuadra,  ó  lo  qae  así  se  llama,  no  se  encuentra  en  si- 
tuación de  combate,  y  el  de  Hacienda  anadia  que  el  presu- 
puesto no  consiente  pensar  en  nuevas  adquisiciones  de  mate- 
Tial  flotante.  Y  no  hacia  Taita  que  lo  dijera  el  Ministro  para 
que  todo  el  mundo  lo  sepa.  La  mayor  parte  de  nuestros  buques 
de  guerra,  antiguas  goletas  de  hélice,  inservibles  ya,  como  la 
'Céresj  vapores  de  ruedas,  que  apenas  si  sirven  para  leña,  como 
el  Blasco  de  Garay^  cañoneros  de  hoja  de  lata  y  guarda-costas 
inválidos,  que  ni  pueden  resistir  la  operación  de  limpia  de  fon- 
dos, como  el  Vigilante,  están  acabando  de  pudrirse  arrumba- 
-dos  en  los  arsenales,  viejos  y  apelillados,  aguardando  que  les 
suceda  lo  que  al  Pizarro,  que  se  fué  á  pique  en  alta  mar,  po- 
-drido  el  casco,  hace  dos  años  y  medio,  como  se  habia  ido  á  pi- 
lque poco  antes  el  Malespina^  con  toda  su  brillante  tripulación 
de  guerra.  Todo  nuestro  poder  naval  efectivo  se  reduce  á  tres 
«ruceros,  nada  más  que  tres,  de  primera  clase,  construidos  el 
-año  pasado*  y  el  anterior  en  los  arsenales  de  España,  y  cuatro 
fragatas  blindadas  y  tres  de  madera,  todas  de  andar  lento,  sin 
^medios  de  defensa  proporcionados  á  los  medios  de  ataque  de 
los  baques  modernos,  con  material  ofensivo  ineficaz  ó  insufi- 
-ciente,  y  tan  viejos,  que  sólo  á  fuerza  de  carenas  se  sostienen 
-sobre  el  agua,  donde  apenas  les  queda  dos  ó  tres  años  de  vida. 
-Para  cubrir  la  costa  de  las  tan  codiciadas  Islas  Filipinas,  teñe- 
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mos  nna  escuadrilla  ajeriada,  qae  no  podría  resistir  el  empa^ 
je  de  tres  ó  cuatro  barcos  de  la  magnífíca  mariaii  china  ó  ja- 
ponesa.  Si  nos  enyolviéramos  en  ana  guerra  con  el  Reino  Uní* 
dOy  bombarderia  impunemente  nuestros  puertos,  y  se  apode* 
rarla  en  un  mes  de  todas  nuestras  colonias,  sin  que  pudiéra- 
mos evitarlo:  si- surgiese  un  conflicto  internacional,  ó  se  hicie- 
ra necesario  defender  la  honra  del  país,  ó  amparar  el  comercia 
6  las  colonias,  tendríamos  que  encerrarnos  en  nuestra  casa,  y 
resignamos  á  la  afrenta,  y  sufrir  que  nos  abofeteasen  el  rostro, 
como  nos  lo  abofeteó  Inglaterra  en  1860,  interponiéndose  en 
el  camino  de  Tánger,  como  uos  lo  ha  abofeteado  Francia  20 
años  después  en  las  negociaciones  de  Saida.  Es  mal  muy  añe- 
jo en  nosotros  la  miseria  engendrando  la  debilidad  y  la  anula- 
ción. En  1698,  los  hugonotes  refugiados  en  Inglaterra  solici- 
taron nuestro  apoyo  para  fundar  una  vasta  y  poderosa  colonia 
española  en  la  costa  de  Berberia,  sitio  de  Santa  Crus,  y  la 
Junta  especial  nombrada  por  Carlos  II  informó  desfavorable- 
mente la  pretensión,  fundándose  en  las  necesidades  y  urgencias 
de  la  monarquía,  que  no  consentían  gastar  15.000  doblones 
para  trasportará  los  emigrantes,  y  en  que  no  era  ocasión  de 
dar  motivo  de  rompimiento  ó  de  desquite  á  la  Francia,  que  se 
hallaba  armada,  mientras  que  España  carecía  de  fuerzas.  Han 
pasado  cerca  de  200  años:  una  sociedad  de  comerciantes  pide 
que  se  resuelva  lo  de  Santa  Cruz,  y  el  Ministro  de  Estado,  se- 
ñor Silvela,  casi  repite  las  mismas  palabras  del  dictamen  del 
siglo  xvíi,  diciendo  que  «en  todos  estos  apuntos  es  preciso  ca- 
minar con  mucha  prudencia,  porque  estos  establecimientos 
irrogan  gastos  de  consideración  y  pueden  traer  en  lo  sucesivo 
grandes  complicaciones.»  No  tratan  las  potencias  de  repartir- 
se á  España^  como  entonces,  pero  se  reparten  otros  territorio» 
sin  contar  con  España.  El  imperio  turco  se  disuelve:  Rusia  le 
ha  tomado  la  Dobrutcha  y  Grecia  la  Tesalia;  Inglaterra  le  ad« 
ministra  y  usufructúa  á  Chipre;  Austria,  la  Bosnia  y  la  Herze- 
govina; Francia  á  Túnez;  Italia  fortalece  su  presupuesto  de 
guerra  para  ponerse  en  condiciones  de  reclamar  dentro  de  des 
años  la  compensación  á  que  se  cree  con  derecho  por  la  pérdida 
de  las  esperanzas  que  tenía  puestas  sobre  Túnez.  Y  nosotros^ 
aeñores,  nos  vemos  obligados,  por  nuestra  pobreza,  á  contem— 
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piar  con  ojos  de  envidia  todas  esas  trasformaciones,  desde  los 
acantilados  de  onestras  costas,  de  las  cuales  no  podemos  salir^ 
como  si  fuéramos  en  ellas  prisioneros,  á  panto  de  que  cuando 
algún  diputado  ba  abogado  por  las  kábilas  suplicantes,  el  se- 
ñor Cánovas  ba  contestado  que  las  demás  naciones  no  nos  de- 
jarían obrar;  y  el  Mediterráneo,  que  primero  fué  fenicio,  y  des- 
pués griego,  y  después  romano,  y  más  tarde  árabe,  y  luego 
ars^onés  6  italiano,  se  va  convirtiendo  en  un  lago  de  ingleses 
y  franceses,  donde  nos  quedan  tan  sólo  unas  cuantas  posicio- 
nes sin  ninguna  importancia  en  nuestras  manos,  y  de  las  cua-^ 
les  sueñan  ya  con  expulsarnos,*  y  Portugal,  y  las  colonias  por- 
taguesaSy  y  el  imperio  de  Marruecos,  que  formaban  ya  en 
nuestro  espíritu  como  pedazos  de  la  nación  española,  á  punta 
de  que  atentar  contra  ellos  era  poner  en  peligro  la  integridad 
de  nuestra  patria,  Inglaterra  la^  está  rodeando  con  sus  anillos- 
de  boa  y  preparándose  á  devorarlas,  sin  que  podamos  en  jus- 
ticia quejamos,  porque  nada  nos  quita:  lo  que  bace  es  tomar 
lo  que  nosotros  tenemos  abandonado:  ¿bacemos  algo,  por  ven- 
tura, para  evitarlo?  ¿Tenemos  virtud,  ni  fuerza,  ni  voluntad 
siquiera  para  adelantarnos  á  sus  intentos,  y  llevar  á  cabo  e&o^ 
qae  consideramos  como  una  de  nuestras  reivindicaciones  na- 
cionales y  como  uno  de  los  ideales  de  nuestra  raza? 

|Ah  señoresl  Me  están  ardiendo  los  labios  de  decir  tan 
amargas,  tan  horribles  verdades,  y  sin  embargo,  las  digo,  por-^ 
que  he  hecho  voto  de  no  ocultar  en  ningún  caso  su  verdadera 
situación  á  este  pueblo  español,  maleado  por  la  lisonja  y  poco 
acostumbrado  á  las  austeridades  de  la  verdad.  To  no  adularé 
jamás  á  nadie,  pero  mucho  menos  que  á  nadie,  al  pueblo;  que 
si  adular  y  engañar  á  un  hombre  es  una  indignidad,  adu- 
lar y  engañar  á  un  pueblo  es  un  delito.  Por  callar  la  verdad, 
y  no  por  decirla,  se  pierden  las  repúblicas  y  se  arruinan  los 
imperios.  En  vez  de  regalar  sus  oídos  con  la  leyenda  de  su- 
puestas grandezas  pasadas,  es  preciso  hacerle  salir  al  rostro  el 
color  de  la  vergñenza,  recordándole  á  toda  hora  las  bofetada» 
j  los  desaires  que  recibe  de  los  que  son  más  fuertes  porque 
son  más  instruidos  y  más  ricos:  hay  que  repetir  sin  cesar  á  sus 
oidoe  que  estamos  á  un  extremo  de  Europa  como  viejo  casco 
de  un  buque  encallado  en  la  arena,  después  de  tantas  inútiles^ 
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batallas  como  hemos  reñido  en  los  siglos  xYi  y  xyii;  que  na 
cornos  ni  valemos  nada  en  el  concierto  europeo,  aunque  pode* 
mos  ser  y  valer  mucho  si  queremos.  Hay  que  sanarlo  con  re- 
pulsivos, de  su  inveterada  dolencia.  Hay  que  levantarlo  de  sa 
postración  actual,  y  para  levantarlo,  hay  que  arrojar  mucho 
lastre,'  el  lastre  de  su  vanidad,  el  lastre  de  su  quijotismo,  el 
lastre  de  su  presunción,  de  su  miseria  y  de  sn  ignorancia,  las- 
tre de  dos  siglos  de  degradación  intelectual.  Hay  que  hacer 
bajar  la  indignación  del  rostro  á  las  manos,  no  para  que  empa- 
ñe el  hierro  homicida,  sino  los  instrumentos  del  trabajo,  mucho 
más  seguros  que  las  armas  para  conquistapse  el  respeto  de  los 
^emáa  pueblos  y  un  asiento  en  los  Congresos  europeos. 

La  misión  del  comercio  surge  de  aquí  como  una  conse- 
cuencia lógica.  Para  que  el  pueblo  trabsye  mucho,  es  preciso 
<|ue  venda  mucho,  y  para  que  venda  mucho,  es  menester  que. 
la  clase  que  ejerce  esta  función  social  del  trueque,  se  penetre 
4e  su  deber,  y  sacuda  la  perezosa  rutina,  y  abra  nuevos  y  cada 
vez  más  vastos  mercados  á  la  producción  nacional.  Nuestro 
comercio  exterior  ha  crecido  en  10  años  desde  3.000  á  4.300  mi- 
llones, pero  esto  no  basta:  nos  habíamos  quedado  tan  atrás,  que 
apenas  si  corriendo  nos  es  posible  llegar  á  tiempo.  {Necesita 
^1  Tesoro  público  tanto  dinero  para 'que  podamos  hacernos  res- 
petar! Un  buque  acorazado  de  segundo  orden  cuesta  40  millo- 
nes de  reales;  y  nos  hacen  falta  20  buques  de  esos!  Necesita- 
mos 800  millones  para  buques  de  guerra,  300  millones  para 
cañones,  de  que  asimismo  carecemos,  100  millones  para  fusi- 
les y  equipo  militar.  Ya  lo  veis,  señores;  tenemos  que  vender 
mucho  vino  y  mucho  ganado  y  mucho  esparto  á  Inglaterra^ 
para  que  Inglaterra  nos  envié  en  cambio  los  buques  con  que 
hemos  de  arrojarla  de  Gibraltar  y  de  Tánger,  y  proteger  con- 
tvB.  su  acción  invasora  las  colonias  de  Portugal;  tenemo^  que 
vender  mucho  azdcar,  mucho  algodón  y  mucha  quincalla  á 
Marruecos,  para  que  nos  dé  en  cambio  el  polvo  de  oro  del  Sudan 
que  hemos  menester  para  tomarle  el  Riff  y  la  Berbería  Occi- 
dental; necesitamos  vender  muchas  frutas  y  mucho  aceite  y 
mucho  acero  á  Alemania,  para  que  Alemania  nos  traiga  ea 
>cambio  los  cañones  que  han  de  vengar  los  ultrajes  de  Saidaf 
necesitamos  vender  mucho  jerez  y  muchas  pasas  y  mucha 
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azúcar  á  los  Estados-Unidos,  para  que  los  Estados -Uni- 
dos nos  fabriquen  los  Remingtons  que  nos  hacen  falta  para 
borrar  á  tiros  la  máxima  <!fAmérica  para  los  americanos»  y 
asegurar  nuestra  influencia  y  nuestro  predominio  en  la  América 
del  Centro  y  del  Sur;  necesitamos  vender  mucha  cristalería  y 
mucha  porcelana  y  muchos  tejidos  y  mucha  pólvora  á  los  ne- 
:gros  de  Guinea, para  que  nos  ayuden  á  construirlos  canales  de 
riego  que  han  de  producir  trigo  y  carne  para  mantener  á  los 
soldados  y  marinos  que  han  de  conquistarnos  un  lugar  en  los 
Congresos  europeos.  Ya  lo  veis,  necesitamos  trabajar  mucho, 
vender  mucho,  hacer  una  política  muy  intensiva  antes  de  em- 
prender la  política  extensiva;  considerando  que  todavía  por 
mucho  tiempo  ha  de  ser  la  mejor  de  nuestras  colonias  la  Pe- 
nínsula, y  las  tribus  que  con  más  apremio  solicitan  el  benafí- 
cio  de  la  civilización  y  del  comercio,  las  tribus  inciviles  de  cas- 
tellanos, aragoneses,  vascongados,  catalanes,  mallorquines, 
-valencianos,  andaluces,  estremeños,  leoneses,  gallegos  y  asta- 
xianos. 

Dicho  se  está  que  á  esta  obra  han  de  concurrir  por  igual  el 
-Oobierno  y  los  comerciantes.  Existe  una  relación  más  íntima 
de  lo  que  pudiera  sospecharse  entre  las  fuerzas  navales  de  un 
país  y  su  comercio  exterior.'  Ha  dicho  con  mucha  gracia  un  li- 
terato que  «como  en  Valdesuno  no  llovia,  no  habia  árboles,  y 
como  no  habia  árboles,  no  llovia.»  Y  puede  decirse  de  igual 
suerte  que  como  en  España  no  hay  barcos  mercantes,  no  hay 
í)uques  de  guerra,  y  como  no  hay  marina  de  guerra,  no  hay 
barcos  mercantes.   Gobernantes  y   mercaderes  son  dos  po- 
tencias que  pueden  y  valen  igual,  y  que  mutuamente  se  nece- 
sitan. Hasta  ahora^  los  unos  y  los  otros  han  faltado,   desgra- 
ciadamente^ á  su  deber.  Justo  es  decir,  sin  embargo,  si  no  en 
honra,  en  descargo  del  comercio,  que  se  le  ha  encontrado  en 
el  camino  del  deber  más  á  menudo  que  al  Gobierno,  y  que  al- 
guna vez  ha  tenido  que  suplir  su  acción  y  la  ha  suplido  con 
ventaja.  Los  pescadores  de  Canarias  han  estado  pidiendo  año» 
y  años  ai  Gobierno  que  destinara  un  navio  de  guerra  á  pecor* 
Ter  la  costa  occidental  de  África,  para  proteger  contra  las  pira- 
terías de  los  moros  una  de  las  industrias  y  una  de  las  fuente» 
4e  riqueza  más  importantes  con  que   hoy  cuenta  nuestra  pá» 
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tria;  y  al  fía  ha  tenido  qae  formarse  aña  Sociedad  anóaima^ 
que  ha  enviado  á  ñnes  del  año  pasado  una  escuadrilla  destina- 
da á  la  pesca,  y  armada  para  su  propia  defensa,  visto  que  et 
Gobierno  no  sanaba  de  su  sordera  crónica,  y  que  con  él  no  po- 
día contarse.  El  Gobierno  tenia  abandonado  el  asunto  de  Santa 
Craz  la  Pequeña;  y  una  Sociedad  española,  titulada  El  Atlas, 
constituida  con  el  objeto  de  comerciar  en  la  costa  de  Ber- 
bería', lo  despertó,  siendo  causa  de  que,  al  cabo  de  17  años,  se 
entablara  negociaciones  con  Marruecos  y  se  enviase  el  Blasco 
de  Qaray  en  busca  de  Santa  Cruz.  El  Gobierno  desoia  las  ven^ 
tajosas  proposiciones  del  Habib-ben-Beiruk;  y  dos  comercian- 
tes, los  Sres.  Puyana  y  Butler,  celebraron  con  él  un  solemne 
convenio  al  objeto  de  abrir  al  comercio  la  costa  del  Guad-Nun* 
y  del  Tecna;  y  otro  comerciante,  el  Sr.  Baeza,  solicitó  y  obtu- 
vo permiso  para  establecer  factorías  flotanteai de.  comercio  y  dé 
pesca,  entre  el  rio  Dráa  y  el  Cabo  Yubi.  Preso  en  1877  el  bajá 
de  las  kábilas  riffeñas  de  Beni-Siden  y  de  Kib-dana  por  las. 
tropas  del  sultán,  y  confiscados  sus  bienes,  sus  hijos  implora- 
ron un  albergue  en  la  plaza  de  Melilla,  y  el  albergúeles  fué 
con  torpe  política  negado,  y  la  familia  del  bajá  hubiese  queda- 
do abandonada  al  salvajismo  denlas  tropas  marroquíes,  si  un 
honrado  marino,  que  hacia  el  comercio  con  la  plaza  de  Melilla, 
no  los  hubiese  recibido  en  su  vapor,  trasladándolos  á  Oran,  en 
Tez  de  llevarlos  á  Tánger,  según  el  califa  tenia  dispuesto. 

T  es,  señores,,  que  en  España  casi  siempre  vale  más  el  pue- 
blo qae  sus  gobernantes:  es  que  en  España  se  da  alguna  vez; 
el  caso  feliz  de  un  comerciante  de  genio,  al  paso  que  no  se  da 
nunca  el  caso  de  un  estadista  á  la  altura  de  las  circunstancias^ 
y  de  las  necesidades  del  país.  T  no,  ciertamente,  porque  falten 
hombres  de  talento  en  nuestros  partidos:  los  tenemos  de  sobra, 
para  surtir  á  seis  ú  ocho  naciones  como  España.  El  mal  nace 
de  otra  cosa;  nace  de  que  esos  estadistas  se  hallan  separados^ 
del  país  por  un  verdadero  abismo:  los  partidos;  de  que  esos^ 
partidos  son  aquí,  no  tanto  organismos  jurídicos-,  cuantp  orga- 
nismos económicos,  y  de  que  los  gobiernos  son  siempre  para 
ellos,  nunca  para  el  país.  De  aquí  que  el  país  tenga  un  pro- 
grama político,  y  los  partidos  otro  diferente.  El  comercio  es- 
pañol ha  principiado  á  persuadirse  de  está  triste  verdad,  y^ 
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no  habréis  olvidado  la  noble  lacha  que  tal  eonyiccion  le  sugirió 
«n  Madrid  eu  las  últimas  pasadas  elecciones.  De  igual  suerte 
que  las  naciones  tienen  una  constitución  interna  y  otra  consti- 
tución externa,  que  no  siempre  coinciden^  losparj;idos  tienen  un 
programa  de  promesas  y  de  teorías  para  los  menesteres  de  la 
lucha,y  otro  programa  casi  siempre  diferente,  que  es  el  que  acre- 
ditan en  sus  hechos.  Ese  programa  interno^  común  á  todoslos 
partidos  españoles,  se  reduce  á  bien  poco:  reparto  del  país  en  lo- 
tes entre  los  secuaces  del  bando  dominante,  llámense  empleados 
<5  llámense  caciques;  revoque  por  fuerza  y  cambio  de  postura  ó 
de  nombre  á  los  males  añejos  que  deplora  el  país,  hallando 
más  fácil  disfrazarlos  que  atacarlos  de  frente  y  extirparlos^ 
<ie  raíz;  sustitución  del  régimen  legal  existente  por  otro  radi- 
calmente contrario  é  igualmente  ineficaz;  seis  ú  ocho  años  .en 
«I  poder,  y  salir  de  él  dejando  treinta  tomos  de  discursos,  ocho 
ó  diez  mil  millonesdedeuda,dos  ó  tres  buques  de  guerra  menos 
y  dos  6  tres  generales  más,  disminuidas  las  escuelas,  aumen- 
tadas las  plazas  de  toros,  algunos  miles  de  hectáreaa  ménoíde 
monte,  algunos  miles  de  hectáreas  uiás  de  desierto,  y  mucha 
hueca  protesta  de  querer  aliar  el  orden  con  la  libertad,  de  cer- 
rar para  siempre  la  era  de  las  revoluciones,  de  dar  satisfacción 
á  los  sentimientos  religiosos  felpáis?  muchos  indultos  álospre- 
«idiarios  por  cualquier  fútil  .suceso;  ó  mucho  himno  de  Riego, 
mucba  autonomía  provincial  y  municipal,  muchos  derechos  in- 
dividuales, muchas  procesiones  cívicas  y  centenarios  y  salvas 
de  artillería  y  percalina  y  fuegos  artificiales.  El  programa  del 
país  ¿para  qué  he  de  decíroslo  á  vosotros,  que  sois  el  país  mis- 
mo, y  lo  estais-repitiendo  á  todas  horas?  En  ocho  ódiez  años  de 
poder,  40.000  kilómetros  más  de  carreteras  y  3.000  ó  4.000  de 
vías  férreas,  80.000  ó  100.000  hectáreas  más  de  regadío,  8.00O 
<5  9.000  kilómetros  cuadrados  de  monte  repoblado,  un  presu- 
puesto de  instrucción  pública  tan  grande  siquiera  como  el  de 
la  sola  ciudad  de  Nueva-York,  un  comercio  exterior  que  igua- 
le siquiera  el  de  la  pequeña  nación  de  Bélgica,  15  ó  20.000 
millones  menos  de  deuda,  3  ó  4  millones  más  de  habitantes, 
aumentado  el  precio  de  la  tierra  en  un  tripld  y  el  jornal  del 
bracero  en  un  doble,  un  millón  de  soldados  y  cien  buques  de 
guerra.  No  debo  callar  que  parte  de  este  programa  se  va  rea- 
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lizando,  pero  no  por  los  partidos,  sino  á  pesar  de  los  partidos^ 
por  la  fuerza  plástica  que  inside  en  el  fondo  del  espíritu  nació, 
nal;  sólo  que  se  realiza  tan  lentamente  y  en  proporción  tan  mí- 
nima, que  nuestros  progresos  no  son  visibles  sino  en  muy  lar- 
gos períodos,  y  se  diria  que  caminábamos  en  galera  cuando- 
los  demás  van  en  ferro-carril.  Por  esto,  la  delantera  que  nos^ 
llevan  se  hace  cada  vez  mayor. 

Este  desequilibrio  y  este  divorcio  y  esta  falta  de  proporción 
y  de  relación  entre  gobernantes  y  gobernados,  es  una  de  las 
causas  principales  de  nuestra  miseria  y  de  nuestro  atraso.  Es^ 
una  ley  biológica,  que  se  observa  en  el  desarrollo  de  todos  lo» 
Kstados,  que  el  puebloy  su  gobierno  sean,  como  losdosáugulos 
focmados  sobre  una  recta,  mutuamente  complementarios:  á  un 
pueblo  de  escasa  iniciativa,  un  gobierno  muy  activo  y  muy  em- 
prendedor, que  despierte  y  encauce  la  acción  individual  y  pro- 
visionalmente ,la  supla.  Pues  bien;  hace  70  años  que  estamos- 
aguardando  el  gobierno  complerneutario  del  pueblo  español, 
suftido  todavía  en  el  sueño  letárgico  que  le  causaron  tres  si- 
glos de  inquisición  y  de  teocracia,  de  gremios  y  de  absolutismor 
todavía  estamos  aguardando,  porque  no  ha  parecido  aún  ea 
los  50  años  que  llevamos  de  regeneración  política,  al  hombre^ 
providencial  que  ha  de  ponerse^  á  la  cabeza  de  este  pueblo^ 
para  guiarlo,  como  se  guía  á  un  niño  menor  de  edad,  que  ha 
contraído  ciertos  vicios  por  efecto  de  una  educación  torcida, 
imponiéndole  costumbres,  libertad,  instrucción;  regenerando 
su  riqueza  agrícola;  regando  sus  abrasados  campos;  repoblan- 
do sus  destruidas  selvas;  animando  sus  abatidas  escuelas;  arran- 
cándole del  cuerpo  los  andrajos  y  del  alma  las  ecpesas  tinieblas» 
que  hacen  de  ella  como  otra  África  central,   regenerando  su 
crédito;  haciendo  surgir  á  nueva  vida  su  armada;  llamando- 
hácía  sí  á  tantos  miles  de  españoles  que  vagan  dispersos  por 
el  mundo  en  busca  de  una  nueva  patria  menos  cruel  que  la  qpe 
les  ha  dado  nacimiento;  duplicando  el  censo  de  su  población;- 
cuadruplicando  la  estadística  de  su  riqueza;  ahogando  con  el 
ruido  fecundo  del  trabajo  la  gritería  ensordecedora  de  los  par- 
tidos políticos;  llevando  la  voz  de  quince  millones  de  españoles,^ 
cuyo  partido  es  no  tener  ninguno,  y  que  son  víctimas  de  todos; 
encendiendo  en  su  alma  la  luz  de  los  grandes  ideales;  abrienda 
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SU  espíritu  á  todos  los  vientos;  arrancándole  del  corazón  el  culto- 
idolátrico  que  profesa  al  autor  de  la  vida  es  sueño^  para  entonar 
en  sus  oidos  el  sursum  corda  de  los  pueblos  enteros  y  varoni- 
les: nosotros  estamos  aguardando  todavía,  con  las  mismas  an- 
sias con  que  aguardaba  el  pueblo  de  Israel,  ese  suspirado  me- 
sías*que  ha  de  cojer  del  brazo  á  nuestro  pueblo,  y  decirle  entre- 
vigorosas  sacudidas,  como  Jesús  al  paralítico  de  Galilea:  Zít?iít-^ 
iate  y  anda! 

Joaquín  Costa. 


REVISTA  DE  LA  PRENSA  JURÍDICA 


ESPAÑOLA   T  EXTRANJBUA. 


I. 


Continúa  la  prensa  profesional  ocupándose  con  especial  interés  en  el  eiámen. 
y  critica  de  las  nuevas  leyes  de  tributación  y  demás  reformas  ideadas  por  el  señor 
Ministro  de  Hacienda. 

Con  oportunidad  observa  La  Gaceta  de  los  Colegios  Notariales,  que  debe  evitarse 
la  difusión  y  oscuridad  de  las  leyes,  procurando  que  su  aplicación  en  la  práctica 
sea  tan  fácil  y  expedita  que  no  dé* lugar  á  dudas  ni  dificultades.  Las  nuevas  leyes 
del  impuesto  de  derechos  reales,  de  cédulas  personales,  de  subsidio  industrial  y 
del  papel  sellado,  no  cumplen  tal  condición,  y  en  ellas  se  observa  como  idea  pre* 
dominante  la  de  aumentar  á  todo  trance  los  ingresos  del  Estado,  prescindiendo  de- 
aquélla  condición. y  de  otras  consideraciones  muy  dignas  de  tenerse  en  cuenta. 
r.a  última  ley  del  papel  sellado  es  una  segunda  edición  aumentada  y  ño  corregid 
da  del  Real  decreto  de  12  de  Setiembre  de  1851,  como  estelo  era  del  de  8  de  Agosto 
<ie  1851;  en  todas  ellas  predomina  sólo  la  idea  de  aumentar  el  impuesto,  y  todas 
ellas  adolecen  del  mismo  defecto  de  falta  de  conocimientos  prácticos  para  evitar 
las  diñcultadesque  pueden  ocurrir  en  su  aplicación.  En  sus  respectivos  {)reámbu- 
los  se  habla  de  los  defectos  de  que  adolece  la  ley  anterior  y  del  propósito  de  corre- 
girlos, pero  leyendo  después  el  articulado,  se  pierden  completamente  las  Ilusiones. 
Ofrece  el  preámbulo  que  ha  de  desaparecer  el  impuesto  de  Guerra  por  haber  des- 
api^recido  el  pensamiento  ¿Y  dónde  resulta  la  rebaja?  ¿Es  acaso  en  el  papel  del  se- 
llo 12  que  antes  costaba  50  céntimos  y  lo  con  el  impuesto,  y  ahora  cuesta  lo  mismo 
y  se  aplica  hasta  un  tipo  in juntamente  más  bajo?  Se  dice  que  la  carga  será  más  lle- 
vadera á  los  contribuyentes,  y  se  aumenta  el  tipo  en  las  compras  menores  de  250 
pesetas  y  en  los  poderes,  y  se  duplica  en  los  testimonios,  y  en  los  testamentos  cer- 
rados  hay  que  emplear  dos  vec3S  el  timbre  de  50  pesetas-  En  las  escrituras  para 
'Subsanar  defectos,  en  que  ^a  se  hizo  uso  del  papel  con  arreglo  á  su  cuantía,  ha- 
brá que  duplicar  el  coste  para  corregirlo,  lo  cual  es  lo  mismo  que  hacer  el  docu- 
mento de  nuevo.  Y  loque  es  impropio  y  anómalo,  es  ese  sello  móvil  que  hay 
<l\ie  colocar  en  todos  los  folios  del  protocolo  que  ya  son  sellados,  y  que  para  nada 
necesitan  ese  apéndice,  qué  no  deja  de  ser  un  parche.  Ahora  bien;  ¿quién  ha  dé 
costear  esos  sellos,  los  otorgantes  ó  el  Notario?  En  el  primer  caso,  ¿el  vendedor  ó 
el  comprador,  el  mutuante  ó  el  mutuario?  ¿Qué  se  hace  si  los  interesados  no  quie- 
ren facilitarlos?  ¿Y  cuando  no  los  hay  en  el  estanco?  En  cuanto  á  las  copias  de  tes* 
lamentos,  nada  se  dijo  en  la  de  1881 ,  lo  cual  dio  lugar  á  multitud  de  consultas 
hasta  que  pudo  ñjarse  por  una  Real  orden  alo  que  habia  que  atenerse;  tampoco 
se  habla  del  caso  en  la  que  hoy  nos  rije,  y  ya  se  ha  presentado  el  conflicto  de  ha- 
ber opinado  en  sentido  distinto  personas  competentes  cuya  diversidad  de  parece^ 
res  engendran  la  duda  en  la  generalidad. 

Por  estas  razones  se  adquiere  el  convencimiento  de  que  si  antes  de  dictárselas 
leyes  se  estudiasen  sus  bases  y  preceptos,  consultando  previamente  á  los  Guerpoa^ 
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facultativos  competentes  y  se  atendieran  las  observaciones  y  enmiendas  razona* 
^les  qae  la  experiencia  aconseja,  las  leyes  serian  indudablemente  más  aceptables; 
.y  en  el  presente  caso,  opina  el  articulista  que  si  hubieran  sido  atendidas  las  en- 
miendas que  propuso  á  las  Cortes  la  Comisión  central  del  Notariado  español,  la 
ley  del  Timbre  estarla  purgada  de  los  mconvenientes  que^lamenta. 


•  * 

La  Gaceta  de  Registradores  y  Notarios  no  olvida  la  campaña  que  ha  emprendido  ta 
pro  de  los  primeros,  y  en  sus  páginas  da  cabida  á  la  carta  de  un  Regfistradsr  que 
propone  se  acuda  al  Consejo  de  Estado  en  reclamación  de  lo  dispuesto  en  el  regla» 
mentó  de  impuesto  de  Berechos  reales.  Secundada  esta  proposician  por  otros 
Registradores,  se  han  dirigido  á  O.  Enrique  Ucelay  preguntándole  si  aceptaría  su 
representación  para  los  fines  indicados  y  con  el  propósito  de  incoar  cuantas  reela* 
maciones  y  recursos  procedan  contra  las  resoluciones  que  les  han  privado  del 
cargo  de  liquidadores.  El  Sr.  Ucelay  ha  aceptado  este  encargo  y  representación. 

Teme  además  nuestro  colega  que  puedan  suscitarse  gravísimas  cuestiones  de 
competencia  entre  Notarios  y  Registradores  de  una  parte  y  Liquidadores  del  im- 
puesto de  otra.  Recuerda  que  la  misión  de  los  hombres  de  Hacienda  es  puramente 
fiscal,  y  que  en  modo  alguno  tienen  facultades  para  inmiscuirse  en  los  asuntos  j 
actos  de  las  citadas  clases  profesionales,  que  ahora,  más  que  nunca,  dependen  ex- 
clusiva y  directamente  de  la  Dirección  general  dejos  Registros,  ypor  consiguien.  ' 
te  del  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia.  Puede  objetarse  que  la  diferencia  de  cargos 
yfancionesestal,  que  no  hay  posibilidad  de  roces,  cnanto  más  intrusiones  por 
parte  de  los  liquidadores  en  las  funciones  puramente  civiles,  ya  de  losRegistra- 
iSores,  ya  de  los  Notarios-  Y  á  esta  objeción  replicaba  un  suscritor  de  La  Gaceta  en 
los  siguientes  términos:  «Cierto,  pero  si  un  Administrador  subalterno  de  Aduanas 
ha  expulsado  violentamente  de  su  despacho  á  un  Notario  que  iba,  en  virtud  de  su 
Ministerio  publico  y  á  instancia  de  parte,  á  levantar  acta  de  la  contestación  que 
<licho  señor  diera  á  un  interesado  sobre  cierto  asunto  que  le  incumbía,  y  el  Minis- 
terio de  Hacienda,  desconociendo  la  legrlslacion  notarial,  y  el  Consejo  de  Estado^ 
incurriendo  en  la  misma  falta,  aprobaron  su  proceder,  ^qué  no  harán  hoy  los  Li- 
quidadores, coya  creación  se  debe,  ó  no  tiene  razón  de  ser,  á  la  poca  confianza  que 
en  Notarios  y  Registradores  tenían  los  hombres  de  Hacienda,  y  que  ha  encarnado 
perfectamente  en  el  inflexible  carácter  del  Sr.  Camacho? 

•El  Colegio  notarial  de  Madrid  y  Vds.  mismos,  de  acuerdo  con  una  disposidoB 
del  Consejo  de  Estado,  han  opinado  acertadamente  que  los  Poderes  no  pagan  im- 
puesto, y  por  consiguente  no  deben  presentarse  á  la  oficina  liquidadora,  pero  ¿ase- 
guran Vds.  que  no  habrá  funcionario  pública  que  lo  entienda  de  otra  manera»  y 
niegue  validez  á  semejantes  documentos  porque  carezcan  déla  nota  de  exención 
del  pago  del  impuesto? 

«Y  ¿qué  hará  entonces  el  Notario?  ¿Entablar  el  expediente  que  corresponda  para 
acreditar  su  identidad  y  perjudicar  con  ello  á  su  cliente,  ó  bajar  su  cabeza  humi 
liando  su  dignidad  profesional  ante  la  codicia  del  fisco  y  aconsejar  el  pago  de  los 
dereclios  de  la  nota  de  exención  en  un  documento  que  no  está  sujeto  al  impuesto? 

•Los  Liquidadores,  Vds.  lo  verán,  señores  Redactores  &e\a,Gacetaf  serán  origen 
•de  no  pequeños  disturbios  entre  ellos  y  las  clases  <que  Vds.  tan  dignamente  re- 
presentan.» 

A  los  «Intereses  de  actualidad  para  íos  Registradolres*  consagra  un  extenso  ar-  - 
ticxúo  La  Reforma  Legislativa.  No  pueden  aquéllos  oponerse  yaá  la  creación  del 
TOMO   LX  '  it 
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nuevo  Cuerpo  de  Liquidadorecíque  está  decretado  perla  ley  y  abierto  su  concurso;: 
no  pueden  ya  logrrar,  porque  ba  pasado  la  oportunidad,  que  se  consigne  en  el  pre- 
supuesto una  cantidad  para  pago  de  los  libros  oficialesi  como  pidió  sin  fruto  en  el. 
Senado  elSr.  Maluquer;  no  pueden  tampoco  reclamar  diminución  en  el  coste  del 
papel  sellado  y  demás   que  todo  son  leyes  á  que  deben  acatamiento;  pero  si  pue- 
den  Arestionar  hasta  conseguirlo:  I**,  que  se  cambie  la  forma  actual  de  pago  de  los^ 
libros  oficiales;  2^,  que  tan  luego  reanuden  sus  tareas  las  Cortes  se  presente  un 
nuevo  proyecto  de  Arancel  de  Registradores;  y  3°,  que  por  el  señor  Ministro  de  Ha- 
denda  se  haga  la  oportuna  aclaración  de  que  el  descuento  del  10  por  100  es  eoncxe» 
tamente  á  dos  terceras  partes  de  los  honorarios  y  no  á  todos,  como  se  dice,  por 
equivocación  sin  duda,  en  el  Reglamento. 

Eb  otro  número  y  con  otra  firma  recuerda  el  colega  que  la  ley  Hipotecarla  no 
ha  producido  sus  naturales  frutos;  que  no  está  inscrita  ni  la  décima  parte  déla. 
propiedad;  que  ésta  no  tiene  toda  la  garantía,  toda  la  estabilidad  y  toda  la  firmeza 
que  fuera  de  desear;  que  no  hay  crédito  territorial,  base  y  fundamento  del  crédito^ 
agrícola  y  escudo  del  propietario  y  del  colono  contra  la  usnra;  que  el  Registro  de 
)a  propiedad  no  puede  amparar  todos  los  derechos,  y  especialmente  los  más  sagra- 
dos, que  son  los  de  los  más  débiles,  y  que  todo  esto  se  debe  en  parte  á  la  falta  de 
Có^igo^  que  se  hallen  á  la  altura  y  en  consr.nancia  con  la  ley  Hipotecaria  y  la. 
manera  de  ser  de  nuestra  época,'  y  en  mucha  parte  también  al  antiguo  y  desacre- 
ditado sistema  de  hojarasca  y  expedienteo,  y  sobre  todo  á  la  absurda,  injusta  y 
anticientífica,  é  inmoral  y  gravosa  tributación  del  papel  sellado  y  del  impuesto  de 
derechos  reales,  que  viene  á  gravar  casi  única  y  exclusivameate  á  la  propiedad 
territorial,  de  tal  manera  que  á  pocos  trances  ha  de  verse  asfixiada  entre  los  bra- 
zos paternales  del  Estado  después  de  vendida  en  público  mercado. 

Para  remediar  ó  evitar  estos  males  y  conseguir  las  antedichas  reformas  benefl-- 
ciosas  á  las  clases  de  Registradores,  se  propone  la  reunión  de  éstos  en  una  espe- 
cie de  Congreso,  en  el  que  se  discuta  y  acuerde  todo  lo  que  se  crea  conveniente  6 
necesario,  utilizando  en  forma  cortés  y  respetuosa  el  derecho  de  petición  ante  lo» 
poderes  públicos. 

*   * 

La  Gaceta  del  Notariado  acepta  como  buena  la  idea  del  Congreso  de  Registrador- 
res.  Desea,  además,  que  se  suprima  la  que  califica  de  injustificada  incompatibilidad- 
que  tienen  los  Registradores  y  los  Notarios  para  ejercer  el  cargo  de  Diputados,, 
porque  teniendo  ó  pudiendo  tener  todos  sustitutos,  no  hay  razón  para  privarles^ 
del  m^s  precioso  de  los  derechos  políticos. 

Expone  también  el  colega  su  opinión  sóbrela  verdadera  inteligencia  que  debe 
darse  á  los  artículos  96  y  37  de  la  Ley  provisional  de  la  Renta- timbre  del  Estado.. 
Coincide  con  nuestras  ideasen  la  inteligencia  del  art.  37,  tal  como  la  expusimos  en 
elnúmero  anterior  de  esta  Revista,  y  respeto  á  la  del  36  fija  estas  dos  reglas:  1*  Las 
copias  de  las  escrituras  públicas  que  obtengan  los  particulares  en  virtud  de  peti- 
ción verbal  édeTaandamiento  judicial,  sin  relación  á  pleito  ni  cuestión  contenciosa 
alguna,  deben  expedirse  en  el  papel  que  corresponda,  con  arreglo  á  los  artículos 
11,  12  y  demás  del  cap.  2°  de  la  Ley  del  Timbre.  2*"  Las  compulsas  que  se  manden 
librará  los  Notarios  por  consecuencia  de  autos  pendientes,  y  para  llevará  los- 
pleitos,deben  expedirse  por  los  mismos  Notarios,  sin  excepción  alguna,  en  papel 
tímbrado,  de  igual  clase  alen  que  vaya  expedido  el  mandamiento. 

♦ 
•  *■ 

La  Gaceta  del  Ministerio  fiscal^  continuando  sus  estudios  sobre  la  reforma  del 
procedimiento  criminal,  se  pregunta:  ¿Es  posible  cuadriplicar  de  una  vez  el  número* 
de  AucUencias  sin  amenguar  en  igual  proporción  la  autoridad  y  prestigio  de  ing- 
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titueion  tan  importante  y  elevada?  En  esto,  como  en  todo,  se  estima  menos  lo  que 
más  abunda,  y  aun  la  calidad  de  la  población  en  que  un  tribunal  reside  es  parte  no 
pequefiapara  acrecentar  ó  atenuar  su  consideración.  En  el  fondo  de  éstas  que  pu- 
dieran calificarse  de  preocupaciones,  hay  no  poco  de  razonable  y  verdadero.  BI 
lespeto  que  generalmente  se  tributa  ¿estos  elevados  cuerpos  descansa  en  lajusta 
presunción  de  que  en  ellos  sólo  tienen  asiento  la  probada  experiencia  y  el  saber  no- 
'  torio,  y  ¿podrá  subsistir  esta  misma  presunción  después  de  la  promoción  tan  re- 
pentina y  numerosa  que  se  propone?  Cree  el  autor  de  los  articules  que  para  evitar 
la  creación  de  los  tribuDales  correccionales  se  intenta  rebajar  á  esta  inferior  con- 
dición las  futuras  Audiencias,  dado  que  el  conocimiento  de  lo  correccional  ba  de 
ser  su  cuotidiana  y  principal  ocupación.  Pero,  ¿bastarán  las  60  Audiencias  para 
que  pueda  plantearse  con  esperanza  de  éxito  el  juicio  oral  y  publico,  quedando  á 
car£fo  de  las  mismas  el  despacho  de  todos  los  asuntos  criminales?  Nada  más  con- 
ducente que  el  juicio  oral  y  público  para  mejorar  el  espiritu  del  pais  y  conse^ir 
su  sincera  y  eficaz  asociación  á  la  obra  de  la  justicia;  por  esto  cumple  al  legislador 
no  agregar  nuevos  obstáculos  á  los  que  ya  desde  luego  encuentra,  y  el  proyecto 
de  que  se  trata  agrega  el  de  las  distancias,  á  veces  enormes  y  arduas  en  salvar, 
en  que  coloca  el  lugar  del  juicio  de  la  residencia  de  los  testigos.  Después  del  esta- 
blecimiento de  jueces  de  instrucción,  propiamente  tales,  ninguna  necesidad  hay 
tan  calificada  y  perentoria  en  la  ordenación  del  procedimiento  criminal,  como  la 
de  acercar  los  testigos  á  los  jueces. 

No  debemos.pa8ar  en  silencio  otro  artículo  que  publica  nuestro  estimado  cole- 
ga sobre  la  Teoría  correccional  y  las  cárceles  celulares.  Reconoce  su  autor  que  España 
no  ha  permanecido  indiferente  ante  las  corrientes  predominantes  en  Europa;  re- 
cuerda que  dentro  de  poco  tiempo  comenzará  á  edificarse  la  penitenciaria  de  jóve- 
nes, y  prestará  sus  servicios  la  cárcel-modelo  de  esta  corte;  pero  observa  atinada- 
mente que  nadase  conseguirá  con  tan  costoso  ensayo  y  los  que  hayan  de  seguir 
si  á  los  nuevofi  establecimientos  no  se  lleva  un  personal  idóneo,  inteligente,  bien 
retribuido,  y  rodeado  de  las  mayores  condicioní^  de  independencia  y  seguridad; 
que  hace  falta  además  que  el  reglamento  interior  de  las  nuevas  prisiones  responda 
alas  más  experimentadas  prácticas  correccionales,  teniendo  en  cuéntalas  condi- 
ciones peculiares  de  nuestra  raza  y  costumbres;  y  afirma,  por  último,  que  ha  lle- 
gado ya  el  momento  de  Uevar  la  reforma  al  Código  penal,  estableciendo  las  penas 
correspondientes,  dado  el  distinto  fundamento  jurídico  y  fin  de  la  pena  en  las 
nuevas  cárceles. 

La  Bevista  de  los  Tribunales  indica  las  reformas  que  se  han  hecho  en  los  títu- 
los 1  y  II  del  proyecto  de  Código  de  Comercio,  y  apunta  algunas  consideraciones 
sobre  aquellas  que  realmente  lo  merecen. 

•  

El  Consultor  de  los  Ayuntamientos  y  de  los  Juzgados  municipales  estudia  las  Refor- 
mas de  Hacienda,  sus  resultados  prácticos,  conflictos  que  originan  y  necesidad 
de  conjurarlos  hábilmente;  el  uso  de  los  efectos  timbrados  en  las  actuaciones,  do- 
eumentos.  expedientes,  actas,  etc.,  que  forman  la  complicada  trama  de  la  Admi- 
nistración en  cuanto  á  los  Ayuntamientos  se  refiere;  la  formación  de  padrones 
para  el  impuesto  equivalente  á  los  de  la  sal,  inclusión  de  los  hacendados  en  ellos, 
Í>ase8  de  la  imposición  y  cuotas  sobre  inmuebles  y  sobre  subsidio;  los  trabajos  en  que 
deben  ocuparse  preferentemente  los  Ayuntamienios,  sus  dudas,  dificultades  y  me- 
dios de  orillarlos;  los  nuevos  encabezamientos  de  consumos  y  sus  resultados  prácti- 
cos; el  uso  del  timbre  del  Estado  en  los  Juzgados  municipales;  la  recalidacion  del  ter- 
cer trimestre  de  la  contribución  de  inmuebles  y  formación  de  nuevos  repartos  para 
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el  segundo  semestre;  la  Real  orden  circular  dictada  para  subsanarlos  erroresoome- 
tidos  en  el  eefialamiento  de  cupos  y  para  la  ejecución  de  los  repartos  de  la  oontri- 
bucion  citada;  y  en  suma  cuantos  estudios  pueden  auiiliar  á  los  Municipios  y  sus 
Secretarios  en  las  penosas  tareas  en  que  lian  venido  á  empeñarles  con  apremio 
las  nuevas  leyes,  reglamentos  y  disposiciones  de  los  centros  directivos. 

B.  B. 
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(Conclusión.) 

III.  Contfenciones  internacumaUs^ 

Bntre  las  convenciones  internacionales  celebradas  en  estos  últimos  años.)  es 
necesario  señalar,  además  del  tratado  de  Berlín,  el  tratado  concluido  con  Alema- 
nia  el  11  de  Octubre  de  1878  y  el  convenio  de  7  de  Marzo  de  1880  relativo  á  la  nave- 
gación del  Blbe.  Este  tratado  es  una  prueba  irrefragable  del  deseo  de)  Emperador 
de  Austria  de  mantener  la  paz  europea.  El  acta  de  navegación  de  7  de  Marzo  de 
1880  ha  realizado  la  codificación  largo  tiempo  perseguida  de  las  leyes  intemaeio* 
nales  relativas  al  Blbe.  t 

El  Congreso  de  Yiena  habia  proclamado  el  9  de  Junio  de  1815  el  principio 
de  la  libertad  déla  navegación  del  Elbé.  La  convención  signada  en  Dresde  el  23  de 
Junio  de  1821  por  los  dos  Estados  ribereños,  establece,  sin  embargo,  restricciones 
al  principio.    • 

La«omí8Íon  de  reVision  que  se  reunió  en  Praga  en  1870,  penetrada  de  la  necesi- 
dad de  modificar  el  acta  de  1821,encargó  al  gobierno  prusiano  los  trabajos  prepa- 
ratorios, y  en  1875,  el  gobierno  imperial  sometió  al  gobierno  austro-húngaro  un 
proyecto  de  acta  elaborado  por  el  consejo  federal.  El  proyecto  fué  examinado  por 
los  plenipotenciarios  de  las  dos  naciones,  reunidos  en  Viena. 
.  El  articulo  1°  de  la  nueva  actaprbclama  de  una  manera  general  la  libertad  de  la 
navegación  sobre  el  Elbé.  Ya  el  art.  54  de  la  constitución  del  imperio  alemán  reco- 
nocía el  derecho  de  navegación  á  los  subditos  de  los  estados  del  imperio. 

El  acta  contiene  además  otras  importantes  disposiciones. 

Bl  art.  11  dice  que  las  autoridades  tanto  del  país,  del  propietario  del  navio,  co- 
mo délos  países  ribereños,  son  competentes  para  examinar  si  el  navio  se  encuen- 
tra con  las  condiciones  necesarias  á  fin  de  darle  la  patente. 

Los  tribunales  de  peage  son  reemplazados  por  los  tribunales  de  comercio. 

Las  negociaciones  entabladas  con  el  imperio  alemán  para  la  conclusión  de  «a 
nuevo  tratado  de  comercio  no  terminaron  en  1880. 

El  tratado  de  16  de  Diciembre  de  1878  respondía  á  la  necesidad  de  regularizar  la 
situación.  La  duración  debía  ser  de  un  año,  pero  se  introdujeron  varías  restric- 
ciones por  la  tarifa  aduanera  alemana  de  15  de  Julio  de  1879.  El  sUUu  ^s«  ha  sido 
mantenido  hasta  30  de  Junio  de  1881  por  el  convenio  de  BerUn  de  11  de  Abril  de 
1880. 

El  convenio  de  9  de  Abril  de  1880  entre  Austria-Hungría  y  la  Servia,  eoncenüen- 

te  á  los  caminos  de  hierro,  es  muy  importante  bajo  el  punto  de  vista  de  los  intere- 

.ses  económicos  de  la  monarquía.  Se  apoya  á  la  vez  sobre  el  tratado  de  Berlín  y 

bre  el  convenio  celebrado  con  la  Servia  en  8  de  Julio  de  1878. 
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m^VÜB  DE  OROIT  INTBRNATIONAL  ET  DB  LKGI8LATI0N  GQHPARÉE. 


Estudio  sobre  el  tratado  de  derecho  civil  internacional  publicado  por  M.  Laurent  y  sobre  los 
principios  fundamentales  del  derecho  internacional  privado. 

La  obrado  M.  Laurent  es  siu  disputa  la  más  notable  que  se  ha  escrito  en  esta 
materia  y  despierta  un  vivo  sentimiento  de  admiración,  de  respeto  y  de  reconoci- 
miento por  los  tesoros  de  trabajo  y  de  ciencia  que  en  ella  se  encuentran  acumu- 
lados. 

La  divide  en  dos  partes  principales:  el  primer  volumen  lo  consagra  á  la  histo- 
ria, los  otros  presentan  una  especie  de  dog^mática  general  que  constituyen  un 
Tasto  estudió  de  legislaciones  y  de  doctrinas  comparadas. 

L 

El  autor  principia  manifestando  la  historia  de  las  ideas  con  las  cuales  simpati- 
zamos completamente: 

mK\  derecho  es  una  fase  de  la  vida  y  el  progresó  es  la  ley  de  todo  lo  que  vive;  de 
aqui  la  importancia  de  la  historia.  Ella  no  debe  limitarse  á  recoger  hechos  y  á  ex- 
ponerlos en  un  orden  cronológico;  ella  debe  bdlcar  la  razón  de  las  cosas  y  el  des- 
envolvimiento progresivo  de  las  ide:«s.  La  historia,  asi  concebida,  aclara  el  pasado, 
explica  el  presente  y  revela  el  porvenir.  Esto  es  en  la  historia  general  que  se  ma- 
nifiéstala destinada  de  la  humanidad,  el  fin  con  el  cual  ella  marcha,  y  marca  por 
esto  mismo  lo  que  los  pueblos  deben  hacer  para  cumplir  su  misión.  Por  la  historia 
la  humanidad  adquiere  la  conciencia  de  su  vida  y  de  la  ley  del  progreso  que  la  pre- 
side, y  cuando  ella  tiene  conciencia  de  si  misma,  concurre  libremente  á  los  desig- 
nios ds  Dios.» 

Y  después  de  representar  la  antigüedad  como  sometida  al  reino  de  la  fuerza, 
añade  estas  notables  palabras: 

«Sin  embargo,  la  guerra  ha  tenido  en  la  antigüedad,  una  gran  misión,  la  de 
asociar  los  pueblos  bajo  las  leyes  de  Roma,  y  de  preparar  los  caminos  al  cristia- 
nismo que  inaugura  una  nueva^dadde  la  humanidad  fundada  sobre  la  justicia.  Y 
qué  pueblos  son  los  que  dominan  en  la  era  cristiana?» 

«Ellos  se  llaman  bárbaros  y  se  glorifican  con  este  titulo.  Son  también  razas 
guerreras,  más  apasionadas  aún  para  la  guerra  que  los  griegos  y  roúianos;  y  sin 
embargo  ellos  traen  al  mundo  el  principio  del  derecho  en  su  más  alta  expresión,  la 
personalidad.  De  aquí  data  el  reino  del  derecho,  el  reino  de  la  libertad  y  de  la  igual- 
dad. Pero  es  necesario  también  disciplinar  los  bárbaros,  someterles  al  yugo  del 
Estado.  Quién  doblega  la  flera  independencia  de  ios  germanos  bfgo  el  imperio  de 
una  ley  general?  El  derecho.  Y  quién  forja  esta  cadena  sin  la  cual  no  hay  sociedad 
posible?  Roma,  el  pueblo  dol  derecho  y  el  pueblo  de  la  fuerza. 

«Cómo  el  derecho  y  la  fuerza  se  darán  la  mano  para  constituir  uno  de  los  ele- 
mentos de  la  civilización  moderna?  Aqui  se  manifiesta  la  mano  de  Dios.  Ba^o  el 
punto  de  vista  de  los  hombres,  de  sus  pasiones,  de  su  libertad,  no  tiene  esplica- 
cíon.  Es  Dios  quien  hace  surgir  el  derecho  de  la  fuerza.  Quién  ha  dudado  del  ge- 
nio jurídico  del  pueblo  conquistador  por  excelencia?  Quién  ha  trasformado  el  de- 
recho estrecho  de  los  antiguos  romanos  en  un  derecho  universal,  al  cual  en  su 
admiración  y  reconocimiento,  los  pueblos  vencidos  por  Roma  darán  el  nombre  de 
razón  escrita?  Es,  por  ventura,  que  las  legiones  realizaron  este  milagro?  Y  el  Sena' 
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do  lia  hecho  la  conquista  del  mundo  por  humanizar  el  derecho  jr  extenderlo?  Todas 
estas  cuestiones  no  tienen  sentido,  si  se  prescinde  de  Dios  en  la  historia.  Dios  yítc 
en  el  hombre  que  él  inspira;  vive  en  la  humanidad  que  él  ffula;  se  encueoira-Buma» 
no  en  todas  las  (ases  de  la  actividad  humana-  Su  providencia  sólo  explica  este  mis» 
terio;el  reino  de  la  fuerza  que  conduce  al  reino  del  derecho.  En  este  sentido  se 
puede  justificarla  fuerza,  pero  ésta  es  la  justificación  de  Dios  y  no  la  de  los 
hombres.  Cómo  Dios  se  sirve  de  las  pasiones  de  los  hombres  para  conducirlos  hi- 
ela el  fin  de  sus  destinos?  Este  es  el  secreto  de  su  providencia:  nosotros  podemos 
hacer  constar  los  hechos  que  lo  atestiguan,  pero  el  ser  finito  no  comprenderá  ja- 
más la  acción  del  sor  infinito.  Y  nosotros  no  tenemos  cuidado  de  comprenderla 
basta  que  sintamos  su  influencia  bienhechora  en  la  intimidad  de  nuestw  con- 
ciencia y  que  la  historia  nos  la  revele  en  la  marcha  progresiva  de  la  humanidad. 

Nosotros  también  cuando  asistimos  al  gran  dramadelainvasipn  del  quinto  si- 
glo, cuando  vemos  desplomarse  el  viejo  edificio  del  mundo  romano,  el  cristianis- 
mo y  los  pueblos  germánicos  encontrarse  y  reunirse  sobre  estos  escombros  para 
abrir  laera  de  una  civilización  nueva,  nosotros  nos  preguntamos,  como  el  autor, 
si  solo  el  hombre  es  quien  ha  preparado,  dirigido,  realizado  este  concurso  de 
circunstancias  extraordinarías.  Que  en  tales  acontecimientos  se  vé  la  mano  de 
Dios,  nosotros  lo  comprendemos.  Pero  se  ha  de  aUrmar  por  esto,  que  Dios  ha  he- 
cho salir  el  derecho  de  la  fuerza  lo  que  el  autor  parece  considerar  como.un  contra- 
sentido, como  una  suerte  de  imposibilidad  moral?  No  lo  pensamos.  Si  es  necesa- 
rio creer  que  la  acción  de  Dios  se  ha  manifestado  en  estas  circunstancias,  no  hay 
obligación  de  admitir  que  lo  hayal\,echo  por  miras  inexplicables,  y  por  decirlo  asi* 
contradictorias. 

El  autor  combate  vivamente  el  sistema  que  reserva  al  Estado  el  derecho  de 
apreciar  siconviene  conceder  la  naturalización  aun  individuo  que  la  pida,  y  hé 
aquí  lo  <iue  dice: 

«Todo  hombre  es  dignó  de  tener  una  patria,  puesto  que  Dios  nos  da  una  con 
el  nacimiento:  és  que  por  ventura  el  país  en  que  yo  he  nacido  podrá  excluirme  -de 
su  seno  pretendiendo  que  yo  no  soy  digno  de  ser  francés  ó  belga?  Ns  se  trata  de  la 
dignidad  del  hombre,  se  trata  de  su  derecho,  y  este  derecho  es  al  mismo  tiempo  una 
obligación.  La  ley  debe  tener  cuenta  de  este  hecho,  que  es  un  hecho  providencial 
que  el  legislador  debe  aceptar:  digno  ó  no  el  hombre  tiene  derecho  á  una  patria  y 
debe  tenerla.  Las  leyes  no  pueden  destruir  la  obra  de  Dios.»  Y  más  adelante  dice. 
«Mi  conclusión  es  que  el  sistema  de  naturalización  general  es  preferible,  y  que  en 
este  sistema,  no  es  necesario  exigir  ningún  a  condición.  La  naturalización  es  un 
derecho  para  aquellos  que  se  expatrian;  ellos  deben  adquirir  una  nueva,  la  cual 
puede  serle  impuesta,  en  el  sentido  de  que  ellos  adquieren  de  derecho  la  naciona- 
lidad del  pais  en  donde  se  establecen.» 

Añadamos,  que  según  nuestro  eminente  colega,  la  naturalización  debe  siempre 
conferir  los  derechos  políticos.  Nó  es  esto  ir  muy  lejos?  Los  países  de  refugio,esta- 
rán  obligados  á  confiar  sus  destinos  políticos  y  sociales  á  todos  los  perturbadores 
del  orden  que  quieran  establecerse  entre  ellos? 

El  autor  presenta  lo  que  se  refiere  á  la  historia  propiamente  dicha  bajo  siete  nú- 
meros. 

1.  La  antigüedad  comprende  todos  los  tiempos  históricos  hasta  las  invasiones  del 
siglo  V.  El  espíritu  general  de  la  época,  la  ausencia  de  todo  sentimiento  de  unidad 
y  de  igualdad  entre  nacionales  y  extranjeros,  no  podían  ser  favorables  al  derecha 
de  gentes  y  al  derecho  internacional  privado,  tales  como  los  entendemos  en  nues- 
tro s  días. 

2.  El  cristianismo  y.  los  bárbaros  son  ItihBBeáels,  más  grande  transformación  so* 
cial:  sobre  los  escombros  del  antiguo  mundo  se  ve  aparecer  y  desarrollarse  los 
gérmenes  de  una  civilización  nueva. 
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El  epígrafe  adoptado  por  el  autor  ee  bastante  vago;  se  yecaándo  eomienxa  esta 
4poea,  pero  los  términos  empleados  no  indican  cuando  termina- 

Insiste  mucho  sobre  una  combinación  de  principios  de  unidad  y  de  variedad, 
principios  representados  el  primero  por  el  cristianismo,  el  segundo  por  los  germa> 
nos.  El  carácter  de  estos  últimos  se  manifiesta  en  la  naturaleza  especial  de  su  or- 
ganización: ellos  adoptarán  un  régimen  de  leifet  pertonalei.  El  derecho  Taria  según 
la  raza.  El  autor  ve  en  este  régimen  de  leyes  personales  el  primer  germen  del  de- 
derecho civil  internacional. 

La  fusión  de  las  razas  debía  verificarse;  una  nuera  forma  social  iba  á  resultar 
bajo  el  nombre  de  fendalidad.  Nuestro  autor  la  caracteriza  de  la  siguiente  manera: 

•En  la  Europa  feudal,  el  elemento  dominante  es  el  individuo;  todo  es  particu- 
lar, local.  La  feudalidád  tiene  su  origen  en  la  disolución  de  la  unidad  carlovin- 
giense;  l^s  de  tender  á  la  unidad,  ella  aspira  á  una  diTision  infinita.  Cada  hom- 
-bre  es  rey  en  sus  dominios»... 

M.  Laurent  completa  esta  característica  diciendo  que,  bajo  este  régimen,  lá  pro- 
..  piedad  y  la  soberanía  se  confunden,  lo  que  debe  conducir  á  una  rigurosa  territo- 
rialidad. 

8.  Ls  etcfula  de  lot  estatutos  nació  de  una  reacción  contra  la  extrema  territoriali- 
"dad  del  derecho  feudal.  Estaos  una  délas  partes  más  interesantes  de  la  obra. 

4.  Dóctrtna  del  interés.  El  autor  reúne  dos  sistemas  que  tienen  en  efecto  algu- 
nos puntos  de  semejanza  y  que  él  combate  con  energía. 

1*  El  derecho  anglo-americano  deriva  de  la  feudalidád  que  le  ha  impreso  una 
territorialidad  exagerada.  Esta  tenacidad  tra4ieional  pYiede  explicarse,  ya  por  una 
más  fuerte  organización  de  la  feudalidád  en  Inglaterra,  por  consecuencia  de  la 
invasión  normanda  del  undécimo  siglo,  ya  por  la  ausencia  casi  total  de  una  reao- 
-cion  proveniente  del  derecho  romano. 

T  El  sistema  que  pretende  apoyar  el  derecho  internacional  privado  sobre  la 
cortesía,  descansa  en  una  falsa  concepción  de  la  soberanía. 
*  5.  Pfindjno  del  derecho.  Este  epígrafe,  tomado  en  su  sentido  general,  debe  com- 
prender todos  los  sistemas  que  admiten  una  regla  superior  á  las  soberanías. 
M.  Laurent  no  se  ocupa  en  este  capitulo,  sino  de  la  doctrina  profesada  -puT 
IL  de  Savígny. 

6.  Principio  de  la  nacionalidad.  En  su  sexto  capítulo  ocúpase  del  principio  de  na* 
tonalidad,  que  forma  el  tratado  más  característico  de  la  nueva  escuela  italiana 
cuyas  bases  adopta. 

1.  Necesidad  de  los  tratados.  Loi  tratados  suponen  convenciones  comunes  que  no 
pueden  obtenerse  sino  por  una  buena  doctrinS. 

II. 

I^  segunda  parte  que  nosotros  designamos  bi^o  el  nombre  de  dogmática,  la 
«lasiflca  el  autor  hábilmente,  y  las  cuestiones  que  plantea  y  resuelve  son  muy 
titiles  para  la  ciencia. 

ni. 

La  doctrina  del  derecho  internacional  privado  se  propone  poner  en  luz  y  re- 
-glamentar  la  competencia  respectiva  de  las  soberanía?  en  materia  de  derecho  ci- 
TÜ,  comercial  ó  penal. 

IV. 

Dice  el  autor:  «Acabo  de  decir  que  en  la  doctrina  consagrada  por  el  Código  de 

Napoleón,  las  leyes  personales  dependen  de  la  nacionalidad:  éste  es  un  principio 

•-de  una  alta  Importancia.  Él  no  recibe  solamente  su  aplicación  de  las  leyes  que 

\;oncÍernen  al  estado  y  capacidad  de  las  personas;  toda  ley  en  general,  ee  peno- 
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nal  en  el  sentido  de  queVa  ley  nacional  de  la  persona  rige  todos  los  hechos  ja> 
ridicos  en  que  ella  interTlene,  salvo  aquellos  que  dependen  de  la  pura  'voluotad^- 
delas  partes  Interesadas,  salvo  la  realidad  de  las  leyes  que  son  de  derecho  pú- 
blico. En  efecto,  los  motiyos  por  los  cuales  las  leyes  del  Estado  son  nacionales, 
y  bi^o  este  titulo,  personales,  se.  aplican  á  todas  las  leyes  privadas.» 

Según  este  sistema,  cada  individuo  quedarla  sometido  en  toda^s  paites  á  la  ley 
de  su  ^tria,  salvo  en  lo  que  no  dependa  de  su  voluntad  propia  ó  toque  aun  géne- 
ro particular  de  orden  público  que  se  oponga  á  la  observación  de  una  ley  eztranje* 
ra.  Cada  soberanía  debe  prohibir  sobre  su  territorio  lo  que  pueda  atacar  áau  pro- 
pia existencia,  ó  á  algún  principio  social  imponiéndose  de  una  manera  imperativa. 

Hé  aquí  como  se  eipresa  M.  Laurenten  este  punto:  oes  verdad  que  toda  ley  es 
una  deolaraeton  de  la  nación  soberana;  pero  de  aqui  no  se  sigue  que  la  soberanía 
tenga  interés  y  derecho  á  lo.  que  la  ley  territorial  recibe  siempre  su  aplieaeion, 
cualquiera  que  sea  el  objeto  del  litigio  y  cualesquiera  que  sean  las  personas  que 
es  ella  figuren.  Hay  numerosas  leyes  que  se  reñeren  á  los  contratos;  se  dirá  que 
«sCas  leyes  son  de  interés  social  y  deben  necesariamente  ser  aplicadas  á  toda  con- 
vención? El  legislador  mismo  permite  á  las  partes  interesadas  derogar,  y  declara 
que  lo  que  ellas  quieran  se  tenga  como  ley.  Hay,  pues,  una  distindon'  que  hacer 
entre  las  leyes,  según  el  objetó  á  que  atienden.  Son  de  orden  privado,  en  el  sentid 
do  de  que  la  sociedad  no  tenga  interés  ni  derecho  á  intervenir  en  el  debate,  son 
«lias  de  orden  en  el  sentido  de  qué  la  sociedad  tenga  interés  y  derecho  A  regular 
el  debate.» 

De  esta  exposición  nacetí  diferentes  cuestiones  doctrinales.  Antes  de  abordar-^ 
ta»  examinemos  otras  dos  que  se  refieren  á  los  hechos; 
1"  El  sistema  propuesto  por  M.  Laurent,  és  el  del  Código  civil  italiano? 
2°  Este  sistema  tiene  algfunos  antecedentes  en  la  historia? 

Debemos  contentarnos  con  hacer  observar,  en  cuanto  á  la  primera  de  estas 
cuestiones,  que  los  dos  sistemas  están  formulados  en  términos  muy  diversos. 

S)  Código  civil  italiano,  procede  ala  vez  por  vía  de  enumeración  y  por  vía  der 
rMtrienion.  Él  enumera  los  casos  en  que  es  preciso  hacer  la  aplicación  de  leyes 
extranjeras;  cada  uno  de  estos  casos  hace  el  objeto  de  una  disposición  especial. 
Ahi  se  encuentra  el  punto  de  partida  del  sistema;  la  cuestión  de  orden  público  no 
viene  sino  como  excepción,  ó  más  exactamente,  como  restricción  mencionada  en 
^art.  12.  Elderecho  real  consagrado  por  el  art.  1  de  este  Código  es  muy  diferente 
del  de'M.  Laurent. 

Guando  se  abórdala  cuestión  histórica  enunciada  arriba,  el  espíritu  se  traspor- 
ta en  primer  lugar  sobre  el  régimen  de  leyes  personales  que  sigue  á  la  invasión  del 
siglo  V.  Nosotros  no  pensamos  que  se  tratase  de  restaurar  este  orden  de  cosas. 
No  ha  sido  aceptado  sino  como  expediente  provisional;  él  ha  cedido  el  puesto  á  otro 
sistema,  cuando  se  constituyó  un  territorio  sobre  el  suelo  de  la  antigua  Galia. 

Bl*primer  elemento  del  derecho  es  la  persona;  la  primera  relación  en  la  cual  es- 
ta persona  debe  encontrarse,  es  la  de  la  patria;  cada  individuo  debe  tener  una  pá~ 
tria.  Esta  relación  de  patria  no  puede  depender,  en  principio,  sino  de  la  ley  del  pais 
en  donde  él  debe  formarse.  Cada  Estado  debe  declarar  qué  personas  reconoce  coma 
dependientes. 

Pero  no  solamente  el  individuo  debe  tener  una  patria,  sino  que  necesita  un  do- 
micilio, y  qué  soberanía  podrá  mejor  que  la  de  la  localidad,  reglamentar  esta  re- 
lación? 

La  simple  residencia  de  hecho,  no  produce  también  ciertos  efectos,  jurídicos? 
La  soberanialocal.  n'ó  es  naturalmente  competente  para  regularlos? 

Y  no  basta  tener  una  patria,  un  dooiicilio  y  una  residencia;  es  preciso  obrar,  y 
meotreeeu  una  serie  de  cuestiones  relativas  á  cada  acto  jurídico,  en  su  forma  y  ei». 
su  fbndo» 
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M.  I*aureDt  reconoce  en  las  formalidades  extrinflecas  un  carácter  de  orden  pü- 
l>lico,  haciendo  predominar  laley  del  lugar  en  que  el  acto  se  realiza.  Tiene  razón, 
pero  esto  es,  creemos  nosotros,  una  excepción  «que  él  lleva  á  su  sistema;  se  trata 
Bode  crear  una  competencia  estrictamente  territorial,  sino  por  el  contrario  una 
eompetenciá  extensiva. 

La  misma  regla  parece  debe  aplicarse  alas  condiciones  hitemas  impuestas  al 
ejercido  de  la  voluntad:  ausencia  de  error,  de  dolo,  de  violencia,  etc.  Nosotros  na 
^namoscomo  nuestro  autor  cuando  dice:  «Estas  condiciones  que  resultan  de  la 
esencia  del  contrato  se  encuentran  por  esto  mismo  en  todas  las  legislaciones.  Sí*^ 
gnea»  de  aquí  que  no  puede  iiaber  conflicto  entre  leyes  de  diversos  paises,  en  lo 
que  concierne  á  las  eoi^iciones  esenciales  de  las  convenciones;  ellas  son  las  mis- 
mas en  todas  partes.»  Esto  no  es  verdad.  Hay  numerosas  cuestiones  que  no  son 
resueltas  en  todas  partes  de  la  misma  manera. 

Los  partidarios  de  los  estatutos  que  nos  han  precedido  admitían  tres:  real,  per- 
Bonaly  mixto.  Este  óltimo  mal  denominado  y  muy  imperfectamente  desenvuelto» 
por  ellos  en  una  formula  bastante  vaga,  se  refiere  álos  hechos  jurídicos  y  espe- 
cialmente á  la  voluntad.  La  base  de  este  tercer  estatuto  se  encuentra  ya  claramen- 
to  designado  y  deflnitivamente  consagrado  bajo  ciertos  aspectos,  en  lo  que  con* 
flúeme  á  la  prueba  y  solemnidades  de  los  acto«. 

Terminaremos  este  trabi^o  con  algunas  palabras  respecto  al  orden  público. 

Hay  dos  géneros:  uno  interno  que  constituye  la  voluntad  de  la  ley  y  la  de  los 
individuos;  y  otro  internacional  que  constituye  la  ley  territorial  y  leyes  extran- 
jeras. 

Bsta  distinción  parece  natural;  y  además  que  estos  dos  órdenes  de  ideas  no- 
«oincideu:  todo  lo  que  se  refiere  al  estado  y  capacidad  de  leis  personas  pertenece  al 
urden  público  interno  y  es  generalmente  extraño  al  orden  público  internacional^ 
salvo  en  los  casos  en  que  algún  principio  social  se  encuentre  amenazado. 

El  orden  público  está  comunmente  representado,  cuando  se  tratado  derecho  in-^ 
temacional  privado,  como  teniendo  por  objeto  la  no  aplicación  sobre  el  territorio. 
de  leyes  extranjeras,  en  los  casos  en  que  debian  estar  admitidas  según  las  reglas 
ordinarias  de  la  competencia  internacional.  Esta  aplicación  debe  rehusarse  cuan* 
úoúe  ella  pueda  resultar  ún  ataque  á  un  principio  ó  á  un  interés  de  orden  público,. 
Tal  es  el  sistema  adoptado  por  M.  Laurent  y  el  del  Código  civil  italiano. 

En  el  sistemado  M.  Laurent,  la  cuestión  de  competencia  internacional  parece 
resuelta  eñ  principio:  es  preciso  hacer  la  aplicación  de  la  ley  nacional  á  méno» 
que  no  se  trate  de  una  disposición  de  orden  público  ó  de^un  sugeto  dependiente  de 
la  voluntad  de  las  partes  interesadas.  Es  indudable  que  no  puede  ser  aqui  cues- 
tión de  orden  público  interno:  las  partes  interesadas  pueden  estipular  las  cláusu- 
las que  estimen  convenientes. 

CmcbisUm, 

De  este  estudióle  pueden  formular  como  definitivas  las  conclusiones  siguien- 


No  existen  motiyos  suficientes  para  no  dejar  que  la  doctrina  del  derecho  inter* 
nacional  privado  se  desenviielva  libremente  sobre  las  bases  naturales  propues- 
tas por  M.  Lavigny.  Estas  bases  no  prejuzgan  qada,  y  se  contentan  con  indicar 
•1  camino  que  es  preciso  seguir,  para  el  examen,  y  los  resultados  que  se  obten- 
drán. 

El  principio  de  nacionalidad,  que  M.  Laurent  propone  de  sustituir  á  estas  bases,, 
es  uno  deios  elementos  de  nuestra  doctrina,  pero  no  pensamos  que  debe  conce- 
4iérsele  una  importancia  preponderante  y  casi  exclusiva. 

M.  Ch.  Brochir. 
Profeior  de  la  ümversidaü  de  Genova». 
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La»  fkenies  del  ^oeedivuento  ehil  franoU. 
(ContiDuacion.) 

§  4.— IL  PROdEDlMir.NTO  FRANCÉS  EÑ  LA  ÉPOCA  FIUDAL  T  BU  TRAHSFOBM ACIOK. 

A.  Caractéreí.—W  principal  elemento  de  nuestro  antigruo  procedimiento  fué,  ea 
-su  origren,  germánico  y  feudal  á  la  vez;  como  consta  su  existencia  en  todas  las  jus- 
ticias laicas,  lo  mismo  en  las  del  rey  que  en  las  de  los  señores,  de  los  habitantes  de 
'las  villas  ó  de  los  villanos.  Este  procedimiento  de  los  tiempos  feudales  ha  su^Yido 
en  Francia  grandes  modiñcaciones  btgo  la  doble  influencia  del  derecho  canónico  y 
de  la  autoridad  real.  Uno  de  los  rasgos  característicos  de  este  procedimiento  es  su 
formalismo  exagerado. 

Hasta  el  siglo  xm  los  debates  eran  orales  y  públicos  ante  todas  las  jurisdic- 
ciones. 

En  la  época  de  San  Luis  se  puede  fijar  el  momento  en  que  estos  caracteres  y 
estas  formas  del  procedimiento  comenzaron  á  alterarse.  San  Luis  no  quiso  adop- 
ti^r  el  procedimiento  eclesiástico  en  sus  Tribunales  desde  el  instante  mismo  en  que 
•atacaba  las  jurisdicciones  de  la  Iglesia;  así  crea  un  procedimiento  especial.  Pero 
este  procedimiento  ofrecía  todavía  peligros.  La  famosa  ordenanza  de  1260  que  su- 
primió  el  combate  judicial,  introducía  la  prueba  por  información,  instituía  jura- 
mentos de  calumnia,  aplicándose  sólo  en  los  países  obedientes  y  aún  allí  estaba 
restringida  á  los  Tribunales  de  los  bailios  y  prebostes;  ella  quedaba  extrañad  las 
•corrientes  feudales  en  donde,  según  los  principios  de  la  feudalidad,  nada  podrá 
ser  cambiado  sin  el  acuerdo  del  señor  y  del  vasallo. 

Hubo  asi  dos  procedimientos  diferentes,  el  antiguo  procedimiento  feudal  y  el  de 
<la  ordenanza  de  1260,  observados  ambos  en  diversos  Tribunales.  Este  es  el  que 
•queda  solamente  al  cabo  de  cierto  tiempo,  porque  el  primero  desaparece  biyo  ^ 
Influencia  de  la -Corona.  Bien  diferentes  eran  los  caracteres  de  este  procedimiento 
ít'ancés  antes  de  su  transformación,  bigo  la  influencia  del  derecho  canónico.  Des- 
pués de  los  Garlobingios  hasta  el  siglo  xiu  se  habia  admitido  el  sistema  de  un  pro- 
•eedimiento  oial  y  público  por  las  justicias  de  Iglesia,  que  los  primeros  introduje- 
ron, procedimiento  por  escrito  y  en  secreto;  de  las  curias  eclesiásticas  sé  trasmite 
esta  práctica  á  las  justicias  patrimoniales  de  la  Iglesia.  En  las  justicias  laicas,  la 
instrucción  pública  y  oral  no  desapareció  por  completo. 

En  los  Tribunales  eclesiásticos,  se  empleaba  el  procedimiento  por  escrito  desde 
'que  el  interés  del  proceso  excedía  de  veinte  ó  cuarenta  sueldos:  el  demandante  de^ 
l)ia  intentar  su  acción  por  escrito  y  el  demandado  hacia  valer^  sus  medios  de  la 
misma  manera;  las  declaraciones  de  los  testigos,  todos  los  actos  del  procedimien- 
to, en  una  palabra,  se  consignaban  por  escrito.  La  supresión  del  debate  judicial 
favorece  singularmente  la  introducción  de  este  nuevo  sistema.  Sin  embargo,  en  la 
-corte  secular,  después  de  haber  comparecido  en  justicia  las  dos  partes  y  hecho  co- 
nocer la  una  su  acción  y  la  otra  su  defensa,  era  necesario  precisar  la  prueba*  A 
este  efecto  cada  litigante  hacía  mencionar  por  escrito  los  puntos  ó  artículos  qae 
pretendía  probar,  y  daba  copia  de  esta  acta  á  su  adversario.  Tales  fueron  los  pri  . 
meros  actos  escritos  en  el  procedimiento  francés  de  la  Edad  media.  A  fines  del  si- 
glo xiu,  se  introduce  y  generaliza  el  uso  de  intentar  su  acción  por  un  escrito  lia» 
jnado  Ubelus.  Una  vez  que  el  demandante  fué  obligado  á  redactar  un  escrito  para. 
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intentar  su  acción,  te  vio  naturalmente  forzado  el  defendido  á someterse  á  la  mis- 
na  formalidad  para  sus  defensas. 

B.  Procedimiento  lUfre  de  incidentes.— -Todo  procedimiento  se  abria  por  la  apelación 
-del  demandado  en  justicia,  el  aviso:  sededa  también  emplazar  y  esta  expresión  es 
la  que  ha  sido  usada.  La  forúia  del  emplazamiento  dependía  del  estado  y  de  la  cua- 
lidad del  defendido  Los  vasallos  libres  no  podian  ser  citados  sino  por  sus  partes. 
Un  señor  intentaba  una  acción  contra  su  propio  vasallo,  le  citaba  por  medio  de  su 
alguacil.  Los  villanos  y  los  pecheros  eran  llamados  por  simple  alfirua<Ml.  Bl  ariso  a 
limitaba  á  llamar  al  demandado  en  justicia.  El  plazo  variaba  según  la  cualidad  del 
demandado. 

Hasta  el  siglo  xiv,  ambas  partes  están  obligadas  á  comparecer  en  persona,  rara 
vez  por  mandatario;  y  esto  es  lo  que  se  llama  preientacion . 

A  consecuencia  de  las  presentaciones,  se  llega  inmediatamente  ala  demanda 
y  á  la  respuesta.  La  demanda  es  la  exposición  de  la  pretensión  con  ofrecimiento 
-de  la  prueba  en  su  apoyo.  Y  debe  ser  hecha  según  las  formas  solemnes  prescritas 
por  ia  ley  bigo  pena  de  nulidad. 

La  contestación  del  demandado  está  sometida  al  mismo  formalismo  riguroso^ 
Debe  bigo  pena  de  caducidad  responder  palabra  por  palabra  á  la  pretensión 
del  demandante.  Esta  necesidad  de  contradecir  palabra  por  palabra  era  tanto 
tnás  peligrosa,  cuanto  que  la  contestación  debia  seguir  sin  plazo  á  la*  de- 
manda. Para  evitarlos  se  admite  en  beneficio  del  demandado  dos  contestaciones 
distintas,  la  primera  inmediata  y  libre  de  toda  forma,  la  segunda  deliberada  y  so- 
metida á  los  rigores  del  derecho  estricto.  Más  tarde  se  autoriza  al  demandado  para 
emplear  una  fórmula  general  y  yaga  en  la  cual  se  limitaba  é  decir:  Yo  contradigo 
palabra  por  palabra  lo  que  el  demandante  ha  expuesto. 

C  Incidentes. —Hemos  visto  que  las  partes  debían  presentarse  en  persona  en 
el  dia  señalado.  Pero  en  la  práctica  este  día  era  frecuentemente  prorogado,  ora 
porque  una  de  ellas  declaraba  que  no  se  presentaría  (con tremands),  ó  porque  Jus- 
tificaba por  escrito  la  causa  que  le  impedia  comparecer  (eicusas.) 

Muy  frecuentemente,  estando  las  dos  partes  presentes,  el  demandado,  en  lugar 
de  contradecir  el  fondo  de  la  pretensión,  oponía  excepciones.  Estas  excepciones  no 
eran  consideradas  como  repuestas  á  la  demanda,  y  excepto  las  acciones  por  cri- 
men, ellas  debían  ser.  propuestas  antes  de  las  contestaciones.  Estas  excepciones 
«eryian  generalmente  para  evitar  la  contestación  á  la  demanda.  Sin  embargo» 
«uando  la  acción  era  fundada  sobre  un  crimen,  el  demandado  debia  oponer  á  la 
demanda  una  denegación  inmediata  para  no  ser  tañido  como  culpable. 

El  antiguo  procedimiento  feudal  consagraba  cierto  número  de  excepciones  di- 
latorias que  han  desaparecido.  La  teoría  de  las  excepciones  se  completa  y  regula- 
riza bajóla  influencia  del  derecho  canónico . 

Este  derecho  divide  las  excepciones  en  ^dilatorias  y  perexitorias,  expresiones 
tomadas  del  derecho  romano.  Las  primeras  son  de  dos  clases:  las  unas  se  llaman 
dilatoria  judiciit  y  las  otras  dilatoria  solutionis.  Aquellas  suponen  que  el  demandante 
ha  cometido  en  el  procedimiento  un  error  ó  una  falta  y  tienen  por  olQoto  obligarle 
á intentar  de  nnevo  su  acción;  tales  son  la  de  incompetencia,  la  de  incapacidad 
del  Juez,  del  demandante  ó  de  su  Procurador,  y  la  de  expoliación.  La  dilatoria  Mte- 
íioMs  son  verdaderos  medios  de  fondo,  atacan  al  derecho  deducidos  en  justicia,  no 
para  aniquilarlo,  sino  para  retardar  sus  efectos;  tal  es  cuando  la  deuda  no  ha  lle- 
gado á  su  vencimiento.  La  excepción  perentoria  es  más  grave  todavía;  ataca  di- 
rectamente al  fondo  del  derecho  y  es  un  obstáculo  perpetuo  á  su  eijercieio  si  está, 
fundada.  Después  de  las  excepciones  del  demandado, Jos  incidentes  relativos  á  las 
.pruebas  qu6  son  los  que  ofrecen  más  importancia,  sufrieron  profundas  modifica- 
4Sion''es,  siempre  bajo  la  influencia  del  derecho  canónico.  En  el  siglo  xm,  en  cuya 
época  el  procedimiento  escrito  comienza  á  restringir  singularmente  el  procedí* 
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miento  oral,  las  partes  deben,  después  de  la  primera  defensa,  artíetilar  por  escrito 
los  hechos  de  prueba.  Estos  escritos  se  llaman  mbriem  ó  mbrieet:  el  demandante  íqj» 
dica  los  hechos  que  pretende  probar,  el  demandado  responde  por  otro  escrito  en  e^ 
tmal  niégalos  hechos  ó  sostiene  que  no  son  pertinentes.  £1  Juez  interviene  entánn 
oes  y  decide  qué  hechos  han  de  ser  probados. 

La  prueba  por  testigos  fué  de  derecho  común  durante  todo  nuestro  período.  Sin 
embargo,  bajo  el  procedimiento  feudal,  nadie  estaba  obligado  á  declarar  en  justi- 
ida  como  testigo.  Aquí  volvieron  ¿  aparecer,  en  estas  informaciones,  las  aolemni** 
dadea  rigurosas  y  pueriles  de  los  procedimientos  feudales;  asi  se  permite  al  testigo 
aatoiice  á  otra  persona  para  hablar  por  él.  La  información  se  divide  en  dov  partest 
la  primera  está  consagrada  á  la  declaración  y  la  segunda  al  juramento.  La  depo» 
sieion  del  testigo  era  nula,  si  no  concordaba-  perfectamente  con  los  términos  ea 
que  habla  sido  ofrecida  por  la  parte. 

Bien  diferente  es  la  forma  de  las  informadones  en  las  justicias  de  Iglesia;  no  se- 
encuentra  aquel  formalismo  riguroso,  y  la  información  tiene  lugar  en  secreto  y 
por  escrito.  Ante  todo  la  parte  debía  pedir  la  información  al  Juez  é  indicarle  los 
hechos  sobre  los  que  los  testigos  depondrían;  pero  no  podia  ser  objeto  de  informa^ 
cion  ante  la  Htis  conteataíio. 

Las  causas  de  incapacidad  p«ra  ser  testigo  eran  muy  numerosas.  No  se  permi» 
tiaáunaparte  más  que  presentar  nueve  testigos  sobre  el  mismo  hecho.  ElJues 
interrogaba  á  los  testigos  en  ausencia  de  las  partes: 

En  cuanto  al  efecto  de  la^  declaraciones  de  los  testigos,  estaba  determinado  por 
lo  que  se  ha  llamado  más  tarde  el  sistema  de  las  pruebas  legales.  Hoy  el  Juez  se 
decide  según  su  íntima  convicción:  él  aprecia  las  declaraciones  de  los  testigos  en 
lugar  de  contarlos.  Dos  testigos  no  sospechosos  hacían  prueba  plena  en  nuestro 
antiguo  derecho,  cualquiera  que  fuese,  la  convicción  del  Juex. 

Una  ordenanza  de  Garlos  VI  de  15  de  Noviembre  de  1394  permite  á  las  mujeres 
aer  testígos;  pero  su  testimonio  no  se  estima  lo  mismo  que  el  de  los  hombres.  Du- 
rante nuestro  periodo,  se  prefería  la  prueba  testiflcal  á  la  prueba  escríta  y  se  aá^ 
mitia  aunque  cuando  una  parte  habia  hecho  su  prueba  por  escrito,  la  otra  podia 
combatir  el  escrito  por  testigos. 

A  falta  de  escrito  y  de  testigos,  la  parte  podia  establecer  su  derecho  por  la  con- 
feaioñ  del  adversario,  poco  importaba  que  aquélla  fuese  hecha  por  escrito  d  de  pa- 
labra;.solameate  en  esteültimo  caso,  era  preciso  levantar  acta. 

El  derecho  canónico  no  ba  introducido  el  juramento  en  las  justicias  laicas,  pero 
ha  contribuido  á  librarle  del  formalismo  del  procedimiento  feudal.  En  este  ultimó- 
la fórmula  del  juramento,  la  manera  de  pronunciarlo,  la  actitud  del  cuerpo  y  partí- 
eularmente  de  la  mano  están  minuciosamente  descritos  por  la  ley  ó  más  exacta' 
mmte  por  la  costumbre.  La  fórmula  del  juramento  debe  corresponder  e&aetamen* 
te,  palabra  por  palabra,  á  lo  dicho  por  Uparte  ó  por  el  testigo. 

Todo  este  formalismo  del  procedimiento  feudal  había  dado  también  nacimiento 
á  incidentes,  que  tenían  por  objeto  disminuir  los  peligros.  Los  más  importantes 
incidentes  llevaban  el  nombre  de  cautelas.  Asi,  según  loe  usos  de  la  ciudad  de 
Amiens,  la  parte  podia  demandar  al  Juez  instructor  sobre  la  manera  de  llevar  laa 
solemnidades  prescritas,  y  aun  obtener  un  juicio  que  determinase  las  formalida- 
desporcumplir.  Todos  estos  incidentes  desaparecieron  bajo  la  influencia  del  dere- 
cho caoónico. 

D.  ^/jsM;fo.^TerminadalainstrpccioD,  procedía  el  fallo.  Las  decisiones  de  los 
Tribunales  feudales  se  llamaban  sentencias;  conocimiento,  la  información  judicia* 
ordenada  bajo  la  aíirmacion  de  una  de  las  partes;  consejos,  las  órdenes  del  Tri- 
bunal que  precedían  al  fallo.  Esta  terminología  se  modificó  bajo  la  influencla,de  la 
práctica  real.  Al  Parlamento  de  París  se  le  distinguía  cuatro  clases  de  decisiones^ 
m'ref>ia,judieia^  eouftiltú,  préeeptat  ó  mandata.  Las  arresta  eran  las  decisiones  dictadas 
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«n  la  Cámara.  iudieUi,  las  dictadas  á  consecuencia  de  una  instniodon  por  escrito 
ú  de  una  infonnacion  hecha  por  un  Juex  Comisario.  Consiliat  las  que  ordenaban  un 
apuntamiento  páralos  negocios  que  no  se  encontraban*  todavia  en  estado  de  ser 
juzgados.  Preeeptm  ó  mandaUt  á  las  órdenes  que  el  Parlamento  daba  á  sus  juiisdieeio- 
nes  inferiores. 

El  derecho  canónico  no  exige  que  las  sentencias  seap  motivadas,  á  manos  que 
no  exista  una  razón  particular,  y  bajo  su  influencia  probablemente  nuestros  an- 
tiguos  Tribunales  de  justicia  perdieron  la  costumbre  de  fundar  susdeéisiones. 

Bn  cuanto  al  contenido  de  los  fallos,  variaba  naturalmente  hasta  el  infinito, 
según  la  naturaleza  de  los  negocios.  Habia  asi  en  las  sentencias  condenas  ac- 
cesorias, tal  era  la  de  las  costas,  condena  que  fué  desconocida  en  el  procedimiento 
feudal- 

B.  Las  viM  de  los  reews&s.—hoB  medios  de  los  recursos  estaban  en  los  comÍ«izoB 
lie  su  organización  durante  nuestro  periodo. 

Se  sabe  que  en  caso  de  denegación  de  la  justicia  del  señora  el  vasallo  t^nia  el 
derecho  de  quejarse  y  de  llevar  su  querella,  al  señor  inmediatamente  superior,  pero 
no  se  trataba  de  una  apelación  verdadera.  Lo  mismo  la  antigua  querella,  conodda. 
bajo  el  nombrado  apelación  de  falsa  sentencia,  que  en  realidad  era  una  provoca- 
ción al  debate  judicial,  el  apelante  sostenía  que  la  solución  de  tal  Juez  6  del  Tribu- 
nal era  falsa.  FiSta  acusación  podia  hacerse  contra  uno,  varios,  ó  todos  los  que 
oomponian  el  Tribunal.  Era  preciso  que  fuese  lanzada  en  el  momento  mismo  en 
que  se  diera  el  aviso,  la  sentencia  pronunciada,  y  el  acusador  debía  hacer  el  ofreci- 
miento del  combate  y  la  remisión  de  la  prenda  de  batalla. 

La  condición  de  los  siervos  era  mucho  mejor;  pues  se  les  reoonoce  elderecho»  no 
sólo  de  pedir  justicia  al  Tribunal  de  su  señor,  sino  de  impugnar  las  sentencias  in- 
justas de  éste  en  el  Tribunal  inmediatamente  superior;  se  le  permiiia  ó  acusar  al 
señor  de  falso  ó  limitarse  á  demandar  la  corrección  de  la  sentencia.  Bn  ambos  ca- 
sos el  negocio  ante  el  Jefe  superior,  no  por  medio  del  combate  judicial,  sino  por  el 
procedimiento  ordinario;  solamente  en  el  piimer  caso,  si  la  parte  sucumbía,  era 
condenada  á  un  castigo  más  fuerte  que  en  el  segundo  caso. 

El  procedimiento  ante  los  Tribunales  de  apelación  era  oral  y  escrito. 

La  oposición  y  las  vías  de  recursos  extraordinarios  existen  apenas  en  germen 
di^rante  este  período.  La  Ordenanza  de  1302  en  su  art.  12,  reconoce  que  en  ciertos . 
casos  seria  justo  corregir,  retractar  ó  anular  las  sentencias;  y  añade  que  cuando 
dé  lugar  á  corrección,  interpretación  ó  revocación  un  fallo  del  parlamento,  este 
derecho  pertenecerá  al  rey,  á  su  Con6€  jo  ó  á  la  mayor  parte  de  su  Consejo.  Bste 
texto  era  muy  vago.  Asi  una  ordenanza  de  1344  de  Felipe  de  Valois  le  completa  y 
le  precisa.  Según  esta  ordenanza,  la  interpretación  ó  retractación  de  las  senten- 
cias debían  ser  dirigidas  al  Consejo  del  rey.  Si  aquél  las  juzgaba  dignas  de  ser  to- 
madas en  consideración,  el  negocio  era  enviado  al  parlamento;  el  rey  con  la  cófte 
reformaba  su  propia  sentencia. 

F.  Las  vias  de  ejecución.— Cutaiúo  el  que  perdía  no  se  ejecutaba  voluntariamente 
en  los  plazos  del  aviso,  comenzaba  entonces  la.ejecucion  forzosa.  Se  enviaban  desde 
luego  alguaciles  á  Casa  del  deudor.  Si  á  pesarde  esto,  el  deudor  no  pagaW,  soiem- 
bargaban  y  vendían  suoesivamente  sus  bienes,  primero  los  muebles  y  si  eran  éstos 
insuficientes  los  inmuebles.  Guando  el  pasivo  del  deudor  excedía  al  activo,  se  pa- 
gaba preferentemente  á  los  acreedores  privilegiados,  después  á  los  hipotecarios  j 
el  resto  se  dividía  entro  los  demás. 

h.^£l  procedimiento  francés  bajo  el  periodo  de  la  Monarqtúa  absoluta  hasta  la  ordenanz 
delfm, 

A.  Caracteres.— IjSS  fuentes  del  procedimiento  francés  en.  este  periodo  son  las 
mismas  que  en  el  anterior  j  el  derecho  canónico  y  las  ordenanzas  reales.  Tero    : 
como  en  aquél  la  in  fluencia  del  derecho  canónico  fué  predominante,  en  éste  so  n  las 
ordenanzas  j*eales  las  que  desempeñan  el  principal  papel. 


2M 


1KEYI8TA  DE    LEeiSLACION 


B.  ProeeéHtiáenioUbred€itieiieñt€8.-'E\  emplazamiento  por  los  pares  draapareoe 
como  el  juicio  de  éstos.  Sólo  por  excepción  los  pares  de  Francia  estaban  asignado» 
anto  el  parlamento  por  cartas  del  rey.  Salvo  este  easr,  se  establece  en  prinelpio- 
quelaasig'nacion  se  baña  por  ugieró  por  alguaciL  Durante  largo  tiempo  los 
ugieres  no  podían  ejercer  sus  funciones  sin  ud  permiso  ú  orden  del  juez.  Se  sabe 
que  en  Inglaterra,  ha  sido  siempre  necesario  hacerse  autoriiar  por  el  Tribunal  á 
donde  apelaba  su  adversario  en  justicia.  Pero  en  Francia  este  permiso  de  asignar 
era  tonidocomo  una  medida  puramente  fiscal,  ad  enueanáas  pectniM,  como  decia 
Dumoilin.  \si  se  libra  en  buena  hora  de  las  pequeñas  justicias.  Alli  se  decía,  el 
ngier  tiene  la  comisión  en  su  manga.  La  ordenanza  de  1867  suprimiólas  comisiones 
del  ugier  en  todos  los  juzgados  reales  interiores. 

Hasta  el  siglo  xiv  las  dos  partes  estaban  obligadas  á  comparecer  en  persona  ó 
por  medio  de  mandatario  ante  la  justicia-  Kste  uso  se  modlAcó  insensiblemente. 
Por  un  edicto  de  15*75  se  establecen  en  las  justicias  reales  escribanos  de  presenta- 
ción, á^os  coales  bastebapresenterse  y  hacerles  conocer  el  objeto  del  proceso. 
Según  la  ordenanza  de  1667,  el  defendido  esteba  obligado  á  declarar  su  constituí 
cion  de  procurador  y  de  hacerle  conocer  en  seguida  al  actor. 

A  consecuencia  de  las  presentaciones,  se  llega  inmediatamente  en  los  antiguos 
tiempos  al  procedimiento  oral;  pero  biyo  la  influencia  del  derecho  canónico^  la 
práctica  introduce  escritos  que  fueron  definitivamente  organizados  por  la  ordenan- 
za de  166nf. 

En  el  nuevo  procedimiento  francés,  después  de  la  presentecion  al  jefe,  el  de- 
mandante debe  comunicar  su  demanda  redacteda  por  escrito  al  demandado,  pero- 
esta  comunicación  tiene  lugar  de  procurador  á  procurador. 

A  la  demanda  escrita  se  acompañaba  la  comunicación  al  escribano  de  las  piezas 
que  debían  servir  de  medio  de  prueba.  A  la  demanda  seguía  la  contestación;  á  ésts 
el  escrito  de  réplica  del  demandante  y  después  el  de  duplica  del  demandado. 

A  todo  este  procedimiento  escrito  era  ageno  el  juez.  Su  fin  esencial  era  precisar 
el  punto  litigioso  entre  las  partes  para  preparar  asilas  medidas  de  instrucción  y 
los  abogados.  Para  llegar  á  la  audiencia,  la  parte  más  diligente  hacia  escribir  al 
escribano  el  negocio 

G.  Incidente.— Los  principales  incidentes  son  los  que  conciemen  á  la  compare- 
cencia de  las  partes,  Jos  que  se  refieren  á  la  prueba  y  los  que  modifican  el  fondo  de 
la  contestecion. 

Laordenanzadel66nr  decide  de  una  manera  rigorosa,  que  en  adelante  bascará 
nna  sola  asignación,  y  que  podrá  siempre  tomarse  los  defectos  sobre  el  fondo.  Asi, 
si  el  demandante  no  se  presentaba  al  espirar  el  término  del  emplazamienlo,  óbien 
no  daba  copia  de  ^os  piezas  en  el  plazo  fijado,  O  no  se  presentaba  al  abogado,  el 
defendido  podia  dirigirse  por  defecto  contra  él;  y  reciprocamente  cuando  el  deman- 
dado no  habia  nombrado  procurador  en  los  plazos  fijados  por  la  ley. 

La  ordenanza  de  Moulins  decide  en  el  siglo  xvl  que  en  adelante  la  prueba  por 
escrito  formará  la  regla  y  la  prueba  por  testigos  constituir   laexoepeioa. 

Una  ordenanza  de  1499  de  Luis  XII  exíjala  al  demandante  jurar  sebre  los  Evan- 
geliyjs  que' el  creia  su  demanda  verdadera  y  el  defendido  debía  jurar  contra,  cada 
articulo  de  los  escritos  del  demandante  Otra  ordenanza  de  15^,  de  Francisco  I 
derogó  este  sistema  de  respuestas  obligatorias  y  establece  á  favor  de  las  partes  la 
facultad  de  hacerse  interrogar  respectivamente  sobre  hechos  y  artículos.  Esta  úl- 
lima  ordenanza  quería  que  la  parte  prestase  juramento  antes  de  ser  interrogada; 
ta  de  1&37  ha  suprím  do' este  rigor.  En  caso  d'^  que  una  parte  se  negase  á  compare- 
cer ó  á  responder,  su  silencio  valla  como  confesión .  El  Código  de  procedimiento  ha 
decidido  que  en  semejante  casóse  atienda  á  loshechos  y  ha  suprimido  el  jura- 
mento. 

E.  Vías  de  recursos,— 1.bb  vías  de  los  recursos  ordinarios  contra  las  sentencias 
son,  en  nuestro  derecho,  la  oposición  y  la  apelación. 
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La  ordenanza  de  1661  limita  ei  dereeho  de  apelar  á  diez  años.  La  apelación  se 
liaoia  por  declaración  al  escribano  ó  de  viva  voz  á  la  audiencia.  Debía  fundarse  so-- 
bre  la  ii^usticia  de  la  sentencia  en  el  ñmdo. 

La  oposición  como  )a  apelación  producía  efecto  suspensivo.  Ambas  eran  recur- 
sos ordinarios;  la  súplica  civil  y  la  casación  ^ran  porel  contrarío,  de  una  natura-* 
leza  ezcepdunal.  La  súplica  civil  tiene  su  origen  en  ]tipropo8icUm  de  error  admitid» 
desde  principios  del  siglo  nv  contra  los  fallos  de  los  parlamentos  bajo  pretexto  de 
que  la  decisión  dictada  adolecía  de  error.  La  súplica  civil  sólo  se  admitía  contraía. 
decisiones  en  última  instancia. 

La  súplica  civil  deb^a  ser  formada  en  el  plazo  de  tres  meses  ó  én  efáe  seis»  se- 
gún que  se  tratase  de  un  Juicio,  de  un  presidial  óde  un  fallo  del  parlamento. 

P.  De  algunos  proeeáimien^os  esfeeialet.-^Pwti  las  acciones  posesorias  existia  un- 
procedimiento  especial.  El  defendido  debía  comparecer  en  breve  plazo,  y  la  prime- 
ra asignación  era  perentoria;  no  se  admiten  excusas. 

Para  ejecutar  una  sentencia,  era  necesario  expedir  la  orden  revestida  de  U  fór- 
mula ejecutoria  y  era  entregada  á  nombre  del  juez  que  babia  dictado  la  sentencia 
á  méncs  que  se  tratase  de  un  fallo  de  una  corte  soberana;  en  este  último  caso,  se 
daba  á  nombre  del  rey  la  orden  de  ejecución. 

Losideudores  insolventes  y  de  buena  fé  podían  obtener  el  beneficio  de  cesioik 
que  les  hacia  eludir  del  arresto.  Otras  veces  cartas  del  rey  paralizábanlos  derecbda 
de  los  arreMores.  De  estas  las  más  exorbitantes  eran  las  letras  «de  estado*  que  fue- 
ron eoneedidas  por  primera  vez.  en  tiempo  de  Felipe  el  Hermoso  A  los  servidores  mi-^ 
litares  del  rey ,  y  que  obligaban  á  los  acreedores  de  estas  personas  á  suspender  la  eje- 
cución contra  ellas  durante  mucho  tiempo.  Para  cortar  los  abusos  á  que  daba  lugar 
este  privilegio,  Luis  XIV  estableció  que  estas  letras  únicamente  fuesen  concedida» 
á  los  altos  funcionarios  y  que  suspendiesen  las  acciones  de  los  acreedores  por  seia 
meses  alo  más. 

E.  Olabs. 


NOTICIAS  BIBLIOGRÁFICAS 

Études  sur  les  Institutlons  politiquea  et   administrativos  de  la^ 
Franco,  por  Jí.  Jules  ranti/*.— Cuaderno  I.— París,  1881. 

Es  esta  una  obra  de  gran  interés  por  su  triple  carácter  histórico,  legal  y  políti- 
co; y  aunque  de  ella  no  puede  formarse  juicio  completo  porque  sólo  el  primer  cua- 
derno es  del  dominio  pdbDco,  el  nombre  del  autor  y  el  mérito  excepcional  de  la 
parte  publicada,  permiten  asegurar  desde  luego  que  la  historia  y  el  derecho  polí- 
tico de  Francia  podrán  de  hoy  en  adelante  estudiarse  con  fruto  en  un  libro  más»- 
Un  ligero  extracto  de  las  materias  que  este  primer  cuaderno  trata,  demostrará 
que  no  es  parcial  ó  aventurada  nuestra  opinión. 

Estudiase  en  él  la  constitución  política  de  Francia  durante  el  periodo  merovin. 
gío;  la  sucesión  al  trono,  las  minorías  y  mayorías  de  los  reyes,  el  poder  legislati- 
To  y  ejecutivo  de  éstos,  su  gobierno,  el  poder  judicial,  la  Hacienda  y  las  relaciones 
entre  la  Iglesia  y  el  Estado.  Respecto  á  la  administración  de  justicia,  afirma 
Mr.  Tardif  que,  establecidos  los  franco-salios  en  las  Gallas  y  fundada  la  monar- 
quía mero vingia,  todos  los  habitantes  del  país  pudieron  regirse  por  sus  propias 
leyes;  pero  al  mismo  tiempo,  y  sin  derogar,  por  consiguiente,  aquéllas,  introduje- 
ron radicales  cambios  en  la  organización  judicial,  en  el  nombramiento  de  los  Jue- 
ces y  en  el  ejercicio  de  las  varias  jurisdicciones.  Los  Jueces-debían  elegirse  en  ca> 
da  distrito  entre  los  habitantes  del  país  con  objeto  de  que  quedaran  afectos  sus 
bienes  raicep  á  las  responsabilidades  en  que  pudieran  incurrir  por  abuso  de  sus 
atribuciones.  Ya  en  estos  tiempos  perdió  la  pena  su  carácter  privado  ó  de  vengan- 
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za  personal,  y  los  iaecea  persegfaian  de  oficiólos  delitos.  Aunque  según  leyes  de  Is. 
Iglesia,  aceptadas  por  los  monarcas,  los  eclesiásticos  no  podían  star  juzgados  por 
I09  tribunales  ordinarios,  en  asuntos  criminales  los  clérigos,  cuando  su  culpabiU- 
<lad  era  evidente,  debian  comparecer  ante  los  Juzgados  civiles,  permitiéndose  al 
Obispo  asistir  al  juicio.  Si  surgía  algún  pleito  entre  individuos  que  dependían  de  la 
Iglesia  y  del  rey  ó  un  señor  laico,  juzgaba  un  tribunal  miUo  donde  estaban  repre^ 
sentados  el  obispo  y  el  señor.  En  los'edictos  de  los  reyes  francos  hay  además  disposi- 
«iones  que  revelan  todo  el  empeño  que  aquéllos  ponían  en  protegerá  sus  subditos; 
tales  son  laaque. tienen  por  objeto  dar  garantías  á  la  autoridad  paterna;  asegurar 
los  derechos  de  los  propietarios  reglamentando  los  usos  relatívos  á  la  preserip- 
«ion,  y  amparar  los  intereses  de  los  menores  cuyos  padres  contraían  segundas 
nupcias.  Sin  embargo,  en  aquellos  primeros  siglos  de  la  Edad  media  en  que  era 
tan  escasa  la  cultura  y  tanta  la  ))arbárie  y  tan  valiosa  la  fuerza,  las  leyes  que  tes- 
dian  á  proteger  al  desvalido  rara  vez  se  cumplían  y  cayeron  por  fln  en  desuso.  Sn 
ilerecho  penal,  los  edictos  reales  condenaban  el  privilegio  germano  que  hacia  solí, 
darlos  en  la  venganza  y  en  la  pena  á  los  individuos  de  una  misma  familia,  y  se 
reprimían  con  severidad  los  robos  en  cuadrilla,  organizándose  un  servido  espeeii^ 
para  perseguir  á  los  malhechores.  Los  mismos  monarcas  oían  á  sus  sübdit08.y 
sentenciaban  en  las  reuniones  del  llamado  Tribunal  de  Palacio,  Jurisdieeion  ex- 
cepcional, en  que  la  voluntad  del  principe  lo  era  todo  Solían  tomar  en  él  asiento 
obispos,  optimates,  duques,  condes,  etc.,  presididos  por  el  rey,  y  era  él  conde  Pa- 
latino quien  resumíanlos  debates  ü  opiniones  y  formulaba  la  sentencia  en  nombre 
del  soberano.  Este  Tribunal  conocía  no  tan  sólo  de  aquellas  cuestiones  que  por  su 
importancia  debian  someterse  al  rey,  sino  de  todas  las  que  éste  decidiera,  eoali- 
<iuiera  que  fuese  la  condición  de  las  partes  y  el  objeto  del  proceso.  Finalmente,  eH 
monarca  solía  intervenir  también  en  actos  de  jurisdicción  voluntaria,  pues  cual- 
quiera podía  dirigirse  á  él  para  que  resolviera  cuestiones  sobre  partición  de  bie- 
nes, herencias,  donaciones,  etc. 

Introduction  historique  au  droit  romain,  por  M.Alphome  Ritfier.— Según- 
da  edición.— Bruselas,  1881.— Un  volumen  en  8*. 

La  primera  edición  de  este  libro  se  publicó  en  18T2,  y  desde  entonces  fué  obra 
predilecta  de  los  romanistas  para  el  estudio  histórico  del  derecho.  Divide  el  autor  la 
historia  del  derecho  romano  en  cuatro  periodos;  los  Reyes,  los  Cónsules,  los  Em- 
peradores paganos  y  los  Emperadores  cristianos;  en  cada  periodo  trascribe  y  co- 
menta los  principales  textos  de  ley,  y  termina  con  un  apéndice  sobre  la  historia 
del  derecho  á  partir  de  Justíniano  y  una  reseña  literaria  y  biográfica  de  los  roma- 
nistas de  todos  los  países.  En  la  segunda  edición  se  han  impreso  además  los  dís- 
cursos  universitarios  pronunciados  por  el  autor  en  1874  y  18^,  discursos  rniiy  im- 
portantes porque  en  ellos  Mr.  Rivíer  se  ha  propuesto  refutar  los  argumentos  adu- 
cidos contra  el  derecho  romano.  Hace  algunos  años  que  en  los  pueblos  latinos,  y 
muy  particularmente  en  Francia,  se  nota  marcada  tendencia  contra  el  estudio  de 
esta  rama  del  derecho;  los  abogados  jóvenes,  sobre  todo,  piden  unos  la  supresión 
en  las  facultades  de  las  asignaturas  de  derecho  romano;  otros  no  tan  extremados, 
la  reducción  de  cátedras  ó  de  cursos.  Mr.  Rivíer  combate  esta  tendencia:  hace  ob- 
servar que  en  los  pueblos  latinos  impera  todavía  el  derecho  romano,  y  que  el 
germanismo  ha  dejado,  relativamente,  escasas  huellas  en  la  legislación,  y  va 
presentando  en  demostración  de  sus  asertos  la  semejanza  y  á  veces  identidad  que 
existe  entre  el  derecho  romano  y  el  moderno  en  materia  de  obligaciones,  sucesio- 
nes, paternidad,  etc. 

La  obra  de  Mr.  Rivíer  satisface  cumplidamente  á  los  más  exigentes  romanistaa 
y  justifica  la  muy  favorable  acogida  que  ha  merecido. 


/.  •■  . 


.-i     ti." 


i    .       1 


CUESTIÓN  LEGAL. 


¿Caduca  el  hgaio  de  especie  por  la  venia  de  lit'coia  lepada; 

^hecha  sin  necesidadpor  el  testador  después  dé  otorgado  et  teita^ 

mentoí  ..*•■■  ■•í     ^^'ñ^i 

iEstá rüffenté  la  íef  2%  Ut.  ^yiiV.  iií  del  FuefoRfáfí^ '      ■  ^^ 

iCuát  es  el  recto  sentido  que,  según  la  ciencia  del  derecha,  et 

propio  de  las  leyes  17  y  40,  tit.  ix,  Part  6*? 

*         . .  -    « 

ANTECEDENTES. 


Dóh  B.  M.,  rico  industrial  de  Madrid,  falleció  en  9  de  Oc- 
tubíe  de  1879  en  estado  de  célibe,  dejando  consignada  su  úl- 
tima voluntad  en  nn  testamento  nuncupatlvo;  que  había  otor- 
gado en  8  de  Agosto  de  1863  y  en  una  Memoria  hecha  en  15 
de  Marzo  del  mtemo  afio  en  que  acaeció  su^muerte.' 

En  el  testamento  habia  instituido  por  únicos  y  universales 
herederos  á  sus  sobrinos  Don  E.  y  Doña  L.  S.  O.  y  M»,  hijos 
de  su  difunta  hermana  Doña  J. 

TÁú  la  Memoria  hábiá  hecho  muchos  legados^  siendo  el  más 
importante  para  su  sobrina  y  heredera  Doña  íi.,  y  otros  tam^» 
bi^  de  cuantía  á  sus  expupilos  Don  M.  y  Doña^  J^-  O.,  y 
Don  J.  L.  ' 

El  Sr.  M.,  como' no  es  raro  que  suceda  á  célibes-  de- sus 
eircanstancias,  habia  sido  tutor  y  curador  de  bastantes  aieno- 
res*,  hijos  de  familias  amigas  suyas,  aúnqtie  de  eíicasa  fortuna. 

Los  dos  primeros  legatarios  vivían  en  compañía  del  testa*» 
'dor,  y  ademálSí  la  Doña  J.  G-.  venia  prestándole  el  muy  especial 
servicio  dé  tener  á  su  cuidado  á  la  niña*  L.  que,  segiiíi"«e'ha 
dicho,  era  su  sobrina  y  heredera.  Así  lo  dice  el  mismo ' testa- 
•dor  en  la  Memoria.  Bespécto  á  su  expupilo  Sr.  L. y  noconsta 
^n  la  cláusula  razón  alguna  análoga  á  las  qtieee  *ajcabán  de 
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indicar  que  hubiese  determinado  la  voluntad  del  Sr.  M.  para, 
favorecerle  con  el  legado. 

Este  consistió  en  un  edificio  sito  en  la  calle  de  Mira  el  Sol, 
que  habia  servido  al  testador  de  almacén  de  maderas  hasta  P 
de  Enero  de  IST^,  en  '^e  ^e  ^í6  definitivamepte  de  baja  en  el 
gremio  de  madereros.  Por  esta  circunstancia  puede  afirmarse 
que  cuaivio  dos  meses  después  hizo  su  Memoria,  la  finca  que 
legó  al  Sr.  L.  era,  de  todas  las  de  que  allí  dispuso^  la  que  me^ 
vm  vitilidad  le  reportaba. 

Le  legó  taxQbíei;i  en  l^  misma  cláusula  cuanto  á  su  fallecí: 
miento  L.  le  debiera,  porque  es  de  advertir  que,  al  Uegar  és^ 
á  la  ma^cor  edi^d,  fl|u  antiguo  guar<jlador  le  habla  prests^lQ  en  30 
4e  Octubre  de  1862  la  cantidad  de  89.277  reales  ps^ra^  mQntar 
un  establecimiento  de  óptica  é  instrumentos  de  matemáticaSjr 
habiéndose  formalizado  el  préstamo  por  escritura  pública  de  6 
de  Agosto  de  1863,  en  1|bi,  ^al  L.  se  obligó  á  abonar  al  Sr.  M. 
el  6  por  100  de  interés  anual,  dándole  también  en  garantía  el 
mísmjo  establecimiento.  Y  9i  bien  en  tiempos  ppst^ríor^  el 
deudor  h^^bia  pagado  algunas  cantidades  á  cuenta  de  los  inte^ 
reses,  ni  los  había  satisifepho  todos^  ni  menos  había  devuelto 
et  oapital;  adí  es  qu^  habiéndose  liquidado  el  préats^o  al  fa- 
llecimiento del  acreedor,  resultó  importar  el  legado  de  la  deu- 
da ]  42;9a2  reales  36  céntimos. 

Bo4>  B.  M.,  seis  meses  después  del  día  eA  que  hi^  la  M,e* 
moría,  ó  sea  en  21  de  Setiembre,  de  1879,  vendió  á  su  antigua 
dependiente»  y  á  la  sazón  ya  su  amigo,  Don  G.  H.^  el  alma* 
een  que  en  la  M)emoria  había  destinado  al  antiguo  pupilo.  ^L 
precio  de  la  venta  fueron  IdO.OOO  pesetas,  sin  embargo  de  que 
desde  1866,  en  virtud  de  tasación  hecha  entonces,  ve^ia  ñg^-»^ 
rando  en  sus  balances  é  iuventa^ioaporla  cantidad  de  810,590 
realee. 

» 

Ea  de  advertir  que  cuándo  el  Sr.  M.  hizo  la  venta,  tenía 
en  cuen^ta  corriente  en  el  Banco  de  España,  y  por,  lo.tapto  sin 
quelf  produjera  interés,  la  cantidad  de  420.000  pesetas  que 
conservó  en  idéntica  situación  hasta  su  fallecimiento;  maseata 
oantidad  no  se  aumentó  pgr  consecuencia  de  la  venta,  ni  íslvpl*^ 
poooi  consta  q^e  hubiese  conservado  en  otra  parte  el  pirecio* 

Bsti  i^obado  que  el  testador  profesaba  especial,  afecto  á  sm 


es  ñe  harina»  ^ñ  Maáridi,  le  nofiil»r<9  «dmíimittfaídtNr'dci'evhiIillep 
dríAéntó^  con  el  aneldo  de  SOOOrealés,  crqro  Gft#g»  bontimné 
defleíxrpeñandó  L.'hasta  la^  nínevte  ded  Sr^  M.  Bs>  ao-oUitatite; 
de  haeerse  constar  qne*  erl  afecto  ¿e  M>  á  L . '  se  pvobó^  poi'  hé«- 
ehos  anteriores  á  la  renta  del  almaeeny  si  %ieii  tabocpoct»  <^iista 
que  desde  la  feehfa  de  la  Memeria  liasia  la  niaerte  del-  testa* 
dor  liobíése  mediada  entre  ambb»  dis^tr^to  ni  difeveoiitta^  ^ 
^na.    • 

L.  reclamó  en  detnanda  ordinaria  á  los  herederos  la  entren 
ga  dé  las  150000  t>eseta8  en  q«^  el  té0tadoÉ*'hábia'  vendido  la 
cosa  legada,  oponiéndose  los  heiredef o»  á  dstá  reclamación^ 
porqae  entendían  qne  por  tal  irentá  hibia*  caducado  el  legado. 

El  Sr.  Juez  de  prípiera  in^t^Aciadel  distrito  4^  la*  Inclusa 
de  Madrid  absolvió  á  los  herederos,  fundándose  en  la  ley  2*, 
titule  V,  librb  m  áél  Fuero  Beal',  y  en  la»  17  y  40,  título  ix, 
partida  6^.  Más  la  Sala  segunda  dé  lo  oiiril  de-la  Audiencia  de 
eete  distrito  revocó  tal  sentencia,'  y  lea  condenó  á  la  entregfa 
de  la  cantidad  reclamada  y  sus  intereses' desde  la'c6ntéstacioá 
¿la  demanda,  fbndándose  precisamente  en  qué  la  ley' del 
Fnero  Real  no  cdnetába  qus  estuviese  vigente,  porque  no  se 
había  probado  especialmente  su*  uso  y  obswvánciá,  y  en  que, 
según  las  mismas  leyes  de  la  partida  6*,  que  servdaií  de  fun* 
dámento  al  folio  de  prinierá  instameia^  dbl^a,  por  el  contrario^ 
considerarse  subsistente  al  legado,  y%  que  no  habiim  los  hch 
rederos  probado  por  hechos  concretos  el  cambio  de  la  volün^ 
lad  del  testador. 

Los  herederos  han  interpuesto  recurso  dé  casación,  fun« 
dándolo  én  que  es  un  error  en  que  entienden  qde  ha  inbarrido 
el  Tribunal  dé  segunda  instancia  no  conaiderar  vigente,  y 
haber,  |lor  esto,  dejado  de  aplicar  al  cato  <tel  pleito  la  ley  2*. 
título  V,  lib.  iii  del  Fuero  Real>  y  en  que  'e»  tambim  e^rróaea 
la  inítérpretack^n  que  se  ha  dado  en  la  senibe^eiá  á  ha  leyes  17 
y  40,  tít.  IX,  partida  6*. 

El  Tribunal  Supremo,,  etiande  faUe  este  réeuvÉo,  h&brá  de 
Éjai^  pata  el  porvenir  el  recto  sentido  deldeteche  vigente  eu 
España  sobré  la  importante  cnés^^ecü  debaitiídá  enl  el  pleito*^  Al 
hacerlo  prestará  un  gran  servieiO'á'  la  ciencii>  résfdvieado' ia 


99fí  BEyiiiTiiti>E/i»»at0$/AciON  / 

in^iteiici» 'que  la  lé^  1^^  .tít^i]i¿|[i7iii4[e][^Oi;df^a2pjeAtq49{AJ^^^ 
éayé  enloe  ctoBtinoa  de^Ffi&roiBeal  (jqii^f ^<qxt¡izá0JÍa.má%j^|(r 
mbsa^  dé  la»  peiiaff  ^íjucHelnlial tan  la  glof  toia*  cc)r<^ii^  adjudicada 
pof  hi'bistófía  á^D..  AIcMBtíK)  ^A  Sabio)  ji  eAél  •iqf^^;acil^alm^^t^  ^ 
ea^cterlegaLy  la.  faiM*za  obligatoria  de  tau  célebce  código;,  y 
00  será  menor  oL  sectieio  qtie  «la  <  jurispr^ei^ia  puede;  recibir 
8i  (coiimo  6S>de  esperar  del  lii>.THbQQal'  que/  como  «I ,  $^premo, 
debe  preparar  sus  decisiones  con  un  estudio  proporciona4o  á 
stt  trascéiMtental  iiiipottauoia)  la  interpiretaci^u  que  baya  de 
hacérále  de  las  ídofeiieJreM^  la  partida  6*^  ^1^  -iq^b.  .ftdecuada,  & 
las  ittáxiibas'  de^la  Heffmeiii^tica.y  á4a  yezrla  jnás. conforme 
coü  las'téonCas  qiie  la  cdeiiQia  pi?ofesa  sobr<e  Is^ jnajife^. .  . 

'.        /  ' '    COÑSIDEfeiclONES  GENEIÍALE8.  '•  *      " 

'■  '"•  '  '■  ^     -'i  ,-■  -i »;  •..•,  i  V.-:  i-   ■  '.    ■    f ,-.  .  •,  . 

El  respetable^ jupitfconsuJto  sd^rfeo^oride.  OoQ  J.  ti.^  JL^ieen* 
ciado* López /de  iSaj^redo^  opida  ^xx^^e»  can^trad'iuef^  sentíia 
aftnxíar>qab  toda  énaji^aaí^i^a  de  la  cos.a  ílegad^  prp^tiGe  la^ca^ 
dncidad dell'egado elipeoifieó.  ;  >'       •     >    ;    ' 

'  El  lélarlEido  defensor  de  lod  berederosde  Bon  B,.  ML  opina» 
por  el  coijitrario.^  que  de  consuno  larazou  y  la  ci^njpJLa^Qoade- 
nan  laopinicm.deaqiíel  juriac0ssu;lto.    '  %  1  >-  :  t:\  i 

Parik  demostrarlo  e;3  necesario:  estudiar  el  d^eGbo;:con  el 
carácter  racional  que  tie^é  en  los  ti^mpos  m^deirnos^  sin.reeor- 
da^la  envoltni^a'simbólieay' formularia  d.e  que' no «e  despren- 
did  bompletamentehasfta  la  época >  de  Justiiniano^  .no  sin-  que 
aun  conservase  algunas  reminiscencias  de  esta  em^pltunrfi  ea 
los  siglos  pesterickrest ;  ,,  ■  ■■'    ¡o  '  -  > 

'  La  ley  >ciyil, ;  inspirándose  e^  el  dogma  consolador  «de  If^ ,  in-> 
mortalidad  delalma^  setincUna  respetcíosa  ante.la  úUim.a'TO- 
Idtítaddel  hokzibreconaigiiada  eU  autestan^e&to^  ^por^fie;  pre- 
sume* que;  cuánto  ordefi<{  oslo  que  :defKle  la  SQprema  región 
que  está  más  alládeliSf^ulcro  oontii^úta  queriendo  que  se  cum- 
pla. Si  todo  el  hombre  muriera  cuando. "aibandonja.su.frágil  j 
tefrrenál  existencia,  iiO)habriaarazoa  para  exigir  que  la^Jey.  res- 
petase é  hiciera  enmplii^,  a^:  Qa>  ^su  propio  nomb^e>  siíjio..  en  el 
dál  tentador,' las  dtói^oeliiíio&ejStddaqvQlcayQ  espíritu  t^^^ien 
hábiá  pereoide  al(perd0erísú;>'GilerpOi 
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Mas  'estamisftH)  dernt^esIM^Be^^ 'tidftK^Miktád^OQci&lyCke^ 
téátaiáébtó  sa  ré  Volubilidad  mi4titTti»n)o»\íég9L,  eltltiipo.  íds^ 
iii3f^'9e  lá  Vida  dé  qofeil  lo  *otor^,  baste  «el  ¿paíUo  ^  d»  que  nj 
átl^íi^iSste'pinédie  ^entrnciíar  él  detecb^>  de  f eftrikiarla.<S  revoearlo 
Mentiras  viVa,  ya  qué  lo  qoe  en '^IdrdQDífr  no  Jboi  detcamplifse 
sino  después  qtié  deje  de  hablaren  la  tienra;  ^A 

"'  <-i:  '•  -<'■'  '•;•  •-.■•'  •.¡■'^'T  "~: — ''\  ■  i'"  '  j  ,  •  .,;•  i ... '.;; ,  í 
JSs  el  testamento  lá  ley  qtie  ^1  honrbí^  promulga'  dispbniíenv 
do  para  desjpiíes  desús  diasde  8úp!*opio'^e>».'Y-tan  respetable 
y  sá'gradd'comó  és  en  todó'ld  que  Wftpécto>  á  la  dflspcisieiQn  del 
%V^ 'del  'testador  cór^eneVtánUi^ficiaíí  y  'baldío  ileiíá  baanto 
contenga  dteponíéndó ' del  dien  ajeiidr.  .  ?  ;  .  *  . ,  -  .  -.  . 
La  ley  reconoce  que  el  hombre  puede  disponer  de'  lo  suyo 
aun  para  cuaindó  esté  más  allá  del  sépúloro,  pero<  ^o  consiente 
qué  disponga  dé  ió'qtie  es  de  los  dfefmás;  í      •  .  . 

;  ^sté^es  el  fuD:dáme¿to  de  lámáitíma  dratífloa-que  tíñttúk 
qué  no  débé  supbnerserque  el  hombrejal  ordeñar  si;  iestamea- 
tó,  ha  querido  disponer  mate' que  de  ió  que 'ítírriíase  pártele  sin 
caudal.  *  ■  '  • 

""'  ¿Se  bpotie  á  esta  máxima  lá  valídeá  generalmente  recono- 
cida del  legado  dé  cosa  ajena?  No,  ciertamente;  Obi^vese  que 
este'legado  no  es  rálido  sino  cuando  consta  que  el  testador  «a^ 
bfa'qúie  nó  era  isuya  la  odi^'  qW4egaba;  y  atU'  en  tal  caso^  eu 
^ñéáciA  y  efectos  sotf 'suiátatídiatmente  diversos  dé  ios  que  cor- 
responden al  legado  de  cosa  propia  M  testador  tegal«i<x)sa 
ajena  con  la  tácita  condición  de  que,  por  la  adquisición  que  de 
éRa  haga  el  heredero,  venga  á  formar  padrte.de  bu  catidal  para 
ser  después  entregada  al  legatario;  y  si  esto  ncllega  á'  suoe« 
der,el  legado  cambia-  ipso  jl^e  de  objeto^  conVirtiiéiidose  en 
legado  de  cantidad^  <5  sea  del  Taloi*  dé  la  cosa  que,  por  no  ha*- 
ber  entrado  en  el  caudal  del  testador,  no  ha  podido  llegar  á  ser 
objeto  dé  una  disposición  testamentaria  eficaz. 

¿Pero*  desde  qué  tiempo  es  necesario  para  la  eficacia  del  le- 
gado qUe  la  coáa  legada  forme  parte  del'  caudal  del  testador? 
Desde  el  tiempo  de  su  muerte,  que  es  para'  cuando  ha  ordeña- 
do su  Yolúntad.iPór  esto  dispone  válidaméiite  de  lo  que  aún  no 
es  suyo,  y  kúil  de  lo  que  no  existe  cuando -otorga  el:tefrtamen<- 
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to  <OQmoÍQfl  fmt(Mi,  l«i  crias  da  los  animftles»  etc.),  eon  M-qoe 
exista  y  fixrme  parte  dj9  sa  caudal  desde  qae  Uegae  aquel  su* 
preoiiO  instaate.  T  por  eslo  misado  uo  es,  por  regla  general, 
eneas  el  legado  de  la  cosa  que,  formando  parte  del  caudal  de^ 
testador  al  otorgar  an  p<Mitrera  yolantad,  no  se  halla  ni  aim 
virPiuUmente  entre  svts  bismesal  tiempo  de  sa  moerte. 

La  ley  presume  que  la  voluntad  del  testador  en  el  momen- 
to de  concluir  aquí  su  existencia  es  la  misma  que  consignó  en 
el  testamento.  £n  esta  presunción  se  funda  el  carácter  obUg^- 
torio  de  las  disposiciones  testamentaárias  no  revocadas.  T  de 
esta  presunción  r^^ulta  también  que  el  testador,  aí  ordenar  sn 
volsLntad>  se  refirió  i^  icaudal  que  tuviera  cuando  diñara  dé 
existir^  ó  que  aún  después  llegase  ápertenecerle  por  cualquier 
título  de  derecho. 

En  cnanto,  pues,  el  testador  dispone  de  lo  que  desde  en- 
tonces fuera  suyo,  sin  traspasar  los  límites  que  la  moral  y  el 
/dexíQcho  públiop  tienen  establecidoí  la  ley  respeta  su  voluntad 
y  protege .  su  cumplimiento.  Este  es^au  único  fin:  conocer  la 
:última¡volantad{del  homl^re,  y  nna  vez  conocida  ordenaran 
ejecución. 

Fara  esto  precisamentoi  y  no  para  restringir  6  coartar  su 
libertad^  ipequíere  la  ley  1%  concurrencia  de  ciertas  solemnida- 
des externasen  el  ad»  del  otorgamiento  del  testamen^.  No 
¿son  ésáfíA  otra  cosa  ^ue  üaa  garantía  proteptora  de  la  libertad 
4el  t^tador  7  un  medio  de  certi4^mbre  de  su  última  vduíitad; 
Ifoha'  de  cumplirse  e}  tes^l^amento  sino  después  que  su  autor 
jiajra  dejado  de  estar  entre  los  vivos^  Es,  por  lo  nrismo,  alisar 
xoenlje  necesario  que,  cuando  llegue  el  supremo  momento  4e 
la  muerte»  09a  la  voluntad  de  aquél  cpn  toda  seguridad  cono* 
cida,  ya  qtle  no  le  será  ppsible  rectificar  por  sí  mismo  cual^ 
quiiera  ^^racion  que  en  ella  por  error  6  mala  fá  se  pretendie- 
ra hacer^ 

Sobre  esta  teoría  se  fapf()an  todos  los  preceptos  de  la  ley 
qifie  esjliábjleQea  las  4i^ersas  maneras  6  formas  que  el  hombre 
iiene  de:  i^anifestar  eu.voliJ^n^tad  testamentaria,  6  de  reforma- 
ó  ijeviíear.laya.otoia:^a^,  )      .  i 

,    Lfts  fproxaa  de  revocacip^  total  6  parcial  pueden  ser  máa 
amplias  que  las  del  otorgamiento  de  las  últünae  voluntades. 
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Estas  han  dd  hacerse  constar  de  an  modo  expresO|  mis  sa  re** 
TdeacioB  puede  hacerse  de  un  modo  tádto,  sin  peli^  para  1» 
IibeH;ad  del  testador  ni  para  la  dertétsa  de  sus  dísposíoioaes^ 
Todo  hecho  plenamente  comprobado  que  deiñaestlre  un  caiii<^ 
bio  de  la  Toluntad  sobre  el  ulterior  destino  del  caudal  ó  de  algo 
^ae  le  pertenezca  y  de  que  el  hombre  hubiese  dispuesta  en.stt 
tesü^mento  debe  considerarse  como  prueba  de  su  tácita  retara 
<^aGion  total  ó. parcial. 

La  leji  no  obstante,  acostumbra  á  declarar  cuáles  son  los 
hechos  iel  testador  que  por  sí  mismos  constituyen  una  prueba 
4S  siquiera  una  presunción  de  la  yoluntad  de  revocar  en  todo  á 
en  parte  su  disposición  testamentaria  anterior. 

Entre  estos  hechos  ¿debe  incluirse  la  énajénacioa  de  la 
4Í0S2L  legada,  hecha  después  de  otorgado  el  testamento? 

Afií  opino  que  lo  aconseja  la  rasen  y  lo  demuestra  la 
^etenoia. 

Puede  suceder  que  la  venta  de  la  cosa  legada  se  hajra  he«> 
cho  contra  la  voluntad  de  su  dueño,  v.  g.,  judicialmente  para 
pago  de  sus  acreedores  6  por  expropiación  forzosa. 

En  estos  casos  debe  caducar  el  legado  si  la  cosa  vendida  no 
ha  vuelto  al  caudal  del  testador  al  tiempo  de  la  muerte. 

Coando  aquél  ordena  su  testamentó,  se  presume  que  no  m»* 
tenia  disponer,  según  se  ha  dicho,  «Iño  de  lo  qué  fuere-  suyo 
al  llegar  su  postrer  momento,  á  no  ser  qué  manifieste  lo  eon^ 
trario.  En  el  caso  de  la  yenta  forzosa  la  presunción  se  robus* 
tece  por  la  circunstancia  de  que  la  cosa  que  se  legó  en  el  tes«> 
tamento  formaba  al  otorgarle  parte  del  caudal  de  quien  lo  hixo* 
Ahora  bien:  la  voluntad  allí  consignada  fué  legarla  cosa  inis*- 
ma,  pero  no  una  cantidad  equivalente  á  su  precio.  Este,  ade- 
más de  lo  dicho,  no  continuó,  al  realizarse,  formando  parte  de 
su  haber,  6  por  lo  menos  no  consta  que  así  hubiese  sucedido^ 
pn^to  que  pasó  á  manos  de  los  acreedores  si  la  venta  se  hisio 
^con  tal  objeto;  y  aunque  hubiera  sido  efecto  de  utilidad  públi^*- 
ca  por  expropiación  forzosa,  rara  vez  podrá  sabeise  sí  eiiste 
entrje  los  bienes  del  testador  al  tiempo  de  la  muerte. 

La  caducidad  del  legado  no  es,  pues,  ¿n  este  caso  efeeto 
del  qambio.de  voluntad  del  quejo  había  ordenado,  sino  conse^ 
cuencia  necesaria  del  hecho  de  no  hallarse  ya  la  cosa  legada 
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ea  so  caudal  G^iapdO' Mega  el  momento  de  c^umplirse  Iq,  úllj^^. 
mUantadnAi^i  opinan  jiii'ise<^B^ltos  tan  ilustries  y  de  tanta  aar 
t<»ndacl  iCieBilfiea  como  MM.  Lautent,  Troplong,  Tonllieri  Delr 
vincoiiré,  Ooin^Delísle  y  otroá.  i 

IGnandb.la  enaj;eaacion  be  hace  YOluntlaríameatepoj?.el*duer 
ño^fOnalNiaieta  quesea  la  causa  determinante  de  eata  YOla£k't 
tid^  taitíbidnidebe  eadacar  el  legado,  aunque  la  ei^ajenaeioa 
sea  nula  por  defecto  ó  vicio  interno  6  externo,  y  aunque  pou 
suTesGi^on  épor  cualquiera  otra  causa  vuelva  la. CQsa  legada 
ápod^  del  testador  que  lahübiera  enajepado.  El  hecho  de  la 
enajenación  demuestra  plenamente  uñ  cambio  operado  en  la 
voluntad  del  que  lá  hizo  sobre  el  destino  que  antes  habia  dado» 
i  la  óosalegadiat.  Al  otorgar  el  testamento  se  habia  impuesto 
&  sí  mislíDo  libremente  la  obligación  (si  así  puede  llamQ,rse)  de 
cónaotvartdubante  su  vida  lo  que  legaba,  poniéndolo:  como 
aparte  del  resto  del  caudal,  para  que  cuando  sobreviniera  su> 
fallbdmiénto  pasará  á  manos  de  la  persona  á  quien  quiso  fa« 
vtirepor.ceo'ello:        - 

Al  enajenarlo  después,  es  manifiesto  que  ha  cambiado  de^ 
Toluatády  oxtingttieindó  él  mismo  la'  sobredicha  oblig^ací^n  de 
coa&ervtídiby  labligácion  anómala  y  en  cierto  modo  condicional^ 
porque  «u;  eficacia  habria  de  depender  de  la  .  pep'sistenda  del 
que<á  siprbpio!Be  lahabia  inírpuesto  en  la  voluntad  primera. 
Y.  eomd  laifaéreaidel  legado  descansa  en  la  presunción  de.  que 
la  voluntad  del  que  lo  hizo  es  ál  tiempo  déla  muerte  lá  misma 
que.  duandd  otoi^ó  el  testamento,  está  presunción  falta  ya^ 
porqfáe'l^  quedado  destruida  por  el  hecho  del  testador  enaje4 
nahda  lacosa  que  antes  habia  destinado  al  legatario. 
-  ■  Nada  debe  influir  para  la  recta  interpretación  de  la  volun- 
tad iJrataménlsiTia  la  oa  usa  determinante  de  la  enajenación.  Si 
ésüafuéla  liberalidad,  comt>  sucede  en  las  enajenaciones  por 
título  graeóoeo^  no  puede  dudarse  de  que  el  testador  cambid 
dé' vóluiítád^  respecto- al  legatario  favoreciendo  á  otra  persona^ 
con>  la  preferencia  dé  su  afecto  generoso. 

Si  aquélla  fué  á:títtilo  oneroso  y  Consistió  éste  eñ  las  pro*^ 
pkus  ^ces^ades  del  testador,  con  lúayor  razón  debe  conside- 
raise  caducado  <el  legado,  porique  ed  natural  ^ue  aquél  se  prer 
£eiraáiBi  mismb  ó  la  pei^sona  extraña  del  legatario^  por  grande 
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que -sea  el  amor  que  leí  profese^  y  emjdee  enla-^atiBCaedon  á» 
8Ú8  propias  iiecei3idadé8  lo  que  habla  destinado  a&tes  á  la  ptera 
aatisfaocion  dieafectiioBOg  sentimientos.  Y  antH|té  lá  énajena<#> 
eíon  no  baya  sido  resultado  de  ninguna  nebesidad  personal  del 
ens^üante^  siempre  aparecerá  como  evidente  él  cambio  <)|)e« 
lado'  en  su  Tolnntad  teetaÍDentaripi^  por  que.  Ubérrimamente 
obrando^  lá  cosa  que  liabia  destinado  al  leg;atario  la  trasmitió 
después  á  otra  persona.  -        :  • 

'  Foi^  otra!  parte,  no  puede  presumirse  que  el  testador 'que 
legfa'á^cnalquierauná  cosa  cierta,  legaría  al  mismo,  siino  tuN 
TÍei%  la  dosa,  uniet  cahtidad  equivalente  á  sú  preoio.  Debe  pré^ 
saknirée/porli'cbíitrario,  que  ha  influido  enla'vdéterzhiAadon 
dé  su  Voluntad  1^  cÚDOunstanóia.  de  formar  p»rt^  ya  dé  su  faa^ 
ber;  y  nd  teluery  por  'lo  tanto^ :  neóeeidad  de  adquirir  .aquella 
c¿8a  cdn-  que  manifiesta  su  afexito'al  legatario;  Bi  ínó  la  tuViéra 
¿lá'  compraría  para  legársela;?  .ó^siquiera  ¿le  deíitinaria^otra  coiÉl 
ó  ufia-bántiflad  equivalente  de  su  caudal?  ^En  qué  podña  fun-^ 
darse  ^ñaventuiradapresandon?  ..     ■  f 

Agregúese  á  esto  que,  si  no  ha  conservado  en*  su  podüer  el 
mismo  precio  por  la  enajenación  obtenido,  la  en^ega^  en  bus- 
tituQioii  de  la  cosa,  dé  uná^  cantidad  equifvalente  al  precio^ 
prodbjc^iii  ri  efecto  de  menhar  en  beneficio  de  un  legatario 
dudoso  lác'uantía.delliab^r  por  el  testador  destinado  áx)tro9 
legatarios  másxoiéri^s,  y  (lo  que  seria  peor  aún'que  esto)  stha^ 
bía  instituido  heredero,  la  cuantía  del  caudal  que  aquél  habia 
expresamente  reservadx)<  á  la.  persona  por  él'  pHnéipahnenté 
amada  y  preferida.  -  ■  •       .  t    .     ;  : 

YéaéCi  pues,  cómo  la  aplicación  de  los  dos.  prineípioe  que 
informarán  la  doctrita  sobre  la  eficaóia  ó  caducidad  de  las  últi- 
mas voluntadecr  si  caáo  de[  la  enajeiíacion  de  la  oósa  específica 
qiie  eú  ellas  se  hul)iera  legado,  demuestra  la  ciencia  y  la  sim-* 
pie  razón  que  debe  .producir  la  caducidad  del  legado  de.  esta 
clase.  61  la  cosa  enajenada  ño  ha  Tuelto  al  caudal  del  tasador 
cnando  éste  muere,  haya  sido  la  enajenación  hecha  por  su  vo- 
luntad 6  contra  ella,  el  legado  debe  caducar,  por. no -existir  al 
tiempo  dé  la  muerte  del  testador  entre  sus'biénies.aqvelli  en 
que  GonAiátié  su  objeto.  Y  si  la  enajenación  fué  voluntaria-^ 
jnentehebha,  haya  Vuelto  ó  no  la  cosa  enajenada  á  su  caudal, 
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también^  debe  caducar  e^legíidD^  porqaaen  uno  j  en  otro  cato 
la  enajenación  ha  yenído  i  demostrar  el  cambio  operaflo  en  2m 
▼oloBtad  del  t^tador  respecto  á  la  penona  del  legatario. 

Bsta  es  la  dootriaa  que  sin  contradicción  sostienen  lostra** 
tadistas  más  ilustres  de  la  ciencia  del  derecho  en  nuestros 
tiempos^  hasta  el  punto  de  que  puede  aventurarse  sin  peUgio 
d  reto  de  que  se  cite  alguno,  de  autoridietd  en  la  ciencia,  que 
cpine  en  'sentido  diverso. 

Así)  en  fin,  también  han  resuelto  el  punto  los  legisladores 
modernos  de  los  pueblos  cultos.  Y^ase  el  art.  1038  del  Código 
cíyíI  de  Francia;  el  8Q2  del  de  Italia;  el  L811,  par.  1%  del  de 
Portugal;  el  677  del  del  cantón  de  Vaud;  ell.043  del.  de  Ho* 
landaf  el  par.  9,  cap.  iv,  y  par.  3^,  ci^.  tii,  lib.  in,  del  de  3a-> 
Tiera;  el  art.  724  del  de  Austria;  el  1.689  del  de  la  Luínan** 
d  i:i35  del  de  GhUe;  el  3.543  del  de  Méjico;  el  873  del  de  la 
Bepáblioa  Oriental  del  Uruguay,  y  el  870  y  940  dfil  de  la  Be- 
pública  de  Guatemala:  en  todos  se  declara  caducado  ^  legado 
por  la  enajenación  que  de  la  cosa  legada  hubiese  hecho -riáet* 
tador  después  dé  otorgar  su  testamento. 

Las  únicas  diferencias  que  entresus  preceptos  exístenestia 
reducidas  á  que  en  los  Códigos  francés,  italiano,  portoguéé 
dé  Vaud,  holandés  y  chileno  se  declara  caducado  el  legado  de 
cosacierta  por  su  enajenación,  aunque  ésta  sea  nula  ú  otoiga^ 
da  con  pacto  de  retro,  y  aunque  por  cualquier  otra  canaa 
Tu^vala  cosa  i  poder  del  testador,  entre  tanto  que  en  los  de 
Méjico  y  Guatemala  recobra  su  fuerza  el  legado  si  á  su  tck  el 
testador  recobra  por  cualquier  título  la  cosa  enajenada,  y  en  e 
del  Uruguay  solamente  cuando  esto  suCede  en  virtud  del  pacto 
de  retroventa  con  que  se  hubiese  hecho  la  enajenación.  Mas 
«n  el  de  BaTtera  se  anula  el  legado  por  la  venta,  flan  hacerse 
exóepciones;  en  el  austríaco  ¿e  considera  revocado  el  legada 
aólo  por  el  hecho  de  haber  el  testador  dejado  voluntariamenie 
de  poseer  la  cosa  legada,  y  en  el  de  la  Luisiana  basta  pata  la 
revocación  que  la  venta  de  la  cosa  legada  conste  per  eseríte 
firmada  por  el  mismo  testador. 

Después  de  lo  Uidio,  no  se  calificará  de  aventurado  y  pro* 
suntuoso  afirmar  que  no  solamente  no  es  contrario  al  ium.seí^ 
tido  lo  que  en  este  opúsculo  se  sostiene,  sino  que.  es  lo  que  ad«^ 
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mfte  Ik  fazbn  conde&sado.  ea  la  ley  escrita  de  los  pa^lo  s :  mo- 
demee,  y  lo  qbe  defieade  la  eiencia,  de  qtie  aoa  Ic^tímos  ro^ 
{fftsseiktaBitoflioa  :j«ri0eoi{8c4t^  eünsideradoe  ^(mm  mág  omi- 
&e&te0i  pof '  haberiacoltivado  oon  laiejor  4aito  *ea  d  sigla 
actual. :    .       :        . 

Ha  UegaAb'yfek  la  üportonídad  de  «vefl^ígciar  ai  BísqpASa  for- 
ma poo6  hooiñsa^xoepcípu  én  ^ste  general  concierto  á  que  ha. 
Uegádo  la  etenoia  y  la  legisllicion  en  Ioé  pnebloe  civilizadoB^ 

^  Sula  ley  i2f  ^  título  xv,  lib!ro  iii  del  Fuero  Beal^  cuyo  ejígm^ 
ietminíGoÉoíO  por  la  man^aS^es  la  1*  revocada,  y  enqoé  mane-^ 
«ly»  fie  diapoiie:  «Si  alguno,  deiipaes  qae  ñbíere  «n  manda  quier 
«eyeddoisano,  quier  enférúio^  é  después  ficíere  lAandata  qnal 
^emp^,  quifer  que  .sea.  de  aqueHascosas  de  que  primeramente 
liábta  mandadas/ lá  postrimera  manda  yala.  Otrosí,  laquellaa 
<^03as  que  primero  habie  mandadas,  ó  algunas  dellas  que  die- 
re, áena!¡eáaré:¿  la.mand^  que  «pite  habí^  fecha  daaqttellaa  co- 
sas, no  yala:.aa[iag^m  qne.  nombrada,  mientre  no  lo  desfiao2 
^xt  tmi9\  vaU  §ue  U  désfagd  ^for  fecho  tom$  fár  pa&tilrai  é  si 
aqnelb  que  habie  mandado j. 4  sdg«nB  cosa  delio  no  lo  aje*> 
náre,  iS  xip  lo  mándate  pior:pálábra,  ni  lo  mandare  á  óiri  en 
manda  que  después  faga,  vala  aquello  que  habie  BÉhodado 
SI  lextodeestJEk  ley  no  requiere  eitplicaóion  para  que  des- 
de loégo  sea  conocidio  sh  propio  sentido^  £1  legado  de  (sosa 
óterta  aé  rie<toea  pdr  otra  poitedór  de  Ja  misma  cosa,  y  se  rero- 
ÍM  támbéen  nó  sólo  por  la  donación,  isino  por  cualquiera  «aa|e- 
nación  de  la  cosa  legada.  Si  él  testador  no  enajenó  toda  la 
cosa,  sino  una  parte,  se  entenderá  reTocado  el  legado  sola- 
inéntd'ipe8peet9 á  la parteenafenada.  La  ley  consigna  <hk  muy 
i)t)eTe8  palabras  la  razando  lo  que  óirdena:  «tanto  yale  t|ne  lo 
des&ga  (el  testador)  i>or  fechos  cómo  por  palabra.»  No  es  posí- 
Ue  condensar  en  imónois  frases  jr  á  la  yez  tan  eategíóricamett<<^ 
te  la  teoría  eiéntíftéa  que  sirve  de  fundamento  al  derecho  <i^ 
vil  relativo  á  la  retocionde  las  mandas.  Síi  fuerza  y  eficacia 
pVoeede  de  la  intenbióh  del  testador.  Guando  éste  ha  caÉibia- 
do  sü  Tol)antád  primera^  él  legado  éo  revoca,  sin  que  importe 
^ue  el  <eambio  cb&ste  pcfr  sm»  palabras  ó  por  sus  hechos* 
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"El  iPoero  Real/como  se  te|  B¿  eLdel'afitó'éeiír'feiglos'á  las  le¿ 
giBlafcCiones jn'odernasv  piara  reatáUt^ef  «ni  sd' prí|&i€v^  ptireiá 
ía  jtiríspyudeMía  rdmiuia,  alterada 'de8]pü%BÍ.u»' tatito  ^porlaf 
opiniolies  dé  alanos  j«r iscdnsülto^ '  y  pelr  'ióet '  Bmperftdtfres 
Severo  y  Antonino  Pío.  España  puede  ostentar  con  legítimo 
orgullo e^  y  düsag  leyee  del  bálé\tt&'ti6i\gé  d^l  !lt<r)r^ábid,  en 
que  ae  ébntieiieü  reglas  d^  derecho  quilla cienerambderqafaa 
venido' -á formúíar  ahora  eomp  \kmü  ^nfa  erpresl¿n  de  lá 

ajusticia.  ••'.    ,   r     :    r. 

Pero  ¿está  vigente  eí  T*uero  Keal^  La  Sala  segunda  de  la 
AudiciílCia  de  Madrid,  acépiandotá  bpink>b'dél£lc.ent(iadó  Ló- 
pez de  Sagr-edo.y  los  fasíonamientdé  por  este(  Letrada 'éxpnes^ 
tos  para  sostenerla/  lia  d^clara^oique-  sólaixiente  e^táh  ^gen*- 
te»  Jas  leyes  de  este  Código  qué  seíhuBiesen  injcluido^eri la  Nor 
TÍsima  Recopilación  ó  cuya  olmerranicia  se  ppirebe.'especiafc 
mébte.  Eramitiar  é-  oon:  brevedad'  < esta  cpiílion '  y '  sus 'funda- 
mentos;.    '  '  ••  '.:•.''    '"-.,'  ^       '..■•    ■'..,-    ,   • 

Se  aflfma  qué  no  puede  te&evsp  por  vigente  la  ^ey  de  un 
€Ód!go  oúya  tei^toauténtico  y  ^CMct9iSio  se  isonooe.-  !  r/  ir  .oí- 
Es  dé  notoria  verdad 'que,  paf  a  qtíebea\  poí^ible^l^  oteer- 
váhciade  una  ley,  se  neoestita  saber  Ib  que  éil>  ella  i^dóntie)- 
ne.'Sinó  es  conocida;  láídisposl¿io(n!dfl  legislador^,  ¿cómo  ha 
de  cuicnpli7se?^-  ■•       j-i'''-'p-     'i./  •:''•:•. 

Mas.) este  conocimiento'  puede  'tenerse í  sin^poíseer.  ellSibxto 
míténíieO)  rnto^ed,  bH^óiil  :de  la  }ey/  El  afirmar  lo  eontr^ijo  sé^ 
ria  ino«L]?rir  en  gravísimo  ^¿«rvideiite  pnvr^.  -Antes  di^id^sctibípi- 
miento  dé  la  imprenta  hubiera  eMo  in^pósible*  miütiplicar 
cuanto  en  tal  caso  sería 'nécesatíoyy.  donservar  el  te^o  origíf- 
nál  y  maniffsctíto  de  las  leyes,'  como  pudo  hacerse  después  que 
Gutenberg  inventó.  So  prodigiosa 'arte¿  ¡El  trabajo  particular 
era  eijitónces  el  único  •medio  de  propagar  y  conservar  eí  texto 
legal  en  les  pueblos, por;  medio  de  bopias  manusctítas,  cuya 
exactud  al  poCo  tiempo  no  cal;>ría  comprobar^  si  esto  habia  de 
hacerse  pi^ecisamente  cotejándolas  con  originales  que  babtan 
perecido  por  la  acción  del  tiempo  y  la3<  catástrofes  de  la  histo^ 
ría.  Si  la  fuerza  obligatoria  de  las  Doice  Tablas  de  la^  leyes,  de 
los  Senado-consultos,  de  Ioe/ plebisbitps^  de'la^ '^Cons^tucionés 
y  Rescriptos  imperiales  y,  éelw^m^^  úe  todas  las  fuentes  de  la 


4^11.  texto  ofietiaíV  fy^  bAbríA  ^nadado,  da^la/eoí  vigor  ow  los 
4ftmedáato8^8ígtQ8i.posterÍQFés4  8a4>ríg«fi(^  ' 
( :  ijBsto.mi^mo  es^deesaota  apUcaeiojí  al  derecho  eaciúto  de 
lafií^.eQ^Odades  paod^rxtasK  ¿Cuál  de  ellas  ha  con^^rvado  9I  texto 
.origjlaaidéKfsaa'fMritilitíyae  lej^^.ó  aíquiesa  sns  copias .  <^cial- 
ia^ute  Qacadaada  eBos  ori^i&a^sf^Hasta  onándo  aubaístió  el 
texto  or.igí9al  del  Fnero  JuiSgo^  6  qué  copia  aaUéntíea  del  mis- 
mor  9&  coiiQ^vva?/^'  áitites  de  }i&5&,  eA  -  qfi^  se  ¡declari}^  raatéutico 
jel  testo  de  las  P^rtidaa>,(p\ibUos^do  por  Qregorio  Lopez|.¿era 
coAocido  y  n&  opt^senabajeJí  ;)^igíaal  de  lájlonsp  ]S:,ó,atga0a 
^pia  sjQya  ^^fiíúalooiento  epi^i^probada}  j  ^it-a&ii  el  te3d^;0on*e- 
gidoy  enmendado  por  Alfonso  XI  sí  en  efecto  se  hizo  enton- 
ces taliCe^retíeion  y.enBGÚeoAa?  Y  laseopias  de : tantos  ordena- 
mmi^B'j  flieiK)e,jqíieiewft'.  lasi  6ii¡eea .  ide  -qne  .se  j^iWiaa  los 
$rib^i»aIog')pftti(  «d^ijúsiStfar  :)a  justicia, '^e  habí ani  espedido 
por  el  legislador  <5  siqaíeca  las  había  declarado  éste  exaotas  y 
bieii  hecbasgi..'-.  í.  .•„:•'.;..''' . 

Se  necesita,  es  verdad^ '  jCentocer  el  texto .  de  la  ley  ipara  que 
pu<eda  obseriatse;  Peco  e^te.'coa^^cimieutoise  adquiere  (y  es  el 
úiUCo  que  dliraiatte  largos : siglos  pudieron  tenerlos  pables) 
por:todoa  los- jaaedioB  de  inyestigaeion  de  qne  la  razón  bnmana 
dispone.  Cuando  por  tales  medios  se  llegad  la  pertídomb^e  de 
la  ley,  .nada  importa  qne  el  texto  oficial  e;8:ista  6  haya  perecido^ 
porque  iCon  él  iBo  ha  pej^eoido  cjertaniente  el  iprecepto  del  le- 
gislador. ¡Triste  destino  el  tiem,po  reservaría  á  las  leyes  hama- 
naS  ai  de  I9  Subsistencia  de  doéomen tos  tan  efímeros  hubiera 
de  depender  su  vida  y  su  eficacia!  No  es,  pues,  condición  ne- 
cesMTsa  dela^ley  poS^er  sn  texto  auUntico.  Sasta  saber  cuál  es 
su  texto  «o^i»;^,* esto.es,  aqueLque  expiase  lo  que  el  legislador 
ordenó.  /•     .  ;     ; .   :.       V  ■    í 

Y  ¿se  conoce  él  teadio  $üMK>to ' del  Foeto : Real?  El  Licenciado 
Lopes  de  Sagtedo  lo  niega,  sMaipa^üdosb-  de  la  r^petsíble  an^ 
toridad  de  la  Academia  de  la'Hístoria,  qne  eh  183G  publicó  este 
Código*  T,  sín^címbargt^r,  la  docta  Corporación  aftlrma  lo  con* 
tfyrjtío*  Gn  élipDóIoga>que  precede  á  su  pubtitístoion  dice  la  Aca*> 
demia,  hablando  de  los  libros  que  se  conservan  del  Bspéeula, 
del  Fpero  Bie^l,  ed  laa  Leyes  de  Ip»  Adelantados  mayores,  de 
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hus  1h^$í9yátlOMenkíhieñW^l^''BktinBékmi  ^^  verdaá 
(pie'tto1tt3roí(lü  A<Mideiiiia)la^nfli8ftedoá  idehallftroódi<;e»orii- 
gánales;  pero  adquirió  otaros  muy  buoBo^y  antig^oB)  kñ  e«a^ 
les,  üotájados  etil^  sí,  han  dado  víi' texto  q«e  puede,  ájaieio 
de  la  Academia,  Unerse  por  gemdno  f  basiamU  e&mipki9^féi% 
n&  éé^  naéa  qM0  de9éar  i  Ja  n^  sedera 'críika.%  Y  en  etfoeto, 
de  loedooe  oódiees  del  Fuero  Real  que  pudo  examlBar;  (^tos'pot 
lo  tt^hoB  datatMtB  del  sígto  xifi,  y  hay  motivos  pata  ereer'qüe 
eran  éA  tiempo  de  sa  formación,  tres  del  xít  y  tino  d^l:  rr,  y 
todea  ellos  eran  dignos  de  g^nde  antOridad;  y  éotefando  sos  va^ 
ríantes,<qae  la  Academia  pabli'06  por  notas  al  pi^  dd  texto,  no 
resolta  alteración  sustancial  en  ninguna  de  las  leyes  enqncí  s^ 
observan. 

.Obmpárese  la  escasa  importancia  de  estas  variantes  con  las 
sastancialés*  qne  .resaltan  en  los  sesenta  y  nn  ciSdice» ekaiat-^ 
nados  por  la  Academia  para  la  edTcion  qne  hizo  d%  la»  9íéte 
Partidas,  y  habrá  qne  reconocer  qneel  texto  que  se  posee  del 
Fuero  Resd  lleva  gandes  ventajas  al  de  las  Parladas,  bajo  el 
aspecto  de  su  certidumbre  y  exactitud. 

T  no  se  arguya  diciendo  que  el  de  este  Código  está  atítori* 
zadó  por  la  Real  orden  de  1818,  cosa  que  no  sucede  con  el  del 
Fuero«Real^  porque  también  lo  está  por  la  R.ea}  cédula  de  7  de 
Setiembre  dé  1555  la  edición  hecha*  por  el  jurisconsulto  Crre* 
gorio  Lo]^;  y  lo  fué  así  mismo  por  el  Consejo  de  Oístilla  la 
edición  hecha  en  1756  por  el  Dr.  Bemi,  no  obstante  qtte  dife- 
rfa  déla  de  Gregorio  López;  por  raíon  de  las  enmiendas  que 
en  ésta  habían  hecho  con  oficial  autor isacion  !>.  Diego  de  Mo* 
rale»  y  D.  Jacinto  Miguel  de  Castró;  y  ^^m  embargo,  es  de  tó. 
dos  conocida  la  di^vrenridad  y  aun  oontradiccioir  qué  hay  e«rtre 
las  tres  edicionqs,  sefíaladameizte  en  las-cíento  cuatro  primeras 
leyes  del  titulo  IV  de  la  partida  1*. 

La  autoridad  del  legislador  no' alcanza  hasta  el  pnntb  de 
alterar  la  verdad  y  realidad  de  la»  cosas;  ¥  ^or  esto,  á  jiesar  dé 
sus  declaraqiéned,  la  crítica  racional  siempre^  hibiiá  de  reser- 
var sus  prefinenciá»  pa^a  el  texto  del  Fuero  de  la»  lioyes^  al 
eompaiario  con  loS'  testos  oficiales,  pe^  líoñtntáictérios,  de 
las  Partidas.  ^ 

Se  dice  que  leyes  Cuyo  vigor  nadie  iesoonoce,  han  dero^- 
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é»  «qnel  Faero  eooMi  Código  generaii  de  la  naoioa,  retn^'áiido. 
lo  á  la  hiimi]jd0>€ate(gor&  da  Faero.  Miniiiápaly  para  que  a(^ 
obligiiMii  saf»  leyea  ño  mcbíKlaft  en  la  Norii^ina  Récopilaeuoa 
9Íno  ea  cnanto  se  pruebe  que  están  en  obaerváncla  en  a^n 
lugar  6  YÍUa. 

No  eoBcibo  ctfmo  ha  podido  desoonocerse  el. carácter  gene- 
jtd  que  en  su  or^a  tnvo  el  Fáero  Beal.  Hubiera  sido  la  únn 
ca  dbralegíslatíya  del  sabio  Monarca  que  habría  carecido  da 
tata  carácter,  á. pesar  de  ]ta  notoria  menor  importanoia  de  al»* 
gunas,  eomo  el  Ordenamiento  en  razón  de  1«b  Tafurería»,  la» 
LeyernuevaS)  e¡te.  Este  carácter  de  Códiga  general  aparece 
demostrado  por  el  sistesia  comipleto  de  legislación  que  eontíe** 
Be^  y  que  no  sé  halla  en  otárloe  documentos  legales  de  Esipaña 
de  antenóres' siglos  más  que  en  el  Fuero  Juzgo  j  en  las  Itetf-4 
das,  por  las  conocidas  frases  del  prólogo  en  que  B«  Alfonso 
manifestó  sxm  propósitos  al  formarlo,  y  por  el  t^xto  misino  de 
sa  lej  ST,  tít*  Yi,  lib.  i,  en  que  el  Monarca  dispuso  que  «todos 
loB  pleitoli  sean,  juzgados  por  las  leyes  de  este  libro  que  No» 
damos  á  nuestra  pueblo....  é  si  alguno  aduxere  otro  libro  da 
otraá'ljfsyes  enjuicio  para  razonar  ó  para  juzgar  por  él,  peche 
300>8UQÍdoe.al  Sey.)> 

Cualquiera^  pues,  que  haya  sido  el  medio  empleado  por  el 
Bey  Sabio  para  llevar  á  cabo  sus  propósitos,  entiendo  que  ea 
an  heoba  perfectamente  comprobado  que  aquéllos  consiatia-p 
ton  eñ  dotar  á  toda  el  territorio  de  sus  reinos  de  un  Código, 
general.qae  hubiera  de  ir  reemplazando  más  pronto  ó  má^ 
tardóla  caótíca  legíslaeión  de  los  Fueros  Municipales. 

Se  dice,,  empero,  que  aunque  con  tal  intención  su  autor  lo 
hubiera  hecho,  fué  desde  entonces  acá  cuatro  yeees  derogado^ 
ÍDfiíu(yiéfidolo  éñtre  los  Fueros  Municipales,  á  saber:  en  1272» 
en  1348,  en  1505^  y  en  1805. 

I4a  rebeldía  de  los  nobteá  castellanos  en  Lerma  en  1270  y: 
•u  triunfo  dos  años  después,  en  que  B.  Alfonso  les  deyolTió  en 
las  Cortes  de  Burgos  su  Fuero  viejo,  no  prueba  sino  la  diero- 
gadon  parcial  limitada  á  Castilla,  pero  no  su  derogación  en 
los  dbmás  ant]g:uos>  reinos  que  entonces  ya  correspondian  á  la 
Corona^  y  en  que  á  la  sazón  ya  estaba  el  fuero  dé  las  leyps  ea 
obaorvalicia. 
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La?  tres  derogaciones  ipie  ademis  dé^etl»  se<  citáb,  .tíeaes 
por  fundamento  lá  ley  1*,  tít.  txvni  del  Ordenaihiento  dé  Al¿ 
isslÁf  que  déspueB  se  in9e)*t(5  en  latí!  die  l}oi>o,  -^  qne  tamb&li 
«parbce  incluida . en  la  Novísima, Reéopilaoion^  formando. Ift 
ley  3*  del  tít.  ií  de  su  líb.  ni.  .     .  ' 

Debe,  pues,'  examinarse  16  que  eii  ^aquella  ley  se-orSenó 
para  saber  si  tuvo  la  in^poi^taaciá  de  una  devc^acionideL  Fue- 
ro coino  código  general,  reduciéndolo  á  Ju' categoría  de  local 
<$'muiiicipal  que  hubiera  solamente  de  regir  en  ios  h>gar8a>0a 
qué  se  probase  que  sus  deyes  continuaban  ób6érTáiukMie<i!:f.'.> 

D.  Alfonso  XI,  ^1  disponer  en  la  ley  qiue-tteabtt/de.icttaraé 
«1  orden  y  ¡preferencia  dé  las  qpe  habían  de  bomtíiiDkr  ?Figeii^ 
tes,  dijo  re'specto  al  Fuero  Real:  «E  magüen  eñ  la  onestra-^iu 
te  usan  del  Fuero  dé  las  léys,  éalgupas  villas  de  nuestro  Se^ 
ñorío  lo  h^n  ppr  fuero,  é  otras  ciddades  é  villas  han:  otros  fue-* 
ros  departidos  poir  los  quales  se  pueden  libra,r  algunos  pleytos, 
pero  porque  muchas  veces  son  las  contiendas»  icé  los 'pleyíbs, 
que  entre  los  ómes  acáescen  é  se  mueven  de  cada  dfa  que  €e 
non  pueden  librar  por  Ips  fueros,*  por  ende  queriendo  poner 
remedio  convenible  á  esto,  establescemo8;é  mandamos. que  los 
dichos  fueros  sean  guardados  en  aquellas  cosas'  que  'se  uHÉ- 
ron....;  é  los  pleytos,  é  contiendas  que  se  .non  pudieren  librar 
por  las  Leys  deste  nuestro  libro,  é  por  los  dichos  fueros,  maii>- 
damos  que  se  libren  por  las  Leys  contenidas  en  los  Libros  lag 
Siete  Partidas....;  é  tenemos  por  bien  que  sean  guardadas  6 
valederas  de  aquí  adelante  en  lofi  pleytos,  é  en  loSjjuyzios, 
é  en  todas  las  otras  cosas  que  se  en  ellas  contieará,  en  aque^- 
Uo  que  non  fueren  contrarias  á  las  Leys  4este  nuestro  libro,  S 
á  los  fueros  sobredichos.)» 

¿Resulta  de  las  frases  que  preceden,  entendidas  en  surecto 
y  natural  sentido,  que  el  célebre  Monairca  legislador  dé  Afóal¿ 
asimiló  el  Fuero  Real  álos  particulares  de*  las  villas  y  lugares 
para  que  sus  leyes  no  se.  observaran  sino  énñ^ueUas  cosas  que 
se  usarok^ 

Manifiesta  allí  D.  Alfonso  XI  las  raabnes  queiteojía  para 
completar  con  nuevas,  reglas,  de  derecho  la  legislación  fóral.. 
Dice  que  por  ésta  no  se  pódian  librar  muchos  ^pleitos  y  con- 
tiendas que  cada  dia  se  movian  entre  los  hombres*.  Mas  estíi. 
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Tazón  no  era  aplicable  al  Faero  Real,  verdadero  código  con  nn 
cuerpo  de  doctrina  general  aplicable  á  todas  las  diferencias  y 
contiendas  que  en  el  orden  civil  pudieran  surgir,  así  como  lo 
era  á  los  Fueros  Municipales,  incompleto  é  imperfecto  haci- 
namiento de  disposiciones  en  su  mayor  número  ya  inaplicar 
Ues  al  estado  social  de  los  pueblos  en  el  siglo  xiv.  £¡1  Monarca 
supone  que  una  parte  de  las  disposiciones  ferales  ya  no  estaba 
eú.  uso.  T  esto  se  comprende  que  suce  dieiia  respecto  de  mu- 
chos de  aquellos  rudimentarios  preceptos  contenidos  en  lo$ 
cuadernos  de  las  villas  y  lugares»  ya  por  su  imposible  aplica* 
«cion  ala  sociedad  más  adelantada  de  aquel  tiempo,  y  ya  tam- 
bieú  porque  el  Fuero  Real  y  otros  ordenamientos  hechos  en 
<!drtes  liabian  ido  derogando  aquellos  preceptos  locales,  cada 
-^ia  más  incompatibles  con  el  principio  de  unidad  que  iba  desd- 
en volviéndose  en  el  Estado  al  amparo  del  poder  supremo  de  la 
'C!orona.  , 

.  No  cabe,  pues,  suponer  con  razón  que  D.  Alfonso  XI  hur 
4)iese  asimilado  un  fuero  general  cuya  observancia  tanto  pe- 
dia favorecer  sus  miras  y  propósitos,  con  aquellos  cuadernos 
de  origen  y  carácter  local  que  tanto  los  contrariaban;  y  no  es, 
por  lo  mismo,  aplicable  al  Fuero  Real  la  limitación  por  él,  no 
impuesta,  sino  reconocida  como  un  hecho,  de  la  misma  obser- 
vancia que  en  lo  futuro  dispuso  que  hablan  de  continuar  te- 
jiendo los  fueros  de  las  villas  y  lugares. 

Bsto  mismo  se  comprueba  por  las  frases  de  los  Reyes  Ga- 
tiAícoBy  en  su  ley  1*  de  Toro^  en  que  confirmaron  lo  ordenado 
«n  Alcalá  por  su  antecesor.  Después  de  manifestar  que  la  ley 
4el  Ordenamiento  no  se  guardaba  como  debia,  reprodujeron  y 
4iún  ampliaron  sus  preceptos,  diciendo:  «Que  lo  que  se  pudiere 
determinar  por  las  Leyes  de  los  Ordenamientos  y  pragmáticas 
^r  Nos  hechas,  y  por  los  Reyes  donde  Nos  venimos,  y  los  Re- 
yes que  de  Nos  vinieren,  en  la  dicha  Ordenación  y  decisión  y 
-determinación,  se  sigan  y  guarden  como  en  ella  se  contiene..  • 
Y  en  lo  que  por  ellas  no  se  pudiere  determinar,  mandamos  que 
se  guarden  las  Leyes  de  los  fueros,  ansí  del  Fuero  de  las  le- 
yes, como,  las  de  los  Fueros  Municipales,  que  cada  ciudad, 
villa  ó  lugar  tuviere  en  lo  que  son  ó  fueren  usada3  y  guarda- 
bas en  los  dichos  Lugares.»  La  redacción  literal  de  estas  frases 
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efttá  reyelando  que  la  limitación  del  uso  y  observancia  se  refe*- 
ría  etclQSiTamente  á  los  Fueros  Municipales,  porque  el  de  las 
Leyes  reconocían  los  Reyes  Católicos,  como  ya  lo  había  reco<% 
nocido  D.  Alfonso  XI,  que  estaba  en  observancia  éii  ItíB  Tri- 
bunales de  la-Górte,  y  aquéllos,  al  hablar  de  tal  limitación,  se 
refieren  expresamente  á  la  observancia  m  las  VUkís  y  Li^ffores^ 
y,  por  lo  tanto,  á  sus  peculiares  fuoros  y  privilegios. 

Contra  la  opinión  que  sostiene  haber  quedado  él  Fuero 
Real  asimilado  por  estas  leyes  á  los  Cuadernos  Municipales, 
protestan  importantísimos  datos  que  registra  la  historia  del 
derecho  í^acional,  y  cuyos  datos,  en  tal  hipótesis,  oaaréeeriain 
de  racional  explicación. 

D.  Alfonso  XI,  no  obstante  lo  que  en  1348  ordenó  en  sit 
Ordenamiento,  al  adquirir  el  Señorío  de  Álava,  le  dio  como 
código  general  el  Fuero  de  las  Leyes. 

D.  Enrique  IV,  en  su  célebre  Ordenamiento  de  Nieva 
de  1423  y  en  las  Cortes  de  Ocaña  de  1469,  interpretó  las  leyes 
del  Fuero  Real  sobre  gananciales  y  sobre  el  retracto  de  san- 
gre, suponiéndolas  vigentes  como  generales  en  todo  el  Reino. 
Los  Reyes  Católicos,  en  sus  célebres  de  Toro,  consideraban 
también  en  vi^or  otras  muchas  de  aquel  Código.  En  la  18  au- 
torizaron ál  padre  ó  madre  para  mejorar  en  el  tercio  de  sus 
bienes,  no  sólo  al  hijo,  sino  al  nieto,  aunque  viviera  su  padre, 
conforme  d  la  ley  del  Fuero  (era  la  10,  tít.  t,  del  libro  iii).  En 
la  28  se  interpretaron  otras  dos  leyes  del  Fuero,  mencionando* 
las  y  suponiéndolas  vigentes,  relativas  á  la  cuantía  de  la  do- 
nación que  pueden  hacer  los  que  tuvieren  hijos  ó  descendien* 
tes  legítimos  (son  la  10,  tít,  v,  y  3*,  tít.  xii,  libro  m).  Rn  la  50 
se  declaró  irrenunciable  «la  Ley  del  Fuero  que  dispone  que 
no  pueda  el  marido  dar  más  en  arras  á  su  mujer  de  la  décima 
parte  de  sus  bienes»  (e^  la  1*,  tít.  ii,  libro  ni).  En  la  68,  al  or- 
denarse que  valga  en  los  censos  la  cláusula  de  comiso  por  la 
falta  de  pago  de  la  renta,  se  suponen  vigentes  dos  Leyes  del 
Fuero  Real,  en  que  se  prohibía  como  regla  general  que  la  pena 
establecida  en  los  contratos  pudiere  exceder  de  la  mitad  (son 
la  5*,  tít.  xí,  libro  i  y  la  10,  tít.  vi,  libro  rv).  En  la  70  se  orde- 
nó «que  la  Ley  del  Fuero  que  fabla  acerca  del  sacar  el  parien- 
te más  propinq'óo  la  cosa  vendida  de  patrimonio  por  él  tanto^ 
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haya  también  Ic^r  eiiando  se  vendiere  en:  el  almoneda  publi- 
ca» (es  la  13^  tít.  Xy  libro  iii).üB¡n  la  71  vuelve  átanponerisevír 
gente  esta  misma  ley  al  ordenar  que  cutixido  faeren  znnebas* 
cosas  Tendidas  pbr  un  precio,  deban  retraerse  todas.  En  )ia  75 
se  insiste  en  tener  por  vigente  la  mencionada  Ley .  del  FueiH» 
Mtee  retracto  gentilicio,  con  motivo  del  de  Comaneros/que allí 
Ée  efiNtfUbce.  En  la  81  se  amplían  á  un  caso  anüog^d»  oirás  dos 
Lieyes  delFtiero,  disponiendo  «que  en  estos  tales  (los  que  íái^ 
tan  á  la  fidelidad  conyugal,  aunque  se  probare  después  Ja  nu- 
lidad del  matHtuonio)  que  assi  avernos  por  adúlteros,  y  en  sus 
bienes,  se  ejecute  lo  contenido  en  la  Ley  de  Fujero  de  lad  Lor 
yes  que  iáblajeerca  dé  los  que  cometen  delicto  de  adul^terio.^ 
(La  1'  y  lambien  la  ^,  tít.  vrn,  libro  iv).  Y.  en  la  ^,  al  ordenar 
que  cuando  el  cdnyuge  ofendido  matare  6  condenare  al  adúl- 
tero y  á  su  cómplice  por  autoridad  de  la  justicia,  gane  la  dote 
y  bienes  del  adúlteK),  también  se  «upone  vigente  la  Ley  del 
Fuero  que  sé  acabando  citar,  porque  se  dice:  «En  tal  caso  man- 
damos que  se  guarde  la  Ley  del  Fuero  de  las  Leyes»  que  en 
este  caso  disj)onen.» 

Y,  en  fin,  hay  entre  las  de  Toro  una  ley  que,  por  s^  con-r 
tenido,  es  por  sí  sola  bastante  &  demostrar  que  el  Fuero  Beal 
nú  se  comprendía  entre  los  Municipales  para  considerarlo  en 
▼igor  solamente  en  aquellos  lugares  en  que  se  probare  que  ei|- 
taba  en  observancia.  El  derecho  de  troncalidad  que  en  la  su- 
cesión intestada  de  los  ascedientes  regia  en  aquel  tiempo,  pro- 
cedía exektsiyamente  del  Fuero  Real  y  de  algunos  Municipa- 
les. La  ley  6*  de  Toro  lo  derogó  como  derecho  común»  pero 
dejándolo  subsistente  icen  las  ciudades,  é  irillas^  .ó  lugares  d<> 
según  el  fuero  de  la  tierra  se  acostumbran  tornar  los  bienes  al 
tronco,  ó  la  raíz  á  la  raíz.»  Ahora  bien;  si  el  Fuero  de  las  Le- 
yes nb  rigiera  sino  en  ciertas  villas  y  lugares,  no  se  concibe 
el  obje^x)  dé  la  ley  6*  de  Toro,  porque  la  troncalidad  no  exish 
tiria  á  la -sazón  como  ley  comun^  para  que  hubiera:  sido  nece- 
erario  elStablecér  el  contrario  sistema^  sino  como  derecho  loisal 
qne  aquella  ley  ordenaba  que  por  excepción  hubiera  de  conti- 
nuar vigiando,  ya  que  ningún  otüo  código  de  ^carácter  «general 
en  su  origen  y  en  su  observancift  lo  habia.  incluido  .entre  sus 
preceptos. 
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No  me  haré  cargo  de  más  leyes  de  ^<iro  que  son  eTÍdente- 
mente  correetorias  de  otrai^del  Fuero  Beal^  3^  qué  expresad- 
mente  qo  las  citan. 

T  si  este  Código  no  tayiera  fuerza  geojeral,  j  si^s  Jeyes  8o-> 
lamente  en  algún  Lugar  pudieran  estar  yige&teB^  ¿edmo  po* 
driati  explicarse  las  de  Toro,  que,  por  et  contarrio,  suponen 
que  aquéllas  ¡á  que  se  refieren  lo  estaban  eñ  todo  el  B^no? 
Porque  nótese  que  allí  no  se  confirmaá  estas  leyes:  unas  veces 
se  derogan^  otras  se  amplian  y  otras  sie  restringen^  pero  siem- 
pre se  parte  del  supuesto  de  que  venian  siendo  leyes  generales 
vigentes  en  todo  el  Reino.  T  en  efecto:  así  los  jurisconsultos 
como  los  Reyes  continuaron  después  de  los  tiempos  de  O.  Al- 
fonso  XI  considerando  el  Fuero  Real  como  un  Código  general 
de  la  Nación  y  asimilándolo  á  las  leyes,  ordenamientos  y  prag^- 
máticas  obligatorias  en  todp  el  territorio.  El  Obispo  de  Pla- 
sencia,  D.  Vicente  Arias  de  Balboa,  letrado  dé  gran  reputa- 
ción en  los  tiempos  de  D*.  Juan  I  y  D.  .Enrique  III,  lo  glosaba 
y  comentaba.  Lo  mismo  hacia  después  el  célebre  Alonso  Diaz 
de  Montalbo  en  tiempos  de  los  Reyes  Católicos.  Éstos,  en  los 
capítulos  de  los  Corregidores  que  hicieron  en  9  dé  Junio  de 
1500  en  Sevilla,  ordenaban  que  los  letrados  y  alcaldes  no  pu- 
dieran tener  ni  usar  sus  cargos  de  justicia  «sin  que  primera- 
mente hayan  pasado  ordinariamente  las  dichas  leyes  de  Orde- 
namientos y  Pragmáticas  y  Partidas  y  Fmro  Realj»  dispo- 
niendo lo  mismo  en  la  ley  2*  de  Toro,  pero  no  les  exigían 
ciertamente  el  estudio  de  los  fueros  municipales.  Y,  en  fin. 
Doña  Isabel  la  Católica,  en  su  Codicilo  otorgado  en  Médima  del  < 
CÍampo  en  23  de  Noviembre  de  1504  asimilaba  en  importancia 
las  leyes  del  Fuero  á  los  Ordenamientos  y  Pragmáticas,  á  fin 
de  que  se  hiciese  con  todas  ellas  un  cuerpo  donde  estuviesen 
mías  brevemente  y  mejor  ordenadas.  Aparece  siempre ;el  Fuero 
Real  mezdlado  üon  las  leyes  generales  y  nunca  confundido  eon 
los  cuadernos  municipales,  en  cuantas  ocasiones  se  hablaba 
del  derecho  común  y  general  que  debía  en  todas  partes  ob- 
servarse.   ' 

Pero  hay  otra  razón  que  demuestra,  sin  dejar  én  mi  opi- 
nión, lugar  á  dudas,  que  el  Fuero  Real  no  fué  comprendide 
por  D.  Alonso  XI  ni  por  sus  sucesores  en  la  limitación  por 
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el  los  reconocida  á  la  fuerza  y  abser^anida  de  los  Fueros  mu- 
nicipales. Aquel  Monarca  afirmó  terminantemeilte  que  el  Fue* 
ro  Beal  estaba  qn  vigor  en  los  Tribunales  de  la  c<5rte/Por  esto 
sélo  es  manifiesto  que  ya  no  podría  exigirse  lá  prueba  de  su 
obÉervancia  cuándo  liubieza  de  aplicarle  por  aquéllos  Tribu- 
nales. Ahora  bien:  ¿de  qué  pleitos  y  contiendas  é^tos  cono* 
cian?  De  los  de  toda  la  Nación.  El  derecho  público  de  la  Mo? 
narquíá  castellana  reservó  siempre  á  la  Corona  la  justteia^  Los 
que  la  ádíninistraban  en  las  villas  y  lugares,  fuesen  éstos  de 
Señorío  ó  de  Abadengo,  ejercían  la  jurisdicción  como  si  fue* 
ran  delegados' del  Bey,  y  siempre  para  ante  éste  pudo  apelar- 
se de  lasíséteiFcias  de  aquéllos;  En  las  Cortes  de  Zamora  de 
1274  se  crearon  veinte-  y  tres  alcaldes  que  habían  de  ejercer 
esta  jurisdicción  suprema  en  la  córte^  conociendo  nueve  de  ellos 
de  los  pleitos  precedentes  dé  los  pueblos  de  Castilla,  seis  de 
los  do  Extremadura  y  ocho  de  los  dé  León.  Y  atinque  des- 
pués D.  Enrique  11,  en  Toro,  y  D.  Juan  II  en  Briviesca,  re- 
dujeron su  número,  subsistió^  no  obstante,  la  indicada  dís* 
Mbucion  de  todo  el  territorio  entre  los  que  se  conservaron. 

T  si  el  Fuero  era  la  ley  común  á  cuyo  tenor  los  alcaides  de 
la  corte  fallaban  los. pleátos  de  todo  el  Reino,  así  antes  como 
después  del*  Ordenamiento  de  Alcalá,  ¿cómo  es  posible  desCo-^ 
nocer  la  subsistencia  de  Su'  carácter  geueral>  ya  qué  después 
de  la  célebre  ley  de  D.  Alfo];iso  XI  ninguna  se 'publicó  dero* 
gán^olo  y  privándolo  de  la  obseryancia  que  entonces  es  in« 
eontrovertible  que  tenia? 

Y  £0  se  alegue  la  imposibilidad  de  la  coexistencia  de  legis^ 
laóiones  diversas  para  ser  aplicadas  las  unas  por  los  Jugado- 
res de  inferior  categoría  y  la  otra  por  los  que  ejarcian  la  juris- 
dicción en  más  elevado  grado«  Por  vicioso! que  él  sistema  fue-* 
ra,  no  por  eso  es  menos  cierto  que  fué  un  hecho  subsistente 
^1  la  Monarquía  castellana  durante  siglos.,  Y  si  el  estado  polí- 
tico de  los  tiempos  actuales  no  lo  consiente,  esto'  sólo  demos- 
trará que  las  legislaciones  locales  deben  hoy  ceder  ante  aque- 
lla ley  general  y  común  en  cuanto  estén  en  cont^radiccibn  con 
ella,  pero  no  que  ésta  deba  considerarse  derogada,  yaque 
hasta  ahora  el  legislador  le  ha  conservado  la  ñierza  que  en  el 
siglo  xlv  D*  Alonso  XI  reconoció  que  le  era  propia. 
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Hoy,  pues^  como  en  los  tiempos  de  este  Bey^  debes  aplí- 
caTde  por  los  Trchu nales  de  apelación,  y  señaladamente  por  el 
Tribunal  Snpremo,  las  leyes  del  Fuero  Real  que  no  se  hubie* 
ran  derogado  directa  ni  indirectamente  por  o^ras  poateriorea, 
yi»  qxte  así  los  Reyes  católicos  en  su  ley  1*  de  Toro,  como  Don 
Felipe  11  y  D.  Carlos  IV  en  la  nueva  y  Jíovísima  Recopila- 
cioii,  no  hicieron  otra  cosa  que  reproducir  y  confirmar  la  ley 
del  célebre  Ordenamiento  de  aquel  Monarca,  y  aun  aclarar  sa 
precepto  en  sentido  favorable  al  carácter  general  del  Fuero 
de  las  Leyes. 

Se  dice,  no  obstante,  que  la  2*  del  título  v,  lib.  lu,  relatí* 
va  á  la  Revocación  de  las  mandas,  por  no  estar  incluida  en  la 
Novísima  Recopilación,  no  puede  tenerse  por  úiil  y  vivtt^  Eüti^ 
argumento,  si  probara  algo,  probaria  demasiado,  porque  se* 
gun  ella  no  podi^ian  tenerse  por  vigentes  en  España  más  leyes 
que  las  de  las  Partidaá^  las  dé  la  Novísima  Recopüacibn  y  laa 
posteriores.  Y  sin  embargo,en  la  misma  Üípótesis  de  los  que 
tal  opinión  sostienen,  son  leyes  también  vigentes  aquellas  an- 
tiguas cuyo  uso  y  observancia  se  pruebe,  aunque  en  la  Novi-» 
sima  Recopilación  no  m  hubiesen  incluido.  Está  además  tal 
razonamiento  condenado  por  la  ley  11,  tít.  ii^  lib.  iii,  de  esta 
Colección,  en  la  que  se  inserta  la  pragmática  de  D.  Felipe  Y^ 
ordenando  que  <¡ítodas  las  leyes  del  Reino  que  expresamente 
no  se  hallan  derogadas  por  otras  posteriores,  se  deben  obser- 
var literalmente,  sin  que  pueda  admitirse  la  excusa  de  decir 
que  no  están  en  uso.»  Allí  no  se  establecen  excepciones:  há- 
llense ó  no  incluidas  en  la  Nueva  Recopiladion,  que  era  la  que 
existía  al  tiempo  de  la  pragmática,  deben  todas  las  leyes  deL 
Reino  observarse  si  no  fueron  derogadas  por  otras  posteriores, 
óomo  no  le  fué  la  ley  de  que  aquí  se  trata.  Verdad  es  que, 
aparte  de  esto;  niigun  tratadista  *  se  ha  atrevido  hasta  ahora 
á  afirmar  qne  sélo'por'  el  hecho  de  no  haberse  incluido  en  la 
N«eva  ó  en  la  Novísima  Recopilacioil  una  ley,  debe  conside- 
rarse derogada,  porque  es  manifieste,  hasl^  él  punto  de  que 
sea  ocioso  insistir  en  ello  para  demostrarlo,  que  no  Ueg^  á  tan- 
to el  propósito  de  los  Monarcas  que  acordaron  la  formación  de 
aquellas  colecciones. 

Tampoco  es  cierto  que  sea  doctrina  común  entre  los  trata- 
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distas  la  opinión  del  Licenciado  López  de  Sagitado,  que  hizo 
saya  U  Sala  segunda  de  lo  civil  de  la  Audienoia  de  Madrid  • 
Xios  hay  que  merecen  profundo  respeto  en  las  aulas  y  ant^,  Iqs 
Tribunales^  que  sostienen  lo  contrario.  D.  Alonso  Diaz  de 
Hontalyo^  al  finalizar  el  siglo  xy^  en  la  edición  que  hizo  del 
Puero  Beai>  con  sus  glosas  y  comentarios,  ya  sosteaia  su  ca-. 
rácter  general  y  la  oblgatoria  observancia  de  sus  leyes  inde- 
pedíentemente  de  la  prueba  de  su  uso. 

£1  doctor  Burgos  de  Paz  en  sus  comentarios  á  las.  leyes  de 
Toro  decia  también  que  habia  quienes  de  eMa  maneja  opi- 
naban. 

Si  pavor  de  D.  Juan  Sala,  en  el  prefacio  de  q\\  Hits  troció» 
del  Derecho  Real  de  España,  asienta  que  la  limitaoion  impuesta 
€ñ  la  ley  del  Ordenamiento  de  Alcalá  «tiene  lugar  en  las  le* 
yes  de  los  fueros  municipales,  pero  no  en  las  del  Fuero  Beal;;» 
y  cita  en  su  apoyo  la  opinión  de  D.  Juan  Hilarión  Pastor,  en 
su  disertación  histórico-legal  sobre  sucesiones  de  monasterio^* 

D.  Jo«iqaín  Escriche  opina  asimismo  que  «no  es  necesario 
probar  el  uso  de  las  leyes  del  Fuero  Real  para  pedir  la  aplica- 
i^ioQ  de  ellas  en  su  caso,  sino  que  basta  que  no  se  hallen  dero- 
gadas por  otras  posteriores  ó  por  un  uso  Contrario;»  y  añade 
que  al  decir  esto  no  se  refiere  á  las  muchas  leye^  del  Fuero 
Beal  que  se  han  incluido  en  la  Novísima  Recopilación^  puet 
¿stas  tienen  la  misma  autoridad  que  la  Novísima,  de  que  hacen, 
parte.  De  la  propia  manera  opinaba  el  respetable  tratadista 
I).  Salvador  del  Viso,  en  sus  Leódones  elementales  de  Hisíorüfí 
2f  de  derecho  civil  de  JSspma.  Y  así  también  lo  st)Stiene  y  de-^ 
fiende  el  ilustre  D.  Jbaquin  Francisco  Pacheco,  al  comentar  lai 
ley  1*  de  Toro,  en  la  última  obra  con  que  ilustró  la  ciencia  jun 
rídíca  en  su  patria. 

Y  no  he  de  dejar  de  hacer  mención  dé  la  Real  Provisión  del 
Consejo  de  Gaétilla  de  27  de  Setiembre  de  1771,  reproducida 
«n  la  Real  Cédula  de  D.  Carlos  III  de  1778.  En  la  primera,  di- 
rigida á  la  justicia  de  Manzanares,  se  ordenaba  que  psMra  la  ad- 
judicación de  la  herencia  de  Fray  Francisco  Camarena,  se  pro- 
cediera con  arreglo  á  la  ley  12,  tít.  ii,  lib.  iv  del  Fuero  Ju^go^ 
y  demds  del  Reino^  refiriéndose  sia  duda  con  estas  palabras  á 
la  ley  11,  tít.  ti,  lib.  ixi  del  Fuero  Real,  que  es  la  única  en 
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niiedti^s  aHtigBOfií  Códigos  que  concuerda  con  la  que  se  citaba^ 
^1  libro  de  los  Visogodos;  advirtiéndosc  en  e«ta  Provisión  jr 
en  la  Real  Cédula  de  1778  á  los  Tribunales  que  no  tao9trasei¿ 
tanta  adhesión  éonio  manifestaban  á  las  leyes  de  Partida,  laá 
que  preferían  á  las  de  nuestro  derecho  nacional,  que  segutí^ 
sdlí  se  decía  respecto  ala  del  Fuero  Juzgo,  no  estaban  deroga- 
das por  otras  x)08teriores. 

Rebuscándose  todo  genero  de  argumentos  en  pro  de  la  tésisr 
que  se  pretende  que  psevalezca,  se  dice  que  hay  leyes  del 
Fuero' Real  que  es  incontrovertible  que  no  están  en  observan- 
cía,  y  sin  embargo,  no  aparecen  derogadas  sino  por  otras  de^ 
las  Partidas,  citándose  la  1*,  tít.  vif,  lib.  lii  de  aquel  Foéro^ 
que  fija  la  edad  de  20  años  para  ser  guardador  de  huérfanos  y 
de  sus  bienes,  estableciendo  por  la  inversa  la  dé  25  la  ley  4S- 
tít.  XVI,  partida  6*.  Es  verdad  que  esta  edad  es  la  aceptada  por 
el  derecho  vigente.  ¿Pero  tieue  esto  por  única  causa  el  haberse- 
otd'enado  así  en  la  ley  de  las  Partidas  que  acaba  de  citarse? 
.  ¿No  es  más  bien  tal  precepto  una  inmediata  y  necesaria  conse- 
cuencia de  la  mayoriá  de  edad  fijada  á  los  25  años?  Pues,  pre^ 
cisattiente  el  Fuero  Real,  en  su  ley  8*,  tít.  xr,  lib.  i,  así  tam^ 
bien  lo  establecía;  de  suerte  que  la  ley  que  se  cita  se  compren- 
de bien  que  hubiese  perdido  su  fuerza  por  li^allarse  en  contra- 
dice^n  con  el  precepto  general  de  la  mayoría  de  edad,  sancio- 
nado en  otra  ley  del  mismo  Código,  sin  necesidad  de  acudir 
para  edto  al  preferente  carácter  obligatorio  del  segundo  del 
Rey  Sabio,  que  és  incompatible  con  el  terminante  precepto  de- 
su  bisnieto  D.  Alonso  XI.  Se  cita  asimismo  la  ley  9^,  tít.  vin, 
lib;  II  del  Fuero  que  prohibe  testificar  al  menor  de  16  años, 
mientras  que  la  9*  tít.  xvi,  partida  3*,  exije  tan  sólo  de  cuatro^ 
cumplidos.  Pero  lo  que  se  acaba  de  decir  es  asimismo  a^ica- 
ble- á  este  caso:  la  no  ^observancia  de  la  ley  del  Fuero  en  feste 
punto,  más  qué  efecto  de  la  ley  de  Partidas,  lo  há  sido  de  la 
regla  que  fijaba  la  edad  para  la  mayoría  y  de  la  doctrina  pre- 
dominante en  España  durante  las  tres  últimas  centurias  que-* 
había  aceptado  la  del  Derecho  romano  sobre  las  diversas  eda- 
des del  hombre  con  relación  á  su  estado  jurídico.  •> 

Precisaünente  la  ley  del  Fuero  que  se  cita  declaró  el  Tribu* 
nal  Supremo  (sentencia  de  capación  de  3  de  Octubre  de  1868)i 
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que  está  yigente  en  lo  que  dispone  sobre  la  facha  de  loa  testi- 
gos p&rientes,  á  pesar  de  que  se  halla  ^  coatradícóton  con  lo 
ol^denado  én  las  leyes  15  y  16^  tft.  xvi,  partida  3\*Se  cita  tam- 
bién la  ley  10\tít¿  vi,  libré  iii  del  Fnero  en  que  se  establece 
el  derecho  de  troncalidad  para  las  sacesiooes  intestfidas  de  los 
asdeddietites,  atribuyendo  su  derogación  á  la  4%  tít.  xiii^  par- 
tida 6*,  coiño  si  tal  derogación  no  se  hubiese  hídeho^  según 
queda  dicho,  por  la  6*  de  Toro  iüserta  en  la  1*,  tít.  xx,  lib.  x 
de  la  Novísima  Recopilación. 

Has,  en  cambio,  pueden  citarse  muchas  y  máf^impcHrtantes 
leyes  del  Fuero  Eeal  qué  la  jurisprudencia  reconoce  como  vi- 
gentes, por  más  que  sus  preceptos  no  se  hallen  entre  los  de 
ningún  otro  cddigo  ni  colección  legal. 

Es  la  doctrina  más'comun^  que  la  ñera  herida  pertenece  al 
cazador  mientras  la  persigue.  Así  se  ordena  en  la  ley  16,  títu- 
lo iT,  lib.  m  del  Fuero  Real;  más  en  la  17,  tít.  xviíi,  partida  3* 
se  dispone  precisamente  lo  contrario,  á  saber,  que  pertenece 
en  todo' caso  al  que  la  coge. 

'  La  yitida  podía  contraer  segundas  nupcias  sin  licencia  de 
su  padre  6  madre  ya  antes  de  la  ley  vigente  sobre  el  consentid 
miento  paterno.  Así  se  dísponia  en  la  ley  4*,  tít.  i,  lib.  iii  del 
Fuero  Real,  sin  embargo  de  que  la  ley  5%  tít.  ix,  partida  4* 
no  hacia  esta  excepción,  ni  tampoco  expresamente  se  consignó 
en  la  Pragmática  de  D.  Carlos  111,  incluida  en  la  ley  9*,  tít.  ii, 
hb.  X  de  la  Novísima  Recopilación,  en  que  solamente  se  habla 
de  los  hijos  de  familia,  yes  bien  sabido  que  este  d^^ber  de  los 
hijos  no  se  funda  tan  sólo  en  la  potestad-  civil  de  los  padres. 

El  esposo  no  puede  dar*  pov  arras  más  del  diezcíio  de  sus 
bienes  á  la  esposa.  Así  lo  ordena  la  ley  2*^  tít.  ii,  libro  ni  del 
Fuero  Real.  En  las  Partidas  no  hay  este  precepto;  y  en  la  No^ 
Tísíma  Recopilación  solamente  se  insertó  en  la  ley  1%  tít.  hi^ 
fib.  xj  la  50  de  Toro,  en  que  no.se  declara  sino  que  la  del 
Fuero  eé  irrenunciabie,  prohibiéndose  ademíás  en  la  7^  del 
mismo  título  y  libro  dispensar  el  cumplimiento  delaley  del 
Fuero  que  ise  supónia  vigente. 

Los  religiosos  profesos  eran  antes  del  decreto  de  las  dórte» 
de  29  dé  Junio  de  1822,  restablecido  en  ^1  de  Enero  de  1837, 
lacapeGés  de  heredar  por  testamento  ni  ab-intestato«  La  ley  17^ 
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tít.  XX,  líb.  xde la NoTÍsima Becdpilacíaii eatablecia solameu"^ 
te  esta  inclipacidad  respecto  á  las  sucesioaes  intestadasji  ma». 
su  extensión  *á  las  herencias  por  testamento  htj  <j[ae  «buscarla 
en  la  11,  tft.  v,  lib.  m  del  Fuero  Beal. 

Nadie  pone  en  dada  que  á  la  viuda  oonresponde  el  leeba 
i^otidiano  del  matrimonio  4  Así,  éuiefecto,  se  dispone  en  la  ley 
6*,  tít.  Ti,  lib;  ni  del  Fuero  Beal.  En  ningún  otro  lugar  se 
halla  este  precepto. 

Y,  en  fin,  la  mayor  parte  de  las  r^lfts  que  se  aplioai;!  ei|  la 
liquidación  de  la  sociedad  de  gananciales  no  están  es<»ltas 
sino  en  los  títulos  iii  y  iy  del  libró  lü  del  Fuero  Beal;  La  here« 
dad  comprada  con  el  precio  de  otra  Tendida  de  cualquiera  dei 
los  cónyuges  no  es  ganancial,  sino  que  corresponde  á  aquel 
que  era  dueño  de  la  vendida;  mas  los  frutos  de  la  comprada 
son  de  la  sociedad.  Este  precepto  solstmente  se  registra  en  la 
ley  11,  tít.  IV,  lib.  ni  del  Fuero  Beal.  Las  mejoras  hecbaa  esx 
las  fincas  rústicas  de  cualquiera  de  los  cónyuges  cor»espooden 
al  dueño  de  las  fincas  mejoradas.  Pai^  buscar  este  precepto  es 
necesario  acudir  á  la  ley  3*,  tít.  iv,  lib.  ludel  Fuero  Beal/  T, 
en  fin,  paDa  no  Ixacer  más  citas,  la' casa  hecha  6n  sotar  de  uno 
de  los  cóiiyugeB  corresponde  al  dueño  del  solar,  y  al  otro  sola- 
mente la  mitad  de  su  Talor.  La  ley  que  así  lo  ordena  es  la  9*» 
tít.  iT,  libro  III  del  Fuero  Beal. 

Véase,  pues,  si  parte  tan  intetesante  de  nuestro  derecho 
positíTo  Tigente  se  funda  en  otras  leyes  más  que  en  lascóte* 
mida»  en  aquel  Fuero. 

£1  Tribunal  Supremo,  por  último,  tiene  ya  resuelto  el  pon* 
to  que  se  debate,  porque  ha  admitido  recursos  de  casación  fun- 
dados en  infracción  de  leyes  del  Fuero  Beal.  En  el  resu^elto 
por  sentencia  de  22  de  Febrero  de  187:1  seí  habia  citado  oomQ 
infringida  precisamente  la  ley  2%  tít*  v  del  libro  lii,  sobre  <iw 
ahnra  se  controvierte.  En  el  que  dio  motÍTO  á  la  sentencia  d9 
4  de  Junio  de  1881  se  habían  citado  la  9""  y  la  11,  tít  iy,  U^ 
bco  iii  del  Fuero  Beal;  y  en  el  que  está  pendiente  de  resoto* 
cien  se  to1tí<5  á  citar  la  2*,  tít.  v  del  lib.  ni,  hallándose  ya  ad-* 
mitidb  el  recurso  por  todos  los  motíTos  que  en  él  sd  expuBíe- 
t6n.  Y,  sin  embargo,  por  las  leyes  de  casación  que  estaban  vi^^ 
gentes  al  interponerse  estos  recursos,  no  podían  admitirse 
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aquellos  motivos  qne  no,  so  faadmsex^  ea  ieyes  qiae  8<i  liattaran 
en  observáncta. 

Y  hay  otra  seateacia  de  casaGíon  (fecha  3  de  Octabfe  i» 
1868)  en  que  el  Tribunal  Supremo  consideró  vigente,  ae^iw 
jase  hadiehoíy  una  ley  del  Fuero  Real,  y  preeisamen^e .fun- 
dándose tan  sólo  en  ella  y  eitándola,  desestimd^^el  motivo  del 
peeursO)  declarando  que  el  art.  320:dola  antigua  ley  de,  Bh"» 
joicianiieiito  civil  estaba  subordinado  á  la  ley  9*^  tít^  viii,  lib.  ix 
del  Fuero  Beal,  en  que  se  establece  la.  tacha  del  parentesco  del 
testigo  con  ui^o  dé  loa  litigantes  paradecljucar  en  el  pleito  cosí- 
tra^  extraños,  á  pesar*  de  ser  esta  ley  Gontvadictoria  coo  otrM 
ya  citadas  de  la  partida  3*. 

^Entiende,  pues,  que  queda  demostrado  que  las  ley^  iel 
Fuero  Real,  que  no  se  hubiesen  derogado  por  otras  posterio*- 
res  conservan  su  carácter  obligatorio,  y  que,  por  lo  tanto,  for- 
ma parte  del  derecho  actual  de  España  la  2^,  tit.  v>  lib.  ili|  en 
que  96  estabLectenilas  maneras  de  revocárselas  mandas,  cuya 
ley  tatito,  además^,  se  l*ecomienda  por  el  adelanto  que  revelan 
sus  dmposidones,'  muy  superiores  bajo  el  aspecto  de  la  cipncia 
y  en  ei  orden  de  lá  justicia  al  imperfecto  derecho,  que  sobre 
este  punto  contiene  la  exótica  y  supletoria  legislación  de  las 
Partidas. 

'  Corresponde  ahora  exponer  cuál  es  el  recto  sentido  de  esta 
legislación,  para  demostrar  que,  á  pesar  de  su  imperfección  eñ 
este  punto,  no  alcanza  á  declarar  subsistente  el  legado  de  eosa 
espeoiñea  cuando  después  de  hacerlo  el  testador  vendió  vciu^ 
iariftmmU,  esto  es,  sin  necesidad,  la  cosa  legada^ 

LEYES  17  Y  40,  TÍTULO  Ó%  PARTIDA  6*. 

.  • .  » 

He  ahí  el  texto  íntegro  de  estas  leyes: 
.  Ley  17:  «Viña  ó  tierra,  ó  o1ari&  cosa  semejante  destas,  .que 
fuesse  suya  deL  testador,  si  la  mandasse  á  alguno  en  su  testar 
mentó  é  despnesd^sto  en  su  vida  la  vendiesse  ó  la  camiassOí 
en  láaluo  finca  aquel  á  quien  la  mandó  de  demandar  la  estima* 
cion  de  aquella  cosawPueras,  ende,  si  el  heredero  del  testador 
pudiese  juronar  que  suenténoion  fuó  del  que  fizo  la,  manda  de 
reaocarla,  é  por  esto  la  enajenaua.  Mas  si  el  fazedor  del  testar» 
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itienio  deapuea  quQ  ouiesse  mandada  alguna  cosa  la  diese  en 
don  á  otro,  estonce  se  entiende  que  renoca  la  maada  qfie  auia 
fecha  de  dila,  ¿  poir  ende  non  la  puede  después  demandáis  al 

Ley  40:  <fDonacipn  &ziendo  el  testador  en  suTida  á^'algon 
ame,  de  alguna  cosa  que  ouiesse  mandada  en  sti  testamento  á 
otro,  desjatasepor  ende  la  manda,  pirque  se  mejét  que  se  arre^ 
fín^tíéypues  la  dio  á  otro  en  ante  que  mwiesseí  Más  se  la  yen* 
diesse,  ó  empeñasse,  non  ise  desataría^  nm  renoéasiá.  poxtendoíj^ 
ante  deziiiE^os,  que  aquel  á  quien  fué  mandadt^'que  deue  aner 
el  precio  por  que  fué  vencida,  ó  Ja  estimacten,  si  fuete  empe* 
nada,  assí  como  de  suso  diximos.  E  ésto  es,  porgué  ^^»lí0/a,  que 
jnies  quj^  el  testador  la  tendió  y  ola  empeñé  ^  que  su  enúenciait/ué 
de  hfiueffor  mengua  que  auia  i  non  for  reuocar  la  manda.»    ; 

¿Cuál  es  él  reqto  sentido  de  estas  leyes?  Parabuscarlo  no  debe 
emplearse  el  sistema  de  interprefaóion  que  raeházan  alpresenr^ 
te  el  buen  gusto  literario  y  los  progresos  déla  cienéía  jurMica^ 
pero  que  tangen  boga 'estuvo  entre  muehocí  de.nuestroffprácti? 
COS.  En  la  interpretación  de  las  leyes  no  cabe  ya  emplear 
aquella  gimnasia  intelectual  con  que  la  sofística  sutileía  des* 
componía  su  texto  para  cpmbinar  arbitrariamente  sus  frases 
y  arrancar  por  este  vicioso  análisis  del  literal'  sentido  de  cada 
nna  el  general  de  toda  ella,  contrario  en  muchos.oasoa  á  lai  in- 
tención del  legislador  y  á  las  sanas  doctrinas  de  la  cieñda.  . 

Es  necesario  estudiar  la  ley  en  su  historia^  porque,  como 
decía  en  su  tiempo  el  jurisconsulto  CelsQ,  «posteriores  iej^es  ai 
priores  pertinente  y  buscair  en  ella  el  sentido  quio  man  se  apro- 
xime al  ideal  de  la  justicia;  porque,  según  la  sentencia  del 
mismo  jurisconsulto)  kin  ambigua  voce  le^séapotuik  accipienda 
est  signijhatio  que  t>itio  caret.» 

Ahora  bien:  este  criterio,  que  se  inspira  á  la  vez  en  la  his- 
toria y  en  la  cienda,  si  se-  aplica  á  la  interpretaóion  de  las  dos 
leyes  trascritas  de  la  partida  6*,  conduce  rectamente  .á  demos- 
trar que,  según  su  precepto,  debe  tenerse  por  revocado  elle- 
gado>  no  soló  citando  el  testador  donó,  dedpups  de  otorgado  el 
testa  mentó,  la  cosa  que  habia  legado,  sino  <;uando  ^laiOnajenó 
volun  tariammte^  esto  es,  sin  causa  de  necesidad  personal  <tfa* 
miliar. 
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Pasa  fqndadamente  sa  contradicción  comd'yerdad  harto 
Tulgar  qoe  la  legislación  de  las  Partidas  es  ana  mera  Tersion 
del  derecho  romano  y  del  canónico,  entendidos  segan  las  o]^- 
niones  de  los  glosadores  y  comentaristas  del  si^lo  xití,  salYb 
taras  4i^osíciones  tomadas  por  el  Rey  Sabio  de  los  f ñeros, 
usos,  y  cqstambres  qne  informaban  la  legislación  nacional.  Al 
derecho  romano,  por  lo  tanto,  (pnesto  qne  el  canónico  ningún 
precepto  contenia  aplicable  á  la  materia  de  la  contrdTersi  a), 
hay  qne  acudir  »}  sb  quiere  investigar  por  el  caminó  seguro  de 
las  fuentes  de  que  aquellas  leyes  proceden  su  propio  y  legíti* 
mo  sentido. 

El  Licenciado  López  de  Sagredo  afirma  que  aquel  derecho 
«ra  incompleto,  porque  asentando  solamente  el  principio  de 
^ue  la  subsistencia  ó  revocación  del  legado  dependía  de  la  vo- 
luntad del  testador,  no  fijaba  reglas  á  cuyo  tenor  ésta  hubiera 
de  conocerse  en  los  casos  de  revocación  tácita,  ni  disting^nía 
entre  las  diversas  clases  do  enajenacioi\  de  lacosfa  legada,  para 
declarar  cuáles  eran  las  que  oonstttuian  una  prueba  inductiva 
del  cambio  de  intención^  ni  determinaba  quién  debia  probar 
este  cambio  ni  qué  era  lo  que  debia  probarse. 

Entiendo  quo  tan  rotondas  afirmaciones  contienen  graves 
errores,  que  los  mismos  textos  contradicen . 

Beconozco  la  concisión  de  Justiniano  yi  sus  Instituciones 
al  sentar  el  científico  principio  sobre  que  descansan  la  revoca-*' 
cien  tácita  de  los  legados  por  la  enajenación  de  la  cosa  legada, 
pues]es  cierto  que  en  el  par.  12,  tít.  xx,  que  es  el  único  que  hay 
en  las  Instituciones  que  sea  aplicable  á  la  materia,  solamente 
dice:  (1)  «Si  el  testador  legare  una  cosa  suya  y  después  la  ena- 
jenase, Celso  opina  que  se  debe  el  legado,  si  no  la  vendió  con 
ánimo  de  quitarlo;  y  así  lo  decretaron  por  rescripto  lo^s  Empe- 
radores Severo  y  Antonino.» 

Has,  aunque  todo  el  derecho  i^omano  se  contuviera  en  las 
Instituciones  y  posee  hoy  por  fortuna  la  ciencia  un  documento 
de  inestimable  precio  para  conocer  el  verdadero  sentidd  del 
derecho  allí^tablecido.  En  su  paráñrasís  griega',  escrita  por  el 
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(1)  «Si  rem  Buam  legaveritiestator,  posteaqae  eam  alienaTerlt,  QelmiB  existí  - 
.mat,  li  non  adimendi  animo  vendidit»  nihilhominoA  debori.  Idqae  Divi  Sojreras  et 
AntoninuB  rescripaerunt.» 
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jnriseoiiBTilio  Teófilo,  que  ñié  tino  de  lod  mismos  qtte  por  or- 
den hnfftrial  las  redactaron; 'y  él  cual  exlJicaüdo  el  seutido 
del  torio,  diee  (1):  «Si  me  íiábeis  legsldo  una  cosa  f  «e8<a*a  y 
deépnes  la  habéis  enajenado  para  anular  el  legado  y  retirarme 
TQ^rtra  jEMnistád, 'el  legado  no  ine  eb  debido;  pero  si. por  el 
cOniMffio  no  la  habéis  enajenado  con  esta  intendion,  -por  ejemr 
pío,  si  os  hadéis  visto  oMipUdopura  foga/r  dmdas  públicas  ópri- 
vadas^  6  porque  carecíais  de  dinero^  yo  podré  exigir  el  legado 
de  vaestro  heredero;  y  esto  es  lo  que  Seyero  y  Antonino  orde* 
naron  por  rescripto.» 

Cabe,  pues,  afirmar  que,  aun  sin  atender  á  más  que  al  de* 
fecho  contenido  en  las  Institueio^eSy  la  iptdncion  del  testador 
al  enajenar  la  Cosa  legada  podia  ser  conocida  y  apreciada  pre* 
cisaniente  por  la  causa  en  virtud  de  la  cual  hubiese  hecho  la 
enajenación,  hasta  el  punto  de  qne,  cuando  edta  csjusa  hubiera 
sido  la  necesidad,  el  legado  subsistiría,  porque  debia  entenderá 
se  que  el  testador  no  habia  tenido  intención  de  reyocarlo. 

Mas  en  sus  Instituciones  no  comprendió  todo  el  derecho  el 
Emperador;  y  por  el  contrario>  es  bien  sabido  que  aquéllas  don 
mero  compendio  y  resumen  del  Código  y  del  Digestó.  A  estas 
grandes  colecciones  es  necesario  acndir  para  saber  todo  la'  que 
en  aquól  á  la  sazón  se  disponía  sobre  la  materia. 

Según  el  dere(¡ho  estrictamente  civil,  la  enajenación^  por 
'cnalesquiera  título  y  causa,  de  la  cosa  l^egada^  producía  lacd- 
duoidad  del  legado  hecho  per  vindicatiúnemi  no  porque  el  tes* 
tadór  hubiese  cambiado  de  intención,  sino  porque  la  cosa  le* 
gada  habia  dejado  de  pertenecer  á  sa  caudal;  pero  no  afecta^ 
foa  á  la  validez  y  subsistencia  del  que  s6  hubi^só  hecho  per 
damna'tionem,  porqne  éste  era  válido,  aunque  la  cos^  legada 
fuese  del  propio  heredero  ó  de  un  extraño,  y  aunque  no  exis* 
tiese  al  morir  el  testador. 

£1  derecho  estricto  civil  dediícia  lá  caducidad  de  Jos  legados 
de  la  fórmhla  con  que  el  testador  los  habla  hecho,  m^  no  d^l 
cainbjo  de  su  vdlníitad  revelado  por  hechos  posteriores. 

El  Pretor;  inspirándose  en  doctritiamás  t^ácional,:  modificó , 
el  rigor  de  aquel  derecho  por  el  acostumbrado  medio  de  la  crea  • 
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<í >  PamphTiHBe  gtétqv»  des  liMtttnfts  áb  ^Iusüiiúb,  paar.  le  plr«feMéiir  TheopliUey 
traduit  en  flraircais  par  M.  F.  C.  Fregier.  París,  1847. 
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€Íon  de  excepciones,  considerando  revocado  por  cualquiera 
enajenación  aun  el  legado  hecho  per  damnatianem^  j  dando  al 
heredero  una  eitcepcion  de  dolo  contra  el  legatDrlo,  fondada 
0#qhé>  al  reclamar  éste  el  legado,  obraba  contra  la  voluntad 
del  testador  revelada  por  la  enajenación. 

!&ste  era  el  derecho  vigente  en  los  primeros  tie>mpo8  del  Im* 
pério,  segnn  nos  dice  Gayo:  el  principio  racional  del  Pretor 
habia  prevalecido  sobre  la  lógica  de  las  antiguas  fórmulas,  j 
el  legado  de  cosa  cierta  se  consideraba  revocado  por  la  enaje* 
nación  de  la  cosa  legada  que  por  cualquier  título  y  con  cual- 
quier motivo,  sin  excepción  alguna,  hubiese  hecho  el  testador^ 
sin  que,«en  tal  caso,  ni  aun  por  la  aplicacidn  del  Senadocon- 
sulto  Neroniano  pudiese  considerarse  subsistente.  Toda  enaje* 
nación  por  sí  sola  constituia  una  prueba  inductiva  del  cambio 
de  voluntad  del  enajenante  con  r^acion  á  la  persona  á  quien 
en  su  testamento  habia  favorecido  con  la  cosa  que  después  ven* 
dia;  y  esta  prueba  producia  su  úatnral  efecto,  á  no  ser  que  el 
legatario  probase  á  su  vez  con  otros  hechos  que  el  testador,  á 
pesar  de  la  enajenación,  habia  persistido  en  la  voluntad  con- 
signada  en  el  testamento. 

£1  derecho  entonces  en  vigor  se  condensaba  én  un  princi- 
pio y  en  una  regla.  El  principio  consistia  eii  Considerar  revo* 
cado  el  legado  hecho  en  testamento  ó  codicilo»  cuando  el  testa* 
ttor,  después  de  haberlo  otorgado,  cambiaba  de  voluntad  res* 
pecto  al  legatorio.  Y  la  regla  consistia  en  tener  la  enajenación 
de  la  cosa  legada  que  el  testador  hiciese  por  cualquiera  causa 
ó  título  como  presunción  6  prueba  iductiva  del  cambio  de  su 
voluntad. 

Mas  algunos  jurisconsultos,  y  entre  ellos  Celso,  vinieron  á 
alterar  con  su  opinión  la  uniformidad  de  la  jurisprudencia  ro- 
mana, no  respecto  al  principio,  que  se  conservó  en  toda  su  pu- 
reza, sino  rerpecto  ala  regla,  que  limitaron  en  su  aplicación. 
Según  ellos,  ño  debian  considerarse  como  prueba  inductiva  de 
cambio  en  la  voluntad  testamentaria  aquellas  enajenaciones 
que  por  sus  especiales  circunstancias  revelasen  que  habían  sido 
producto  de  otra  causa»  T  aceptada  esta  opinión  por  los  fimpe* 
radores  Severo  y  Antoniuo,  expusieron  el  novísimo  derecho  loé 
denlas  jurisconsultos  en  sus  inmortales  obras,  cuyos  textos 
constituyen  el  Digesto. 
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Pasaron^  sin  embargo,  á  este  cuerpo  algunos  fragmentos  de 
la  jurisprudencia  anteriora  Celso.  Así,  PomponíO;  en  sulib.  k 
ad  SavÍQun  (1),  dice:  «Si  el  testador  enajenare  una  parte  de 
todo  el  fundo  legado,  solamente  debe  reclamarse  (por  el  le|ár 
tario)  la  parte  (restante).  Si  (el  testador)  después  de  hecho  el 
testamento,  detrajo  algo  del  fundo  de  Ticio  y  lo  añadió  al  de 
otro,  es  necesario  saber  si  él  legatario  podrá  también  pedir 
aquella  parte...  y  parece  mejor  que  lo  queá  otro  fué  destinado 
se  ha  quitado  (al  legatario).» 

Mas,  aparte  esta  antinomia,  aparecen  insertas  en  aquella 
célebre  colección  las  opiniones  de  algunos  ilustres  juriscon* 
sultos  que  exponían  la  nueva  jurisprudencia  con  toda  preci- 
sión. 

ülpíano^  en  su  lib.  ii  Pideicoinmisorum.(2),  decía:  Sieltesr- 
tador  legase  una  cosa  suya  y  la  enajenase  por  necesidad  wr^ 
gente^  puede  pedirse  el  fideicomiso,  á  no  ser  que  se  pruebe  que 
el  testador  quiso  quitárselo  (al  legatario);  mas  la  prueba  de 
(esta)  voluntad  ha  de  ser  exigida  por  los  herederos. )> 

Y  Modestino,  en  su  lib.  ym  DifferenHarum  (3),  decía  asi*- 
mismo:  <sS>i  el  testador,  aún  vivo,  donare  á  otro  la  cosa  legada, 
se  extingue  de  todos  modos  el  legado:  no  distinguimos  si  donó 
por  necesidad  de  familia  ó  por  mera  voluntad,  para  que  si  hu- 
biese donado  por  necesidad  se  deba  el  legado,  y  no  se  deba  sí 
por  mera  voluntad;  pues  esta  diatíncion  no  cabe  en  la  munifi* 
cencía  del  donante,  no  siendo  nadie  liberal  en  sus  propias  ne- 
cesidades.^ 


(1)  Si  ex  loto  fundo  legato  testator  partem  alienasset,  reliquam  dontaxai  par- 
em  déberi  placet. 

Quod  si  post  testamentum  factum,  ex  fimdo  Titiano  aliqmd  detraxit^  et  alii 
ftando  a^jecit,  yidendum  est  utrumne  eam  quoque  partem  legatarius  petitaras 
sit. ..  Bt  magiB  est  ut  qaod  allí  destínatom  est»  ademptum  ésse  videatiir.— Fr.  8  y 
24,  lib.  xu  Dig. 

(2)  Sirem  suam  testator  legaverít,  eanaqae  neeessitate  urgente  alienaverit, 
fideicommissum  petl  posse,  nisi  probetur  adimere  el  testatorem  voluisse;  proba- 
tionem  autem  <Biutat«)  Toluntatis  ab  heredibus  eügendam.— Par.  12^  ^:  11,  Ubrf^ 
xzzuDlg. 

(3)  Rem  legatam  testator  yivus  alii  donaverit  omnimodo  extínguitur  legattmit 
necdistinguimus,  utrunsi  propter  necessitatem  rei  familiarís,  an  meratoluniat^ 
donaTerit;ut  si  neeessitate  donaverit,  legatum  debeatur;  si  nuda  volúntate,  non 
debeatur;  base  enim  distintió  in  donantis  muniícentiam  non  cadit,  cum  nemo  iit 
neoessitatíbus  liberalis  existat.— Fr.  18,  tít.  ly,  lib.  xxxtf,  ¡Hff.     ' 
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Estos  textos  demuestran  que  la  inflaencia  de  la  opinión  de 
<Celso  en  la  jurisprudencia  de  la  edad  de  oro  del  derecho  roma- 
<no  habia  quedado  reducida  en  los  tiempos  de  Justiniano  á  que, 
no  siendo  por  sí  misma  toda  enajenación  de  la  cosa  legada 
ieclia  por  el  testador  una  presunción  de  cambio  de  voluntad 
•respecto  al  legatario,  6  sea  de  la  causa  de  revocación  del  lega- 
do, habia  que  acudir  al  motivo  que  babia  impulsado  al  testa- 
dor para  enajenar.  Cuando  aquél  habia  sido  su  propia  necesi- 
dad ó  la  de  su  familia^  debia  entenderse  qure  el  legado  subsis- 
tid, porque  el  testador  ne  habia  tenido  intención  de  revocarlo, 
mas  cuando  la  enajenación  habia  sido  hecha  voluntariamente  6 
<sin  la  necesidad  moral  indicada,  el  legado  debia  considerarse 
extinguid©. 

Si  la  enajenación  ha  sido  hecha  á  título  gratuito^  era  ma- 
^nifíesto  desde  luego  el  cambio  de  voluntad  del  testador,  hasta 
«I  punto  de  que,  según  dice  Modestino,  no  cabia  discutir  si 
aquél  habia  donado  por  necesidad  ó  voluntariamente,  puesto 
-que  era  inverosímil  el  supuesto  de  nna  donación  necesaria. 
Mas  si  la  enajenación  se  hubiese  hecho  á  título  oneroso,  cabia 
averiguar  la  causa  que  habia  determinado  al  testador  á  efec- 
tuarla para  tener  por  revocado  el  legado  como  en  el  caso  de  la 
donación  cuando  aquélla  no  habia  sido  una  necesidad  perso- 
nal (5  de  familia. 

Por  lo  que  se  acaba  de  decir  se  ve  claro  que  la  novedad  de 
CJelso,  aceptada  por  los  Emperadores  Severor,  Antonino  Ceoy 
Justiniano,  habia  quedado  circunscrita  á  una  modificación  en 
Ja  teoría  de  las  presunciones  aplicables  á  la  interpretación  de 
la  última  voluntad  del  testador,  pero  no  habia  alcanzado  al 
fecundo  y  racional  principio  del  derecho  pretorio.  El  texto  de 
JJlpiano  así  lo  demuestra.  La  opinión  de  Celso  no  habia  llega- 
do á  más  que  á  dar  fundamento  á  una  excepción  de  la  regla 
general  sobre  las  presunciones  establecidas  por  la  jurispru- 
dencia: la  de  que  la  enajenación  por  necesidad  no  servia  para 
presumir  un  cambio  de  voluntad  en  el  enajenante  respecto  á 
su  legatario;  pero  fuera  de  este  caso  continuaba  rigiendo  la 
regla  favorable  á  la  revocación  del  legado. 

Pudiera  quizás  sostenerse,  según  se  deduce  de  las  palabras 
<de  Ulpiano,  que  al  legatario,   y  no  al  heredero,  era  á  q[\iien 
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había  de  incumbir  la  prueba  del  hecho  en  que  la  presancíoD* 
excepcional  había  de  fúndanse,  porqae  no  es  la  regla  g^eraf 
sino  la  excepción^  la  que  debe  probarse.  Pero  aunque  tsí  no- 
fuera,  y  al  heredero  incumbiese  la  prueba,  éste  cumpliría  de- 
mostrando; ó  bien  el  título  gratuito  de  la  enajenación^  6  bmt 
la  causa  Toluataria  de  la  hecha  á  títnlo  oneroso,  puesto  qtie^ 
esto  probado  ya  existiría  la  presunción  legal  del  cambio  de 
voluntad,  siendo  necesaria  para  destruirla  una  prueba  contra* 
ría  y  directa  del  legatorio  que  demostrase  que,  á  pesar  do  la 
ensgenacioa^  el  testador  respecto  á  él  no  habia  cambiado  de- 
voluntad. 

Y  que  éste  era  el  derectiQ  escrito  vigente  en  los  tiempos  de 
Justiniaño  por  ser  el  recto  y  literal  sentido  de  los  textos  cita-» 
dos  y  de  otros  que  abundan  en  el  tít  iv  del  líb.  xxxtv  del  Di- 
gestOy  está  fuera  de  duda  ante  la  unánime  afirmación  de  los 
antiguos  comentaristas,  que  por  esto  mismo  es  inútil  citar,  y 
la  general  de  los  modernos  expositores  (1). 

No  es,  pues,  exacto  que  este  derecho  se  hubiese  limitido  4 
establecer  el  principio  de  la  revocabilidad  de  las  mandas  po«r 
el  cambio  de  voluntad  del  testador  y  que  no  fijase  también 
reglas  á  cuyo  tenor  habia  de  interpretarse  la  enajenación  de 
la  cosa  legada  como  prueba  inductíva  de  la  revocación.  Por  ei 
contrario,  asentado  el  principio,  establecía  y  desarrollaba  á  la 
vez  ujQ  sistema  de  presunciones  de  las  comunmente  caüifiücadas 
ie  ley  que  habrían  de  aplicarse  según  las  circunstancias  pro* 
pias  de  cada^staso. 

En  este  <}erecho,  pues,  se  inspiré  el  Rey  sabio  ai  formar  las 
leyes  17  y  40  del  tít.  xk  de  la  partida  6*,  y  no  es  licite,  segan 
se  ha  dicho,  prescindir  de  tan  importante  elemento  histórico 
cuando  se  trata  de  investigar  lo  qne  realmente  en  aquellas  le- 
yes se  ordena. 

Y  por  le  que  hace  á  la  sana  doctrina  de  la  cieacia,  «b7# 
noble  fin  consiste  en  aplacar  el  principio  de  la  justicia  á  iaa  ve* 

(1)  ArDOldi  ViDli.'lln  quator  libros  Tnstitutíonum  impeHalium  Gommentarüioa.— 
Coura  eUmentaire  de  Droit  Momattif  par  M.  Gh.  Demangeat.— Ctu>r«  eUmentaire  tf* 
Drait  Romain,  par  P.  Van  Welter.-*CÍ0i(f«  dk  Droit  HmmIh,  parcharles  Mayms,  tte.-^ 
BxiüicacjMkUtórieaíkUif  lusiiUuiiímesJeJusüiUanit^  («or  M.  Ortolán,  tra<lueiiXA  por 
D.  Francisco  Pérez  de  Anaya^— Ctfr«o  %i8íórico  exegélico  del  Derecho  Bomano,  pQr  Don.. 
PeAro  G  o«i«z  de  la  Sema . 
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laeionefi  jun'dícaa  que  entre  los  hombres  nacen  cada  día,  ya  se 
ha  procurado  demostrar  en  la  primera  parte  de  este  opúscnlo 
que,  según  ella,  no  solamente  la  justicia  demanda  la  cadncí-* 
dad  del  legado  caando  el  testador,  después  de  hacerlo,  donó  6 
enajenó,  aunque  por  título  oneroso,  voltmíariamenU  la  cosa  le-r 
gada,  sino  también  cuando  la  enajenó  por  necesidad.  La  cien-' 
cía  hoy  rechaza  la  opinión  de  Celso,  y  prefiere  la  jurispruden- 
cia que  los  edictos  del  Pretor  y  la  jurisprudencia  habian  for- 
mado en  los  primeros  años  de  la  edad  de  oro  del  Derecho  de 
Roma. 

La  historia  y  la  ciencia  exigen  de  consuno,  por  loque  se 
acaba  de  decir,  que  al  interpretarse  las  dos  leyes  de  la  partida 
6*  no  se  les  áé  un  sentido  aun  más  restrictivo  que  el  que  Cel- 
so había  dado  á  la  brillante  jurisprudencia  de  su  tiempo.  Si 
asi  se  hiciera,  más  que  un  paso  hacia  adelante,  es  eyidente 
que  se  daría  hacia  atrás  en  la  senda  del  progreso  jurídico  de 
España,  apartándola  aun  más  de  lo  que  ya  desgraciadamente 
lo  está  del  grandioso  concierto  que  en  los  pueblos  cultos  se  ya 
estableciendo  entre  su  legislación  y  la  ciencia  de  la  justicia. 

Téngase  además  presente,  para  no  interpretar  en  tal  res- 
trictivo sentido  las  leyes  citadas,  el  elemento  importantísimo 
del  Derecho  nacional.  A.un  en  la  hipótesis  de  que  no  estuviera 
vigente  como  derecho  positivo,  ¿quién  se  atreverá  á  desconocer 
la  alta  conveniencia,  por  QO  decir  la  ostensible  necesidad,  de 
ir  asimilando  por  la  jurisprudencia,  y  en  cuanto  al  texto  legal 
no  oponga  á  su  bienhechora  acción  insuperable  obstáculo,  la 
legislación  del  Código  Romano  Alfonsino  al  derecho  que  ha 
sido  expontáneo  producto  de  las  necesidades,  costumbres,  y 
en  suma,  de  la  progresiva  civilización  del  pueblo  español?  En* 
tre  una  interpretación  que  tiende  á  separar  más  y  más  ambos 
elementos  y  la  que  tiende  á  asimilarlos  al  amparo  de  las  más 
pnraa  doctrinas  de  la  ciencia,  no  puede  ser  dudosa  la  elección 
á  cuantos  contribuyen  á  llevar  á  cabo  el  lento  trabajo  de  la  ju- 
YÍsprudenGía  nacional. 

SI  texto  de  e^tas  dos  leyes  no  se  opone  á  la  tesis  que  se  sus- 
teotfi. 

Es  necesario  estudiar  la  ley  17  á  la  vez  que  la  l^y  40,  por- 
que ^ta  no  contiene  sino  la  confirmación  y  explicación  de 
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aquélla,  expresando  la  razón  ó  fundamento  de  lo  que  aUí  se  or- 
dena. En  ambas,  como  en  las  obras  de  Justiniano,  se  recono- 
ce el  principio  que  proclamaba  la  clásica  jurisprudencia  del 
Imperio:  el  legado  se  revoca  por  el  cambio  de  voluntad  del 
que  lo  hizo.  Y  allí  también  se  establecen  las  presunciones  que 
han  de  servir  para  investigar  el  hecho  interno  de  la  intención, 
ya  que  cuando  ésta  no  se  ha  manifestado  por  palabras  6  por 
hechos  que  directamente  la  demuestren,  hay  que  buscarla  en 
los  que  indirecta  pero  no  menos  seguramente  la  revelen.  En  la 
ley  17  se  declara  que  la  donación  de  la  cosa  legada  es  prueba 
de  la  revocación  del  legado,  porque,  ségun  se  dice  en  la  40, 
<i:semeja  que  se  arrepintió  (el  testador)  fues  la  dio  á  otro  en  ante 
que  muriesse;»  mas  toda  venta  por  sí  sola,  dice  la  ley  17,  no 
produce  el  mismo  efecto,  porque,  según  la  40,  «semeja  que pues^ 
qiie  el  testador  la  vendió ^  ó  la  empeñó^  que  su  entencion  fué  de  lo 
facer  por  mengua  que  avia,  é  non  por  revocar  la  manda,» 

No  puede  estar  más  claramente  expuesta  en  ambas  leyes, 
conjuntamente  estudiadas,  la  doctrina  del  derecho  vigente  so» 
bre  estas  presunciones  en  los  tiempos  de  Justiniano.  La  dona- 
ción de  la  cosa  legada,  sin  más  examen  sobre  ,l&s  causas  que 
la  hayan  producido,  es  prueba   inductiva  de  la  nueva  intención 
del  donante.  Mas  la  venta  ó  permuta  no  produce  en  todos  loa 
casos  el   mismo  efecto,  porque  haciéndose  «por  mengua  qaie 
uviesse  el  testador,»  no  probaria  el  cambio  de  su  voluntad  res- 
pecto al  legatario.  En  esto  precisamente  consiste  el  fundamen- 
to de  la  distinción  que  el  Derecho  romano  hacia  entre  las  ven- 
tas volunbwrias  y  necesarias.  Aquéllas  constituian  una  presun- 
ción legal  de  revocación  del  legado,  porque  no  se  habian   he- 
cho por  necesidad  personal  ó  familiar  del  enajenante;  mas  és- 
tas no  constituian  tal  presunción,  porque  la  necesidad  y  no  la 
intención  de  revocar  el  legado  habia  sido  la  causa  que  había 
determinado  la  voluntad  de  quienes  las  hubiesen   hecho.  La 
única  razón  ó  fundamento  jurídico  que  tiene  el  precepto  (que 
en  materia  de  interpretación  legal  no  puede  confundirse  ■  con 
la  mera  intención  del  legislador),  falta  en  las  ventas  volunta- 
rias para  que  no  deba  atribuírselas  el  mismo  efecto  á  favor  del 
legatario  que  la  ley  atribuye  á  las  ventas  necesarias. 

Por  esto,  dentro  de  la  estricta  observancia  de  la  ley  17,  qu'e 
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impone  al  heredero,  para  que  en  el  caso  de  enajenación  de  la 
cosa  legada  se  tenga  por  revocada  la  manda,  la  obligación  de 
probar  el  cambio  de  voluntad  del  testador,  comple  aquél  su 
obligación  legal  probando  que  la  venta  fué  voluntaria,  esto  es, 
que  no  fué  resultado  de  necesidades  propias  ó  familiares  del 
testador,  porque  la  venta  hecha  voluntariamente  y  sin  esta 
causa  constituye  por  sí  misma  una  prueba  inductiva  (única  po- 
aible  en  materia  de  revocaciones  tácitas)  del  cambio  que,  res- 
pecto al  legatario;  se  operó  en  la  voluntad  de  quien  antes  le 
habia  favorecido  con  el  legado. 

Se  dice  que  la  venta  ó  permuta  no  significa,  respecto  al 
testador,  más  que  la  intención  de  cambiar  una  cosa  por  otra  6 
por  su  precio.  Cierto  es  que  también  esto  significa;  mas  preci- 
samente en  ello  consiste  el  fundamento  de  la  prueba  inductiva 
de  la  revocación.  El  testador  quiso  cambiar  la  cosa  que  en  el 
testamento  habia  legado,  por  otra  ó  por  su  precio.  Si  lo  nueva- 
mente adquirido  hubiera  de  quedar  subrogado  en  lugar  de  lo 
enajenado  para  el  efecto  de  la  manda,  habría  que  partir  de  la 
presunción  de  que  la  voluntad  del  testador  habia  cambiado,  no  * 
respecto  á  la  persona  del  legatario,  sino  respecto  al  objeto  del 
legado.  ¿Y  en  qué  fundamento  descansaría  una  presunción  di- 
rectamente contraria  á  la  prueba  plena  del  testamento  mismo, 
respecto  á  la  cosa  que  según  la  intención  del  que  lo  hizo  habia 
de  ser  objeto  de  la  manda? 

Agregúese  á  lo  que  se  acaba  de  decir  que,  tratándose  de 
una  venta,  ^eria  condición  necesaria  para  admitir  la  hipótesis 
de  la  subsistencia  del  legado  que  el  precio  apareciese  especí- 
ficamente conservado  en  el  caudal  al  tiempo  de  la  muerte  del 
testador;  porque  sí  esto  no  sucedia,  no  seria  posible  considerar 
subsistente  el  legado  de  una  cosa  que,  hecho  en  el  concepto 
de  ser  propia  del  testador,  no  constaba  que  existiera  entonces 
en  el  caudal. 

Carecen  también  de  fuerza  otras  dos  observaciones  que  se 
hacen  para  combatir  la  tesis  que  en  este  opúsculo  se  sustenta- 
'  Consiste  la  primera  en  que,  exigiendo  la  ley  17  al  heredero 
la  prueba  del  cambio  de  voluntad  del  testador,  no  ha  podido 
menos  de  referirse  á  las  ventas  voluntarías,  porque  en  las  ne- 
cesarias es  desde  luego  manifiesto  que  ha  faltado  la  voluntad 
del  enajenante. 
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Resalta  en  este  razonamiento  la  confasíon  que  se  hace  entre 
las  ventas  necesarias  y  l^s/or^sas.  En  las  primeras  (en  el  es- 
pecial sentido  en  que  la  palabra  necesaria  se  emplea  al  tratar 
de  la  materia)  concurre  la  voluntad  libre  del  vendedor,  de  la 
misma  manera  que  en  las  que  se  califican  de  voluntarias.  Se 
llaman  así  tan  sólo  por  razón  de  la  causa  que  determina  la 
voluntad  del  enajenante,  causa  que  no  le  privado  libertad  para 
.  contratar,  como  la  tiene  quien  vende  todos  ó  parte  de  sos  bie- 
nes, para  c«on  el  precio  cubrir  obligaciones  pendientes.  Mas  en 
las  forzosas  para  nada  interviene  el  consentimiento  del  dueño 
de  la  cosa  que  se  vende,  cómo  sucede  en  las  que  se  hacen  por 
expropiación  forzosa  en  virtud  de  utilidad  pública  6  por  la  aa*^ 
toridad  judicial  para  el  pago  de  deudas  del  que  voluntariamen«^ 
te  no  las  satisface. 

No  tiene  mayor  fuerza  el  razonamiento  que  con  el  mismo 
objeto  se  funda  en  la  mención  expresa  que  hace  la  ley  17  de 
las  permutas,  suponiendo  que  éstas  no  pueden  menos  siempre 
de  ser  p.or  su  naturaleza  voluntarias,  como  si  no  pudieran  ser 
efecto  de  una  necesidad  moral,  idéntica  ó  análoga  á  la  que 
puede  producir  la  venta.  Quién  por  los  rigores  de  la  suerte  6 
por  sus  propias  faltas  hubiere  perdido  sus  fincas  fructíferas,  ó 
quién  nunca  hubiese  tenido  otras  que  las  de  ostentación  y  de 
lujo,  puede  ser  obligado  por  necesidades  propias  ó  de  familia 
á  permutarlas  por  otras  que  le  produzcan  frutos  bastantes  para 
cubrirlas»  La  vida  social  ofrece  de  esto  abundantes  ejemplos 
cada  dia. 

Véase,  pues,  cómo  nada  hay  en  el  texto  de  las  dos  leyes 
del  título  IX,  partida  6*,  que  sea  respetable  obstáculo  á  que  sa 
interpretación  se  inspire  en  la  historia  de  sus  precedentes  y  ea 
las  máximas  que  informan  la  ciencia  de  derecho. 

Son  verdaderamente  estas  leyes,  por  razón  de  su  objeto,  de 
las  que  se  denominan  adjetivas.  Se  trata  en  ellas  de  establecer 
un  sistema  de  presunciones  para  averiguar  si  el  testador , 
cuando  enajenó  la  cosa  que  en  el  testamento  habia  legado 
cambió  ó  no  de  voluntad  con  relación  al  legatario.  En  las  leyes 
de  esta  clase,  esencialmente  interpretativas,  más  que  en  las 
propiamente  sustantivas,  hay  que  atender  á  la  razón  ó  funda  * 
mentó  de  la  regla  que  en  ellas  se  establezca,  si  se  ha  de  cono- 
cer de  un  modo  seguro  su  sentido,  porque  esta  razón  precisa- 
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taente  consiste  en  la  relación  que  se  ha  obsrerrado  que  g^ene- 
Talmente  hay  entre  el  hecho  en  que  la  presunción  se  funda  y 
el  que  con  ella  se  quiere  comprobar.  En  esta  relación  consiste 
la  fuerza  probatoria  de  la  presunción.  Por  lo  mismo^  cuando 
falta  esta  relación,  aquélla  pierde  su  fuerza;  y  el  hecho  que  por 
tal  relación  constituia  un  elemento  de  prueba  inductiva^  viene 
á  perder  en  este  orden  toda  importancia. 

Pues  bien:  la  relación  que  en  las  sobredichas  leyes  se  su* 
pone  que  une  el  hecho  de  la  enajenación  y  el  legado  es,  según 
dice  la  ley  40^  la  mengua  ó  necesidad  del  testador.  Mas  cuando 
consta  que  no  hubo  tal  mengua^  la  relación  no  existe  y  se  des- 
vanece la  presunción  excepcional  que  allí  se  crea;  debiendo 
por  l9  inversa  subsistir  la  general  favorable  á  la  revocación.    . 

Interpretando  de  esta  manera  racional  las  leyes  sobredi- 
chas, se  evita  el  grave  riesgo  de  que,  por  atenerse  servilmente 
á  la  letra  de  la  ley,  se  viole  la  voluntad  final  del  testador,  cuya 
exacta  observancia  es,  sin  embargo,  el  único  fin  que  el  legis- 
lador con  ellas  se- propuso. 

En  tal  sentido  ha  venido  entendiendo  las  leyes  17  y  40  cons- 
tantemente durante  las  tres  últimas  centurias  la  jurispruden- 
cia doctrinal  de  que  fueron  y  continúan  siendo  respetables  ór- 
ganos los  tratadistas  del  derecho  patrio. 

T  no  es  razón  pa^á  aminorar  su  valor  que  los  de  los  siglos 
precedentes  se  inspirasen  en  sus  trabajos  de  interpretación  del 
derecho  de  las  Partidas  en  el  romano  de  los  tiempos  del  Bajo 
Imperio,  y  eh  las  opiniones  de  sus  comentaristas  de  la  época 
del  Renacimiento.  Obedecían,  obrando  así,  un  precepto  de 
sana  crítica  para  buscar  el  recto  sentido  de  aquel  derecho  en 
sus  propias  fuentes. 

El  célebre  glosador  de  las  Partidas,  Gregorio  López,  dice 
«n  la  2*  de  la  ley  17  (1),  que  solamente  la  venta  ex  neoessitate 
^eífamiliaris  prueba  la  revocación  del  legado,  pues  si  la  ven- 
ta se  hizo  causa  negotiandi,  debe  entenderse  revocado  como  en 
el  caso  de  la  donación.  D.  Diego  de  Covarrubias,  en  su  trata- 
do De  TestamentiSy  dice  asimismo  (2):  «El  legado,  aunque  no 

(1)  Vendlesse:  Es  necessitate  rei  familiaris  vel  qoia  res  esset  perítura,  ut  dicit 
^lossa;  nam  si  vendiderit  causa  negotiandi,  idem  e8se.t  quod  in  doDatione. 

(2)  Nam  legatom,  quamvis  per  alienationem  á  testatore  factam,  rei  familiaríB 
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se  re  voque  por  la  enajenación  hecha  por  el  testador  obligada* 
por  ana  necesidad  de  familia,  si  la  enajenación  se  hace  Yolun- 
tariamente  se  entiende  por  esto  mismo  revocado,  por  más  que* 
dicha  enajenación,  que  por  voluntad  se  hubiese  hecho,  sea  in- 
válida é  inútil,  y  aunque  el  testador  volvijsse  á  adquirir  la  mis- 
ma cosa  después  de  vendida.  Y  nada  importa  que  el  legada- 
haya  sido  hecho  de  un  modo  expreso,  porque  también  se  revo- 
ca por  la  enajenación  voluntaria  aunque  sea  inútil.»  La  misma 
doctrina  en  sustancia  profesaban  el  Dr.  Palacios  Rubios,  Ro- 
drigo Suarez,   Antonio  Gómez,  Tello  Fernandez,  Pelaez  de- 
Mieres,  Castillo,  Matienzo  y  otros. 

Entre  los  escritores  modernos,  así  también  opinan  el  Fe- 
brero y  D.  Joaquin  Escriche,  para  no  hacer  innecesariamente* 
más  citas;  siendo  de  advertir  que  los  tratadistas  que  no  mani- 
fiestan esta  opinión  tampoco  la  niegan,  porque  se  limitan  ú> 
decir  que,  en  el  caso  de  venta,  el  heredero  debe  probar  el  cam- 
bio de  voluntad  del  testador;  mas  no  dicen  que  esta  prueba  no- 
pueda  consistir  en  la  del  carácter  voluntario  con  que  se  hiza 
la  venta.  En  fin,  es  lo  que  aquí  se  sustenta  lo  que  se  enseña 
en  las  aulas;  de  suerte  que  puede  afirmarse  que  si  en  algún 
caso  la  doctrina  de  los  tratadistas  y  de  la  cátedra  es  digna  por  - 
la  constancia  y  generalidad  que  la  caracterice  de  ser  fuente  de 
jurisprudencia,  en  ninguno  con  más  razón  podrá  decirse  esto 
que  en  el  de  que  se  trata  en  este  opúsculo,  hasta  el  punto  de- 
que sea  harta  confianza  en  la  propia  opinión  pretender  sobre- 
ponerla á  la  que  constantemente  han  profesado  los  hombre» 
de  ciencia  durante  tantas  generaciones. 

El  jurisconsulto  Paulo  formulaba  en  su  tiempo  como  máxi- 
ma de  derecho  una  regla  de  interpretación  que  la  ciencia  con- 
tinúa profesando:  Minime  sunt  mutanda  quce  inferpretaitoneTn 
certam  semjter  hdbmrunt  (1). 


inopia  cogente,i)on  revocetur,  tamen  sitiiienatio  voluntarie^at,  ceDsetur  eo  ipsa- 
ademptum,  etiatnsi  alienatio  prsedicta  quse  ex  volumtaté  facta  fuit  invalida  et  inu- 
tilis  8it,  etiamsi  rem  ípsam  post  venditionem  testator  redemerít.  Nec  refert  an  le- 
gatum  sit  expresBim  factum,  quia  etiam  voluntaria  alienatione,  etsi  inutilis  ait». 
revocatur.— Don  D.  de  CovarrubiaB,  De  Testamentis.  Tertia  p.  fr.,  De  DoMtione  catMm.- 
•«wrííí. 

Fr.  23,  tít.  ni,  l¡b.  i,  Dig. 
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Si  esta  i'egla  se  aplica  á  la  intepretacion  de  las  leyes  17 

y  40,  tít.  IX,  part.  6",  no  será  dudoso  que  por  aquellas  leyes^ 

^  debe  tenerse  por  revocado  el  legado  de  cosa  cierta,  cuanda 

después  de  hacerlo  vendió  sin  necesidad  el  testador  la  cosa 

legada. 

Db.  Eugenio  Montero  Ríos. 
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LA  JURISDICCIÓN  DE  HACIENDA 

Y 

LA  REPRESENTACIÓN  DEL  ESTADO  EN  JUICIO. 


Aunque  á  simple  vista  parece  uua  paradoja,  es  lo  cierto 
que  las  costumbres,  hábitos,  virtudes  'y  vicios  de  un  país,  no 
«ólo  se  reflejan,  sino  que  á  veces  tienen  su  origen  principal- 
mente en  las  leyes  é  instituciones  jurídicas.  Naciones  hay, 
como  la  francesa,  que  deben  á  su  legislación  artificiosamente 
<5entralizadora  el  espíritu  de  servil  dependencia  de  la  capital^ 
que  tanto  se  hizo  notar  en  la  guerra  sostenida  con  la  Alema- 
nia, dueña  y  arbitrado  los  destinos  de  su  rival  desde  que  paseó 
triunfadoras  sus  banderas  por  la  moderna  Babilonia.  En  otros 
países,  como  el  nuestro,  el  contrabando  y  la  defraudación  han 
imperado  tanto  más  cuanto  más  inúltilmente  restrictivas  han 
sido  las  disposiciones  emanabas  de  Ja  Administración,  «única- 
mente cuidadora  de  poner  trabas,  crear  obstáculos  y  estable  - 
cer  penas  severas,  no  siempre  justificadas  y  pocas  veces  he- 
chas efectivas,  cuando  precisamente  el  ideal  de  los  gobernan- 
tes debe  ser  el  diametralmente  opuesto. 

Favorecer  la  libre  iniciativa  individual  y  la  creación  y  des- 
arrollo de  asociaciones  útiles  y  provechosas,  remover  obstácu- 
los inútiles  y  perjudiciales,  consignar  preceptos  penales,  ra- 
cionalmente severos  sin  que  degeneren  en  injustamente  ex- 
cesivos, í)rocurar  á  todo  trance  que  las  prescripciones  legales 
se  cumplan  y  lleven  á  debido  efecto,  sin  contemplaciones  de 
ningún  género  y  sin  dilaciones  perjudiciales;  tales  sen  las  mi- 
ras y  propósitos  que  ha  de  tener  todo  legislador  que  aspire  ¿ 
merecer  este  nombre,  y  aunque  sea  triste  confesarlo,  es  lo  cier- 
to y  positivo  que  nuestra  legislación  administrativa,  general- 
mente no  ha  sido  producto  del  detenido  estudio  que  es  indis- 
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peDsable  para  llenar  esas  condiciones.  La  Tícente  sobre  jaris- 
4iccion  de  Hacienda  y  contrabando  y  defraadacion  acaso  sea 
la  más  perfecta  y  acabada;  sn  ilustre  autor,  el  eminente  Bra- 
vo Morillo^  es  uno  de  los  pocos. ingenios  financieros  de  nues- 
tro sigloy  que  á  una  .profundidad  notable  unió  una  actividad 
modelo  y  una  variedad  de  conocimientos  realmente  asombro- 
sa; pero  los  años  no  han  pasado  en  valde,  el  progreso  de  las 
ideas  es  verdaderamente  portentoso,  y  las  necesidades  de  los 
tiempos  han  puesto  de  relieve  la  urgencia  de  hacer  una  gran 
reforma,  iniciada  de  un  modo  tímido  y  paricial,  que  ha  hecho 
resaltar  la  necesidad  de  radicales  y  profundas  alteraciones, 
que  siquiera  8ir^^an  para  armonizar  y  aclarar  disposiciones 
contradictorias  y  obscuras,  que  hoy  hacen  sumamente  difícil 
conocer  lo  que  está  en  vigor,  é  interpretar  los  preceptos  de 
la  ley. 

Creemos,  pues,  que  la  prensa,  las  Cortes  y  los  gobernan- 
tes<  se  hallan  en  el  caso  de  estudiar  el  asunto;  y  por  lo  mismo, 
conceptuamos  oportuno  hacer  ligeras  indicacaciones  respecto 
alas  principales  cuestiones  que  han  de  ser  objeto  del  debate , 
para  lo  cual  tomamos  como  base  y  fundamento  de  ellas  el  no* 
tabílisimo  pero  anticuado  decreto  de  20  de  Junio  de  1852. 

I* 

£1  mencionado  decreto  se  divide  en  cuatro  títulos  impor- 
tantísimos, divididos  á  su  vez  en  capítulos  y  artículos:  el  pri- 
mero se  refiere  á  la  jurisdicción  de  Hacienda,  y  debido  á  esto, 
algunos  publicistas  lo  conceptúan  totalmente  derogado  por  el 
decreto  de  unificación  de  fueros,  expedido  en  6  de  Diciembre 
de  1868  con  general  aplauso  del  país  y  en  justo  homenaje  á 
los  adelantos  de  la  época;  el  título  segundo  define  los  delitos 
de  contrabando  y  defraudación,  y  señala  las  penas  correspon- 
dientes; el  tercero  se  refiere  á  la  persecución  de  dichos  delitos; 
y  por  último,  el  título  cuarto  trata  del  procedimiento  adminis- 
trativo y  del  administrativo-judicial. 

Las  disposiciones  que  en  primer  logar  merecen  llamar  la 
«tención,  son  las  relativas  á  la  supresión  de  los  Juzgados  de 
las  Subdelegaciones  de  Rentas,  eu  las  cuales  se  dio  compe- 
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tencia  á  los  Jaeces  de  partido  de  las  capitales  de  proTincia^ 
para  eütendercn  primera  instaDcia  deles  negocios  judiciales  de 
Hacienda.  Hoy,  después  de  publicado  el  decreto  de  tinifica- 
cion  de  fueros,  los  Jueces  de  capitales  de  provincia  sólo  en- 
cienden de  los  negocios  de  su  partido,  y  de  los  restantes  cono- 
cen los  demás  de  la  provincia. 

¿Es  conveniente  la  supresión  del  fuer  o  especial  de  Hacienda? 
Tal  es  la  primera  pregunta  que  se  ocurre  á  propósito  de  aque- 
llas disposiciones,  generalmente  consideradas  como  nacidas  y 
defendibles  sólo  por  los  partidarios  de  la  jurisdicción  especial* 
Nosotros,  á  pesar  de  atribuirlas  un  carácter  de  especialidad,  y 
aún  siendo  fervientes  admiradores  de  la  unidad  de  fueros^ 
conceptuamos  que  á  ella  no  se  oponen  los  preceptos  del  decre- 
to de  1852. 

La  especialidad  de  jurisdicciones  supone  especialidad  de 
tribunales  organizados  de  distinta  manera,  con  atribuciones 
únicamente  para  entender  de  ciertos  y  determinados  asuntos» 
Así.  por  ejemplo,  jurisdicción  especial  de  Hacienda  era  la  que 
existia  antiguamente  con  los  Juzgados  de  las  Subdelegacio- 
nes  de  Rentas,  independientes  y  distintos  de  los  ordinarios^ 
con  facultades  para  entender  sólo  de  aquellos  asuntos,  depen- 
diendo directamente  del  Ministerio  de  Hacienda. 

Pero  el  hecho  de  que  para  ciertos  y  determinados  asuntos, 
haya  un  procedimiento  especial,  con  reglas  distintas  para  la 
sustanciacion  y  el  conocimiento  de  aquéllos,  por  más  que  ese 
conocimiento  sea  siempre  de  los  tribunales  ordinarios,  no  ei^ 
n¡  puede  ser  motivo  suficiente  para  sostener  que  hay  jurisdic- 
ción especial.  Ordinaria  es  la  que  entiende  de  las  causas  for- 
madas contra  los  Jueces,  Magistrados  y  Autoridades  adminis- 
trativas; ordinaria  es  la  jurisdicción  que  entiende  de  los  jui- 
eios  de  faltas,  de  los  de  menor  cuantía,  de  los  actos  de  conci- 
liación y  de  otros  asuntos  análogos,  y  sin  embargo,  ni  el  pro- 
cedimiento es  idéntico,  ni  para  la  competencia  se  atiende  á 
las  mismas  reglas  establecidas  para  la  generalidad  de  lo» 
juicios. 

Pues  bien,  así  como  las  Audiencias  entienden  en  primera 
instancia  de  las  causas  contra  Jueces,  Magistrados  y  Autori- 
dades administrativas;  y  así  como  en  las  causas  sobre  contra^ 
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¿ando  y  defraudación  no  existe  hoy  la  segunda  instancia,  sino 
á  virtud  de  apelación,  á  diferencia  de  lo  que  sucede  en  los  de- 
más  procesos;  y  de  la  mísm^  manera  que  en  los  juicios  civiles 
rigen  distintas  reglas  de  competencia  y  conocimiento,  según 
sea  la  naturaleza  de  aquél;  del  propio  modo,  la  naturaleza  es- 
pecial y  las  condicionen  excepcionales  de  los  asuntos  de  Ha  - 
eienda  pueden  aconsejar  un  distinto  procedimiento,  aunqae 
interviniendo  en  él  la  misma  jurisdicción  ordinaria,  que  cono- 
ce de  los  demás  negocios  que  se  ventilan  en  los  Tribunales 
de  justicia. 

Hechas  las  anteriores  manifestaciones,  no  creemos  necesa- 
rio esforzarnos  para  deducir  que,  sin  necesidad  de  volver  á 
establecer  la  jurisdicción  especial  de  Hacienda,  imposible  en 
nuestros  dias  y  opuesta  á  un  mediano  criterio  de  justicia,  es 
posible  dictar  disposiciones  especiales  de  procedimiento,  origi- 
nadas por  la  misijia  especialidad  de  las  condiciones  en  que,  se 
halla  la  Administración,  cuando  comparece  en  juicio  6  cuando 
los  tribunales  han  de  fallar  negocios  civiles  ó  criminales  que 
la  afecten  particularmente.  Lo  discutible  es  averiguar  si  aquella 
especialidad  es  necesaria  ó  no,  y  en  este  punto  es  en  el  que 
conceptuamos  preciso  colocar  la  cuestión,  si  bien  dejamos  de 
resolverla  hasta  que  expongamos  nuestras  ideas  acerca  de  la 
representación  del  Estado  enjuicio,  aunque  no  está  de  masque 
antes  hagamos  ligerísimas  observaciones,  que  justifiquen  nues- 
tra opinión  favorable  á  la  jurisdicción  ordinaria  y  única  para 
todos  los  asuntos  contenciosos,  bien  sean  del  orden  civil,  del 
criminal  6  del  administrativo,  bien  se  refieran  ó  interesen  á 
los  particulares  ó  á  la  Administración. 

Unas  mismas  Cámaras  discuten  y  aprueban  leyes  de  dis- 
tintos órdenes,  un  mismo  Poder  moderador  sanciónalo  que  pro- 
pone la  representación  nacional,  el  mismo  Poder  ejecutivo  es 
el  encargado  de  llevar  á  cumplido  efecto  lo  que  las  Cortes  pro  - 
ponen  y  el  Rey  sanciona;  idénticos  principios  informan  y  á 
análogas  necesidades  obedecen  las  disposiciones  legales  de 
todos  los  órdenes;  la  misma  idea  sublime  del  derecho  es  el 
fundamento  de  todas  las  instituciones,  de  todos  los  intereses 
que  viven  y  se  desarrollan  á  su  amparo.  Lógico  es,  por  lo  tan- 
to,  que  uno  mismo  sea  también  el  Poder  augusto  encargado  de 
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dar  á  cada  ano  lo  suyo,  y  de  ¡mpo  ner  el  debido  correctivo  al 
que  lesione  el  derecho  de  los  demás,  porque  la  justicia  es  una. 
sola,  y  una  debe  ser  la.  voluntad  qtue  la  declare  y  la  fuerza  que 
la  haga  respetar. 

Si  en  lo  contencioso^administrativo  se  discuten  cnostíoneaf 
especiales  y  distintas  de  las  debatidas  en  los  pleitos  comunes, 
no  por  eso  dejan  de  ser  tan  jurídicas  como  éstas,  j  si  aquella 
circunstancia  sirviera  de  razón  para  que  una  jurisdicción  es-^ 
pecial  Sntendiera  de  lo  contencioso-adminístrativo,  el  mismo 
fundamento  habria  para  hacer  lo  propio  respecto  á  cada^na  de 
las  diversas  y  múltiples  cuestiones  jurídicas  llamadas  ¿  resol- 
verse en  los  pleitos  ordinarios.  Un  pleito  sobre  servidumbre  no^ 
tiene  más  punto  de  semejanza  con  una  causa  sobre  homicidio, 
que  el  de  ser  procedimientos  en  que  se  promueven  discusiones 
jurídicas  deducidas  de  la  naturaleza  de  los  hechos,  y  sin  em*. 
bar^,  nadie  hay  que  sostenga  la  necesidac^  de  una  jurisdio* 
cion  distinta  para  fallarlos:  luégd  hay  cierta  incoosecneiicia  es 
aplicar  otro  criterio^  cuando  se  trata  de  cuestiones  jurídicas  del 
orden  administrativo  surgidas  entre  Ips  particulares  y  el  Bstado. 

No  obstante,  preciso  es  confesar  que  el  derecho  adinioistra* 
tívo  generalmente  es  poco  conocido  por  los  mismos  abogado» 
y  por  la  mayor  parte  de  los  funcionarios  judiciales  y  fisoalss, 
7  por  lo  tanto,  es  necesaria  una  reforma  urgeüte  ea  el  plan  de 
estudios  de  nuestras  Universidades,  dando  mayor  importancia 
7  exigiendo  más  amplitud  en  los  referentes  al  derecho  admira 
nístrativo,  que  hoy  es  mirado  con  cierto  desden  inexplicabie. 

Conceptuamos  del  caso  entrar  ya  en  el  examen  de  h  s^ 
gunda  cuestión  que  nos  hemos  propuesto  dilucidar  en  este  ar-^ 
tículo,  ó  sea,  la  relativa  á  la  representacioía  del  S¡i9Nl»do  en 
juicio,  que  también  fué  resuelta  en  el  decreto^de  20  de  Juoío 
de  1852,  acaso  de  una  manera  menos  desacertada  4e  la  qua 
generalmente  se  dice. 

Para  ejercer  el  Ministerio  fiscal,  el  GobieríW)  se  re^erviS  1». 
£Btcultad  de  nombrar  Promotores  y  Fiscales  especialeSf  m^j^r-* 
juicio  de  que  hicieran  sus  veces  los  d^l  fuero  ordinario  4e  lo» 
puntos  donde  no  fueren  nei^esarios  los  primeros. 
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Tampoco  se  creyó  compatible  efse  criterio  coa  el  de  anidad 
de  fueros,  y  el  año  68  se  suprimieron  los  Promotores  y  Fisca- 
les de  Hacienda,  encomendando  la  defensa  de  ésta  al  Ministe- 
rio fiscal  del  fuero  oidinarío,  que  hoy  tiene  la  representación 
de  la  ley,  de  los  incapacitados,  de  los  ausentes  y  de  la  Admi- 
nistración. Pero  los  años  han  trascurrido,  y  ahora  se  deja  Ter 
la  impremeditación  con  que  se  obró  entonces,  siendo  muy 
digno  de  tener  en  cuenta  á  este  proposito  lo  consignado  en  el 
notabilísimo  preámbulo  del  decreto  de  10  de  Manso  deU  año 
último,  que  creé  el  Cuerpo  de  Abogados  del  Estado. 

«El  Ministerio  fiscal,  dice,  procura  con  la  mejor  noluntad 
y  sin  omitir  esfuerzo,  llenar  los  deberes  que  le  «mpone  la  re- 
presentación en  jnido  de  la  Hacienda,*  pero  salta  á  la  yista  que^ 
esta  representación,  aislada,  y  circunscrita  i  negocros  deter- 
minados no  ts  suficiente  para  garantir  los  interese*  del  Eetaéh: 
y  «i  se  logra  que  lo  sea  en  lais  ocasiones  y  en  los  pantos  en  que 
no  hay  una  aglomeración  exces^Ta  de  pleitos  y  causas,  no  ha 
de  poder  obtenerse  donde  y  cuando  la  aglomeración  existe  y 
llega  á  constituir  nna  imposibilidad  material,  atendidas  las  pri- 
yatiyas  funciones  que  á  dicho  Ministerio  están  «ncocnendadas.» 

Todo  cuanto  pndtéramros  añadir  á  tan  eloenenies  frases, 
sería  pálido  é  innecesario,  pero  no  creemos  extemporáneo  aña- 
dir una  consideración,  qa«  patentiza  qne  la  representación  del 
Ministerío  fiscal  no  sólo  im  es  eu^eienie  p^ra  garantir  loe  inte* 
Teses  del  Estado,  sino  qne  á  yecos  ea  imposible  legakneute  que 
los  Fiscales  defiendan  esos]  miamos  intereses. 

Ya  hemos  dicho  qne  actualmente  ri  Ministerio  fiscal  tien& 
la  representación  de  la  ley,  de  los  ac&sentes,  de  los  incapacita- 
dos y  de  la  Administración,  ufo  es  nnestro^nimo  discutir  hasta 
qué  punto  puede  sostenerae  qne  los  Fiscales  representan  la 
ley,  siendo  así  qne  ios  Jueces  y  Tribunales  son  los  eucargadi>s 
de  aplicarla,  pero  lo  que  desde  ludge  salta  á  la  yista  es  la  po-^ 
sibilida&  de  qne  on  funcionario  de  aquel  arden  ae  crea  en  la 
necesidad  de  pedir  por  nn  lado  á  nambre  de  la  ley,  y  por  otra 
parte  hacer  oposición  á  títafa)  de  representante  de  los  intereses 
del  Bstado,  6  de  algún  menor  6  ausente.  Los  fiscales  de  todos 
los  (5rdenes  dependen  directamente  de  el  del  Supremo,  inspi- 
rándose en  su  propio  criterio  .y  en  el  que  en  general  les  señala 
an  superior  jerárquico,  para  la  apreciación  de  las  dktíntas 
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cuestiones  que  pueden  surgir  en  los  asuntos  en  que  intervie- 
nen; pero  además  dependen  de  la  Dirección  general  de  lo  con- 
tencioso, y  á  sus  instrucciones  deben  atenerse  en  los  asuntos 
de  interés  particular  del  Estado.  Pue#  bien,  cuando  estos  inte- 
reses estén  en  pugna  con  los  ij^ue  los  Fiscales  entiendan  qae 
son  los  de  la  ley,  ó  cuándo  sean  opuestos  á  los  de  algún  au- 
sente ó  incapacitado,  el  conflicto  surge  y  su  resolución  es  im- 
posible, porque  el  representante  del  Ministerio  público  tiene 
que  áesobedecer  á  la  Dirección  de  lo  contencioso  ó  ha  de'  pos- 
tergar los  sagrados  intereses  de  la  ley,  de  los  menores  ó  de  los 
ausentes. 

Supóngase  que  en  una  causa  criminal  por  defraudación  á 
la  Hacienda,  se  llega  al  período  de  acusación  y  el  Promotor 
da  cuenta  á  la  Dirección  de  lo  Contencioso  del  resultado  que 
ofrecen  las  pruebas  del  sumario,  indicando  su  parecer  de  que 
dichas  pruebas  son  favorables  al  procesado,  y  que  por  lo  mis- 
mo procede  solicitar  la  absolución  libre;  y  supóngase  también 
•que  la  Dirección  de  lo  Contencioso  aprecia  los  hechos  de.  dis- 
tinta manera,  y  da  instrucciones  para  que  se  pida  la  imposi- 
ción de  pena,  por  estimar  que  hay  méritos  suficientes  para  ello. 
¿Qué  criterio  ha  de  seguir  el  Promotor?  ¿Ha  de  acomodarse  al 
dictado  de  su  propia  conciencia,  que  es  el  de  la  ley,  á  su  juicio, 
<5  ha  de?  obedecer  ciegamente  á  la  Dirección  de  lo  Contencioso, 
pidiendo  una  condena  que  considera  injusta?  ¿Ha  de  desobede- 
cer á  la  ley  ó  á  la  Dirección  de  lo  Contencioso? 

Conflictos  como  el  observado  pueden  ocurrir  constante- 
mente, mucho  más  si  se  tiene  en  cuenta  que  en  los  pleitos  y 
causas  en  que  es  parte  la  Administración,  ésta  trata  de  hacer 
prevalecer  lo  que  considera  legítimos  derechos,  sin  que  por 
ello  sea  axiomático  y  siempre  cierto  que  tales  pretensiones  sean 
aoertadas,  toda  vez  que  semejante  declaración  sólo  correspon- 
de hacerla  álos  tribunales  de  justicia;  y  para  evitar  esos  con- 
flictos, conviene  que  la  Administración  tenga  sus  Abt>gadoSy 
que  defiendan  sus  intereses  frente  á  los  de  los  particulares,  sin 
perjuicio  de  que  puedan  existir  otros  funcionarios  que  áhicay 
exclusivamente  ejerzan  un  ministerio  publico,  que  afecte  dje 
igual  modo  á  la  Administración  y  á  los  administrados. 

La  creación  de  un  Cuerpo  de  Abogados  del  Estado  era  in- 
4ispensable,  por  consiguiente,  y  el  Decreto  aludido  vino  á  sa- 


LÁ   JURISDICCIÓN  DE  HACIENDA  385 

tisfacer  esa  necesidad,  sino  con  la  amplitud  que  se  consideró 
precisa  por  el  Gobierno,  acudiendo  á  lo  más  perentorio  y  pre- 
parando el  camino  á  ulteriores  perfeccionamientos.  Hoy  por 
hoy,  los  Abogados  del  Estado,  á  más  del  servicio  que  prestan 
en  las  Delegaciones  de  Hacienda  como  encargados  del  impor* 
tantísimo  Negociado  de  derechos  reales  y  trasmisión  de  bienes, 
y  además  del  carácter  que  tienen  de  Asesores  en  dichas  depen- 
dencias provinciales,  ejercen  su  catgo  én  la  Dirección  de  lo 
Contencioso,  en  la  de  Contribuciones  y  en  las  Audiencias  de 
Granada,  Madrid  y  Sevilla,  auxiliando  á  los  Fiscales  en  los 
asuntos  de  Hacienda.  Es  evidente,  por  lo  mismo,  que  seme* 
jante  organización,  por  deñcieate  y  falta  de  completo  desarro- 
llo, sólo  puede  aceptarse  como  provisional  que  es. 

La  Administración  pública  no  se  reduce  sólo  al  ramo  de 
Halcíenda,  ni  ésta  únicamente  es  la  que  ha  de  entender  en 
asuntos  esencialmente  jurídicos,  que  á  veces  deban  resolverse 
por  los  tribunales  ordinarios  ó  contencioso-administrativos.  En 
las  demás  esferas  propias  de  la  Administración,  tropieza  ésta 
con  sin  número  de  cuestiones  que  afectan  un  carácter  marca- 
damente jurídico,  ó  se  ve  en  la  necesidad  de  acudir  á  los  tri- 
bunales para  que  la  amparen  en  'Su  derecho,  protegiendo  sus 
intereses  privados  y  poniéndolos  al  amparo  de  los  ataques  de  los 
particulares;  y  para  e^tos  casos,  el  Estado  necesita  el  auxilio  y 
consejo  de  los  mismos  funcionarios  que  actualmente  parece 
que  sólo  existen  para  auxiliar  á  la  Hacienda.  El  Abogado  del 
Estado  debe  serlo  para  todos  los  ramos  de  la  Administración 
pública,  si  no  se  quiere  reducirle  sencillamente  á  un  Letrado 
de  Hacienda,  y  si  real  y  efectivamente  ha  de  cumplirse  el  pro- 
pósito del  autor  del  repetido  Decreto  de  1881,  bien  claramente 
explicado  al  consignar  que  las  principales  tareas  de  los  indi- 
viduos de  aquel  cuerpo  habian  de  ser,  «consultar  en  derecho 
con  unidad  de  doctrina  y  de  criterio;  defender  del  mismo  modo 
los  intereses  del  Estado  ante  los  tribunales,  así  en  lo  civil 
como  en  lo  criminal,  supliendo  y  auxiliando  siempre  que  sea 
necesario  la  representación  que  está  encomendada  al  Ministe- 
rio fiscal;  y  vigilar  toda  trasgresion  de.ley  que  redunde  en  daño 
4el  Tesoro  ó  del  mejor  servicio.» 

De  lo  expuesto,  claramente  se  deduce  que  el  Caerpo  de 
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Abogados  del  Estado  ha  de  obedecer  á  un  doble  propósito^ 
caal  es,  asesorar  en  todos  los  asuntos  jurídicos  que  abarca  1» 
Administración  pública,  y  defender  los  intereses  particulares 
de  ésta  en  los  asuntos  contencioso-civiles,.  contencioso-crimi- 
nales  y  contencioso-administrativos.  En  el  primer  concepto, 
los  servicios  de  aquéllos  no  deben  reducirse  á  informar  á  los 
Delegados  de  Hacienda,  sino  que  debieran  dar  su  opinión  tam- 
bién á  los  Gobernadores  civiles,  delegados  del  Gobierno  cen- 
tral en  todos  los  demás  asuntos  á  que  se  extiende  la  acción  ad- 
ministrativa, de  la  misma  manera  que  la  Dirección  de  lo  Con- 
tencioso debiera  informar  en  todas  las  cuestiones  jurídicas  que 
se  promovieren  en  los  distintos  Centros  administrativos:  bajo, 
el  segundo  punto  de  vista,  dichos  funcionarios  deben  ser  los 
únicos  y  genuinos  representantes  del  Estado  en  los  tribunales 
de  justicia  de  todos  los  órdenes. 

Así  como  ios  particulares,  para  los  negocios  arduos  tienen 
Abogados  consultores,  que  además  les  sirven  para  defender 
sus  intereses  en  los  tribunales,  de  la  misma  manera  la  Admi- 
nistración debq  tener  sus  Letrados,  que  en  negocios  de  aquella 
índole  informen,  y  que  el  mismo  criterio  á  que  se  hayan  ate- 
nido para  ello,  sirva  además  para  defender  sus  derechos  en  los 
tribunales.  Sostener  lo  contrario,  pretender  que  unos  funcio- 
narios informen  y  otros  defiendao,  reconocer  la  necesidad  de- 
aquéllos  y  privar  á  la  Administración  de  sus  servicios,  pues  á 
ello  equivale  el  hecho  de  que  únicamente  existan  en  algunas 
dependencias  de  Hacienda,  y  en  contadísimas  Audiencias  para 
el  modestísimo  papel  de  auxiliar  en  asuntos  de  dicha  índole; 
no  sólo  es  mezquino  é  inconsecuente,  sino  opuesto  á  que  haya 
la  unidad  de  doctrina  y  de  criterio  que  con  tanta  razón  consi- 
deró necesaria  el  ilustre  creador  del  Cuerpo  de  que  nos  veni- 
mos ocupando.  El  mismo  que  aconseja  debe  realizar  lo  que  pro- 
pone, pues  así  la  acción  obedece  mejor  y  está  más  conforme 
con  el  pensamiento  en  que  se  inspira;  por  cuyo  motivo,  nos 
parece  lógico  que  los  individuos  del  mismo  Cuerpo  á  que  per- 
tenece el  que  en  derecho  informa  á  la  Administración,  sean  lo& 
que  después  lleven  el  mismo  criterio  y  sostengan  idénticos^ 
principios  ante  los  tribunales  de  justicia. 

Tan  razonable  nos  parece  lo  expuesto,  que  no  vemos  nin- 
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gua  inponyeniente  en  que  desde  laégo  se  plantee.  Sólo  se  nos 
ocurre  la  idea  de  que  para  ello  es  indispensable,  en  cuanto  á 
los  asuntos  contenciosos,  que  por  lo  mé  ios  haya  un  Abogado 
del  Estado  en  cada  uno  de  los  Tribunales  ante  los  cuales  pue- 
de comparecer  Jia  Administración:  actualmente  son  numerosos 
los  partidos  judiciales  de  España;  en  muchos  de  ellos,  pasan 
•gran  número  de  años  sin  qué  se  instruyan  pleitos  ó  causas  de 
interés  del  Estado;  en  otros,  en  cambio,  existen  tantos  asuntos 
de  ^sa  índole  que  casi  no  pueden  ser  despachados  por  una  sola 
persona;  y  por  lo  tanto,  consideraciones  económicas  y  de  un 
buen  régimen  orgánico  parece  que  son  lo  suficientemente 
att^ndibles  para  desistir  dé  propósitos  muy  razonables,  pero  de 
imposible  realización  en  la  práctica.  Y  en  verdad^  que  más  de 
una  vez  hemos  vacilado  al  re^exionar  sobre  cuestión  tan  deli- 
neada, sin  fijarnos  lo  preciso  en  los  antecedentes  de  ella,  que  la 
dan  resuelta,  si  se  estudian  y  quieren  aplicarse  con  las  modifi- 
caciones que  los  tiempos  han  hecho  necesarias. 

El  decreto  de  20  de  Junio  de  1852,  al  suprimir  los  Juzga- 
dos de  las  Subdelegaciones  de  Rentas,  dispuso  que  los  Jueces 
de  primera  instancia  de  las  capitales  de  provincia  entendieran 
de  los  negocios  de  Hacienda.  ¿Qué  inconveniente  hay  en  vol- 
yer  á  lo  antiguo,  si  lo  moderno,  lejos  de  reportar  ventaja  nin- 
guna, imposibilita  la  realización  acabada  de  los  propósitos  que 
guiaron  al  fundador  del  Cuerpo  de  Abogados  del  Estado?  La 
6nica  obiecion  que  podria  hacerse  es,  que  las  modernas  con- 
quistas dé  la  civilización  son  incompatibles  con  toda  idea  de 
especialidad,  y  que  por  lo  mismo,  la  jurisdicción  de  Hacienda 
yace  sepultada  en  el  panteón  de  lo  antiguo:  pero  al  principio 
creemos  haber  demostrado  pieriamente,  que  no  puede  afirmar- 
se que  existe  jurisdicción  especial,  por  el  simple  hecho  de  que, 
para  ciertos  y  determinados  asuntos,  haya  un  procedimiento 
especial,  con  reglas  distintas  para  la  sustanciacion  y  conoci- 
miento de  aquéllos,  siendo  ese  conocimiento  de  los  Tribunales 
ordinarios. 

Creemos,  pues,  que  las  razones  económicas  y  orgánicas  á 
que  aludíamos  más  arriba,  justifican  la  necesidad  de  que  la 
Administración  sólo  tenga  Abogados  que  la  defiendan  en  las 
capitales  de  provincia,  y  que  esta  necesidad  lleva  consigo  la 
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de  que  se  ynelva  á  lo  establecido  el  año  52,  determinando  que 
los  Jaeces  ordinarios  de  las  capitales  de  proTincia^sean  los  úni- 
cos competentes  para  entender  en  primera  instancia  de  los 
asnntos  que  afecten  á  los.  intereses  particulares  del  Estado: 
pero  aun  suponiendo  que  exista  algún  inconveniente  para  ha-^ 
cer  esto,  podria  asignarse  á  cada  capital  de  provincia  el  nú» 
mero  de  Abogados  del  Estado  que  la  experiencia  aconsejara, 
para  que  éstos  pudieran  acudir  á  los  partidos  judiciales,  douT 
de  fueren  precisos  para  defenderlos  derechos  de  la  Adminis- 
tración. 

Aparte  de  la  de  asesorar  y  defender  aquellos  derechos,  los 
Abogados  del  Estado  actualmente  ejercen  otra  función,  cual 
es,  la  que  les  asigna  el  Reglamento  dictado  para  la  cobranza 
y  administración  del  impuesto  sobre  derechos  reales  y  trasmi- 
sión de  bienes.  ¿Conviene  que  continúen  entendiendo  de  lo  re- 
lativo á  este  impuesto?. 

El  impuesto  de  derechos  reales  y  trasmisión  de  bienes  es  uno 
de  los  más  científicos  que  se  han  ideado,  mal  que  pese  á  alga- 
nas  respetables  individualidades,  que  le  combaten  con  tanto 
mayor  encarnizamiento  cuanto  menos  le  comprenden;  versa 
sobre  actos  y  contratos  de  difícil  calificación,  y  lo  natural 
es  que  funcionarios  peritos  y  de  suficientes- conocimientos  ja- 
rídicos,  intervengan  en  su  cobranza  y  administración:  pero  no 
se  ha  creado  para  esto  el  Cuerpo  tantas  veces  mencionado,  sino 
para  informar  en  derecho  y  para  defender  los  intereses  del  Esk 
tado,  funciones  distintas  de  la  de  administrar.  Si  en  la  admi- 
nistración de  dicho  impuesto,  lo  mismo  que  en  la|de  otro  cual- 
quiera, surgiere  alguna  duda,  6  si,  con  aquel  motivo,  el  Esta- 
do tuviere  necesidad  de  comparecer  en  juicio,  sus  Abogados 
deberían  emitir  dictamen  ó  acudir  á  los  Tribunales;  pero  mien- 
tras no  lleguen  esos  casos,  la  administración  del  impuesto  ha 
de  acomodarse  á  la  de  los  demás,  si  bien  con  las  variantes  na- 
turales deducidas  del  (carácter  eminentemente  cíentíñoo  qne  le 
hemos  atribuido. 

El  Cuerpo  de  Liquidadores^  recientemente  fundado,  oree- 
mos que  ofrece  la  mejor  base  pai^a  que  dicha  admínistracioa 
sea  todo  lo  perieeta  qise  ha  de  ser,  ampliando  las  fieumltades  da 
aquéllos  para  que  en  las  Delegaciones  de  Hacienda  y  en  la  Di  - 
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r  eccioü  de  contribuciones  ejerzan  el  ministerio  que  actualmen- 
te ejercen  los  Abogados' del  Estado,  en  lo  que  se  reñere  al  im- 
puesto de  derechos  reales  y  trasmisión  de  bienes.  La  adminis- 
tración de  este  impuesto  en  los  partidos  judiciales,  en  las  De- 
legaciones de  Hacienda  y  en  la^  Dirección  del  ramo,  seria 
perfectamente  uniforme,  y  los  funcionarios  encargados  de  ella 
pertenecerían  á  un  mismo  Cuerpo  facultativo,  tan  respetable  y 
tan  beneficioso  al  Estado,  como  otros  varios  especiales  que 
cada  dia  se  hacen  más  precisos. 

No  creemos  del  caso  entrar  en  miQuciosos  detalles  de  re- 
glamentación, imposibles  de  apreciar  teóricamente,  y  sobre 
los  cuales  no  pueden  formularse  principios  ñjos.  Únicamente 
consideramos  oportuno  insistir  en  dos  afirmaciones  capitales, 
que  ya  hicimos  en  una  conferencia  sobre  Lo  contencioso  del 
Estado,  dada  en  la  Academia  de  Jurisprudencia  y  Legislación 
y  publicada  en  esta  ilustrada  Revista,  á  saber:  que  el  ingreso 
en  el  Cuerpo  de  Abogados  del  Estado  debe  ser  por  oposición, 
como  se  ha  establecido  al  fundarse^  y  que  su  dependencia  no 
debe  ser  del  Ministerio  de  Hacienda^  sino  de  la  Presidencia 
del  Consejo  de  Ministros. 

Htmos  reconocido  la  oposición  como  el  medio  más  acepta- 
ble para  ingresar  en  dicho  Cuerpo,  lo  mismo  que  en  todos  los 
de  la  Administración,  no  sólo  porque  es  el  más  á  propó- 
sito de  encontrar  buenos  funcionarios,  sina  porque  es  el  más 
radical  y  seguro  de  concluir  con  la  empleomanía,  ese  mal  tan 
vituperado  por  todos  los  partidos  en  la  oposición  y  tan  fomen- 
tado en  el  poder;  y  hemos  dicho  que  los  Abogados  del  Estado 
deben  depender  de  la  Presidencia  del  Consejo  de  Ministros, 
precisamente  porque  ésta  asume,  mejor  y  representa  más  ge- 
neralmente todo  lo  que  se  relacione  con  la  Ad^ministracion  ac- 
tiva, en  sus  diversas  esferas,  cuya  representación  ostentan  los 
individuos  de  aquel  Cuerpo.  Hoy  por  hoy  figuran  sus  plazas 
en  el  presupuesto  del  Ministerio  de  Hacienda,  debido  sin  duda> 
á  que  de  éste  dependian  los  Letrados  y  antes  los  Promotores  y 
Fiscales  de  Hacienda,  que  en  cierto  modo  han  precedido  á  los 
Abogados  del  Estado,  como  la  Asesoría  de  aquel  Ministerio  es 
la  misma  oficina  central  que  hoy  se  denomina  Dirección  de  lo 
Contencioso,  cuyo  jefe  lo  es  de  aquellos  empleados  facultati- 
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vos;  pero  insistimos  en  qae  la  razón  y  la  lógica  nos  dan  dere- 
cho á  esperar  que  ^n  un  breve  plazo  se  dé  á  dicha  carrera  la 
amplitud  8.ufíciente  para  que  sus  individuos  sean  los  genuinos 
representantes   del  Estado  en  los  tribunales. 

Tan  urgente  es  la  reforma,  que,  de  no  hacerse  muy  pron- 
to, proveemos  la  posibilidad  de  que  la' Administración  quede 
indefensa  en  los  Juzgados  de  primera  instancia,  tan  pronto 
como  empiece  á  regir  la  nueva  organización  de  tribunales,  me- 
diante la  cual  desaparecen  los  Promotores  fiscales,  actualmen- 
te representantes  del  Estado  en  dichos  tribunales  de  partido. 

Luis  M.  Miguel  Ibargübn. 
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Arlíeulo  tercero.» 


LECCIÓN  45. 


Distinción  de  las  industrias. — Confusión  de  las  técnicas  y 
de  las  económicas. — Su  relación. — La  cuestión  de  la  clasifica-* 
cion  de  las  industrias  tecnológicas  no  corresponde  á  la  Eco- 
nomía.— Criterio  para  la  distinción.  Primera  División:  las  in- 
dustrias económicas  que  tienen  por  objeto  directo  el  serTicio 
del  cuerpo:  las  industrias  económicas  que  sirven  mediata- 
mente al  mismo  ñn. — División  de  los  de  primer  grupo. — Divi- 
siones propuestas. — La  agricultura:  vaguedad  en  su  determi- 
nación; relación  con  Jas  industrias  extractivas. — El  comercio. — 
Debates  de  los  economistas  sobre  la  naturaleza  de  esta  indus- 
tria.— Otras  clasificaciones. — Crítica. — División  de  las  indus- 
trias económicas  que  sirven  mediatamente  al  fin  del  cuerpo. — 
T^as  auxiliares  de  las  del  grupo  anterior. — Las  dirigidas  á  otros 
fines  como  profesiones  y  que  tienen  relación  económica  como 
tales  industrias. — Esencial  di^tistincion  entre  estas  dos  cla- 
ses.— Cuestiones  y  errores  de  los  economistas  por  el  olvido  de 
esta  doctrina. — La  cuestión  presente  corresponde  en  el  dere- 
cho al  capítulo  de  los  medios  de  adquirir. — Importancia  de  esta 
cuestión  para  el  problema  social  presente. — Subdivisión  de  la 
parte  especial  á  que  da  lugar  la  distinción  de  las  industrias. 


'<1)    Véase  la  pág.  254  de  este  tomo. 
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SECCIÓN  SEGUNDA. — función  del  consumo. 

LECCICN  46. 

Importancia  de  esta  parte  de  la  vida  económica.— Su  con- 
cepto general. — Crítica  de  los  economistas  que  no  incluyen  la 
teoría  del  consumo  en  la  economía. — Argumento»  de  Rossi^  de 
Stuart  Mill,deMaccleod,etc. — La  refutación. — Nuevasy  salu- 
dables tendencias  de  los  economistas  modernísimos. — Relacio- 
nes del  consumo  á  la  producción. — El  sistema  de  los  medios  y 
los  fines  como  fundamento  de  estas  relaciones. — Concepto  equi- 
vocado que  del  consumo  dan  algunos  economistas. — La  esencia 
del  consumo  no  está  en  la  alteración  ó  destrucción  del  valor. — 
Está  en  la  aplicación  al  fin. — Que  este  concepto,  es  el  que 
abarca  todos  los  modos  del  consumo. — Debate  originado  por 
los  errores  acerca  de  la  naturaleza  del  consumo. — Doctrina 
respectiva  de  Say,  Dutens,  Sénior,  Mac-CuUoch. — Crítica. — 
División  de  la  doctrina  del  consumo. 

LECCIÓN  47. 

Capitulo  1®  Él  consumo  en  su  relación  á  la  producción. — 
Cuestión  llamada  de  la  balanza  de  los  consumos  y  la  prodac- 
clon. — Doctrina  de  Say  y  de  Sismendi. — La  solidaridad  de  los 
productores  y  de  los  consumidores  bajo  la  ley  de  las  salidos. — 
La  proporción  del  consumo.— Tres  modos  de  relación  de  modo 
áfln. — Medio  adecuado. — Medio  deficiente. — Medio  excesivo. 
— Importancia  de  esta  doctrina  en  la  economía  especial. — Im- 
portancia de  esta  doctrina  en  la  economía  individual.— El 
ahorro. — Importancia  para  la  economía  social:  (cuestión  del 
crédito). — El  medio  adecuado.— Relación  jurídica.— Relación 
al  progreso. — Errores  de  los  economistas  sobre  este  particular. 
— En  qué  límites  es  cierto  que  las  necesidades  aparecen  á  me- 
dida que  aumetan  los  medios. — Doctrina  racional  sobre  el  par- 
ticular. 

LSPOION  48. 

El  medio  deficiente. — Aplicación  que  tiene  ^ste  punto  á  la 
cuestión  de  la  población  y  á  la  del  pauperismo. — ^Lugar  propia 
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de  tratarla. — Cansas  de  la  deficiencia  del  medio. — Efectos. — 
Eemedios  propuestos  para  prevenir  las  causas. — Remedios 
propuestos  para  evitarlos  efectos. — Crítica. — Medio  excesivo. 
— Causas. — Efectos. —Remedios  propuestos. — Debates  de  los 
economistas. — ¿Puede  haber  exceso  de  producción  en  general? 
Una  circulación  defectuosa  puede  dar  lugar  á  semejante  si  • 
tuacíon.-^ Relación  del  medio  excesivo  al  medio  deficiente. — 
Sequías,  catástrofes  naturales,  guerras,  etc.,  etc. — Los  segu- 
ros.— El  ahorro,  el  crédito.— Lugar  propio  del  desarrollo  do 
cada  una  de  estas  materias. 

LECCIÓN  49. 

Capitulo  2**  El  acto  de  cónsumir.—El  gasto.— Su  concepto. 
— No  es  consumo  material.^Distincion  entre  el  gasto  según 
la  economía  y  según  la  tecnología. — El  gasto  mediato  y  el  in- 
mediato.— ^Errores  sobre  el  concepto  de  la  Economía  originada 
del  olvido  de  esta  división. — Ejemplos  de  gasto  mediato. — Sólo 
es  económico  el  gasto  que  en  su  última  evolución  satisface  ne- 
cesidades del  cuerpo. — Defectos  de  la  doctrina  contraria. — 
Complejidad  de  la  cuestión  presente. — Cuestión  del  gasto  pro- 
ductivo y  del  improductivo. — El  llamado  consumo  estéril. — 
Errores  de  algunos  economistas. — Importancia  de  su  rectifica- 
ción para  la  vida  social. — Antinomia  del  productor  y  del  con- 
sumidor.— Doctrina  de  Bastíat  en  «los  Sofismas  económicos»  y 
en  «las  Armonías  económicas.» — Crítica  — Importante  relación 
jurídica  de  esta  materia.-— Antiguo  error  del  consumo  como 
fuente  obligada  de  riqueza. — Refutación  cumplida  que  ofrecen 
los  economistas. — Cuestión  inmediata. 

LECCIÓN  60. 

Capitulo  5°  La  economía  de  los  gastos. — Equilibrio  y  des- 
equilibrio entre  los  medios  y  las  necesidades.— Criterio  ra- 
cional para  conseguir  el  equilibrio. — Sus  consecuencias. — El 
desequilibrio.— Sus  causas. — Sus  efectos  según  sus  clases. — 
El  desequilibrio  por  falta  ile  satisfacción  de  las  necesidades: 
avaricia:  el  desequilibrio  por  la  creación  de  necesidades  que 
exceden  los  límites  de  loa  medios.— El  lujo. — Su  distinto  orí- 
gen  según  nace  de  este  desequilibrio  ó  nace  de  la  creación  de 
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necesidades  facticias.— Defensa  que  hacen  algunos  economis- 
tas de  esta  clase  de  lujo.— Excesiva  oposición  del  ascetismo.  — 
€rítica  de  ambas  tendencias. — El  lujo  de  la  primera  clase  es 
pernicioso  siempre  y  en  grado  superior. — El  lujo  que  nace  de 
la  creación  de  necesidades  facticias,  aunque  puedan  ser  satis- 
fechas es  más  ó  menos  censurable  según  las  necesidades  crea- 
das.— Qué  debe  entenderse  por  lujo  legítimo  y  útil. — Sus  lími- 
tes.— Relación  del  lujo  al  derecho,  al  progreso  y  á  la  moral. — 
Oomparacion  que  algunos  economistas  establecen  entre  la  ava- 
ricia y  el  lujo. — Capital  ocioso  y  capital  dilapidado. — Enlace 
con  la  doctrina  próxima. 

LECCIÓN  51. 

El  capital.  — Su  concepto. — Por  qué  es  este  el  propio  lugar 
-de  su  estudio  especial, — El  capital  es  el  medio  económico  con- 
siderado como  fuente  de  ulteriores  producciones.— Concepto 
vulgar  del  capital. — Diversos  conceptos  de  los  economistas. — 
J.  B.  Say  y  Mac  Culloh,  Smith,  Malthus  y  Rossi. — Acumu- 
lación y  reproducción. — Los  gastos  de  subsistencia  deben  con- 
siderarse como  parte  del  capital.— S^c¿  y  capital. — División 
y  clasificación  de  los  capitales. — A.  Smith.— Capital  fijo  y  cir- 
-culante. — Subdivisión  del  capital  fijo. — Cuatro  clases. — Crítica 
de  esta  clasificación.— Proporción  entre  el  capital  fijo  y  el  cir- 
culante.— Según  las  industrias, — Que  su  distinción  no  consis- 
te en  ej  objeto  sino  en  el  destino  que  se  le  dé. — Ejemplos  que  lo 
demuestran.— Capital  material  é  inmaterial.— Especial  consi- 
deración que  hay  qae  tener  en  cuenta  en  los  capitales  indus- 
triales.— Otras  divisiones  propuestas  por  los  autores. 

LECCIÓN  52. 

Formación  y  acumulación  de  los  capitales.-^Que  el  capital 
determina  la  acción,  una  de  las  funciones  económicas.— De- 
muéstrase por  ser  el  capital  producto  aplicado  al  objeto  (ma- 
teria de  consamo)  y  por  ser  producto  que  sirve  .de  medio  á  la 
producción. — Errores  vulgares  acerca  de  la  formación  del  ca- 
pital.— La  disipación  y  el  ahorro.- La  utilidad  y  el  interés 
general  y  el  ahorro  de  los  capitales. — El  capital  tierra. — 
Importancia  de  su  consideración  para  la  teoría  económico-jn- 
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rídica  de  la  retribución. — Relación  del  capital  con  el  trabajo. 
— El  trabajo  precede  al  capital, — El  capital  es  un'  producto 
que  tiene  por  medios  los  ordinarios:  la  naturaleza  y  el  trabajo. 
— El  trabajo  en  su  desarrollo  progresivo,  se  apoya  en  el  capi- 
tal.— Distinción  entre  las  leyes  necesarias  del  capital  y  su  re- 
lación y  los  modos  de  esta  relación  dependientes  de  la  volun- 
tad.— Importancia  de  esta  distinción  para  la  economía  social. 
— Lugar  propio  del  desarrollo  de  este  punto. — Independencia 
de  la  cuestión  del  capital  como  producto  reproductivo  de  la 
cuestión  de  la  retribución  por  razón  del  capitalista. — Confu- 
siones que  reinan  en  esta  materia:  trabajo  y  capital  del  mis- 
mo agente. — Capital  y  trabajo  en  distintas  personas. — Lug^ 
propio  de  cada  uno  de  estos  modos  del  capital. — Error  esencial 
de  algunos  socialistas  sobre  este  particular. — Resumen  de  la 
parte  general  de  la  economía. 

economía  especial. 

Preliminar. 
LECCIÓN  53. 

Interior  variedad  de  la  unidad  del  objeto  económico. — Que 
ha  de  darse  la  unidad  del  objeto  económico  íntegra  en  cada 
miembr<>desu  variedad. — Error  de  los  tratadistas  sobre  el  parti- 
cular.— Criterio  parala  división  interior  del  objeto  económica 
— Primera  subdivisión:  Economía  especial  por  razón  de  los  fi- 
nes.— Segunda  Subdivisión. — Económia  especial  por  razón 
de  los  medios. — Concepto  y  contenido  de  la  primera  subdivi* 
sron. — Primera  parte:  el  individuo. — Sección  primera:  elíndi- 
viduo  en  si. — Sección  segunda:  el  individuo  en  la  relación  so- 
cial y  como  elemento  generador  de  ella. — Segunda  parte. — 
Economía  social. — Sección  primera:  Consideración  general  de 
la  Economía  social:  Producción^  consumo,  circulación,  distri- 
bución.— Sección  segunda. — Las  sociedades. — Capítulo  prime- 
ro: Sociedades  necesarias. — Capítulo  segundo:  Sociedades  de  los 
fines  racionales.— Capítulo  tercero:  Sociedades  formales  econó- 
micas,— Segunda  Subdivisión.— Economía  especial  por  razón 
del  medio. — Aplicación  de  la  economía  á  las  diversas  indua* 
trias,  según  su  clase. 
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PRIMERA  SUBDIVISIÓN. 


economía  especial  por  razón  de  los  fines. 


PARTE  PRIMERA.~Economía  del  individuo. 


SECCIÓN  PRIMERA.— ÉL  individuo  en  sí. 


Capítulo  pbimebo. — La  propiedad  del  individuo. 

lección  54. 

Concepto  del  individuo. — La  relación  á  la  sociedad. — El 
estado  del  individuo. — La  conciencia  jurídica. — Relación  de  la 
Economía  individual  á  Ja  conciencia  jurídica. — Menores  inca- 
pacitados.— Necesidad  de  tutela. — Tutela  natural  familiar. — 
La  familia  como  esfera  Económica  dependiente  de  la  Econo- 
mía individual  del  jefe  de  la  familia. — La  Economía  familiar 
tiene  otro  aspecto:  el  social.— Concepto  de  la  propiedad  indi- 
vidual.— Fines  económicos  del  individuo. — Diferencia  de  los 
fines  Económicos  según  las  profesiones.—-  Relación  consi- 
guiente de  la  propiedad  individual  al  derecho  dé  propiedad 
individual. — Diferente  solución  del  socialismo  y  del  individua- 
lismo.— Criterio  racional  para  determinar  la  doctrina  armóni- 
ca.— Sustantividad  del  fin  individual. — Su  dependencia  racio- 
nsXf  que  en  nada  lastima  la  dignidad  ni  el  derecho  del  indi- 
viduo.— Aplicación  de  esta  doctrina  al  fin  económico. 

LECCIÓN    55. 

Relación  de  las  distintas  profesiones  al  ñn  económico. — 
Las  profesiones  que  tienen  por  fin  directo  el  económico. — La 
propiedad  individual  del  que  las  profesa. — Errores  de  la  con* 
dacta  vulgar  en  este  punto. — El  Capitalista  que  no  trabaja. — 
Defensa  de  su  estado  por  los  individualistas. — Refutación  de 
los  socialistas. — Crítica. — El  capitalista  que  trabaja. — Que  el 
fin  económico  no  debe  ser  para  él  el  supremo. — Relación  de  sa 
actividad  á  la  sociedad. — Olvido  general  de  esta  relación.— 
Perniciosas  consecuencias. — El  trabajador  del   fin  directa* 
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niente  económico. — Su  situación  actual. — Debates  de  los  so- 
cialistas y  los  indÍTidualistas. — Crítica. — Relación  i,  la  doctri- 
na que  precede, — Cuestiones  que  miran  al  derecho  en  esta  ma- 
teria.— La  propiedad  individual  en  las.  profesiones  auxiliares 
de  las  del  fin  económico  directo. — La  propiedad  con  relación 
al  individuo  de  estas  profesiones  por  razón  del  fin  directo  en 
ellas. — Por  razón  del  fin  mediato  á  que  auxilia. — La  propie- 
dad del  sabio,  en  la  acepción  que  dau  los  economistas  á  la  pa- 
labra.— La  propiedad  del  industrial  (técnico). -t-La  propiedad 
del  funcionario  público. — Propiedad  de  los  individuos  de  pro- 
fesiones análogas. 

LECCIÓN  56. 

Propiedad  individual  de  las  profesiones  que  persiguen  otros 
fines  y  sólo  tienen  un  aspecto  económico  del  capital  por  razón 
de  los  individuos  que  las  profesan. — Relación  lejana  de  estas 
profesiones  al  fin  económico.-:-No  es  esta  influencia  la  que  les 
da  el  valor  de  industrias  económicas  á  estas  profesiones. — Es 
la  relación  del  servicio  que  prestan  mediata  ó  inmediatamen- 
te á  los  individuos  de  las  profesiones  del  fin  económico  direc- 
to.— ^Importancia  de  esta  consideración  para  la  determinación 
de  la  esfera  económica. — Estudio  de  la  relación  económica  de 
estas  profesiones. — La  pi'opiedad  no  es  de  la  profesión,  sino 
que  se  origina  de  su  ejercicio. — Errores  sobre  este  particular. 
— El  Juezyenal,  el  sacerdote  simoniaco,  etc.^  como  ejemplos 
para  probar  nuestra  doctrina. — Propiedad  individual  del  cien- 
tífico.— Modos  de  adquirir  en  esta  profesión. — Propiedad  indi- 
yidual  del  sacerdote. — Modos  de  adquirir  en  esta  profesión. — 
Propiedad  individual  ¡del  agente  de  derecho. — Modos  de  ad- 
quirir en  esta  profesión. — ^Propiedad  individual  del  artista. — 
Modos  de  adquirir  en  esta  profesión.— Error  de  considerar  la 
moralidad  como  objeto  de  profesión  y  de  organismo  especial. 

CAPÍTULO  n. 
Lección  57. 

fil  individuo  y  el  medio  económico. — El  individuo  en  la 
naturaleza. — ^Hipótesis  relativas  á  los  orines. — Ocupación. 
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— Apropiación. — Trabajo  sobre  los  medios  naturales. — Modifi- 
cación de  las  fuerzas  naturales  respecto  al  individuo,  por  el 
progreso  del  trabajo.— Lo  honeroso  y  lo  gratuito. — Medios 
continuos  y  discretos. — Relación  de  la  naturaleza  y  el  indivi- 
duo en  la  vida  salvaje. — En  la  vida  bárbara. — En  la  vida  ci- 
TÜizada. — El  individuo  influyendo  por  su  libertad  en  las  leyes 
de  la  naturaleza  en  su  determinación. — Los  servicios. — Que  ca- 
ben servicios  económicos  del  individuo  respecto  de  sí  propio. 
— ^Lamáxima  de;  «sírvete  á  tí  ínismo:»  su  importancia — Re- 
glas esenciales  para  los  propios  servicios:  respeto  del  derecha 
propio:  la  honra:  la  salud:  la  educación:  la  instrucción:  los  fi- 
nes racionales:  servicios  del  individuo  para  sí  propio  «respecto 
de  todas  estas  relaciones. — Su  aspecto  económico. 

CAPÍTULO  IIL 
Lección  58. 

Necesidades  del  individuo. — La  necesidad  económica  del 
individuo. — Su  subordinación  al  fin  supremo. — Desigualdad 
nativa  respecto  de  las  necesidades. — Influencias  del  clima,  de 
la  raza,  del  temperamento,  etc. — Modificaciones  posibles  y 
jnstas  en  la  desigualdad  de  las  necesidades. — Importancia  de 
esta  doctrina. — El  ideal  del  individuo. — El  criterio  ascético. — 
Funestos  resultados  que  produciria  su  adopción  por  todos  los 
individuos. — El  criterio  edonista. — Su  preponderancia. — Sus 
iiinestos  resultados. — La  utilidad  económica  y  el  individuo. — 
Singular  determinación  de  la  utilidad  por  el  individuo. — In- 
fluencia, en  esta  determinación,  de  la  naturaleza  y  de  la  liber- 
tad.— Modificaciones  posibles. — Consecuencia  de  la  anterior 
doctrina  para  la  del  valor  respecto  del  individuo. — Aplicación 
del  concepto  del  valor  expuesto  en  la  parte  general. — Compa- 
ración de  utilidades  dentro  de  la  esfera  individual.— Circuns- 
tancias que  se  aprecian  por  el  individuo  en  esa  comparación. — 
Ejemplos.-r-En  qué  coincide  este  juicio  con  las  circunstanciaB 
que  se  aprecian  en  el  valor  que  se  cambia. — Consecuencias 
importantes  de  esta  doctrina  para  la  vida  económicay  su  cíen. 
cia. — La  riqueza. — Aplicación  de  la  doctrina  expuesta  en  la 
parte  general  á  la  esfera  individual. 
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CAPÍTULO  IV. 
Lección  59. 

La  producción  y  el  individuo. — En  la  esfera  individual  en- 
tran las  dos  funciones  económicas  de  producción  y  consumo. 
— No  caben  la  retribución  ni  la  circulación. — El  individuo  corno 
productor  y  como  consumidor. — Cómo  produce  el  individuo 
según  las  tres  clases  de  profesiones  indicadas. — Que  todas  ellas 
son  industrias  económicas. — El  individuo,  único  agente  de  s» 
producción  industrial.— Su  trabajo. — Naturaleza  á  que  lo  apli- 
ca.— Capital  en  la  producción  individual.  El  individuo  y  la» 
fuerzas  naturales  aplicadas  á  la  producción. — El  trabajo  del 
individuo  en  la  producción  individual. — Sus  condiciones  y  di* 
ferencias  del  trabajo  social. — Las  leyes  del  trabajo  en  esta  es- 
fera individual. — Importante  relación  á  la  cuestión  social. — 
Distinta  consideración  del  trabajo  según  las  profesiones. — El 
trabajo  económico  del  individuo  y  su  armonía  con  los  otros  fi- 
nes.— Las  horas  de  trabajo. — Impor|ancia  de  esta  cuestión. — 
La  industria  individual. — Aplicación  á  esta  parte  de  la  doctri- 
na expuesta  anteriormente  sobre  la  industria  en  generaj. 

Lección  60. 

Consideración  especial  de  la  industria  del  individuo.— Cues- 
tión del  presupuesto. — Cálculo  de  los  medios  por  los  fines. — 
Distinto  presupuesto  según  las  profesiones. — Determinación  y 
proyección  del  presupuesto  individual. — Fines  generales. — 
Medios  generales. — Fines  especiales. — Medios  especiales. — 
Presupuesto  propio  del  sacerdote,  presupuesto  del  científico^ 
del  artista,  del  agente  de  derecho,  del  industrial  técnico. — Re- 
glas respectivas  para  cada  profesiou  distinta. — La  cuestión  del 
orden  de  los  presupuestos  en  la  esfera  individual. — Relación  á 
la  cuestión  del  pauperismo. — El  pobre. — El  rico. 

Lección  61. 

Leyes  de  la  producción  económica. — Su  aplicación  á  la  eco- 
nomía individual. — El  interés  personal. — La  libertad. — La  ins- 
trucción.— La  educación. — Consideración  de  estas  diferentes 
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relaciones  segan  las  profesiones  distintas. — Fuerzas  físicas:  su 
relación  al  individuo  en  general  y  según  las  distintas  profesio- 
nes.— Fuerzas  compuestas. — El  individuo  j  el  útil. — El  iodí- 
viduo  y  la  máquina. — La  máquina  y  el  desarrollo  intelectual  y 
moral  del  individuo. — La  máquina  y  el  progreso  industrial. — 
Inconvenientes  atribuidos  alas  máquinas  desde  el  punto  de  yin*- 
'ta  de  los  intereses  individuales. — Remedios  propuestos.'— Críti- 
ca.^— El  organismo  de  la  producción. — ¿C^be  organismo  en  la 
producción  individual?— ¿En  qué  límites? — ^Inñuenciadelaley 
déla  concurrencia  en  la  economía  individual. — Según  las  pro-* 
fesiones.-^La  ley  de  las  salidas:  su  aplicación  ala  economía  m<^ 
dividual. — ¿Convienen  los  nombres  de  concurrencia  y  salidas 
en  esta  aplicación  de  sus  leyes  respectivas? — Razón  de  conser- 
varlos.— La  división  del  trabajo.— Límites  en  que  puede  apli- 
carse ala  producción  individual, — La  división  del  trabajo  «e* 
gun  las  profesiones. — La  división  del  trabajo  y  el  desarrollo 
intelectual  y  moral  del  individuo. —Inconvenientes  atribuidos 
á  la  división  del  trabajo  desde 'el  punto  de  vista  de  los  intera-. 
«es  del  individuo. —Crítica. — El  producto. — Relación  índivi-^ 
dual  de  esta  doctrina. 

CAPÍTULO  V. 

El  consumo  del  indlvidao. 


Lección  62. 

Importancia  especial  de  la  teoría  del  consumo  en  la  Eco- 
nomía del  individuo. — La  proporción  del  consumo  á  la  prodoe- 
<5Íon  en  la  economía  individual. — Medio  adecuado. — Medio  de- 
ficiente.— ^Medio excesivo. — La  cuestión  de!  ahorro. — ^Doctrínas 
erróneas  sobre  su  concepto. — Diferencia  esencial  entre  el 
ahorro  y  la  avaricia. — Que  con  el  ahorro  no  se  propone  el  in- 
dividuo la  disminución  del  trabajo. — Excepciones  legítimas.-^ 
Errores  económicos  sobre  este  particular.— Fines  racionales 
del  ahorro. — Límites  naturales. — Determinación  especial  del 
ahorró  según  las  profesiones. — El  gasto. —Su  consideración  en 
la  esfera  individual.— El  gasto  mediato  según  las  profesienes. 
-rEl  gasto  inmediato. — Bl  consumo  lento  y  el  consumo  tApi-^ 
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'do. -^Utilidad  del  consumo  &1  por  mayor  ó  al  por  mmior  segnn 
los  'ca808.-''-Consid6racion  especial  de  esta  doctlna  seg^nn  las 
profesioues.-^La  antinomia  del  prodixctor  y  del  consumidor 
tesaelta  en  la  economía  indiyidaal.— Bl  consumo  no  es  fuente 
necesaria  de  riqueza.^^Demostracion  en  la  economía  íadiri- 
dual. — Las  economías.-^El  Injo  en  su  relación  ala  economía 
indivíátial.^^La  ayaricia  y  el  lujo.*^El  desequilibrio  económi- 
co en  la  esfera  individual. — Las  necesidades  facticias. — Aplica- 
ción de  esta  doctrina  según  las  profesiones. — El  lujo  indivi- 
dual y  los  distintos  ñnes  racionales. 

Lección  63. 

EÍcapital  en  la  economía  del  individuo. — Errores  acerca 
de  la  naturaleza  del  capital  que  se  deshacen  fácilmente  consi- 
derándolo en  esta  esfera. — El  capital  no  Supone  agente  sepa- 
rado del  trabajador. — Todo  trabajador  lleva  un  capital. — Los 
londos  ó  itooci  y  el  capital  propiamente  dicho. — Determinación 
del  capital  según  las  profesiones. — Distinta  relación  del  capí- 
tol fijo  y  del  circulante  según  las  profesiones.-^El  capital  esté- 
ril.— Empleo  del  capital  por  él  individuo. — Según  las  profesio- 
nes.—£1  capitalista  de  la  tierra. — El  capistalista  empresario. 
— El  capitalista  trabajador. — Importante  relación  jurídica  de 
esta  doctrina. — ^Besümen  de  la  doctrina  relativa  á  la  economía 
del  individuo  en  sí. 

tSECCION  SEGUNDA.— El  individuo  en  la  relación  socUl. 

Lección  64. 

£1  individuo  como  elemento  generador  de  la  sociedad. — El 
individuo  necesita  la  sociedad. — La  sociedad  se  determina  por 
las  necesidades  del  individuo. — Doctrina  de  Savigny  sobre  la 
jprimera  sociedad^  el  matrimonio.^-Bectificacion.-- Las  teorías 
del  estado  natural^  del  contrato,  de  la  calda;  etc.  etc. — Crítica. 
— Aplicación  de  la  doctrina  anterior  ala  relación  económica.-^ 
La  propiedad  del  individuo;  relación  en  la  vida  social. — Im< 
portancia  jurídica  de  la  cuestión. — La  producción  del  indivi- 
duo.—-La  relación  social. — Hl  consumo'del  individuo. — Su  re- 
elación  social.— La  circulación. — La  distribución. — El  individuo 
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y  las  reformas  económicas  en  la  vida  social. — Solidaridad  de- 
las  profesiones  y  acción  individual  de  esta  solidaridad. — El  in* 
diyiduo  en  la  familia. — El  jefe  de  familia. — El  hijo. — El  de- 
pendiente.— El  individuo  en  el  municipio,  en  la  provincia,  en. 
la  nación,  en  la  Humanidad. — Consideración  de  estas  relacio- 
nes directas,  según  las  profesiones. — Aspecto  económico  de 
estas  relaciones. —Importancia  de  la  doctrina  examinada  para 
la  parte  orgánica.— Transición  á  la  Economía  social.. 

SEGUNDA  PARTL— Economfa  social. 

SECCIÓN  PRIMERA.— De  la  soqjedad  en  genebal. 

Lección  65. 


Concepto  de  la  Sociedad. — Errores  acerca  del  concepto  de- 
la  Sociedad. — Las  personas  sociales. — Gerarquía  de  las  perso- 
nas sociales. — Relaciones  entre  las  personas  sociales.— Relacio* 
nes  del  individuo  ala  familia. — De  la  familia  al  Estado  muni- 
cipal.-^Del  Estado  municipal  al  provincial  ó  regional. — Del 
provincial  al  nacional. — Relaciones  superiores. — La  Sociedad 
en  la  relación  económica.-— Solidaridad  de  los  intereses. — El 
interés  general.— La  armonía  de  los  intereses.— La  armonía 
según  Bastiat. — Crítica. —  Armonía  de  todos  los  fines. — La 
condicionalidad. — El  derecho. — El  derecho  social. —Sus  agen*- 
tes. — Esfera  de  acción  de  los  distintos  agentes.— La  libertad  f 
la  autoridad.— Sus  relaciones  distintas  según  los  sistemas  jurí- 
dicas.—La  política. — La  economía  política. — Característica  de 
la  Economía  social. — El  cambio. — Concepto  del  cambio. — El 
cambio  económico. — Confusión  entre  el  cambio  y  la  condicio- 
nalidad.—Su  distinción. — El  cambio  supone  reciprocidad. — 
La  condicionalid&d  no  supone  reciprocidad. — La  condicionali- 
dad económica.— Pertenece  al  derecho  en  cuanto  á  prestación. — 
El  cambio  económico  es  la  condicionalidad  económica  que  sn-^ 
pone  reciprocidad.— Modos  posibles  del  cambio  económico. — 
El  libre  cambio.— El  cambio  bajo  el  régimen  autoritario. — El. 
individualismo.— El  socialismo. —El  comunismo. 
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CAPÍTULO  I.. 
Lección  66. 

La  propiedad  en  la  economía  sociaL — La  propiedad  es  de 
la  sociedadmediante  la  apropiación  individual. — Diferentes 
modos  de  esta  apropiación  con  relación  á  la  sociedad. — La 
propiedad  de  la  sociedad  reconocida  como  derecho  supremo  de 
la  propiedad. — La  propiedad  de  la  sociedad  desconocida  6  ne» 
gada. — La  propiedad  como  organismo. — Error  de  los  indivi- 
dualistas.— Prejuicios  de  los  socialistas. — Debates  sobre  la  su- 
perioridad de  uno  6  otro  sistema  bajo  el  punto  de  vista  de  la 
utilidad  económica. — Si  toca  á  la  Economía  resolver  por  sí  la 
cuestión. — Datos  que  debe  suministrar  al  Derecho. — La  Eco- 
nomía estudia  uno  y  otro  modo  de  propiedad  como  posibles* y 
naturales. — Antecedentes  que  de  esta  doctrina  se  derivan  para 
la  teoría  de  la  distribución. — La  Economía  social  según  sn  vi- 
da actual. — Predomina  la  libertad  inorgánica. — Sentido  con- 
siguiente de  nuestro  estudio  de  la  Economía  social. — ¿Es 
en  este  respecto  la  Economía  social  ciencia  puramente  his- 
tórica?— Por  quá  es  todavía  filosófica  en  este  respecto.— 
Necesidad  de  distinguir  en  toda  la  doctrina  siguiente  los  ele- 
mentos inalterables  de  los  que  dependen  de  la  libertad  y  de 
las  leyes  sociales  establecidas. — Confusiones  de  los  economis- 
tas en  este  punto  y  sus  funestos  resultados  para  la  ciencia  y 
el  estado  social. 

CAPÍTULO  II. 

Lección  67. 

Vida  económica  social.— El  fin  económico  de  la  sociedad. 
— El  ideal. — Cómo  lo  entiende  y  procura  el  individualismo. — 
Cómo  lo  entiende  y  procura  el  autoritarismo. — Tendencia  ar 
mónica. — El  criterio  ascético. — Su  imposibilidad  para  la  Eco- 
nomía social,-' El  criterio  edonista  es  también  imposible  en  la 
vida  social  económica.— Las  necesidades  sociales  económicas. 
— Cuándo  se  puede  decir  que  se  satisfacen. — Las  necesidades 
económicas  en  la  interior  variedad  social.— Los  medios  y  las 
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necesidades  en  distintos  sagetos. — Cómo  se  satisfacen  la  s  ne- 
cesidades sociales  en  esta  condicionalidad  económjck.; — La 
utilidad  en  la  Economía  social. — ^Modiñcaciones  de  la  utilidad 
según  las  instituciones  sociales. — Instituciones  que  favorecen 
el  progreso. -^Utilidad  de  la  naturaleza  para  la  economia  00^ 
cial  según  el  régimen  social. — Utilidad  de  los  servieios  seguM. 
las  mismas  circunstancias. 

Lección  68. 

£i  yakur  y  la  Economía  social. — Aplicación  de  la  doctrina 
del  valor  expuesta  en  la  parte  general. — El  valor  ecoBÓiaieo 
social. — El  valor  en  el  cambio. — Condiciones  que  lo  deterraí- 
nan. — Distintas  condiciones  según  el  régimen  social. — IM,  va- 
lor j  el  trabajo..— £1  valor  7  loa  gastos  de  producción. — El 
valor  7  la  utilidad. — ^El  valor  y  la  escasez.— «Teoría  de  Mao* 
cleod.^Crítica. — La  libertad,  la  utilidad  y  La  autoridad^  con 
relación  á  la  teoría  del  valor. — Tendencia  armónica. — Impor-^ 
tante  relación  jurídica.— Relación  del  valor  econiSmico  á  los 
demáa  valores  ea  la  Economía  social. «-El  progreso  déla  Eco- 
nomía social  y  el  valor. — La  riqueza  social. *-¿En  qué  consis- 
te?—Determinación  de  sus  etementos  por  la  doctrina  de  laa 
lecciones  anteriores. — Los  valores  ¿determinan  riquesia social? 
— Debate  de  los  economistas. — Críticaé— La  riqueza  indivi- 
dual}  la  riqueza  nacional  y  la  social. — El  progreao  y  la  rique* 
za  social. 

Lección  69. 

La  producción  y  el  consumo  en  la  Economía  social. — Sa 
relación. — Distintos,  modos  de  relación  según  el  régimen  so- 
cial.— Bajo  qué  régimen  sé  realiza  mejor  la  previsión  de  los 
ñnes.y  la  adoptación  de  los  medios.— Cuestión  dei  interés 
bajo  éste  respecto.  —  La  acción  del  Estado.-^Juíeio  de  nne^ 
y  otro  criterio.-^El  interés  social. — El  productor  y  el  consu- 
midor Qu  la  EcoQOUkla  soeíal.— Los  elementos  de  preda^cion 
en  la  Economia  soeiaL — Qué  modo  de  influencia  de  la  18>6rtad 
humanaos  el  más  oportuno  para  la  apropiación  y  adopof0n  de 
los  medios  naturales. — El  derecho  da  propiedad  individual. — 
La  propiedad  de  la  tierra  en  este  reapecto.--*'Relacion  jarídxea. 
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Lección  70. 

El  trabajo  en  «n  relación  á  la  economía  social.*— El  ideal 
del  trabajo  no  está  en  la  disminución  del  esfnerzo. — Pemieio<^ 
80ti  efeciM  de  esta  doctrina  para  la  economía  social. — La 
emancipación  del  trabajo  penoso. — La  dignidad  del  trabajador. 
— ^Institaciones  que  fayorecen  estas  aspiraciones  y  derechos. 
— El  trabajador  y  el  fin  social. — Solidaridad  de  los  intereses 
de  la  sociedad  y  los  del  trabajador. — Errores  de  los  economis- 
ta».-r-.Relacion  jurídica.— El  progreso  de  las  fuerzas  del  traba- 
jo según  el  régimon  social. 

La  industria  en  la  economía  sociaL — La  cuestión  del  pre- 
«apuesto. — Importancia  de  esta  doctrina  en  este  respecto.^^La 
euestion  de  la  producción  limitada  é  ilimitada. — Efectos  per- 
niciosos de  la  producción  irracional  para  la  economía  socía!. 
— La  adquisición  de  medios  sin  atención  á  los  fines  legítimos. 
— Efectos  de  esta  adquisición. — Relación  jurídicas — Reclama- 
eiones  justas  del  cuarto  estado. — Solidaridad  de  los  fines. — 
Antinomia  insoluble  entre  el  interés  general  y  el  interés  egois- 
te. — Optimismo  de  Bastiat. — La  verdadera  armonía. — La  ley 
de  la  concurrencia  en  esta  relación. 

lección  71. 

• 

Las  leyes  de  la  producción  en  la  economía  social. — Leyes 
físicas  y  leyes  morales. — Su  necesidad  de  distinto  drden. — 
Consecuencias  de  esta  doctrina  para  el  régimen  social  econó- 
mico.—El  organismo  industrial. — Sus  modos  y  grados  de  per- 
feccionamiento según  el  distinto  régimen  social.  ~  Fuerzas  pro- 
ductivas: las  morales:  el  interés,  sus  relaciones  en  lá  econo- 
Hiia  social. — Recuerdo  de  la  docl^ina  eicpuesta  acerca  de  !a  ar- 
monía de  los  intereses. — El  interés  personal  y  su  distinta  apli- 
cación según  el  régimen  social. — La  libertad  y  la  economía 
sociaL — Erróneo  concepto  de  la  libertad  de  algunos  economis- 
tas.— Libertad  racional. — Que  es  necesaria  para  la  vida  eco- 
B^snica  sociaL — Sus  distintas  determinaeíones  según  el  régi- 
men social. — ^El  individualismo  y  el  socialismo  en  este  respec- 
to.— ^Tendencia  armónica. — Importante  relación  jurídica.— El 
trabajó  en  la  esclavitud. — La  servidumbre.— Los  gremios. — 
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La  industria,  privilegiada. — La  indastria  reglameatada. — ^Tí 
talos  profesionales.-^Díferencia  del  trabajo  organizado  al  tra<» 
bajo  no  libre. — La  instraccion  y  la  educación  en  la  economía 
social. — La  cuestión  jurídica  de  la  instrucción  gratuita  j  obli- 
gatoria.— Su  relación  económica  social. — Fuerzas  de  prodac* 
cion  económicas  que  resultan  de  ía  solidaridad  de  los  intere- 
ses mediante  la  asociación  libre  y  por  motivos  puros. — Impor^ 
tancia  de  este  punto  para  el  llamado  problema  social. 

LBOCION  72. 

Las  fuerzas  físicas  y  las  compuestas  en  su  relación  á  la  eco- 
nomía social. — El  útil  y  la  máquina. — Ventajas  deluso  de  lan 
máquinas  en  la  economía  social. — iSlodificaciones  que  produce 
en  el  conjunto  del  organismo  económico. — Los  inconvenientes 
efectivos. — Son  mayores  ó  menores  los  inconvenientes  según 
el  réghnen  social. — ¿Desaparecen  por  completo  estos  incon ve  • 
nientes  en  algún  régimen  posible?^ — Relación  jurídicsí  de  esta 
cuestión. — Ineñcacia  é  injusticia  de  las  doctrinas  dominantes 
en  la  escuela  economista  sobre  el  particular. — Importancia  de 
esta  cuestión  para  el  problema  social  presenté. — El  organismo 
de  la  producción. — Grados  de  su  desarrollo  en  la  vida  social  . 
— Las  leyes  del  organismo  de  la  producción  en  la  economía 
social  dependen  de  la  circulación  y  de  la  distribución. — Cues  *• 
tion  de  la  población,  ley  de  las  salidas,  la  concurrencia,  la  di  * 
visión  del  trabajo. — Conveniencia  de  tratar  especialmente  es- 
tas materias  en  sus  relaciones  á  la  economía  social,  después  de 
considerar  el  consumo  económico  en  la  misma  esfera. 

LECCIÓN  73. 

El  consumo  en  la  economía  social. — Aplicación  de  las  nor 
cienes  generales  establecidas  en  otro  lugar. — La  proporción 
del  consumo  ala  producción. — Medio  adecuado. — La  teoría  de 
la  producción  ilimitada. — Crítica.— Producción  progresiva  en 
proporción  de  las  necesidades  racionales  creadas  por  el  prog  re* 
80. — Medio  deñciente. — La  cuestión  de  la  población  en  esta 
relación. — La  cuestión  del  pauperismo. — Su  importancia  en 
los  tiempos  presentes. — Error  dé  considerar  el  pauperismo 
come  un  mal  necesario. — Relación  de  este  error  con  la  teoría 
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•de  la  población  de  Malthas  también  errónea  en  puato  i  deter- 
minar la  proporción  entre  la  producción  y  la  población. — Esta 
proporción  depende  del  grado  de  ntilid^kd  que, el  hombre  halle 
en  la  naturaleza. — No  puede  determinarse  á  priori. — El  piaupe- 
rismo  como  un  mal  social  en  general. — El  pauperismo  como  un 
mal  económico  social. — Determinación  de  sus  causas  más  cons- 
tantes y  de  susefectós. — Los  remedios  propuestos. — El  auxilio 
-de  Ja  caridad  privada. — De  las  institucioues  de  beneficencia. — 
Del  Estado  medíante  asilos  ó  contribución  de  pobres. — Juicio 
de  los  tratadistas  sobre  estos  paliativos. — Crítica  de  este  juicio. 
— El  remedio  que  proponen  los  economistas. — Su  insuficien- 
cia.—Dificultad  de  la  cuestión. — Relación  jurídica. — Diferen- 
te solución  según  el  régimen  social. 

LECCIÓN  74. 

El  medio  excesivo. — ¿Cabe  el  medio  excesivo  en  la  econo- 
mía social?— La  mala  retribución  y  la  mala  circulación. — 
^Bajo  qué  régimen  social  no  seria  posible  el  medio  excesivo? 
— ^Que  el  medio  excesivo  en  la  economía  social  supone  deficien- 
ciz  en  alguna  otra  necesidad  económica. — Relación  del  medio 
«xcesivo  al  deficiente  en  este  respecto. — El  crédito. — Su  con- 
•<5epto.— -Su  fundamento. — ¿Crea  capitales? — Debate  de  los  eco- 
nomistas.— Doctrinado  Maccleod.— Crítica. — Relación  del  cré^ 
-dito  á  los  fines  no  económicos. — El  crédito  y  el  progreso. — ^In- 
-^convenientes  atribuidos  al  crédito. — Que  no  son  del  crédito  en 
8í)  sino  del  abuso  que  no  es  crédito  real. — Criterio  para  el  uso 
del  crédito. — Relación  individual  del  crédito. — Relación  moral, 
relación  jurídica. — El  crédito  en  la  sociedad.— La  solidaridad 
^económica  y  el  crédito. — Lugar  propio  para  tratar  las  formas, 
las  clases  y  el  desarrollo  del  crédito. — Diferentes  relacíonea 
del  crédito  según  el  régimen  social. 

LECCIÓN  75. 

Los  gastos  y  la  Economía  social. — La  cuestión  de  los  gas- 
tos productivos  é  improductivos  en  esta  relación. — Confirma- 
ción en  esta  parte  de  la  doctrina  expuesta  sobre  el  consumo 
que  no  es  fuente  necesaria  de  riqueza. — La  Economía  social, 
propiamente  dicha. — Equilibrio  y  desequilibrio  entre  los  me- 
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dio6  y  las  necesidades. — ^La  ayaricía. — Ld8  eapitales  OCÍO9O0». 
Efectos  en  la  Economía  8ociaI.«<^La  diáipaoion.^^El  ligo«-^BI 
lojo  j  el  progreco  sociaL — Distinto»  orígenes  7  formaa  del  la- 
jo. — Gonaideracion  distinta  del  lujo  segon  el  régimen  eociaU 
^-£1  capital  en  la  Economía  socíal.-^^Gnál  es  el  capital  so^* 
eial?--Proporcion  en  este  sistema  entre  el  capital  fijo  y  el  eir*- 
cnlante.— -Análisis  de  las  funciones  distintas  del  capital  segau 
el  régimen. — Importante  relación  jurídica. 

CAPITULO  III. 

LECCIÓN  76. 

Relaciones  interiores  de  la  Economía. — Relación  de  personas 
á  personas  (individuales  6  mayores)  dentro  de  la  Economía  so- 
cial.— Teoría  de  la  circulapion. — Concepto  de  la  circulación» 
— Errores  vulgares.— Error  de  considerar  la  teoría  de  la  circu* 
lacion  como  el  objeto  total  de  la  Economía.— La  circnlacioj».  y 
el  cambio. — El  cambio  como  ley  general.^-^El  cambio  eco&tf* 
mico  — Diferencias  generales  del  cambio  según  el  régimen  so- 
cial.— Ley  de  la  concurrencia. — Enlace  de  esta  consideración 
con  lo  expuesto  en  la  parte  general  sobre  la  concurrencia. — 
La  concurrencia  para  el  cambio  libre. — Otros  modos  posibles 
de  concurrencia  sin  el¡;cambio  libje. — Indivídnaliimo.— Auto- 
ritarismo.— Tendencia  armónica. — Leyes  de  la  concurrencia 
según  los  economistas.— Su  relación  á  la  producción.— Al 
consumo. — Reciprocidad  de  las  influencias.«-*ModificaGÍonea 
históricas.-<--Modificacione8  por  razón  del  derecho.-^La  ley. — > 
La  costumbre. — Ejemplo.— Diferentes  modos  de  ta  concurren- 
cia según  el  régimen  social.— Bi  toca  á  la  Economía  resolver 
eíQ  definitiva  la  forma  de  la  concurrencia. — Error  de  conside« 
rar  la  concurrencia  como  posible  sólo  bajo  el  régimen  del  camr 
bio  libre  inorgánico. — El  progreso  y  la  concurrencia  según  uno^ 
ú  otro-  régimen. — Lugar  propio  del  tratado  especial  del  libre 
cambio  según  la  esfera  de  su  acción. 

LECCIÓN  77, 

El  precio.— Relación  del  valor  al  cambio.— Teoría  de  Rt- 
eardo  acerca  del  precio. — Precio  natural  y  precio  corriente. — 
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Crítica  de  Ifaedeod  respecto  á  estadistincioa.— Juicio  de  una  y 
otra  doctrina««--Cáu0a0  y  efectoa  del  precio. — Causas  natura- 
lee. — Caaeae  del  trabajo. — Causas  del  capital. — Cansas  del 
€oiuMiniO.^-*Becipn)cidad. — Efectos  naturales. — Infectos  en  el 
trabajo. — Efectos  en  el  capital. — Bfectos  en  el  consumo. 
— Ley  de  la  oferta  y  de  la  demanda.-- Relaciones  de  los  pre* 
cios  á  los  productos.— Carestía  y  baratura.— JErrores  vulga« 
res  sobre  el  particular. — Sus  consecuencias. — Relación  es- 
pecial al  dinero. — Reciprocidad  de  .la  oferta  y  de  la  deman- 
da*— Diyersidad  de  estas  relaciones,  según  el  régimen  soeiaL 
— La  teoría  de  las  salidas  de  J  B.  Say  en  esta  aplicación.— 
Análisis  y  consecuencias. — Relación  con  lo  examinado  en  la 
parte  general. — El  monopolio  y  la  competencia. — Abusos  de 
la  competenciá.*^Inconyeiiiefites  que  se  siguen. — Remedios 
posibles.— Diferente  solución  posible  según  el  régimen  social. 
La  teoría  de  los  sucedáneos  de  Minghetti.— Relación  de  la 
teoría  del  precio  á  la  teoría  de  la  distribución.— Lugar  propio 
de  este  punto. 

LECCIÓN  78. 

Medioedel  cambio. — Saconceptoen  general. — Instituciones 
de  cambio. — Mercados  y  ferias. — Lonjas  y  bolsas.— Docks. — 
Exposiciones. — Sus  clases. — Sus  ventajas.— Sus  reglas.— Sus 
inconvenientes,  según  algunos  autores. — Clases  mercantiles. 
— Comerciantes. — Negociantes  y  mercaderes.-s— Almacenistas 
y  porteadores. -«-^orredóres.-^Otros  funcionarios.— Sus  funcio- 
nes respectivas. — Diferentes  relaciones  entre  estas  institución 
oes  segu A  el  régimen  social. — La  organización  posible. 

LECCIÓN  79. 

Medios  de  eambios. — Instrumentos.— Los  directos. — Pesca 
y  medidas* — Relación  técnica. — Sistema  unitario. — Bajo  qué 
régimen  social  se  facilitaría  mejor  este  ideal. — Progresos  he- 
chos en  este  sentido. — Instrumentos  indirectos. — El  lenguaje.^ 
— Sas  condiciones  en  esta  relación.— La  utopía  del  lenguaje 
universal.— Posibilidad  de  on  lenguaje  general  para  el  cam- 
bio.-^ Vías  de  comunicación.— Caminos  vecinales,  su  impor- 
tancia.-^Caminos  provinciales.— Grandes  vías.— Carreteras. — 

TOMO  LX  5S 
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Ferro-carrilefl. — Proporción  conveniente. — Red  de  ferro-carri- 
les — ütUidad. — Inconvenientes. — Modos  de  creación,  de  ex- 
plotación.—La  subvención.^— El  privilegio. — ^Relacion  política 
de  esta  materia. — Vias  de  agua. — Vías  fluviales,  canales» 
vías  marítimas.— Correo,  telégrafos. — Intervención  del  Estado 
en  estas  instituciones. — Diversidad  en  estos  medios  seg^un  el 
régimen,  social, 

LECCIÓN  80. 

Formas  del  cambio. — Progreso  de  las  formas  del  cambio  á 
partir  de  la  permuta  sencilla. — ¿Puede  determinarse  la  última 
forma  de  este  progreso? — Influencia  del  régimen  social  en  las 
formas  del  cambio. — Grados  de  este  progreso  de  las  formas  del 
cambio. — La  permuta. — Sus  inconvenientes  en  todo  estado  de 
civilización.— Sus  inconvenientes  y  el  progreso  económico  se 
«ncuentran  en  razón  directa.— La  compra  venta. — Sus  venta* 
jas  sobre  la  permuta. — Términos  y  relación  de  la  compra-ven- 
ta.— Doctrina  de  Maccíeod  sobre  la  compra-venta. — La  mer- 
cancía intermedia. — Cualidades  que  debe  reunir. — Diversas 
materias  empleadas. — Sus  inconvenientes. — Los  metales  pre- 
ciosos.—Sus  ventajas. — Inconvenientes  de  su  uso  en  barras. 
— Progreso  de  su  uso. — Historia  de  este  progreso. — ^Aparición 
de  la  verdadera  moneda.  ^ 

LECCIÓN  81. 

• 

Caracteres  de  la  moneda. — Condiciones  necesarias. — (xa- 
rantía  legal. — Cualidades  naturales  necesarias  reconocidas  me- 
'  diante  la  garantía  legal. — Acuñación. — El  oro  y  la  plata. — 
El  aluiAinío  y  el  platino,  ^tc. — Los  inconvenientes  respectivos. 
• — Ventajas  del  oro  y  de  la  plata. — Relación  de  su  uso. — ¿Debe' 
haber  un  sólo  talón  monetario? — Ventajas  é  inconvenientes  de 
la  unidad  de  talón. — Relación  política  de  la  acuñación  de  la 
moneda,  de  su  ley,  de  la  relación  política  entre  los  distintos  ta- 
lones monetarios. — La  moneda  de  cobre. — Errores  acerca  de 
la  naturaleza  de  la  moneda. — ^Consecuencias  funestas. — ^Alte- 
ración del  precio  de  la  moneda. — Relación  política. — Ejemplos 
históricos  notables. — Relación  del  precio  de  la  moneda  al  pre- 
cio de  las  otras  mercancías. — Errores. — Rectificación. — ^Me- 
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4io8  propuestos  para  fijar  la  circulación  monetaria. — Crítica. 
— Cuestión  de  la  cantidad. — El  cambio  de  país  á  país. — La 
cantidad  en  cada  país. — Falsas  consecuencias  deducidas. — Fqt 
nestos  resultados  de  estos  errores. — La  balanza  de  comercio. 
— Sus  leyes. — Refutación  de  los  economistas. — ^Alteración  de 
la  moneda. — Moneda  de  papel. 

liECClON  82. 

• 

El  crédito. — Relación  de  la  doctrina  examinada  á  propósito 
^el  consumo  económico  social  á  la  cuestión  presente.— El  eré» 
dito  como  forma  de  cambio. — El  cambio  de  futuro  (préstamo). 
— Su  uso  legítimo. — ^Importante  relación  jurídica. — Ventajas 
del  crédito  para  los  elementos  de  la  producción. — Debates  de 
los  economistas  sobre  los  límites  de  estas  ventajas. — Doctrinm 
de  Maccleod. — Ventajas  del  crédito  para  el  consumo. — Bl  cré- 
dito como  perfeccionamiento  de  la  circulación. — El  crédito  y 
la  moneda. — Relación  entre  ambas  formas  de  cambio. — Clases 
<del  crédito. — ^División. — Debate'  sobre  la  división  del  crédito. 
— Crédito  privado  y  público. — Personal  y  real. — División  del 
crédito  por  razón  de  la  industria. — Crédito  pignoraticio. — Cré- 
tlito  hipotecario. — ^Instrumentos  de  crédito. — ^Divisiones  pro- 
puestas.— Títulos  fiduciarios. — Si  pueden  ser  considerados  co- 
mo inskame&tos  de  crédito. 

LECCIÓN  83. 

Principales  instrumentos  de  crédito. — ^Divisiones  propues- 
tas.— Recibos. — Vales  á  la  orden. — Al  portador. — Considera- 
ción especial  de  la  letra  de  cambio. — Su  origen.— Sus  condi- 
ciones.— Su  utilidad  en  la  circulación. ^Eln  qué  se  distingue 
déla  moneda  y  del  papel  moneda.— Comercio  de  letras  de 
carobio.— El  descuento. — Otros  documentos  de  crédito. — Los 
documentos  de  los  iocis  (Warants .)  —¿Pertenecen  á  esta  clase? 
— Los*¿i^;b. — Su  origen.— Sus  ventajas. — Su  relación  al  bi- 
llete de  banco.^El  billete  de  banco.— Progreso  de  los  docu- 
mentos de  crédito  hasta  llegar  al  billete  de  banco. — Ciiracte- 
res  de  este  documento.— Sus  ventajas. — Inconvenientes  del 
abuso. — Su  relación  á  la  moneda.— ¿Es  un  signo?— ¿Es  una 
deuda?— ¿Es  moneda  ficticia?— ¿Es  papel  moneda? — Los  bille- 
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tee  de  banco  jr  loB  otros  títulos  de  crédito.— Si  bou  genérica- 
mente ignales, 

LECOiON  84. 

Institoeíones  de  crédito. — Los  funcionsi-íce  del  crédito.— 
Su  carácter  de  intermediarios. — Los  banqueros  y  los  bancos. — 
Distinciones  esenciales.— El  comercio  de  banca. — Comercio  de 
descuento  y  giro  de  letras. — Cuentas  corrientes. — Préstamos 
oon  6  sin  prenda  ó  bipoteca.— Comercio  de  monedas. — Bolsis- 
tas. *-Bennion  en  el  mismo  banquero  de  distintas  operaciones 
de  banca. — Serricios  de  los  banqueros. — Límites  de  sú  comer- 
cio.— Clasificación  de  los  bancos. --Bancos  de  préstamos  sobre 
prendas.—Montes  de  piedad.— Consideración  especial  del  cré- 
dito popuIar.-^DesarrolIo  de  sus  instituciones. — ^Los  Vers- 
ehnssbanken  en  Alemania. — Bancos  populares  en  Italia. — So^ 
€ieté  mér$  de  París. 

LECCIÓN  8S. 

Bancos  mercantiles.— Sus  orígenes. — Sus  operaciones  y 
mecanismo.  —  Depósitos. — Cuentas  corrientes. ^Créditos  al 
descubierto. — Descuento.— Emisión  de  billetes. — Límites  rsr 
eionales  de  la  emisión.— ^£1  giro. — Su  mecanismo.*-SttS  doca- 

*  

mentos. — Interior  y  exterior. — Indirecto  y  directo. — Precio  y 
par  del  cambio.— Sus  alteraciones. — Casas  de  liquidación  (Cíe- 
rin-hause.)— Su  origen  en  Inglaterra. — Sus  ventajas  para  el 
comercio. 

LECCIÓN  86. 

La  gran  industria  y  el  crédito.-^  Las  instituciones  del  cré^ 
dito  industrial  como  medio  eficaz  del  progreso  econdmico.-^ 
Importancia  de  estas  instituciones  según  el  régimen  social. — 
División. — Crédito  moviliario.— Las  instituciones. — Operacio- 
nes y  valores  que  emiten.— Crédito  territorial.^-^fiancos  hipo- 
tecarios.— Valores  que  emiten.^-Operaciones.— Causas  de  su 
estado  actual. — Sus  clases. — Distinción  de  los  bancos  agríco» 
las.— Bancos  agrícolas.^-Sus  operaciones  y  documentos. — ^Los 
bancos  del  crédi^  personal  por  razón  del  larabajo.— Su  impor* 
tanpia. — Relación  jurídica.— Su  escaso  desarrollo.- Necesidad 
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j  medios  íb  promoTerloft. — Régimen  social  qne  lo  facilite  .<'— 
Lod  bancos  y  la  poliiica.-- Lugar  de  esta  materia. — El  ban- 
co único  y  la  libertad  bancarta. — Bancos  priyilegiados. — ^Re- 
sumen.— Conclusión  general  del  desarrollo  del  crádito  seg^n 
el  régimen  social. — ^Transición  de  la  teoría  del  cambio  á  so 
aplicación  ó  sea  á  la  teoría  ds  la  distribución. 

CAPÍTULO  IV. 

LECCIÓN  87. 

Teoríji.  de  la  dístribacion. — ^Concepto  de  la  distribución. — : 
Diversas  teorías  y  lagar  qiíe  se  le  señala  en '  la  ciencia. — El 
Sr.  Azcárate  hace  de  la  distribución  la  parte  especial  de  la 
Economía  como  ciencia  del  cambio. — El  Sr.  Piernas  halla  en 
la  distribución  la  aplicación  del  cambio  determinado  por  el 
precio. — ^Lá  distribución  y  la  retribución. — La  retribución 
sólo  aparece  en  la  Economía  social^  como  relación  anterior  en 
«Ua. — La  retribución  como  relación  del  ñn  económico  á  los 
demás  fines.-^Importancia  de  esta  relación  para  el  concepto 
real  de  la  Econoniía. — ^La  retribución  y  la  división  del  trabajo 
— La  retribución  y  la  distribución,  distintas  según  el  régimen 
social. — Aspecto  predominantemente  jurídico  dfe  la  teoría  de 
la  distribución. — Punto  de  vista  quo  toma  la  Economía  en  esta 
materia:  aüefide  principalmente  á  la  retribución.— División  de 
este  tratado. — ^Division  por  razón  de  las  distintas  industrias. — 
Lugar  propio  de  esta  materia. — ^Di  visión  con  relación  á  loe 
olementos  de  producción. — Que  este  es  el  aspecto  económico 
de  la  cuestión.— 'Diferente  consideración  según  el  rég^meo 
sociaL — Individualismo. — Socialismo. —Comunismo.— Tendea- 
4íia  orgánica. — Límites  en  que  sé  hace  aquí  el  estudio  de  la 
reíribttcion. — Trabajo  y  salario. — Capital  é  interés. — Tierra  y 
renta. 

LECCIÓN  88. 

CimsÁieracionies  gexierales  que  comprenden  todas  las  cla- 
mes de  retribución. — ^La  proporción  de  la  retribución. — ^Gbstos 
de  preducdon  y  bene&sios. — Criterio  de  la  retrib«Káon. — ¿Es  el 
esfuerzo?— ¿Es  la  utilidad  del  servicio?— ApUcatíon  de  las  le* 
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yes  de  la  concorrrencia  y  de  la  oferta  y  del  pedido.^Juestioií 
jurídica  inherente. — Diferente  determinación  del  criterio  de 
retribución  según  el  régimen  social. — Error  de  considerar  al 
Estado  como  agente  de  la  producciooi — El  impuesto  no  e» 
parte  de  la  retribución  en  todo  producto. — El  servicio  econó- 
mico del  Estado. — Lugar  propio  de  su  consideración  y  del  exá* 
men  de  su  retribución. — Modificación  de  los  precios  que  au* 
montan  las  retribuciones. — Si  el  crecimiento  del  beneficio  su- 
pone la  disminución  de  los  gastos. — Relación  que  media  entre 
la  retribución  del  capital  y  del  trabajo. — La  solidaridad  del  ca- 
pital y  del  trabajo  en  esta  relación. — El  trabajo:  su  retribución. 
—Diferentes  formas  del  trabajo.  — Distintos  nombres  de  su  re- 
tribución.— El  salario. — Su  concepto.— Las  distintas  acepcio- 
nes.— Sus  formas. — El  salario  en  sentido  estricto  6  sea  retri- 
bución fija  ó  asegurada. — Forma  eventual,  participación  eni 
los  beneficios. — Juicio  de  estas  formas. — Ventajas  é  inconve- 
nientes respectivos. — La  libertad  de  la  estipulación. — Inter- 
vención del  Estado. — Subdivisiones  de  la  forma  del  salario. — 
El  jornal^  el  tral)ajo  á  destajo. — Ventajas  é  inconvenientes 
respectivos  para  la  producción  y  la  retribución. 

^  LECCIÓN  89. 

Retribución  del  trabajo.-^( Continuación).— Del  salario  na- 
tural.— Gastos  de  manutención  y  de  renovación  de  los  trabaja- 
dores.— La  Ley  de  Bronce  de  F.  Lasalle. — Crítica  de  Laveleye. — 
Salario  real  y  salario  nominal. — Importancia  de  esta  cuestión» 
— La  igualdad  y  la  desigualdad  en  los  salarios. — Influencias 
naturales  y  sociales. — La  desigualdad  nativa. — El  progreso 
industrial,  su  influencia  en  los  salarios. — ^¿Es  suficiente  en 
general  la  cuota  del  salario? — Relación  jurídica. — Datos  de  la 
economía. — Salario  corriente^  ó  sea  el  salario  en  el  mercado. 
— ^El  salario  y  la  ley  de  la  oferta  y  de  la  demanda. — La  suma 
de  los  capitales  y  la  cuota  de  los  salarios  — La  concurrencia 
en  esta  relación. =Doctrina  de  Turgot. — Doctrinado  los  so- 
cialistas alemanes. — Los  economistas. — Juicio  de  estos  deba- 
tes.— Influencia  del  número  de  los  trabajadores. — Causas  es- 
peciales de  las  alteraciones  de  los  salarios. — Coaliciones. — 
Aplicación  de  ladoctrida  de  la  población  á  este  punto.-^Doc- 
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trina  de  los  antiguos  acerca  de  este  panto. — Teoría  de  Mal- 
thas. — Crítica  de  las  progresiones  de  Malthofi. — Relación  al 
progreso  industrial; — Los  obstáculos  preventivos  y  los  repre- 
sivos.— Crítica  y  análisis. — Relación  moral  y  jurídica. — Doc- 
trina de  Doubleday. — Relación  política.  —Medios  de  impedir 
que  la  población  exceda  al  nivel  délas  subsistencias. — Las  emi-^ 
graciones. — La  prohibición  legal  de  las  emigraciones  é  inmi- 
graciones.— El  self-government  y  la  población. — Crítica  de 
Molinari. — La  población  según  el  régimen  social. 

LECCIÓN  90. 

Retribución  del  capital.— De  la  remuneración  del  capital 
en  general. — Confusión  de  los  economistas  acerca  de  las  leyes 
naturales  y  sociales  del  capital. — ^Diferente  consideración  del 
capital  según  el  régimen  social  por  lo  qxxé  se  refiere  á  su  re- 
tribución.— Libertad  del  interés,  íus  efectos. — Precio  del  ca- 
pital.— Precio  natural,  precio  corriente. — Crítica. — Bl  interés. 
— Origen. — ¿Es  legítimo  en  todas  sus  formas?— Los  antiguos, 
los  P.P.  de  la  Iglesia. — El  derecho  canónico. — El  derecho  ci- 
vil.— Los  jurisconsultos. — Los  socialistas. — Consideración  es- 
pecial del  dinero  y  los  réditos. — Relación  jurídica  y  moral.— 
El  auiñentodel  numerario  y  el  interés. — Relación  jurídica. — 
La  concurrencia  y  el  interés. — El  interés  y  el  régimen  auto- 
ritario.— Tasa  legal. — Sus  efectos. — Persecución  de  la  usura 
— Relación  jurídica. — División  del  interés. — El  fijo  y  el  even- 
tual.—  Comparación. — El  capitalista  que  toma  parteen  lo» 
beneficios. — El  servicio  del  empresario. — Su  remuneración  se- 
gún es  puro  beneficio  ó  á  la  par  salario  ó*  interés. — El  prove- 
cho y  el  interés. — Su  proporción. — El  capitalista  y  el  obrero- 
que  participan  del  beneficio  y  del  riesgo. — Relación  del  inte- 
rés y  del  salario. — Influencia  del  aumento  de  los  capitales. — 
¿Hay  antinomia  en  la  relación  del  interés  y  del  salario? — Re- 
lación jurídica. 

LECCIÓN  91. 

Consideración  especial  de  la  renta. — ^Concepto. — ^¿Es  propia 
el  nombre? — La  tierra  como  instrumento  apropiado,  directo  y 
natural  de  la  producción.— Las  notas  que  se  atribuyen  al  ca- 
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pttal  tierra  ¿le  son  pecnliares? — ^La  tierra  ¿es  de  distinta  esen» 
€ia  que  el  capital? — La  tierra  ¿es  poro  ioB^mento? — SociatÍB-i> 
tas^  economistas.— Origen  de  la  renta. — Opinian  de  los  econo- 
mistas anteriores  á  Ricardo.-— La  teoría  de  la  renta  de  Ricar* 
do. — Crítica  y  refutación  de  Maccleod. — Las  consecuencias  de- 
ducidas de  la  doctrina  de  la  renta  por  Proudhon  y  los  socia- 
listas.— Carey  y  Bastiat. — El  nivel  de  la  renta.— Causas  de  sq 
crecimiento. — Relación  á.las  subsistencias. — Los  gastos  dd 
aprovechamiento  de  la  tierra. — Lautilidad  y  los  valores  aeamii- 
lados  eu  la  tierra. — ¿Se  debe  al  capital  ó  al  trabajo? — Relación 
jurídica. — Distinta  consideración  según  el  régimen  social. — 
Resumen  de  la  teoría  de  la  retribución.— Cuestiones  jurídi- 
cas que  suelen  tratar  los  economistas, — Límites  propios  de  la 
Economía  en  la  materia  de  retribución  y  en  la  distribución.  . 

SECCIÓN  SEGUNOA.— La«  sooiEa>ADÉ». 

Lección  92. 

Forma  de  la  vida  social. — ^Elementos  invariaUesy  elemen- 
tos variables. — Platón  y  los  utopistas  en  este  respecto. — ^La 
reforma  social  y  las  formas  artificiosas. — Criterio  parala  clasi- 
ñcacion  de  las  formas  de  lasociedad. — Sociedades  i>ersonales. 
— Su  concepto*. — Errores  sobre  su  naturaleza. — ¿Cuáles  son? — 
El  matrimonio,  la  familia. — El  espfcádo  municipal. — El  estado 
provincial  ó  cantonal. — Él  estado  nacional. — Cuestión  de  las 
nacionalidades. -^Datos  de  la  Economía  para  su  solución. — 
Otras  formas  posibles  del  Estado. — Que  todas  tienen  propia  ee- 
ftera  económica.-^Téoría  de  Wagner,  de  Bluntlich. — Lugar 
propio  de  esta  cuestión  en  la  Economía  orgánica. — Sociedades 
d  instituciones  de  los  fines  racionales. —Las  existentes  y  las 
que  no  están  formadas.  —Tendencias  ¿e  la  crviliaacion  moder- 
na á  sil  formación  y  determinación. — En  qué  sentido  puede 
decirse  también  que  estas  sociedades  soa  necesarias. — Que  tie- 
nen una  relación  propia  al  fin  económico. — Distinción  entre 
esta  relación  y  la  económica  industrial  de  las  profesiones  cor- 
respondientes.— Relaciones  entre  los  términos  que  hetttos  di*-* 
tinguido. — Errores  sobreveste  particular  y  sus  oonaecneneías. 
— Ejemplo. — La  Iglesia.— La  Universidad. -ySociedades  for- 
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males  econdmicas. — Su  concepto.— Sas  clases. — Criterio  para 
la  división. —Relación  al  tratado  especial  de  las  indostrias. 

CAPÍTULO  I. 
Lección  93. 

Sociedades  personales. — El  matrimonio  como  cópula  de  la 
•esfera  individual  y  la  familiar. — Consideración  econiSmica^  de 
esta  institución. — Su  formación. — Relación  económica. — Rela- 
ción á  la  cuestión  del  presupuesto. — A  la  cuestión  de  las  e^ub- 
sistencias  y  de  la  población. — El  matrimonio  de  los  pobres.^^ 
<)uestion  jurídica  y  cuestión  moral. — Desarrollo  de  la  vida  ma^ 
trimohial. — La  familia. — Sus  miembros  y  su  gerarquía.— Re- 
lación económica. — La  economía  doméstica. — La  propiedad  en 
la  familia. — Modos  de  adquirir,  de  distribuir,  de  trasmitir. — 
Herencias,  dotes,  peculios  en  esta  relación. — Distinción  de  la 
cuestión  jurídica. — Relación  al  individuo  en  este  respecto. — 
Relación  á  la  sociedad. — Relación  á  la  gerarquía  de  las  distin- 
tas sociedades. — Relación  á  las  sociedades  personales. — Rela- 
ción á  las  sociedades  para  los  fines  cardinales. — Relación  á  las 
sociedades  de  la  industria  económica. — La  producción. — La 
naturaleza  y  el  trabajo  en  la  Economía  doméstica. — La  cues- 
tión del  interés  personal. — La  dirección  del  trabajo. — Conside- 
ración de  los  otros,  elementos  de  producción  en  la  economía 
familiar. — El  consamo. — Consideración  de  su  doctrina  en  la 
relación  de  la  Economía  familiar. — La  familia  y  su  economía 
según  el  régimen  social. — Si  caben  reformas  en  el  estado  ac- 
tual de  la  familia. — Los  límites  naturales"  de  estas  reformas. 

Lección  94. 

El  Municipio. — ^Distinción  entre  sas  caracteres  esenciales  y 
los  históricos. — Consecuencias  de  esta  distinción  para  la  eco- 
nomía Municipal. — La  propiedad  del  Municipio. — Cuestión  del 
presupuesto  municipal. — Necesidades  municipales. — Su  ex- 
tensión.— Insuficiencia  de  la  vida  económica  municipal  según 
el  desarrollo  histórico  conocido. — El  ideal  racional  en  este 
punto. — Leyes  económicas  que  deben  ser  estudiadas  para  for- 
Jot^T  en  este  punto  el  criterio. — Medios  económicos  municipa- 
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les. — Sn  relaciona  laB  neceBÍdades  del  Municipio  (económícae)» 
— El  presupuesto  de  gastos  y  el  de  icrgresos. — Relación  en  el 
presupuesto  de  gastos  al  Estado  provincial  y  al  Estado  nació*- 
nal. — Modo  justo  y  económicamente  bueno  de  estas  relaciones. 
— Impuestos  municipales. — ^Aplicacíon  de  la  doctrina  general 
del  Impuesto. — Reglas  racionales,  fundadas  en  las  leyes  eco* 
nómicas  y  en  el  derecho:  1^,  para  la  distribución  de  los  impues* 
tos:  7f*j  para  conseguir  su  eficacia. — ^Aplicacion  de  las  reglas 
de  Adam  Smith.*-Otras  reglas  necesarias. — Relación  del  im- 
puesto municipal  y  del  provincial  y  nacional. — ^Relacion  eco* 
nómica  del  municipio  á  sus  miembros. — La  producción  indivi* 
dual  y  el  municipio. — Propios. — Otras  instituciones  análogas». 
— Critica. — Relación  política  de*  la  Economía  municipal. — Sa 
consideración  según  el  régimen  social. — Reformas  necesarias» 
— Sus  límites  naturales. 

Lección  95. 

Provincia  ó  cantón. — Vaguedad  en  el  nombre  y  determina- 
ción del  objeto. — Causas  de  esta  vaguedad. — Relación  á  la 
cuestión  de  las  Nacionalidades. — Cuestión  jurídica.-^  La  pro- 
vincia y  la  centralización. — La  provincia  autónoma. — Siste- 
mas y  crítica. — Aspecto  económico  de  estas  cuestiones. — ^La 
propiedad  y  la  provincia. — Propiedad  de  la  provincia  por  ra- 
zón dé  la  Naturaleza. — Por  razón  del  trabajo. — La  producción 
y  la  economía  provincial. — Intereses  provinciales. — Presupues- 
to provincial. — Cuestiones  examinadas  en  la  lección  anterior, 
según  su  aplicación  á  la  esfera  provincial. — La  prqvincia  eit 
sus  relaciones  á  las  otras  sociedades  personales.  ^La  provincia 
y  los  municipios. — Dirección  natural  de  la  provincia, — Los 
caminos  vecinales  y  los  caminos  provinciales. — Las  obras  pú- 
blicas en  general  con  relación  á  los  intereses  municipales  y  pro- 
vinciales.— Relación  de  la  economía  provincial  á  la  nacíonaL 
— Diferente  consideración  de  la  economía  provincial  según  el 
régimen  público  y  social.— Reformas  necesarias.— Límites  na- 
turales. 

Lección  96. 

» 

La  Nación. — El  estado  nacional» — Error  de  considerar  esta 


pbograhá  db  economía  política 


419 


persona  social  como  la  únicacon  estado. — Consecuencias  de  este 
error  en  la  política,  en  la  sociología  y  en  la  economía. — Crite- 
rios propuestos  para  la  determinación  de  las  nacionalidades. 
— ^Datos  de  la  economía. — Motivos  históricos  de  considerar  en 
esta  parte  de  la  sociología  económica  las  doctrinas  generales 
del  Estado  como  institución  de  derecho  público. — Distinción 
entre  este  punto  y  la  doctrina  propia  de  la  economía  nacional. 
— División  consiguiente. — El  estado  político  y  la  economía^ — 
Relaciones  de  la  propiedad. — La  propiedad  del  Estado. — Los  fi- 
nes económicos. — Los  medios  económicos.^— Consideración  de 
los  fines  económicos  del  Estado  como  institución  particular 
(del  derecho.) — El  Estado  ¿es  sólo  institución  de  derecho? — 
Necesidad  de  rectificar  el  concepto  formalista  del  derecho  para 
resolverla  cuestión  afirmativamente. — Consiguientes  fines  eco- 
Bómicos.— 'El  Estado  no  es  industrial.— Las  industrias  privile- 
giadas.— El  monopolio. — Ei  proteccionismo  en  esta  relación. 
— Si  el  Estado  no  es  industrial  no  puede  intervenir  la  vida  de 
la  industria  económica. — Distinción  de  esta  cuestión  y  la  del 
régimen  social. — La  intervención  de  derecho,  que  es  la  de  esta 
relación,  no  supone  el  Estado  como  industrial  económico. — La 
intervención  de  derecho  es  efectiva  lo  mismo  en  el  sistema  li- 
beral individualista  que  en  el  autoritario  socialista. — La  eco- 
^nomfa  no  puede  resolver  la  cuestión  en  este  punto. — Relacio- 
nes del  Estado  á  sus  anteriores  esferas. — El  £8tado»y  el  estado 
dftl  i^diiridoo. — Esclavitud. — Servidumbre. — Garantías  insu- 
ficientes.—Los  derechos  individuales. — Relación  económica. — 
El  Estado  y  las  otra»  esferas  interiores. — Relación  económica. 
— Aduanas  interiores.— Portazgos,  etc.— El  presupuesto  del 
Estado  y  los  presupuestos  de  sus  'esferas  interiores. — Otras  re- 
laciones.—El  Estado  y  la  libertad  económica.— El  Estado  y  ei 
progreso  económico. — ^Distinta  consideración  según  el  régimen 
social. 

Lección  97. 

Economía  del  Estado  nacional.— El  Estado  como  persona 
social  particular  (la  Nación).— Sus  necesidades  económicas.— 
Cuestión  del  presupuesto. — La  propiedad  nacional.— Relación 
4tl  derecho  internacional. — Relación  al  derecho  llamado  priva- 
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do. — El  presapnesto  de  gastos. — Criterio  económico. — Aplicu» 
cíon  de  la  doctrina  exp  uesta  en  la  parte  general  y  relación  al 
derecho.— El  presapnesto  de  ingresos. — Los  medios  propios 
del  Estado.— El  impuesto  como  el  único  legítimo, — Errores  de 
los  economistas  acerca  del  origen  de  legitimidad  del  impuesto. 
— El  impuesto  personal  y  real. — Métodos  del  imppesto. — Fijo, 
'progresivo,  proporcional. — Formas  del  impuesto. — Directo, 
indirecto.— Uno,  m&ltiple. — Bases  parael  impuesto. — Relación. 
jurídica. — La  renta  pública. — El  capital  del  Estado. 

Lección  98. 

Los  gastos  extraordinarios. — Sus  motivos  legítimos^ — Ent- 
pleo  del  crédito. — Su  fundamento  en  esta  esfera. — Su  relación 
jurídica. — El  derecho  de  los  descendientes. — Examen  y  disen- 
sión de  los  efectos  del  crédito  público.— Clasificación,  formas  j 
procedimientos  de  los  empréstitos. — Sistemas  para  la  extinción 
de  la  deuda. — Reintegro. —  Amortización. —  Conversión, — Bl 
consumo  y  la  Economía  nacional. —  Errores  vulgares  y  de  los 
Economistas  de  las  atrtíguas  escuelas. — La  circulación  y  la 
Economía  nacional. — El  libre  cambio. — Relación  interior  en  la 
Economía  de  la  Nacion.7— Lugar  propio  de  tratar  la  cuestión 
bajo  el  punto  de  vista  del  libre  cambio  exterior. — Distinta  con- 
sideración-según  el  régimen  social. — Reformas. — Ciencia  rén- 
tistica. — Otras  personas  sociales  posibles. — Tendencias  á  su 
declaración. — Relaciones  económicas.— Lugar  propio  de  esta 
materia  en  la  Economía  orgánica. 

CAPÍTULO  II. 
Sociedades  da  loa  fines  raotonales. 

Lección  99. 

Concepto  del  organismo  para  cada  ñn  de  la  actividad  ra- 
cional humana.  —  Desarrollo  de  esta  cuestión  en  la  parte 
orgánica. — Distinción  real  entre  *los  fines  económicos  de  las 
instituciones  de  estos  órdenes  de  la  actividad  y  los  fines  in- 
dustriales económicos  de^sus  miembros. — Modo  especial  de  la 
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eonsideraeion  económica  en  esta  relación. — Errores  sobre  el 
particular. — La  institución  religiosa. — ^Iglesia. — Su  concepto. 
— Sus  elementos. — Consideración  de  estos  elementos  y  de  su 
composición  en  la  relación  económica. — La  producción  y  la 
vida  de  la  Iglesia. — ¿Debe  ser  productora  la  Iglesia?-— Crítica 
de  algunas  instituciones  históricas  económicas  de  Iglesia  pro- 
ductora,— Motivos  históricos. — El  consumo  y  la  Iglesia.— Er 
presupuesto  de  la  Iglesía.—Sus  necesidades.— Medios  adecua- 
dos.— La  tierra  como  medio  de  la  Iglesia. — Crítica. — El  dinero. 
— El  personal. — Remuneración. — El  culto. — (xastos  del  culto. 
— ^Diferentes  consideraciones  según  las  Iglesias^— Según  las 
relaciones  del  Esta,do. — Según  el  régimen  social. — La  moral 
¿tiene  institución  propia? -^Distinción  entre  las  sociedades 
benéficas  y  el  fin  moral  como  generalde  toda  la  vida  racional. 

Lección  100. 


La  institución  científica. — La  Universidad. — Su  concepto. — 
Sus  progresos. — Situación  actual. — Desiderata. — Distinción  de 
so  Economía  al  aspecto  industrial  económico  de  su  profesión. — 
La  propiedad  y  la  Universidad. — La  Universidad  y  la  produc- 
ción.— Elementos  de  la  vida  científica. — Su  relación  económi- 
ca.— ÍElpersonid. — El  material. — Presupuestos. — Consumos. — 
Grastos.— -Distinta  consideración  según  su  relación  al  Estado. — 
Según  el  régimen  social. — La  institución  del  arte. — Que  no 
est^  formada. — Elementos  para  su  formación. — Tendencias  á 
esta  formación. — ^Datos  económicos. — Respecto  á  la  producción, 
respecto  al  consumo. — La  profesión  artística  y  el  fin  artístico. 
— ^Distinción  de  su  Economía. — El  arte  y  la  pioducion  oficial 
bajo  el  aspecto  económico.'— Deferencias  según  el  régimen  so- 
cial. — Lainstitucion  del  derecho. — Porqué  hemos  tratado  en  otro 
logar  la  Economía  del  Estado. — ^Discusión  de  la  legitimidad 
de  los  impuestos. — Fundamentos  reales  de  esta  legitimidad. — 
Porqué  es  este  el  lugar  propio  de  esta  cuestión. — La  Economía 
del  Estado  ideal. — Según  sus  elementos. — Según  sus  esferas. 
' — Economía  de  la  institución  de  la  industria. — Que  no  existe 
este  organismo. — Sociedades  existentes  que  lo  preparan. — ^Las 
juntas  y  cámaras  de  comercio. — Los  tratados  de  comercio. — 
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Intervención  del  Estado. — Lngar  propio  de  ésta  cnestion  en  1& 
Economía  orgánica. — La  industria  económica. — Su  organiza- 
cion.-:-Transicion  al  capítulo  siguiente. 
fSe  continuará.) 

Leopoldo  Alas. 


LA  LIBERTAD  DE  TESTAR  Y  LAS  LEGITIMAS. 


La  «sucesión  en  los  bienes  paternos,»  en  el  Congreso  de  Jurisconsultos  aragone- 
ses.—La  doctrina  de  las  legitimas  como  «justo  medio.»— Teorías  para  justificar-  ^ 
la:— 1*  Deber  de  alimentar  á  los  hijos:  ilogismo  de  sus  mantenedores:  conse- 
cuencias lógricas:  la  legitima  como  una  institución  de  desconfianza:— 3^  Fideieo- 
miso  tácito:  este  principio  condena  la  legitima:  dos  clases  de  familia:  la  legitima 
como  disolvente  del  hogar:— 3*  Copropiedad  de  la  familia:  este  principio  se  vul- 
nera co:a  la  legitima/de  dos  modos:  error  fundamental  de  la  teoría  de  la  copro- 
piedad.—La  libertad  de  testar  no  favorece  el  restablecimiento  de  los  mayoraz- 
gos y  vinculaciones:  ^empleen  el  Alto- Aragón.— Aspecto  económico  del  pro- 
blema.—Los  liberales  y  los  legitimistas  ante  la  libertad  de  testar  (1). 

El  Congreso  de  Jurisconsultos  de  Zaragoza  consagró  al  te- 
ma de  la  sucesión  en  los  bienes  paternos  mayor  número  de  se* 
sienes  que  á  ningún  otro.  Fué  éste  el  debate  más  solemne, 
más  leyantado,  y  que  más  vivamente  conmovió  y  acaloró  á  ^ 
los  miembros  de  aquella  memorable  asamblea,  *como  si  hubie- 
sen comprendido  que  es  este  problema  cifra  y  compendio  de 
todos  los  demás,  y  la  libertad  de  testar  el  tipo  y  la  raíz  de 
todas  las  demás  libertades. 

No  menos  de  cuatro  soluciones  hallaron  en  él  mantenedo* 
res  y  se  disputaron  la  victoria.  Proponia  la  Sección  un  sistema 
mixto,  según  el  cual,  el  padre  debería  instituir  herederos  á  to- 
dos sus  hijos  legítimos,  pero  con  facultad  de  dar  á  unos  más 
,  que  á  otros^  y  libertad  de  disponer  entre  estraños  de  una  por- 
ción de  bienes  equivalente  á  la  que  señale  al  hijo  menos  favo- 
recido, si  los  hijos  fuesen  tres  ó  mas;  de  la  mi^d  de  aquélla 
porción,  si  los  hijos  fuesen  dos;  y  de  una  quinta  parte  de  la 
herencia,  si  fuese  solo  uno.  El  Congreso  aceptó  esta  segunda 


(1)   De  una  conferencia  explicada  en  la  Academia  Matritense  de  Jurispradencia 
en  Abril  de  1881. 
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parte  y  desestimó  la  primera.  Habo  quien  propaso  el  sistema 
castéllaao'de  las  legítimas,  tal  como  está  regulado  por  el  Fue- 
ro Real  y  las  Leyes  de  Toro,  pero  fué  tan  rudamente  combatí- 
do,  que  el  autor  de  la  enmienda  no  creyó  prudente  aventurar 
su  enmienda  en  una  votacionj  y  pidió  retirarla;  pero  como  otro 
jurisconsulto  la  hiciera  suya  para  que  se  yetara,  ni  un  solo 
sufragio  favorable  obtuvo,  ni  una  abstención  siquiera,  fuera 
de  la  deldigno  letrado  (alienígena,  por  cierto)  que  habia  pre- 
sentado y  defendido  la  enmienda.  Las  otras  dos  soluciones 
-eran:  una,  la  libertad  absoluta  de  testar,  tal  como  es  conocida 
en  Inglaterra  y  en  los  Estados-Unidos,  y  dentro  de  nuestra 
Península,  en  Navarra;  otra,  la  libertad  restringida  del  fuero 
aragonés,  según  la  cual,  los  hijos  tienen  derecho  al  patrimo- 
nio entero  del  padre,  pero  éste  puede  instituir  heredero  á  uno 
solo  de  ellos  y  adjudicarle  todos  sus  bienes,  con  que  deje  á  los 
demás  una  legítima  simbólica  de  sueldos  ó  de  céntimos.  La  li- 
bertad de  testar  obtuvo,  en  una  sesión  memorable,  22  votos 
contra  25;  dando  á  entender  con  esto  que  si  Aragón  no  la  pi- 
de todavia,  tampoco  la  repugnaría  si  el  legislador  la  estable- 
ciese en  el  Código.  Por  el  stalu  quo,  ó  sea,  por  el  sistema  foral 
que  desde  el  siglo  xiii  ha  venido  rigiendo  en  Aragón,  adício- 
,  nado  con  un  cierto  grado  de  libertad  para  disponer  entre  es- 
traños,  votaron  27  contra  21.  Como  Teis,  profundas  divisiones 
estallaron  en  el  seno  del  Congreso,  al  tratar  de  definir  la  natu- 
raleza  y  el  grado  de  libertad  que  habría  de  reconocerse  al 
padre  de  familia  para  disponer  de  sus  bienes^  pero  hubo  una-  " 
nimidad  absoluta  en  cuanto  á  reprobar  y  rechazar  el  sistema 
de  las  legítimas.  En  todo  tiempo  revistió  esta  cuestión  excep- 
cional importancia,  y  hoy  más  que  nunca,  porque  en  ella  vie- 
nen á  resolverse  ó  con  ella  se  enlazan,  no  por  remotas  rela- 
ciones, sino  de  una  manera  directa  6  inmediata,  gravísimos 
problemas  sociales  que  agitan  hondamente  á  la  opinión  euro- 
pea y  remueven  hasta  los  cimientos  del  orden  social.  No  lleva- 
reis, pues,  á  mal,  que  os  exponga  sumariamente  las  razones 
que  han  movido  al  Congreso  de  Zaragoza  para  lanzar  tan  gra- 
ve excomunión  sobre  un  sistema  que  en  una  ú  otra  forma  im- 
pera en  casi  toda* Europa,  y  negarle  derecho  de  ciudadanía  en 
aquel  Estado,  con  la  misma  resolución  y  con  el  mismo  apre- 
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suramiento  que  si  se  tratara  de  cerrar  las  fronteras  á  una  epi- 
demia. 

En  la  conferencia  anterior  os  decia  el  lagar  que  correspon- 
de en  la  Historia  á  todo  eclecticismo  político,  el  lagar  que  cor- 
responde al  eclecticismo  de  Saarez  en  el  siglo  xvi,  al*  eclecticis* 
mo  de  Royer-GoUard,  de  Coasin,  de  Donoso,  en  el  xix.  Son  ar- 
bitrios y  ficciones  de  idea  que  filósofos  y  publicistas  discurren 
en  épocas  de  crisis  y  de  transición,  para  aquietar  las  contradic- 
ciones que  los  cercan,  dando  apariencia  de  verdad  y  color  de 
justicia  á  lo  que  no  es  sino  una  vergonzante  componenda.  Pues 
en  derecho  <^ivil  acontece  lo  mismo  que  en  derecho  político,  y 
no  otra  cosa  representa  en  la  Historia  la  doctrina  de  las  legí* 
timas:  el  Suarez,  el  Royer*Collard  que  delineó  sas  primeros  es- 
bozos, es  Domatio:  propónese  con  ella,  lo  mismo  que  los  doc* 
trinarlos  con  su  justo  medio,  hermanar  dos  principios  antagó- 
nicos: el  principio  de  la  libertad  de  testar,  que  su  razón  espon- 
tánea reconocia  único  verdadero,  y  el  principio  de  la  copro» 
piedad  de  la  familia,  qué  encontraba  ser  hecho  general  en 
casi  toda  Earopa;'ó  si  se  quiere  en  fórmula  más  breve  y  com» 
pendiosa:  los  deberes  del  padre  con  los  derechos  del  propieta- 
rio. «Es  una  ley  natural  é  inmutable,  dice,  que  los  padres  de- 
ben dejar  sus  bienes  á  sus  hijos  después  de  su  muerte;  y  es 
también  otra  ley,  que  comunmente  se  pone  en  el  número  de . 
las  leyes  naturales,  que  cada  cual  pueda  disponer  de  sus  bie- 
nes por  testamento.  Si  se  da  á  la  primera  de  estas  dos  leyea 
una  extensión  sin  límites,  un  padre  no  podrá  disponer  de  nada; 
7  si  se  ensancha  la  segunda  hasta  una  libertad  indefinida, 
como  hacia  el  antiguo  derecho  romano,  un  padre  podrá  privar 
á  «US  hijos  de  toda  parte  en  su  sucesión,  y  dar  todos  sus  bie- 
nes á  extraños.  Se  ve  por  estas  consecuencias  tan  opuestas,  que 
es  necesario  imponer  á  esas  dos  leyes  algunos  límites  que  las 
concilien.»  En  estas  palabras  de  Domat  aparece  ya  planteado 
ese  justo  medio  que  tan  amable,  y  aun  simpático,  debia  ha- 
cerse para  los  espíritus  débiles  y  de  no  firmes  convicciones, 
que  caminan  entre  la  penumbra  de  dos  luces  que  se  encuen- 
tran, la  luz  de  la  razón  y  la  luz  de  la  Historia,  vieudo  el  error 
ó  la  injusticia  en  lo  existente,,  pero  faltándoles  arte  yaliento^ 
para  romper  de  una  vez  con  hábitos  arraigados  de  muchos  si- 
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^Io8  eB  el  corazón  de  la  humanidad^  atreviéndose  sólo  con  la 
mitad,  6  con  una  parte  mayor  ó  menor.  Le  duele  á  la  Humaní* 
dad  soltarla  TÍéja  piel  de  las  primitivas  edades,  y  se  va  des- 
prendiendo de  ella  por  pedazos,  á  la  manera  como  nosotros  de- 
jamos el  traje  de  invierno  y  nos  vestimos  el  de  verano,  no  en 
nn  día  y  de  nna  vez,  sino  por  partes,  hoy  nna  prenda,  mañana 
otra,  haéta  que  la  sustitución  queda  completa.  El  sistema  de 
las  legítimas,  pues,  podrá  carecer  de  justificación  ante  la  ra- 
zón, pero  de  explicación  en  la  Historia,  no;  que  nada  viene 
obra  del  azar  á  la  vida.  Todavía,  como  ningún  hombre,  ni  por 
consiguiente  la  humanidad,  ejecuta  jamás  un  acto  que  na 
sea  reflejo  y  expresión  de  un  principio,  falso  ó  verdadero,  pero 
principió,  y  principio  ideal  al  cabo,  los  científicos  se  han  dado 
á  inquirir  cuál  era  la  doctrina,  cuál  era  la  teoría  que  el  puebla 
habla  traducido  en  sus  costumbres  y  el  legislador  en  sus  leyes 
al  estatuir  la  legítima;  cuál  era  la  teoría,  cuál  el  principio  que 
la  justificaba  ante  la  razón.  Cuando  una  práctica  secular  está 
condenada  á  morir,  no  se  resigna  fácilmente;  el  error  se  haca 
filósofo,  y  lucha  por  la  existencia  armado  de  sofismas  y  amu* 
rallándose  tras  de  un  sistema. 

No  monos  de  tres  teorías  han  inventado  los  jurisconsulto» 
para  dar  base  racional  á  la  legítima: — 1^  La  obligación  impues* 
ta  por  Naturaleza  á  los  padres,  de  alimentar  y  educar  á  los  hi* 
jos  y  desarrollar  sus  facultades  nativas: — 2*  La  existencia  de  un 
supuesto  fideicomiso  tácito,  en  virtud  del  cual  el  padre  seria 
mero  depositario  de  los  bienes  de  la  familia,  los  cuales  forzosa- 
mente habrían  de  pasa^  á  sus  descendientes  por  voluntad  pre- 
sunta de  los  antepasados: — 3*  El  principio  de  la  copropiedad  da 
la  fomilia. 

¿Es  justa  la  primera  teoría?  ¿El  deber  de  alimentar  á  los  hi- 
jos trae  como  consecuencia  necesaria  las  legítimas?  Para  creer- 
lo así,  ha  sido  menester  confundir  dos  cosas  que  son  radical- 
mente distintas,  y  dos  instituciones  enteramente  irreductibles 
entre  sí:  una  cosa  son  los  deberes  de  la  paternidad,  y  otra  muy 
distinta  los  derechos  del  dominio;  una  cosa  son  los  alimentos,  y 
otra  cosa  distinta  la  legítima;  y  cuando  se  juntan  eu  una  mis-» 
ma  persona  la  cualidad  de  padre  y  la  de  propietario,  como  es- 
tas dos  cualidades  no  son  incompatibles,  no  es  lícito  descono- 
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€er  y  valnerar  los  derechos  qae  como  á  tal  propietario  le  cor*- 
responden,  á  pretexto  d&  las  obligaciones  paternas,  que  cierta- 
mente no  se  extinguen  con  la  muerte.  Preocnpado  Mr.  Boisso- 
nade  con  la  educación  y  sustento  de  los  hijos,  se  pregunta:  «¿no 
«eria  forzoso,  por  lo  pronto,  admitir  la  legítima  en  beneficio  de 
los  hijos  que  no  han  salido  de  la  infancia,  y  aun  de  aquellos  que 
al  fallecimiento  de  sus  padres  son  menores  todavía?^^  Pues,  no, 
señor  Boissonade,  no  es  forzoso;  á  esos  niños,  á  esos  menores, 
es  forzoso  dejarles  alimentos,  pero  legítima,  no.  No  parece  sino 
que  los  defensores  del  derecho  del  padre  como  propietario  lo 
desligan  de  toda  obligación  en  cuanto  padre,  condenando  á 
sus  huérfanos  al  desamparo  y  á  la  muerte.  He  de  insistir  en 
«sté  punto,  porque  el  error  es  general,  y  hay  que  quitar  á  la 
legítima  este  principio  de  eterna  verdad  que  tiene  usurpado,  j 
-en  el  cual  se  encastilla  como  en  una  fortaleza.  En  el  Congreso 
de  Zaragoza  habia  yo  propuesto  la  libertad  de  testar  absoluta, 
^n  la  forma  misma  que  la  consagran  las  legislaciones  inglesa 
y  navarra;  y  los  jurisconsultos  que  en  ausencia  mia  la  patro» 
<;inaron  y  defendieron,  creyeron  deber  adicionar  la  proposición 
haciendo  la  salvedad  de  que  aquella  libertad  se  entendiese  «sin 
perjuicio  de  la  obligación  de  alimentar  y  educar  á  los  hijos;» 
como  si  esta  obligación  no  subsistiera  siempre,  con  ó  sin  la  li* 
bertad  de  testar;  como  si  la  libertad  ^e  testar  no  la  llevara  ane* 
ja;  como  si  las  legislaciones  inglesa  y  navarra  la  desatendíe- 
i^n.  No  es,  pues,  exacto  que  las  legítimas  hayan  sido  creadas 
para  perpetuar  la  obligación  de  los  alimentos  después  de  la 
muerte  del  obligado  á  darlos.  T  que  no  es  exacto,  indirecta- 
mente lo  confiesan  los  mismos  partidarios  y  defensores  de  la 
legítima:  si  tal  fuese  su  razón  de  ser,  resultaría:  1^  Que  no  se 
deberla  la  legítima  al  hijo  menor  á  al  impedido,  cuando  éstos 
poseyeran  bienes  suficientes  con  que  sustentarse,  ni  al  mayor, 
-cuando  el  padre  le  hubiese  dado  un  oficio  ó  profesión  cual* 
quiera  que  le  permitiese  ganarse  el  sustento:  2®  Que  se  debería 
4  todos  aquellos  á  quienes  se  debe  alimentos,  alpadre  adoptivo, 
á  los  hijos  adulterinos  é  incestuosos,  hasta  á  los  hijos  indignos 
jr  en  quienes  concurriese  causa  de  desheredación:  3^  Que  de- 
beria  medirse  y  regularse  la  cuantía  de  la  legítima,  no  por  la 
fortuna  del  podre,  sino  tan  sólo  por  el  cálculo  de  lo  que  pudiera 
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tsostar  la  alimentación^  educación  y  curación  de  la  pM*8ona  á 
quien  la  legítima  fuese  debida.  Conclusiones  todas  que  la  es- 
cuela restrictiva  6  de  la  legítiina  rechaza,  con  ser  lógica  deri- 
vación de  las  premisas  en  que  funda  su  doctrina.  En  cam» 
bio,  la  escuela  liberal  admite  la  última  de  esas  conclusiones,  y 
46  conformidad  con  ella,  distrae  del  patrimonio  del  padre  di- 
funto, con  6  contra  su  voluntad,  la  cantidad  necesaria  para  ali- 
mentar y  educar  á  sus  hijos  difuntos  ó  impedidos,  sin  enten- 
der por  esto  que  les  asigna  una  legítima. 

No  quiero  disimularme  una  objeción  que  puede  hacerse  á 
•esto:  la  ha  formulado  García  Goyena,  y  por  cierto,  sin  sospe- 
<^har  todo  su  alcance  ni  sacar  de  ella  todo  el  partido  de  que  era 
susceptible.  «Gaando  un  hijo  educado  en  abundancia*  6  me- 
dianía, según  la  clase  y  fortuna  de  sus  padres,  se  ve  repenti- 
namente y  sin  justa  causa  lanzado  en  la  mendicidad  ¿no  es . 
cierto  que  la  sociedad  se  ve  defraudada  en  los  servicios  que 
tenía  derecho  á  esperar  de  él,  y  que  se  encuentra  con  un 
miembro  inútil,  cuando  no  peligroso?)^  Esta  observación,  ó  no 
vale  nada,  ó  lleva  implícita  la  idea  de  que  la  cantidad  por 
alimentos  que  el  padre  está  oblig  ado  á  dejar  á  sus  hijos  debe 
ser  mayor  6  menor  según  haya  sido  más  6  menos  esmerada  la 
educación  que  hayan  recibido,  y  como  la  educación  ha  de  es- 
tar en  relación  con  la  fortuna,  no  pueden  ser  los  alimentos 
menos  de  la  fortuna  entera  del  padre,  viniendo  por  aquí  estas 
dos  instituciones  á  confundirse  en  una  sola.  To  pienso  lo  con- 
trario, y  nace  la  divergencia  del  distinto  modo  que  tenemos  de 
entender  la  educación.  Prescindiendo  de  que,  ápn  cuando  la  ob- 
servación de  Goyena  fuese  lógica  y  valedera,  todavía  la  legí- 
tima no  seria  una  institución  general  de  derecho,  con  propia 
realidad  por  sí,  sino  que  dependería  de  una  condición,  no  de- 
biéndola el  padre  al  hijo  recíennacido  ni  al  postumo,  que  no 
han  tenido  ocasión  de  habituarse  al  lujo  y  á  la  opulencia,  ni 
tampoco  al  púber  ó  al  adulto  que  fuesen  ricos  en  bienes  pro- 
pios, ni  al  hijo  de  padre  acaudalado  á  quien  éste  no  hubiese 
educado  en  medio  de  la  abundancia,  sino  en  un  taller  ó  la- 
brando la  tierra,  como  uno  de  tantos  gañanes; — ^prescindiendo 
•  de  que  todo  padre  estíL  obligado  á  desarrollar  las  facultades 
naturales  de  sus  hijos  é  imprimirles  una  dirección  tal,  que  so* 
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bre  constiteirlos  en  miembros  víifos  y  sanos  de  la  humanidad, 
los  coloque  en  aptitud  de  serrir  á  ésta  en  una  de  las  varias 
funciones,  profesiones  6  industrias  en  que  se  divide  el  trabajo 
social,  y  por  tanto,  de  vivir  por  su  propia  labor  y  esfuerzo;  de- 
ber sagrado  de  conciencia,  y  ley  positiva  además  en  España, 
donde  existe  no-derogada  una  Real  Cédula, de  12  de  Junio  de 
1781,  que  previene  á  los  padres  enseñar  ásus  hijos  alguna  ocu- 
.  pación  ó  destino  útil,  y  si  ellos  lo  descuidan,  debe  hacerlo  el 
Juez,  y  dicho  se  está  que  cuanto  más  rico  sea  el  padre,  ma- 
^or  y  más  cabal  y  perfecto  puede  ser  el  desenvolvimiento  de 
las  aptitudes  del  hijo,  y  mayores,  por  lo  tanto,  los  medios  de 
subsistir  que  el  ejercicio  de  ellas  les  suministre,  sin  contar 
con  los  bienos  del  padre;**pre8CÍndíendo  de  que  ese  precepto 
habrá  de  hacerse  eficaz  muy  en  breve,  declarando  obhj^toria 
la  primera  enseñanza  y  haciendo  figurar  en  sus  programas, 
.como  parte  integrante  de  ella,  el  aprendizage  de  oficios,  según 
practica  ya  la  pedagogia  más  progresiva  en  las  naciones  ex* 
tranjeras; — prescindiendo  de  que,  en  todo  caso,  para  graduar 
la  cuantía  de  los  alimentos,  hay  que  tomar  en  cuenta  la  edu- 
cación, junto  con  los  demás  elementos  de  juicio,  supuesto  que 
toda  aptitud  desarrollada,  todo  oficio,  toda  profesión,  represen» 
ia  un  capital,  y  el  padre  que  ha  dadb  á  sus  hijos  una  educa- 
ción viciosa,  ó  inútil,  ó  incongruente  con  el  estado  social,  debe 
suplir  ese  capital  con  otro  económico  que  le  sea  equivalente^ 
por  manera  que  cuanto  más  sólida  sea  la  educación  recibida 
por  el  hijo  y  más  conforme  con  los  sentimientos  y  las  necesi- 
dades de  la  sociedad  en  que  vive,  tanto  más  libre  está  el  padre 
-de  contar  con  él  al  disponer  de  sus  bienes  en  el  articulo  de  la 
muerte; — ^prescindiendo,  digo,  de  todo  esto,  si  el  reparo  de 
García  Ooyena  tuviese  la  fuerza  que  aparenta,  habríamos  de 
autorizar  en  la  legislación  las  dos  siguientes  consecuencisCs, 
Bo  menos  lógicas  porque  repugnen  al  sentido  jurídico  y  so- 
cial de  nuestro.  tíempo:r~l^  Al  padre  que  al  morir  no  haya  de 
poder  dejar  á  su  hijo  una  fortuna,  debe  prohibírsele  el  dar- 
le la  misma  educación  esmerada  que  dan  á  los  suyos  las  fa- 
milias acaudaladas,  y  colocarlo  por  el  cultivo  y  el  desai*rollo 
de  su  inteligencia  y  de  su  fantasía  en  el  mismo  círculo  social; 
porque  lo  contrario,  según  el  principio  sentado  por  el  ilustre 
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jarigconsulto,  seria  defraudar  á  la  sociedad  en  los  servicios 
que  tenia  derecho  á  esperar  de  él,  y  encontrarse  con  un  míem- 
bréinútü,  cuando  no  peligroso: — 2^  Al  padre  que  educa  á  sus 
hijos  en  medio  de  la  abundancia  <5  de  la  medianía,  deben  embar* 
gársele  los  bienes^  por  temor  de  que  los  malverse  ó  los  compro- 
meta en  empresas  arriesgadas  y  deje  á  sus  hijos  en  la  miseria, 
después  de  haberlos  habituado  al  lujo  y  hécholes  entrever 
una  posición  desahogada.  To  pido  lógica  y  consecuencia  á  los 
p9.rtídarios  de  la  legítima:^— un  padre  puede  sumir  á  sus  hijos 
en  la  indigencia  de  dos  modos;  6  desheredándolos  por  acto  de 
última  voluntad,  en  virtud  de  la  libertad  de  testar  que  para  él 
reclamamos;  ó  en  vida,  empobreciéndose  él  de  antemano,  dila- 
pidandq  su  fortuna,  alimentando  hijos  ilegítimos,  viviendo  so* 
bre  el  capital,  arriesgándolo  en  empresas  ruinosas,  en  el  juego, 
en  loca^  prodigalidades,  ó  en  obras  de  beneficencia:  entrambos 
caminos  llevan  á  un  mismo  fin  y  por  idéntico  principio  deben 
regirse:  si,  para  que  los  hijos  no  se  vean  repentinamente  lan- 
zados en  la  mendicidad,  negáis  al  padre  la  libre  testamentifíca- 
cion,  legisladores  castellanos,  jurisconsultos  aragoneses  ¿por- 
qué no  sois  lógicos,  negándole  también  la  libre  administra* 
cion,  no  menos  peligrosa  y  ocasionada  á  abusos  que  aquélla? 
Si  la  ley  se  subroga  en  lugar  del  particular  una  hora  antes  de 
morir,  ¿por  qué  no  un  año  ó  medio  siglo  antes?  La  verdad  ja-* 
Irídica,  lo  mismo  que  la*  verdad  matemática,  ostenta  una  senci- 
lez  y  una  diafanidad  que  se  le  alcanza  á  cualquiera;  á  cual- 
quiera, menos  á  esos  civilistas  doctrinarios,  fabricantes  de  jus- 
tos medios,  donde  la  verdad  se  «clipsa  por  querer  tejerla  y  re- 
camarla con  principios  exóticos  que  no  pueden  alegar  otros  tí- 
tulos para  vivir  que  los  de  una  dudosa  legitimidad  histórica. 
¿Creéis  que  la  testamentifaccion  es  una  con  secuencia  necesaria 
del  dominio? ¿Reconocéis  en  el  padre  la  cualidad  de  propietario, 
y  le  respetáis  en  vida  los  derechos  que  á  tal  cualidad  son  inhe* 
rentes?  Pues  escuchad  esta  •proporción:  el  propio  tario  sin  hijoSf 
con  derecho  de  usar  y  de  abusar  en  vida,  es  al  propietario  con 
hijosMhve  también  de  usar  y  d  e  abusar  en  vida,  cómo  el  propie^ 
tñixio  sin  hijos  f^on  derecho  de  disponer  libremente  por  testameft* 
tó  es  al  propietario  can  hijos  libre  asimismo  de  conferir  sus  bie- 
nes á  quien  le  plazca.  La  proporción  no  tiene  escape:  es  una 
aplicación  de  aquella  máxima  redondo  hayjana  misma  razón  de 


430 


BEYISTA  DB  LEaiSLACION 


derecho,  debe  darae  una  misma  conclusión  doctrinal  y  n¡k 
mismo  precepto  positivo.»  ¡Es  hora  ya  de  que  concluya  el  ciclo- 
de  los  sistemas  equilibristas:  basta  ya  de  ficciones  y  de  artifi- 
cios^ de  términos  medios,  de  mecánicas  componendas  y  de  e»- 
tériles  eclecticismos!  O  liberales,  ó  socialistas:  lo  uno  y  lo  otro 
juntamente  es  imposible:  si  dejais  en  libertad  al  padre  para 
los  actos  entre  vivos,  dejadle  libre  también  «el  testamento;  si^ 
por  el  contrario,  imponéis  límites  y  condiciones  al  testamento, 
por  razón  de  lo  que  suponéis  ser  derecho  de  los  hijos,  impo*» 
ned  iguales  trabas  y  limitaciones  á  los  actos  entre  vivos. 
O  tened  íé  en  los  padres  siempre,  en  el  curso  de  la  vida  y  en 
el  trance  de  la  muerte,  dejándoles  suelto  el  albedrio,  ó  des- 
confiad siempre  de  ellos,-'  interviniéndoles  todos  los  actos^  con* 
virtiendo  en  pública  su  vida  privada,  secuestrándoles  entera  su 
libertad.  Repugna  á  la  razón  esa  dualidad  de  criterio,  que  obli- 
ga á  los  poderes  públicos  á  cruzarse  de  brazos  y  permanecer 
indiferentes  en  presencia  de  tantos  y  tantos  actos  de  voluntad 
inconsiderados,  irreflexivos,  torpes  ó  livianos,  que  ponen  en 
grave-  riesgo  la  suerte  de  los  hijos  y  la  honra  de  laa  familias;  y 
sólo  en  el  instante  en  que  se  dispone  el  padre  á  cerrar  la  serie 
con  un  último  acto,  el  legislador  sacude  ^u  inercia  y  se  de- 
cide á  recordarle  sus  deberes  y  constreñirle  á  su  cumplimien* 
to,  dejando  caer  su  veto  solemne  como  una  losa  sobre  la  con« 
ciencia,  descorriendo  el  velo  del  olvido  sobre  esa.  últinuK'  horai. 
la  hora  de  los  arrepentimientos  yde  las  reparaciones,  y  gritan* 
do  al  padre,  en  el  instante  mismo  en  que  estaba  sujetando  á  re- 
sidencia su  vida  pasada,  asomado  á  los  abismos  de  la  eterni- 
dad: «lalto!  ese  minuto  final  de  tu  vida  me  pertenece:  tu  cuer- 
po^ va  á  expirar  en  breve,  no  me  sirve  de  nada,  muera  en  paz; 
pero  tu  albedrio,  pero  tu  voluntad,  pero  tu  alma,  desconfio  do 
ella  y  no  quiero  aguardar  á  que  se  muera:  la  mato  yo.  En  su 
lugar  pondré  una  categoría  rígida  y  mecánica,  que  dirá  tu  úl- 
tima voluntad,  que  escribirá  tu  testamento:  esa  categoría  quo 
sollama  la.  ley  de  la  legítima:  es  la  conciencia  estereotipada  y 
el  código  moral  de  los  moribundos,  y  el  certificado  de  buena 
conducta  que  ostentan  los  muertos  ante  la  Suprema  Justicia 
para  acreditar  que  han  dejado  satisfechas  todas  sus  deudas  y 
cumplidos  todos  sus  deberes  en  la  tierra.» 

He  pronunciado j^señores,  la  palabra  desconfianza,  y  con  ella 
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he  definido  la  naturaleza  de  la  legítima^  pero  con  una  particu- 
laridad. Se  dice  con  mucha  frecuencia  que  la  legítima  es  una 
institución  de  desconfianza:  cierto,  pero  institución  de  descon* 
fianza  al  revés;  Admitido  el  principio  en  que  se  inspira  la  legí- 
tima, la  ley  debiera  desconfiar  del  padre  cuando  rebosa  vida  y 
juventud,  cuando  es  6  puede  ser  disipado,  cuando  tiene  ó  pue- 
de tener  concubinas,  cuando  le  aguijonea  el  ansia  de  las  aven- 
turas y  el  espíritu  de  empresa,  cuando,  generoso  ó  pródigo, 
puede  consumir  en  liberalidades  su  patrimonio^  y  por  el  con-^ 
trario,  abandonarse  plenamente  á  su  recto  sentido  de  justicia 
y  á  su  buena  fá,  cuando  se  ha  aquietado  el  hervor  de  sus  pasio* 
nes  y  dicho  adiqs  á  las  locuras  y  devaneos  de  la  mocedad,, 
cuando  está  viejo  y  lleno  de  achaques,  cuando  siente  la  muer- 
te á  la  cabecera  de  su  lecho,  y  penetra  dentro  de  sí  mismo,, 
donde,  acallada  la  gritería  del  mundo  exterior,  vuelve  á  reso- 
nar vibrante  la  voz  del  deber,  y  pesa  las  responsabilidades  que 
contrajo  con  su  familia  y  con  la  sociedad...  Pues  bien,  señores, 
la  ley  hace  precisamente  todo  lo  contrario:  se  fia  del  jóveñ  y 
desconfia  del  viejo:  traba  las  manos  al  bueno  por  causa  del 
malo,  y  consigue  que  aquél  se  abstenga  del  bien  sin  poder  evi- 
tar que  éste  practique  el  mal.  Considerada  como  una  restric- 
-cion  de  la  libertad,  la  legítima  podría  tener  razón  de  ser  tra- 
tándose de  un  padre  que  ha  sido  vicioso,  desnaturalizado,  per- 
vertido, derrochador  ó  pródigo;  pero  cuando  en  la  sociedad  se 
ofrece  un  caso  de  ese  género,  jqué  sarcasmo,  señores!  la  legí- 
tima se  acuerda  de  cortar  las  alas  á  su  albedrío  en  el  preciso* 
momento  en  que  en  ellas  no  le  queda  ya  ninguna  pluma.  ¡Pue- 
den enorgullecerse  de  tan  exquisita  previsión  los  sutiles  inven- 
tores de  las  legítimas^  Si  me  permitieseis  definir  la  acción  dé- 
la legítima  por  un  adagio  que,  por  lo  vulgar,  no  sé  hasta  qué 
punto  tenga  derecho  á  pepetrar  en  esta  casa,  os  diría  que  la 
legítima  es  como  el  cazador  que  dispara  contra  la  mata  cuan- 
do de  ella  ha  saltado  ya  la  liebre. 

.  He  demostrado  que  el  deber  impuesto  por  la  Naturaleza  & 
los  padres,  de  criar  y  sustentar  á  los  hijos,  no  funda  ni  justifi- 
ca la  legítima.  ¿Tendrá  más  consistencia  la  teoría  áéljideico'^' 
miso  tieikH  Según  ella,  el  padre,  ó  ha  heredado  de  sus  mayo- 
res los  bienes  que  posee,  ó  los  ha  adquirido  de  propia  industria. 
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En  el  primer  caso,  sus  mayores  no  se  los  haa  trasaiitido  i  d 
para  él  solo,  sino  para  los  descendientes  que  de  él  tnrieran:  la 
han  constituido  en  ana  especie  de  mandatario  ó  deporntario,  j 
faltada  á  la  confianza  qae  de  él  hicieron,  sí  por  pasión  ó  por 
antojo  interrumpiese  la  cadena  de  la  trasmisión  hereditaria. 
£ln  el  segundo  caso,  cuando  se  tral^  de  bienes  adquiridos  por 
el  padre  con  su  trabajo,  como  el  padre  no  es  producto  de  una 
generación  espontánea,  como  la  familia  ha  hecho  de  él  todo  lo 
que  es,  trasmitiéndole,  junto  con  la  sangre,  sus  facultades  .es» 
pirituales,  como  es  un  eslabón  de  la  cadena  de  la  familia,  eome 
ha  heredado  de  ella  sus  cualidades  económicas,  como  aquellos 
bienes  no  habría  podido  adquiririos  sin  la  inteligencia,  la  edu- 
cación y  el  ejemplo  de  sus  abuelos,  yiene  á  resultar  que  ec 
realidad  de  hecho^  son  fruto  del  trabajo  secreto  é  invisible  de 
las  generaciones  pasadas  unos  bienes  que  aparentemente  soft 
obra  inmediata  de  la  actividad  y  del  ahorro  de  aquel  hombre« 
de  aquel  padre  de  familia,  viniendo,  por  tanto,  á  ser  éste  ua 
mero  depositario  de  los  bienes  adquiridos,  lo  mismo  que  de  loe 
heredados.  Consecuencia  que  de  tales  dogmáticas  premisas 
deducen:  en  ningún  caso  ni  respecto  de  ninguna  clase  de  bienes 
le  es  lícito  al  padre  faltar  á  laintencion  prQ3unta  de  sus  antepa^ 
sados,  dando  un  empleo  otro  que  el  interés  directo  de  la  fami«> 
lia  á  esos  bienes  que  estaban  llamados  á  perpetuar  su  vida. — Síb 
entrar,  señores,  en  el  análisis  de  esa  ley  que  en  el  fondo  es  ver- 
dadera, en  virtud  de  la  cual  se  trasmiten  por  herenoia  las  cua* 
lidades  morales,  no  siendo  cada  hombre  sino  como  el  volants 
de  una  máquina,  que  sigue  girando  en  la  misma  dirección  que 
le  imprimió  él  motor,  áan  después  de  haberse  extinguido  éste 
ó  de  haber  cesado  en  su  acción^* — prescindiendo  de  que,  además 
de  la  fuerza  adquirida,  reside  en  el  I\ombre,  por  su  cualidad 
de  ser  sustantivo  y  libre,  y  centro  dinámico,  por  tanto,  otra 
fuerza  propia  personal  que  puede  alterar  y  modificar  la  direo 
cion  y  la  velocidad  de  la  primera,  y  de  qué,  por  esto,  los  bienes 
adquiridos  no  siempre  tienen  su  fuente,  ni  siquiera  remota,  en 
lo  pasado;  *— prescindiendo  de  que,  á  las  veces,  las  cualidades 
heredadas  y  la  educación  y  ejemplos  recibidos  son  n^ativos, 
debilidad  intelectual,  deformidad  ñsica,  aversión  al  trabajo,  ú 
otras  semejantes,  y  que  el  sujeto  ha  tenido  que  vencerlos  peno* 
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«amenté,  eonsomiendo  en  ello  tesoros  de  energ^ía  y  de  volan- 
tad,  caso  frecuente  al  cnal,  por  lo  pronto,  la  teoría  sería  inapli* 
-cable;  — ^prescindiendo  de  que  tampoco  lo  seria  cuando  se  tra- 
tara de  bienes  ni  heredados  de  los  antepasados,  ni  adquiridos 
con  el  trabajo  personal,  por  ejemplo,  los  donados  6  los  legados 
por  la  amistad  y  los  descubiertos  casualmente; — aun  prescin- 
diendo de  todo  esto,  y  concediendo  que  fuera  cierta  la  existen- 
cia de  ese  fideicomiso  tácito  que  los  partidarios  de  la  legítima 
han  ideado,  la  consecuencia  de  semejante  teoría  no  seria  cier- 
tamente la  legítima,  esto  es,  la  división  del  patrimonio  á  cada 
generación,  sino  todo  lo  contrario,  la  vinculación  de  los  bienes 
patrimoniales  y  adquiridos  en  la  familia  troncal,  la  perpetuidad 
•de  esta  familia  en  el  tiempo:  los  partidarios  de  la  teoría  del  fi- 
deicomiso tácito,  para  ser  lógicos,  habrían  de  proclamar  un  sis* 
temado  tesiamentificacíon  parecido  al  que  rige  en  los  valles 
del  Piríneo  aragonés,  en  que  el  padre  instituye  en  sucesor  y 
heredero  universal  de  todos  los  bienes  de  la  familia,  á  uno  de 
49US  hijos,  bajo  la  coQdícion  de  hacer  otro  tanto  en  su  dia  con 
uno  de  los  suyos. 

La  consecuencia  que  deducen  de  su  teoría  es,  pues,  erró- 
nea de  medio  á  medio^pero  el  principio  mismo  en  que  la  fun- 
dan, entraña  un  fondo  de  verdad  que  la  recomienda  poderosa- 
mente á  nuestra  atención.  Hay  en  todo  país  dos  clases  de  fa- 
milias. Las  unas,  pasajeras,  movedizas,  inestables,  sin  histo- 
ria, sin  tradiciones^  sin  morada  fija,  sin  nombre,  de  ordinario 
^conocidas  por  el  alias  más  que  por  el  apellido,  especie  de  sores 
indefinidos  que  no  han  fijado  su  tipo  morfológico' en  la  huma- 
nidad, masa  errante,  caótica,  donde  prenden  todas  las  enfer- 
medades que  padece  el  cuerpo  social,  y  se  encienden  todas  las 
concupiscencias,  se  forjan  todos  los  crímenes  y  toman  cuerpo 
todas  las  utopias.  Las  otras  son  las  familias  matrices,  casas 
patriarcales,  apellidos  que  tienen  genealogía  conocida,  que 
han  vivido  siglos  dentro  de  unas  mismas  paredes,  bendecidas 
por  el  paso  de  tantas  generaciones,  que  han  continuado  la- 
brando unas  mismas  heredades  ó  beneficiando  un  mismo  arte- 
facto, centro  dinámico  de  donde  irradian  periódicamente,  como 
robustas  ramificaciones,  familias  filiales  que  llevan  en  sí  el 
germen  de  la  perpetuidad;  estas  familia»  matrices,  estas  fami- 
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lias  proceres,  encarnan  las  tradiciones  y  el  espíritu  de  la  na- 
cionalidad, representan  la  salad  del  cuerpo  social,  resisten  las- 
infinitas  cansas  de  disolución  que  las  combaten,  permanecen 
impávidas  y  serenas  en  medio  del  revuelto  oleage  y  confusioi^ 
de  los  periodos  críticos,  imprimen  carácter  á  las  localidades  y 
las  gobiernan,  directamente  ó  con  sus  consejos  y  con  su  ejem- 
plo, no  sólo  en  los  asuntos  públicos  sino  también  en  los  priya- 
dos  de  las  familias:  ni  reos,  ni  víctimas  de  esa  moderna  lepra 
del  caciquismo,  á  cuyo  funesto  desarrollo  tanto  ha  contrlbuidc^ 
el  fraccionamiento  atómico  y  la  dispersión  de  las  antiguas  fami- 
lias rectoras.  Ahora  bien;  cada  yez  que  se  forma  nna  de  estas 
familias,  cada  yez  que  se  fija  y  condensa  una  de  esas  fortunas 
levantadas  por  la  laboriosidad  y  el  trabajo  de  nna  generación, 
cada  vez  que  en  el  censo  se  consolida  uno  de  los  infinitos  ape- 
llidos que  flotan  como  nubes  errantes  por  padrones  y  registros 
ciyiles,  puede  decirse  con  verdad  que  ha  yenido  un  nueyo  sér- 
á  la  yida,  y  con  él  se  ha  acrecentado  la  riqueza  y  el  poderío 
de  la  nación,  del  mismo  modo  que  se  enriquece  el  caudal  del 
diccionario  y  el  del  saber  común  con  un  nueyo  concepto  6  con 
un  nuevo  sentimiento,  al  punto  que  se  fija  y  se  incorpora  en  la 
corriente  del  lenguaje  común  uno  de  lo^  infinitos  yócablosque 
diariamente  nacen  en  boca  de  los  científicos  ó  de  un  círculo  re- 
ducido de  personas.  Esto  supuesto,  yosotros  diréis  si  le  importa 
ó,  no  al  país  fomentar  la  multiplicación  de  este  género  de  fami- 
lias que  representan  la  yirtud^  la  fuerza,  el  pasado  y  el  porye- 
nir  de  los  pueblos:  á  mí  sólo  me  toca  dejar  sentado  que,  para^ 
conseguirlo,  «1  legislador  no  tiene  que  hacer  cosa  alguna,  sino 
al  contrario  dejar  de  hacer,  dejar  de  oponer  á  las  familias  el 
graye  impedimento  de  las  legítimas  que  constantemente  está 
estorbando  su  gestación. 

Obra,  con  efecto,  la  legítima  á  manera  de  nn  disolvente;  con 
ella,  el  hogar  es  como  los  nidos*  de  las  ayes,  que  sólo  siryen  para, 
una  generación;  la  familia  parece  una  simple  sociedad  mercan- 
til, que  llegado  el  plazo  fatal  se  disuelye,  declarándose  en  li- 
quidación: parece  como  si  los  hijos  estuyieran  aguardando  que 
muera  uno  de  los  gerentes,  para  reclamar  al  otro  cuenta  de  su 
gestión  y  retirar  su  parte.  No  es  eso  la  &milia  allí  donde,  come- 
en Aragón,  y  mas  a6n  en  Navarra  y  en  Inglaterra,  la  ley  deja 
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hacer  á  la  naturaleza  y  al  instinto  de  conservación,  qne  asi  se 
manifiesta  en  las  familias  como  en  los  individuos;  no  son  estas 
allí  «unidades  artificiales^  disueltas  á  cada  generación,  eslabo- 
nes perdidos  y  rotos  de  la  cadena.de  la  vida,  granos  de  arena 
qne  emergen  un  día  del  seno  de  la  nada  para  restituirse  á  él  al 
cabo  de  un  minuto  en  ese  eterno  flujo  y  reflujo  de  las  existen- 
cias, sino  organismos  vivos  y  estados  perfectos  de  derecho,  que 
poseen  un  nombre  y  una  historia,  un  territorio  y  un  gobierno 
libre  de  toda  ley  social  que  no  sea  la  estatuida  por  ellos  mismos, 
qne  viven  en  el  pasado  y  en  el  porvenir  y  se  perpetúan  de  ge- 
neración en  generación,  trasmitiendo  con  el  hogar  y  con  la 
sangre  recuerdos,  tradiciones  y  glorias.»  Donde  impera  el  ré- 
gimen déla  legítima,  donde  el  £stado  impone  á  las  familias 
una  forma  determinada  de  constitución,  de  régimen  económi- 
co^ de  sucesión  testada  é  intestada^  las  familias  carecen  de  au- 
toridad y  de  iniciativa,  obran  movidas  por  ageno  impulso,  no 
9on  seres  vivos:  entonces,  no  existe  en  la  nación  sino  una  sola 
personalidad,  inmensa,  gigantesca,  avasalladora,  pancósmica, 
que  violando  las  leyes  naturales  de  la  sociedad,  monopoliza  la 
legislación  por  el  solo  privilegio  que  le  da  la  fuerza; — pero  pro- 
clamáis la  libertad  de  constitución  doméstica  y  la  libertad  de 
testar,  que  vienen  á  ser  una  misma  cosa;  devolvéis  el  pensa- 
miento y  la  palabí^  y  la  voluntad  á  las  familias;  desamortizáis 
el  poder  civil  y  lo  restituís  á  sus  verdaderos  dueños,  las  perso- 
nas privadas;  y  al  punto  veis  surgir  como  por  encanto  legiones 
de  nuevos  seres  que  antes  permanecían  recluidos  en  el  fondo 
de  una  potencialidad  caótica  por  la  férrea  dictadura  del  legis- 
lador. Nada  tan  fecundo  como  las  prácticas  de  la  justicia:  pro- 
clamáis la  libertad,  y  en  un  minuto,  á  su  conjuro  mágico,  ha- 
béis creado  dos  n^illones  de  seres  humanos,  y  seres,  por  decirlo 
así,  eternos,  inmortales.  Consagrada  la  libre  testamentifac- 
cion,  mueren  los  individuos,  pero  no  mueren  las  familias:  don- 
de, por  el  contrario,  esa  libertad  está  negada,  la  muerte  es  más 
poderosa,  porque  le  presta  sus  armas  el  legislador:  las  familias 
son  uniones  fortuitas,  sociedades  temporales,  transitorias,  en  un 
perpetuo  venir  á  ser;  na  bien  principian  á  salir  del  estado,  por 
decirlo  así,  de  larva,  y  á  constituirse  como  seres  vivosy  estables, 
no  bien  principian  á  consolidarse  y  á  revestir  caracteres  de  pe- 
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reunidad^  gózase  tin^na  la  ley,  haciendo  coro  con  la  mncBrte^ 
en  Ueyar  la  desorganización  9I  seno  del  hogar  y  dispera  ar  sus 
miembros,  como  se  dispersan  á  todos  los  pantos  del  horizonta» 
para  no  volver  á  reunirse  jamás  ,  las  avecillas  qne  jnntas  cre- 
cieron en  el  nido:  verdadera  tela  de  Penélope^  desteje  el  1^^ 
lador  en  ana  hora  lo  qae  la  naturaleza  se  habia  afanado  por  ir 
creando  al  lento  curso  de  los  años,  y  las  familias,  semejantes 
á  cuadros  disolventes,  desfilan  por  la  vida  como  sombras,  en 
fantástico  remolino,  sin  llegar  á  tomar  cuerpo  jamás  ni  á  per- 
petuarse, porque  les  ha  sido  negado  ese  elixir  de  inmortalidad 
que  se  llama  la  justicia. 

Tampoco  la  teoría  del  fideicomiso  tácito  nos  da  como 
consecuencia  la  división  forzosa  del  patrimonio  ni  las  legíti- 
mas: esa  teoría  viene  á  confundirse  en  sus  resultados  con  la 
libertad  de  testar.  Busquemos,  pues,  ya  á  los  partidarios  de  la 
legítima  en  su  tercera  línea  de  defensa:  la  copropiedad  de  la  fa* 
milia.  El  padre,  dicen,  no  trabaja  ni  adquiere  aisladamente 
como  individuo;  trabaja  en  medio  de  la  familia,  adquiere  como 
miembro  de  eUa,  con  el  concurso  y  la  cooperación  de  todos  sus 
hijos:  desde  el  dia  en  que  nacen  éstos,  son  ya  colaboradores 
en  su  obra  y  contribuyen  eficazmente  á  la  producción,  porque 
sostienen  y  levantan  las  fuerzas  del  espíritu,  que  son  ios  ver- 
daderos resortes  del  trabajo:  por  el  sólo  hecho  de  existir,  de  ser 
débiles,  de  amar  á  su  padre,  le  ayudan  en  su  obra;  con  su  ca- 
riño y  con  su  sonrisa  le  pagan  sus  cuidados,  y  todavía  les  que- 
da un  excedente  con  que  contribuyen  al  acrecentamiento  del 
haber  paterno:  la  sonrisa  del  niño  es  un  instrumento  de  traba- 
jo; todavía  no  sabe  mover  los  brazos,  y  ya  tiene  su  parte  en 
aquéllos  bienes:  se  ha  hecho  copropietario,  y  el  padre  no  puede 
disponer  libremente  de  una  cosa  que  no  es  suya.  Luego,  isí 
como  el  niño  va  saliendo  de  la  infancia,  el  hábito  de  la  posesión 
y  del  disfrute  le  va  acostumbrando  á  la  idea  de  que  esos  bienes 
son  de  todos,  con  lo  cual  afianza  y  consolida  su  copropiedad . 

Na  quiero  entrar,  ni  aunque  quisiera,  me  lo  consentina  el 
apremie  del  tiempo,  en  el  examen  de  las  premisas  de  esta  doc- 
trina: si  el  recien  nacido,  cuando  sonrio  i  su  padre  j  tiende 
hada  A  con  infimtíl  júbilo  sus  tiemos  brazos,  ejecuta  un  acto 
eoondmioo,  tan  económico  como  el  abrir  surcos  ó  el  cepiUar 
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mmdf^:  acaso  tenga  razón;  no  es  menos  necesario  el  niño  al 
padre  qae  el  padre  al  niño,  y  los  cuidados  que  á  éste  le  prodi-i* 
gs,  no  quedan  sin  recompensa  inmediata  ni  son  del  todo  gratui- 
tos; pero  sea  de  esto  lo  que  quiera,  es  seguro  que  semejante 
eamino  no  lleira  en  derechura  á  las  legítimas,  y  si  el  camino 
existe,  es  porque  los  partidarios  de  ellas  lo  han-  abierto  á  poste- 
riorí,  para  engañarse  á  sí  propios.  No  quiero  hablar  del  caso  en 
que  durante  la  menor  edad  del  hijo,  el  padre  no  haya  trabaja* 
do,  ó  trabajó,  pero  no  obtuvo  ó  no  conseryó  de  su  trabajo  capi- 
tal alguno,  y  en  que,  acaso,  en  vez  de  adquirir,  perdió  lo  que 
poseia  con  i^nterioridad;  en  cuyo  caso,  dicho  se  está  que  el  niño, 
por  mucho  que  haya  sonreido  á  su  padre,  ha  sido  un  factor  es- 
téril en  la  obra  de  .la  producción,  y  no  puede  reclamar  parte  al- 
guna en  lo  que  la  familia  adquirió  antes  de  nacer  él  ó  después 
de  haber  salido  de  lamenor  edad.  Quiero  suponer  el  caso  en  que 
durante  ese  período  prosperó  la  familia  y  acrecentó  su  caudal 
'  el  padre.  Si  los  jurisconsultos,  en  vez  de  partir  de  la  legítima 
como  de  xjlijl  supuesto  necesario  y  obUgado,  y  de  inventar  esta 
teoría  para  autorizarla,  hubiesen  buscado  la  verdad,  libres  de 
preocupación,  habrian  visto  que  si  los  hijos  contribu  yen  á  la 
producción,  porque  el  padre  trabaja  en  medio  de  ellos,  mucho 
más  poderosamente  que  éstos  contribuye  la  esposa;  y  en  tal 
concepto,  ¿por  qué  no  asignarle  también  una  legítima?  Ha- 
brían visto,  además,  que  la  familia  no  es  una  unidad  sin  rela- 
ción, aislada  en  medio  de  la  sociedad  y  [del  mundo,  y  que,  por 
esto,  no  es  ella  sólo  quien  concurre  á  la  obra  de  la  producción; 
el  padre  no  trabaja  solamente  en  medio  de  la  familia,  sino  en 
medio  de  sus  deudos,  de  sus  amigos,  de  sus  convecinos,  al  lado 
de  una  escuela,  que  ha  cultivado  sus  aptitudes  y  desarrollado 
sus  facultades  nativas,  junto  al  templo,  que  en  sus  adversida- 
*  des  le  sostuvo  y  le  animó  á  perseverar,  hablándole  de  Dios  y  de 
la  otra  vida,  derramando  en  su  alma  el  bálsamo  del  amor  divino, 
y  presentándole  el  ejemplo  de  los  santos  varones  que  brillaron 
por  su  virtud  ó  por  su  piedad;  y  señores,  las  lecciones  de  la  es- 
cuela, los  salmos  y  las  plegariasdel  templo,  las  afecciones  de  la 
amistad,  las  vigilias  del  sabio,  las  medidas  de  los  magistra- 
dos, las  tradiciones  de  la  vecindad,  toda  esa  red  de  infinitos 
hilos  que  enlaza  cada  uno  de  nuestros  actos  con  los  actos  tp- 
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dos  de  la  sociedad,  factores  son  de  la  producciooi  y  tan  efica- 
ces, qae  sia  ellos  nos  sería  de  todo  panto  imposible  producir; 
sin  esa  atmósfera  de  medios  invisibles,  de  estímalos,  de  conr 
sejos,  de  enseñanzas^  de  protección,  de  afectos,  de  consuelos, 
de  que  rodean  al  hombre  la  industria,  la  religión,  el  derecho 
público,  el  arte  y  la  ciencia,  sus  esfuerzos  serian  enteramente 
impotentes  para  producir  el  más  exiguo  capital,  y  aun  su  vida 
se  arrastraría  precaria  como  la  de  un  salvaje.  Y  siendo  esto 
así,  ¿por  qué  no  señaláis  también  una  legítima  á  la  escuela, 
al  gremio,  á  la  confesión  religiosa,  al  municipio,  á  la  nación? 
Tiene  el  padre  deberes  que  cumplir  con  sus  hijos,  y  yo  me 
guardaré  de  negarlos;  pero  ¿no  tiene  deberes  más  que  censas 
hijos?  Muchos  de  aquellos  deudos,  de  aquellos  convecinos, 
amigos,  jornaleros,  criados,  menestrales,  funcionarios,  que 
por  mil  vías,  indirectas  cooperaron  á  su  obra  y  le  ayudaron  á 
adquirir  el  capital  que  posee,  son  víctimas  de  la  ignorancia,  6 
han  caído  en  lá  miseria,  6  yacen  sepultados  en  prisiones  ló- 
bregas, ó  enfermos  y  abandonados  en  inmundos  hospitales;  ¿no 
tiene  deberes  para  con  ellos?  Millares  de  inocentes  huérfanos, 
hijos  de  sus  antiguos  convecinos,  de  los  que  fueron  sus  ami- 
gos, sus  maestros,  sus  coasociados,  sus  jornaleros,  vagan 
errantes  y  solos  por  calles  y  caminos,  implorando  la  caridad 
pública,  ateridos  de  frío  sus  tiernos  miembros,  pisando  nieve 
con  sus  pies  descalzos,  extraviados  entre  breñas,  expuestos  á 
todas  las  inclemencias  del  cielo  y  á  todas  las  injurias  de  los 
hombres,  predestinados  al  crimen  y  al  patíbulo,  sin  culpa  soya ^ 
por  culpa  de  la  sociedad;  y  ¿no  tiene  deberes  para  con  ellosf 
Hay  que  despertar  la  conciencia  dormida  de  estas  generacio- 
nes egoístas,  recordándoles  á  toda  hora  que  los  fines  de  la  so- 
ciedad son  fines  de  cada  hombre,  y  que  la  propiedad  no  es 
sino  uno  dé  tantos  medios  para  cumiplirlos.  El  hombre  debe 
condiciones  de  existencia  á  su  familia,  y  por  eso  proclamamos 
el  deber  de  los  alimentos;  debe  condiciones  de  existencia  al 
municipio,  á  la  provincia,  á  la  nacíbn,  á  la  Iglesia,  á  la  Uni- 
versidad, y  por  esto  proclamamos  el  deber  de  los  impuestos, 
que  son  el  alimento  material  necesario  para  la  subsistencia 
de  aquellas  grandes  colectividades  y  de  esas  fundamentales 
instituciones.  Pero,  satisfechos  los  aumentos  y  pagados  los  im- 
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'pnedios  ¿á'  qué  debe  destinar  el  sobrante?  ¿á  sus  hijos?  ¿á  los 
pobres?  ¿á  la  Iglesia?  ¿á  la  escuela?  ¿á  fundaciones  piadosas? 
Nada  de  esto  es  criterio  positÍTO  de  derecho,  como  no  lo  es 
tampoco  el  cariño,  que  los  partidaHos  de  la  legítima  inrocan  á 
Teces:  el  único  criterio  es  la  finalidad:  debe  destinar  sus  ble-' 
nes  al  cumplimiento  de  sus  fines,  principiando  por  los  más  pre- 
ferentes 7  siguiendo  por  los  demás  en  orden  hasta  donde  tales 
'bienes  alcancen;  y  como  la  diyersidad  de  situaciones  entre  los 
hombres  es  infinita,  esos  fines  estarán  unas  veces  dentro  de  la 
familia  y  otras  faera,  unas  veces  reclamarán  de  preferencia 
su  protección  los  hijos  propios  y  otras  veces  los  ágenos;  unas 
Teces  la  educación  popular,  otras  la  investigación  científica, 
-otras  la  beneficencia,  otras  la  policía  local,  otras  el  fomento 
de  la  industria  ó  de  la  agricultura,  y  así  por  este  tenor.  Basta- 
-me  dejar  aquí  sentada  la  urgente  apremiantísima  necesidad 
de  quebrantar  ese  egoismo  de  la  familia,  que  encierra  el  mun- 
do infinito  del  deber  en  el  recinto  del  hogar,  como  si  viTíése- 
mos  en  los  primeros  días  del  régimen  patriarcal,  é  indicada  la 
'parte  que  toca  al  legislador  en  esta  cruzada  del  deber  contria 
el  egoismo,  la  cual  consiste  sencillamente  en  derribar  la  ley 
-de  la  legítima  que  lo  fomenta  y  consagra^  elcTándolo  á  cate- 
-goria  de  precepto.  ¡Abajo  esa  barrera  de  egoismos,  que  en- 
^cierra  al  hombre  en  la  familia  para  el  deber,  cuando  le  ofrece 
los  infinitos  horizontes  de  la  humanidad  para  el  derecho;  que 
t^onstituye  á  la  sociedad  entera  en  obligada  para  con  sus  fines 
-indÍTÍduales,  mientras  él  no  se  cree  obligado  más  que  con  los 

fines  de  su  familia! 

Él  principio  de  la  copropiedad  de  la  familia  es,  pues,  una 
'ilusión  de  la  fantasía,  ó  se  resuelTO  en  un  principio  de  copro- 
'  piedad  de  la  humanidad  entera^  en  razón  á  ser  los  fines  de  ella 
fines  de  sus  miembros,  sí  bien  especializados  de  un  modo  per- 
sonal y  propio  en  cada  sujeto  indÍTÍdual,  y  determinando,  por 
tanto^  una  esfera  de  su  derecho  interior  6  inmanente;  y  siendo 
prÍTatÍTa  jurisdicción  del  derecho  inmanente,  dicho  se  está 
que  sólo  el  individuo  mismo  puede  legislarlo;  y  para  legislar*- 
lo,  há  menester  tener  la  posibilidad  de  hacerlo,  necesita  que  le 
sea  respetada  por  el  Estado  social  la  libertad  de  juicio  y  la 
-libertad  de  acción.  Otra  vez,  pues.  Teñimos  á  pasar  á  la  libré 
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testamentlfieaoion:  todos  los  eaminos  nos  4)ondáeen  i  eUa;  Ift 
teoría  de  la  copropiedad  de  la  familia  es  erfónea  en  «a  faase^  y 
no  puede  servir  de  fundamento  racional  á  las  legítimas*  Pero- 
concedamos  qae  el  principio  de  la  copropiedad  fuese  verdade- 
ro: pues  todavía  semejante  principio  traería  como  secuela  nn 
sistema  de  sucesión  idéntico  al  del  fqero  aragonés,  sostenido 
y  confirmado  por  el  Ck)ngreso  de  Zaragoza,  en  manera  alguna 
elststsmade  legitimas  que  rige  en  Castilla,  en  Francia,  en 
Italia,  en  casi  toda  Europa.  De  dos  modos  se  vulne^  é  infrin- 
ge en  este  sistema  el  principio  de  la  copropiedad:  1^  Distribu- 
yendo los  bienes  entre  los  hijos  desigualmente;  que  á  esto 
equivale  repartirlos  con  igualdad  matemática:  2°  Distrayen^- 
do  del  caudal^  familiar  una  parte  para  que  el  padre  disponga 
de  ella  libremente. 

Con  efecto,  señores,  es  evidente  que  si  á  «na  serie  de  situa- 
ciones de  derecho  idénticas  se  aplicara  una  medida  diferente,, 
el  resultado  seria  la  desigualdad;  recíprocamente,  si  á  una  serie 
de  estados  jurídicos  diferentes  se  aplicase  una  misma  medida, 
el  resultado  seria  otra  vez  la  desigualdad.  Pues  bien,  tal  e» 
el  caso  de  la  legítima:  divídese  por  ministerio  de  la  ley  el 
patrimonio  en  porciones  iguales,  y  se  adjudica  una  á  <^a 
hijo,  procurando  con  exquisito  cuidado  que  no  perciba  un  áto- 
mo de  valor  más  el  uno  que  el  otro,  sin  preocuparse  en  k>  más 
mínimo  de  qué  lo  necesite  <5  lo  merezca  más.  Con  esto,  el  le- 
gislador comete  ó  provoca  tantas  injusticias  cuantas  aplicacio- 
nes se  hacen  de  aquella  ley,  que  es  decir,  tantas  como  casos 
ocurren.  Suponed  que  el  Código  d%  Comercio  mandara  á  todo 
deudor  pagar  á  sus  acreedores  una  cantidad  igual,  debiéndo- 
sela diferente:  semejante  precepto,  ¿no  sería  injusto  y  tiránico^ 
Pues  eso  es,  sin  punto  de  más  ni  punto  de  menos,  lo  que  hace 
la  legítima.  El  padre  no  debe  lo  mismo  al  que  (según  la 
teoría  de  la  copropiedad)  ha  trabajado   poco  que  al  que  ha 
trabajado  mucho  y  contribuido  más  á  acrecentar  el  haber 
paterno;  no  debe  lo  mismo  (según  la  dociarina  déla  fina- 
lidad) al  hijo  que  ha  heredado  una  constitución  robusta^ 
al  rico,   al   afortunado,  que  al  débil,  al  enfermizo,.  6  al  que 
ba  sido  desgraciado  en  sus  empresas:  ésto,  aun  prescíndien^ 
do  de  mil  otras   causas  de  desigualdad,   naturales  y  socia- 


LA  LIBSBTAD  DS  TSaiAB  T  LAS  LEGÍTIMAS  *  441 

les.  Y  enanda  á  ese  padre  le  obligáis  á  legar  á  todos  sus  hi* 
jos  una  cantidad  igual,  yosotros,  nÍTeladore&  utopistas^  que 
invocáis  tanto  la  equidad^  sois  igualitarios  en  apariejioia,  pero 
de  hecho,  los  mayores  enemigos  de  la  igualdad.  Para  repartir 
entre  irarios  individuos  de  una  familia  una  herencia  con  ver- 
dadera igualdad,  con  igualdad  de  derecho,  no  con  esa  igual- 

<^  dad  mecánica,  algebraica,  abstracta,  enteramente  ilusoria,  que 
8i  al  hombre  irreflexivo  puede  engañar»  no  así  al  hombre  pen^ 
sador  que  sabe  levantar  la  corteza  y  penetrar  la  esencia  de  las 
cosas,  para  distribuir  (digo)  una  herencia  entre  los  diversos 
miembros  de  una  familia  con  estricto  criterio  de  justicia,  hay 
que  tomar  en  cuenta  una  masa  de  datos*tal  y  tan  compleja, 
que  apenas  alcanza  á  lograrlo  toda  la  discreción,  del  padre  y  el 

.  conocim  iento  minucioso  é  íntimo  que  tiene  de  las  interiorida- 
des del  hogar,  del  carácter,  estado,  conducta,  situación  y 
necesidades  de  cada  uno  de  sus  hijos:  una  persona  entera- 
mente extraña,  pongo  por  caso,  el  Juez,  aun  después  de  pro- 
lija información,  no  acertaría  sino  por  casualidad;  pero  lo  que 
es  el  legislador,  encerrando  dpriori  todos  los  casos  futuros  en 
una  especie  de  testamento  impersonal,  en  una  regla  única, 
imposible  de  toda  imposibilidad,  aunque  ese  legislador  fuese 
el  mismo  Dios.  Sólo  los  padres  conocen  el  carácter  de  cada  hijo, 
sus  inclinaciones  y  sus  aptitudes,  su  grado  dé  capacidad  inte- 

.  lectnal,  su  conducta,  sus  recursos,  los  reveses  de  la  fortuna, 
las  desigualdades  naturales  que  separan  á  unos  de  otros  hijos, 
y  por  otra  parte,  la  naturaleza  de  los  bienes,  rústicos,  urbanos, 
fábricas,  crédito,  clientela,  etc.;  sólo  ellos  pueden  combinar 
estos  y  aquellos  datos,  y  reducirlos  á  una  expresión  numérica* 
Podrán  los  padres  equivocarse,  pero  el  error  es  eji  ellos  mera- 
mente posible,  y  en  todo  caso,  no  sucederá  sino  por  excepción 
y  accidentalmente;  el  legislador,  al  contrario,  no  puede  acertar 
nunca,  el  error  es  ingénito  y  connatural  á  su  regla,  yerra  por. 
que  no  puede  menos  de  errar.  Y  aquí  tenéis  por  qué  os  decia 
que  no  cabe  discurrir  desigualdad  más  injusta,  más  irritante» 
más  monstruosa  que  la  que  consagra  é  impone  un  tipo  uniforme 
á  todos  los  individuos  y  familias,  que,  en  su  cualidad  de  seres 
anetantivos,  son  esencialmente  desiguales  y  requieren  un  dere- 
cho positivo  diferente,  que  sólo  ellos  en  cada  cada  caso  pueden 
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resolver,  qae  sdlo  ellos,  por  esto,  deben  ser  los  llamados  á  legis- 
lar. Así  es  como  en  aras  de  ese  fantasma  de  la  igualdad,  sacri  - 
-ñcan  una  de  las  más  nobles  formas  le  la  justicíia.. 

El  otro  modo  como  infringen  las  legislaciones  europeas  el 
principio  de  la  copropiedad  de  la  familia,  he  dicho  que  consiste 
«n  autorizar  al  padre  para  disponer  entre  extraños  de  una  parte 
■mayor  ó  menor,  pero  siempre  tasada  por  la  ley,  de  su  patrimo- 
nio. ¿En  virtud  de  qué  principio?  Lo  ignoran,  y  no  es  extraño, 
"puesto  que  tal  principio  ni  tal  ley  en  la  razón  no  existen.  Se 
comprende  el  sistema  de  la  familia  inglesa  ó  de  la  familia  na* 
varra,  fundada  en  la  libertad  de  testar,  en  que  el  padre  es  dueño 
absoluto  del  patrimonio,  y  los  hijos  no  pueden  reclamar  dé  él 
>otros  medios,  otras  condiciones,  que  las  necesarias  para  desarro- 
llarse, hacerse  personas  suijuris^  adquirir  la  capacidad  intelec* 
tualy  física  necesaria  para  vivir  por  sí,  libres  de  toda  protección 
6  tutela.  Se  comprende  e!  sistema  opuesto  de  la  familia  primiti- 
va arya,  lacual tenia  vinculadoel patrimonio  en  absoluto,  donde 
por  consiguiente  el  testamento  era  desconocido,  y  desconocida 
igaalmente  la  emancipación  y  la  mayor  edad.  Pero  un  sistema 
híbrido,  que  aun  mismo  tiempo  admite  y  rechaza  el  testamento, 
^-que  oscila  entre  el  principio  de  libertad  del  padre  y  el  de  co- 
propiedad de  la  familia,  no  lo  comprendo  sino  como  efecto  de 
aquella  ilusión  óptica  que  vimos  padebian  los  jurisconsultos  en 
períodos  de  transición^  Os  dije  que  eldoctrinarísmo  en  materia 
de  sucesiones  tenia  dos  aspectos:  aquí  veis  el  segundo.  Y  qué 
4e  combinaciones  han  discurrido  para  armonizar  y  equilibrar 
dos  cosas  que  son  antagónicas  é  inconciliables!  Tantas  como  el 
^octrinarismo  político  para  hermanar  el  principio  histórico  de 
la  soberanía^ de  los  reyes  con  el  principio  racional  de  la  sobe- 
ranía del  pueblo:  Mcapita,  tot  sentenike.  Aquí,  la  legítima  de 
los  hijos  la  componen  tres  cuartas  partes  del  patrimonio,  y  el 
arbitrio  del  padre  puede  ejercerse  sobre  la  cuarta  restante: 
allá  es  al  revés,  la  legítima  importa  el  cuarto  de  la  herencia,  y 
los  otros  tres  son  dominio  del  testamento;  unas  veces,  la  libertad 
<iel  padre  está  Kmitada  al  quinto;  otras  veces  se  extiende  á  la 
mitad;  otras  varía  del  cuarto  al  tercio  y  del  tercio  á  la  mitad, 
seg^n  el  número  de  hijos;  otras,  el  padre  es  libre  de  disponer 
entre  extraños  de  una  parte,  y  de  mejorar  con  otra  á  uno  de 
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los  hijos,  y  así  por  este  tenor  hasta  el  infinito:  ya  hemos  visto 
antes  la  nueva  4  ingeniosa  fórmala  con  qae  el  Congreso  de  Za- 
ragoza trata  de  enriquecer  este  recetario  del  empirismo  tradicio- 
nal. No  debe  maravillarnos  esta  prodigiosa  fecandidad  qne  los 
jurisconsaltos  han  demostrado  en  todo  tiempo  para  inventar 
arbitrios  y  fórmulas  de  transacción:  la  naturaleza  es  unasola, 
pero  el  arte  es  multiforme,  y  en  apartándose  la  razón  de  los 
i^arriies  de  la  primera,  brotan  los  sistemas  artificiales  en  infini- 
ta variedad  como  lk&  malas  yerbas  en  medio  de  las  mieses, 
viviendo  de  la  sustancia  de  la  verdad  y  ahogándola.  Un  nuevo 
Bossuet  que  escribiera  la  histaría  de  las  variaciones  de  la  legi- 
timay  habria  demostrado  con  esto  sólo  lo  falso  de  una  doctrina 
-que  principia  por  carecer  de  criterios  fijos  de  verdad,  y  cuya 
virtud  pasagera  y  estéril  están  proclamando  á  una  las  inspi- 
raciones de  la  recta  razón  y  las  páginas  todas  de  la  historia  del 
mundo.  Todos  esos  arreglos  doctrinarios,  artificiales  ¿  ilógicos, 
todos  esos  eclecticismos  y  componendas  de  transición,  todos 
esos  consorcios  y  amalgamas,  verdaderos  contubernios,  entre 
la  luz  y  las  tinieblas,  en  que  se  quiere  contentar  á  todos  dando 
parte  de  rázon  al  principio  de  la  libertad  de  testar  y  parte  al 
principio  de  la  copropiedad  de  la  familia,  la  experiencia  nos 
está  enseñando  cuan  ñaco  remedio  son  para  la  grandeza  de  los 
males  presentes,  y  cu^n  impotentes  para  saciar  la  sed  de  ver- 
dad y  de  justicia  que  padece  el  espíritu  moderno.  Nos  encon- 
tramos ya  estrechos  dentro  de  los  viejos  moldes  del  Digesto  y 
del  Fuero  Juzgo;  deseamos  salir  de  esa  atmósfera  asfixiante 
de  artificios,  de  rutinas,  de  arbítrismos,  de  equilibrios  y  de  tran- 
sacciones pactadas  á  espaldas  de  la  justicia:  queremos  respirar 
ya  el  aire  puro  de  la  libertad.  ^ 

Según  esto,  se&ores,  el  mínimum  de  libertad  que  no  puede 
menos  de  aceptar  Castilla,  para  ser  fiel  á  los  principios  de  su 
misma  legislación,  y  siquiera  sea  por  vía  de  preparación  y  en- 
sayo, es  el  que  tiene  consagrado  Aragón  en  su  fuero;  mínimum 
que  dista  mucho  de  ser  mi  ideal,  como  que,  por  noserlo,  propuse 
al  Congreso  de  Zaragoza  que  lo  derogase  y  lo  sustituyese  por  la 
libertad  de  testar  lata  que  rige  en  Navarra  y  en  Inglaterra.  £1 
sistema  arogonés  no  es  la  libertad»  puesto  que  el  padre  no  pue- 
úe  disponer  por  testamento  de  su  patrimonio  entre  extraños; 
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pero  al  menos  le  deja  con  la  autoridad  necesaria  para  formar 
á  su  arbitrio  lo  que  llamaríamos  las  hijuelas,  para  dar  más  al 
hijo  que  más  necesite  ó  más  merezca,  para  perpetuar  la  fami- 
lia conserrandó  sin  demembrarlos  los  inmuebles  patrimonia* 
les.  Merced  á  esta  facultad  que  constituye  al  padre  en  una  es- 
pecie de  magistrado  dentro  de  la  familia,  y  hace  de  su  lecho 
de  muerte  un  comoestrado  desde  donde  pronuncia  fallos  ína})e» 
labios  la  justicia  distributiva,  agracias  á  esta  preciosafacultad, 
se  eyitan  los  dispendiosos  juicios  de  testamentaria,  que  son  el 
disolTente  más  eficaz  de  las  pequeñas  fortunas  y  la  tea  que 
enciende  inextinguibles  odios  en  las  familias.  No  he  de  recor- 
dároslo yo,  porque  se  ha  repetido  haéta  la  sociedad  en  todos 
los  tonos,  sin  qtie  el  tema  se  agote  nunca^  porque  la  llaga  si- 
gue siempre  abierta:  cadajuicio  de  testamentaria  es  una  de- 
claración de  guerra  entre  los  individuos  de  una  familia,  guer- 
ra sacrilega,  guerra  civil,  entre  hermanos  que  han  crecido  en 
una  misma  cuna  y  que  han  sonreido  á  una  misma  madre^  y  en 
la  cual  se  arruinan  infaliblemente  los  pequeños  patrimonios, 
que  se  consumen  en  pagar  los  honorarios  de  aquellos  que  ha- 
bían intervenido  ¡oh  sarcasmo!  á  título  de  hacer  las  particio- 
nes. £s  uno  de  los  bienes  que  trae  consigo  la  libertad.  Los 
navarros,  los  aragoneses,  los  catalanes,  pueden  morir  en  paz, 
sin  que  su  cadáver  se  vea  envuelto  en  papel  sellado;  sin  que 
haga  más  dolorosa  su  agonía  el  edicto  judicial,*  sin  que  profa- 
nen sulechomortuoriocurialesyleguleyois,  especie  de.ministros^ 
de  la  muerte,  que  juegan  con  la  santidad  del  hog^r  doméstico 
como  los  sepultureros  de  flamlet  con  las  calaveras  de  los  ce- 
méntanos; sin  que  sus  hijos  se  injurien  y  guerreen  sobre  su 
tumba;  sin  que  la  desolada  viuda  se  vea  demandada  por  sus 
propios  hijos  ni  lanzada  del  hogar  dond^  la  víspera  era  toda- 
vía reina;  sin  que  el  patrimonio  que  allegó  con  su  sudor  se 
pulverice  enliliputienseshijuelas,  ni  se  disipe  en  humo  el  tesoro 
de  tradiciones  que  heredó  de  sus  mayores  y  acrecentó  con  una 
vida  honrada;  sin  que  se  descoyunte  aquella  familia  hija  de  su 
sangre,  ni  se  dispersen  sus  miembros,  hecha  liquidación  del 
amor  filial  y  del  amor  fraterno. 

Hay  quien  teme  que  con  este  sistema  renazcan  los  mayoraz- 
gos y  las  vinculaciones.  Pero  vuelva  la  vista,  á  Aragón,  donde 
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en  cierto  modo  está  conseatida  por  la  ley  su  constítacíoii^  y 
observará  un  fenómeno  que  hace  más  y  más  recomendable  la 
libertad,  y  en  que  no  han  reparado  los  economistas:  las  fortn*- 
nas  crecidas,  que  por  lo  común  radican  en  la  región  llana,  no 
se  amayorazgan,  sino  que  se  dividen  entre  los  hijos,  en  partes 
iguales  casi  siempre;  por  el  contrario,  los  patrimonios  reduci* 
dos,  que  con  la  división  se  disolverían  indefectiblemente,  di- 
solviendo á  su  vez  por  completo  las  familias,  se  someten  vo- 
luntariamente á  la 'ley  del  heredamiento  universal,  especie  de 
vinculación  liberal  que  reúne  todas  las  ventajas  de  los  mayo- 
razgos sin  ninguno  de  sus  inconvenientes;  que  de  está  suerte 
equilibra  y  contrapesa  la  Naturaleza  los  bienes  y  los  males  de 
las  cosas  cuando  las  leyes  civiles  no  la  violentan. — No  se  crea 
tampoco  que  el  país  donde  estas  parciales  vinculaciones  están 
en  uso,  sea  un  foco  de  oscurantismo,  á  influjo  de  los  que  po- 
drían llamarse  mayorazgos:  la  región  septentrional  de  Aragón, 
la  provincia  de  Huesca,  donde  aquél  régimen  impera  sobre  todo 
otro,  es  una  de  las  más  cultas  y  liberales  de  España;  su  capi- 
tal es  una  pequeña  población  de  12.000  almas,  y  publica  ocho 
periódicos,  cuatro  de  ellos,  políticos  y  diarios,  cuando  hay  en 
España  poblaciones  de  treinta  mil  y  cuarenta  mil  almas  que 
no  tienen  uno  sólo;  y  por  otra  parte,  no  habéis  podido  olvidar 
qué  es  la  única  provincia  donde  el  Gobierno  conservador  fué 
derrotado  en  las  últimas  elecciones.  Ni  ha  de  creeráe,  por  el 
contrario,  que  su  liberalismo  sea  inquieto,  tumultuoso  y  re- 
volucionario, como  de  segundones  ambiciosos  y  despechados, 
ansiosos  de  derribar  aquel  orden  social  ó  de  abrirse  paso  en  la 
sociedad  por  medio  de  asonadas,  conspiraciones  y  motines:  al 
contrario,   es  el  país  más  sosegado,   más  pacíñco,  más  su  - 
miso  al  Gobierno  de  la  nación,  más  austero  cumplidor  de 
la  ley,   que  hay  al  N.   de  la  Península,  no  monos  firme 
sosten  del  orden  que  de  la  libertad.  Los  segundones  no  se 
cuidan  sino  de  trabajar,  y  casi  siempre  salen  más  beneficia- 
dos con  el  sistema  del  heredamiento   universal  que  lo  sal- 
drían con  la  partición  forzosa;  de  modo  que  si  se  les  consul- 
tara á  ellos,  la  inmensa  mayoría  rechazaría  las  legítimas  de 
Castilla,  como  las  ha  rechazado  el  Congreso  de  Zaragoza,  na 
solo  por  respeto  á  la  casa  paterna  y  á  fas  costumbres  de  sus  ma- 
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yoreS)  sino  hasta  por  consideraciones  de  interés  personal.  Saben 
que  con  el  pequeño  patrimonio  déla  familia  es  imposible  .colo- 
car bien  á  todos  los  hermanos,  y  prefieren  conservarlo  íntegro 
bajo  la  dirección  de  aquel  que  descubre  más  aptitudes  para  ello, 
y  que  éste  dé  á  los  demás  una  cierta  cantidad  proporcionada  á 
la  renta  ó  beneficios  líquidos  que  produce,  6  de  otro  modo,  al 
haber  ypoder  déla  casa^  según  lafrase  consagrada  en  el  uso  del 
país.  Con  esto,  el  padre,  <5  el  sucesor  en  su  caso,  se  sienten  vi- 
Tam  ente  estimulados  al  ahorro,  á  fin  de  satisfacer  en  metálica 
la  parte  debida  á  los  hijos  ó  hermanos  no  heredados,  y  no  des- 
m  embrar  del  patrixnonio  ninguno  de  sus  inmuebles.  Al  llama- 
do heredero  no  se  le  tramiten  simplemente  los  bienes,  sino  la 
entidad  física  y  moral  que  denominamos  easa^  con  todaé^  sus 
obligaciones,  con  todas  sus  cargas,  con  todo  ese  bagage 
de  recuerdos,  de  afectos,  de  virtudes,  de  amistades  y.pa* 
rénteseos,  de  costumbres,  de  esti-ma  y  consideración,  de 
compromisos  y  de  responsabilidades,  que  constituyen  la  tra* 
dicioii  de  nna  familia,  le  imprimen  carácter,  y  le  asignan  un 
lugar  y  un  destino  en  la  vida:  nó  es  heredero  para  el  goce  y 
para  la  libertad,  sino  para  ser  el  continuador  de  los  destinos 
físicos  y  morales  de  la  familia,  especie  de  siervo  adscrito  al  lus- 
tre del  apellido,  servidor  de  sus  padres  ancianos  y  de  sus  tios 
solteros,  á  quienes  tiene  que  asistir,  servidor  de  sus  hermanos 
y  hermanas,  á  quienes  tiene  que  colocar  y  dotar.  Por  ésto  no  es 
raro  en  el  Alto  Aragón  el  caso  de  que  el  hijo  á  quien  los  padre» 
han  distinguido  con  el  honor  del  heredamiento,  y  que  ordina- 
riam'ente  es  el  primogénito,  lo  renuncie  en  favor  de  uno  de  los 
segundos  hermanos.  Por  eso  mismo,  casi  siempre  prosperan 
más  estos  que  el  heredero,  porque  son  libres  y  no  tienen  que 
atender  sino  á  sí  propios;  saben  que  pueden  contarcon  la  pro- 
tección de  la  casa  paterna,  pero  que  esta  protección  no  les  ga- 
rantiza el  porvenir,  y  lo  fían  todo.á  su  trabajo.  Así  se  forman 
esos  caracteres  inflexibles,  severos,  íntegros,  previsores  y  labo- 
riosos, y  esos  hábitos  de  sel/ ¡¡fovernmenó 'iniiYiáuQl  que  expli- 
can la  admirable  historia  política  de  Aragón,  y  que  son  el 
principal  secreto  del  éxito  maravilloso  alcanzado  por  la  raza 
sajona  en  su  movimiento  de  difusión  por  el  planeta. 

Las  ventajas  económicas  de  la  libertad  de  testar,  no  me  in- 
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cumbe  á  lúí  analizarlas  ni  hacerlas  valer:  si  hace  á  los  hijos 
menos  vanos,  más  reflexivos,  más  previsores,  mejores  ciuda*^ 
danos;  sí  fortifica  la  autoridad  del  padre  de  familia,  poniendo- 
en  SQS  manos  un  arma  poderosa,  estímalo  á  la  ^irtud  y  frena 
al  vicio,  y  medio  de  premiar  méritos,  dé  remunerar  servicios,, 
de  reprimir  inclinaciones  aviesas,  de  castigar  ingratitudes,  ex- 
travíos, desórdenes;  si  mediante  ella,  los  hijos,  ó  alguno  de  los 
hijos,  se  asocia  temprano  á  los  negocios  de  su  padre  y  se  hace 
el  continuador  de  su  artefacto;  si  de  esta  suerte  contribuye  á 
hacer  las  artes  industriales  hereditarias  en  las  familias,  nece- 
saria  condición  para  su  prosperidad  y  florecimiento,  como,  ya 
observó  Capmany  respecto  á  Cataluña;  si  la  pequeña  propie- 
dad; no  se  volatiliza  en  manos  de  la  curia,  y  la  grande  no  de- 
genera en  pequeña,  desmenuzada  con  exceso,  imposibilitando- 
á  la  Agricultura  patria  para  sostener  lá  competencia  con  la 
norte-americana,  que  tan  gravemente  preocupa  en  los  mo- 
mentos presentes  á  la  Economía  política  europea;  si  el  rasero 
nivelador  de  las  legitimas  pasa  periódicamente  por  nuestra 
territorio  como  ciclen  asolador,  derribando  cercas  y  hogares, 
y  mudando  á  toda  hora  el  aspecto  de  los  campos;  sí  la  libertad 
de  testar  previene  otro  de  los  mayores  daños  que  se  siguen  da 
la  legítima,  que  los  hijos  de  los  propietarios  en  pequeño  des- 
ciendan á  jornaleros  y  los  de  estos  á  proletarios;  si  por  eso  mis- 
mo y  por  cien  otras  causas  de  prolijo  enumerar,  favorece  á  la 
democracia,  cuyas  exageraciones  encuentran  en  ella  un  salu- 
dable contrapeso; — todo  esto  hay  que  dejarlo  íntegro  á  los  Con- 
gresos de  economistas,  de. agricultores  y  de  políticos :,nosotro» 
debemos  estudiar  los  problemas  de  derecho  con  un  criterio  es* 
trictamente  jurídico,  sin  qi^e  nos  preocupe  en  lo  más  mínimo 
si  la  solución  defendida  es  más  útil  ó  menos  útil  que  la  impug- 
nada, seguros,  por  lo  demás,  de  que  la  cuestión  económica  va 
siempre  envuelta  en  la  jurídica,  y  que  lo  más  justo  es  siempre  lo< 
más  beneficioso  y  útil;  que  no  en  vano  dijo  Jesucristo:  buscad 
ante  iodo  el  reino  de  Dios  y  su  justicia  ^y  lo  demás  se  os  dará  por 
añadidura.  Únicamente  recordaré  de  pasada  que,  como  todo 
artificio  llama  con  atracción  irresistible  otro  y  otro  en  pos  de  sí, 
el  artificio  de  la  división  forzosa  de  las  herencias  debía  traer, 
y  con  efecto,  ha  traído  el  desmenuzamiento  de  la  propiedad 
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territorial^  y  ésta,  á  sa  vez,  la  idea  de  qae  la  ley  declare  for- 
zosamente indivisibles  las  piezas  de  tierra,  dentro  de  los  lími* 
tes  de  una  cierta  unidad  legal.  La  ley  del  Fuero  Juzgo  debm 
engendrar  por  lógica  necesidad  la  utopia  de  la  indíyision , 
acreditada  por  Ortíz  de  Zarate  y  Fermin  Caballero. 

Aquí  tenéis  resumidas  las  razones  por  las  cuales  se  hm 
movido  el  Congreso  de  Zaragoza  á  rechazar  unánimemente  la 
legítima;  su  mayoría,  á  conservar  el  sistema  de  libre  testa-» 
mentífaccion  dentro  de  la  familia,  vigente  hoy  por  fuero  en 
aquel  país;  y  una  importante  minoría,  á  reclamar  la  íntroduc- 
cioudéun  sistema  todavía  más  liberal  que  ese,  la  llamada  pro- 
piamente libertad  de  testar.  To  espero  fundadamente  que  no 
se  quedará  Castilla  á  la  zaga  de  las  provincias  forales,  y  que  á 
la  hora  presente  habrá  llegado  ya  por  el  camino  de  la  razón  á 
donde  estas  llegaron  hace  siglos  por  el  de  la  Historia.  Los  que 
militan  bajo  la  bandera  de  la  legítima  menguan  de  dia  en  dia, 
así  como  va  ahondando  en  las  entrañas  del  derecho  y  desea* 
briendo  las  verdaderas  raíces  de  la  libertad,  el  éspfritu  hasta 
aquí  abstracto,  superficial  é  irreflexivo  del  liberalismo  moder- 
no. En  esos  interiores  estremecimientos  de  la  idea,  siento  era* 
gir  cadenas  que  se  rompen^  moldes  vetustos  que  se  quiebran, 
gérmenes  de  libertad  que  brotan,  y  que  brotan  con  tal  vigor 
y  con  tal  pujanza,  que  acaban  ya  de  ganar  hasta  la  clase  que 
más  refractaría  y  difícil  se  ha  mostrado  en  todo  tiempo  para 
las  manifestaciones  del  derecho  individual,  la  clase  de  los  ju- 
risconsultos; hasta  el  partido  más  celoso  de  la  soberanía  y  om- 
nipotencia del  legislador,  el  partido  que  inscribe  el  liberalis- 
mo en  el  índice  de  las  heregías.  En  tiempo  de  Montalembert, 
los  absolutistas  franceses»  más  lógicos,  por  cierto,  que  los  de 
nuestro  tiempo,  reprobaban  unánimemente  la  libertad  de  tes- 
tar, exaltando  la  legítima  con  más  calor  y  con  más  ardimien* 
to  que  los  mismos  revolucionarios.  Pero  después  han  debida 
pensarlo  mejor  (quiero  ignorar  los  móviles),  y  hoy,  la  causa  de 
la  libertad  de  testar  los  cuenta  entre  sus  más  entusiastas  y  de- 
cididos partidarios.  Hace  18  años,  en  el  Congreso  de  Juriscon- 
sultos de  Madrid,  la  libertad  de  testar  obtuvo  60  votos  contra 
81;  pero  de  entonces  acá,  las  ideas  expansivas  han  seguido 
abriéndose  caminQ  en  nuestras  Universidades,  el  derecho  civil 
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tie  ha  ido  contagiando  más  y  más  del  político  en  sus  aspiracio* 
nes  de  selfgeurnimnty  y  ya  en  el  Congreso  de  Zaragoza  la  li- 
bertad de  testar  lata  ha  reunido  22  Totos  contra  25  y  la  legítima 
ha  sido  rechazada  por  unanimidad.  Este  problema,  por  tanto, 
ha  dejado  de  ser  problema  de  partido,  para  trocarse  en  proble- 
ma humano,  que  á  todos  por  igual  interesa  y  atrae,  que  en 
todos  encuentra  profundo  eco  y  resonancia.  Amigos  y  enemigos 
de  la  libertad  política  piden  con  instancias  la  libertad  de  tes- 
i;ar.  Dos  ó  tres  años  hace,  suscitóse  por  incidente  esta  cuestión 
«n  la  prensa  española,  y  vimos  abogar  por  la  libertad  á  dos  pe- 
riódicos que  representan  dos  tendencias  importantes  de  la  opi*» 
nion  en  la  sociedad  española,  y  son  como  los  dos  polos  entre  los 
que  se  mueve  nuestra  política:  El  Siglo  Futuro  y  El  Imparcial. 
Y  cuenta,  señores,  que  defender  la  libertad  de  testar  es  defen- 
der la  libertad  civil  entera,  de  la  cual  es  aquella  como  la  clave 
j  la  raíz;  que  no  es  posible  tocar  á  las  legítimas  sin  que  el  edi- 
ficio entero  del  derecho  histórico  se  venga  abajo.   La  libertad 
de  testar  patrocinada  por  los  ultramontanos,  es  la  revolución 
llevada  á  la  práctica  por  sus  más  constantes   detractores; 
«s  la  destrucción  del  orden   social  existente  por  los  más  ge- 
nuinos  representantes  de  aquellos  que  lo  fundaron;  es  la  bom- 
ba de  Órsini,  lanzada  por  el  nihilismo  de  teja  y  de  guante 
blanco,  cayendo  en  medio  del  Digesto,  de  las  Siete  Partidas  y 
del  Fuero  Aragonés  y  demás  Fueros,  y  aventando  en  cenizas 
toda  es^  confusa  balumba'  de  artificios,  de  rutinas  y  de  em- 
pirismos^ legítimas,  mejoras,  causas  de  desheredación,  que- 
jas de  inoficioso,   renuncias,  beneficios,  tutelas,  garantías, 
trabas  y  defensas,  hijas  de  la  arbitrariedad,  sin  base  alguna 
objetiva  en  la  razón.  De  todas  parles^  de  la  izquierda,  de   la 
derecha,  del  centro,  surge  potente  la  protesta:  es  preciso, 
dicen,  que  la  familia  deje  de  ser  una  cárcel  para  el  espíritu 
y  una  pequeña  inquisición  para  el  derecho,   donde  no  le 
i9ea  lícito  al  padre  pensar  acerca  de  sus  deberes  más  de 
lo    que   el  legislador   ha  pensado,  so  pena   de  que  se  le 
considere  como   ilegal  y  demente,   írrita  y  menospreciada 
su  última  voluntad,  y  en   más  ó  en  manos  infamada  su  me- 
moria; hay  que  secularizar  el  gobierno  de  la  familia,  como  se 
ha  secularizado  el  Gobierno  del  municipio  y  de  la  nación;  hay 
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que  reintegrar  al  padre  en  la  plenitud  de  sa  soberanía.  Y,  se^ 
Biores^  cuando  la  soberanía  desciende  así  desde  las  alturas  det 
derecho  público  para  iluminar  con  sus  rayos  esplendorosos  el 
modesto  recinto  del  hogar,  es  que  la  revolución  se  ha  hecho 
costumbre  y  naturaleza,  es  que  al  cabo  de  cincuenta  añois  dé 
porfía  y  de  indecisión,  el  fíel  de  la  balanza  se  tuerce  y  cae  del 
lado  de  la  libertad.  He  de  decirlo  muy  alto',  y  siento  que  no 
pueda  escucharme  el  ilustre  marqués  de  Yaldegamas:  el  des- 
potismo ha  muerto,  y  no  resucitará  al  tercer  dia,  ni  al  tercer 
año,  ni  al  tercer  siglo:  está  tocando  ya  á  su  término  esa^ 
generosa  cruzada  que  ya  á  rescatar  el  sepulcro  donde  hace- 
tantoa  siglos  yace  aherrojada  y  opresa  la  libertad. 


Joaquín  Ck)SYiL. 


LAS  MINAS  Y  EL  FUERO  DE  VIZCAYA  (1). 


Bbñobes: 

Gomo  la  conferencia  de  esta  noche  es  la  primera  de  la  sé* 
ríe  Qrgsaisada  en  este  curso  por  nuestra  Junta  directiva^  y 
por  ser  la  primera,  puede  llamarse  inaugur&I,  tal  vez  hayáis 
Tenido  con  la  esperanza  de  presenciar  algo  importante  y  so» 
lemne,  á  modo  de  frontispicio,  donde  es  costumbre  emplear  los 
mejores  materiales  y  los  más  bellos  y  ricos  adoraos.  Si  asi  fue. 
se,  lo  sentiría  mucho,  porque  es  seguro  que,/al  oirme,  Tais  á  su- 
frir un  desengaño.  Esta  conferencia  será  pura  y  simplemente 
la  primera  en  orden  de  la  serie,  y  con  arreglo  al  principio  de 
estética  que  exige  que  las  obras  compuestas  de  varios  actos 
Bucesivos  tengan  comienzos  sencillos  y  modesto/s,  y  vayan  lue- 
go creciendo  en  interés  y  en  importancia,  esta  primera  confe- 
rencia será  la  de  menor  valor  entre  las  que  oiréis  durante  el 
curso,  como  la  persona  á  quien  ha  sido  encomendada  es  laimé- 
nos  digna  de  vuestra  atención.  Por  eso,  me  correspondía  y  he 
aceptado  gustoso  el  primer  turno. 

Conste,  pues,  que  no  inauguramos  hoy,  sino  que  empeza- 
mos la  serie  de  trabajos  jurídicos  con  que  nuestra  Junta  direc- 
tiva quiere  contribuir  al  progreso  de  los  estudios  á  que  se  de- 
dica esta  Academia,  con  noble  y  útilísimo  propósito,  que  si  en 
la  noche  de  hoy  da  poco  fruto  por  la  insuficiencia  del  confe- 
renciante, lo  dará  abundantísimo  en  las  conferencias  siguien- 
tes, encargadas  á  personas  de  mayor  saber  y  de  más  elocuen- 
te palabra. 

La  Junta  directiva  dejó  á  mi  elección  el  tema,  y  he  escogi- 
do el  anunciado  con  el  título  de  La^  Minas  y  él  Futro  ie  Viz- 
caya, tanto  por  que  lo  creo  interesante  y  de  alguna  novedad, 
I      -  -  1        .  -..  ■ . —  _ .  _. — — . — .  -■ 

(1)   'J^onferencia  pronunciada  en  la  Real  Academia  Matritense  de  Jurisprudencia 
j  Legislación  el  ao  de  Marzo  de  1882. 
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como  por  que  (lo  confieso  francamente),  me  exigía  meaos  tra- 
bajo que  otros  asuntos.  Hace  muy  poco  tiempo  que  intervine 
en  un  pleito  originado  por  la  duda  de  si  las  minas  situadas  en 
la  tierra  llana  de  Vizcaya  deben  ó  no  regirse  en  sus  trasmisio- 
nes por  el  Fuero  de  troncalidad.  Tuve  que  estudiar  entonces 
atentamente  esta  cuestión^  y  utilizo  el  resultado  de  aquel  es- 
tudio para  la  presente  conferencia. 

Hacía  muchos  años,  señores,  que  las  minas  de  Vizcaya  se 
compraban  y  vendían  y  se  heredaban  con  arreglo  á  la  legisla- 
ción general  de  España,  cuando  en  1872,  con  motivo  del  le- 
gado de  una  mina,  se  presentó  la  duda  de  sí  en  esas  trasmi- 
siones habían  6  no  de  observarse  la  leyes  ferales,  referentes  á 
la  enajenación  y  herencia  de  les  bienes  raíces. 

Consultóse  al  Sr.  Alonso  Martínez,  y  un  dictamen  formu- 
lado por  este  ilustre  jurisconsulto,  que  se  declaró  favorable  á  la 
opinión  de  que  las  minas  no  debían  regirse  por  el  Fuero,  puso 
término  amistoso  á  la  cuestión,  que  no  fué  sometida  á  la  deci- 
sión de  los  Tribunales. 

Algunos  años  después,  surgió  de  nuevo  la  duda,  con  moti- 
vo de  otro  legado  hecho  á  persona  que  no  era  pariente  consan- 
guíneo del  testador,  y  esta  vez,  de  la  duda  nació  un  pleito  que, 
en  recurso  de  casación,  ha  sido  fallado  hace  pocos  días  por  el 
Tribunal  Supremo.  La  doctrina  en  que  se  funda  este  fallo,  con- 
forme en  lo  sustancial  con  la  opinión  emitida  por  el  Sr.  Alonso 
Martínez  en  1872,  declara  que  las  minas  no  pueden  ser  consi- 
deradas como  bienes  raíces  sujetos  al  Fuero  de  troncalidad,  j 
han  de  regirse  por  lo  tanto,  en  sus  trasmisiones,  por  la  legisla- 
ción general  española. 

La  resolución  del  Tribunal  Supremo  era  esperada  en  Vist- 
caya  con  grande  y  natural  interés,  por  las  consecuencias  que 
esa  resolución  había  de  producir  necesariamente  para  la  vida 
de  una  industria,  tan  extendida  en  aquella  comarca,  que  ya 
exporta  al  extraojero  anualmente  más  de  dos  gaillones  de  to- 
neladas de  mineral  de  hierro,  extrayendo  además  de  la  tierra 
cantidades  de  mucha  importancia,  que  consume  la  fabricación 
española.  Todo  el  mundo  comprendía  allí,  que  la  sujeción  de 
las  trasmisiones  del  dominio  minero  á  la  ley  foral  habla  de  can- 
sar necesariamente,  sino  la  muerte,  una  gran  decadencia  en 
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la  industria^  y,  por  est6  motivo,  el  fallo  del  Tribunal  ha  sido  re- 
cibido con  gran  aplauso  por  la  opinión  general  de  Vizcaya. 

Tres  puntos  necesito  examinar  en  esta  conferencia:  1.®  El 
fuero  de  troncalidad  y  los  bienes  á  que  se  aplica.  2^  La  propie- 
dad minera  en  sí  misma,  y  en  general,  como  dien  económico  y 
jurídico.  3^  La  propiedad  minera  en  su  relación  con  el  fuero 
vizcaíno. 

Según  el  Fuero,  en  su  título  xyii,  que  trata  de  las  vendidas 
é  ventas^  los  parientes  todos  del  vende  dor  tienen  una  acción 
6  derecho  de  tanteo  respecto  de  los  bienes  raíces,  ora  sean  de 
abolengo,  ora  sean  comprados. 

Para  que  puedn  ejercitarse  esta  acción  por  los  parientes, 
se  hacen  tres  llamamientos  en  domingos  consecutivos,  en  la 
Iglesia,  donde  está  la  heredad  ó  el  bien  raíz,  con  asistencia  de 
escribano  público,  al  tiempo  de  la  Misa  mayor  (1). 

El  derecho  de  tanteo  no  debe  confundirse  con  el  derecho 
llamado  de  troncalidad^  porque  aquél  p  ertenece,  como  he  di- 
cho, á  todos  los  parientes,  aun  á  aquéllos  que  son  de  otra  línea, 
«de  do  no  depende  6  proviene  la  heredad»,  y  estos  parientes, 
según  el  mismo  Fuero,  «son  habidos  por  extraños  en  cuanto  á 
la  troncalidad»  (2).  El  pariente  tronquero  debe  ser  preferido 
al  que  no  tiene  este  último  carácter^  cuando  ambos  concurran 
á  solicitar  una  raíz  vendida,  pero  todos  pueden  ejercitar  el  de- 
recho. 

En  las  herencias  es  donde  se  establece  realmente  la  tron- 
calidad. El  testador  es  libre  para  disponer  de  los  bienes 
muebles  á  su  voluntad,  pero  no  de  los  raíces.  Los  bienes  de 
esta  clase,  sitos  en  el  Infanzonado  se  hallan  hasta  cierto  punto 
vinculados  en  las  familias  de  donde  proceden,  por  las  leyes  de 
los  títulos  XX  y  XXI,  que  tratan  de  las  donaciones  y  de  los  tes- 
tamentos. 

Las  leyes  14  y  28  del  título  xx  declaran  que  son  herederos 
forzosos  de  todos  los  bienes  raíces:  1^  Los  descendientes.  2^ 
Los  ascendientes.  3^  En  general  todos  los  parientes  ó  profin* 
eos  tronqueros  dentro  del  cuarto  grado.  Determina  el  Fuero 


(1)    Ley  1%  titulo  iTU. 
|2)   Ley  8"«  titulo  xm. 
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de  este  modo  un  grupo,  por  decirlo  así,  de  parientes,  dentro 
del  cual  el  testador  tiene  que  elegir  forzosamente  su  heredero. 
Este  grupo  comprende  tres  categorías,  y  existiendo  parientes 
de  alguna  de  estas  categorías,  alguno  ó  algunos  de  ellos  han 
de  ser,  según  Fuero>  herederos  forzosos  y  pudiendo  no  obstante 
ser  elegido  un  pariente  más  remoto  con  preferencia  á  otro 
más  próximo  (1). 

Veamos  ahora  qué  es  lo^'qtie  ha  de  entenderse  por  bienes 
raíces.  No  hay  en  el  Fuero  una  definición  de  esta  clase  de 
bienes,  pero  en  algunas  leyes  se  aplica  la  denominación  de 
raices  expresamente  á  las  heredades  j  fábricas  (2),  no  habien- 
do encontrado  por  mi  parte  ningún  texto  en  el  Fuero,  del  que 
pueda  deducirse  que  al  hablar  de  raices  se  haya  pensado  en 
bienes  que  no  pertenezcan  concretamente  á  alguno  de  los  dos 
grupos  mencionados.  De  las  minas  nada  se  dice  que  permitm 
suponer  qué  los  autores  del  Fuero  las  consideraban  compren- 
didas en  la  raiz  troncal,  y  si  bien  en  algunas  leyes  se  habla 
de  la  vena  6  mineral  de  hierro  (como  en  la  ley  17,  tít.  1®  que 
prohibe  su  extracción  á  Reinos  extraños,  y  en  las  del  título 
xxviii),  claramente  se  observa  que  esta  vena  no  se  considera 
como  bien,  independiente  de  la  heredad ,  ni  constituye  lo  que 
se  llama  mina  en  los  sentidos  económico  y  jurídico  de  la  pa- 
labra.' 

Con  estas  indicaciones  podemos  pasar  al  examen  del  se» 
gundo  punto,  ó  sea  al  estudio  de  la  propiedad  minera,  en  sí 
misma,  como  preliminar  indispensable  para  resolver  sobre  las 
relaciones  de  esta  propiedad  con  elsistemajurídicodela  tron- 
calidad  de  Vizcaya. 

El  argumento  principal,  ó  más  bien  el  único  que  se  ha 
presentado  contra  la  doctrina  establecida  recientemente  por  el 
Tribunal  Supremo  se  reduce  al  siguiente  silogismo:  La  mina, 
por  la  legislación  general  española^  es  un  bien  inmueble.  Se- 
gún esa  misma  legislación  las  palabras  inmuebfe  y  raiz  tienen 
uña  significación  idéntica,  luego  la  mina  es  raíz,  y  por  ende 
es  un  bien  sujeto  á  las  reglas  de  la  troncalidad,  cuando  se 
halla  situada  en  la  tierra  llana  de  Vizcaya. 

(1)  Ley  ir  del  título  xx  y  10»  del  titulo  xxi. 

(2)  Ley  8*  del  titulo  xx  y  otras. 
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El  silogismo  parece  de  mucha  fuerza  á  primera  Tista,  pero 
analizándolo,  se  ve  que  tiene  poquísimo  yalor,  porque  ni  es 
<)ierto  que  la  mina  sea  un  bien  clasificado  expresa  y  definiti- 
vamente  como  inmueble  por  la  ley,  ni  puede  decirse  que  lo 
inmueble  es  idéntico  hoy  con  lo  rai^  en  el  .tecnicismo  de 
nuestro  derecho. 

Consideremos  ante  todo  lo  que  es  la  mina  en  el  orden  jurí- 
dico y  cuáles  son  sus  condiciones  físicas  y  económicas.  La 
mina  se  ha  definido  siempre,  como  conjunto  de  ciertas  sustan- 
cias, que  existen  en  el  seno  de  la  tierra  y  á  teces  en  la  super* 
ficie,  y  que  tienen  una  utilidad,  ó  sea  una  cualidad  natural  por 
la  que  pueden,  después  de  extraídas,  ser  empleadas,  ya  inme^ 
diatamente,  ya  después  de  una  ó  yarías  transformaciones,  para 
la  satisfacción  de  las  necesidades  del  hombre.  El  bien  minero 
está  constituido,  pues,  por  la  sustancia  misma  natural,  depoBi^ 
tada  é  incorporada  á  la  tierra,  y  sus  servicios  económicos  exU 
gen  la  previa  extracción  de  la  sustancia,  y  por  lo  tanto,  su 
movilización,  sin  lo  cual  no  es  el  mineral  susceptible  de  apli- 
cación alguna.  Origínase  el  valor  de  la  mina  de  la  posibilidad 
de  arrancar  el  mineral,  y  éste  no  tiene  aplicación  útil  hasta  que 
ha  sido  extraído,  en  cuyo  caso  no  cabe  duda  de  que  es  un  bien 
mueble. 

Basta  esta  sencilla  consideración  para  que  se  comprenda 
que  el  bien  minero  presenta  caracteres  especialísimos,  que  lo 
distinguen  radicalmente  de  los  demás,  y  no  permiten  que  desde 
luego,  y  por  su  sola  naturaleza,  se  le  coloque  entre  los  mueNes 
ni  entre  los  inmuebles;  tomando  estas  dos  palabras  en  su  sentí- 
do  natural  y  propio. 

Por  esta  causa,  los  jurisconsultos  están  divididos  en  el  mo- 
do de  clasificar  los  bienes  mineros  y  se  han  formulado  diversas 
opiniones,  según  el  aspecto  que  como  principal  se  ha  conside*- 
rado  en  la  mina.  Si  el  concepto  de  mina  se  aplicara,  no  á  la  SU8^ 
tancia  misma,  sino  á  la  caja  en  que  esa  sustancia  está  encer- 
rada, á  lo  que  se  llama  Ib,  pertenencia  minera  (es  decir,  un  vo- 
lumen de  ciertas  dimensiones,  dentro  del  cual  la  sustancia 
existe),  podría  la  mina  llamarse  bien  inmueble;  pero  sí  se  atien- 
de al  mineral,  y  se  recuerda  que  éste  y  solo  éste  constituya 
realmente  el  valor  del  bieny  la  denominación  de  inmueble  pa- 
recerá sin  duda  alguna  inadmisible. 
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En  mi.  sentir,  conforme  con  todas  las  legislaciones  moder- 
nas, la  mina  es  la  masa  de  mineral,  la  sustancia  encerrada  ei^ 
la  tierra  y  que  nada  vale  sino  se  extrae;  la  caja  ó  espacio  que 
la  contiene  no  es  más  que  una  condición,  que  podríamos  llamar 
geométrica,  de  la  mina;  condición  determinada,  al  individaalí- 
zarse  el  dien,  por  las  leyes  de  minería,  según  los  diversos  prin- 
cipios en  que  éstas  pueden  fundarse. 

Tal  como  se  presenta  la  mina  en  sus  condiciones  físicas^ 
ofrece  una  analogía  completa  á  inmediata  con  los  tesoros^  cons*- 
tituidos  también  por  objetos  ó  sustancias  útiles,  depositados 
en  el  seno  de  la  tierra,  que  pueden  tener  una  aplicación  j 
prestar  servicio,  mediante  la  operación  ó  acto  indispensable 
de  la  extracción  y  movilización. 

Las  teorías  de  la  propiedad  minera  explican  la  relación  ju- 
rídica que  se  crea  entre  el  hombre  y  estos  bienes,  de  varias 
maneras,  según  el  principio  de  que  parten.  Son  tres,  esencial- 
mente. 

La  primera  teoría  es  la  que  prevaleció  en  el  derecho  roma- 
no durantfe  la  república,  y  domina  hoy  en  Inglaterra;  consiste 
en  que  el  dueño  de  la  superficie  sea  dueño  también,  por  una 
especie  de  accesión,  de  todas  las  sustancias  que  hay  debajo  de 
esa  superficie  hasta  el  centro  de  la  tierra. 

La  segunda  teoría  es  la  de  la  regalia  minera,  que  data  de  la 
¿poca  de  los  Emperadores;  supónese  en  este  sistema  que  las^ 
minas  pertenecen  originariamente  al  Soberano  ó  al  Estado, 
quien  puede  explotarlas  directamente,  concederlas  6  enajenar- 
las á  los  particulares,  según  más  convenga  al  interés  co- 
níun. 

Por  último,  hay  un  tercer  principio  que,  en  mi  sentir,  es  el 
verdadero  y  científico,  por  el  cual,  las  sustancias  minerales^ 
mientras  no  están  descubiertas,  mientras  no  han  sido  objeto* 
de  la  actividad  humana,  no  son  de  nadie,  y  su  dominio  se  ad- 
quiere mediante  la  ocupación  y  el  trabajo;  siendo  propiedad, 
por  lo  tanto,  del  que  las  descubre  y  se  apodera  de  ellas,  y  no  te» 
niendo  el  Estado  en  este  punto  otra  misión  que  la  de  prestar 
las  condiciones  jurídicas  necesarias,  para  que  la  propiedad  mi- 
nera se  constituya  con  sus  naturales  y  especiales  caracteres,  y 
exista  y  sea  respetada  al  igual  de  todas  las  demás  propíe-^- 
dades* 


LAS  MINAS  Y  BL  FUERO  DE  VÍZCATA  457 

En  España,  como  en  casi  todos  los  pueblos  modernos  (ya 
lie  indicado  la  excepción  de  Inglaterra),  la  legislación  minera 
está  basada  en  el  segundo  principio  <5  sea  el  de  la  regalía,  aun- 
que dando  á  las  consecuencias  lógicas  de  este  principio^  según 
los  países*  más  ó  menos  extensión,  y  reconociendo  más  ó  me- 
nos para  la  constitución  de  la  propiedad  minera,  la  participa* 
cion  del  derecho  ya  del  dueño  superficiarío,  ya  del  primer  ocu* 
paute. 

Antes  del  año  1823,  las  minas  en  España  eran  propiedad 
del  Rey,  que  concedía  permisos  de  explotación,  tomando,  se* 
gun  las  épocas,  una  parte  mayor  6  menor  de  los  productos. 
Hasta  1825  rigieron  las  célebres  ordenanzas  de  22  de  Agosta 
de  1584,  con  algunas  modificaciones,  que  la  costumbre  y  le* 
yes  posteriores  causaron  en  ellas,  aunque  sin  variar  su  princi* 
pió  fundamental.  Este  se  conserva  en  el  decreto  de  1825  y  en 
las  leyes  siguientes  de  1849, 59y  68;  pero  la  idea  del  Rey  ó  del 
Soberano,  es  reemplazada  por  la  del  Estado,  y  la  concesión  del 
derecho  de  explotar  las  sustancias  al  particular  que  lo  solícita 
xon  las  condiciones  fijadas  por  las  leyes  y  reglamentos,  se  es* 
tablece  como  forzosa,  y  llega  á  constituir  una  propiedad  mine- 
ra de  carácter  privado,  sujeta  á  ciertas  limitaciones,  que  por 
el  decreto  de  30  de  Diciembre  de  4868  quedaron  reducidas  al 
pago  de  un  canon. 

Ahora  bien,  ¿cnál  es  el  alcance  de  esa  propiedad  minera^ 
según  nuestra  legislación?  ¿cuál  es  la  extensión  del  derecho 
del  concesionario  de  mina?  Por  lo  que  llevo  dicho,  se  com- 
prende desde  luego,  que  el  concesionario  no  ha  tenido  en  nin- 
guna época  de  nuestra  historia  el  dominio  de  lo  que  he  lia* 
mado  la  caja  de  la  mina.  El  derecho  del  propietario  minero 
hoy  es  perpetuo;  puede  trasmitirse  como  todos  los  derechos  y 
propiedades  civiles;  puede  conservarse,  desde  1868,  sin  hacer 
uso  de  él,  en  tanto  que  se  pague  el  canon  al  Estado;  pero  esen* 
cialmente  se  reduce  á  lB,faculúad  de  extraer  y  disfrutar  lá  sus^ 
tanda  mineral  comprendida  en  la  caja^  ó  en  la  figura  geomitri» 
^a  determinada  por  la  pertenencia.  Sobre  esa  caja  ó  espacio  no 
se  adquiere  por  la  concesión  verdadero  y  pleno  dominio,  y  al 
caducar  ésta  por  cualquiera  de  las  causas  establecidas  en  las 
leyes  de  minería,  la  caja  6  espacio  ha  vuelto  siempre  á  ser 

TOMO   LZ  58 
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terreno  franco,  para  nuevo  registro  y  concesión  por  el  Estado. 

Siendo  esto  así  y  reduciéndose  el  derecho  del  propietaria 
minero  á  la  extracción  y  disfrute  de  las  sustancias,  se  com- 
prende que,  á  pesar  de  la  inmovilidad  de  la  caja  ó  espacio  que 
«emprende  la  mina,  muchos  jurisiconsultos  notables,  extranje* 
ros  y  españoles,  hayan  opinado  que  estos  bienes  deben  clasi- 
ficarse entre  los  muebles.  Para  no  molestar  al  auditorio,  sólo 
haré  una  cita,  tomada  de  una  de  las  mayores  autoridades  con- 
temporáneas. Mr.  Laurent,  en  sus  Principios  de  derecho  dvilj 
al  ocuparse  en  este  punto,  dice  lo  que  voy  á  leeros: 

«Cuando  la  tierra  contiene  sustancias  minerales,  se  distin- 
)s>guen  en  ella  tres  clases  de  propiedad,  la  superficie,  la  mina  y 
»el  censo  minero;  corresponde  este  censo  al  dueño  del  suelo, 
»cuando  la  explotación  de  la  mina  se  concede  á  un  tercero,  y 
»es  mueble,  porque  consiste  en  una  prestación  de  cosa  mueble. 
»La  superficie  constituye  el  suelo,  que  es  esencialmente  in- 
»mueble.  La  Uy  de  21  de  Abril  de  1810  dice  que  también  la  mina 
»es  inmueble.  Pero  entre  el  suelo  y  la  mina,  hay  la  diferencia 
»de  que  la  segunda  se  compone  de  sustancias  que  por  si  misTnas 
»son  muebles,  y  que  están  destinadas  á  ser  movilizadas,  por  más 
»que  la  naturaleza  las  haya  incorporado  al  suelo.  En  este  sen- 
»tido  son  distintas  del  suelo  que  las  contieúe.  La  venta  del 
»saelo,  cuando  comprende  la  mina,  es  inmoviliaria,  aun  res* 
»pecto  de  ésta,  porque  entonces  se  la  considera  Qomo  formando. 
»cuerpo  con  el  suelo.  Pero  si  el  objeto  de  la  venta  ó  del  contrato, 
»es  el  derecho  de  explotar  la  mina,  la  mina  se  convierte  en  mué- 
»ble,  porque  se  la  considera  como  separada  del  suelo.» 

Veis,  por  esta  cita  de  Laurent,  que  la  ley  francesa  de  mi- 
nería coloca  á  las  minas  entre  los  bienes  inmuebles.  El  Código 
i^ivil  francés  no  las  comprende  en  su  clasificación  de  bienes,  y 
se  limita  á  decir  (arl,  552)  que  se  rigen  por  leyes  especiales. 
Los  mismo  podemos  observar  en  casi  todos  los  Códigos  moder- 
nos. En  el  proyecto  del  español,  publicado  por  el  Sr.  García 
Ooyena  en  i 852,  se  sigue  el  mismo  sistema;  nada  se  dice  de  las 
minas  en  la  clasificación  general  de  bienes,  y  se  coloca  la  pro^ 
piedad  y  uso  de  las  minas,  entre  los  bienes,  que  se  gobiernan  pwr 
leyes  y  reglamentos  especiales  (i) 

(1)    Artículo  S89. 
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.  El  proyecto  novísimo,  que  ha  de  BometerBe  may  pronto  á 
la  aprobación  del  Senado  (1),  enumera  las  minas  entre  1<mb  bie- 
nsB  inmuebles;  pero  estableciendo  también  qne  la  constitución 
de  su  propiedad,  y  la  extensión  de  los  derechos  mineros  se  re- 
girán por  la  ley  especial  de  minería  (2). 

Pnede  afirmarse  coa  plena  seguridad  que  hasta  el  dia  las 
minas  do  han  sido  claBÍficadaa  expresa  y  terminantemente 
como  iiefiet  inmueble*  eu  nuestro  derecho,  y  aunque  se  pro- 
vecta incluirlas  en  este  término  de  la  elasiñcaciou  general,  se 
las  considera  formando  un  grupo  aparte,  regido  por  leyes  se- 
paradas, como  sucede  en  la  legislación  de  casi  todos  los  pue- 
blos coutemporáneoB.  En  realidad,  se  da  la  consideración  de 
inmueble  á  la  mina,  por  obedecer  al  principio  de  que  toiat  la» 
cotas  susceptibles  de  apropiación  Be  han  de  comprender  en  la 
claaiñcacioo  general  que  divide  los  bienes  en  muebles  é  t«- 
nvellet-  El  legislador  se  ba  decidido  más  por  motivos  de  mé- 
todo y  de  analogía  que  de  fondo,  y  conociendo  el  carácter  sin- 
gular de  la  propiedad  minera,  la  separa  de  las  demás  inmedia- 
tttmeote  para  someterla  á  un  régimen  especial. 

Ninguna  de  nnestraB  leyes  de  minería  ha  dicho  que  la 
mina  fuera  un  bien  inmueble.  Por  primera  vez  se  biso  una  in- 
dicación sobre  esto  punto  en  la  Real  orden  de  22  de  Agoáto  de 
1851,  que  mandd  qne  la  mina  se  considerase  como  inmueble 
para  los  efectos  de  constituir  hipoteca.  Otra  Real  tírden  de  9 
de  Marzo  de  1853  hizo  análoga  declaración  para  los  efectos 
tributarios,  pero  esta  resolución  se  dejó  á  poco  sin  efecto,  y 
como  sabéis  perfectamente,  los  impnestos  mineros  son  hoy  to- 
davía especiales  y  distintos  de  los  que  pesan  sobre  la  propie- 
dad inmueble. 

De  modo  que  en  el  actual  estado  de  nuestro  derecho  civil, 
la  mina  está  aún  siu  clasificar,  porque  no  basta,  ¡para  impri- 
mirla el  sello  legal  de  inmueble,  la  circunstancia  de  ser  hipo- 
tocable,  supuesto  que  hay  bienes  muebles,  como  la  nave,  so- 
bre los  que  también  puede  constituirse  hipoteca.  Palta  por  lo 


(1)   Se  ha  preaentaflo  ya.  Ait.  33fl-  San  blsDea  InmuebleB 3"  Laicninc 

rM  j  eBcoríales,  mltntraa  lu  maíeria  perauneiea  unid*  al  yacimiento. 
tjtí  Art.  «2. 
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tanto  uno  de  los  términos  esenciales  del  silogismo,  planteada 
por  los  partidarios  de  la  aplicación  del  fuero  vizcaíno  á  la» 
trasmisiones  de  la  propiedad  minera. 

Pero,  concedamos  por  un  momento  que  la  mina  fuese  y  es- 
tuviese legalmente  clasificada  entre  los  bienes  inmuebles^  ¿po- 
dríamos por  eso  llamarla  raiz  en  buen  tecnicismo  jurídico?  En 
mi  concepto,  no,  y  así  lo  he  sostenido  en  el  pleito  de  que  an- 
tes hice  mención,  fundado  en  consideraciones  que  expondré 
muy  brevemente. 

Generalmente  se  entiende  que  es  lo  mismo  decir  lien  in* 
mueble  que  dien  raiz.  Nuestra  clasificación  de  bienes,  pura» 
mente  histórica,  es  muy  imperfecta,  y  presenta  gran  confu- 
sión; sobre  todo,  en  ella  no  se  han  tenido,  ni  se  podian  tener 
en  cuenta,  muchos  elementos  y  condiciones  que  han  ido  sur- 
giendo de  la  evolución  progresiva  de  las  relaciones  jurídicas 
y  económicas.  La  imperfección  dé  las  clasificaciones  tras- 
ciende siempre  al  lenguaje,  pero  en  éste  se  siente  además  di- 
rectamente el  influjo  de  las  ideas,  que  se  anticipan  á  las  leyes» 
Por  eso,  el  lenguaje  jurídico  no  guarda  siempre  una  rigorosa 
correlación  con  los  textos  legales,  y  la  necesidad  de  expresar 
cosas  y  relaciones  nuevas,  no  admitidas  ni  encasilladas  aún, 
digámoslo  así,  en  las  fórmulas  de  la  ley  positiva,  pero  que  tie- 
nen existencia  real  en  la  vida  de  la  sociedad,  obliga,  ya  al  em- 
pleo dé  nuevos  vocablos,  ya  al  cambio  de  significación  de  lo» 
antiguos  y  usados,  que  no  representan  lo  que  antes  represen- 
taban. 

Podría  presentar  muchos  ejemplos  de  estas  trasformacio- 
nes  y  evoluciones  del  lenguaje  jurídico,  que  se  anticipan  á  la» 
reformas  de  las  leyes,  y  que  antes  <le  ser  por  las  leyes  sancio- 
iiadas,  se  deben  tener  y  se  tienen  en  cuenta  por  la  jurispru- 
dencia. Ck)ncretándome  al  tema,  sostengo  que  hoy,  no  se  pue- 
den emplear  indiferentemente  en  el  derecho  las  palabras  í»- 
Mueble  y  raiz.  Creo  que  estas  palabras  corresponden  á  concep- 
tos distintos,  y  esta  distinción  no  és  sólo  una  idea  mia  (que 
valdría  poco  si  lo  fuera),  ni  soy  yo  el  primero  que  la  expre- 
se. Hoy  la  denominación  de  inmuebles  tiene  un  carácter  ge- 
nérico, y  comprende  todos  los  bienes  que  no  pueden  moverse,, 
siendo  los  raices  meramente  un  subgrupo,  una  especie  del  gé- 
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Tiero  iDmnflble.  Todo  r  aiz  ee  minneble,  pero  no  todos  los  bie- 
nes que  podemos  llamar iDmuebleBfion  raíces. 

Esta  distincioD  se  ha  hecho  ya  ea  libros  de  mucha  autori- 
dad, como  el  diccioDario  de  Eacriche,  la  Enciclopedia  de  Ar- 
razola,  las  Concordancias  del  Código  civil  eapaSol  de  García 
Goyenay  otros. 

Ed  la  Enciclopedia  de  Arrasóla,  al  explicar  loa  bienes  raí- 
ces, se  dice:  «Palabras  que  tienen  frecuente  uso  en  la  jurispru- 
vdencia,  en  la  legislación  y  áan  en  la  caria,  para  significar 
»aquella  clase  de  bienes  corporales  é  inmuebles  que  consisten 
a^afnndoí  ó  fincas  r&sHcas.  No  basta,  para  que  loa  bienes  se 
nllamen  raices,  que  puedan  tocarse  y  verse,  ni  que  no  pwedait 
amoverse.  Una  casa,  po^ejempto,  no  es  bien  raíz;  los  campos, 
»las  heredades,  todas  las  ñncas  rústicas,  ea  ñn,  son  las  que 
stienen,  propiamente  hablando,  esta  deoominacion.» 

£1  Sr.  Garcfa  Goyena  extiende  nn  poco  más  la  acepción  do 
rai2,  pero  también  hace  de  ellauna  especie  de  lo  inmveilí,  ani 
confundirla  con  el  género.  El  art.  380  del  Proyecto  de  Código 
dice:  «Son  bienes  inmuebles:  1°  Las  tierras  y  edificios.  2°  Las 
plantas  y  árboles  mientras  estuviesen  oiiidss  á  la  tierra,  etcé- 
tera, etc.»,  y  sigue  la  enumeración,  que  comprendo  otros  va- 
rios términos.  El  comentador  pone  al  primero  la  uota  siguien- 
te: «Estos  (las  tierras  y  edificios)  son  inmuebles  por  su  misma 
«naturaleza,  y  pueden  llamarse  con  toda  propiedad-  raices.» 

Creo  innecesario  molestaros  coa  más  citas.  Las  anteriorea 
bastan  para  mí  tesis.  La  caltñcacion  de  raís  no  puede  apli- 
carse, sin  grave  incorrección  de  lenguaje,  á  todos  los  bienea 
inmuebles,  y  sólo  es  propia  para  algunos  de  ellos,  eutre  los 
cuales  no  se  comprenden  ni  pueden  comprenderse  ]as  minas. 

Veamos,  en  efecto,  cuál  es  el  verdadero  concepto  de  raiz. 
Yo  entiendo  qae  sólo  se  puede  decir  que  un  bien  es  raís, 
cuando  hay  en  él  algo  que  se  desarrolla,  como  la  semilla  de  la 
planta,  y  una  virtualidad  6  energía  interior  permanente,  capaz 
de  dar  periódicos  frutos. 

Esto  sucede  natural  y  claramente  en  las  propiedades  agrí- 
colas; esto  por  analogía  se  puede  decir  que  sucede  en  las  cons- 
trucciones ó  edificios,  cuyo  fruto  se  presenta  en  forma  de  reu- 
ta;  pero  esto  no  sucede  en  muchos  de  los  bienes  llamados  iu- 
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muebles,  y  no  sucede  precisamente ^n  }as  minas  de  que  aquí 
tratamos. 

La  mina,  que  es,  como  liamos  visto,  un  depósito  de  sustan» 
€ia  inerte,  que  cuando  la  arrancan  se  convierte  en  bien  mue- 
ble, y  que  no  se  reproduce  despnes  de  arrancada,  claro  está 
que  no  ^9,  fruto.  El  mineral  no  es  el  fruto  del  bien\  es  el  bien 
mismo.  Extraido  el  mineral^  no  queda  nada,  porque  no  hay 
en  la  caja  ó  pertenencia  fuerza?  iBtokfca  que  imrBiiiaa  la  tt^ 
producción.  Es  verdad  qué  en  algunas  leyes  romanas  se  consi- 
siderd  el  producto  de  las  minas  como  fruto\  pero  esta  aprcia- 
cion  procedia  del  error  fundamental  de  creer  que  la  sustancia 
de  las  minas  y  canteras  se  renovaba  periódicamente;  error 
que  me  parece  innecesario  refutar  |nte  tan  ilustrado  audi* 
torio. 

Hoy  no  es  posible  sostener  que  el  miMral  qs  fruto  del  bien 
minero.  Por  eso  el  Tribunal  Supremo,  en  una  sentencia  de 
Mayo  de  1879,'  declaró  que  las  minas  no  son  susceptibles  de 
iMufructOj  y  en  el  novísimo  proyecto  de  Código  civil  se  fijan 
reglas  especiales  para  el  usufructo  legal  de  las  minas. 

Resulta  de  las  consideraciones  anteriores,  que  no  amplío 
para  no  dar  excesiva  extensión  á  la  conferencia,  que  la  propie- 
dad minera  por  su  origen,  por  su  constitución,  por  sus  condicio- 
nes internas  tiene  caracteres  especialísimos^  que  la  diferencian 
de  la  generalidad  de  los  llamados  inmuebles^  y  muy  particular- 
mente de  los  raizes.  Resalta  que  nuestra  legislación  no  ha  he- 
cho todavía  de  las  minas  una  clasificación  definitiva,  ni  las  ha 
colocado  expresamente  en  ninguno  de  los  grandes  grupos  de 
inmuebles  y  muebles,  habiéndose  limitado  á  considerarlas  por 
analogía  con  el  primer  carácter,  para  el  único  efecto  de  la  hi- 
]H)teca.  Resulta,  por  último,  que  no  pueden  ser  las  minas  cali* 
ficadas  de  bienes  raices  en  un  buen  tecnieísimo  jurídico,  y  que 
carece  de  fundamento  legal  y  racional  la  pretensión  de  que  se 
apliquen  por  necesidad  á  las  minas,  las  reglas  que  para  los  bie- 
nes llamados  propiamente  raices  fija  nnestro  derecho. 

Creo  que  podemos  ya  entrar  en  el  tercer  punto  que  consti- 
tuye el  objeta  del  tema,  y  es  la  relación  de  la  propiedad  mi- 
nera con  el  Fuero  de  Vizcaya. 

Ta  hemos  visto,  que  de  la  troncalidad  están  excluidos  los 
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bieneBMW¿¿w,y  qnesiíIoseBujetau  á  las  reetricciones  del  Fae- 
ro,  los  que  este  llama  ratees.  Hemos  visto,  qu¿  el  Fuero,  cuan- 
do hablft  de  los  bieDea  raices,  no  menciona  nunca  más  que  las 
heredaies  y/dirieat,  y  que  no  hace  una  sdla  referencia  á  las 
minas,  ^o  pensaron  ni  pudieron  loa  autores  del  Fuero  pen- 
sar en  esta  clase  de  bienes  al  fundar  la  troncalidad,  por  muchas 
razones,  algunas  ya  expuestas  en  lo  que  precede,  y  otras  que 
Toy  brevemente  &  indicar.  ¿OSmo  había  de  pensarse  al  tiempo 
de  la  formación  del  Fuero,  en  lo  que  hoy  llamamos  y  entende- 
mos por  mna,  cuando  no  existía  en  aquéllos  tiempos?  Ya  he 
dicho  que  las  sustancias  minerales  fueron  siempre  en  Fspaña 
propiedad  del  Soberano  <5  del  Estado,  y  que  hastji  época  muy 
moderna  y  muy  posterior  al  Fuero  no  ha  habido  realmente 
propiedad  minera. 

Es  además  cosa  sabida  que  la  regaifa  minera  se  extendi<í 
siempre  al  territorio  de  Vizcaya.  Para  el  régimen  de  las  sus- 
tancias minerales  no  habia  ni  hubo  nunca  escepcion  foral,  y 
la  aiitoridad  del  Rey  disponía  del  subsuelo  vizcaíno,  como  del 
subsuelo  de  todas  las  demás  regiones  de  España. 

Son  muy  numerosos  los  documentos  qae  se  conservan  de 
casos  en  que  el  Rey  daba  permiso  á  castellanos,  en  la  misma 
época  en  que  se  formaba  el  fuero,  para  ir  á  explotar  sustancias 
minerales  en  el  Infiínzonado.  Rigió  siempre  en  éste  la  legisla- 
ción general  de  España  para  las  cuestiones  de  mi^a^,  j  leyes 
de  Vizcaya  fueron  la  do  li  59  y  las  Ordenanzas  de  1584,  como 
lo  han  sido  el  decreto  de  1825  y  todas  las  leyes  y  reglamen- 
tos mineros  posteriores,  hasta  los  vigentes  inclusive.  Constita- 
yó  una  excepción  del  rdgimen  de  los  minerales  en  Vizcaya 
como  en  toda  España,  Umau,  6  mineral  de  hierro,  hasta  1825, 
en  que  ces<5  su  libre  aprovecbamientc  por  los  dueños  de  la  su- 
perficie ó  suelo.  En  lo  relativo  á  propiedad  minera  no  se  hall» 
pues  en  la  historia,  ni  en  lalegtalacion,  nada  foral,  nada  espe- 
cial que  distinga  á  Vizcaya  de  Castilla. 

Ahora  bien;  siendo  esto  cierto;  habiéndose  formado  el  fue- 
ro, cuando  el  bien  mina  (tal  como  está  hoy  coostitnido  econó- 
mica y  jurídicamente)  no  existia;  habiendo  regido  siempre  en 
Vizcaya  el  principio  de  la  regalía  minera,  con  sus  varios  y  su- 
cesivos Cfuractéres  y  modificaciones,  de  modo  que  no  puede  en  - 
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coutrarse en  ninguna  época  diferencia  ni  excepción  éntrela 
legislación  general  y  la  foral,  ¿cómo  puede  sostenerse  que  hoy, 
después  de  tantos  siglos^  cuando  la  troncalidad  ya  cayendo  en 
•desuso  dentro  de  Vizcaya  para  toda  clase  de  bienes  délos  pro¿ 
píamente  llamados  raices^  hayan  de  regirse  las  trasmisiones 
mineras  por  las  reglas  del  fuero?  . 

£1  hecho  de  que  el  fuero  va  cayendo  en  desuso,  de  que  en 
la  misma  provincia  de  Vizcaya  se  va  considerando  la  troncali- 
dad como  cosa  poco  compatible  con  el  modo  de  ser  y  con  las 
relaciones  jurídicas  de  nuestro  tiempo,  es  de  todo  punto  inda- 
dable.  Gertiñcaciones  expedidas  por  notarios  de  Vizcaya  dan 
á  conocer  que  en  un  período  de  muchos  años,  de  600  ventas 
de  bienes  raices^  sólo  en  15  casos  se  habían  cumplido  los  pre- 
ceptos del  fuero,  y  aun  de  esos  15  casos  nir^guíiio  era  de  minas, 
y  sólo  dos  ó  tres  dieron  lugar  al  ejercicio  del  derecho  de  re- 
tracto. 

Respecto  de  las  minas  hay  más  que  el  desuso  progresivo 
del  fuero ;  hay  costumbre  y  consentimiento  general  para 
entender  que  la  troncalidad  no  rige  respecto  de  estos  bienes, 
€omo  lo  prueba  el  hecho  de  que  sólo  ha  llegado  al  Tribunal 
Supremo  un  caso  de  duda  en  los  últimos  50  años. 

Agrégase  á  las  observaciones  anteriores  otra  muy  impor- 
tante. Las  legislaciones  ferales  tienen  una  condición,  sobre  la 
que  hay  jurisprudencia  repetida  del  Tribunal  Supremo.  Gomo 
leyes  de  excepción  han  de  interpretarse  siempre  de  un  modo 
restrictivo,  esto  es,  que  no  puede  el  precepto  legal  ampliarse 
más  allá  de  lo  que  el  texto  dice  y  expresa  taxativamente.  Siem'- 
pre  que  haya  duda  sobre  el  verdadero  alcance  del  precepto 
debe  el  caso  resolverse  por  la  legislación  general.  Y  esto  no  es 
sólo  jurisprudencia,  es  ley  del  mismo  fuero,  que  en  .su  último 
título  establece  que  los  casos  que  por  el  Fuero  «no  se  pudiesen 
^determinar,  se  determinen  por  las  leyes  del  Reino.» 

Otras muchasconsideraciones, así  de  derecho  foral,  como  del 
general,  podría  someteros  todavía  en  apoyo  de  mi  tesis,  pero  pa- 
réceme  que  os  he  molestado  ya  demasiado,  y  entiendo  además 
que  lo  dicho  basta  para  demostrar  que  el  Fuero  vizcaíno  no 
puede  aplicarse  á  las  trasmisiones  de  la  propiedad  minera,  y 
que  el  Tribunal  Supremo,  al  declarar  en  la  sentencia  del  pleito 
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Á  qne  he  aludido,  que  los  preceptos  del  fuero  <no  ftlc&Dzan  ftt 
iu&suelo,»  esto  es,  á  las  mintu  de  la  tierra  llaoa  de  Vizcaya, 
ha  dado  al  conflicts  jurídico  la  solución  que  aconsejaban  de 
consano  la  razón,  la  jasticía  y  la  legalidad. 

Resumirá  en  pocas  frases  esta  Iarg:a  y  desaliñada  explica- 
ción. Hemos  visto  que  la  mina  como  6ien  físico,  es  nn  depósito 
de  snstancias  incorporadas  á  la  tierra,  que  de  nada  sirven  y 
aada  valen,  si  no  se  estraen  y  movilizan;  hemos  visto  que 
por  nuestras  leyes,  esas  sustancias  son  y  han  sido  siempre  ori- 
^inariamente  del  Soberano  (S  del  Estado,  qne  concede  ¿los 
particulares  bajo  ciertas  reg'las  el  derecho  de  estraccion  y  ex- 
plotación; hemos  visto  qne  la  relación  jurídica,  la  relación  de 
verdadera  propiedad,  que  se  crea  por  la  concesión  administra- 
tiva entre  el  particular  y  esas  sustancias,  no  comprende  el  ple- 
no dominio  sobre  la  caja  ó  espacio  geométrico  donde  la  sastan- 
cia  mineral  está  encerrada,  y  se  limita  á  la  facultad  de  extraer 
y  de  disponer  del  mineral. 

Hemos  visto  también  que  las  minas  no  han  sido  hasta  aquí 
ciastllcadas  por  nuestra  legislación  de  una  manera  expresa,  ni 
«ntre  los  bienes  muebles,  ni  entre  loe  inmuebles,  y  que  por  8U 
iiatnraleza  más  bien  debieran  comprenderse  entre  los  primeros 
que  en  los  segundos,  según  opinión  de  machos  y  distinguidos 
Jurisconsultos;  sin  que  obáte  para  esta  clasiíicacion  la  circoos- 
taucia  de  ser  la  mima  objeto  hipotecable,  supuesto  que  es  hipo- 
t«cable  ^m  bien  tan  mueble  comfl  la  nave;  á  lo  cual  debe  agre- 
garse, que  las  mints,  sólo  eu  determinados  casos  y  dentro  de 
ciertos  límites  pueden  realmente  ofrecer  la  garantía  hipoteca- 
ria, porque  su  sustancia  y  el  valor  de  la  hipoteca  van  disminu- 
yendo por  el  nao  mismo  del  iien. 

Hemos  visto,  qne  aun  cuando  la  propiedad  minera  hubiera 
estado  clasíñcada  por  nuestro  derecho  entre  los  inmuebles,  no 
seria  bastante  para  que  ae  considerasen  aplicables  á  las  minas 
los  preceptos  legales,  relativos  á  los  bienes  propiamente  lla- 
mados raices  que  no  son  todos  los  inmuebles  en  el  estado  ac- 
tual de  nuestro  tecnicismo  jurídico. 

Hemos  visto,  que  la  legislación  minera  de  España  (por  I:i 
que  siempre  se  ha  distinguido  de  la  propiedad  la  superñcie  de 
la  de  las  sustancias  minerales,  ó  como  ahora  se  dice,  la  propic- 
TOMO  LI  19 
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d&d  del  subsuelo  de  la  del  suelo ^  reservando  la  primera  al  So-- 
berano  ó  al  (¡atado),  ha  sido  constantemente  legislación  de. 
Vizcaya,  donde  ha  regido  en  todas  IsIs  épocas  de  la  historia  pá* 
tria,  al  igual  que  en  las  demás  regiones  6  provincias  españolas^ 

Hemos  visto/  que  lo  que  hoy  llamamos  minay  que  la  propio- 
dad  minera,  tal  como  se  halla  constituida  por  las  leyes  espe- 
ciales del  presente  siglo,  no  ha  tenido  real  y  verdadera  existen- 
cia hasta  1825,  siendo  desconocida  en  la  época  de  la  formacioi^ 
del  Fuero,  que  no  hace  mención  de  ella  en  ninguna  de  su» 
leyes. 

Hemos  visto  que  la  troncalidad,  según  el  Fuero,  interpreta* 
do  como  debe  interpretarse  toda  legislación  excepcional,  li- 
mitativa de  la  libertad  del  propietario,  sólo  puede  regir  para 
los  bienes  que  en  el  mismo  Fuero  se  expresan  como  raices^  los- 
cuales  son  únicamente  entre  las  heredades  y  fábricas. 

Hemos  visto,  por  último,  que  la  troncalidad  vizcaína,  ré» 
gimen  explicable  y  tal  vez  conveniente  en  otros  tiempos,  pero 
incompatible  con  los  principios  jurídicos  y  económicos  de  las 
sociedades  modernas,  va  por  la  fuerza  misma  de  la  evolución 
civilizadora  cayendo  en  desuso  y  en  olvido  en  Vizcaya,  áua 
para  aquéllos  bienes,  que  sih  duda  alguna  declara  troncales  el 
Fuero. 

Con  estos  antecedentes  la  solución  del  tema  de  esta  confe-^ 
renciase  impone  á  larazon  con  fuerza  irresistible.  La  propiedad 
y  la  industria  mineras  no  están  sujetas  á  los  moldes  caducos 
de  la  troncalidad.  El  propietario  vizcaíno  puede  disponer  de 
sus  bienes  mineros  sitos  en  la  tierra  llana,  vendiéndolos,  do* 
nándolos  ó  legándolos,  con  arreglo  á  la  legislación  general  de 
España. 

GaBBIGL  RODRiaUEZ. 


CONSULTA. 


Pago  de  costas  por  el  litigante  rebelde. 

En  oQ  juicio  ordiaario  sobre  la  pertenencia  de  ana  cosa, 
int'trpDeBtttJa  demanda  contra  varios,  algunoB  la  contestaron 
y  contianaron  defendiéndose  hasta  el  fín  del  jaicio;  otros  no 
lo  verificaron,  se  les  declaró  rebeldes  &  instancia  de!  deman- 
dante y  fueroi^notifícados  en  persona.  Tramitado  en  forma 
diúho  juicio  se  dictd  sentencia,  estimando  la  demanda  y  ha- 
ciendo la  signiente  declaración  respecto  de  costas.  «No  hago 
condena  de  costas,  sino  qoe  cada  parte  pague  las  por  sf  causa- 
das y  las  comunes  por  mitad,  etc.»  Practicada  la  tasación  y 
dada  vista  á  las  partes,  la  del  demandante  solicitó  reforma  con- 
sistente en  que  debian  considerarse  de  los  rebeldes  las  ocaeio- 
^nadas  en  el  juicio  por  bu  estado  de  contumacia  y  la  parte  de 
comunes  correspondientes.  El  Juzgado,  fundándose  en  que 
no  había  hecho  declaración  eo  la  sentencia  sobre  aquellos  ex- 
tremos y  que,  por  consiguiente,  se  trataba  de  un  caso  omiso, 
no  juzgado,  dictó  auto  y  dispuso:  «No  ha  lugar  á  proveer  so- 
mbre aprobar  ó  no  la  tasación  de  costas  hechast  que  de  ello  y 
»demás  particulares  á  la  misma  referentes,  ae  diera  testimonio 
»al  demandante  si  lo  deseaba  para  entablar  alguna  reclania- 
»cion  en  el  correspondiente  Juicio.» 

Se  pregunta,  ¿sería  viable  la  demanda  interpuesta  contra 
los  rebeldes  para  cobrar  las  costas  que  ocasionó  su  condición 
de  tales,  y  la  parte  de  comunes  que  les  corresponda? 

CoNTRSTACiotf . — Eljuício  08  coosidcrado  como  u n  cuasi  con- 
trato, y  de  aquí  que  sea  fuente  de  obligaciones  unas  veces 
para  los  litigantes  y  otras  para  aquellos  que,  si  bien  no  litiga- 
ron, tienen  interés  en  el  resultado,  yates  favorezca  ó  lea  per- 
judique; por  consigniente,  la  primera  cuestión  que  se  ofrece  es 
esta;  ¿los  rebeldes  que  fneron  notificados  en  persona  y  dejaron 
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de  comparecer  al  juicio,  debea  ser  considerados  litigantes  6 
no?  Si  no  tienen  tal  consideración,  ¿habrán  de  adquirir  respon-* 
sabilidades  provenientes  de  costas  causadas  en  el  litigio  á  con- 
secuencia de  su  estado  de  rebeldía?  La  contestación  á  estas 
preguntas  tiene  que  ser  afirmativa.  El  litigante  rebelde  noti- 
ficado en  persona,  sí  se  muestra  omiso  al  contestar,  no  por  eso 
pierde  la  condición  de  litigante:  Con  efecto;  1**  Es  un  principio 
de  derecho  qae  <ínaiie  puede  ser  condenado  sin  haber  sido  dntes 
oido  y  vencido  enjuicio:»  sucede,  no  pocas  veces,  que  se  dictan 
sentencias  condenatorias  contra  rebeldes  (jurídicamente  ha- 
blando); fuego  los  rebeldes  en  esas  veces  fueron  oidos  y  ven- 
cidos enjuicio.  Ahora  bien;  en  los  juicios  se  oye  sólo  á  los  li- 
tigantes, luego  los  rebeldes  son  litigantes.  2^  El  tít.  4®  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  lib.  2®,  llevíipor  epígrafe 
«Juicios  de  rebeldía;»  es  asi  que  eljuicio  no  es  otra  cosa  qne 
contienda  entre  partes^  luego  existen  contiendas  entre  partes 
rebeldes.  Partes  que  contienden  en  los  juicios  civiles  lo  son  los 
litigantes;  los  rebeldes  son  partes  contendientes,  luego  los  re- 
beldes son  litigantes.  3^  La  verdadera  propiedad  en  el  lengua- 
je jurídico  se  encuentra  en  el  usado  por  el  legislador,  «Sste 
llama  á  los  rebeldes  litigantes  (artícutos  766,  771  y  otros  de  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil),  luego  son  litigantes.  Ahora  bien^ 
admitiendo  estas  ^conclusiones  y  concretándonos  al  caso  de  la 
consulta,  tendríamos  que,  sino  hubo  condenación  expresa  de 
costas,  los  litigantes  deben  pagar  las  causadas  á  su  instancia 
cada  uno  y  las  comunes  proporcionalmente,  ya  porque  así  la 
dispuso  la  sentencia  (aunque  diga  por  mitad),  ya  porque  es  un 
principio  general  en  materia  de  procedimientos  esa  fórmula 
de  condenación,  tanto  que  si  un  fallo  no  hace  expresa  conde- 
na de  costas,  aunque  no  diga  sobre  esto  cosa  alguna,  se  en- 
tienden impuestas  las  causadas  por  cada  parte  á  ésta  y  las  co- 
munes proporcionalmente.  Por  consiguiente,  los  rebeldes  no- 
tificados en  persona  deben  pagar,  ya  por  virtud  de  la  senten  - 
cia,  ya  por  el  citado  principio  jurídico,  las  costas  causadas  á 
su  instancia,  y  parte  de  las  comunes,  entendiéndose  por  cos- 
ta^ causadas  á  su  instancia  aquellos  gastos  que  han  motinada 
cada  uno  en  el  juicio  particularmente,  y  en  este  caso  se  hallan 
para  los  rebeldes  el  despacho  haciéndoles  saber  la  rebeldía, 
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nottfícftcionea  en  estrados,  inBercioii  de  la  sentencia  en  el  Bo- 
UUn,  derechos  del  Procarador  y  Actoario  en  esos  trámites, 
papel  inTertido,  etc.  Empero  se  dirá  que  el  auto  del  Juzgado 
declaró  que  era  nn  caso  omiso,  no  juzgado  y,  por  lo  tanto  coa- 
sentido  por  las  partes,  es  Srme.  Completamente  coaforme, 
pero  porque  se  trata  de  un  caso  omiso  sobre  cuyo  pronuncia- 
miento no  Be  halló  en  escrito  pidiendo  aclaración  de  sentencia, 
liabri  necesidad  de  obtener  otro  ^lo,  fin  de  nn  noevo  juicio. 
La  sentencia  ni  dijo  que  si  ni  que  nb;-por  consiguiente  ni  fa- 
Torece  ni  perjudica  áan  dándola  por  firme.  Es  más;  la  sentea- 
cia  siendo  firme  es  cosa  juzgada  y  resjudicata  pro  teritate  ia- 
betw,  luego  á  sensu  contrario,  la  cosa  no  juzgada  no  se  tiene 
por  verdad  (tratándose  de  los  extremos  de  na  pleito).  Por  otra 
jiarte,  si  la  sentencia  firme  tiene  fuerza  de  Ley  para  los  liti- 
gantes, y  en  casos  omisos  debe  buscarse  la  razón  de  éstas  en 
otros  análogos,  siendo  en  el  caso  de  falta  de  condenación  es- 
presa de  coBtas,  oblif^cion  del  litigante  pagar  las  costas  cau- 
sadas á  sn  instancia  y  las  comunes  por  mitad,  la  analogía  para 
el  caso  de  la  consulta,  es  manifiesta.  Empero,  proscindiendo 
do  estas  coueide raciones  y  contestando  á  la  segunda  pregunta 
formulada,  diremos  que  el  litigante  rebelde,  sino  por  au  consi- 
deración de  litigante,  por  su  sola  contumacia,  es  responsable 
á  las  costas  que  motivó  y  á  la  parto  de  cómanos.  Con  efecto, 
fla  estado  de  rebeldía  fué  voluntario  y  concurre  el  couaenti- 
miento  tácito  en  la  tramitación  del  juicio  según  el  principio 
absoluto  de  justicia,  «que  el  que  quiere  el  antecedente  quiere 
el  consiguiente.»  Es  más;  á  consecuencia  de  la  rebeldía  se  lian 
cansado  gastos  y  desembolsos  al  colitigante,  y  pueden  aplicar- 
se las  reglas  10,  18,  21  y  22  del  tft.  34,  Part.  7',  puesto  que 
daño  no  ea  otra  cosa  que  el  menoscabo  en  el  patrimonio  de  al- 
gnno  y  los  gastos  son  nn  daño;  el  rebelde  di<5  por  firme  lo  he- 
cho en  sn  nombre,  de  sn  parte  está  la  culpa  y  de  ésta  es  res- 
ponsable el  autor,  no  otra  persona  (íomo  el  que  haporjirme  lo 
que  ts fecho  ea  sn  nome,  es  tanto  como  si  lo  él  Retese.  «Como  la 
culpa  de  uno  no  debe  empecer  d  otro  que  non  haya  parte.»  Como 
filien  da  ocasión  por  dovenga  daño  á  otro,  el  mismo  es  visto  fa- 
eeUe.  Como  el  daño  que  home  recibe  por  suculpa,  lo  dthe  asi  im- 
pntar.)  Doctrina  reconocida  también  en  las  sentencias  del  Tri- 
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bunal  Sapremo  de  24  de  Abril  de  1863  y  3  de  Febrero  de  1866 
qu€)  resolvieron.  «Qae  quien  por  cnlpa  de  otro  sa&e  daño  en 
;>su  patrimonio  sin  razón  legal,  tiene  el  íncnestionable  dere- 
»cho  á  ser  indemnizado  por  el  qne  lo  cansó.» 

Para  terminar.  Estimada  lademanda,  se  demuestra  qne  el 
demandante  tuvo  razón  sobrada  para  litigar,  y  por  consiguien- 
te que  el  demandado  rebelde  debió  allanarse  á  ella  y  no  mos*" 
trarse  contumaz,  por  coya  razón  debe  pagar  costas,  pnes  que, 
en  otro  caso,  nn  demandado  sin  razón  para  litigar,  jamás  se 
mostrará  parte,  y  el  demandante  tendria  necesidad  de  hacer 
desembolsos  sopérflaos  y  motivados  por  la  mala  fé  de  sn  con- 
trario; tanto  es  así  que  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  para 
procurar  garantía  al  resarcimiento  de  esos  perjuicios,  permite 
en  el  tít.  4®,  libro  2^,  el  embargo  de  bienes  hasta  cubrir  la  can- 
tidad objeto  del  juicio,  y  objeto  de  un  juicio  son  también  las 
costas. 

.    CONTESTACIÓN. 

No  podemos  aceptar  la  solución  que  da  el  suscritor  á  la  con- 
sulta, ni  estamos  conformes  con  la  doctrina  que  en  defensa  de 
esa  solución  expone  en  su  dictamen. 

Partiendo  del  principio  evidentemente  cierto  de  que  el  liti- 
gante rebelde  es  litigante,  y  por  esta  razón  se  hacen  las  no- 
tificaciones en  los  estrados  del  Tribunal,  que  la  ley  supone 
que  representan  al  reo  que  no  comparece  personalmente,  sien- 
do parte  en  el  juicio  por  virtud  de  esa  ficción  legal,  que  aun 
estimada  la  demanda  y  condenándole  en  aquello  que  fué  obje- 
to del  litigio,  no  se  deduce  de  todo  esto,  como  equivocadamen- 
te supone  el  suscritor,  que  el  rebelde  haya  de  pagar  costas  que 
él  no  ha  causado,  y  en  las  cuales  no  ha  sido  condenado  por  el 
Tribunal  sentenciador. 

Regla  general  de  nuestro  Enjuiciamiento  civil,  pudiéramos 
decir  que  la  base  en  cuanto^ al  pago  de  costas  de  un  juicio  es 
que  todos  los  gastos  que  origina  la  práctica  de  una  diligencia 
judicial  son  de  cuenta  de  la  parte  que  la  solicita,  en  tanto  que 
no  se  determine  por  la  sentencia  definitiva  la  persona  que 
deba  pagarlos;  es  decir,  que  cada  parte  abona  los  gastos  que 
hace  en  el  juicio,  y  los  que  podemos  llamar  comunes,  porque 
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Be  originan  por  el  hecho  de  la  contienda  judicial  y  son  conse- 
cuencia de  la  tramitación  indispensable  en  el  juicio,  estos  son 
de  cuenta  de  las  dos  partes  por  mitad,  y  sdlo  en  el  caso  de  ex  - 
presa  condenación  de  costas  deja  de  tener  aplicación  esta  re- 
^la.  Pues  bien;  en  el  juicio  ordinario  á  que  se  refiere  la  con- 
sulta no  hubo  tal  condenación  expresa  de  costas;  más  aún,  sin 
i]ue  fuera  necesario,  dado  el  momento  en  que  no  condenaba 
en  costas,  el  Juzgado  dijo;  «Que  cada  parte  pague  las  por  si 
-causadas  y  '.as  comunes  por  mitad;»  luego  la  cuestión  es  bien 
clara,  estd  resuelta,  y  se  necesita  haber  dado  á  las  palabras 
por  si  causadas  una  significación  que  no  tienen,  ona  interpre- 
tación que  no  ea  legal,  para  suponer  después  de  eso  que  el  li- 
tigante rebelde  ha  de  abonar  costas  causadas  por  bu  contrario. 
La  frase  que  se  causare  á  su  instancia  usada  por  la  ley  en 
■el  párrafo  5°  de  su  art.  5'  ó  la  deyor  si  causadas,  que  vemos 
copiada  eu  la  consulta  y  que  empleó  el  Juez  en  la  sentencia, 
no  quiere  decir  causadas  por  su  culpa,  que  es  el  significado  que 
jas  da  el  suscritor,  en  cuyo  error  funda  todo  su  argumento, 
'Sino  originadas  y  causadas  d  petición,  suya,  ó  en  virtud  de  lo 
que  la  parte  ha  solicitado,  y  es  indudable  que  las  notificacio- 
nes en  estrados  y  la  inserción  de  la  sentencia  en  loa  periódicos 
-oficíales,  etc.,  etc.,  no  son  diligencias  que  se  practiquen  Á  ins- 
tancia 6  por  virtud  de  petición  del  litigante  rebelde;  luego  no 
«on  de  su  cuenta  los  gastos  que  originan  esas  diligencias.  Que 
las  ha  motivado  la  declaración  de  rebeldía  no  cabe  dudarlo, 
jorque  á  haber  comparecido  el  demandado  en  el  juicio,  aque- 
llas diligencias  eran  innecesarias,  pero  algo  de  esto  ocurre  en 
todos  los  juicios;  sí  la  parte  demandada  en  un  pleito  y  que  ha 
sido  condenada  á  lo  que  el  contrario  pedia  no  se  hubiera  opues- 
to á  la  demanda,  sino  que  se  hubiera  allanado  á  ella,  no  ha- 
bría motivado  en  su  oposición  todos  los  gastos  consiguientea 
á  la  tramitación  de  un  juicio  más  ó  menos  largo,  y  sin  embar- 
go, en  tanto  que  no  se  hace  por  los  Tribunales  expresa  conde- 
nación de  costas,  no  paga  el  demandado  que  perdió  el  pleito 
más  gastos  que  los  causados  por  su  parte,  á  pesar  de  que,  na- 
turalmente, su  oposición  á  la  pretensión  del  demandante  las 
ba  motivado  todas,  esto  es,  ha  dado  logar  á  que  se  hicieran 
«sos  gastos  siguiéndose  el  pleito. 
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Se  argüirá  que,  tratándose  de  la  declaración  de  rebeldía  j 
sus  cónsecoeacias,  aqai  ya  parece  notoria  la  temeridad,  lá 
mal  fé  del  demandado  y  que,  cansando  perjuicios  esa  mala  fé 
á  la  parte  contraria,  debiera  indemnizarlo;  ésta  Tiene  á  ser  la 
doctrina  del  soscritor  y,  sin  dnda,  para  dar  más  fder^a  á  su  ar- 
gumentación en  este  panto,  cita  las  reglas  10,  18, 21  y  22,  tí- 
talo  34  de  la  Part.  7*,  pero  á  todo  ello  se  contesta  fácil  y  sen- 
cillamente con  la  disposición  de  la  ley  8*,  tít.  22  de  la  Part.  3*, 
de  aplicación  general  en  lo  que  se  refiere  á  la  condenación  de 
costas  en  primera  instancia,  con  excepción  de  los  casoé  en  qae 
exista  precepto  terminante  de  la  ley  de  Enjaiciamiento. 

Ck)n  arreglo  á  aqnella  ley  de  Partida,  y  según  la  jarisprn- 
dencia  constante  y  repetida  del  Tribunal  Supremo,  correspon— 
de  á  los  Tribunales  apreciar  la  buena  ó  mala  fé  de  los  litigan- 
tes, y  de  esta  apreciación  depende  el  que  tenga  6  no  lugar  la 
imposición  de  costas,  sin  que  pueda  considerarse  infringida 
ley  alguna,  de  suerte  que,  no  habiendo  condenado  en  las  cos- 
tas, hay  que  suponer  que  no  hubo  temeridad,  que  no  hubo  ma- 
la fé  en  el  litigante,  y  no  hay  para  qué  invocar  la  teoría  de  la 
indemaizsacion  del  daño  causado  por  su  culpa.  El  Juzgado^ 
pues,  obró  perfectamente  cuando  declaró  no  haber  luyar  á  pro- 
veer sobre  aprobar  óiw  la  tasación  de  costas ^  y  seria  inútil  cual- 
quier recurso  de  reforma  ó  apelación  que  contra  esa  providen- 
cia quisiera  entablarse,  como  lo  sería  igualmente  la  demanda 
de  que  hace  mención  el  suscritor  en  su  pregunta. 

Esa  supuesta  indemnización  de  perjuicios,  mejor  aún,  esoa 
mismos  perjuicios  son  cuestión  resuelta  ya  en  la  sentencia  del 
juicio  ordinario,  que  es  ejecutoria  si  contra  ella  no  se  interpu- 
so la  apelación  en  tiempo,  y  sobre  ese  punto  no  prevalecería 
reclamación  alguna  porque  no  cabe  recurso  contra  lo  que  ya 
es  cosa  juzgada,  por  lo  mismo  que  expone  el  suscritor,  resju- 
dicata  pro  veritate  habet%ry  pues  cosa  juzgada  es  desde  el  mo- 
mento en  que  el  Juez  terminantemente  dijo,  que  no  hacia  ex- 
presa condenaciou  de  costas  sino  que  cada  parte  pague  las  por  si 
causadas  y  las  comunes  por  mitad;  cuya  parte  de  la  sentencia 
resolvió  y  decidió  todo  lo  referente  á  gastos  y  costas  del  juicio^ 

A.  Ghabi^n. 


U  tmilSlBUADIMNAl  M  HCIl  T  DtL  LOCO,  (i) 


I  Sbñobss  gBNA.D0BB8:  No  temaÍB  qne  abuse  largo  tiempo  de 

I  Tneetra  atención:  aunque  otro  fuera  mi  intento,  el  altísimo  res- 

[  peto  que  me  inspiraiB  j  la  gratitud  que  por  esta  señalada  hou- 

\  t»  os  debo,  me  lo  vedartan  de  todo  punto.  No  vengo  á  pronun- 

>.  ciar  UD  discurso:  he  procurado  estudiar  mi  situación,  y  creo 

I  que  estoy  ea  el  deber  de  limitarme  á  meras  indicacionea;  yo 

me  imagino  que  soy  un  humilde  dependiente  de  opulento  agri- 

I  cultor  que,  por  lo  Tasto  de  sus  propiedades,  no  puede  recorrer- 

í  las  todas  para'estadiar  las  reformas  que  en  beneficio  propio  y 

I  de  los  demás  ha  de  emprender,  y  que,  conocidas  las  que  espe- 

I  cialmente  le  están  encomendadas,  ae  acerca  &  su  principal,  y 

I  le  dice:  Señor,  en  la  posesión  tal  caben  ¿atas  j  las  otras  mejo- 

[  .    ras;  los  frutea  están  ya  aazonados;  podéis  cosecharlos.  Con  ser 

'  tan  vastísima  vneetra  instrucción,  como  yo  reconozco,  no  liay 

ofensa  en  suponer  que  acaso  desconózcala  las  observacioaes 

evidentes  en  los  remotos  límites  de  ciencias  ajenas  í  vuestra 

profesión;  yo,  que  cultivo  una  de  ellas,  estoy  en  el  deber,  y  lo 

cumplo  con  religiosidad,  de  manifestaros  mi  opinión. 

SeBorea  Senadores:  Sabiamente  consigna  el  art.  17  del  Pro- 
-  yecto  de  reforma  del  Código  Penal  la  irresponsabilidad  del  im- 

bécil y  del  loco;  pero,  desgraciadamente,  añade  aá  no  ser  que 
I  éste  haya  obrado  en  un  intervalo  de  razón.» 

!  La  locura  y  la  razón,  Sres.  Senadores,  son  términos  antiti;- 

I  ticos,  opuestos,  obsolutamente  contrarios,  ae  repelen:  si  el  su- 

jeto es  loco,  mientras  merezca  tal  caliScativo  en  ningún  tiem- 
I  po  paede  gozar  de  razón;  y  como  ea  inconcebible  que  la  Comi- 

sión haya  buscado  la  responsabilidad  en  lo  absurdo,  me  he  di- 
cho; ffii,  á  pesar  de  lo  que  claramente  indica  la  redacción  de 

[  (a)    Discurso  pronunciado  por  el  presidente  honorario  de  la  Academia 

I  ftieaopdlica  espaíiola,  Dr.  Esquerdo,  en,el  Senado,  ante  la  Comisión  de  rp~ 

,  totaiM  del  Código  penal. 
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este  artículo^  la  palabra  razón  la  habrá  tomado  en  el  sentido  de 
una  facaltad  intelectaal,  la  más  sublime  de  todas  ellas,  y  no 
como  un  estado  opuesto  á  la  locura?  Si  así  fuera,  yo  deploraría 
más  si  cabe  este  error  de  concepto;  porque,  señores,  tan  irres- 
ponsable como  el  que  más  es  el  loco  habitualmente  lúcido  y 
que  tiene  libre  y  sana,  no  sólo  esa  facaltad  intelectual,  sino 
todas  ellas^  reduciéndose  su  primitiva  perturbación  á  los  sen- 
timientos ó  instintos. 

Tampoco  es  de  presumir  que  la  Comisión  haya  querido  re- 
ferirse á  la  locura  intermitente,  á  esa  forma  de  las  afecciones 
mentales  que  guardan  períodos  de  borrasca  y  de  calma  alter- 
nos; porque  en  la  exacerbación  y  en  la  remisión  son  los  des- 
giraciados  afectos  de  ella  igualmente  locos.  A  la  manera  como 
un  sujeto  que  padece  de  tercianas,  siquiera  un  dia  ofrezca  ca- 
lentura y  el  otro  esté  libre  de  ella,  ni  en  uno  y  otro  estado  se 
ie  reputa  sano,  así  no  debe  considerarse  cuerdo  al  loco  en  sus 
períodos  de  lucidez,  siquiera  aparentemente  no  ofrezca  aber- 
raciones mentales.  Huelga,  pues,. el  aditamiento  de  que  el  loco 
es  responsable  cuando  ha  obrado  en  un  intervalo  de  razón:  el 
artículo  así  redactado  arguye  que  escatiméis  la  irresponsabili- 
dad del  loco  al  extremo  de  imaginaros  lo  absurdo,  lo  imposi- 
ble, sólo  por  exigirle  una  responsabilidad  quimérica.  Así  con- 
cebido, es  una  vana  promesa  pars^  los  locos  que  cometen  esos 
atentados  horrendos  que  hacen  estremecer  la  conciencia  hu- 
mana. 

La  irresponsabilidad  no  alcanzará  al  loco  epiléptico,  salvo 
en  lo  más  recio  de  su  ataque;  ni  al  loco  histérico,  ni  á  los  mo- 
nomaniacos, ni  á  machos  imbéciles  y  paralíticos  generales; 
la  irresponsabilidad  sólo  comprenderá  al  loco  frenético  y  al 
mísero  demente  que,  aniquiladas  sus  facultades  intelectuales  y 
afectivas,  vive  no  ya  la  vida  moral  é  intelectual,  si  que,  senta- 
do en  un  sillón  y  tendido  en  una  cama  devora  los  últimos  res- 
tos de  la  vida  vegetativa.  ¡Donosa  concesión  la  irresponsabili- 
dad de  la  impotencia! 

Ruego,  pues,  á  la  Comisión  que  redacte  el  art.  17  en  la  for- 
ma siguiente:  «Está  exento' de  responsabilidad  el  enajenado,> 
<5,  si  le  parece  más  adecuada  la  forma  al  lenguaje  común,  el 
imbécil  y  el  loco;  ni  más  ni  menos,  ni  menos  ni  más. 
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Señores  Senadores:  si  yo  hablase  en  nombre  de  la  frtaopa- 
tíamoderDa,  cuyas  recientes  conquistas  llenan  de  asombra  al 
mundo,  en  nombre  de  la  doctrina  que  sinceramente  profeso  y 
-espero  defender  con  ardor,  Ó  en  nombre  de  mis  propios  traba- 
jos, otras  fueran  mis  pretensiones;  pero  yo  creo  llevar  aquí  la 
Toz  de  la  enperiencia  popolar.  «Si  háblese  sido  mÚBico  me  hu- 
biese inspirado  en  los  cantos  populares,»  porque  veo  que  la 
humanidad  tiene  el  instinto  de  la  verdad  en  las  ciencias,  y  el 
sentimiento  de  la  belleza  en  el  arte:  creo  hablar  en  nombre  del 
buen  sentido,  en  nombre  da  vnestra  propia  experiencia. 

Buego  á  los  Sres.  Senadores  qne  estimen  como  circanatan- 
cta  atenuante  la  ejecución  del  atentado  bajo  la  inSoencia 
menstrual,  durante  el  embarazo,  parto  y  puerperio.  Suplico 
<jue  considero  circunstancia  atenuante  el  padecer  el  procesado 
una  neurosis,  la  epilepsia,  histerismo,  etc.,  el  estar  enfermo 
de  pérdidas  seminales  ó  el  haber  sufrido  en  época  próxima  6 
remota  nna  enajenacioo  mental. 

Felizmente,  para  ser  Senador  se  exige  cierta  edad;  así  es- 
toy seboro  de  hallar  apoyo  en  mis  opiniones  con  sólo  invocar 
vuestra  experiencia.  Todos  vosotros  conocéis  que  la  menstrua- 
ción imprime  mudanzas  en  la  n^ujer:  ordinariamente  palide- 
ce, su  color  está  como  marchito,  su  mirada  es  más  vaga,  el 
aorco  ocular  se  acentúa  y  toma  un  color  lívido,  el  aparato  di- 
gestivo ofrece  inapetencia  ó  repugnancia  á  ciertos  alimentos: 
quién  no  digiere  determinadas  sustancias  y  quién  ha  de  redu- 
cir su  alimentación  si  no  quiere  exponerse  á  frecuentes  indi- 
gestiones. 

La  pérdida  de  sangre  experimentada,  y  acaso  las  molestias 
sufridas,  modifican  su  sistema  nervioso  y,  por  ende,  unas  es- 
tán apáticas,  ni  cuidan  de  su  limpieza,  ni  de  bq  vestido,  ni 
hacen  las  visitas  ordinarias;  otras  tienen  una  actividad  febril, 
y  todas  están  más  irritables  en  mayor  6  menor  grado.  Tal  es 
mi  convencimiento  en  esta  materia  que,  habiendo  observado 
laa  coincidencias  con  el  período  menstrual  de  disgustos  entre 
las  criadas  y  sus  señoras,  he  llegado  á  estas  conclusiones :  lia 
cometido  la  criada  no  desafuero;  se  ha  marchado  ella  volun- 
tariamente, pues  estaba  con  el  flujo  catemenial;  la  despidiú  su 
señora,  pues  á  ésta  le  correspondía  dicha  fnncion. 
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A  pesar  de  lo  qoe  he  observado  y  lo  poco  qae  he  leído,  no 
conozco  frase  más  gráfica  que  la  de  an  magistrado  que  me 
consaltó  con  motivo  de  tener  una  hija  loca:  pidiéndole  yo  an- 
tecedenteS)  me  dijo:  «En  mi  familia  no  ha  habido  enajenados; 
mi  esposa,  ó  sea  la  madre  de  la  niña,  cuando  tenia  el  periodo, 

8c  quedaba  en  cama  y  estaba  así mi  otra  hija mi  otra 

hÚ'a pero  yo  creo  que  en  ese  estado  todas  las  mujeres  se 

vuelven  locas. 

Las  observaciones  populares  tienen  para  mí  cierto  encanto 
por  lo  salientes,  por  lo  brillantes,  por  lo  gráficas;  están  saca- 
das á  golpe  de  t^oque],  mientras  que  la  ciencia,  por  razón  de 
análisis,  las  divide,  las  reduce,  las  empequeñece;  yo  estoy 
muy  Mjos  de  afirmar  que  durante  el  cumplimiento  de  esa  fuu» 
cion  enloquece  toda  mujer,  pero  es  imposible  negar  que  las 
facultades  mentales  experimentan  la  misma  modificación  que 
el  resto  del»organismo.  Los  frecuentes  disgustos  domésticos  la 
atestiguan;  ahora  pues^  la  vida  social  y  de  familia  sigue  su 
curso  independientemente  de  dicha  función;  sí  durante  ella 
sui^en  mayores  y  más  frecuentes  conflictos  es  por  la  irritabi- 
lidad accidental  de  la  mujer;  ¿cómo,  pues,  exigirla  la  respon- 
sabilidad en  toda  su  extensión  si  durante  el  desempeño  de  este 
trabajo  es  mayor  su  irritabilidad  y  andan  torpes  los  frenos  que 
h  an  de  contenerla? 

Los  cambios  sufridos  por  la  mujer  durante  el  embarazo  es- 
tán al  alcance  del  menos  culto  y  menos  observador  (1). 

Guando  apenas  tiene  ésta  conciencia  de  su  nuevo  estado  so- 


(4)  Tardteu:  La  influencia  del  embarazo  se  manifiesta  más  frecuentes 
mente  por  un  cambio  más  ó  menos  profundo  en  el  carácter,  humor  y  las 
impresiones  morales.  Algunas  mujeres  se  entristecen,  no  cesan  de  llorar; 
otras  sienten  una  especie  de  excitación  y  animación  extraordinarias,  sus- 
ceptibilidades y  antipatías  sin  motivos,  que,  llevadas  á  veces  sobre  los  sé- 
res  más  queridos,  atestiguan  la  perturbación  de  las  facultades  afectivas. 

Mareé  ha  encontrado  en  las  mujeres  que  han  enloquecido  durante  su 
embarazo  menos  primerizas  que  mujeres  que  han  tenido  uno  ó  más  hijos» 
y  ya  más  avanzadas  en  edad. 

Ensebio  de  Selles  nos  enseña  (Tratado  de  Mfdicina  legal^  pág.  474) 
que  una  ley  del  año  111,  abolida  la  redacción  del  C<)digo,  prescribia  que 
una  mujer  acusada  4p  crimen  capital  no  pedia  ser  puesta  á  juicio  antes 
^ue  se  hubiese  hecho  constar  si  no  estaba  en  cinta,  y  el  olvido  de  esta  vi- 
sita hizo  romper  un  juicio  de  causa  criminal,  no  solamente  por  motivo 
de  las  emociones  que  podían  comprometer  la  vida  del  niño,    sino  que 
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lo  participan  la  inapetencia,  los  ascos,  saliveo,  náaseas,  Tóini* 
tos  7  malas  digestiones  (esto  es  de  observación  vnlgar);  pero 
tan  evidente,  ó  más  si  cabe,  es  el  trastorno  moral,  y,  si  se  des» 
conoce  por  algano,  depende  de  que  nos  ha  preocupado  más  lo 
que  afecta  á  la  vida  vegetativa  que  lo  interesante  á  la  vida 
mental.  Desde  el  insignificante  trastorno  que  la  gpeilantería 
naestra  ha  calificado  de  antojo^  hasta  la  profonda  perturba- 
ción que  sume  á  la  mujer  embarazada  en  horrendas  locuras, 
¡qué  de  alteraciones  no  registra  la  experiencia  vulgar  y  con- 
signa la  Ciencia!  Desde  el  síncope  y  las  convulsiones,  provo- 
cadas por  el  olor  de  la  rosa  y  reseda,  hasta  esa  enajenación 
que,  mutilando  á  la  madre  y  destrozando  á  la  mujer,  la  con- 
vierte en  horrorosa  fiera,  que,  madre  de  cinco  hijos,  asesina  á 
tre:^  de  ellos  allí  presentes;  llama  á  la  niñera  que  lleve  al  cuar- 
to en  brazos  para  estrangularle,  y  manda  envenenada  la  comi- 
da al  quinto,  que  está  en  el  Colegio,  y^  finalmente,  se  precipi- 


tambien,  en  esta  situación,  una  mujer  no  podría  tener  toda  la  presencia 
de  espírítu  necesaria  para  su  defensa. 

Marc  dta,  en  su  Tratado  de  la  locura  considerada  en  sus  rekunanes 
con  las  cuestiones  Tnédico^legales  (t.  11,  pág  262),  el  caso  de  una  señora 
rica  que,  estando  en  cinta,  robó  un  ave  eondimeotada,  cuya  fira^anda  y 
vista  habian  excitado  su  apetito.  El  médico  llamado  para  apreciar  tales 
actos,  reconocerá,  lo  más  frecuentemente,  en  la  naturaleza  misma  del  ro- 
bado objeto,  la  señal  de  una  impulsión  casi  psíauica  é  irresistible,  de  ia 
eual  la  mujer  en  cinta  no  podia  ser  siempre  declarada  responsable. 

Pero  actoá  más  graves  pueden  cometerse  bajo  esta  influencia  que  se 
trata  de  apreciar  por  mujeres  en  estado  de  embarazo.  Se  cuentan  casos  de 
incendios  atribuiaos  á  un  acto  de  locura  instintiva,  y  hasta  el  hecho  de 
una  campesina  que,  durante  su  embarazo,  deseando  comer  la  carne  de  su 
marido,  le  asesinó  y  saló  su  cuerpo  para  satisfacer  durante  más  tiempo  su 
feroz  apetito. 

Georget^  en  sus  Apuntes  médico  legales  sobre  la  listad  moral 
(t.  VIH,  pág  347),  había  de  una  mujer,  madre  de  cinco  niños,  <{ue,  á  la 
mitad  de  su  sexto  embarazo,  precipitó  en  un  pozo  á  tres  de  sus  niños  y  se 
arrojó  ella  misma.  Ella  habia  tiecho  llamar  al  niño,  que  estaba  aún  con  la 
nodriza,  y  habia  enviado  al  quinto,  que  estaba  en  el  Colegio,  un  dulce 
envenenado. 

Miarcé,  en  su  Tratado  de  la  ^locura  de  las  mujeres  embara/zadas^  cita 
el  notable  caso  de  una  mujer  que,  en  el  curso  de  su  primer  embarazo,  tra- 
tó de  envenenar  á  su  marido,  mezclando  sulfato  de  cobre  á  sus  alimentos. 

No  tuvo  dificultad  alguna  de  reconocer  su  intención  culpable,  di- 
ciendo que  ella  no  podia  explicar  cómo  le  habia  venido  esta  idea  á  su 
imaginación;  que  ella  habia  formado  su  resolución,  jsin  poder  resistir.  Ei> 
mismo  marido,  atribuyendo  á  su  estado  de  embarazo  esta  tentativa  cri- 
minal^ pidió  y  obtuvo  del  jurado  que  su  mujer  le  fuese  devuelta. 
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ta  ella  en  un  pozo,  ¡qué  variadas  y  profandas  modifica-^ 
cienes  no  imprime  el  embarazo  en  la  vida  de  la  mujer!  T 
que,  ¿seréis  capaces  de  exigir  responsabilidad  plena?  ¿Impon- 
dréis toda  la  pena  á  la  mujer  en  este  estado,  sin  reparar  que 
lleva  el  veluí  inspira  in  corde,  que  tiene  en  sus  entrañas  el  aci- 
cate que  aguijonea  incesantemente  el  sistema  nervioso,  le  ir- 
rita y  solivianta?  No;  no  es  posible  que  dejéis  de  estimar  el 
embarazo  como  circunstancia  atenuante. 

Siquiera  sea  el  parto  un  acto  fisiológico,  es  la  verdad  que 
se  parece  á  muchas  graves  enfermedades,  y  aun  las  aventaja 
en  sufrimiento:  los  acerbos  dolores  que  aquejan  á  la  parturien- 
te, las  pérdidas  de  sangre  que  experimenta,  el  desfallecimien- 
to, el  sobresalto,  inquietud,  ese  estado  conmocional  del  sistema 
nervioso,  que,  ya  la  postra  en  un  desmayo,  ya  la  precipita  en 
un  paroxismo  de  convulsiones,  ya  la  arrebata  en  alto  delirio, 
no  es  compatible  con  la  plena  integridad  funcional  de  nuestra 

Learet,  en  su  tratado  sobre  el  mismo  asunto^  discutió  con  gran  talen- 
to el  estado  mental  de  su  mujer  que,  durante  su  embarazo,  había  matado 
á  dos  de  sus  hijos  Varios  de  sus  parientes  habían  estado  enajenados;  ella 
no  deliraba  sobre  ningún  asunto;  no  tenia  ni  alucinaciones  ni  monomanía 
homicida;  en  una  palabra,  no  presentaba  ninguna  señal  evidente  de  ena- 
jenación mental.  El  sabio  alienista,  teniendo  en  consideración  los  antece- 
dentes hereditarios  de  esta  mujer,  su  temperamento  nervioso,  su  carácter 
violento  y  colérico,  vuelto  más  irritable  aúti  por  su  estado  de  embarazo, 
declaró  que  no  era  imposible  hubiese  obrado  á  consecuencia  de  una  per- 
turbac.on  momentánea  sobrevenida  en  el  ejercicio  de  sus  facultades  men- 
laies» 

Mujeres  datante  el  trabajo  del  parto. 

Esquirol  cuenta,  en  su  tomo  I,  pág.  324,  del  libro  ya  citado,  el  hecho 
siguiente:  Una  joven  está  de  parto  durante  la  noche,  y  al  día  simiente  se 
encuentra  en  el  retrete  el  cuerpo  del  niño,  mutilado  con  unas  tijeras.  £s- 
ta  joven  confiesa  su  crimen,  y  no  demuestra  arrepentimiento  alguno.  Al- 
gunos días  después  confirma  sos  votos  y  rehusa  comer.  ¿No  habría  teni- 
do ella  un  ac^^eso  de  delirio?  se  pregunta  el  sabio  alienista. 

Mareé,  loe.  cii,,  pág.  U3.  cree  encontrar  un  ejemplo  decisivo  en  un 
caso,  que  toma  de  una  crónica  judicial.  En  4847  se  juzgó  auna  joven 
acusada  de  infanticidio.  Desde  algún  tiempo  antes  se  suponía  estuviese 
embarazada;  un  día  se  levanta,  según  costumbre,  y  se  pone  á  trabajar^ 

Eero  tuvo  que  dejarlo,  v  un  médico,  después  de  examinarla,  concluyó  por 
acería  confesar  que  ella  había  parido  durante  la  noche,  declarando  al 
mismo  tiempo  que  el  niño  no  había  vivido  y  lo  bahía  ocultado  en  el  gra- 
nero bajo  la  paja,  donde  le  encontró;  tenia  al  rededor  del  cuello  na 
cordón  inertemente  apretado  y  anudado;  en  la  Audiencia  concluyó  por 
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mente,  que  presapone  la  responsabilidad.  Ya  qne  no  os  pida  la 
irresponsabilidad,  ¿me  negareis  mi  súplica  de  que  sea  el  parto 
considerado  como  circunstancia  atenuante? 

Para  apreciar  debidamente  el  trastorno  que  esta  función 
imprime  al  ánimo  es  preciso  recordar  los  olvidos,  inconvenien- 
tes, aberraciones  y  faltas  qne  comete  la  mujer  durante  el  parto 
ó  inmediatamenie  después,  y  que  si  no  paramos  mientes  ea 
ello  es  porque  todo  el  mundo  las  considera  disculpables  por  el 
estado  de  la  paciente.  ¡Quién  sabe  si  alguna  desgraciada  ha- 
brá expiado  en  presidio  6  en  el  patíbulo  el  inmenso  infortunio 
de  haber  destrozado  á  su  propia  y  más  preciada  entraña  en  ua 
momento  de  horrible  convulsión  meatall 

Forman  parte  de  este  Senade  eminentes  médicos,  gloria  de 
nnestra  patria;  entre  vosotros  figuran  lus  más  insignes  tocólo- 
gos. Preguntadles  gqué  es  el  puerperio?  y  os  dirán:  es  un  ge- 
nio maléfico  qne  se  cierne  sobre  la  mujer  después  del  parto, 

confesar  haberlo  hecho,  pero  iiseji^n)  que  en  aquel  instante  (enia  )a  ca- 
beza complelaftiente  pemida.  No  conocía  su  embarazo,  dijo;  amectrenta- 
da  f  or  los  primeros  dolores,  aterrada  por  la  vista  de  un  njfto,  su  iniafii- 
nacion  se  extravió  y  su  mano  hizo  lo  que  su  corazón  desaprobaba; 
ella  misma  dice:  mí  yo  hubiese  podido  reflexionar,  no  hubiese  obrado  así; 
soy  joven,  v  hubiese  ganado  bastante  para  alimentamos  él  y  yo  n  El  de- 
fensor estableció  que  la  acusada  estaba  realoienle  loca  en  el  momento  del 
parto,  y  añadía  como  prueba  ^e  la  desgraciada  dejó  al  cuello  de  la  vic- 
tima el  cordón  con  que  le  había  dado  la  muerte  El  juzgado  pronunció  la 
absolución. 

Boileau  de  Caslelnau,  en  una  obra  análoga,  tomo  XLV,  págs.  StS  y 
i37,  habla  de  una  joven  que,  habiendo  ocultado  cuidadosamente  su  em- 
barazo, parió  sola  y  en  secreto,  y  armándose  de  un  pequeño  cuchillo,  hi- 
rió i  su  Rijo  en  la  cabeza,  espalda,  vientre,  piernas,  y  ocultó  bajo  la  paja 
desu  camalos  i'espojos  ensatigrelados.  Alatlegadade  su  padre  v  una 
vecina,  que  vieron  la  sanare  extendida,  pues  ella  no  habla  tratado  de 
ocultarla,  es  acusada,  lo  niega  al  principio,  pero  descubierto  el  cadáver 
por  la  vecina,  ésta  le  dice,  «lil  has  cometido  un  crimen  que  la  justicia 
vengará  »  «Lo  merezco,»  responde,  y  ella  misma  entrega  el  cuchillo  at 
juez,  no  tratando  de  ocultarse  ni  evadirse,  y  atribuyendo  i  la  desespera- 
ción, cansada  por  el  padre  de  su  hijo,  dice  al  juez:  «haced  de  mí  lo  que 
queráis,  puesto  que  lo  merezco.»  Teniendo  en  cuenta  los  antecedentes  he- 
reditarios de  ella,  cuyo  abuelo  murió  enajenado  y  cuya  madre  habia  ex- 
perimentado graves  accidentes  nerviosos;  apoyándose  en  el  sinnúmero  de 
neridas  y  el  arrancamiento  completo  del  cordón  umbilical,  indicador  de 
una  violencia  fuerte  y  desordenada,  concluyendo  asegurando. que  esta 
joven  «en  el  momento  que  habia  cometido  su  crimen,  era  presa  de  un 
desarreglo  momentiineo  que  le  quitaba  el  libre  ejercicio  de  sus  faeullades 
efectivas  é  intelectuales.! 
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qae  imprime  gravedad  extrema  á  todos  los  males,  y  hasta  los 
crea. 

Pregnütadle  á  un  frenópata,  y  os  dirá  que  es  un  estado 
modificador  del  sistema  nervioso,  y  á  cuyo  funesto  infiojo  nace 
una  vesania  llamada  locura  puerperal;  y  ¿vais  á  exigir  toda  la 
responsabilidad  á  la  mujerque  ha  cometido  el  atentado  dentro 
del  paerperio,  sin  considerar  el  humilde  vasallaje  en  que  vive? 
¿Nada  dice  á  vuestra  mente  la  conmoción  que  ha  sufrido  aqnel 
sistema  nervioso,  el  estupor  ó  debilidad  en' que  queda,  cuando^ 
para  el  cumplimiento  de  las  funciones  mentales,  con  toda  la 
calma,  regularidad,  equilibrio  y  tono  que  exige  la  responsa- 
bilidad plena,  se  requiere  la  integridad  del  sistema  nervioso 
desde  las  humildes  celdillas  que  presiden  las  funciones  vege* 
tativas  hasta  las  sublimes  mansiones  del  pensamiento? 

Vosotros  reconocéis  el  fundamento  de  estas  reflexiones; 
más  todavía,  las  proclamáis  en  vuestro  proyecto:  y  en  verdad 
que  á  vuestra  alta  sabiduría  y  excelsa  justicia  no  cumplía  el 
olvido  de  las  circunstancias  excepcionales  que  la  mujer  atra- 
viesa en  estos  períodos  de  su  penosa  vida. 

Si  el  estado  de  su  sistema  nervioso  os  ha  inspirado  los  rea- 
petos  que  consigna  vuestro  trabajo  para  la  mujer  embarazada 
y  puérpera,  al  extremo  de  que  deponga  en  derredor  suyo  la 
justicia  su  rigor  hasta  los  40  dias  siguientes  al  parto,  temerosos 
de  provocar  enfermedades  graves,  ¿por  qué  no  consideráis  qne 
el  sistema  nervioso  es  vehículo  del  mal,  puente  que  conduce 
á  la  enfermedad,  y,  tratándose  de  los  hechos,  tratándose  de  la 
responsabilidad  moral,  es  el  agente  mismo,  su  augusto  solio? 

Negarse  á  mi  petición  argüiría  inconsecuencia  ó  debilidad. 

Señores  Senadores:  son  las  pérdidas  seminales  una  enfer- 
medad de  tan  funesto  influjo  sobre  las  facultades  mentales  qne 
muchas  veces  llaman  más  la  atención  los  reflejos  de  ella  qne 
su  propio  foco,  las  sombras  que  proyecta  el  origen  de  donde 
emanan. 

Más  de  una  vez  llegan  á  nuestras  consultas  jóvenes  dema- 
crados, de  pálidos  semblantes,  lánguidas  miradas,  que  se  fa- 
tigan al  andar  y  están  constantemente  sumidos  en  negra  tris- 
teza. «Doctor,  nos  dicen,  hace  tiempo  que  siento  debilitarse  mí 
memoria;  apenas  puedo  ñjar  mi  atención  en  asuntos  serios; 
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mi  comprensión  se  entorpece  y  noto  cierta  perversión  en  mis 
sentimientos;  tal  tedio  me  inspira  la  vida,  qne  he  pensado  mil 
veces  matarme;  la  menor  contrariedad  me  enciende  de  cora- 
je:» y  yo  os  pregunto,  señores,  ¿se  necesita  ser  médico  para 
comprender  que  este  padecimiento  debe,  cuando  menos,  ser 
estimado  como  eírcunstancia  atenuante?  ¿Es  posible  que  esa 
inteligencia^  minada,  desgajada,  que  lleva  el  germen  de  ui^á 
decadencia  rápida;  que  esos  sentimientos  é  instintos  desenfre- 
nados, tan  propensos  á  la  anarquía  mental,  no  alcancen  algu- 
na piedad  del  legislador?  Si  basta  el  trastorno  de  una  facultad 
intelectual  ó  afectiva  para  pertubar  el  resultado,  6  sea  el  acto 
imperativo  de  nuestra  mente,  ¿cómo  exigir  el  lleno  de  respon- 
sabilidad á  quien  ofrece  todas  las  funciones  intelectuales^ 
sentimentales  é  instintivas,  má?  ó  menos  enfermizas? 

La  debilidad  ó  pérdida  de  la  memoria  por  sí  sola,  con  ser 
ésta  una  facultad  pasiva,  bastaría  para  justificar  la  atenuación 
de  la  pena  solicitada.  ¿Queréis  que  os  lo  aclare  con  un  símil? 
Pues  dignaos  escucharme. 

Hace  algunos  meses  atraTCsaba  yo  esas  abruptas  monta- 
ñas que  separan  Castilla  de  Andalucía,  ese  estrecho  que  lla- 
mamos Despeñaperros,  que  parece  la  puerta  del  infierno  y  es 
el  atrio  del  cielo;  el  tren  serpenteaba  por  las  sinvasidades  del 
terreno  como  enorme  reptil  que  huye  espantado  de  impotente 
cataclismo;  de  repente  detiene  su  vertiginosa  marcha;  las 
gentes  se  precipitan  todas  á  las  ventanas  de  los  coches: 
¿que  es  eso?  nos  preguntábamos  unos  á  otros:  «esa  mujer ,  con- 
testan algunos,  señalando  á  una  pobre  que  tenia  un  bande- 
rinen  la  mano,  que  ha  parado  el  tren,  haciendo  la  señal  de 
alto.» 

¿Cómo  es  posible  que  una  débil  mujer  haya  detenido  al 
tren  en  su  vasallador  empuje,  cuando  si  chocara  contra  for  - 
midable  muro  le  derrumbaría?  ¡A.hl  Las  relaciones  preexisten- 
tes entre  la  mujer,  maquinista  y  guarda-freno  operaron  aque- 
lla detención.  Yo  ya  sé  que  la  memoria  no  ejecuta,  no  arma 
el  brazo  del  agresor  con  el  puñal  homicida,  pero  sí  puede 
evocar  en  su  conciencia  el  recuerdo  de  beneficios  recibidos 
del  que  va  á  ser  su  víctima,  llamarle  á  la  contemplación  de  su 
repugnante  conducta,  y  los  sentimientos,  avivados  recuerdos, 
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caasarle  tales  estremecimientos  que,  inundado  de  sudor,  sien- 
ta caérsele  el  puñal  de  las  manos. 

Son  las  neurosis,  esto  es,  la  epilepsia,  histerismo^  etc.,  en- 
fermedades tan  afínes  de  las  mentales,  que,  si  interrogáis  á  los 
autores  antiguos,  os  dirán  que  la  locura  es  una  neurosis  de  la 
inteligencia,  y  si  á  los  modernos,  que  muchas  enajenaciones^ 
no  son  neurosis  mentales.  Ya  lo  veis,  si  no  constituyen  una 
misma  enfermedad,  tienen  idéntica  naturaleza:  más  todaviaf 
muchas  veces,  según  el  sitio  en  que  se  implanta  el  germen 
morboso,  así  son  las  manifestaciones:  se  posa  en  el  cerebro 
&  sus  envolturas,  pues  se  revelará  por  una  enajenación  men- 
tal; se  avecina  en  la  médula,  pues  entonces  accesos  convulsi- 
vos y  paralíticos  acusan  su  existencia;  y  tan  cierto  es  esto 
que  se  ve  trocarse  la  locura  en  mal  de  corazón  y  vice-versa 
porque  en  realidad  una  es  la  dolencia:  la  epilepsia,  que  en  el 
cerebro  produce  la  locura  epiléptica  y  en  la  médula  el  mal  de 
corazón  propiamente  dicho,  ó  sea  esa  enfermedad  caracteriza- 
da por  vértigos  ó  grandes  convulsiones. 

Contemplad  á  una  histérica  presa  de  acceso  múltiple,  ya 
eructa,  siente  arcadas,  bostezos,  y  se  espereza;  ya  cae  deshe- 
cha en  horribles  convulsiones,  ya  prorumpe  en  amargo  llanto 
6  estridente  risa;  ya  delira  clásica  y  francamente:  pues,  á 
pesar  de  la  diversidad  de  los  síntomas,  una  es  la  enfermedad. 
T  á  dolencias  que  tan  fácilmente  asaltan  el  cerebro  ¿no  habéis 
de  otorgarlas  el  beneficio  de  circunstancia  atenuante?  Lo3< 
epilépticos  y  las  histéricas,  cuando  no  han  incurrido  en  la  lo- 
cura, son  candidatos  oficiales  con  todas  las  prodalidades  de  éxi- 
to que  éstos  tienen.  Opéranse  en  las  neuróticas,  y  sobre  todo  en 
los  epilépticos^  cambios  tan  inusitados,  tan  súbitos,  tan  fuga- 
ces y  tan  inexplicables  que  yo  no  me  atreveria  á  declarar 
responsable  á  ningún  epiléptico  que  cometiese  uno  de  esos 
atentados  que  sobrecogen  de  pavor  el  ánimo  de  los  pueblos  (1). 


(i)    Hé  aquí  algunos  hechos  que  no  cité  temeroso  de  dar  á  mi  discur- 

son  más  extensión  de  la  debida,  tratándose  de  un  auditorio  tan  respetable. 

En  mi  manicomio  de  Carabanchel  tengo  un  carretero  de  20  años  de 

edad,  carácter  dulce  y  humilde  en  extremo;  trasportaba  tierras  de  un  punto 

á  otro;  y,  habiendo  descargado  el  carro  en  sitio  donde  no  debía,  le  repren- 
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Pero  repito  que  yo  aálo  pido  lo  qae  está  en  la  concieDcia  de 
todoa;  por  eaa  razón  reduzco  mis  pretensiones  j  el  número  de 
circanstanctas  atenuantes. 

Reputáis  circunstancia  atennanto  el  parentesco  en  sus  pri- 
meros grados;  concedéis  influencia  en  la  deliberación  mental  á 
Bentimientos  puestos  en  conflicto  por  lazos  que  acaso  no  exis- 
tan; pueden  dos  cuñados  odiarse  cordialmente  y,  sin  embargo, 
negáis  dicba  merced  al  que  lleva  en  sus  entrañas  nn  germen 
anárquico  y  destructor,  propenso  á  inñamarse  y  estallar  por  la 
más  leve  causa. 

El  epiléptico  tiene  en  su  sangre  y  en  su  sistema  nervioso 


df .  y  me  contesta  coa  altanería  é  iosolencia;  para  comprender  lo  estraño  de 
fiu  conducta  es  necesario  conocer  i  fondo  la  naturaleza  angelical  de  este 
joven,  cuya  adhesión  hacia  mí  ha  ido  creciendo  con  los  años,  y  eran  ya 
muchos  los  que  llevaba  empleado  á  mi  servicio,  sin  que  jamás,  durante 
lodos  ellos,  correspondiera  i  las  amonestaciones  mías  ó  de  mis  delegados 
de  otro  modo  que  como  cumple  A  toda  persona  bien  educada  y  deseosa 
de  complacer,  iQaé  es  eso?  me  preguntó  una  persona  inmediata  que  se 
h  bia  apercibido  del  hecho  por  los  ^tos  del  carretero. — Nada;  es  que  se 
ha  vuelto  loco.  Confieso  con  sinceridad  que  yo  dije  lo  de  ase  ha  vuelto 
loco»  impensadamente.  La  misma  palabra  me  hizo  reflexionar  desde 
aquel  momento.  A  seguida  se  me  ociurió  que  podia  ser  epiléptico.  Esta- 
ba yo  explicando  que  la  única  luz  que  aclaraba  aquella  extraña  manifes- 
tación era  la  epilepsia,  cuando  vienen  A  avisarnos  que  á  V.  le  había  dado 
«n  mal  q%e  se  ettaha  muriendo. 

Recogiendo  antecedentes,  resulta  que  los  padres  ignoraban  la  enfer- 
medad de  su  hijo,  pero  que  hacia  cuatro  años  haíiia  sofrido  dos  ata- 
ques más  en  la  Álmaidrabade  Villajoyosa. 

Acudía  á  mi  consulla  un  caballero,  con  cuya  amistad  me  honro,  afec- 
to de  epilepsia  clásica,  unas  veces  bajo  la  forma  de  vértigo,  otras  coa- 
vulsiva.  En  la  Puerta  de  Fuencarral,  y  casa  de  un  amigo  suyo,  trataba 
con  otro  hermano  suyo  y  su  sobrinito  de  asuntos  de  inierés,  cuando  se 
siente  invadido  de  un  ataque  con  pérdida  del  conocimiento;  al  poco  tiem- 
po le  recupera,  y  preguntándole  su  amigo  y  hermano  si  se  le  habia  pasa- 
do contesta  míe  si;  pues  vamonos  á  casa,  le  dice  el  hermano,  y  en  efecto, 
se  salen  á  ala  calle. 

Vivía  mi  amigo  sn  la  calle  del  Olivar,  y  desde  la  Puerta  de  Fuencarral 
á  dicha  calle  recorre  todas  las  que  han  de  atravesar,  cedindo  la  acera, 
apartándose  de  los  coches,  cuidando  de  que  éstos  y  la  caballerías  no  atro- 
pellen  á  su  sobrinito,  y  contestando,  aunque  cortadas  frases^  á  lo  que  su 
nerraano  le  preguntaba,  relacionado  con  el  asunto  que  trataban,  cuiíndo.le 
invadió  el  ataque;  llega  á  su  casa,  le  hace  acostar  su  hermano,  y  al  poco 
rato  se  ven  todos  sorprendidos  con  los  signos  que  indican  la  lerniinacion 
del  referido  acceso,  y  él  más  si  cabe,  powue  se  ve,  con  estrañeza,  en  i.u 
casayensucama,  cuando  creia  estar  en  la  Puerta  de  Fnencarral. 
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un  fermento  irritattvo,  qae  unas  veces  le  hace  triste,  melancó- 
lico, reservado,  pendenciero  y  vengativo;  otras  veces,  alegre, 
hablador,  presuntuoso,  audaz,  que  rara  vez  le  deja  en  el  fiel 
de  la  jDalanza.  ¿Y  habéis  de  conceder  más  valor  á  las  influen- 
cias extrañas,  como  la  afinidad^  la  defensa  de  bienes  acaso  ao- 
cidentales,  que  al  influjo  permanente,  quizá  ingénito,  qae 
radica  en  cada  una  de  sus  entrañas  y  en  todo  su  organismo, 
que  trabaja  la  mente  noche  y  dia,  en  el  sueño  y  en  la  vigilia; 
en  una  palabra,  que  arroja  su  peso  en  la  balanza  de  las  deci- 
siones? 

La  circunstancia  de  haber  padecido  de  locura  un  sojeto. 


No  tuvo  conciencia  de  nada  de  lo  ocurrido,  reaccionaba,  al  parecer, 
físiológicamente. 

Si  este  mi  desgraciado  y  buen  amigo,  tropieza  con  cualquiera,  dispa- 
ta, se  traba  de  palabras  y,  llevado  del  carácter  propio  de  la  dolencia^  tl&- 
^an  á  las  manos  y  ocurre  una  desgracia^  ¿quién  hubiera  defendido  la 
irresponsabilidad  de  mi  cliente?  Nadie,  á  no  ser  un  médico  muy  .versado 
en  enfermedades  (Tiéntales;  sin  emba  go,  mi  umigo  hubiera  cometido  el 
hecho  por  mero  automatismo  vertebral;  el  agresor  es  insconsciente,  y  el 
hecho  hsJ)ia  sido  ejecutado.  Más  tarde,  un  ataque  de  enajenación  ñiríosa  ie 
llevó  á  mi  Establecimiento,  y  en  el  trascurso  de  algunos  meses  he  podido 
sorprenderle  en  a  ccesos,  que  llamaremos  de  sonambulismo  epiléptico^ 
caracterizados,  bajo  el  pumo  de  vista  mental,  por  la  lentitud  en  las  con- 
testaciones y  la  inconsciencia  que,  como  fenómeno  subjetivo,  tendrá  siem- 
pre poco  valor  á  los  ojos  del  Magistrado,  y  bajo  el  punto  de  vista  somá- 
tico, por  palidez  y  algo  de  inmovilidad  en  la  fisonomía. 

Én  la  semana  próxima  pasada  recibí,  durante  la  consulta,  á  una  seño- 
ra con  todos  los  caracteres  de  la  lipemanía,  pero  descollando  en  aquel 
cuadro  de  tristeza  y  concentración  lo  siniestro  de  su  expresión  ñsiogno  - 
mónica  y  la  fogosidad  con  que  me  colitestó  á  la  pregunta  de  si  sentía 
impulsos  agresivos:  Destrozaría,  señor,  me  dijo,  al  género  hutnano,  A  la 
persona  que  le  acompañaba  le  dije  que^  á  pesar  de  la  falta  de  anteceden- 
tes, yo  no  veía  allí  una  simple  lipemanía;  la  enfermedad  era,  en  un  con- 
cepto más  grave;  sospechaba  que  en  el  fondo  hubiese  una  histeroepilepsi 
mental.  A  los  cuatro  dias  se  presentó  dicha  señora  de  nuevo  en  mi  con- 
sulta; no  recordaba  haber  estado  jamás  en  mi  casa  ni  me  habia  visto.  In- 
vestigando para  definir  si  era  una  falta  de  memoria  ó  un  fenómeno  de  in- 
consciencia lo  que  habia  observado,  supe  que  dicha  señora,  á  las  pocas 
horas  de  haberme  consultado,  cayó  presa  de  un  acceso  convulsivo,  y  de 
dos  más  al  dia  siguiente. 

El  cambio  operado  en  su  fisonomía  fué  tal  que  uno  de  los  Sres.  Sena- 
dores que  tuvieron  la  bondad  de  escucharme  en  la  alta  Cámara,  y  qae 
frecuenta  mi  consulta,  al  entrar  en  el  gabinete,  inmediatamente  después 
de  dicha  señora,  me  dijo:-^iEsa  señora  está  mucho  mejorl 

Uno  de  los  enfermos  habituales  en  mi  consulta  (residente  hoy  en  la 
Granja)^  inteligente  y  de  bellísimo  carácter,  conocedor  de  la  exigua  li- 
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ilíquiera  sea  en  remota  fecha,  debe  apreciarse  como  motivo  bas- 
tante para  la  atenuación  de  la  pena. 

La  sabia  Comisión  á  qne  tengo  la  honra  de  dirigirme  con 
los  razonamientos  en  qne  apoya  su  parecer  de  que  es  la  edad 
circnnetancia  atenuante,  me  presta  los  elementos  con  que  he 
de  snstentar  lajasticiade  mi  pretensión.  Repútase  la  edad, 
para  vosotros  fandadameat«  y  para  mí  también,  motivo  de 
atennacion;  y  en  efecto,  antes  de  los  18  ó  20  años  no  tiene  la 
mente  humana  consistencia  bastante,  solidez  tanta  y  firmeza 
tal  que  no  se  la  considere  más  movible  qne  en  la  edad  provec- 
ta. Vosotros  reconocéis,  y  yo  participo  de  vnestra  opinión,  qne 


bertad  moral  de  que  Roza,  ha  tenido  que  reducirse  i  una  vida  puramente 
doméstica,  á  pesar  oe  sns  aventajadas  dotes  para  brillar  en  la  vida 
social. 

Fué  capitán  de  artillería,  y  tuvo  que  abandonar  el  ejército  porque 
eomprendia  que  el  dia  menos  pensado  acaso  tuviera  un  disgusto. 

Entró  al  servicio  del  Estado  en  el  orden  civil,  y  también  hnbo  de  re- 
nnuciar  su  cargo,  porque  en  cierta  ocasión,  presenciando  un  debate  aca- 
lorado entre  individuos  del  Consejo,  se  lanzó  contra  uno  de  ellos,  preci- 
samente contra  el  que  le  era  más  afeAo;  «no  recuerdo,  me  dijo,  haber  co- 
metido otro  acto  de  locura.» 

Sns  nobles  sentimientos  le  llamaná  la  política  en  defensa  de  santas 
causas,  y  también  se  ve  obligado  á  retirarse  de  ella  porque  no  puede  re- 
sistir la  menor  contradicción. 

Si  mi  queridísimo  cliente  no  tuviese  una  inteligencia  supeiior,  y  no 
goEaseal  propio  tiempo  de  una  fortuna  que  le  consintiese  ese  retiaimien- 
lo  en  qne  vive,  A  estas  horas  hubiera  sido  delincuente  ó  enajenado. 

Dejo  á  la  consideración  de  los  qne  me  leyeren  las  consecuencias  i|ue 
de  está  observación  se  desprenden. 

Troussean,  en  sn  Tratado  de  las  congestiones  cerebrales  apopléticas 
M  iKs  relaciones  con  la  epilepsia  hablando  de  la  epilepsia  larvada,  eila 
el  caso  de  un  magistrado  que,  estando  en  plena  audiencia,  se  levanta  de  su 
asiento,  y  contra  la  misma  pared  de  la  sala  satisfizo  una  necesidad  natu- 
ral, volviendo  i  sentarse  en  seguida. 

Un  sabio,  hallándose  trabajando,  interrumpe  tres  ó  cuatro  \eces  su 
ttabajo,  en  muy  corto  espacio  de  tiempo,  para  deshacer  y  voher  hacer 
«I  cama. 

Un  ebanista  abandona  su  establecimiento,  deja  sus  fierra  mientas  y 
desaparece  por  espacio  de  ocho  dias;  marcha  i  sesenta  leguas  de  distan- 
cia de  8U  domicilio,  y  vuelve  á  él  sin  darse  cuenta  del  por  qué. 

Un  obrero  va  comiendo  por  la  calle,  y  de  pronto  hunde  un  cuchillo 
en  el  vientre  de  un  transeúnte,  y  continúa  enseguida  su  camino  y  su 
comida. 

Haciendo  juicio  Tardieu,  en  su  Tratado  médico-la/al  sobre  la  locuui 
dice,  con  rcñferencia  á  los  c£gos  anteriores,  que  esto  es,  en  toda  eu  simpli- 
fidsíd  y  en  su  grado  más  eminente,  la  impulsión  instintiva  irresistiuK'. 
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el  adolescente  es  sobradamente  impresionable,  tiene  escasa 
fuerza  de  cohesión  mental,  cierta  debilidad  para  conteneí*  sas 
arrebatos,  una  disposición,  en  fin,  tan  conmovible  que  fácil- 
mente se  vuelve  y  precipita  en  el  crimen;  ahora  pues,  si  por 
sabia  presunción,  si  por  racional  hipótesis,  calificáis  de  cir- 
cunstancia atenuante  la  edad,  cuando  esa  presunción  se  ha 
trocado  en  evidencia,  y  esa  hipótesis  se  ha  comprobado;  ¿por 
qué  no  admitir  la  misma  doctrina?  ¿Renegáis  de  ella?  ¿Os  arre- 
pentís temerosos  del  vano  fantasma  de  la  impunidad? 

El  sujeto  que  ha  enfermado  una  vez  siquiera  de  enajenación 
es  un  entendimiento  de  equilibrio  inestable;  sus  mecanismos 


Apuntes  de  diferentes  formas  de  epilepsia. 

Falret  habla  de  un  individuo  en  que,  después  áe  %\  años,  parecía 
haber  desaparecido  la  epilepsia,  y  que  fué,  sin  embargo,  súbitamente  pre- 
sa de  una  tan  violenta  idea  ae  tiomicidio  que  se  hizo  necesaria  su  re- 
clusión. 

Maudsley  cita  un  hombre  de  62  años  de  edad,  víctima  de  la  epi- 
lepsia en  su  juventud,  y  exento  del  servicio  de  las  armas  por  consiguien- 
te. Los  accesos  se  hacían  cada  ^z  más  raros,  desapareciendo  hasta  el 
punto  de  no  observarse  uno  sólo  en  el  espacio  de  40  años.  En  todo  este 
tiempo  no  se  observaba  en  él  otra  cosa  que  una  poca  exaltación  cada 
año  por  la  época  de  primavera.  Un  dia  cogió  por  la  garganta  á  su  ancia- 
na madre,  la  arrojó  por  tierra,  y,  sentándose  sobre  ella,  se  puso  á  gol- 
pearla sin  piedad.  Guando  se  apoderaron  de  él,  gritaba:  cees  una  bnbo- 
nal  que  me  ha  hecho  todos  los  males  imaginables;  hace  mucho  tiempo 
que  debía  matarla.»  Fué  imposible  descubrir  en  este  crimen  el  menor 
motivo.  £1  momento  de  la  impulsión  correspondía  á  la  época  de  la  exal- 
tación. 

Esquirol  refiere  un  caso  mucho  más  notable.  Un  hombre  de  S7  años 

Í»adecia,  desde  la  edad  de  ocho  años,  frecuentes  ataques  de  epilepsia.  A 
os  dos  años,  y  sin  aue  se  pueda  precisar  la  razón,  cambió  la  enfermedad 
de  carácter;  en  vez  ae  accesos  de  epilepsia  este  hombre  se  hallaba  domi- 
nado por  un  irresistible  pensamiento  de  homicidio.  Siente  la  proximidad 
del  acceso,  y  desde  el  instante  en  que  tiene  tal  pensamiento,  insta  para 
que  se  le  cargue  de  cadenas,  con  objeto  de  no  cometer  crimen  al- 
guno. «Guando  me  encuentro  en  semejante  estado,  dice,  es  preciso  q¡ue 
mate^  que  estrangule,  aunque  sólo  sea  un  niño.»  «Madre  mía,  grita 
con  voz  terrible,  sálvate  ó  te  ahogo.»  Durante  los  accesos,  conserva  el 
sentimiento  de  su  propia  existencia;  sabe  perfectamente  que,  cometiendo 
un  asesinato  se  hace  culpable  de  un  crimen.  Guando  se  le  coloca  en  si- 
tuación de  no  hacer  daño  alguno,  ya  hace  los  más  espantosos  gestos  j 
contorsiones,  ya  canta,  ó  ya,  en  fin,  habla  en  verso.  El  acceso  dura  de 
uno  á  dos  dias,  y,  una  vez  terminado,  grita  el  paciente:  ccSoltadme.  \Xj 
de  mí,  cuánto  he  sufridol  Pero  he  librado  felizmente,  toda  vez  que  no  úe 
matado  á  nadie. 
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cerebrales  fácilmente  se  emociona  a,  y  la  integridad  que  presu- 
pone la  libertad  moral,  fuente  de  responsabilidad,  es  tan  que- 
bradiza que  ha  de  temerse  se  rompa  al  influjo  de  los  movimien- 
tos pasionales;  la  sinergia  mental  está  amenazada  de  relajarse 
<5  disgregarse  á  los  sacudimientos  délos  efectos.  Vosotros,  me- 
jor que  yo,  sabéis  que  éstos  amamantan  el  crimen,  porque  el 
atentado  que  no  ha  surgido  al  soplo  de  la  pasión^  es  el  atenta- 
do del  loco  no  punible.  Y  ¿quién  sabe  si  aquélla  levantará  del 
fondo  del  organismo  antiguos  restos  de  locura  ya  pasados? 

Si  fueron  bastantes  las  conmociones  morales  á  sumirle  en 
la  locura,  ¿cómo  no  conceder  que  otras  causas  análogas  han 
de  imprimir  á  su  mente  las  oscilaciones  del  crimen?  Si  tan 
fuerte  en  su  disposición  á  perder  el  equilibrio  mental  y  tan  es- 
casa su  fuerza  reactiva  para  conseguir  la  vuelta  á  la  razón  que 
ha  necesitado  de  largo  tiempo  ó  poderosos  medicamentos  para 
lograr  ese  retorno,  ¿cómo  no  concederle  la  atenuación  de  la 
pena  pretendida? 

Un  joven  de  22  años  que  á  los  19  padeció  de  locura  come- 
te un  atentado,  y  á  pesar  de  que  su  antigua  enfermedad  ar- 
guye incontrovertiblemente  su  propensión  al  desequilibrio 
mental,  le  exigís  mayor  responsabilidad  que  á  otro  de  18  que 
quizás  tenga  privilegiadas  condiciones  de  estabilidad  y  solidez 
cerebral. 

He  terminado  mi  misión;  si  por  rudeza  de  forma,  sobra  de 
convicciones  ó  falta  de  hábito,  ha  podido  escapárseme  alguna 
frase  irreverente,  dispensádmela,  que  yo  os  aseguro  no  ha 
surgido  del  fondo  de  mi  conciencia,  pues  en  ella  no  laten  otros 
sentimientos  para  con  vosotros  que  altísimo  respecto  y  profun- 
da consideración. 


■^— »& 


APUNTES 

sobré  la  fuerza  obligatoria  del  Fuero  Real. 


«El  Tribunal  Supremo,  cuando  falle 
este  recurso...  prestará  un  gran  servi- 
cio (á  la  ciencia,  resolviendo  la  grave 
cuestión  planteada  siglos  hace  por  la 
crítica,  sobre  ía  influencia  que  la  ley  l'> 
titulo  XX  VI II  del  Ordenamiento  de  Al- 
calá tuvo  en  los  destinos  del  Fuero 
Real-.,  y  cual  es  actualmente  el  carác- 
ter legal  y  la  fuerza  obligatoria  de  tan 
célebre  Código.» 

Montero  Ríos  en  La  Reforma  Peniteri' 
ciaría  del  20  de  Junio  de  1882,  nú- 
mero 124. 


I. 


Tiempo  es  ya,  en  efecto,  de  que  el  TribuAal  Supremo  de 
Jasticía  plantee  de  frente  y  decida  de  una  vez  la  interesante 
cuestión  histórico-jurídica. sobre  la  autoridad  legislativa  del 
Fuero  Real;  y  pues  que  el  momento  llega,  vamos  á  resumir, 
á  manera  de  relatores,  las  piezas  del  proceso,  dejando  aparte 
las  alegaciones  de  los  historiadores  y  de  los  comentaristas. 

Unos  y  otros,  desde  Franckenaw,  6  D.  Lúeas  Cortes  hasta 
Antequera,  (2*  edición)  desde  Palacios  Rubios  hasta  Pacheco, 
han  inspirado  sus  juicios  más  bien  en  las  ideas  dominantes 
de  su  época  que  en  las  fuentes  históricas;  y  por  eso  nuestro 
sencillo  trabajo  ya  á  reducirse  á  exponer  las  fuentes  ante  la 
vista  del  lector,  para  que  sobre  ellas  pueda  formar  juicio  pro- 
pio que  confirme  ó  rectifique  el  nuestro. 

•II .  —PRECEDENTES . 

Al  reconstituir  Alfonso  el  Casto  en  Oviedo  la  monarquía^, 
restableció  todo>el  orden  de  los  Godos,  como  habia  existido  en 
Toledo,  tanto  en  la  Iglesia  como  en  Palacio,  según  la  Crónica. 
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Alve Ideóse^  es  decir,  confirmó  el  Faero  Juzgo  para  el  Estado 
y  la  Colección  Canónica  Española  para  la  Iglesia. 

Alfonso  III,  el  Magno,  al  concentrar  en  el  Tribunal  de  León 
las  apelaciones  dé  su  reino,  dio  á  los  Jueces  «como  norma  de 
sus  fallos  el  Fuero  Juzgo,  nuevamente  reconocido  así  por  ley 
general  del  Estado. 

Los  fueros  municipales  limitaron  en  cada  localidad  la  ac- 
ción del  Fuero  Juzgo;  pero  la  insuficiencia  de  las  disposición 
njBs  legislativas  de  aquellos  cuadernos,  exigía,  como  comple- 
mento, la  aplicación  de  las  antiguas  leyes  godas,  que  en  efec- 
to, como  complementarias  ó  supletorias,  ^eran  invocadas  en 
las  alzadas  ó  apelaciones  del  Tribunal  de  la  Corte. 

La  situacioa  del  territorio  de  Castilla,  como  condado  inde-^ 
pendiente,  dio  un  sesgo  particular  á  su  derecho:  en  vez  de 
leyes  escritas,  rigieron  á  las  ciudades  castellanas  costumbre» 
locales,  declaradas  por  medio  de  los  fallos  judiciales,  fazañas, 
alvedrioSf  cuyas  colecciones  equivalian  á  los  cuadernos  legis- 
lativos, á  los  fueros  escritos  de  otros  reinos.  Y  las  fazañas, 
desarrollando  consuetudinariamente  la  reducida  base  legal 
del  Ordenamiento  de  las  Devisas,  dado  por  Alonso  VII  á  la  no- 
bleza, constituyeron  ^el  derecho  privilegiado  de  la  aristocracia^ 
el  Fuero  de  ¡os  Fijosdalgo  de  Castilla. 

Cuando  las  coronas  de  Castila  y  León  se  unieron  en  las 
sienes  de  Fernando  I,  el  Concilio  de  Coyanza,  1050,  confir- 
mó el  estado  jurídico  de.  todos  sus  reinos,  mandando  que 
en  Leon^  Galicia,  Asturias  y  Portugal  se  administrara  justicia 
camo  en  tiempo  del  rey  Alfonso  V,  y  en  Castilla  como  en 
tiempo  de  su  abuelo  el  Duque  D.  Sancho  (El  Conde  de  Casti- 
lla, Sancho  García.) 

Así  continuaban  las  cosas  en  tiempode  San  Fernando:  Cas- 
tilla regida  por  sus  fazañas:  León,  Galicia,  Asturias  y  los  nue- 
vos reinos  de  Toledo  y  Extremadura  por  sus  fueros  municipa- 
les: los  fijosdalgo  por  su  colección  de  fueros  y  fazañas;  y  como 
estas  legislaciones  privilegiadas  eran  insuficientes,  el  Fuero 
Juzgo,  libro  de  las  alzadas  ó  de  las  apelaciones  en  el  tribunal 
del  rey,  seguia  siendo  el  código  general  supletoaio,  á  pesar 
de  estar  escribo  en  una  lengua  ya  muerta  y  de  no  acomodarse 
muy  bien  al  nuevo  estado  social. 

TOXO  LX  ^ 
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San  Fernando  introdujo  en  este  punto  dos  novedades:  hizo 
traducir  al  romance  castellano  el  Fuero  Juzgo;  y  dejándole 
como  ley  general,  como  fuero  de  la  Corte,  lo  dio  com^  muni- 
cipal á  sus  conquistas  de  Andalueía,  medio  de  ir  preparando 
la  unidad  legislativa. 

Tal  era  el  estado  de  las  fuentes  del  derecho  en  los  reinos 
de  León  y  Castilla  al  advenimiento  al  trono  de  D.  Alfonso  el 
Sabio. 

IIL — EL  FUERO  BEAL. — SU  PUBLICACIÓN. 

Dejemos  á  un  lado  los  altos  pensamientos  políticos  y  jurí- 
dicos del  Filósofo  coronado,  y  la  doble  corriente  de  su  desarro- 
llo,* á  nuestro  actual  propósito  sólo  importa  determinar  el  va- 
lor de  su  código,  el  F  uero  Real,  como  fuente  del  derecho  posi- 
tivo. 

El  mismo  D.  Alfonso  lo  declara:  «Entendiendo,  dice, 
que  la  mayor  partida  de  nuestros  reinos  no  hubieron  fuero 
fasta  el  nuestro  tiempo,  y  juzgábase  por  fazañaSy  é  por  alvo- 
drios  de  partidos  de  los  homes,  ó  por  usos  desaguisados,  sin 
derecho,  de  que  nascien  muchos  males,  é  muchos  daños  á  los 
pueblos,  y  á  los  home  s;  y  ellos  pidiéndonos  merced  que  les 
emendásemos  los  usos  que  fallásemos  que  eran  sin  derecho, 
é  que  les  diésemos  Fuero,  porque  viviesen  derechamente  de 
aquí  adelante,  Hobimos  consejo  con  nuestra  Corte,  é  con 
los  sabidores  del  Derecho,  é  dímosles  este  Fuero,  porque  se 
juzguen  comunalmente  todos  varones,  é  mugeres.  E  mandamos, 
que  este  Fuero  sea  guardado  por  siempre  jamás,  é  ninguno  no 
sea  osado  de  venir  contra  el.» 

Pocas  explicaciones  requieren  las  palabras  del  Rey  sabio. 
Aquella  mayor  partida  de  nuestros  reinos  que  juzgábase  por 
fazañas,  alvedríos  é  usos  desaguisados,  la  constituian  Castilla, 
considerada  entonces  y  aun  después  como  cabeza  de  estos  rei- 
nos, y  el  estado  noble,  los  Ricos-hombres  y  Fijosdalgo  con 
sus  vasallos  en  toda  la  vasta  extensión  del  señorío  solariego. 
Apoyándose  hábilmente  D.  Alfonso  en  la  necesidad  de  en- 
mendar los  usos  desaguisados,  que  tales  eran,  en  efecto,  las 
fazañas,  y  continuando  la  prudente  política  de  su  padre,  se 
proponia  dar  el  nuevo  Fuero,  como  municipal,  á  las  cíadadea 
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de  Castilla,  como  de  clase,  álosFijosdalgo,  á  la  Tez  qae  lo  pu- 
blicaba como  ley  geaeral,  para  reemplazar  el  anticando  Fuero 
J¡TZg:o,  sustituyendo  á  ¿ate  en  coaato  era  fuero  de  la  Ctírte  en 
el  Tribunal  de  las  apelaciones. 

Que  se  publtcd  como  código  general,  como  fuero  de  las  al- 
zadas, lo  demuestran  las  últimas  palabras  citadas  del  prólogo 
y  lo  confirmaremos  más  adelante  al  tratar  de  las  Leyes  nne- 
Tas.  Que  se  díó  como  municipal  á  loa  Cnncejos  de  Castilla,  en 
reemplazo  de  sus  fazañas,  lo  prueban  las  cartas  reales  que  lo 
comunicaron  á  Aguilar  de  Campo,  Burgos,  Valladolid,  Siman- 
cas y  otras  villas  y  ciudades,  por  lo  que  fué  llamado  ZiSro  de 
los  Concejos  de  Castilla,  sin  perjuicio  de  que  se  diera  también 
á  algunos  pueblos  de  otros  reinos.  Por  ultimo,  que  se  dio  como 
fuero  de  la  nobleza,  lo  dio  á  entender  bien  pronto  la  resisten' 
cía  que  encontró  en  los  Fijoadalgo,  de  que  es  ahora  ocasión 
de  hablar. 

IV. — EX  FUBHO  TIBJO  DE  CASTILLA. — DEBOQACION  DEL  KKAL  BN 


El  Fuero  Real  se  publicó  en  1255,  y  la  Nobleza,  los  Conce- 
jos de  Castilla  y  los  Alcaldes  de  la  Corte  lo  aplicaron  sin  pro- 
testa ni  dificultades  por  espacio  de  diez  y  siete  años. 

Los  desaciertos  políticos  de  D.  Alfonso  el  Sabio  en  sus  pre- 
tensiones á  la  corona  de  Alemania  y  en  la  cesión  de  los  Al- 
garves  á  Portugal,  dieron  pretexto  á  los  turbulentos  Ricos- 
hombres  y  Fijosdalgo  de  Castilla  á  rebelarse  contra  su  Señor. 
Reuniéronse  Cortes  en  Burgos  en  1270;  y  aunque  las  concesio- 
nes otorgadas  por  el  Rey  no  lograron  atraer  á  los  rebeldes,  de- 
bió continuar  D.  Alfonso  por  el  camino  de  las  debilidades 
propias  de  su  buen  natural,  puesto  que  dos  años  más  tardo  en 
la  misma  ciudad  derog<í  6.  instancias  de  los  nobles  el  Fuero 
Real  restituyéndoles  su  fuero   antiguo. 

Hé  aquí  como  lo  refiere  el  prólogo  del  Fuero  Viejo,  según 
su  última  redacción  en  tiempo  de  D.  Pedro  I. 

«En  la  era  de  1250  (1212),  el  Rey  D.  Alfonso  (VIII)  fizo 
misericordia  et  merced...  E  entonces  mandó  el  Rey  á  los  Ricos 
ornes,  é  á  los  Fijosdalgo  de  Castiella,  que  catasen  las  istorias, 
é  los  buenos  fueros  é  las  buenas  costumbres,  é  las  buenas  fu- 
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zanas...  é  qae  se  las  levasen  escritas...  é  lo  que  fuese  bueno 
á  pro  del  pueblo  que  gelo  confírmarie.  E  después  por  muchas 
priesas  que  oto  el  Rey  D.  Alfonso  fincó  el  pleito  en  este  esta- 
do,  é  juzgaron  por  este  faero^  según  que  es  escrito  en  este  li- 
bro, é  por  estas  fazañas,  fasta  que  el  Rey  D.  Alfonso  (X,  el  Sa- 
bio) su  bisnieto  dio  el  Fuero  del  Libro  (el  Fuero  Real)  á  los 
Concejos  de  Castiella,  que  fué  dado  en  la  era  1293  (1255),  é  juz- 
garon por  este  libro  fasta  el  Sant  Martin  de  Noviembre  que  fué 
en  la  era  de  1310  (1272).  E  en  este  tiempo  de  este  Sant  Martín 
los  Ricos  ornes  de  la  tierra  é  los  Fijosdalgo  pidieron  merced  al 
dicho  Rey  D.  Alfonso  que  diese  á  CastieUa  los  fueros  que  nvie* 
Ton  en  tiempo  del  Rey  Alfonso  su  bisabuelo...  porqae  ellos  é 
8U0S  vasallos  fuesen  juzgados  por  el  fuero  de  ante  ansí  como 
solien;  y  el  Rey  otorgelo^  é  ntandó  á  los  de  Burgos  quejutzgasen 
por  el  Fuero  Viejo  ansí  como  solien...» 
Resulta  claramente  de  lo  trascrito: 

V*  Que  los  Ricos  omes,  Fijosdalgo  y  sus  vasallos  se  regían 
antiguamente  por  un  Código  compuesto  de  fueros  y  fazañas  en 
tiempo  de  Alfonso  VIII,  que  aunque  no  confirmado  por  el  Rey, 
tqnia  fuerza  obligatoria,  pues  que  era  no  más  que  una  colec- 
ción de  fuentes  legislativas  vigentes. 

2"  Qae  en  1255  dejaron  los  Ricos-hombres  y  Fijosdalgo  de 
gobernarse  por  dicha  colección,  su  fuero  viejo,  al  dar  D.  Al- 
fonso el  Sabio  á  Castilla  el  fuero  Real. 

3®  Que  en  1272  los  Ricos-hombres  y  Fijosdalgo  pidieron  á. 
Don  Alfonso  el  Sabio  que  les  volviese  su  fuero  viejo,  y  conce- 
diéndoselo el  Rey,  quedó  derogado  el  Fuero  Real  para  lo» 
Nobles. 

4**  Que  además  mandó  el  Rey  á  los  de  Burgos  que  juzgasen 
por  el  fuero  viejo,  ansí  como  soUen^  de  manera  que  el  Fuero 
Beal  fué  también  derogado  como  municipal  de  Burgos,  vol- 
viendo á  regirse  esta  Ciudad  por  sa  antigua  colección  de  faza- 
ñas, y  si  se  considera  extensiva  á  toda  Castilla  la  Vieja,  la 
disposición  tomada  con  su  cabeza,  Bárgos,  el  Fuero  Real  ha- 
brá quedado  también  abolido  como  fuero  municipal  de  los  Con- 
cejos Castellanos. 

¿Quedaba  de  alguna  manera  en  pié  el  Fuero  Real?  Si;  que- 
daba como  fuero  municipal  de  varios  pueblos  fuera  de  Castilla 
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la  Vieja,  quedaba  sobre  todo  en  pleno  rigor  como  fnero  de  las 
alzadas  en  el  Tribunal  de  la  Cdrte,  y  en  tal  concepto  como  có- 
digo general  complementario  y  supletorio  de  los  municipales 
y  del  de  la  Nobleza.  Bajo  este  doble  ponto  de  vista  no  sitio  no 
hay  dato  alguno  que  indique  haya  sido  derogado,  sino  que  en- 
tóncee  y  despnea  se  le  encuentra  vigente  en  la  práctica  del 
foro  sin  interrupción  alguna. 

V. — EL  PUEBO  BBAL  EN  LAS  LETES  NUEVAS  Y  EN  LAS  DEL 
ESTILO. 

El  señorío  castellano-leonés,  á  diferencia  de  otros  señoríos 
y  del  régimen  feudal  reinante  en  otras  naciones,  reconocía 
siempre  en  el  Rey,  como  coso,  nalural,  decía  el  Fuero  Viejo, . 
que  non  la  dc6e  da>'  i  ningua  orne,  nm  ía  partir  de  si,  X&JusHcia, 
l&  justicia  •nto-yor  qwe  es,  como  dice  el  Ordenamiento  de  Alcalá, 
4o  el  seifnor  non  la  cumpriere  que  la  &a  el  Rey  de  comprir.  I>« 
manera  que  además  de  los  casos  de  Corte  reservados  por  su  grar 
vedad  al  Bey,  an!te  el  Rey  se  llevaban  las  últimas  alzadas  6 
apelaciones,  pues  como  dice  el  Fuero  Real: — ley  4",  lib.  ii,  tí- 
tulo  15. — «Todo  borne  que  se  agraviare  del  juicio  de  cualquier 
alcalde,  é  se  alzare,  álzeseonde  debe,  á  dende  al  Sey.»  El 
Rey  era,  pue8>  sino  el  mejor  alcalde,  como  cree  la  leyenda  dra- 
mática, el  primer  alcalde  de  su  reino. 

De  estas  alzadas  conocía  en  su  tiempo,  como  hemos  dicho, 
el  Tribunal  de  apelaciones  de  León,  y  en  tiempos  posteriores 
el  constituido  por  loe  Alcaldes  llamados  de  Corte  porque  acom- 
pañaban al  Rey,  según  se  ve  en  la  vida  de  Sau  Fernando,  y 
porque  como  consejeros  6  delegados  suyos,  fallaban  las  alza- 
das, con  el  Rey  ai  estaba  presente,  y  sino  en  bu  nombre. 

Este  cuerpo  de  alcaldes  es  el  que  reorganiza  D.  Alfonso  el 
Sabio  ea  las  Cortea  de  Zamora  de  1274,  separando  los  alcaldes 
de  las  alzadas  de  los  Alcaldes  de  Curte,  con  lo  cual  se  prepa- 
raba la  organización  de  la  Audiencia,  como  la  constituytí  En- 
rique II  en  1371  an  las  Cortes  de  Toro. 

Publicado  el  Fuero  Real,  para  que  por  41  se  juzgasen  comn- 
nalmente  todos,  claro  es  que  hubo  de  ser  comunicado  á  los  al- 
caldes del  Rey  para  que  en  los  casos  de  CiSrte  y  en  las  alzadas 
lo  aplicasen;  en  estas  como  supletorio  de  los  insuficientes  fue- 
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ros  municipales.  T  hablando  del  oñcio  de  los  alcaldes,  dice  el 
mismo  Fuero  Real — ^ley  1%  lib.  I,  tít.  7^ — «que  juzguen  por 
estas  leyes  que  en  este  libro  son  escriptas  6  no  por  otras:  é  si 
pleito  acaescíere  que  por  este  libro  no  se  pueda  determinar, 
embíenlo  á  decir  al  Rey,  que  les  dé  sobre  aquello  ley,  porque 
juzguen:  é  la  ley  que  el  Rey  les  diere  métanla  en  este  libro.» 

Tal  es  el  origen  de  las  Leyes  nuevas  y  de  las  del  Estilo, 
como  lo  demuestran  sus  epígrafes:  la  2*  parte  de  las  Leyes  nue* 
Tas  dice  en  su  título:  estas  son. las  cosas  en  que  dubdan  los 
alcaldes;  y  las  Leyes  del  Estilo  se  llaman  por  otra  manera  de- 
claraciones de  las  leyes  del  Fuero.  Unas  y  otras  puesto  que 
expresan  el  estilo  de  la  Córúe,  la  jurisprudencia  del  Tribunal 
Supremo,  como  diríamos  ahora,  tienen  aún  mas  valor  que  ej 
de  leyes  abstractas;  muestran  el  Fuero  Real  como  vigente  en 
la  práctica  del  foro,  como  parte  animada  en  las  realidades  de 
la  vida  de  la  sociedad  española  durante  los  siglos  xin  y  xiv^ 

Pues  si  las  Leyes  nuevas  y  las  del  Estilo  son  una  misma 
cosa,  fallos  del  Rey  en  el  Tribunal  de  la  Corte,  ¿por  qué  están 
separadas? 

Aparecen  las  Leyes  nuevas  de  diversa  manera  y  con  distin- 
to orden  según  los  manuscritos  de  que  proceden.  De  los  que 
sirvieron  de  base  á  la  edición  de  la  Academia,  el  de  la  biblio- 
teca de  Toledo,  es  distinto  del  Escurialense.  Este  se  halla  al 
fin  del  Fuero  Real  que  D.  Alfonso  dio  á  Burgos,  y  guarda  con- 
sonancia con  la  edición  de  las  Leyes  nuevas  que  tomadas  del 
manuscrito  de  Ginés  Corbalán  después  del  Conde  de  Campo- 
manes,  se  hizo  en  Madrid  en  1781,  juntamente  con  el  Fuero 
Real,  y  cuyo  epígrafe  dice:  Aquí  se  comienzan  las  leyes  nue- 
vas; que  envió  agora  el  Rey  D.  Alfonso  á  los  Concejos  en  toda 
su  tierra. 

De  estas  diferencias  se  deduce  que  á  medida  que  iban  co- 
leccionándose las  Leyes  nuevas  con  arreglo  á  lo  prevenido  en 
el  Fuero  Real,  iba  remitiéndolas  D.  Alfonso  á  los  villas  y  ciu- 
dades; y  puesto  que  se  enviaron  á  Burgos,  claro  es  que  esta- 
ban reunidas  antes  de  1272  en  que  dejó  de  regir  el  Fuero  en 
la  capital  de  Castilla.  Es  de  suponer  que  entonces,  al  dei*ogarse 
el  Fuero  Real  para  los  Fijosdalgo  y  Concejos  castellanos,  ó  en 
1274,  al  reorganizarse  el  cuerpo  de  Alcaldes  de  Corte;  se  in- 
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terrnmpiera  aqaella  colección  y  empezara  á  formarse  la  de  las 
Leyes  del  Kstílo. 

En  éstas,  por  tanto,  no  ya  en  las  naevas,  ha  de  buscara© 
el  valor  legal  qne  conservaba  el  Fuero,  después  de  so  parcial 
derogación,  después  de  1272,  en  medio  de  las  múltiples  y  con- 
fusas fuentes  del  derecho  coetáneo.  Órgano  las  Leyes  del  Es- 
tilo de  la  vida  jurídica,  que  comenzaba  á  sufrir  la  influencia 
del  Derecho  Romano  y  seguía  sufriendo  la  del  Derecho  Canó- 
nico, citan  los  Códigos  Justinianeos — leyes  57,  193,  236,  la» 
decretales-^leyes  59,  177,  192  y  aun  las  Partidas,  antes  de 
estar  publicadas — leyes  43,  144 — todo,  por  supuesto,  como  de- 
recho supletorio;  pero  se  apoyan  principalmente  en  las  leyes 
del  tiempo,  en  los  fueros,  en  toda  la  variedad  de  sus  mani- 
festaciones. Citan  fueros  municipales  en  general  las  leyes  6t, 
91  y  117:  de  los  Fueros  viejos  de  Extremadura  había  la  ley  49: 
de  los  de  León  la  230:  de  los  de  Castilla  tratan  las  leyes  70,, 
120  y  230:  de  los  Fijosdalgo  la  46,  131  y  231:  de  las  fazafias 
y  de  sn  fuerza  legal  la  198. 

Respecto  al  Fuero  Real,  como  ley  de  la  Corte  y  de  las  al- 
zadas, y  en  tal  concepto  como  complemento  de  loB  demás  Fue- 
ros, es  inútil  aglomerar  citas,  porque  ia  mayor  parte  de  laa 
leyes  del  Estilo  son,  según  hemos  dicho  al  tenor  de  su  epí- 
'  grafe,  declaraciones  del  Fuero  de  las  leyes;  pero  hemos  de 
anotar  algnnas,  no  sdlo  porque  lo  interpretan  y  aplican,  sino 
porque  marcan  en  parte  la  manara  como  en  la  Ctírte  servia 
para  llenarlos  huecos  de  los  Fueros  locales  y  privilegiados. 

La  ley  49  citada  aplica  á  los  raptos  ó  desafiamientos  de. 
Extremadura  los  fueros  viejos  de  aquella  región;  pero  si  se 
tratase  de  muerte  en  yermo  ó  de  noche,  se  manda  aplicar  el 
Fuero.de  las  Leyes,  sin  dada  por  ser  caso  de  Corte,  como  in- 
dicio de  muerte  segara.  La  ley  43,  Á  propósito  de  raptos, 
muerte  y  treguas,  señala  la  aplicación  qne  ha  de  hacerse  de 
los  fueros  municipales,  del  Real  aun  á  los  Fijosdalgo,  prueba 
nequívoca  de  que  aun  para  éstos,  no  sólo  para  los  Concejos, 
era  código  supletorio,  y  hasta  declara  vigente  en  su  caso  una 
ley  de  Partida.  La  ley  125,  para,  no  alargar  las  citas,  precisa 
con  cabal  exactitud  el  alcance  del  Fuero  Bealy  de  los  muni- 
cipales. «Cuando  el  Rey  6  la  Reina,  dice,  allegan  á  algunas 
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de  sus  villas,  é  quieren  por  bienpartimieato  de  los  oir  é  librar 
los  pleitos  foreros...  débenlos  oir  é  librar  segan  los  Fueros  de 
aquel  lugar...  mas  los  pleitos  que  son  suyos  (casas  de  Corte 
y  alzadas)  deben  oir  según  las  leyes  y  el  uso  y  costumbres  de 
fiu  Corte»  es  decir,  según  el  Fuero  de  las  leyes  y  las  leyes  del 
Estilo  de  la  Corte. 

Resulta  pues,  en  suma,  según  estas  leyes,  que  el  Fuero 
Real  seguirá  siendo  el  Código  del  Tribunal  de  la  Cdrte  en  los 
<;asos  reservados  á  ella  y  en  las  apelaciones,  sirviendo  por  tan* 
to  de  legislación  supletoria  á  los  fueros  escritos  de  León  y 
otros  Reinos,  á  las  Fazañas  de  Castila  y  de  los  Fijosdalgo,  sin 
perjuicio  de  que  continuara  rigiendo  eomo  municipal  de  algu- 
nas villas  y  ciudades. 

Las' leyes  del  Estilo  reflejan  esta  situación  legislativa  en 
ios  últimos  años  de  D.  Alfonso  el  Sabio,  en  el  reinado  de  San- 
cho IV  y  durante  la  minoridad  de  Fernando  IV  el  Emplazado. 

VI. — EL  FÜEEO  EEAL  SEOUN  EL  ORDENAMIENTO  DE  ALCALÁ. 

Así  continuaban  las  cosas  cuando  D.  Alfonso  XI  se  propu- 
so regularizar  la  administración  de  justicia  en  el  ordenamien- 
to de  \lcalá,  1348,  al  señalar  el  orden  de  preferencia  entre  las 
fuentes  de  nuestro  derecho.  En  ^a  ley  1*  del  tít.  XXVIIl  se  ex- 
presa  de  este  modo: 

«Como...  sea  menester  dar  leys  ciertas  por  do  se  liaren  los 
pleytos...  é  maguer  que  en  la  nuestra  Corte  usan  del  Fuero  de 
las  leySy  é  algunas  villas  de  nuestro  Señorío  lo  han  por  Fuero, 
^  otras  cibdades  é  villas  han  oti:^s  fueros  departidos^  por  los 
cuales  se'pueden  librar  algunos  pUy  tos ,  pero  porque  muchas  ve- 
ces son  las  contiendas,  é  los  pleytos,  que  entre  los  ornes  acaes- 
cen...  que  se  non  pueden  librar  por  los  fueros;  por  ende  que- 
riendo poner  remedio  convenible  á  esto  establecemos  é  man- 
damos, que  los  dichos  Fueros  sean  guardados  en  aquellas  cosas 
que  se  usaron,  salvo  en  aquellas  que  Nos  fallaremos  que  se  de- 
ben mejorar  ¿  enmendar...  que  en  este  nuestro  libro  se  contie- 
nen: por  las  cuales  leys  en  este  nuestro  libro  mandamos  que 
se  libren  primeramente  los  pleytos  ceviles  é  creminales;  é  los 
pleytos  é  contiendas  que  se  ñon  pudieren  librar  por  las  leys 
de  este  nuestro  libro,  ¿por  los  dichos  fmros,  mandamos  que  se 
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libren  por  las  Leys  contenidas  en  los  Libros  de  las  siete  Par- 
tidas, que  el  Rey  D.  Alfonso  nuestro  visabuelo  mandó  ordenar, 
como  quier  que  fasta  aquí  no  se  falla  que  sean  publicadas  por 
mandado  del  Rey,  nin  fueron  ávidas  por  Leys...» 

Pocas  esplicaciones  necesitan  las  palabras  del  ordenamien- 
to de  Alcalá,  que  por  sí  mismas  se  aclaran  en  virtud  de  loe 
precedentes  expuestos.  Según  ellas,  el  Fuero  Real  continua- 
ba-existiendo  como  Fuero  de  la  Corte  y  como  fuero'  munici- 
pal de  algunas  villas,-  y  otras  villas  y  eiudades  tenian  otros 
fueros  municipales  distintos.  Ya  sabemos  lo  que  quiere  decir 
Fuero  de  la  Corte:  el  Fuero  Real  era,  en  tal  concepto,  el  códi'- 
go  para  juzgar  los  casos  de  Corte,  reservados  al  Tribunal  del 
Rey  con  sus  alcaldes,  y  el  código  de  las  alzadas  ó  apelacio- 
nes. Dejemos  ya  los  casos  de  Corte,  que  hoy  no  tienen  interés 
práctico;  en  cuanto  á  las  alzadas  baísita  recordar  que  en  estos 
reinos,  en  virtud  de  la  suprema  y  universal  jurisdicción  del 
Rey,  todas  las  apelaciones  podian  ir  en  último  término  á  su 
tribunal;  y  aun  cuando  los  pleitos  foreros  de  las  villas  y  ciu- 
dades hubieran  de  fallarse  primeramente  por  los  fueros  mu- 
nicipales departidos,  como  por  estos  fueros  merced  á  sus  redu- 
cidos preceptos,  solo  podian  librarse  algunos  pleitos  y  los  que  no 
se  libraban  por  los  fueros  municipales,  habian  de  librarse  por 
el  Fuero  Real,  como  fuero  de  la  Corte,  de  las  apelaciones  de 
toda  la  monarquía,  y  por  tanto,  como  código  general,  prefe- 
rente á  las  Leyes  de  Partida. 

Pero  es  que  los  dichos  fueros  se  dirá,  el  Real  y  los  Munici- 
pales, solo  habian  de  ser  guardados  en  aquellas  cosas  que  se  usa- 
ren;  de  donde  se  deduce  que  uno  y  otros  no  están  vigentes,  no 
tienan  autoridad  legislativa  sino  mediante  la  prueba  de  que 
^stán  en  uso.  Conforme,  en  cuanto  á  los  fueros  municipales; 
pero  en  cuanto  al  Fuero  Real  hay  que  distinguir  según  se  le 
'Considere  como  municipal  de  alguna  ciudad  ó  villa  ó  como 
fuero  de  la  Corte,  y  esta  distinción  no  es  nuestra;  la  establece 
daramente  las  misnias  palabras  del  ordenamiento.  El  Fuero 
Real,  como  propio  de  algún  municipio,  no  puede  invocarse 
sino  como  se  invocan  los  fueros  municipales,  mediante  la 
prueba  de  su  observancia;  pero  como  fuero  de  la  Corte,  como 
^digo  general,   no  necesita  la  alegación  ni  la  prueba  dé  su 
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USO,  porque  es  la  ley  misma,  el  ordenamiento  de  Alcalá,  quíett 
en  tal  concepto  lo  declara  en  uso  y  vigor  «Maguer  que  en  la 
nuestra  Corte,  son  sus  palabras,  usan  del  Fuero  de  las  leys»;  y 
lo  usan  como  ley  cierta  por  do  se  libran  los  f  ley  tos. 

Si  las  palabras  del  Ordenamiento  son  terminantes,  no  es 
menos  evidente  el  espíritu  que  las  informa.  Tenia  Alfonso  XI, 
tenia  la  Corona  sus  razones  para  exigir  la  prueba  del  uso  en  Ios- 
fueros  municipales;  pero  cabalmente  esas  mismas  razones^ 
exigian  que  el  Fuero  Real,  el  código  del  monarca,  de  la  Cor- 
te, el  código  que  representaba  la  legislación  una  y  generad 
abriéndose  trabajosamente  paso  en  medio  de  la  confusión  foraV 
se  aplicase  por  sí  mismo,  por  su  propia  autoridad,  sin  exigir 
la  prueba  de  su  uso,  ni  imponerle  traba  alguna. 

La  Monarquía  procuraba  establecer  la  unidad  del  derecho,, 
como  tendía  á  la  unidad  política;  y  miraba  con  recelo  los  fue- 
ros de  clase  y  los  fueros  municipales.  Unos  y  otros  habian  na- 
cido de  la  concesión  real  ó  de  la  costumbre;  y  la  costumbre  era 
considerada  como  una  especie  de  prescripción  contra  la  potes- 
tad del  Rey,  puesto  que  el  concepto  del  señorío  daba  carácter 
privado  á  los  poderes  públicos,  haciéndolos  susceptibles  ^de- 
enajenación  y  de  prescripción.  Pero  si  la  costumbre,  mediante 
este  principio^  daba  fuerza  á  los  fueros  municipales,  el  no  uso 
debía  quitársela  por  prescripción  contraria,  y  así  lo  entendían 
los  pueblos,  que  á  cada  cambio  de  monarca  solicitaban  la  con- 
firmación de  sus  fueros,  y  así  lo  entendían  y  practicaban  los^ 
reyes,  dejando  de  respetarlos  cuando  no  se  probaba  su  uso. 
Si  esta  prueba  del  uso  se  empleaba  como  medio  de  ir  aboliendo 
los  fueros  municipales,  era  precisamente  para  dar  fuerza  á]a 
legislación  general,  para  ir  ensanchando  el  círculo  de  la  uni- 
dad  del  derecho,  de  que  era  expresión  el  Fuero  Real.  Por  eso  en 
vez  de  exigir  la  prueba  de  que  este  código*  era  usado  y  guar- 
dado, el  Ordenamiento  de  Alcalá  le  declara  en  uso,  en  pleno 
vigor,  como  fuero  de  la  Corte,  como  la  legislación  supletoria 
distinta  á  reemplazar  los  fueros  municipales  á  medida  que 
fueran  cayendo  en  desuso. 

VIL— LAS  LEYES  DE  TOBO.  ORÍGEN  DEL  EBBOB. 

La  ley  1*  de  Toro  se  propuso  también  fijar  el  orden  de  pre- 
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ferencia  de  las  fuentes  de  nuestro  derecho;  y  para  ello  comen- 
zó por  copiar  íntegramente  la  ley  del  ordenamiento  de  Al- 
calá, añadiendo  después: 

«Y  porque  nuestra  intención  y  voluntad  es  que  dicAa  ley  se 
guarde  y  cumpla  como  en,  (lia  se  contiene,  Ordenamos  y  manda- 
mos qne en  la  determinación  de  los  pleitos  ycansas....,  se 

guarde  la  <5rden  siguiente:  Que  lo  que  se  pudiese  determinar 
por  las  leyes  de  los  ordenamientos  y  premáticas  por  Nos  he- 
chas y  por  los  Beyes  qne  Nos  vinieren se  sigan  y  guarden, 

como  en  ellas  se  contiene,  no  embargante  qne  contra  las  di- 
chas leyes se  diga  y  alegue  que  no  son  usadas,  ni  guarda- 
das. Y  en  lo  que  por  ellas  no  se  pudiere  determinar,  mandamos 
que  ae  guarden  las  leyes  de  los  Fueros,  ansí  del  Fuero  de  las 
Leyes  como  las  de  los  Fueros  Municipales  que  cada  ciudad  6 
villa  6  lugar  tuvieren,  en  lo  que  son  afueren  usados  y  guarda- 
dados  en  los  dichos  lagares,  y  no  fueren  contrarios  á  las  dichas 
leyes  de  ordenamientos  y  premáticas » 

Estas  palabras,  por  la  imperfecta  manera  como  repiten  los 
preceptos  de  la  ley  del  ordenamiento,  han  sido  causa  del 
error,  muy  ñrecuente  en  nuestros  historiadores  y  comentarios 
tas,  al  afirmar  que  de  igual  modo  que  los  demás  fueros,  el 
Fuero  Real,  coniderado  por  algunos  solamente  como  munici- 
pal, tenido  por  otros  como  general,  no  alcanzaba  autoridad  le- 
gislativa sino  en  cnanto  se  probase  su  uso. 

Veamos,  sin  embargo,  el  recto  sentido  gramatical  de  la  ley 
de  Toro,  «Se  guarden,  dice,  las  leyes  de  lo»  Fueros,  ansí  del 
Fuero  de  las  Leyes,  como  de  los  Fueros  Municipales,  que  cada 
ciudad,  villa  ó  lugar  tuvieren,  en  lo  qne  son  y  fuerea  usadas 
y  guardados  en  los  dictios  lugares,  y  no  fueren  contrarios  á 
las  dichas  leyes  de  ordenamientos  y  premáticas.»  Ahora  bien 
¿los  adjetivos  usados  y  guardados  conciertan  sólo  con  el  sus- 
tantivo fueros  (municipales)  <5  se  refieren  también  al  Fuero 
Beal?  Si  ahí  terminara  la  frase,  la  cuestión  podrá  aparecir 
como  dudosa;  pero  el  miembro  que  después  se  le  añade  «y  no 
fn  eren  contrarios  alas  dichas  leyes  de  ordenamientos  y  premá- 
ticas,» comprendiendo,  como  indudablemente  comprende,  el 
Fuero  Real  y  á  los  municipales,  demuestra  que  á  uno  y  otros 
abarca  la  limitación  de  que  se  guarden  sólo  en  lo  qne  son  y 
fueren  asados  y  guardados. 
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Pero  ¿dónde  ha  de  hacerse  la  prueha  de  ^ue  son  asados  y 
guardados?  En  las  dichos  lugares,  dice  la  ley,  en  las  ciudad^ 
villas  ó  lugares  que  las  tuvieren  como  Fueros;  y  por  tanto^ 
claro  es  que  la  ley  de  Toro  se  refiere  sólo  al  Fuero  Real  como 
municipal  de  ciudades,  villas  ó  lugares;  pero  no  dice  ni  una 
palabra  del  Fuero  Real,  como  código  general,  como  fuero  de 
la  Corte,  de  los  Alcaldes  de  Corte  y  de  las  alzadas,  según  se 
decia  en  tiempo  de  Alonso  XI,  como  fuero  de  los  Tribunales 
del  Rey,  del  Consejo  de  Castilla,  de  las  \udiencias'y  de  los  Al- 
caldes de  Corte,  como  se  diria  en  tiempo  de  los  Reyes  Cató- 
licos. ^ 

¿Se  dirá  que  este  silencio  de  la  ley  de^Toro,  acerca  del  Fue- 
ro Real,  como  código  general,  lo  deroga  poy  omisión?  Para 
esto  seria  preciso  demostrar  que  la  ley  de  Toro  se  habia  pro- 
puesto derogar,  en  parte,  ó  enmendar  la  ley  de  Ordenamiento, 
en  cuanto  declaraba  en  uso  y  vigor,  como  fuero  de  la  Corte,  el 
Real;  pero,  bien  al  contrario,  la  ley  de  Toro  manifiesta  su  inten- 
ción de  que  la  ley  del  Ordenamiento  se  guarde  como  en  ella  se 
contiene;  para  este  efecto  la  inserta  en  su  principio;  añade  des- 
pués: que  las  justicias guarden  y  cumplan  la  dicha  lep  en 

todo  y  por  todo;  y  concluye:  «nuestra  intención  y  voluntad  ea 
que  cerca  de  la  determinación  de  los  pleitos  y  causas  solamea- 
te  se  haga  é  guarde  lo  contenido  en  la  dicha  ley  del  señor  Bey 
1>.  Alonso  y  en  esta  ley.» 

La  omisión  de  la  ley  1^  de  Toro,  al  repetir  la  de  Ordena- 
miento, es  una  de,  tantas  imperfeccionss  de  forma  de  que  ado- 
lece aquella  colección,  que  no  se  distingue  por  la  claridad  b| 
por  la  corrección  de  su  estilo.  Pero  puesto  que  las  dos  leyese 
han  de  cumplirse  según  dispone  la  de  Toro,  y  no  hay  contra- 
dicción entre  ellas,  ni  la  última  enmienda  ni  deroga  en  nada 
la  primera,  claro  es  que  se  halla  vigente  la  ley  del  Ordena- 
miento de  Alcalá  en  cuanto  confirma  el  Fuero  Real  como  fuero 
de  la  Corte,  es  decir,  como  fuero  supletorio  y  general,  sin  exi- 
gir la  prueba  de  su  uso,  ¿ntes.  bien  reconociéndole  en  uso  y 
vigor. 

Y  las  Leyes  de  Toro  no  sólo  aceptan  lo  doctrina  del  Ordena- 
miento de  Alcalá,  en  cuanto  exig^  á  los  fueros  municipales 
la  pruel)a  de  su  uso,  y  reconoce  como  vigente  sin  ^  proeba 
el  Fuero  Real  considerado  como  legislación  común,  sino  qm 
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eataa  reglas  sentadas  en  Ib  ley  1*,  las  aplican  y  practican  en 
vatias  de  las  leyes  siguientes. 

La  ley  6*  de  Toro  al  establecer  la  legítima  de  loa  acendien- 
tes,  le  impone  esta  limitación;  «lo  caal  mandamos  que  se 
gnarde,  salvo  ea  las  cindades,  villas  y  lagares,  dosegun  el  fnf 
ro  de  h  tierra  se  acostumbran  tornar  sus  bienes  al  tronco,  ó  la 
raíz  á  la  raíz.»  De  modo  quo  el  faero  de  troncalidad  se  respe- 
ta como  municipal  en  loa  lugares  donde  se  acostumbra,  es  de- 
cir, donde  continúa  en  uso. 

En  cuanto  al  Fuero  Real,  la  ley  2"  de  Toro  empezó  por 
exigir  que  dejasen  sua  cargos  de  jnstieia  los  letrados  que  loa 
ejercían  al  año  de  su  publicación,  si  no  hubieran  pasado  las 
leyes  de  Ordenamientos  y  Pragmáticas,  Partidas  y  Fuero 
Beal.  Esta  necesidad  de  estudiar  ei  Fuero  Real  con  ias  demás 
fuentes  del  derecho  comnn,  significa  que  las  leyes  de  Toro  lo 
contaban  entre  ellas,  como  legislación  viva  y  práctica. 

Así  lo  citan  repetidamente  sin  exigir  jamáe  la  prueba  de 
su  uso,  antes  bien  reconociéndolo  como  vigente  para  ampliar- 
lo, explicarlo  y  confirmarlo.  La  ley  IS  lo  confirma  á  propósito 
de  la  mejora  del  tercio;  la  28  con  ocasión  de  la  del  quinto;  las 
leyes  70  á  74  amplifican,  partiendo  de  ellos,  sos  principios  so- 
bre el  retracto;  las  81  y  82  confirman  los  preceptos  del  Fuero 
Keal  sobre  adulterio.  Por  no  ser  prolijos  no  entraremos  en  por- 
menores más  que  en  punto  á  la  ley  50.  Dice  ésta:  «La  ley  del 
Fnero  (1',  lib  iii,  tít.  2")  qne  dispone  que  «o  pueda  el  marido 
dar  más  en  arrasa  su  mujer  de  la  décima  parte  de  sus  bie- 
nes, no  se-.pneda  rennnciar,  y  si  se  renunciare,  no  embargan- 
te la  tal  renunciación,  lo  contenido  en  la  dicha  ley  se  guardo 
y  ejecute;  y  si  algún  Escribano  diere  fé  de  algún  contrato  en 
que  intervenga  renunciación  de  la  dicha  ley,  mandamos  que 
incurra  en  perdimiento  del  oficio.»  Se  supone,  pues,  como  vi- 
gente la  ley  del  Fnero,  sin  necesidad  de  probar  sn  uso^  sin 
necesidad  de  confirmarla,  para  prohibir  su  renuncia,  y  se  la 
considera  como  obligatoria  en  todo  el  reino,  pues  general  es 
el  precepto;  y  al  Escribano  que  la  infrinja,  á  cualquier  Escri- 
baao  de  cualquier  lugar,  se  le  castiga  con  la  pena  del  perdi- 
miento de^oficio. 

La  regla  y  los  hechos,  la  doctrina  y  la  práctica  de  laa  !e- 
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yes  de  Toro  han  reconocido  con  autoridad  legislativa  al  Fuero 
Real  sin  necesidad  de  probar  su  uso,  como  ley  general  de  es- 
tos reinos;  y  la  ley  1*  de  Toro  continúa  vigente  pues  que  ha 
pasado  á  la  Nueva  y  Novísima  recopilación;  forma  en  esta  la  ley 
3*,  tít.  2®  del  lib.  III,  y  es  todavia  el  precepto  vivo  que  marca 
el  orden  de  prelacion  en  nuestros  códigos, 

VIII. — AOOION  DEL  BOMANISMO. 

¿Cómo  se  explica  que  el  Fuero  Real  tenido  por  base  del  de- 
recho común,  usado  y  guardado  por  su  propia  autoridad  antes 
y  después  de  las  leyes  de  Toro,  haya  caído  en  desuso  en  mu- 
chos de  sus  importantes  preceptos?  ¿Cómo  se  explica  que  fijan- 
do la  mayor  edad  en  los  veinte  años,  se  encuentre  hoy  señalada 
á  los  veinticinco,  que  se  haya  abolido  la  patria  potestad  6 
tutela  preferente  de  la  madre,  que  desapareciera  el  consejo  de 
familia  ó  junta  de  parientes  que  se  haya  derogado  la  emanici- 
pacion  por  la  edad?  Si  el  Fuero  Real  era  un  código  vigente, 
¿como  han  caido  en  desuso  estas  y  otras  disposiciones  suyas  no 
menos  importantes? 

Todo  ha  sido  obra  del  romanismo.  El  renacimiento  del  de- 
recho romano  justinianeo  se  hizo  sentir  en  España  muy  poco 
tiempo  después  de  su  aj)aricion  en  Italia,  á  principios  del  si- 
glo XIII,  tal  vez  á  fines  del  mismo  siglo  xii,  y  entonces  al  to- 
mar el  Derecho  su  forma  científica,  siquiera  prestada  en  Es- 
paña como  en  toda  Europa,  sq  dio  de  nuevo  el  ejemplo,  que  se 
habia  dado  en  Roma^  de  convertir  la  doctrina  jurídica  en  fuen- 
te del  derecho  positivo,  solo  que  ahora  no  aplicaban  al  foro  los 
jurisconsultos  principios  jurídico-fllosóficos,  principios  racio- 
nales determinados  por  un  movimiento  científico  original,  como 
habian  hecho  los  Romanos  de  los  primeros  siglos  del  Imperio, 
sino  que,  en  vez  de  una  doctrina  propia,  estudiaban,  exponían 
y  aplicaban  como  suya  la  doctrina  contenida  en  los  códigos 
justinianeos  y  an  los  cánones  de  la  Iglesia. 

El  impulso  fué  tal,  que  bajo  su  influencia  se  redactaron  las 
Leyes  de  Partida;,  y  las  Leyes  del  Estilo,  reflejo,  como  hemos 
dicho,  de  la  vida  jurídica  en  el  úlmo  tercio  del  siglo  xtii  y  pri- 
meros años  del  xiv,  no  solo  citan  y  aplican  las  Leyes  de  Par- 
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4;ída  aún  no  publicadas,  sino  también  los  textos  terminantes 
del  derecho  romano  y  del  derecho  canónico. 

El  Ordenamiento  de  Alcalá  intentó  contener  dentro  de  cier- 
tos límites  esta  corriente  publicando  las  Leyes  de  Partida  en 
-concepto  de  código  supletorio  del  Fuero  Real  y  de  los  munici- 
paless,  pero  sin  autorizar  con  igual  carácter  de  complementa- 
rio el  derecho  romano,  como  iba  generalizándose  por  Europa; 
disponiendo  por  el  contrario,  que  en  casos  de  duda,  ó  en  de- 
fecto de  los  fueros  y  de  las  Partidas,  se  consultase  al  Rey,  sí 
bien  sufriendo  «que  los  libros  de  los  derechos  que  los  sabios 
tintiguos  hicieron,  que  se  lean  en  los  estudios  generales...; 
porque  hay  en  ellos  mucha  sabiduría,  y  queremos  dar  lugar, 
que  los  nuestros  naturales  sean  sabido  res,  y  sean  por  ende  más 
honrados.» 

De  nada  sirvió  este  endeble  dique  levantado  por  el  Ordena- 
miento al  romanísmo.  Los  textos  de  las  Pandectas  ó  de  las  No- 
velas dejaron  de  invocarse  como  leyes;  pero  esos  mismos  textos 
traducidos,  si  bien  sumariamente,  por  las  Leyes  de  Partida  no 
-se  empleaban  para  suplir  los  vacíos  de  la  legislación  foral, 
sino  que  en  lucha  abierta  con  ella  aspiraban  á  derogarla,  á 
sustituirla;  y  con  frecuencia  lo  conseguian.  Las  mismas  Leyes 
de  Toro,  resistiendo  en  muchos  puntos  la  corriente,  se  vieron 
obligadas  á  ceder  á  ella  en  materia  tan  grave  como  la  sociedad 
legal  de  los  cónyuges,  haciendo  coexistir  á  pesar  de  su  incom- 
patibilidad el  régimen  de  gananciales  con  el  régimen  dotal 
romano,  y  convirtiendo  la  sociedad  de  ganancias  y  pérdidas 
en  una  compañía  leonina  para  el  marido,  que  al  cabo,  como 
toda  exageración,  habia  de  ser  contraproducente  y  concluir 
•como  concluyó,  en  efecto,  en  una  evolución  de  la  dote  perju- 
dicial á  la  mujer.  ^ 

Por  este  camino  fué  acentuándose  la  preponderancia  del 
Tomanismo  sobre  nuestro  derecho  foral  en  las  importantes  ins- 
tituciones que  antes  hemos  indicado, 

Pero  la  reacción,  aunque  tarde,  ha  llegado  por  fin:  la  in- 
Tasion  romancista,  se  ha  detenido;  y  ahora  es  tiempo  de  deter- 
minar desapasionadamente  el  valor  jurídído  de  sus  efectos.  Las 
Leyes  de  Partida,  con  sus  doctrinas  romanas,  no  son  ni  pue- 
den ser  en  nuestro  derecho  positivo,  más  que  la  legislación  su- 
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pletoria  del  Faero  Real:  y/gentes  están  en  la  Novísima  Reco-- 
pilacíon^  como  hemos  dicho,  lá  ley  del  Ordenamiento  de  Alca- 
lá y  la  de  Toro,  qae  así  lo  disponen.  Si  el  exagerado  influjo  del 
renacimiento  ahogó  algunos  preceptos  del  derecho  foral  con 
las  leyes  romanas;  si  hoy  la  mayor  edad  no  se  fija  en  los  vein- 
te años  del  Fuero  Real  y  del  Fuero-Juzgo,  sino  en  los  vein- 
ticinco de  las  Leyes  de  Partida,  no  es  porque  este  código  sea 
preferente  á  la  legislación  foral,  sino  porque  la  práctica  del 
foro,  inspirada  en  el  romanismo,  ha  derogado  en  este  y  otro» 
puntos  las  leyes  del  Fuero  Real  por  la  fuerza  de  costumbres  con- 
trarias de  antiguo  establecidas,  detenidas  hace  tiempo  en  su 
acción  in vasera,  pero  dignas  de  respeto  donde  llegaron  á  cons- 
tituir derecho  consuetudinario. 

Así,  en  suma,  el  Fuero  Real,  es  anterior  á  las  Partidas  en 
el  orden  de  prelacion  de  las  fuentes  de  nuestro  derecho;  tiene 
autoridad  por  sí  mismo,  sin  necesidad  de  probarse  su  usó^  y  ha 
de  aplicarse  en  el  foro ,  por  regla  general,  antes  que  las  Parti- 
das. De  las  leyes  de  Partida  sólo  podrán  invocarse  con  prefe- 
rencia al  Fuero  Real  aquéllas  que  en  la  práctica'  hayan  al- 
canzado á  derogarle  por  el  valor  de  una  costumbre  contra  ley; 
pero  entiéndase  bien:  el  Fuero  Real  está  vigente,  se  presume 
su  uso;  para  que  una  ley  de  Partida  derogue  sus  preceptos  hajr 
que  probar  que  ha  llegado  á  constituir  costumbre. 

IX . — TENDENCIAS  ACTUALES. — CONCLUSIÓN. 

La  reforma  de  los  estudios  jurídicos  iniciada  ya  en  el  siglo 
anterior  ha  ido  devolviendo  á  la  Historia  sus  desconocidos  de- 
rechos, sin  menos  cabo  de  la  Filosofía;  y  hoy  se  reconoce  uni- 
versalmente  que  si  la  erudición  del  derecho  romano,  tradu- 
cido en  las  Leyes  de  Partida,  debe  servir  para  llenar  los  vacies 
de  nuestro  derecho  foral,  no  debe  ni  ha  debido  tener  nunca 
autoridad  para  derogarle,  para  alterar  sus  instituciones,  por- 
que el  derecho  foral  es  la  expresión  mas  genuina  del  derecho 
nacional,  de  la  vida  histórica  de  nuestro  derecho  durante  la 
Edad  media: 

La  reconstitución  del  Derecho  civil  español  ha  de  hacerse^ 
teniendo  en  cuenta,  no  sólo  las  aspiraciones  del  ideal,  las  exi- 
gencias de  la  Filosofía,  sino  también  las  imposiciones  de  la. 
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Historia,  para  reanudar  nuestras  tradiciones  jurídicas  en  cuan- 
to tengan  hoy  animación  y  vida,  para  inspirarse  con  el  estudio 
de  las  tradiciones  muertas  en  el  espíritu  original  y  propio  del 
derecho  nacional  á  ñn  de  que  renazca  en  las  leyes  con  las 
nuevas  formas  que  piden  el  progreso  histórico  y  el  actual  modo 
de  ser  de  la  sociedad  española. 

Bajo  la  inspiración  de  estos  principios  se  han  realizado  en 
nuestros  tiempos  importantísimas  reformas  jurídicas,  que  han 
deshecho  la  obra  del  romanismo  en  sus  exageraciones,  resta- 
bleciendo los  principios  del  Fuero  Real,  unas  veces  como  en 
él  estaban  escritos,  otras  en  su  espíritu  acomodado  á  las  for* 
mas  de  nuestro  tiempo.  La  ley  de  1862  sobre  consentimiento 
paterno  para  el  matrimonio;  reorganizó  la  junta  de  parientes, 
aunque  para  fines  distintos  de  los  que  le  encomendaba  el  Fue- 
ro Beal.  La  ley  de  matrimonio  civil,  apoyándose  en  los  prin- 
cipios del  Fuero  y  desenvolviéndolos  con  nueva  vida,  ha  con- 
ferido la  patria  potestad  á  la  madre,  y  ha  declarado  la  mayor 
edad  como  causa  de  disolución  del  poder  paterno. 

Este  retorno  á  fes  instituciones  del  Fuero  Real  á  la  legis- 
lación foral  en  la  vida  interna  del  Derecho,  se  ha  iniciado  tam- 
bién en  la  historia  externa,  en  cuanto  á  las  fuentes  legales;  y 
á  esta  tendencia  obedecia  el  Consejo  de  Castilla,  cuando  en 
1788  declaraba  la  prioridad  del  Fuero  Juzgo  sobre  las  Leye» 
de  Partida.  Y  el  Fuero  Juzgo,  que  quedó  arrinconado  por  la 
publicación  del  Fuero  Real,  gestarla  vigente  sin  necesidad  de 
probar  su  uso,  con  preferencia  á  las  Partidas,  mientras  el 
Fuero  Real  que,  sin  derogarlo,  lo  reemplazó  de  hecho  como 
Fuero  de  la  Corte,  como  código  general,  no  podria  alegarse 
sin  la  prueba  de  continuar  usado  y  guardado? 

Las  tendencias  contemporáneas  en  la  vida  interna  y  ex* 
terna  del  Derecho  conducen,  pues,  necesariamente  á  la  rehabi- 
litación del  Fuero  Real  como  ley  común,  con  autoridad  propia, 
sin  la  prueba  de  estar  usado  y  guardado,  con  prelacion  sobre 
las  leyes  de  Partida;  y  para  desenvolver  estas  tendencias,  no 
es  preciso  salirse  de  la  esfera  del  derecho  positivo,  no  hay  que 
acudir  á  sutileswterpretacíones,  basta  dejar  hablar  los  textos 
citados  de  leyes  vigentes  y  practicarlas  en  su  sentido  literal. 

La  legislación  positiva  necesita  aplicar,  con  preferencia  al 
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romanismo  exótico,  meramente  supletorio,  los  preceptos  yíyos 
del  Fuero  Real,  los  que  no  han  sido  derogados  por  las  leyes  ó 
costumbres  posteriores,  como  los  más  conformes  con  nuestro 
carácter  histórico;  la  evolución  progresiva  de  nuestro  derecho 
€xige  hoy  que  se  reanuden  las  tradiciones  ferales,  injusta- 
mente dadas  al  olvido  en  siglos  anteriores,  para  fortificar  el  es- 
píritu nacional  en  que  han  de  inspirarse  los  trabajos  legisla- 
tivos al  desenvolverse  con  las  formas  nuevas  que  pide  la  cul- 
tura jurídica  de  nuestro  tiempo. 


Eduísdo  Psbez  Pujol. 


REVISTA  DE  LA  PRENSA  JURÍDICA 

BBPAÑOIA  T   BZTIIAK»ItA.. 


Bd  t&  Gacela  ie  Regitlraiara  ySotariot  maDtteaei]  Interesaote  polímioa  un  Nt- 
■arlo  j  un  Stfltlrader .  Oeflende  el  prímeii}  la  caDvealencia  y  Decesidad  de  loa  pre- 
ceptos coDtsnldbB  en  la  ley  de  St  de  Diciembre  ultimo  que  creí  el  cuerpo  eEpecfsl 
de  liquid adores  de  derechoa  reales,  j  funda  eu  opintoa  en  que  eg  uua  lerdadin- 
eoncuaa  que,  ya  por  coDsecuencla  de  laa  mayores  BolemnidodeB  que  para  la  ina- 
-crlpcioD  en  loa  Registros  de  U  propiedad  eilge  á  la  titulación  laley  Hipotecarla, 
y  y»  por  la  falta  da  runoionarlos  especiales  como  loa  ahora  oreadoa,  el  impuesto  de 
Derechos  realea  deja  de  recaudarse  en  au  mayor  parte,  porque  ni  el  5  por  100  ds 
los  actos  y  contratos  que  originan  la  traanamision  de  bienes  inmuebles  se  consig- 
vaa  por  inatrumecto  público,  bIdo  verbalmente  6  por  documentos  privados,  peto 
que  cauBan  su  efecto  en  loa  amiUaramientos  parala  contribución,  donde  en  gene- 
ralas auotan  tan  informales  transmisiones,  y  cuando  les  ocurre  algun  caso  de  ne- 
cesidad, loB  adquirentee  Instruyen  el  expediente  poseEorio.  Por  este  procedloilen- 
to,  muy  generalizado  y  conocido  por  la  mayoría  de  los  Registradores  déla  ¡jToiiir:- 
dad,  latltuIadoD  pública  está  reducida  á  unapequeQísima  partede  lo  que  debiera, 
y  en  eaia  proporción  la  reeaudadon  del  impuesto  de  Derechos  reales  y  el  consumo 
de  papel  sellado.  Resulta  de  aquique  el  Estado  d^a  de  percibir  muchos  millonea 
de  pesetas  por  los  derechos  del  reterido  Impuesto  que  le^timamente  se  adeudan 
y  no  recauda,  y  por  el  menos  consumo  de  papel  aellado  que  origina  la  falta  de  for- 
malizacion  de  la  titulación  debida;  y  en  igual  grado  Ó  proporción  son  perjudica- 
das en  sus  tagitimoa  derecboa  las  clases  de  Notarios  y  Reg-istradores.  EbIob  üiti- 
moB,  cuya  principal  mlBlon  ea  el  desemp^o  de  su  importante  cargo,  que  tiíge 
toda  su  atención,  estudio  y  permanencia  en  la  oScIna  laa  boraa  reglamentarias, 
DO  pueden  á  la  vez  ejercer  el  cargo  de  Liquidaiores  del  impuesto  de  Derechos  rea- 
les,  sino  únicamente  como  basta  ahora  bau  Tenido  y  vienen  verlllcdndolo,  limi- 
tando BUS  trabajos, ya  por  si 6  ya  por  un  oSclal  del  Retfietro,  ¿liquidarlo  que  vo- 
luntariamente se  presenta.  Por  ello,  y  como  para  que  la  recaudación  de  todo  im- 
puesto, y  mia  loa  Indirectos  sea  la  debida,  se  requieren  trabajos  preparatorios  y 
-asiduos,  de  Importancia,  encaminados  ala  aieriguacion  del  adeudo  y  geBli»u  para 
el  pagfo,  de  aquila  necesidad  ineludible  de  que  este  ramo  exija  en  cada  partido  ju- 
dicial un  funcionario  especial  con  conocimientos  y  eondisiones  bastanl«B,  como  la 
ley  loaba  concebido.  Contesta  el  Resislraátr  con  cierta  ironía  y  aSrmaque  con  la 
flel  observancia  por  todos  los  funcionarios  de  los  deberes  que  Impone  el  nuevo  Re- 
S'lamento,  que  no  se  diferencia  en  este  punto  del  an  tig-uo,  y  con  otras  medidas  que  Ib 
ley  debiera  adaptar,  conseguirían  atenuar  aquel  mal,  lo  mismo  loa  Regríetradoi'es 
que  loa  nuevos  liquidadores;  mas  no  el  mal  délas  informalidades  de  las  titulaciones, 
que  estereconocemüitipleB  causas,  Biuo  el  mal  deladeQcencladelos  ingresoa.  Re- 
plica el  JVníaria  reDrléndoae,  así  á  la  contestación  del  Registradot  como  á  otros  ar- 
ticDtoB  por  eue  publicados  anterionnenta  contra  la  creación  de  ios  nuevoi  tunúona- 
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rio8»que  no  puede  ignorarse  por  quien  algo  conozca  los  dos  ramos  que  cada  cuaf 
de  éstos,  el  de  los  Hegistradoresy  elde  los  Liquidadores,  necesita  para  su  buen  de- 
sempeño de  un  funcionario  especial  y  competente  como  las  respectivas  leyes  lo  exi- 
g'en,  y  añade  que  si  para  la  debida  recaudación  del  impuesto  y  formalizacion  de  la 
titulación  que  origina  la  transmisión  de  inmuebles  se  considera  suficiente  la  fiel  ob- 
servancia por  todos  los  funcionarios  de  los  deberes  que  les  impone  el  nuevo  Regla- 
mento, é  innecesario  el  nuevo  Cuerpo  de  Liquidadores,  por  este  principio  muchí- 
simas ruedas  del  eje  del  Estado  estarían  excusadas;  pues  con  dictar  las  leyes 
prescribiendo  los  derechos  y  las  obligaciones  respectivas  que  todos  debemos  dis- 
frutar y  cumplir  todos,  los  funcionarios  püblicos  necesarios  quedarían  reducidos 
á  muy  cortísimo  numero. 

IMuchos  son,  á  juzgar  por  lo  que  la  Gao^/a  escribe,  los  Registradores  que  se 
Asocian  al  pensamiento  de  celebrar  un  Congreso  de  estos  funcionarios,  y  própo- 
DBBse  ya  las  cuestiones  que  en  él  deben  tratarse,  entre  las  cuales  pitaremos  éstas; 

¿Debe  ser  la  inscripción  en  el  Registro  de  la  propiedad  voluntaria  ú  obliga- 
toria? ¿Cuál  délos  dos  extremos  trae  más  ventajas  para  el  Estado,  para  los  pue- 
blos, para  las  familias,  para  los  individuos?  ¿Puede  y  debe  crearse  el  crédito  ter^ 
ritorial  y  agrícola?  ¿Hay  manera  y  forma  de  establecer  Bancos  y  Sociedades 
,de  crédito  que  correspondan  á  estas  necesidades?  ¿Pueden  y  deben  hacer  algo 
los  Registradores  de  la  propiedad  con  este  objeto,  buscando  la  cooperación  y 
syuda  de  otros  elementos  afínes?  ¿Qué  medios  más  fáciles  habría  para  conse- 
guir estos  resultados?  ¿Puede  llevarse,  en  cierto  modo  y  de  alguna  manera,  el 
Registro  de  la  propiedad  á  los  Ayuntamientos,  sin  dejar  de  existir  en  la  forma 
que  hoy  existen  estas  oficinas,  y  con  mayor  ventaja  para  el  Estado  y  páralos  pue- 
blos? ¿Qué  reformas  habían  de  hacerse  con  este  motivo  que  fueran  ütiles  y  benefí» 
ciosas?  ¿Qué  modificaciones  admite  el  Registro  de  la  propiedad?  ¿Debe  desapare- 
cer el  impuesto  del  papel  sellado  en  los  contratos?  ¿Puede  conptituirse  y  debe  re- 
formarse el  impuesto  de  Derechos  reales,  formando  de  los  dos  uno  solo,  y  este 
equitativo,  de  modo  que  pueda  evitarse  la  asfixia  de  la  propiedad  territorial»  sobro 
todo  la  pequeña? 

Problemas  son  estos  de  gran  importancia  y  cuyo  estudio  y  solución,  <^ando  la. 
bubiere,  hablan  de  ser  verdaderos  títulos  de  gloria  para  el  Congreso  de  Registra- 
dores. 

*  4- 

La  Cruceta  del  Notariado^  ocupándose  en  la  demarcación  notarial  de  las  Antillas 
españolas,  opina  que  aquella,  atendida  la  situación  de  Cuba  y  Puerto-Rico,  no  debe 
distinguirse  por  el  gran  número  de  los  Distritos.  Regiones  agrícolas  por  excelen- 
cias, si  dura  mucho  tiempo  el  estado  económico  actual  no  pueden  dar  gran  ali- 
mento á  la  contratación  como  los  distritos  excedan  del  número  prudencial  que  e) 
estado  del  pais  ha  de  señalar  más  que  otra  razón  alguna.  La  carestía  de  la  vida  en 
aquellos  es  otra  muy  atendible  para  que  se  proceda  con  el  indicado'tino,  causa  se- 
gura de  acierto.  No  conviene  que  al  reorganizarse  allí  la  Institución  notarial  se 
presente  sin  el  prestigio  que  debe  tener  y  mucho  menos  que  el  menoscabo  de  su 
decoro  se  deba  i  la  falta  dé  preparación  en  el  estudio  de  una  cuestión  que  pare- 
ce difícil  porque  se  quiere  resolver  de  pronto  y  sin  el  cúmulo  de  noticias  que  la 
facilitarían  y  podrían  hacerla  aceptable  para  todos,  si  fuesen  fundados  sus  mo- 
tivos. 

Bn  otro  número  de  nue^ro  aprecíable  colega  aparece  el  primer  articulo  de  unos 
Estudios  hUtórieo-notariaíeXf  que  prometen  ser  interesantes.  Este  primer  articula 
estudia  La  inquisición,  sus  causas,  sus  notarios  y  sus  procedimientos. 
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BT  Pragraii  ii  la  Salaría  lamenta  loa  eirorea  del  Gobierno  ;  de  la  prenea  qo* 
eoDvlarten  i  loa  NotaiiOE  en  empleados  b  agentes  de  la  administración  pQbliea. 
Hoy,  desde  que  el  car^  notarial  taé  organiíado,  ;  empeló  á  realizarse  bu  separa- 
ción del  destino  de  actuario,  el  dobierco.  que  en  este  último  BigKe  viendo  to- 
davía el  carácter  ;  la  perpetuidad  del  profesor,  por  lo  cual  no  dicta  las  diepoSÍEiO- 
nesque,  cauformeá  la  naturaleza  de  su  CRfg^  eiig^  Bu  buen  régimen,  úceslnadk 
liace  para  llenarlos  grandes  lacioe  que  en  él  se  obeerran,  vá  al  mismo  tiempo  ea 
el  Notario,  principalmente  o  dotes  que  nada,  el  «pecio  eflcial  de  ese  empleada  de 
la  A dminietracian  publica  A  que  eetuio  unido;  ;  sin  comprender  bien  los  prin- 
cipioade  la  orgaDliactoD  notarial,  ni  lo  que  el  mismo  Notarlo  es,  frictenlemetU 
le  da  mlQucioBas  realas,  y  altera  6  reforma  las  actuales,  descendiendo  algunas 
Tscei  á  lo  que  no  le  Incumbe  ó  no  es  propio  del  Poder,  apartándose  atrae  de  lo* 
principios  ó  de  la  razón  y  aun  de  la  justicia,  y  considerándole  otras  eomoem- 
pleado  pública. 

Mientras  qae  ai  actuario,  reducido  ya  6  un  mero  empleado,  no  pe  le  traslada  (ss 
Eeflere  al  colega  al  que  ;a  no  tiene  el  antiguo  derecho  de  propiedad  en  su  esorlba- 
nla),  ni  se  le  deja  cesante  6  separa  gubornatliamente,  ni  se  le  corrige  como  td 
empleado,  ni  se  le  da  sueldo,  pennitléad  le  cobrar  derecboa  como  un  profesor,  ni 
ee  le  otorgajablladon,  ele-, etc.;  todo  loquees  natural  Acón  forme  ésa  destine, 
con  veniente  y  necesario,  al  profesor  de  ^otaria,  alejado  por  la  ley  de  los  puestos 
y  asuntos  ofloiales, se  le  traslada  ptríotamenle;  se  le  separado  su car^,  por  impoei- 
fillidad  fieica  ó  moral,  en  expedie%le  gubtmalími;  ae  declara  Incompatible  su  ejercicio 
con  el  de  otro*  que  sean  pariente»  suyos,  en  un  mismo  pueblo;  se  le  concede  titulo 
denotarlo  kannrario  y-jniUaeim;  se  le  da  ;rs(iifiMfiilepBpelde  oficio  páralos  iodl- 
oas  mensuales  de  sus  protocolos,  y  se  Le  concede  también /riv^uicii  poifaJ  para  Ift 
remisión  de  los  minmos  índices,  y  i  las  Juntas  directivas  de  aun  Colegios,  la  te 
eorreoí  y  leU/rtfM;  etc.,  etc.;  todo  lo  cual  es  propio  de  !os  destinos  piibllcoa.  De  modo 
que,  mientras  el  actuario,  empleado  de  la  AJminiEtracion  general,  (y  de  mueba  in- 
fluencia en  los  uegocioa  en  que,  alnla  voluntad  de  las  personas  interesadas,  ó  sin 
au  elección  interviene),  cootioAa  ó  permanece  casi  como  profesor,  al  notarlo,  que 
no  es  mis  que  »n  prafeior  cm  (i  pUblhet,  conviértesele  poco  á  poco  en  empleado  4 
agente  del  Oobiemo.     , 

Combate  también  nuestro  colega  la  tlelosa  práctica  que  en  algunos  puntos  de 
EspaBaBigucn  loBnotariosde bacará  unas  personas  reqnei^mtentos  ú  noHflea- 
ciones  por  encargo  ú  comisión  de  otras. 

.  La  Qaeels  itl  Hiauterio  fuml,  inasrta  el  Informe  emitido  por  el  señor  Fiscal  de  la 
Audiencia  de  Madrid  acerca  de  la  conveniencia  ú  no  da  restablecer  la  Jurisdicción 
«a peclal  de  comercio,  y  en  su  caso  á  qué  clase  de  Tribunales  debia  confiarse.  La 
conclusión  del  informe  ea  que  no  debe  hacerse  por  i  o;  novedad  ni  modificación 
alguna  respecto á  los  Trlbunalea  que  juigan  los  asuntos  mercantiles, segurado 
que,  si  como  todas  las  instituciones  socialea  no  ae  bailan  exentos  en  la  prUetica  de 
diflcultadcs  é  inconvenientes,  estos  no  son  tan  grandes  y  trascendentíiles,  ni  tan 
difíciles  de  evitar  en  su  mayor  parte  con  nuevifl  y  sabias  prescripciones  legalee, 
que  en  la  marcba  de  loa  mismoa  puedan  ofrecerae,  como  los  iDconvenicntos  y  di- 
ficultades que  traerían  al  se  plantearan  cualquiera  delae  innovaciosic»  jurídicas 
que  se  pretende. 


Li  Befi/rma  lófiílatiea,  en  su  sección  doctrinal,  publica  varios  articulo! 
proyectado  Congreso  de  Registradores,  ;  sobre  la  oueation  de  al  estdn  ó 
tes  loa  anotaciones  tomadas  con  arreglo  al  art.  20  da  la  Isy  Hipotecarla  d 
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señor  Registrador  propone  en  las  columnas  de  nuestro  colega  cuatro  medidas,  que^ 
estima  fáciles  de  adoptar  oportunas  y  lógicas,  en  beneficio  de  la  clase  á  que  perte- 
nece. Son  estas  mejoras  de  los  registros  la  declaración  d^  que  el  10  por  100  que  por 
descuento  pagan  los  Registradores  al  Tesoro  sobre  sus  honorarios,  sólo  grava  las 
dos  terceras  partes  de  los  percibidos;  la  reproducción  del  proyecto  de  ley  reforman* 
do  el  arancel,  que  ya  mereció  la  aprobación  de  ambas  Cámaras,  y  que  no  pudo  ser 
ley  por  haberse  disuelto  las  Cortes  antes  de  que  se  nombrara  la  Comisión  mixta^ 
necesaría  por  haber  una  pequeña  variación  en  los  respectiros  dictámenes  aproba- 
dos;  exención  del  pago  de  los  libros,  y  desistir  por  ultimo  del  nombramiento  de 
liquidadores  especiales  del  Impuesto  de  Derechos  reales  y  trasmisión  de  bienes^ 
conservando  los  registradores,  sobre  los  honorarios  de  examen,  premio  y  expedí» 
cion  de  certificaciones,  la  participación  en  las  multas  que  ahora,  y  por  virtud  del 
nuevo  Reglamento  perciben. 

La  Gaceta  forense  encarece  la  importuncia  de  los  Juzgados  municipales  cuya  ja- 
risdiccion,  desde  la  promulgación  de  la  novisimaley  de  Enjuiciamiento  civil,  se  ha 
hecho  más  extensa  entendiendo  y  conociendo  hoy  de  asuntos  que  anteriormente 
estaban  encomendados  á  los  Juzgados  de  primera  instancia;  lamenta  el  abandono 
en  que  se  les  tiene,  haciéndoles  arrastrar  una  vida  raquítica  que  les  impide  llenar 
cumplidamente  la  misión  que  dentro  de  la  administración  de  Justicia  la  ley  les  en- 
comienda, y  propone  que  todo  juez  municipal  sea  letrado,  que  se  adopte  el  único 
sistema  que  pueda  dar  garantía  de  aptitud  y  capacidad,  á  saber;  el  sistema  de 
oposiciones,  creándose  por  este-medio  en  cada  distrito  judicial  un  cuerpo  de  aspi- 
rantes á  la  judicatura,  los  que  necesariamente  han  de  empezar  su  carrera  sirvien- 
do un  juzgado  municipal,  constituyendo  este  tribunal  el  primer  grado  de  la  es- 
cala ó  jerarquía  judicial,  y  pudiéndose  ascender  por  antigüedad  y  por  grados  á  loft 
tribunales  superiores. 

*  * 

El  ConsuUor  de  los  Ayuntamientos  y  de  los  Juzgados  municipales  llama  la  atención  de 
la  Comisión  rectificadora  del  subsidio  industrial  sobre  dos  industriar  evidentemen- 
te perjudicadas,  con  daño  trascendental  á  los  pueblos  y  á  la  salud,  y  que  son  la  de 
los  molinos  y  aceñas  en  los  ríos  y  la  de  los  establecimientos  balnearios;  expone 
atinadas  consideraciones  sobre  la  repoblación  y  aprovechamiento  de  los  montes; 
afirma  que  sólo  por  una  aberración  hija  del  desvanecimiento  que  los  problemas  de 
Hacienda  producen,  puede  explicarse  el  hecho  de  haberse  incluido  en  la  tarifa  4* 
ds  la  contribución  industrial  el  cargo  publico  de  juez  municipal,  Imjponiendo  á  los- 
que  lo  ^jercen  una  cuota  de  contribución  que  varia  según  las  poblaciones  entre 
35  y  120  pesetas  anuales;  y  da  á  conocer  los  formularios  para  la  formación  de  ami- 
laramientos  provisionales,  base  de  los  repartos  de  1882-83,  con  las  explicaciones  y 
advertencias  que  pueden  facilitar  su  ejecución. 

*  * 

Cúmplenos, por  ülthno,  comunicar  á  nuestros  lectores  la  aparición  dedos  revis- 
tas profesionales;  El  Siglo  Jurídico^  revista  critica  de  jurisprudencia,  legisla- 
ción, tribunales,  administración  y  estadística;  y  el  Boletín  de  Administración  muni' 
eipal,  periódico  de  Diputaciones,  Ayuntamientos  y  Juzgados  municipales.  El  pri- 
mero se  propone  el  estudio  de  los  problemas  jurídicos  y  los  sociales  con  estos  \n- 
timamente  relacionados,  y  asi  en  el  terreno  puramente  científico  como  en  el  emi- 
nentemente práctico,  promete  no  olvidar  nada  de  aquello  que  pueda  instruir  á  los 
que  se  dedican  al  estudio  y  ser  útil  á  los  que  tienen  que  poner  en  práctica  sus  co- 
nocimientos, ora  en  los  Tribunales,  ora  en  la  Administración.  El  segundo  afirma 
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que  Tiene  á  plantar  y  resolTer  los  arduos  problemas  nacidos  de  la  administración 
municipal,  y  aunque  el  comedimiento  en  el  fondo  y  en  la  forma  ha  de  ser  su  guia 
constante,  dentro  de  él  sostendrá  cuantas  polémicas  se  le  susciten,  sin  salir  del 
terreno  puramente  administrativo  en  que  se  propone  girar. 

B.  B. 


BULLETTN  DE  LA  SOCIETE  DE  LEGISLATIÓN   COMPAHEE. 

Estudio  sobre  el  Código  penal  francés,  comparado  con  los  Códigos  de  Bélgica  y  del  Gran 

Ducado  de  Luxembnrgo. 

Gomo  dice  M.  Nypels,  la  legislación  penal  de  un  pueblo  es  la  imagen  fiel  y  el  i^e- 
fiejo  de.su  civilización.  Ella  toca  directamente  á  los  más  altos  intereses  del  indivi- 
duo y  de  la  sociedad.  Es  la  base  sobre  la  que  descánsala  seguridad  pública,  tanto 
la  libertad,  como  el  honor  y  la  fortuna  de  los  ciudadanos. 

Asi  se  comprende  esta  noble  emulación  que  anima  las  diversas  naciones,  no 
sólo  de  Europa,  sino  del  mundo  entero,  para  revisar  las  legislaciones  penales  é 
introducir  en  ellas  reformas  sabias  y  prudentes,  reclamadas  por  un  estado  de  co« 
fias  nuevo,  ó  una  situación  social  y  política  diferente  del  pasado,  por  los  principios 
de  justicia  combinados  con  los  progresos  de  la  civilización  y  de  las  costumbres. 

Bélgica  comienza  á  legislar  sobre  esta  materia  en  1867;  Alemania  en  1871,  pro> 
mulga  su  Código  del  imperio;  este  ejemplo  es  seguido  en  1879  por  el  Gran  Ducado 
de  Luxemburgo,  y  en  1^  por  los  Países  Bajos. 

De  todas  éstas  modernas  legislaciones,  la  más  liberal  y  progresiva,  es  sin  dispu- 
ta, la  del  Gran  Ducado  de  Luxemburgo;  país  modesto  por  su  territorio,  pero  digno> 
de  atención  bajo  todos  los  demás  puntos  de  vista.  El  Luxemburgo,  bajo  el  aspecto 
legislativo  yconstituoional,  ha  hecho  numerosos  préstamos  á_sus  vecinos,  parti- 
cularmente á  Bélgica;  las  costumbres,  las  instituciones  políticas  y  sociales  de  és- 
tos dos  palees,  tienen,  en  efecto,  muchas  semejanzas. 

¿Por  qué  Francia,  de  ordinario  á  la  cabeza  del  progreso,  no  ha  realizado  éstas 
sabias  y  útiles  reformas?  El  Código  penal  de  1810  no  puede  subsistir.  Esta  refor- 
ma se  impone  aún  1  los  espíritus  más  serios.  No  bastará  citar  á  M.M.  Chaveauy 
Relie.  Es  que  este  Código  no  fué  una  obra  nacional,  una  obra  francesa,  sino  el 
reflejo  de  una  época  de  revolución  y  de  guerras,  y  el  producto  del  poder  despoliti* 
co  y  arbitrario  de  Napoleón,  dice  M.  Lefort,  tel  carácter  de  su  gobierno:  una  excesiva 
severidad  y  una  extremada  energía  en  vista  de  la  represión .  La  penalidad  fué  organizada  de 
una  manera  rigorosa,  sin  estar  en  relación  con  la  criminalidad  intrínseca  de  los  delitos... \  se 
vé  que  los  redactores  se  inspiraron  en  los  principios  de  la  escuela  utilitaria  desque  Bentham 
és  el  jefe,  y  que  fUnda  el  derecho  de  castigar  sobre  la  utilidad  del  mayor  número,  abstracción 
hecha  de  toda  idea  superior  de  razón  y  de  justicia,  Target  ha  caracterizado  el  Código  decla- 
rando que  para  él  la  gravedad  de  los  crímenes  se  mide,  no  tanto  por  la  perversidad  que  revé- 
lan.  Cómo  por  los  peligros  que  entrañan;  en  una  palabra,  para  el  legislador  de  la  época  la 
pena  debe  estar  en  relación  con  elpeiigro,  y  con  la  moralidqa^del  acto  acriminado. 

Este  Código  no  responde  ciertamente  á  las  eiigencias  de  la  ciencia,  ni  á  las  ne- 
cesidades de  la  época.  Estamos  lejos,  en  efecto,  de  la  Francia  imperial  de  1810,  de 
la  Francia  de  Napoleón  I. 

Verdad  es  que  varias  leyes  y  particularmente  las  de  28  de  Abril  de  1832  y  13  de 
Mayo  de  1863,  han  mejorado  esta  legislación;  pero  son  reformas  tímidas,  inciertas, 
incompletas,  las  cuales  conservan  el  fondo,  los  principios  y  aun  los  números  del 
Código  de  1810.  En  efecto,  en  1832,  se  modifican  noventa  artículos  de  este;  pero  la» 
modificaciones  se  limitaron  á  mitigar  los  rigores  de  ciertas  penas  á  establecer  una 
proporción  más  equitativa  entre  la  infracción  y  la  penalidad.  En  1863  se  modiflcaü 
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-sesenta  y  cinco  artículos,  pero  este  fué  un  trabajo  parcial  y  no  una  reforma  do 
Código. 

Con  los  elementos  que  tiene  Francia  y  la  experiencia  adquirida,  puede  hacer  ua 
€óiigo  criminal  francés  nacional^  como  se  ha  hecho  un  Código  belga  y  un  Código  dd 
Luiemburgo. 

Bi  Código  penal  belga  ha  tomado  por  base  el  sistema  francés.  Inspirándose  en. 
los  sentimientos  de  humanidad,  se  ha  colocado  á  igual  distancia  de  la  escuela  uto- 
pista y  de  la  escuela  utilitaria.  La  idea  capital  es  que  la  sociedad,  cuando  castiga, 
no  debe  tener  en  cuenta  únicamente  el  ejemplo,  inspirando  terror,  sino  que  debe 
unte  lodo,  hacer  un  acto  de  justicia,  procurando  una  Justa  reparación  del  dafío  moral 
y  material  causado,  aplicando  una  pena  propia  á  corregir  y  mejorar  al  culpable  y 
haciéndole  caminar  por  la  senda  del  deber.  De  aquí  el  doble  ñn  parálelo  perseguí- 
do  en  la  penalidad,  el  de  la  intimidación,  y  sobre  el  de  la  enmienda  áéi  culpable. 

Más  lógico  que  el  antiguo,  el  nuevo  Código  belga,  se  divide  en  dos  libros  sola- 
mente; el  primero  contiene  la  parte  general,  los  principios  aplicables  á  todas  laa 
infracciones,  á  todas  las  penalidades,  principios  contenidos  no  solamente  en  los 
artículos  1  á  74,  sino  también  en  la  parte  especial  del  Código.  Este  libro  se  intitu- 
la a  De  las  infracciones  y  déla  represión  en  general.»  Es  un  resumen,  un  conjunto  sin- 
télico  de  todo  el  nuevo  sistema  represivo. 

El  libro  II,  intitulado  Infracciones  y  de  su  represión  en  particular,  contiene  taparte 
«special,  el  desenvolvimiento,  la  aplicación  de  los  principios  consignados  en  el  li- 
bro I.  Cs  la  deñnicion  y  el  castigo  de  las  diversas  acciones  delictuosas  de  derecha 
común. 

El  art.  i**,  reproducción  del  anterior,  determina  las  clases  de  las  infracciopes 
parala  pena  y  ílja  la  competencia  y  las  formas  de  procedimiento  de  las  diversas 
Jurisdicciones  represivas. 

El  art.  2°  reproduce  el  4''  anterior,  pero  añade  la  retrcactiyidad  de  las  leyes  pe- 
nales en  cuanto  favorezcan  al  delincuente. 

El  art.  3°  recuerda  el  párrafo  1°  del  art.  3°  del  Código  civil,  en  cuanto  á  las  leyes 
de  policía  y  de  seguridad,  aplicables  á  todos  los  que  se  encuentran  sobre  el  terri- 
torio. 

El  art.  4«  resume  los  artículos  5%  Q'*  y  7"  del  Código  de  instrucción  criminal,  vol- 
viendo las  leyes  especiales  sobre  las  infracciones  cometidas  fuera  del  territorio,  y 
€uya  represión  esté  autorizada  en  el  país,  en  los  casos  y  de  la  manera  que  esta- 
blezcan los  tratados  recíprocos  é  internacionales. 

En  las  penalidades  del  nuevo  Código,  vemos  suprimidas  las  penas  de  Infamia, 
las  puramente  infamantes,  las  argollas,  la  exposición  pública,  la  degradación  cf- 
Tíca;  como  las  penas  de  destierro,  la  deportación  y  la  mutilación  cruel  é  inútil  del 
art.  13  del  Código  penal  antiguo,  en  caso  de  parricidio.  Ya  la  legislación  intwme- 
diaria  había  abolido  la  muerte  civil. 

Las  demás  penalidades  del  Código  de  1810  se  han  oonservado,  añadiendo  una 
pena  especial  destinada  ala  represión  de  los  crímenes  políticos;  la  detención  en 
una  fortaleza. 

ElLuxemburgo  añade  una  pena  especial:  la  destitución  de  titules,  grados,  fun- 
ciones, empleos  y  oficios  públicos;  pena  especial  que  no  es,  como  la  interdicción 
]egal,  una  consecuencia  de  la  pena,  sino  que  debe  ser  pronunciada  por  el  Juez. 

La  pena  de  muerte  subsiste,  pero  no  puede  ser  pronunciada  contra  un  culpa 
ble  que  no  haya  cumplido  18  años  en  el  momento  de  ejecutar  el  crimen. 

Los  artículos  9°  y  siguientes  regulan  la  ejecución  de  la  pena  de  muerte.  En  Bél* 
^ea  tiene  lugar  públicamente.  El  Gran  Ducado  ha  suprimido  esta  publicidad,  ve^ 
riflcándose  en  el  interior  de  la  prisión  señalada  en  la  sentencia  y  en  presencia  de 
las  personas  taxativamente  designadas  en  este  articulo. 
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Bn  el  28,  el  Códigx»  belgra  mantiene,  para  el  condenado  en  estado  de  interdie- 
cion  legal,  el  curador  del  Código  áe  1810,  art.29.  ElGó4Ígro  de  Luxembargo  le 
reemplaza  por  el  tutor . 

Ambos  Códigos  ban  reunido  es  su  art.  80  un  sistema  todo  nuevo,  basado  sobre 
consideraciones  de  humanidad,  sistema  desconocido  en  Frauda  y  en  Alemania;  la 
imputación  ábligatoria  de  la  detención  preventlTa  sobre  la  duración  de  las  penas 
.privatiTas  de  la  libertad. 

Bl  art  81  reproduciendo  el  48  anterior,  enumera  una  serie  de  derechos  civiles  y 
;  politices  de  que  el  condenado  es  ó  puede  ser  privado,  en  los  casos  determinados. 

Los  articuios  40  y  siguientes  del  Código  belga,  tomados  del  Código  alemán, 
sustituyen  el  sistema  de  la  prisión  subsidiaria  por  la  multa,  al  sistema  rancio  del 
castigo  del  cuerpo. 

A  falta  de  pago  en  el  término  de  dos  meses,  puede  el  Tribunal  reemplsaar  la 
multa  por  la  prisión  subsidiaria  cuya  duración  no  excederá  de  trea  dias  para  las  de 
policfa,  de  tres  meses  para  las  correccionales,  seis  meses  para  las  que  nazcan  de 
crimen.  El  gobierno  únicamente  tiene  el  derecho  de  ejecutar  al  condenado  ó  deba* 
cerle  sufHr  la  prisión.  El  Gran  Ducado  modifica  estos  principios  por  conservar  una 
ley  sobre  el  apremio  por  cuerpos  que  en  18T7  funcionaba  es  este  país.  Es  con  pe- 
-qneñas  diferencias  el  sistema  belga  de  la  prisión  Judicial. 

Los  Códigos  belga  y  el  Luxemburgo  han  tenido  en  cuenta  los  verdaderos  prin- 
cipios dejUBtíeia  y  de  los  diversos  elementos  de  la  criminalidad,  al  castigar  la  ten- 
tativa con  la  pena  inmediatamente  inferiora  la  señalada  al  delito  consumado,  en 
la  escala  de  las  penas  fijadas  en  los  articules  $0  y  siguientes  del  belga,  ó  en  la  esca- 
-  la  del  art.  52  del  Código  de  Luxemburgo. 

Abandonando  el  sistema  del  Código  de  instrucción  criminal,  el  Código  belga 
proclama  (artículos 58  y  siguientes),  el  principio  del  cánwto  obbgaUtrio  de  las  penas 
Este  priooipio  verdadero  en  moral  absoluta,  á  cada  deUto  su  pena^  es  irrealizable  en  el 
4ominlo  de  la  ley  positiva.  \<a  doctrina  y  la  jurisprudencia  no  tardaron  en  sefialar 
los  resultados  prácticos  verdaderamente  inaceptables,  y  un  proyecto  de  modifica- 
ción de  estos  artículos  se  sometió  ala  Cámara  de  los  representantes.  El  legislador 
luxemburgués  quiso  adoptar  un  proyecto:  el  cúmulo  de  las  penas  de  policía  es 
siempre  obligatorio,  ya^ee  trate  de  concurso  de  contravenciones  entre  si  ó  de  con< 
travenciones  con  los  delitos.  Para  el  coocurso  de  delitos,  la  regla  es  el  no  cúmnlO; 
]a  pena  más  fuerte  es  pronunciada.  Pero  para  remediar  el  vicio  del  sistema  ante- 
rior, en  los  casos  en  que  por  la  perpetración  de  varios  delitos,  el  delincuente  habla 
merecido  la  aphcacion  del  máximun  de  la  pena  más  grande,  y  gozaba  asi  de  la  im- 
punidad respecto  de  los  demás  delitos  que  él  habla  cometido,  la  ley  autoriza  á  pro- 
nunciar una  pena  doble  del  máximun  de  la  pena  más  fuerte,  sin  que  esta  pena  úni- 
ca pueda  jamás  exceder  á  la  suma  de  las  penas  correspondientes  para  los  diversos 
•delitos. 

La  reincidencia  admite,  como  punto  de  partida,  únicamente  la  pena  apUfioda  an- 
terionnenie.  Y  sin  embargo,  esta  causa  de  agravación  será  siempre /'oesUa/ivs,  aun 
en  materia  criminal,  si  la  reincidencia  entraña  un  aumento  de  penalidad,  no  pec- 
mite  nunca  pasar  de  uua  pena  temporal  á  una  penalidad  perpetua.  El  art.  56 Umita 
á  cinco  años  el  efecto  de  una  primera  condenacorreccional,  como  oonstiluyend»  el 
primer  elemento  de  la  reincidencia. 

Todas  las  causas  generales  de  justificación  y  de  excusa  están  reunidas  en  un  mis- 
mo capítulo  en  los  artículos.  10  y  siguientes.  Por  una  honrosa  innovación,  el  sordo- 
mudo, privado  frecuentemente  de  los  beneficios  de  la  instrucción  3^ de  la  educación, 
'^está  equiparado  al  menor  de  16  años* 

Las  nuevaslegislacíonea  regulan  las  diversas  causas  de  extinción  de  las  penas. 

ijñ  muerte  del  condenado  es  la  primera  causa  de  extinción  de  la  pena  oon  todos 
TOMO  LX  65 
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«as  efectos  yiilditu  ¡ñt  pem$.  Este  priocipio  estaba  ya  admitido  anteriormente*^ 
pero  sin  babersido  consagrado  por  un  t^xto  legislativo.  ' 

La  preserípeion  de  las  penas  principales  ó  aocesorias,  de  las  ocndenas  civiles 
ex  delicto.  los  efectos,  las  interrupciones  legales  de  estos  modos  de  extiaieiQvi  de 
penas  están  regulados  en  los  artículos  8B  y  siguientes. 

■t  Tales  son  en  resumen  estas  dos  obras  de  legislación  criminal  emanadas  de  dos 
pequeños  estados.  Ninguno  de  los  dos  Códigos  contiene  una  dáufula  derogatoria 
del  Código  anterior.  Pero  los  principios  generales  bastan  para  resolver  la  dificul- 
tad. Un  Código  es  una  ley  general.  Abora  bien,  es  un  principio,  admitido  univer« 
salmente  por  la  doctrina  y  la  Jurisprudencia,  que  una  ley  general  y  posterior  de- 
roga totalmente  la  ley  general  y  anterior,  por  consiguiente  las  disposiciones  del' 
antiguo  no  pueden  ser  ya  aplicadas.  Todas  aquellas  que  no  ban  sido  reproducidas 
están  pues  suprimidas. 

Asi  no  se  vé  la  distinción  de  penas  en  aflictivas  é  infamantes,  ni  la  deportación 
muerte  civil,  argolla,  destierro,  confiscación  general,  etc.,  etc.;  de  esta  manera  son 
numerosos  los  artículos  que  se  ban  suprimido,  supresión  que  está  i)erfectamente 
justificada  en  Bélgica. 

EnjA  Oran  Ducado,  la  ley  de  18  de  Junio  de  1919,  daba  atribución  á  las  Cortes 
y  Tribunales  de  la  apreciación  de  las  circunstancias  atenuantes.  Esta  ley  regula 
las  diversas  cuestiones  de  competencia  de  jurisdicción,  que  sondel  dominio  de  la 
instrucción  criminal,  del  procedimiento  penal.  El  art.  1**  establece  que  la  apre- 
ciación de  las  circunstancias  atenuantes^  pertene*á  las  Cortes  y  Tribunales.' 

El  artículo  2*  dispone  que  en  loseasos  que  por  razón  de  una  escusa  ó  de  circans> 
tancias  atenuantes  baya  lugar  á  pronunciar  una  pena  correccional,  la  Cámara  del 
Consejo  por  wtanimidai,  la  Cámara  de  acusación,  por  simple  mayoría  de  sus  miem- 
bros, puede  enviar  al  delinóuente  ante  el  Tñbunal  correccional. 

Las  Cámaras  ó  jurisdicciones  de  instrucción,  tienen  la  misma  facultad  bsjo 
idénticas  condiciones,  de  remitir  el  conocimiento  de  delitos  rodeados  de  circuns* 
tancias  atenuantes  que  merezcan  penas  correccionales,  á  los  Tribunales  de  po- 
licía. 

Los  Tribunales  no  pueden  declinar  su  competencia  en  lo  que  concierne  á  lases-  - 
cusas  y  circunstancias  atenuantes,  y  sólo  pueden  dictar  .penas  del  género  oqyat 
aplicación  les  corresponde. 

La  ley  luxemburguesa  añade  un  artículo  adicional  para  declarar  el  art.  85  del' 
Código,  relativo  á  las  circunstancias  atenuantes  en  materia  de  delitos,  aplicable  á 
las  leyes  especiales  en  los  casos  en  que  estas  leyes,  por  una  dispqsicion  formal, 
bayan  admitido  la  aplicación  de  aquéllas,  principio  proclamado  por  el  art.  100  del 
Código  belga,  reemplazado  en  el  Oran  Ducado. 

Estas  leyes  tienen  la  inmensa  ventsja  de  descargar  considerablemente  los  pa- 
peles respectivos  de  las  Cortes  de  assises  y  de  los  Tribunales  correccionales»  y  de 
disminuir  en  una  gran  proporción  las  costas. 

Sin  embargo,  en  Bélgica,  á  pesar  de  estas  venteas,  la  corriente  se  ba  pronun- 
ciado por  la  supresión  de  esta  ley,  ó  al  menos  por  la  restricción  de  las  facultades 
que  la  misma  concede.  La  cuestión  será  pronto  discutida  y  de  su  resultado  tendre- 
mos al  corriente  á>  nuestros  lectores. 

M.  L.  LUfiiSTfB. 


Estudio  sMkrt  el  régimen  municipal  de  la  villa  de  Landres. 

El  perfeccionamiento  de  las  leyes  municipales  está  á  la  orden  del  dia:  Ka  Fran- 
cia, aunque  la  cuestión  no  parece  baber  llegado  á  su  madures,  eolieila  vivaflMnte 
la  atención,  y  la  Comisión  de  la  Cámara  de  dipititadot  qna  la  estudia,  Mbrá  resol- 
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féf tus  dliliBtilIftdeB  que  se: preéentdD,  conforme  eon  los  prinefpfOs  ^4^*46Qérdo  oon 
loM^ittterelseB  puestos  en  jüegro.  Bn  iDglatetra'Ia  mlflma'eiieíMoD  |>oflo:qiid  íes- 
peeta'al  Gobierno  interior  de  Londres,  ha  sldooonOad»  taü^ion  A  tmcDavDüanoB. 
Kbaeiros  bbmos  tenido  e)  hoi^or  de  recibir  de  los  autores-mismos  del  proyecto  que 
firá  ser  defbatido  las  comunicaciones- ínáé  afectuosas.  ' 

Bl  afib  anterior  hemos  estudiado  la  curiosa  org^tfniieaeionrlle'.laB  eompafiias  re- 
^fttfereS  de  la  ciudad,  obHácufó  poderoso  y  hasta  el  presenteí  fdyeneible  á  tddo  en- 
sayo de  innovación.  NTo  será  hoy  manos  Interesante  saber  los  principales  inciden- 
tes déla  luéfaa  que  se  libra,  sobre  el  terreno  áé  la  reforma  munieipat;  ebtre  tos 
partidhHos  del  rél^imen  vigrente  y  sus  infatigables  adversarios. 

Bl  estadi»  de  cosas  actual,  se  remonta  al  famoso  bilí  de  Benjamín  Hall,  votado  en 
IffiSJ  A  deeif  verdad,  esta  ley  particular  fué  menos  tina  refbrma  que  lia  reg^ariza- 
cion  del  antiguo  gobierno  parroquial.  No  modifica  las  parroquias,  sfno  agrupadas 
las  menos  importantes.  Todas  conservaron  casi  por  completo  sn  independencia 
lii^oel  registro  Iluítorio  de  la  oflcina  del  metropolitano,  mientras  estaba  aquel 
puesto  bajo  la  tutela  del  Ministerio  y  del  Parlamento,  dueños  casi  absolutos  de  su 
acción. 

Pareciaíiatural'quela  corporación  ó  la  oflcina  del  metropolitano  extendiese  su 
administración  sobre  ?a  ciudad  entera;  pero  el  metropolitano  no  era  el  llamado  á 
llenar  este  papel  y  la  eiudad  se  oponia  á  la  adopción  de  un  plan  que  se  obligara  á 
ptrtirsu^pfivilegfos  ysus  bienes  con  la  metrópoli,  snponiendo  que  elloB  fuesen 
eonservados. 

La  Comisión  de  1894;  en  el  admirable  informe  que  presentó  en  18BT,  opinó  por 
•1  establecimiento  de  una  municipalidad  6nica  sobre  las  bases  de  la  corporación; 
«ate  erad  sistema  de  laespansion,  realizado  bc^o  los^nspieios  de  la  ciudad. 

La  Comisión  de  1864  se  habia  declarado,  por  el  contrario,  por  la  creación  de  mu- 
nicipalidades saparadas.  ■ 

Bn  Abril  de  1896  se  introdujo  el  bilí  de  Oeorges  Grey  que  produjo  indignación 
an  la  ciudad,  otros  tres  bilis  ministeriales  que  reprodujeron  casi  aquél,  se  sucedie- 
ron en  18S8, 1850  y  1800. 

La  cuestión  de  la  reforma  se  reanima  erraelas  á  la  actividad  é  impulso  de  una 
floeiedad  fundada  con*este  fin  pbr  M  James  Real,  uno  de  los  más  eminentes  ciuda- 
danos de  Londres,  John  Stuart  Mili,  en  1807  y  1806,  después  M.  Bdward  Buzton,  en 
H&SÜ  y  icno  introdu|eron.  el  primero  dos  bilis,  el  segundo  tres,  tendiendo  por  diver- 
sos medios  bastante  complicados  y  al^o  oscuros,  á  la  instauración  de  una  gran 
nanieipalldad  y  de  un  condado  de  Londres.  A  pesar  de)  talento  y  reputación  de  sus 
antores,  todos  estm  bilis  faeron  enterrados . 

Bnll  de  Febrero,  Lord  Bicho,  despertado  por  la  infatigable  perseverancia  de 
M.  James  Real,  presenta  un  proyecto  de  ley.  Bste  bilí  en  el  fondo  era  inofensivo. 
81b  embargo,  la  eiudad  hizo  un  ruidoso  llamamiento  á  todas  las  corporaciones  del 
reino. 

El  gobierno  de  la  corporación,  según  él,  debía  extenderse  Sobre  toda  la  metró« 
póH,  dividida  én  dlet  dlArttos  correspondientes  á  las  diiez  ehrennseripciones  jrarla- 
mentarias»  Pero  contra  la  preponderancia  temida  de  un  consto  ünlco,  lord  Bicho 
había  imaginado  una  precaución  antipática  al  instinto  inglés,  que  consistía  en 
•onsedef  no  veto  al  Secretario  da  Bstado  oontra  tedias  laa  medidas  que  tomaito  este 
Ck^DseJo,  si  las  estimaba  inconvenientes. 

Las  criticas  más  vivas  y  severas  estallaron  al  instante  de  todas  partes.  Se  de- 
eiacon  raaon  que  esto  era  contrario  al  ulf-f^tenmeni,  el  cual  no  esdra  cosa  que 
«l'gobl^rao  por  los  representantea'Ae  la  p<>blacidB,  sometido  siMo  á  la  tey  y  no  al 
poder  ejecutivo  del  Bstado. 
'    LaGAn«a,doaeaerdosonlsoplBioo¿!loiecftias«íffiiiam»Bt«v 
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Bl  5  d0  khtfí  de  1878,  iir  Dsrhtred  Kay-Sbnttleworfh,  que  habUt  y«  pattrbénnt» 
en  1815^  elbiU  4e  lord  Eleho,  presento  un  proyecto  de  ley.  Sir  Shutüeworfb  BUftmm 
sus  idMUí  OB  un  diwwnio  notable  que  eicito  la  odmiraoion  ipenern)  y  mereeSd  Imi 
pláeemee  y  enbombueBM  del  Ministro  que  le  oombetia,  M.  Oroae.  Bl  autor  delbOl 
eomienza  por  baoer  el  proceso  en  regla  del  Jlelr^peüMM  ^Mori  y  »€9iriet^  y  su  < 
ra  nena  de  rasoa  y  de  tardad.  Demuestra  lue^ro  oomo  todas  las  solosiqwB 
inaceptables,  expeeta  launidad  por  la  dudad.  Lo  que  él  cebaba  sobre  todo  da 
nos,  era  un  flrrsn  fiToUerno  municipal  para  Londres  entero  «on  él  lord  aloalda  á  s« 
eabés»;  Deetara  en  nombre  déla  dudad  una  reforma  prosecbosa  para  ella,  pac* 
sin  perder  ninguno  desasderecbosnl  de  sus  pi^llegios.  «Bn  cuanto  á  nupslr— 
propiedades,  añade,  nosotros  pensamos  que  no  nos  puede  pedir  cuenta.»  Fera 
M.  Creas  repMcaba  muy  apropósito:  «estos  privilegios  es  necesario  suprinlrras^ 
extenderlos  á  toda  la  villa. 

Bn  estos  términos  el  problema  era  indudable  hM  cosas  se  bailaban  en  esta  as* 
tado,  cuando  cae  el  Ministerio  Disraeli.  El  3dde  Abril  de  1880  es  reempUsado  por 
el  de  M.  Oladstone. 

Con  la  subida  de  los  liberales  al  poder,  renace  la  esperansa  de  una  soludon. 

M.  Jamea  Beal  y  la  Atúeiacim  pera  la  rtfoma  oonfleren  su  causa  á  M.  J^W.B, 
Firth,  miembro  distinguido  dd  Parlamento  que  presenta  un  ñuero  bUl.  Bl  OaU. 
nete  reooaoe»  y  deelara  la  necedda^  de.introdudr  una  reforma  general  en  cata  la* 
gislacion  y  el  Secretario  de  Bstado  para  el  intorior  ba  de  preaentar  al  efecto  uü 
bilí,  que  según  todas  las  probabilidades  esta  calcado  en  el  de  M .  Firtlu    • 

Bl  proyecto  de  ley  de  M.  Pirtb  difiere  de  todos  los  precedentes  en  lo  que  es 
frmicamente  bostil  á  la  dudad.  Bl  utilita  la  eorporadon  come  un  orgaslsaaaqss 
funciona  relativamente  con  regularidad;  adapta  sus  ruedas  almecaaisBMMMvs 
con  todas  las  precauciones  capaces  de  prevenir  los  manoseos  demasiada  rsdos» 
pero  la  pierde  en  el  conjunto  que  él  edifica.  Beto  es  el  dstoma  de  la  espaaakm  és 
la  comisión  de  1884,  pero  practicado  sin  Mairloelon  y  en  to^o  su  rigor.  Bste  pro- 
yecto establece  una  administración  central  4nioa  con  jurisdicción  sobre  tsds  ta 
Metrópoli  erigida  en  condado,  suprime  de  un  golpe  el  Metrof^Uiano  h0§ri  y  las  par* 
roqoias.  y  trasa  una  nueva  dlridon  de  los  distritos. 

El  Consejo  municipal  único,  bajo  el  titulo  de  Com^jú  Ssfpran»,  se  campeadle 
de  240  miembros  élegldes  por  tres  afioa,  por  cuarenta  comunes  de  ieO.(XX^  ali 
próximamento,  que  formará  de  aqui  en  adelanto  Londres  entera.  Bslos 
municipales  nombrarán  eada  uno,  por  sufimgio,  dneo  conseJo'M  7  «m  alderman. 
Cada  elector  tiene  sds  velos,  libres  de  acumularlos  sobre  un  sólo  caftdldsto«  fli 
alcalde,  nombrado  siempre  para  un  afie,  será  elegido  por  d  €0^09$  Stframy  te- 
mado indistintamente  de  entre  los  dudadanos  que  reúnan  Isa  condldonee  req«ie- 
ridas  pata  ejercer  el  cargo  de  dderman . 

Bl  proyecto  seipara,  sobretodo,  d  poder  judicial  deí  administrativo,  rnmftmg 
dos  boy.  El  derecbo  de  bacer  justicia  le  será  negado  y  todo  fundonario  jutidal 
será  de  nombramiento  del  Secretarlo  de  Bstado  para  el  interior; 

Bn  cambio,  d  Ctná^  Swfremo^  so  sólo  eonservará  todas  las  atribudones  at» 
minlstralivasdel  Con8^9  eorntán  de  la  dudad,  sino  que  se  le  concede*  oibras  taipof^ 


Bl  C»sa^»  flsprssio  estaré  dividido  etk  satoto»  comités  de  doce  á  coaranta 
bros,  cuya  dasiflcadon  trabajos  y  flmdonaaisstán  ndnudosÉoMttto  regulado» por 
elbilL  • 

Paraeiitaro1iieclonesi9uesadlilgefk  orOiMaiaaMiita  á  este  slstenui  da«Ms 
muAÍdpa»4sdámim,etantorddibai,'édmlto  Cfsáü^./Msfci,  presididas oft  mri» 
distrito  por  el  alderman,  pero  puramente  consuItivM*     '  , 

Tal  es,  en  su  caojusto  y  en  sui  priaclpdbs  disposManes  esto  plssi  sMobel 
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»ei)«r  «OMebMto  tln  df if]^tii  éñ  í^on  los  que  him  dido  «ometidos  á  diseiialoft  en  el 
fwrtenwnto.  ^Será  Totado?  iSnflrirá  modifleMioaesT  No  lo  sabemos. 
Pfometemos  seguir  coa  gran  interés  las  prózinias  peripeoias. 

*  *  • 

M.  AUY.   DiHATB. 


JSstiuko  delproffeeto  de  lev  fre»entado  por  el  Gobiemo  belga  sobre  los  préstamos 

agricolas. 

La  alendon  del  economista  y  del  legislador  se  dirige  en  este  momento  liada  la 
agrienltnra.  Es  indudable  que  «sta  industria,  la  primera  en  todas  las  nadónos  por 
su  importanda,  sufre  en  Buxopa,y  muy  particularmente  en  la  Europa  central, 
una  crisis  formidable. 

Bxaminemos  la  situadon  del  cultiTador  belga  bi^o  el  punto  de  vista  del  cré- 
dito y  estudiemos  enseguida  el  proyecto  de  ley  del  Gobierno. 

I. 

Estado  del  erééUto  agrieola  en  Bélgica, 

Estopáis  ba sido  considerado  por  mucho  tiempo  como  la  tierra  dásicadela 
agricultura.  Los  belgas  consagran  su  capital  relativamente  elerado  qu^  asegura 
la  fecundidad  á  un  trabajo  asiduo  y  constante.  La  usura  formidable  en  los  países 
pobres  es  una  plaga  casi  desconocida.  Bélgisa^  que  desde  1865  goza  de  la  libertad 
absoluta  de  la  tasa  del  interés,  no  suflre  por  esta  libertad. 

El  labrador  que  quería  tomar  prestado  se  dirigía  en  los  casos  graves,  á  su  pro- 
pietarío  ó  al  Notario  del  cantón  y  le  pedia  en  secreto  la  suma  que  le  era  necesaria. 
El  préstamo  del  directo  y  privado  bastaba  á  sus  necesidades;  en  todo  caso  los  pe- 
^«efios  bañóos  locales  supUan  largamente  állo  que  podia  tener  de  insufldente. 
Era  «vidente  que  balo  el  punto  de  vista  del  crédito,  los  cultivadores  se  encontraban 
«A  una  situación  muy  inferior.  Le  era  en  efecto,  imposible  beneficiarse  de  nume- 
rosas y  magnificas  institudoaes  de  crédito  qua  gosaban  los  industriales.  La 
Banca»  en  efecto,  no  acepta  las  firmas  agrícolas  ó  al  menos  no  las  acepta  sino  con 
gran  dificultad.  El  viejo  crédito  simple,  el  pago  á  término  era  su  prindpal  recur- 
so. El  propietario  garantido  por  suprívOegio  concedía  á  su  enfltéutica,  el  merca- 
do de  máquinas  y  de  simientes. 

Antes  de  esta  época  ya  se  babia  reclamado  un  crédito  agrícola,  pero  la  coestion 
se  ofrecía  grave. 

Abrir  largamente  al  papel  agrícola  el  descuento  del  Banoo  Nacional,  era  sin 
embarco,  cosa  prácticamente  impodble.  El  largo  término  de  los  vencimientos 
agrícolas,  la  dificultad  de  conocer  las  firmas,  el  disüavor  que  resulta  de  la  ausenda 
de  la  cualidad  de  comerdante,  todo  esto  exigía  un  reforma  de  naturaleza  peligro- 
sa biyo  el  punto  de  vista  flnandero.  Es  lo  que  el  Ministro  de  negodos  babia  decla- 
rado.  ... 

^ra  necesaria,  pues,  una  institución,  un  contador  que  sirviese  de  intermedia- 
ría entre  los  cultivadores  y  la  banca.  La  iniciativa  prívada  podia  bastar  perfecta- 
■Bente  á  esta  tarea.  Muchos  agrónomos  y  economistas  opinaban  en  este  sentido. 
Pero  se  dividian  tocante  á  la  organización. 

Pereda,  sin  embargo,  natural,  que  este  papel  incumbiese  álos  propietarios  ru- 
rales, Les  propietarios  ricos  tienen  en  la  sociedad  una  gran  misión  que  cumplir; 
au  posidon  les  impone,  deberes  que  la  generadon  actual  parece  olvidar.  Ellos  no 
tescan  más  en  sus  relaciones  con  sus  enfiteutas  que  á  procurarse  los  mayores 
provecho^.  Esta  es  la  causa  de  la  pérdida  de  la  influenda  de  la  mayoría  de  los  pro- 
pietarios. Los  propietarios  ricos  tienen  una  serie  de  deberes  que  se  ha  compren- 
dido bajo  la  denominación  de  patronato. 
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Este  patronato  lev  obligm  á  veUr  por  las  pobUeiones  que  rodean  y  ceo^nm  sus 
dominios,  y  ciortamwio  el  crédito  del  propietario  á  eu  enflteata  eapara  él  voo  de 
los  principales  elementos  de  seguridad  j  de  prosperidad.  Este  crédito  ee  perma- 
nente y  casi  inconsciente  en  el  metayage . 

Los  propietarios  han  tenido  que  organizar  sociedades  de  crédito  agrioola  en 
el  espíritu  de  Baneru-Verein  fundado  en  Westphalia  por  el  varón  Schorlemer- 
Alst.  >  . 

El  Banem-Verein,  si  bien  basado  en  la  interyencion  de  los  grandes  propieta- 
rios, es  en  el  fondo  una  suerte  del  sistema  del  crédito  mutuo.  Este  princioio  nos 
lleva  á  la  segunda  forma  que  se  propone  en  tólgica  para  la  constitución  del  crédi- 
to agrícola.  Bélgica  está  dotada  desde  hace  tiempo  de  la  institución  dél)anco8  po- 
pulares,  del  sistema  de  Schulze-Delitsbch  Estos  bancos,  basados  en  el  principio 
del  self'help  democrático  son  en  número  de  24  y  tienen  en  los  centros  abiertos  una 
influencia  incontestable. 

Muchos  proyectos  existían,  pero  ninguno  tomaba  cuerpo,  asi  se  reclamaba  de 
Gobierno  su  intervención  en  esta  materia  y  de  constituir  el  crédito  agrieola,  por 
ser  insuficiente  la  iniciativa  de  los  particulares. 

Todas  las  reclamaciones  agrícolas  en  materia  de  crédito  fueron  llevadM  á  la 
Cámara  (1880-81)  por  M.  t4eon  de  Úruyu,  Diputado  de  U  derecha,  y  por  fi.  Fb«1 
Janson,  Jefe  de  la  extrema  izquierda.  El  Gobierno  ofrece  llevar  en  breve  plazo  un 
proyecto  de  le^^  que  llene  las  lagunas  señaladas  en  la  organización  del  crédito 
nacional. 

B}  sistema  de  este  proyecto  es  doble.  De  nna  parte  facilita  los  préstamos  agrí- 
colas, debidos  á  la  iniciativa  privada.  De  otro  organiza  contadores  de  crédito 
agrícola.  * 

Vamos  á  examinar  brevemente  este  proyecto. 

II. 

Lot  eanUtUrm  de  créüt»  «frteote. 

Estos  son  ei  órgano  esencial  de  los  préstamos.  «La  G^ja  jgeneral  de  ahorros  y 
de  retracto,  dice  el  art.  I"*,  está  autorizada  á  emplear  una  parte  de  sus  fondos  dis- 
ponibles en. préstamos  hechos  en  interés  de  la  agricultura.  Estos  préstamos  estáu 
asimilados  á  las  imposiciones  definitivas  de  la  Caja  dé  ahorros,  y  realizados  con  la 
intervención  de  contadores  que  se  establecerán  en  las  localidadeS|  cuya  utilidad 
sea  necesaria. 

El  seryfcio  de  los  préstamos  agrícolas  está  pueB  confiado  á  los  contadores  que 
obran  con  los  fondos  de  la  Caja  de  ahorros.  Está  constituye  en  Bélgica,  una  ver- 
dadera institución  de  crédito,  a.  diferencia  de  las  Cajas  de  Francia  é  Inglaterra, 
ella  hace  las  operaciones  de  banca,  y  sobre  todo  aquellas  que  no  puede  hacer  una 
banca  comercial.  Estas  operaciones  se  hacen  en  provincia  por  los  contadores  y  el 
servicio  financiero  de  la  Caja  está  confiado  á  la  banca  nacionaL  Esta  hace, pues, 
al  mismo  tiempo,  el  servicio  de  la  banca  misma,  banca  de  circulación  y  de  crédito 
comercial,  y  aquel  de  la  Caja  de  ahorros,  institución  destinada  á  suplir  las  ne- 
cesidades de  crédito  que  la  banca  no  puede  satisfacer. 

El  papel  de  contador  es  doble  en  la  economía  del  proyecto.  Es  desde  luego  ga- 
rante para  la  Caja  de  ahorros  del  reembolso  de  las  anticipaciones. 

Los  miembros  son  solidariamente  responsables  y  deberAn  dar  seguridades  pro- 
porcionadas á  las  imposiciones.  De  otra  parte,  esta  contaduría  se  eompondrá  do 
hombres  conocidos  en  el  país,  cuya  influencia  y  situación  determinarán  la  confian- 
za del  labrador.  Se  ve  que  con  razón  la  exposición  de  motivos  llama  al  contador  u& 
intermediario  indispensable,  el  órgano  esencial  de  los  préstamos. 
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liMpréaUmos  a^fñcolas  deben  haeerse  á  largo  plazo  y  ¿  interés»  estoa  son  loa 
^08  tratados  distintivos  que  Impiden  las  bancas  comerciales  de  operar  en  lui  país 
^Mi  daade  el  crédito  no  es  activo. 

En  cuatfto  á  la  duración  del  préstamo,  la  ley  no  dice  nada  concreto»  pero  por  su 
-texto  y  la  exposición  de  motivos  podemos  formar  unai<|ea.  j; 

El  activo  de  la  Ció*  de  «borros  comprende  además  del  fondo  de  roalement,  una 
«parte  destinada  á  las  imposiciones  provisionales,  descuento  de  papel  de  comercio , 
-anUcÍ|»ciaiies  sobre  títulos,  etc.,  y  una  parte  destinada  á  los  vencimiento»  definí  «- 
tivos.  fondos  públicos,  etc.,  cédulas  ó  préstamos'liipotecarios.  La  duración  de  loa 
préstamos  agricolaa  consentidos  por  la  Ceja  de  ahorros,  varia  según  el  destino 
-del  dinero  y  aegun  que  el  préstamo  deba  ser  empleado  en  capital  íUo  ó  en  circu- 
lación. 

III.  v\ 
Bl  privilegio  agricolü» 
'  €ílaro  es,  que  en  la  eeonomia  del  proyecto  de  ley,  los  contadores  de  la  Gala  de 
aborros  no  son  el  intermediario  obligsdo  de  todo  préstamo  agrícola.  El  fiusilitael 
crédito  agrícola  hecho  por  los  particulares.  Pero  los  préstamos  hechos  por.el  con- 
tador, como  los  hechos  por  otros  prestamistas  pueden  gozar  de  una  garantía 
común  minuciosamente  organizada;  este  es  el  privilegio  agricola.  Este  Iprívilegío 
^destinado  á  facilitar  el  -crédito  debe  necesariamente  romper  el  privilegio  del  can- 
-sualista. 

Todo  el  proyecto  descansa,  en  efecto,  sobre  esta  idea,  que  el  crédito  del  pro- 
pietario no  existe  y  es  preciso  suplirlo. ' 

El  articulo  5  del  proyecto  dice:  «Los  préstamos  hechos  en  intereses  de  la  agri- 
cultura pueden  ser  garantidos  por  un  privilegio  estipulado  en  el  acta,  y  por  tan- 
to sobre  los  objetos  que  están  afectados  del  privilegio  del  censualista.» 

Su  fin,  dice  ia  exposición  de  motivos,  es  dar  una  base  real  al  crédito  agrícola. 

El  prlvilegrio  agrícola,  tal  como  la  ley  nueva  lo  organiza,  parece  realizar  la  idea 
de  la  prenda  sin  pago  sin  trastornar  las  leyes  existentes. 

Esta  no  es  una  hipoteca,  ni  un  prívilegio  propiamente  dicho,  sino  un  dereólio 
de  preferencia  sni  generis  que  constituye  una  garantía  nueva  para  el  prestamista. 

El  proyecto  de  ley  belga,  contiene  en  el  procedimiento  dificultades,  y  sin  em- 
bargo, ellas  son  aquí  desfavorables  al  fin  que  en  el  gran  crédito  fooeier.'  La  ptt« 
i>iieidad,  las  operaciones  de  la  insorípcion ,  los  derechos  de  timbre  y  de  registro  se- 
-rán  ciertamente  un  obstáculo  á  la  extensión  del  prívilegio. 

El  articulo  16  del  proyecto  de  ley  presenta  cierto  interés  bajo  el  panto  de  vista 
jurídico.  Preveo  la  constitución  del  privilegio  para  garantir  la  ¡apertura  de  un  cré- 
dito. Este  prívilegio  surte  efecto  desde  la  fecha  de  la  inscripción.  El  endoso  de  los 
efectos  negociables,  dice  Ik  exposición  de  motivos,  trasmitirá,  al  mismo  tiempo 
-que  su  propiedad,  el  derecho  al  prívilegio. 

Tal  es  en  readmen  la  economía  del  nuevo  proyectó  de  ley  que'mereee  loa  ho- 
nores de  ser  seríamente  discutido. 

La  importancia  de  los  dos  primeros  títulos  del  proyecto  que  servirá  de  base  á 
las  discusiones  parlamentarias,  nos  muevcá  trascríbirios. 

TITULO  I.— Z>e  los  contadores  agrícolas. 

Articulo  l^  La  Gi^a  general  de  ahorros  y  de  retracto  está  autorizada  para  em- 
plear una  parte  de  sus  fondos  disponibles  en  préstamos  hechos  en  intereses  de  la 
agricultura. 

Estos  préstamos  están  asimilados  á  las  imposieiones  definitivas  de  la  Caja  de 
ahorros  y  itíealizados  con  intervención  de  los  contadores  ^üé  se  establecerán  en  las 
localidades  coya  utilidad  sea  reconocida. 

Art.  T  ElConaejo  general  de  la  Caja  de  ahorros  determinará  la  tasa  y  las  coa- 
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dleiMMs  át  los  préstamos,  ssi  somo  Iss  eondidoiMS  de  1»  «rgsaisaelon  ó  sproba— 
dim  dslos  eoBisdof8s¿ 

Las  decisiones  reUtivas  i  estos  objetos  y  las  eonTsaeioiíAS  que  sd  hsgaaoMk 
IM  soatsderes,  serán  sometidas  á  la  aprobseioB  del  Ministro  de  Negroeios. 
^Art.  8°  Los  contadores  pueden  ejercer  contra  \os  deadores  principales  los  dere- 
skos  y  las  vím  de  ejeoodoa  qiaa  oonespondeft  al  prestamista. 

Att;  4*^  En  defecto  de  pago  del  prédito  á  la  terminación  del  plszo,  larea^aeioB 
ileI^laso,lareaUzacioa  de  la  prenda  será  perseguida,  con  arreglo  á  los  artleuloa 
4á  9  de  la  ley  de  5  de  Mayo  de  1812. 

Sin  embargo,  la  demanda  se  dirigirá  al  presidente  del  Tribunal  de  primera  ins- 
tsnoia.  Este  Tribunal  eonooerá  de  la  opofácion  á  la  orden  y  las  significaciones 
serán  hechas  al  Jefe  cítU. 

TITULO  u.— De/  privilegio  agrícola. 

Art.  5**  Los  préstamos  hechos  en  intereses  de  la  agricultura  pueden  ser  ga- 
rantidos por  un  privilegio  estipulado  en<el  acta,  y  por  tanto  sobre  los  obtjetos  afec- 
tados del  privilegio  del  censualista  por  el  art.  20  de  la  ley  de  16  de  Dieiembi« 
dsl851. 

Bl  acta  indicará  La  natu  raleza  y  el  valor  de  los  objetps  gravados  por  el  privi- 
legio. 

Art.  6°  Son  Oonsiderados  como  hechos  en  intereses  de  la  agricultura  los  présta- 
mos destinados  á  la  compra  de  ganados  y  de  animales  empleados,  al  cultivo  de  ai- 
mieatesy  estieteol  y  abono»  de  máquinas,  utensilios  é  instrumentos  agrícolas,  etc- 

Art.  T  Para  que  el  privilegio  exista.  es'Hecesario: 

1*  Que  el  acta  de  préstamo  indique  el  destino  del  dinero. 

y  Que  su  empleo  sea  probado  por  las  cartas  de  pago  dsi  los  destinatarios. 

Art.  8°  Para  conservar  su  privilegio,  el  prestamista  debe  hacerlo  público  por  una 
inscripción  en  6l  registro  especial  hecho  por  el  que  lleva  el  registro. 

Art.  9^  La  insorip^on  conserva  el  pri? ilegio  durante  diez  aftos  á  contar  desde  el 
el  dia  de  su  fecha. 

Art.  10.  La  inscripción  asegura  al  prestamista  el  derecho  de  preferencia  yeV 
derecho  de  serle. 

Art>  11.  Bl  censualista  es  preferido  al  prestamista  á  menos  qne  no  le  biQra  ce- 
dido su  rango. 

Art.  12»  EU  censualista  no  goza  de  su  derecho  de  preferencia  respecto  del  pres- 
tamista que  por  tres  años  vencidos  de  arriendo  por  lo  que  es  debido  sobre  el  afio 
•orriente  y  por  los  daños  é  intereses  que  le  serian  concedidos  en  razón  de  lain- 
<l|ecucion  de  las  obligaciones  del  arrendatario  relativas  á  las  reparaciones. 

Art.  18.  El  que  pide  prestado  está  obligado  A  justificar  cada  año  del  pago  del 
arriendo  en  los  tres  meses  vencidos.  ' 

Art.  14.  El  propietario  que  hace  un  préstamo  á  su  arrendatario  en  interés  dio  la. 
agricultura,  está  sometido  á  las  prescripciones  de  la  presente  ley. 

Art.  15.  Si  el  mismo  propietario  cultiva,  los  préstamos  que  le  sean  hedids  go- 
sarán  del  privilegio  agricda bajo  las  condiciones  señaladas  eta  la  presente  ley. 

Art.  15.  El  préstamo  hecho  en  Recuelen  de  una  apertura  de  crédito  por  una 
sama  determinada  goza  del  privilegio  convencional. 

Art.  17.  El  prestamista  ejerce  sus  derechos  conforme  al  procedimiento  y  por  las 
vías  de  cQecucion  establecidas  para  el  ejercicio  de  los  derechos  del  censualista. 

Art.  18.  Todo  tomador  que  haya  malversado  fondos  con  destino  agrícola  con> 
'  Tenido  como  condición  del  privilegio,  será  castigado  con  las  penas  eetaMeeidaa 
por  el  art«401  del  Código  penal. 

El  título  3°  sa  ocupa  de  la  inscripción  y  cancelación  del  prif  ilegio  (art.  18-27);  y  ec 
titulo  4**  de  los  derechos  de  timbre  y  de  registro. 

M.  y.  BSASTS. 
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La  cttestion  que  tratamos  b«3o  eete  doMé  tfttilo  es  bien  curiosa:  ;8e  puede  opo- 
ner la  eieepeioo  de  juego,  al  tiempo  de  la  ejecuelos  de  la  teota  á  plazo?  ¿La  le¿Í9* 
ladon,  sobre  este  punto,  debe  ser  objeto  de  reformas? 

Antes  de  abordar  el  sistema  de  la  jurisprudencia  que  desde  luég'o  condenamos 
sin  reserf as,  examinemos  las  dispoRiciqnes  legales  que  parecen  inspirarla. 

Bn  los  comienzos  del  siglo  ultimo,  un  decreto  del  Consejo  de^  de  Setiembre 
4e  1724  suprimió  implícitamente  las  ventas  á  plazo  que  la  moderna  escuela  finan- 
ciera habla  vulgarizado  rápidamente.  Los  artículos  29  y  ^  de  este  decreto  pres- 
criben á  los 'agentes  hacer  las  operaciones  eñ  ti  dia,  por  medio  de  la  remesa  efectiva 
dé  los  efectos  negociados  y  del  precio  de  estos  efectos.  Todas  las  ventas  debían 
hacerse  al  contado. 

Bldecreto de 7  de  Agosto  de  1185 prohibía  especialmente  las  vehtas á descu- 
bierto; y  otro  de  22  de  Setiembre  de  1786  anadia  que  no  podrá  hacerse  ninguna 
venta  de  efectos  públicos,  para  ser  entregados  á  lín  plazo  mayor  de  dos  meses 
declarando  nulas  todas  las  que  excediesen  de  este  término.  Una  decisión  de 
los  comisario  genarales  del  G^  ns€^o  de  29 de  Noviembre  del  citado  año  de  l'SO  con- 
sideraba nulas  y  de  ningún  efecto  las  ventas  verificadas  á  plazo,  sin  entrega  ni 
depósito  previo. 

El  legislador  de  la  revolución  francesa  prohibid  toda  venta  que  no  fuese  al 
4S0ntado.  Bl  consulado  no  fué  menos  hostil  á  las  ventas  á  plazo.  Un  decreto  de  27 
prairial,  afio  X,  reprodi^o  las  mismas  prohibIcíoneB:  «Cada  agente  de  cambio,  dice 
el  art.  13,  debe  haber  recibido  de  sus  clientes  los  efectos  que  vendan  ó  las  sumas^ 
necesarias  para  pagar  aquellos  que  compra.» 

Las  disposiciones  que  rigen  hoy  las  operaciones  de  Bolsa  son  los  artículos  1905- 
y  1967  del  Código  civil  y  los  artículos  421  y  422  del  Código  penal. 

Bl  art.  19^  dice:  «La  ley  no  concede  ninguna  acción  para  una  deuda  de  juego 
ó  el  pago  de  una  apuesta.  El  1966  establece  ciertas  excepciones  y  eí  1967  está  for- 
muladcen  los  términos  siguientes;  «£»  njftpsn  caio  el  que  pierde  puede  repetir  loque- 
voluntariamente  ha  pagado,  á  wUnos  que  no  haya  habido  por  parte  delquegondf  doto,  tuper^ 
díeria  ó  etlafa.» 

El  Código  penal  es  más  formal  en  su  art.  421;  'tat  apuestan  que  haffan  tido  hechas 
sobre  et. alza  6  baja  de  toe  efectos  pibUcos.  serAn  castigadas  eon  las  penas  consignadas  enet 
mticulo  419.»  Estas  penas  son  la  prisión  de  un  mes  á  un  afio  ^  una  multa  de  500  á 
10.000  ftrancos. 

Por  último,  el  articulo  4SSí  délCddigo  pendí  declara;  *Serdreputaéa  apuesta  de  esto 
fénero  toda  convención  de  vender  ó  entregar  efectos  públicos  qu9  no  sean  probados  por  ej 
vendedor  haber  existido  á  su  disposición  al  tiempo  de  la  convención  ó  haberse  debido  en  el  mo- 
mento  de  la  entrega.* 

Resulta  de  estos  diflsrentes  artieulofi(,  que  las  operaciones  á  plazo  no  son  reco- 
nocidas, que  d¿ben  ser  consideradas  como  juegos  de  Bolsa,  perfectamente  ile- 
gales. 

Pero  si  atendemos  á  los  grandes  principios  afirmados  en  nuestros  Códigos 
como  reglas  inmutables,  la  idea  de  la  venta  á  plazo  parece  perfectamente  jurídica. 
En  efecto,  el  art.  1583  del  Código  civil  dice:  «¿a  venia  es  perfecta  éntrelas  partes  y  la 
propiedad  es  adquirida  de  derecho  por  et  comprador  respecto  al  vendedor,  desde  que  se  ha  con- 
tenido en  la  cosa  TI  en  el  preeiOt  aünqut  la  cosa  no  haya  sido  entregada  ni  el  precio  pagado,  »- 
TOMO   LX  66 
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La  jurisprudencia  ha  dado  una  interpretación  singulannenia  esplicitade  este  ar- 
ticulo.   '   '  •'   '  •   •  ■  .        .    ■         J         1     .        M  «         .       . 

Bl  Código  de  Comercio,  no  solimnnte  ^«Ur^spiritu  general  sino  en  bus  dispo- 
siciones eseritai,  nos  dá  una  ratificación  precisa  de  la  legalidad  de  las  ventas  á. 
plazo. 

Nos  encóa^iamos,  sin  eotbargro,  en  preseneia  dei  derócho»  penal  y  del  art.  422 
del  que  pedimos  la  derogajC|on.  ¿Qué  preeoribe,  en  efecto  este  artículo  para  la  va- 
lidez de  la  operación?  Bl  depósito  previo. 

Bl  espirítu  liberal,  el  buen  sentido,  los  principios  de  la  ciencia  económica  y 
ñnanciera  deben,  triunfar  de  los  prej  uicios  de  los  juristas  sobre  las  ventas  ¿  plazo 
y  las  especulaciones  de  bolsa. 

Uegamos  ala  parte  más  delicada  de  nuestra  tarea:  al  examen  crítico  de  las 
-decisiones  de  nuestros  Tribunales. 

Desde  18(H,  es  deo^r,  desde  el  momento  de  la  promulgación  de  los  contratos  al- 
eatorios, las  sentencias  de  la  corte  de  apelación  de  París  y  de  la  corte-  de  casación 
deciden  ^ue  ninguna  ley  vigente  prescribe  las  ventas  á  plazo,  que  el  agente  de 
cambio,  obrando  como  mandatario,  tiene  el  derecho  de  accionar  á  su  mandante. 
Hacia  1828,  la  jurisprudencia  entra  en  un  periodo  de  reacción  que  dura  una  decena 
de  años.  Los  tribunales  no  admiten  más  que  las  operaciones  al  contado  y  no  re- 
conocen las  ventas  á  plazo.  Un  tercer  periodo  comienza  desde  1832  y  termina 
en  1847.  Se  admite  todavía  la  excepción  de  juego,  pero  varios  fallos  de  casación 
declaran  que  la  presunción  del  juego .  y  de  apuesta  debe  estar  limitada  á  la  venta 
de  efectos  públicos,  y  que  en  su  consecuencia  es  necesario  exigir  el  depósito  pre- 
vio del  vendedor  solamente.  Bn  el  cuarto  período  que /dura  diez  años  (de  1847 á 
1857),  las  concesiones  se  acentúan  y  se  dispensa  al  vendedor  el  depósito  precio. 

Por  ultimo,  un  nuevo  periodo  tiene  su  punto  de  partida  en  18d7.  La  jurispru. 
dencia  decide  generalmente  que  cuando  las  ventas  á  término  se  resuelven  por  di- 
ferencias, los  Tribunales  tienen  un  poder  soberano  para  juzgar  si  las  operaciones 
constituyen  un  simple  juego  ó  apuesta,  ó  si  por  el  contrario  son  serias. 

Estimamos  las  ventas  á  plazo  como  una  de  las  condiciones  de  existencia  y  pros- 
peridad del  crédito  general,  de  la  actividad  y  del  movimiento  de  los  capitales.  Las 
esperanzas  que  despiertan  las  suertes  de  beneficios  tienen  el  poder  de  hacer  cir- 
cular una  suma  enorme  de  capitales  de  ahorros,  que  de  o.tro  modo  serian  impro- 
ductivos, y  que  una  vez  lanzados  al  mercado,  fecundan  multitud  de  empresas  úti- 
las  á  las  cuales  sólo  el  capital  pue  le  dar  vida. 

Asila  mayor  parte  de  los  economistas  y  de  los  publicistas  son  partidarios  de 
^as  operaciones  á  plazo.  Bntre  otros  muchos  sólo''  citaremos  á  J.  B.  Sa^,  Horace 
Say,  M.  Troplong,  ViUele,  MoUot,  Courtois  y  f  roudhon . 

Si  nos  íbamos  en  los  países  vecinos,  ir  eremos  que  casi  todos  reconocen' válidas 
las  ventas  á  plazo. 

En  Inglaterra,  la  legislación  y  la  Jurisprudencia  relativas  á  estos  contratos 
han  estado  mucho  tiempo  bastante  confusas.  Sin  embargo,  las  ventas  á  descu- 
bierto, hechas  regularmente,  son  hoy  obligatorias  en  ^ste  pais.  Resulta  por  otra 
parte  de  decisiones  recientes,  que  en  el  estado  actual  de  la  jurisprudencia  mglesa, 
el  agente  pue  e  hacer  ejecutar  contra  su  mandante  las  ventas  a  plazo,  aprobadas 
por  el  stock  etchangen 

Bn  España,  poi*  el  decreto  de  Í2  de  Marzo  de  1872,  las  operaciones  á  plazo  tie- 
nen fuerza  ejecutiva. 

Italia,  por  la  ley  de  13  de  Setiembre  de  1876,  concede  una  acción  para  demandar 
Ja  ejecución  de  las  ventas  á  plazo,  aun  en  los  casos  en  que  no  se  trate  de  dife- 
rencias. 

Bn  Bélgica,  los  artículos  del  Código  penal  y  del  Código  de  Comercio,  relativos 
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¿las  op6raeioii«idABote8,liimflidod0KO9ád<Nipor  luléytedeade  Jimioy  Wde 
Didiimbr&'de  18er7/qab  declaran  Tálidas  las  ventas  á  plazo,  áttn  óaaiido  noconsti- 
Ényaii' jae¿t)B  de  Soba. 

aolsa,  por  la  ley  de  89  de  Pefarero  de  \9d»,  «on  TÜIdas  las  ventaa  á  plaao  aobz» 
las  rentas  y^valores  faidustrialev.    . 

En  Alemania,  ^  ednTenciones  IfeiM  cuando  estos  eontratoa  no  mandonan  far  - 
máknente  sino  la  entrega  ó  la  eo|grMa  de  lodptttulos,  no  pueden  ser  eiigidiiB  portas 
paites. 

WSn  «n,  Austria,  desp«e«  de^la  ley  de  i<NI»  Abril  de  1035,  las  ventas  iglin  es* 
táa  asimiladas  áloe  actos  de  comercio  cuya  ejecncion  puede  aerpetUa  anta  loa 
tribunales. 

Asi,  pues»  el  re8|»élsto  á  la  ley  de  los  contratas,  la  prateooion  á  laatransai^iiea 
comerciales,  el  interés  del  crédito  público,  la  emulación  legfitima  que' nos  inspira 
el  estudiado  las  lefiriiladonea  «xtmnieras,  todo  impone  al  f»srlamento  la  veviaiim 
iñinediata  de  k»  Icgwe  Minalee. 

fea  itireeiao  reconocer  la  validez  de  todas  las  ventas  á  plazo.  Loa  ártloiilo842l 
y  492  del  CódigfO  penal  deben  ser  derogrados. 

.  B.  BlTT ARD  DES  PORTBS. 

.   Aboyado  de  la  córie  de  Parts  y  Doctor  en  Derecho, 


REVISTA  CRITICA. 


Loi  proyectos  de  reforma  de  loe  articulas  105  y  108  del  Código  de  Competo. 

Una  reforma  importante  en  ntiesta  legislación  de  trasportes  está  en  estadio  en 
este  momento. 

I.— Según  el  art.  105  del  Código  de  Comercio,  la  recepción  de  objetos  traspor- 
tados y  el  pago  del  preció'  éxtíngU3  toda  acccion  contra  e(  conductor.  ^ 

Resulta  de  aquí  que  si  los  fardos  trasportados  han-  sufrido  averias  durante  tH 
trayecto,  y  el  destínatario  lós'  há  recibido  y  pagado  al  trasportador,  no  tiene  re- 
curso alguno  contra  éste. 

Los  mconvenf  entes  dé  estas  reglas  rigrurosas  han  aparecido  sobre  todb  después 
del  desenvolvimiento  del  tráfico  por  los  caminos  de  hierro.  Por  otra  parte,  al  lado 
del  art.  106  qué  establece  la  caducidad  por  decirlo  asi  instantánea  al  encuentro  del 
declinatorio,  y  del  art.  106,  que  somete  á  seis  meses  la  prescripción  de  la>  acción 
que  éste  podia  haber  conservado  contTa  el  trasportador,  el  art.  106  organiza  un 
procedimiento  especial  y  r/ipido  para  el  caso  en  que  el  destinatario,  sospechando 
la  existencia  de  averias  ocultas,  rehuse  liacerse  entrega  de  las  mercaficías.  E 
empleo  de  este  procedimiento  le  garantiza  contra  la  prescripción  del  art-  105. 

II.— Numerosas  exposiciones  86  han  difigido  á  la  Cámara  de  diputados  para 
obtener  una  modificación  del  anterior  piincipio.  Tresf  puntos  principales  deben 
ser  resueltos: 

1**  Conceder  al  destinatario  un  breve  plazo,  durante  el  cual  pueda,  aun  después 
de  la  recepción  de  mercancías  y  pago  de  trasportes,  reclamar  dafios  é  intereses 
por  avería*y  pérdidas,  á  condición  de  probar  que  estas  averias '6  pérdidas  han  so- 
brevenido en  el  trasporte. 
2**  Conceder  al  destinatario  la  misma  Ventaja  en  el  caso  de  retraso. 
3*  Separar  la  aplicación  del  art.  105  para  el  ejercicio  de  las  acciones  en  detalle  y 
establecer  para  estas  acciones  una  prescripción!  especial. 

lll.-' Acción  por  averlae  6  pérdidat-^En  favor  del  mantenimiento  del  art.  105,  sa 
han  presentado  tres  argumentos.  "^ 
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>BI  primero  está  Andado  «Kine  por  la  ^ÍMiioIMi  itt  vmmvooo  étdo  ol  eontroto*,. 
por  la  rsoepeloB  de  Um  fiados  y  el  pago  del  trasporte,  el  desttiíatarto  reeonoeo 
qvnt  el  trasportador  ha  cumplido  sos  obüg adoneé.  8e  responde  qué  la  'preaoiieíoft 
del  art  105  sapone  que  el  deotinataiio  Ma  tMo  j  Yerifieado  las  mereaadaa;  pero- 
esto  DO  es  más  que  una  fieeíon«  con  frecueneta  contraria  á  la  realidad. 

lY.— Bl  segundo  argumento  se  funda  sobeo  la  creencia  de  que  pudieran  ¡m^ 
dutírse  fraudes,  y  sobre  la  dificultad  de  la  prueba  que  incumbe  al  destinatario.. 
8e  contenta  que  los  cosiereiantes  estarán  sometidos  á  reglas  severas  para  fatU*- 
flear  ov  aoeioa  y  deberás  probar  qoelas  averi aa  ^  ptedidaa  Ma  tenido  lugar  toteo 
do  la<enti«gu  de  los  fardos^ 

Estos  dos  argumentos  han  preocupado  mucho  á  los  Tribunales  y  cláustroo  do 
iaofOottitadesdodeieiBlMiy  oobre  00(00  puntos  se  han  dividido. 

vf.— Ki  tercer  aigumento  oa  más  serio. 
•  80  oomprondo,  en  efecto*  que  por  el  art.  105  proteja  d  conductor  á  loo  depen- 
dientes del  destinatario,  si  la  SYeria  de  que  éste  se  lanonta  deqiuoe  db  la  ree^ 
«Ion  de  los  fardos  y  pago  de  trasporte,  ha  tenido  lugar  Toráaderaflbents  en  él  tra- 
yecto y  por  la  falta  de.trasportador.  Pero  se  dice,  la  refénaa  propuesta  no  hará 
más  que  gravar  la  situación,*  y  proteger  el  destinatario  á  lea  dependientes  del  vol- 
turier,  si  el  daño  ha  tenido  lugar  antes  del  trasporte. 

Esta  otgecion  es  más  especiosa  que  conduyente. 

Bn  el  contrato  de  trasporte  se  encuentran  tres  personas:  el  expedidor,  el  con- 
ductor y  el  destinatario.  En  la  práctica  baata  que  el  expedidor  remita  los  íhrdoo 
al  trasportador  garantizando  el  buen  estado  de  las  mereancias  embaladas  ^tarm. 
que  el  deolinatario  no  tenga  más  recurso  que  contra  el  conductor,  si  descubre- 
averías. 

Bn  cuanto  á  los  conductores  su  posieion  es-mános  finroraUe  firento  á  los  dodf- 
aatarios  y  no  será  modificada  Árente  á  los  expedidores,  cuya  responsabilidad  es  un^ 
poco  ilusoria. 

\UU—Aeeémi  par  rtífto  m  U  enire$a  ée  tai  /srdps.-^^qul  la.  retrarma  se  Justifico, 
porfcotamente.  No  se  trata,  en  efecto^  sino  de  apreciar  si  la  compafiía  ha  ¿umpUdo- 
ous  obligaciones  trai^portando,  en  el  plazo  reglamentario  los  olijetos  que  le  ha» 
sida  confiados. 

IX.-^4^>Me#  en  dátenle*— Estando  regulaios  los  prados  de  los  trasportes  por 
caminos  de  hierro  por  tarifas  autorizadas  que  son  la  ley  de  las  partes  contratan- 
tea,  no  pueden  ser  libremente  ajustados:  cualquiera  que  sea  el  error  en  la  aplica- 
ción de  la  tarifa  ya  las  compafifas  juzguen  insufidente  la  tarifa  que  han  percibi- 
do, ya  los  particulares  consideren  como  excesivo  d  predo  dd  {trasporte  redama- 
do. En  el  primer  caso,  la  jurisprudencia  admite  que  la  acción  de  las  compaSiao, 
para  obtener  un  supleemnto  de  tarifa,  no  está  sometida  á  ninguna  prescripdon 
derogada.  Bn  el  segundo  caso,  ella  aplica  el  fin  de  norecibir  del  art.  105,  todas  lao 
veces  que  no  se  trate  de  la  tectifldon  de  se  entr  maUrtMl  de  cálculo  ó  de  un  error 
sobre  la  dase  de  las  mercancías,  sobre  el  cálculo  de  U  distahda  reülmenU  corrida  6 
sobre  la  cuota  de  los  gastos  accesorios. 

X.-'Bsta  jurisprudeoda  es  generalmente  criticada,  conviniendo  en  que  se  debe 
conceder  ^l  destinatario  un  plazo  suficiente  para  redamar  contra  la  aplicación  de 
laa  tarifas;  este  plazo  seria  de  sds  meses  ó  de  un  afio  á  lo  más,  y  aplical>le  al  mis- 
mo tiempo  á  las  compañías  por  las  acciones  en  suplemento  de  tarifa  que  ellas  tu- 
vieran que  ^eroer  contra  los  particulares. 

H.  M  Lakaosb. 
Ihiter  tn  Dereeiio,  Atogado  Ée  te  Carta  de  apetacieñ  de  Psrit. 
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Por  el  art.  45  del  Gódiflro  eivil,  un  trnneéñ  puede  ser  llevado  ante  un  Tribuna, 
4e  Franela  por  las  obUgaeiones  que  haya  contraído  en  pais  eitrai^ero,  y  por  tan- 
to parece  aufldente  para  determinar  la  competencia  de  los  Tribunales  cuando  ae 
intente  una  aecion  judicial  contra  aeeionietaa  firaneeaee  para  obtener  la  ejecución 
de  los  compromisos  suscritos  por  ellos  A  favor  de  una  sociedad  extranjera.  J'oda 
«odedad  justificaba  su  existencia  legal  y  regular  según  las  hyos  de  su  país  de 
origen,  era  admitida  A  ejercer  sus  derechos  ante  los  Tribunales  franceses»  pero  A 
«ondicion  de  que  las  sociedades  francesas ,  regularmente  constituidas,  estén  igual- 
mente autorizadas  para  que  se  les  haga  justicia  ante.los  Tribunales  eitraqjeroa. 
Has  en  1849,  una  sentencia  déla  Corte  de  casación  de  Bruselas  se  negó  á  recono- 
cer á  las  sociedades  anónimas  francesas  el  derecho  de  acudir  á  los  tribunalea 
belgas. 

Bsta  decisión  produjo  gran  descontento  en  el  mundo  de  los  negodor.  Las  so- 
«iedades  francesas  dirigieron  sus  redamaciones  al  Gobierno,  y  en  1854,  un  conve- 
nio internacional  anexionado  al  tratado  de  comercio  de  27  de  Febrero  del  mismo 
^0,  prometió  poner  término  á  estas  dificultades  Bn  efecto,  el  14  de  Marzo  de  185& 
fie  promulgó  una  ley  según  la  que  las  sociedades  anónimas  comerciales,  industria- 
les y  financieras  francesas  están  autorizadas  para  ejercitar  sus  derechos  ante  los 
tribunales  belgas,  siempre  que  las  sodedades  de  Igual  naturaleza,  legalmente  es- 
tablecidas, en3élgica  gocen  de  los  mismos  derechos  en  Francia.  Bsta  reclproddad 
•debe  hacerse  constar  por  tratados  ó  leyes  que  asi  la  establezcan. 

Aunque  la  jurisprudencia  había  admitido  siempre  á  las  sodedades  belgals  á  ejer- 
dtar  BUS  derechos  ante  los  tribunalea  franceses,  los  tribunales  belgas  pensaba» 
que  el  prlndpio  de  reclprodílad  no  resultaba  suficiente,  y  para  disipar  las  duda» 
el  Gobierno  francés  presentó  á  las  Cortes  un  proyecto,  que  fué  ley  en  90  da  May» 
dal86t7. 

Las  disposiciones  de  esta  ley  están  concebidas  en  los  siguientes  términos: 

«Articulo  I*"  Las  sociedades  anónimas  y  las  demás  asociadones  cofflerdáles, 
•industriales  ó  financieras  que  están  sometidas  A  la  autorizadon  del  Gobierno 
kbelgay  la  han  obtenido,  pueden  ejercer  todos  sus  derechos  y  pedir  justida  en 
•Francia,  conformándose  A  las  leyes  del  imperio. 

»Art.  V  Un  decreto  imperial  del  Consejo  de  Estado  puede  aplicar  átodoa  los 
•demás  países  el  beneficio  del  art.  !*.• 

La  autorizadoo  necesaria  para  ejercer  sus  derechosy  comparecer  en  justida  en 
Francia,  ha  sido  concedida  á  las  sodedades  auónimas  de  lós  demás  paises  por  va- 
rios decretOGÍ. 

Pero  después  de  la  ley  de  90  de  Mayo  de  1857,  la  lee^Slacíon  francesa  y  extran- 
jera coíxcerníente  á  las  sociedades  anónimas  ha  sufrido  modiflencionea  que -han 
provocado  cuestiones  gravea  respecto  á  la  condición  legal  y  Jurídica  délas  sodeda- 
des extranjeras. 

Eñ  Francia,  la  obligación  impuesta  por  él  art.  97  del  Código  de  ComCfdo,  da 
obtener  una  autorización  del  Gobierno  parala  formación  de  las  sociedades  anóni- 
mas, h;a  sido  supri/nida.  El  art.  21  de  la  ley  de  'Zide  Julio  de  1887  permite  la  crea- 
ción de  estas  sociedades,  sin  autorización  previa,  y  las  somete  solamente  tí.  cum- 
plimiento de  ciertas  formas  y  condldones  determinadas  por  la  ley . 

ün  hecho  análogo  se  ha  producido  en  gran  número  de  los  estados  europeos . 

;Cuales  son,  bajo  el  punto  de  vista  jurídico,  las  consecuencias  de  éstas  modifi- 


»te  iM ditposíeioDes  de  U ley  d«  90.de  lia jode  185'7 y  los deeretoe  sabeipoien- 
tes,  pennitieDdo  á  toda  sociedad  estraigera,  áon  á  las  anónimas  eonsUtoidas  sin 
aotorlzadon  según  las  leyes  de  sn  psis,  á  c^ereer  sus  deredios  ante  loe  Tribuna- 
les ftansews,  sin  investigar  si  están  dnoanlstizadasifor  mi  deendo  dlelnd6>en 
los  términos  del  srt.  2  de  la  ley  de  1861. 

La  eoestioo  se  ba  presentado  varias  yeoes  ante  los  tribunales  y  la  Juri^ra- 
denda  es  incierta  SGbre  la  solución  qoe  se  le  debe  dar  y  reclama  on  examen  de- 
tenido. 

En  primer  lugar,  las  disposiciones  de  la  ley  de  90  de  Mayo  de  1851  deben  ser 
con^eradas  sin  apUeacioa  á  la  mayor  parte  de  los  casos  que  preree,  y  es  necesa- 
rio restringir  sus  efectos  á  las  iodedades  anónimas  anteriores  á  la  ley  de  1867,  y  á 
las  asociaciones  de  fondos  vitalicios  ó  sociedades  de  seguros  que  quedan  excep- 
ción símente  Bometidsf  á  la  autorización  del  Gobierno.  Deben  loe  tribunales  fran- 
ceses admitir  todas  las  sociedades  extrai^eraa  creadas  después  de  la  ley  de  1867.  á 
Comparecer  en  inicio  sin  investigar  si  el  Estado  al  cual  ellas  pertenecen  ba  obte- 
nido un  decreto  de  autorización  generalt 

La  ley  de  80  de  Mayo  de  1857  ba  tenido  por  olóeto  «regniar,  respecto  á  las  so- 
eiedades  anónimas  establecidas  en  pais  extranjero,  el  ejercicio  de  sus  déreebos  y 
la  facultad  de  acudir  á  los  tribunales  en  Francia  para  liacerlos  valer. »  Deopues  de 
iu  promulgación,  los  tribunales  franceses  no  ban  podido  admitir  más  que  á  las  so- 
ciedades anónimas  formadas  en  los  Estados  á  los  que  un  decreto  especial  ba  ex 
tendido  lasdisposidones  de  la  ley.  Si  este  principio  está  todavía  en  vigor,  las  so- 
tíedades  que  tienen  su  asiento  en  un  pais  que  no  baya  obtenido  este  decreto  de 
autorización,  no  pueden  ser  admitidas  ante  los  Tribunales.  Ahora  bien,  nos  pare- 
ce incontestable  que  la  ley  de  1857  no  ba  sido  derogada;  no  lo  ba  sido  de  una  ma- 
nera expresa,  y  no  podrá  serlo  implfcimamente  sino  en  los  cacos  en  que  sus  dis- 
posidones  sean  incondliables  con  una  ley  nueva. 

Pero  se  puede  pretender  que  esta  inoondabilidad  resulta  del  prindpio  procla- 
mado por  la  ley  de  24  de  Julio  de  1867,  que  suprime  la  necesidad  de  la  autorización 
previa  exigida  en  Francia  para  la  formación  de  sodedades  anónimas?  No  existe 
ninguna  relsdon  entre  el  objeto  de  esta  ley  y  la  de  30  de  Mayo  de  1857.  La  ley  de 
24  de  Julio  de  1867  no  se  ocupa  de  las  sociedades  extranjeras,  y  las  modiflcadones 
que  ba  llevado  el  art.  37  del  Código  de  Comercio,  no  han  podido  entrañar  á  favor 
de  estas  sociedades  el  abandono  de  las  condidooes  legales  juzgadas  necesarias 
para  la  garantía  de  intereses  nadonales.  La  autorizadon  previa  exigida  para  la 
formación  de  sociedades  anónimas,  ba  sido  reemplazada  en  Francia  por  una  re- 
glamentación minuciosa  á  la  cual  deben  someterse  rigorosamente  los  fundadores 
de  las  asociaciones  de  esta  naturaleza. 

Pero  los  cambios  sobrevenidos  en  la  legisladon  de  varios  Estados  europeos  re- 
lativos á  las  constitución  de  sodedades  anónimas,  han  dado  nacimiento  á  una 
cuestión  muy  delicada.  Las  sociedades  anónimas  creadas  sin  autorización  en  los 
paites  en  que  no  es  necesaria  esta  formalidad,  ¿pueden  ser  admitidas  ante  los 
tribunales  en  Francia,  en  virtud  de  los  decretos  anteriores  dictados  conforme  al 
art.  2  de  la  ley  de  1857T 

Para  rsbusar  á  estas  sodedades  extranjeras  el  eáerddo  de  sus  derechos  en 
Frauda,  le  funda  en  el  art,  1"*  de  la  ley  de  1857  que  no  atiende  más  que  á  las  sode- 
d-des  que  han  obtenido  la  autoriíadon  del  Gobierno.  La,capaddad  juridica  de  es- 
tassoeiedades  es,  se  dice,  de  derecho  estricto»  y  no  puede  ser  extendida  por  los  tri- 
bunales que  sólo  apredan  si  las  garantías  qae  resultan  de  Üas  leyes  extranjeras 
son  eqnlvalentss  á  una  autorizadon  previa  ó  á  las  precaudones  exigidas  por  la 
leyí^anpeaa. 
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S«U«rfe«]D«itMlOB  MriftMMtete  7  fiíQ  répttcaf  ti  el  legislador  n«  hubiese 
pensado  por  ei  eontrarioque  lamuioriiseioo  podía  ser  útilmepie.  reesoplasada  por' 
unarefirlameDiaeioiifi^eralaplieabieá  todas  las  sociedades  anónimas.  Tal  ha 
«ido  elol^6tadelaloy>dea4  de  Julio  de  1867^  que  en  las  disposiciones  relatifas  á 
las  soeiedades  de  esta  natojalesa,  las  somete  al  cumplimiento  de  coodidones  y 
formalidades  Justadas  suficientes  para  reemplasar  la  autorización -previa  exigida 
sá  ofiro  tiempo  por  el  mti*jS>7  del  C^go  de  Comercio. 

La  doctrina  que  nosotros  sostenemos  es  una  oonsecuencia  lógica  del  principio 
admitido  por  la  ley  de27  de^ulio  de  1867,  que  suprimiendo  la  necesidad,  de  la  au  - 
tcrisacion  previa  del  Consejo  de  Estado,  ha  hecho  entrar  las  sociedades  anónimas 
en  el  deredio  c<»nnn  que  rige  lassodedades  en  comandita.  .  * 

'  Bl  resultado  lógico  de  la  modificación  introducida  en  la  ley  francesa, .  consiste 
«n  permitir  á  las  sooisdades  anónimas  extranjeras,  pedir  justicia»  aun  cuado  hayan 
sido  fundadas  sin  autorización  previa  del  gobierno  de  su  pais,  mientras  la  ley  á 
la  cual  ellas  están  sometidas  les  dispensa  de  erta  autorización*  pero  á  condición 
de  ser  habilitadas  por  un  deeretode  autorizaeion  general  dictado  en  cáscudon  dq 
art.  2  de  la  ley  de  1857.  A  íálta  de  este  decreto,  las  sociedades  anónimas  extranje- 
ras no  tiepen  ninguna  existencia  legal  en  Francia.  Pero  desde  el  dia  en  que  haya 
sido  dietadd»  las  sociedades  fundadas  en  los  Estados  que  lo  han  solicitado  y  obte- 
nido, deben  estar  asimiladas  á  las  sociedades,  francesas  para  el  ejercicio  de  sus 
derechos  ante  las .  tribunales. 

Si  la  ley  de  166?  no  autoriza  las  sociedades  anónimas  extranjeras  á  pedir  en 
nstieiacomodamaadantes,sinoá  condición  de  estar  aatorizadas  por  un  decreto 
dé  habitttadoB  general  eoncediéndole  el  ejercido  de  sus  derechos  en  Francia,  ¿so- 
etfderftJIo  mismo  cuando  se  presenten  como  demandadas  ante  los  tribunales  fran- 
ceses? La  jurisprudencia  ha  sido  incierta  en  este  punto.  Varias  Cortes  han  rehu- 
sado da  una  manera  absoluta  á  Us  sode^ades  anónimas  extranjeras  no  autoriza- 
das, el  ejercido  de  sus  derechos  en  Praacia  y  el  derecho  de  pedir  en  justicia.  Se 
ftindan  en  que  no  teniendo  estas  sociedades  ninguna  existencia  legal  en  Francia^ 
el  art.  14>dei  Código  civil  nó  les  era  aplicable. 

'  Por  último,  la^rispi»dencia  ha  consignado  que  Us  sociedades  extranjeras  de- 
mandadas ante  los  tribunales  franceses  en  razón  de  los  compromisos  ú  oblifl»- 
eiones  contraidas  con  nn  frwscés,  deben  siempre  ser  admitidas  á  defenderse  y  á 
litigar  ante  estos  tribunales,  aun  cuando  el  Estado  al  cual  ellas  pertenecen  no 
baya  obtenido  del  gobierno  francés  un  decreto  que  le  asegure  el  ejercicio  de  sus 
deneebos  en  Fraada  en  los  términos  de  la  ley  de  1857.  En  este  caso  deben  ser  con- 
sideradas como  asodadones  de  heCho,  no  teniendo  ninguna  existenda  legal  como 
persona  dvil  ó  moral,  pero  cuyos  miembros  están  obligados  personalmente  por 
los  compromisos  contraídos,  y  sometidos  bi^o  este  titulo  á  la  jurisdlcdon  de  los 
Rribunales  franceses. 

Ana.  BocHEsi, 
Cmiitierú  4e  U  Cárte  de  apelación  de  Parle, 
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y^Hilúide  ss  demko  hUenuional  $»  la  emtigua  China. 

La  historia  moderna  de  la  Ghlna  comienza  dos  siglos  antes  de  la  era  cristiana» 

Para  el  obieto  de  nuestro  trabajo,  so  divide  en  tres  periodos:  Bl  primero  se 

sittendedesdeeVMtftbleMmieiitodeladiiiastia  de  Han  basta^l  deseubrimiento 

del  camino  de  las  Indias  por  el  Cabo  de  Buena  Esperanza.  Bl  segundo  comprenda 
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^00  eiglM  ymedfoderelaeionefl  e(imereialta<  bastMtenMriDfftihiB^cMfcét.OQd- 
'  denle.  Bt  taueero,  i^artiendo  del  fin  de  la  jgwnu  eoo  lÉiglát«rf««  ^éHnfm9m  ewi- 
renta  aftoa  de  relaciottee  diplomátíeaa  o4d  lais  poiondU»  oeold«itirie«. 

Daranteel  primer  periodo,  lat  convnteiones  de  IdspoeiAea  decidenMa»  •• 
Hegfé  áellee. 

Rn  el  BegaiKlo  pei{o<to,  la  eiietenciade  loa  piteeipales  BStadoe  da  laBnropa 
moderna  le  fué  conocida,  pero  la  luz  que  Hegébm  á  ñbn  ojaano  ar«  baafeaiM»íkitttla 
para  retelarles  la  importancia  de  estas  potencias  leJanaÉ. 

Bn  el  último  han  aprendido  á  conocer  la  fkierzá  militar  dte  estafe  aaicidÉés  itor 
'duras  experiencias,  mientras  que  la  rotura  del  istmo  de  Suca,  lea  faa.áaia'vaelaM 
temibles  y  de  hecho  han  tenido  necesidad  de  ponerseltoi^o  la  ^da  del  dan^bopí^ 
blieo  uiliTersal. 

Hé  aqui  por  qué  la  China  se  ha  visto  obli^da  á  aoeptar  lat  retatíonaads  igvial^ 
dad  con  países  que  consideraba  en  otro  tiempo  como  perteÉadañteaé  üaelaaeda 
susBstados  tributarios. 

Bstoa  eran  todos  los  pequefios  reinos  del  A.sia  offenlal.  Estoa  BMadoa  utasalkia 
apenas  tehian  relaciones  entre  sf,  y  la  China  no  reconocia  rolaciBaes  raeiproeaa 
«on  ellos. 

Bn  este  estado  de  cosas,  no  era  posible  que  Gbina  crease  un  Gódigia  ttftsena» 
-  otoñal. 

Bl  periodo  durante  el  cuid  estos  Estados  han  aparecida  y  deaaparaeido  eoM»  . 
potencias,  es  la  segunda  mitad  de  la  dinastía  d^  Teheo  6  sea  loataea  aiglotay  me- 
dio que  van  desde  Solón  hasta  ñnes  del  primer  siglo  despoeada  la  nuiarteda  Ale- 
jandro; periodo  de  la  actividad  política  más  intensa,  tanto  en  China  eomo  e*  Gi^efi». 

La  forma  normal  del  Gobierno  del  imperio  chiho  era  enUmeeay  áaftea,  la 
dalidad.  Bl  fundador  de  la  dlsna^tia,  siguiendo  el  ejemplo  da  las  diaaatiáe 
dentes,  habla  dividido  su  territorio  como  lo  hito  Garlomagno  «nnwios 
feudales.  La  sucesión  en  cada  Estado  iba  de  padre  i  hijos^  el  espírtttt  de  iadcpcB^ 
deneia  se  manifestó  en  buen  hora. 

Los  emperadores  se  vieron  en  la  necesidad  de  hacer  reapeter  él  ói'dMi  púbMea 
por  la  fuerza;  privados  más  tarde  de  ftienas  materlalea  «61  qoaapoyaraé,  ao  pala- 
cio sirve  de  corte  de  apelación  para  el  reglamento  de  >dtspnla8  iatemaeiaiuite  C 
Pero  más  tarde,  los  grandes  vasallos  acabaron  por  ren^mcfará  todaáspeeiada  f««. 
misión.  ' 

Teniendo  un  grupo  de  estos  Estados  relaciones  de  pas  y  de  gvMSva  »af>adia» 
menos  que  crear  en  la  práctica  ún  sistema  de  ifejg|9as  qitastnriesade  Código  tniert- 
nacional.  <  >.     . 

El  mejor  punto  de  vista,  para  estudiar  e!  derecho  púhUoe  reeonoeldo  par  Joa 
Estados  chinos,  es  sin  duda  el  de  sus  relaciones  como  vasallos  de  «n  «sikir  faadat 
común.  •  .  -  " 

Los  Estados  principales  eran  doce.  Esta  división  guarda  armenia  con  la  de  loa 
astros.  Una  antigua  carta  disidía  d  ciato  ^  doce  partes;  los  astros  de  cada  una 
de  estas  partes  estaban  encargados  de  velar  sobre  los  destinos  de  una  porcian  det 
impecio.  Coníiicius  hace  alusión  á  esta  i4ca  en  un  passje*  en  donde  compara  el 
tchflim  tszue  «el  hombre  superior»  6  el  emperador  ala  estrella  polar  sentado  sobra 
su  trono  central,  mientras  que  todos  los  demás  le  rinden  homenaie.  • 

Los  grandes  reinos  fueron  divididoá  en  una  mtittitud  de  pequeños  principales 
oomponiendo  uU  org^anlsmo  pohtlco  bastante  tteUveogéaoa-^eotnplelo  como  el 
del  santo  imperio  remdDó  de  Alemahia  en  la  Bdad  .Media.'  Lpar^fi^  4^  6Pta.a  jeta- 
dos fueron  clasiUcádoa  en  «ideo  órda&eada^nabla»a«        '    -:',(.,    ;• 

El  emperador  tenia  «1  derechddareolatnar  Iaa'««rvi«ia8i#fi9ada.uaa  da  aus  yat 
«allos  á  fin  de  asegurar  el  bienestar  da  todoa.  ''   '     . 
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En  loB  anales  de  Lu  encontramos  la  noticia  siguiente:  En  el  noveno  aflo  de  sa 
reinado,  el  emperador  reúne  en  Koenitchinf  el  K&nug  de  Tíheo^  el  heo  de  Teki  el  Í9áé 
-de  Lwng,  el  keoáe  ffd,  eljwik  de  Teheng,  el  núu  de  Bu  y  el  poh  de  Tsao,  Se  encuentra 
aquí  la  presencia  de  los  representantes  de  los  cinco  órdenes;  el  redactor  de  los 
anales  explica  que  el  objeto  de  esta  asamblea  fué  la  formación  de  una  lig^a  y  el  es- 
tablecimiento de  relaciones  amistosas  seg^un  «el  uso  regular  »  Estos  usos  'sérvian 
de  base  al  derecho  internacional  del  tiempo.  Ellos  fueron  coleccionados  eb  el  li- 
bro de  ritos  llamado  Tehe^'Uf  once  siglos  antes  de  nuestra  era.  En.  este  Código  se 
encuentran  ritos  religiosos,  instituciones  políticas  y  máximas  morales.  Küa  los 
rangos  de  la  nobleza,  y  prescribe  reglas  para  cada  clase,  con  un  detalle  minucio- 
so, el  orden  en  las  ceremonias  publicas,  y  aun  la  etiqueta  en  Ta  vida  privada.  De- 
termina el  modo  de  cobrar  los  impuestos,  todo  esto  acompañado  de  una  multitud 
« de  observactones  pueriles  indignas  de  hombres  serios . 

Su  sistema  jurídico  estaba  impregnado  de  ideas  feudales,  de  suerte  que  su 
adopción  por  los  diversos  Estados  contribuía  esencialmente  á  afirmar  el  trono  im- 
perial. Los  grandes  sefiores  continuaron  llamándose  vasallos,  y  rendían  hpmena- 
je  cada  cinco  años. 

La  influencia  moral  del  emperador  servia  á  la  decadencia  de  su  poder  material; 
como  los  Papas  de  la  Edad  Media,  lo  que  él  no  podia  conseguir  por  la  fuerza,  lo 
alcanzaba  por  la  veneración  que  inspiraba  á  sus  Tasallos. 

En  cuanto  á  las  relaciones  de  familia,  que  existían  entre  estos  Estados  feuda- 
les, la  cortina  se  levanta  al  comienzo  de  la  historia  de  Tcheo^  sobre  una  es^na 
de  relaciones  paeiflcas  que  implica  una  base  de  derecho  común. 

Los  negociantes  son  respetados.  Los  productos  extranjeros,  pasando  las  fron- 
teras pagaban  un  derecho  de  aduanas  al  fisco. 

B^jo  el  punto  de  vista  intelectual,  encontramos  relaciones  todavía  más  inti- 
mas. Las  escuelas  de  un  Estado  son  frecuentadas  por  estudiantes  délos  otros  y 
los  que  se  distinguen  son  admitidos  al  servicio  de  los  principes  extranjeros,  cual- 
quiera que  sea  su  nacionaldad. 

Los  filósofos  y  reformadores  poUticos  Tis^abande  Corte  en  Corte  buscando'pror 

lectores.  Gonfu'Hus  fué  así  la  rueda  del  imperio,  atrayendo  á  muchos  de  aquellos 

'  4e  todos  los  Estados;  Meneius,  en  el  siglo  siguiente,  con  el  espíritu  ferviente  de 

un  antiguo  profeta,  proolama  en  más  de  una  capital  su  evangelio,  según  el  cual 

«no  hay  otra  base  para  la  prépiedad  nacional  que  la.  justicia  y  la  caridad.» 

Una  de  las  eosas-más  intportantes  en  estos  tiempos  es  el  cambio  de  cortesías  y 
visitas  mutuas  entre  los  príncipes  soberanos. 

Las  reuniones  de  príncipes  eran  frecuentes,  y  tenían  siempre  un  fin  político.  El 
medio  ordinario  de  mantener  las  buenas  relacióneos  entre  los  jefes  de  los  Estados 
chinos  era  el  envío  de  misiones  diplomáticas. 

Los  insultos  dirigidos  á  los  einbigadores  eran  versados  por.  piedio  de  las 
armas. 

Las  convenciones  conocidas  en  la  diplomacia  moderna  han  estado  en  uso  en  la 
China  antigua.  Signadas  con  formalidades  solemnes  y  confirmadas  por  la  presta- 
xsion  de  un  juramento,  los  tratados  eran  conservados  en  un  lugar  sagrado  llama- 
do Mengin.  Cuando  las  partes  prestaban  juramento,  ponían  sus  manos  sobre  la  ca- 
beza de  un  buey  que  se  ofrecía  en  seguidaá  los  dioses  vengadores. 

Citaremos  el  sumaríode  un  tratado  concluido  entre  el  principe  de  Teheng  y 
erarios  principes  aliados  que  habían  inv,adido  tu  territorio  544  afios  antes  de  la  era 
cristiana.  ■       •-     •    ; 

Se  c^nviao; 

Art.  1*   Que  á  U  euportaoton  de  trigos  nq  se  le  pondrán  tr^baff* 

Art.  S*  Qneloi  dejpecbosoonMmesálosriqsyá.^montafiasseráB  i^spet^tos. 
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M%.  ^   Que  nfDin>no  pre9taff&  su  apoyo  4  Itm  eoi\jqraciQi\e8  dirigidas  contralos^ 

otros. ,  .    • 

Art.  4**    Que  lo((  m^Ibecporeo^  escapados  á  la  justicia  serán  entregados. 

Art.  ^*    Que  los  unos  socorrerán  á  los  demás  en  caiio  de  hambre. 

Art.  0P   Que  los  unos  socorrerán  á  los  otros  en  caso  de  insurrección. 

Art.  7*    Que  todas  las  partes  tendrán  los  mismos  amigos  y  los  miamos  ene- 
,?jig6s. 

Art.  8"    Que  todas  las  partes  prestarán  apoyo  á  la  casa  imperial. 
Hé  aquí  la  fdrmula  del  juramento.- 
vKoBOtrosjuramosobseryar  fielmente  los  términos  de  esta  convención.  Que 
los  dioses  de  las  montañas  y  de  los  rios^  los  espíritus  de  los  emperadores  y  de  los 
duques  bienhechoras,  y  los  antepasados  de  nuestras  siete  familias  y  de  nuestros 
doce  Estados  sean  testigos. 

•Si  alguno  de  nosotros  osa  violar  estas  promesas  qué  íes  dioses  vengadores  le 
castiguen  dé  tal  suerte  que  su  pueblo  le  abandone,  que  pierda  su  trida  y  su  raza 
se  extinga.» 

Todo  jefe  militar,  en  Chica,  proclama  que  las  leyes  no  son  hecbasparaél.  Sin 
^mlitargo,  nosotros  podemos  mostrar  que  él  ha  tenido  leyes  para  la  guerra  como 
para  lá  paz;  es  verdad  que  ellas  no  fueron  siempre  respetadas  Nos  limitaremos  á 
citar  los  hechos  siguientes: 

1**  .En  tiempo  de  guerra,  las  perdonas  y  los  bienes  de  los  no  coÍDobatientes  eran. 
respetados- 

2*    Estaba  prohibido  "hacer  la  guerra  sin  justa  causa,   sin  pretexto  plau- 
sible. 

3'    La  justicia  de  la  causa  fué  reconocida  como  fuente  <ieuna  fuerza  moral^ 
que  compensa  la  desigualdad  de  fuerzas  materiales. 

4**    Una  causa  siempre  reconocida  como  honrada  era  la  con^eryaclon  del  equi- 
librio de  las  potencias. 

5**    El  derecho  de  existencia  fué  generalmente  respetado  ^or  los  grandes  Bsta* 
doE^t  vasallos  inmediatos  del  trono  imperial. 

&*   Él  derecho  de  neutralidad  estaba  admitido  y  generalmente  respetado. 

Chorno  se  vellos  Estados  de  la  China  antigua  han  poseído  reglas  eh  donde  ello.s 
reconocían  la  autoridad  en  iiempo  de  guerrav  El  libró  de  los  ritos  y  las  historias 
antiguas  son  prueba  de  ello.  Una  de  estas  Anales  de  Confucius  gozaba  de  tal  au. 
toridad  qué  fué. aceptada  como  Código  internacional? 

Hoy  la  Cflina  está  en  camino  de  ser  una  pptenda  dé  primer '  óráen.  Está  más 
poblado  que  Europa,  y  oft'éce  más  cohesión,  puesto  que  se  compone  de  una  mis- 
ma, raza  habituada  á  un  gobierno  fuerte  Ella  utiliza  nuestras  ciencias  y  nuestras 
artes. 

El  Dr«  Martin,  originario  de  los  Estados*  IJnidos,  y  quelia  vivido  más  de  trein- 
ta afiosen  China,  opina  que  estos  dos  Estados  serán  los  más  fuertes  del  mundo. 

J.   HORNCNG.    .      % 
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§  d,-^Bt  contrato  de  (letamento,  in  jure  constituendo. 
Flete  proporcional— ^\  flete  no  se  gana  sino  cuando  las  mercan^ás  son  entre- 
gadas ^1  puerto  d»  su  destino,  &  no  ser  que  se  haya  éstf^^úliido  expréÉáíneiite'  btra 
OM».  HtM  efTa  e^»fli0C^itciaiMta«diata  dé  la  inaivit^ibül^ád'  tfe  1k  préAtaéio^  del 

re  '*  -.•  •■• 
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eapiUB « Bl  ka  preluétidQ  el  traspfHrte  «n  va  liig«r  detern^ioiaiQ»  y^9l  DO  cumple  su 
ebligaoiMif|iíadiexu3o<$iJmpUrla,debe  áticos  é  iatorefles..  8i  se  lo  ¿npfde  fuerza  ma- 
yor, d'eoittfEta  snr^diraeltQ  y  \%b  dos  partes  libres  de  sus  obli^raciones.  Cuando 
clBttvkfiMreoe  eneloamito,  yapor.  aaví^ag^oó  dec\|ffHCiou  de  baUarse  en  un 
puerto  de  mfogio,  de  suerle  que  la  preatacdon  propiketida*  el  trai^prte  por  el  navio 
conTtínido,  es  ilnfKisible,  el  oootratode fletamento se  extingue  ip^ojure,  y  no  ha- 
brá lagar  á  pagar  el  flete.  Cada  uno  soporta  su  propio  daño;  el  capitán  la  pérdida 
del  flete,  ellléAaddr  el  ^ue  teeuita  de  que  aus  in^rcanefas  no  son  trasportadas  al 
del  destino  por  medio  del  navio  convenido . 

LoBr  avtlouldii  286 del  Código  fraaxs49* 418  de  los  Países-Bajos,  777  del  español, 
182^  del  portugués  y  brasileño^  1448  d^  argentino  y  del  Uruguay,  obligan  al  capi- 
tán, éuaiidotietienre  el  viéjé  en  un  puerto  der^ugio,  á  fletar  otro  naviq  para  el 
traerle  ulteiSorM  oargamento,  y  los  nUsmos  artículos  le  dan  un  flete  propor- 
•tonal  cuando  no  ha  podido  encontrar  otro  navios 

Lo8  articules  403  del  Código  italiano  y  632-634  del  alemán,  que  ambos  admiten 
•1  flete  proporuional,  deciden  etpvesamente  que  los  gastos  del  trasporte  ulterior 
mn  Mportados  por  el  oargatioefeito.  La  misma  conclusión  se  saca  del  art.  114  del 
Código  sueco  y  de  la  práctica  en  Dinamarca  y  Noruega.  De  todos  estos  códigos,,  el 
«lemaa  y  la  ley  de  Nbruegta,  son  loe  que  determinan  la  manera  de  prensar  el  flete 
proporcional^  tomando  la  proporción  wihrñ  el  numero  total  de  millas  marináis  que 
componen 'el  trayecto  entero,  sistemad  no  dudarlo  absurdo.  Los  artículos  533  del 
Código  álemaB,66  dei  de  Noruega  de  1860,  U3-115  d^l  Sueco,  deciden  que  se  tome 
también  en  consideración  la^cargas  y  dificultades  del  trayecto  recorrido  y  el  que 
falte  por  recorrer.  La  ley  belga  de  21  de  Agosto  de  1879,  libro  II  del  Código  de  Co- 
iaeroioi«fbrmado,dliee  en  su  art.  94:  «en  los  casos  en  que  el  navio  no  pueda  ser  re- 
parado el  capitán  está  obligado  i  fletar  otro.  Si  el  capitán  no  ha  podido  fletar  otro^ 
al  flete  10  regulará  conforme  al  art^  91  que  dice:  «no  se  debe  ningún  4ete  por  las 
aenancfas  que  según  naufragio  ó  declaración  de  no  poder  nav;9gar,  no  hayan  lle- 
gado á  Btt  destino*  Si  las  mercancías  Uegan  á  su  destino  á  un  flete  menor  que  el 
'^oe  86  habi»  eenvoaido  con  el  capitán  del  navio  naufragado  ó  declarado  innave- 
gable, la  diferencia  entre  los  dos  fletes  debe  ser  pagada  á  este  capitán.  Pero  no  se 
le  debe  nada  si  el  nuevo  flete  es  Igual  al  que  se  habla  convenido  con  él;  y  si  el  nue- 
vo fleté  es  superior,  la  diferencia  será  sc^ortaúa  por  el  cargador. » 

1^  breve  examen  de  los  hechos  demuestra  claramente  que  el  flete  proporcional 
ttotlene  otro  fin  qiue  imponer  á  los  cargadores  una  pérdida  que  en  justicia  no 
debe  tnfeeender más  que  al  armador. 

Bu  tro  lasdesTentiQaA  que  lleva  teda  detención  en  el  via^e,  cpmo  el  retraso  que 
ocasiona  una  venta  desventajosa,  los  propietarios  del  cargamento  sufren  a^  una 
pérdidapecuiilaria  que  puede  serconsiderable,  consistiendo  ya  en  un  damnum  emer- 
feM:  pérdida  de  las  merctfncíWK  veata  foriosa  á  vil  precio,  pago  de  un  flete  supe- 
rior al  flete  convenido,  ya  en  xaüMerum  eesaus.  pérdidí^  del  beneficio  esperado. 

Su  posición  es  la  misma  que  la4A  espitan  ^ue  pierdf  su  navio  y  el  flete. 

Por  otra  parte,  eli  fletador  cuyaíi  meroaneías  han  sido  vendidas  perderá  casi 
siempre  el  bonefioioy  verá  aun  frecuei^temente  dísijiinuida  su  fortuna. ;  En  todo 
cas»  sé  aumenta  su  pérdida  enana  gran  proporción.  Para  mitigar  estas  cohse- 
eii^«tasd«r«&,  otettaad6gi«laoloiies  admiten  en  térmicos  expresos  el  abandono 
d^  mereancis»  por  el  flete  pr^poroioaal^  ^At\  el  art-  fi^  del  Código  s^l^man  y  el  ar- 
tieuio'e^del  noruego^cn  oti^oa  lawshjcic)  paifses  como  en  los  Países  bajos  y  em  Fran- 
eta^enéoÉdeíla  ley  «>  más  rigOTOtai  9l  abandono  e?tá  consagrado  por  un  uso 
eenstantei  Nadie iratddpoiiear.e»  dudiit<«ueen  mncM.<^aaQA, el  A^, proporcional 
BO  impone  al  cargador  uaa>eafga  injusta,  obligándole  á.  indemnizar  parcialmente 
jdeápitan. 
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S.'-Abanáimú  per  el  /le(f .— La  caestion  de  saber  cuafido  Bd  debe  el  ftiMe,  está  Hí- 
gada intimamente  con  la  de  saber  en  qué  casos  seri  permitido  alicoftsignmiiarlodar 
las  mercancías,  eú  pagro  por  el  flete,  es  decir,  de  abandoñarlam  por  el  ftdte,  etaando 
á  consecuencia  de  sú  estado  averiado,  ellas  Ao  Talen  más.  Todas  tas  legislaeio&es 
existentes  y  la  Jurisprudencia  de  Ing>laterra  y  de  América  estin  de  acuerdo  para 
una  contestación  neg^ativa,  segrun  las  tradiciones  de  easijtodas  las  leyes  maritimas 
antiguas. 

Si  las  mercanéías  Ueg^an  á  su  destino,  el  flete  estipulado  es  debido  por  entero» 
cualquiera  que  sea  la  disminución  de  su  valor  por  accidentes  de  mar.'  Ss  cierto^  p«r 
tanto,  que.  esta  decisión  ést&  en  desacuerdo  con  el  principio  recibido  en  lasleg^ís- 
laciones  continentales  que  vé  que  en  un  visje  de  mar  ningano  pierde  más  que  lo 
que  él  ha  confiado  á  los  azares  del  mar.  Pero  este  principió  ha  sido  establecido  e»- 
pecialmente  para  proteger  los  armadores  contra  pérdidas  inuy  desastrosas,  de 
suerte  que  no  ha  vacilado  en  seguir  otra  regla  en  los  casos  en  que  el  principioi 
tienda  á  favorecerá  los  propietarios  del  cargamento  y  en  detrimento  de  la  nave. 
En  el  derecho  anglo-amerlcano,  <[ue  no  conoce  el  derecho  de  abandono,  la  regla 
indicada  se  ha  hecho  lugar,  y  resulta  lógicamente  de  la  manera  de  considerar  el 
contrato  de  fletamento. 

A  pesar  de  esta  uniformidad,  muchos  autores'  han  dingldo  objeoloae^fpravas 
contra  la  denegación  de  abandono  en  este  caso. 

•  C.— Parle  contributiva  del  (lele  en  las  averias  eMiií«|M.— Investigaremos  en  últi- 
mo lugar  hasta  qué  punto  el  flete  contribuye  á  las  averias  comunes,  Bs  bastante 
simple  cuando  no  tiene  conocimientos,  pero  es  dlflcil  cuando  la  carta-partida  en- 
cierra diversas  cláusulas  complicadas. 

Guando  tiene  conocimientos  sin  carta-partida,  6  bien  eonunacárta-partidamíii- 
pie  de  acuerdo  con  los  conocimientos  eñ  cnftnto  al  flete,  Ó  bien  cuando  tio.rtieiie 
una  carta-partida  fijando  el  flete  para  ún  Viajé  determinado,  la  parte  contributíva 
del  fiete  puede  establecerse  sin  pena  según- los  principios  generales  que  regalan 
las  averias  comunes.  Ella  se  compone  entonces  del  flete  bruto,  dednoiendo  de  este 
los  gastos  necesarios  que  han  éido  hechos  según  el  acto  de  averia  coman  con  el  fln 
de  ganar  ^1  flete. 

Guando  el  flete  ha  sido  pagado  anticipadamente  bajb  oon^cion  de  ser  restitai* 
do  en  caso  de  pérdida  de  ^ave,  esta  regla  puede  ser  aplicada  Sin  cambia;  si  ha  sido 
pagado  con  antelación  para  no  ser  restituido  en  ningún  coso,  la  abligadoD  del 
capitán  de  contribuir  por  el  flete  desapareoe^  mientras  que  por  el  contrario  el  flete 
no  es  deducido  del  valor  déla  carga,  como  en  loseasós  ordinarios;  en  efecto,  es 
para  el  cargador,  no  para  el  capitán,  que  en  este  oaso  el  flete  ha  sido  salvado  por  el 
acto  de  averia  común. 

Guando  hay  diferencia  entre  el  flete  estipulado  en  los  conocimientos  y  el  de  la 
carta  partida,  ó  cuando  la  carta  partida  ha  tido  eonelnida  para  varioa  Viajes,  será 
diflcil  dar  una  solución  justa.  Los  casos  que  pueden  ocurrir  han  sido,  desenvuel- 
tos por  M.  Lowudes  en  fea  tamules  éf  Generat  Avetkge. 

M.  Lowudes  distingue  tres  casóse  aquél  en  que 'unnavid^ ha  sido  fletado  para 
volverse  cargado  ó  sobre  lastre  á  un  puerto  determinado,  tomar  allí  un  earga- 
mentó  y  trasportarlo  á  su  destino  fin^il;  Id  qtts  se  Uama  lá  eartade  ir  y  Tolver  fer 
topagés  dul  and  home.  En  Inglateri*a  esta  ouestioii'  ha  sido  decidida  por  la  ciarí 
ofQwen's  henek  en  el  negocio  MTilliam  G.  The  Lemáon  Asmtrame  Campmtf,  en  donde 
los  hechos  se  veriflcaron  cbmo  sigue.  Un  tiairió  habia  sido  fletado  'por  la  bompafSia 
delas|Indiás  orientaos,  para  trasportar  desde  luego  un  oargahiento  tediado  en 
Londres  en  uno  ó  varios  puertos  de  las  Indias,  tomar  «lU'  «no  ó  varios  earga* 
mentes  según  la  indicación  de  los  agentes  de  la  Gompafiia,  y  volver  á  partir  del 
ultimo  puerto  en  donde  se  encuentre  á  las  Indias,  oon  un  cargamento  para  toa* 
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^dfes.  Por  todo  esto  él  flete  del)ia  ser  pagado  segim  una  tarifa  determinada,  si  el 
jíwrio  Uegafba'aaiio  y  saWo  á  Londres,  pero  solamente  en  este  easo.  Bl  navio  partid 
de  Londres^  Aié  arrobado  por  una  tempestad  sobre  unbanco  de  arena,  y  fonado  á 
desearga^  y  volver  á  Londres  para  ser  reparado,  después  de  lo  cnal  i;oIyíó  á  partir. 
Bl'  aeeideñte  dá  lugar  d  una  eontrilrocion  de  averias  comunas  y  de  aquL  nadó  un 
proceso  entre  el  armador  y  uno  de  sus  aseguradorea  Se  trataba  de  saber  si  el 
fleto- total  érflpulado  en  la  carta  partida  debía  contribuir  A  las.  averías  comunes. 

£s  Cowi  éfQueeiisPiuié  se  pronnneió  por  unanimidad  en  sentido  lUlrmativo. 

M •  Lowudes  va  todavía  mtfs  lejos  que  aquélla,  haciendo  unarregla  general  de  lo 
que  la  corte  ha  decidido  para  un  easo  partieular.  Dice  que  cuando  la  nave  ha  sido 
fletada  para  varios  viíges  bajo  un  solo  contrato,  el  flete  estipulado  por  esté  contra- 
to debe  contribuir  é  la  averia  común,  que  tiene  lugar  según  el  comienzo  del  viaje 
descrito  por  la  carta  partida,  estén  las  mercancfas  á  bordo  ó  no.  M.  Lovrudes  habla 
pues  sin  ninguna  condición.  Se  llega  á  esto  por  la  consideración  que  desde  que  hay 
un  flete  susceptible  de  seguro,  este  flete  debe  participar  de  las  averias  comunes, 
porque*  desde  que  tiene  certidumbre  de  ganar  un  flete  que  no  está  expues- 
to á  otros  peligros  que  aquellos  contra  los  cuales  estd  asegurado,  tiene  un  inte» 
res  expuesto  á  los  peligros  del  mar,  qué  ha  sido  salvado  por  la  averia  común. 
M.  Lowudes  no  dá  ninguna  parte;^  sis  embargo^  el  medio  de  establecer  el  valor  de 
este  interés  resguardado,  de  suerte  que  la  utflidad  prédica  de  su  regla,  es  casi  pro* 
blemátiba;  tal  cálculo*  en  mi  concepto  es  Imposible*  No  admito  su  tesis:  que  todo 
flete  suscoptible  de  segW)  debe  contribuir  á  las  averias  comunes.  Esto  son  dos 
cosas  que  no  se  confuden  en  el  mundo  y  que  no  tienen  nadade'eomun,si  al  menos 
se  admite  que  el  flete  puede  ser  asegurado  desde  que  ha  sido  acabado  un  contrato 
de  fletamento,  ó  Men  si  se  le  reconoce  como,  justas  las  decisiones  inglesas. 

Yo  eteo  debe  admitirse  que  el  heého  que  el  navio  ha  sido  dado  en  alquiler  es 
indiferente  para  contribuir  á  las  averias  comunes.  Sin  du^a  la  averia  común  está 
fundada  sobre  la  comunidad  existente  entre  el  navio»  la  carga  y  el  flete,  pero  esta 
eomunldad  debe  nacer  precisaBiente  del  viiQe  durante  al  cual  la  averia  ha  tenido 
lugar.  Esta  es  una  comunidad  ad  hoe^  donde  el  flete  no  es.mienbro,  sino  cuando  es 
debido  para  el  vii^e.  No  es  miembro  sbio  en  tanto  que  as  fruto  del  laso  estableddo 
entre  el  níavio  y  la  eargapara  un  via|e  determinado.  Gomo  tal,  está  obligado  á  con* 
tribuir  p^os  gastos  hechos  en  interés  común;  el  flete  no  tiene  existencia  propia,  es 
por  decirlo  asi,  el  hijo  del  navio  y  de  la  carga. 

§.  4«— £a9  regUuie^Sheffield. 

Articidó  V  En  regla  general,  el  flete  no  es  debido  sino  después  del  cumplimiento 
del  viaje,  es  decir,  á  la  entrega  de  la  mereanéla  al  puerto  de  su  destino,  ámenos 
que  no  se  haya  estipulado  otra  cosa  en  contrario. 

Art;  V  81  durante  el  viaje;  el  navfo  por  consecuencia  de  asares  de  mar  y  no  por 
la  falta  del  capitán  é  flel  armador,  no  puede  navegar  ni  cumplir  su  viaH,  el  capi- 
tán obrará  como  mandatario  de  todos  los  interesados,  y  si  es  prudente  y  practica- 
ble, expedirá  'lá  carga  á  su  destino  por  otro  ti  otros  navios,  y  en  este  caso  á  la  en- 
trega déla  méttanda,  tendrá  derecho  á  todo  su  flete  según  la  carta-partida  ó  co- 
nodmiento  primitivo,  aunque  por  lareéxpendidon  las  mercancías  hayan  sido  tras- 
portadas á'  un  flete  inftrior;  pero  el  capitán  del  navio  primitivo  deberá  pagfir  el 
flete  de  reexpedición . 

Por  el  contrario,  si  el  flete  de  risexpedición  es  igual  ó  superior  al  del  navio  pri- 
mitivo, el  capitán  de  éste  no  tendrá  derecho  á  ningún  flete,  pero  el  flete  de  reexpe- 
dición será  por  entero  aplicado  al  cargamento. 

Si  el  capitán  no  reexi¿1de  el  cargamento,  no  tendrá  derecho  á  ningún  flete.  B) 
sistema  de  flete  de  distancia  está  abolido. 
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Art.  9"  Bi  el  propi«taiio  del  oargromento  ó  de  imA  parte  de  megeetaammv^^^rm  m^ 
Cirailt<dttMntb  el via}6,  átpesav dadit^feito  del íeefttea^e treéfectejdft 4«ii4eiM- 
DO»  este  propietario^  alreeibifi«fiitiartaMie  eudiAipaeii^d  iü^pec  iiileneedifi»fetlft- 
rá  ol>llgttio  á  p«r«p  el  fletB4«iikfiBe  ,per  todoíel  <f>ii^  y  é  dwr  bnenit  j.  taetente'iwi- 
^on  por  lacoDtribuokMi  de  estes  meroaDcias  en  les.  «mise»  ctt(itos:d«Mih»aMmt» 
üiotrasdií^eiisAS  que  pueden  eoDOsniíides*:.  (.  i.     :.  • 

-  Art*  4^>lias;iiierceBeieeáffMj*des  el  mmi  óiftee«iaoedes>por  le  aekod  oomüi^  y 
las  yetididaa  i  fin  deproeurATse  loe  fondas  iMMsarips  al  peff»  de  J09  ^fealoe  «por- 
Pidos  en  intereses  ttomunes^  no  pngfanfcn  nin9nn.fletiw  pero.lbeda  pM}dn4B  flete 
ptodnolde  per  semelaate  secrífidio  será  admitidar  en  averia  mayor  y  ]Mel»a<)nii9is 
ai  arouulordeinatiow 

Art-  5°  Nq  ee  debe  ninirun  flete  p«r.  las  mereancias  perdidas  por  ri^WPS  de  »nr« 
ni  Ué  eogidas  :por  enemigos  6;  piratasv 

Art^.O"'  Si  di  capitán  salva  las  mereeoelas  del  naufragio»  ó  si  las  reo9l>rn  de  ie» 

f^iemigos  ó  pirabas,  7  si  haUándese  en  estado  de  ser  ^racg^tertadas  á  att4(ee4ine,  él 

las  «onduee,  tendrá  derecho  á  su  flete  total,  si  no  no  podrá  reelao^ar  niñean  4ntn» 

,  peto  8án  peijñicio  de  su  reolamaeion  por  sueidos  j  gasAes  «(Qunridos  dwrante  ni 

tiempoempieadoenenWnr  óenlilMrterlaiitinflreandiasv  ' 

AJt.  T  Bl  fleté  entero  es  debido  desde  1  que  el  eapitaA  (embrega  la  meniaanin  «I 
puerto  de  su  destino,  aunque  d^ámiñnyade  vpior.ó  se  df^krioroi^or  noeidentea  dn 
mar,  en  tanto  que  el  consignatario  ia  rieciba,  y  nn  este  oaso'debe^tMWP  todo  totqne 
eótá'  cargado  á  su  orden  por  el  mismo  «oneeimienAOy  ócsila  mewancto  ps.en  ainn 
que,  por  el  mismo  navio.  • 

Bn  ningún  oaUfo  el  eapitan  tiene  dareobo  á  redamar  iobrp  sm  eargnmwtn  dete- 
riorado perdiendo  el  viaje*  nn  flete  niáe  elcTado  qneiri  qae babria reeibidnfl  todo 
el  cargamento  lo  hubiese  entregado  en  lel  nütmo  eetado  en  q«e  se  edeontsabn  en 
el  momento  del  embaR|ue«  -m/(|i-í- 

Art.  8**  Teda  antlolpaeíoa. hecha  sobre  el  flete  está  sujeta  á  restítacion  «nand» 
sebrei^engan  aoontecimientosi  que  enlmñen  el  no  pago  del  Hete,  á  nanos  4010 eiin* 
ta  oonvenoion  en  eontrario. 

Art  9°  Blarmador  del  navio  tiene  un  privilegie  absoluto  sobre  el  eaügwnenf»  * 
para  el  pago  del  flete;  este  pri^rilegio  ee  nafleeo  aV  fletOienlaro  pw  el  onaL  «I  nnvi» 
ha  «ide  comprometido,  aunque  no  ha]Faxeoii)ido  masque  una  partadnl  oarganma^ 
lo  y  haya  debido  partir  á  no  carga. 

•  Art.  10.  La  contribución  del  flete  á  las  averia^  coi^nunes  se  regulará  sóbrelo  dis- 
puesto en  el  primer  párrafo  del  art,  10  del  proyecto  de  York. 

QuoiBirtas  reglas  sonbejo  todesi  los  puntos  49  ^^^^  una  oodjlfieaoion  de|  /sa 
cámUiunáitm»  y  que  por  este  motivo  nos  parece  apetecible  qup  fi^^ien^el  oainten 
trazado  por  ellas  se  trabaje  un  r»g|ani«nto,íntnrnaotonal^  h9^  Miglas  de  £Uie0ieÍá 
eneienran  un  sistema  mucho  más  lógioo^fofás  ftimplf)  jrn^iuffteiqne  el  de  loa 
Códigos  existentes.  BUas  mer^^^n'  nuestra  coBlpleita  -simpUítl^  s  el,  #stu4ip  eéri» 
de  todoS'  aquéllos  que  se  ooupenide  d^ecbo  maritÍ¥>o^.  ,  < , ' ,; , ,  , 

Blproyeoto  francóa  4«  1869  {reninion  del  QM^9  de  Conareio^r-^^baiKic  idtado 
con  elogio;  se  ha  admitido  para  el,.detame9^t9  i^  ceglasqiie  no4^  i»áf)»q<»  ycova^ 
chosas  y  ^ue  hemos  «ivuesto.  BlCÍ><}igo  de  Oomierc^  belgiiÓe3r4e  91 4nAtfos|ode 
X979^j  que  encierra  ma^as  m9iora^,  ha  dejado  «ubpistsnte  en  parte  laa  diq>n»iein- 
nes  vieáasy  fuerade  uso  del  Código  de  Napoleón.  ,  .      . 

Resumiendo  las  ideas  desenvueltay.en  eat^  estudio*  V<^  prepongo  oomo  basa 
0e  una  legjnlaaion  uniíorme  sobre  cdl  pontrato  defletámonto»  los  priaovioa  si- 
guientes: '    '  ^ 
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':■  I?  fil>«B«lr»tordefleta]iieiito  no  éfl.nii8ivaflléditt4iBl«l»iitrato  (léiáli|«iltr  «IhrU, 
^DOdebeBeroonBider4rioofnBaiQ«ifeoiiAtatodeimi|K>^    . 

S?  XLéattQwiarlD  8e.»biigra,  |M>r  la>«eeptBoloii  detes  memknfim,  á  pag«v  el^flete 
^^estij^kido'eD'limQolidQimicBlos;  > 

8*^ '  sa  íl^tev  luttn&lneiite  á  pagvlr  por  el  tta^poile  de  m/Boatútíim  que  ee  CAciien»^ 
tem'ábeidtf  iett>et{itiDiMfttodélieto  de  Hirarla  «oftBttBv  tiontribvjneaólo  por  elMgte'^ 
gueBtefdo.etfta- eJireHaV 

.  4'^ifiaiaaplÉ«BjtiBiie  «n  prlvüégio  iMld»  lali  mercuwiae  pOF«lileté,  el  deéd  fireight, 
lft'>av«ilsoMíMi|>»eto.    '     ■   -• 

"^  lí.  W.  L.  P.  A.MoLBHfiKikrr, 


.  ttMPBi'DB'IMkOIT-aitrlfrBKA/ndlIlA'L  BL  im  LA  LBOlSLAA'rON  OCTBirABBB. 

I      •" ' ' ;| f   ^.»-.-    .    ■  •      I        '      .        '  ",   '  '.    .   >       • 

,  LA  UNION  TELEGRÁFICA. 

•  ■,;  •     íM  '•!    'I   '   .    '  ,   •  .  .  •        .  . 

El  telégrafo  eléctrico  registe  en  mis  a)t¡ogrnidPd  iqtte  el  oorr«o,<  un  eacfteldr'tii- 
tiéniaeíottal;  «e  encentra  la  prueba  en  les  dalos  ebtadMti«dB  desde •  los'  primeros 
tiem^dtf^mtefvodaeeion:'  TatntHén  ee  ba  adelantado  aA  correo  en  uáoBdiéé  afibtt» 
b^Jo'élf  ptffiió'd^  t>r«ta  de  éú  eYfir&nizacien  InteráaoloAaL  (^eralmeixife  ek  d^  «otti^ 
ftelw^l  tt^ado^deiParíB  de  1886^  pero  Hay  q^e  llevar  Bn  origren  i  la  mitad  de  >eBtft 
«ifir>d;  Cié  efecto;  ^partir  de  loa  tratadoi  de  BroBMas  y  de  Berna  de  BO  de  Junio  f 
V  do  siftlDiabre  dé  1898^  Be  bi»»  constar  ya  u)ia  uniformidad  caal  completa  en  lo» 
^d^erBÓBpaiBM^  LaeMieioneBlin^rofeB  desealyan  enlasar  bub  redes;  varios  gr^nqtoB 
doisétados  tepoBierMf  ed  rétaotén  los  tíñoB  cott  ^os  ^etros^  y  en  poee  tiempo  qaédd 
sBtableoidÉÍla  leinidad  mjgrlftmentariái 

H%  liábidedetf  grrap<6seu  Btt  fonnaeíoii}  el  vnoeoaiprende  la  Prueiat  el  Austria 
y  los  pequeños 'Estados  de'Alsma&la;  el'<ytre,'re«inslos  países  ocoidentales  alredef 
^or  de  Francia  y  de  Bólgicn. '  Los  tratados  de  1859  unieron  Iobf  dos^  grupos,  y  desde 
entonces  se  puede  bablar  ya  de  unión  telegráfica-  Sin(embargi(y,  llaoanfereaciadé 
PariSlia-^dbO'tDás^ae  consagrar iaobrade  los. tratados  cmisten tes,  tiq hablar 
úi^^titétñS  ifléififes.  Dada  la  tt&ldád  joridicA,  a»ttf  el^éreebO'ialemaoionaL  no  puédé 
deoirseqftfé  hay  doB«fercA«télegrifle»  antee  del  oonvebio  deil>arts  dte  11  dé  Umyé 

La«tiibti  tele^iráficu  «cbcápréndiaentiUiceá  Ids  astados  euifopeós.  Losfoongréses 
sigridi&iit^:estendferon  susbeneáciosfaeradéBui^pa  á  los  Setales  y  i  Ibib  ^aut- 
4eS'«ompi^tas pritádas;      •  .  -^         '  '  i 

Bd'géiieral/  la  erganlzaeioii>  de  launíDn  tel«gráfica<«e  analogía  á  la  de  la  unhnk 
postali^cliN'esvqi¿eselii*aKlmltidolaobligaelonpiira  los  <)e^Br»o8  de  aceptar  H 
#ervteiointeniacloiial^delrilos -especiales,' en  número  8úfioi|»ntQ{  y' el  devécbo  por 
^s  partieularosde  requerir  el  empleo  del  telégvafd.  Esté  dereebo  no  está^écdv»- 
•aiito(efl:tM  «primeras  Bfibs;  se  isreiaentóiiees  ique-el  ietégitsfO  debla^ssHrir'tínlcamen» 
t6d»ittte<H0'di  €0«i«niolioto¿  entre  los  Oobiémos,'  dbl  mismo:  modo;  que  en  tiohpi» 
úéím  nema  impoAat^  iturím  pftMSeSí  ik>  podta  'ser  afeata  ^BlBe  á  la.  trÉsmísiom 
•delDS^despaeboroftctaleB.  La  redacción  y  el  órdén  de  trasmisión  han  /sidorfljádoSi 
.y  ae  ba  deoidido  no  aceptar  ntngúaa  responsabilidad;  út  baii  reglamenlado  iguala 
jxMñtelas  tarifas -internacfoualds.  Las  conferencias  riigiiientes  fueron  seialiidaii 
1^  iaiportftntes  múdtfleaeionés.  La  conformcia  de  "Vietta  d^  1689  eBtableoi(ft  una 
<»floiiM  iiiteirflttcional'diesttiíadaélaB  mismas  fnneioneB  que  la  de>  correo^  Iol  óonfb- 
rencia  de  Roma  de  l^tde-Pélyrer»  d*  1972  admitid  por>és  ptimetá-á  Jos  r«^reBéai^ 
táates  de  tes  graad^s  osmpaftías  fiartSbuitfrés,  y  reguló  'tato  tíioditleácionélB«  psra  el 
«Oipleo  del  telégrafo  por  la  prensa.  La  óonferdtloia  de  San  {^etérsburgo  ds  Kl  á 
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tu  de  Jidto  dé  1915,  fBtfodvjo  I»  tarifa  par  apalabra  "para  el  ttíégmto'  etán^tfttropecv 
y  estableció  uo a  distinción  enjbra  el  tratado  7  «I ittglaiiieiito.<    ■ 

Déspuéa  de  1885  se  han  introducido,  por  oonsigqlenté,  gvandéa  ni^va*.  Sn  la 
última  conferencia  de  Londres  tomaron  parte  28  naotooés  y  Weompttítm^itgtíBa* 
ares.  Bl  empleo  de  telegramas  semalérWos  (son  los  telégraanseambiadósdOD  los 
buques  en  alta  mar,  por  medio- de  los  semáforos  establecido»  aobm  el  UtdnddB-iinJ» 
de  los  Estados  contratantes)  ha  sido  regulado  y  perfeeeionadoila  tañfk  eiiMbrdi* 
dariadé  los  telegramas  urgentes  ha  sido  introducida;  h«y  una  'BtievÉ<espé«ie  do* 
despachos  mucho  más  baratos,  el  máximum  de  longitud  de  una  patebra  lia  sido- 
uniformemente  f^ada,  por  ülUmo  se  ha  autorizado  el  uso  de  las  lenguas  que  se 
hablan  en  los  territorios  de  los  Estados  contratantes  ó  de  la  lengua  latina,  y  se 
permite  á  todo  el  mundo  emplear  ciftrás  ó  cualquier  otro  lenguaje  seereio. 

La  cuestión  de  tarifas  es  cuestión  financiera,  y  debe  reservarse  á  los  eeonomid^ 
tas.  La  eonferencla  de  Londres  de  1819  ha  tenido  por  ofeicto  TeÉsrasaprUff  taclias 
internacionales.  El  régimen  antiguo  habia  sido  objeto  de  numerosas  critleas:  los 
diversos  proyectos  fueron  suceBÍ?amente  discutidos,  y  todo  el  mundo  estirilta  de 
acuerdo  para  criticar  el  sistema  de  las  20  palabras. 

Los  diferentes  proyectos  sometidos  á  la  conCereneiade  Londres  la  proposíelon 
sobre  la  tarifa  por  palabra  pura  y  simple,  la  tarifti  por  palabra  con  júsimmade  pa-» 
labras,  y  la  tarifa  por  p^abra  con  tarifa  fundamental.  Bl  Oobiemo  del  Issperio  ale- 
mán proponía  además  introdu^  una  tarifa  uniforme  como  en  la  'Ubíob  postal, 
pero  este  proyecto  encontró  viva  oposición.  Hubo  grande&debateB,  y  la  aetitod 
de.  la  Oran  Bretaña  fné  por  algún  tiempo  amenasadora  para  la  exieteiieia  da  la 
Union;  sin  embargo,  se  llego  á  un  acuerdo.  Se  estableció  la  tarifa  por  palabra*  ^pw 
todo  «1  recorrido  de  la  correspondencia  europea,  á  falta  de  oonvealOB  fartioiitar«s 
entre  los  Estados  interesados;  la  tarifa  se  fijaba  sin  oonpdieion  de  miaimnm  para 
el  núnero  de  palabras,  y  se  afiadió  á  la  tarlfti  que  resulta  del  néaoro  eibotÍYo  de 
Pfúabras  una  igual  á  la  de  cinco  palabras  por  telegrama. 

.  Hay  aquí,  pues,  un  principio  unifoirmé,  pero  no  se  ha  llegado  á  propoiKer  una. 
táfaúnica  para  tQ<lja  Europa. 

.  Bra  preciso,  en  consecuencia,  reformar  las  disposicioBes  del  reglamento  de  San 
PiBtersburgo,  que  restringía  á  los  países  limijtrofes  la  facultad  de  oetebrar  tratados. 
P^r  el  hecho  mismo'lle  la  ostensión  de  esta  faltad,  la  uBioa ,  eomo  institueioi^ 
de  derecho  de  gentes,  quedaba  amenatado.  Esperamos  que  la  abrogación  de  las 
restrledones  tendrá  por  único  efecto  la  supresión  de  todas  las  designaldaáes  de 
Utííá,  y  que  las  tarifte  separadas  Irán  reduciéndose  4  desaparedendopooo  ápooo. 

El  art.  16  de  la  revisión  de  Londres  dispone  lo  siguiente:  «¿.a  tarifa  l^ieable  4 
las  correspondencias  internacionales,  se  i^s  oonforme  á  los  cuadros  qne  siguen  al 
presente  n^mento,  salvo  las  sMdificaciones  de  tasas  ó  de  las  bases  de  aplica- 
ción de  las  tarifas  qne  puedan  ser  decretadas  entre  loa. Estados  interesados,  e» 
^irtad  délo  cUspuesto eb  los  artlcnlos  10  y  17 del  convenio.»  Asi  cf yd  la  restri^ 
don  establecida  por  el  tratado  deSan  Petersbnrgo.  Sin  «mbargo;  á  oonsecnenei» 
de  la  segunda  parte  de  este  art.  16,  subsiste  la  obligación  da  no  crear  una  concur- 
rencia de  tarifas  estaré  las  >das  existentes,  y  de  no  dar  á  un  Bstado  el  privilegio  d» 
elegir  entre  varias  vias  concnrrentes.  $e  quiere  siempre  qnseatén  abiertas  al  pú- 
blico el  mayor  número  posible  de  vias.  Es  evidente,  sin  embargo,  que  un  grupo  do^ 
BStttdos,  comprendiendo  todos  los  oficios  extremos  6  intermedios,  puede  introdu- 
sir.es  adelante  nn  sistbma  de  tarifas  diferente  del  sistema  general.  Pero  nada  les 
impide  celebrar  4raladoa  con  los  diferentes  Bstados  limitrofes  ó  no-limürofes^  res- 
petando siempre  Ja  doble  obligación  que  ya  se  ha  mencionado. 

Es  indudable  que  hay  cierta  analogía  entre  la  oiganisacion  internacional  det- 
sones  y  la  del  tel^n^o;  pero  no  es  posible  ashnilar  estas  dos  instituciones.  Haj* 
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«ntre  ellas  muehas  difereoclas,  y  muy  grande  eeiambieii  la  influencia  de  estas  áU 
ferencias  en  su  detMcollo  internaoipnaA*  No  habla  aquí  el  autor  del  artículo  de  la 
«dttBEa|icia.4e.oxí8en».que  según  él  importa. poco.  El  congenio  telegráfico  es  obra  de 
jieaip»leartiarioftdipl¿<aáticoa;  el  tratado  postal  es  obra  exclusivamente  adminis- 
4tativa<tl4ui  diapoeicionAS  relatlyaa  al  derecbo  del  ptiblico  para  aprovechar  ambaa 
^BStiitnflÍoné8«.y  la  respoasabilidad  de  los  administradores  no  presentan  tantas  di- 
fvxttgeaciBB,  4q]ii  lünguB  4>aia)elo  es.posible.  :Una  letra,  un  envío  bajo  faja  son  re» 
ittitidai  al^onreopor  trasmisioo;  eoa&do  ae  trata  de  un  telségrafo ,  la  cosa  yariar 
el  empleado  lo  hace  todo.  No  hay  diferencia  apenas  entre  los  gsstos  para  la  carta 
peflada^loBde  la.ligera;  por  el  oontjrario«  el  tiempo  durante  el  cual  el  expedidor 
de  un  deepacli»liapettBO;del  hilo,  ea  de<MTo.  No  tiene  comparación  el  trabajo  que 
necesitan  tres  letras  de  15  palabras  y  una  carta  de  45  gramos,  al  trabajo  que  re- 
quiere tres  despachos  de  15  palabras  y  ua  despacho  de  45  palabras.  El  correo  res- 
pfl«de4'UnajieiQfi8idad generalyel telégrafo  sirve  al  interés  espedal  de  la  comuní-^ 
cacion  rápida:  el  telégrafo  no  es  un  medio  de  comunicación  más  que  para  el  gran 
eoBMDeÜo;  Adeímás,elcorreo;cQnstituye.en  casi  todas  partes  una  institución  lucra- 
tiva y  provechosa,  y  en  la.fQKmacion.de  Ias  tarifas  del  telégrafo  es  necesario  tener 
muy  en  cuenta  á  los  aociónistaa  dejas  grandes  socijedades. 

Por  lo  que  se  refiere  á  la  unidad  reglamentaria,  el  telégrafo  podría  obtenerla 
mudiassáa  ücümenie  que  el  correo,  qu^  tiene  que  someterse  en  la  mayor  parte 
de  los  lugares  auna  tradición  secular.  A  principios  de  la  revolución  francesa  no 
ha|)i|k  más  que  «Ijfcelégffafo  ióptioo.  Fot  el  contrariq,  sin  recurrir  á  los  correos  de  la 
Per^iay  aleartiM  pubUcus  de  Roma,  habia  ya  reglamentos  postales  bajo  Enri« 
que  ViUj  bajo Jaabel  dé  Inglaterra,  bajo  Lm's  XI  y  bajo  Enrique  III  en  Francia» 
bajolosele^or^sde  Brandeburgo  en. Frusta  y  en  una  gran  parte  de  Alemania,. 
lo  miamo  que  «ala  América  del  Sur  cuando  estaba  b£^o  el  Gobierno  de  Carvajal,  á 
quien  >  elvey. de  .España  concedió  en  J514  elmonopolio  postal  en  estos  paises.      ^ 

Si  el  autor  insiste  sobre  las  diferencias  entre  estas  dos  instituciones,  es  para 
protaaiarc0ntta.laidea:,qu^  pmdi^ra  haber  de  asimilar  ambas.  Las  diferencias 
que  se  observan  entre  una  y  otra,  existen  sobre  todo  en  lo  que  concierne  á  la  orga- 
Iiiiaaiianmi«0ia  de  la»  Union,  sobre  1^;  libertad  de  celebrar  tratados  que  no  sean 
oontrariosálos;<;o)iyeniQ9ye&tableoer  alianzas  mas  intimas,  libertad  que  existe 
en  mucho  mayor  grado  en  la  Union  telegráfica.  La  uniformidad  es  completa  en 
eoonto  ala  adl^eaion  de  jos  Eatados  que  no  han  tomado  parte  en  los  convenios,  asi 
Qomoien  l«a  sevisiopes  petri^dica,».  La3  oficinas  internacionales  tienen  para  laa 
dos  .^nstítneionea  el  mismo  fin,  las  mismf^s  funciones  y  la  misma  residencia. 

BjUsteHvpneApSemtijan^s  entre  el  correo  y  el  telégrafo.  Aunque  este  tenga  im- 
portancia méis  especial ,que  el  .correo^  su  organización  ha  servido  mejor  para  apro- 
ximar á. las  naciones.  Las  dos  alianzas  han  producido  resultados  que  se  extende- 
rán po^  4  pooo-á  todo  el  mu^do„y  se  manifestarán  de,  una  manera  cada  vez  máa 
clara. 

E»  da  esperar  qjae>  la  organización  apUci^a  al  correo  y  al  telégrafo,  se  aplicará 
tambien.á  ateos  elementos  de  )a)i| vida  internacional.  Se  encontrarán  sin  duda  gra- 
vn^s.dJifiQuUi^fAipeTo  es  necesario  no  olvidar  que  grandes  obstáculos  han  sido  su- 
peradiQiA  eu^  |o9.primeros  cosgresoei  poptales  y  telegráficos.  La  obra  de  estos  con- 
gresos podrá  servir  de  modelo.  Ya  se  ha  tratado  de  hacer  aplicación  de  aquellas 
máximas  á  los  demájs.  servicios  de,  comunicación^  y  cosa  bastante  curiosa,  el  con- 
graso postal  de  FaríQ.  en  1978,  continúa^  ppr, decirlo  asi,  en  el  congreso  de  Farís 
pajea  ]fk  mejora  de,los.4nédios  da  comunicación;  y  por  la  conferencia  de  Berna,  para 
«1  establecimiento^ de  un  reglamento  interipacional  dejos  trasportes  por  camino  de 

•■       M.-N. 
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fiti  lalegrtaladon  AboaI  de  Iob  Estados  modernos  no  se  limitaá atoaoMCiinr  los 
Impuestoaf  directos,  los  diversos  elemeatoa  del  patrinsoafo»  muéMeay  - imsnabH^, 
sino  que  á  cada  acto  que  maniflesta  sn  ereeitaii«&tb  de  fortuna^  el.fiicaiAtervIeB^ 
'7  percibe  un  derecho  de  traslación.  Eb  nuestra  leglslaeton' francesa,  la  «dnsüri«*> 
tradondel  registro,  por  sus  numerosos  empleados,. aaegora  la  pevoepekm  de  < 
"derecbcB.  tatito  por  relaeion  á  las  trasmisioMS  i  títido^nerosOy  oomo  pot  i 
misibnes  á  titulo  ^atuito. 

Bn  «1  dei'echo  romano  se  encuentra  el  origen  de  nuestro  deredio  de  reigistro^y 
de  aquí  fa  conyenlencla  de  estudiar  aqiMtta]egislaeloti»éneatepuiilo. 

EtisUan  dos  importantes: 

a)  La  CetimiiM  áueümnm,  6  rerun  r^solliMi. 

b)  La  Quinta  eivíeitimavenaünm  tMnei^órtm.  Nosotros  lori  examinaremofe  MMe» 
fiivamente. 

ff)  Cenfótimoascfíomm,  ó  r<ninirMii/t«m.-^Bl  origen  de  este  impoeato  se  Itaee  re» 
montar  á  Augusto  (Tácito,  Ann.  1, 78,  c0iUertm&mf$ñimfmtUump0it'BeUmelm$H^in$* 
HMumJ.  Su  producto  ingresaba  en  el  terúfium  éitHtife, 

¿Sobre  qué  se  cobraba  el  impuesto? 

^La  venta  llevaba  consigo  siempre  la  percepción  del  dereehOt  4  ara  aeeoÉario 
bacer  distinciones? 

Muchas  ventas  en  Homa  se  hacían  b^)0  forma  de  adjudioadobes  pdbUeaa  y  por 
la  intervención  del  comisario.  La  venta  recibía  entonces  rt  kiombre  de  ánwlfe^  j  ■• 
estaban  sujetas  a^  pago  de  aquel.  Beto  se  infiere  de  üá  pásale  dé  Stiet^io,  ¿kUgm^ 
|Á  Id,  relativo  á  lá  abrogación  del  derecho,  Ducentaimam  audéoném  ikMmtimUU. 

$m  embargo,  ciertos  autores  sosUenen  que  desde  Augusto  el  impoeeto  ae  ex-^ 
tendió  á  las  uucHones  y  ventas  amistosas  (Gómp.  J.  Marquard:  HandbuehderrsmiS'^ 
chen  ^Iterhfimer,  t.  v,  p.  260). 

La  Centésima  establecida  por  Augusto  ha  sufrido  modifleacioaetf  en  ovaato  á 
las  taáas  de  percepción. 

Tiberio,  en  el  año  17  de  J.  O.,  redujo  á  medio  por  ciento  la  ceátéftaM  isrUtoaiiai; 
pero  bien  pronto  la  tasa  antigua  fué  restablecida  (Dion  Gaaaius,  59^  16,  en  8i  Oes* 
pues  de  J.  C).  íV       .  - 

Este  impuesto  fué  aholido  por  Galigula.  9in  emhargo^  de  elertoa  docuimarto» 
parece  resultar  que  la  percepción  del  derecho  sobre  las  «mc/imm  oonÜJMÓen  pr^ 
vincias,  y  que  sólo  Italia  aprovechó  su  supresión.  Bsia  oplñieii  eneoéatM  apeyo 
én  la  espresioü  dé  Suetonio.  Tie  de  Célig.^  16,  ditóeiUéHmmmwcIhmm  MMüitmUU. 

Los  contribuyentes  no  se  aproTecharon  mocho  tiempo  déla  abofiofoa  de  eete 
impuesto,  porque  vemos  reaparecer  un  impuesto  retum  veiiéUMm,  perdMde  aolife 
las  ventas  alzadas  como  sobre  las  amistosas,  y  que  ka  subsistido  dttraate  leda  el 
tiempo  del  imperio. 

b)  VecligaliínintM  e/  titesima  venáltwm  numHptanm.^h&á  ventas  de  «sclaTOa  píttre- 
cen  haber  estado  sometidas  á  una  legisladibn  partRsúlar;  á  Augusto  se  debeproba* 
blomente  la  creación  del  derecho.  Era  uno  de  los  recursoa  que  fi destinaba' al  «nk^ 
rtum  militare.  Él  derecho,  consistente  en  q^  2  'por  lo6  del  precio  del  eadarré,  fué  blea 
pronto  elevado  al  4. 

¿Quiéá  debía  pagar  el  impuesto?  Probablemente  el  adquirente. 

La  percepción  de  este  impuesto  deberla  hacerse  por  empleados  del  Aaea  túm  <|Qa 
Se  le  aplicase  el  sistema  de  arriendo;  esto  se  induce  deonalaseripdon  iaipartaata: 

Hmte:  OrelU,  SSd6;  Pabrettf , p.  96,  núm.  116.  WUniáinas,  1894: (Ti.  C) üMdla Ormt^. 
tr.  CeesaH  aug  {usifi)  f  {emaniea)  pañí,  wtax,  trikaniei  paUatata  ¡lí,  eanaula  UM^  imfotm*^ 
tar  V,  patri  pal  (rt«)  {tervi)puhiiei  XZ  likaríatí*  eí  JXV  wenalicwm. 
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P«ro  la  labora  d^  la  inscripción  es  dudosa  y  muchos  autorcf»  leen;  (««tfti)  pn^/i- 
0U  Bflineofisariqi  piii^,  admitir  qus  él  arriado  se  haj!^ia  ei^^ple&do  como  modo  de 
^eroepeioa  da  QUMlro  impuesto. 

AlganoB  autores  han  confundido  nuestro  impuesto  con  el  estu^ia^o  anterior- 
fldeate.  Sin  embargo,  noB  parece  quela  confusión  es  imposible,  y  que  si  el  princi» 
pío,  base  del  impuesto,  es  el  mJismo,%l  impuesto  sobre  la  venta  de  los  esclavos  e^ 
^íatteto. 

.Vicai. 
Decano  ie  ta  FaeuUaS  de  dcreehú  HpMmpellier, 
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JSLiatoria.del  49reolia  civil  espaftol,  común  y  foral,  por  D.  Mbieet» 
/ra/coA.— Catedrático  numerario  deuksigiíatara  de  Ampliación  ue  deredio  civil 
y  códigos  en  9a  Universidad  de*  Salamanca  ^^Salamanoa,  Imprenta  de  Oliva. 
-^188i.-<-Un  vol.  en  4*  dn  685  ps*«<-Preeio  42  rs. 

Bl  Sr.  Fftlcon  ha  querido  completar  sus  InstíiucioBesVle  derecho  dvü  eqta&ol 
-con  eíAa  historial  que  ahora  antiíB0ÍlBm9e.6e  hace  difidl  examidar  con  severidad 
tin  \tht6  qtt'e  per  expresa  ñtañifestaciott  é&í  autor  dtrig«se  únicamente  á  prestar  á 
los  aluttnosqíie  cultivan  la  ciencia  del  derecho  el  modesto  servicio  de  ayudailea  á 
v«ncer  laií'iiñnensas  dit¿ullades  que  ofrece  su  estudio.  Gomo  para  este  ohj^  bAJ 
ya  varias  obras  publicadas,  todas  de  bien  escaab  mérito,  él  sentie&o  que  á  la  Ut»> 
ratur a  Jurídica  ha  prestado  el  'Sr.  Falccn  es  mucho  más  pequeño  que.^  que 
ha  prestado  a  sus  alumnos  fadh^ándoles  el  medio  de  contestar  en  lo»  eiLáfiRenes  y 
en  el  aii^  á  gusto  del  maestro. 

^or  desdicha,  nuestras  flicultadeSide  derecho,  SaAv^  escasas  persoaalidulas 
bien  conocidas,  viven  en  el  ihás  completo  aleiiamiei)ita  de  los  profBn^sos  de  las 
ciencias  hinlóricas.  Sobré  todos  ó  casi  todos  los  puntos  referentes  ala  épocaxnsMf- 
na,  hay  hace  afios  conceptos  nuevos  y  datos  importantes,  debidos  á  Hubner, 
Mommsen,  Rodríguez  de  Berlanga,  Fita,  etc.;  la  historia  del  derecho  y  las  cos«> 
tumbres  de  los  visigodos  se  {la  yistp  con  nuevos  datos  á  la  luz  de  los  trabajos  de 
Dahy  y  Sus  discípulos^  importados  i  España  por  Pérez  Pujol;  del  Setenario  se  aabe 
que  desde  Amador  de  los  Rios  lo  d^o,  que  no  es*ni  fué  jamás  un  Gódigo^ní  siquíe» 
ra  un  libro  de  derecho;  con  motivo  de  sus  estudios  literarios  sobre  el  Fuero  de 
Aviles  ha  dado  importantes  noticias  jurídicas  el  Sr.  Fernandez  Querrá;  sobre  in- 
fluencias y  relaciones  del  derecho  español  con  el  árabe  y  el  judio,  tanto  en  lo  cien- 
tiflco,  como  en  la  relación  práctica  de  mudciiéres  y  muzárabes  han  escrito  Dozy. 
Schack,  Conde,  GAyangos  y  Fernandez  y  González  luminosas  monografías;  acerca 
del  Fuero  de  Cuenca  (que  muy  pronto  (^árá  ¿  la  e^.támpft  el  Sr«  p.  Eduardo  Uinojo- 
sa)  se  tienen  antecedentes  y  relaciones  que^sambian  la  historia  del  derecho  foral 
castellano  en  buena  parte  de  sus  tradicionales  afirmaciones;  y  por  loque  toca  al 
derecho  catalau,  elSr.  Oliver  públicanio  el  Qódigó  de  las  costumbres  de  Tortosa 
y  catalalistas  eruditos  estudiando  ei^tro  ytros  monumentos  (indiicados  po^  Bala* 
guer  y  por  el  insigne  actua^Cronista  del  Archifo  de  la  Corona)  el  Go4Íce  áaCatr 
4utttkre  4e  la  Djjtcm*  germuUntf^  parte  de)  cual  ha  publicado  la  Revist^  históriea  i^ 
Barcelona  ha  cambiado  todo  ó  por  lo  menos  gran  parte  de  lo  que  sobre  tales  mate- 
riap^se  creia,^  pensaba.  De  nada  de  ^sto  se  dice  .ó  u|ien(^ona  nada  en  los  libros  des- 
tinados por  io^  mfiesiros  á  sus  discípulos  en  las  UniVersidüaties  flspáñolas. 
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0i  tal  «nda  en  ^tU»  y  uovedadeB  1*  p«rte  purameiite  jurídleá  ttcQ  es  presumir 
como  irán  tatet  libros  en  lo  que  se  refiere  á  eiertai  máteriae  que  de  diaen  dia  son 
objeto  de  nuevas  investígadonee,  eomo  el  fendriismo»  él  mtmldpis  de  la  Edad 
"Media,  el  Justicia  de  Aragón,  el  carácter  delosprocnradores  á  Cortes^  etc.,  etCi. So- 
bre el  Fuero  de  Vizcaya  sólo  contienen  casi  todos  nuestros  historiadores  tantos  yer- 
ros que  seria  más  C&dl  que  enumerarlos»  eedibir  la  histeria  Teidadera  del  Pnero. 
Bs  probable  que  no  pasen  muchos  meses,  sin  que  tengamos  el  gusto  de  prestar 
esto  gran  servicio  á  la  historia  del  derecho  patrio. 

.  En  loque  se  refiere  á  la  Edad  contemporánea ^ifueleu  andar  también  distraídos 
nnestrosjuristas  historiadores.  Lo  elemental  de  un  libro  no  excluye  la  selección 
de  los  materiales  en  él  empledos  y  en  un  libro  de  texto  más  que  doctrina  acabada 
debe  darse  un  buen  método  critico  y  una  gran  abundancia  de  fuentes  dé  conoci- 
miento. El  extracto  compendiadisimo  y  el  orden  cronológico  riguroso  no  pueden 
dar  idea  de  nuestro  siovfinienio  Wgislátito  4esde  I8I2  á  la  tísbt.  Lo  hnportante 
para  el  alumno  es  el  conocimiento  de  las  condiciones  juridícas  de  la  concieneía  so* 
cial  que  ha  producido  esas  leyes.  Las  leyes  en  si  las  estudia  cada  una  en  su  asig- 
natura correspondiente. 

£1  Sr.  Faleon  tenía  condiciones  para  haber  escrito  ún  libro  de  las  que  nos- 
otros deseáramos.  Prueba  es  de  ello  qué  su  método  y  divisiMies  son  superio- 
res, por  la  concepción  total  que  revelan  de  la  historia  de  uuestrodereeho»  á  easi 
todas  las  obras  semejantes  que  conocemos.  iQué  le  ha  fallado  pues?  Más  reposo  *l 
escribir,  más  erudición  en  las  materias  de  que  trsta  y  menos  empello  ea  no  apar- 
tarse de  lo  que  hace  alos  nos  dicen  ya  como  sabido  deflnítivamento.  Una  historia 
del  derecho  español  no  puede  escribirse  en  el  tiempo  que  el  Sr.  Fakon  ha  dedicado 
á  la  suya.  La  historia  de  la  legislación  es  el  resumen  de  la  historia  de  la  civilizar 
don  de  un  pueblo;  si  el  Sr.  Faleon  lo  hubiese  pensado  asi  y  hubiese  cuidado  más  s« 
trábsjo»  á  más  de  un  libro  de  texto,  hubiera  escrito  un  libro .ds  deneia. 

No  ha  querido  hacer  más  que  lo  primero  y  desgraciadamento  lo  ha  hecho.  Gomo 
nosotros  juzgamos  que  el  libro  de  texto  es  siempre  malo,  debemos  criticarle  con 
doble  motifo  y  lamentar  que  la  rutina  que  domina  en  nuestras  costumbres  nní- 
▼ersftorias  aparte  de  trabajos  de  mayor  empeño  y  ludmiento,  á  quien  como  el  se- 
ñor Faleon  demuestra  condidones  sobradas  para  salir  adelanto  en  ellos. 

Anuario  Juridico-adxninlstrativo,  por  D,  Jóte  Fernitniez  y  Bemal,  bajo  la  di- 
recdon  de  D.  Narciso  de  Olañeta — Segunda  edieion.—Madrid.^Un  vol.  de  45(> 
páginas.— Mittuess,—188ü — ^Predo  28  rs. 

Divídese  este  libro  en  tres  partes: 

Comprende  la  parte  primera:  índice  de  las  prindpales  disposiciones  legales» 
aplicables  y  vigentes  en  España  y  sus  posesiones  de  TJltrqítnar,  sobre  los  diversos 
ramos  del  derecho  y  de  la  Adminfetracion. 

Insértase  en  la  segunda;  Papel  sellado.'Clnstrucciones  y  Prontuario  para  el  uso 
del  papel  sellado  con  arreglo  á  la  legislación  especial  de  este  ramo,  aplicable  á  los 
casos  anteriores  al  r  de  Enero  de  1882).— Aranceles  judiciales,  notariales,  yde 
otras  diferentes  profesiones.— Partidos  judiciales,  (Cuadros  sinópticos  de  los  par- 
tidos judiciales  de  las  provincias  de  España  y  Ultramar).— JT^n/A  iet  timbre  delBs* 
iaio.  (Novísima  Ley  y  Reglamento  de  31  de  Diciembre  de  1881,  seguidos  de  una 
Sinopsis  alfabética  de  los  documentos  que  están  sujetos  al  impuesto  del  timbre).— 
Mmpueito  de  Derechos  reales  y  trasmisión  de  Menes.  (Ley,  I^eglamento  y  tarifa  de  31  de 
Diciembre  de  1881.) 

Se  halla  en  la  tercera:  Ley  fundamental  del  Estado  y  Real  decreto  do  1  de  Abril 
4e  1881  disponiendo  su  promulgación  en  Cuba  y  Puerto-Rico.— £^d^;(/<^«n«o|Mi/^- 
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NO  de  ao  de  Jauto  de  1862  tplleada  á  CUiba  y  Paerto.-Rioo  por  Etal  decreto  de  8  de 
febrero  áelS^.—'tejfdé.te^tomiénto  |f  ra^mpAisi»  4!^/ e/)^dl^  reformada  por  la  de  8 
de  Enero  dé  1882. 

Con  decir  que  las  materias  á  que  los  textos  légrales  citados  se  refleren  estia 
ordenadas  cadattiiá  i>or  orden  alfa'b^tieo,  Alcho  queda  cnanto  pudlérairoB  decir  de 
la  obra  sin  más  que  afiadir  qtie  la  traseripóion  es  fiel  y  la  colección  de  Reales  órde- 
nes 7  circulares  completa.  Claró  es.pues,  q«e  aunque  estaño  eea,  comoso  portada 
dice  una  otíra  indispensable  á  tos  füncionariÓM  del  orden  administrativo  j  judieiid, 
á  los  Ayuntamientos  y  Diputaciones  prtiVlñclaleB,á  los  Abogados,  Notarios,  Pro- 
curadores y  autfliai'és  de  los  Juzg>ados  y  Tribunales;  es,  sin  embargo,  uña  obra 
utilisima  á  tales  clases  y  muy  digna  por  ednslguiente  de  la  aineeiía  recomendaciOB 
•que  de  ella  hacemos  á  nuestros  suscritoréM.    '      ' 

■•■'■,•:■■  ,  * 

BU  Derecho  xnünlolpal  por  D.  Eulogio  Tárela  y  Vieytet  y  D.  ñafaelRámos,-^ 
Bíadrid,  1882.— Imprenta  de  Lezoaao.'->TJtt  yol.  en  4"*  de  406  páginas.— Preció^ 
20rB. 

Contiene  la  Ley  municipal  de  la  Penípsiila  y  Ultramar,  presentada  en  cuaidroa 
sinópticos;  jurisprudencia  establecida  Bol>re  la  misma  en  los  distintos  casos,  y  apli- 
cación de  lá  misma  en  las  provincia  Vascongadas. 

Como  se  Tndica  por  el  titulo  de  la  obra,  los  aotores  se  han  propuesto  presentar, 
de  una  manera  clara  y  metódica  la  Ley  municipal  y  la  jurisprudencia  establecida, 
de  conformidad  con  el  Consejo  de  Estado,  adoptando  para  ello,  respecto  ala  ley»  la 
forma  de  cuadros  sinópticos,  y  respecto  á  lá  jurisprudencia,  la  reproducción  inte- 
gra de  todas  las  disposiciones  legales,  con  anotaciones  marginales,  que  ponen  de 
manifiesto  la  doctrina  legal  que  en  la  misma  se  establece. 

Precede  ala  obra  uña  extensa  redeña  histórica  del  Miiniclpio,  en  la  qiie  se  dan 
datos  valiosos  del  Municipio  en  la  época  romana,  dominación  délos  visigodos,  Re- 
nacimiento, y  extensa  crítica  de  todas  las  leyes  municipales  dadas  desde  18Í21iá8- 
ta  nuestros  dias. 


lieyes  y  reglamentos  novÍBlmos  de  ^aoiencla.  por  D.  Yalenün  Garekt  del 
jBtMto,  delegado  de' Hacienda,  y  D.  José  B,  Martines  A^v/tó.— Madrid,  imprenta 
de  la  viuda  de  Aguado,  1882.— un  vol.  en  8"  de  700  páginas.— Precio,  82  ra. 

Pertenece  este  libro,  como  el  anterior,  á  la  categoría  de  los  manuales  y  recopi- 
laciones tan  abundantes  en  nuestra  literatura  jurídica,  como  son  escasos  los  li- 
bros de  doctrina  cieñtlflca*  Este  á  que  nos  referimos  tiene  alnténos  anotadoneay- 
concbtdancias  quele  dan  algún  valor  m'ás'que  á  otros  libro's  de  la  misma  Índole. 
Xa  materia  de  esia  obra  cómanos  conocida  del  público  délo  queso  cree  general- 
mente; darla  á  conocer  bajo  ün  cierto  método  es,  pties,ima  empresa  aunque  fio  di- 
fícil digna  de  ála1>anzki.         ' 

Se  eiíeuentra  en  esté  libro  la  ley  y  reglamento  sobre'el  procedimiento  en  las  re- 
clamaciones écpnóinieo-administrativas,  con  extensos  comentarios  y  adlaractones 
y  las  leyes,  instrucciottes  y  reglamentos  anotaídós  y  concordados  sobre  la  orgmnt  - 
2aciOn  de  la  Adminiífftracion  provincial,  Contribución  territorial,  Contribución  in- 
duistrial,  impuesto  de  Dereóhos  reales  y  liquidadores,  Minas,  Portazgos,  Pontaz- 
gos y  Barci^es,  Cédulas  personales,  Descuento,  Constiikos,  I>é!<ebhopor  consumo 
úe  sal,  l^mb're  del  Bstado,  Goútabilidad,  Tarifas,  Pórmulártos,  (^uia  atfabétifta  del 
Timbre,' etc. ,  etc.;  con  un  apéndice  sobre  las  recientes  disposicioiiefl  de  Aduanas. 
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Bl  Libro  del  Jírtradoj^seá,  PrtíéeóMSmsM  út^olkltBl  ante  el  Tribunal 
del  JvradOv por  D.  /••#  Jl.  'MfnméutUytMnAo  46 la AodieDeiade  ViUUdtK 
tid-^Madrid,  imprenta  de  Aguado,  1814.— un  yol.  en  4'  de  2S  i4sl(>M.— Preeio, 
90y22r8. 

Hein6s  reeibido  un  f^em^nx  de.et^libro'  qp/^^m  iSetl^o  de  U»-  feolenlea  pro- 
BMMw  diAeobiernOy  eobre  próximo  Be«4i»Weebiii«iilo  d^Unfeilptba  oreidoaa  autoi' 
que  volrim  á  aer  tan  de  aotualidad  e^m^en  lalecba  de,anpiiUiBaeion»  Soapecbamoa 
Baaotroa  que  per  abora  ao  ealá  el  Jurado  M^  e9fqa«»ipo'.por  aigunoa  iateresada» 
mente  ae  pretende  para  acallar  .eiigeneiaa  de  la  apiipií^n  piMilSea  y  aoe  indoee  á  pen« 
aerlo  aai  la  declararon  miaisterlal  de  a#r  el  projr^eto.  deí  jqUio  ocal  últimamente 
aprokádo  por  laa  C/^rtea,  necaaariapreparaotaii  del  Jurado  y  faltar  todaTÍa  algunoa 
meaea  para  que  eeto  del  juicio  oral  se  pla&tee« 

Aparte  de  este  inconveniente  respectp  á  la  oportunidad  del  libro,  eete  noa  pa- 
rece excelente  para  la  fecha  en  que  ae  publicó.  Hoy  ba  perdido  gran  parte  de  so 
atiUdad  el  c^pitulq  referente,  á  naeUm^  de  defee^  itenalfin  relacUm  con  tí  Céiiffo  d^ 
1810,  pnee  el  prayecto  presentado  al  Senado,  qoe  aqrá  ley  intea  de  que  él  Jurado 
ae  plantee,  introduce  en  ese  cuerpo  legal  modiflcacionea  auatandalea  sobre.lv  rea- 
ponaabfli^d  criminal,  el  encubrimiento  y  ^an  la  misma  definición  del  delito,  apar- 
te de  otras  muchas  de  menor  trascendencia.  Es  de, suponer  tÍEimbien  que  la'atína- 
da  explicación  que  hace  el  autor  de  la  ley  de  1872,  ha  de  perder  un  poco  de  su  valor 
práftico.  Seguramente  el  Jurado  no  se  aplicará'^ea  la  prt^xíma  legislatura  como  la 
planteé  el  Insigne  juri8consulto,^autor  de  Uia  m4s  irapprtaatea  reteaue  de  nuestra 
legUladon  posterior  á  1868. 

El  Sr.  Fernandez  inspira  su  ebra  en  un  ^plio  criterio  jurídico.  Es  un  magis- 
trado que  sábelo  que  es  el  Jurado  y  le  aplaude,  separando  los  obstáculos  contrín- 
gentes  de  tiempo  y  modo,  de  las  cualidades  permanentes  de  la  institución .  Es  segu- 
ro que  con  eate  libro  bien  conocido  no  habrá  quien  tema  desempeñar  esa  honrosa  y 
traasitoriá  investidura  de  Juez  de  becbo,  que  tanto  asustó  9n  un  principio  á  tlmi-> 
dos  y  dootrinarios  c^udadanoa.  Nueatros  lectores  no  perderán  en  conocerlo. 

*  * 

liánual  teórico  prák^tico  de  lo  contencioso-adzñinistrativo  ydel  Pro- 
«adli|]i;^exito  e«p«{cial  en  los  apuntos  de  Haclendajpor  I>.  FárminAbá-, 
lía.— Madrid,  impr^ta  4e  B.  Hiv$7lW— thfvOl,  eSTJ-lí^  W|¡ígfna8.-1<fécl<>^ 

40  rs.  ■•  ■■  ,;  '^      • 

Por  mucho  tiempo  hemoa  carecido  de  un  buea  libro  sobre  lo  conteoclo80«9dmi. 
aistcaitivo,  ouyo  oonociaüento  es  de  día  en  dia  más  necesario  á  los  ^ijbogados,,  y  ea 
estos  últimoa  mesea,  oasi  á  la  vez,  se  han  publicado  la^bra  del  Sr.  Oalloatra  ^Moya 
^aanol^moa»  y  éata4e  que  abora  damos  cuenta,  Pfira  el  uso  á  q^e  una ,  y  otra  es- 
tán destinadas,  hay  que  convenir  eu  que  saca  vienta)^  por  ]lp  eomj^l^t^  y  lo  exten^- 
sala  del  Sr^iAb^la.  Vo  fué  propósito  de  éfte  examipnr  ea  las  riegioQOS  4^1  dore?, 
ébo  constituyente  cuál  ñiese  la  delineaeion  filosófica  de  lo  conten9iosora4minilÍ7 
tratlvo  y  suarelaclOBes  con  las  demáa  clases  de  derecbqsy  proc^imif|ntoa.«n  que 
de  uaai9i  otra  forma  iBjterviene  el  astada;  uno  eipHpar  coa  ámpUo.  comentario  y 
y  oréeaar  coa  método  severo  la  actma  dioctrioa  qua  sobre  la  materia  /se  ba  qreada 
por  virtud  de  reglameatoa,  decretos  y  circulares  ca  piarte  ylgeates  y  en  |yuri^.4ero« 
gadofltoaya«onft}aioíi«eBpeeialmeiite  ál^s  abQgadosnueYOB,produeea  no  pocas 

dificultades  en  la  práetijoa  del  fpr?» . 

áaiiqae  el  $¥•  Amelia  polo  íut  dividido  ep  la  íov^  qua,  vamos  i  iadicar,  és  lo 
eierto.qna- ese  libro  oonstade  ts^  partes-*  Tri^  la. ip^mAr^  (doctrinal)  áe)»or)g:j^  da 
la  sociedad 'ó  idea  del  Estado,  de  los  diferentes  aspectos  del  Estado  con  relación  al 
derecho  de  propiedad  y  al  de  las  obligaciones  de  la  Administración  pública  y  del 
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#rden  ejecutivo,  deis  diTleion  del  Poder  administrativo  (divides^  «I  ^«eutiyo  evt 
ad]iiinl8tr«ítfv«y  j^MñéfÉI>74«8u  arfft«itMfoB,  «trfboekme»  y  rMpoaRabilidad 
Ocupa  élite  mateHii  ÍoiNi<M  ]irttiiQrc«  títnlQS  del  libro. 

Trata  la  mgtttfds  farte  de  «xpotier^ jazgfándola,  la  matArfea  leg»]  que  es  propia- 
aieoteasüiito:déllibrcípore«t9Óiidoo:jostioila  yjnriadieeion  administrativa,  vía. 
irttbemátf^tt,  jtiitSdldfeiOtt  mmteMiosa,  materia  contendMo-adminiBtrativa  (sin 
diftpiíttt  la  ávíior  y  mé»  eoite^leta^párte del  lübrtí),  orsfanizatsion  y  coinpetanoia  de  1  o» 
TribQ^fttdiOoatoMioBo^admialrtratttOB  en  sos  varias  instancias  tpreoede  an  ca- 
pítulo hiatcSHOtt  do'loé  minMív);poeééfmiento  ^benk&tfva  y  eompeteneiaa  y  r^^  o- 
cedirateuto aotfleiiefoso»  ••.,•'■ 

Báqnepodiíhimós  UanKr  teroera  parta;  «libdivtdese  en  doa  secciones.  La  i  ri- 
mera  lleva  por  apellido  ñlgigt»kxion^y  alli  ei^  en  efecto,  toda  contenida  por  su  or- 
den desdé  el  Reglamento  de  )*  da  Octubre  de  Í846  hasta  la  Real  orden  de  20  de  Fe- 
brero del  alio  corriento  que  dárejEr^as  para  la  instrnccio»de  expedientes  y  procedi-^ 
miento  contencioso  en  el' ráítíiO)  dé*  Aduanas .  La  segunda  sección  es<  aún  más  útil 
^ue  el  rest^  de!  libro  si  cabe.  Tit(liné»F«n»«tofio<  y  bien  redactados  y  completo» 
tiene  cuantos  pueda  exigir  para  salir  adelante  de  cabe  á  cabo  el  más  torpeen- 
asuntbS  contenciOM^adMtiiislratívov. ' 

Para  itcabar,  Aremos  que  vot  p«rece  este  libro  el  megor  y  más  útil  da  los  publi-r 
eadoB  por  nuestro  amigo  el  Sr.  Abolla.  Léí}OB  de  regatearle  elogios  creemos  qu*' 
sin  AnufestíM^coMiptetaf  la'Óiblloteca  de  un  buen  abogado.  A  los  que  conocen  la, 
materitt  dé  iqueti^ata,  les  dá  rémiido  este  Hbto  cuanto  necesitan  para  el  casona  lo» 
que  empiezan  tKí  eárreraleé  fbcilita  de  una  vei  cuanto  ban  menester  para  salvar 
Ia8diílcuttadef9qué^éfl!*éee  en  un  principio  el  procedimiento  oontencioso-admisis^ 
tratiyo. 


Maaüal  dé  BV>rmtilarios  para  todos  Iob  jtiisoios  civiles,  ajustados  á- 
lalipvisiiOA  Jejr  de  Snluidamiento  d9  B^  de  Febrera  de  1881,  por 
D,  Fermín  Áhella.^Maám,  imprentadeS..Riva»i^.-Ün  vol.  ea8"  deSOOpá* 
ginas.—Precio  20  y  22  rs. 

Comiurende  toda.clase  de  formularios  para  los  juicios  que  en  materia  civil  se 
su9ta¡nci^j^  ante  los  Tribunales  ordinarios;  con  preliminares,  explicaciones  y  no- 
tas pai^  fin  mejor  inteligencia;  y  como  complemento  una  extensa  Tab|a  de  todos 
los  términos  y  plazos  que  ^a  la  ley  para  las  actuaciones. 

Buscar  la  manera  como  se  ban  de  cumplir  en  la  práctica  de  los  tribunales  loa 
preceptos  que  para  la  tramitación  de  losiuicios  contienen  los  artículos  de  la  Ley 
de  3  de  Febrero,  es  él  estudio  que  el  Sr.  Abolla  ba  hecho  en  la  presente.  Huyendo^ 
de  repeticioi^es  inútiles,  el  autor  i^eune  cuantafij.  fdribulas  y  modales  son  precisoar 
para  la  tramitación  de  los  negocios,  citando  el  ^ itio  en  quQ  se  encuei^traA  comple- 
tos aquellos  formularios  que  ya  se  han  empleado  en  juicios  anteriores,  pero  colo- 
cando la  referencia  en  el  puesto  debido  para  que  se  comprenda  bien  el  orden  de 
tramitación  de  cada  negocio. 

La  Tabla  de  términos  y  plazos  que  fija  la  Ley  para  toda  clasje.  de  actuaciones 
está  bien  hecha  y  es  sumamente  útil. 

IjegiBlacion  del  impuesto  de  timbre  en  España  y  provincias  de  Ultra- 
mar» por  0.  Julián  Aguí  y  Férnatlaez,  precedida  de  un  prologo  escrito  por  el  iius* 
trisimo  Sfi.  D.  Modesto  Fwnaadez  y  Gonzalez.-<«-1tladfid,  imprenta  de  Marti- 
nes,  IsaSé-^UQ  voL  en  4' 4»  9^  pá«^.B#s«9irefio  lOxs. 

El  sistema  de  est\e  )Áro  es  el  iliguíebte.  íhrincipia  por  la  inserción  de  la  Ley^ 
de  31  de  Didembré  de  1881,  intercalando  entre  articule  y  articulo  cuantos  del  re*^. 
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^Umento  de  igual  fecha  aon  referentea  ó  aplusablea  á  cada  uno  de  loa  miteriores^ 
é  inmediatamente  toda  la  legfialaeloQ  aatl|ru  <!&•  tamr»  ifMwlOM  coa  cada  uno  d  e 
los  mismofl,  aiguiendo  igual  óiden  de-eipoaMon  y  adJoionundOydeapaeg  de  cada 
«rtícalo  del  Real  decreto  de  12  de  Setiembre  de  Idñ.  y  de  m»  eanaprdantcB  de  la 
Instrucción  de  10  de  Noviembre  8igfvieote,«aaateadiapoaieioaaa  posterioreaae 
han  dictado,  insertándolas  por  orden  cronolóeiQa  j  en  aa  parte  preoeptiya  tan 
sólo,  precedidas  de  un  ligerisfmo  eitraeto  en  letra  dadáatfato  caráciary  numera- 
das todas  con  cifras  romanas  para  facilitar  so  baaoa  ea  loa  oasoade  reísrenda. 

Siguen  después  los  Apéndices.  Bn  el  primera  ae  «apiadada  la  parte  del  regla- 
mento de  procedimiento  económico-administratiTO  que  compleméntala  legislación 
del  Timbre,  por  lo  que  respecta  á  la  tramitadoa  de  loa  aipedientea  qoa  se  promue- 
van, con  motíYO  de  los  recursos  de  alzaba  que  se  origioeíR 

Bn  el  segundo  se  insértala  legislación  de  guerra  6  sea  la  parte  del  deereto  de  2 
de  Octubre  de  1978  que  la  comprende,  y  su  modificación  introducida  por  el  decreto 
de  as  de  Octubre  de  1874,  seguida  de  la  Instrucdoa  deán  de  Hovianbra  da  1813  y  de 
todas  las  disposiciones  posteriores  de  caitfetoe  geveral  por  6rdeD  cronológico  y 
precedidas  de  un  ligero  extracto. 

A  esteisontenido  del  libro  antepone  el  autor  una  imtradsceloa  hiaSérioa  de  note- 
vaate  mérito  por  lo  juiciosa  y  erudita,  y  á  la  introducción  preceda  osa  caita  pró- 
logo de  D.  Modesto  Fernandez  y  González.  Bn  ella  encomia  éste  al  Sr.  Agut»  no 
poco,  y  en  nuestra  opinión  queda  aún  á  gran  trecho  de  los  étogpos  que  elSr.  Agat 
merece.  No  será  niuoho  que  digamos  de  él,  que  bastarimí  ana  solos  náritoa  para 
que  con  ellos,  aun  careciendo  de  todo  otro,  se  jnzgase  honradarla  «Usa  á  que  per- 
tenece. Gomo  funcionario,  diligente  y  entendido;  como  eacritor  laborioso  y  con» 
cienzudo;  como  hombre,  modesto  y  estudiosísimo,  el  Sr.  Agut  que  ha  nacido  y  se 
ha  desarrollado  en  el  trabigo,  acaba  de  comprobar  tan  ezeelentes  condietonea  en 
el  dificll  empeño  de  este  libro.  Bl  que  quiera  conocer  el  alcaaoo  de  las  reformaa 
de  1861  y  1881  y  la  importancia  de  las  dispoaicioaea  acordadas  por  los  Sres.  Figoe- 
rola  y  Pedregal  necesita  tener  á  la  mano  la  6ltimá  obra  del  dUlgente  compilador 
de  las  leyes  del  sello  y  timbre  del  Estado. 

Las  concordancias  que  de  renglón  en  renglón  aparecen  y  las  anotaciones  que 
no  escasean  con  los  Códigos  Penal  y  de  Comercio,  leyes  hipotecarias,  del  Notarla» 
doy deEi^uic¡amientoc¡vll,y con  la  Compilación  criminal  suponen  na  trab^o 
ímprobo  y  un  estudio  profundo.  Con  la  lectura  provechosa  de  libros  semejantes 
pueden  los  contribuyentes  hacer  valer  oportunamente  sos  derechos  en  los  expe- 
dientes que  sobre  tales  materias  se  Incoen  y  tramiten. 

Tratado  de  quiebraa,  por  D.  Manuel  Froitán  Cuerpo,  Abogado  á.h\  Golefiio  de  la 
Habana.— Habana,  imprenta  de  Lu  Correspoudeneki  áe  Cuha,  188].~Tomo  I,  ea  4*» 
250  páginas,  precio  ao  rs. 

No  conocíamos  alSr.  Cuervo  como  escritor  jurídico,  y  solo  sabíamos  de  ¿I  que 
goza  autoridad  merecida  en  el  foro  de  la  Habana.  SU  libro  demuestra  que  tiene 
iguales  ó  mayores  condiciones  que  para  el  ejercicio  de  la  profesión,  para  él  caltÍTO 
de  la  Literatura  jurídica. 

El  Sr.  Cuervo  conoce  bien  y  explica  con  claridad  la  materia  de  que  tratan  loa 
artículos  1001  á  1013  del  Código  de  Comercio,  que  son  olijeto  de  su  libro,  y  en  las 
nutridas  páginas  de  comentarlo  que  siguen  á  cada  articulo  pe  obsf  rvfi  bien  pronto 
que  el  autor,  no  sólo  domina  las  diferentes  teorias  qaaloa  autores  expUcaa  sobre 
tales  materias,  sino  que  está  al  tanto  adeaiáa  de  las  dtAcultades  apareatea  y  rea- 
les á  que  da  lugar  en  la  práotieael  i^ereioio.deiuieatrQ  Código.  Biefi  cUramente  !• 
deja  entender  la  lectura  de  su  libro. 


^eiM  ébM  toa  M|rtn«  A  p»l»ifnm  oenrirta  an  «I  eQiéiiMa  «imtq»  pflr(fc0««te*olO'* 
HMP«» KyqMTMvttoM ptoyaaltode  Oó41i:aMftaÉ«ja.HibM  la  anUrlt.  AlU  aeiso»* 
pivBMto^mal  tA.*Qatrt»4  na  «ala  aa  qb.  teon  aaocnteilor  áek  deraBbo  poaÍMvo» 
«taar<}«e  adaoiteitiaae  «anaapoiaMb  «bmMOoaaaobva  al  daMatenparoaatíl  y  algm 
|wirtoée«f8l«Baoi»a0aroafdalMnDlTanaia7'daUfliiJifai|aland^  ^ 

BaiMraaio*  qa»  aiaír^  CMnna  aooMate  y  «enain^  a»  UapovU^fee  toaba|«4  y 
«I  anaatre  «plaoaa  t>iiada«aiBiaria' A  aDa  auente  oaa  éX  d^ada  abdra*  00  por  ^eaoia 
ai  ^eo  4«Ko^  «iaa  •paraataaa  y  aaferiata  joalicéa. 


iateroafáoiMl,  e&-mmi8tro,  e 
tJfl  Tbi.  en  4^  de  483  pd^^lnas. 


SI  apaiHre  da  Amaaaio  Akar^  es  biap  aoQooUa  entre  loa  que  aigu^n  oon  iiUa- 
rea  al  movimiento eiea ti ñoo  data  Ajn^fioa  latina.  Bl  libro  que  íioor  aAnnciamoa  ao 
deamereee  del  Trotado  de  derecho  intermcional  ni  de  los  Estudios  sobre  el  Código  de  Ce- 
mereie  ya  aonoeidos  da  naeatroa  lectores  ^ 

Laa  garantías  constitucionales  son  un  hermoso  estudio  de  derecho  ptfblico,  no- 
tablea  manque  pbt  unAh^  sin  áé^wc  de  serlo  poh  afflbioa  eoa<9BptM;t>^l8  ittataMNi 
eendialoHtfa  qaail  auAor  J|aoa  fraauente  alarde.  Más  que  pu^amenie  teórico  ea  de 
^áwé€Ísom>mpti!téáo  «1  libio  4a  Alearla  y,  sin  diapnta,  «nada  aus  maíorea  fiürlea^a 
la  destinada  al  eximen  de  laa  libertades  inglesas  y  al  estudio  deléa  kUek»  m^fe» 
an  tadaa  lai  lanrttoniaa  aaanloaiiaa.  Sobre  la  ley  marcial  y  ta  ley  mHiUir»  tan  per- 
naneoíla  y  %an  taanaHaria-da  na  miamo  darechq«  -hay  un  capitulo  Uanq  jle.^^fjr^osi* 
iinioa datas» yaabreal  Batadodeaitio  en  su arígem, histeria»  a»odM  y  cpasecuan- 
ciaaolBm'ilaa  rapacfeaoi^  y  rauna  loa  últimos  aáelaqtoa  del  doreebo  InterAaaional 
público.  .« 

Lai  pwr^  fvo|daaBenta  pifeHtiea  4i4  Ubro  ooaatltuye  al  oonoeplo  de  la  Ube^s^Mi  In- 
dividual y  ^ecuaUmitá^ioaeanaAvraiea.an  cuyo  punto  aa  da  aai^r  algún  d^'ja 
^oetrhka^Loan  ataitor  aabm  la  ya  tan  manoseada  aueatioii  da  qaa  el  deraoba  aa> 
cial  liihita  el  individual,  cuando  no  hay  tal  cosa,  sino  que  cadajd^reoba  aalúniM^^ 
ai  mismo  con  los  limites  de  su  propio  contenido  y  no  puede  haber  entre  dos  dera> 
<cho6  oposiciones  ni  rozaduras,  sino  en  tanto  que  uno  de  ellos,  dejando  de  ser  de- 
raeM»  par  aumdar  Aav  o^ato «ansiante  é  aor  tvaasre«Íon  jurídica,  an  anyo  ca^  la 
colisión  no  se  produce  entre  dos  derechos  sino  entre  un  daracho  y  aná^vtakiciais 
4a  derecho»  Pensar  otra  cosa  por  mis  que  sea  corriente  en  muchas  escuelas  y  aa- 
bre  todo  entre  escritores  de  derecho  internacional  casi  siempre  empíricos  y  afett- 
toa  i  la  fórmula  mal aana  de  1a  reciprocidadi  es  estar  lejos  de  una  elevada  concep- 
eicin  Jurídica.  ' 

El  capitulo  destinado  i  tratar  de  los  partidos  y  .las  garantías  conrtltucfonaTM 
no  contiene  novedades  deimportan3ia;el  que  sigue,  ultimo  del  libro,  trata  del  dé- 
Tacho  de  rea^slencia.  Bsen  la  d  Kstrlna  acertado;  en  la  exposición  daro^  en  datos 
^unpUdo^  XiOa  apéndices  son  todos  de  importancia. 

Nuestra  onl^orabuena  al  Sr.  Alcorta  por  su  nuevo  t  rabilo. 

informe  que  sobre  el  proyecto  de  06dfgo  yTfibuttalesdaOamtfrcto  jAfeaéUtanM 
t)laustro  cía  la  Facultad  de  daraaboda  la  Univeraidad  da.  léaidtarid^  Xoa  Aaspilaa: 
iiéiBtaradaarpor  al  JBéMMi/^-!^ tdrid»  imicanta  4*  fleraandaz,  IW-nUn  (altjt^ 

'  edBWcJtyOftiff  ^té^ilBpértamla  doawmintP>  tlesna  lia  fraMs^UMaU  SnéfrdMIadha» 
Gdtnatf  y  l4zMrafte;'b*Mli!  yam  dompvaadtfHá'iBat&MHilaiiqaai^lie  lafaaafanBB,  Bl 
^tlMiaCradc^krfltmiliididadanclioaAaba  abUg^idia  iaisltir  en  aita.«MttDaa.da 
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opittinies  la  snyc  wyulablé  y  ávtoriilidtt,  gr  lolia  llacko  don  la  fl«ri0d«*«iMilifle» 
q«s  kobiera  padMo  pedirte  el  'más  et^yéatei  Se»  •obte'tBdo,  digmi  dopaeafciaaplam» 
BO  la  priineta  paÉ^del  ixtfcHBe^e  tmlla^el  eeMepta<4eléS'«et»»  «etefuffiee  ó- 
sea 'del  Gemeielo^  tafeemo  lo  eaileiiden  ebattaáielgiifiqnte  la  erjomoito  polflifai 
y  el  dervelio.  Bá  eelepinito  selrá.'BmydifleilTebattr  lea-opteicma  ^a  el  daoiCn^ 
eoneiiráa'  y  el  jaletaraaelo  y  laretfo  qaerle  laeiieemlMl  deftettfoMW  del  OódigO'Ti- 
getfte  y  lee  de  loe  ▼artoe  proyeetos  hiUatadee  paira  aficmafior  Em  nertleeiclaBa» 
tro  ha  estado  demasiado  severo  eam  Um  Tfibiumler  éeOomeetlo,  que  e&  su  oi^;ik> 
niiaeioa  pasada  taúeron  sin  duda  defecto!  y  no  pocos;  pero  qaeen  la  esfera  del 
derecho  constituyente,  en  nuestra  opinión  al  menos,  no  pueden  rechazarse  tan 
deeldidainénfe  comdel  claast^  ioiise^.  Sobre'tbd^ek  Imadeüslble  atnaari^iiela 
unificación  de  fueros  púéde  peli^ar  con  está  organltacion  de  los  Yrfimhsles  es- 
peciales. Es  lástima  que  los  dignos  profesores  que  firman  el  dictamen  no  hayan 
apYOTéettsdo  la  bcflfsf os  qde  el  ertmen  de  los  Tnbtmileé  Mt  hipfif MMi  ptit  pedfr  et 
establedmiemo  del*  jurado  e¿  los  ii6|poeioe  «lerñatMe. 

*  * 

06d1gOñ  e#i>iiflolM  y  Oolaócion  lesisl^tlYA»  comprensiva  de  lo  lisiado- 
con  posteriondad  á  los  Códigos,  ó  BehLegisUetím generét de  B»mí<i,  ilustrada oob^ 
los  retratos  de  los  Reyes  autores  de  los  Godiffes*  por  J^.  Jet»  Jhv«  f  Mirllsíi. — 
Segoada  eriitíoa  ieAiBdlda.^Madrid^  Satnntíso  eaVMS.  Vm^VSi  yoW  ema»*9ce> 

'  Bsta  obra,  tifen  conocida  en  lae  atilás  en  queri  BTélfwe  ]ia€Q«KMé  tantos  afioa 
la  honrosa  profesión  del  Magisterio,  liega  asa  segsnida^didtoaOTb  Me  teümsto- 
nes  debida^  á  ta  objeto.  Los  10  voldmeiies  qqe  la  «oa8titiqfe&  tÉeaen  dils  partes. 
La  prtmera'(<f  vof .)  expliea  los  GOdigos.  La  segunda'  (4  toI.)  tepHea  la  eoleedan'  le<- 
gislativa. 

Cada  disposición  legal,  brnai  veces  integfameBto  taaerta,  olrav  eompSDdfaida,. 
tiene  su  correspondiente  indieation  histórica,  saetatisn  y  «omentariD;  claro  ea, 
^rtúito.  que  el  libro  del  Sr.  Mure  cumple  Mén  el  obóMa  ptoameate  didicticsi 
á^ue  está  destitttdo. 

4 

liáfórce  pubUquíé  et  la  XMItxlttlferMiire»  iliscüisé  laamuaéialo  par 


^  ^  19??  un  monarca  espafiol,  Alfonso  11!  el  Liberal,  otorgaba  á  los  nobles 
goneses  los  dosrfamosos  fueros,  en  los  que,  con  otras  ñanquicias  y  privilegios» 
conoció  á  sus  subditos  el  derecho  de  inaorreodon.  Bn  Aragón  domo  en  Franda, 
yiH^aterra  3  otros  plises  de  Efirepa  existían  pactos  tácitos  ó  expresos  entre  el  rey 
y  loa  Aobles»  unos  y  otros  eontraiaa  mutuas  obligaciones,  y  si  el  rey  fitítaba  á  soa 
Qompromisos  podía  la  nobleía  eligirle  á  viva  fuerza  el  eumplnniento  déla  cos- 
tumbre ó  de  solemne  convenio;  empero  más  tarde  el  absolutismo  monárquico,  la 
altiva  aristoecada  filé  vencida,  la  clase  media  toqió  ^arte  más  actha  en  la  vida 
p&blica,  pretendió  el  cuarto  estado  recobrar  derechos  que  siempre  le  fueron  nega- 
doe^y  ya  cuando  el  pnebleno  se  creyó  si^eto  por  volontad  divina  á  los  poderes 
realM»  saaado  elaatigao  siervo  ó  vasallo  eempreadió  su  pn^io  valer  coino  hom* 
bgayoQatoiiittdfciiaaa,  pwsteató  csalim  la  Urania»  esigió  también  el  cmnpBJBue&to 
ié  deberes  en  IOS  que  por  vfrtad  da  la  tpaiMon  In  gritiriinifcaa.  j;imwslaailiimi 
en  oiro  tiempo,  preleadió  elereereldeieeho  daiasaneedoa,  y  loijereió  ea  efecto 
^saeiahiabra  is  ■<rtbifiwi.  Alwpa  láwi,  jpi»áa  habar  aottvo  Bsdaas^.fAia  fue 
•eaaa^WBsha  laYssiitoncia  asirá  la  apiasisa?  T^^a^imít^m  tesa  M^  Faidar 
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"im^MmmMUétíkpoáet,  y  iAYeitelloa  et  ladtf)  y  mi»o»piiede  Mr  xti  émecho.  El 
^^»,Mo«MBM«i««gs8Vi«d»piieáé;T«c)ttmax,de»ptte»d«ob#d^^  eoátra  Uór- 
^«ilmperior  qi9»  d»tiiM«aitft«.  Pqín^^bI^Uí,  rntoni^uw  no  ^  «teiHtídaí  >«i4a  fojus- 

-otan?  Y>«n:e8|0i»M  MQétay  9cendátlo8«c«o»b«litr»)ot  ^ira  e»  licite  UnieDeiioD^ 
]«i|»aiWcJM«iilav  pri]idpibg.^oii(la9t6ye8  poeüitm  iHMdeiiipreTeiarfioi^aiiilar  y 
Mlpi%ftákM^«lieUoD^8peréoBálMi6MleetiYM,  maftiio.  fijarlas  easdiolaneB  que 
jii8Uti|Éeiymai«#ol«éi«[ii.iHay«  w^n  etíñttaga^moffvai.  U.  F  aidcnrun  Juez  mipnmo  pa- 
,  ra  £|llar  en  los  coDfiicto»que  surjan  entre  el  gobierno  y  el  puéW<^«l4)0«ter  jodicial, 
que  declara  si  hay  ó  no  derecho  para  la  rebellón,  que  manda  reprimir  y  castigar 
una  rebelión  injusta  contra  el  ejercicio  regrular  de  la  autoridad,  ó  reprimir  un  acto 
«ebfttt«apia;eo«lMido  por  fitnsionwkiipúlsficoa  y  dwioWeeldo  por  medióle  una  re- 
«kteÉGlai  6 mMioiígitneeal que  impltaitáme«teieB!d8dlaradaiégitioia.  Guando  en 
^a'G^nakra  iMAfa  sa  diaentMi  la  jgc^tiUioioilyíli  diputado  prépüao  el  titúlente  ar- 
tíBulor.Late8iitttioiaálo»:a4íto»lWgal8«jdttlo^fnnctonario«6  a^enteaddia  au- 
.  «oridad  acM^legMlAa,»  Bl  con^rsao  reoonoieíó  e»  prinefpto  ««te  derecho  á  la  rwig- 
teneia^peiii  éa  nag^A  acépteír  él  aMicuk)  para  evitar  abusos  y  felsas  interpreta- 
aiones!  de  la  doctrina. 

8o8«ma¿á)'mhtifattl«apr«iD»lbMniibér,iMi  opti^n-  á^VJvmér^  diatinguir 
•ntM'lia^MgttlMad  ylaartAtñnedad^maé  pMMi^adiQeder  al  Poder  JitdiciU  taa  ele- 
YadaffAiiHtfénés,pi*biMii>^rodefwlodoIa8r«i^rM  garaÉtialMde  impioolalidad  é 
independencia,  evitar  á  todo  trance  que  jtaecee  y  magistitedOB  dependan  del  Poder 
^eeutivo,  porque  de  otro  modo  pudiera  ser  aquél  juez  y  parte  á  un  tiempo  é  inefi- 
llcaoes  sus  Mfts  aara  evitar  la  insurrección. 

♦  • 

Des  anneziones  de  terrltoire  et  leurs  principales  consequenoes, 
por  JsfeíCff&owfll.— París,  1831.  * 

Es  un  libro  de  actualidad  y  que  estudia  una  materia  poco  analizada  en  sus  fun- 
damentos legales  y  jurídicos  y  mucho  menos  en  ias  consecuencias  que  entraña. 
Oiftcil  es,  en  ?erdad,  encontrar  razón  6  fundamento  legal  á  las  anexiones  de  terri- 
torio ejecutadas  en  los  presentes  dias,  la  fuérzalas  autorizó  en  todo  tiempo,  y  hoy 
como  siempre  la  victoria  en  las  guerras  ó  la  habilidad  en  la  diplomacia  ó  sencilla- 
n)ente  el  abuso  de  fuerza  son  la  causa  de  las  modernas  anexiones  á  las  que  se  pre- 
tende dar-apariencias  de  legalidad  por  ínedio  de  tratados  y  conferencias.  Asi  se 
comprende  que  M.  Cobonat,  en  la  primera  parte  de  su  obra  investigue  las  causas 
racionales  de  la  anexión  más  bien  en  la  ciencia  política  y  en  la  fllosoña  que  en  la  de 
derecho.  El  derecho  y  la  historia  podrán  justificar,  por  ejemplo,  la  anexión  del  Vé- 
neto á  Italia,  conseguida,  sin  embargo,  á  costa  de  una  guerra,  á  pesar  de  la  histo- 
ria y  del  derecho;  mas  no  ciertamente  la  de  la  Aisaeia  y  Lorena  á  Alemania^  la  del 
Holstein  al  mismo  imperio,  la  de  Polonia  á  Rusia,  Austria  y  Prusia  y  tantas  otras 
que  son  la  negación  del  derecho  y  la  consagración  de  la  fuerza.  La  segunda  parte 
el  autor  entra  ya  de  Heno  dentro  del  terreno  jurídico,  del  derecho  público  y  priva- 
do porque  estudia  en  todos  sus  aspectos  las  consecuencias  de  la  anexión  en  la  na- 
donalidad,  los  conflictos  á  que  pueden  dar  lugar  la  diferencia  de  legislación  civil  y 
penal,  y  las  nuevas  relaciones  que  se  crean  los  otros  Estados  por  efecto  del  cambio 
de  nacionalidad. 

Drolt  dvil  ictemational,  por  F.  ¿auren/.— Tomos  II-V.~Bruse1as,  1880. 
^voUenS*. 

£1  autor  de  la  Bittori»  de  ím  AtMosidsd,  el  dqcto  catedrático  de  la  Universidad 
de  Oittte,  continia  lapubUcaoionde  su  importantísima  obra  de  derecho  civil  in- 
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teroaeioMl.  En  1m  lomoa  á  ««a  te  nfior*  eata  iNiliflli  blWiagrMe*  teto  U^lmar 
rentcoalaoondieioB  ^oe  1«  dástin^ue  y  «oe  MtiloviuaíM  y  irftiMM»  4»»  tt»aii» 
quo  dá  i  sus  «aeritOB  espodal  «inetivo,  losTirios  •iflUoMS  reUtív^p  i  l»i<Mtit> 
tos  y  Ut  eandicion  de  los  eKtraojeros  ab^k^  aqiMUos áatmibM  d»Um'pmmi^$m 
ritos  y  moy  en  extenso  Us  floeladMlesaMreftntUes,  y  U  anertisMiMí  eMl  y 
8ii8ttiM;tO(ÍMilMieiiesttoAe8  que  «•  refieren  «I  mairioMiie  y  «I  dJumie»  «winn 
ellas  la  que  -versa  sobre  cual  de  los  «stasiiltsak  «i-el  real  ó  el  persoÍMl,  te  ée  ^telé- 
rirae  para  el  matrimonio,  y  por  último,  Ja  patria  potestad  y  lis  detectes  4e  tei^^hi- 
josl^rítimyosyaataira^s.  * 


■*■  * 
ZoltaetaHft  íttr  dle  Crteaiñmte  9fcv^£realit«wláa«iieMaft,  (i 
•eral  de  la  cieneia  del  dereobo  penal^-  fienuMs  reoibido  los  ndmeoMS  S,  8  y  4  del  to- 
mo f  y  I^  del  tomo  II  de  estainiportante  revista,  que  eontienea,  «atro  oteas,  Um 
sig-uientes  artteulos:  El  delito  y  la  penaoonsidersdos  eomo  <di{|ela  ée  la  «enola  dol 
derecho  penal  «—El  Q6digo  penal  de  QoUdida  y  wia  toantes  histérts«s.-'-4<»a  daiif  m 
por  omisión.— Estadística  criminal  —Estado  anUial  deldereebo  peoaá  é»  ii>j1stiTi^ 
ra  y  los  proyectos  de  codificación.— Bl  duelo  entre  estudlsntasj-^^Iafloeiieiadei 
cUma  en  la  oriminaUmid .-««aslMUdiM  de  fMüableoer,  desdeelpinitorde  viste  peásl» 
reerlssdederosho  iatemsoioAsLosaiiMiá  iodos  toa  Estados,  r*MfiHüis  kgaL^^^te 
legjslsfiion  penal  de  Dinamarea«— Ú^digo  penal  de  Eolandft  4e  8  4t  türia  dir 
ia6U-fi6di«raaiUtar4e  I>inamai!oa  de7  de  Mayo  de  1881. 
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